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ADVERTENCIA  SOBRE  EL  TOMO  8' 


En  la  página  695  está  el  tratado  con  Guatemala,  vigente  en 
todo  lo  que  se  refiere  á  la  conservación  de  la  paz  y  la  amistad 
entre  las  dos  Repúblicas,  y  desahuciado,  en  lo  demás,  por  despa- 
cho del  Gobierno  de  Guatemala,  fecha  3  de  Setiembre  de  1873, 
de  que  tomó  not^  el  Gobierno  del  Perú,  según  su  respuesta  de  9 
de  Octubre  del  mismo  año. 


ITALIií^ 


e=) 


PRESIDENTE       DE     LA     REPÚBLICA     DEL     PERÚ.     ETC. 

Por  cuanto: 

Entre  la  República  del  Perú  y  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, se  celebró,  por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  el  día  3  de 
Mayo  de  1863,  la  siguiente 

CONVENCIÓN  CONSXTLAR 

El  Supremo  Gobierno  do  la  República  del  Perú,  y  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  han  resuelto  ajustar  una  Convención 
Consular,  determinando  claramente  los  derechos,  inmunidades, 
privilegios  y  deberes  recíprocos  de  los  Agentes  Consulares  en  am- 
bos Estados.  Con  este  objeto,  han  nombrado  sus  Plenipotencia- 
rios, á  saber: 

El  Supremo  Gobierno  de  la  Re{)ública  del  Perú,  al  señor 
doctor  don  Luis  Mesones,  su  Encargado  de  Negocios  en  Italia; 
y  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  al  señor  Profesor  don  Cristóbal 
Negri,  Comendador  de  la  Orden  de  San  Mauricio  y  San  Lázaro, 
Gran  Oficial  de  la  Orden  del  Sol  y  del  León  de  Persia,  Comen- 
dador de  las  Ordenes  del  Cristo  de  Portugal  y  de  Isabel  la  Cató- 
lica de  España,  y  de  otras  órdenes  extranjeras;  miembro  de  va- 
rias Academias  científicas,  Cónsul   General  de    primera  clase  y 


[•]    Véase  Cerdeña  en  el  Tomo  IIL 
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Jefe  de  la  Seccióu  <le  Consulados  y  Comercio  en  el    Ministerio  de 
Negocios  Extranjeros,  etc.,  etc,  etc. 

Quienes,  después  de  haber  presentado  sus  plenos  poderes,  y 
hallándolos  en  buena  y  debida  forma,  han  convenido  en  los. 
-artículos  siguientes: 


ARTICULO   I. 

Cada  una  de  las  Altas  Partes  Contratantes  tendrá  facultad 
de  nombrar  y  mantener  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice- 
cónsules y  Delegados  ó  Agentes  Consulares  en  las  ciudades, 
villas,  puertos  y  demás  lugares  de  la  otra,  si  está  permitida  en 
ellos  la  residencia  de  dichos  funcionarios. 

ARTÍCULO  IL 

Los  empleados  consulares  no  podrán  entrar  en  ejercicio 
de  sus  funciones,  sin  haber  antes  obtenido  del  Gobierno  del 
Estado  en  que  van  á  residir  el  Exequátur  á  la  patente  ó  nom- 
bramiento, conforme  á  la  costumbre  de  las  respectivas  na- 
ciones. 

Las  Altas  Partet?  Contratantes  se  reservan  el  derecho  de 
negar  el  Exequátur  á  las  patentes,  letras  de  provisión  ó  nombra- 
mientos consulares,  así  coqio  el  de  retirar  el  Exequátur  expe- 
dido; pero  acuerdan  que,  en  el  segundo  caso,  se  manifestarán  los 
motivos  que  ocasionen  tal  procedimiento. 

ARTICULO  III. 

Lns  Agentes  diplomáticos,  Cónsules  Generales  y  Cónsules  de 
ambos  Estados,  podrán  también  nombrar  Vice-Cónsules  y  Dele- 
gados ó  Agentes  Consulares  en  los  lugares  de  su  jurisdicción,  si 
se  les  hubiese  concedido  regularmente  tal  facultad. 

Estas  dos  clases  de  empleados  no  podrán  ejercer  sus  funcio- 
nes, sin    el  previo  reconocimiento  del  gobierno  territorial. 

ARTICULO  IV. 

El  Supremo  Gobierno  de  la  República  del  Perú,  y  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  acuerdan  que  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Consulares,  así 
como  los  respectivos  Secretarios,  Cancilleres  ó  Vice-Cancilleres, 
gocen  de    las  inmunidades  y  exenciones  inherentes  á  su  cargo,  é 
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indispensaBles  para  sii   completa  independencia   de  las  autori- 
dades locales. 

ARTICULO    V. 

Las  Partes  Contratantes  convienen  también  en  que  los  funcio- 
narios consulares,que  no  son  subditos  deí  Estado  en  que  residen, 
estén  exentos  de  la  obligación  de  dar  alojan  tientos  militares  y  del 
pago  de  contribuciones  de  guerra,  de  contribuciones  directas,  per- 
sonales ó  sobre  rauebles,impuestas  por  el  mismo  Estado,Comuues 
ó'Municipios;  pero  en  lo  concerniente  á  su  comercio  particular, 
industria  ó  bienes  inmuebles,  y  en  todo  lo  que  no  se  refiera  di- 
recta ó  indirectamente  al  ejercicio  de  las  funciones  consulares,  que- 
darán sujetos  á  las  caigas  é  imposiciones  del  país  de  su  resi- 
dencia. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  Consulares,  gozarán  igualmente  de  inmunidad 
personal,  excepto  en  loa  casos  referentes  á  hechos  ó  actos  que  la 
legislación  de  los  dos  países  ^califica  de  crímenes,  ó  delitos  grave» 
que  merecen  pena  corporis  aflictiva. 

ARTICULO  VI. 
t 
Los  Agentes  Consulares   podrán   enarbolar  la   bandera  de 
sus  respectivos  Estados  en  los  días  de  pública  solemnidad,  6  de 
fiestas  religiosas  ó  nacionales,  si   no  existe  en  el  mismo  lugar 
alguna  Legación  de  su  país. 

Podrán  también  colocar  sobre  las  puertas  de  sus  casas  ,  el 
escudo  de  armas  de  la  nación  á  que  pertenecen,  con  esta  ins- 
cripción: 


CONSULADO  DEL  PERÚ 


CONSULADO   DP:   ITALIA. 


ESstas  prerrogativas  soló  tienen  por  objeto  designar  el  lugar 
del  Consulado  á  los  marineros  y  nacionales;  pero  en  ningún  caso 
oonstituven  un  derecho  de  asilo 


ARTICULO  VIL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos 6  Agentes  Consulares,  y  los  respectivos  Secretarios  y  Q^nci- 
UereSy  no  estarán  obligados  á  prestar  declaraciones  como  testigos 
Ante  los  jueceé  de  primera  instancia. 
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Si  estos  juzgados  tuviesen  necesidad  de  las  declaraciones 
jurídicas  de  aquellos  Agentes,  les  designarán  por  escrito  el  día 
y  hora  en  que  se  proponen  ir  personalmente  á  recibirles  á  su 
propio  domicilio. 

Cuando  leis  Cortes  y  Tribunales  Superiores  de  Justicia 
deban  recibir  las  declaraciones  indicadas,  los  funcionarios  con- 
salares declararán  en  la  sala  de  audiencia,  ocupando  un  asiento 
distinguido. 

ARTICULO  VIH. 

Los  archivos  consulares  serán  inviolables,  y  en  ningún  caso, 
6  por  ningún  pretexto,  podrán  las  autoridades  locales  visitarlos 
ni  examinar,  ó  apoderarse  de  los  libros,  papeles,  ó  documentos 
^e  contienen. 

Estos  documentos  deberán  estar  enteramente  separados  de 
los  libros  6  papeles  que  se  refieran  al  comercio  6  industria  que 
pueden  ejercer  los  empleados  consulares. 

ARTICULO  IX. 

En  caso  de  muerte,  ausencia  ó  impedimento  de  los  Cónsules 
Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Con- 
solares, los  Cancilleres,  Vice  Cancilleres  y  Secretarios,  que  hayan 
sido  anteriormente  presentados  á  las  autoridades  locales,  ejercerán 
pd-interin,  pero  de  pleno  dereclio,  y  conforme  á  su  respectiva 
clase,  las  funciones  del  Consulado. 

Las  autoridades  locales  estarán  obligadas  á  prestarles  asis- 
tencia y  protección,  y  á  mantenerles,  durante  el  tiempo  de  sus 
funciones  interinas,  en  el  goce  de  los  derechos,  privilegios  é  in- 
munidades que,  por  h,  presente  Conyenrión,  se  conceden  á  los 
Cónsules  y  Vice-Cónsules. 

ARTICULO  X. 

Si  aconteciese  la  muerte  de  algún  Agente  Consular  sin  que 
baya  un  sostituto  ó  empleado  que  doba  encargarse  del  archivo,  la 
competente  autoridad  local  procederá á  sellarlos  papóles,  libros  y 
documentos  del  Consulado,  absteniéndose  de  leer  ó  examinar 
las  notas  ó  puntos  que  contienen.  Esta  operación  se  verificará 
á  presencia  de  dos  conciudadanos  de  la  persona  finada,  ó  á  falta 
de  ellos,  de  dos  sujetos  notables  del  lugar,  prefiriendo,  si  fuese 
posible,  á  algún  C<'»nsul  de  otra  nación  amiga. 

Al  tiempo  de  entregar  el  archivo  al  nuevo  empleado  consu- 
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lar,  se  quitarán  los  sellos  ñ  presencia  de  -las  personas  menciona- 
das, si  estuviesen  io<lavía  en  el  mismo  país. 

ARTICULO  XI. 

Cumple  á  los  Cónsules  Gmierales,  Cónsules,-  YiceCónsules 
y  Delegados  ó  Agentes  Consulares,  proteger  el  comercio  de  sus 
conciudadanos.  '  iV)drAn  reclamar,  ante  las  autoridades  del  dis- 
trito  de  su  residencia,  contra  las  infracciones  de  los  Tratados  ó 
Convenciones  existentes  entre  los  dos  países,  defender  los  dere- 
chos é  intereses  de  sus  compatriotas,  y  apoyar  sus  demandas  ó 
quejas  fundadas. 

En  caso  necesario,  y  por  falta  ó  ausencia  de  Agentes  diplo- 
máticos de  la  nación  á  qu(i  pertenecen  los  Cónsules,  podrán  estos 
dirigirse  al  Supremo  Gobierno  del  Estado  en  qué  residen,  para 
leclamar  de  la  denegación  de  justicia  ó  abusos  de  las  autorida- 
des del  lugar  en  perjuicio  de  sus  respectivos  nacionales. 

ARTICULO  XIL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules y  Delega- 
dos 6  Agentes  Consulares  del  Perú  en  Italia,  y  los  de  Italia  en 
el  Perú,  tendrán  derecho  de  recibir  en  el  Consulado,  en  el  domi- 
cilio de  las  partes,  ó  á  bordo  de  los  buques  de  su  país,  las  decla- 
raciones de  los  capitanes,  marineros,  pasajeros,  negociantes  y 
cualquiera  otros  subditos  de  sus  respectivas  nacioníís. 

Podrán  también  autorizar  los  contratos,  testamentos  ú  otros 
actos  de  notariado  referentes  á  sus  conciudadanos:  cuando  algu- 
no de  aquellos  actos  tenga  por  objeto  constituir  hipoteca,,  se  ob- 
servarán las  leyes  especiales  de  los  dos  Estados, 

Los  agentes  supradichos  podrán,  ademas,  autorizar  las  Con- 
venciones que  estipulan  sus  compatriotas  con  otras  personas  del 
distrito  consular,  y  aún  las  que  so  verifiquen  exclusivamente 
entre  los  ciudadanas  del  país  de  su  residencia,  siempre  que  se 
refieran  á  bienes  situados  en  el  territorio  de  la  nación  de  los 
mismos  Cónsules,  ó  á  asuntos  que  deberán  ti-atarse  en  ella. 

Los  certificados  ó  testimonios  de  estos  actos  ó  documentos 
debidamente  legalizados  por  dichos  Agentes,  y  sellados  con  el 
sello  de  sus  respectivos  Consulados,  merecerán  fe  y  crédito  en 
juicio  y  fuera  do  el,  y  tendrán  valor  legal,  tanto  en  el  Perú  co- 
mo en  Italia,  si  aquellos  documentos  han  sido  expedidos 
conforme  á  las  leyes  del  Estado  á  que  pertenecen  los  Cónsules,  y 
llenados  los  requisitos  dol  sello,  registro  y  demás  condi(íiones 
exigidas  en  el  país  donde  deben  surtir  efecto. 

Tetidrán,  así  mismo,  fuerza  y  valor  l^gal  en  el  Perú  y  en 
Italia,  las  traducciones,    extractos  ó  legalizacionrs  que  los  Agen- 
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tes Consulares  hugíin  de  cualesíjuiera    documentos   que  proven- 
gan de  los  funcionarios  ó  autoridades  de  sus  rüo^>ectivos  Estados. 

ARTICULO   XIII. 

Los  laudos  y  resoluciones  que  los  Cónsules  del  Perú  en 
Italia,  y  los  de  Italia  eii  el  Perú,  pronuncien  como  jueces  arbi- 
tros en  asuntos  pigramente  mercantiles  de  sus  respectivos  con- 
ciudadanos, tendrán  valor  legal  en  ambos  Estados. 

ARTICULO  XIV. 

Si  algún  subdito  de  una  délas  Altas  Partes  Contratantes  falle- 
ciese en  el  territorio  de  la  otra,  deberán  las  autoridades  loc^^les 
participarlo  inmediatamente  á  los  respectivos  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vice-Cónsules  ó  Agentes  Consulares  que  residan  en  el 
distrito:  esLoi  funcionarios  tendrán  tatnbién  la  misma  obligación 
respecto  á  las  autoridades  locales,  si  hubiesen  recibido  previa- 
mente aquella  noticia. 

Cuando  muera  un  peruano  en  Italia  ó  un  italiano  en  el 
Perú,  sin  haber  dejado  herederos  ó  ejecutores  it^stamentarios,  ó 
cuando  los  herederos  ó  ejecutores  testamentarios  estén  ausentes 
y  sean  desconocidos  ó  incapaces,  los  Cónsules  Generales,  Cónsu- 
les, Vice-Cónsules  y  Agentes  Consulares  tendrán  obligación  de 
practicar  las  operaciones  siguientes: 

Primera. — Poner  los  sellos  del  Consulado  á  todos  los  bienes, 
muebles  y  papeles  de  la  persona  finada,  previniendo  de  oficio,  ó 
.  á  petición  de  las  partes  interesadas,  á  la  competente  autoridad 
judicial,  para  que  si,  lo  tiene  á  bien,  asista  á  aq  lella  operación 
y  pueda  cruzar  sus  sellos:  en  éstos  casos  no  podrá  i  quitarse  sino 
de  común  acuerdo. 

No  obstante,  si  prevenida  oportunamente  la  autoridad  ju- 
die al,  trascurriesen  cuarenta  y  ocho  horas  sin  qae  se  haya  pre- 
sentado, podrá  el  Cónsul  efectuar  por  sí  sólo  dicha  operación. 

Segunda. — Formar  el  inventario  de  todos  lo^  bienes,  efectos 
y  valores  que  pertenecían  á  la  persona  finada;  di  hiendo  efectuar 
esta  operación  á  presencia  de  la  autoridad  h)e:il,  si  ella  quisiese 
intervenir. 

Tercera. — Proceder,  conforme  á  la  coslu'nbro  del  país,  á  la 
venta  de  los  bienes  ,  muebles  ó  frutos  que  pue  \a\\  padecer  algún 
menoscabo  ó  deterioro. 

Ctiarfa.  -Puldicar  la  noticia  del  falleciuiir:sto  en  uno  de  los 
diarios  del  di^^trito,  ó  de  las  capitales  de  ambas  njiciones;  pero  no 
eiítregnrán  la  InMeneia  ó  sus  productos,  á  los  h':i>*deros  legítimos 
ó  á  sus  mandatarios,  sino  después  de  pagar  todas  las  deudas  que 
hi.'bie.^e  contraído  la  persona  íinada  en  el  mismo  país,  ó  que  ha» 
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yaii  trascuirido  seÍ3  meses  desdo  el  dia  de  la  muerte,  sin  que  se 
haya  hecho  uinguna  reclamación  respecto  á  la  masa  mortuo- 
ria. 

Quinia,  —  Administrar  y  liquidar  los  bienes  mortuorios,  ó 
nombrar  bajo  su  reá¿)on3abilidad  un  agente  paraqualos  admi- 
nistre y  liquide. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir  en  estas  ope- 
raciones, á  menos  que  algún  subdito  del  país,  ó  de  otra  nación, 
tengan  que  deducir  derechos  á  la  masa  hereditaria,  y  se  ori- 
ginen reclamaciones  contenciosas  que  serán  resueltas  por  los 
Tribunales  del  lugar:  en  este  caso  los  Cónsules  intervendrán  co- 
mo representantes  de  la  herencia,  conservando  el  derecho  dé 
administrarla;  pero  no  verificarán  la  liquidación  sino  después 
del  pronunciamento  de  la  sentencia,  ó  composición  do  los  liti- 
gantes. 

ARTICULO  XV. 

Si  aconteciese  la  muerte  de  algún  subdito  peruano  ó  italiano 
en  un  higar  én  que  no  existe  Cónsul  de  su  nación,  la  compe- 
tente autoridad  territorial  procederá  á  la  facción  de  inventarios 
y  liquidación  de  los  bienes  ó  efectos  mortuorios,  conforme  á  las 
leyes  del  país;  pero  estará  obligada  á  dar  cuenta  de  estas  opera- 
ciones,en  el  más  breve  término  posible,  á  la  respectiva  Legación, 
si  la  hubiese,  ó  al  Consulado,  ó  Vice-Consulado  más  próximo  al 
lag^r  en  que  falleció  el  intestado. 

Si  el  Ajenio  diplomático  ó  Cónsules  referidos  ,  se  presenta- 
sen personalmente,  ó  enviasen  un  apoderado,  en  debida  íurma, 
la  autoridad  local  dará  uenta,  entregando  la  masanr:t  «vjria, 
cuya  administración  y  liquidación  compete  por  derecho  á  .iíjuc- 
Uos  funcionarios. 

ARTICULO  XVI. 


Los  Cónsules  (Jenerales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Agentes 
Consulares  d»^l  Perú  en  Italia,  y  los  de  Italia  en  el  IVnú,  podrán 
ir  personalmente,  ó  mandar  Delegados  á  bordo  délos  buques  de 
sus  respectivas  naciones,  cuando  teng.n  necesidad  de  interrogar 
á  los  C4ip¡tnnes  ó  marineros,  examinar  los  registros  del  bucjue  y 
recibir  declaración*^^  tocante  á  su  vinje:  podrán  también  dirigir 
los  manifiestos,  facilitar  la  expedición  do  las  nave?,  y  acompa- 
ñar á  los  capitanes  ú  oficiales  ante  los  Tribunales  de  Ju.sticia, 
6  Administración  de  Aduana?,  para  servirles  de  intérpretes  y 
proteger  sus  intereses. 
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xVKTICULO  XVII. 

En  todo  lo  que  concierne  íi  la  policía  de  los  puertos,  á  la 
carga  y  descarga  de  los  buques,  y  á  la  conducción  y  seguridad 
de  las  mercaderías  ó  efectos,  se  observaran  las  leyes,  estatutos  ó 
reglamentos  territoriales. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  Consulares,  conocerán  exclusivamente  del  orden 
ó  policía  interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  respectivas  na- 
ciones, y  resolverán  las  controversias  ó  diferencias  existentes 
entre  los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  especialmente  cuando 
se  refieren  á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que  per- 
turben la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el 
puerto:  intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aque- 
llas disensiones  alguna  persona  del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á 
la  tripulación. 

En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limita- 
rán á  auxiliar  eficazmente  álos  Agentes  consulares,  si  estos  las 
requieren,  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcjl  á  cualquier 
individuo  perteneciente  á  la  tripulación. 

ARTICULO  XYIII. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegados 
6  Agentes  Consulares,  podrán  hacer  prender  y  enviar  á  bordo, 
6  á  su  paí*?,  á  los  marineros  ú  otras  personas  que,  estando  com- 
prendidas de  algún  modo  en  la  tripulación,  desertan  de  los  bu- 
ques morcantes  ó  de  guerra  de  sus  respectivos  Estados. 

Con  este  objeto  deberán  dirigirse  por  e^erito  á  las  autorida- 
des locales,  y  presentar  los  registros  del  buque  y  el  rol  de  tripu- 
lación: si  hubiese  partido  el  buque  á  que  pertenecen  los  deserto- 
res, bastará  la  copia  auténtica  de  dichos  documentos. 

Las  autoridades  locales  deberán  prestar  asistencia  y  auxilio 
á  los  empleados  consnlarps  para  la  aprehensión  y  custodia  de 
los  desertores  en  las  careles  públicas  ó  pontones,  quedando  á 
cargo  de  aquellos  Ap:entes  la  satisfacción  de  los  gastos.  Y,  á  fin 
de  evitar  controversias,  las  Partes  ('ontratantes  acuerdan  que  la 
cantidad  exigible  para  manutención  de  los  detenidos,  no  exce- 
derá de  cuatro  reales  diarios  en  el  Perú,  ni  de  dos  francos  y 
medio  en  Italia. 

El  arresto  del  desertor  no  podrá  durar  más  de  tres  meses, 
pasados  los  cuales,  y  previo  el  correspondiente  aviso  al  Cónsul, 
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con  tres  días  de  anticipación,  será  puesto  e^  libertad  y  no  vol- 
verá á  ser  arrestado  por  la   misma  causa. 

No  ol>stante  ,  si  el  desertor  hubiese  cometido  í\]'^(\u 
otro  delito  en  el  mismo  territorio,  la  autoridad  local  ¡Mira 
diferir  la  soltura  hasta  el  pronunciamiento  y  ejecución  de  la 
sentencia. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen  eh  que  estén  ex- 
ceptuados de  las  estipulaciones  contenidas  en  el  presente  artícu- 
lo, los  marineros  y  demás  individuos  pertenecientes  al  buque, 
si  son  subditos  del  país  en  que  tiene  lugar  la  deserción. 

ARTICULO  XIX. 

Cuando  entre  los  navieros  y  armadores  ó  aseguradores  no 
exista  un  convenio  especial  tocante  á  las  averías  que  padezcan 
los  buques  peruanos  ó  italianos,  ya  sea  en  alta  mar,  ó  ya  diri- 
giéndfjse  á  cualquiera  de  los  puertos  de  ambos  Estados,  los 
Cónsules  Generales,  Cónsules,  V  ice-Cónsules  y  Delegados  ó  Agen- 
tes Consulares,  conocerán  de  dichas  averías,  si  interesan  única- 
mente á  sus  respectivos  conciudadanos. 

Si  los  subditos  del  E.^tado  en  que  residen  los  funcionarios 
consulares,  ó  los  subditos  de  una  tercera  nación,  fueseai  interesa- 
dos en  aquéllas  averías,  conocerán  las  autoridades  locales,  á 
menos  que  todas  las  partes  se  convengan  y  arreglen  amigable- 
mente. 

ARTICULO  XX. 

Si  algún  buque  del  Gol)ierno  ó  de  los  subditos  de  una  de  las 
Altas  Partes  Contratantes,  encalla  ó  naufraga  en  la  costa  litoral 
déla  otra,  las  autoridades  locales  lo  pondrán  inmediatamente  en 
conocimieptr>  del  Cónsul  General,  Cónsul,  Vice-Cónsul  ó  Agente 
consular  resitlente  en  el  distrito;  y,  á  falta  de  estos,  en  el  del 
Cónsul  General,  Cónsul,  Vice-Cónsul  ó  Delegado  más  próximo 
al  lugar  en  que  aconteció  aquel  hecho. 

Todas  las  operaciones  referentes  al  salvamento  de  los  I  uques 
peruanos  que  hubiesen  naufragado  ó  varado  en  las  aguas  terri- 
toriales de  Italia,  serán  dirigidas  por  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vice-Cónsules  ó  Agentes  Consulares  del  Perú;  y  las 
operaciones  tocante  al  salvamento  de  las  naves  italianas  que 
hubiesen  naufragado  ó  varado  en  las  aguas  territoriales  del 
Perú,  serán  dirigidas  por  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice- 
Cónsules  ó  Delegados  Consulares  de  Italia. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir  sino  para  fa- 
cilitar á  los  respectivos  Agentes  consulares  los  auxilios  que  nece- 
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siten,  mantener  el  orden,  proteger  los  derechos  c  intereses  de  los 
salvadores  que  no  pertenezcan  á  la  tripulación,  y  asegurar  el 
cumplimiento  de  las  disposiciones  referentes  á  la  entrada  y  sali- 
da de  las  mercaderías  salvadas. 

Por  falta  ó  ausencia  de  los  Cónsules  Generalas,  Cónsules, 
Vice  Cónsules  ó  Agentes  Consulare?,  las  autoridades  locales  to- 
marán las  medidas  necesarias  para  la  protección. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen  en  que  las  merca- 
dería? ó  especies  salvadas  no  podrán  ser  sujetas  al  pago  de  de- 
rechos de  Aduana,  á  menos  que  se  destinen  al  consumo  inte- 
rior. 

En  caso  de  duda  respecto  á  la  nacionalidad  de  los  buques 
náufragos,  competerán  exclusivamente  á  las  autoridades  locales 
las  disposiciones  contenidas  éii  el  presente  artículo. 

ARTICULO  XXL 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delega- 
dos ó  Agentes  ('onsulares,así  como  los  Cancilleres, Vice-Cancilleres, 
Secretarios  y  adjuntos  respectivos,  gozarán  en  el  Perú  y  en 
Italia,  de  todas  las  exenciones,  prerro^^ativas,  inmunidades  y 
privilegios  que  han  sido  ó  serán  concedidos  á  los  Agentes  de 
igual  clase  de  la  nación  más  favorecida. 

ARTICULO  XXII. 

La  presente  Convención  tendrá  vigor  y  fuerza  obligatoria 
durante  diez  años  que  empezarán  desde  el  día  del  canje  de  las 
ratificaciones;  pero  si  un  año  antes  de  espirar  este  plazo,  ninguna 
de  las  Altas  Partes  Contratantes  hubiese  declarado  oficialmente 
á  la  otra  que  dá  por  terminado  el  convenio,  continuará  vigentt 
un  año  más,  contado  desde  el  día  en  que  se  haya  hecho  la 
declaración  expresada. 

ARTICULO  XXin. 

Esta  Convención  será  ratificada  por  Su  Excelencia  el  Presi- 
dente de  la  República  del  Perú,  con  aprobación  del  Congreso,  y 
por  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia.  Las  ratificaciones  serán  can- 
jeadas en  la  ciudad  de  Lima  en  el  ttírmino  de  un  año,  ó  antes 
«i  fuese  posible. 

En  féde  lo  cual  los  respectivos  Plenii)otenciarios  firmaron 
y  sellaron,  con  sus  sellos  particular^?,  por  duplicado,  la  presenté 
Convención, 


los  tres  dtafi  del  mes  de  Mftyo  del  año  de 
xjs  seseiitn  y  tres, 

Ckistófoho  NkííR!. 
(L.  S.) 


ende  el  Congreso  aprobado  tsta  Couven- 
mesy  año,  en  uso  de  las  facultades  que 
epública  me  concede,  he  veoido  en  acep- 
caila,  teniéndola  tomo  ley  del  Estado  y 
u  obfervancia  el  honor  nacional, 
mío  la  presente  ratificaciún,  sellada  con 
,  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
[piones  Exteriores,  en  Lima,  á  veintiocho 
del  Señor  de   mil  ochocientos  sesenta  y 


JusÉ  Simeón  Tejeda. 


;ta  de  canje 

e  la  Convención  Consular  celebrada  en- 

INO   DE  ITALIA 
EPÚBLICA  DEL  PERÚ 

ts  del  mes  de  Octubre  de  mil  oehociento» 
Ds  en  el  Ministerio  de  líelaciones  Exte- 
el  Perú  el  señor  Marqufs  don  Juan  An- 
stro  Residente  de  Sn  Majestad  e!  Rey  de 
pdro  José  Calderón,  Ministro  de  Estado 
)Iírmo,  con  el  objeto  de  preceder  al  can- 
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je  de  las  ratificaciones  de  la  Convencióa  Consular  ajustada  en 
Turín  en  tres  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres;  y  ha- 
biendo exhibido  ambos  Plenipotenciarios  sus  respectivos  poderes 
y  encontrándolos  en  debida  forma,  convinieron  en  ampliar  el 
término  estipulado  en  el  artículo  23  de  dicha  (,'onvención  para 
verificar  el  canje. 

Después  de  lo  cual,  procedieron  á  leer  los  instrumentos  ori- 
ginales de  las  referidas  ratificaciones;  y  hallándolos  exactos  y  en 
buena  y  debida  forma,  procedieron  á  su  canje. 

En  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  han  redactado  la  presente 
acta,  y  puesto  sus  respectivos  sellos. 

Hecha,  por-  duplicado,  en  Lima,  á  los  veintiocho  días  del 
mes  de  Octubre  del  auo  del  Señor  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cuatro. 

Pedro  José  Calderón  G.  A.  Migliorati. 

(L.  S.)  (L.  S.)     (1) 


buques:  tTAIJANOS  — 1869 

lÁma^  Enero  15  de  1869. 

0 

Visto  ebto  expediente,  (2)  y  teniendo  en  consideración:  que  por 
habei  ce«ado,  con  fecha  7  de  Setiembre  de  1867,  los  efectos  del 
Tratado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación  que  existía  con  el 
Reino  de  Italia,  (3)  han  dejado  de  ser  obligatorias,  desde  esa  fe- 
cha, sus  estipulaciones:  se  declara  que  los  buques  italianos  deben 
quedar  sujetos  á  todos  los  derechos  fiscales  ó  municipales  que 
pagan  en  la  República  los  demás  buques  extranjeros. 

Comuniqúese  y  publíquese. — Rubrica  de  S.  E. 

Barrenechea. 


(1)  Esta  Convención  fué  desahuciada  por  el  Gobierno  del  Perú,  en  21  de 
Junio  de  1876. 

(2)  Ese  expediente  se  refería  al  establecimiento  del  derecho  de  aguada  para 
los  buques  italianos. 

(3)  Véase  ese  Tratado  en  el  tomo  III,  página  1. 
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OUK8TIÓN  DIPLOMÁTICA  CON'  MOTIVO  DK  LA  SUBLKVACÍÓN  OCUHRIM 
A  BORDO  DEL  BERGANTÍN  «KMILIO  RONDANINI»  -  1868  -  1869 

Est-il  ríen  de  plus  honorable,  iie 
plus  populaire,  «'e  plus  utile  pow 
ungouvernement,üued'u«erac«e» 
droitsdrínslebut  deconttiVucraM 

développeiiient  de  la  ci\rilisati<Mi 
genérale, et  de  faciliter  ainsi  í|éta- 
hlisseraent  de  relaMon^  intimes 
entre  les  difTérents  peuples,  de  em 
relations  qui  favoriseiit  égalemcnt 
rindustíie,  le  eomuierce,  le  bico- 
étre  de  tous? 

Rossi.  Melantes,  Histoire  et  Piá- 
losopbie,  p.  125 

Mucho  interés  parece  haber  inspirado  esta  cuestión.    El  8e  ha 
revelado  por  una  discusión  en  hi  (^ue  pudiera  decirse  que  pe  ba 
agotado  toda  a«?pecie  de  argnment(»s   contra  el  Gobierno,   esfor- 
zándose el  talento,  la  erudición,  la  autoridad  y  ha^a  la  pasión. 
Nada  ha  faltado;  pero  el  Gobierno  ha  tenido,  ante  todo,  que  cum- 
plir el  artículo  17  de  la   Convención  Consular,  vigente  entre  el 
Pera  é  Italia,  cuyo  sentido  es  claro  p^ra  todo  el  que  lo  quiera  y 
lo  sepa  comprender.  El  Gobierno  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Ita- 
lia están  acordes  en  el   modo  de  apreciarlo,   aunque,   por  un  la- 
mentable estravfo,  se  diga  que  los  dos  Gobiernos  no  deben  com- 
prender^ como  lo  comprenden,  el   mencionado  artículo,  y  que, 
supuesta  la  necsidad  de   interpretarlo,  no  lo  deben   interpretar. 
¿Qué  otra  cosa  puede  hacerse,  sin  embargo,  cuand)  se  trata  de 
aplicar  una  ley,  que  comprenderla  en  cierto  sentido?  ¿Cuál  puede 
ser  éste,  sino  el  que  lellán  las  personas  que  están  llamadas  á 
aplicarla,  conforme  á  los  sanos  principios  de  toda  interpretación? 
El  Gobierno  del  Pera  ha  resuelto  que  la  jurisdicción  está,  re- 
«ervada  á  la  bandera  respecto  de  las  faltas,  de  los  delitos  y,  por 
consiguiente,  de  los  hechos  que,  por  otras  legislaciones,  se  llaman 
críqjenes,  cuando  no  está  implicada  persona  extraña  á  la  tripu- 
lación, ni  alterado  el  orden  publico,  ni  invocado  el  auxilio  de  la 
autoridad.    Verdad  es  que  se  atribuye  la  resolución  exchL-^iva- 
mente  al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores;  poro  esto  no  mereca 
respuesta. 

Se  dice  también  que  no  es  el  Gobierno  italiano  quien  atribu- 
ye al  artículo  17  déla  Convención  Consular  el  sentido  que  le  dá 
la  resolución  de  28  de  Febrero,  sino  su  Agre»^*^  Dír>l<)»n}ítieo  en 
Lima;  pero  al  fin  de  esti  publicación  p  <  i  'i\  auta  en  que  él 
H.  señor  Garrou  dice  qu<  iio  hace  man  ¿iir  trasmitir  el  pensa- 
miento de  su  Gobierno,  cumplir  con  sus  instrucciones,  corrobo- 
rar lo  que  había  dicho  y  manifestar  el  perfecto  acuerdo  en  que 
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se  h:illan  los  dos  Gobiernos  y  la  complacencia  del  suyo  respecto 
de  la  resolución  de  28  de  Febrero.  Aunque  no  tuviéramos  cono- 
cimiento perfecto  del  contenido  de  las  comunicaciones  del  Go- 
bierno italiano,  nos  bastaría  la  nota  del  señor  Garrou.  Un  Agen- 
te Diplomático  es  creído  en  todo  lo  que  dice  á  nombre  de  su  Go- 
bií^rno.  Así  lo  dicen  sus  credenciales  y  sus  poderes.  Para  eso 
existe;  y,  si  así  no  fuese,  la  institución  de  los  Agentes  Diplomá- 
ticos, carecería  de  objeto  y  sería  absurda.  Tan  lamentable  es 
tener  que  enunciar  estos  conceptos  que  no  insistiremos  más  so- 
bre ellos. 

Resta  la  cuestión  general  —  ¿Por  qué  se  ha  hecho  extensiva  á 
todas  las  demás  naciones  la  estipulación  del  artículo  17  de  la 
Conven<'ión  con  Italia?  1?  porque  ella  es  conforme  coa  los  prin- 
cipios filosóficos  del  derecho  y  con  los  usos  más  generalmente  re- 
cibido<^;  2?  porque  no  existien<lo  Convenciones  en  contrario,  si 
no  más  bien  en  el  mismo  sentido,  no  sería  posible  aplicar  á  las 
demás  naciones  un  tratado  desigual;  3?  porque  según  el  princi- 
pio de  la  reciprocidad,  declarado  por  el  decreto  de  28  de  Febrero, 
no  haremos  sino  tratar  á  las  demás  naciones  del  mismo  modo 
que  ellas  nos  tratan,  y  porque  es  imposible  no  cst^iblecer  respec- 
to do  ellas  la  misma  regla  de  conducta  que  observen  con  noso- 
tros; 4?  porque  dicha  resolución  enHerra  una  restiicción  necesa- 
ria. No  correspondiendo  á  las  autoridades  locales  el  conocimien- 
to de  los  delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  en  las  condiciones  re- 
conocidas, como  se  ha  hecho  vh  en  el  Perú  sin  Tratados  v  sin  re- 
ciprocidad  y  como  está  estipulado  con  algunos  países,  era  preciso 
restringir  lo  que  se  quiere  llamar  concesiones,  sujetándolas  á  la 
reciprocidaíl,  que  es  la  verdadera  salvaguardia  del  derecho  y  del 
honor  en  materia  internacional.  Así,  la  resolución  peruana  es, 
en  todo  rigor,  restrictiva,  con  el  objeto  d^  contribuirá  que  se  en- 
sanche y  fortalezca  un  principio  que  tiende  á  ser  universalmen- 
te  reconocido  y  respetado  en  to  las  las  naciones.  Se  ha  cumjilido, 
pues,  un  Tratado,  se  han  observado  los  principios  y  usos  interna- 
cionales y  nada  se  ha  infringido,  porque  el  Reglamento  Coufu- 
lar  del  Perú  es  un  decreto  provisional  del  Gobierno  que  no  pue- 
de oponerse  á  los  Tratados  y  que,  aunque  hubiese  recibido 
aplicación,  habría  sido  derogado  por  el  decreto  supremo  de  28 
de  Febrero,  dictado  con  la  misma  facultad  con  que  se  dict<>  di- 
cho Reglamento.  En  resumen,  la  cuestión  no  valía  la*  pena  de 
que  se  hubiesen  escrito  todos  l'>.s  documentos  que  se  leerán  á 
continuación  y  en  los  cuales  el  Gobierno  ha  llevado  hasta  el  ex- 
ceso su  deseo  de  manifestar  al  p  lís  que  ha  obrado  con  rectitud. 

Dos  palabras  para  concluir.  Los  señores  Fiscales  de  la  Excma. 
Corte  Suprema  le  entablaron  •  ofnpetencia  al  Poder  Ejecutivo. 
Un  miembro  de  la  Comisión  I*-rmanente,  pidió  que  se  le  diri- 
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■epresen  ¿ación  por  haber  violado  la  Cons- 
jmo  etí  cuestión,  los  Códigos  y  los  prÍDci- 
ntes.  Ni  la  Excraa.  Corle  Suprema  ha 
!Ía,  DÍ  la  H.  Comisión  Permanente  ha  he- 
Mucho  tiempo  hace,  sin  embargo,  que  el 
creto.  ■  ¿Qué  significa  este  silencio?  (1) 


Lima,  Setiembre  8  de  1868. 


«rte  de  la  tripulación  del  bergantín  ita- 
liu,  capitán  0.  A.  Paatore,  ocasionó  el  23 
Quflicto  de  que  resultó  un  marinero  muer- 
ridos. 

de  las  Islas  de  Chincha,  en  cuyas  aguas 
e,  tomó  ingerencia  en  el  asunto,  eviden- 
acióu  del  orden,  y  actualmente  seencuen- 
a  tripulación  detenidas  en  aquella  cárcel 

o  el  delito  á.  bordo  y  únicamente  entre 
á  la  tripulación,  tanto  por  los  principios 
internacional,  cuanto  por  la  legislación 
icióu  á  quien  pertenezca  el  buque  compe- 
icio  y  castigo  de  los  delincuentes, 
ncia,  ¿  V.  E.  tenga  á  bien  disponer  que 
stadoa  por  el  capitén  de  puerto  de  las 
dos  al  Callao  y  detenidos  allí  á  disposi- 
taliano  en  dicho  puerto,  quien  cuidará  de 
os  que  puedan  ocurrir  por  la  conducción 
oneros, 

jiterar  á  V.  E.  la  seguridad  de  alta  esti- 
ición  con  que  soy  de  V.  E.  afectísimo  y 

fíipñlito  Garrou. 
itro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Minisieino  de  Relaciones  Exterioresdel  Perú. 

N9  40.  Lima,  Setiembre  25  de  1868, 

No  teniendo  el  Gobierno,  acerca  de  la  sublevación  ocurrida  el 
23  de  Agosto  á  bordo  del  bergantín  italiano  «Emilio  Rondani- 
ni»,  más  datos  que  los  que  contiene  la  estimable  nota  de  US.  H., 
fecha  8  del  presente,  y  siendo  indispensable  tener  á  la  vista  to- 
dos  los  que  sean  suficientes  para  apreciar  con  exactitud  aquel- 
suceso  y  sus  resultados,  á  fin  de  expedir  la  resolución  conve 
niente,  me  he  dirigido  al  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha' 
pidiéndole  que  me  informe,  á  vuelta  de  vapor,  sobre  los  hechos 
ocurridos.  Cuando  reciba  ese  informe,  me  será  grato  contestar  á 
la  estimable  nota  de  US.  H.,  ofreciéndole,  mientras  tanto,  las 
segiiridades  de  mi  distinguida  consideración  y  aprecio. 

J,  A.  Barrenechea, 

Al  Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  y  Cónsul  General  de 
de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Esteriores 

N?  118.  Lima,  Setiembre  S5  de  1868. 

Señor  General  Gobernador  de  las  Islas  de  Chincha. 

Segón  verá  US.,  por  la  adjunta  traducción,  el  Encargado  de 
Negocios  de  Italia,  pide  al  Gobierno  que  se  remitan  á  disposi- 
ción del  Vice-Cónsul  de  esa  Nación,  en  el  Callao,  los  tres  mari- 
neros italianos  que  existían  presos  en  esas  Islas,  á  consecuencia 
de  la  sublevación  ocurrida  á  bordo  del  bergantín  «Emilio  Ron- 
daniniji,  el  23  de  Agosto  último. 

Ni  esa  Gobernación,  ni  el  Capitán  de  Puerto,  han  dado  aviso  al 
Gobierno  sobre  esos  acontecimientos,  y  como  para  resolver  la 
petición  del  señor  Garrou  es  indispensable  tener  datos  circuns- 
tanciados acerca  de  ellos,  me  dirijo  á  US.  suplicándole  que  me 
los  remita,  á  vuelta  de  vapor,  con  bastante  claridad,  para  po- 
der apreciar  el  asunto  en  todos  sus  detalles. 

Conviene,  sobre  todo,  que  US.  informe  sobre  el  motivo  que  dio 
origen  á  la  intervención  de  las  autoridades  locales,  de  que  habla 
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egocios  de  Italia,  y  si  1k  8ublevfl< 
lidad  del  puerto, 
■de  á  US. 

J.  A.  Barrentchea. 


lobtruacidn,  Setiembre  S7  de  1868. 
posible,  el  Capitáu  del  Puerto. 

Beingolea. 
'  de  las  Islas  de  ChincLa. 

jperior  decreto  de  US,,  que  antecea», 
inter[iuesto  por  la  Real  Legación  Je 
s  sucesos  acaecidos  á  bordo  de  la  barc-H 
ii,i  en  la  noche  del  23  de  Agosto  d'.í 
T  á  US.  lo  siguiente: 
es  citado,  es  decir,  al  día  sigoieníe  del 
3  de  la  dicha  barca,  pasé  al  señor  CJú- 
arte  respectivo  de  los  sucesos  ociirri- 
r  de  acompañar  en  copia  seguida. 


(copia) 
slas  de  Chincha. 

Mas,  Agosto  Si  de  18fíS. 


11.,  fui  informado  de  que  á  bordo  de  la 
ndanini,*  la  cual  se  baila  fondeada  en 
itecido  un  pleito  entre  los  individuas 
i)s  José  Silva,  Fedro  Matcareuay  esti- 
llontardo,  quienes  se  amotinaron  cod- 
;io  Forelo  y  demás  oficiales  del  buque, 
á  bordo  un  bote  á  cargo  del  contra- 
Guillermo  Freuch,  el  cual  regresó  de 
a  mañana  de  hoy  y  u.e  expuso  los 
Así  uiismu  me  dijo  que  se  hallabar) 
piloto  Forelo,  el  marinero  Silva  v 
atcarens,  y  que  estos  individuos  esta- 
>  de  la  barca  ital'una  uSadowa.» 
le  constituí  &  bordo   de    la  barca  en 
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(íueatión,  despnfe  de  haber  dudo  ordeu  verbal  al  médico  titular 
de  las  Islas,  D.  Miguel  Ararry,  paraqao  |>raeticara  el  debi<lo  re- 
conocí mienU^,  el  cual  oric^inal  acompaño  á  US. 

Di  las  a^erii/uacioues  tomadas  verbalmente  por  mí,  resulta: 
que  los  indiviíluos  Silva,  Contardo  y  Mat^'arons  se  habían  amo- 
tinado y  este  último  hirió  al  piloto  en  la  cabeza.  Des¡»ués  de  esta 
atentado.  Matearais  so  arrojó  al  a  ^aa  e»i  circunstancias  (jue  lle- 
gaba al  buqije  el  Capitán  a  las  7  li.  30  lu.  de;  la  noclie,  [>ues  ea 
la  tarde  del  23  se  había  encontrado  ausente. 

El  marinero  Matc.irens  fué  ir;u' lo  abordo  ¡>or  ulguui  umbar« 
cación  del  bTUpie  ú  otro  que  se  híillaba  :i  hu  oslado,  lil^t-j  indi- 
viduo, aunfjue  criniinal,  parece  ([U-í  antvs  dt' arrojarse  al  mar  no 
estaba  heridlo;  prroá  los  pocoá  momenlo.s  dtl  bucc¿u,  reencuentra 
con  varias  púnala  las  y  muerto.  Al  i)nni".M'  piloto  no  me  ha  sido 
posible  Ínter  oo;m-lo  [)or  el  estado  en  'júe  .-u  encuentra  á  conse- 
cuencia de  su  lierida.  Los  demás  iiu]ividm)S  de  la  tripulación 
niegan  »u  paitifi pación  en  el  he>lio  (pui  voy  riri riendo,  ."-in  em- 
bargo, he  condocido  al  cuartel  á  los  niarimíios  Sii\a  y  Contanlo, 
origen  del  mou'n,  y  cuyos  sujetos  «pie  lan  á  disposición  de    l'S. 

No  he  pnx'ediílo  contra  el  resto  de  la  tripulación  por  íalia  de 
datos  posiiiví)N  (pie  me  guiaran  en  tan  ilelicado  asunto  y  a¡  mis- 
mo tiempo  para  evitar  liacer  sufrir  algún  inocente. 

El  cadáver  de  Mat  aiens  ha  sido  enterrado  hoy  á  las  G  h.Vie  la 
tarde;  y  ho  orienado  al  cai)itán  que  mañana  pi'cs*'nte  las  evienía» 
de  ese  marinero,  como  también  (I  inventario  de  las  prendas  que 
tenga  á  su  borlo.  También  he  hecho  re<p  usable  al  capiíán  de  . 
todos  los  individuos  (pie  estén  en  su  bu<pie  hasta  mañana  á  lasí 
h.  a.  m.  en  (jue  deben  com}>arecer  ante  US. 

Qup  comunico  á  US.  para  los  fines  á  qtie  haya  lugar. 
Dios  guarde  á  US. 

Guillrnno  Black. 


Estos  son,  señor  Gobernador,  los  hechos  ocurridos;  pero  como 
en  la  comunicación  de  Su  Señoría  el  señor  Ministro  de  Relaeionea 
Exteriores,  se  nu?  culpa  de  no  haber  dado  aviso  al  Supremo  Go- 
biernocon  oportunidad,  debo  alegar  (]ue  depile  qu»  pasé  el  parte 
citado  á  esa  Gobernación,  había  cumplido  con  mi  deber. 

Comoen  la  n'>ta   del  señor  Ministro    se  piden    datos   circuns- 
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íO  conveniente  exponer  algunos   tl«- 

¡to  me  constituí  á  bonlo,  me  informé 
I  no  ae  encontraba  en  el  buque  eii;iii- 
I   fué  oi'tisi'inado  por   los   niüriiirroa 

por  el  lie  i{;util  dii^e  malayo  Matca- 
rftluion  do  penetrar  en  |a  ríuiiiini  y 
mcia  A  prinipr  piloto  Remigio  Korelo, 
lu  negiinm  pa^ar  al    rüiiclio  do    proa. 

fuerza,  ayuílado  porc-1  coutnnnaf-ilre 
f.  «nlóncí'í  fué  cruiido  MalKireus  dio 

al  pilólo,  de  enva  resulta  enyó  óst» 
bierlü.  IninodiaUíriiente  después  Mat- 
jnte  L'8.  <pic  csLo  irnliv-i.luo  uñando 
lUdia  sin  heridas.  lí!  on'vnevo  Iilri» 
1  brazo,  "buhándolo  iideí-ie  .dora  sil. 
>p'.T;iL-iÓ!i  y  en  moiai-nUis  qfi-  lieLí¡iba 
nbari;:ido  en  el  bote  t\>-\  bu'pu'  i'i  o:ro, 
í,  el  eual  nadaba  alejándose  del  bu- 
lado en  el  mar,  y  cntónei-s  ó  á  Ixinlo 
lorrible,  con  cinco  puñaladas  toilaj 
L's  lieolias  á  palos,  y  todo  esto    prac- 

que  doliiicnentí-,  los  cómplices  ó  asesi- 
s  de  la  tripulación  de  la  barca  il«- 
lo  debieron  vengarse  de  un  modo  tan 

ibernador,  mi  informe  ai  las  aprí-cia- 
i  de  la  Legación  de  Italia,  no  entrar 
[>or  las  cuales  se  me  culpa  de  lia- 
cumplimienlo  do   mis  obligacione» 

a,  reglamentos  y  leyes  vig'-ntes  de  la 
-apitanes  de  los  puertos  la  vigilancia, " 
jrden,  lauto  en  el  fondonderf),  com^ 
antes  nacionales  y  extranjeros  qtia 
ta  virtud  be  procedido,  en  u'^o  de  lait 
>  6.  loa  qno  originaron  el  molin,  para 
arirá  los  culpables.  Así  me  lo  ord©- 
aberanía  nacional  y  hasta  los  prin<ü- 
10  marítimo  internacional.  Por  otra 
podía  dejar  impunes,  atenladi's  com* 
informe,  pues  al  bacerlo  así  eería 
pió  altamente  desmoraliiiiUor   y  di»- 
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Se  alaga  por  la  Legación  de  Italia  la  inviolabilidad  de  la 
bandera.  Esto  es  innegable  á  bordo  del  biiqa^  d3  gierraque  la 
«narbola;  porque  la  nave  se  considera  C0ín>  parte  Integrante  del 
territorio  de  l.a  Nación  á  qu^  pertenece*.  Este  principio  también 
«8  admitido  cuando  los  buques  mercantes  se  hallan  en  alta  mir; 
feraen  el  caso  presente,  callan;  y  la  nación  en  cuyos  puertos  se 
lialleu  anclado?  buques  mercantes,  tiene  perfecto  derecho  para 
pfacticar  la  visita  en  guarda  de  los  intereses  fiscales;  y  con  mucha 
raísón  para  perseguir  j  extraer  á  los  criminales  y   asesinos. 

Es  cuanto  tengo  que  exponer  en   cumplimiento  de  mi  deber. 

Islas  de  Chincha,  Setiembre  29  de  1868. 

S.  G.  G. 

Ouillermo  BlcxL' 


thbemacion  de  las  Islas  de  Chincha. 

Setiembre  30  de  1868. 

Sefior  Ministro  de   Estado  en  el  Despacho  de   Relaciones  Exte- 
riores. 

Al  minucioso  informe  dado  por  el  capitán  del  puerto,  que 
tengo  el  honor  de  remitir,  adjunto  á  este  oficio»  nada  tiene  que 
agregar  esta  gobernación;  él  suministra  datos  suficientes  para 
i|ae  US.,  apreciando  los  hechos  que  tuvieron  lugar  á  bordo  de  la 
•'Emilio  Rondnnini,''  los  tome  en  consideración  y  resuelva  lo 
que  crea  conveniente. 

Sólo  haré  presente  á  US.  que  aún  no  había  llegado  á  estas 
Islas,  cuando  tres  individuos  de  la  tripulación  del  citado  buque 
m  encontraban  detenidos  y  puestos  á  di-posición  del  juez  de  paz, 
7  mi  único  empeño,  desde  mi  llegada,  ha  sido  la  conclusión  det 
tnraario,  en  el  menor  tiempo  posible,  á  fin  de  que  el  juez  de  pri- 
mera instancia  de  la  provincia  de  lea,  siguiese  dictando  las  pro- 
videncias del  caso,  lo  que  he  conseguido,  mediante  mis  esfuerzos, 
y  djchos  presos,  con  fecha  18  del  presente  mes,  han  sido  remi- 
tidos á  disposición  del  mencionado  juez. 

Aunque  es  cierto  T)ue  el  asunto,  ó  materia  de  este  oficio,  se 
itlaciona  con  subditos  italianos,  no  lo  es   menos  que  los  hechos 
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coDsomados  á  bordo  do  la  "Emilio  Rondanini'*  son  \)Ot  su  natu- 
raleza de  aquellos  que  estando  sujetos  á  la  acción  de  los  Tribuna- 
les de  Justicia^  por  delitos  cometidos  en  el  territorio  de  esta  juris- 
dicción, mis  atribuciones  estaban  reducidas  á  proporcionar  faci- 
lidad bI  juez  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos  que.  han  dado 
lugar  al  juicio  criminal  que  se  sigue  sobre  el  desgraciado  aconte- 
cimiento que  se  verificó  ¿  bordo  del  citado  buijue. 

Repito,  pues,  á  ÜS.  que  habiei  do  llegado  á  estas  Islas  cuando 
ya  mi  antecesor  había  ordenado  la  prosecución  del  sumario,  me 
limité  á  dar  parte  al  señor  Ministro  de  Justicia,  con  fecha  8  del 
presente,  del  retardo  que  sufrían  las  causas  criminales  por  la 
insuficiencia  de  estos  habitantes  para  el  desempeño  del  delicado 
cargo  <le  juez  de  paz;  y  para  robustecer  mi  aserto  le  hice  presente 
las  dificultades  que  actualmente  existían  en  el  sumario  seguido 
á  los  tripulantes  del. expresado  buque.  E^ta  ha  sido,  señor  Minis- 
tro, la  razón  que  he  tenido  para  no  poner  en  conocimiento  de 
ÜS.  un  hecho  que  no  tenía  relación  con  los  asuntos  que  corren  á 
cargo  de  ese  Ministerio. 

Tengo  el  honor  de  dejar  satisfechos  los  deseos  de  US.  mani- 
festados en  su  nota  de  25  que  contesto. 

Dios  guarde  á  US. 

Manuel  Bebí  golea. 


Ikal  Legacifni  d$  Italia  en  el  Perú. 

Lima,  Noviembre  23  de  1808. 
Fxcmo.  Sef  or: 

El  perjuicio  que  por  la  demora  experimentaban  los  intereses 
del  armador  y  del  cargador,  hnn  obligado  al  capitán  del  buque 
italiano  «Emilio  Rondanini^»  á  }artirpara  su  destino,  dejando  en 
.poder  de  la  magistratura  territorial  aquellas  personas  de  su  equi- 
paje que  la  autoridad  de  las  Islas  de  Chincha  se  creyó  facultada 
á  nacer  arrestar. 

Queda  así  resnelta,  de  hecho,  j)ero  contra  el  derecho,  una  de 
Jas  dos  cuestione  s  á  que  aludía  la  nota  que  tuve  el  honor  de  di- 
jfigir  á  V.E.  el  8  de  Setiembre  último.  (1) 

(1)  Página  17.  ' 
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Subsiste,  pues,  la  cuestión  de  derecho;  y  como  esto  proviene 
de  la  inobservancia  de  los  principios  de  derecho  público  que  re- 
gulan la  disciplina  interi(.r  de  los  buques  y  la  jurisdicción  rela- 
tiva, sin  perjuicio  de  las  otras  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar 
el  caso  del  «Emilio  Rondanini",  esto  es,  el  arresto  indebido  de 
una  parte  de  su  equipaje,  que  ha  sido  violentamente  sustraída  á 
la  jurisdicción  de  que  depende,  me  es  necesario,  si  es  la  intención 
del  Gobierno  del  Perú  conformarse  ai  uso  general,  suplicar  á 
V.E.  que  recabe  disposiciones  conducentes  á  que  las  autoridades 
respectivas  reconozcan  la  autori<l;id  consular  italiana  como  la 
úni(a  competente  para  juzgar  de  las  trasgrt'siones,  de  cualquiera 
naturaleza,  que  puedan  or'urrir  a  bordo  de  buques  italiano?,  li- 
mitando la  de  aí^uellas  solamente  á  aquellas  mecUdas  que  .se  re- 
fieran al  óiden  j)úl)lico  de  los  lugares  donde  ejerce  dominic/  (//n- 
pefa)  la  República. 

:   Dígnese  V.E  ,  señor  Ministro,  aceptar  las  cxpivsiones  do  la  al- 
ta estimación  y  aprecio  con  que  tengo  el  h  »nor  Úíó  repetirme. 

De  Vuestra  Excelencia,  muy  atento  y  >-.raro  -ervidor. 

íiipói'to  Garrón. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Eíteriorei  del  Perú. 


Liima^  Noviembre  26  de  1868. 
Vista  al  señor  Fiscal  de  la  Coi  te  Suprema  de  Justicia. 

Barreriechea. 


Excmo.  Señor: 

De  los  informes  producidos  en  este  ex  {«(diente,  resulta  loqu© 
sigue: 

Al  anochecer  del  23  de  Agoste  de  186S,  se  hallaba  anclad <í,  ea 
las  aguas  de  las  Islas  del  Sur  do  Chincha,  la  barca  italiana  «Emi- 
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lio  Ronílanijii^,  destinada  á  car^íjar  guano,  y  no  estaba  ii  bordo 
su  cnpitati  C.  A.  Pa-ítore  cuando  Ires  de  sus  marineros,  los  chi- 
lenos, José  Silva,  Rafael  Conlardo  y  el  malayo  Pedro  Matcanais, 
habían  tratu-lo  de  penetrar  en  la  cámara.  Lo  impidió  el  primer 
piloto,  KtMnijio  Forelo,  ayudado  del  c  •ntramaestre  y  del  t'o^iine- 
ro.  A  la  re.-istencia-  siguió  la  lucha;  el  cocinero  hirió  con  una 
cuchilla  á  Silva  en  el  brazo,  obligándi)lo  a  descender  á  su  cama- 
rote; y  el  maruiero  Matearens,  derribó  al  ¡)il<;to,  dándole  un  gol- 
pe en  la  cabeza,  y  después  abandonó  el  but^ue,  arrojándose  al  mar. 
y  aojándose  á  nado  eu  lasa^uas  déla  IsIí'.  En  esas  circunstancias, 
y  á  eso  délas  siete  y  me;lia,  Ilugó  el  capitán;  se  destacó  un  bote 
del  costado  dt^  la  barca  en  |tersecución  de  M  itcarens;  alcan/.ado  se 
le  coniltjjo  á  bt^rdo,  y  allí,  al  tomai'io,  fué  muerto  por  las  ^'s^aldas 
Cím  cinco  puñaladas  todas  mortales,  y  co!i;^ravLS  c<»ntu-«i'>,irí5  he- 
chas á  fíalos.  Mediante  las  órdenes  d^l  capitán  del  [)Um(u,  s.*  re- 
conoció y  sepultó  en  la  Isla  el  cadáver  d»d  marinero  M;úe.ircns; 
se  hallan  deteTiidos  Silva  y  Contardo,  y  se  sigue  la  corrr.;;;  ludien- 
te causa  por  el  crimen  de  homicidio caliílcado,  queapart;.-  >ogún 
el  í-ucrpo  del  delito. 

1^  aprehensión  de  los  marineros  y  el  enjuiciamierUo  p.  :uiien- 
te  ante  el  Juez  de  primera  instancia  territorial,  han  iladn  t,ca>ión 
á  que  el  Honorable  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  i'r.nule 
una  reclamaeión  contraria  á  la  jurisdicción  nacioníil;y  j'in'a,  (juo 
«se  re<*onozca  al  Consulado  Italiano  como  la  única  autoriihid 
C()in|>etente  para  juzgar  de  las  t'asgresiones,  de  cualqui^a  iia- 
tuialeza,  que  puclan  t>currir  á  borlo  de  los  buque?  italianos;  y 
se  prescriba  á  Ls  autori<lades  peruanas  se  limiten  .lamente  á 
«aquellas  medida -^  que  se  lefieran  al  orden  públiv.  (u  lo¿>  luga- 
«  res  <lon<le  imper¿%ia  República. » 

Como  el  caso  a  (]ue  se  refiere  el  H.  Encargado  (i^  Negoci<js,  es 
el  de  la  barca  «Rundanini»,  surta  en  las  aguas  de  hi  Isla  del  Sur 
de  (.'hincha,  es  manifiesto  que  no  se  pretende  exclusivamente  ju- 
ris*licción  peruana  para  cuan<lo  las  naves  mercantes  de  Itdia  na- 
veguen en  alta  mar,  libro  patrimonio  del  género  humano,  donde 
permanecen,  salvo  algunas  exeepcioius,  sujetas  a  la  juris  licción 
de  a<piel  Reyno;  sino  precisamente  cuando  se  hallen  en  las  aguas 
del  Perú,  y,  lo  (|ue  sorprende  mas  todavía,  cualquieia  que  ata  la 
líuxíura l^za  de  las  tras<greH¡<m^8  que  se  cotuetoi  a  horda. 

Conforme  á  los  principios  fundamentales  y  absolutos  di-1  De- 
recho de  Gentes,  se  coinj>rende  en  el  territorio  do  la  Naei('n  Pe- 
ruana, y  esü'm  poseídos  y  sostenidos  p(>r  ella  y  reconoeid»'S  por 
las  demás  potencias,  el  suelo  que  habita,  los  ríos  y  los  b^gos  in- 
teiiores  y  contiguos,  y  el  mar  que  baíía  sus  costas,  hasta  cierta 
di^Ulncia.  Su  soberanía  nacional  se  extiende  á  todo  el  territorio 
y  á  todos  los  que  en  él  sc  encuentran.   Si  su  jurisdicción  sobera- 
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na  alcanza  á  todoá  los  miembros  de  la  asociación  civil,  sin  que 
el  imperio  esté  circunscrito  al  territorio,  comprende  á  los  extran- 
jeros mientras  se  hallan  en  las  tierras  ó  en  Jas  aguas  ¿le  la.  Re- 
pública. 

Arreglado  á  estos  principios,  el  artículo  4?  del  título  prelimi- 
nar del  código  civil  dispone  que  1  is  leyes  de  policía  y  de  seguri- 
dad obligan  á  todos  los  habitantes  del  Perú;  sin  lo  cual  no  po- 
dría tampoco  existir,  como  existe  para  los  extranjeros,  pues  que- 
daría, á  merced  de  otros  extranjeros  é  inmunes,  la  garantía  que 
gozan  de  todos  los  derechos  concernientes  á  la  seguridad  de  su 
persona  y-de  sus  bienes  y  á  la  libre  administración  de  estos,  se- 
gún el  artículo  33  del  propio  código. 

Aunque  por  la  ficción  de  territormlid^d  se  hallen  generalmen- 
te exceptuados  de  la  jurisdicción  local  las-  naves  dé  guerra  de 
otra  potencia  y  los  agentes  diplomáticos,  su  casa  y  comitiva;  son 
meras  excepciones  del  princi¡)io  universal,  fundadas  en  repre- 
sentar estos  al  Soberano,  en  ser  aquellas  un  cuerpo  organizado 
de  su  poder  púi)lico,  y  en  otras  graves  razones  de  resj)eto  y  alta 
conveniencia  internacional,  para  llenar  los  importantes  fines  del 
servicio  del  Estado  al  que  únicamente  se  consagran. 

Los  buques  mercantes  extranjeros  y  las  personas  que  navegan 
en  ellos,  no  pueden  ni  deben  sustraerse  á  la  jurisdicción  del  país 
en  cuyas  aguas  se  encuentran;  porque,  su  interés  es  privado,  y 
porque,  como  dice  Wheaton,  refiriéndt>se  á  una  resolución  de  la 
Corte  Suprema  Federal,  «  p^^ligraría  el  buen  orden  de  la  sociedad 
•f  y  la  dignidad  del  Gobierno;  sin  que  el  soberano  extranjero  ten- 
ir  ga  interés  para  .semejante  exención  de  la  regla  general,  en  fa- 
«  vor  de  sus  subditos  ó  de  su  propiedad.  » 

Lo  que  c^L'i  reconocido  por  todos  los  puebi  '.^  civilizados   como 
de  Derecho  lic  Gentes  universal  es  que:  « todoa  los  delitos  come- 
i(  tidos  en  el  territorio  de  un  Estado,  ó  en  lugares  comprendidos 
«en  el  territorio,  caen  bajo  la  ley  penal,  y  están  sujetos  á  la  ju- 
«risdicción  del  Estado..»  lios  jueces  de  Liglateira  no  vacilan  en 
conocer  de  los  crímenes  y  delitos  cometidos  abordo  de  los  buques 
extranjeros,  sean  ó  no  de  la  misma  tripulación  los  delincuentes. 
El  Gobierno   Ruso,    en  1844,    cuyos  Tribunales  juzgaban  á  un 
marinero  inglés,  por  haber  muerto  al  timonel  de  un  buque  tam- 
bién inglés,  cuando  estaba  en  el  puerto  de  Riga,   propuso  al  Go- 
bierno  de  la  Gran  Bretaña  entregirle  el  culpable,  pero  bajo  con- 
dición de  reciprocida<l;  eKiobierno   de  Inglaterra  no  admitió  la 
proposición  y  su  subdito  fué  castigado  en  Rusia. 

Es  verdad  que  se  adoptó  en  Francia  desde  1806,  y  que  se 
ha  generalizado  formalmente  después  de  1830,  entie  muchas  po- 
tencias, la  excepción  de  reservar  á  la  jurisíiicción  de  los  Cóasu- 
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les  el  conocimiento  do  las  infracciones  de  la  disciplina  interior  de 
sns  buques  mercantes,  cometidos  [>or  individuos  de  li»  tripula- 
ción, siempre  que  no  se  haya  comprometido  la  tranquilidad  del 
puerto  donde  se  halla  el  buque;  pero  e<ta  excepción,  por  su  na- 
turaleza y  objeto,  por  las  razones  en  que  se  funda,  y  ()t>r  la  más 
autorizarla  íloiílaración  de  la  jurispiudencia  francesa,  no  {)uede  in- 
terpretarse )»ara  sustn>er  de  la  jurisdicción  local  los  críiiuties  co- 
munes que  tlebe  castigar. 

Sií^uiendo  la  doctrina  francesa,  Italia  y  el  Perú  pactaron 
con  el  Imperio  esta  excepción,  verificándulo  aquella  en  el  artícu- 
lo 8?  de  la  C-on vención  Consular  de  4  de  Febrero  de  1852,  repro- 
ducido en  los  artícaio>r  12  y  13  de  la  de  26  de  Julio  de  1^02,  y 
realizándolo  éste  en  el  nrlículo  34  de  la  que  se  celebró  en  9  de 
Marzo  de  18^)1. 

El  Perú  y  la  Italia  lo  estipularon  también,  en  el  artículo  17 
de  la  Convención  canjéala  en  28  de  Octubre  de  1864.  (1)  En  nin- 
guna se  habla  de  crímenr:?,  sino  de  la  policía  interior  de  los  bu- 
ques y  de  las  controversias  ó  diferencias  existentes  entre  los  capi- 
tanes, oficiales  y  marineros,  y  en  todas  se  establece,  por  el  con- 
trario, qua  las  autoridades  locales  intervendrán  ó  conocerán 
cuando  á  bordo  de  los  l)U(]ues  ocurran  deHÓrd.f/nes  que  perlnhen-  la 
tninquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el  puerto.  Cuan- 
to se  puede  <Io(:ir  de  ii)ás  fundí^niental,  {)ara  que  no  quede  duda 
alguna,  si  fuese  posible  que  ia  hubiese,  en  los  límites  de  la  dis- 
ciplina y  policía  inUrior  fie  un  buque  mercante,  que  son  los 
únicos  de  la  jurisdicción  consular,  se  encierra  en  una  de  las  con- 
sideraciones (jue  tuvo  la  Corte  de  Casación  del  mismo  Imperio 
francés,  para  declarar,  en  25  de  Febrero  de  1859,  queJalli,  29  del 
buque  americano  aTemf)est»,  y  culpable  de  asesinato  en  la  per- 
,  sona  del  marinero  O'Rrien,  estaba  sujet<^,  no  á  la  jurisdicción 
Consular,  sino  á  la  jurisdicción  francesa.  «Todo  Estado,  dijo,  es- 
«  tá  interesado  en  la  represión  de  los  crímenes  y  delitos  que  se 
«  cometen  en  los  puertos  de  su  territrio,  á  bordo  de  los  buques 
«  mercantes  extranjeros  aunque  no  intervengan  otros  individuos 
«  que  los  de  la  tripulación;  ya  sea  que  el  hecho  pueda  por  su  na- 
«  turaleza  comprometer  la  tranquilidad  del  puerto,  ó  sea  cuando 
■  el  hecho  constituya  un  crimen  de  derecho  común,  cuya  grave- 
*  vedad  no  permite  á  ninguna  nación  dejarlo  impune,  sin  aten- 
«  tar  contra  los  derechos  de  soberanía  jurisdiccional  y  territo- 
«r  rial,  porque  el  crimen  es  por  sí  inismo  la  violación  rnás  mani- 
«  fiesta  como  la  más  flagrante  de  las  leyes  que  cada  Nación  est4 
«  encargada  de  hacer  respetar  en  todas  las  partes  de  su  terri- 
«  torio*. 

El   homicidio  en   la  persona  del  marinero  Matcarens,  que 
aparece  á  bordo  de  la  barca   italiana   «Rondaniui»,  muerto  á  pu- 


(1)  Página  1. 
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ñaladas  por  la  espalda  y  después  que  navegando  como  bueno  en 
las  aguas  del  Perú  fué  peiveguido  y  llevado  á  la  barca,  este  cri- 
men se  halla  previsto  en  el  inciso  2?,  artículo  232^  del  Código  Pe- 
nal, y  os  de  t^il  naturaleza  grave  que  no  solo  compete  su  conoci- 
miento á  la  jurisdicción  peruana,  respecto  de  los  marineros  que 
han  quedado  detenidos,  sino  que  podrá  pedirse  la  extradición 
del  reo  si  resultare  serlo  alguno  de  los  individuos  que  se  han  ido 
en  aquel  buque. 

El  Fiscal  no  halla,  pues,  atendible  la  8olÍQÍtud  del  IT.  Eu- 
©argado  de  Negocios  de  Italia,  ni  conforme  al  derecho  conven- 
cional, ni  al  derechos  de  Gentes,  ni  al  derecho  patrio. 

Lima,  22  de  Enero  de  1869. 

Ukkta. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteinores. 

EXPOSICIÓN. 

Excmo.  Señor: 

Una  riña  que  tuvo  lugar  á  bordo  de  la  barca  italiana  raer- 
cante  «Emilio  Rondanini»,  surta  en  las  aguas  de  las  islas  de 
Chincho,  ol  23  de  Ac^osto  último,  entre  individuos  de  la  tripula- 
ción, y  que  dio  por  r(  hultado  heridas  graves  y  aún  la  muerte  de 
uno  de  ellos,  ha  motivado  una  reclamación  del  Honorable  señor 
Encargado  do  Negocios  de  Italia,  para  que  las  autoridades  del 
país  no  conozcan  del  hecho  en  cuestión.  Pedidos  los  informe» 
necesarios,  y  oído  al  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema, 
ha  opina<lo  este  funcionario  por  el  mantenimiento  de  la  jurisdic- 
ción nacional.  Como  en  este  asunto  se  ventila  una  gravísima 
cuestión  internacional,  creo  que  ha  llegado  el  caso  de  que  V.  E. 
fije  el  st-ntido  de  la  Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  y 
las  reglas  que  deben  servir  de  norma  -Á  las  autoridades  del  país^ 
no  solo  en  el  presente  caso,  sino  en  todas  las  cuestiones  idénticas 
que  fo  pueden  presentar. 

Im  insuficiencia  y  la  falta  de  fijeza  del  Derecho  Internacio- 
nal, sp  hacen  sentir,  sobre  todo,  en  las  cuestiones  del  Derecho 
Marítimo.  El  progreso  de  la  ciencia  es  lento  y  solo  en  largos  pe- 
ríodos llegan  las  Naciones  á  f*)rn"nlar  principios  fijos  que  sirvan 
de  norma  al  mundo  civilizndo.  Muv  á  menudo  se  divide  éste  en 
dos  escuelas  que  profesan  principios  contrarios.  Por  eso  se  mul- 
tiplican los  Tratados  y  las  Convenciones,  d  fin  de  dar  autoridad 
y  sanción  á  los  principios  del  Derecho  Natural.  La  cuestión  pre- 
sente, como  toda  cuestión  jurídica,  debe  ser  resuelta  ante  todo 
confirmo  á  la  letra  de  la  ley  que  es  e  Tratado  vigente  entre  las 
dos  Naciones;   después,  atendiendo   al   espíritu  de   los  contra- 
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tantes,  á   las   costiiml»res   y,  en    fin,  á  los  principios  del  Dere- 
clio. 

Es  evidente  qní^,  según  la  Convención  Consnlar  vigente  en- 
tre el  Perú  é  Italia,  todo  delito  conietido  á  bordo  de  nn  buque 
mercante  italiano,  por  peraonas  de  la  tripulación  contra  otras 
de  ella  misma,  con  tal  de  que  no  se  haya  tuvl)ado  la  tranípiili- 
dad  del  puerto,  es-  justiciable  únicamente  por  las  autoridadc* 
italianas. 

Sin  embargo,  el  señor  Fiscal  de  la  Excraa.  Corte  Suprema 
ha  opinarlo  de  distinta  manera.  La  alta  posición  de  este  funcio- 
nario, la  circunstancia  de  haber  opinado  á  favor  de  la  jurisdic- 
ción nacional,  conforme  á  las  ideas  dominantes  del  país,  y  la 
reconocida  ilustración  del  señor  Ureta,  rae  obligan  á  examinar 
detenidamente  la  cuestión.  El  razonamiento  d(»l  señor  Fiscal  m 
puede  resumir  así.  El  territorio  de  un  Estado  comprende  no  so- 
lamente el  suelo,  sino  también  el  mar  que  baña  sus  castas.  So- 
bre él  se  extiende  la  soberanía  del  Estado,  y  las  leyes  de  policía 
y  seguridad  obligan,  no  solo  a  los  nacionales,  sino  también  á  los 
extranjeros.  La  ficción  de  la  territorialidad  no  comprende  á  los 
buques  mercantes,  y  por  consiguiente  todos  los  deliíos  cometi- 
dos en  el  territorio  de  un  Estado,  aún  abordo  de  dielios  buques, 
quedan  sujetos  á  la  jurisílicción  de  él.  El  señor  Fiscal  cree  ^e 
la  convención  entre  el  Perú  é  Italia,  formulada  conforme  á  la 
doctrina  que  sobre  el  particular  se  profesa  en  Francia,  no  habla 
dé  crímenes,  s.no  únicamente  de  las  faltas  y  desórdenes  que  no 
alterón  la  tranquilidad  del  puerto.  En  apoyo  de  su  opinión  el  se- 
ñor Fiscal  cita  la  opinión  de  Wheaton,  la  doctrina  de  los  tribu- 
nales ingleses,  y  el  caso  del  buque  americano  Tempest,  juzgado 
en  Francia. 

En  todo  rigor  los  principios  verdaderos  son  siempre  abso- 
lutos y  sin  excejíción;  pero  es  preciso  no  solo  comprenderlos  bien 
«no,  además,  no  darles  un  alcance  mayor  del  que  deben  tener. 
Por  otro  lado,  es  preciso  tener  en  cuenta  la  armonía  de  los  dife- 
rentes principios  que  rigen  en  la  humanidad  y  no  abusar  como 
se  hace  á  menudo  de  las  palabras  principios  absolutos.  Cuando 
varias  reglas  suelen  hallarse  en  contradicción,  hay  siem})re  un 
principio  superior  que  las  domina  y  que  reviste  un  carácter  mái 
absoluto  que  ellas.  El  principio  de  lajurisdicción  nacional  sobre 
todo  el  territorio,  así  como  el  de  la  exterritorialidad,  no  son  ili- 
mitados; y  la  aparente  contradicción  en  que  suelen  encontrarse, 
se  halla  subordinada  é  un  principio  más  absoluto,  el  de  que  la 
jurisdicción  criminal  no  tiene  otro  objeto  que  restablecer  el  orden 
turbado  por  los  delitos.  Este  principio  limita  el  de  la  exte- 
rritorialidad y  el  que  señala  también  el  alcance  de  la  ju- 
risdicción territorial.  Un  buque  mercante  extranjero,  si  no 
goza  de  la  misma  exterritorialidad  de  un  buque  de  guerra,  no 
se  encuentra,  bajo  el  aspeccto  de  la  jurisdicción,  en  las  mismas 
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condiciones  que  los  particulares,  ó  que  los  buques  mercantes  na- 
cionales. La  tripulacinu  de' un  navio,  (dice  Heffter,  párrafo  78,  li- 
bro 1?)  «forma  una  Sociedad  especial  que  goza   de  la  protección 
del  Estado   á  que   pertenece,   y   que   continúa   regida  por  sus 
leyes  aún  durante  su  permanencia  en  aguas   extranjeras.»  Mas 
aún,  los  hijos  de  los  nacionales  nacidos,  á  bordo  de  un  navio,  son 
mirados  como   subditos   del    Estado   á  que  éste  pertenece.  Así, 
aún  cuando  las  leyes  de  policía  y  seguridad    obligan   en  todo  el 
territorio,  tanto  á  los  nacionales   como  á  lo-?  extranjeros,  las  me- 
ras faltas  de  policía,  cometidas   á   bordo  de  un  buque  mercante 
extranjero,    no   son  justiciables   sino   por   las  autoridades  del 
país  á  que  el  buque  pertenece,  según  la  opinión  del  mismo  se- 
ñor Fiscal,  conforme  en  esto  con   los  principios,  los  Tratados,  las 
prácticas,  y,  en    fin,  el  Dereclio  Universal.  Las   cuestiones  sobre 
enganche  de  marineros   y   otras   idénticas,  no  son  juzgadas  por 
las  autoridades  nacionales.  Los  desertores   de  un  biHjue  mercan- 
te SO!»  siempre  entregndos;  do    modo  que  la  extradición  tiene  en 
•1  mar  un  alcance  mueho  mayor  que  en    tierra.  Hé  aquí,  pues, 
limitado  el    principio  de    la   jurisdicción  y  reconocido  cierto'  ca- 
rácter de  exterritorialidad  á  los  buques    mercantes  extranjeros. 
Efectivamente,  no  se  puede  consiilerar  á  un  buque   mercante,  ni 
á  sff  tripulación,  en  lo  que  tiene  relación  con   la  policía  y  la  se- 
guridad como  á  las  personas  aisladas,   que  viajan  ó  permanecen 
en   país   extranjero,  y  que,    por  esta  razón,  se  balUm  completa- 
mente sometidas  á  las  leyes  y  á    las  autoridades,  del  país  donde 
se  encuentran.  Aunque  un  buque  mercante   no  puede  ser  asimi- 
lado á  un  buque  de  guerra,  aunque  no  expresa  el  poder  del  Es- 
tado á  que  pertenece,  ni  es  continuacióri  de  su  territorio  y  no  go- 
za, por  consiguiente,  de  todos  los  privilegios  de  la  exterritoriali- 
dad, es  evidente  que  encierra  una  reunión  de  personas,  organi- 
zada y  dirigida,    conforme   á   las  leyes   de  dicho  Estado,  que  la 
tripulación   está   enrolada    bajo   la  autoridad   y   vigilancia  del 
país  á  que  pertenece  el  buque,  que  el  jefe  de  éste  se  halla  públi- 
camente reconocido  y  autorizado  como  tal  é  investido   de  cierto 
poder  que  se  deduce  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  y  que   es  in- 
dispensable, paia  la  existencia  misma  del  navio,  y  para  que  éste 
pueda   llenar  su    fin.  Existe,    pues,  (como  dice  Ortolan  lib?  2* 
cap.  10)  una  situación  intermediaria,  que  si   no  es  la  de  los  bu- 
ques de  guerra,  tampoco  es^  la  de  los   simples  particulares,  y  que 
deja  su  respectiva  parte   de   atribuciones   á  dos  soberanías  dife- 
rentes: por  una  parte,  la  de  las  aguas  territoriales  en   que  se  en- 
c'.'^ntra  el  navio,  y  j>or  otra,  la  del    Estado  á  que  pertenece.    De 
aquí  resulta  que  si    los  buques   mercantes  están  sometidos  á  las 
leyes  y  á  las  autoridades  locales,  es   solo  en  parte,  se^ún  los  ob- 
jetos de  que  se  trata,  bajo  ciertas   restricciones  esenciales,  y  con 
*>rtas  condiciones  secundarias.  Así  como  no  se  puede  decir  que 
s  los  hechos  que  pasen  á  bordo   de   un   buque  mercante  de- 
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ben ser  tenidos  como  si  se  hubiesen  realizado  en  el  territorio  del 
Estado  á  que  pertenece,  así  tampoco  se  puede  asegurar  que  to- 
dos ellos  se  hallen  sujetos  ala  jurisdicción  del  país,  en  cuyas 
aguas  se  encuentra  dicho  buque.  En  resumen:  los  buques  mer- 
cantes gozan  para  ciertos  hechos  del  beneficio  de  la  exterritoria- 
lidad, y  para  otros  no.  Esta  distinción  no  puede  tener  lugar 
para  el  caso  de  que  se  trata,  sino  subiendo  al  origen  y  al  objeto 
de  la  jurisdicción  en  materia  penal.  Siempre  que  el  orden  del 
país  sea  turbado,  sus  autoridades  deben  restablecerlo;  cuando 
no  lo  sea,  las  autoridades  locales  no  deben  impedir  su  jurisdic- 
ción. 

Estos  son  los  principios  generales,  cuya  aplicación  presenta  á 
menudo  contradicciones  y  dificultades.  Para  evitarlas  ó  resol- 
verlas, se  dan  leyes  y  se  celebren  Tratados,  así  como  sucede  con 
todos  loe  principios  del  Derecho  Natural.  Esas  reglas  so  van  ge- 
neralizando en  el  mundo.  Francia  comenzó  á  definirlas,  de  un 
modo  preciso,  en  1806,  y  no  ciertamente  bajo  un  poder  débil,  ni 
incapnz.  Basta  observar  que  imperaba  entonces  Napoleón  I, 
celoso  como  el  que  más  de  la  dignidad  del  gran  pueblo  que  go- 
bernaba, y  organizador  de  la  más  sabia  administración  de  los 
tiempos  modernos.  Es  muy  conocida  la  resolución  del  Consejo 
de  E¿tado  francfe,  dictada  el  20  de  Noviembre  de  dicho  año, 
definiendo,  de  acuerdo  con  la  opinión  del  gran  Juez  Ministro  de 
Justicia,  los  límites  de  la  jurisdicción  territorial  y  la  de  los  Cón- 
sules de  los  Estados  Unidos  de  América,  á  pro[>ósito  de  lo  acae- 
cido en  los  puertos  de  Marsella  y  de  Araberes,  en  los  buques 
mercantes  «Neveton»  y  «Sally.»  Aunque  se  trataba  de  heridas 
graves,  se  declaró  que  la  jurisdicción  territorial  no  estaba  expe- 
dita, «respecto  de  los  delitos  cometidos  á  bordo  del  buque  neu- 
tral, por  hombres  de  la  tripulación  neutral,  contra  hombres  de 
la  misma  tripulación;»  se  declaró  que  la  jurisdicción  de  los  lis- 
tados Unidos  debía  ser  respetada,  puesto  que  la  cuestión  era  de 
disciplina  interior  de  un  buque,  en  la  que  no  debía  ingerirse  la 
autoridad  local;  á  no  sfer  que  se  reclamase  su  intervención,  6  que 
se  turbase  la  tranquilidad  del  puerto.  Esta  distinción  apunta- 
da por  el  gran  Juez,  se  declaró  que  era  conforme  á  los  usos,  y  la 
única  regla  que  debía  seguirse  en  la  materia.  En  consecuencia, 
se  acogió  la  reclamación  de  los  Estados  Unidos  y  se  prohibió  á 
los  Tribunales  franceses  el  conocimiento  de  los  dos  asuntos  pen- 
dientes. Eeta  decisión,  lejos  de  ser  aislada,  ha  servido  de  base  á 
Ir  legislación  y  á  la  política  internacional  de  la  Francia.  La  or- 
denanza de  29  de  Octubre  de  1833,  sobre  las  funciones  de  los 
Cónsules,  en  sus  relaciones  con  la  marina  mercante,  dice,  en  su 
artículo  2&,  tít.  3°,  lo  siguiente:  -  «Cuando  se  hayan  cometido  á 
bordo  de  un  buque  francés,   en  rada  ó  en  el  puerto,   vías  de  h#- 
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cho,  delitos  ó  crÍTrunes,  por  un  hombre  de  la  tripulación,  contra 
otro  de  la  misma,  6  de  otro  buque  francés,  el  Cónsul  reclamaré 
cualquiera  tentativa  qi.ie  pueda  hacerse    por  la   autoridad  local, 

^para  conocer  de  ellos,  salvo  el  caso  de  que  por  esos  aconteci- 
mientos se  haya  comprometido  la  tranquilidad  del  puerto.  In- 
vocará la  reciprocidad  de  los  principios  reconocidos  en  Francia, 
á  este  respecto,  por  el  a'^to  de  20  de  Noviembre  de  1806  y  dará 
los  pasos  necesarios  para  obtener  que  se  le  remida  el  reconoci- 
miento del  asunto,  á  fin  de  que  sea  ulteriormente  juzgado  con- 
forme á  las  leyes  francesas.*  Todos  los  Tratados  de  Comercio  y 
de  Navegación,  ó  Convenciones  Consulares  que  la  Francia  ha 
celebrado  después,  contienen  la  misma  doctrina.  Tales  son,  por 
©jemplo,  el.  celebrado  con  Rusia  el  16  de  Julio  de  1867,  la  Con- 
vención Consular  con  el  Brasil  de  6  de  Marzo  de  1861,  la  Con- 
vención Consular  con  España  de  7  de  Marz(»  de  1852,  las  Con- 
vencione.-  Consulares  con  Italia  de  1862  y  de  1862.  Por  último, 
el  artículo  34  del  Tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Francia  dice 
lo  siguiente: — «Las  autoridades  locales  conocerán  de  los  desór- 
«  denes  que  ocurran  á  bordo  de  un  buque  francés,  surto  en  un 
ff  puerto  del  Perú,  6  á  bordo  de  un  buque  peruano,  surto  en  un 
«  puerto  de  Francia,  si  toma  parte  en  dichos  desórdenes  alguna 
«  persona  del  país,  que  no  pertenezca  á  la  tripulación  ó  algún 
«  pasajero  de  cualquiera  otra  Nación,  ó,  si  en  fin,  perturban  ó 
•f  amenazan  la  tranquilidad  del  puerto.» 

Esta  es,  pues,  la  doctrina  francesa  reconocida  y  aplicada  en 
la  Convención  Consular,  que  existe  entre  el  Perú  é  Italia;  pero 
el  señor  Fiscal  le  dá  una  interpretación  que,  á  mi  juicio,  no  es 
posible  aceptar.  En  su  concepto,  no  hablándose  de  crímenes,  si- 
no únicamente  de  la  policía  interior  de  los  buques,  y  de  las  con- 
troversias ó  diferencias  entre  oficiales  y  marineros.  \o  demás 
queda  bajo  la  jurisdicción  de  la  autoridad    local.   Sin    embargo, 

•  la  resolución  del  Consejo  de  Estado,  y  la  Ordenanza  Consular  de 
Francia,  hablan  de  crímenes.  Además,  lo  que  dice  textualmente 
•1  artículo  17  de  la  Convención  Perú-Italiana,  es  que: — ccLas 
«  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que  ocu- 
«  rran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que  per- 
w  turben  la  tranquilidad  ó  el  orden  público,  en  tierra  ó  en  el 
«  puerto:    intervendrán  también   cuando   se  haya  ingerido    en 
«  aquellas  disensiones  alguna  persona  del  lugar  y  que  no   per- 
ir  tenezca  á  la  tripulación.»  — Están  determinados,  pues,  los  casos 
•n  que  pueden  intervenir  las  autoridades  locales.    Sólo  cuando 
ellos  se  presenten,  puede  haber  intervención;  y,  para  que  no 
quede  duda  alguna,  el  mencionado   artículo  17  continúa  así: — 
a  En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán  i 
i(  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  estos  las  re- 
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«  quieren,  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel,  á  cualquie- 
•  ra  individuo  perteneciente  á  la  tripulación.  »  El  texto  de  la 
Convención  no  puede,  pues,  ser  más  terminante,  sólo  que  ha 
adoptado  una  forma  negativa  jue,  p<  r  su  naturaleza,  se  presta  á 
interpretaciones  diversas.  El  espíritu  de  los  contratantes  y  la  ju- 
risprudencia internacional,  adoptada  por  ellos  y  por  la  Francia, 
cuyfls  leyes  y  tratados  les  han  servido  de  base,  no  pueden  estar 
más  manifiestos.  La  razón  filosófica,  que  ha  inspirado  la  estipu- 
lación, está  conforme  con  los  principios  fundamentales  del  De- 
recho Penal  y  con  la  conveniencia  pública.  La  justicia  penal  no 
existe  sino  para  restablecer  el  orden;  y  como  la  represión  de  un 
delito  cometido  á  bordo  de  un  buque  italiano,  entre  italianos, 
no  le  puede  interesar  al  Perú,  .sino  cuando  se  altere  la  tranqui- 
lidad del  puerto,  ó  se  interese  un  derecho  extraño,  es  claro  que 
la  estipulación  de  que  se  trata,  comprendida  en  el  sentido  que 
le  dá  la  Legación  italiana,  es  conforme  con  la  razón  y  con  la 
justicia. 

El  señor  Fiscal  cree,  sin  embargo,  que,  según  la  jurisprudencia 
franceí^a,  las  autoiidades  locales  deben  conocer,  en  todo  caso,  de 
los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  buques  extranjeros,  y  cita,  en 
apoyo  de  su  opinión,  el  caso  del  buque  americano  «Tempest» 
juzgado  en  Francia  el  25  de  Febrero  de  1859;  pero  el  acápite 
citado  por  el  señor  Fiscal,  á  propósito  del  mencionado  asunto, 
no  puede  constituir  una  regla:  1^  por  haber  sido  tomado  aisla- 
damente: 2?  porque  él  no  importa  otra  cosa  que  uno  de  los  con- 
siderandos de  la  resolución,  y  es  preciso  apreciarlos  todos  entre 
.sí  y  en  su  relación  con  la  sentencia.  La  Corte  de  Casación  re- 
conoce ía  doctrina  establecida  por  el  Consejo  de  Estado  en  1806, 
y,  además,  tiene  en  cuenta,  para  declarar  la  competencia  de  los 
Tribunales  franceses,  muchas  otras  consideraciones.  Efectiva- 
mente, en  el  caso  del  «Tempest»,  el  puerto  del  Havre  se  había 
conmovido  profundamente  por  el  asesinato  cometido  en  la  per- 
dona de  O'Brien  y  las  heridas  inferidas  á  Weiss.  «La  conmo- 
ción popular,»  dice  la  sentencia,  «producida  por  el  aconteci- 
«  miento,  fué  de  tal  naturaleza,  que  la  autoridad  local,  se  vio  en 
<  la  necesidad  de  intervenir  con  energía  y  organizar  un  servi- 
p  ció  de  policía  especial  para  hacer  cesar  los  diversos  incidentes 
«  á  que  dio  lugar  el  hecho,  sobre  todo,  con  motivt»  del  entierro 
»  de  ó'Brien.i  Más  aún,  la  sentencia  dice  también  que,  «Jally, 
«  acusado  del  asesinato,  y  segundo  de  dicho  buque,  se  entregó  en 
»  manos  de  la  autoridad  francesa,  para  sustraeree  á  las  represa- 
«  lias  con  que  era  amenazado,  á  consecuencia  d  e  la  excitación 
«  que  su  crimen  había  sublevado  entre  las  tripulaciones  de  los 
M  numerosos  buques  anclados  en  el  puerto.»  También  habla  la 
.^sentencia  de  haberse  reclamado  la  intervención  de   la  autoridad 
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local.  Hé  aquí,  pues,  un  conjunto  de  circunstancias  que,  en  el 
caso  de  el  «Tempest,»  justificaron  la  intervención  de  las  autorida 
des  francesas.  Verdad  es  que  en  la  mencionada  sentencia  se  ha- 
bla de  crímenes,  cuya  represión  interesa  á  todas  las  naciones,  y 
de  jurisdicción  sobre  todas  las  partes  del  territorio,  pues  se  agrega: 
— ff  Siempre  que  el  interés  del  Estado  de  que  el  puerto  hace  par- 
«  te  se  encontrase  comprometido,  ó  de  que  haya  peligro  para  el 
«  buen  orden  y  la  dignidad  del  Gobierno.»  De  manera  que,  se- 
gún la  sentencia,  cuando  el  interés  del  Estadc»,  el  orden  y  la 
dignidad  de!  Gobierno  no  están  comprometidos,  no  deben  inter- 
venir las  autoridades  locales.  Según  esto,  para  que  el  caso  del 
ffTempest»  pudiera  comprobar  la  doctrina  del  señor  Fiscal,  sería 
necesario  que  en  él  no  se  hubiese  alterado  la  tranquilidad  del 
puerto,  ni  reclamádose  la  intervención  de  la  autoridad  local, 
fundamentos  principales  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación 
de  Francia. 

Otro  hecho  que  confirma  la  doctrina  que  contiene  esta  exposi- 
ción es  referido  por  Mr.  Helio,  qu?,  á  la  importancia  que  le  da 
su  puesto  de  Vocal  de  la  Corte  de  Casación  de  Francia,  reúne  la 
de  una  alta  ilustración. 

Hé  aquí  sus  propias  palabras: 

<íEn  1837  el  buque  sueco  «Forsattning»  se  hallaba  en  el  Loi- 
ra, en  la  rada  de  Paimbeeuf;  4  bordo  se  cometió  un  crimen  de 
envenenamiento  por  un  hombre  de  la  tripulación  sobre  otros  de 
•lia  misma.  Yo  tenía  entonces  el  honor  de  dirigir  la  adminis- 
tración de  Justicia  en  la  Corte  de  Rennes;  y  teniendo  duda  so- 
bre la  competencia,  en  razón  de  que  el  buque  era  mercante,  de 
que  estaba  anclado  en  aguas  francesas,  y  de  que  no  había  reci- 
procidad entre  Francia  y  Suecia,  consulté  al  Gobierno.  La  res- 
puesta, concertada  entre  el  Guarda-Sellos  y  el  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros,  que  lo  era  entonces  el  señor  conde  Mole,  fué 
que  convenía  remitir  al  acusado  á  la  policía  de  su  buque.» 

En  Rusia  se  han  aplicado  á  veces  los  principios  que  expone 
el  señor  Fiscal;  pero  en  otras  ocasiones  el  Imperio  Moscovita  ha 
celebrado  Convenciones  en  sentido  contrario.  Es  cierto  que  los 
tribunales  británico.«¡^  han  aplicado  generalmeute  la  doctrina  Je 
la  absoluta  jurisdicción  territorial.  Por  regla  general,  la  Fran- 
cia y  la  Gran  Bretaña  han  profesado  siempre  doctrinas  contra- 
rias en  materia  de  Derecho  marítimo.  Es  sabido,  además,  que 
éste  último  poder  ha  pretendido  ejercer  cierta  especie  de  juris- 
dicción en  los  buques  mercantes  aún  en  alta  mar  y  que  su  seve- 
ridad se  ha  aplicado  generalmente  á  los  buques  de  los  Estados 
Unidos,  no  sólo  por  razones  políticas  y  comerciales,  sino  tam- 
bién con  motivo  de  la  persecución  ejercida  por  el  Gobierno  in- 
glés contra  la  trata  de  negros.    Y,  sin  embargo,    hay    un  hecho 
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muy  notable  acaecido  en  teiritorio  británico,  en  el  cual  no  pre- 
valeció la  doctrina  de  la  absoluta  jurisdicción  territorial—  el  del 
buque  mercante  americano  Oreolk.  Zarpó  este  buque  de  Rich- 
mond,  en  el  Estado  de  Virginia,  para  el  de  Nueva  Orleans,  lle- 
vando ciento  veinticinco  esclavos.  En  los  estrechos,  entre  Flori- 
da j  las  islas  de  Babama,  los  negros  se  sublevaron,  mataron  á 
su  amo,  hirieron  á  varias  personas  de  la  tripulación,  pusieron 
pres<>  al  Capitán,  se  apoderaron  del  buque  y  lo  llevaron  á  Na- 
ssau (tenitorio  inglés).  El  Gobierno  arrestó  á  diez  y  nueve  de 
1<»8  esclavos  culpables  y  puso  á  los  otros  en  libertad.  Las  negó- 
ciaciones  que  hubo  sobre  el  particular  no  produjeron  ningún  re- 
sultado y  el  asunto  fué  sometido  á  una  comisión  mixta;  pero  no 
habiendo  podido  conformarse  los  comisionados  ingleses  y  los 
americanos,  ^  tercero  dirimente  decidió  al  fin  que  se  concediese 
plena  indemnización  por  el  valor  de  los  esclavos  del  Oreolle,  Hé 
aquí,  pues,  desconocido  el  principio  de  la  absoluta  jurisdicción 
territorial  sobre  los  buques  mercantes:  porque,  aunque  el  delito 
fué  cometido  en  alta  mar,  la  existencia  de  esclavos,  que  no  ha- 
bría sido  tolerada  en  tierra,  se  decidió  como  legal  y  no  suscepti- 
ble de  intervención  por  las  autoridades  locales.  El  mismo  Whea- 
ton  ha  modificado  la  opinión  que  emitió  en  su  Tratado  y  que 
copió  el  señor  Fiscal.  Ocupándose  de  la  cuestión,  en  la  revista 
francesa  y  extranjera,  el  ilustre  publicista  cree  que  el  principio 
formulado  por  él  es  susceptible  de  algunas  excepciones,  y  dice  lo 
siguiente: — «Creemos  que,  á  este  respecto,  la  legislación  y  la  pre- 
«  sidencia  francesas  han  establecido  Tas  verdaderas  distinciones 
•  que  deben  ser  reconocidas  por  todas  las  naciones  como  las  más 
«  conformes  al  principio  del  Derecho  de  Gentes  Universal,»  Y 
no  podía  ser  de^tra  manera,  porque  esta  legislación  y  esta  ju- 
risprudencia son  también  las  de  los  Estados  Unidos.  Es  termi- 
minante  el  artículo  8?  de  la  Convención  Consular  entre  este  país 
y  la  Francia  (12  de  Agosto  de  1853.)  «Los  Cónsules  Generales, 
«  Cónsules,  Vice-CÓMsules  ó  Agentes  Consulares  respectivos  es- 
« taran  exclusivamente  encargados  del  orden  interior  á  bordo 
«  de  los  buques  mercantes  de  sn  nación  y  ellos  solos  conocerán 
■  de  todas  las  diferencias  que  se  susciten  en  el  mar  ó  en  los  puer- 
f  ios,  entre  el  capitán,  los  oficiales  y  los  hombres  inscritos  en  el 
«  rol  de  la  tripulación  híh  fxcepclbn.*  Luego,  se  dice,  que  particu- 
larmente en  lo  relativo  al  arreglo  á  salarios;  pero  esto  no  destru- 
ye el  principio  general.  Después  se  estatuye  que  las  autoridades 
locales  deberán  prestar  su  ayuda  á  los  Cónsules  para  la  prisión 
de  las  gentes  de  la  tripulación,  y  se  dice  que  serán  detenidos  ó 
puestos  en  libertad  por  la  simple  petición  del  Cónsul. 

Esta  es,  pues,  la  Legislación  dé  Francia  y  de  los  Estados  Uni- 
dos.    La  jurisprudencia  práctica  está  de  acuerdo  con   ella.     En 
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swladü  General  de  S.  M.  el  Rey  *le  Italia.— Liiua,  23  de  Febrero 
de  1869. 

Tengo  el  honor  de  suscribirme  de  V.  E    muy   atento  y    muy 
obediente  servidor. 

J.  A.  Harkbnechka. 


IJvw,  Febrero  28  de  ISOy. 

Vista  la  exposición  anterior,--acéptan8í»  sus  conclubiones,  de 
informidad  con  el  voto  del  Consejo  de  MinÍ8tros;~dén8e  Xas 
órdenes  necesarias  para  su  cumplimiento. 

Regístrese,  comuniqúese  y  publíquese. 

Rálirica  de  S.  E. — Bakrkmkchba. 


Minisímo  de  Jielaciones  Exitriore». 

Lima,  Marzo  2  de  186tt. 

8eñof  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

Con  motivo  de  una  reclamación  del  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia,  ha  declarado  S.  E.  el  Presidente,  con  fecha  28 
de  Febrero  último,  que  no  se  halla  expedita  la  jurisdicción  na- 
cioDal  para  conocer  en  el  enjuiciamiento  de  los  marineros  del 
ba^ne  italiano  Emilio  Rondaninij  que,  á  consecuencia  de  un  ase- 
snaio  cometido  contra  un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  bu- 
que, en  la?  islas  de  Chincha,  en  23  de  Agosto  del  año  pasado, 
^ron  remitidos  por  el  gobernador  á  disposición  del  juez  de  pri- 
mera iiif;ancia  de  lea. 

Hecha  e»ta  declaración,  que  fija  el  fentido  de  la  estipulación 
refpeetíva  de  noeetra  Co? .vención  Consular  con  Italia,  solo  (alta 
realiiar  ia  petición  hecha  por  el  señor  Garrou  para  que  ios  ex- 
presados maríneroB  sean  remitidos  al  Callao  j  se  nuintengan  de- 
tenida allí  i  disposición  del  Vice-<^ónsul  de  Italia,  quien  cuida- 
rá de  abonar  los  gastos  que  ae  hagan  en  la  conducción  j  deten- 
dÓQ  délos  prisíoneroe.  A  fin  de  lograr  ese  objeto,  suplico  á 
US.  que  fe  sirra  librar  las  órdenes  necesarias  a  las  autorídade» 
quedehec  interrenir  en  el  cumplimiento  de  esta  disrKwición . 

IHos  guarde  á  US. . 

J.  A.  BAmaKHw  HaA. 
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Ministerio  de *Ju8ticia^  CxlUo^  Instrucción  y  Beneficencia, 

Lima  y  á  4  de  Marzo   de  1869.      * 

Con  esta  fecha  he  trascrito,  á  las  autoridades  correspondientee 
la  estimable  nota  de  US.,  de  2  del.  actual,  relativa  á  que  sean 
puestos  á  disposición  del  Vice- Cónsul  de  Italia,  en  el  Callao,  loe 
marineros  del  buque  italiano  Emilio  Rondanini  que  se  hallan 
sometidos  á  juicio,  á  consecuencia  de  un  asesinato  cometido  con- 
tra un  individuo  de  la  tripulación,  de  dicho  buque  en  las  Islas  de 
^hincha. 

Lo  que  tengt)  el  honor  de  decir  á  US.  en  contestación. 

Dios  guarde  á  US. 

Teodoro  La  Rosa.{l) 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Marzo  2  de  1869. 

La  reclamación  que  US.  H.  entabló,  con  motivo  de  los  sucesos 
ocurridos  en  la  barca  italiana  Emilio  Sondanini,  surta  en  las 
aguas  de  las  islas  de  Chincha,  ha  sido  estudiada  detenidaments 
por  el  Gobierno,  poique  ella  encerraba  una  grave  cuestión  de 
Derecho  Internaci*  >nal,  cuya  resolución  debía  fijar  los  principioe 
que,  en  lo  sucesivo,  han  de  guiar  la  conducta  de  las  autoridades 
nacionales  sobre  puntos  que  se  prestan,  aún  en  el  mundo  civili- 
zado, á  apreciaciones  diversas  y  contradictorias, 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  fiel  observador  de  los 
principios  de  justicia  y  de  los  pactos  internacionales,  ha  resuelto 
que  debe  admitirse  como  fundada,  la  reclamación  dé  US.  H., 
y  ha  dispuesto,  en  consecuencia,  que  los  detenidos  de  la  Emilio 
Rondanini  sean  conducidos  al  Callao  y  puestos  inmediatamente 
á  disposición  del  Vice-cónsul  italiano  en  ese  puerto,  como  lo  ha 
solicitado  US.  H.  Ha  fijado,  además,  las  reglas  que  deben  obeer 


(1 )  El  Presidente  de  la  Corte  Superior  de  este  Distrito  Judieial  comunicó  lú 
Ministerio  de  Justicia,  con  fecha  8  de  Marzo,  que  se  habían  dictado  las  provi- 
'dencias   convenientes  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  se  le  trasnii 
'•rron  sobre  los   individuos  del  buque  italiano  **Emilio  Rondanini*' 
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varse  eu  casos  de  idéntica  naturaleza,  como  lo  verá  US.   H.  por 
el  documento  que  tengo  el  honor  de  remitirle. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á  US.  R.  las    segu- 
ridades de  mi  más  distinguida  consideración. 

J.  A.  Barhknechea. 

« 

Honorable   caballero    Hipólito   Garrou — Encargado    de  Nego- 
cios y  Cónsul  General  de  Italia. 


República  Pervana — Fiscalía  de    la  Corte   Suprema. — Lima,  á  15 
de  Marzo  de  1869. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia,    Culto   y 
Beneficencia. 

b.  M. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  manos  de  US.  la  adjunta  petición 
fiscal,  para  que  el  Gobierno  se  digne  reconsiderar  la  resolución 
sapremade  28  de  Febrero,  en  que  se  aceptan  las  declaraciones 
presentadas  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  en  el 
caso  de  la  Rímdaniai  ó  asesinato  del  marinero  Matcarens. 

Considerando  gravemente  comprometidas  la  jurisdicción  na- 
cional y  la  independencia  del  poder  judicial,  espero  que  U.S.  me 
permitirá  que  llame  su  atención  á  este  delicado  asunto,  que,  si  en 
parte  corresponde  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  as 
también  inseparable,  por  su  naturaleza,  del  despacho  de  U.S. 

DioH  guarde  á  CS. 

Manuel  Toribio  Urda, 


Liraa,  Marzo  19  de  1869. 

Recibida  hoy,  á  laa  once  del  dia,  pase  al  señor  Ministro  de  Rt^- 
laoíones  Exteriores,  por  cuyo  despacho  se  aordó  la  suprema  rf- 
solucióu  de  28  de  Febrero  áltimo,  y  avises*  en  contestación. 

La-Roft^j. 
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Excruo.  señor: 

El  Fiscal  dice:  que  si  es  muy  honroso  defender  los  derechos 
de  soberanía  jurisdiccional  y  territorial  de  la  República,  á  la  vez 
que  la  independencia  del  poder  judicial,  garantida  por  el  artículo 
43  de  la  Constitución,  es  sobre  manera  aflictivo  desempeñar  es- 
tos deberes  reclamando  de  la  suprema  resolución  que,  en  28  de 
Febrero  último,  y  de  conformidad  con  la  extensa  y  meditada  ex- 
posición del  distinguido  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 

(1)  ha  dado  V.  E.  en  ejercicio  del  poder  permanente,  encargado 
del  cumplimiento  de  las  leyes  y  de  la  integridad  de  los  derechos 
esenciales  del  Estado. 

Pensaba  el  Fiscal  que  en  su  dictamen  del  22  de  Enero  último, 

(2)  había  manifestado  que  no  era  conforme  á  la  Convención  Con- 
sulaar  de  28  de  Octubre  de  1864,  ni  al  Derecho  de  Gente?,  ni  á  las 
leye  patrias,  la  reclamación  que  dirigió  el  H.  señor  Encargado  de 
Negocios  de  Italia  solicitando — ir  que  se  reconozca  al  Consulado 
« italiano  como  la  única  autoridad  competente  para  juzgar  de  la» 
« trasgresiones,  cíe'  malquiera  naturaleza^  que  puedan  ocurrir  á 
«  bordo  de  los  buques  italianos.  »  Pero  se  había  equivocado. 

En  la  suprema  resolución  de  28  de  Febrero,  publicada  en  El 
Peruano  del  5  del  presente  Vnrxo,  se  ha  servido  V.  E.  aceptar 
las  tres  conclusiones  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exterioree. 
Según  ellas,  queda  declarado: 

1®  Que  conforme  al  artículo  17  de  dicha  Convención  Consular, 
las  autoridades  locales  no  son  competentes  para  conocer  de  los 
•delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  mercantes  italia- 
nos, entre  gentes  de  la  tripulación,  cuando  no  se  haya  alterado 
la  tranquilidad  del  puerto. 

2?  Que  el  mismo  principio  se  seguirá  con  los  demás  buques 
mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  naciones  á  que  pertenee- 
can  lo  observen  con  el  Perú;  y 

3?  (En  ejecución  de  la  declaración  1*)  Que  las  autoridadee 
nacionales  no  son  competentes  para  conocer  del  juicio  criminal, 
que  está  sustanciándose,  por  el  homicidio  calificado  que  se  per- 
petró, con  cinco  puñaladas  por  la  espalda,  en  la  persona  de  Pe- 
dro Matcarens,  marinero  de  la  barca  «Emilio  Rondanini»,  el  28 
de  Agosto  de  1868,  cuando  se  hallaba  anclada  en  las  aguas  pe- 
ruanas de  las  Islas  de  Chincha;  y  que,  por  consiguiente,  los  prt 
sos  deben  -ser  puestos  á  disposición  del  Consulado  General  d«  S 
M.  el  Rey  de  Italia. 
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iriga  todflvfa  Ih  esperanza  de  que  V. 
sta  resolución,  por  tratarse  6e  asuntos 
ncioiiHl,  y  no  ser  desatendibles  las 
sta  solicitud. 

pide,  la  interpretación  del  citado  ar- 
eóido  y  pide  se  guarde  su  lox.to  lite- 

licción  peruana,  en  toda  la  extensión 
obre  cuantos  individuos  naturales  ó 
iiinlep,  cometan  crímenes  en  él,  son, 
■incipioe  jtniversales  de  todas  las  na- 
Btituyentes  de  la  soberanía  nacional 
Ftelix,  en  su  «  Tratado  del  contlicto 
ciones,  en  uioteria  de  derecho  priví"- 
I  poder  sotverano  del  Estado  tiene  ne- 
i  reprimir  la  violación  de  sus  leyea, 
ano:  no  hay  para  que  distinguir  si 
tn  subditos  del  mismo  Estado,  ó  ex- 
lación  de  la  ley  local  existe.  * 
un  buque  norte-americano  apresado, 
uque  de  guerra  en'San  Sebastian  de 
)  sus  conclusiones  el  Presidente  de  la 
5S  Unidos,  Marchall:  ■  que  la  juris- 
de  justicia  era  una  rama  de  las  que 
r  soberano  é  independiente  > — •  Esta 
imitada  sino  por  el  consentimiento 

s  uaciones,  su  independencia  abso- 
man  interés  que  las  empeña  en  re- 
cios, todo  esto,  dice  Wheaton,  entre 
BS,  «es  lo  que  ba  dado  lugar  á  ca- 
suponc  que  el  soberano  territorial 
m  jurisdicción  exclusiva,  » 
tanto  la  jurisdicción  del  Cónsul  so- 

0  extranjero  en  que  reside,  como  la 
en  todos  los  casos  admitidos,  no  son 
<adas  excepciones  de  los  principios 
sde  soberanía  jurisdik'cional  j  terri- 

i;onstan  de  un  pacto  internacional, 
na  porción  de  cta  soberanía,  reco- 
ro  Estado    más  de  lo  que   expresa- 

1  el  pacto.  Todo  lo  que  en  esto  no 
a  ba  quedado  como  propio,  6  la  so- 


—  44  — 

En  la  Convención  Perí-Italtana  no  se  encuentra  concedido  á 
los  Cónsules  de  Italia,  ni  tampoco  renunciada  por  el  Perú,  la 
jurisdicción  nacional  para  que  conozcan  de  los  delitos  y  críme- 
nes que  se  cometan  á  bordo  de  los  buques  iiijercantes,  anclados 
en  las  aguas  pertenecient.es  al  territorio  de  la  República. — Luego 
no  se  debe  reconocer  en  el  (Consulado  «  la  facultad  de  adminis- 
« trar  justicia  en  materia  criminal  que,  por  leyes  expresas,  co- 
«  rresponde  ezch/sivamente  a  los  juzgados  y  tribunales  de  la  Re- 
ír pública,  j» 

Por  no  haberse  copiado  de  la  exposición  del  sefior  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  la  part«  que,  del  artículo  17  de  la  Con- 
vención PerúJialiana,  expresa  cuáles  son  las  facultades  acorda- 
das á  los  Cónsules,  será  permitido  al  Fiscal  trascribir  lo  que  se 
refiere  á  estos,  así  como  también  á  las  autoridades  locales,  cuyas 
atribuciones  permanentes  no  se  restringen  siiío  con  relaciót»  á 
las  atribuciones  concedidas  á  los  primeros. 

<r  Los  Cónsules  Generales,  (dice  el  artículo  1 7) — Cónsules,  Vioe- 
«  Cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  consulares,  conocerán  exclusiva- 
u  mente  del  orden  ó  policía  iateri^or  de  los  buques  mercantes  de 
u  sus  re8p)ectivas  naciones,  y  resolverán  las  controversias  ó  dife- 
«  rencias  existentes,  entre  los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  es- 
«  pecialmenle  cuando  se  refieren  á  sus  contratos.  » 

<i  Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ir  ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  qu« 
fí  perturben  la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el 
«  puerto:  intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aque- 
(c  lias  disensiones  alguna  persona  del  lugar,  ó  que  no  pertenezca 
«  á  la  tripulación.  » 

(c  En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán 
ffá  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  estos  la  re- 
ír quieren  para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier 
t  individuo  perteneciente  á  la  tripulación.  » 

Puede  el  Consulado,  según  este  artículo,  cono«wr  del  orden  vn- 
terior  b  policía  interior  de  los  buques  mercantes:  puede  resolver 
controversias  6  diferencias  entre  las  gentes  de  la  tripulación,  espe- 
cialmente sobre  sus  contratos  y  salarios;  pero  no  puede,  porque 
no  se  le  ha  concedido,  conocer  de  delitos  y  crímenes,  como  el  de 
asesinatos  j.»or  la  espalda  con  cinco  puñaladas. 

Sí  las  autoridades  locales  no  deben  intervenir,  es  y  se  entiende 
claramente  en  aquellos  casos  adjudicados  en  la  cláusula  anterior 
á  la  autoridad  consular. 

Posible  sería  tal  vez  alucinarse  de  pronto  leyendo,  aislada- 
mente, como  si  fuesen  únicas,  las  dos  últimas  cláusulas  restric- 
tivas de  la  autoridad  local;  porque  su  forma  negativa,  si  no  hu- 
biese mas  que  esas  cláusulas,    podría   quizá   dar   motivo  á   pre- 
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sumir  que  significaban  una  prohibición  absoluta.  Por  esto  ha 
sido  necesario  copiar  también  la  cláusula  anterior  en  que,  desig- 
nadas expresami^nte  las  facultades  consulares,  se  advierta  qucj 
en  solo  garantía  de  esas  facultades  y  para  que  no  seaiv'pertur- 
büdas,  se  ha  restringido,  en  cuanto  se  refiera  á  ellas,  la  potestad 
local. 

Además,  entre  el  matador  y  la  víctima  que  muere,  no  queda 
posible  ninguna  controversia  7ii  diferencia:  ¿cómo  se  explicaría  en- 
tonces la  facultad  consular  de  resolver  diferencias  y  controversias 
enire  el  capitán,  los  oficiales  y  marineros? 

Las  palabras:  orden  ó  policía  iiiterior  del  buque;  y  las  otras, 
espeeiahnenie  de  contratos  y  salarios,  revela  que  las  facultades  con- 
cedidas se  limitan  á  lo  económico,  administrativo  correccional  y 
civil. 

En  la  duda,  si  la  hubiese,  sería  forzoso  estar  por  el  principio 
de  soberanía  jurisdiccional,  que  es  propio  y  permanente,  y  no  por 
la  excepción  que  solo  alcanza  á  lo  que  cojiste  haberse  concedido 
de  quella  soberanía. 

Para  que  sea  mas  palpable  que  no  se  ha  concedido  al  C/on- 
sülado  la  facultad  du  conocer  en  los  casos  de  asesinatos,  véase 
la  Ordenanza  consular  de  la  República  de  14  Diciembre  de  1863, 
firmada  siete  meses  después  de  celebrarse  la  Convención  cx)n- 
sular,  y  diez  meses  antes  de  su  ratificación. 

Por  el  artículo  54,  los  Cónsules  intervienen  y  arreglan,  del 
mejor  modo  posible,  las  diferencias  entre  los  individuos  de  la  tri- 
pulación de  los  buques  mercantes;  por  el  55  reprimen  las  faltas 
de  policio  interiar^  que  se  cometieron  á  bordo  de  dichos  buques; 
pero  si  su  autoridad  no  bastase  y  las  faltas  amenazasen  la  segu- 
ridad del  buque  ó  la  vida  de  individuos  de  la  tripulación^  solici- 
tará el  auxilio  de  las  autoridades  locales  6  qvienes  corresponde 
desde  entonces  el  castigo  de  los  ofensores. 

No  admite,  pues,  el  Perú  para  sus  Cónsules  otra  jurisdicción, 
que  para  diferencias  civiles,  y  para  penas  correccionales  |>or  falta 
de  policía  interior.  Mas,  desde  que  la  vida  está  amenazada,  y  con 
mayor  razón  cuando  se  ha  consumado  un  asesinato  con  cinco 
puñaladas  por  la  espalda,  en  cuyo  caso  tras  la  pérdida  de  la  vida 
de  la  víctima,  hay  otra  vida  amenazada  por  la  terrible  que  ful- 
mina el  inc.  2?  art.  232  del  Código  Penal;  ya  entonces  no  basta 
la  jurisdicción  sobre  faltas,  porque  los  crirMnes  requieren  otra 
clase  de  autoridad,  y  esa  autoridad  es  la  del  lugar  donde  se  co- 
mete el  crimen.  ¿Sería  dable  dudar  que  el  Perú,  que  no  quiere 
para  sus  Cónsules  juridicción  penal  en  los  crímenes,  haya  podido 
tener  la  intención  de  concederla  tácitamente  á  los  Cónsules  ex- 
tranjeros, sin  guardar  siquiera   las  reglas  de   reciprocidad?   El 
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Perfi  que  acata  la  soberanía  ageua,  ¿habrá  descuidado  la  propia 
hasta  el  abandono? 

Hay  mas:  la  República  está  en  posesión  del  derecho  de  sobe- 
ranía jurisdiccional  y  territorial,  en  los  casos  de  crímenes  come- 
tidos á  bordo  de  los  buques  extranjeros  mercantes,  anclados  en 
aguas  peruanas.  ¿Cómo  puede  privársele  de  esta  posesión,  ni  re- 
solverse gubernativamente  contra  la  soberanía  nacional,  aun 
•uponiendo  que  hubiese  dudas  ó  necesidad  de  interpretación, 
.  sino  se  ha  dado  ninguna  ley,  ni  directamente,  ni  celebrado  con 
la  aprobación  constituida  del  Congreso  (art.  59  inc.  16),  una 
Convención  explica! oria;  asi  como  se  hizo  .en  4  de  Julio  de  1857, 
después  deoir  á  este  ministerio,  para  aclarar  la  inteligencia  del 
art.  12  del  Tratado  con  Estados  Unidos,  relativo  á  las  merca- 
derías que  podían  desembarcar  y  vender  los  buques   balleneros? 

Por  tener  con  el  imperio  francés,  tanto  el  Perú  como  la  Italia, 
una  estipulación  casi  idéntica  á  la  del  art.  17  de  la  Conveiición 
Perú-Italiana,  ha  sido' conveniente  examinar  ]a  doctrina  france- 
sa desde  el  voto  que  dio  el  Consejo  de  Estado  en  20  de  Noviem- 
bre de  1806,  á  fin  de  conocer  con  más  claridad:  1?  si  están  in- 
fluidos los  delitos  y  los  crímenes,  en  la  cláusula  desórdenes  que 
ocurran  á  bordo,  entre  las  gentes  de  la  misma  tripulación  del  bu- 
que mercante,  cuyo  conocimiento  es  de  la  jurisdicción  consular; 
y  2?  cuáles  sean  los  desórdenes  que  perturben  la  tranquilidad  ó  el 
orden  público  en  tierra  ó  en  el  puerto,  pues  entonces  deben  inter- 
venir las  autoridades  locales. 

El  fiscal  ha  sostenido  y  sostiene: 

1?  Que  no  siendo  sinónimos  los  desórdenes  ó  los  crímenes,  no 
debe  ni  puede  interpretarse  crímenes  donde  dice  desórdenes,  los 
cuales  se  refieren  á  la  disciplina  interior  del  buque; 

2?  Que  los  crímenes  perturban  esencialmente  el  orden  publico 
del  puerto;  y  corresponde  su  conocimiento  á  la  autoridad  local, 
aún  cuando  se  hubiesen  cometido  á  bordo  del  buque  mercante 
solo  por  su  tripulación,  según  lo  declaró  el  25  de  Febrero  de  1859 
la  Corte  Suprema  del  mismo  Imperio  francés,  que  es  el  órgano 
más  autorizado  de  su  jurisprudencia; 

3?  Que  también  asilo  han  entendido  y  practicado,  entre  otras 
potencias,  los  Estados  Unidos,  la  Inglaterra  y  la  Rusia  que  des- 
conocen jurisdicción  penal  en  los  Cónsules;  y 

4"?  Que,  como  decía  Wheaton,  refiriéndose  á  una  decisión  de 
la  Corte  Suprema  federal,  peligraría  el  buen  órdon  de  la  socie- 
dad y  la  dignidad  del  Gobierno,  sin  ventaja  para  los  intereses 
del  soberano  extranjero,  en  el  caso  de  que  se  adoptase  por  regla 
que  los  buques  mercantes  quedaban  sustraías  i  la  jurisdicción 
del  país  en  cuyas  aguas  estaban. 
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De  la  exposición  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
resulta- 

1  •  Que  los  criminen  están  inclusos  en  los  desordenéis,  supuesto 
que  ftieron  casos  de  delitos  en  los  que  que  emitió  su  parecer  el 
Consejo  de  Estado  de  1806;  eran  delitos  y  crímenes,  de  los  que 
¿e  mandaba  conocer  á  los  Cónsules  por  la  -Ordenanza  de  29  de 
Octubre  de  1833,  y  fué  de  envenenamiento  el  caso  del  buque 
sueco  «Forsattning,  en  que  inhibió  el  magistrado  territorial  M. 
Helio  en  1837  después  de  haber  consultado  al  gobierno  francés 

2^  Que  siendo  objeto  de  la  justicia  penal  restablecer  el  orden, 
el  cual  no  se  perturba  en  el  puerto  sino  á  bordo  con  los  delitos 
cometidos  en  el  interior  del  buque,  no  puede  interesar  al  Perú 
la  jurisdicción  disputada,  sino  al  Estado  del  Cónsul,  cuyas  fun- 
ciones no  debe  impedir  la  autoridad  leal  mientras  no  sea  posi- 
ÚYamente  perturbado  el  orden  del  país,  y  que  no  es  tampoco  apli- 
cable el  caso  del  buque  «Tempest*  resuelto  por  la  Corte  de  Casa- 
ción de  Francia;  porque  el  acápite  citado  por  el  Fiscal  se  ha  to- 
mado aisladamente;  fK>rque  ese  acápite  es  apenas  uc  consideran- 
do, entre  otros,  cuyo  conjunto  es  menester  apreciar;  porque  los 
principales  fundamentos  de  esa  sentencia  .  on  la  grave  alteración 
de  la  tranquilidad  tn  el  puerto  y  la  intervención  pedida  á  las 
autoridades  locales;  parque  si  es  verdad  que  esa  sentencia  habla 
de  crímenes,  y  de  jurisdicción  sobre  todas  las  partes  del  ier,  Uorio, 
allí  seagr^;a  la  frase — «Siempre  que  el  interés  del  instado  deque 
el  puerto  hace  parte,  se  encuentre  comprometido,  ó  de  que  baya 
peligro  para  el  buen  orden  y  dignidad  del  Gobierno*;  por  mane- 
ra que,  la  Corte  de  Casación  y  el  Consejo  de  Estado  están  de 
acuerdo  en  que  si  faltan  en  el  crimen,  como  han  &ltado  en  el 
caso  de  la  Rondanini^  las  circunstancias  de  perturbación  del  or- 
den en  el  puerto,  y  la  petición  de  auxilio  á  la  autoridad  local, 
psta  up  debe  Intervenir,  ni  el  Fiscal  puede  comprobar  su  doctri- 
na con  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación. 

3^  Que  todos  los  tratados  y  convenciones  de  Francia  y  los 
casos  ocurridos  que  cita,  prueban  y  contienen  la  jurisdicción  con- 
sular; que  Rusia  ha  sido  variable,  pero  que  también  ha  celebra- 
da CouTenciones  en  sentido  coLtrario;  que  Inglaterra  ha  sido  an- 
tagonista, y  ha  tenido  otros  intereses;  sin  embargo  de  lo  cual  em 
el  caso  del  Creolle^  no  prevaleció  la  doctrina  de  la  jurisdicción  te- 
rritorial; que  es  terminante  el  artículo  8?  de  la  Convención  entre 
Francia  y  los  Estados  Unidos,  confirmado  con  los  dos  casos  que 
»e  refieren;  y  que  allí  en  lc»8  Eetados  Unidos,  es  también,  como 
tn  Francia,  doctrina  corriente,  que  los  delitos coüietidos  á  bordo 
de  un  buque  extranjero,  entre  gentc-s  de  la  tripulación,  no  son 
justiciables  por  las  autoridades  locales  sino  cuando  se  baya  tur- 
hado  la  tranquilidad  del  puerto;  y 

4-  Que  los  buques  mercantes  extranjeros,  ti  no  gocan  de  todos 
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lo6  privilegios  de  la  exten^torialidad^  su  situación  es  iuleriuedia- 
ria,  corao  dice  Orti^Ian;  que  si  están  sometidos  á  las  leyes  y  á  las 
autoridades  del  puerto,  es  solo  en  parte,  según  los  objetos,  bajo 
de  restricciones  esenciales  y  con  ciertas  condiciones;  y  que  no  es 
atendible  la  opinión  de  Wheaton,  citada  por  el  Fiscal,  porque 
aquel  ilustre  publicista  la  modificó  posteriormente  en  la  Revista 
francesa  y  extranjera. 

Sólo  una  cosa  falta  en  la  esmerada  exposición  del  señor  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores;  no  se  dice  que  exista  Tratado  algu- 
no entre  las  potencias  civilizadas,  en  que  se  hubiese  estipulado 
precisamente  que  los  Cónsules  tendrían  jurisdicción  penal,  ó  que 
las  autoridades  territoriales  no  ejercerían  su  jurisdicción  nacio- 
nal en  los  casos  de  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques 
mercantes  extranjeros.  Pero  no  se  citaron,  porque  no  los  hay,  si- 
no para  los  Estados  berberiscos  ú  otros  semejantes. 

Sobre  argumentos  é  inducciones,  cualquiera  que  sea  su  méri- 
to, no  se  puede  establecer  la  trasmisión  de  una  parte  de  la  juris- 
dicción nacional  á  los  Cónsules  extra  Jeros.  Las  Convenciones 
consulares  tienen  por  objeto  determinar  con  claridad  y  precisión 
las  facultades  que  los  Cónsules  pueden  ejercer.  —  El  artículo  24 
del  último  Tratado  entre  el  Perú  y  Cerdefía,  decía:  — a  Las  altas 
«  par*e5  contratantes  convienen  en  estipular,  tan  pronto  como  los 
if  convenga,  una  Convención  Consular,  en  la  cual  se  declaren  eapr- 

«cialmente  las  facultades  é  inmunidades  de  los  Cónsules de 

er  cada  una  de  dichas  partes  contratantes  en  el  territorio  de  la 
«otra.  »  Celebrada  esa  Convención,  en  cuyo  artículo  17  se  conce- 
de á  los  Cónsules  la  facultad  de  conocer  de  los  desórdenes  que  ocu- 
rran en  el  interior  del  buque,  no  hay  razón  alguna  para  que  per- 
mita atribuirle»  la  facultad  de  conocer  de  los  crímenes  que  se  co 
metan. 

Del  derecho  francés  no  se  deduce  ni  aún  la  interpretaciófh  que 
se  emplea  para  hacerlos  sinónimos.  El  artículo  l?del  Código  Pe- 
nal del  Imperio,  distingue  y  clasifica  los  crímenes,  los  delitos  y 
las  contravenciones.  La  infracción  que  las  leyes  cíistigan  con  pe- 
na aflictiva  ó  infamante  es  un  crimen;  la  infracción  qu,e  castigan 
con  penas  correccionales,  es  un  delito;  y  la  infracción  que  casti- 
gan con  peñas  de  policía  es  una  contravención.  El  parecer  del 
Consejo  de  Estado  del  año  de  1806  no  habló  de  crímenes;  sólo  se 
refirió  á  los  delitos  en  uno  de  sus  considerandos;  y  no  á  toda  cla- 
se de  delitos,  sino  á  aquellos  que  puedan  caber  en  la  disciplina 
interior  de  un  buque.  Es  además  notable,  y  concluyente,  que 
no  haya  llegado  á  introducirse  en  ninguna  Convención  posterior 
á  esa  fecha  ni  aún  los  delitos  que  el  Consejo  de  Estado  consideró 
comprensible?  en  la  jurisdicción  consular. 

Aunque  en  el  artículo  22  de  la  Ordenanza  de  1833  se  manda- 
ba á  las  Cónsules  franceses  que,  en  los  casos  de  delitos  y  cría>e- 
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-  ^  ^  ^^^  T'tr— í  -•  c  eii  Ti^x  Eli  efüe  im.^.o  fe  niiz  ía:  cue  los  O.  n- 
•í-^  -*  -f^ris^  -i  r->.;r;3  &:bre  !•:$  bc:-«  ir.er^^Aiiies  ce  FrLncia, 
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I-— ..-/^  -^L  i:.   ry?».¿I  r.3  riie  il¿«  r-^ra  el  Perú. 

n  í*^.i  '"  '^e  :*  ;Tr:>i::^::n  de  i:^  C^r.>-'es  frairíceses.  e:;  ma- 
'wer::^  rr-r^iril.  no  hm  n:e;onaip  de^r-ué^  ai  ecTirrñrlo,  s^iT-n  c.ce 
íIj  l^í^jiim  sa  m-tnorio:  ilvrr^i-'S  aVifiluuneii'e  por  la 
«^-•T  ¿í^  ¿S  ie  >LaTo  de  1S>*>  Icis  fiTiíoche  ¿e!  anüg^o  edico  de 
*  I  *  :  -e  arre^  aban  ]a  i r.5tr:: ?::•'•:!  v  e!  '-icio  en  los  asuntos 
:-ík.e?,..  se  coiK!'::Te:  ene  rara  :«>i  :?  :'>^  Coiisulaic*  c-e  no 

»  -m.  l  • 

.1  'j35  de  las  coráis  de  Lí^cJ*  v  ^r-^-f^io.  no  Lsv  varec'áuiea- 
•  ♦.   ¿e  p:•::iI>r:eI.:^ia  j  «ie  ;-rl¿-i :>?:.' n  ea  ma'teria  criirini-;  j  qiie 

t  JLb.  lc-«o  Fnincia  o:.ba  sus  Oriei.áiiias  cMusu'ares  en  1533. 

rí-!-:o:»'i*::i5o  y  sosteirirnio  I:s  i»nr:c:¡  icis  ciiiversales  en  el  arJ- 
I  rr^;  IT.  T  prr.Tí^c^A^.d :•.  a-.^rje  en  Taro,  eiisc^rvliar  !a  auioriidd 

!  ¿í:  fi2«  O.-nfoles  i  tiiu'o  de  re- 'pn-¥^:ifi3.  en  e!  aniot'.o  22;   así 

rA-r>  v.i.^  ofetAD  las  suT&s  Icis  Ef'aiTis  L'i.id:*?  áe  América,  Ing'a- 
zjirr.jirca,  v  mis  de:e:i:dánirr.:e  e:  Brasil,  en  ccvo  re^lm- 
i?n-^  de  ISSS,  anículo  41,  ¿e  eiplioA  o?'jio  deben  loe  Csinsulea, 
fcl  a:rr.to  de  los  buoues  merc-antes,  remitir  á  cis»si:i^r*n  de  los 
v^i'-T-%Ie?  ce  su  s^ih^r^ano,  les  c-lr&l.es  de  r  '  V:G!ri':*.i,  ce  ^.-r^mí- 
rs-ífc:-  ie  «aM:n<rfo  v  de  otr^is  í^>;#»ifí  &en:e'a:::e5.  cotcetidos  en 
«.''E  31.5^.  duranle  la  navee£c:cn  p:r  a'.grín  aiar:::ero  ú  otro  icdi- 
■Tjt-ao  pasajero:  y  »  pr»3s:z^je de  esia  manera:  « Mis  en  el  c&¿o de 
«  q:ie  CBlos  déliioi  se  hayan  crairiido  i  tordo  de  loe  buques,  c«t- 
^av  ^trada  04  t;»i  pyi^^io  txi^cr'rro^  loe  Cóuscles  no  «  tiío- 
ár  ningún  mí^i-!/.   dejan io  á  LiS  panes   fpie  or^rrcn  crJs 
«  ¿s«  iribmmaUM  dd  oclt.» 

Verdad  es  que  hay  un  he:bo  cv^ntrario  á  estos  principios;  el 
francés  ÍI.  Helio  se  abstnro,  en  1S37.  de  conocer  da 
cometido  i  bordo   del  buque  sueco  «Forsatt- 
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níng»,  en  la  rada  de  Paimboeuf,  y  se  abstuvo,  porque  coiisraltó  a 
su  Gobierno,  siendo  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  el  conde 
Mollé,  y  éste  le  contestó  que  convenía  remitir  al  reo  á  la  policía 
de  su  buque.  Mas  este  hecho,  que  no  se  fundó  en  el  reconoci- 
miento de  otra  jurisdicción,  ni  en  razón  alguna  de  derecho,  sino 
en  que  convenía;  que  no  provino  de  una  resolución  general,  ni  de 
una  sentencia  en  que  se  hubiese  aplicado  la  ley  ó  guardado  la 
costumbre;  este  hecho  prueba,  en  sí  mismo,  que  el  principio  de 
jurisdicción  territorial  quedó  incólume;  que  se  dejó  de  usar  una 
facultad,  porque  así  convenía  por  causas  que  no  nos  importa  ave- 
riguar; pero  que  no  se  abdicó  la  jurisdicción  nacional. 

Ningún  antecedente  hay  en  la  jurisprudencia  francesa  que  per- 
mita á  los  Cónsules,  ni  impida  á  los  jueces  territoriales,  conocer 
de  los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes  ex- 
tranjeros. Cualesquiera  que  hayan  sido  las  tendencias  guberna- 
tivas para  ensanchar  la  autoridad  consular,  preciso  es  reconocer  ^ 
leal  é  ingenuamente  que  las  miras  del  Consejo  de  Estado  de  1806 
se  encerraron  en  los  límites  de  la  conveniencia  común  y  de  las 
necesidades  de  la  navegación.  Aunque  habló  de  delitos,  nunca 
de  crímenes,  solo  quiso  y  dijo  que  se  comprendiesen  los  delitos 
referentes  á  la  disciplina  interior  del  buque. 

Las  Ordenanzas  francesas,  tanto  como  las  generales  de  ma- 
rina del  Perú,  y  de  todas  las  potencias  marítimas,  todas  enume- 
ran, distinguen  y  clasifican  los  actos  de  la  policía  interior  de  los 
buques;  y  allí  nada  se  encuentra  que  no.  sea  económico,  admi- 
nistrativo y  correccional.  No  hay  crímenes^  hay  sí  desórdenes  de 
diferentes  clases,  y  de  más  ó  menos  gravedad;  pero  todos  ellos 
son  relativos  á  la  disciplina  y  á  la  administración.  Para  est  ^,  en 
cuya  represión  inmediata  se  interesa  el  orden  del  buque,  1  a  se- 
guridad del  viaje  y  la  conservación  de  todos  los  valores  que  re- 
pre3enta,debe,  en  efecto,  ser  mantenida  y  protegida  la  aut  oridad 
consular.  Para  lo3  crímenes,  jamás,  sin  mengua  de  la  soberanía 
nacional  y  decadencia  de  la  misma  marina  extranjera. 

En  un  decreto  de  24  de  Marzo  de  1852,  desde  el  artículo- 
60  al  25,  se  ha  hecho  en  Francia  la  nomenclatura  de  los  delitos 
«á(p6C¿aZ€«  de  la  marina  mercante:  ninguno  es  crímenes]  son  deli- 
tos, sujetos  á  penas  correccionales.  Respecto  de  ellos  decía  el  con- 
sejero Foucher,  en  su  exposición  de  25  de  Febrero  de  1859,  de- 
fendiendo ante  la  Corte  de  Casación  la  jurisdicción  consular:  (da 
c  nomenclatura  de  estos  delitos  especiales,  puede  servir  de  guía 
ir  para  determinar  cuáles  son  los  actos  que  se  refieren  á  la  disci- 
«  plina  y  á  la  admi/nistracón  del  buque  »,  en  los  cuales,  no  en  los 
crímenes,  puede  el  Cónsul  ejercer  su  autoridad  cuando  no  se  ha- 
ya comprometido  el  orden  6  la  tranquilidad  del  puerto.  ¿Sobrt 
qué  fundamento,  pues,  de  la  jurisdicción  francesa,  ya  que  no  en 
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ía  Convención  consular,  podrá  apoyarse  la  idea  de  considerar 
propio  del  Consulado  y  ajeno  del  Juez  del  país,  el  Gonociiniento 
del  asesinato  de  un  preso,  á  pjiñaladas  por  la  espalda? 

Tratándose  de  crimene^^  y  especialmente  de  un  asesinato^ 
«  que  si  es  un  inmenso  mal  moral,  es  material  á  la  par,  y  para 
til,  que  como  ninguno,  está  patente  la  legitiriiiJad  de  la  fuerza 
so.ial  como  protectora  de  la  igualdad  de  derecho  entre  hombre  y 
'  hombre,  y  protectora  del  ór^len  político  en  que  se  mueve  la  hu* 
inanidad»,  un  asesinato  en  el  hombrf»  que,  poco  antes,  nada  fu- 
gitivo en  nuestras  aguas  á  vista  de  nacionales  y  extranjeros,  que 
allí  es  aprehendido  por  la  fuerza  privada  y  llevado  á  bordo  pa- 
ra ser  muerto  á  palos  y  puñaladas  por  In  espalda,  después  que 
se  ostentaba  el  vigor  de  la  disciplina  del  buque  con  la  oranipo 
tente  voluntad  del  Capitán,  cuya  expresión  esperaban  temblan- 
do unos  pocos,  y  gozosos  de  venganza  los  otros;  un  asesinato' 
Tnanifíesto  con  el  cadáver  ensangretitado  que  la  autoridad  local 
recojo,  lleva  y  entierra  delante  de  una  población  espantada  del 
crimen  y  de  la  insolente  audacia  con  que  se  quebrantan  solem- 
nemente las  leyes  del  país,  protectoras  de  la  vida  humana,  y  ba- 
jo cuya  protección  se  hallan  los  naturales  y  han  venido  expre- 
samente  garantidos  los  extraños; difícil    es  concebir  que  se 

cuestione  si  el  crimen  será,  por  su  propia  naturaleza,  capaz  d© 
perturbar  el  orden  ó  la  tranquilidad  del  puerto,  ó,  en  otros  tér- 
minos— si  estará  comprometido  algún  interés  del  Estado. 

Si  la  perturbación  del  orden,  para  que  el  crimen  fuera  jus- 
ticiable por  la  autoridad  local,  consistiese  exclusivamente  en  la 
materia  é  irregular  agitación  de  Ihs  gentes  de  un  lugar,  críme- 
nes serían  los  temblores,  y  garantía  del  criminal  la  clandestini- 
dad de  un  asesinato,  ó  el  silencio  con  que  se  ejecutase  en  algún 
lugar  verdadero  ó  falsamente  privilegiado.  ¡  Qué  mal  obró  Na- 
poleón I  cuando  el  Embajador  turco  que  quería  hacer  extran- 
gular  en  su  palacio  á  uno  de  sus  nacionales,  mandó  decirle  qns 
lo  haría  personalmente  responsable  de  este  acto  odioso/  Rogron, 
glosando  el  artículo  7  del  código  francés  de  instrucción  crimi- 
r  nal,  que  permite  el  enjuiciamiento  del  francés  culpable  de  un 
orímen  cometido  en  país  extranjero  contra  otro  francés,  si  vuel- 
ve ttfímperio  sin  haber  sido  juzgado  en  el  lugar  donde  delinquió, 
dice:  «El  orden  público  no  ha  sido  herido  en  Francia;  porque  el  crí- 
«  men,  aun  que  contra  un  francés,  se  ejecutó  en  país  extranjero;  es 
«  el  orden  establecido  en  ese  país  el  que  ha  sido  turbado Allí 

•  ha  podido  ser  castigado  el  francés  culpable;  porque  todo  indivi- 
«  dúo  que  entr«  en  país  extranjero  se  somete  á  las  leyes  concer- 
«  nientes  al  orden  y  á  la  seguridad  del  país,  de  la  misma  mane- 

•  ra  que  en  un  extraryero  se  somete  á  las  leyes  en  Francia;  pero 
«  si  la  negligencia  de  los  magistrados  del  país  donde  el  crimen  so 
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•  cometió,  ha  dejado  al  criminal   impune,   la  sociedad  francés» 
c  debe  acoger  la  querella  que  rompe  el  silencio  >». 

Nadie  duda  del  derecho  de  castigar  á  todo  extranjero  que, 
cometiendo  algún  crimen  en  el  país  donde  se  halla,  ha  violado 
las  leyes  que  él  tenía  deber  de  respetar.  (Martens,  Derecho  de 
Gentes  moderno,  §  100).  Exponiendo  ante  la  Corte  de  Casación 
el  citado  consejero,  M.  Foucher,  cuáles  son  los  casos  en  que  está 
expedita  la  jurisdicción  territorial  contra  los  individuos  de  la 
tripulación  de  un  buque  mercante,  dice  que  uno  es,  cuando  crse 
«  trata  de  crímenes  de  derecho  común,  cuya  gravedad  no  ])ermite 
«  á  ninguna  nación  dejar  impunes  sin  comprometer  sus  derechos 
«  de  soberanía  jwrisdiccional  y  territorial;  porque  estos  crímenes 
«  constituyen,  por  sí  mismos,  la  violación  más  manifiesta  como  la 
«  más  flagrante  de  las  leyes  que  cada  nación  está  encargada  de  ha- 
«  cer  respetar  en  todas  las  partes  de  su  territorio.»  Tan  exacta 
es  esta  verdad,  flue  la  Corte  de  Casación  la  reprodujo  literalmen- 
te por  uno  de  los  considerandos,  en  su  sentencia  de  25  de  Febre- 
ro de  1859,  al  resolver  el  caso  del  buque  Tempest. 

El  mérito  sobresaliente  de  esta  sentencia  suprema,  la  pri~ 
mera  después  del  parecer  del  Consejo  de  Estado  de  1806,  es  habe^ 
sido  destinada,  por  la  expresa  solicitud  del  consejero  expositor  y 
del  procurador  general  del  Imperio,  á  fijar  clara  y  exactamente 
el  principio  de  jurisdicción  territorial,  libre  délos  embarazos  que 
causaban  las  diversas  circunstancias  particulares,  manantial  de 
disputas  desde  qu^  el  Consejo  de  Estado  hizo  las  distinciones  de 
1806.     De  modo  que,  ahora,   á   los  objetos,  que  en    menoscabo 
de  la  jurisdicción   poruana,  deducen  de  la  diversidad    de  cir- 
cunstancias, el  Fiscal  responde  con  las  palabras   previsoras  del 
procurador  general   M.  Dupin.     Este  ilustre  magistrado  divisó, 
por  su  antigua  experiencia,  que  alguna  vez,  con  argumentos  rela- 
tivos á  las  circunstancias  del  hecho,  quería  oscurecerse  el  sobera- 
no principio  de  la  jurisdicción  territorial;  y  por  eso,  después  de 
sus  conclusiones  agregó:     «El  procurador  general  piensa  que  la 
«  Corte,  para  motivar  su  decisión,  se  fundam  en  las  circustancia» 
«  de  este  hecho;  mas  también  advierte   que     la  Corte  no  querrá 
«  hacer  de  estas  circunstancias  particulares  una  condición  demasia- 
«  do  absol'Ua,  á  fin  de  no  comprometer  el  principio  de  la  jurisdic- 
« ci6n    terrüoruhl,  que,    en  otras  circunstojficUu   imprevistas,   será 
t  necesario   aplicar.* 

Con  efecto,  se  dice  hoy:  que  en  el  caso  actual  de  la  "  Ron- 
danini"  no  concurren  las  circunstancias  de  gran  conmoción  en  el 
puerto  y  de  invocación  á  la  autoridad  local  que  concurrieron  en 
el  caso  del  Tempest,  y  que  siendo  fundamentÍEiles  de  la  sentencia 
de  la  Corte  de  Casación  aquellas  circunstancias  decisivas  de  la 
jurisdicción  territorial  de  Francia,  no  podía  esta  sentencia  servir 
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de  apoyo  4  la  jurisdicción  territorial  del  Pera.  —  Ya  se  sab« 
que  deliberadameabe  no  se  quiso  hacer  depender  de  esas  parti- 
culares circunstancias  el  principio  de  jurisdicción  territorial: 
véase  como  se  realizó  esa  independencia. 

El  Consejo  de  Estado  del  año  1806,  después  de  establecer  el 
principio  de  la  jurisdicción  territorial  sobre  los  buques  mercan- 
tes, de  la  cua]  no  podían  sustraerse  en  todo  lo  que  tocase  á  lo$ 
intereses  de  Estado;  puso,  por  excepción,  que,  cuando  los  delitos 
fueran  cometidos  entre  personas  de  la  misma  tripulación,  enton- 
ces conocería  la  autoridad  consular,  siempre  (jue  (  y  estas  eran 
otras  excepciones  de  la  excepción)  no  se  hubiese  pedido  socorro  á 
la  autoridad  local,  ó  que  no  se  hubiese  comprometido  la  tranqui- 
lidad del  puerto. 

El  motivo  de  la  excepción  en  favor  de  los  Cónsules,  era: 
que  mientras  no  ocurriesen  las  otras  circunstancias  excepciona- 
les, favorables  á  la  autoridad  local,  el  hecho  debía  ser  conside- 
rado como  que  correspondía  solamente  á  la  disciplina  interior 
del  buque.  Cuando  sobrevenía  alguna  de  esas  circunstancias, 
se  reintegraba  la  jurisdicción  territorial.  Mas  como  de  estas  doi 
circunstancias,  la  una  — intervención  auxiliar  de  la  autoridad 
local— era  material  y  determinada,  sin  que  pudiese  dudarse  si 
llegaba  ó  nó  á  acontecer,  quedaba  la  otra,  dando  origen  á 
diversas  cuestiones  por  ser  compleja,  genérica,  é  indetermi- 
nada. 

De  muchas  maneras  podían,  pues,  las  violaciones  de  la  ley 
á  bordo  de  un  buque,  comprometer  la  tranquilidad  del  puerto  ó 
los  intereses  del  Estado.  ¿Qué  regla  se  debía  seguir  para  cono- 
cerlas en  todos  los  casos  dudosos? 

Con  este  propósito  el  Consejero  Mr.  Foucher  expuso:  qut 
esta  cuestión,  examinada  por  publicistas  y  jurisconsultos,  y  pre- 
sentada muchas  veces  ante  los  tribunales,  era  la  primera  vez  qut 
venía  á  la  Corte  de  Casación,  y  ella  iba  á  determinar  toda  la 
extensión  que  encerraba  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  de 
1806. 

Entre  el  Consejero  Mr.  Foucher  y  el  Procurador  general  M. 
.Dupin  recordaron  los  principios  de  soberanía  jurisdiccional  y 
territorial:  las  reglas  y  límites  de  la  exterritorialidad  como  ex- 
cepciones de  aquellos  principios :  la  naturaleza  de  los  buques 
mercantes:  los  principios  de  la  jurisdicción  nacional  en  cuanto  4 
los  crímenes:  el  mantenimiento  de  estos  principios  en  los  Estados 
Unidos,  en  Inglaterra  y  en  Rusia;  y  después  de  todo  esto,  que  es 
general  é  independiente  dé  las  peculiares  cireunstancias  del 
caso  del  Tempcst  que  examinaron  á  parte,  concluyeron  por  decir 
que  no  había  nulidad  y  que  la  jurisdicción  territorial  era  la 
competente. 
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I^a  C!orte  de  Casación,  precisando  más  la  fórmula  enunciada 
por  el  Consejerp  M.  Foucher,  acerca  del  principio  absoluto  de 
jurisdicción  territorial  en  los  crímenes  do  á  bordo,  consignó  en 
el  considerando. 3?  el  siguiente  principio  general:  "que  los  bu- 
**  ques  mercantes  que  entran  en  un  puerto  extranjero,  no  podrían 
**  siii  peligro  del  Inien  orden  y  dignidad  del  Gobierno  del  Estado 
*  de  que  el  puerto  hace  parte,  sustraerse  de  la  jurisdicción  terri- 
'*  torial,  todas  las  veces  que  el  interés  de  dicho  Estado  se  halle 
*'  comprometido";  y  dedicó  el  considerando  4°  á  declarar,  según 
los  principios,  y  en  cumplimiento  del  3^  anterior,  que  los  crí- 
llienes  comprometían  el  interés  del  Estado.  Resolvió,  pues,  la 
cuestión  de  principios  sobre  jurisdicción  territorial  con  relación 
á  los  crímenes.  «El  Estado,  dijo,  está  interesado  en  la  represión 
«de  los  crímenes  y  delitos  que  se  cometen  en  los  puertos  de  su 
m  territorio,  á  bordo  de  los  buques  mercantes  extranjeros,  airn- 
«  que  no  intervengan  otros  individuos  que  las  de  la  tripulación: 
«  ya  sea  que  el  hecho  pueda  por  su  naturaleza  comprometer  la 
K  tranquilidad  del  puerto  ó  sea  cuando  el  hecho  constituya  un 
n  crimen  de  derecho  común,  cuya  gravedad  no  permite  á  ningu- 
«  na  Nación  dejar  impune,  sin  atentar  contra  stis  dtrtchos  de 
«  soberanía  jurisdiccional  y  territo^^inl;  porque  el  crimen  es,  por 
«  si  mismo,  la  violación  más  manifiesta  como  la  más  flagrante 
«  de  las  leyes  que  cada  Nación  está  oxcargada  de  hacer  recetar 
m  en  todas  las  partes  de  su  territorio». 

En  el  considerando  5°  definió  la  condición  privada  de  los 
buques  mercantes,  en  favor  de  los  cuales  no  tenía  su  soberano 
ningún  interés  en  reclamar  de  la  aplicación  de  los  antedichos 
principios,  salvo  los  tratados  especiales;  y  declaró  que  la  tripula- 
•c  ción  de  tales  buques  «no  podía  tener  derecho  á  otra  protección 
«  que  la  que  podían  invocar  las  personas  privadas.» 

En  el  considerando  6?  dejó  establecido  que,  «á  excepción  de 
«  lo  que  concierne  á  la  disciplina  y  administración  interior  de  á 
«í  bordo,  en  lo  que  no  puede  injerirse  la  autoridad  local,  y  para 
«  lo  que  hay  lugar  á  respetar  los  derechos  recíprocos  consagrados 
«  por  el  uso  general  de  las  diversas  naciones,  los  buques  mer- 
«  cantes  quedaban  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial»! 

En  el  7^  considerando,  que  es  el  último  de  los  destinados  ^ 
los  puntos  de  Derecho  marítimo,  reunió,  generalmente  y  por  adi- 
ción confirmatoria  :1  lo  ya  declarado,  los  casos  en  que  se  ejercía 
la  jurisdicción  local:  «  Debe  ser  así  sobre  todo,  dijo,  cuando  la 
<r  intervención  de  la  autoridad  local  ha  sido  reclamada,  ó  que  el 
V  crimen  ó  el  delito  imputado  al  extranjero,  sean  de  tal  natu- 
«  raleza,  que  comprometan  la  tranquilidad  pública  del  puerto 
«  donde  se  encuentra  el  buque  á  cuyo  bordo  fe  ha  cometido  el 
•  crimen  ó  delito  ». 
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Cambiando  de  forma  en  los  siguientes  considerandos,  aten- 
dió, en  cuanto  al  hecho,  que  Fally  era  culpable  de  asesinato  á 
bordo  del  buque  Tempest:  que  se  había  entregado  á  las  autori- 
dades del  país,   y  que  había  causado   una  grave   emoción  en  el 

puerto. 

Terminó  declarando,  por  estos  motivos,  que  no  había  nuli- 
dad en*  el  auto  en  que  se  había  reconocido  competente  la  juris- 
dicción francesa. 

Después  de  esta  sentencia  de  1859,  en  que  la  Corte  Suprema^ 
y  los  más  altas  magistrados  del  Imperio,  únicos  órganos  autori- 
zados de  la  jurisprudencia  francesa  dejaron  examinado,  discutido* 
y  resuelto  todo  lo  que  durante  53  años  había  sido  materia  de 
controversias  y  pretensiones ,  no  era  admisible,  ni  aun  la  duda, 
respecto  de  la  jurisdicción  territorial  sobre  buques  mercantes 
extranjeros,  y  menos  sobre  crímenes  cometidos  á  su  bordo,  cuyo 
punto  se  decidió  con  la  convicción  dogmática  y  firmeza  incon- 
trastable que  expresan  las  palabras  no  pv^eden  quedar  impunes 
9in  atentarse  contra  loa  derechos  de  soberanía  jurisdiccional  y  te- 
rritorial. 

Si  el  Fiscal  no  copió,  en  su  respuesta  de  22  de  Enero,  más 
que  el  considerando  4?  de  esta  sentencia,  fué  porque  en  él  eetá 
completo  el  principio  de  la^jurisdiccion  local  en  los  crímenes  por 
ser  crímenes,  independientemente  de  otras  circunstancias.  El  caso 
de  la  Rondanini  es  de  un  asesinato;  y  no  era  menester  más 
que  de  la  íntegra  declaración  comprensiva  del  principio  que 
examina.  Hizo  lo  que  hacen»  todos  los  escritores,  inclusive  el 
ilustre  publicista  Wheaton,  quien  de  cada  sentencia  de  la  Corte 
Suprema  de  los  Estados  Unidos,  toma  la  pequeña  cláusula  en 
que  se  encierra  el  principio  ó  regla  á  que  se  contrae. 

Algo  omitió  ciertamente  el  Fiscal;  pero  no  fué  en  daño  de 
la  verdad,  ni  por  dar  más  fuerza  á  su  razonamiento. —  Al  con- 
trario, omitió  el  considerando  3^,  que  le  es  favorable,  por  no  con- 
siderarlo entonces  necesario.  Ahora  es  indispensable,  y  ya  se  ha 
copiado;  pues  no  de  otra  manera  puede  responder  al  argumento 
que  se  le  ha  hecho,  como  si  hubiese  suprimido  al  final  del  consi- 
derando 4?  una  cláusula  que  solo  está  en  el  3**,  y  que  de  hallarse 
en  el  otro,  produciría  un  contrasentido. 

Habiéndose  establecido  en  el  3?  considerando:  que  un  buque 
extranjero  no  pí>drá  sustraerse  de  la  jurisdicción  ter/itorial  de 
un  Estado,  sin  peligro  del  buen  orden  y  de  la  dignidad  del 
Gobierno,  siempre  que  el  interés  del  Estado  se  halle  comprome- 
tido, fué  consiguiente  declarar  en  el  4^  que  el  crimen  de  derecho 
común,  comprometía  el  interés  del  Estado,   y  dejaba  expedita  la 

jurisdicción  territorial ;  por  que  el  crimen  es^  ensimismo, 

la  violación  más  manifiesta  como  la  más  flagrante  de  las  leyes 
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que  cada  nación  está  encargada  de  hacer  respetar   en  todas  la$ 
partes  de  sa  territorio. 

Aunque  esto  es  recto  y  lógico,  y  es  claro  de  toda  claridad, 
se  argumenta  en  la  exposición  del  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  diciendo:  que  el  Fiscal  había  tomado  aisladamente 
el  considerando  4.*;  y  que,  en  la  sentencia,  aunque  se  hablaba  de 
jurisdicción  sobre  todas  las  partes  del  territorio  (últimas  palabras 
dfel  4.®  considerando)  se  agregaba:  siempre  que  el  interés  del 
Estado  se  halle  comprometido  (cláusula  del  considerando  3.°V,  y 
que,  en  su  virtud,  no  comprometiéndose  el  interés  del  Estado  sino 
cuando  hay  perturbación  de  la  tranquilidad  del  puerto  ó  peti- 
ción de  auxilio  á  la  autoridad  del  país,  resultaba  que  la  sentencia 
no  comprobaba  la  doctrina  del  Fiscal. 

M^  este  argumento  contra  la  jurisdicción  nacional,  no  pue- 
de subsistir;  porque  el  considerando  4.®,  en  que  está  íntegra  la 
declaración  del  principio  de  jurisdicción  nacional  sobre  los  crime- 
nes,  no  tiene  agregaciím  ninguna;  porque  lo  que  es  antecedente 
no  se  puede  agregar  á  lo  que  es  consiguiente}  y  porque,  decla- 
rándose, de  un  modo  absoluto  en  el  considerando  4.®,  que  el 
crimen  compromete  el  interés  del  Estado,  no, cabe,  por  imposible, 
la  agregación  de  la  cláusula  siempre  que  el  interés  del  Estada 
esté  comprometido. 

La  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  Francia  prueba  de  un 
modo  claro,  expreso,  preciso  y  terminante  que  á  la  jurisdicción 
nacional  que  el  Fiscal  sostierve,  compete  el  conocimiento  del 
crimen  de  asesinato  cometido  en  el  buque  **Rondanini"  y  qu© 
8Í,  por  parte  del  Perú,  se  dejara  impune  este  crimen,  se  atentaría 
contra  la  soberanía  jurisdiccional  y  territorial  de  la  nación. 

En  ninguno  de  los  tratados  y  convenciones  que  se  recuerdan 
en  la  exposición  del  señor  Ministro,  en  ninguno  aparece  que  se 
haya  concedido  á  los  Cónsules  jurisdicción  sobre  crímenes  y  de- 
litos cometidos  á  bordo  de  los  buques  de  su  bandera,  ni  que  sm 
haya  estipulado  prohibición  alguna  para  que  en  esos  crímenes  y 
delitos  no  se  ejerdte  la  jurisdicción  que  á  la  nación  corresponde» 
•obre  naturales  y  extranjeros  que  delincan  en  su  territorio.  En 
todos,  inclusive  el  tratado  del  Perú  con  Francia  y  las  dos  con- 
venciones celebradas  entre  Francia  é  Italia  (sin  comprender  la 
Convención  entre  los  Estados  Unidos  y  Francia,  de  que  se  ha- 
blará por  separado),  en  todos  se  encuentran  sobre  el  particular 
únicamente  tres  puntos  esenciales: 

19  La  policía  del  puerto,  carga  y  descarga  de  buques, 
conducción  y  seguridad  de  mercaderías,  quedan  sujetas  á  las  le- 
yes y  reglamentos  del  país; 

2?  La  policía  interior  de  los  buques  y  el  arreglo  6  cono- 
cimiento '^'^  ''•^'^-encias,  desavenencias  y  controversias  entre  el 
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capitón,  oficiales  y  marineros,  especialmente  sobre  contratos  y 
salarios,  corresponde  exclusivamente  á  los  respectivos  Cón- 
sules. 

3?  No  obstante  (texto  del  tratado  franco-peruano,  que 
es  igual  en  las  demás  Convenciones,  con  diferencia  de  pocas  pa- 
labras que  no  alteran  lo  principal).  «  No  obstarite,  las  autorída- 
«  des  locales  conocerán  d<*  los  desórdenes  que  ocurran  á  bordo 
ff  4Íel  buque: 

* 

«  Si  se  reclama  su  asistencia  (  de  las  autoridades  lo- 
cales) ; 

tf  Si  toma  parte  en  dichos  desórdenes  alguna  persona  del 
país  que  no  pertenezca  á  la  tripulación  6  algún  pasajero  de 
cualquiera   otra  nación; 

«  O  si,  en  fin,  perturban  ó  amenazan  la  tranquilidad  del 
puerto.» 

Sin  necesidad  de  análisis,*  la  lectura  de  estas  estipulaciones 
deja  el  convencimiento  íntimo  de  que  la  jurisdicción  territorial, 
sobre  los  crímenes  que  se  cometan  á  bordo,  no  ha  sido  trasmi- 
tida a  la  nación  del  buque,  ni  en  parte  alguna  al  Consulado  de 
ella.  En  imposible,  hipótesis  de  que  indirecta  y  tácitamente 
pudiera  concedei-se  un  atributo  de  la  soberanía  nacional  ¿  de 
cuál  de  estas  estipulaciones  podría  deducirse? 

A  la  policia  del  puerto,  sujeta  á  la  autori  lad  local,  corres- 
ponde, por  el  contrario,  todo  lo  que  generalmente  se  refiere  á  la 
seguridad  y  garantías  personales. 

En  la  policia  interior  de  tos  buques  y  en  las  diferencias, 
desavenencias  y  controvernas,  especialmente  sobre  contritos  y  sa- 
larioSt  no  se  incluyen,  por  su  propia  naturaleza,  más  hechos 
que  aquellos  en  que  se  ejercita  una  autoridad  correccional 
civil,  económica  ó  administrativa,  propia  de  los  Cónsules. 

La  parte  tercera  que  en  el  artículo  34  del  tratado  franco- 
peruano  empieza  con  las  palabras:  ^  '*  No  obstante  las  autorida- 
des lócala  conocerán  de  los  desórdenes  que  ocurran,  &.,"  mani- 
fiesta que  sin  embargo  de  pertenecer  exclusivamente  al  Consula- 
do las  antedichas  materias,  eso  no  obstará  para  que  la  autoridad 
local  conozca  de  esas  mismas,  en  todos  los  casos  en  que  ocurran 
dteórdenes  tales,  que  den  lugar  á  que  sobrevengan  las  demás 
circunstancias  que  allí  se  indican. 

Para  ensanchar  la  autoridad  consular,  se  raciocina  así:  si  en 

los  desórdenes  no  sobrevienen  las  circunstancias   previstas,  que 

den   intervención   á   la   autoridad    local,  debe   entender^   que 

esos  desórdenes  quedaii   al  conocimiento  del  Consulado;  y  como 

pueden   ser  crímenes  ó   delitos   esos  desordenes,  resulta   que  el 

Cónsul  conoce  de  delitos  y  de  ciímenes.     En    tan  avanzada  inter-» 

pretación    solo  es  exacta  la  primera  parte:  los  desórdenes  tocan 
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al  consulado.  Y  así  debía  de  ser,  porque  en  las  diferencias  y 
desavenencias  y  en  los  objetos  de  la  policía  interior,  exclusivos 
del  Consulado,  hay  desorden,  esto  es,  confusión,  desconcierto, 
falta  de  orden,  demasía  ó  exceso. 

La  misma  redacción  de  todas  las  Convenciones  Consulares, 
explica  la  imposibilidad  de  interpretar  los  desórdenes  por  críme- 
nes: en  todas  se  habla  de  los  desórdenes  que  ocurren*  porque  la 
confusión,  el  exceso,  la  demasía,  son  accidentes  que  pueden 
acaecer  con  frecuencia:  los  crímenes  no  ocurren,  se  cometen;  son 
►  graves  violaciones  de  la  ley  que  se  reputan  voluntaria  y  mali- 
ciosamente cometidas,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.  Decir 
que  el  crimen  cae  bajo  la  autoridad  consular,  porque  el  desorden 
puede  llegar  á  ser  crimen,  es  pasar  de  la  potencia  al  acto.  En 
todo  crimen  hay  desorden;  pero  en  todo  desorden  no  hay  cri- 
men. 

La  Convención  estip^ila  que'en  los  desórdenes,  en  general, 
intervenga  la  autoridad  del  puerto  cuando  se  comprometa  la 
tranquilidad  pública,  porque  esa  perturbación  altera  el  orden, 
moral,  legal  y  material  del  lugar  que  el  Estado  tiene  interés  en 
conservar  para  com6n  beneficio  de  naturales  y  extranjeros:  un 
grave  escándalo  entre  ebrios,  sin  ser  criminal,  puede  comprome- 
ter la  quietud  del  puerto  y  dar  motivo  á  la  acción  de  la  autori- 
dad local.  El  crimen  interesa  siempre  al  Estaoo.  Por  eso  la 
autoridad  local  juzgará  de  todo  crimen,  y  también  de  los  desór- 
denes  cuando  comprometan  la  tranquilidad  del  puerto* 

Por  lo  mismo  que  Francia,  en  el  artículo  22  de  sus  orde- 
nanzas de  1833,mandabaá  sus  Cónsules  adquirir  autoridad  penal 
á  título  de  reciprocidad  ¿por  qué  no  se  consignó  en  algunas  do 
sus  Convenciones  esa  pretendida  jurisdicción  consular?  ¿Por  qué- 
se  daba,  al  mismo  tiempo,  en  ordenanzas  de  otras  potencias,  la 
instrucción  de  deber  abstenerse  los.  Cónsules,  en  caso  de  crí- 
menes? 

T^s  hechos  que  han  ocurrido  y  se  citan  en  la  exposición  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  no  conducen  á  probar 
que  para  los  crímenes  de  á  bordo  se  haya  excluido  la  jurisdicción 
territorial. 

En  el  hecho  del  Oreolle  no  se  resolvió  un  conficto  de  juris- 
dicción, sino  una  cuestión  de  responsabilidad  civil  por  hechos 
que  pasaron  en  alta  mar:  los  hechos  y  los  intereses  estaban  suje- 
tos exclusivamente  á  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos,  cuya 
bandera  llevaba  el  buque,  sobre  la  cual  no  tuvieron  facultad 
de  disponer  las  autoridades  territoriales  inglesas. 

En  la  contestación  del  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  en 

favor  déla  jurisdicción  territorial  de  Francia,  para  que  conociese 

^ueja  de  un  piloto  francés  que  no  pertenecía  á  la  tripula- 
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ción  del  buque  americano,  cuyo  capitán  cometió  actos  de  bruta- 
liilad  Gou  aquel,  no  se  declaró  ni  pretendió  establecer  ninguna 
regla  contraria  á  la  jurisdicción  nacional  que  se  sostenía;  se  dijo; 
*  que  la  Convención  de  1853  no  había  tenido  ninguna  mira  de 
extender  la  jurisdicción  consular  á  delitos  en  que  se  interesaban 
personas  extrañas  á  la  tripulación»,  se  refirió  un  hecho  negativo 
pero  no  se  afirmó  que  debían  los  Cónsules  conocer  de  los 
delitos  entre  individuos  de  la  tripulación,  •  y  mucho  menos 
de  crímenes  que  ni  se  confunden  ni  equivocan  en  el  lenguaje 
francés.  Tan  j»el¡grüsu  es  deducir  proposiciones  afirmativas  del^ 
sentido  contrario  de  las  negativas,  y  más  en  conflicto  de  decisio- 
nes de  diversos  Estados  que  en  el  Derecho  Internacional  priva- 
do se  prohil>e  expresamente  emplear  este  raciocinio. 

De  la  reclamación  del  Ministro  norteamericano  por  haber 
sido  visitado  el  baque  Atalanta,  por  los  oficiales  de  la  polida  sin 
la  autoridad  del  C&nsul,  no  se  colige  que  en  los 'Estados  Unidos 
sea  doctrina  corriente  que  los  crímenes  de  á  bordo  no  sean 
justiciables  por  las  autoridades  territoriales:  lo  que  se  deduce  es, 
que  para  ]&  visita  que  hizo  la  policía  francesa,  debió  haber  sido 
avisado  el  cónsul  americano  y  no  lo  fué. 

El  art-  8?  de  la  Convención  Consular  de  1853,  entre  los  Es- 
dos  Unidos  y  la  Francia,  aunque  invocado  en  la  exposición  del 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  como  terminante  á  fa- 
vor de  la  jurisdicción  consular,  en  la  parte  que  se  copia  hasta 
las  palabras  sin  excepción;  leyendo  lo  que  sigue,  produce  un  efec- 
to totalmente  contrario.  Las  palabras  sir»  excepción,  tomadas 
del  texto  inglés  (Without  excepción)  y  puestas  como  si  fuesen 
finales  de  la  cláusula,  impresionan  de  manera  que,  de  pronto, 
se  cree  que  los  Cónsules  conocen  de  cuanto  suceda  á  bordo  sin 
excepción  alguna.  Pero  ni  estas  palabras  se  refieren  mas  que  á 
las  personas  que,  en  el  rol  de  de  la  tripulación,  se  hayan  inscri- 
to con  cualquier  título  [como  dice  el  texto  francés  aquelque  ti- 
iré  que  ce  soií] ;  ni  en  la  Convención  se  restringe  siquiera  la  au- 
toridad territorial,  como  en  las  otras  convenciones,  á  no  conocer 
de  los  desórdeneSy  sino  cuando  comprometan  la  tranquilidad  del 
puerto.  En  lugar  de  tal  cláusula,  se  halla  la  muy  significativa 
iiguiente:  «las  autoridades  locales  no  podrán  mezclarse  de  nin- 
gún modo  en  esas  diferencias».  Asi  es  que,  en  la  Convención  en- 
tre Francia  y  los  Estados  Unidos,  no  se  encuentra  nada  que 
pueda  dar  motivo  ni  pretexto  para  cuestionar  la  naturaleza  de 
los  desórdenes,  ni  si  está  ó  nó  comprometida  la  tranquilidad  del 
puerto.  La  autoridad  de  los  Cónsules  queda  limitada  á  conocer.de 
któ  diferencias  qiíe  se  susciten  á  bordo  entre  las  gentes  de  la  tri- 
pulación, particularmente  para  el  arreglo  de  salarios  y  ejecución 
de  sus  contratos;  y  la  aiítoridad  territorial  no  tiene  mas  restric- 
oión  que  la  de  no  mezclarse  en  esas  diferencias. 
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El  texto  del  art.  8"  €s:  «Los  Cónsules  (íenomley.  Cónsules, 
V ice-cónsules  ó  Agentes  consulares  respectivos,  se  encargarán  ex- 
clusivansente  del  órderi  interior  á  bordo  de  los  buques  mercantes 
de  su  nación,  y  conocerán  solo  de  todas  las  di/e* encías  qm  se  stcs- 
citeriy  en  el  mar  ó  en  los  puertos,  entre  el  capitán,  los  oficiales  y 
los  hombres  inscritos  en  el  rol  de  la  tripulación  con  cualquier 
título  que  sea  ó  sin  excepción,  particularmente  para  el  arreglo 
de  salarios  y  ejecución  de  sus  compromisos  recíprocamente  con- 
sentidos; las  autoridades  locales  no  podrán  mezclarse,  de  ningún 
modo,  en  esas  diferencias^  y  deberán  prestar  eficaz  apoyo  á  los 
Cónsules,  cuando  lo  requieran,  para  arrestar  ó  conducir  á  prisión 
á  los  individuos  inscritos  en  el  rol  déla  tripuiación,  con  cual- 
quiera título  que  sea».  Sigue  la  fórmula  de  pedir  el  apcyo  de  la 
autoridad  y  la  libertad  de  los  detenidos,  y  concluye  por  la  obli- 
gación consular  de  pagar  los  gastos. 

En  vista  de  esle  artículo  se  notará  cou  cuanta  razón  el 
consejero  l'oucher,  dijo  en  su  exposición  á  la  Corte  Suprema  de 
Francia:  «Este  art.  8?,  lejos  de  destruir  los  priiicipios  que  hemos 
sentado,  viene  á  confirmarlos,  porque  resulUí  que  la  acción 
consular,  se  concentra  en  todo  lo  que  concierne  á  las  funciones 
de  administración  ititerio^r  de  los  buques^  ejecución  de  contraías  y 
arresto  de  desertores;  sin  que  esa  acción  pueda  extenderse  hasta 
reclamar  en  provecho  de  la  nación  cuya  bandera  lleva  rl  buque, 
la  represión  de  crímenes  y  delitos,  cuando  la  tranquilidad  del 
puerto  esté  comprometida,  ni  cuando  se  trate  de  crímenes  de  de- 
recho común,  cuya  gravedad  no  permite  á  ninguna  nación  de- 
jar impunes » 

No  se  equivocó  tampoco  el  Procurador  General  M.  Dupiíi, 
cuande  dijo  en  su  dictamen  de  1859:  «La  Convención  celebrada 
en  1853,  entre  Francia  y  los  Elstados  Unidos,  no  menoscaba  los 
derechos  de  ¡ajusticia  territorial  alli:  no  exceptúa  sino  los  casos  que 
interesan  á  la  disciplina  interior  de  los  buques,  si  hay  crimen  6 
delito^  ó  si  el  orden  público  del  puerto  se  perturba,  ó  si  ha  debi- 
do intervenir  la  autoridad  local  para  el  mantenimiento  de  la 
tranquilidad  general,  la  jurisdicción  territorial,  se  ejerce  en  toda 
su  plenitnd.» 

Y  no  es  una  novedad  en  los  E^stados  Unidos,  que  se  haya 
conservado  en  sil  mRyoT  plenitud  la  jurisdicción  territorial.  La 
misma  conducta  observó  en  la  otra  Convención  de  14  de  Noviem- 
bre de  1778,  cuyo  Art.  10  decía:  «Si  hubiesen  cometido  algún 
crimen  6  infracción  de  la  tranquilidad  pública,  serán  justicia- 
bles por /oa^ucc^s  rf«ipaí«.»  En  los  Estados  Unidos,  como  eu 
Inglaterra,  es  un  principio,  que  «los  crímenes  y  delitos,  no  pue- 
den ser  castigados  en  otra  parte  que  en  el  lugar  donde  se  han 
<^met¡do)»  (M.  Sory,  §§  620  y  622).  Leal  áeste  principio  el  Ga- 
íte  de  San  James,  no  por   antagonismo   ni  por   otra»   miras 
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rehusó  en  1844,  por  solo  no  establecer  una  regla  de  reciprocidad, 
el  juzgamiento  que  del  inglés  culpable  en  Riga,  a  bordo  de  un 
buque  también  inglés,  le  ofrecía  la  Rusia,  sin  embargo  de  ser 
observaiite  del  mismo  principio. 

Si  Wheaton  escribió  en  1845,  para  «La  Revista  del  Derecho 
Francés  y  extranjero»,  manifestando  que  el  principio  general 
que  él  habla  formulado,  era  susceptible  de  algunas  excepciones^ 
y  recomendando  la  jurisprudencia  francesa,  también  publicó  en 
francés,  á  los  dos  años,  (16  de  Abril  de  1847)  la  cuarta  edición 
de  su  obra.  «Elementos  de  derecho  internacional;»)  y  en  ella  dijo: 
«La  jurisprudencia  marítima  reconocida  en  Francia,  respecto  4 
los  bu(]ues  meneantes  extranjeros  que  entran  en  los  puertos  fran- 
ceses, no  parece  acordarse  con  los  principios  establecidos  en  la 
resolución  de  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos,  que  aca- 
bamos de  citar,  ó,  para  hablar  mas  correcta «^ente,  la  legislación 
francesa,  exceptuando  estos  buques  del  ejercicio  de  la  jurisdicción 
del  país,  les  acuerda  mas  grandes  inmunidades  que  las  exigi- 
das por  los  principios  del  Derecho  Internacional.  Sin  embargo, 
como  depende  de  la  voluntad  de  cada  nación,  poner  las  condi- 
ciones que  juzgue  convenientes  para  admitir  buques  extranjeros, 
ella  puede  ir  tan  lejos  como  quiera &.»  (Parte  2",  ca]»ítulo  2V 
§  9.) 

No  hay,  sin  embargo,  contradicción  fundamental.  En  el 
primer  caso,  se  refería  al  principio,  demasiado  absoluto,  de  no 
exceptuar  de  la  autorid  id  territorial  ni  aún  la  policía  interior  de 
los  buques  mercantes,  solo  sí,  aquello  que  se  le  concediere  por 
convenciones:  principio  que  no  ha  sostenido  ni  enunciado  el  Fis- 
cal, pues  lo  que  afirmó,  en  su  dictánren  c^e  22  do  Enero  último, 
fué:  que  los  buques  mercantes  extranjeros  y  las  personas  que  en 
ellos  navegan,  no  pueden  ni  deben  sustraerse  de  la  jurisdicción  del 
pah  cuyas  aguas  ocupan;  porque  (y  para  esto  el  Fiscal  cita  á 
Wheaton,  y  su  referencia  á  una  resolución  de  la  Corte  Suprema 
de  los  Estados  Unidos)  «peligraría  el  buen  orden  de  la  sociedad 
y  la  dignidad  del  Gobierno,  sin  que  en  tal  sustracción  tenga  in- 
terés el  soberano  extranjero  »  La  crítica,  últimamente  citada,  que 
Wheaton  hizo  de  los  temperamentos  admitidos  en  Francia,  fué 
aducida  seria  y  oficialmente  ante  la  misma  Corte  de  Casación  en 
1850.  La  prueba  de  que  algo  había  que  reformar,  es  la  circu- 
lar que  se  dirigió  después  do  celebrada  la  Convención  con  los  Es- 
tados Unidos,  y,  mas  que  t'vio,  la  sentencia  de  1859,  en  que  que- 
da definido,  en  cuanto  á  los  buques  mercantes,  que  exceptuando 
lo,  disciplina  y  administra^dón  interior ^  salvo  las  Convenciones, 
en  lo  demás  quedan  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial;  y  que, 
la  jurisdicción  penal  corresponde  al  soberano  del  territorio,  si  se 
comete  á  bordo  algún  crimen  de  derecho  común,  ó  si  se  compro- 
mete de  otro  modo  la  tranquilidad  del  puerto. 
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Las  demás  funciones  á  bordo  de  loe  buques  mercantes,  se 
explican  por  la  Sí)beranía  qu  •  en  su  domicilio  inviolable  ejerce 
el  jt fe  de  la  familia,  sin  que  la  Hbre  y  respetable  autoridad  do- 
méstica ni  la  inviolabilidad  del  hogar,  constituyan  la  indepen- 
dencia de  la  autoridad    nacional. 

Si  el  Fiscal  se  equivoca  defendiéndola  jurisdicción  nacional, 
quedarále  al  menos  el  honor  de  haber  cumplido  su  deber,  equi- 
vocándose con  !as  Supremas  (Jortes  de  Francia  y  de  los  Elstados 
Unidos,  y  con  las  grandes  potencias  marítimas  que  sostienen  el 
principio  de  la  juricdicciór.  territorial,  para  los  crímenes  del  dere- 
cho común  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercantes  extranje- 
ros, durante  su  permanencia  en  el  puerto. 

Con  las  declaraciones  aceptadas,  en  el  presente  caso,  de  un 
atroz  asesinato  á  bordo  de  la  «  Rondanini  »,  no  tan  solo  peligra  la 
jurisdicción  nacional,  peligra  también  la  independencia  del  Po- 
der Judicial,  garantida  por  el  artículo  48  de  la  Constitución, 
á  pesar  de  .-eraste  Poder  el  único  á  quien  comj>ete,  por  el  artículo 
124,  la  administración  de  justicia,  de  haberse  establecido  aquella 
independencia  y  de  hallarse  organizadas  estas  funciones,  confor- 
me al  artículo  4?  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  y  I  del  tí- 
tulo Preliminar  del  Reglamento  de  Tribunales. 

Consta  del  expediente,  que  por  el  mencionado  asesinato,  se 
%a\Á  siguiendo,  con  dos  reoc  presentes,  un  juicio  criminal  ante  un 
juzgado  de  1  *  instancia. 

Si  el  juez  es  incompetente,  debe  declararlo  él  mismo,  6  la 
Iltma.  Corte  Superior  de  esta  capital  de  quien  depende  y  á  quien 
corresponde  conocer  y  decidir  en  grado  de  apelación  (atribución 
2*,  artículo  35  del  Reglamento  de  Tribunales),  cuantas  veces  se 
controvierta  la  jurisdicción  penal  (artículos  104,  J42  y  150  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Penal.) 

De  las  resoluciones  que  sobre  jurisdicción  pronuncie  el  Tri- 
bunal Superior,  solamente  puede  juzgar,  en  recui-so  extraordina- 
rio, la  Excma.  Corte  Suprema  (artículos  147,  161  y  siguiente^ 
del  Código  de  Enjuiciamientos  Penal  y  atribución  7*,  artículo 
18  del  Reglamento  de  Tribunales). 

En  todos  los  grados  y  recursos  hay  un  funcionario  del  mi- 
nisterio público,  que  si  es  defensor  de  la  jurisdicción,  debe,  sin 
embargo,  declinarla  cuando  la  halle  incomf)etente,  pues  que  ante 
todo  vigila  el  cumplimiento  de  la  ley. 

Aunque  so  suponga  falta,  oscuridad  ó  insuficiencia  de  las 
leyes,  nada  de  esto  excusa  ni  suspende  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción: debe  administrarse  justicia  siguiendo  las  reglas  prescritas 
en  el  artículo  IX  del  título  preliminar  del  Código  Civil,  sin  perjui- 
cio de  dirigirse  por  separado  la  correspondiente  consulta  para 
que  la  absuelva  el  Poder  Legislativo. 
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En  garantía  de  la  recta  administración  de  justicia  prohibe 
el  artículo  129  de  la  Constitución,  que  ningún  p«)(ier  ni  autori- 
dad puede  avocarse  causas  pendientes  ante  otro  poder  ú  otra  au- 
toridad. 

üe  esta  organización  del  Poder  Judicial,  que  jira,  en  todo» 
sus  grados,  dentro  de  su  órbita  constitucional  independiente;  de 
esta  organización  de  los  procedimientos  y  formas  judiciales  con 
que  está  asegurada,  con  todas  las  condiciones  posibles  del  acierto, 
la  rectitud  en  el  ejercicio  de  este  poder;  nada  queda,  si  subsiste 
la  tercera  declaración  en  que  el  Poder  Ejecutivo  se  avoca  y  falla 
omnipotente  el  juicio;  resuelve,  extinguiendo  la  competencia  dfel 
juez  y  da  fin  al  proceso,  cualquiera  que  sea  el  estado  en  que  se 
eucueutre^  mandando  se  entreguen  los  enjuiciados  á  disposición 
del  Consulado  de  Italia, 

Este  63  el  hecho;  pero  en  el  orden  constitucional,  no  tiene 
«1  Poder  Ejecutivo,  respecto  de  las  causas  pendientes  ante  el  Po- 
der Judicial,  mas  ingerencia  ni  atribución,  que  requerir  á  los 
jueces  y  tribunales  para  la  pronta  y  exacta  administración  de  jus- 
ticia, (atribución  7*,  artículo  94  de  la  Constitución.) 

Y  si  se  tiene  en  consideración  que  los  jueces  no  juzgan  ni 
pueden  juzgar  sino  por  lo  dispuesto  en  las  leyes  y  conforme  á 
ellas  (artículos  120 y  127  de  la  Constitución. y  VIII  del  título 
preliminar  del  Código  Civil);  que  sus  atribu^úones  y  el  modo  de 
ejercerlas  provienen  solo  de  la  ley,  siendo  su  misión  social  y 
constitucional  aplicar  la  ley  á  los  casos  particulares;  sin  lo  cual 
no  sería  su  poder  el  de  hacer  que  á  cada  cual  se  dé  su  <lerecho; 
que  la  jurisdicción  que  ejercen  sobre  la  persona  de  los  extranjeros, 
y  con  relaéión  á  ello,  tiene  por  bases  principales — ser,  por  el  artí- 
culo IV  del  mencionado  título  preliminar,  obligatorias  las  leyes  de 
policía  y  seguridad  á  todos  los  habitantes  de  la  República,  hallarse 
los  extranjeros  en  el  Perú  garantidos  por  el  artículo  33  del  có- 
digo citado,  en  todos  los  derechos  concernientes  á  la  seguridad  de 
su  persona  y  de  sus  bienes  y  á  la  administración  de  estos;  que 
sin  distinciones  naturales  y  extrañas,  la  vida  de  todos  los  que  se 
encuentren  en  el  territorio  de  la  República  se  halla,  por  el  ar- 
tículo 16  de  la  Constitución,  bajo  la  protección  de  la  ley  contra 
toda  injusta  agresión;  que  el  crimen  de  homicidio  está  previsto 
y  castigado  severamente  en  el  artículo  V  sección  7*  libro.,  del 
código  penal,  como  el  mayor  que  se  puede  cometer  contra  la  in- 
violabilidad de  la  vida  humana;  advertirá  V.  E.  que  no  puede 
subsistir,  con  fuerza  obligatoria,  la  declaración  primera,  admitida 
por  el  Poder  Ejecutivo,  en  el  caso  de  la  «Rondauini»,  quo  es 
de  asesinato  del  extranjero  Matcarens,  y  cuyo  tenor  es: 

^  Las  autoridades  locales  no  son  competentes  para  conocer 
«  de  los  delitos  que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  mercan- 
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9  tes  italiano^,  entre  gentes  de  la  tn(>alación,   euindo  no  se  ha- 
«  ya  alterado  la  tranquilidad  del  puerto.  » 

En  nuestra  legislación  no  están  clasificados  distintamente 
los  delitos  y  los  crímenes:  bajo  la  palabra  genérica  defitoSj  que  es 
©1  primero  dí-  los  delitos  contra  las  personas,  quedan  cora  prendi- 
dos los  crimeneH  de  toda  clase;  y  en  la  declaración  primera  se  in- 
cluye, ademá-s  de  todos  los  crímenes,  precisamente  el  crimen  de 
asesínalo  sobre  scg^iro^  j:»orque  á  ella  ha  dado  ocasión  el  asesinato 
de  Matcarens. 

Declarando  que  los  juecos  no  non  competentes  para  conocer 
de  dichos  delitos  y  crimines,  se  ha  dado  por  el  Poder  Ejecutivo 
una  ley  restrictiva  de  las  atribuciones  del  Poder  Judicial,  á  pe- 
sar de  que  la  jiotestad  de  dar,  interpretar  y  modificar  las  leyes, 
es  exclusiva  y  la  primera  del  Poder  legislativo  (artículo  39  de 
la  Constitución) 

Sin  dula  que  se  agrava  este  inesperado  acontecimiento,  por  la 
circunstancia  de  referirse  al  monoscabo  de  la  soberanía  jurisdic- 
cional y  territfirial  de  la  República,  y  á  la  relajación  de  la  garantía 
deseguridarl  personal  dada  alas  extranjeros  que  se  hallen  bajo  la 
obediencia  y  protección  de  las  leyes  en  cualquier  punto  del  terri- 
torio nacional;  mas,  aparte  de  estas  graves  circunstancias,  la  de- 
claración primera  en  que  se  dispone  de  las  atribuciones  del  Po- 
der Judicial,  es,  de  un  lado,  apropiación  de  autoridad  exclusiva 
del  Poder  Legislativo,  y  es  además  absorbente  del  Poder  Judi- 
cial, cuya  jurisdicción  no  tiene  ya  por  límites  la  ley,  sino  una 
declaración  que  ha  creído  conveniente  hacer  el  Poder  Ejecu- 
tivo. 

La  citada  declaración  es,  pues,  contraria  á  la  independencia 
del  Poder  Judicial,  no  meramente  en  la  manera  de  aplicar  la 
ley  á  los  casos  particulares,  sino,  ^o  que  es  peor,  en  la  extensión 
de  la  jurisdicción  nacional  que  es  la  parte  esencial  de  la  sobera- 
nía peruana,  cx)nfiada  en  su  ejercicio  á  solo  el  Poder  Judicial,  se- 
gún los  artículos  3  y  43  de  la  Constitución. 

En  cuanto  á  la  inmediata  aplicación  que  de  la  declara- 
ción primera  se  ha  hecho  gubernativamente,  por  la  decla- 
ración tercera,  al  juicio  que  se  sigue  por  el  asesinato  de  Mat- 
carens,  y  con  cuya  aplicación  se  ha  herido  la  jurisdicción 
en  todos  sus  grados,  pues  se  han  aniquilado  á  un  tiempo  todas 
las  instancias  y  recursos  ordinarios  y  extraordinarios;  resulta  un 
conflicto  acerca  de  la  autoridad  que  sea  competente  para  dar 
providencias,  autos  y  decisiones  definitivas  en  un  juicio  pen- 
diente ante  el  Poder  Judicial.  Este  conflicto,  si  por  desgracia 
subsistiese,  debería  ser  resuelto  i>or  el  Senado,  según  el  inciso  2? 
artículo  66  de  la  Constitución. 
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Si  prevaleciese  la  declaración  primera,  como  regla  general, 
«n  que  el  Poder  Ejecutivo  determina  y  prescribe  cuáles  deban 
ter  las  atribuciones  del  Poder  Judicial,  se  comprometería  el  or- 
den y  la  in  lependencia  constitucional  de  este  Poder;  porque  sus 
atribuciones  solo  pueden  ser  ampliadas  ó  restringidas  por  la  ley 
que  sancione  el  Poder  Legislativo.  Sin  el  orden  y  la  indepeiiden- 
cia  que  la  (institución  ha  establecido  y  mantiene,  no  podría  el 
Poder  Judicial  desempeñar  recta  y  dignamente  las  augustas 
funciones  de  la  justicia. 

El  Fiscal  no  se  inquieta  del  éxito  que  tendrá  la  declaración 
segunda,  en  que  se  ofrece  á  las  demás  naciones,  á  título  de  re- 
ciprocidad, no  juzgar  en  el  Perú  los  crímenes  y  delitos  que  se 
cometen  por  las  tripulaciones  en  los  buques  mercantes  extranjV 
ros,  mientras  no  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto.  — Pudo  es- 
tablecerse esta  regla  contra  el  principio  de  la  jurisdicción  terri- 
torial que  no  sufrió  detrimento  fuera  de  los  Estados  Berberiscos 
y  otros  como  ellos,  á  pesar  de  la  activa  solicitud  de  losOónsules 
fianceses  que  hacían  el  mismo  ofrecimiento,  con  igual  reciproci- 
dad, conforme  á  la  instrucción  22  de  sus  Ordenanzas  de  1833. 

Por  el  contrario,  el  principio  de  la  jurisdicción  territorial  en 
casos  do  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercante! 
extranjeros,  sostenidos  por  las  potencias  marítimas  de  flstados 
Unidos,  Inglaterra,  Rusia  y  el  Brasil,  ha  recibido  en  el  mismo 
imperio  francés  la  sanción  solemne  de  la  Corte  de  Casación  que, 
de  conformidad  con  el  Procurador  General  M.  Dupin,  y  con  el 
Consejero  Foucher,  ha  declarado,  en  la  sentencia  de  25  de  Fe- 
brero de  1859,  que  siendo  principio  universal  que  cuan  do  se 
compromete  el  interés  del  Estado  donde  se  hallan  los  buques 
mercantes  extranjeros,  entonces  esté  expedita  la  jurisdicción  te- 
rritorial; estaba  y  debía  estar  expedita  esta  jurisdicción,  cuan  do 
se  cometían  o-ímenes;  porque  el  críwfin  es  por  sí  mismo  la  mas 
manifiesta  y  flagrarUe  violación  de  las  leyes  que  cada  Estado  está 
encargado  de  hacer  respetar^  y  porque  la  graveílad  del  crimen  no 
permüe  á  ninguna  nación  dejar  impune,  sin  ateniaf  corUra  sus  pro- 
pios derechos  de  soberanía. 

Si  V.  E.  se  digna  acceder  á  la  reconsideración  que  el  Fiscal 
pide  en  cumplimiento  de  su  deber,  quedarán  mas  afianzadas  la 
jurisdicción  nacional  y  la  independencia  del  Poder  Judicial. 

Lima,  á  15  de  Marzo  de  1869. 

Ubbta. 
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Lima,  Abril  8  de  1869. 

Vista  la  petición  del  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  en  la  que  ao 
licita  una  reconsideración  del  supremo  decreto  de  28  de  Febre- 
ro último;  (1)  vista  la  Convención  Consular  celebrada  con  el  Rei- 
no de  Italia;  (2)  y  teniendo  en  consideración:  que  por  ese  decreto 
se  ba  declarado  que  el  Gobierno  de  la  República  observará,  res- 
pecto de  los  buques  italianos  y  de  todos  los  buques  extranjeros,  la 
misma  conducta  que  los  demás  Gobiernos  observen  respecto  de 
los  buques  peruanos:  que  el  Gobierno  debe  respetar  el  principio 
de  la  reciprocidad  con  las  demás  Naciones,  porque  sin  él  desa- 
parecerían las  garantías  de  los  nacionales  y  de  los  extranjeros, 
los  derechos  del  Gobierno  y  su  buena  inteligencia  con  las  Nacio- 
nes que  mantienen  relaciones  con  el  Perú:  que,  ademas,  en  el 
caso  del  «  Kmilio  Rondanini  »,  que  ha  motivado,  principalmente, 
la  reconsideración  pedida  por  el  Fiscal,  el  Gobierno  ha  procedi- 
do en  cumplimiento  de  un  Tratado,  que  es  ley  de  la  República, 
para  cuya  observancia  está  empeñado  el  honor  nacional;  y  en 
conformidad  con  los  principios  y  usos  internacionales; — declára- 
se sin  lugar  la  reconsideración  pedida  por  el  Fiscal  de  la  Corte 
Suprema  del  citado  decreto  de  28  de  Febrero. 

Comuniqúese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. — Barrbnbchea. 


EXPOSICIÓN  DKL   AGENTE  DIPLOMÁTICO  PERUANO  QUE  CELEBRÓ 

LA  CONVENCIÓN  CONSULAR  CON  ITALIA. 


La  rebelión  de  los  marineros  ^el  bergantín  italiano  «f  Emilio 
Rondanini »  ocasionó  la  muerte  de  uno  de  ellos  y  las  heridas  d% 
otros:  el  capitán  de  las  Islas  de  Chincha  tomó  preso  átres  mari- 
geros  y  los  sometió  á  la  autoridad  judicial. 

El  honorable  señor  Garróu,  Encargaxlo  de  Negocios  y  Omsul 
deneral  de  Italia,  interpuso  una  reclamación  ante  el  Ministerio 
ne  Relaciones  Exteriores  á  fin  de  que  los  presos  fuesen  conduci- 
dos al  Callao  y  puestos  á  disposición  del  vice-cónsul  italiano  en 
•se  puerto.  {Despacho  oficml  de  fecha  8  de  Noviembre  de  1868.)  (3) 

El  mismo  señor  Garrón  ocurrió  nuevamente  al  Ministerio  pc- 
uano,  dando  parte  de  que  el  buque  Rondanini  habia  partido  pa- 
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—  er- 
ra su  destino,  é.iusistienío  en  su  anterior   reclamación   respecto 
i  los  marineros  enjuiciados.    (Despacho  oficial  de  ^S  de  Noviembre 

(Í«lft68.)(l) 

El  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  tuvo  á  bien  oir  al  se- 
ñor Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  quien  expidió  su  vista  de  22 
de  Enero  último,  (2)  combatiendo  la  reclamación  del  señor  Garrou 
y  sosteniendo  la  jurisdición  nacional. 

El  señor  Dr.  Barrenechea»  actual  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, presentó  entonces  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 
una  exposición  con  el  objeto  de  refutar  la  vista  del  señor  Fiscal 
Ureta  y  pedir  la  aceptación  de  las  sip^ientes  conclusiones; 

Primera:  «Que  conforme  al  artículo  17  de  la  Convención,  vi- 
€  gente  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  locales  no  son  cx>m- 

•  petentes  para  conocer  de  los  delitos  que  tengan  lugar  á  bordor 
«  de  los  buques  mercantes  italianos  entre  gentes  de  la  tripula- 
«ción,  cuando  no  se  haya  alterado  la  tranquilidad  del    puerto.» 

Segunda:  «Que  el  mismo  principio  debe  seguirse  con  lo3  de- 
«más  buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que  las  naciones  á 

•  que  pertenezcan  lo  observen  con  el  Perú:»  y 

Tercera:  «  Que  en  el  caso  de  la  barca  italiana  «Emilio  Rónda- 
le nini,»  tratándose  de  hechos  ocurridos  exclusivamente  entre  gen- 
«tes  de  la  tripulación  y  no  habiéndose  alterado  la  tranquilidad 
«  del  puerto,  las  autoridades  nacionales  no  son  competentes  para 
w  conocer  de  él;  y  por  consiguiente  que  los  presos  deben  ser 
9  puestos  á  disposición  del  Consulado  General  de  S.  M.  el  Rey  d« 
0  Italia  »—(23  de  Febrero  de  1868.) 

S.  E.  el  Presidente,  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, expidió  la  resulución  suprema  de  fecha  28  de  Febrero  pró- 
ximo pasado,  aceptando  dichas  conclusiones.  (3) 

Ahora  bien:  como  esta  resolución  es  de  gravísimos  y  trascen 
dentales  resultados,  no  solo  por  lo  que  hace  á  nuestra  legislació- 
penal,  sino  también  por  las  relaciones  internacionales  de  la  Re- 
pública; como  el  Gobierno  se  funda  en  el  supuesto  de  que  dicha 
resolución  es  conforme  con  el  sentido  y  letra  textual  de  la  Con- 
vención conswlar,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  y,  por  último, 
como  de  un  modo  privado,  y  aun  por  la  prensa,  se  me  ha  pedido 
que  exponga  cuál  es  mi  juicio,  por  haber  sido  el  agente  que  ce- 
lebró dicha  convención;  temo  que  mi  silencio  dé  lugar  á  creer 
que  las  ideas  vertidas  en  la  exposición  del  señor  Barrenechea 
•on  conformes  con  las  mias,  ó  que,  disintiendo  siquiera,  de  algu- 

(1)  Página  25 
(2]  Página  26 
[3]  Página  39 
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nos  de  los  principios  expuestos,  me  callo,  á  pesar  de  tratarse  so- 
bre asuntos  de  gran  interés  nacional. 

Estas  consideraciones  y  el  convencimiento  que  tengo  del  pa- 
triotismo, luces  y  esclarecido  criterio  de  los  miembros  del  Gabi- 
nete, á  quienes  sinceramente  estimo  y  resp)eto,  me  obligan  á  rom- 
per el  silencio  y  manifestar  lo  que  pienso  en  el  particular. 

A  mi  modo  de  ver,  se  ha  resuelto  una  cuestión  compleja;  6 
mejor  dicho,  se  han  contundido  equivocadamente  diversas  y  de- 
licadísimas cuestiones  de  derecho  inlernacionál  moderno:  1* 
¿  Hay  unidad  de  principios  en  todas  las  naciones  respecto  al  de- 
recho marítimo?  2*  ¿El  derecho  convencional  ó  la  convención 
peruano-itálica,  en  nuestro  caso,  concede  á  los  agentes  consula- 
res facultades  administrativas,  de  mera  inspección,  policía  y  dis- 
ciplina interior  de  los  btiques  mercantes;  ó  les  confiere  también 
jurisdicción  criminal?  3*  ¿  Los  buques  mercantes  gozan  del  pri- 
vilegio de  exterritorialidad  y  en  qué  sentido  y  circunstancias? 
4*  ¿  La  justicia  penal,  derecho  inmanente  de  los  Elstados  recono- 
cidos, permite  someter  el  extranjero  culpado  á  la  jurisdición  de 
los  tribunales  de  su  país,  aun  cuando  el  delito  se  hubiese  come- 
tido en  territorio  extraño?  5*. ¿La  jurisdicción  nacional,  según 
estos  princi|)ios,  se  extiende  á  los  reos  del  delito  perpetrado  á 
bordo  del  Rondanini,  estando  dichos  reos  comprendidos  en  el 
rol  de  la  tripulación? 

Con  estas  y  otras  cuestiones  se  toca  más  6  menos  directamente 
la  resolución  suprema  de  28  de  Febrero;  pero  al  ocuparme  d% 
ella  me  concretaré  solamente  á  lo  que  'iga  en  relación  con  el 
tratado  consular  de  que  fui  negociador  en  Italia. 

En  el  mes  de  Abril  de  1858  fué  ajustada  en  Lima  una  Conven- 
ción Consular  con  el  antiguo  reino  de  Cerdeña;  (1)  pero  no  llegó 
á  tener  efecto,  porque  no  fué  aprobada  por  el  Gabinete  doTurin: 
más  tarde,  en  Enero  de  1863,  me  autorizó  el  Gobierno  del  Ge- 
neral San  Román,  para  que  celebrase  una  nueva  Convención 
con  el  Reino  italiano  que  acababa  de  ser  reconocido  por  el  Perú. 

De  acuerdo  con  el  caballero  Negri,  Plenipotenciario  por  part# 
de  Italia,  me  encargué  de  formular  el  proyecto.  Deseando,  pues^ 
llenar  debidamente  mis  instrucciones,  y  teniendo  presente  qu# 
von  frecuencia  nombramos  Cónsules  á  personas  extranjeras,  mu- 
chas veces  incompetentes  por  carecer  de  conocimientos  especia- 
les para  el  ejercicio  de  tan  delicado  cargo,  me  propuse  formar 
una  convención  detallada,  cuidando  de  la  claridad  y  precisión 
del  lenguaje  para  evitar  interpretaciones  equivocadas. 

Y  como  el  señor  Ministro  Paz-Soldán,  que  extendió  losplenoi 
poderes,  no  me  había  hecho  indicación    alguna  respecto  á  la  le- 


(1)  Véase  esa  Oonvendón  en  el  tomo  III. 


- -----  -1     —     .  „  * 


—  69  — 

gislación  francesa,  ó  á  la  de  cualquier  otro  Estado,  adopté  natu- 
ralmente los  principios,  usos  y  cosílumbres  de  las  naciones  ade- 
lantadas, conforme  al  derecho  internacional  moderno:  ellos  m% 
sirvieron  para  determinar  las  multiplicadas  atribuciones  de  los 
agentes  consulares. 

Desde  luego,  por  absolutos  que  sean  los  principios  de  la  cien- 
cia política  y  administrativa,  se  prestan  á  diversas  modificacio- 
nes cuando  se  trata  de  su  aplicación  inmediata;  por  esto  hay  ne- 
cesidad de  atenerse,  en  muchos  casos,  á  las  convenciones  ó  trata- 
dos especiales,  6  á  las  prácticas  gerieralniente  reconocidas. 

No  todas  las  naciones  conceden  á  los  Cónsules  la  misma  auto- 
ridad en  el  ejercicio  de  su  cargo:  unas  la  limitan  á  funcione» 
administrativas,  municipales,  de  estado  civil,  inspección  ó  mera 
policía;  y  otras  la  extienden  también  á  la  jurisdicción  civil  • 
comercial  y  policía  correccional. 

En  las  costí\s  de  África,  en  las  escalas  de  Oriente,  en  la  China 
ó  en  todos  los  Estados  asiáticos,  los  Cónsules  europeos  ejercen 
jurisdicción  civil  y  criminal  sobre  los  marinos  y  comerciante! 
de  su  pafs  y  sobre  lo»  naturales  del  lugar.  {Heffter,  Droit  interna- 
tional.  Lib  S^  pág,  4,66, — Charles  Martens^  Guide  diplornatiqut. 
Tom,  /,  pág,  SIL) 

La  Turquía,  á  quien  se  ha  impuesto  también  el  tratado  de 
excepción  jurisdiccional,  ha  reclamado  constantemente  como 
aquellas  naciones,  pero  sin  resultado  favorable. 

Así,  los  Cónsules  acreditados  en  Levante,  gozan  de  las  mis- 
mas prerrogativas  y  exenciones  que  los  Ministros  diplomáticos, 
y  no  existe  bajo  este  aspecto  la  menor  diferencia  entre  ellos. — 
(  Vallaif  Guide  des  consulats.  Lib,  1.  pág,  8.  Moreuil  Dit.  deschan  - 
cellerieSy  pág  360.) 

Pero  tratándose  de  los  Estados  europeos  y  americanos,  ó,  me» 
jor  dicho,  de  Jas  naciones  cristianas,  donde  no  hay  temor  de  qu« 
el  fanatismo  y  las  prevenciones  religiosas  influyan  fatalmente  en 
el  ánimo  de  las  autoridades  locales,  el  derecho  internacional  ei 
algo  más  uniforme  y  la  jurisdicción  de  los  Cónsules  menos  am- 
plia. 

En  Europa  y  América  no  gozan  los  Cónsules  de  los  raismot 
privilegios  que  los  verdaderos  Agentes  Diplomáticos,  no  tienen 
carácter  representativo,  y  mucho  menos  ejercen  jurisdicción  cri- 
minal. 

fLos  Gobiernos  que  en  pequeño  número,  dice  Carlos  Martens, 
conceden  á  sus  Cónsules  jurisdicción  criminal  por  delitos  come- 
tidos á  bordo  de  navios  nacionales  entre  los  individuos  de  la 
tripulación,  limitan  este  poder  á  la  jurisdijcdbn  correccional,  j 
todavía  cuando  las  penas  según  sus  respectivas  leyes  no  som 
aflictivas. — {Guide  diplomaiiqxíé,   Lib,  1,  pág.  244.) 


—  TO- 
NO menos  explícitos  son  los  demás  publicistas  al  hablar  de  l:i« 
atribuciones  judiciales  de  los  Cónsules.  Steck  Essai,  pág.  58.  dice 
que  los  acreditados  en  Europa  no  tienen  comunmente  sino  ju- 
risdicción voluntaria  sobre  sus  nacionales,  y  simple  arbitraje  en 
los  negocios  litigiosos. 

Jorge  Martens.  y  Pinheiro,  al  repetir  la  aseveración  de  Steck, 
agregan  que  si  los  Cónsules  gozan  de  jurisdicci6n  contenciosa^ 
está  limitada  á  los  negocios  de  comercio  entre  los  nacionales.  — 
{Droit  des  6ens  modeme  livre  4  chap.  3,  p,  388.) 

Los  Omsules  extranjeros  en  Francia^  dice  Moreuil,  tienen  un 
derecho  de  jurisdicción  6  policía  en  cuanto  á  los  delitos  que  se 
fometen  entre  gentes  de  mar  extranjem  á  bordo  de  sus  buques, 
(iírój  du  conseil  d*Etat  du  $8  Oetobtp  et  ^0  Novembre  1806. — 
DicL'des  chancelleries,  p.  352.) 

Este  escritor  es  contemporáneo,  y  publicó  su  obra  en  París  el 
afio  de  1855,  dedicándola  al  conde  Lesseps,  Ministro  Plenipo- 
tenciario y  Director  de  Consulados  en  el  Ministerio  de  Negocio» 
Extranjeros  de  Francia. 

No  hay  duda,  pues,  de  que  aún  cuando  se  cometan  delitos  á 
bordo  de  los  buques  mercantes,  entre  individuos  de  la  tripula- 
ción, los  Cónsules  extranjeros  en  Francia  sólo  tienen  derecho  d^ 
mera  policía,  y  de  ningún  modo  jurisdicción  criminal. 

El  barón  de  Cussy,  Sub-director  en  el  Ministerio  de  Negocios 
Extranjeros  y  Cónsul  General  de  1*  dase,  asienta  que  los  Cón- 
sules franceses  en  países  extranjeros  gozan  del  derecho  de  polhia 
é  inspección  sobre  los  buques  mercantes. — (Did,  du  diplomaie  et^ 
iu  cónsul  {Afanuel  Lexique)  p.  488.) 

Por  todo  lo  expuesto  se  vé,  que  las  naciones  convienen  en  un 
punto  de  derecho  consular;  esto  es,  en  cuanto  á  las  funciones 
administrativas  en  sus  relaciones  con  la  marina  mercante  y  mi* 
litar. 

Pero  la  inspección  6  vigilancia,  la  policía  correccional  y  la 
acción  económica  de  los  Cónsules,  se  refieren  al  orden  interior 
de  los  buques  mercantes,  y  en  este  sentido  está  concebido  el  ar- 
tículo 17  de  la  Convención  Consular  entre  el  Perú  é  Italia. 

ARTICULO   17- 

tEn  todo  lo  que  concierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á  la  car- 
ga y  descarga  de  los  buques  y  á  la  conducción  y  seguridad  á% 
las  mercaderías  ó  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  ó.rt- 
glamentos  U  rritoriales. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Delegadoi 
4  Agentes  Consulares,  conocerán  exclusivamente  del  orden  ó  po- 
licía interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  respectivas  nací'»' 
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lies,  y  resolverán  las  controversias  ó  diferencias  existentes  entre 
los  capitanes,  otíciales  y  marineros,  especialmente  cuando  se  re- 
fieren á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios. 

Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  qu© 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques  desórdenes  que  per- 
turben la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el  puer- 
to: intervendrán  también  cuando  se  haya  ingerido  en  aquellas 
disensiones  alguna  persona  del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á  la 
tripulación. 

En  los  demás  casos,  las  autoridades  territoriales  se  limitarán 
á  auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  éstos  la  re- 
quieren, para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier 
individuo  perteneciente  á  la  tripulación.» 

Tal  es  el  tenor  literal  del  artículo  17;  pero  en  la  exposición 
del  señor  Ministro  Barrei^chea,  se  han  omitido  el  primero  y  se- 
gundo acápites,  referentes  al  principio  general  que  determina 
la  acción  de  los  Cónsules,  haciéndose  mérito  solamente  de  loi 
dos  últimos  acápites  que  motivan  la  intervención  de  la  autori- 
dad local. — De  este  modo  las  palabras  aisladas  expresan  un  sen- 
tido absoluto,  mientras  que  si  hubiesen  sido  tomadas  en  conjun- 
to con  loa  acápites  omitidos,  manifestarían  su  acepción  relativa 
al  principio  supradicho, 

lío  se  han  observado,  pues,  las  reglas  de  la  interpretación  her- 
menéutica. 

Para  comprobar  lo  que  llevo  dicho,  bastará  un  ligero  análi- 
sis del  referido  artículo. 

El  primer  inciso  establece,  en  principio,  que  la  policía  de  los 
puertos,  la  carga,  descarga,  conducción  y  seguridad  de  ella,  co- 
rresponde á  la  autoridad  del  país.  En  este  principio  convienen 
unánimemente  los  publicistas,  de  acuerdo  con  la  práctica  de  to- 
das las  naciones. 

El  segundo  inciso  prescribe  que  los  Cónsules  conozcan  exclu- 
sivamente del  orden  ó  policía  interior  de  los  buques  mercantes: 
y  para  complemento  del  período,  se  agrega — y  resolverán  las 
9Miiroverms  6  diferencias  existentes  entre  el  Capitán,  Oficiales  y 
jQQaríueros,  especialmente  cuando  se  refieren  á  sus  contratos  i 
pagos  de  sueldos. 

Diferencia  significa  controversia,  contrariedad  ú  oposición  ds 
algunas  personas  entre  sí;  y  las  contrariedades  ú  oposicTÓn  de  los 
hombres  no  son  delitos. 

El  tercer  inciso  declara  que  las  autoridades  locales  no  pueden 
intervenir  {m  el  orden  ó  policía  interior  de  los  buques,  en  laa  di/i- 
rendan  6  controversias  del  capitán  ó  matineros)  á  menos  que  ocu- 
rran á  bordo  desórdenes  que  perturben  la  tranquilidad  ú   orden 
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póblico.  Esto  no  quiere  decir  que  las  autoridades  locales  que- 
den inhibidas  del  conocimiento  de  los  delitos  ó  crímenes,  sinu 
que  aún  tratándose  de  la  facultad  exclusiva  de  los  Cónsules  en 
'  los  casos  yidicados,  el  poder  territorial  puede  ingerirse  si  se  per- 
turba la  tranquilidad  ó  el  orden  público. 

£1  cuarto  y  último  inciso  previene  que  en  los  demás  casoB 
{$8  decir,  fuera  del  de  la  perturbaci&n  del  orden,  en  loh  de  poUcia, 
oontratos^  de  salarios,  diferencias,  controversias,  que  son  de  los  que^t 
iraia),  las  autoridades  del  país  se  limitarán  á  auxiliar  álos  agen- 
tes, si  estos  las  requieren  para  detener  ó  encarcelar  á  cualquier 
individuo  de  la  tripulación. 

Si  se  hubiese,  querido  aludir  únicamente  á  la  aprehensión  del 
individuo  del  buque,  no  se  habría  dicho  en  los  demás  casos,  sino 
€n  el  caso,  en  caso  que — 

Si  se  hubiese  querido  limitar  absolutamente  la  intervención 
del  poder  local  en  otros  casos,  fuera  deT  los  expresados,  no  habría 
habido  necesidad  de  establecer  por  un  artículo  diverso  (el  8?) 
que  las  autoridades  del  país  deberán  preciar  asistencia  y  auxilio  á 
los  Cónsules  para  la  aprehensión  y  custodia  de  los  desertores  en 
cárceles  ó  pontones. 

Así,  pues,  no  sólo  no  tuvimos  intención,  al  redactar  todo  est# 
artículo,  de  comprender  los  delitos  ó  crímenes  que  pudieran  co- 
meterse á  bordo  de  buques  mercantes,  ^ino  que  discutimos  co|i 
el  Plenipotenciario  italiano,  la  acepción  propia  y  genuina  de  las 
palabras  que  empleábamos,  para  que  no  se  confundiese  la  ac- 
ción administrativa  ó  de  policía  correccional,  con  la  jurisdicción 
del  país  sobre  delitos  ó  crímenes. 

En  el  texto  general  de  la  (invención  han  sido  de  tal  modo  es- 
.  pecificadas  las  atribuciont^s  consulares,  que  peca  por  reglamen- 
taria. Más,  si  á  pesar  de  lo  expuesto,  se  pretendiese  todavía 
dar  al  artículo  17  un  sentido  que  no  tiene,  invocaré  el  testimo- 
nio irrecusable  del  mismo  Gobierno  de  Italia:  esto  á  lo  menos 
probará  la  palpable  equivocación  c*n  que  han  incurrido  el  Gabi- 
nete Peruano  y  el  señor  Garrou. 

Cuando  el  Gobierno  Sardo  no  aceptó  la  Convención  Consular 
ajustada  en  Lima  en  Abril  de  1858,  el  Conde  de  Cavour  presen- 
tó un  nuevo  proyecto,  que,  aunque  no  llegó  á  ser  ley  en  ambos 
Estados,  fué,  sin  embargo  aprobado  por  el  Gobierno  del  Perú. 

Hago  mención  de  este  proyecto  en  cuanto  manifiesta  la  doc- 
trina del  Gabinete  italiano. 

£1  artículo  9?  de  dicho  proyecto  dice  terminantemente,  que 
el  orden  interno  de  los  buques  mercantes  y  el  arreglo  de  Um 
enviones  entre  el  Capitán  y  loa  marineíoe,  acerca  de  sus  contra- 
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tas  y  pago  de  salarios,  serán  de  la  competencia  de  los  Oónsur 
les. 

«  Ma  r  ordine  interno  dei  bastiinenti  mercahtiji  e  Vmsesia' 
•í  toTnento  delle  cuestioni  insorte  fra  il  capitano  ed  i  marina!  circa 
«  i  contratti  d'arruolamento  od  il  pagamento  di  salari  sará  di  com- 
«  petenza  dil  Consoli  reat>et*iyi.  » 

Se  trata,  pues,  de  cuestiones  ó  debates  y  no  de  delitos. 

El  artículo  9?  de  la  Convención  Consular  de  fecha  14  de  Abril 
de  1856,  vigente  entre  Italia  y  España,  prescribe  que  los  Cónsu- 
les conozcan  de  las  disensiones  que  por  cualquier  motivo  ocurran 
entre  el  capitán,  oficiales  y  marineros. 

La  palabra  disensiones,  significa  también  como  las  controver- 
sias y  diferencias,  oposición  ó  contrariedad  de  varios  sujetos  en  los 
paréeles:  contienda,  riña  ó  alteración.  (Dice,  de  la  Academia  10. 
Edic.) 

Y  para  que  se  vea  que  cuando  se  prohibe  la  intervención  de 
las  autoridades  locales,  solamente  se  trata  de  disensiones  ó  actos 
que  se  refieien  á  disciplina  interior  de  los  buques,  contratos  ó  pa- 
go de  salarios,  copio  á  continuación  el  artículo  íntegro  del  texto 
italiano. 

ARTÍCULO   9? 

Tutto  ció  che  conc^í^e  la  polizia  di  porti,  il  caricamento  e  lo 
scaricamento  delle  navi,  la  sicurezza  delle  merci  beni  est  effetti 
sará  regolato  secondo  le  leggi,  gli  statuti  ed  i  regolamenti  del 
paese.  Pero  i  Consoli  ed  Agenti  consolari  rispettivi  saranno  es- 
clusivamente  incaricati  dell'  ordine  interno  á  bordo  delle  navi 
mercantili  di  loro  nazione,  conosceranno  soli  delle  dissensioni  che 
insorgessero  tra  il  capitano,  gli  oficiali  dell  equipaggi»:  ed  i  má- 
rínai,  per  qualsivoglia  motivo,  é  specialmente  in  quanto  copcerne 
il  soldó  ed  il  compimento  degli  accordi  contratti  mutuamente. 

Le  autoritá  locali  potranno  intervenire  quapto  i  disordini 
occorsi  siano  di  nature  a  turbare  la  tranquillitá  e  V  ordine  pu- 
bblico  a  térra  onel  porto;  e  potranno  parimente  conoscere  di  TAL  I 
dissensioni,  (diferencias,  controversias)  quando  una  persona  del 
paese  o  straniera  delP  e4uipaggio  vi  fosse  iraplicata. 

«  In  tutti  gli  altri  casi   le    autoritá  predette  si   limiteranno  a 

•r  prestar  efficace  aiuto  agli  Agenti  Consulari  quando  ne  siano  da 

#r  eesiricbieste  per  far  arrestare  ed  incarcelare  quelli   fra  gli  indi- 

«  vidui  deír  equipaggioch'  essiper  qualsiasi  motivo   gundicasse- 

•r  ro  conveniente.  * 

Esta  convención  fué  ajustada  entre  el  reino  de  Cerdeña  y  Es- 
pa.fiA)  inás  de  seis  años  antes  que  el  Gobierno  italiano  celebrara 
]a  qviQ  existe  vigente  entre  Italia  y  Francia. 

10 
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No  podría,  pues,  aceptar  la  primera  de  las  doctrinas  de  la  se- 
gunda, como  se  ha  dicho,  sino  al  contrario.  El  C>onde  Cavour, 
que  intervino  como  Plenipotenciario  en  el  tratado  con  España, 
ordrnó  al  Ministro  Nigra  que  observase  en  Paris  el  mismo  mo- 
delo: por  esto  se  vé  idéntica  redacción  en  los  artículos  referentes 
á  facultades  consulares. 

No  podía  tampoco  el  Gobierno  italiano  profesar  principios 
opuestos,  reconociendo,  por  una  parte,  la  exterritorialidad  de  los 
buques  mercantes,  y  por  otra  no:  precisamente  coa  el  interés  de 
llevar  adelante  la  unidad  itálica,  ha  tratado  también  de  unifi- 
car su  legislación  interna  y  externa. 

El  artículo  13  de  dicha  Convención  consular  de  26  de  Junio 
do  1862,  celebrada  entre  Italia  y  Francia,  dispone  igualmente 
que  los  Cónsules  arreglen  «  las  disputas  ó  debates  *  (contesta- 
tions)  de  «malquiera  naturaleza  que  sobrevengan  entre  el  capi- 
tán, oficiales  y  marineros  &, 

Y  en  cuanto  á  la  intervención  de  las  autoridades  locales,  es 
muy  explícito  dicho  artículo;  porque  después  de  precisar  los  dos 
casos  en  que  pueden  ingerirse,  declara  que  *'en  los  otros  (esto  es, 
en  los  referentes  á  disputas,  riñas  ó  debates  en  que  no  deben  en- 
trometerse») se  limitarán  á  prestar  su  apoyo  para  detener  ó  apre- 
sar á  los  individuos  de  la  tripulación  siempre  que  los  Cónsules 
las  requieran: — 

Hé  aquí  el  texto  completo. 

ARTICULO  13 

«  En  tout  ce  qui  concerne  la  pólice  des  Ports,  le  chargement 
«  et  le  déchargement  des  na  vires,  et  la  su  reté  des  marchandises, 
« biens  et  efifets,  on  ohservera  les  lois,  ordonannces  et  reglemente 
« du  pays. 

tí  Les  Consuls  Généraux,  Consuls  et  Vice-Consuls  ou  Agents 
«  consulaires  séront  charg^  exclusivement  du  maitien  de  V  ordre 
« intérieur  á  bord  des  navires  marchands  de  leur  nation;  ils  re- 
tí gleront  euxmémes  "les  contestations  de  toute  nature"  qui  se- 
lí  raient  survenue  entre  le  capitaine,  les  oflSciers  du  navire  et  los 
tr  matelots,  et  spécialment  celles  retives  á  la  soldé  et  á  V  acom- 
u  plissements  des  engageraents  réciproquement  contractés.» 

«  Les  autorités  locales  ne  purront  intervenir  que  lors  que  lors 
<í  que  les  "désordes"  survenus  á  bord  des  navires  séraieñt  de  na- 
«ture  á  troubler  la  tranquillité  et  V  ordn  public,  á  terre  ou  dañe 
a  le  port,  ou  quan  une  personne  du  pays,  ou  nedaisant  partie  d« 
u  l'equipage,  s'y  trouvera  mélée.» 

<c  Dans  iouU  le§  avirea  eoa,  les  autoritées  précitfees  se  borneront  a 
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lesertores  pertenezcau  á  un  buque  de   guerra, 
honor  del  coniat)dant«. 

'"I  tratado    no   hay    una  sola  palabra    sobre  , 
vario,  cuando    laa  convenciones    modernas 
^X^  iM  autoridades   territoriales  sin   darles  fa- 
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El  señor  miuistro  Barrenechea  toma  solo  una  parte  de  dicho 
artículo,  la  que  textualmente  es  como  sigue: 

er  Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  ó  Agentes 
consulares  respectivos  estarán  exclusivamente  encargados  del  or- 
den interior  abordo  de  los  buques  mercantes  de  su  nación  y  ellos 
solo  conocerán  de  todas  las  diferencias  x^we  se  susciten  en  el  mar 
ó  en  los  puertos  entre  el  capitán,  oficiales  y  los  hombres  inscri- 
tos en  el  rol  de  la  tripulación,  sin  fxcepciím,» 

Comparado  este  artículo  con  el  de  la  Convención  franco- ita- 
liana, las  palabras  sin  ex  epci&n,  están  demás:  el  señor  Barrene- 
chea lis  ha  testado  creyendo  que  se  refieren  á  las  diferencias 
entre  el  capitán  y  li»s  empleados  del  buque  ó  á  las  facultades 
amplias  de  los  Cónsules,  Sobre  esto  hay  que  observar:  1?  que  el 
vocablo  diferencias  {differeiice  unlikenes,  discrepancy)  no  com- 
prende los  delitos  6  crímenes,  que  es  de  lo  que  se  trata;  2°  que 
según  la  construcción  gramaticiil  del  período  citado,  las  palabras 
sin  excepción,  no  pueden  referirse  á  diferencias  ó  facultades  con- 
sulares, sino  á  ios  hombres  inscritos  en  el  rol  de  la  tripulación 

Y,  en  efecto,  puede  acontecer  que  los  individuos  de  la  tripu- 
lación pertenezcan  á  diversas  naciones,  y  como  la  autoridad  con- 
sular se  ejerce  solo  sobre  los  nacionales,  es  conveniente  eliminar 
los  embarazos  del  capitán  ó  del  cónsul,  resolviendo  á  prlori  la 
cuestión  de  derecho  marítimo  sobre  la  nacionalidad  del  buque 
por  bandera,  y  no  por  la  de  los  marineros  inscritos  en  el  rol  de  tri- 
pulación. 

Los  motines  de  los  marineros  contra  su  capitán,  su  resistimiento 
á  continuar  el  viaje,  ó  la  deserción,  pueden  causar  considerables 
daños  al  comercio,  y  por  el  interés  recíproco  de  los  Estados,  no  se 
hace  distinción  de  nacionalidades  entre  los  marineros  de  un  bu- 
que. Por  el  hecho  de  haberse  contratado  para  el  servicio  de  navio, 
•e  presume  que  se  han  sometido  al  capitán,  y  de  esta  presunción 
se  deduce  que  se  reconozca  al  Cónsul  de  la  nación  do  dicho  ca- 
pitán en  todo  lo  que  diga  relación  al  viaje  emprendido  {Pardess^is 
—  Avis  du  cons.  d'  Eíat  SO  yiov.  1806  diado  par  Oiissy — Manuel 
Léxique.  Du  diplómate  et  du  cónsul,  pag,  Í89,) 

La  opinión  de  los  Estados  Unidos  acerca  <iel  auxilio  que  deben 
prestar  las  autoridades  locales  para  el  arresto,  detención  y  cus- 
todia de  los  desertores  de  los  buques  de  guerra  ó  mercantes,  está 
expresada  en  eí^artículo  37  del  tratado  que  celebró  con  el  Perú 
en  26  de  Julio  de  1851.  En  dicho  articulóse  previene  que  cuando 
los  desertores  reclamados  pertenezcan  á  un  buque  mercante,  se 
dirijan  los  Cónsules  por  escrito  á  la  autoridad  competente,  ma- 
nifestando el  rol  de  la  tripulación  ú  otros  documentos  públicoe; 
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y  que  cuando  los  desertores  pertenezcan  á  un  buque  de  guerra, 
baste  la  palabra  de  honor  del  comandante. 

En  todo  el  texto  del  tratado  no  hay  una  sola  palabra  sobre 
delitos,  y,  por  el  contrario,  cuando  las  convenciones  modernas 
hablan  del  auxilio  de  las  autoridades  territoriales  sin  darles  fa- 
facultad  de  examinaf  6  decidir  acerca  de  la  condición  marí- 
tima del  perseguido;  cuando  basta,  el  simple  requerimiento  del 
cónsul  para  que  ordenen  la  detención  ó  prisión  del  culpado,  los 
&ta4Íos  Unidos  se  refieren  únicamente  á  desertores  y  no  á  reos 
de  delitos,  é  imponen  á  sus  agentes  consulares  la  obligación  de 
justificar  su  peciido  con  documentos,  reconociendo  así  la  auto- 
ridad del  poder  local. 

Mas  adelante  hablaremos  de  la  legislación  de  Estados  Unidos 
respecto  á  la  terrUorialidad  de  los  buques  mercantes. 

Sería,  pues,  muy  extraño  que  tratándose  de  convenciones  con- 
sulares, loe  gobiernos  de  Francia,  Italia,  Elspaña,  Estados  Unidos 
de  América,  el  Perú  y  otros,  determinaran  las  funciones  con- 
sulares especificando  hasta  las  que  se  refieren  al  pago  de  salarios 
de  un  grumete,  y  guardasen  silencio  acerca  de  las  que  so  versan 
sobre  delitos  ó  crímenes. 

Pero  sería  más  sorprendente  todavía  que  con  el  propósito  de 
conferir  á  los  Cónsules  facultad  de  conocer  de  los  crímenes  ó  de- 
litos cometidos  á  bordo,  pretendiesen  designar  dicha  facultad  con 
palabras  de  significación  diversa  como  diaensianeny  deferencias^ 
discusiones^  cuestiones,  controversia^  desordenes  &a. 

La  parte  criminal  habría  sido  la  más  importante,  y  no  era 
natural  que  quedase  sentenciada.  ' 

En  la  exposición  ministerial  se  cita  también  el  artículo  34  del 
tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Francia,  artículo  que  está  redac- 
tado por  el  mismo  estilo  de  los  que  llevamos  expuestos;  solo  sí, 
que  se  haré  uso  repetido  de  la  palabra  desórdenes,  en  vez  de  dis- 
cusiones ó  disputas,— (contestaciones). 

Pero  si  este  artículo  prueba  algo,  es  lo  contrario  de  lo  que  de- 
duce el  doctor  Barrenechea.  En  el  idioma  español  la  palabra 
desorden  significa  confusión,  barullo,  desconcierto,  falta  de  regula- 
ridad ú  orden,  demasía,  exceso,  laberinto:  nada  mas;  pero  no  delito 
y  crimen. — (Dice,  de  la  Academia  10*  edic. — Dice,  de  Salva  5* 
edic. — Dice,  de  Dominguez,  6*  edic.) 

Al  dirigir  al  Supremo  Gobierno  el  texto  de  nuestra  Conven- 
ción, expuse,  en  nota  de  30  de  Setiembre  de  1864,  que  los  privi- 
legios y  regalías  consulares  qne  contenía,  estaban  determinados 
por  las  Convenciones  de  Italia  con  Francia,  España  y  el  Brasil. 
Desde  que  la  Convención  brasilera  hace  justiciables  por  la  auto- 
ridad del  país  los  delitos  comunes  perpetrados  á  bordo     habría 
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notabilísima  diferencia  respecto  á  laB  otras  que  dispusiesen  lo 
contrario. 

El  misn.o  gabinete  italiano  desconoce  y  rechaza  la  territoriali- 
dad de  los  buqucs  que  no  son  de  guerra,  aun  cuando  fuesen  va- 
pores postales  servidos  por  oficiales  de  marina  militar. 

Las  tropas  italianas  perseguían  activamente  á  dos  famosos 
bandidos — los  hermanos  Lagalla:  después  de  muchas  correrías 
lograron  estos  embarcarse  en  el  vapor  *Onix»  perteneciente  á 
las  Mensagerías  imperiales  de  Francia.  Luego  que  dicha  vapor 
fondeó  en  el  puerto  de  Genova,  las  autoridades  territoriales  to- 
maron á  bordo  á  los  fugitivos  que  fueron  juzgados  y  sentencia- 
dos á  muerte. 

Francia  rec^lamó;  pero  Italia  mantuvo  el  derecho  de  jurisdic- 
ción local,  y  sin  embargo,  existía  la  Convención  consular,  vigen- 
te en  ambos  Estados,  y  había  además  la  circunstancia  de  que  el 
comandante  y  oficiales  del  líOnix))  pertenecían  á  la  marina  d« 
guerra  francesa. 

La  reclamación  del  gabinete  de  las  Tullerías  se  apoyaba  en 
los  íberos  militares  del  buque,  y  no  en  la  exterritorialidad,  d« 
que  por  cierto  no  habla  la  Convención  rememorada. 

Convengamos,  pues,  en  que  ni  el  Tratado  consular  Perú-italia- 
no, ni  los  otros  que  he  citado,  ni  los  demás  que  se  ajustan  en  el 
día  con  arreglo  á  los  principios  del  Derecho  público  moderno, 
•omprenden,  en  la  facultad  de  arreglar  asuntos  económicos  ó  de 
mera  policía  interior  de  los  buques  itiercantes,  la  de  conocer  de 
loe  delitos  y  crímenes. 

El  artículo  17  de  nuestra  Convención  (1)  precisa  la  autoridad 
consular  en  los  casos  referidos;  pero  no  priva  al  poder  local  de  la 
jurisdicción  criminal  y  mucho  menos  se  lá  confiere  á  los  Cónsu- 
les. Es,  pues,  evidentemente  equivocada  la  declaración  del  Go- 
bierno en  cuanto  á  que,  por  dicho  artículo  17,  no  son  competen- 
tes las  autoridades  territoriales  para  conocer  de  los  delitos  perpe- 
trados á  bordo  de  los  buques  mercantes. 

Desgraciadamente  en  ninguna  de  las  a^nolusiones  supr  mas 
se  dice  á  quién  corresponde  la  competencia,  aunque  es  verdad 
que  se  manda  poner  los  presos  á  disposición  del  Consulado  Ge- 
neral de  Italia  en  Lima. 

¿Pero  son  efectivamente  los  Cónsules,  como  lo  pretende  el  Ho- 
norable señor  Garrou,  la  única  aiUoridad  á  quien  co^apete  juzgaa^ 
ka  trasgreinones  de  cualquiera  naturalezaf 

¿Y  estando  comprendidos  los  delitos  y  crímenes  en  las  trasgro- 


[1]  Página  1 


i. 


—  79  — 

sioaes  6  violaciones  de  la  ley,  los  Cónsules  extranjeros  van  á 
ejercer  jurisdicción  criminal  en  territorio  peruano? 

Estas  y  otras  cuestiones  no  menos  graves  de  derecho  marítimo, 
envuelve  la  resolución  suprema  de  28  de  Febrero;  (1)  y  es  tanto 
mas  necesario  saber  á  qué  atenerse  i-especto  de  ellas,  cuanto  que 
las  conclusiones  toman  por  base  la  condición  absoluta  de  reci- 
procidad. 

Veánios,  pues,  cuales  son  los  principios  y  la  práctica  de  las 
naciones  en  el  particular. 

II. 

Hubo  tiempo  en  que  confundidas  l:i8  nociones  de  justicia  y  los 
derechos  naturales  de  los  pueblos,  la  jurisdicción  nacional  se 
fundaba  en  el  resultado  de' la  fuerza.  España  pretendió  apro- 
piarse de  la  soberanía  exclusiva  del  Istmo  y  de  los  mares  de  Sud- 
América;  Portugal  la  de  las  Indias  Orientales  conforme  á  la  bu- 
la de  Alejandro  VI;  (2)  Venecia  proclamó  su  soberanía  absoluta 
en  el  Adriático;  el  Sultán  de  Turquía  la  posesión  del  mar  Negro, 
y  Guillermo  de  Orange  hizo  la  guerra  á  Francia  porque  negara 
sus  derechos  de  soberanía  en  todos  los  mares  del  mundo. 

El  célebre  publicista  holandés,  Grocio,  sostuvo  la  libertad  de 
los  mares  y  publicó  su  Mare  liberum]  el  no  menos  célebre  publi- 
cista inglés,  Shelden,  apoyó  las  pretensiones  de  su  patria  y^  pu- 
blicó también  su  Mare  claiiaam;  pero  la  incertidumbre  del  domi- 
nio ó  jurisdicción  nacional  excitó  los  temores  de  la  Europa,  las 
buenas  ideas  ejercieron  saludables  é  irresistibles  influencias,  y  la 
razón  y  la  justicia  triunfaron  en  los  grandes,  consejos  de  los  go- 
biernos cultos. 

Desde  entonces  quedó  reconocido,  como  principio  absoluto,  la 
soberanía  de  las  naciones  en  sus  respectivos  territorios,  golfos, 
aguas  riberanas,  puertos,  radas,  bahías,  <fe. 

Pero  a  medida  que  se  extendieron  las  relaciones  internaciona- 
les y  tomaron  mas  ensanche  los  intereses  del  comercio,  apareció 
la  necesidad  de  limitar  aquel  principio,  ó  referir  al  menos  su  apli- 
cación en  las  aguas  ó  puertos,  á  concesiones  recíprocas. 

Ulpiano  había  dicho — Adsumman  reipublicw  vavium  exereitio 
pertind;  pero  el  buque  es  mueble,  y  las  cosas  muebles  siguen  la 
condición  de  la  persona  según  el  sentido  jurídico — mobilio.  $e- 
q%iuntur  personam.  Las  personas,  pues,  que  pisan  el  territorio  de 
un  país,  quedan  de  hecho  sujetas  á  la  jurisdicción  de  ese  país;  de 


tij 


Pftisina  S9. 

Véase  esa  Bula  en  el  Tomo  I. 


-  80  — 

aquí  es  que  los  buques  surtos  en  aguas  ó  puertos  comprendidoK 
en  el  territorio,  están  bajo  la  acción  de  laB  ordenanzas,  leyes  ó 
reglamentos  territoriales. 

El  respeto  debido  al  pabellón  fficial,  símbolo  déla  soberanía, 
la  necesidad  de  garantir  la  independencia  de  los  agentes  públi- 
cos, y  aún  los  mismos  deberes  de  cortesía,  dieron  lugar  á  las 
exenciones  y'prívilegios,  reconociendo,  en  ciertos  casos,  la  ficción 
de  exierriUr,  ialidad. 

Para  aplicar  este  beneficio  á  los  buques,  se  iia  tenido  en  cuen- 
ta sus  diversas  condiciones.  Un  buque  de  guerra,  cuyo  personal, 
desde  elcomandante  hasta  el  último  empleado,  forman  parte  de 
la  marina  militar,  en  que  ese  comandante  és  delegado  directo  de 
la  autoridad  del  soberano  y  tiene  poder  de  ejercer  su  jurisdicción, 
ya  sea  protegiendo  á  los  buques  mercantes  de  su  nación,  ya  sea 
realizando  el  derecho  de  guerra  cofttra  el  enemigo;  ese  buq»  e, 
décimos,  es  muy  diferente  de  la  nave  de  comercio. 

Las  personas  que  sirven  en  buques  mercantes  no  pertenecen  á 
la  marina  militar;  y  aunque  el  capitán  está  autorizado  por  el 
Gobierno,  lio  es  delegado  suyo,  sino  mero  contratista  con  el  ar- 
mador ó  propietario  del  buque;  la  jurisdicción  que  ejerce  es,  por 
lo  mismo,  muy  restringida,  puesto  que  su  cargo  se  refiere  única- 
mente á  los  negocios  de  comercio. 

Por  otra  parte,  no  es  idéntica  la  condición  do  los  buques  de 
guerra  mercantes  en  alta  mar,  refativamente  á  la  que  tienen  en 
aguas  ó  puertos  de  un  país  extraño:  uno  y  otro  están  sujetos  en 
alta  mar  á  las  leyt-s  de  su  país;  no  precisamente  por  el  privilegio 
de  exterritorialidad  que  supone  suspensión  de  jurisdicción  ó  do- 
minio ageno,  sino  por  derecho,  aunque  transitorio,  de  primer 
ocupante — res  nulliiis. 

En  las  aguas  territoriales  cambia  de  aspecto  la  cuestión,  el  de- 
recho del  Estado  á  que  pertenece  el  pabellón  del  buque  de  gue- 
rra ó  mercante,  está  limitado  por  el  derecho  del  Estado  á  quien 
pertenecen  las  aguas  territoriales;  y  tan  cierto  es  esto,  que  el  bu- 
que de  guerra  y  el  de  comercio  están  sujetos  á  las  leyes  genera- 
les de  policía,  sanitarias,  etc.  El  poder  local  puede  excluirlos  á 
todos,  á  algunos  de  ellos,  ó  abrir  sus  puertas,  bajo  ciertas  condi- 
ciones, obligándoles  al  pago  de  derechos  de  ancla,  fondeadero, 
faros,  diques,  etc. 

Esto  no  podría  suceder  si  el  soberano  del  puerto  careciese  de 
jurisdicción  exclusiva  en  las  aguas  territoriales.  Es  absurdo  qtie 
cierta  extensi&n  de  terreno  6  aguas  territoriales  pertenezcan  á  la  vez 
á  dos  soberanías  diferentes. 

Luego  el  carácter  de  exterritorialidad  que  se  atribuye  al  buque 
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de  guerra,  no  es  un  derecho  propio,  sino  privilegio  ó  exención 
que  depende  del  soberado  territorial. 

Todas  las  naciones  han  convenido  en  conceder  al  navio  de 
guerra  ese  privilegio;  porque,  además  de  sus  condiciones  especia- 
les de  que  hemos  hablado,  funciona  con  absoluta  independencia 
del  dueño  del  territorio. 

No  acontece  lo  mismo  con  el  buque  mercante,  para^cuyo  cargo 
tiene  el  capitán  que  entrar  en  relaciones  con  las  autciridades  del 
país;  ahorü,  como  los  efectos  inmediatos  de  esas  relaciones  son 
esencialmente  locales,  el  buque  mercante  no  puede  gozar  del  de- 
recho de  exterritorialidad. 

Con  el  fin  de  proteger  el  comercio  y  evitar  las  dilaciones  ó  em- 
barazos á  que  estarían  expuestos  los  capitanes,  si  tuviesen  que 
ocurrir  á  las  autoridades  del  puerto  en  los  asuntos  económicos  ó 
de  policía  interior  de  loe  buqpes,  se  ha  convenido  en  conceder  á 
los  Cónsules  el  ejercicio  de  las  facultades  á  que  nos  hemos  refe- 
rido. 

No  obstante,  para  hacer  uso  de  esas  facultades  deben  conciliar 
•u  conducta  con  los  dereeho$  de  la  autoridad  del  paiSj  y  regirse  por 
los  tratados  ó  convenciones  especiales,  ó  por  los  usos* y  costum- 
bres de  cada  lugar.  (Orden  de  29  de  Octubre  de  1843,  artículo 
19.  Tratado  de  Francia  con  los  Estados  Unidos  de  23  de  Febrero 
de  1863,  artículos  8,  9  y  10.  Tratado  con  Rusia  de  14  de  Junio 
de  1857,  artículo  17.) 

Cuando  se  ajustó  el  tratado  con  Rusia,  yo  estaba  en  Puris  y 
tuve  ocasión  de  conocer  sus  pormenores. 

Así,  pues,  no  se  otorgan  á  los  Cónsules  las  facultades  de  que 
habla  el  artículo  17  de  la  Convención  peruano-itálica,  por  razón 
de  la  exlerritorialidad  de  los  buques  mercantes,  como  parece 
creerlo  el  doctor  Barrenechea,  sino  por  los  intereses  del  comer- 
cio y  ventajas  recíprocas. 

Entre  reconocer  una  facultad,  como  derecho  propio,  y  conceder 
su  ejercicio,  por  provecho  mátuo,  hay  una  inmensa  distancia.  — 
El  principio  de  la  jurisdicción  nacional  queda,  pues,  salvo  en 
nuestro  caso. 

El  derecho  de  gentes  positivo,  ó  sea  el  derecho  diplomático 
propiamente  dicho,  depende,  en  mucha  parte,  de  las  convenciones 
particulares  ó  de  las  prácticas  aceptadas  generalmente.  Wheaton 
dice,  con  este  motivo,  que  ese  derecho  está  fundado  ©n  el  uso  de 
las  naciones  y  en  la  práctica  de  sus  deberes  mutuos. 

Así,  no  estando  comprendida,  entre  las  atribuciones  que  dá  á 
los  Cónsules  el  artículo  17  de  nuestra  Convención,  la  facultad  de 
conocer  de  los  dflitos  ó  crímenes,  el  Gobierno  debía  atenerse,  para 
11 
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el  caso  del  Rondanini,  á  las  reglas  observadas,  general  laente,  p<*v 
las  demás  naciones. 

Inglaterra,  Elspaña,  Rusia,  Prusia,  Italia,  el  Brasil  y  otros  Epa- 
tados rechazan  terminantemente  la  ingerencia  consular  en  los 
delitos  del  fuero  común   perpetrados  á  bordo  do  buques  mercan-  l 

tes.  Francia,  á  peáar  de  sus  doctrinas  controvertidas,  procede  se-  í 

gun  las  circunstancias;  es  decir,  sobre  la  base  de  absoluta   reci- 
procidad. 

Las  ordenanzas  de  1833  están  modificadas  por  resoluciones  del 
segundo  imperio  napoleónico  (1852)  y  (1858).  El  acto  reglamen- 
tario de  1 806,  se  refería  en  muchísimos  puntos  á  los  Consulados 
de  Oriente  y  de  ninguna  manera  á  los  establecidos  en  el  Perú 
aolo  después  de  su  independencia.  Además,  aun  cuando  dichas 
Ordenanzas  estuviesen  vigentes  en  todas  sus  partes,  no  serían 
obligatorias  para  los  Eistados  que  pe  resistiesen  á  aceptarlas:  en 
último  caso,  quedarían  subordinadas  á  los  convenios  recíprocos. 
celebrados  ad  hoc  según  lo  exigieran  las  necesidades  de  cada  pue- 
blo. El  sapientísimo  Ijcibnitz  dice  que  la  base  del  derech(»  inter-- 
nacional  es  la  ley  natural  á  que  se  ha  dado  diversas  modificacio- 
nes según  los  tiempos  y  lugares.—  {Codezjuris  pentium  diplomati- 
mu — Prcef.) 

¿Acaso  teníamos  necesidad  de  interesar  la  jurisdicción  nacional 
á  fin  de  obtener  para  nuestros  buques  mercantes  el  privilegio  de 
ex  territorio?  ¿Háse  visto  si  es  posible  y  conveniente  realizar  por 
nuestra  parte  la  condición  de  reciprocidad  no  solo  en  cuanto  al 
poder  de  los  Cónsules,  sino  á  los  derechos  de  la  nación  misma? 

Juzgo  que  tal  vez  habría  sido  mas  prudente  limitarnos  a  los 
usos  generales.  Hé  aquí  el  testimonio  de  los  publicistas  contem- 
poráneos en  esta  materia. 

*Los  privilegios  y  prerrogativas  de  los  Cónsules  en  países  cris- 
líanos,  dice  Clerq,  son  mas  limitados  que  en  Oriente  y  dependen 
de  convencionea  especiales',  ó  del  uso:  ellos  varían,  por  consiguien- 
te, hasta  lo  infinito.  Sin  embargo,  hay  algunos  principios  que 
tstán  generalmente  admitidos  entre  las  naciones  cristianas;  así, 
en  ninguna  parte,  los  Cónsules  tienen  jurisdicciíni  criminal  >obre  9ae 
nacionales  (salvo  una  cierta  autoridad  de  policía  sobre  los  mari- 
nos de  los  buques  de  comercio,)  porque  no  ejercen  sino  jurisdic- 
ción civil  restringida,  y,  bajo  est€  punto  de  vista,  se  reduce  las  maa 
veces  á  una  jurisdicción  voluntaria  sobre  sus  nacionales,  y  un 
•imple  arbitraje  en  los  negocios  litigiosos,  civiles  ó  comerciales.» 
{Oaide  practique  des  consvlats  Ltv.  1  chap,  1,  pág.  9.) 

¿Cómo  asevera,  pues,  el  honorable  señor  Garrou,  que  los  Cón- 
sules son  la  única  autoridad  competente  para  juzgar  las  traagre- 
siones  de  cualquiera  naturaleza? 
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No  puede  ser  mas  categórica  la  doctrina  geueral  respecto  á  las 
atribuciones  judiciales  de  los  Cónsules.  Clerq  pertenecía  al  Mi- 
nisterio de  Ilelaciones  Exteriores  de  Francia  y  bajo  los  auspicios 
del  Ministro  fué  publicada  su  obra  en  1858,  fecha  notablemente 
})osterior  á  las  ordenanzas  de  1833  y  al  dictamen  del  Consejo  de 
Estado  de  20  de  Noviembre  de  1806. 

Laferriére  en  su  Droü  Public^  p.  369,  dice  terminantemente: — 
«La  jurisdiction  des  Consuls  est  civile  main  non  griminelllb, 
«rsoul  dans  les  échelles  du  Levant  et  de  Barbarie,  et  dans  la  Chi- 
•ne,  ou  la  diflFerence  de  religión  á  fait  établir  par  les  capitulations 
«et  les  traites  le  droit  de  justice  criminelle  en  favour  des  consuls 
«de  France.»  {Ley  28  de  Mayo  de  1836  y  Ley  de  8  de  Judio  de  1862 
ari.  &) 

Se  vé,  pues,  que  la  diferencia  de  religión  en  Asia  y  África  ha 
hecho  establecer  el  derecho  de  justicia  criminal  á  favor  de  lot 
cónsules  franceses. 

Por  autorizada  que  sea  la  aseveración  del  respetable  señor 
Garrou,  no  trepido  en  afirmar  que  en  ningún  Estado  cristiano 
(le  Europa  y  América  ejercen  los  Cónsules  jurisdicción  criminal, 
ni  por  consiguiente  pueden  juzgar  los  delitos  ó  atentados  cometi- 
dos en  tierra  ó  á  bord  >  de  los  buques  de  sus  respectivas  naciones. 

Hay  cónsules  en  Lima  que  no  pueden  imponer  siquiera  una 
simple  multa  pecuniaria  á  sus  nacionales.  Y  tan  cierto  es  lo  que 
llevo  expuesto,  que  á  pesar  de  la  resolución  favorable  del  gobiei'- 
no  peruano,  ni  el  mismo  señor  Garrou,  ni  el  Vice-cónsul  de  Italia 
en  el  Callao,  juzgarán  á  los  reos  del  «Emilio  Rondanini.» 

Al  citar  las  comunicaciones  del  honorable  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia,  me  he  atenido  é  la  traducción  que  publica  el 
periódico  oficial  de  Lima,  número  53,  tom.  56.  Siento  no  haber 
visto  el  texto  original;  pero  desde  luego  noto  una  especie  de  con- 
tradicción entre  el  despacho  de  fecha  8  de  Setiembre  y  el  de  23 
de  Noviembre  del  año  anterior.  Hablando  su  señoría  en  el  pri- 
mer oficio  de  los  marinerf>s  presos,  dice  que  «tanto  por  los  princi- 
«píos  del  derecho  marítimo  internacional,  cuanto  por  la  1»  gisla- 
«ción  de  cada  Elstado,  á  la  nación  á  que  pertenezca  el  buque 
•compete  exclusivamente  el  juicio  y  castigo  de  los  delincuentes.,» 

Y  refiriéndose  en  el  segundo  despacho  á  los  mismos  presos,  pi- 
de que  el  Gobierno  peruano  declare  que — « las  autoridades  del 
«país  reconozcan  la  autoridad  consular  italianH,  como  la  única 
« competente  para  juzgar  de  las  trasgresiores  de  cualquiera  na- 
«vturaleza  que  puedan  ocurrir  é  bordo  de  los  buques  italianos  <t.» 

Si  á  la  Nación,  cuya  bandera  lleva  el  buque  «Rondanini»,  com- 
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pete  excltmvamenie  el  juicio  y  castigo  délos  reos,  es  claro  que 
estos  serin  juzgados  y  castigados  en  Italia;  pero  si  los  Cónsules 
italianos  son  la  única  autoridad  competente  para  juzgar  las  iras> 
gresiones  de  cualquiera  naturaleza,  no  hay  duda  que  dichos  reos 
deberán  ser  juzgados  y  sentenciados  en  el  Perú.  Los  Cónsules 
residen  aquí  y  no  en  su  país. 

Como  quiera  que  sea,  no  hay  duda  de  que  el  honorable  señor 
Garrou  ha  fundado  su  reclamación,  según  sus  propias  palabras, 
en  las  leyes  de  cada  Estado  y  on  los  principios  del  Derecho  Ma- 
rítimo Internacional. 

Si  por  cada  Estado  se  entiende  todas  las  naciones,  esta  razón 
se  halla  comprendida  en  la  otra  relativa  al  derecho  internacio- 
nal; pero  si  se  ha  querido  hablar  solamente  del  Perú  y  de  Italia, 
la  referencia  es  inexacta. 

Los  fiscales  de  la  Corte  Suprema  piden  que  se  abra  competen- 
cia al  supremo  Gobierno,  por  la  resolución  de  28  de  Febrero,  en 
cuanto  hiere  la  jurisdicción  del  poder  judicial;  esto  prueba  que 
nuestra  legislación  reconoce  en  los  juzgados  y  tribunales  perua- 
nos el  derecho  de  juzgar  los  delitoá  cometidos  en  el  territorio  de 
la  República. 

Y,  por  lo  que  hace  á  Italia,  el  sólo  hecho  d  j  haber  convenido, 
en  la  Convención  con  el  Brasil,  que  los  delitos  perpetrados  á  bor- 
do de  buques  mercantes,  surtos  en  los  respectivos  puertos,  fuesen 
justiciables  por  la  autoridad  local,  está  probando  que  la  legisla- 
ción italiana  es  opuesta  á  la  doctrina  que  asienta  el  señor  Ga- 
rrón. En  las  demás  Convenciones  celebradas  últimamente  con 
España,  Francia  y  el  Perú,  no  se  priva  tamp3Co  á  las  autorida- 
des territoriales  del  derecho  de  juzgar  los  delitos  ó  crímenes  co 
metidos  á  bordo. 

Si  así  fuese,  sería  preciso  convenir  en  que  la  legislación  itali;\- 
na  es  contradictoria,  ó  que  carece  de  unidad  de  principios;  pero 
ni  aún  entonces  habría  podido  acogerse  á  ella  el  señor  Garrou, 
por  el  mismo  hecho  de  que  no  era  uniforme. 

Los  Cónsules  italianos  no  tienen,  pues,  jurisdicción  criminal 
en  el  Perú,  ni  son  autoridad  competente  para  juzgar  las  trasgre- 
aiones  de  cualquiera  naturaleza.  La  justicia  penal  exige  algunas 
veces  el  empleo  de  la  fuerza,  y  ningún  Gobierno  que  se  respete 
convendría  en  poner  la  fuerza  pública  á  disposición  de  los  Cón- 
sules para  la  ejecución  de  sus  sentencias. 

Verdad  e?  que  la  falta  de  conocimiento  exacto  de  los  pueblos 
sud-nmericanos  hace  que  nos  juzguen  en  Europa  en  condiciones 
análogas  á  las  Indias  Orientales;  el  Gobierno  de  las  Tullerías  ha 
pretendido  alguna  vez  que  los  franceses  en  el  Perú  tuviesen  jue- 
gados  especiales  nombrados  por  su  soberano,  como  si  nosotros  es- 
tuviéramos en  el  caso  de  las  tribus  errantes  del  Máscate  ó  del 
Indos  tan. 
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Y  esta  tendencm,  no  sólo  está  revelada  en  los  cartones  diplo- 
máticos, sino  basta  ¿n  las  cartillas  consulares  de  Francia.  »Los 
H  C/mtínles  generales  que  tenemos  en  el  Cairo,   Túnez  y  Trípoli, 

f  (dice  Martens),   en   las  capitales  de  diversas  Repúblicas  de  la  ^ 
«  América  Meridional,  así  como,  si  no  me  engaño,  en  Cantón  y 
«  Manila,  llevan  igualmente  el  título  de  Encargados  de  Negocios 
«etc:»  {Qnide  diplomatique,  pág.  256,) 

Y  como  este  hecho  está  evidentemente  probado  por  la  ^?pe- 
riencia,^no  cabe  duda  que  Francia  nos  coloca  casi  en  la  misma 
condición  de  los  pueblos  de  Manila,  Cantón  y  otros  de  Asia  ó 
África. 

Existen,  sin  embargo,  publicistas  muy  distinguidos  que  opinan 
porque  se  conceda  á  los  Cónsules  jurisdicción  civil  y  criminal 
con  ciertas  y  determinadas  restricciones;  pero  además  de  que  son 
pocof  y  que  sus  opiniones  particulares  contradichas  por  la  prác- 
tica constante  de  los  Estados  europeos  y  americanos,  no  forman 
cuerpo  de  doctrina,  los  mismos  autores  reconocen  la  jurisdí/^ón 
priiotiva  del  soberano  territorial. 

El  más  distinguido  escritor  de  derecho  marítimo  moderno,  el 
que  concede  á  los  buques  mercantes  d^echo  propio  de  territoria- 
lidad aun  en  los  puertos  extranjeros,  HautefeuUie,  piensa  quede- 
l>e  darse  á  los  Cónsules  jurisdicción  civil  y  criminal  respecto  á 
los  hechos  de  los  nacionales  á  bordo  de  los  buques  de  su  país, 
siempre  que  no  sea  turbado  el  orden  público  y  que  aquellos  he- 
chos no  interesen  las  relaciones  del  navio,  ó  de  los  marineros  con 
la  Nación  donde  se  hallen;  pero  agrega  que  la  jurisdicción  per- 
tenezca al  Cónsul  y  prhativameate  á  loa  autoridades  locales  en  los 
Kmiles  determinados  por  su  propio  soberano.  ( Histoire  du  Droit 
Maritirae  international,  pág  478). 

Desde  que  el  soberano  del  territorio  es  el  que  determina  los  lí- 
mites de  la  jurisdicción  que  se  conceda  á  los  Cónsules,  claro  es 
que  su  derecho  es  acatado  y  que  la  determinación  presupone  un 
convenio  especial. 

Siempre,  pues,  vamos  á  parar  á  las  Convenciones  ó  tratados 
especiales  que  constituyen  el  derecho  de  gentes  positivo. 

Pero  no  habiendo  un  tratado  internacional  que  defina  y  pre- 
cise clara  y  terminantemente  la  ezterritoriaUdad  de  los  buques 
mercantes  ó  la  jurisdicción  civil  ó  criminal  de  los  C^ónsules,  los 
casos  6  ejemplares  particulares  no  son  de  autoridad  muy  abona- 
da; Ina  palabras  sacramentales  de  tprincipios  de  derecho  maríti- 
mo,» los  hechos  aislados  y  muchas  veces  provenientes  de  la  de- 
bilidad de  los  gobiernos,  de  la  incompetencia  de  los  hombres  pú- 
blicos ó  del  temor  de  complicaciones  externas,  no  pueden  servir 
de  regla  para  sentar  un  [>rincipio  general. 

Ya  hemos  visto  cuál  es  el  sentir  de  los  más  acreditados  publi- 
eisias  en  la  materia  que  noe  ocupa;  pero,  si  todavía  quedase  la 


menor  duda  al  muy  honorable  ^efior  Garroy,  ocurriré  á  los  vas- 
tos ar«;enales  de  la  gloriosa  Italia,  cuyas  armas  no  serán  por  cier- 
to rechazadas  por  sus  agentes  en  el  Perú. 

*  Azuni  y  Lampredi.  publicistas  de  nota  en  las  cortes  europeas 
.  y  de  gran  respeto  en  las  Universidades   italianas,  niegan  terrai- 

nantemente  la  exterritorialidad  de  los  buques  mercantes  y  los 
someten  á  lajurisdiccién  local.  El  fandament*>  de  sus  doctrinas, 
observa  Hautefeuille  (  N^tions  neiUres,  tom.  i,  pág.  296 )  se  reduce 
i  la  siguiente  argume.itacion:  — el  navio  no  es  una  porción  del 
territorio  del  soberano  cuyo  pabellón  lleva;  porque  desde  que  ha 
llegado  á  los  puertos,  radas  y  aguas  extranjeras,  está  sometido  á 
la  jurisdicción  del  pueblo  propietario  local;  esto  sucede  con  cual- 
quiera otra  povííión  de  territorio,  porque  es  imposible  admitir 
que  un  mismo  territorio  esté  sometido  á  dos  sobÑeranías  diferen- 

•  tes.  {Az^miy  Derecho  Marítimo  de.  la  Fmropa,  tom,  i?,  cap.  S,  art.  7 
y  tom.  ^,  cap.  «f^,  art.  ^,  párrafo  8.  Lampredi,  Comercio  de  los  neu- 
ProSy  párrafo  10  ) 

Del  mismo  modo  piensan  Wolff,  Jenkinson,  Ortolan,  Cauchy 
y  otros  célebres  publicistas. 

Con  el  interés  de  fundar  sus  conclusiones,  cita  el  doctor  Ba- 
rrenechea,  Ja  autoridad  de  Ortolan  (Lib.  2?,  cap.  10)  para  decir 
que -«existe  una  situación  intermediaria,  que  si  no  es  la  de  loe 
«r  buques  de  guerra,  tampoco  es  la  de  los  simples  particulares  y 
íf  que  deja  su  respectiva  parte  de  atribuciones  á  dos  soberanías 
«diferentes.» 

Pero  de  este  período  no  se  sigue  que  los  buques  de  comercio 
gocen  del  derecho  de  exterritorialidad,  ni  mucho  menos  que  el 
autor  piense  en  esta  materia  como  el  doctor  Barrenechea.  El 
mismo  Ortolan  en  el  Lib,  ^?,  cap.  10^  tom.  /?  de  su,  Diplomatie  «ttr 
la  mer,  concede  sólo  á  los  buques  de  guerra  la  exterritorialidad 
y  niega  terminantemente  este  privilegio  á  los  buques  mercantes. 

Esto  prueba  que  no  bastan  algunas  palabras  aisladas  de  un 
autor  para  prejuzgar  sus  opiniones.  Entiendo  que  nuestro  ilus- 
trado Ministro  no  aceptará  la  autoridad  de  Ortolan,  para  fundar 
la  teoría  de  la  territorialidad  de  la  marina  mercante. 

Igual  equivocación  ha  padecido  su  señoría  al  invocar  el  tes- 
testimonio  de  Wheatcn,  y  el  hecho  del  buque  americano  "Creo- 
lie"  para  deducir  la  conformidad  de  legislación  de  Estados  Uni- 
dos y  Francia,  en  oposición  á  la  Inglaterra. 

Hé  aquí  las  palabras  de  Wheaton:  "Los  buques  mercantes  de 
(i  cua'quier  Estado  qu'^  entren  en  los  puertos  de  otro  Estado,  no 
«  están  exentos  de  la  jurisdicción  local,  á  menos  de  una  Conven- 
«  ción  expresa  y  solamente  en  lo  que  se  halla  establecido  en  ella. 
«(/)roi¿  international.  Lib.  1?,  pag.  120.) 

Así,  pues,  el  Dr.  Wheaton  recono  *e  la  autoridad   de  la  juris- 
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aicción  local,  y  desde  que  exige  la  necesidad  de  un  tratado  previo 
pare  que  pueda  ser  limitada,  es  claro  que  no  atribuye  a  loe 
buques  mercantes  privilegio  de  territorialidad. 

El  mismo  publicista  agrega  {loe  cü.)  estos  principios  de  dere- 
cho de  gentes  marítimo  han  s  4o  reconocidos  poi-  la  Corte  buprema 
de  Estados  hnidos  de  América,  en  la  cuestión  de  un  buque  ameri- 
cano tomado  y  convertido  en  navio  de  guerra  por  orden  «fi^Wa- 
pbleon  I.  Esta  nave  fué  reclamada  por  el  propietario  cuando  llegó 
con  pabellón  francés  á  Filadelfia. 

El  Presidente  de  la  Corte,  Mr.  Marchall,  adujo  en  sus  con- 
clusiones los  principios  áiguientes:  Lajurisdidtn  de  los  tnbwMkt 
de  justicia  es  mn  rama  de  la  que  posee  la  Naoón  como  potenaa 
soberana  é  indepmdiente.  La  jurisdicción  de  la  Nandn  en  los  lí- 
mites de  su  territorio,  es  necesariamente  exclusiva  y  absoluta  y  no 
pu'de  ser  limitada  ñno  por  el  consentimiento  de  la  Naaón  misma. 
[Loe.  cit.] 

¿Que  respondería  el  Gobierno  peruano  si  al  abrir  la  com- 
petencia aduje.se  la  Corte  Suprema  de  la  República  estos   prihci- 

'^^  Hemos  dicho  que  se  ha  equivocado  él  señor  Barrenechaal  creer 
que  la  legislación  de  Estados  Unid  a  es  igual  á  la  francesa  res- 
pecto á  los  buques  mercantes,  y  he  aquí  la  prueba. 

Habla  el  mismo  doctor  Wheaton:  «La  jurisprudencia  marítima 
.  reconocida  en  Francia,  por  lo  que  hace  á  buques  mercantes  ex- 
« tranjeros  que  entran  en  puertos  franceses,  no  parece  acordarst 
«con  los  principios  establecidos  por  la  decisión  de  la  Corte  Su- 
.  prema  de  Estados  Unidos  que  acabamos  de  citar;  6,  para  hablar 
.  más  correctamente,  y  exceptuando  la  legislación  francesa  estos 
«buques  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  del  país,  let.  concede  mas 
.grandes  inmunidades  que  las  exigidas  por  los  prinapiosgeueraUs- 
^del  derecho  internacional.»  [Droit  intern.  pag.  129.  et  130.J 

El  hecho  del  navio  «CreoUe»,  de  que  se  hace  referencia,  no  prue- 
ba tampoco  que  los  Estados  Unidos  reconozcan  la  territorialidad 
de  loa  buques  mercantes,  ni  que  en  el  curso  de  este  asunto  se  haya 
procedido  conforme  á  la  doctrina  francesa. 

Ija  cuestión  é  que  ha  dado  origen  los  delitos  cometidos  en  la 
.Rondanini,»  se  concreta  á  los  buques  mercantes  surtos  en  las 
aguas  de  una  potencia  extranjera,  y  el  »(>eplle«  fué  tomado  en  la 
alta  mar.  Francia  é  Inglaterra  habían  celebrado  diversos  tratados 
para  arreglar  el  ejercicio  del  derecho  de  visita  en  tiempo  de  gue- 
rra y  de  paz.  Las  convenciones  de  1831  y  1833  determinaban  los 
pormenoresde  la  visita;  pero  dieron  origen  á  desagradables  emer- 
gencias, y  fueron  anuladas  mucho   tiempo  después;   más   por  la 
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convención  «nglo-fraucesa  de  28  de  Mayo  de    1815   quedó   defi- 
nitivamente asimilado  el  tráfico  de  negros. 

Ahora  bien,  los  Estados  Unidos  negaron  su  adhesión  á  los  prin- 
cipios expuestos  en  aquellos  tratados,  y  por  eso  no  estuvieron 
obligados  á  respetar  la  captura  del  «Creolle».  Posteriormente  ae 
han  resistido  también  á  aceptar  el  principio  moderno  de  la  abo- 
lición del  corso,  propuesto  por  Francia  en  el  Congreso  de  Parj/s. 
[Tratad,  intern.  de  16  de  Julio  de  1856.] 

¿Y  todavía  se  dirá  que  íiay  identidad  de   doctrinas   en    Fran- 
cia y  Elstados  UniJos  respecto  á  buques  mercantes?  Si  los   Esta 
dos  Unidos  conceden  el  privilegio,  que  no  derecho,  de  territoria 
lidad  á  los  buques  de  comercio — ¿cómo   se   explicA   su   tratado 
con  Chile  (16  de  Mayo  de  1822)  respecto  á  la  visita   de  esos  mis- 
mos buques? 

La  prensa  de  esta  capital  ha  publicado  una  resolución  supre- 
ma de  30  (le  Setiembre  de  1853,  y  un  despacho  del  señor  Minis- 
tro Tirada  mandando  poner  á  disposición  dt  1  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  Estados  Unidos,  los  mariüeros  del  buque  «Deffaince» 
presos  por  haber  herido  á  su  capitán  M.  Cerran.  (1) 

Prescindiré  de  la  situación  política  del  Perú  en  1853,  de  la 
ingerencia  del  Ministro  de  una  nación  poderosa,  y  de  los  vehe- 
mentes desesos  de  no  tener  cuestiones  con  los  Estados  Unidos, 
cuya  amistad  era  de  gran  valor  en  esas  circunstancias. 

No  haré  tampoco  mérito  de  la  peregrina  idea  de  poner  los  pre- 
sos á  disposición  de  un  agente  diplomático,  h<ibiendo  Cónsules 
de  Norte  América  en  Lima  y  el  Callao. 

Me  limitaré  únicamente  á  exponer  que  el  Ministerio  peruano 
procedió  mal,  sacrificando  la  jurisdicción  nacional;  y  que  el  juee 
del  Callao  procedió  peor,  obedeciendo  al  Gobierno  para  cortar 
ez-xbrupto,  y  contra  ley,  un  asunto  mb-jvdise. 

El  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación  que  los  Esta- 
dos Unidos  habían  ajustado  con  el  Perú  [26  de  Julio  de  1851] 
no  decía  una  palabra  sobre  delitos  comunes  perpetrados  á  b  >rdo, 
ni  se  limitaba  la  jurisdicción  del  país  en  el  caso  á  que  me  refie- 
ro.  (2) 

Convengamos,  pues,  en  que  el  derecho  internacional,  y  la 
práctica  de  las  naciones  cristianas,  reconocen  y  respetan  la- ju- 
risdicción local,  tratándose  de  buques  morcantes.  He  citado  ya 
la  opinión  de  los  más  ilustres  expositores  de  Derechos  de  Gen- 
tes; pero  no  puedo  menos  de  copiar  las  terminantes,  palabras  del 
publicista  LaflFerriére  en  su  Droit  public,  Liv.  í  pág.  370. 

ff  En  loa  paUes  matianos  aolo  la  a^iioridad  del  paia  donde  el  crí^ 

(1 )  Esos  documentos  se  insertan  más  adelante. 
(^)  Véate  ese  tratado  en  ^  Tomo  VII. 
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«tnai  ha  sido  cometido  tiene  el  derecho  de  represit'm.^A  empleo  de 
la  fnerza  publica  es  un  acto  de  soberanía  qué  no  puede  ser  con- 
« cedido  á  los  Cónsules,  sino  por  tratwhs  positivos.  El  principio 
»de  nuestro  código  [el  francé  ]  sob.e  que  las  leyes  de  policía  y 
«seguridad  obligan  á  todos  los  que  habitan  el  territorio,  es  un 
^principio  de  derecho  común.»    ' 

Por  lo  demás,  no  participo  de  las  aprensiones  do  algunos,  res- 
pecto al  menoscabo  de  la  dignidad  nacional  por  la  resolución 
suprema  de  23  de  Febrero.  Desd<*  que  haya  reciprocidad  abso- 
luta en  las  concesiones,  queda  salvo  oí  honor  do  !a  Ro[)ública. 

Lo  que  deberemos  examinar  es,  si  á  pisar  de  tolo,  repartamos 
alguna  ventaja  ó  utilidad  manifiesta  con  la  resolu<ión  supradi- 
cha;  si  es  posible  hacer  efectiva  la  reci|)rocidad  que  «!•  manda- 
mos; y  si  hay  unidad  de  principios  ó  convouieneia  entre  nuestra 
leíiLslación  interna  y  lo  resuelto  ncen.a  de  la  exterritorialidad  de 
los  buques  mercantes. 

Es  indudable  que  las  naciones  que  cuentan  con  escua<lras  po- 
derosas y  numerosísimos  buques  de  comercio,  como  Inglaterra, 
Estados  Unidos  ó  Francia,  tendrían  {)'>sibiliJad  <le  hallar  o[>or- 
tunamente  buques  de  gueria  ó  merciintvs  para  la  conílucción  de 
los  reos:  pero  si  el  delito  es  perpetrado  en  países  remoto;  habría 
que  tocar  con  la  dificultad  del  regreso  de  e-o^  buques,  snbre  to- 
do, cuando  es  natural  que  Ho  modifiquen  el  itinerario  del  viaje 
lOT  razón  del  objeto  con  que  salieron  do  su  propio  paí^.  La  do- 
mora  solamente  del  juicio  embaraza  la  proiita  represión  del  de- 
lito, contra riándose  así  el  más  obvio  prir.cipio  de  filosofía  penal. 

Por  esto  es  que  l'is  Estados  que.  poseen  territorios  en  otras  rr- 
giones  distantes,  establecen  en  ellos  tribunales  de  justicia;  y  si 
no  tienen  derecho  territorial,  procuran  obtoner  del  soberano  el 
jrivilegio  de  crearlos,  como  sucede  en  la  Turquía,  en  los  Princi- 
I>ados  Daimbianos  etc. 

L»as  leyes  francesas  de  28  de  Mayo  de  1836  y  8  de  Julio  de 
1652,  determinan  los  procedimientos  ju<liciales  de  los  Cónsules  en 
las  escalas  de  Oriente  por  delitos  y  crímenes  que  cometan  los  fran- 
ceses ó /o«  na/ura/e^  cfc/ /u^ar.  El  Cónsul  forma  una  especie  de 
tribunal  de  1*  instancia  con  personas  notables  del  pueblo,  y  si  el 
delito  merece  pena  aflictiva  ó  infamante,  es  enviado  el  reo  al 
Procurador  general  de  la  Corte  de  apelaciones.  Las  ci^usas  pro- 
venientes de  los  Consulados  de  Levante,  van  á  la  Corte  de  Pon- 
dicheiy,  y  las  de  la  China,  á  la  Corte  de  Aix. 

El  Gobierno  del  Perú,  si  no  me  engaño,  es  el  primero,  por  no 
decir  el  único  en  Américíi,  que  cede  la  jurisdicción  del  país  por 
delitos  cometidos  a  bordo  de  buques  mercantes  en  su  propio  te- 
rfitorio. — ¿Y  cuáles  son  los  Tratados  positivos   que    hemos   <:e]e- 
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brado  á  este  respecto  con  las  demás  naciones? — Ninguno:  no  te- 
nemos siquiera  un  Código  consular. 

Supongamos  que  algún  marinero  de  un  buque  peruano,surto 
en  los  puertos  de  Francia,  Italia  ó  la  China,  diese  de  puñaladas 
ó  matase  a  cualquiera  de  sus  compañei'os  ó  al  capitán  mismo— 
¿qué  harían  nuestros  respectivos  Cónsules?  Se  constituirían  jue- 
ces ordinarios  del  reo  para  sustanciar  el  sumario,  sentenciarlo  y 
ejecutar  la  sentencia? — Las  leyes  del  Peni,  las  de  Fnjucia,  Ita- 
lia y  las  inglesas  no  permiten  tal  cosa.  Además,  la  legisU\ción 
peruana  no  autoriza  á  los  Cónsules  ni  aún  para  seguir  sumarios 
informativos  en  casos  de  delincuencia. 

Habrá,  pues,  necesidad  de  someter  al  reo  á  nuestros  juzga- 
dos y  tribunales;  pero  ¿de  qué  modo  se  verifiai  la  remisión  del 
culpado?  Ni  los  dueños  ó  capitanes  de  but^u.^s  que  vienen  por 
el  Cabo,  ni  las  compañías  de  vapores  postales,  convendrán  en 
mantener  á  aboido  huéspedes  criminales,  y  mucho  menos  en  co- 
rrer con  la  responsabilidad  de  los  trasbordos  en  algunos  puertos. 
Luego  hay  que  esperar  que  IKgiie  á  Europa  ó  Asia  algún  bu- 
que do  guerra  peruano — ¿Es  esto  admisible? 

Sin  parar  mientes  en  que  los  gobiernos  europeos  no  consen- 
tirán la  prisión  indefiiiida  de  los  reos  peruanos;  sin  tra'ír  a  con- 
sideración que  el  preso  no  puede  viajar  sólo  ó  sin  guardianes,  y 
que  habría  que  hacer  considerables  gastos  para  que  viniese  al 
Perú,  puede  acontecer  que  la  culpabilidad  provenga  de  delitos 
que  no  sean  tan  graves,  como  heridas,  robos  sin  fractura,  ú  otros 
actos  que  por  nuestras  leyes  merezcan  penas  de  cárcel,  arresto 
mayor  ó  menor,  cuyo  término  mínimo  es  de  seis  días. — Y  s?rá 
posible  emprender  por  tales  heeho:?  un  largo  viaje  por  un  tiem- 
po mayor  quo  el  de  la  reclusión  ó  pena  impuesta  por  el  delito?—^ 
¿Y  si  el  reo  resultase  absuelto  ó  inov?ent\  aun  cuando  se  trata  da 
uñ  crimen?  El  viaje  y  los  gastos  eran  inútiles;  pero  la  libertad 
del  ciudadano  y  las  garantías  individuales  quedaban  irremeJia- 
blomente  violadas  por  rancho  tiempo. 

Esto  quiere  decir  privar  al  poder  local  del  derecho  de  re- 
presión de  asuntos  criminales. 

Por  otra  parte,  como  la  simple  captura  del  reo  ó  su  presen- 
cia en  Lima,  no  bastaría  para  la  prosecución  del  juicio,  sería 
preciso  tomar  líis  declaracioues  preventivas  ó  fndagatorias  al  ca- 
pitán, marineros  ú  otras  personas  que  resultasen  citadas  en  el  pro- 
ceso; en  este  caso,  ó  habría  necesidad  de  que  di^-has  personas  vol- 
viesen con  el  reo,  lo  que  es  absurdo,  ó  esperar  buenainente  el  re- 
greso d'd  bu*]Uo,  lo  que  dilataría  el  juicio  y  la  prisión,  falseando 
la  iurisnrudencia  penal. 

ede  salvar  este  inconveniente  el  remedio  de  los  dcspA- 
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chos  exhortíitorios,  I*  porque  estos  se  libran  ó  somaten  á  jueces  y 
no  á  Cónsules:  2?  porque  durante  el  tiempo  que  tardaría  en  ser 
diligenciailo  el  despacho,  podría  suceder  que  el  buque  á  cuyo 
bordo  se  cometió  el  delito,  ó  las  personas  aludidas,  estuviesen 
navegando  ó  en  otra  parte:  y  3?,  finalmente,  porque  no  podemos 
encomendar  á  nuestros  Cónsules  diligencias  sumarias  q'ie  pre- 
suponen juicios  en  comisión. 

¿De  qué  modo,  pues,  se  hace  efectiva  la  reciprocidad?  SL  el 
Perú  tuviese  posesiones  territoriales  en  Europa  ú  otros  puntos 
distantes,  tal  vez  podría  deferirse  el  conocimiento  de  los  juicios  á 
la  autoridad  peruana  más  inmediata;  pero  cuando  la  jurisdic- 
ción nacional  no  pasa  de  nuestras  costas  ó  mares  litorales,  la 
condición  de  reciprocidad  en  que  se  apoyan  las  conclusiones  su- 
premas, es  irrealizable  de  nuestra  parte. 

Todo  tratado  internacional  lleva  consigo  la  posibilidad  de 
su  cumplimiento,  y  debe  fundarse  en  las  ventajas  positivas 
que  se  proponen  los  contratantes. 

lios  Códigos  peruanos  confieren  a  nuestros  jueces  jurisdicción 
civil  y  criminal  en  los  límites  de  sus  respectivas  provincias. — 
¿Qué  harán  los  juzgados  inferiores  cuando  tengan  noticia  de 
haberse  perpetrado  un  homicidio  á  bordo  de  buques  mercantes 
surtos  en  nuestros  puertos? 

Conforme  á  la  ley  peruana  deben  expedir'  un  auto  cabeza 
de  proceso  y  proceder  al  sumario:  conforme  ala  resolución  su- 
prema de  28  de  Febrero,  deben  abstenerse  de  todo  procedimiento. 
Hé  aquí,  pues^  un  conflicto.  ¿Y  puede  el  Gobierno  modificar  y 
derogar  las  leyes  del  Estado? 

Ea  todo  caso,  las  resoluciones  internacionales  tienen  que 
respetar  la  legislación  interna  de  cada  país— mas  claro:  la  razón, 
la  justicia  y  la  naturaleza  de  los  deberes  mutuos  exigen  la  uni- 
dad de  principios  en  el  derecho  positivo. 

De  otro  lado,  el  gobierno  que  declara  la  incompetencia  de 
las  autoridades  del  país,  respecto  al  conocimiento  de  los  delitos 
perpetrados  á  bordo,  no  ha  dicho  nada  acerca  de  la  nacionalidad 
del  buque  por  bandera,  ó  por  la  del  capitán  ó  dueño  de  dicho 
buque.     Los  publicistas  no  están  acordes  en  este  punto. 

Si  el  Cónsul  del  país  en  que  reside  el  dueño  del  buque,  y  el 
Cónsul  compatriota  del  capitán  ó  su  representante,  pretendiesen 
•onocer  exclusivamente  de  los  desórdenes  ó  delitos  suscitados  á 
bordo. — ¿qué  harían  las  autoridades  locales  si  ambos  Cónsules 
reclamasen  á  la  vez  el  auxilio  do  h\  fnerza?  (Víase  á  Siegfrird 
Weis — Code  du  Droit  maritine  intemational^  lib,  ^  pág,  S06,) 

Muy  adelante  nos  llevaría  el  análisis  severo  de  la  resolución 
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Conducta  del  Gobierno  en  este  asunto.  Celo*  del  Ministerio  Fiscal  d^'-^.-^noci  lo 
hasta  ahora.  Principios  generales  sobre  jurisdicción  territorial.  Doctrina 
ínci'impleta  de  Falix  sobre  la  materia.  Enmienda  de  su  comentador.  Re- 
solución del  C'^nsejo  de  Estado  de  1806.  Exposición  de  loi  principios  qiie 
rigen  en  Francia,  sobre  esta  materia,  por  M.  Ortol  in,  pr  >fcs{>r  de  DvTCjha 
Penal.  Caso  del  "Terapest".  éu  apreciación.  Opiniones  del  Fiscal  GeneraV 
Dupin,  del  Vocal  de  la  Suprema  Corte  de  nulidad.  Foucher,  y  del  Fiscal  sj 
ñor  Ureta.  Ordenanza  de  29  de  Octubre  de  1833.  Decreto  de  24  de  Marzo 
de  1852  y  exposición  del  Ministro  de  Mirina  Dj:os.  Ello?  nj  hi  i  d.ro  ga- 
sino m  xíiñcado  la  Ordenanza  de  1833.  Verdadero  carácter  de  e^ta  Orde- 
nanza. Ella  no  es  una  te  *tativa  sino  cuando  no  h.iy  Trátalo -í.  y  en  ene 
caso  se  comleuzat'\)or  ofrecer  lo  que  h^  declarado  el  G  jbi:rao  del  Perú 


Antes  (le  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  séanos  permiti- 
do manifestar  la  seguridad  que  tenem  js  de  que  los  espíritus  im- 
parciales  verán  que  en  ella  la  conducta  del  Gobierno  ha  sido 
guia-la  por  la  buena  fé  política  y  por  la  lealta<l  interna- 
cioual. 

El  lionorable  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia  diri- 
gió al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  una  reclamación;  (1)  y 
éste,  que  no  quiso  resolverla  ligeramente,  oyó,  para  ilustrar  su  jui- 
cio, al  señor  Fiscal  de  la  Excma  Corte  Suprema.  No  conforman- 
dos>3  con  su  dictamen,  ni  queriendo  proporcionar  a  la  legación 
italiana  uno  de  esos  triunfos  difíciles  y  tardíos  de  que  guarda  la 
R3¡>ública  bien  tristes  recuordoi,  el  Ministro  dj  llilacionos  Ex- 
teriores expuso  su  opinión  al  Presidente  de  la  República  y  al 
CorLS*:jo  de  Ministros.  (2)  Si  no  hubiesen  aceptado  sus  ideas,  él  ha- 
bría tenido  la  grata  satisfacción  de  renunciar  ol  Ministerio;  pero 
tuvo  otra,  que  si  no  le  permitió  dejar,  con  mucho  placer,  en 
mas  hábiles  manos,  la  Cartera  de  Relaciones  Exteriores,  le  pro- 
porcionó la  oportunidad  de  realizar  un  acto   do  justicia,  de  leal- 


í 


1]  Pagínalo. 
2]   Página  30. 
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tad   internacional,   de   verdadero   progreso  y  de  conveniencia 
trascendental. 

El  Ministerio  Fiscal  que,  en  otros  tiempos,  no  ha  reclama- 
do ni  laa  prerrogativas  del  Peder  Judicial,  ni  el  n:antenimiento 
del  Poder  Ejecutivo  en  su  legítima  esfera,  teniendo  hoy  en  el 
señor  Ureta  un  inteligente  y  celoso  intérprete,  ha  pedido  la  re- 
consideración del  supremo  decreto  que  ordena  la  ejecución  de  un 
tratado.  (1)  Por  último,  el  Plenipotenciario  que  firmó  la  conven- 
ción que  se  ha  mandado  cumplir,  ataca  también  la  resolución, 
del  Gobierno. 

S.  E.  el  Presidente  ha  declarado  sin  lugar  la  reconsidera- 
ción pedida  por  el  señor  Fiscal;  pero,  estimando  su  reclara*ación 
on  lo  que  ella  vale,  parécenos  conveniente  darle  una  contesta- 
ción. La  posición  y  el  mérito  del  señor  Mesones,  imponen  el 
mismo  deber. 

El  señor  Ureta  comienza  su  exposición  enunciando  princi- 
pios generales  sobre  jurisdicción  territorial,  y  cita  para  ello  á 
Félix,  al  Presidente  Marshall  y  á  Wheaton.  Todos  opinan  por- 
que la  jurisdicción  se  extiende  á  todas  las  partes  del  territorio, 
excepto  el  caso  de  estipulación  en  contrario.  Según  esto,  las 
cuestiones  suscitadas  por  la  resolución  del  Gobierno  quedan  en 
pié;  porque  precisamente  se  trata  de  saber  si  lo  que  pasa  en  el 
interior  de  un  buque  mercante  está  sujeto  á  la  jurisdicción  del 
país  y  si  los  tratados  vigentes  lo  exceptúan  de  ella.  A  fin  de 
examinarlas  detenidamente  y  de  manifestar  nuestras  ideas  sobre 
ellas,  apreciaremos  los  principales  argumentos  de  los  señores 
Ureta  y  Mesones  y  juzgaremos  la  cuestión  bajo  su  aspecto  posi- 
tivo. 

Félix,  á  quien  cita  el  señor  Fiscal,  y  cuya  obra  está  destina- 
da al  estudio  del  derecho  internacianal  privado  y  no  publico, 
trata  ligeramente  la  cuestión;  y  su  erudito  Comentador  dice:  «(p. 
y  2587,  V).  En  lo  lelativo  á  los  buques  mercantes  que  se  hallan 
«  en  j>uerto  extranjero,  M.  Félix  no  indica  una  distinción  que  se 
«  ha  hecho  ^^iempreen  Francia  y  que  está  consagrada  por  la  opi- 
"  nión  í\q\  (  onscjo  de  Estíulo  do  29  de  Noviembre  de  1S06,  cuyo 
«  texto  copia  en  í^eguida.  Después,  dice  el  comentador,  que  este 
«  nsunto  está  admirablenionte  desenvuelto  en  los  Elementos  de 
o  Dereclio  IVnal  de  M.  Ortolan.»  Este  sabio  profesor  de  la  Uni- 
vors  dad  de  París,  qtio  emploó  10  au.)s  en  la  composición  de  su 
obra,  fruto  do  10  anos  d('  cír^rfuuua,  y  q:io  no  poJía  ser  guiado 
por  nniguüu  i^vocupraMÓir  diplomática,  di.e,    ocupándose    de  los 


>|i4UcM  nienant.s,  qu.>,  aunqu..  no  forman  parto  del    i.odor    nú- 
bhco  de  su  país  ¡vMa-,  colorados  bajo  la  nacicmalidad  de  i'l  v  nu€ 


(1(>  8-1  ¡.nís  oMÚM  _co!<H-mlosbajo!a  nacional ¡dua  .]c7ry  que 
son  omio  lu.u  iMhitac.un  Ilutante  (juc  lleva  en  su  sonó    la    orU- 
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nización  y  el  régimen  de  las  leyes  que  lian  recibido.  Esta  coii- 
lideración  ha  causado  en  los  espíritus  perplejidades  contrarias, 
suscitado  dudas  y  hecho  buscar  nlgún  otro  temperamento  con  cu- 
ya ayuda  se  conrultase  más  el  derecho  de  imperio  de  la  autori- 
dad local.  El  uso  dominante  y  (pie  debe  acabar  por  prevalecer 
unánimemente  en  la  aplicación  del  Derecho  de  Gentes,  es  el  que 
seguimos  en  Francia.  En  seguida  el  autor  fija,  como  regla,  el 
parecer  del  Consejo  de  Estado  de  1S0(>  (textualmente).  «  En  con- 
secuencia, hallándose  un  buque  mercante  extranjero  situado  en 
nuestros  puertos  ó  aguas  territoriales,  dejumos  al  poder  penal 
y  á  la  jurisdicción  del  Estado  á  (jiie  pertenece  el  buque,  no  so- 
hmente  los  delitos  de  gervicio  ó  do  discipiina  paramente  interio* 
re»,  respecto  de  los  cuales  nos  hallamos  evidentemente  desnu- 
dos de  todo  interés,  sino  aún  los  cri'nenes  ó  delitos  de  Dei^ccho 
Común  cometidos  á  bordo  de  estos  buques  entre  gentes  de  la 
tripulación  solamente,  siempre  (pie  el  socorro  de  la  autoridad 
no  haya  sido  reclamado  ó  que  la  tranquilidad  del  puerto 
no  esté  comprometida.»  Por  reciprocidad,  dice  dicho  autor,  re- 
clamamos el  mismo  trato  y  la  observancia  del  mismo  derecho 
respecto  de  los  hechos  cometidos  á  bordo  de  nuestros  buquei 
mercantes  en  los  países  extranjeros.  lín  este  sentido  están  con- 
coucebidas  las  instrucciones  públicas  que  reciben  nuestros  agen- 
tes diplomáticos  ó  consulares,  y  en  ese  sentido  deberán  nuestros 
Tribunales  juzgar  la  cuestión  de  saber  si  los  hecjios  de  que  se 
trata  serán  considerados  como  delitos  cometidos  fuera  del  territo- 
rio ó  en  el  territorio.  En  términos  técraicos  se  dirá,por  los  que  admi- 
ten Femejante  lenguaje,  que  el  buque  mercante  goza,  para  ciertos 
hechos,  del  privilegio  de  la  exterTitorialidad  y  para  otros  no.»  En 
seguida,  y  ocupándose  del  caso  del  «Tempest»,  de  la  requisito- 
ria del  Procurador  General  Dupin  y  de  la  sentencia  de  la  Cor- 
te de  Casación,  que  son  el  Aquiles  del  escrito  del  señor  Ureta, 
dice  que  todas  las  circunstancias  concurríanla  mantener  la  ju- 
risdicción local,  que  de  la  sentencia  de  la  Corte  de  Casación  no 
había  nada  que  concluir  más  allá  de  las  doctrinas  practicadas  en 
Francia,  las  que  pueden  resumirse  así: — «  nuestra  jurisdicción 
territorial  no  puede  desprenderse  de  lo  que  toca  á  los  intereses 
del  Estado.  Si  tratados  públicos,  como  los  hay  en  efecto,  hubie- 
sen arreglado  este  punto,  sus  disposiciones  deben  ser  observadas 
J^pecto  de  las  partes  contratantes.  Los  q\ie  criden  son,  por  otro 
l^,  conforma  con  la  doctrina  que  acabamos   de   exponer.   »(Droit 

Pml),  . 

Resulta,  pues,  que  la  resolución  en  el  caso  del  «Tempets»  no 
derogó  ni  pudo  derogar  lá  legislación  de  Francia.  El  parecer 
del  (yonsejo  de  Estado  de  18013,  aprobado  por  el  Gobierno  im- 
perial y  base  de  esa  legislación,  subsistió,  lo  mismo  que  la   orde- 
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nales  especiales  para  las  faltas,  delitos  ó  crímenes  cometidos  á 
bordo  en  cualquiera  localidad,  en  alta  mar,  en  los  puertos  de 
Francia  ó  en  los  puertos  extranjeros;  se  clasifican  en  el  artículo  1* 
las  faltas,  los  delitos  y  los  crímenes,  y  en  el  segundo  se  dice  qut 
quedan  sometidas  á  las  reglas  de  orden,  de  servicio  y  de  disciplina 
.  establecidas  en  los  buques  mercantes,  y  susceptibles  de  sufrir  las 
penas  determinadas  por  el  decret<»,  á  causa  de  las  faltas  de  disci- 
plina, de  los  delitos  y  crímenes  enunciados,  todas  las  personas 
embarcadas  desde  el  día  de  su  inscripción  hasta  su  desembar- 
que administrativo.  Lejos  de  dejarse  á  las  autoridades  locales  el 
conocimiento  de  los  delitos  cometidos  á  Jbordo,  se  instituyeron 
tribunales  especiales  para  juzgarlos,  los  que,  sea  dicho  de  pasój 
no  han  llegado  á  establecerse.  Así,  ese  decreto  no  prueba  nada 
de  lo  que  ha  querido  decir  el  señor  Mesones.  Mas  aun,  en  la  cir- 
cular de  dicho  Ministro  de  27  de  Marzo  del  mismo  año  soore  el 
anterioi  decreto,  se  mencionan  los  artículos  de  la  ordenanza  de 
1833  que  quedan  derogados  y  no  se  comprende  entre  ellos  el  ar- 
tículo 22.  La  modificación  de  que  quiso  ocuparse  el  señor  Meso- 
nes fué,  tal  vez,  la  traslación  que  se  hizo  á  los  comandantes  de 
buques  del  Estado,  de  las  facultades  que  tenían  los  Cónsules, 
íespecto  de  los  buques  mercantes  en  puertos  y  radas  extranjeros. 
En  1858  tampoco  ha  sido  derogado  el  artículo  22,  como  lo  dá  á 
entender  el  señor  Mesones. 

Esta  disposición  lejos  de  ser,  como  cree  el  señor  Ureta,  una 
mera  tentativa  oficial,  es  la  base  de  la  legislación  fraui  esa  en  la 
materia,  y  si  se  dice  en  ella  que  los  Cónsules  reclamarán  contra 
cualquiera  tentativa  que  pueda  hacerse  en  contrario,  y  si  se  les 
previene  que  invoquen  la  recii)rocidad  de  los  firinc'piosde  1806, 
lo  que  se  prescribe  es  que,  aún  cuando  no  existan  tratados,  se 
esté  á  lo  prevenido  en  ellos,  según  el  artículo  19.  En  el  primer 
caso  se  pide  á  los  demás  lo  que  se  les  dá  exj)ontáneainente:  en  el 
segundo  se  exige  el  ctiiiiplimiento  délos  tratados,  ¿('uálcs  son 
estos?  Los  que  ha  celebrado  y  celebra  la  Francia,  es  decir,  los 
que  existen  con  los  Estados  Unidos,  con  Italia,  con  el  Perú  y  con 
muchos  otros  países  de  la  cristiandad.  ;Cuál  es  esa  prescripción? 
La  de  que  las  autoridades  locales  no  debían  intervenir  cuando 
no  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto  ó  tengan  parte  en  los  de- 
sórdenes las  personas  sujetas  á  la  jurisdicción  del  lugar. 
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Examen  tle  la  Convención  Consular  con  Francia.  En  ella  se  consagra  la  inde- 
pendencia en  que  se  hal!a  el  buque  ile  la  juris  licción  territorial  para  todo 
lo  relativo  al  interior  del  buque.  Excepción  que  hace  el  señor  Ureta  de 
los  ciimettes.  Esta  palabra  no  se  halla  en  nuestro  Código  Penal.  Necesi- 
áa,r]  que  habría  do  aplicar  el  Có'^igo  Penal  de  Francia  en  el  Perú  para  se- 
gnir  las  doctrinas  del  señor  Ureta 

Líi  Convención  de  Italia  con  el  Brasil  no  deja  á  la  autoridad  territorial  el  co- 
nocimiento de  los  delitos  cometidos  á  bordo,  como  lo  cree  el  señor  Meso- 
nes. Los  respectivos  Gobiernos  son  los  que  pueden  fijar  el  sentido  de  las 
Convenciones  para  podcrliis  cumplir 

El  Ministro  no  copió  todo  lo  relativo  á  los  Cónsules  por  limi- 
tarse á  citar  lo  que  le  pareció  indispensable.  Ni  tuvo  el  ánimo 
de  ocultar  lo  que  es  público,  ni  teme  el  recuerdo  que  se  le  quie- 
re hacer.  Lo  agradece,  porque  tiende  á  completar  su  pensamien- 
to. Examinando  el  tratado  con  Francia,  la  convención  con  Ita- 
lia, las  Convenciones  de  Francia  con  este  ultimo  país,  con  el 
BrHsil  y  con  España,  se  ve  que  siempre  se  comienza  por  estable- 
cer que,  en  lo  relativo  á  la  policía  de  los  puertop,  carga  y  des- 
carga, es  decir,  a  toílo  lo  que  es  exterior  del  buque,  se  encuentra 
éste  sujeto  á  las  leyes  locales:  en  segundo  lugar,  se  dice  que  la 
policía  interna  y  el  conocimiento  de  los  desórdenes  quedan  suje- 
tos á  los  Cónsules,  lo  mismo  que  el  de  las  diferencias  que  puedan 
sobrevenir:  en  tercer  lugar,  so  determinan  los  casos  en  que  deben 
intervenir  las  autoridades  locales;  y,  por  último,  se  declara  que, 
en  los  demás  casos,  las  autoridades  localfs  se  limitarán  á  auxi- 
liar á  los  (  onsulcs  &.  &.  Así,  en  la  primera  disposición,  se  esta- 
blecen lo?  casos  generales  en  que  un  buque  extranjero  se  encuen - 
tra  sujeto  ú  la  autoridad  local:  en  el  segundo,  se  dice  cual  es  la 
autoridad  encargnda  de  su  policía,  que  es  la  del  país  á  que  per- 
tenece el  buque:  en  el  tercero,  se  determinan  los  casos  en  que 
tiene  derecho  do  intervenir  la  autoridad  local;  y,  en  el  cuarto, 
aquellcs  en  que  puede  y  debe  hacerlo  en  el  interés  del  buque. 
Esto  es  claro;  pero  el  señor  Ureta  cree  que  los  crímenes  no  se 
bullan  fuera  del  nlcance  de  la  jurisdicción  local.  Los  crtmcneSj 
dice  el  ^eñor  Fiscal,  no  son  dcsórd(ncs,  no  son  diferencias;  los 
Cónsules  no  pueden  conocer  de  los  crímenes,  y  estos  no  se  ha- 
llan además  mencionados  en  la  Convención.  Ils  cierto  que  ni  la 
Convención  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  ni  ninguna  Conven- 
ción Consular,  se  ocupa  de  hacer  la  distinción  entre  faltas,  deli- 
tos y  crímenes.  Todas  ellas  se  limitan  á  hablar  de  orden,  de 
policía  y  de  desórdenes.  Estas  distinciones  no  se  han  hecho  ni 
se  deben  hacer  en  las  Convenciones  Consulares.  La  policía,  el 
orden  del  puerto,  todo  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  del  bu- 
que con  el  exterior  corresponde  a  la  autoridad  local;  pero,  aún 
en  lo  que  es  exterior,  si  se  trata  de  meras  diferencias,  de  cues- 
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tienes  sobre  salarios,  enganches  &.,  no  es  competente  dicha  auto- 
ridad. Los  Convenciones  no  usan  las  palabras  técnicas  de  faltas, 
delitos  y  crímenes,  pino  únicamente  de  orden  y  de  policía;  y  es 
evidente  que  todos  estos  hechos,  en  lo  que  se  refieren  al  interior 
del  buque,  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  la  autoridad  del  lugar 
á  que  pertenece  el  buque.  Así,  si  se  turba  el  órJen  por  fallas, 
delitos  6  crímenes  sin  q\x^  se  altere  la  tranquilidad  del  puerto  y 
sin  que  se  comprometa  un  interés  extraño,  el  conocimiento  de 
esos  hechos,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza,  no  corresponde  á 
la  autoridad  local.  Las  leyes  de  policía  obligan  en  todo  el  terri- 
torio y  á  todas  los  que  lo  liabitan;  pero  la  policía  interior  del 
buque  no  corresponde  á  la  autoridad  territorial. 

Hé  aquí,  pues,  limitado  el  principio  de  la  soberanía  juris* 
diccional  y  territorial,  que,  si  tuviese  el  significado  absoluto  que 
le  atribuye  el  señor  Ureta,  suprimiría  en  el  Perú  todo  el  Derecho 
Internacional  y  nos  pondría  en  el  caso  de  no  tener  relaciones 
con  ningún  país  de  la  tierra.  Trastornado  el  orden  en  el  inte- 
rior de  un  buque,  corresponde  al  Cónsul  el  conocimiento  de  los 
hechos,  no  para  sentenciar  todos  los  delitos  que  ocurran,  ni,  mu- 
cho menos,  para  ejecutar  sus  resoluciones,  sino  para  obrar  como 
lo  previenen  el  Derecho  de  Gentes  y  las  leyes  de  su  país.  Con 
razón  ha  hecho  notar  el  señor  Ureta  que  si  en  Francia  los  hechos 
punibles  se  llaman  faltas,  delitos  y  crímenes,  en  el  Perú,  según 
nuestro  Código  Penal,  se  comprenden  todos  esos  hechos  bajo  los 
nombres  de  faltas  y  delitos.  El  Fiscal  parece  creer  que  según  la 
legislación  y  la  jurisprudencia  de  Francia,  lo  mismo  que  según 
las  convenciones  vigente?,  si  las  faltas  y  los  delitos  se  hallan 
bajo  la  jurisdicción  del  país  á  que  pertenece  el  buque,  el  conoci- 
miento de  los  crímenes  no  puede  menos  que  corresponder  á  las 
autoridades  del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra.  Y  bien, 
¿cuáles son  los  hechos  que  nuestra  legislación  califica  de  crímenes 
y  que,  según  la  doctrina  del  señor  Fiscal,  deben  caer  bajo  el  co- 
nocimiento lie  las  autoridades  locales?  En  la  palabra  genérica 
delitos  se  comprenden  los  hecho?  que  la  legislación  francesa 
llama  delilos  y  crhneiir^]  pero  ¿cuáles  son  los  crímene.*^?  Serán  los 
hechos  calificados  de  tales  por  la  Ugislación  francesa.  De  manera 
que  sería  })reciso  que  nuestras  autoridades  aplicasen  el  Código 
Penal  de  Francia  y  no  el  Código  Penal  del  Perú.  Así,  tratándo- 
se de  exagerar  el  alcance  de  las  leyes  peruanas,  se  comienza  por 
exigir  el  cumplimiento  de  una  legislación  extranjera  y  la  ai>lica- 
ción  de  ella  por  las  autoridades  del  país.  La  imposibilidad  de 
aplicar  las  doctrinas  del  sonor  Fiscal  os  una  nueva  prueba  de  que 
ellas  no  están  conformes  coji  la  verdad. 

El  señor  Mesones  copia  el  texto  completo  de  nuestra  estipu- 
lación  con   Francia  sobre  la  materia.     No  lo  analiza,  y  continúa 


—  100  — 

diciendo  que  se  encontraba  en  Italia  cuando  se  celebró  otra  Con- 
vención entre  el  Gobierno  de  Turin  y  el  Imperio  dsl  Brasil.  La 
circunstancia  de  hallarse  el  señor  Mesones  en  Italia,  ocupando 
una  alta  posición,  y  de  recordarla  para  robustecer  sus  opiniones, 
nc8  hizo  creer  que  el  señor  Mesones  tenía  la  seguridad  de  haberse 
declarado  algo  en  dicha  Convención  que  debiese  destruir  la  reso- 
lución del  Gobierno. 

Sin  embargo,  el  señor  Mesones  duda  de  que  en  ese  acto  in- 
ternacional se  hubiesen  exceptuado  los  delitos  de  la  jurisdicción 
del  país  á  que  pertenece  el  buque,  é  interpela  al  H.  señor  Garrou; 
pero,  después  el  señor  Mesonas  debió  adquirir  la  seguridad  de 
que  el  Tratado  de  Italia  con  el  Brasil  encerraba  esa  estipulación, 
porque,  sin  aguardar  la  respuesta  d  1  H.  señor  Encargado 
de  Negocios  de  Italia,  que,  cc.mo  lo  cree  el  señor  Mesones,  debe 
conocer  las  leyes  de  su  patria  dice,  que  tales  son  las  estipulaciones 
de  dicho  Tratado;  y  de  su  aseveración,  que  antes  no  lo  era,  deduce 
muchos  de  sus  principales  argumentos.  Bien  habría  hecho  el  señor 
Mesones  en  atenerse  á  la  duda  que  enunció  al  principio  sobre  la 
infalibilidad  de  su  memoria,  porque  la  estipulación  deque  el  ha- 
bla no  existe:  tenemos  á  la  vista  dicha  Convención  y  podemos 
asegurarlo  así.  Después  el  señor  Mesones  cójiia  una  parte  del 
Reglamento  del  Brasil,  según  la  cual,  en  caso  de  delito  cometido 
á  bordo  de  un  puerto  extranjero,  los  (cónsules  no  deben  ingerirse, 
dejando  a  las  partes  que  se  entiendan  ante  los  Tribunales  del 
país;  pero  el  reglamento  consular  del  Brasil  no  es  la  regla  para 
resolver  nuestras  cuestiones  con  Francia  y  con  Italia.  Además 
el  Brasil  en  su  Convención  con  Francia  y  en  aquella  con  Italia, 
que  el  señor  Mesones  no  conoce,  ha  consignado  estipulaciones 
idénticas  á  las  ajustadas  con  el  Perú.  V^erdades  que  los  señores 
Ureta  y  Mesones  creen  que  la  resolución  del  Gobierno  peruano 
es  contraria  á  las  convenciones  vigentes,  y  0[)uesta  á  las  leyes,  á 
la  jurisi)rudencia  de  Francia  y  de  Italia  y  n  las  opiniones  de  los 
principales  tratadistas;  pero  si  los  Gobiernos  de  Francia  y  de 
Italia  piensan  do  distinta  manera,  no  sería  posible  preferir  las 
opiniones  del  señor  Fiscal  y  de  nuestro  antiguo  Plonijíotenciario 
á  las  opiniones  de  los  Gobiernos  con  tratan  tes. 
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III 


Caso  de!  buque  sueco  "Forsatning".  Crimen  de  envenenamiento  cometido  á 
bordo  en  aguas  francesa^.  El  gobierno  francés  declaró  incompetentes  á 
sus  autrridades.  Principio  de  Hauteffeuille.  Caso  del  buque  Alejandro 
de  l^urdeos  qn^  lo  confirma.  Aplicación  de  la  regía  por  el  ra-smo  autor, 
siendo  Fiscal  en  Argel.  Legislación  y  política  de  los  Estados  Unidos. 
Wheaton  se  encuentra  en  contradicción  crní  ella  Reglamentos  de  los 
Estados  Unidos.  Ellos  están  en  contormidad  con  la  resolución  del  Go- 
bierno del  Perü.  Caso  de  la  Creoll".  El  Gobierno  Norte  Americano 
mantuvo  su  ju'isdicción  en  u.i  buque  surto  en  aguas  inglesas.  Whea- 
ton fué  de  la  misma  opinión.  Indecisiones  de  aquél  publicista  y  modi- 
ficación de  sus  doctr  ñas.  Política  del  Gobierno  americano,  expresada 
por  la  terminante  declaración  del  Secretario  de  E.stado  Daniel  Webster. 
Apicciación  de  las  palabras  de  Mr  Masón,  Ministro  americano  en 
París.  Juicio  sobre  la  respuesta  del  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
de  Francia,  sobre  la  inteligencia  de  la  Convención  de  1853  en  un  con- 
flicto de  juistliición.  Obscrvac'ón  sobre  la  consulta  que  se  hace  al 
Min'stro  de  Re'ac  oneií  E.xterlores  de  Francia,  siempre  que  se  trata  de 
asuntos  que  son  ó  pueden  ser  internacionales.  Homicidio  cometido  á 
prin'^ípios  de  este  ano  en  aguas  alemanas,  á  b')rdo  de  un  buque  ameri- 
cano. La  jurisdicción  aniericnna  ba  sido  reconocida  sin  contradicción. 
Casos  peruanos.  Resolución  terminante  dada  en  el  caso  del  buque 
americano  "D.^fiance",  sin  existir  tratado  que  la  exigcse  y  sin  estipular 
la  reci^)rocidad  Exfimen  del  ciso  de  la  "John  Ounnin^".  No  fué  igual 
u\  presente.  Opiniones  exageradas  tie  los  señores  Ureta  y  Clay.  La 
jurisdicción  peruana  no  triunfó  Impunidad  del  delincuente.  Enseñanza 
práctica.  En  los  Estados  Unidos  el  Gobierno  ordena  el  juicio  y  lo  sus- 
IJtnde  cuando  h  \y  reclamaciones  internacionales.  Los  Fiscales  obede- 
cen al  Gobierno,  y  ni  pi'len  reconsideración,  ni  promueven  competencia 
I^i  independencia  del  Poder  Judicial  no  se  considera  comprometida. 
Caso  del  "Aunis".  No  fué  idéntico  al  actual.  El  señor  Mesones  no  lo 
ha  presentido  como  fué,  ni  ha  dicho  el  modo  como  terminó.  Fué 
un  caso  de  verdadero  asilo.  A  pesar  de  esto,  triunfó  el  principio  de  la 
inviolabilidad  de  la  bandera. 

En  el  cuso  del  crimen  de  envenenamiento  cometido  á  bordo 
Jf  1  buque  sueco  «Foi-satning»,  en  aguas  francesas,  el  gobierno  fran- 
cés dijo:  que  convenía  entregar  los  delincuentes  á  la  policía  de  á  bor- 
do.El  señor  Ureta  creo  que  la  palabra  convenía  no  importaba  una 
decisión,  sino  la  existencia  de  motivos  particulares  para  obrar  así 
en  un  cuso  especial:  pero  ¿por  qué  convino  adoptar  la  resolución? 
Porque  era  conforme  con  el  Derecho  de  Gentes,  con  las  leyes  y  con 
la  práctica  de  la  Francia.  So  conáprende  más  bien  que  se  hizo  uso  de 
la  palabra  convevlüy  i>orque,  no  teniéndola  Suecia  con  la  Francia 
un  t'/atado  que  le  diose  al  Gobierno  sueco  el  derecho  de  reclamar 
los  delincuentes,  el  (íobierno  francés  no  quiso  usar  otra  palabra 
que  expresase  el  reconocimiento  de  una  obligación  perfecta.  La 
jurisprudencia  francesa  es  constante  en  esta  materia.  Hauteffeuille^ 
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ú  quien  el  soñor  Mesones  llama  el  más  distinguido  escritor  de 
derecho  marítimo  moderno,  después  de  decir  que  —  todos  los 
doivohos  del  Príncipe  territorial  se  refieren  al  puerto  y  que  no 
hyu;  uno  S'^h  que  concierna  al  buque  extranjero,  y  que  éste  queda 
sujeto  A  la  jurisdicción  exclusiva  del  soberano,  cuya  bandera 
tM\urK>lrt.  cita  el  caso  del  buque  «Alejandro»  de  Burdeos,  que 
fué  robuvlo  í\  su  capitán  por  uno  de  los  oficiales  de  á  bordo  y 
iMuduvidoá    la    mda   de   Rhode   Island.     El  comandante  del 

^  '  *      ^"  irán  te 

presa 
acusados 

tvi  oaliliaido  tvmo  pimtería  y  tiene  pena  de  muerte  por  las  leyes 
frauvvsns,  K<v^  culpables  fueron  juzgados  en  Brest,  condenados  y 
ejo\  atadlas,  Sin  omlv\roro.  uno  de  lo?  cómplices  y  el  jefe  de  la  re- 
\vlion  dr>oendiin>n  á  tierna,  Uevándt^se  algunos  diamantes  que 
l\.\v  ian  ivu'íe  do  la  earira;  poro  habían  de^a  lo  el  suelo  francés. 
Auí>i;ue  sx^  hallasen  |vrtee:amento  al  aic:\nc¿*  del  comandauie,  y 
A\iu  evuwulv^  v<te  lena  luer-as  más  que  s^uSoiení^  para  apoderar- 
ais de  1  !\\s  lu^  pudo  h.avvrlv^  v  rvelamavios  ea  virtud  de  los  trata- 
dA<,  iv;\;v>  iv.aviíuvíi  desorert^^  fueron  entrégalos   y   enviados  a 
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por  eso  Ortolan  [Regles  iiiternatiorales  et  Diplomatic  de  la  Mer, 
pag.  272,]  después  deoeupavfe  de  las  reglas  establecidas  en  1806 
por  la  Francia,  dice:  «estos  dos  asuntos  [Newton  y  Sally]  son  in- 
«rteresantes  bajo  otro  punto  de  vista,  el  de  que  nos  manifiestan 
«  que  los  americanos,  eii  contradicción  con   la  opinión  emitida  por 

•  uno  de  svs  pnlUafitas,  M.  Wlécatort,  reclaman  la  juri.sdiccion  na- 
«cional  ¡uira  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  sus  buques  mercan- 
«tes  en  un  puerto  extrai^jero,  cuando  estos  delitos  tienen  lugar 
«únicamente  entre  personas  de  la  tripulación  y  que  la  tranqui- 
lidad del  puerto  no  se  ha  comprometido,  es  decir,  que  este  po- 
«der  marítimo  se  adhiere  a  los  mismos  principios  que  nosotros.  » 
La  legislación  de  los  Estados  Unidos  se  compone  de  sus  leyes  y 
de  sus  reglamentos;  hé  aquí  lo  que  ella  dispone,  art,  36,  sección  5* 
capitulo  4?,  del  reglamento  é  instrucciones  á  los  Cónsules  de  I9S 
Estados  Unidos,  [Puede  verse  en  Cussy  Reglements  coiisulaires, 
pag.380.]  «Si  á  bordo  de  un  buque  de  los  Estados  Unidos  que 
«llega  aun  distrito  consular  se  ha  cometido  algún  robo,  suble- 
ff  vacion  ó  cualquier  otro  exceso  contra  las  leyes  de  los  Estados 
«  Unidos,  el  Cónsul,  después  de  halier  tomado  las  d¡spocicione«! 
«necesarias  para  acreditar  la  existencia  de  los  hechos,  se  dirigiíA 
«á  las  autoridades  locales  á  fin  de  obtener  los  medios  de  apode- 
«  rarse  de  los  culpables  durante  el  tiempo  que  permanezcan  en  el 
«puerto  y  tomará  las  medidas  convenientes  para  enviarles  sin 
«  demora  á  los  Estatlos  Unidos,  á  fin  de  que  sean  allí  juzgados. 
«  En  el  oaso  de  que  el  buque,  á  cuyo  bordo  se  hubiese  cometido  el 
«  delito,  no  esté  cargado  para  los  Estados  Unidos,  el  Cónsul  hará 
«  lo  posible  para  enviar  allí  dos  de  los  principales  testigos  y  el 
«  individuo  acusado,  trasmitiendo  al  mismo  tiempo  las  deposici- 
«nes   que   hubiese   recibido  relativamente   al  delito,  la  relación 

*  exacta  de  todas  las  circuntancias  y  los  informe?  que  crea  riecc- 
«sarios  para  acreditar  la  convicción  de  culpabilidad  <le  los  acu- 
«sados.»  Una  ligera  duda  deja  en  nuestro  espíritu  la  rediiccion  del 
principio  de  este  artículo,  que  en  inglés,  es  así:—  «  Uhawever  pi- 
racy,  of  the  United  States  shall  have  been  committed  on  board  of 
any  vessel  of  the  Uninted  States  coming  into  the  consular  district 
etc.»  La  palabra  coming^  llegando,  ó  que  llega,  ¿se  refiere  á  los  crí- 
menes cometidos  antes  ó  después  de  llegar  al  distrito  consular? 
Aun  suponiendo  lo  primero,  existe  otra  disposición  que  reasuma, 
por  decilo  así,  el  pensamiento  de  la  gran  República  sobre  la 
materia.  En  el  manual  del  Cónsul  de  los  Estados?  Unidos  (debe 
res  de  los  empleados  consulares  con  respecto  á  lo^  ciudadanos  de 
Estados  Unidos,  cap.  24,  pag.  197)  se  dice:  « Si  el  crimen  ha  sido 
cometido  í\  bordo  de  un  buque  americano,  en  un  puerto  e.dranje  o. 
el  empleado  consular  no  puede  ejercer  jurisdicción  en  el  asun- 
to, á  no  ser  en  virtud  de  la  estipulación  expresa  de  un  tratado, 
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«lol  u<o  i^taMov  ¡•lo,  ó  gracias  ú  \h  eortosíji  *lf  las  auton*lade3  del 
\vtí<  «iiu\  jH^r  n^otivo  de  amistad  internacional,  puedan  referir  el 
c.ís*\  á  jvtioión  dol  empleado  consular,  para  que  no  juzguen  las 
aiiív^riviavlt'S  jiulivialoa  tle  los  Estados  Un  idos,  a— Después  de  rau- 
vh^s  oints  dispvviciv'Ues  se  cv>¡u*luye  i>i^r  decir  lo  siguiente: 

*  1-as  anu  ri.^n^s  oK<crvacionos  sc^bre  los   «leyeres  de  los  Cónsu- 
les. rx^síMMo  vle  ciiuíi nales,   se   aplican   más  especialmente  á   los 
OtM^.s.:ics  en  ^»;,\n'X  r  •iVíti.í-í*   que  tienen  tratados  con  tos  Estados 
rniav>s^  Iaxs  vV»nsuIes  en  China,  Turquía  y  Japón,  tienen  su  ca- 
rador jvvulisr'»  Xo  dice  allí  el  Gobierno  de  b>s  Estados  Unidos, 
s^íno  lo  qiie  ha  diclio  el  Gobierno  peruano.  No  impone  su  doctri- 
r.-i,  sir,  ^  qv.e  busvw  su  cumplimiento:  y  cuando  pide   pan\  sí  su 
c;í:vi!.*>^n  :;or.e  que  ofrvwrla  á  las  demiis  nao:''*:ies,  porque  la  reci- 
i^rvv:  ',.í  i  e<.  ir:r\*  K^s  piublv^,  ia  iiiualaad,  la  justicia  v  la  líber- 
v^d.   Tuic  o.uc  s<^  síístraipíi  de  la  juris.iivvión  territorial  en  países 
or*s:íano<  el  vv.uviiriu^iuo  de  los  c^lnu^us  cometidos  á  b  ^rdo  de 
\>íi  buqueci  ií>;rvv-v.:v>.  en   vi'-íad  de  tratador  exis:en;es^  de  usos 
:\v-b.  ^>  V  de  la  siivile  cv^rlesfa,   raoida  de  la   amistad.     Hay, 
: -:cSv  t:v.:AvlvXS  qi:e  t>rinilvin   lo  q\:e  el  G-:b:er:;o  ha   miniado 

*k  .^,  \<    uo  ■\^  ^\  vbra  ío  ^1  1\'  *  cv^n  I:a  :a  v  c^>n  Francia.    Hay 

>  ,*  >*^  V*      V  s    -    >-»v»  ,     *  V  ?\       ><      ^    ^  k»^       ..31       (.X       .  «..  V  A       » ^.  *C  r.    2*v  *V   .  ^il       «4  i-iC     1J«* 


^..Sv  vvr  v^  cí  :'>;^  ,x^  ::  .;:v  ;  ::s^  cr\r.^   :t  ^re*  'le  cor- 
.^  ,^  A  \v<  ,'  :e  r  .:^  O;;  s>e  .ulv  \\1:.;-,   F^:a  e>  a  lec^' -O-  *»".  v  esa 
«tv    c^    .\\.-r,;    xV'  Iv»    Vv.,^,;c5    Ur:.:>5w     F5  i  .r.-*  ííVirle  á  una 

,.'i  vS  ->       c^nSv  V.  ;^^  í  ^v. ..  r,  vi  V  r  >:r.\   o  s:  'a   ;  £:~r  el  señor 

%  m  ' 

^       '        -v  ,\    .     ,^     x'  \\v  ;\\Nv<  4,    c  \>  ^^^  í  .-'     X  .^  :.  :  vi  s<f.or 
*^^   v"       y^   >v     V     ^   '\   ^^ \\,   \-^,  ,  ^     ',-*  .         ,^:v    *  i'    :.*:>U 

«^  •<  ^    ^^  \  <»*  '  H  -v  \n\  *\  ,"\.N  \  ,* ,  o    j^    .^  ^  » .     *  V    j     ^-T-^;  rü- 

^    ^'         ■     NN^       N\    "*N       o         ^\<x     .V       í      .      .>  ,^'       '      ■>  •    ..<•x^- 


»  ^  •* 


—  105  — 

cia  francesa  era  poco  conforme  con  lo.s  principios  del  Derecho  In- 
ternacional.   La  contradicción  es  palpable  aunque  el  señor  Fis- 
cal no  lo  piense  asi.    Más  aun,  el  mismo   Wheaton,  ocupándose 
del  caso  de  la  «Creolle»,  en  su  historia  de  los  progresos  del  Dere- 
cho de  Gentes,  emite  un  nuevo  princijúo  que  modifica  su  prime- 
ra opinión  y  que  restringe   la  soberanía  jurisdiccional  y  territo- 
rial respecto  de  los   buques  mercantes.    Hé  aquí  sus  palabras 
(pág.  343,  tomo  2?)    «El  único  caso  en  que  los  buques  mercan- 
«tes,  así  como  sns   tripulaciones,  quedan   bajo  la  jurisdicción  de 
«un  Estado  extranjero,  es  cuando  entran  voluntariamente  en  los  . 
« puertos  de  este  último.  En  el  caso  actual,   tanto  el  buque  ame- 
«ricano,  como  la  tripulación,   los  pasajeros  y  su  cargamento  no  * 
« han  cesado  de  estar  sometidos  á  la  exclusiva  jurisdicción  de  la 
«Nación  cuyo  pabellón  lleva  la  <«Creolle«.  Entrando  en  el  puerto 
«de  un  país  en  relaciones  de  amistad  con  el  suyo,  contra  la  vo- 
«luntad  de  su  propietario  y  del  capitán  encargado  de  la  navega- 
«ción  y  á  consecuencia  do  un   crimen  cometido  en  p!.  na  niar  y 
ff  justiciable  solamente  por  los  tiibunales  de  los  KsluJ^s  Unidos, 
«la  «Creolle*  debía  continuar  gozando  de  los  derechos  -esu  pabe- 
«lión  nacional;  su  capitán  tenía  el  derecho  de  diri^xir.  e  á  los  tri- 
«bunales  y  funcionarios  públicos  ingleses,  con  el   fin  de  obtener 
«auxilio  para  recobrar  su   libertad  y  la  de  su  tripulación,  para 
«contener  á  los  negros  sublevados  y  paia  que  se  le  auxiliase  des- 
« pues  pana  continuar  su  viaje.    Esas  autoridades,   no  solamente 
«no  tenían  derecho  de  intervenir  p>ara  poner  en  libertad  á  los  es- 
«clavos  ó  para  favorecer  su  fuga,  sipo  que  estaban  obligados  á 
« cooperar  para  someterlos  á  la  autoridad  del  capitán.  Son  servi- 
«cios  que  las  naciones  amigas  se  hacen  recíprocamente:   Hanc 
Kveniam  daraus  petiomisque  vicissim.  Es  inútil  que  s    invoque  la 
«ley  de  1834,  que  declara  libre  á  todo  esclavo  qu«^   llegue  á  las 
«posesiones  de  la  Gran  Bretaña.  Los  negros  de  la  «<  /reoUe»  no  dc- 
«ben  considerarse  como  llegados  al  territorio  inglés;   no  puede 
■  considerárseles  tampoco  mezclados  con  los  habitantes  de  la  co- 
«lonia  y  participando  los  privilegios  de  los  sJib  UIo-í  ingk-bos.» 
Aun  cuando  se  diga  que  en  este  caso  había  una  arribada  forzo- 
sa, se  vé  que  AVheaton  exceptúa  al  buque  ilo  la  juiiidicción  terri- 
torial. Así,  según  la  opinión  del  ilus*re  publicista,  puCvle  un  bu- 
que mercante  estar  en  aguas  de  un  país  sin  hallarse  bajo  el  im- 
perio de  la  soberanía  jurisdiccional  y  lorritorial.   Un  hociio  idén- 
tico no  habría  pasado  en  tierra.     Wheaton   tuvo  que  reconocer, 
aunque  indirectamente,  que  el  mar  n  >  es  como  la  tierní,  y  que 
la  sociedad  que  existe  organizada  á  bordo  de   un   buqu  ,  noce 
igual  á  los  demás  hombres  que  entran   al  territorio  ríe  un  país. 
Con  motivo  de  esta  cuestión,   Mr.     Daniel  Webster,  Ministro  de 
Relaciones  Extariores  de  los  Estados  Unidos,  dijo  estas  tcrmuiaa- 
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tes  pialabras,  que  expresan  la  opinión  del  Gobierno  de  la  Gran 

República,  emitida  de  acuerdo  con  «us  leyes:   «  Si  se  comete  un 

i  «  hor-xi^i^^o  á  bonio  de  un  buque  americano  ¡K)r  un  individuo 

•  \  «srbre  otro  de  la  misma  tripulación,  Si»bre  un  pasajero  ó  por  un 

«p»asa;^ro  s*bre  otro  de  la  tripulación  ú  otro  pasajero,  mientras 
«e«^tá  fvndeado  ese  buque  en   nn  ¡nurio    dt,.*tr'j  *h  ¡a  jurisdicción 

•  de  t.  \c  Yiftn&n  ^j-ircTij^ra  ó  sí>t»eran:a  tal,  la  falta  es  de  si  com- 
«  f^^tf-i.cia  y  €?e  delito  será  castigado  j-or  el  prc»¡:o  juzgado  de  los 
c  E-tfiO*^  Unid'T'S,  dt-1  mismo  motlo  que  si  ¿e  hubiese  cometido  el 

•  d-!'to  en  alta  mar.» 
Ni:,::^;n  órgano  niás  autorizarlo  que  el   grai.-le  I.on:l»re  de  Es- 

I  J  \síf\^*  que  diricr'a  entonces  las  Relaciones  Exteriores  de  los  Esta- 

día? Uiii<i"«.  E:?:a  fué  la  oj^inión  dt-l  (.i<  bienio  de  aquel  país,  que, 
al  er.*Ji:ciar!a,  t*^r.ía  que  ofrecer  la  rcci;.rocidad.  Lord  Ashbur- 
Xov.  Min'btroiie  la  Grun  Bretaña,  (.¡ice  Mr.  l'lay.  confesó  que  esa 
eia  la  lev  de  Ii,t:I: tierra. 

Por  tí 'irt  esto  •lijo  el  Ministro  de  Rtlaci^nc^  Exteriores  del  Fe- 
r  J.  *;':e  »r-ta  era  !a  d'Xírina  de  !c»s  E-íacK»s  l'nitlr*s.  No  lo  dedujo 
uc  '.:.=  p^ílatTas  de  Mr.  .Miis«~^iu  á  pv~ar  de  la  íntima  relación  «jUe 
L:  y  e:.:re  a-iuella  d'K.tri;.a  y  estas  \  alubra?;  jorque,  efectivamen- 
te, «^i  I.'»  se  i'ue*ie  visitar  un  buque  mercante  sm  el  consentí niien- 
Uj  'VA  rónsn!,  e<  claro  que  no  se  puede  ejercer  en  él  la  plenitud 
■  de  juiirrdícción  que  se  {welende. 

I  Para  iLanifv^tar  lo  c^»rriente  que  es  en  Francia   la  aplicación 

I  del  principio  que  e!  (íobieriio   peruano  ha  m ansiado  cumplir,  se 

*  ci'ó  la  re?;  ut^^ta  del  Minisiio  de  R«  laciwi.es   Exteriores  de  Fran- 

;  cía  da-la  en  1^3^^  cun  uKtivo  'leí  casv»  de  un  |»il.»t<»  francés  víeti- 

^  ma  'le  aljLf^U'.?  act*«s  de  brut:;lidad   coMi«:titc>s  jM.»r  el  se^jundo  de 

ui.  t  \i-  '\e  ar.f  ricano.     Aunqio  el    I.  orí.  lo  no   pertenecía  á  la  tri- 
,  rul:.  i-:*   1'.  1  b:.,ne  a:noric*a:;o.  el    Pr>ci;Ta  í^t  c^tural  declinó  la 

1  c.'H.p  t*  r.ciii:  \o  cual  era  evid»iiieii:int»  c«í.trar:oá  l'>s  tratado?  y 

á  It.í  '»^*.s:  el  c*  i.'ie  W'al'.  w-kv,  Mini<t:*o  de  Relaciones  Exterio- 

rt>  mc   Francia,  consultrido  por  el  Guar]íi>eiIos  dijo:  que  la  Con- 

•  vei.ci"':!  <ie  l^."^3,  no  l.abía   tenido  en  mira   extender  la  juri^dic- 

¿  ción  cí  i.s\:!ar  á  k>>  delitos  ó   diferencias  en   Iv^s  que  se  oncontra- 

sen  inífit^^adas  pei>onas  i.o  inscritas  en  el  lol  de  la  tripulación. 
Muc!.o  c:;i.iado  tuvo  el  Ministro  de  RelacioKcs  Exteriores  de  no 
fui.'li.rse  en  el  priiuií^io  abs<  lulo  de  la  s^  btrar.ía  juristliccional 
y  ttrrituria!;  no  dijo  que  jUbía  ser  jrzgado  el  se^rr.ndó  del  buque 
ainerioai.o  i-or  las  auteritiadts  de  Fiai.cia.sin  r.^^rtgarque  el  de- 
lito era  ui^uciablc  m  Frotu-a  ¡  or  hallarse  o  i^-lieada  una  per- 
sona txtra.ña  á  la  tnjailncirn;  um  ncici  ó  una  excti-ción,  y  es  sa- 
b  do  que  !a  exi^tincia  de  una  excepción  sujone  la  existencia  de 
la  rcg'a. 

IV  ¡  a>u  diboiros  luuvr  una    ob.^ervación  que  se  desprende  de 
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este  hecho  y  de  otro  que  hemos  apuntada  yá.  Las  autoridades 
en  Francia  se  dirigen  al  Ministerio  de  Justicia  y  ésto  al  de  Rela^ 
ciones  Exteriores  siempre  que  se  trata  de  personas  ó  de  intereses 
extranjeros  y  que  pueda  surgir  una  cuestión  internacional;  y  el 
Gobierno  que,  como  ha  dicho  muy  bien  el  señor  Ureta,  es,  en  el 
Perú,  (como  en  todas  partes)  el  Poder  permanente  encargado  del 
cumplimiente  de  las  leyes,  y  que,  además,  tiene  que  responder 
ante  los  otro^  países  del  sincero  y  leal  ^cumplimiento  de  los  tra- 
tados, resuelve  lo  conveniente;  y  los  Tribunales  respetan  las  re- 
soluciones del  Gobierno.  Verdad  es  que  de  otra  manera  no  ser.'a 
posible  dirigir  las  relaciones  exteriores  ni  mantener  entre  los  po- 
deres públicos  la  debida  armonía.  Acaba  de  tener  lugar  en  el 
presente  año  un  hecho  que  confirma  la  doctrina  que  se  profesa 
en  este  escrito.  [Traducción  del  «  WeserZeitung»  de  22  do  Enero 
de  1869,  numero  7,883.]  Según  la  Gaceta  Provincial,  ha  tenido 
«lugar  un  homicidio  á  bordo  de  un  buque  americano  que  salió 
« en  los  últimos  dias  del  rio  Gustemunde.  Un  americano  exigió 
« á  uno  de  sus  compañeros  que  le  prestase  un  par  de  botas,  lo 
«  que  éste  rehusó.  En  consecuencia,  se  trabó  una  disputa  en  !a 
« cual  el  que  vio  rechazada  su  exigencia,  le  hizo  al  otro  la  ame- 
« naza  de  cortarle  el  pescuezo.  Efectivamente,  por  la  noche  la 
« tripulación  despertó  asustada  por  la  voces  de  auxilio  dadas  en 
«  el  buque  que  esiGha  fondeado  cerca  del  faro  y  se  encontró  al  due- 
« ño  de  las  botas  que  yacía  en  sucamarote.  Fl  herido  fué  llevado 
«por  el  vapor  «  Nordsee  »  en  un  estado  muy  lamentable  al  hos- 
*pital  de  inmigrantes  para  ser  curado,  mientras  que  el  reo  ha 
«sido  asegurado  con  grillos  j)ara  ser  puesto  á  disposición  de  la  jus- 
tiicia  en  el  mas  próximo  puerto  americanq^^  El  crimen  tuvo  lugar 
en  aguas  alemanes,  en  la  patria  de  Federico  II  y  del  conde  de 
Bismark. 

También  tenemos  nuestros  casos  prácticos,  dos  de  los  cuales  se 
han  publícalo  lealmente,  cualesquiera  quesean  las  apreciaciones 
que  se  hagan  y  las  consecuencias  que  se  pudieran  deducir  de 
ellos.  (1)  En  el  caso  de  la  «  Deffiance»  el  Gobierno  peruano  de* 
claró  expontáneamente  lo  que  sigue  :  — «  Atendiendo  á  que  el 
delito  de  que  se  dá  cuenta  en  este  oficio,  ha  sido  cometido  en  un 
buque  americano,  y  entre  americanos,  y  sin  que  el  urden  publico 
haya  sido  turbado,  á  consecuencia  de  él  en  el  puerto  del  Callao: 
póngase  á  los  marineros  detenidos  á  disposición  del  Plenipoten- 
ciario de  Estados  Unidos  y  permanezcan  en  la  detención  hasta 
que  éste  determine  de  ellos,  siendo  de  su  cargo  los  gastos  que  hi- 
cieren. —  Comuniqúese  al  Gobernador  del  Callao,  previnién<lole 


[1]  Todo  lo  relativo  á  esos  caeos,  se  publica  míis  adelante. 
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que  mande  sobreseer  al  juez  en  el  conocimiento  de  la  causa,  si  es 
que  la  ha  iniciado.  —  Rúbrica  de  S.  E.  —  Tirado.» 

La   resolución   fué   terminante  y  nadie  protestó  ni  reclamó 

contra  ella.    No  existía  un  Tratado,  y,  sin  embargo,  se  dictó  ese 

decreto  siguiendo  los  principios  profesados  por  el  Gobierno  de  los 

i|  Estados  Unidos.    El  señor  Tirado,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 

]  -riores,  que  autorizó  la  resolución,  era  un  hombre  ilustrado  enel 

Derecho  de  Gentes  positivo  y  había  sido  Ministro  en  Washington. 
En  lugar  de  haber  hecho  poner  en  libertad  á  los  presos,  sin  enun- 
ciar principio  alguno,  declaró  terminantemente  que  los  delitos 
cometidos  en  un  buque  amejicano,  y  entre  americanos,  no  eran 
justiciables  por  las  autoridades  del  pais. 

En  el  caso  de  la  «John  Cunning*,  mientras  que  el  señor  Ure- 
ta,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  parecía  sostener  doctrinas 
contrarias,  el  señor  Clay,  Ministro  de  los  Estados   Unidos,  dio  á 
los  principios  que  se  profesan  en  su  país  un  alcance  mucho  ma- 
yor del  que  realmente  tienen.    Como  lo  dijo  muy   bien  el  señor 
Ureta,  el  homicidio  fio  se  cometió  dentro  del  buque;  entre  el  ma- 
tador y  la  víctima  había  aguas  peruanas  y   la  tranquilidad  del 
puerto  so  había  escandalosamente  turbado.  Sin  embargo,  el  reo 
fué  sustraído   á  la  jurisdicción    nacional,   nuestra  seguridad  y 
nucbtro  honor  fueron  amenazados,  y  en  el  protocolo  de  20  de  Ju- 
lio de  1835,  se  hizo  de  la  cuestión  un  arreglo  que,  según  se  de- 
claró, no   afectaba  á  la  cnedióii  diplomática  pendiente  sobre  laja- 
risdicciOa  en  la  cansa  de  la  muerte  de  John  Smith.  Así,  la  cuestión 
de  hecho  quedó  terminada  contra  la  jurisdicción  del  país  y  la 
cuestión  de  principios  quedó  sin  resolverse.    A  nuestro  juicio,  el 
señor  Ureta  y  el  señor  Clay  se  colocaron  en  dos  punt03  opuestos, 
equidistantes  ambos  de  la  verdad  y  de  la  justicia.  Ellas  no  triun- 
faron; y  si  alguien  venció,  no  fué  ciertamente  ni  la  jurisdicción, 
ni  el  Gobierno  del  Perú.    Más   tarde,  nuestro  Ministro  en  Was- 
hington  reclamaba  en    términos  generales  en  favor  de  la  juris- 
dicción del    Perú    y  contra  la  conducta  del  señor  Clay;   y  Mr. 
Marey,  Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos,  sin  rechazar 
esos  principios,  ordenaba  al   Fiscal  del  distrito  de  Virginia  qwe 
procediese  contra  el  capitán  Adams;  pero  el  señor  Osma  reclamó 
conua  esta  resolución;  y  Mr.  Marcy,  siu   negar  el  derecho  de  jvi- 
risdicvión  del  Perú  cu  casos  iguales^  dijo  que,  tal  vez,  habría  siilo 
mas  conveniente  para  el   Gobierno  dei  Perú  abandonar  su  dere- 
cho, y  ([ue  hubiera  podido  dar  este  paso  sin  desdoro  de  su  honor. 
Por  íin,  y  á  pesar  de  haberse  empezado   los  procedimientos  con- 
tra el  ca{>itán  Adama,  dio  el  Gobierno  de  p:stados  Unidos  orden 
al  Fiscal  del  Estado  de  \'irginia  para  que  los  sus[>endieso.  El  reo 
no  fué  entregado  al  Perú  y  el  resultado  práctico  de   la  cuestión 
fué  la  impunidad  del  delincuente.    Se  sostuvieron  principios  do- 
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niasíado  absolutos  y  ninguno  quedó  rigoroeamente  definido.  So- 
lo si  resulta  de  lo  expuesto  una  gran  enseñanza  práctica  y  opor- 
tuna, que  en  la  Gran  República,  cuyas  instituciones   y  usos  de- 
bemos imitar,    el   Poder  Ejecutivo  ordena   á  los   Fiscales  que 
hagan  enjuiciar  á  un  criminal  y  que,  á  pesar  de  hallarse  el  asun- 
to sufhjudirve,  el  Gobierno  ordena  que  se  sobi'esea  en  el  juicio;  y 
nótese  que  en  el  caso  de  Adaní^,  se  trataba  no  de  un  extranjero, 
sino  de  un  ciudadano  de  Estadías  Unidos.  El  Fiscal,  ni  pidió  re- 
consideración, ni  promovió  competencia.    Nadie  dijo  que  el  Po- 
der Ejecutivo  había  atacado  la  independencia  del   Po'ler  Judi- 
cial, y  esto,  sin   duda,   porque  la  resolución   do  Mr.    Marey  era 
dada  á  consecuencia  de  las  reclamaciones  de  uu  Gobierno  ex- 
tranjero, del  Gobierno  del  Pera.    ¿Nd  sería  po«»ible  dejarle  á  est*^ 
un  poco  siquiera  de  las  fiícultades  que  tienen  todos  los  (Jobier- 
nos  en  materia  de  Relaciones  Exteriores? 

El  caso  del  « Aunis»  ni  ha  sido  presentado  por  el  sofior  Meso- 
nes tal  como  aconteció,  ni  prueba  lo  que  él  ha  querido  probar, 
lios  bandidos  italianos  estaban  como  pas-yeros  en  os.>  buque,  y 
(•ste  rio  tenía  fueros  militares,  sino  un  carácter  idéntico  á  los  va- 
pores de  la  Compañía  Inglesa  en  el  Pacífico.  Lo??  bandid  ís  fue- 
ron pxtrnídos  con  el  consentimiento  del  Cónsul  General  en  Ge- 
nova, M.  Huet.  Aunque  podía  decirse  en  toJo  rigor  qu^*  los 
bandidos  italianos  habían  tomado  asilo  á  bordo  del  buqu  i  fran- 
QÍ%  y  aun  cuando  el  Cónsul  dio  s-i  consentimiento,  el  G  >bierno 
francés  reclamó  la  devolución  de  los  detenidos,  dosaprob6  la  con- 
ducta de  M.  Huet  y  lo  destituyó,  á  pesar  de  ser  un  funcioajirio  diü:- 
no,  de  antiguos  y  buenos  servicios.  Las  bases  del  arreglo  acorda- 
ílo  entre  Mr.  Drouyn  de  Luys  y  el  caballero  Negri  fueron,  auto 
todo,  el  reconocimiento  del  principio  do  la  inviolahilidad  de  h  han- 
dirá,  la  devolución  de  los  detenidos  etc.  VA  Gobierno  italiano 
tuvo  que  entregar  á  los  presos;  y  el  mismo  Consejo  de  lo  conten- 
cioso (liplomáticx)  de  Italia,  opinó  en  favor  de  la  exigeuMa  del 
Gobierno  francés. 


IV 

Reglamento  de  Suecia  y  Noruega.  htV'  s  y  Ro^íam^Mtos  de  Bél^^ici.  Kcp^la- 
mento  italiano.  Ei  Reglamento  del  Perú  ni  tiene  existencia  leg^.il  ni  itcibe 
aolicación. 

Ei  Reglamento  Consular  de  Snecia  y  Noruega,  determina,  en 
}  su  artículo  17,  lo  qne  debe  hacerse  en  los  casos  de  diferencias  y 
J  querellas;  y  después  de  establecer  que  los  Cónsules  llamarán  á 
j  las  partes  para  tratar  de  conciliarias  ó  que  expelerán  de  á  bordo 
al  qm  haya  causado  el  desorden,  agrega: — si  se  ha  cometido  un 
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animen  de  tal  naturaleza  que  deba  ser  perseguida  eu  justicia,  el 
C>ónsul  hará  la  instrucción  y  enviará  al  acusada  á  Suecia  ó  No- 
ruega baja  vigilancia  ó  carao  preso  ote.  etc. 

El  artículo  9  del  reglamento  de  11  de  Marzo  de  1857  de  Bél- 
gica, dice  lo  siguiente: — «  Fuera  del  caso  en  que  la  tranquilidad 
«del  puerta  se  halle  comprometida  por  el  Lecho,  el  Cónsul  i'e- 
«  clamará  contra  cualquiera  tentativa  que  haga  la  autoridad  lo- 
«  caI  par<\  conocer  de  los  aímei^es  ó  delitos  cometidos  á  bordo  de 
«un  buque  belga,   por  un  hombre  de  la  tripulación  sobre  otro 
«  hombre  de  la  misma  6  de  la  tripulación  de  otro  buque  belgas 
En  la  circular  que  pam  el  cumplimiento  de  este  decreto  dirigía 
A  ]o8  (Vinijules  belgas  el  Ministro   de  Relaciones   Exteriores,  Vi- 
líiiií  Xllll,  <lecía: — «  El  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  de  28  de 
«  Octubre  de  ISOG,  aprobado  por  el  Emperador  el   20   de  No- 
«  viiinbití  siguiente,  determina  las  reglas  que  se  siguen  en  Bél- 
m  gica  á  tste  respecto.  El  Cónsul,  llegado  el  caso,  los  invocará 
*  juini  obtener  la  reciprocidad.»  En  la  ley  que  forma  el  Códig» 
4li^ciplinar¡o  y  penal,  se  declara,  por  el  art.  3^,  sujetas  á  las  ré- 
jalas de  orden  y  de  disciplina  para  las  faltas,  delUos  y  crímenes  á 
Uh]i\h  líis  peleonas  inscritas  en  el  rol  de  la  tripulación,  emplea- 
thiii  ó  locibiílas  á  bordo  por  cualquier   título  que  sean,  á  partir 
dol  día  de  la  entrada  en  el  armamento   hasta  el  último   día  del 

í  desarmo,  En  el  capítulo  2?  del   título  3?,   se  trata  del  modo  de 

pnH'etUri  Y  en  el  art.  49,  después  de  ocuparse  de  los  hechos  que 
havun  pasado  en  Inlgica,  se  determina  lo  que  debe  hacei*se  por 

*  Kks  quo  hayan  tenido  lu^irar  en  el  extranjero,  previniéndose  los 

i  casivs  de  que  hava  ó  nó  Cónsul  en  el  lugar. 

Kl  art.  71>  do  las  instrucciones  dadas  á  los  Cónsules  italianos, 
dice:  un  us»>  qno  tiouile  cada  día  á  generalizarse  entre  las  nacio- 
nt\s  y  i|iu*  ha  sidi>  adnutido  en  muclios  casos  jx^r  nuestros  Tribu- 
naliH,  dija  i^uahnouto  á  la  juriv>di<vióu  del  país  á  que  pertenece 
ol  hvh|vio  nu  rcanto,  h\3  inlVa^^viones  cinnuno  cometidas  á  bordo 
do  o^lo  buquo  CU  p'UM  tos  extranjerías,  cv>n  tal  que  estas  infraccio- 
lus  so  líavan  pnuUuivIo  o\olu>ivaíuoíiie  entre  ^>en^onas  de  la  tri- 
»ula\  iv»u  Y  K\\\\>  no  lia  van  turba  lv>  la  tia!u|:iili»lad  del  puerto. 
\»r  ol  art,  í<'J  iH^usaí^ra  la  wuvvivla  xl;vis:óa  de  las  intVaccioues 
v\\  i'O'u'MMtíM'/í  f|->\  iif lites  i;  crlvit^:u'S. 

Nu*^tra  vMvKnauía  oon>ular,  on  rii;v»r  !k">  existe.  Simple  decre- 
Ui  vKl  <í»'l»\vnh\  \H\V{\  ouyi>  oxa».*t».^  our.U'liírieiUo  se  nc^eáitaba 
qMo  ol  C\»uv»rt  vv»  a|»rs'Wa^o  v^tivw  J»^^\vov•u>s  ofie  le  tuen.»n  presenta- 
dv'N,  vu  i\o  M»  lia  ouinhUilo  mu\v'a  y  oí»  h  n*  u:ía  Uira  muena. 


I 


1' 


—  111  — 

Bl  articulo  sobre  entrega  de  desertores  confíriiia  la  justicia  y  la  necesidad  de 
la  resolución  del  Gobierno.- Resumen  de  la  cuestión  por  el  señor  Ureta. 
—La  verdadera  cuestión. — Tratado  explícito  y  termininte  entre  Frau- 
da y  Prusia. — Adopción  de  los  mismos  prineipios  por  Suecia  y  Bélgica. 
— Examen  de  estos  ptincipios.— Ellos  son  los  mismos  estipulados  por  el 
Perú  aunque  bajo  diferente  forma  —Examen  de  la  Convención  Perú- 
italiana.— Su  sentido  es  claro  y  terminante. — Apreciación  de  los  Gobier- 
nos contratantes. — ^Manera  de  apreciar  y  de  cumplir  los  tratados. 

Así,  según  los  reglamentos  y  convenciones  principales,  todo  lo 
que  pasa  en  el  interior  de  un  buqne  se  halla  sujeto  á  las  leyes  y 
autoridades  del  país  á  que  pertenezca   dicho  buque,  no  Solamen- 
te porque  esto  se  desprende  de  las  estipulaciones  especiales  que 
rigen  sobre  la  materia,  s*no   porque   así  es  indispensable   para 
cumplir  otros  artíctilos  de  las  mismas   convenciones  y  observar 
usos  que  se  hallan  en  práctica  en  el  Perú  como  en  todos  los  de- 
más pueblos  civilizados.  La  entrega  de  los  marinos  desertores  se 
halla  estipulada  por  los  tratados  y  admitida   por  el  uso  genernl. 
Ella  no  se  rehusa  sino  en  el  caso  de  que  el  desertor  haya  comfe- 
tido  algún  delito  ó  crimen  fuei^a  del  buque.    Según  las  doctrinas 
del  señor  Fiscal  y  del  señor  Mesones,  el  desertor  no  debería  en- 
tregarse si  hubiese  cometido  un  crimen  á  bordo;  pero  como  este 
caso  no  está  previsto  como  una  excepción  para  la  entrega,  según 
las  mismas  convenciones,  resultaría  una  infracción  manifiesta  de 
los  tratados  y  de  los  usos  recibidos.    Generalmente  la   frase  que 
«e  emplea  en  todas  las  Convenciones  es  la  de  delito  cometido  en 
tierra.  En  las  que  tenemos  con  Italia  y  con  Francia  se  usa  de  la 
palabra  territorio.  Así,  parece  que  ambas  palabras  sfe  emplean 
como  sinónimas;  pero  lo  que  hay  de  cierto  es  que  un  buque  ex- 
tranjero no  es  territ(»rio  peruano  y  que   el  desertor  no  puede 
rehusarse  aunque  haya  cometido  un  crimen  á  bordo.    Estas  apa- 
rentes diferencias  resultan  de  la  prca  propiedad  de  las  palabras 
generalmente  admitidas  de  territorialidad  y  (xlerritorialidad.    De 
todos  modos;  la  razón  que  dejamos  apuntada  confirma  el  princi- 
pio de  que  las  autoridades  locales  no  tienen  jurisdicción  sobre 
los  hechos  que  pasan  en  el  interior  de  un  buque  extranjero;  se 
admite  este  principio;  pero  no  se  habla  do  delitos^  dice  el  soñorí 
MesoneF;  pero  no  se  habla  de  crímenes  dice  el  señor  Ureta.  «So'o 
una  cosa,  dice  el  señor  Fiscal,  falta  en  la  esmerada  exposición 
del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores:  no  se  dice  que  exis- 
ta tratado  alguno  entre  las  potencias  civilizadas  en  que  se  hu- 
biese estipulado  precisamente  que  los  lí  Cónsules  tendrían  juriá- 
t  dicción  penal  en  los  casos  de  crímenes  cometidos  á  bordo  le 
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t  bnquí^s  mercantes  extranjeros.  Pero  no  se  citaron,  porque  no 
«  los  hay,  sino  para  los  Estados  berberiscos  y  otros  semejantes,  » 
Efectivamente  eso  falta;  porque  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores no  ha  dicho  que  los  Cónsules  tienen  jurisdicción  en  mate- 
ria penal.  Creemos  que  ha  habido  en  estas  palabras  una  dis- 
tra  "ion.  Como  en  esta  discusión  debemos  devolverle  al  señor 
Ureta  la  lealtad  con  que  e?tanios  persuadidos  de  que  procede 
nuestro  distinguido  adversario,  creemos  que  lo  (pie  el  ha  querido 
decir  os  que  no  se  citará  ni  un  Tratado,  ni  un  país  en  que  se 
haya  «estipulado  que  los  países,  á  cuya  nacionalidad  pertenece  un 
buque  mercante,  ejerzan  jurisdicción  penal  en  los  casos  de  críme- 
nes cometidos  á  bordo  de  dichos  buques,  aunqíie  estos  se  hallen 
en  radas  ó  en  puertos  extranjeros. 

No  dudamos  que  el  señor  Ureta  no3  hará  la  justicia  de  creer 
que  esto  fu«.  lo  que  dijo  el  Ministro  en  s'i  exposición,  lo  que  re- 
solvió el  Gobierno,  y  que  esto  es,  p)r  eoasiguieate,  lo  que  él  ha 
debido  decirnos. 

Además,  en  otro^  pasajes  de  su  escrito  se  enuncia  la  misma 
idea.  E4a  es,  pues,  la  cuo^tión.  El  artículo  13  del  Tratado  de 
Navegación  de  2  de  Agosto  de  1862,  que  forma  parte  del  gran 
Tratado  de  Com^Mi-io  celebrado  euLro  Francia,  pur  una  parte,  y 
Prusia  y  el  Zuilverein,  di)e  textualmente  lo  siguiente:  «cLes  dits 
«  consuls  generaux,  consuls,  vice-consuls  et  agents  consulairea 
«  de  chacune  des  hautes  parties  contratantes  residant  dans  les 
»  Etats  de  l'autre,  récevront  des  autorites  locales  toute  aide  et 
«  assistance  pour  la  recherche,  saisie  et  arrestation  des  marins  et 
»  autres  individus  faisant  partie  de  l'équipaga  de?  navires  de 
»  comraerce  de  leurs  pays  respectifs,  qu'ils  soient  ou  non  incul- 
»  pés  de  crimes,  délits  ou  contravoiitious  cominises  á  bord  des 
«  dits  bíitimens. 

»  A  cet  effet,  ils  s*adresserout  par  ecrit  auK  tribunaux,  juges 
«  ou  fontionnaires  compjtents,  et  justifieront,  pir  Texhibition 
m  des  registres  du  bíUim3nt,  role  d'equip:ige  ou  autres  documents 
m  officiels,  ou  bien,  si  le  navire  était  pañi,  par  la  copie  ou  un  ex- 
«  trait  des  dites  pieles,  duraont  certifíes  par  eux,  quo  les  hommes 
•r  qu'ils  réclam3t  out  reollem^ítit  faifc  parfcie  du  dit  equipage. 

«  S.ic  cotte  demande  ainsi  justifi''3,  la  remise  ne  pourra  leur 
«  ^.iw  refusée. 

«  Les  dits  deserteurs  lors^ue  ils  aurout  été  arretés,  resteront  á 
K  la  disposition  des  dits  consuls  generaux,  consuls,  vice-consuls 
ce  et  agents  consnlaircs,  et  pourrout  niénie  étre  dóLenus  et  gardés 
«  dans  les  prisons  du  pays,  á  la  réqusition  et  aux  frais  des  agents 
«  précités,  jusqu'a  ce  qu'  une  occasion  se  présenle  de  les  renvo- 
«  yer  dans  les  pays  des  diís  agents,  sur  un  navire  de  la  méme 
«  ou  de  toute  autre  nation. 
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« Si  pourtant  cette  occasión  ne  se  présentait  point  dans  le 
délaí  de  trois  mois  á  compt^r  du  jour  de  rarrestation,  ou  si  les 
frais  de  leurs  emprisonnement  n'  étaient  pas  reguliéreraent 
acquitt^  par  la.partic  á  la  roquete  de  laquelle  1'  arrestcftiou,  a 
été  operée,  les  dits  dóscrteurs  seront  remis  en  liberté,  sans  qu' 
ils  puissent  étre  arrétes  de  nouveau  por  la  rnérae  cause.» 

iNéanmoins,  si  le  déserteur  avait'commis  en  outre  quelque 
crime  ou  délit  á  terre,  son  extradition  pourra  étre  differée  par 
les  autorités  locales,  jusqu*  a  ce  que  le  tribunal  compétent  ait 
dúment  statué  sur  ce  fait  et  que  le  jugement  intevenu  ait  tqx;\\ 
son  entiére  exécution.  » 

«11  est  également'entepdu  que  les  marins  ou  autres  individus 
faisant  partie  de  V  equipage,  sujets  du  paj's  ou  la  desertion  a 
eulieu,  sont  exceptes  des  stipulations  de  present  article. » 

Oreemos  que  este  artículo  se  puede  traducir  así :  a  TjOS  dichos 
Cónsules  generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y  Agentes  Consula- 
res, de  cada  una  de  las  partes  contratantes,  que  residan  en  los 
estados  de  la  otra,  recibirán  de  las  autoridades  locales  toda  clase 
de  ayuda  y  asistencia  para  buscar,  tomar  y  arrestar  a  los  ma- 
rinos y  demás  individuos  que  hagan  j-arte  de  la  tripulación  de 
los  buques  de  guerra  ó  de  comercio  de  sus  roi>'^cUvoR  países,  ya 
sea  que  estén  inculpados  ó  no  de  crímfnes,  dclilos  6  contraven- 
ciones cometidos  á  bordo  de  dichos  buques. » 

«  A  este  efecto  se  dirigirán  por  escrito  á  los  trihunale.-^,  jueces  ó 
funcionarios  competentes,  y  justificarán,  por  la  exhiliicióu  de 
losrepfistros  del  buque,  rol  déla  tripulación  ú  otros  documentos 
oficiales,  ó  bien,  si  el  buque  hubiese  partido,  por  la  copia  ó  por 
un  extracto  de  dichas  piezas,  debidamente  certificado  por  e\\o9, 
que  los  hombres  que  reclaman  han  hecho  parle  roalmentj  de 
dicha  tripulación.  » 

«  A  consecuencia  de  esta  demanda,  justificada  así,  no  i)odrá 
rehusarse  la  entrega. » 

«Los  dichos  desertores,  una  vez  detenido?,  quedarán  á  disposi- 
ción de  los  dichos  Cónsules  Generales?,  Cónsules,  Vice-cónsules 
y  Agentes  Consulares,  y  aun  podrán  ser  detenido-  y  guardados 
en  las  prisiones  d<^l  j^aís,  á  la  orden  y  por  cuenta  de  los  men- 
cionados agentes,  hasta  el  momento  en  que  sean  reintegrados 
abordo  del  buque  á  que  j>ertcnecen  ó  hasta  que  ^e  presente  una 
ocasión  de  devolverlos  al  j>aís  de  dichos  agentes,  en  un  buque 
de  la  misma  nación  ó  de  otra.  » 

«  Si  esta  ocasión  no  se  presentase  en  el  tracurso  de  tres  meses, 
contados  desde  el  día  del  arresto,  ó  si  los  gastos  de  su  prisión 
no  fuesen  legalmente  pagados  por  la  parte  á  cuya  petición  se 
verificó  el  arresto,  los  dichos  desertores  serán  puestos  en  libertad, 
sin  que  puedan  ser  detenidos  de  nuevo  por  la  misma  causa.» 
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« Sin  embargo,  si  el  desertor  hubiese  cometido  además  algvnot 
<  crímenes  6  delitos  en  tierra^  los  autoridades  locales  podrán  diferir 
«su  extiidiciÓQ  hasta  que  el  tribunal  competente  haya  resuelto 
-« lo  conveniente  sobre  este  |)aríiciz Zar,  y  que  la  resolución  expedida 
«  haya  recibido  entera  ejecución.  >i 

«Queda  igualmente  entendido  que  los  marinos  ú  otros  iu- 
«dividuos  de  la  tripulación,  subditos  del  país  en  que  ha  tenido 
« lugar  la  deserción,  quedan  exceptuados  de  las  estipulaciones 
del  pre^e.ite  artículo.»  (Archives  Diplomátiques  1862.  T.  Qua- 
trieme.)  Idéntica  estipulación  existe  entre  Prusiay  Bélgica,  (Tra- 
tado de  28  de  Marzo  de  1863.  Ver  la  misma  obra  1866,  número 
S  y  9)  así  como  entre  este  país  y  Francia  (Convención  de  Nave- 
gación do  IV  de  Mayo  de  1861)  y  entre  Francia  y  Suecia,  [La 
misma  obra  citada,  1861,  T.  3,  y  1865,  T.  3?) 

He  aquí,  pues,  sancionado  el  principio  de  que  los  delitos  y  crí- 
mcu'^s  cometidos  á  bordo  de  un  buque  mercante  extranjero,  son 
justiciables  por  las  autoridades  del  país  á  que  pertenece  el  bu- 
que; y  esto  aún  cuando  los  delincuentes  lo  abandonen  y  aun 
<5uaDdo  se  hallen  en  tierra;  he  aquí  estipulado  (jue  las  autorida- 
des locales  no  podrán  rehusar  la  entrega  de  los  delincuentes,  y 
limitado,  por  consiguiente,  el  principio  de  la  soberanía  jurisdic- 
<;iona!  y  territorial.  Aunque  esto  es  cloro  y  terminante,  debemos 
anticiparnos  á  las  observaciones  que  se  nos  hagan,  porque  ya  el 
señor  Mesones  ha  apuntado  la  idea  de  que  en  el  caso  de  deser- 
<2ión  debe  distinguirse  la  acción  administrativa  ó  do  policía  co- 
rreccional, de  la  jurisdicción  del  país  sobre  delitos  y  crímenes. 
Se  dirá  que  el  mencionado  artículo  se  refiere  á  los  que  abando- 
nan el  buque,  y  que  el  pedirlos  á  la  autoridad  local  con  docu- 
mentos justificativos  importa  el  reconocimiento  de  la  jurisdicción 
del  país;  pero  es  miíy  fácil  responder  á  estas  observaciones.  La 
circunstancia  de  quedar  ei  delincuente  en  el  buque  después  del 
crimen,  no  puede  dar  jurisdicción  á  la  autoridad  local;  más  bien, 
el  abandonarlo,  el  mezclarse  con  los  habitantes  del  territorio  y 
quedar  b-ijo  la  inmediata  jurislicción  de  las  autoridades,  podría 
<iarles  derecho  á  estas  para  conocer  de  los  crímenes  perpetrados 
Á  bordo,  teniendo  ya  á  la  vista  y  en  sus  manos  al  criminal;  pero, 
lejos  de  eso,  á  pesar  de  que  el  país  ve  al  crimiiul  y  lo  tiene  en 
sus  manos,  no  lo  puede  juzgar  y  lo  entrega  para  que  sea  juzga- 
do por  las  autoridades  del  país  á  que  pertenece  el  buque.  Lo 
que  tiene  que  saber  la  autoridad  local  es  si  realmente  el  incul- 
pado pertenece  á  la  tripulación,  y  defiere,  no  solo  á  los  papeles 
que  se  le  presentan,  sino  al  simple  extracto  que  !leva  la  firma  del 
Agente  consular.  Solo  en  el  caso  de  que  cometa  un  delito  en  tie- 
rra, se  aplaza  su  extradición  hasta  que  se  haya  resuelto  y  ejecu- 
tado lo   conveniente.  Este  es   el  derecho  público  de  las  grandes 
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uaciones;  esto  es  lo  que  se  practica  en  los  pueblos  más  adelan- 
tados. ¿Y  se  podrá  concebir  que  abdiquen  su  soberanía  y  que  se 
pongan  al  nivel  de  los  países  berberiscos,  la  Francia,  que  consagró 
el  principio  en  tiempo  de  Napoleón  primero,  y  laPrusia  que,  hoy 
mas  que  nunca,  tiene  la  profunda  conciencia  de  su  verdadera 
grandeza?  ¿Se  cometerán  debilidades  en  laFmncia?  Se  cometerán 
debilidades  bajo  el  imperio  de  Napoleón?  ¿Sera  débil  v  abyecta 
la  nación  de  Federico  segundo  y  del  conde  de  Bismark? 

Pero  se  dirá:  esta  estipulación  no  existe  con  el  Perú,  y  no- 
«otros  contestaremos:  si  no  existiera,  sería  preciso  inventarla; 
pero  ella  existe.     Los  términos  no  son  los  mismos,  porque  los 
pactos  no   son  los   mismos.     En  las  Convenciones  Consulares 
se  establecen  las  funciones  de  los  Cónsules,   dándose   ya  por 
fijados  los  princi{)ios  fundamentales   en    los   tratados    de   co- 
mercio y  navegación.    Verdad  es  que  en  nuestro  Tratado  con 
Fnncia  se  ha  incluido  todo  lo  relativo  á  aniistad,  comercio, 
navegación  y  Cónsules;  y  tal  vez  por  no  haberse  hecho  la  debi- 
da separación  de  materias,  se  han  cometido   en  aquel  acto  inter- 
nacional, cuyo  mérito  es,  por  otro  lado,  indisputable,   algunas 
omisiones;  pero  las  Convenciones  Consulares  se  redactan  supo- 
niéndose y  reconociéndose  la  existencia  de  ciertos  principios  fun- 
<líunentíiles.  Esto  sucede  en  nuestra  Convención  con  Italia.  Si  eí 
serlor  Mesones  hubiese  pactado  en  ella,  pura  y  simplemente,  que 
^s  buques  italianos  estaiían  sujetos  en  el  Perú  de  una  manera 
wi-'o/iiia^  á  ]a  jurisdicción  del  país,  sin  más  excepción  que  la  de 
^r*  ¿i  los  Cónsules  el  conocimiento  de  las  Tneraí  d'ferencias  de  á 
W'^'^o  y  el  de  las  r-uestiones  de  salarios,  dejando  al  conocimiento 
de   Itts  autoridades  del  país  los  delitos  que  tuviesen  lugar  á  bor- 
do, ^habría  hecho  una  mala  Convención  y  habría  escrito  un  justo 
artieulo  de  periódico;  pero  creemos  lo  contrario,  y  el  autor  del 
escrito  que  se  ha  publicado  ^ara  probar  que  el  Ministro  se  equi- 
voco a  cada  momento,  le  permitirá  decir  al  que  escribe  estas  lí- 
[  i^^as  que  no  está  de  acuerdo  con  él,  y  esto  para  tener  la  satisfac- 

#*  c^yn  <3e  hallarse  en  conformidad  con  el  distinguido  Plenipoten- 

í^^^ío  que  discutió  y  firmó  con  el  caballero  Negri  la  Convención 
^^^rú^Itálica.  El  artículo   17  de  esta  comienza  por  decir  lo  si- 
P^^viute:  «  En  todo  lo  que  concierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á 
*ia  { arga  délos  buques,  y  á  la  condición  y  seguridad  de  las  mer- 
« naderías  ó  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  ó  reglamen- 
ttos  territoriales. »    Así,  el  señor  Mesones  comenzó  por  determi- 
nar los  casos  en  que  los  buques  mercantes  italianos  están  sujetos 
a  las  leyes  del  Perú,  es  decir,  empezó  por  limitar  la  soberanía 
jurijíHccional  y  territorial.  En  seguida  dijo:  —  hLos  Cónsules  ge- 
«nerales,  Cónsules,  Vic^-cónsules  y  Delegados  ó  Agentes  Consu- 
íLires  conoc^árj,  exclusivamente,  del  orden  ó  policía  interior  de  los 
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«buques  mercantes   de  sus  respectivas  naciones.»    Es  decir,  le 
prohibió  á  las  autoridades  del  Perú  conocer  di  1  orden  y  de  la 
policía  interior  de  los  buques;  de  manera  que  si  el  orden  se  tur- 
ba de  cualquiera  manera,  bien  sea  por  faltas  ó  por  delitos,  las 
autoridades  del  país  no  pueden  conocer  de  ellos;  y  tampoco  pue- 
den conocer  de  la  policía,  lo  cual  es  indispensable  para  descu- 
brir y  castigar  los  delitos.  No  It-s  dio  el  señor  Mesones  á  los  Cón- 
sules la  facultad  de  resolta'  todas  las  infracciones  del  orden  corao 
no  lo  ha  hecho  el  Gobierno;  —  así,  el  señor  Mes^mes  agregó  — 
«t y  resolverán  ]rs  controversias  ó  diferencias  existentes  entre  los 
*  capitanes,  oficiales  ó  marineros,  especialmente  cuando  se  reüe- 
«ren  á  sus  contratos  recíprocos  ó  pago  de  salarios.»    Aún  cuando 
ya  esto  era  bastante  para  impedir  que  la?  autoridades  locales  co- 
nociesen de  esas  infracciones  del  orden  que  se  divi<len  en  faltas  y 
en  delitos,  el  señor  Mesones  agregó:  —  t  Las  autoridades  locales 
no  podrán  intervenir,  á  menos  que  ocurran  á   bordo  de  los  men- 
cionados buqueSjdesórdenes  que  perturben  la  tranquilidad  ó  el 
orden  público,  en  tierra  ó  en  el  puerto;  intervendrán   también 
cuando  se  haya  ingerido  en  aquellas  di-en^^ionesaliruna  pei-sona 
del  lugar  ó  que  no  pertenezca  á  la  tripulación.»  Aún  cuando  por 
esta  estipulación  se  habían  determinado  los  ca^^os  en  que  las  au- 
toridades locales  no  podían  intervenir,   y  aun   aquellos  en  que 
I)odían  hacerlo,  po.lía  quedar  alguna  dula,  porque  el  primer  pe- 
ríodo, bajo  una  forma  negativa,  encierra  una  afirmación  y  tam- 
b'í'n  es  afirmativo  el  segundo  i)eríolo.     Podían,   puos,   quedar 
otros  ^asos,  es  decir,  todos  los  que  no  estaban  previr^tos,  las/a//a5, 
los  delitos  y  aún  los  que  por  otras  legislaciones  se  llaman   críme- 
nes; para  tolos  estos  ca^os  estipuló  el  señor  Mesónos  lo  siguiente: 
—  Jin  los  demás  casos,  las  autoridades  terrilori»les  se  limitarán  a 
auxiliar  eficazmente  á  los  Agentes  Consulares,  si  o^tos  las  requie- 
ren, para  hacer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  a  cualquier  indi- 
viduo j)erteneciente  á  la  tripulación.»    Nada  más   pueden  hacer 
las  autoriilades  territoriales.  En  el  aAícnlo  18  (.acto  el  señor  Me- 
sones la  entrega  (te  los  desertores,  es  deeir,  de  los  individuos  de 
la  tripulación  que  abandonasen  al  buque;  p^  ro,  can  mucha  pre- 
visión agregó  lo  siguiente:  —  (f  No  obstante,  si  el  desertor  hubiese 
cometido  algún  otro  delito  en  el  mismo  ten'itorioy  la  autoridad  lo- 
cal podrá  diferir  la  soltura  hasta  el  pronunciamiento  y  ejecución 
de  la  sentencia. »    8ólo,  pues,  en  el  caso  de  que  se  haya  cometi- 
do otro  delito,  se  puede   rehusar  al  individuo  de   la  tri})ulación 
que  ha  abandonado  el  buque,  y  debe  ser  en  el  mismo  tei*rilorio. 
¿Pensó  el  señor  Mesones,  al  decir  el  mismo  territorio,   referirse  al 
buque?  No  nos  creemos  con  el  derecho  de  interpelar   á  nadie,  y 
no  le  diremos  que  se  equivocan  sino  únicamente  á  las  personas 
que  nos  supongan  un    mal  procedimiento,  y  esto  curndo  sea  in- 
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(lispensuble  hacerlo.  Así,  nos  limitaremos  á  docir  que,  á  nuestro 
juicio,  no  se  (>ueile  rehusar  al  delincuente  sino  cuando  haya  co- 
metido o/ro  delito^  no  en  el  buque  á  que  pertenece,  sino  en  lo  que 
se  llama  terrilorio,  en  lo  que  es  propiedad  del  KsUxdo,  en  lo  (pie 
se  halla  bajo  de  su  jurisdicción  absoluta  y  completa,  en  lo  que 
se  encuentra  bajo  el  dominio  eminente  de  la  Ropííblcia. 

El  señor  Mesones,  cuando  firmó  la  Convención  con  Italia,  fue 
invitado  á  dar  cuenta  de  la  negociación  y  á  exponer  los  princi- 
pios que  lo  habían  j^uíado  para  celebrarla.    Se  propuso  entonces 
el  señor  liibeyro,  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  contribuirá 
la  formación  de  una  verdadera  jurisprudencia  internacional  que 
explicase  el  sentido  genuino  de  las  estipulaciones  internaciona- 
1^;   pero   el  señor  Mesones  no  acompañó  los  protocolos  de  sus 
conferencias  con  (1   C2\ballero  Negri,   que  arrojarían  hoy  mucha 
luz  sobre  la  cuestión,  ni  dijo  otra  cosa,  en  resumen,  sino  que  ba- 
Wa  s<*prxiiílo  lo  estipulado  en  la  Convención  Consular  que  el  Go- 
bierno de  Turin  ajustó  con  el  Imperio  ñ^mcés,  en  la   celebrada 
con  España  y  en  la  que  terminó  con  el  Brasil.    Ellas  son,  si  se 
^^liere,  más  terminantes.  En  cuanto  á  la  última,  que  tenemos  á 
^^  vista,  y  que  no  copiamos,  por  no  hacer  mas  largo  este  escrito, 
^0  maniliesta  tritio  que  el  señor  Mesones  tuvo  tanta  razón  aldes- 
^nfiardesu  memoria  respecto  de  ella,  como  fué  muy  poca  la 
HUe  [\\vu  para  asegurar  de^jiuís  que  en  acjuel  acto  se  hacían  jus- 
ticital>'es  por  la  autoridad  del  país  los  delitos  comunes  perpetra- 
dlos á  bordo.   I^  Convención   con  el   Brasil  no  dice  eso.     Íjo  que 
lií^y  de  cierto  e^  que  el  se^ñor  Mesones   aceptó  los  principios  (pie 
en  Cijta  materia  el  Gobirruo    franrós  va  propagando  y  e-stipulan- 
do  por  todo  el  nuindo  civilizadri.  El  Gobierno  tiene  que  cumplir 
lealmente  los  1ratado«,  a«;U-'S  de  Ijuena  fe  que  obIi;^Mn,  no  sola- 
mente á  lo  que  í>e  halla   expre.^ariKiite  ehtipulado,  sino   también 
á  todo  l«j  ([ue  putde  convenir   n¡ejor  á    la  materia    del  contrato 
y  á  la  cómun  intención  de   :as  ; «a ríes  contra tant?íí.     Esle  es  \in 
principio  admitido   generahnente,  conforme  con  la  ray/m  y  exi- 
gido por  la  lealtad  internacional. 

El  gobierno  del  Perú  y  el  autorizado  interprete  del  gobier- 
no de  Italia  han  fijado  el  .-♦riitido  de  la  Convenejón.  El  señor 
Mesones  rechaza  la  opir^iSn  de  aihbos  é  interí)ela  al  gobierno  ita- 
liano. Si  c>te  <l^^íl:»nJ^í.-e  la  coi  id  neta  d*d  II.  s^ñar  Oarrou,  la 
rcííolución  elel  g*t)>:t-rno  í«  n:a:io  d*  -ajMre^-ería  f;in  Iial>í;r  produ- 
cido nial  alínii  >».  Si  ^l  '••/*  íeTLo  iin  iaiio  aí^rueba  la  cot:dMcí}i 
ae  83  reTirC'éeiiíaiite,  :*o  .-i-''  :,<''•;  'r:»í  •;!  Sef.'^r  .^I''^orIes  n-í'!i4f:e  la 
opinión  del  fíabiiiete  «!-j  í'i-T-i.'-.a  cori  la  nií-ina  r.ic:i:drid  eon 
que  ha  i;n:>"i;íaa  1  j  i  *  1-1  lt  •';::-..>  di  sí  riV.ria,  ^i  el  í/'/r>;orno 
irancc-s  acepta,  eoiuo  :*o  :  *:^  1  ,*  d^  ';,r  de  ac*  :>'ar,  h'¡s  do'/trii.a-i  v 
loqueesUi  c-sl;pu!aJo  c  »:i  ru*:  L*»-  j,  /**-,  y  *'j}\\  el  Perl,  no  creern'^/^ 
^lue  el  señor  freía  putda  de_  r  q  ^e  ¡a  yruié^sin   pií,-:-vi   como  el. 


—  118   - 


VI 


Exposición  que  hace  el  mismo  Wheaton  de  la  legislaeión  y  de  la  jur'sprudcn- 
cia  francesas.  Ellas  están  conformes  con  la  resolución  del  Gobierno. 
Exposición  de  la  doctrinaque  encierra  los  mismos  p  incipios  \K>r  Hau- 
teffcuille  Doctrina  de  Theodoro  Ortolan.  Opinión  de  Cauchy.  De 
Clerc,  Moreuil,  Cusy.  Solo  se  trata  en  las  le^f  s,  casos  y  opiniones  ex- 
puestas de  países  cristianos.  Falsa  idea  emitida  por  el  señor  Mesones 
y  acc^idapor  algunos  de  la  opinión  que  el  Gobierno  francés  tiene  del  Pc- 
rú.  Prueba  de  amistad  y  de  consideración  dada  ni  Perü  por  el  Gobier- 
no imperial  Alcance  de  la  resolución  en  cuanto  al  c.n so  del  "EmíÜo 
Rondanini".  Abstención  expresa  que  se  hace  en  este  escrito  de  la  cues- 
tión de  competencia.  Necesidad  de  la  resolución  que  se  ha  expedido. 
Resumen. 


Los  más  distinguidas  tratadistas  de  derecho  marítimo  pro- 
fesan la  doctrina  pactada  y  mandada  cumplir  por  el  Gobierno 
peruano.  Ya  hemos  tenido  ocasión  de  hacer  notar  las  varias 
opiniones  de  Wheaton  sobre  la  materia;  pero  el  ilustre  diplomá- 
tico, aunque  emitiendo  opiniones  distintas  á  la  política  de  su 
país,  ha  expresado  lealmente  las  ajenas  doctrinas.  He  aqaí  sus 
palabras. (Droitinternational,  Troisiemme  edition,  18o8,T,  1^,  p. 
129).  «La  jurisprudencia  marítima  reconocida  en  Francia  res- 
pecto de  los  buques  mercantes  extranjeros,  que  entran  á  los  puer- 
tos franceses,  no  parece  conformarse  con  los  principios  estableci- 
dos por  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  de  los  Estados  Unidos 
que  acaban  os  de  citar,  ó,  para  hablar  mas  correctamente,  la  le- 
gislación fravcesa,  exceptuando  á  estos  buques  del  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción del  palSy  les  acuerda  mayores  inmunidades  de  las  que 
exigen  los  principios  generales  del  derecho  internacional  «  Ya  se 
sabe  como  los  entiende  Wheaton:  pero  luego  agrega: — «La  juris- 
prudencia francesa  establece,  en  cuanto  á  los  hechos  que  pasan  a 
bordo  de  los  buques  mercantes  en  un  puerto  ó  en  una  rada  en 
pais  extranjero,  una  distinción:  1?  pe  r  una  parte,  los  actos  de 
pura  disciplina  del  interior  del  buque,  y  aún  los  nímcnes  ó  deli- 
tos cometidos  por  un  hombre  de  la  tripulación  contra  otro  hom- 
bre de  la  misma,  cuando  la  tranquilidad  del  puerto  no  se  lia 
comprometido;  y  2?,  por  otra  parte,  los  crímenes  ó  delitos  come- 
tidos aun  á  bordo  contra  personas  extrañas  á  la  tripulación,  ó 
por  cualquiera  otro  que  no  sea  de  ella,  ó  aún  por  los  que  se  ha- 
yan  cometido  entre  gentes   de   la    tripulación,    si   la    tranqui- 
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lidad  del  piierto  se  ha  c()nii)roinet¡do.  Respecto  de  los  hechos  de 
la  primei^a  clases  la  jurisprudencia  francesa  declara  que  los  dere- 
chos del  poder  a  que  pertenece  el  buque,  deben  ser  respetados; 
que  la  autoridad  local,  por  consiguiente,  no  debe  ingerirse  en  es- 
tos hechos,  á  menos  que  se  reclame  su  auxilio.  Estos  lieclios  que- 
dan bajo  la  policía  y  juris<l¡cción  local  del  Estado  á  que  perte- 
nece el  buqit^ Según  estos  'principios  sb  conducen  las  au- 
toridades y  las  jurisdicciones  de  Francia,  respecto  de  los  buques 
mercfíntes  extranjeros  que  se  hallen  en  sus  aguas.»  En  seguida 
Wheaton,  después  de  referir  los  Ciisos  del  «Newton»  y  «Sally»  co- 
pia la  reselución  imperial  de  J806,  base  de  la  legislación  y  de  la 
jurisprudencia  internacional  de  Francia  y  de  la  doctrina  de  los 
principales  tratadistas  del  imperio. 

HautefFeuille,  á  quien  el  señor  Mesones  llama  el  más  dis- 
tinguido escritor  moderno  de  derecho  marítimo  internación'^^, 
en  la  misma  obra  citada  (Histoirt*  des  origines,  des  progres  et 
des  variations  du  Droit  maritime  international,  dice,  pág.  59. — ) 
«El  derecho  de  hacer  justicia  es  un  atributo  esencial  de  la  sobe- 
ranía; él  no  puede  ser  arrebatado  al  jefe  territor'al  sin  herir  gra- 
vemente sus  derechos  y  su  autoridad.  Considerados  bajo  est& 
punto  de  vista,  el  único  verdadero,  según  las  pres(;ripciones  de 
la  ley  primitiva,  los  Cónsules,  establecidos  en  pais  extranjero,  no 
pueden  tener  ninguna  especie  de  jurisdicción  sobre  los  subditos 
de  sus  soberanos  fijados  en  tierra^  ó  aún  encontrándose  allí  acci- 
dentalmente; porque  estos  hombres  son  naturalmente  reputados 
como  subditos  del  soberano  del  lugar  en  que  se  hallan,  y  some- 
tidos á  sus  leyes;  pero  no  sucede  lo  mi.smo  respecto  de  los  hom- 
bres c^ue  habitan  un  buque,  aunque  esté  en  puerto  txtrranje)'o:  cua- 
lesquiera que  sean  su  fuerza  y  su  ma2:nitud,  es  una  colonia  de 
su  pais,  una  parte  flotante  de  su  territorio;  los  hombres  (pie  lo 
habitan  no  han  dejado  el  suelo  de  la  patria;  han  quedado  some- 
tidos á  su  propio  soberano  y  no  pueden  reconocer  otra  jurisdic- 
ción que  la  suya,  á  lo  menos  por  todos  los  hechos  que,  exclusi- 
vamente relativos  al  buque  y  a  los  que  lo  tripulan,  no  tienen  re- 
lación directa  ni  indirecta  con  el  territorio  extranjero  en  el  cual 
flota  il  buque.  I^  nación  á  que  pertenece  un  buque,  puede,  pues 
delegar  el  derecho  de  hacer  justicia  á  las  tripulaciones  y  aún  á 
los  pasajeros  de  sus  buques,  á  los  Cónsules  establecidos  por  ella 
en  paises  extranjeros,  pero  solo  por  los  hechos  que  acabo  de  es- 
pecificar.» 

Después  agrega,  página  64. — «El  buque,  sea  que  se  eii«'ueii- 
tre  en  plena  mar  ó  en  un  puerto  extranjero,  no  cosa  de  hacer 
parte  del  territorio  de  su  soberano;  él  es,  por  consiguiente,  invio- 
lable. Nadie  puede,  sin  hacerse  culi>able  de  atentado  contra  el 
territorio,  e^  decir,  de  la  más   grave  ofensa  que  puede  hacerse  á- 
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una  nación,  atentar  contra  la  independencia  del  buque.  En  ple- 
na mar,  esta  consecuencia  del  principio  es  absoluta.  El  buque  es 
tan  sagrado  comx)  el  territorio  continental.  En  los  puertos  ex- 
tranjeros, ella  es  modificada  por  las  condiciones  que  el  sobara-  ¡^ 
no  local  ha  creído  que  debía  establecer  para  recibir  el  buque  en 
su  territorio  raiu'íiimo.  Estas  con<liciones  son  de  derecho  secun- 
dario; en  general,  consisten  en  colocar  al  buque  bajo  la  jurisdic- 
ción del  país  á  que  pertenece  el  puerto,  para  todas  las  relaciones 
con  el  país  mismo  ó  los  que  lo  habit^m,  indígenas  ó  extranjeros. 
Para  todos  los  hechos  quo  son  exclusivamente  relativos  al  buque 
y  á  los  que  el  conduce,  ó  á  otros  buques  de  la  misma  nación,  se 
conserva  la  jurisdicción  de  la  madre  patria;  el  buque  que<la  te- 
rritorial. En  la  página  293  agrega — »Hay  un  género  especial  de 
jurisdicción  que  la  Francia  ha  reclamado  siempre  para  sus  Cón- 
sules en  el  extranjero  (y  esto  en  países  cristianos  como  se  colige 
por  lo  anterior)  y  que  ha  ofrecido  siempre  por  reciprocidad  á  las 
otras  naciones.  Ella  pretende,  y  con  razón,  a  mi  juicio,  que  t^do 
hecho,  todo  delito,  más  aún,  todo  crimen,  cometido  á  bordo  de  uu 
buque  francés,  por  individuo  embarcado  hacia  el  capitán  ó  cual- 
quiera ot?a  persíma  embarcada,  queda  sometido  á  la  ju  isdicción 
francesa,  y  que  solamente  el  Cónsul  tiene  el  derecho  do  practi- 
car los  primeros  actos  de  instrucción  y  de  enviar  al  presunto  reo 
ante  los  tribunales  franceses  competentes. Esta  es  una  consecuencia 
del  principio  de  la  territorialidad  del  buque.  El  hecho  cometido 
á  bordo  por  un  francés  ú  otra  persona  embarcada,  fuera  do  toda 
relación  con  el  país  extranjero,  y  los  que  lo  habitan,  se  conside- 
ra cometido  sobre  una  porción  del  territorio  francés,  es  decir,  en 
Fiancia:  los  tribunales  franceses  son  los  únicos  competentes  p'^ra 
juzgar  al  culpable.  \Jn  acuerdo  del  Consejo  de  Estedo  de  1S06 
ha  definido  perfectamente  esta  jurisdicción  especial,  que  ha  sido 
adoptada  por  la  ordenanza  de  1833;  pero  sólo  en  el  caso  do  que 
la  Nación  soberana  del  territorio  lo  permita.  La  ordenanza  re- 
comienda, en  efecto,  al  Cónsul  que  haga  todos  los  esfuerzos  posi- 
bles, para  obtener  el  reconocimiento  de  este  derecho,  bajo  la  pro- 
mesa de  reprocidad.  Hoy  la  mayor  parte  délos  pueblos  han  ad- 
mitido este  principio,  respecto  de  la  Francia»  Después  de  diser- 
tar sobre  la  materia,  el  autor  agrega — «Todo  lo  que  acabo  de  de- 
cir se  aplica á  los  Consulados  en  países  cristianos.» 

El  mismo  autor,  en  otra  obra  i)rofunda  y  trascendental  (Des 
Droiíset  des  devoirs  des  nations  neutres  en  temps  de  guerre  raa- 
rítime)  examina  detenidamente  la  cuestión  pendiente,  la  de  sa- 
ber si  lo  que  pasa  en  el  interior  de  uu  buque  mercante  extran- 
jero, se  halla  sujeto  á  la  jurisdicción  del  país  á  que  pertenece  el 
buque  ó  á  la  del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra  el  mismo  bu- 
que. Recomendamos  á  las  personas  qué  ha^^an  tenido  la  pacien- 
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cia  de  llegar  hasta  aquí,  la  instructiva  y  agradable  lectura  del 
mencionado  escritor  (pág.  287,  tomo  primero.)  Después  de  tra- 
tar el  asunto  con  una  profundi  lad  y  una  lógica  iguales  á  la  raag- 
nificencia  del  estilo  y  á  la  elocuencia  del  lenguaje,  dice: — «  El 
buque,  sea  de  guerra  ó  mercante,  aunen  puQito  extranjero,  es, 
pues,  administrado,  gobernado,  protegido  por  las  mismas  leyes, 
por  los  mismos  medios  que  el  territorio  continental,  leyes  y  me- 
dios que  no  son  aplicables  sino  al  territorio;  él  mismo  es,  pues, 
una  parte  de  este  territorio.»  Manifestando  lo  absurdo  desque  el 
buque,  en  cuanto  á  su  personalidad,  se  lialle  sujeto  á  la  jurisdic- 
ción del  país,  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  dice: — <í  Todos  estos 
hechos  son  incontestables,  y  puedo  decir  aún  uicontestados;  to- 
dos los  pueblos,  en  todos  los  tiemi>os,  los  han  reconocido,  á  lo 
menos,  tácitamente;  ellos  forman  una  de  esas  tradiciones  inter- 
nacionales qtie  hacen  parte  del  derecho  secundario  y  conducen 
¿  esta  conclusión  necesaria,  forzosa: — El  buque  de  guerra  6  mer- 
cante, en  alta  mar  ó  en  aguas  extranjeras,  es  una  parle  del  terri- 
torio de  la  Nación,  cuyo  pabellón  enarbola Acabamos  de 

probar  que  el  buque,  aunque  sea  mercante,  en  un  puerto  extran- 
jero, queda  sometido  al  poder  civil,  administrativo  y  judicial,  es 
decir,  á  la  jurisdicción  del  país.»  Todos  los  escritos  de  este  dis- 
tinguido aptor  encierran  las  mismas  ideas. 

Theodore  Ortolan,  que,  segfin  la  opinión  de  un  distinguido 
escritor,  reúne  á  la  ciencia  del  publicista,  la  exi)eriencia  del  ma- 
rino, ha  expuesto  esta  cuestión,  como  otras  muchas  de  derecho 
marítimo,  con  una  admirable  lucidez,  y  con  datos  abundantes 
jastamente  apreciados.  (Regles  internationales  et  Diplomátie  de 
la  mer.)  Después  de  analizar  los  diferentes  casos  que  puedan 
ocurrir  en  los  buques  de  guerra  y  mercantes,  (véase  el  capítulo 
13,  libro  segundo,  tomo  primero;  Dice,  p«4gina  270.  «Hé  aquí 
como  en  Francia,  á  falta  de  Convención  especial,  se  entiende  y 
practica  la  regla  de  Derecho  Internacional  sobre  esta  materia. 
Nuestra  legislación  establece,  en  cuanto  á  los  hechos  que  pasan 
á  bordo  de  los  buques  mercantes  en  un  puerto  ó  en  una  rada' 
en  país  extranjero,  una  distincíión  entre:  1?,  por  una  parte,  los 
actos  de  pura  disciplina  interior  del  buque,  ó  aún  los  crímenes  é 
dtlüdfí  comuTies,  cometidos  por  un  hombre  de  la  tripulación,  con- 
tra otro  de  la  misma,  cuando  la  tranquilidad  del  puerto  no  ha 
sido  comprometida: — y  2?,  por  otra  parte,  los  crímenes  y  delitos 
cometidos,  aún  á  bordo  contra  personas  extrañas  á  la  tripula- 
ción, 6  por  cualquiera  que  no  sea  de  ella;  ó  aún  los  cometidos 
por  gente  de  la  tripulación  entre  sí,  si  la  tranquilidad  del  puer- 
to se  ha  comprometido.  Respecto  de  los  hechos  de  la  pnmera  cla- 
se, nuestra  legislación  declara  que  los  derechos  del  poder  á  que 
pertenece  el  buque  deben  ser  respetados;  que  la  autoridad  local, 
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por  consiguiente^  no  debe  ingerirse  en   estos  hechos,  á  menos 

que  se  haya  reclamado  su  auxilio.    Estos  hechos,  quedan,  pues, 

bajo  la  policía  y  bajo  la  jurisdicción  del  Estado  á  que  pertenece  || 

el  buque, 

Cauchy,  en  su  obra  de  Derecho  Marítimo  Internacional,  coro- 
nada por  la  Academia  de  Ciencias  morales  y  políticas  de  París, 
después  de  desenvolver  admirablemente  esta  materia,  dice: — 
(página  163,  tomo  segundo),  ocupándose  de  los  buques  mercan- 
tes.— «Si  se  ha  cometido  en  ellos  un  a^ímen^  el  juicio  de  él  que- 
daiú  reservado  á  los  tribunales  de  la  tierra  natal.»  ¡ 

De  Clercq,  en  su  Guía  de  Consulados,  exponiendo   en  la  sec-  I 

ción  tercera,  capítulo  quinto,  libro  séptimo  del  tomo  segundo,  la 
materia  de  que  se  trata,  concluye  por  decir  terminantemente  qua  i 

los  delitos  ó  crímeiifs  cometidos  á  bordo  do  un  buque  mercante 
entre  gentes  de  la  tripulación,  sin  que  se  altere  la  tranquilidad 
del  puerto,  caen  exclusivamente  bajo  la  jurisdicción  del  país  á 
que  pertenece  el  buque  (página  136.)  Moreuil,  dice  lo  mismo. 
(Manual  de  los  Agentes  Consulares,  pág.  81.)  Lo  mismo  dice  Cu- 
sy  y  todos  los  autores  de  guías  y  manuales. 

Casi  nos  parece  inútil  agregar  que  todas  las  doctrinas  que  he- 
mos expuesto,  que  todos  los  tratados,  leyes  y  reglamentos  que . 
hemos  citado  se  refieren  única  y  exclusivamente  á  los  países 
cristianos.  Las  personas  que  conocen  la  materia  y  las  que  quie- 
ran recorrer  los  libros  que  hemos  mencionado,  verán,  como  no- 
sotros, que  la  organización  de  los  Consulados  en  los  países  del 
llevante,  y  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  extranjera  en  esos 
lugares,  dependen  de  leyes  y  de  reglamentos  distintos.  Allí  las 
grandes  potencias  cristianas  administran  justicia  por  completo 
•n  el  mar  como  en  tierra;  y  no  solamente  sobre  sus  nacionales, 
sino  aún  sobre  los  naturales  del  país  en  ciertos  y  determinados 
casos.  Si  se  ha  querido  hacer  un  llamamiento  á  las  pasiones  del 
país  dándole  á  entender  que  se  le  quiere  colocar  al  nivel  de  los 
pueblos  que  no  pertenecen  á  la  gran  comunidad  cristiana,  nada 
tenemos  que  contostar.  Las  aseveraciones  del  señor  Mesones ^so- 
bre  el  modo  como  el  Gabinete  de  las  Tullerías  trata  al  Perú,  son 
ofensivas  para  los  dos  países,  infundadas  y  perfectamente  ino- 
portunas. El  Gobierno  del  Emperador  acaba  de  dcítlarar  que,  al 
nombrar  un  Ministro  Plenipotenciario  en  Lima,  no  sólo  había 
tenido  en  mira  los  intereses  de  sus  naciunales,  sino  que  había 
querido  rendir  un  hotaniagc  al  espíritu  de  progreso  que  domina-» 
ba  á  esta  Re]>úbHca.  Este  progreso  no  puede  tener  lugar  sni  se- 
guir los  piincipios  que  en  materia  de  Derecho  Internacional  te 
profesan  en  todo  el  mundo  civilizado.  Por  otro  lado,  la  reeipro- 
ciíiiid,  y  en  e.sto  el  señor  Mesones  ha  hecho  justicia  al  Gobierno, 
dejM  á  íialvo  el  honor  de  la  República.  Si  aquel  se  hubiese  equi- 
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vocado,  sus  esfuerzos  no  habrían  sido  sino  una  tentativa  gene- 
rosa para  contribuir  al  establecimiento  de  un  gran  principio  li- 
beral en  materia  de  Derecho  Marítimo:  pero  no  es  así;  y  nos  pa- 
rece haberlo  demostrado.  Sin  embargo,  se  dice  que  la  reciproci- 
dad será  ilusoria,  que  no  tenemos  buques  mercantes  en  el  ex- 
tranjero que  aprovechen  del  privilegio  que  concedemos.  Nosotros 
contestaremos  que  el  Gobierno  no  ha  concedido  ningún  favor, 
sino  que,  al  mismo  tiompo  que  ha  reconocido  un  principio  y 
cumplido  un  tratado,  se  ha  libertado  de  la  pesada  carga  de  per- 
seguir y  de  castigar  delitos  que  no  afectan  en  nada  su  seguridad 
ni  manchan  su  decoro.  Si  no  podemos  aprovechar  de  todo  lo 
que  concedemos  á  países  extranjeros,  poco  ó  nada  podríamos  en- 
tonces otorgar.  La  facultad  de  comerciar,  la  de  adquirir  bienes, 
la  de  navegar;  todos  los  derechos,  en»  fin,  que  los  extranjeios  go- 
zan en  el  Perú  no  tienen  una  reciprocidad  material  para  noso- 
tros, i  orque  poco  ó  nada  comerciamos,  compramos  ó  navegamos 
en  los  países  extranjeros  Así,  en  buena  lógica,  y  para  no  acep- 
tar lo  que  se  llama  reciprocidad  ilusoria,  deberíamos  aislarnos 
del  mundo  civilizado;  pero  entonces  vendríamos  4  caer  al  nivel 
de  esos  pueblos  de  Oriente  á  los  que  tanto  temor  tenemos  de  ase 
mejarnos.  Verdad  es  que  hay  otra  reciprocidad  más  elevada  y 
más  provechosa.  Precisamente,  cuando  el  señor  Mesones  presen- 
tó sn  OcrrmmtíÁíi  con  Italia,  el  señor  Ribeyro,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores,  al  remitirla  al  Congreso,  suplía  el  silencio  del 
negociador  y  decía:  «Aunque  es  verdad  que  nuestras  sociedades, 
«  en  la  infancia  de  sus  adelantos  sociales  y  de  sus  especulaciones 
«  mercantiles,  no  pueden  encontrar  en  los  pactos  las  mismas 
<  ventajas  materiales  que  los  pueblos  con  quienes  trata,  en  cam- 
rt  bio  reciben  frutos  morales  de  civilización  y  de  bienestar  que 
•  refor/nan  totalmente  su  manera  de  existir,  y  los  lanza  en  una 
«  vía  ancha  de  progreso,  con  la  importación  de  hombres,  de  ca- 
«  pítales  y  de  luces.» 

Los  inconvenientes  que  se  apuntan  para  la  aplicación  de  lo 
resuelto  por  el  Gobierno,  no  podrían  ser  jamás  un  embarazo 
para  el  sincero  cumplimiento  de  los  tratados  y  de  los  usos  nci- 
bidos;  pero  es  indudable  que  el  Gobierno  peruano  adoptará  las 
medidas  convenientes,  lo  mismo  que  los  demás  Gobiernos,  para 
realizar  lo  estipulado. 

No  hemos  querido  ocuparnos  del  alcance  que  para  el  caso  es- 
pecial de  la  irEmilio  Rondanini»  pudiera  tener  la  reconsideración 
que  pido  el  señor  Fiscal.  A  pesar  de  las  cinco  puñaladas  por  la 
espalda,  que  con  tan  vivos  colores  se  describen  á  cada  momento, 
los  Tribunales  habían  sobreseído  por  no  haberse  podido  descu- 
brir á  los  culpables;  do  manera  que  el  Gobierno  ni  ha  consagra- 
do la  impunidad  de  estos,  ni,  €n  todo  rigor,  ha  impedido  de  Ke- 
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-cho  que  se  administre  justicia.  Ha  acatado  sí  un  principio  y 
mandado  cuMiplir  un  tratado,  cuyo  verdadero  sentido  se  quiere 
desconocer.  Hoy  mismo  si  se  descubriese  que  el  asesinato  de 
Ma tea rens  se  había  cometido, .  no  á  bordo  sino  en  aguas  perua- 
nas, el  Gobierno  reclamarÍH  á  los  asesinos  para  juzgarlos;  y  esta- 
mos seguros  de  que  el  H.- señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
no  los  rehusaría.  Tampoco  creemos  conveniente  oenparnos  de  la 
demanda  de  competencia  ent-ablada  por  los  señores  Fiscales  ante 
la  Excma.  Corte  Suprema,  desde  que  no  sabemos  que  haya  re- 
suelto nada  ese  alto  Tribunal;  pero  podemos  sí  d«cir  que  no 
acertamos  á  conciliar  la  demanda  de  competencia  con  la  deman- 
da de  reconsideración.  En  cuanto  á  la  declaración  general,  ella 
no  importa  sino  la  declaratoria  de  que  obraremos  respecto  de  los 
demás  pueblos  del  mismo  modo  que  ellos  obren  con  nosotros. 
¿Pretenden  acaso  los  señores  Ureta  y  Mesones,  que  el  Perú  esta- 
l>lezí;a  un  trato  desigual  ó  que  se  empeñe  en  mantener  princi- 
pios contrarios  á  los  que  admiten  casi  todos  los  pueblos  y  profe- 
san los  mejores  tratadistas?  No  es  posible. 

Creemos  haber  probado:  1?  que  el  verdadero  sentido  de  la 
('onvención  Perú  -Italiana,  os  el  que  consta  de  la  resolución  del 
(fobierno,  deducido  de  su  tenor  y  de  su  conformidad  con  las  le- 
yis  y  reglamentos  vigentes  en  Francia  y  en  Italia;  2*  que  los  re- 
cientes tratados  de  las  más  grandes  potencias  encierran  el  mismo 
principio;  3*  que  la  jurisdicción  francesa  es  constante  en  la  ma- 
teria y  que  el  caso  del  «iTempest»  no  se  puede  considerar  tampo- 
co como  una  excepción;  4?,  que  en  otros  países,  y  en  el  Perú 
miímo,  seha  apliciido  la  doctrina  que  envuelve  la  resolución  del 
Gobierno;  5*  que  los  reglamentos  consulares  de  muchas  grandes 
naciones  se  hallan  conformes  con  esos  tratados  y  con  esta  juris- 
prudencia; O'^  que  esta  es,  también,  la  opinión  de  los  más  moder- 
nos y  más  acreditados  tratadistas  sobre  la  materia,  y  7?  que  esta 
es  la  doctrina  más  aplicable  y  más  conveniente.  También  la 
creemos  conforme  con  los  principios  y  con  la  marelia  progre^va 
del  Derecho  ihternacional. 
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VII 


Principio  y  desoí  vi  miento  de  la  cuestión.  D^  la  propiedad.  Dol  mar.  Dife- 
rencia profunda  entre  el  modo  como  se  ejerce  el  dominio  en  la  t'erra  y 
en  el  mar.  Origen  alcance  y  denominación  del  derecho  que  se  tiene  en 
el  mar.  Limitación  de  la  jurisdicción  en  tierra.  Ella  está  mas  'imitada 
en  el  mar.  ¿Qué  es  un  buque?  Derechos  que  él  tiene  y  fenó.neaos  qiio 
pasan  en  él.  Alcance  de  la  jurisdicción  territorial.  Relación  de  la  pre- 
sente cuesti-ín  con  la§  demás  que  se  refieren  á  la  inviolabilida  i  de  la 
bandera  en  la  guerra  como  en  la  paz.  Liberalismo  d?  Napo'cón  L  en 
las  coestiones  de  derecho  marítimo  por  oposición  á  la  Gran  Bretaña 
La  inconsecuencia  de  Napoleón  en  esos  principios  fué  la  verdadera  cau- 
sa de  su  caída.  Una  de  las  manifestaciones  del  liberalismo  francés  en 
materia  de  derecho  marítimo  fué  la  rosolución  de  m06.  Marcha  de  este 
principio.  La  Inglaterra  entrando  en  la  via  del  liberalismp  marítimo 
en  el  Congreso  de  París  y  con  motivo  del  "Treat."  Inviolabilidad  de 
la  bandera*    Lentitud  de  los  progresos  del  derecho  de  gestes. 

La  cuestión  que  se  debate  es  una  de  las  consecuencias  de  otras 
cuestiones  de  orden  más  elevado.  Todos  los  principios  de  propie- 
dad nacional,  de  soberanía  y  de  jurisdicción  tienen  que  ícr  invo- 
cados. La   marcha  de  la   humanidad,   acorde  á  veces  con  cUoí, 
infringiéndolos  á  menudo,  pero  caminando  siempre  á  su  cumpli- 
miento, se  recuerda,  invohmtariamen te.  El  interés  qu3  ellos  ins- 
piran parece  ser  más  grande  cuando  se  refieren  al  vasto  Océani. 
Casi  todos  los  pueblos  que  han  llegado  á  alcanzar  un  alta  polerío 
han  aspirado  á  dominar  en  el  mar;  pero  si  la  liberdal  absoluta 
del  Océano   es  hoy   un  principio   reconocitlo  univers límente,  es 
preciso  confesar  que  la  inflexible  lógica    vé  to  bivía  infracciones 
de  este  principio  que,  p^r  k-janas  que  sean,  sirven  de  ob.^tAculo  ;i 
la  perfecta    realización  del   derecho.  Las  tentativas  para  ejercer, 
si  no  la  vasta  extensión  de   los  mares,   á  lo  menos  en  limitado.^ 
espacios,  un  derecho  absoluto,    renacen  sin  cesar;  pero  el  mar  es 
libre  y  todos  los   mares  son  libres;   así  lo  ha  dispuesto  la  Provi- 
dencia misma:  porque   ni    tolo  el  mar,  ni  una    parte  de  él  son 
susceptibles  de  una  verdadera  apropiación.    La  propiedad  impri- 
me, por  decirlo  así,  el  sello  déla  personalidad  humana.  El  hom- 
bre, ó  una  sociedad  de  hombres,  se  apodera  de  un  terreno,  lo  modi- 
fica, lo  transforma,  y.  dominándolo  casi  por  completo,  lo  convierta 
en  una  verdadera  propiedad,  sea  privada,  sea  publica,  ejerciendo 
dominio  particular,  ó   dominio   eminente;  pero   con    un    trozo 
de  mar,  esto  es  imposible.  ¿Cuál  es  la  huella  que  el  ho!rü>re  deja 
en  él?  Ni    la  navegación,  ni  lu   pezca  producen  esaviva  impre- 
sión de    la  actividad  y  de  la    personalidad  humanas,  esa  especia 
de  identificación  entre  la  cosa  y  el  hombre,  en  la  cual  éste  domi  * 
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na  y  se  convierte  en  propietario. — Nemo  nescli  navem  per  niirem 
iransnmtem  von  phisjwris quam  vestibil  reUqaere,  ha  diclio  Grocio; 
pensamiento  que  un  escritor  moderno,  ha  expresado  eloeuen- 
teme'ite  ts':  «  Si  los  buques  surcan  un  momento  las  ondas,  la  ola 
Tiene  á  borrar  al  momento  est^i  ligera  señal  do  servidumbre  y 
el  mar  reaparece  tul  como  fué  el  dia  de  la  creación. »  La  nece- 
sidad de  procurar  la  seguridad  dobida  á  los  países  marítimos, 
ha  podido  únicamente  justificar  la  existencia  de  ciertos  derechos 
«obre  una  porción  reducida  del  Océano.  Esta  se  llama  mar  terri- 
torial, lia  impropiedad  misma  de  los  términos  acredita  la  liini- 
iíición  del  poder.  La  imperfección  del  lenguaje  reveíala  imper- 
fección del  derecho.  El  dominio,  y  por  consiguiente  la  juri'sdic- 
ción,  se  debilitan  des<le  que  salvan  el  últimD  grano  de  arena  para 
oonvertirso  en  un  simple  jm-lUtore^,  que,  por  no  habar  nacido 
de  un  dominio  perfecto  y  absoluto,  no  en:5Íerra  tampoco  una  ju- 
risdicción tan  extensa  como  la  que  se  tiene  en  tierra.  Limitado? 
se  encuentran,  pues,  la  extensión  de  mar  que  se  puoíla  llamir 
});opia,  y  los  derechos  que  sobre  esi  paquela  pireióu  S3  c¡or3en. 

La  jurisdicción  mlsm  i  que  se  ejerc3  cd  tierra  r,3ciba  sus  limi- 
t irio«es,  porque  todos  los  derechos  de  las  naeion3.=5,  com  i  de  los 
iadividui^s,  so  limitan  eu  su  ejercicio  pira  realizar  así  el  dere:h) 
abjo'ut^  De  aquí  resultan  esos  onflictis  entre  las  levos,  d>  cuya 
resolu'.ión  se  ocupa  el  üeretího  Liternicionxl  privado.  Poi*  eso 
eri  tolos  los  países  del  munlo  S3  realizan  vordal^ros  a^tos  de  ju- 
risdicc  ón  do  países  extranjeros;  y  so!o  do  la  ariU^uía  entro  las  dis- 
tintas jurisdicciones  do  los  paísos  que  sí  conunicau  etitre  sí  puo- 
di  resultar  la  ver  la  lera  realiza "íióu  del  dore.íh-),  así  c:>;no  esta 
no  tieno  lugir  ontro  los  !ni-!n)in  li/i  1  n^.  siu)  mí  li  iut)la  li:n't\- 
cióu  recÍ4)roca  y  c.:)nstante  desús  rop^cítivos  dorochos  particulares. 

Estas  con.sidoiaciones,  qno  no  entra  eu  nuestro  proposito  do- 
sonvolver,  fío  aplican  con  mas  nizon  al  inir.  Alli  el  que  paroco 
]>osocr  estú  mas  üinitatlo  que  en  tierra  por  los  d-oinis  puoblos  del 
niuu  lo.  Allí,  fíubro  tolo,  so  roaliza  un  {\*nóino;io  que  no  tiene 
l'rjjar  en  tierra.  Un  eiifiv-io,  llevan  lo  en  su  svmvo  uua  s)oieilad 
oiganizada  í'r):if)rui'>  á  las  leyes  dó  su  [)i¡-,  sm  lanza  ni  Océano  y 
Ho  a[>roxiina  a!  torri lorio  de  otro  país;  allí  va  la  p'uria  con  sus 
loyc-^,  í;')U  suj  aut orilla  1  ys,  y  allí  va  la  biudora,  símbolo  do  la 
nacionuüdad  y  eu.-^^eñi  d.íl  honor.  E5asor»i<jíla  1,  sea  que  vaya  pir 
cuenta  dol  Estado,  s(ía  que  vaya  por  su  pro[)ia  cu-Mita,  y  aun 
•  'uan  lo  f-v,  bulle  dentro  do  lo  qu3  so  llaoi a  úiiv  lr.rrit)riaf,  eouti- 
i\ áa  rv'íí'i  la  por  las  Icys  «k»  .su  ¡)aís.  Si  .^o  rt-ilí/a  eu  ello?  )iu  he- 
cho ])unihlo  por  las  leyes  de  su  [)átria,  pei'o  inocente  por  las  de 
la  tierra  que  'Asiá  á  la  vi-ta,  ól  sorá  cash.i;ado;  sí,  al  contrario,  se 
perpotra  lo  <juo  en  tierra  so  podría  llamir  uu  ,«l:^iito  y  por  las  le- 
yes dol  r  '      '       -»  p3rLou3oo  el  bu  [lo  u  i   hoou:>  iu3oonto,  na  lie 
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lo  puede  castigar.  Los  testamentos  y  lodos  los  actos  del  estado  ci- 
vil tienen  lugar  allí,  independicntemonte  de  la  tirrra  que  se  vé, 
del  soberano  que  se  tiene  al  fren4.e;  el  niño  que  nace  en  el  buque 
es  un  extranjero  para  el  país  que  se  contempla  desde  a  bordo.  La 
extradición,  que  difícilmente  se  otorga  en  tierra  y  que  siempre 
se  limita  á  ciertos  hechos,  se  concede  fácilmente  en  los  puertos- 
Si  el  bmque  es  de  guerra,  lus  fenómonos  que  .se  realizan  son  to- 
davía m&s  singulares,  y  para  justificarlos  no  hay  necesidad  de 
recurrir  á  lo  que  se  llama  la  ficción  do  la  territorialidad  ó  de  la 
exterritorialidad;  porque  de  meras  palabras,  de  dudoso  significado, 
no  se  pueden  deducir  principios  de  derecho.  Lo  cierto  es,  que 
aún  cuando  un  buque  de  guerra  no  vale  cierüunente  mas  que  la 
casa  de  un  Agente  Diplomático,  y  aún  cuan<lo  sin  duda  alguna  el 
oficial  que  manda  un  buíjue  no  tiene  ni  para  su  país,  ni  i>ara  el 
país  extranjero  la  alta  representación  y  las  grandes  funciones  de 
un  Agente  Diplomático,  pasa  en  ei  buque  y  se  realiza  por  el  ca- 
pitán lo  que  no  puede  tener  lugar  en  la  casa  de  un  Age^^te  Di- 
plomático y  lo  que  este  n:}isrGo  no  i>uede  realizar.  Ante  todo,  un 
cuerpo  de  ejército  extranjero  no  entra  armado  al  territorio  sino  en 
casos  muy  excepcionales  y  con  un  pcíiniso  especial;  pero  un  bu- 
que de  guerra  so  sitúa  erizado  de  cañones  en  el  mar  territorial. 
Esa  fortaleza  no  se  podría  situar  en  tierra.  Si  dos  ejércitos  se  ba- 
ten en  el  extranjero,  ninguno  de  los  dos  puede  entrar  armado  al 
territorio  neutral,  para  volver  á  emprender  i^us  operaciones;  pero 
dos  escuadras  se  baten;  cualquiera  de  ellas  entra  armada  al  mar 
territorial  del  Estado  neutral,  y  sale  después  para  continuar  la 
guerra.  Por  último,  en  un  buque  se  administra  justicia,  y  en  pre- 
sencia del  sol)erano  territorial,  se  juzga,  se  sentencia  y  se  ejecuta. 
Ija  pena  misma  de  muerte  puede  ser  aplicada  allí  y  esto  no  podría 
tener  lugar  ciertamente  en  rasa  de  un  Agente  Diplomático.  Si,  por 
cortesía,  los  comandantes  de  buques  salen  del  puerto  para  apli- 
i  car  la  })ena  de  muerte,  es  únicamente  para  no  llamar  la  atención 

pública;  pero  pueden  ajílicarla  bajo  el  alcance  del  cañón  terri- 
torial. 

Estas  diferencias  esenciales  entre  el  mar  y  la  tierra,  los  buques 
y  las  casas;  las  exigencias  del  comercio  y  de  la  navegación;  las 
justas  influencias  de  la  paz  como  las  legítimas  influencias  de  la 
guerra,  han  consagrado  la  independencia  dt'l  buque  y  l-t  invio- 
labilidad de  la  bandera.  Estos  princijvios  no  son  ilimitados,  ni 
para  el  buque  de  guerra,  ni  para  el  buque  mercaiHe;  al  oontirio, 
ellos  reciben  la  limitación  resi>ectiva  de  la  seguridad  y  de  los  in- 
tereses del  soberano  territorial.  La  situación  que  resulta  no  es  de 
difícil  definición.  El  buque  de  guerra  es  perfectamente  indepen- 
diente con  tal  de  que  no  atente  á  la  seguridad  ni  á  los  int^jcses 
del  soberano  territorial;  v,  aún  en  este  caso,  considerándosele  co- 
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mo  la  emanación  de  un  poder  púbico  extranjero,  no  se  le  po- 
dría reprimir  sino  conforme  con  las  leyes  de  la  guerra.  Un  bu- 
que mercante  no  es  así.  Dedicado  al  comercio,  no  representando 
al  poder  público  de  su  país,  aún  cuando  pueda  decirse  que  re- 
presenta una  paite  de  su  teiritorio,  es  independiente  en  sí;  pero 
en  sus  relaciones  con  el  territorio  extranjero,  queda  sujeto  á  la« 
leyes  y  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  de  63te. 

Si  en  tiempo  de  paz  eátos  principios  no  son  reconocidos  y  apli- 
ca ^o>  sin  dificultades  ni  controversias,  en  tiempo  de  guerra  son 
á  menudo  desconocidos,- 6  falsamente  interpretados;  pero  en  la 
guer«,como  en  la  paz,  los  principios  fundamentales  son  siempre 
los  mismos. 

En  un  tiempo  la'Gran  Bretaña,  llamada  por  su  poder,  por  las 
magníficas  cualidades,  de  su  raza  y  por  su  situación  geográfica  á 
llevar  á  otros  pueblos  su  actividad  y  sus  grandes  instituciones, 
dominó  los  mares.     El  hecho  pretendió  ser  transformado  en  un 
derecho;  y  el  gran  principio  de  la   inviolabilidad  de  la  bandera 
ftié  completamente  <lesconocido.    Nadie  tenía  mas  buques  y  na- 
die los  tenía  fhas  poderosos  que  la  Gran  Bretaña.    En  teoría,  y 
admitiendo  sus  principios,  el  pabellón  británico  no  sería  inviola- 
ble; los  buques  británicos   podrían  sufrir  el  derecho  de  visito;  los 
delitos  ó  crímenes  cometidos  en  ellos  podrían  ser  justiciables  por 
las  autoridades  de  los  puertos;  pero  ¿quién   podía  ejercer  esto« 
derechos  respecto  de  la  Gran  Bretaña?  Eran  para  ella,  eran  para 
sus  puertos  esos  derechos,  esos  privilegios.    Vino  la  revolución 
francesa,  y  su  prodigiosa  influencia  no  podía  menos  que  hacerse 
sentir  en  el  derecho  marítimo  internacional;  luego  vino  Napo- 
león I  y  se  colocó  al  frente  de  la  Gran   Bretaña;  y  entre  esos  dos 
colosos  hubo  grandes  fenómenos  y  hub  >  grandes  resultados.  En- 
tre los  primero?,  figura  el  bloqueo  continental;  pero  si  Napoleón 
I,  nu9  se  proponía  llevar  hasta  sus  últimas  co.isocuencias  el  prin- 
c!p'o  de  la  libertad  de  los  mares,  como  medida  para  combatir  á 
la  OtíiU  Bretaña,  no  hubiera  incurrido  en  el  gran  error  de  decre- 
tar ól  mismo  el  bloqueo  universal,  haciendo  uso  de  armas  idén- 
ticas á  las  de  su  enemigo,  no  habría  levantado  contra  sí  todos 
los  intereses  europeos,  todos  los  gabinetes;  no  habría  declarado  la 
gueira  á  la  Rusia,    ni  preparado,    con  el  gran   desastre    de  Mos- 
cow,  la  abdicación  de  Fontainebleau  y  la  catástrofe  de  Water  loo. 
Kn  todo  rigor.   Napoleón  I  cayó  ¡wr  no  haber  sido  consecuente 
c(m  los  principios  de  libertad  comercial,  de  libertad  de  los  mares 
y  de  independencia  de  los  buques  mercantes;  pero,  al  fin,  una  de 
las  emanaciones  de  la  política  liberal  del  gobierno  francés  obser- 
vada en  los  mares,  siquiera  para  combatir  las  i»rt tensiones  de  la 
Gran  I^retaña,  fué  la   resolución  del  Consejo  de  Estalo  de  1806 
^uo  declaró,  en  resumen,  al  buque   mercante,  in<lepondiente  de 
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la  jurisdicción- del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  respecto  de 
lo  que  pasa  en  su  tri[»ulación.  Era  un  paso  que  se  daba  para 
aproximarse  al  gran  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  bandera. 

Desaparecido  el  Imperio,  caída  la  rama  primogénita  en  Fran- 
cia y  Itívantaílo  el  trono  de  Luis  Felipe,  todo  el  mundo  sabe  que 
uno  de  los  motivos  que  prepararon  el  desprestig^io  de  este  Mo- 
narca fué  su  condescendencia  en  cuanto  al  dei-echo  de  visita  im- 
puesto por  Inglaterra.  El  derecho  de  visita  es  una  parte  del  sis- 
tema que  consiste  en  no  respetar  la  inviolabilidad  del  buque  ex- 
tranjero, así  como  otra  parte  de  ese  sistema  es  la  pei*secución  y 
castigo  de  los  delitos  que  se  cometen  exclusivamente  entre  la  tri- 
pulación. 

No  pretendemos  hacer  la  historia  del  Dereclio  marítimo  inter- 
nacional; pero  si  haremos  notar  que  en  el  Congreso  Internacional 
de  París  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  de  los  laureles  reco- 
gidos en  común  por  la  Francia  y  por  la  Inglaterra  resultaban  las 
cuatro  declaraciones  aceptadas  después  por  la  mayor  parte  de 
los  pueblos  civilizados,  y  que  tieuden  todas  á  asegurar  la  inde- 
pendencia del  buque  y  la  inviolabilidad  déla  bmdera.  El  rosni- 
do no  fué  completo,  y  á  pesar  de  las  insinuaciones  de  Mr.  Marcy, 
no  se  llevó  más  lejos  el  respeto  debido  al  pahollón  extranjero. 
Más  tarde,  sin  embargo,  cuando  la  célebre  cuestión  del  Trent 
llamaba  la  atención  del  mundo  civilizado  y  fortificaba  la  impo- 
nente neutralidad  de  la  Gran  Bretaña,  rasgaba  osla  uno  de  los 
girones  de  su  antigua  política  y  devolvía  á  los  Kst  id  os  U:h  ios 
un  gran  principio  liberal  quo  estos  habían  so-tenido  contra  olla. 
Es  admirable,  sea  dicho  de  pa'íj,  esa  cambio  m  Uno  de  c^ncasio- 
nes  liberales,  hecha  aún  en  el  seno  do  las  controvr^rsias  entre  esos 
dos  grandes  pueblos,  cuyas  lecciones  debemos  aprovechar  los  quo 
hablamos  español. 

La  inviolabilidad  de  la  bandera  y  la  indepon  loncia  de  los  bu- 
ques mercantes,  principios  que  nóso  combaten  sino  por  los  parti- 
darios de  una  política  retrógrada,  no  están  tolavía  asec^urados; 
pero,  á  cada  paso,  bien  sea  de  la  guerra  y  s')bre  to  lo  de  la  paz, 
de  los  tratados,  de  la  comunicación  frecuento  entre  hn  naciones, 
tyer  de  uua  lucha,  hoy  de  un  arreglo,  a  veces  do  una  buena  vo-* 
luntad,  otras  de  la  oposición  misma,  se  camina,  en  ^^rande  ó  en 
pequeña  escala,  al  establecimiento  do  un  principio.  D^*  cualquier 
modo  que  sea,  como  dice  Cauchy,  no  se  consuman  repontina- 
ment©  las  grandes  revoluciones  morales  en  el  sonó  do  las  socie- 
dades humanas;  no  se  avanza  sino  lentamente  y  poco  á  poco 
hacia  el  bien.  Donde  el  error  ó  la  preocupación  dominan  tiráni- 
camente los  espíritus,  la  verdad  no  so  deja  entreveer  al  principio 
sino  á  medias;  después  se  la  descubre  mejor,  y  Inoo^o  completa- 
mente. El  cristianismo,  a  pesar  de  su  virtud  divina,  no    ¡la  con- 
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vertido  al  mundo,  ni  en  un  día,  ni  en  un  siglo.  Un  hombre  tocado 
por  la  gracia  ó  convencido  por  la  fuerza  de  la  verdad,  confiesa 
su  error.  San  *Pablo  derribado  por  an  rayo  en  el  camino  de 
Damasco  se  levanta  cristiano;  pero  en  un  pueblo  cuyas  preocu- 
paciones é  intereses  se  ligan  entre  sí'contra  la  justicia  ó  la  verdad, 
no  se  desengaña  por  una  rápida  iluminación.  La  reforma  del  De- 
recho de  Gentes  será  más  difícil  y  más  lenta  aún,  que  la  de  las 
leyes  ó  de  los  usos  particulares  de  un  solo  pueblo.  Ella  será  la 
obra  paciente  y  común  del  tiempo,  de  la  discusión  y  de  los  he- 
chos. La  justicia  obtiene  un  progreso;  el  interés  aconseja  otro  y 
la  lógica  arranca  el  tercero.  Os  encontráis  estrechados  entre  in- 
consecuencias que  03  conducen  á  ensanchar  el  principio  que  antes 
era  insuficiente  y  estrecho.  Las  ligaduras  de  la  servidumbre,  una 
vez  aflojadas,  acaban  por  desatarse  ó  por  romperse. 

Lima,  Abrlil  9  de  1869. 

J.    A.    BARRP:NKCnEA. 


líral  L(gaci(m  de  Italia  en  el  Perú, 

hima,  4  Je  Junio  do  18í)0. 
Excmo  Sofior: 

En  notas  de  2  y  3  de  Marzo  último,  y  con  relación  á  otras  mía« 
de  fecha  anterior,  V.  E.  me  hizo  el  honor  de  participarme  que, 
})or  resolución  suprema  de!  28  de  Febrero,  S.  E.  el  Presidente  de 
la  República  había  dispuesto  que  los  marineros  que  se  encontra- 
ban en  la  cárcel,  á  consecuencia  de  los  delitos  perpetrados  á  bor- 
do de  los  buques  mercantes  italianos  «Emilio  Rondanini»  y  «Em- 
man»),  permanecieran  ari estados  a  disposición  del  Vice-'*ónsul 
italiano  en  el  Calino. 

El  Gobierno  del  Rey,  mi  Augusto  Soberano,  á  quien  ya  había 
eomunieado  los  pormenores  del  caso,  ha  quedado  sumamente 
complacido  de  esta  nueva  prueba  de  lealtad  con  que  el  Gobier- 
no del  Perú  observa  los  pactos  internacionales  y  los  hace  respe- 
tar. A  mi,  pues,  que  no  hago  más  que  trasmitir  sus  apreciacio- 
nes, me  es  altamente  satisfactorio  poder  corroborar,  que  su  mo- 
do de  entender  el  sentido  del  artículo  17  de  la  Convención  Con- 
sular y  las  instrucciones  que  para  su  aplicación  ya  se  habían  da- 
do con  anterioridad  á  la  publicación  de  la  resolución  suprema 
del  28  de  Febrero,  se  halla  en  en  perfecta  consonancia  coi\  la  de- 
cisión del  gabinete  peruano. 
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Aunque  de  un  modo  indirecto,  pero  siempre  oficial,  esta  utú- 
formidad  confirmn,  que  en  el  espíritu,  como  en  la  letra,  con  la 
estipulación  de  aquel  artículo,  los  dos  gobiernos  se  propusieron 
establecer  el  principio  que:— en  los  desórdenes  que  ocurriesen  á 
bordo  de  los  buques  mercantes,  sin  exclusión  de  los  crímenes  y 
delitos,  la  jurisdicción  queda  reservada  á  la  ba  idera,  siempre 
que  no  resulte  comprometido  el  orden  publico  de  la  otra  nación 
y  que  no  se  baile  implicada  persona  extraña  4  la  tripulación. 

Es  grato  esperar  que  la  publicación  de  esta  conclusión  defini- 
tiva de  los  conflictos  suscitados  a  propósito  del  «Rondanini»  y  de 
la  tEmma»,  removiendo  toda  duda,  servirá  para  hacer  más  se- 
gura y  expedita  la  acción  de  los  que  tienen  ingerencia  en  mate- 
ria fie  policía  marítima. 

Si  V.  E.  lo  juzga  oportuno,  le  suplico  me  permita  una  obser- 
vación retrospectiva,  que  bago,  con  dolor,  pero  juzgo  indispensa- 
ble. 

En  documentos  oHciales,  oficialmente  publicados,  y  á  los  que 
lívs  firmas  que  llevan  dan  crédito  y  autoridad,  ampliandosemás 
íle  lo  que  permiten  la  reserva  y  el  respeto  debidos  á  la  posición 
<le  qviien  es  solamente  acusarlo,  se  ba  dado  á  los  delitos  en  exa- 
men un  carácter  de  vil  atrocidad  que  va  más  allá  de  la  reproba- 
ción <]e  los  hechos  individualeí?. 

La  decisión  que  ya  había  tomado  el  juez  del  crimen,  que  ha- 
l)ienílo  tenido  en  su  poder  los  presuntos  reos  del  «Roiidaninij» 
procedió  con  arreglo  á  las  leyes  peruanas,  hubiera  debido  evitar 
quizás  í^sas  duras  imputaciones.  A.  mí,  que  he  examinado  cui- 
dado.*íamente  los  procodiniientos  informativos  que  después  se  sus- 
tanciaron en  el  C.oii.^u\ndo  italiano  en  el  Callao,  do  conformidad 
<^on  la  U'gislación  nacional,  me  toca  declarar  que  nada  a])soluta- 
iiiente  se  encuentra  en  ellos  que  pueda  justificarlas  ni  muy  re- 
motamente. 

Fácilmente  se  convencerá  cualquiera  de  ello,  con  solo  consi- 
<lí  rar  que  el  homicidio  cometido  á  brrdo  del  cllondanini»,  ocu- 
rrió en  el  momento  en  que  aqu(d  que  fué  la  víctima,  agarrado  á 
los  cables  exteriores  del  buque,  trataba  de  escapar  á  la  furia  de 
los  marineros  que  le  vieron  herir  mortalmente  al  oficial  de  ma- 
yor giaíluación  que  se  hallaba  presente  á  bordo  y  que  en  tumul- 
to le  f>erseguían. 

Tara  el  que  conoce  á  la  gente  de  mar  bastarían  estas  cir- 
cunstancias, [)ara  explicarle  una  exasperación  que  no  para  hasta 
el  delito:  cualquiera  lo  comprenderá  con  solo  conocer  lo  que  es 
el  hombre,  sabiendo  que  el  muerto  era,  no  solo  el  subalterno  de 
aquel  contra  cuya  vida  atentó,  sino,  además,  de  nacionalidad,  dt 
raza  y  de  color  distintos  al  rcito  déla  trii)ulación. 
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Tocante  al  marinero  de  la  «Emma»,  fallecido  en  el  hospital 
del  Callao,  y  cuyo  estado  conmovió  tanto  á  la  persona  que  lo  to- 
mó á  su  cargo,  á  expensas  del  buque,  no  tengo  mas  que  una 
circunstancia  que  hacer  presente,  y  es  que  el  procedimiento  de 
instrucción  que  hoy  es  público,  contiene  la  prueba  legal  y  abso- 
luta de  que  el  marinero  murió  de  una  afección  pulmonar  pre- 
existente, y  que  el  único  golpe  que  recibió  á  bordo  fué  dado  en 
circunstancias  en  que  el  Código  marítimo  no  solo  no  lo  castiga, 
sino  que  formalmente  lo  excusa. 

Tengo  el  honor  de  ofrecerme,  nuevamente,  con  la  mas  alta 
estima  y  distinguida  consideración,  de  V  .E.  atento  y  obsecuen- 
te servidor. 

Hipólito  Garrou. 

Á\  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

Lima,    Junio   6   iJe  18C9. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  me  ha  dirigido 
US.H.  con  fecha  4  del  presente,  para  manifestarme  que  su  Go- 
bierno, á  quien  US.H.  bebía  comunicado  los  pormenores  relati- 
vos á  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  italianos 
«Emma»  y  «Emilio  Rondanini»,  ha  quedado  sumamente  compla- 
cido de  la  nueva  prueba  de  lealtad  que  ha  dado  el  Gobierno  del 
Perú,  observando  su  pacto  internacional /y  haciéndolo  respetar. 
US.H.  agrega  que  no  hace  mas  que  trasmitirme  las  apreciacio- 
nes de  su  Gobierno,  y  que  le  es  altamente  sntisfactoiio  poder  co- 
rroborar que  el  modo  como  él  entiende  el  artículo  17  de  la  Con- 
vención Consular  vigente  y  las  instrucciones  que  había  dado  á 
US.H.  se  halla  en  perfecta  conformidad  con  la  decisión  del  Go- 
feierno  peruano. 

S.E  el  Presidente  de  la  República,  á  quien  he  tenido  el  ho- 
nor de  leer  la  nota  de  US.  H.,  ha  experimentado  una  verdadera 
satisfacción  al  ver  que  su  resolución  de  28  de  Febrero  último, 
acorde  con  las  conclusiones  que  tuve  el  honor  de  proponerle,  se 
halla  en  conformidad  con  la  manera  de  apreciar  el  artículo  17 
de  la  Convención  Consular,  expresada  por  el  Gobierno  de  Su 
Majestad  el  Rey.     Este  acuerdo,  como  US.  H.  lo  dice  muy  bien 
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manifiesta  que  los  dos  Gobiernos  quisieron  establecer  el  princi- 
pio <le  que,  en  los  desórdenes  ocurridos  á  bordo  de  los  buques 
mercanto^s,  sin  exclusión  de  los  delitos  y  de  los  crímenes,  la  ju- 
risdicción está  reservada  ala  bandera,  siempre  que  no  resulte 
comprometido  el  orden  público  de  la  otra  Nación  y  que  no  se 
halle  implicada  persona  extraña  á  la  tripulación. 

US.  11.  ha  querido  examinar  algunos  hechos  y  algunas  pu- 
blicaciones oficiales  que  sobre  ello3  han  tenido  lugar.  Comprendo 
muy  bien  que  US.  H.,  en  honor  de  sus  nacionales,  sea  sensible  á 
ciertas  apreciaciones  que  se  hayan  hecho  de  algunos  pormenores 
de  los  referidos  hechos;  pero  creo  que  esas  apreciaciones  no  pue- 
den haber  tenido  lugar,  si  no  por  que  tales  hayan  sido  los  infor- 
mes que  se  han  tenido  presentes  para  formarlas.  Ninguna  otra 
suposición  puedo  admitii-se,  porque  en  el  conjunto  y  en  el  resul- 
tado de  este  asunto,  se  han  revelado  la  justicia  y  la  lealtad  de  las 
autoridades  peruanas.  Y  no  podía  ser  de  otra  manera,  porque 
loe  sentimientos  del  país  y  la  conducta  de  las  autoridades  se  ha- 
llan en  conformidad  con  la  iX)lítica  del  Gobierno,  cuya  protec- 
ción constante  á  los  extranjeros  no  podría  desmayar  respecto  d# 
los  subditos  do  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  que,  debo  decirlo 
en  justicia,  se  han  hecho  siempre  dignos  de  la  estimación  de  la 
República  y  de  la  consideración  del  Gobierno. 

Volviendo  al  objeto  principal  de  la  nota  de  US.  H.  no  pue- 
do menos  que  felicitarme  de  la  perfecta  conformidad  que  existe 
entre  el  Gobierno  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey,  respecto 
del  modo  como  debe  entenderse  el  artículo  17  de  la  Convención 
Consular  vigente. 

Tengo  el  honor  de  repetirme,  con  mi  más  distinguida  oon- 
«deración,  de  US.  H.  muy  atento  y  muy  obediente  servidor. 

J.  A,  Barrenechea. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 
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GASO  DEL  PAQUETE  FRANGES  "AUNIS" 


Uno  de  los  deberes  más  importantes  del  soberano  es  la  elec- 
ción de  los  hombres  á  quienes  confía  funciones  que  por  su  natu- 
raleza pueden  interesar  las  relaciones  internacionales.  Elstas  rela- 
ciones son  siempre  muy  delicadas  y  muy  difíciles  de  mantener. 
Cada  pueblo  aspira  firmemente  y  con  razón  á  que  sean  respeta- 
dos todos  sus  derechos.  Las  cuestiones  de  independencia  recípro- 
ca, de  nacionalidad,  y,  sobre  todo,  de  respeto  á  los  agentes  diplo- 
máticos y  al  pabellón,  comprometen  siempre  el  amor  propio  na- 
cional, apas¡t)nah  á  los  pueblos  y  pueden,  si  no  son  tratados  con 
suma  delicadeza  y  un  perfecto  conocimiento  del  derecho,  com- 
prometer la  paz  de  mundo.  Las  funciones  de  este  género  de- 
ben, pues,  confiarse  á  hombres  que  conozcan  muy  bien  las  leyes 
internacionales  generales  y  las  obligaciones  especiales  contraídas 
por  su  patria  para  con  las  demás  naciooAlidaáeK  Además, 
es  necesario  separar  de  estas  difíciles  misiones  á  los  ciuda- 
danos muy  débiles  para  resistir  á  las  influencias  de  los  par- 
tidos políticos  ó  bastante  ambiciosos  para  buscar,  en  los 
excesos  de  un  celo  peligroso,  los  medios  de  procura}*se  un 
adelantamiento  más  rápido.  Cuántas  complicaciones  políticas  y 
aún  guerras  no  han  tenido  otras  causas  que  la  ignorancia  ó  la  am- 
bición de  funcionarios  de  un  orden  inferior  ó  secundario!  Sin  du- 
da que  en  nuestros  días  hay  menos  que  temer  estas  graves  con- 
secuencias. La  rapidez  de  las  comunicaciones,  el  espíritu  mu- 
cho más  conciliador  de  los  Gobiernos,  permiten  remediar  pronta- 
mente actos  inconsultos  que,  un  siglo  antes,  habrían  podido  ame- 
nazar la  seguridad  de  los  pueblos.  Sin  embargo,  hace  apenas  al- 
gunos años,  el  celo  demasiado  fogoso  de  un  comodoro  americano 
estuvo  á  punto  de  hacer  estallar  la  guerra  entre  la  Gran  Breta- 
ña y  los  Estados  Unidos.  Mas  recientemente,  la  indolencia  de 
un  Mmistro  inglés  en  el  Brasil  ha  hecho  romper  las  relaciones 
diplomáticas  entre  ambos  países.  El  10  de  Julio  de  1863,  un 
coní  icto,  cuyo  origen  es,  simultáneamente,  el  celo  y  la  ignoran- 
cia de  agentas  socundanos,  se  ha  levantado  entre  dos  Naciones 
que,  por  su  inmediación  y  sobre  todo,  por  los  deberes  de  reconl 
cimiento  que  unen  á  una  de  ellas  con  su  poderosa  aliada  par^ 
cen  destinadíis  á  vivir  no  so  amonte  en  nav  «í,..  i  ^ 
íntimas  relaciones,  entre  la  Italia  y  la  Francia. '  """         ""''' 
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Antes  de  examinar  la  cuestión  suscitada  por  la  conducta  de 
las  autoridades  italianas,  expongamos  los  hechos.  Para  evitar 
todo  error  los  tomaremos  del  Moniteur,  El  vapor-correo  francés 
•Aunis*,  perteneciente  á  la  compañía  de  las  Messageries  impe- 
riales, hacía  su  viaje  de  regreso  á  MarsePa.  El  servicio  postal 
de  que  está  encargada  hi  compañía  exige  muchas  escalas,  particu- 
larmenteen  OivitíiVecchin,  en  Livurniey  en  Genova.  Entre  los  pa- 
sajeros tomados  por  el « Aunis»  en  Ci  vita- Vecchia  áe  encontraban 
cinco  hombres  que  se  presentaron  provistos  de  pasapo  rtesen  regla, 
visados  por  los  embajadores  de  Francia  y  de  España,  para  pasará 
Marsella  y  de  allí  é  Barcelona.  El  10  de  Julio  el  buque  entró  en  el 
puerto  de  Genova.  Apenas  atracado  al  muelle,  un  comisario  de  po- 
licía genovés,  acompañado  de  25  carabineros  armados,  sube  á 
bordo  y  pide  que  le  sean  entregados  los  cinco  pasajeros  embar- 
cados en  Civita-Vecchia.  El  capitán  había  bajado  á  tierra  para 
hacer  visar  sus  papeles  de  mar.  El  segundo  rehusa  obedecer 
esta  orden;  pero  la  fuerza  armada  se  apodera,  sobre  el  buque 
francés,  cuyo  pabellón  flotaba  en  el  asta,  de  los  individuos 
'designados  por  el  comisario  de  policía,  y  los  conduce  á  las  cárce- 
les de  la  ciudad,  á  pesar  de  las  protestas  del  capitán,  (jue,  adver- 
tido del  incidente,  declaraba  no  consentir  en  entregará  esos  hom- 
bres sino  por  orden  d«l  Cónsul  de  Francia.  La  invasión  del 
«Aunis»  tuvo  lugar  á  las  10  de  la  mañana;  y  solo  á  las  11  el  pre- 
fecto de  Genova  hizo  conocer  al  Cónsul  general  de  Francia  su  in- 
tención de  apoderarse  de  esos  pasajeros.  La  resistencia  del  se- 
gundo y  la  del  capitán  habían  ocasionado  alguna  demora  en  la 
ejecución  de  esas  órdenes.  El  Cónsul  general  había  protestado 
contra  el  aviso  tardío  que  se  le  había  dado;  pero  cometió  la  falta 
de  autorizar  á  uno  de  los  empleados  de  su  consulado  para  recibir 
los  pasajeros  de  manos  de  los  oficiales  del  buque  y  la  de  no  man- 
tener su  protesta  contra  la  extracción  de  á  bordo.  Tales  son  los 
hechos,  que  han  excitado  vivamente  el  espíritu  público  en  Fran- 
cia: ellos  presentan  una  inmensa  gravedad  y  deben  ser  examina- 
dos á  la  vez  bajo  el  punto  de  vista  de  la  ley  internacional  gene- 
ral y  en  sus  relaciones  con  los  tratados  solemnes  vigentes  entro 
la  Francia  y  la  Italia.  En  cuanto  á  la  conducta  observada  por  el 
Cónsul  general  de  Francia  en  esta  ocasión,  no  tenemos  que  ocu- 
pamos de  ella,  pues  parece  haber  merecido  la  censura  de  nuestro 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros.  En  todo  caso,  su  intervención 
no  quita  nada  á  la  responsabilidad  del  Gobierno  italiano  y  do 
sus  agentes;  él  pudo  inclinarse  ante  un  mal  consumado  por  no 
dar  ocasión  ó  otro  mayor. 

Por  mucho  que  desagrade  á  algunos  periodistas,  cuya  igno- 
rancia nunca  se  muestra  mayor  que  en  las  cuestiones  de  derecho 
internacional,  el  principio  general  que  rige  esta  materia  está  re- 
conocido y  adoptado  por  las  naciones  del  mundo.     Es  costumbre 
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formularlo  de  este  modo:  «El  buque  es  una  parte  del  territorio  de 
la  Nación  cuyo  pabellón    lleva   legítimamente.»   El   buque,   es,  ' 

pues,  inviolable  como  el  territorio  de  que  forma  parte;  ninguna 
Nación  extranjera  puede  mezclarse  en  los  negocios  interiores  de 
esta  colonia  flotante;  nadie  puede  penetrar  en  ella  sin  el  consen- 
timiento de  aquel  que  representa  la  autoridad  soberana  de  8U 
país.  Este  principio  es  la  salva  guardia  más  positiva  de  la  liber- 
tad de  los  mares  y  por  consiguiente  de  la  independencia  de  los 
pueblos.  El  privilegio,  ó  más  bien,  el  derecho  del  buque,  su  ie- 
rriloríalidadf  como  lo  hemos  llamado  en  otra  parte,  es  absoluto 
en  alta  mar;  pero  no  deja  de  existir  cuando  la  embarcación  entra 
en  los  mares,  radas  ó  puertos  sometidos  á  un  soberano  extranjero, 
cuando  este  soberano  es  amigo  del  país  á  que  él  pertenece.  Sin 
embargo,  está  modificado  por  el  mismo  contacto  establecido  en  la 
j>otencia  extranjera.  Así,  la  jurisdicción  territorial  no  se  extien- 
de ni  al  buque  ni  á  los  hombres  que  se  encuentran  á  bordo,  ma- 
rineros ó  pas.  jeros,  en  todos  los  actos  que  no  tienen  ninguna  re- 
lación con  el  ten  itorio  del  puerto,  sea  marítimo  ó  bien  terrestre;  . 
|>ero  en  todos  los  actos  que,  por  el  contiario,  tienen  una  rela- 
ción real  con  las  cosas  ó  las  personas  exteriores,  la  jurisdicción 
local  es  la  única  competente,  porque,  para  consumarlos,  ha  sido 
preciso  dejar  la  fracción  territorial  de  la  patria,  y  entrar  en  el  te- 
rritorio extranjero.     [1] 

Este  principio,  de  derecho  primitivo,  ha  sido  sancionado  por 
un  gran  ntimero  de  tratados  concluidos  entre  c&ú  todos  los  pue- 
blos de  navegantes,  y  recibe  cada  dia  su.  aplicación  en  todos 
los  puertos  del  mundo.  En  efecto,  que  una  falta  de  disciplina, 
un  delito,  ó  un  críwer?,  se  cometa  á  bordo  de  un  buque  en  nha 
rada  ó  en  un  puerto  extranjero,  por  un  hombre  embarcado  en  el 
mismo  buque,  conti'a  otro  hombre  de  la  misma  tripulación,  con 
tal  que  el  orden  y  la  tranquilidad  pública  no  sean  turbados,  ía 
autoridad  local  no  tiene  el  derecho  de  apropiarse  el  conocimien- 
to de  esos  hechos;  los  Cónsules,  los  oficiales  de  la  marina  de  gue- 
rra del  pueblo  propietario  del  buque,  ó,  el  capitán  mismo,  son  los 
únicos  competentes  para  ocuparse  de  ellos.  Él  derecho  de  juris- 
dicción, derecho  esencialmente  de  regalía  nacional,  prueba  por 
completo  la  territorialidad  de  la  embarcación  aun  cuando  flote 
en  aguas  extranjeras.  Aunque  la  extracción  de  los  cinco  pasa- 
jeros hubiese,  pues,  tenido  lugar  á  bordo  de  otro  buque  que  no 
fuera  un  buque-postal,  no  por  eso  habría  sido  menos  ilegal,  ni 
habría  dado  menor  motivo  á  una  reclamación  de  parte  del  Go- 
bierno francés;  y  los  pretendidos   publicistas  que  se  han  entrega- 


[1]  Para  el  desenvolvimiento  del  principio  j  de  kus  conseucenci¿is,  véase 
nuestro  "Tratado  de  los  derechos  y  de  los  debereí  de  las  naciones  neutrales, 
ctc;   tomo  primero.— segunda  edición". 
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do,  con  este  motivo,  á  distinciones  pueriles,  tienen  gran  necesi- 
dad de  ir  á  la  escuela.  Pero,  cómo  admirarse  de  e^to,  cuando 
vera¿!Ni  todo  un  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  Mr.  Visconti 
Venosta,  caer  en  en  el  ijaismo  error,  y  en  su  despaclio  de  19  de 
Julio,  fundar  toda  su  discusión  en  las  inmxuúdadeíi  obtenidas  por 
las  embarcaciones  de  los  Messageries-imperiales? 

Dasdo  hace  algunos  años,  muchas  Naciones,  la  Francia,  par- 
ticularmente, han  ajustado  condiciones  especiales  para  arreglar 
los  derechos  y  los  deberes  de  sus  cónsules.  En  todos  esos  actos 
el  principio  de  la  territorial iilad,  sin  ser  nrnnbraJo,  está  aplicado 
en  toda  su  extensión.  Nos  limitaremos  á  citar  el  que  ha  sido 
firmado,  hace  algunos  años,  entre  la  Francia  y  la  Italia,  porque 
él  debe  servir  para  resolver  la  misma  cuestión  q::e  tlÍJs  ocupa. 
(1)  El  artículo  12  d^ce:  «Los  funcionarios  del  orden  judicial  y 
los  oficiales  y  agentes  de  la  aduana  no  podrán  en  nin¡^oi  c^so 
practicar  visitas  ni  informaciones  á  bonlo  de  los  buques  sin  ser 
acompañados  por  el  cónsul  ó  vice  cónsul  de  la  Nación  á  que  esos 
buques  pertenecen.,....»  Después  de  poner  á  cargo  de  los  cónsu- 
les la  policía  y  la  justicia  á  bordo  de  los  buques  (le  su  respectiva 
Nación,  el  artículo  13  agrega:  «Las  autoridades  no  podrán  inter- 
venir sino  cuando  los  desórdenes  ocurridos  á  bordo  de  los  bu- 
ques turben  la  tranquilidad  ó  el  orden  público  en  tierra  ó  en  el 

puerto »     Esta  reserva  es  conforme  con   el  mismo  principio; 

pues  desde  que  la  tranquilidad  del .  puerto  esta  comprometida 
por  el  hecho  ocurrido  abordo,  ese  hecho  deja  de  ser  puramente 
interior  y  se  convierto  en  exterior,  pues  crea  una  relación  con  ti 
territorio  extranjero. 

Las  leyes  interiores  do  muchos  países,  y,  en  particular,  las  de 
Francia,  han  adoptado  igualmente  e3te  principio  tutelar.  (2)  Así, 
pues,  la  ley  general  y  la  ley  especial  que  arreglan  las  relaciones 
entre  la  Francia  y  la  Italia  están  acordes;  el  buquo  mercante, 
aun  cuando  se  halle  en  un  puerto  extranjero,  queda  sometido 
exclusivamente  á  la  ley  y  á  la  jurisdicción  do  su  país;  continúa 
gozando  de  su  territorialidad  en  todos  los  hechos  que  no  tienen 
ninguna  relación  con  el  territorio  en  que  se  encuentra.  Aplique- 
mos esta  ley  internacional  al  hecho  ocurrido  en  el  puerto  de  Ge- 
nova el  10  de  julio  de  1863. 

El  buque  francés  «Aunis»,  haciendo  su  travesía  de  costumbre  de 
Ñápeles  á  Marsella  con  las  distintas  escalas  que  le  están  impues- 
tas, tomó  pasajeros  en  Civita-Vecchia,  puerto  de  los  estados  ro- 
manos, y  por  consiguiente  extranjero  para  la  Francia  y  parala 

(1)  Vca«!e  la  convenaión  consular  entre  Francia  é  Italia,  de  26  de  julio  de 
1812. 

(2)  Véa5»e;  1  ®  el  acuerdo  del  consejo  de  estado  de  1803  y  2^  la  ordenanza 
relativa  á  los  cónsules  franceses  eji  sus  relación  s  con  la  marina  mercante  de 
1S33. 

18 


\ 


—  138  — 

Italia,  pero  en  paz  con  ambos  países;  esos  pasajeros,  provisto^  dd 
pasaportes  reconocidos  en  regla   por  las  autoridades   francesas  y 
españolas  y  visados  poír  ellas,  se  trasladaban  á  Marsella,  puerto 
francés,  y  á  Barcelona,  puerto  español,  y,  por  consiguiente,  extran- 
jeros para  Italia.     La  embarcación  entró,  conforme  á  su  itinera- 
rio, al  puerto  de  Genova.     Los  pasajeros  de  que  se  trata  perma- 
necieron á  bordo,  y  no  hicieron  ninguna  tentativa  para  saltar  á 
tierra;  su  presencia  no  podía,  pues,  comprometer  de  ningún  mo- 
do el  orden  ó  la  tranquilidad  pública    de   Genova:  se  liallaban 
bajo  la  protección  del  pabellón  francés,   sobre  el   territorio  de  la 
Francia.     En  este  sagrado  asilo  es  donde  la  policía  genovesa  lia 
venido  <  tomarlos:   el  suelo  francés  ha  sido  violado  por  la  fuerza 
armada  italiana.     El  tratado  expreso  de  26  de  julio  de. 1862,  las 
estipiUaciones  formales  de   la  convención  postal  de  4   de  setiem- 
bre de  1860,   especialmente  ajustada   para  arreglar  el  servicio  de 
los  buques-correos   y  por  consiguiente  del  mismo  buque  «Auni?,» 
han  sido  pisoteados;  eu  fin,   el  pabellón   francés  ha  recibido  un 
ultraje.     Sin  embargo,  es  imposible   creer  que   los   funcionarios 
italianos,  el  prefecto  de  Genova,  el  comisario  de   policía  y  sobre 
todo  el  Ministro  del  interior  del  Gobierno  italiano,  ó  su  reím-)la- 
zante,  si  se  hallaba  ausente,  hayan   podido  ignorar  la   existencia 
y  el  tenor  de  actos  tan   importantes  y  de  los  que  el  mas  antiguo 
apenas  contaba  tres  años.     En  cualquier  caso,  ellos  no  debían 
desconocer  los  principios  generales  de  derecho   internacional  que 
hemos  citado  más  arriba. 

Pero,  dícese,  que  los  cinco  pasajeros  de  que  se  trata,  son  süb* 
ditos  italianos  sindicados  de  salteadores  en  ( 1  territorio  napolita* 
no.  Este  hecho  puede  ser  cierto,  y  lo  admitiremos  como  probado) 
pero,  aun  en  ^ste  caso,  no  po  lían  ser  tomados  en  territorio  ex- 
tranjero. En  efecto,  ellos  se  hallaban  en  el  suelo  romano,  don- 
de la  justicia  de  Italia  no  tenía  derecho  ni  poder  para  capturar- 
los; dejaron  esc  país  para  entrar  en  un  buque  francés,  territorio 
igualmente  inviolable,  y  completamente  ajeno  á  la  jurisdicción 
italiana;  el  pabellón  imperial  debía  protegerlos  tan  eficazmente 
como  lo  hacía  antes  el  Gobierno  romano.  Si  esos  hombres  son 
grandes  delincuente?;  si  se  han  hecho  culpables  do  crímenes 
enormes,  extrañosa  la  política^  se  encuéntrate,  sin  duda  alginia,  eu 
uno  de  los  casos  previstos  por  los  tratados  de  extradición  exis- 
tentes entre  la  Francia  y  la  Itaüa:  pueden,  pues,  ser  reclamados 
por  su  soberano  y  pueslos  en  su  poder.  Pero,  en  este  caso,  el 
cónsul  general  de  Francia  no  tenía  el  derecho  de  entregarlos  á 
las  autoridades  genovesas,  y  estás  últiraay  mucho  menos  tenían 
facultad  para  apoderarse  de  ellos  á  viva  fuerza.  Para  conseguir 
la  extradición  era  preciso  emplear  la  vía  diplomática  y  llenar 
todas  las  formalidades  con   que  los  reglamentos   han  rodeado,  y 
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de  extradición,  esa  oxtra<Iícióu  tan 
imitivo  délas  naciones,  puesto  que 
isdicción  extraña  el  hombre  que  se 
dependieate.  No  es  ni  un  prefecto 
i  carabineros,  los  qua  piie'leii,  sable 
re  extranjero  y  arrebatar  á  los  in- 
ntran.  La  demanda  de  extradición 
jbierno  al  Gobierno  extranjero,  que 
3.  y  discutirla  y  no  debo  coiicelerla 
,  realmente  eonfornu  con  las  estipn- 

laa  autoridades  y  la  fuerza  armad» 
10  francés  ílunií»  cju-itituyon,  pue», 
nacional  y  de  los  tratadns  vigentes 
ve  atentíido  contra  el  pabellón  fran- 
stas  franceses  se  han  e9for7.a<lo  por 
T  que  no  ha  hjbido  en  ella  un  ul- 
juidarse  poco  da  los  principios  y  de 
lies;  en  vano  los  diarios  ítaliaDOS 
abinete  da  Turin  y  de  echar  la  cu!- 
erio,  prefecto  de  Gónova,  exponien- 
)  las  initrucciones  (¡no  había  pedi- 
la  ir  vasión  del  buque  francés;  no 
ivabañlaresponsabiüdail  dol  Minis- 
0,  debió  dar  imediatamenic  la  ór- 
leros  á  bordo,"  No  habiendo  tenido 
ción,  el  Gobierno  del  Eniperadorno 
na  satisraeción  que  el  (¡obierno  ita- 
imposibilidad  de  rehusar.  Para  ser 
bió  abrazar  dos  puntos   principales: 

liba  fuera  de  toda  discusión,  y  si  el 
jeros  de  Turín  creyó  que  debía  reu- 
itencioscs  para  ilustrarle  sobre  el 
do  esii  una  formalidad  de  hijo.  Los 
rrancados  del  territorio  franct's,  de- 
itoridadeí  italianas,  sobre  if^na!  ta- 
nque, ó  bien  en  el  suelo  mismo  del 
eclamar  indemnizaciones  para  coiu- 
atentado  por  la  interrupción  de  su 
todas  las  consecuencias  de  los  he- 
ndo  debían  creerse  en  ae^nrida'l  ba- 
1  soberana.  Si  no  se  han  nwlama- 
|K)rque  el  gobierno  fraiicú.s  lia  (pic- 
al amor  propio  de  una  Nación  anii- 
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con- 
tifica- 


ii;i,  Kn  lin,  ol  (Sobierno  fmiuvs  podía  exigir  una  re{)aracimi 
t\)oml  por  ol  insulto  lioolio  á  su  pabellón;  poilía  exigir  la  desn- 
!^rol>iuñou  V  aún  ol  oastiüfo  dol  Trofocto  de  Genova  v  de  todos  los 
funv^iv^nari»^^  tju«»  han  a>opi^radv>  al  insulto;  paroi^e  que  se  ha 
tavlo  vMU  sitnpKvs  oxpUcaoionos.  En  esto,  t  imbién,  ha  tej^ti 
«lo  >u  inínMiar.inuth\\l  v  su  bonevv^lonoia.  Sus  exi£:encias  han  si- 
d'^  tant.>  iMi\s  uio  loradas  iu;into  «p;e  se  dirigía  á  una  Nación  re- 
i'ioíiti  ;uonío  eu\aUv*i|Mda  bij>  irvK'<t''o  patn>.*ini'\  y  ha  inanifes- 
t\-b^  :^  ^r  cÜA  una  iuvlulironoM  vonla  lobamente  n;uemal.  Remi- 
l\  K^-i  a 'a  fu^  tora  ilol  Mor.to  (\:  is,  W  c::.'X>  pa^^ijeros  fueron 
í , ;  o  *  \ '  \\^  en  K  :\;  ^  í.*^  a  a  oa  u  -  a  i  o  i: : ;  a  d :  :n  a  !i  •  I  a  » i  e  ex  í  ra  J  iccióii 
'^^^  "^-r  sK",  p^r  o»  iívv^íorno  i:..l;.»:.^.  La  ií;s:ruj:iva  »yae  se  Ic- 
\  ,r*:v^  ba  xiv  i^ /k^  dv\^;  \:r  <i  lv^<  o:  uv  pr;-:- :.-.r -s  «b.l^ian  ser  con- 
^:  '  -\;  -vAs  vvíív^  o"i':v*vi'es  o*-  !Ma:\  *<.  y,  e:;  e^:e  ca>\  entregados 
a  .  ;s  aVxU^-^.via  ;v*s  tu  \;í\ís^  ^^  ,^;  '\  <-  ..;vs  ^v.r::  <s  s;so::a  :>s  contra 
\'  A'i   í^  ,  ".  vV*  or;\:vro\c'  :>  w.   •  *  :•:    •    _.:>x  y  eiit-oees  se- 

^'^v-v  .U^v  >  »:     v^ *      .r  ^^.\.»A      ^U- 

^^^       -*»^-      --*      .^     X  .,.">^v  ^..    »,,.*       .^-*»  tr>  USL— 

-^^  '  \.^  .      •'  ^^,.      ,^  .  ,.:    ;  L'^  ,  ;     ;  >c  '  a     ''::.:.:!?  oa    este 

,<v  j.  >!-.   Ir  -    -  l¿r  aI  Mi- 

vv    ^   /■  -¿    1*^  s  n.zxilías 

.s  .    .       ■       r.     r:ir  aquí 
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GASO  DEL  BUQUE  AMERICANO  "DEFFAINeE" 

Gobernación  de  la  Provincia  Litoral  del  Callao. 

Setiembre  30  de  1853. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el   Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

S.  M. 

Según  verá  US.,  en  los  partes  que  en  copia  acompaño,  el  capi- 
tán del  buque  «Defíaincei»  fué  herido  ayer  tarde  por  la  tripula- 
ción que  se  sublevó  á  causa  de  que  el  capitán  y  el  piloto,  armados 
de  espadas  y  pistolas,  comenzaron  á  maltratar  á  varios  marine- 
ros que  estaban  presos.  Este  suceso  ha  pasado  al  juez  de  I*  instan- 
cia para  su  esclarecimiento,  á  cuyo  fin  le  he  remitido  los  partes 
originales  y  mandado  poner  en  casas-matas  á  la  tripulación  com- 
puesta de  veintitrés  individuos,  quedando  á  bordo  el  oficial  Var- 
gas,  el  Piloto,  el  mayordomo  y  el  ca[>itáa  gravemente  herido, 
según  la  opinión  del  facultativo  que  le  asiste. 

Lo  que  pongo  en  conocimiento  de  US.  para  lo  que  haya  lugar- 
Dios  guarde  á  US. 


S.  M. 


A,  Deusina. 


\ 


Fragata  Norte-Americana  «Deffaince». 

Al  teniente  primero  de  la  armada,  capitán   accidental  de  este 
puerto. 

El  oficial  que  suscribe,  encargado  de  la  fragata  expresada,  po- 
ne en  conocimiento  de  U.  que  el  capKán  de  este  buque  so  halla 
vemente  herido  por  la  tripulación. 

Este  acontecimiento  tuvo  lugar  á  las  cinco  horaa  de  la  tarde 
de  hoy,  á  consecuencia  de  que   dicho  capitán  y  su  piloto  prime- 
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ro,  fueron  á  proa,  con  sable  en  mano,  á  pesar  de  mis  esfuerzos  pa- 
ra que  no  hiciesen  armas,  y  se  pusieron  h  maltratar  á  los  mari- 
neros, que  aún  se  hallaban  con  prisiones,  de  suerte  que  hasta 
uno  de  ellos  está  herido  por  el  piloto;  lo  que  violentó  á  todos  y 
trataron  de  defenderse. 

Todo  esto  en  circunstancias  que  acudí  á  poner  orden,  como  lo 
efectué  al  momento. 

Lo  que  pongo  en  su  conocimiento  para  los  fines  consiguienteí'. 

A  la  ancla,  Setiembre  29  de  1853. 

Dios  guarde  á  V, 

Mariano  Adrián  Varga't, 


Cnpit'Uiía  del  Puerto  del  Callao. 

Callao f  Setiembre  29  de  1853. 
Benemérito  señor  General  Comandante  General  de  Marina. 

fe.  \j,  \j. 

Por  o]  ]>arte  que  tengo  el  honor  de  elevar  á  US.,  del  oficial 
que  custodia  la  fragata  «DeíTaince»,  se  impondrá  US.  de  los  acon- 
tecimientos que  han  tenido  lugar  en  ella;  y  por  el  certificado 
del  cirujano  verá  US.  el  estado  de  gravedad  en  que  se  encuen- 
tra el  capitán  don  Guillermo  Mac  Cerran. 

Tan  luego  como  me  constituí  en  el  citado  bajel,  di  instruccio- 
nes al  oficial  Ü.  Mariano  Adrián  Vargas,  para  contener  cual- 
quier desorden  que  pudiera  nuevamente  acaecer,  habiendo  pues- 
to en  prií^ión  á  todos  los  individuos,  hasta  que  US.  resuelva  lo 
conveniente. 

El  capitán  Mac  Cerran  se  encuentra  en  estado  de  gravedad,  y 
es  por  esto  que  he  dispuesto  que  el  médico  de  sanidad  le  asista 
por  eí=ta  noche,  hasta  que  pueda  conducírsele  á  tierra. 

Dios  guarde  US. 

B.  S.  C.  G. 

Antonio  A,  de  la  Haza. 
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Lima,  Setiembre  30  de  1853. 

Atendiendo  á  que  el  delito  de  que  se  dá  cuenta  en  este  oficio 
hsTsido  cometido  en  un  buque  Americano  y  entre  Americanos  y 
sin  quo  el  orden  público  haya  sido  turbado,  á  consecuencia  de 
él,  en  el  puerto  del  Callao;  i)ónganse  los  marineros  detenidos  á 
disposición  del  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos,  y  perma- 
nezcan en  la  detención  hasta  que  óste  determine  de  ellos,  siendo 
de  su  cargo  los  gastos  que  hicieren. 

Comuniqúese  al  Gobernador  del  CíjUao,  previniéndole  que 
mande  sobreseer  al  juez  en  el  conocimiento  de  la  causa,  si  es  que 
la  ha  iniciado. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Tirado, 


Lima,  Octubre  1?  de  1853. 

w 

T(ngo  el  honor  de  incluir  á  V.  E.  la  nota  del  Gobernador  del 
Callao,  en  que  me  avisa  que  habiendo  pasado  el  capitán  Mac 
Cerran  á  bordo  de  la  aDeffaince»  fue  gravemente  herido  por  la 
tripulación  amotinada;  que  esta  se  halla  detenida  en  casas-ma- 
tas, y  que  se  había  sometido  el  juzgamiento  del  hecho  al  juez 
local  del  Callao. 

En  virtud  dé  estos  documentos,  y  atendiendo  á  que  el  delito  ha 
sido  cometido  en  un  buque  americano  y  entre  americanos,  y  sin 
que  por  él  se  haya  turbado  el  orden  público  en  el  puerto  del 
Callao,  el  Presidente  ha  mandado  que  el  juez  suspenda  los  pro- 
cedimientos iniciados,  y  que  se  ponga  á  disposición  de  V.  E.  la 
tripulación  detenida  que  permanecerá  así  y  á  costa  de  los  Esta- 
dos Unidos,  hasta  que  V.  E.  tenga  á  bien  determinar  de  ella. 

Con  sentimientos  de  consideración  y  aprecio,  me  suscribo  de 
V.  E.  atento  servidor. 

José  Manuel  Tirado. 

£xcmo.  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  los   Estados   Unidos. 
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Legación  ie  los  Estados  Unidos, 


D* 
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Limat  Octubre  3  de  1853. 


He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  en  I?  del  co- 
rriente, en  que  me  participa  la  prisión  del  equipaje  del  buque 
«Deffaince»  por  un  motin  en  que  ha  sido  herido  el  capitán  D. 
Mac.  Cerran,  y  me  expone  que  habiéndose  perpetrado  el  delito  á 
bordo  del  buque  americano,  y  en  ciudadano  igualmente  ameri- 
cano, los  agresores  estaban  puestos  á  mi  disposición;  y  en  cuya 
respuesta  me  permito  suplicar  de  que  sea  detenida  en  la  cárcel 
la  citada  tripulación,  hasta  que  se  haya  determinado  si  se  man- 
dará á  los  Estados  Unidos  para  que  siga  el  competente  juicio 
por  el  Tribunal  mismo  de  su  país. 

Me  suscribo  con  la  seguridad  de  mi  alta  consideración,  siendo 
de  V.  E.  muy  obediente  servidor. 

J.  i/.  Clay. 

A.  S.  E.  D.  J.  M.  Tirado,  Ministro  de  Relaciones   Exteriores  A, 


♦^  ■ 


CallaOy  Octubre  1."*  de  1853. 

Recibido  con  el  parte  que  «e  acompaña:  tómese  la  indagatoria 
al  atendido  y  la  instructiva  á  los  acabados:  practíquese  el  recono- 
cimiento del  herido  por  el  Dr.  D.  Justo  del  Mar,  con  asistencia 
de  este  juzgado,  ratificando  el  Dr.  D.  Ricardo  Whittinghara  el 
certificado  de  fojas  1  vuelta,  y  previas  las  citaciones  do  ley,  le- 
vántese el  sumario.— 5aero.  Ante  mí. — Castro. 
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Callao  y  Octubre  3  de  1853. 

En  atención  á  lo  determinado  por  la  suprema  resolución  tras- 
crita, sobreséase  en  el  conocimiento  de  la  causa,  y  póngase  á  dis- 
posición del  Honorable  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  Esta- 
dos Unidos  á  los  marineros  de  la  fragata   norte-americana  «De- 
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ffain<5e»  que  se  hallan  detenidos,  lo  que  se  verificará  por  el  con- 
ducto del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  incluyéndose 
el  testimonio  cíe  lo  actuado  y  archivándose  el  original. — Sa^ro. 
Ante  mí— Gi^^'o. 


lAvia^  7  de  Octubre  de  1853. 

Tengo  el  honor  de  remitir  á  V.  E  ,  para  su  conocimiento,  copia 
de  la  nota  que  me  ha  dirigido  el  Gobernador ^e  la  Provincia 
Litoral  del  Callao,  en  la  que  me  participa  que  en  virtud  de  la 
resolución  que  expidió  el  Gobierno  en  1^  del  actual,  y  que  en  la 
misma  fecha  tuve  la  honra  de  comunicar  á  V.  E.,  el  juez  de  pri- 
mera instancia  de  dicha  provincia  ha  sobreseído  en  el  conoci- 
miento de  la  causa  que  seguía  contra  los  irlarineros  del  baque 
«DeíTaince»  que  maltrataron  al  capitán  Mac  Cerran. 

Reitero  á  V,  E.,  con  este  motiv^,  los  seutimieatoá  do  mi  parti- 
cular consideración  y  apyccio  con  que  soy  su  atento  servidor. 

José  Manuel  Tirado, 

Excrao.  Señor  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos. 


6AS0  DEL  BUQUE  AMERICANO  "JHON  GUMMING" 

Legadítn  de  los  Estados  Unidos, 

* 

Limüj  Junio  16  de  1855. 

Habiéndose  arrogado  el  Gobierno  peruano  jiirislicción  en  la 
cuestión  E,  G.  Adams,  maestre  del  buque  americano  «Jhon  Cum- 
iiíiiíg*»  y  sometídole  ajuicio  en  el  Callao,  acusándolo  de  haber 
muerto  á  un  individuo  de  la  tripulación,  llamado  Juan  Smith, 
en  6  de  Abril  último,  mientras  estaba  el  buque  fondeado  en  las 
islas  de  Chincha;  el  infrascrito,  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario,  representó  en  vano,  en  varias  conferencias 
con  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  que  los  Tribuna- 

19 
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10  .l-.-li:';iTi    c.-iioi^r  en  e!  a?-!mo.    pir  ]as  razones  si- 

¡].o  Jíiin  Sniitii  recK-iii  !.i  iimerle.  cuaii-io  estaba 
n  «■■ír-s  lie  la  ;r:p.:'a>.ÍJ:i  el  <J;:-n  Cunimicg»  en  re- 
1  y  ar":/.'io  á  b-^n!"»  líe  diciio  bj-^ue,  ouyo  iií->tiii  no 
v;>¡':;áii  f.;;:  ::/:ilo,  s;::o  .^-.e   .ic-bía  iaaib;Cn  n-^ri- 

h'i.-\í'--  Jr  íSf~T  oaíio  .l::an  Si.iiiii  heri.io  y  :.ii;i.-ito 
tu!  a  f*vM;>3r5í  or.  i::io  «ie  í'.;  t»>les  ilei  i>u  j:;e.  no 
in.le/a  ■ir',  i^as-i.  (kt.,':-:-  d  l-:'^  iie  u;i  buque  í?  iüén- 
i\  [-arte  ii:!  t  ".'IMc-;  y  ei  iii:e:;:ü(le  agurar  ti;  t-1  una 

•"irl  r.-.'jLLTi.  '.O  t-.'.a'.  t!  oa¡i;;;iii  csta'.-a  i^iia".;iie:".te  au- 

e  ::í  ¡"v:  !i;o5  ú  parlt-r  --x -iu- 
'.  J-'íi'.í  .',-.:o  se  le  ¡:n;.'i:ii  al 
:iii  O;   -i-;  la  ::ir.:"í'-:;i,-:.\  -íe './í   Trlbjrui'.i  lelos 

i;'i".a:.;^i:-;  *  atí^it^s.  í^r  i.-in  i  r-:'*t_'",i:iO  ".!>*  i.r-'e- 
:.".:i  e".  ■.-;i;;':',:i  A'ij'ii*.  y  !as  aij:  -li  laJíí  d--'.  i'aiíao 
:  ■•••  .!:.r  c".  pi-rn-í-j  :.:-Cí's;;r:>  [ara  ■j;!-;  la  »■!..  ■:■.  Cu- 
,>_'a  ;'i  !a  vil.i  y  -í:!.-:!  sti  via'e:  o;  ;!-:Vasor;io;-.;z~.i  «lUe 

i:. .:"?!.;■    ¡-r  :;í\.r   <.^>n;ra  1.»  :i-,:\rv:¡a  Stí'.ü-ia    ¡v^r  f  1 

.iñ-.-s  ■.  ;í-  ri-.i".:v:i  ¿:  c:t^;:,'.ii.  t.  .  i-;,:-.'  y  sj*  ducfi'W, 


J.  /:■ 


Litnr..  Jaiíio  30  df  1S55. 
itaJo,  á  S,  E.  el  Libertalor  Presulente,  el  aficio  con 
leí  ac;Qal,  se   ha  serviJo  S.  E,  protestar  contra    lu 
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» 

providencias  adoptadas,-  á  consecuencia  del  homicidio  que  se 
atribuye  al  capitán  de  la  «Jhon  Cummig»,  en  las  aguas  de  Chin- 
cha, el  6  de  Abril  último;  y  he  recibido  orden  de  dar  á  V.  E.  la 
siguiente  contestación: 

V.  E.  no  puede  dejar  de  convenir  en  que  «toda  nación  sobera- 
na tiene  incuestionable  jurisdicción  para  el  juzgamiento  y  castigo 
de  los  delitos  que  se  cometan  en  su  territorio  ó  en  sus  aguas.» 
La  necesklad  de  proveer  á  los  capitanes  de  los  buques  mercan- 
tes de  la  autoridad  que  han  menester,  para  reprimir  con  pronti- 
tud los  desórdenes  de  los  individuos  de  la  tripulación,  que  tien- 
dan á  impedir  la  continuación  de  los  viajes  del  buque,  ó  pon- 
gan en  peligro  la  propiedad  ó  tal  vez  la  vida  de  los  empleados  y 
pasajeros;  puede  establecer  por  excepción  que  tales  desórdenes  á 
bordo  y  cuando  srlo  conciernan  á  la  disciplina  interna  de  la  em- 
barcación, se  consideren  fuera  de  la  autoridad  de  los  Tribunales 
del  Estado,  en  cuyos  dominios  se  halla  el  buque. 

Pero  en  el  caso  de  la  «Jhon  Cumming»,  todo  conflicto  había 
cesado  dentro  de  la  embarcación.  Entre  esta  y  el  bote  que  ocu- 
paba Smith,  había  de  por  media  aguns  peruanas;  porque  Smith 
huía  y  estaba  para  tocar  la  isla,  cuyas  autoridades  habrían  he- 
cho justicia  al  capitán,  l'ales  fueron,  según  el  hecho  imputado, 
las  circunstancias  en  que  Mr.  Adams,  á  sangre  fría  ya,  y  sin  que 
se  le  opusiese  resistencia,  disparó  una  arma  de  fuego  sobre 
Smith,  y  lo  mató.  Las  auroridades  fueron  testigos  de  ese  hecho 
y  han  cumplido  un  deber,  tomando  á  su  autor  y  entregándolo  á 
la  justicia  nacional.  Cualesquiera  que  sean  las  razones  que  lo 
defiendan,  confío  que  V.  E.  no  dudará  que  el  juez  de  Adams  las 
tendrá  todas  muy  en  cuenta. 

Por  lo  expuesto  al  principio  de  esta  comunicación,  no  extra- 
ñará V.  E.  que  me  sea  indispensable  consentir  en  que  gozaba  de 
exenciones  el  bote  de  la  «Jhon  Cumming»  ocvqmdo  por  Smith, 
cuando  huía  y  fué  muerto. 

La  detención  del  buque  y  los  perjuicios  consiguientes,  han 
sido  una  necesidad  imprescindible  del  juicio,  quo  no  era  posiblo 
evitar  y  de  que  el  Gobierno  nunca  puede  ser  responsable:  tocaba 
á  los  consignatarios  tomar  las  providencias  convenientes  para 
despachar  el  buque  á  cargo  de  otros  oficiales  de  mar;  y  harto  di. 
ligante  se  ha  manifestado  el  Gobierno,  llamando  expontánea- 
mente  la  atención  sobre  esta  necesidad,  por  medio  del  oficio  que 
dirigí  al  Ministro  de  Hacienda,  con  fecha  9  del  acctual. 

Tengo  la  honra  de  renovar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  alta 
y  distingida  consideración. 

Manuel  lorihio  Urda, 


—  :ii  — 

J.    :•:  li  it  i  ¿56. 
feefl^^r  D-  MArI¿r,o  pAx-S:Iiír.,  •  :e2Í«¿  I*  Izsr^z^zii. — Cali*?- 

S.  J. 


I  ....... 

*  *  *  • 

'/i*:  He  \^  *:;r-*r  por  La  r::  i-rr.e  de  ur.o  ir  5us   aiarii^tri'S  en  id>  is^ 
,at^  d/?  Oiiryjha, 
j  E,  vfjor  Ger.-eral  G':l-erT.á  I  •r  lie   *:-:a    Pr  vii.cid    esr.á   aC'»rJe 

''^/íi  'ír"A  íívhWlA,  ou<yláriioííie  re^Tvi.-al'e  ;-:r    ¡a    i-res^r  .ia    de 

0/:i  el  d*:^i'io  r^íri^to  =ov  de  U.  sef  t  íuer. 


Qónsxú  de  !'''5  Estad* •*  rrÍ4*cs  en  t'  CaTuii 


i/ríunlfiflo  de  los  EdoMos  Unidos  en  el  CgUoo. 

Julio  M  de  1855. 
Señor: 

Tcfi^o  la  honra  de  acusar  recibo  do  la  nota  de  U.  de  12  del  ac- 
tual, w>bre  fjue,  conforme  á  mi  oficio  de  12  de  Junio  último, 
mantendré  á  dÍ8|)osición  del  juzgado  de  V^  instancia  á  E.  6. 
AdamH,  capitán  de  la  fragata  «rJhon  Cumming». 

Debo  informar  á  U.  en  contestación  que,  habiéndoseme  nega- 
do formalmente  el  dicho  capitán  E.  G.  Adams  á  presentarse  él 
mÍHmo  en  el  juzgado  de  U.  como  estaba  ordenado,  ruego  á  li- 
me permita  eximirme,  desde  esta  fecha,  de  cualquier  ulterior 
rcHinmuabüidad  en  favor  del  expresado  capitán. 

Tengo  la  honra  de  ser  de  U.  muy  respetuosamente  su  obe- 
diente servidor. 

Gnillermo  Miles, 

Cónsul  de  los  Est«idos  Unidos. 

Al  8r.  D.  Santos  Peña,  juez  accidental   de  1?  instancia.— Callao. 


^ 
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Mepúblicit  Peruana — Suhprefedara  é  Intendencia  de  Policía, 

Callao,  Julio  IB  de  1855. 
Señor  Juez  de  Derecho. 

Cunsocuonte  al  f.etJido  de  US.  ordené  que  el  teniente  de  sere- 
nos D.  Pedro  Vélin,  pasase  á  bordo  de  la  fragat*^  Norte- Ameri- 
<^^na  «.Jhon  Cumming»  y  reclamase  y  condujese  á  tierra  al  capi- 
tán I).  David  E.  G.  Adanis;  lo  practicó  y  tuvo  por  resultado  im- 
pedirlo atracar  al  costado  de  dicho  buque,  á  donde  encontró 
fuerza  armada  de  la  nación  á  que  perUniece  el  buque. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  decirle  en  contestación. 

Dios  guarde  á  US. 

Francisco  Bey  na. 


ItqnihlJca  PtTuana — Juzgado  de  I^  iiisUmcia  del  distrito. 

Callao f  Julio  \1  de  1855. 
•^eñor  Ministro  de  Estado  f-n  el  des^pacho  de  Justicia. 

Por  los  notes  originales  que  aeonipaño  á  US.  se  instruirá  que 
K,  G-  Adams,  capitán  de  la  frngata  Norte  Americana  «Jhon 
•Cuantiíing»,  sometido  ajuicio  por  el  homici^lio  perpetrado  en  la 
pcisona  de  Jhon  Smith,  en  la  bohía  de  las  Islas  de  Chincha,  no 
Ihi  podido  ser  preso;  porque,  con  bastante  asombro  y  contrarian- 
<Io  todos  loH  piiiicipios  de  derecho  inernacional,  se  ha  puesto 
fuerza  armada  de  Norte  América  á  bordo  de  dicho  buque  mer- 
•caüte;  resistiéndose  á  obedecer  un  mandato  de  autoridad  legal,  á 
cnja  jurisdicción  se  sometió  voluntariamente  el  capitán  Adaras, 
prestando  sus  declaraciones  instructivas,  ante  los  jueces  del  Pe- 
TIL,  <lesde  el  momento  que  se  perpetró  el  homicidio,  porque  bien 
conocía  que  el  delito  se  cometió  en  territorio  peruano. 

Hay  mas:  el  Cónsul  Norte-Americano  do  este  puerto,  por  nota 
'<íe  1"2  de  Junio,  so  obligó  a  entregar  la  persona  de  Adams  siem- 
j"*pe  que  así  se  le  ordenase,  quedando  de  este  modo  responsable 
<VMT>o  fiador  del  reo;  y  al  exigírsele  la  entrega  de  éste,  so  eludo 
^?ou  la  contestación  que  igualmente  acompaño. 
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Como  estos  hechos  atacan  directamente  á  todos  los  principios 
internacionales,  cuya  dilucidación  no  corresponde  á  este  juzgado, 
he  creído  de  mi  deber  ponerlo  en  conocimiento  de  US.  para  que 
llegando  á  noticia  de  S.  E.  resuelva  lo  que  fuere  conveniente, 
sin  perjuicio  de  la  prosecución  de  la  causa  contra  Adams  como 
reo  ausente. 

Dios  guarde  á  US.  S.  M. 

M,  Felipe  Paz-Soldán, 


(copia) 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Julio  17  de  1855. 

Señor  Gobernador  de  la  provincia  Litoral  del  Callao. 

Ha  sabido  el  Gobierno  que,  cpn  motivo  de  irse  á  notificar  una 
providencia  judicial  al  capitán  de  la  «Jhon  Cumming*  á  bordo 
de  su  buque,  se  ha  movido  de  un  modo  muy  notable,  la  fragata 
de  guerra  Norte-Americana  que  se  halla  en  este  puerto. 

Sírvase  US.  informarme,  mañana  mismo,  cuanto  hiya  ocurri- 
do sobre  el  particular. 

Dios  guarde  á  US. 

Manuel  Toribio  Ureta, 


CcJlao,  18  de  Julio  de  185t . 

Informe  el  capitán  del  puerto,  en  el  día. 

Baygada. 


Benemérito  Señor  General  Gobernador. 

En    cumplimiento  del  anterior  decreto  de  US.,    debo  exponer 
que,  desde   principios  de  Junio  último,    en  que  mandé  notificar 


L 
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al  capitán  de  la  fragata  NorteAraericana  «Jhon  Cummingü  para 
que  compareciese  ante  el  juzgado  de  primera  instancia  de  esta 
provincia,  en  virtud  del  sumario  que  se  le  sigue,  no  ha  vuelto  á 
bordo  de  dicho  buque  individuo   alguno  de  mis  subordinados,  é 
ignoro  si  haya  vuelto  á  notificarse  posteriormente.    Respecto  al 
movimiento  efectuado  por  la  fragata  de  guerra  Norte- Americana 
iflndependencia»,  esta  Capitanía  ha  visto  que  el  mismo  día  de  su 
llegada  á  este  puerto,  vino  á  fondearse  hacia  la  aleta  de  i>opa  de 
babor  de  la  fragata  de  guerra  <í Amazonas*,  y  al  siguiente  día  un 
bote  de  la  expresada  fragata  «Independencia»  abordó  á  la  «Jhon 
Cumming»,  quién   la  llevó  á  fondear  hacia  la  popa  de  la  tlnde- 
pendencia». 
Es  cuanto  puedo  decir  á  US.  sobre  el  particular. 

Callao,' Julio  18  de  1855. 

José  María  Garda. 


Callao,  Julio  IS  de  1855. 

Devuélvase  al  Supremo  Gobierno,  por  conducto  del  Sr.  Minis- 
tro de  Gobierno,  con  la  nota  corrospoiiJiente. 

Raygada. 


PROTOCOLO 


Reunidos  el  E?ccmo  señor  Ministro  de  Relucí  )nes  Exteriores, 
D.  Manfiel  Toribio  Ureta,  el  Excmo.  Eiviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  loa  Estados  Unidos  D*.  Juan  Ran- 
dolfo  Clay,  y  el  señor  Comodoro  de  los  mismos  Estados,  Ü.  Gui- 
llermo Mervine,  animados  del  deseo  de  arreglar  las  difi(íultades 
que  han  nacido  de  la  situación  de  la  fragata  «Jhon  Cuniniing« 
en  el  Callao,  desde  el  15  del  presente  mes;  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes:  • 

1*^  Se  retirará  de  á  bordo  de  la  fragata  «Jhon  Cumming»  la 
guardia  norte  americana: 

2?  La  fragata  de  guerra  norte  americana  «Independencia»,  se 
retirará  del  puuto'en  que  está-anclada,  á  cualquiera  otr<;  de  la 
bahía  dejando  á  la  «Jhon  Cumming»  donde  se  halla: 
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o- 


Irá  un  escribano  á  bord^  de  la  «John  Curamingj»  para  sa- 
ber qne  no  está  allí  el  capitán  E.  G.  Adams: 

4?  Los  coDsignat  rios  de  la  fragata  «Jhon  Cumming»  pedirán 
que  .«ea  despacíiada  para  Estados  Unidos  con  su  cargamento  do 
guano: 

5^  Hílbiendo  el  Cónsul  norte  americano  William  Miles,  avi- 
sado oportunamente  á  las  autoridades  del  Callao  el  paradero  de 
E  G.  Adams,  cesa  toda  responsabilidad  contra  el  Cónsul,  por  la 
obligación  de  presentarlo,  que  tomó  á  su  cargo  en  nota  fecha  12 
del  pasado  Junio. 

6?  Este  arreglo  no  afecta  á  la  cuestión  diplomática  pendiente 
sobre  la  jurisdicción,  en  la  causa  por  la  muerta  de   Jhon   Smith. 

Para  su  constancia  acordaron  redactar  este  protocolo  por  du- 
plicado y  lo  firmaron,  en  Lima,  á  20  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  cinco. 

Manuel  loribío  Urda  —Jiian  Randolph  Clay — Williams  Merviiu, 


(copia.) 

En  la  causa  criminal  seguida  de  oficio  contra  Etlinger  G. 
Adaras,  capitán  de  la  fragata  norte  americana  «Jhon  Cumming», 
por  el  homicidio  perpetrado  en  la  persona  de  Jhon  Smith,  acusa- 
dor el  Agente  Fiscal  D.  Francisco  Javier  Mariátegui,  defensor 
D.  José  Bonifacio  Tello,  por  haber  fugado  el  reo  antes  de  pres- 
tar su  confesión;  Autos  y  visto»:  resulta  plenamente  cx>mproba- 
do  por  las  declaraciones  de  todos  los  testigos,  que  el  día  6  de 
Abril  último,  «Viernes  Santo»,  Etlinger  G.  Adams,  teniendo  an- 
clado su  buque  en  la  bahía  de  las  Islas  de  Chincha,  con  el  ob- 
jeto de  cargar  huano,  obligó  á  los  marineros  á  que  trabajaran,  y 
que  estos  hicieron  presente  que  por  ser  el  Viernes  Santo  un  día 
muy  sagrado  por  su  religión,  no  podían  trabajar:  que  enfurecido 
el  capitán  Adams,  por  la  resistencia  que  sólo  hicieron  de  pala- 
bra, se  armó  con  espada  y  una  pistola  de  varios  tiros,  y  aox)m- 
panado  del  piloto,  también  armado,  se  dirigieron  al  rancho  de 
proa,  amena'/ando  de  muerte  á  los  marineros:  que  dichos  mari- 
neros iBgraron  desarmar  al  capitán  Adams  y  al  Piloto,  y  tan  le- 
jos de  ofen<lerlo3,  como  pudieron  hacerlo,  al  verse  amenazados 
con  armaa  ofensivas,  aprovechaVon  del  momento  en  que  el  capi- 
tán bajó  á  la  cámara,  salieron  del  buque  y  se  embarcaron  en  el 
bote,  llevando  las  armas  que  quitaron  al   capitán   y   piloto,   to- 


^ 
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6?  Que  la  negativa  que  en  ese  día  hicieron  los  marineros,  ua 
puede  calificarse  de  motin  ni  de  un  raodf  agravante,  pues,  en 
ca«o  contrario,  les  habría  sidí  fácil  matar  al  capitán  y  piloto  en 
el  momento  en  que  estos  fueron  desarmados: 

7"  Que  la  excepción  propuesta  por  el  reo  en  su  instructiva,  de 
haber  perpetrado  el  homicidio  porque  los  marineros  fugaban  lle- 
vándose el  bote,  no  era  motivo  para  que  los  ofendiera  de  muerte, 
ya  por  que  estando  en  la  misma  bahía,  no  es  posible  suponer 
que  se  robaran  el  bote,  y  porque  aparece  probado  q;  e  en  los  mo- 
mentos de  disparar  los  tiros,  el  bote  en  que  fugaban  los  marine- 
ros se  hallaba  circundado  de  los  botes  de  los  buques  americanos, 
í  por  haber  vistx)  la  bandera  de  auxilio  puesta  en  la  fragata  «Jhon 

j  Curaming»: 

*  8?  Que  según  las  leyes  l^y  2*,  tit.  21,  lib.  13  de  la  Novísima, 

]  '     todo  hombre  (¡ue  matare  á  otro  á  sabiendas,  ó  que  hiciere  muer- 

te segura,  debe  morir  por  ello;  y  toda  muerte  se  dice  segura,  sal- 
vo aquella  que  fuese  hecha  en  pelea  ó  en  guerra  ó  en  riña.    Por 
estos  fundamentos  y  los  aducidos  en  la  acusación  fiscal;  fallo,  que 
J  debo   condenar  y  condeno  al  reo  prófugo   Ettlinger  G.  Adams  á 

■  la  pena  ordinaria  de  muerte,  la  que  no  se  ejecutará  sin  ser  untes 

oído,  conforme  al  artículo  42  de  la  sección  adicional  del  Regla^ 
mentó  de  Tribunales.  Y  por  lo  que  respecta  á  la  acción  de  los 
marineros,  por  los  agravios  que  sufrieron,  se  les  deja  su  derecho 
á  salvo.  Y  por  esta  mi  sentencia,  definitivamente  juzgando,  así  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo. 

Hágase  saber,  y  consúltese,  si  no  fuere  apelada  en  tiernp'^. 


a 


1^ 

¡i 


Callao,  Julio  18  de  1855. 

M.  Felipe  Paz-Soldán. 


Pronunciada  conforme  á  ley,  presentes  los  testigos  D.  José  Re- 
yes, D.  Julio  Ubiier  y  1).  Daniel  Egoaguirre. 
Doy  fé. 

Callao,  Julio  18  de  1855. 

Josc  Manuel  Castro^  Escribano  de  Estado. 
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Es  conforme  con  la  sentencia  original  á  que  me  remito. 
Callao,  fecha  ut  supra. 

José  Manvel  CaMrOy  Escribano  de  Estado. 


Legación  de  los  Estados  Unidos. 

Limaf  Julio  5  de  1855. 

El  infrascrito,  ha  tenido  el  honor  de  recibir  ayer  la  nota  que 
S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  le  dirigió,  por  orden  do 
S.  E.  el  Libertador  Presidente,  respondiendo  á  la  protesta  que  en 
16  último  hizo  el  infrascrito  contra  la  detención  del  buque 
«Jlion  Cumming»  y  el  juicio  de  su  capitán,  ante  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  Callao. 

S.  E.  pretende  que  la  jurisdicción  local  le  corresponle  en  es=te 
caso,  porque,  «toda  nación  soberana  tiene  una  incuestionable  ju- 
«risdicción  para  juzgar  y  castigar  los  actos  criminales  perpetra- 
«dos,  bien  sea  en  su  territorio  ó  en  sus  aguas». 

El  infrascrito  admite  que  este  principio  es  aplicable  á  los  ca- 
sos en  que  el  delito  cometido  ha  turbado  la  tranquilidad  ó  el 
orden  del  país,  oque  tuvo  lugar  entre  partes  extrañas  entre  sí;  en 
donde  ha  habido  alguna  infracción  de  las  leyes  rentísticas,  la 
policía  del  puerto,  &. 

Por  otro  lado,  un  buque,  fondeado  en  una  bahía  abierta,  con- 
serva su  nacionalidad,  y  las  faltas  ó  delitos  cometidos  á  bordo 
entre  individuos  del  todo  pertenecientes  á  su  tripulación  ó  que 
estén  á  bordo  de  pasajeros,  son  de  la  competencia  de  los  juzgados 
de  la  nación,  cuya  bandera  enarbola  el  buque,  y  no  está  de  mo- 
do alguno  sujeto  á  la  jurisdicción  del  paÍJi  en  cuyas  aguas  se  en- 
cuentra, á  menos  de  que  sea  invocada  la  ingerencia  de  las  auto- 
ridades locales. 

Además,  está  obligado  á  conservar  la  disciplina  de  su  buque, 
y  tiene  derecho  de  oponer  la  fuerza  contra  cualquier  insulto  que 
aje  su  autoridad.  El  tiene,  por  consiguiente,  un  derecho  indis- 
putable para  reprimir  un  motin  de  su  tripulación.  Los  que  fir- 
man contratos  y  se  embarcan  á  bordo,  tienen  un  pleno  conoci- 
miento de  esto,  y  de  que  están  sujetos  á  ser  castigados  por  cual- 
quier abandono  ú  olvido  de  su  deber. 

Los  mejores  autores  convienen  en  que  se  conserve  la  jurislic- 
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ción  nacioiinl  en  los  buques,  aún  en  los  maros  sujeto?  a  un  do- 
minio extraño.  «Si  se  comiíte  un  homicidio  á  bonlo  de  un  bu- 
«  quo  americano  por  un  individuo,  sobre  otro  de  la  misma  tri- 
«  pulaeión  sobre  un  pasajero,  ó  por  un  pasajero  sobre  otro  de  la 
ff  tripulación,  ú  otro  pnsajero,  mientras  está  fondeado  ose  buque 
«en  un  puerto,  dentro  do  la  jurisdicción  de  una  nación  extran- 
ííjera,  ó  sol»eranía  tal,  la  falta  es  do  la  competencia  y  e^e  deliro 
p  será  castigado  por  el  pro])io  juzgado  de  los  Estadoi  Utiidos,  del 
«  mismo  modo  que  si  se  hubiese  cometido  el  delito  en  alta  mar*. 
Kste  es  el  princi[>io  seuíaflo  ]Kn'  Mr.  Webster  en  el  caso  de  la 
«Creolle»,  y  también  Lord  A^hljurton,  Ministro  de  la  Gran  Breta- 
ña, confesó  que  era  la  ley  de  Inglaterra.  B?llo  la  reconoce,  igual- 
mente por  ley,  en  sus  principios  de  Derecho  Internacional,  pag. 
5S,  citando  Pardessus,  y  ]>or  De  Cussv:  título  «Navirop.'ig.  4S9- 

4oa  ^ 

Y  si,  tal  es  el  principio  estableciólo  en  caso  de  asesinato,  con 
mayor  razón  debería  aplicarse  á  los  casos  de  un  homicidio  que 
j>ucde  justificarse  en  que  un  capitán,  como  en  el  presente  ejem- 
j)It),  es  acusado  de  haber  dado  uuu-rte  á- uno  de  su  tripulación, 
en  el  acto  de  cometer  un  delito  du  levantamiento  armado. 

En  185o,  esta  misma  doctrina  la  reconoció  el  Gobierno  Pe- 
ruano en  el  caso  del  buque  la  «DoíIUincCií.  Este  bu(jue  so  halla- 
ba en  el  puerto  del  Callao  al  cargo  de  un  oficial  y  sold¿ido3  pe- 
ruanos, y  cuando  el  capitán  fué  repuesto  en  el  mando  de  su  bu- 
<liio,  la  tripulación  lo  acometió  é  hirió  gravemente.  Los  suble- 
vados fueron  sacados  de  á  bordo  v  se  les  nianjó  formar  causa 
ante  los  Tribunales  del  país  por  el  Gobernador  del  CiUhio;  mas 
rt  {íTcsentando  el  infrascritc»  que  el  niotin  había  acaecido  entre 
jtjrsonas  pertenecientes  al  buque,  el  Gobierno  Peruano  recono- 
ció "pie  no  tenía  jurisdicción  alguna  en  el  suceso,  y  ordenó  que 
l(»s  delincuentes  íuesen  puestos  en  la  cárcel,  á  disposición  de  los 
Iv-tados  Unidos. 

Tarece  que  la  distinción  está  claramente  establecida;  que  don- 
do  el  acto  ó  crimen  perpetrado  á  bordo  de  un  buque,  está  del 
t  vio  leducido  á  gente  puramente  de  su  dotación,  el  caso  no  es 
de  líi  ce)mpetencia  de  los  juzgados  locales;  pero  á  donde  la  falta 
ó  eií.:.en  ha  sido  cometido  sobre  persona  extraña  del  buque,  aún 
si'  oflo  eonietido  á  bordo,  ó  donde  compromete  en  alguna  mane- 
ja el  r"j)oso  á  los  caudales  de  la  nación,  en  cuyas  íiguas  un  bu- 
i^w''  está  fondeado,  entonces  íiene  su  lugar  la  jurisdicción  local. 

A'iMiíe  S  E.  el  stñor  Ministro<le  Relaciones  Exteriores,  según 
«  i.ti  -r.de  el  inírascrito,  que  si  el  contramaestre  Smith  huljiese 
jeeií'idu  1j  miícrte  en  la  cubierta  del  «Jhon  Cumming",  de  raauo 
uj  sa  eapilán,  los  Tribunales  del  Peni  no  habrían  conocido  euel 
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negocio;  pero  que  la  jurisdicción  local  lo  hace  suyo,  porque 
Siuith  estaba  en  uno  de  los  botes  del  buque,  intentando  fupar, 
al  tiempo  que  recibió  la  muerto,  y  había  un  espacio  de  agua  en- 
tre el  buque  y  su  bote,  cuyo  trecho  de  a«;ua  desprende  la  juris- 
dicción en  el  caso  de  los  juzgados  de  los  Estados  Unidos,  y  lo  co- 
loca en  los  de  esta  República.  La  cuestión,  por  lo  tocaulo  íi  cuál 
nación  pertenece  la  jurisdicción  en  el  caso,  esta  reducida  á  esto: 
¿et  un  bote  una  parte  constituyente  de  su  buque?  El  iníVrt.-(T¡to 
es  de  opinión  que  un  bote  es  una  parte  integrante  y,  en  todo 
punto  de  vista  legal,  una  parte  inseparable  del  bunncá  que  per- 
tenece. 

Si  alguna  parte  de  la  tripulación  de  un  buque  fiKsc-  corri'ln  ha- 
ciendo el  contrabando,  ó  se  la  hallase  inlVingiendo  hi^hyes  linea- 
les del  país  en  cuyas  aguas  se  encuentra,  ó  contiaviniondo  á  la 
policía  del  puerto,  en  un  bote  perteneciente  al  buque,  étte  j-ale 
responsable  y  está  sujeto  á  ser  detenido.  Tauíbién  nn  buquesería 
responsable,  si  uno  de  sus  l)otos  q\icbrantasen  una  cuarentena,  y 
os  de  presumirse  que  un  buque  mercante,  ii  no  ser  confiscado,  se- 
ría cuando  menos  secuestiadí^,  siso  aprehendiese  auno  de  sus 
botos  violondo  positivíimonte  un  bloqueo  en  tiempo  de  guerrP. 

Si  gravita,  pues,  semejante  responsabilidad  sobre  un  buque 
perlas  faltas  de  sus  botes,  ninguna  separación  jniede  hacorsrí  en- 
tre ellos:  son  ante  la  ley  una  cosa  misma.  Lo."  (juc  procuraban 
fugar  con  Smith  en  el  bote,  estaban  prosiguiendo  la  snb¡ova»'ión 
que  habían  comenzado  á  bordo  del  «Jhon  Cumming*),  y  el  capi- 
tán Adams  cedía  á  su  deber  y  estaba  autorizado  para  obrar  en 
contra  de  los  sublevados  en  el  bote,  lo  mismo  que  á  bordo  del 
ffjhon  Cumming)'.  También  es  evidente  que  cuando  el  ca|'itán 
Adams  hizo  fuego  sobre  Smith,  el  bote  debió  estar  muy  eerca  del 
buque;  de  lo  contrario  los  perdigones  con  que  estaba  cargada  la 
e.scoptta  no  podían  haber  inferido  una  herida  mortal. 

De  las  declaracií  i:c8  soiiiLlidíis  al  infrascrito,  «aparece  ({ue  tan 
luego  como  se  puso  en  \ñé  elcajútán,  después  de  haber  sido  he 
rido  y  derribado  al  suelo  por  la  tripulación,  bajó  á  la  cámara  y 
tomó  la  (-scop  ta,  fué  al  costado  del  buque  y  tiró,  des[)ués  do  ad- 
vertir á  los  revoltosos  á  bordo.  Este  hecho  no  eslá  exaclainente 
enlazado  con  la  cuestión  de  jurisdicción;  pero  ([ue  el  iníVascrito 
menciona,  respondiendo  al  cargo  que  S.  E.  alega  en  su  nota— 
que  el  capitán  Adams  disparó  su  arma,  á  sangre  fría,  contra 
Smith. 

Por  todas  la^  circunstancias  está  convencido  el  infrascrito,  que 
los  Tribunales  del  Perú  no  tienen  jurisdicción  alguna  en  el  pre- 
sente caso,  y  apesar  de  que  el  juez  especial  á  quien  el  Gobio-no 
ha  tenido  por  conveniente  encomendar  la  causa,  puede  estar  dis- 
puesto á  administrar  justicia  con  imparcialidad;  el  infrascrito  no 
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|'ue«l<r  rttirar  !a  prcu.?ía  que  hizo  en  16  último,  ó  adraitir  eu  las 
autí'ridaries  el  derecho  de  aprehender  al  capitán  Adams,  «ry  en- 
tregarlo además  á  la  justicia  de  la  nación». 

(  on  rcsj»ecto  á  las  j  érdidas  que  se  le  sigan  á  los  armadores 
d«l  buque,  el  iiifrascrit^  se  toma  la  lil-ertad  de  observar,  que 
apcsar  de  que  S.  E.  ai^ienta.  que  el:a«  son  el  resultado  wde  la  in- 
«  dis[»en?ahlo  necesidad  de  un  juicio  que  no  era  posible  evitar;» 
sin  embargo,  como  las  autori  lades  peruanas  se  han  arrogado,  en 
sentir  del  infrascrito,  una  juri<*lic<:ióu  que  no  le  corresponde,  el 
Gobierno  es  res{>oijs;^ib¡e  de  tenias  los  consecuencias,  puesto  que 
aprueba  y  favorece  la  usurpación.  Hay  nías:  el  insfrascrito  no 
puede  convenir  en  que  «los  consignatarios  debían  haber  tomado 
«más  adecuadas  medidas  para  enviarlo  al  cargo  de  otros  oficia- 
«  les  de  marina» -,  porque  ni  los  consignatarios  de  un  buque,  ni  el' 
Cónsul  de  la  nación  á  que  pertenece,  tienen  facultad  de  nombrar 
á  otra  persona  que  lo  mande,  cuando  el  capitán  está  presente,  es 
a[>to  y  eslá  dis])Uesto  á  cun)plir  con  su  obligación.  Pero  aún  cuan- 
do los  consignatarios  hubierar,  tomado  sobre  sí  la  oficio-^idad  de 
despachar  el  «Jhon  Comming»  la  demora  ó  estadía  y  otras  pér- 
did/is,  hubienm,  en  último  resulta<lo,  sido  ab.mables  por  la  ha- 
cienda  del  Perú;  pues  sus  consigiiatarios  los  señores  Barreda  y 
Hermano,  son  los  agentes  del  (íobierno,  y  ellos  fletaron  el  buque 
de  su  cuenta,  pora  que  llevase  huano  á  los  Estados  Unidos. 

Kn  conclusión,  e'  iiríVascrito  quiere  que  S.  E.  entienda,  de  un 
modo  clíiro,  (jue  no  tiene  deseo  alguno  que  el  capitán  Adams  se 
librjisc  del  juicio  bajo  la  acusación  de  haber  dado  la  muerte  á 
Juan  Sniitii  en  las  Islas  de  Chincha  el  G  de  Abril  último;  lo  qtie 
él  soslinie,  es  que  la  investigación  debiera  tener  efecto  ante  un 
tribunal  c(»m))etente,  y  que  este  tribunal  competente  son  los  jue- 
(<'s  naturaltvs  del  acusado,  en  los  Estados  Unidos. 

1^1  infrascrito  renueva,  con  tal  ocasión,  á  S.  E.  el  señor  Ure- 
ta,  líis  seguridades  de  su  más  distinguida  consideración.  . 

J.  R.  Claij. 

A  S    Iv  íl  v(  fior  r>.  M.  Toribio    Ureta,    Ministro   de    Relaciones 
l'Aleí  inris  del  PíMÚ, 
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Minülerio  de  Relaciones  Exlerim^es, 


Limaj  Julio  30  de  1855. 


He  tenido  la  honta  de  recibir  la  réplica  de  V.  E ,  fecha  5  del 
actual,  con  motivo  de  mi  contestación  á  la  protesta  que  me  diri- 
gió V.  E.  en  16  del  próximo  pasado,  contra  la  detención  en  el 
Callao  de  la  fragata  norte-a!v.ericana  <  Jlion  Cumming»  y  el  juz- 
gamiento de  su  capitán  E.  G.  Adams  por  el  juez  de  primera  ins- 
tancia de  aquel  puerto. 

Ninguna  responsabilidad  puede  sobrevenir  al  Perú  de  la  de- 
tención de  la  «Jhon  Cumming^»,  porque  ni  el  Gobierno  ni  funcio- 
nario alguno  en  su  nombre  la  ha  decretado  ni  la  ha  motivado. 
Al  contrario,  interesado  el  Perú  en  su  pronta  5ali<la  para  que  el 
huano  de  Chincha  llegue  con  oportunidad  al  mercado  de  Epata- 
dos Unidos,  se  excitó- el  celo  de  V.  E.  y  el  de  los  consignatarios 
á  fin  de  que  la  despacharan.  V.  E  no  con.sideró  estar  en  sus  fa- 
cultades tomar  providencias  para  lograrlo:  tami>oco  lo  verifica- 
ron los  consignatarios;  y  el  buque  se  detuvo  porque  nadie  solici- 
tas su  salida,  mas  no  por  que  se  le  hubiese  prohibido  zarpar  del 
Callao. 

Lejos  de  ser  responsable  el  Perú,  le  asiste  derecho  para  recla- 
mar Jos  perjuicios  que  resulten  de  no  llegar  á  tiempo  nuestro 
abono  al  mercado  de  Estados  Unidos. 

Sea  cual  fuere  la  jurisílicción  competente  al  delito  cometido 
por  el  capitán  Adams,  la  conducta  de  este  ciuíladano  de  los  Es- 
tados Unidos,  matando  al  marinero  Jhon  Smilh,  liizo  necesario 
el  juzgamiento  y  creó  la  necesidad  de  examinar  cuando  menos 
la  competencia  de  la  jurisdicción;  y  si  la  detención  voluntaria 
del  buque  ha  provenido,  si  se  quiere,  del  enjuiciamiento  del  capi- 
tán, éste  solo  como  causa  es  responsable,  y  no  el  juicio  que  es 
consecuencia  natural  y  legal  de  todo  delito  y  en  todos  los  países. 

Las  autoridades  peruanas  proce«lieron  á  enjuiciar  á  Adams, 
porque  el  deber  de  juzgar,  común  á  todas  las  naciones,  se  desem- 
peña en  el  acto  que  se  tiene  noticia  de  haberse  cometido  un  deli- 
to en  el  territorio  nacional,  sea  quien  fuere  el  reo,  sean  cuales 
fueran  las  circunstancias.  El  hecho  de  matar  á  un  hombre  es 
necesariamente  justiciable:  los  jueces  ordinarios  se  hallan  esta- 
blecidos para  juzgar;  ¿quién  pnede  privarles  de  esa  autoridad  en 
el  caso  de  Adams?  V.  E  ha  respondido— que  cesa  la  jurisdicción 
peniana,  y  subsiste  la  de  Estados  Unidos,  cuya  bandera  tiene  el 
Duque,  porque  el  delito  se  cometió  á  bordo  entre  personas  de  su 
tripulación.  Se  vé,  pues,  que  V.  E.  indica  una  excepción  de  la  re- 
gla general  para  declinar  de  la  jurisdicción  peruana. 
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Para  que  tal  excepción  pudiera  tener  lugar  sería  preciso  -que 
emanase  de  algún  origen  legal,  y  concurriese  con  todas  las  cir- 
cunstíincias  que  hacen  tolerable  su  admisión  en  favor  de  la  segu- 
ridad de  los  navegantes. 

Ligados  el  Perú  y  los  Estados  Unidos  por  el  tratado  de  36  de 
Julio  de  1851  esta  es  la  regla  preferente  á  que  debe  sujetarse. 
Por  el  artículo  1*?  se  declara  el  derecho  recíproco  de  comerciar, 
nave;?ar  y  viajar  fen  todas  partes  del  territorio  de  la  otra  potencia, 
gozaii'io  de  la  misma  prolección  y  sr»guridad  que  los  naturales 
del  país;  mas  esto  es  coa  la  condición  expresa  de  sométase  á  las 
leyes  y  ordenanzas  que  en  él  se  observen.  .Las  leyes  del  Perú  pres- 
criban que  el  juez  competente  para  juzgar  de  un  delito,  es  el  del 
lugar  donde  se  cometió;  y  las  aguas  de  las  islas  de  Chincha  son 
lugar  peruano. 

Con  favor  de  este  piincipio  universal  so  escribió,  sin  excepción 
algumi,  el  artículo  lii  del  tratado,  concediendo  á  los  ciudadanos 
de  cada  potencia  en  causas  criminales,  la  garantía  de  no  poder 
ser  presos  sin  que  preceda  auto  do  prisión  expedi  lo  por  autori- 
dad legal,  la  de  tomárseles  su  deelaraoión  dentro  de  24  horas  des- 
pués del  arresto,  y  la  de  recobrar  su  libertad  si  pa-are  ese  térmi- 
no sin  habérseles  recibido  declaración  alguna.  Desde  que  en  el  tra- 
tado no  se  exceptúa  caso  alguno  de  la  juTisdiccióñ  nacior.al  que 
se  reconoce  y  acata,  ni  se  exceptúa  á?  la  prisión  otra  persona  que 
la  no  examinada  dentro  de  las  veinticuatro  horas  del  arresto,  no 
puede  el  capitán  Adains  acogerse  á  la  excepción  que  V.  E.  indi- 
ca, aun  cuando  fuera  universalmente  admitida  por  los  principios 
generales. 

Si  por  falta  de  un  tratado  en  que  se  dejase  {)!enamente  expe- 
dita la  jurisdicción  nacional,  pudiera  aplicarse  la  excepción  d© 
haberse  cometido  el  delito  a  bordo  y  entre  personas  de  la  tripu- 
lación de  la  (fJhon  Cumming»,  su  capitán  Adams  no  resultaría 
tampoco  inmune  de  la  jurisdicción  peruana;  porque  el  mismo 
Bello,  citado  por  V.  15.,  requiere  que  las  infracciones  justiciables 
sean  de  la  disciplina  interior  del  bnque;  porque  Pardessus,  recor- 
dado también  por  V.  E.,  exige  que  los  delitos  solo  conciernan  á 
la  disciplina  interior;  porque  de  Gussy,  al  (^ue  también  se  refiere 
V.  E.,  advierte,  que  se  inhibe  la  autoriílad  local  en  los  casos  de 
disciplina  interior,  cuando  no  se  compromete  la  tranquilidad 
del  puerto. — Y  en  el  homicidio  de  Smith,  ni  la  infracción  ha  si- 
do de  disciplina  interior,  ni  ha  sido  concerniente  á  ella,  ni  ha 
dejado  de  comprometerse,  y  grave  y  escan<lalosamente  la  tran- 
quilidad del  fondeadero  de  Chinclia. 

Parece  que  V.  E.  en  las  necesidades  de  la  disciplina  interior 
de  un  buque,  incluye  la  de  matar;  de  otra  suerte,  no  se  empeña. 
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ría  en  sostener  la  incompetencia  de  la  jurisdicción  nacional.  Con- 
viene, pues,  conocer  los  límites  de  esa  disciplina,  según  los  prin- 
cipio? dominantes  de  los  Estados  Unidos — Comj)ilando  exj>resa- 
meiite  Curtís  los  derechos  y  obligaciones  de  los  capitales  y  ma- 
riner'.'.<<le  Luquos  mercantes  norte  americanos,  ha  lijado  dos  re- 
glas ciertas  para  saber  cuál  ts  la  esfera  de  esa  disciplwa  'interior 
con  relación  á  los  delitos  de  a  bordo:  em[)ieza  la  facultad  de  cas- 
tigar, ejerciéndose  con  tal  mod^^raí-ión  y  prudencin,  que  se  ase- 
meje el  capitán  á  un  padre  de  familia  ó  á  un  maestro  corrigiendo 
ásiis  discíj)ulos;  y  terminan  las  necesidades  de  la  di><^iplina  y 
toda  potestad  de  los  capitanes,  en  los  límites  de  la  justicia  6  in- 
dispei^'table  defensa  d*í  su  propia  vi<la,  en  el  c.\so  (le  una  í-uV)1c- 
vaci»jii. — El  lK)n'jicid!()  tpic  se  conjcte  fueía  de  esta  situación  ex- 
trem;».  no  pertt^neee  á  la  disci[dina  interior,  según  derecho  de 
los  E.^tatlos  l'niíios,  aún  cuando  por  un  moru'^nto  so  le  euponga 
ent-^ra'ncíUe  conforme  con  el  dereeiio  universal.  El  origen  <le  la 
serie  de  sucesos  tcruiinados  con  un  homici<lio,  está  en  el  empeño 
con  que  el  capitán  Adaitis,  quiso  hacer  trabajar  á  marinoro.s  ca- 
tóh/os  en  el  día  mas  veneraldc  que  santifuan  los  cristianos:  el 
Viernes  Santo.  Cual({uiera  que  fuese  el  progn  so  de  la  n^sisten- 
cia  (le  los  marineros,  y  !a  potestad  del  ca])itán  Adarns,  desapa- 
reció todo  peligro,  ceso  i(jda  necesidad,  llegó  á  su  último  límite 
la  esfera  de  la  discii)]ina  interior,  d(}sde  que  Smith  desamparó  el 
buque  y  se  encaminó  hacia  el  de  la  gobernación  deUpuert).  ¿Co- 
rrespondía á  la  disciplina  el  im[)edir  (jue,  un  marinero  buscase 
en  la  autoridad  del  puerto  justicia  contra  su  capitán?  ;,Concier- 
ne  á  la  disciplina  matar  al  que,  se¡)arado  y  lejos  ya  de  un  tu- 
multo de  marineros,  se  dirige  donde  eslá  la  autoridad  local? 

Cuando  en  mi  oficio  anterior  llamé  la  atención  de  V.  !•].  á  las 
notables  circunstancias  de  haber  sido  muerto  Smith  en  sitúa  don 
de  estar  navegando  en  un  bote  hacia  la  gobernaeión,  y  <le  ha- 
berse disparado  el  tiro  desrle  la  (^Jhon  Cumniing»  habiendo  entre 
el  matador  y  la  víctima  aguas  del  dominio  peruano,  no  fué,  en 
verdad,  ni  pudo  ser  mi  objeto  adniitir  la  (competencia  de  la  ju- 
risdicción norte  amerií  ana  si  el  delito  se  hubiese  con>unnido  á 
bordo  de  su  buque  mercante. /Fué,  eomo  lo  es  ah(»ra,  demostrar: 
que  aú)i  snj)uesta  la  tí  oría  de  los  fueros  de  diseiplina  interior, 
teoría  que  descansa  en  la  necesidad  que  tiene  la  maririade  aten- 
der instantáneamente  y  en  el  recinto  d(d  buípie  á  sn  propia  se- 
guridad, no  era  d<Mnodo  alguno  aplicable  al  [)resente  caso.  19 
Porrjuo  había  desaparecido  tc»da  correhudón  con  la  disciplina  in- 
terior desde  q  no  no  había  peligro,  ni  urgencia  de  emplear  la 
fuerza  privada,  una  vez  que  est  iba  lejos  de  á  bordo  el  marinero 
Smith.  2?  Porque  se  había  comprometido    la    tranquilidad    del 
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puerto,  desde  que  atravesó  pública  y  escandalosamente  sobre  las 
aguas  peruanas  el  {»lorao  arrojado  con  designios  de  perpetrar  un 
homicidio  á  la  vista  de  todos,  en  la  persona  que  con  justicia  ó 
sin  ella  iba  en  busca  de  protección  de  la  autoridad  contra  la  vio- 
lencia que  padecía.  El  homicidio,  es  siempre  una  infracción  de 
las  leyes  de  todos  los  países,  y  una  grave  perturbación  del  or- 
den, cuya  enormidad  crece  con  la  publicidati  que  se  ejecuta. 

Por  respetables  que  sean,  pues,  las  pnlabras  de  Mr.  Daniel 
Webster,  que  copia  V.  E ,  no  me  parece  que  se  verán  general- 
mente corno  doctrina  incuestionable  en  la  materia. 

Lo  que  el  Gobierno  del  Perú  declaró  por  resolución  de  30  de 
Setiembre  de  1853,  en  el  caso  de  la  «DefTaince»,  á  que  V.  E.  ha 
aludido,  es  que,  ho  hnhiendose  turbado  el  orden  pühlico,  á  conse- 
cuencia del  delito  cometido  á  bordo  de  dicho  buque,  en  un  acto 
de  insubordinación  y  resistencia  de  los  marineros  contra  el  capi- 
t.'n,  sin  que  hubiese  muerte  de  ninguno,  debínn  entregarse  los 
delincuentes  que  trastornaron  la  disciplina  á  disposición  de  V. 
E.  No  hi»y,  pue.-í,  CMitradicción  entre  aquella  declaración  del  Go- 
bierno y  las  })rovi<lcncias  en'  virtud  de  las  cuales  se  juzga  al  ca- 
pitán de  la  ffJhon  '  umming». 

No  puedo  convenir  con  V.  E.  en  que  el  bote  de  un  buque 
mercante  deba  ser  siempre  considerado  como  el  bote  de  un  bu- 
que de  guerra  que  goza  de  toda.'B  las  exenciones  de  su  buque, 
porque  conio  á  él  lo  cubre  su  bandcm  y  lo  defienden  las  fuerzas 
de  hu  nación.  Y  si  un  l)uque  responde,  como  V.  E.  indica,  del 
contrabando  ó  de  la  vio^u-ión  de  un  bloqueo  ó  de  una  cuarente- 
na en  que  se  sorprenda  á  un  buque  suyo,  no  es  por  la  razón  de 
que  el  l)ote  y  el  bu(|ue  son  una  misma  co?a,  sino  por  que  no 
puede  dejar  de  suponerse  que  el  í^npitán  del  buque  sea  el  verda- 
dero auU:>r  ó  consentidor  de  los  mencioT\ndos  excesos. 

Y  para  que  V.  E.  no  extrañe  mi  negativa  á  consentir  que  el 
bote  d  j  la  «.Ilion  Cumming»  se  mire  como  "parte  integrante  de  es- 
ta fragata,  seame  permitido  recordar  con  el  mismo  Cussy,  citado 
por  V.  E.  (art.  Agres.)  que  los  ¡><,trs  están  expresamente  enume- 
rados entre  los  obietos  que  «no  .«^on  paite  integrante  de  una  nave», 
aunque  forman  i»arte  del  aparejo  que  les  conviene  para  hallarse 
en  estado  de  navegar. 

Estando  expedita  la  jurisdicción  nacional  por  tan  incontesta- 
bles fundamentos,  ha  procedido  el  juez  del  Callad  á  sustanciar  y 
decidir  la  causa  criminal  contra  Adams  por  los  trámites  prescri- 
tos en  las  leyes:  su  autoridad  no  ha  emanado  de  una  comisión 
especial,  como  parece  haber  entendido  V.  E.;  ejerce  la  que  natu- 
ralmente tiene;  sus  atribuciones  son  las  ordinarias  de  su  cargo 
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Me  aprovecho  de  esta  ocasión  para  renovar  á  V.  E.  las  consi- 
deraciones del  mas  alto  y  distinguido  aprecio. 

Manuel  Toribio  Ureta, 


hfjaúón  de  los  Estados  Unidos. 

Lima,  Agosto  25  de  1855. 

El  infrascrito  tiene  el  honor  de  acusar  recibo  de  la  nota  que, 
con  fecha  30  del  próximo  pasado,  le  ha  dirigido  S.  E.  el  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  en  la  cual  emite  las  razones  que  ha  te- 
nido el  Gobierno  Peruano  para  atribuirse  la  facultad  de  juzgar 
al  Maestre  del  buqu»^  (r.Ihon  Cumming»,  sometiéndolo  ante  el 
Juzgado  de  primera  Instancia  del  Callao. 

A'Ucs  de  examinar  los  aro[umentos  contenidos  en  la  referida 
nota,  el  infrascrita  se  toma  la  libertad  de  observar  á  S.  E.  que 
iMlnciéndose  la  consabida  cuestión,  pura  y  simplemente,  a  escla- 
recer si  la  jurisdicción  en  ese  asunto  pertenece  á  los  juzgados  do 
los  Estados  Unidos  ó  a  los  del  Perú,  los  únicos  hechos,  enlazados 
con  la  muerte  de  Juan  Smith  que,  con  propiedad,  pueden  adu- 
cirse por  S.  E.  ó  por  el  Infrascrito,  en  apoyo  de  sus  diferentes 
pareceres  en  este  particular,  son  el  sitio  ó  lugar  donde  fué  muer- 
to .Juan  Smith,  y  quiénes  estuvieron  empeñados  cuando  Alams 
!e  disparó  su  arma. 

La  investigación  del  grado  de  culpabilidad  del  capitán  Adams, 
si  tuvo  razón  en  tal  circunstancia  de  tirar  a  Smith,  ó  si  procedió 
á  la  sazón  cual  correspondía  al  Maestre  de  un  buque,  y  tal  per- 
tenece al  Tribunal  competente  que  lo  ha  de  juzgar  y  no  puede 
ser  ahora  materia  de  discusión  entre  los  dos  gobiernos. 

Aquí  la  jurisdicción  y  no  la  falta  ó  el  mismo  delito  es  el  asun- 
to de  que  se  trata,  y  cua'quiera  que  sea  el  valor  de  los  principios 
mentados  por  Curtís,  relativamente  a  los  derechos  y  obligaciones 
de  los  Maestres  de  buques  para  con  sus  tripulaciones,  cuando  una 
causa  ha  de  ser  investigada  ante  una  Corte  de  Justicia,  esta  no 
er. vuelve  en  la  cuestión,  en  concepto  del  infrascrito,  el  esclareci- 
miento de  la  parte  á  quien  corresponde  la  jurisdicción. 

No  obstante,  como  S.  E.  se  ha  referido  á  Curtis  como  autoridad 
competente  en  los  Estados  Unidos,  se  le  permitirá  al  infrascrito 
citar  las  palabras  de  ese  autor,  referentes  al  deber  y  obligaciones 
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de  los  Capitanes  de  buques  mercantes.  Dice  así:  Los  juristas 
«que  lian  tratado  de  la  naturaleza  de  la  autoridad  de  un  Maes- 
a  tre,  se  han  inclinado  á  creer  que  tiene  analogía  con  la  autori- 
wdad  paterna  para  con  el  hijo,  ó  la  de  un  maestro  con  su  apreu- 
«  diz  ó  discípulo.  Tal  es  la  comparación  hecha  por  Lord  Inler- 
«  den  que  la  corrobora  con  la  cita  de  Casaregis,  con  quien  Valia 
(c  había  contado  también  primeramente  haciendo  igual  sugestión, 
o  Hasta  el  i)unto  en  que  la  analogía  ha  lugar,  puede  ser  de  útil 
«  consideración;  pero  es  ovio  que  es  enteramente  insuficiente  para 
«tener  una  aplicación  general.  Por  un  lado,  no  ocurren  semejan- 
«tes  incidenUs,  por  lo  regular,  en  el  servicio  á  su  obligación  que 
«  deyenqíona  un  hijo  ó  un  a[)rendiz,  con  la  frecuencia  rpie  iuelen 
«suscitarso  en  el  servicio  de  un  marino.  Por  otra  parte,  única- 
«  mente  en  asunto  do  servicio  del  buque,  cuando  el  Maestre  pue- 
«  de  ejorc<  r  su  autoridad,  á  lo  uumkíS  hasta  el  extremo  del  casti- 
«  go.  Por  lo  tanto,  me  parece  mucho  mas  exacto  y  científico  no 
ff  confiar  en  tnles  anah^gías:  (Obligación  y  derechos  do  la  gente 
«de  mar  en  buques  mercantes,  «Curtis»  p.  p.  80.81.) 

Por  consiguiente,  parece  que  no  es  oj^orluna  la  cita  <Ie  Curtis 
en  la  (pie  S.  E.  quería  fundar  su  oj^inión. 

Hay  ocasiones,  según  Curtis,  en  que  el  capiti'm  de  un  bu(iue 
no  puede  obrar  como  un  padre  ó  un  ayo,  como,  por  ejemplo,  en 
el  c:aso  de  un  motín  efectivo,  ó  cui'udo  tiene  fundamento  para 
recelarlo:  y  el  capitán.  Adams  se  hallaba  c-n  u)m  situación  en 
que  tenía  (pie  hacer  uso  de  la  fuerza  para  reducir  al  orden  á  su 
rebelde  tripulación. 

Los  buques  están  fondeados  en  las  Islas  de  Chincha  en  una 
rada  abierta;  y  muchas  veces  estriba  la  í-alvación  de  un  buque 
en  tener  á  bordo  toda  su  gente  cabal,  á  fin  de  proveer  á  su  sogu- 
ridatl.  Por  consiguiente,  cuando  una  parte  déla  tri[>ulación  del 
«Jhon  (/ummingM  se  apoderó  de  su  lancha,  y  tomaban  (sgún  de- 
claran el  caj>itán  y  otros)  la  dirección  de  la  alta  mar  y  no  de  las 
Islas,  como  lo  supone  V.  E.,  estaban  así  en  motín  permanente 
desafiando  la  autoridad  de  su  conumdante,  cuyo  <leber  era  re[)ii- 
mirlo.  Dejando,  por  lo  tanto,  á  un  lado  esa.s  considrracioriPS  co- 
mo inoportunas,  j)ür  ahora,  el  insfrascrito  pasará  desdo  luego  a 
examinar  las  razones  dadas  por  S.  E.  para  sostener  el  reclamo 
de  Jurisdición  en  la  causa  del  ca})itán  Adams,  á  fíivor  de  las  au- 
toridades peruanas,  y  castigarlo  por  el  hecho,  cometido  en  tí  (ie 
Abril,  en  las  dichas  Islas.  En  apoyo  de  semejante  parecer,  S.  E. 
cita  el  segundo  artículo  del  Tratado  de  Anii.stad,  Comercio  y 
Navegación  entre  las  dos  Repúblicas  del  20  de  Julio  de  1851,  y 
las  estipulaciones  de  recíproca  libertad  y  comercio  entre  sus  ciu- 
dadanos y  territorios  y  de  navegación    conforme  á  sus  reglamen- 
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toe  res]>ectivos;  y  ú'3  la  residencia  y  viajes  con  seguridiul  y  pro- 
tección ,  con  tal  que  so  sujeten  los  ciudadanos  á  los  decretos  y 
leyes  vi^^entes  en  las  dos  naciones;  y  también  lo  dispuesto  ei\  el 
artículo  19,  dejando  expedita  la  entrada  de  los  tribunales  ú  los 
ciudadanos  de  una  y  otra  nación  para  nombrar  libremente  á  su 
aboga'lo  desde  su  prisión,  salvo  una  orden  dada  justamente  por 
autoridad  jndi'jial  y  el  de  recho  de  tomarles  declaración  dentro 
del  término  de  ven t ¡cuatro  horas  después  del  arrresto. 

S.  E.  dedu  :e  de  esos  dos  artículos,  que  á  «virtud  del  Tratado, 
« la  jurisdicción  nacional  es  reriniocida  y  aplical>le  á  todos  los 
«caií'js  indiferentemente,  no  haciendo  otra  excepción  sino»  en  el 
caso  de  personas  que  no  hubiesen  «i)restado  su  declaración  den- 
«Iro  <]e  2  i  horas.» 

S.  E.  deduce  qne  el  Cupitiin  Adams  no  «podía  apodar  á  la  cx- 
tcepción  producida  por  el  infrascrito  (que  el  delito  de  (jue  se 
•  se  acusa  al  Capitán  fue  cometido  á  bordo  de  su  buque  entre  in- 
«dividuos  de  su  tri[)ulac¡ón,)  aún  cunndo  esto  se  admitiese  üni- 
«versaltiiente  como  principio  i^eneral».  En  realidad,  S.  E.  sostie- 
ne, Según  par.c'ce,  <|ue  por  h;s  esti[»uiacioncs  del  trnlado,  todo 
c'indadiino  de  los  Estados  Uniduíf  está  bajo  la  jurisdicción  del 
Perú,  y  los  Tribunales  de  la  Ut>i  ública,  copiplotamonte  y  sin 
excepción,  desde  el  instante  de  su  iii-r- <o  en  i^s  [tuertoí,  lugares 
y  territorios  del  Perú. 

Sin  eiabargo,  el  infrascrito  no  puede  convenir  en  ([ue  la  esti- 
l>ulación  í^eneral  de  la  recíproca  libertad  de  Comercio  y  Nave- 
fjación  entre  los  respectivos  territorios  y  ciu  ládanos  de  los  Esta- 
do? Unidos  y  del  Perú,  y  el  permiso  para  ipie  ellos  y  sus  buques 
puedan  frecuentar  todas  sus  costas  ¡>uertosy  logaros,  doiide  quie- 
ra está  permitido  el  comercio  extninjero,  se  convirtiese  jamás  en 
un  íles{K)jo  de  la  jurisdicción  de  cualquiera  de  las  altas  Partes 
fbntratantes  tiene  sobie  sus  buques,  ó  de  privar  á  una  de  las 
l>art<^  do  los  dere'^ihos  que  le  concede  el  dere(  lio  de  Gentes. 

Hay,  además,  una  diferencia  muy  grande,  con  respec'o  á  la 
jurisdicción  local,  entre  los  ciuvladanos  ó  subditos  de  una  nación 
que  entraran  á  un  puerto  extranjero,  dependientes  de  un  buque, 
y  aquellos  que  van  al  i)a{s,  con  el  objeto  de  viaje  ó  de  residencia. 
Es  un  f)rincipio  reconoci«lo  de  ley  Ínlernae¡c)nal  que  un  í)uque 
está  bajo  la  jurisdieción  déla  Nación  cuya  bandera  lleva  aún  en 
un  puerto  extranjero,  y  esta  jurisdicción  se  exlieade  á  tt^las  las 
l*ersonas  {)ertenccientes  á.  ese  bnqr.e  mientras  ellas  r.o  ii.ftingen 
las  leyes  de  hacien<Ia  ó  los  reglamentos  <ie  policía  del  })uerto  ex- 
tranjero. No  existe  conexión  alguna  entre  v\  buque  y  el  país 
<'Xtriinjeros  hasta  quesean  violadtis  c.-asuyí^^  y  reglamentos,  sou 
í'osaá  distintas  y  separadas  tanto  relativamente  al  territorio  como 


.—  166  — 

á  la  jurisdicción.  Para  que  venga  á  ser  completa  la  jurisdicción 
del  país  extranjero  sobre  un  buque,  es  preciso  que  sus  papeles 
sean  cancelados,  cambiada  su  bandera  y  transferido  el  buque  á 
uno  6  más  ciudadanos  de  ese  país  extranjero. 

La  ley  está  sentada  con  mucha  claridad  en  la  resolución  que, 
en  20  de  Noviembre  de  1806,  dio  el  Conejo  de  Estado  de  Fraa- 
cia;  como  sigue: 

Considerando  que  un  buque  neutral  no  puede  respetarse  por 
lugar  neutral  indefinidamente,  y  que  la  protección  que  se  le  dá 
en  los  puertos  de  Francia  no  quita,  de  modo  alguno,  la  jurisdic- 
ción territorial  en  mateiia  que  ifectan  los  interesas  del  Estado. 

« Que  por  consiguiente  un  buque  neutral  admitido  en  un 
puerto  del  Estado,  por  derecho  perfecto  está  sujeto  á  los  regla- 
mentos de  policía  vigentes,  en  el  lugar  donde  se  le  ha  recibido. 
Que  la  tripulación  puede  ser  igualmente  juzgada  ante  los  tribu- 
nales del  j>aís,  por  delitos  que  cometieren  aún  á  bordo  contra 
personas  que  no  pertenezcan  á  la  tripulación  del  buque,  y  tam- 
bién por  los  contratos  que  hicieren  con  ellas.  Pero  si  la  jurisdic- 
ción local  tiene  indudablemente  esta  amplitud,  no  es  así  con 
respecto  á  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  un  buque  neutral  por 
uno  de  la  tripulación  contra  otra  persona  de  la  dotación  del  bu- 
que, que  en  tal  caso  el  derecho  de  la  potencia  neutral  sería  res- 
petado, porque  esta  es  una  cuestión  de  la  disciplina  interior  del 
buque,  en  la  cual  la  autoridad  local  ningún  derecho  tiene  para 
interjíoners?,  á  no  ser  que  se  requiera  su  asistencia,  ó  que  sea  tur- 
bada la  tranquilidad  del  puerto. 

El  Consejo  de  Estado  aplicó  esos,  principios  á  los  casos  que  le 
fueron  sometidos,  del  modo  siguiente:  «Considerando  que  uno -de 
« los  casos  ha  dimanado  de  una  pelea  que  tuvo  lugar  á  bordo  de 
ff  una  lancha  del  buque  americano  «Neroton»  entre  dos  marine- 
«  ros.  pertenecientes  al  mismo  buque;  y  que  el  otro  se  refería  á 
« una  herida  peligrosa,  inferida  por  el  segundo  oficial  de  la  «<Sa- 
«  lly»,  á  uno  de  sus  marineros,  por  haber  tomado  sin  orden  el  bo- 
«  te».  Y  decretó  que  se  prohibiese  que  los  tribunales  franceses 
entendiesen  en  esos  asuntos. 

Leclereg.  Formulario^de  cancillerías  diiílomáticas,  Vol.  2.  1. 
pág.  84.  85. 

Las  estipulaciones  del  artículo  2?  del  Tratado  no  disminuye, 
en  lo  menor,  la  jurisdicción  que  ejercen  en  sus  buques  y  tripu- 
lantes de  los  Estados  Unidos. 

Las  disj)osiciones  de  ese  artículo  se  consideraron  convenientes 
para  la  protección  de  los  ciudadanos  de  una  de  las  altas  Partes 
Contratantes,  residentes  ó  transeúntes  en  los  dominios  de  la  otra. 

Semejantes  disposiciones  son   necesaiias,    ponqué  un    Estado 
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pierde  mucha  parte  de  la  jurisdicción  que  tiene  sobre  sus  ciuda- 
danos que  van  á  residir  en  paises  extranjeros. 

Verdad  es  que  un  Estado  puede,  en  ciertos  casos,  intervenir  á 
favor  de  sus  ciudadano^,-  residentes  en  el  extranjero,  y  protegerlos 
cuando  estos  sufren  alguna  opresión  ó  denegación  positiva  de 
justicia,  mas  oo  puede  arrogarse  la  facultad  de  juzgar  a  tales  ciu- 
dadanos por  delitos  ó  faltas  que  hayan  cometido  en  puírf  extran- 
jero, ó  entregarlos  como  deseitorcs  de  la  justicia.  El  ciudadano 
residente  se  hace  respetable  ante  las  autoridades  locales  jx^rcual- 
(jUiera  transgresión  de  ley;  «en  esos  casos,  el  juez  competente  es 
«el  juez  del  lugar,  donde  el  delito  ha  ^ido  cometido». 

Sin  embargo,  no  puede  exceder  sus  facultades,  conociendo  en 
asuntos  fuera  de  su  jurisdicción. 

Cuando  las  autoridades  locales  de  las  Islas  de  Chincha  remi- 
tieron el  asunto  del  capitán  Adams  para  que  se  investigase  por 
el  juez  de  1^  instancia  del  Callao,  antes  de  proceder,  debió  éste 
haber  examinado  si  era  de  la  competencia  de  los  tribunales  del 
país;  no  sucedió  así,  pues  al  contrario,  llevó  adelante  el  juicio  y 
finalmente  lo  condenó  á  muerta,  por  homicidio  alevoso;  cuya 
sentencia  es,  en  concepto  del  infrascrito,  átoda  luz  injusta;  por- 
que según  está  comprobado  por  las  <leckraciones  del  cn[)itán  y 
pilotos,  ninguna  premeditación  hubo  pur  parte  del  primero,  y 
porque  la  pmeba  prestada  en  contra  suya  es  la  de  los  nr smos  re- 
voltosos. S.  E  observa  con  referencia  á  los  hechos  del  eaivitún 
Adams,  «  que  el  origen  del  suceso  que  terminó  con  la  muei  te  de 
ffSmith,  fué  la  obstinación  del  eoniandante  en  querer  que  unus 
« marineros  católicos  trabajasen  en  «Viernes  Santo»  el  día  más 
«venerado  y  santificado  de  los  cristianos». 

El  insfrascrito  presume  que  esta  observación  tiende  %  manifes- 
tar que  la  tripulación  del  «Jhon  Cumming>»  se  había  propuesto 
no  trabajar  aquel  día  y  estaba  metida  en  la  rebelión  más  bien 
que  obrar  contra  su  conciencia. 

Pero  según  las  declaraciones,  prestadas  bajo  de  juranuailo,  <lel 
cajálán  Adams  y  de  sus  pilotos,  parece  que  una  parte  de  la  tri- 
pulación fué  aquel  día  en  una  lancha  á  cargar  guano,  y  que  ha- 
biendo declarado  las  autoridades  que  no  se  podía  cargar  en  Vier- 
nes Santo,  la  gente  regresó  á  bordo  y  fué  a  su  trabajo  acostitnibra- 
do  hasta  la  hora  del  ahiuerw.  Después  de  aln^orzar  fué  cuando  se 
amotinó  la  gente  y  no  quiso  ir  á  su  trabajo;  de  contado,  oto  no 
fué  un  todo  de  conciencia,  de  su  parte,  pues  hombres  que  están 
premeditando  un  crimen  en  tal  coyuntura,  deben  tener  una  idea 
muy  extraña  de  la  moralidad. 

Las  opiniones  religiosas  de  la  tripulación  y  el  heelí^,  (si  es 
verdad)   de  que  el  capitán  no   se  descuidaba  de  ellos,  no   puede 
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eslo  íifírctar  )a  enostiun  principal,  de  saber  á  qué  Estado  pertene- 
ce la  juri>ilif,ei6n  en  este  caso.  El  infrascrito  ya  ha  sentado  sus 
razones  en  nota  anterior,  demandando  que  el  asunto  del  Capi- 
tán Adaniá  no  podía  examinarle  por  tribilnal  alguno  del  Perú, 
y  s<5lo  necesita  observar  á  continuación  que  el  espacio  de  aguas 
peruanas  interpuesto  entre  el  (^Jl)on  CíjLimming»  y-  su  lancha, 
cuando  Smith  recibió  la  muerte,  es  en  lo  que  se  funda  S.  K,  se- 
gún parece  i)ara  quitar  á  los  Eí-jlatios  Unidos  su  jurisdioción,  no 
inforniar  en  ser.tir  del  infrascrito  la  cuestión  que  actualmente  se 
considera.  Puede  inferirse  que  el  Consejo  do  Estado  de  Francia 
en  el  asunto  (jue  ya  se  ha  aludido,  del  Inujue  «Nwtor*,  decidió 
que  un  butjue  y  su  lancha,  eran  legalmente  una  misma  cosa. 

Siendo  esto  así,  la  lauídia  del  «Jhon  Cumming»  era  una  parte 
del  buque,  y  la  tripulación,  con  el  hecho  de  apoderarse  de  ella, 
continuaba  el  motin  y  era  tan  delincuente  como  si  hubiese  per- 
manecido á  bordo. 

V.  E.  echaiá  de  ver,  que  el  Consejo  de  Estado  de  Francia,  al 
decidir  en  favor  de  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos,  no  hi- 
zo investio^ación  al<;una  so1>re  los  hechos  que  tenía  conexión  con 
ellos,  ó  ([ue  no  so  apo^^ascn  dtsde  lue^^o  sobre  la  cuestión  de  ju- 
risdicción. 

Coii  rc.'^pccto  á  la  estadía  del  fJohn  Cumming»  motivada  por 
los  procedimientos  contra  su  capitán,  ante  el  juez  de  primera 
instancia  del  Callao,  dice  S.  E.  que  el  Gobierno  Peruano  no  sale 
responsable  de  ellos,  porque  ni  el  Gobierno  ni  funcionario  ai;^u- 
no  decretó  en  su  nombre  ó  causó  la  detención.  Que  en  vez  de 
eso,  interesado  el  Perú  en  su  pronta  salida,  excitó  el  celo  del  in- 
frascrito y  de  los  consignatarios  para  que  despachasen  el  buque, 
y  que  no  habiéndolo  verificado  nadie,  el  buque  seguia  detenido 
porque  nadie  pedía  su  despacho,  y  uo  porque  se  hubiese  prohibi- 
do su  Sülida  del  Callao. 

El  infrascrito  pasó  á  ver  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, con  el  objeto  de  inducirle  á  que  expidiese  la  orden  de 
sobreseer  en  los  procedimientos  contra  el  capitán  Adams,  y  tam- 
bién para  que  saliese  el  buque  del  Callao,  con  su  capitán  á  bor- 
do, lo  cual  fué  denegado. 

La  causa  de  la  detención  fué,  en  primer  lugar  el  juez,  quien 
fué  aprobado  por  el  Gobierno;  éste,  pues,  se  ha  constituido  desde 
luego  responsable  de  todas  las  pérdidas  ocasionadas  por  la  de- 
tención del  buque. 

Esta  es  la  opinión  que  el  infrascrito  ha  expresado  en  las  notas 
que  ha  dirigido  anteriormente  á  8.  E.  y  la  misma  (]ue  ha  tras- 
mitido en  sus  comunicaciones  al  Gobierno  de  los  E^ta<los  Uni- 
dos,  pidiendo  instrucciones  sobie  e?>te  asunto. 


I 


—  169  — 

t 

El  infrascrito,  aprovecha  esta  ocasión  para  ofrecer  á   S.  E.    la 
s^^rídad  de  su  mas  alta  consideración. 

/.  Randolfo  Clay,     . 

A  S.  E.  el  Dr.  D.  Manuel  Toribio  Ureta,  Ministro  de  Relacionas 
Exteriores,  &,&.&.' 


Legad (m  del  Perú. 

Washington,  Noviembre  30  de  1855. 

Señor  Ministro: 

Suplico  á  US.  que  se  sirva  presentarle  á  S.  E.  el  Libertador 
Presidente  las  adjuntas  copias  de  comunicaciones  cambiadas  en- 
tre esta  Legación  y  el  Departamento  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos,  con  motivo  de  los  acontecimientos  que  se  siguieron  del 
homicidio  cometido  por  el  capitán  del  buque  ameiicano  «Jhon 
Gamming*  en  las  Islas  de  Chincha,  el  6  de  Abril  último. 

No  dudo  que  sea  muy  satisfactorio  para  S.  E.  el  resultado  d« 
la  reclamación  que  por  tales  acontecimientos,  y  en  virtud  de  la» 
instrucciones  que  reciba  del  digno  antecesor  de  US.,  presenté  a 
este  Gobierno,  y  que 'después  de  la  lectura  de  las  citadas  comu- 
nicaciones, qu^ará  convencido  S.  E.  de  que  después  de  las  cir- 
oonstancias  del  caso,  no  me  era  pasible  hacer  ni  esperar  más  en 
vindicación  de  los  derechos  de  la  República 

La  inmensa  gravedad  de  esta  cuestión  ha  sido  reconocida  den- 
tro y  íbera  del  Perú,  y  hoy  que  ha  dejado  de  ser  objeto  de  discu- 
Bones  diplomáticas  debe,  en  mi  opinión,  hacerse  tan  público  s)\ 
resultado  final,  como  lo  fué  su  origen  y  los  injustificables  actos 
que  le  siguieron.  Se  alcanzaría  así  la  desaparición  del  recelo  ó 
desconfianza  que  haya  creado  en  el  país,  respecto  á  la  política  de 
aste  Gobierno  aquella  cuestión,  y  que  causara  en  el  ánimo  de  al- 
gunos ciertas  dudas  manifestadas  en  el  Parlamento  y  en  los  pa- 
peles públicos  y  que  han  servido,  por  la  falta  de  un  conocimien- 
to completo  de  la  materia,  de  fundamento  para  censurar  severa- 
mente ál  Gobierno. 

29 
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Por  tales  consideraciones,  me  tomo  la  libertad  de  rogar  á  US 
que,  si  lo  tiene  á  bien,  se  sirva  indicar  á  S.  E.  el  Presideute  la 
necesidad  de  publicar  las  notas  que,  adjuntas,  tengo  el  honor  de 
dirigirle  á  US. 

Dios  guarde  á  US. 


S.  M. 


Juan  7.  de  Osma, 


(copia) 


Legación  del  Perú, 


Washiiigion^  Noviembre  23  de  1S5'">. 


El  infrascrito,  Encargado  de  Negocios  de  la  República  del 
Perú,  en  cumplimiento  de  las  órdenes  de  su  Gobierno,  recibidas 
con  retardo  a  causa  de  su  extravío  de  la  correspondencia,  tiene 
el  honor  de  dirigirle  al  Sr.  Secretario  de  Estado  de  los  Estados 
Unidos  la  siguiente  comunicación. 

El  6  de  Abril  último.  Viernes  Santo,  hallándose  en  las  Islas 
de  Chincha,  la  fragata  americana  «Jhon  Cummingi>,  quiso  su  ca- 
pitán, E.  G.  Adams,  que  los  marineros  trabajasen,  como  de  ordi- 
nario; y  negándose  estos  á  ejecutarlo,  con  motivo  de  la  solenmi- 
dad  del  día,  el  más  respetado  de  la  Iglesia  católica,  se  armó 
Adams  de  un  sable  y  una  pistola,  y  acoifi panado  del  pik)to,  tani- 
bién  armado,  los  amenazó  de  muerte.  Los  marineros  lograron 
desarmarlo,  y  mientras  bajaba  á  su  cámara  en  busca  de  otras  ar- 
mas, huyeron  en  un  bote  del  buque,  dirigiéndose  á  la  residencia 
del  Gobernador  de  las  Islas  con  el  objeto,  según  parece,  de  pedir- 
le protección.  El* capitán  Adams  subió  á  la  cubierta  de  su  buque 
armado  con  una  pistola  y  una*escopeta,  gritó,  por  tres  veces,  á  los 
marineros,  intimándoles  que  regresasen,  y  no  haciéndolo  estos, 
les  disparó  dos  tiros,  uno  de  los  cuales  hirió  al  contramaestre 
Jhon  Smith  que  falleció,  en  consecuencia,  á  las  pocas  horas. 

Los  botes  de  los  buques  americanos,  avisados  por  la  señal  de 
auxilio  de  la  «Jhon  Cumming»,  rodearon  á  los  marineros  que 
huían,  los  prendieron  y  condujeron  á  su  buque,  en  donde  fueron 
cruelmente  maltratados  por  el  capitán;  de  tal  manera  que  al<ru- 
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hüs  de  ellos  pasaron  gravemente   enfermos  al  hospital  de  la  isla 
paní  ser  medicinados. 

Llegada  al  Callao  la  fragata  «Jhon  Cumraing»  al  mismo  tiem- 
po que  el  sumario  levantado  4)or  las  autoridades  de  las  Islas  de 
Chincha,  el  Juez  de  1*  Instancia  que  lo  recibió  usó  de  su  juris- 
dicción ordinaria,  y  prosiguió  la  causa  contra  Adams.  El  Cónsul 
de  los  Estados  Unidos  en  el  Callao,  en  tal  capacidad,  se  dirigió 
entonces  al  juez  por  medio  de  una  carta,  dicJéndole «que  el  ca[)i- 
« tan  Adams  quedaba  detenido  en  el  Consulado  hasta  la  conclu- 
«Fión  de  la  causa  que  por  homicidio  se  le  seguía,  y  que  él  sé 
«constituía  responsable  de  la  presentación  de  dicho  capitán  cuau- 
«  do  el  juez  lo  necesitase». 

Al  mismo  tiempo  el  Sr.  Clay,  Ministro  de  los  Estados  Unidos 
en  Lima,  se  dirigió  al  de  Relaciones  Exteriores  de  la  República, 
oponiéndose  al  juzgamiento  del  reo  p.r  los  Tribunales  del  Perú, 
fundándose  éu  que  siendo  el  caso  de  pura  discipliiia  (en  la  opi- 
nión del  SK  Clay)  se  conservaba  para  el  conocimiento  del  mismo 
la  jurisdicción  de  la  bandera  del  buque;  á  lo  que  contestó  cum- 
plidamente el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  sostenien- 
do la  incuestionable  competencia  de  la  jurisdicción  nacional. 

Continuada  la  causa,  y  requerido  por  el  Juez  el  Cónsul  de  los 
Estados  Unidos  en  el  Callao,  para  que  presentara  al  cajátán 
Adaras,  contestó  «que  se  eximía  de  toda  responsabilidad,  ale^an- 
«do  que  Adams  rehusa  presentarse».  Esto  lo  hacía  el  Cónsul  un 
mes  después  de  haber  asumido  la  responsabilidad  de  presentar- 
lo, y  al  mismo  tiempo  que  el  juzgado  le  exigía  la  presentación, 
dando  así  el  primer  paso  de  los  que  han  tenido  por  resultado, 
que  aquel  burle  la  acción  de  los  tribunales  de  justicia,  á  que  es- 
taba sometido  legalmente  por  el  crimen  de  homicidio. 

t)os  días  después  de  aquella  singular  contestación  del  Cónsal, 
el  16  de  Julio,  al  irse  á  practicar  una  diligencia  judicial,  á  bordo 
de  la  «Jhon  Cumming»,  en  donde  con  fundamento  so  suponía 
que  estaba  su  capitán,  encontró  el  coniisionado  un  guardia  de  la 
fragata  de  guerra  de  los  Estados  Unidos  «Independence»  que 
impidió  la  ejecución  do  la  orden.  El  infrascrito  hará  aquí  un 
esfuerzo  para  no  detener  la  atención  del  señor  Secretario  de  Es- 
tado, expresaado  la  profunda  amargura,  que,  en  común  con  to- 
dos sus  compatriotas,  le  ha  causado  ese  paso  del  comandante  de 
la  «Independence»,  y  deja  gustoso  á  la  consideración  del  muy 
H.  señor  Marcy,  el  apreciar  la  enormidad  del  ultraje  hecho  á  la 
la  soberanía  del  Perú  por  el  jefe  de  las  fuerzas  marítimas  de  los 
Estados  Unidos  en  el  Callao;  pues  ultraje,  y  ultraje  enorme,  es 
el  haber  empleado  la  fuerza  armada,  de  que  dispone,  para  impe- 
dir la  acción  de  los  tribunales  de  justicia  del  Perú,  dentro  del 
territorio  y  jurisdicción  del  Perú;  en  estado  de  paz  y  en    medio 
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<le  la  mejor  armonía  y  de  relaciones  estrechas  entre   ambas   Re- 
públicas. 

Ente  atentado  obligó  al  Gibiernidel  infrascrito  i  adoptar  cier- 
tas medidas  de  precaución  cDn  el  objeto  de  evitar  su  repetición, 
^  invitó  al  señor  Ministro  de  los  Estado3  Unidos  á  algunas  con- 
ferencias sobre  la  materia.  De  estas  resultó  un  arreglo  por  el  cual 
se  convino  en  retirar  de  la  «Jhon  Cumming»  la  tropa  que  de  la 
«Tndependence»  la  guarnecía, — "jue  regresase  á  su  fondeadero 
tle  donde  se  había  m  jvido,  al  parecer  co:i  miras  hontiles,  la  refe- 
rida fragata  «Indapsndenca»  —  [ue  un  escribano  fuese  á  la  «Jhon 
Cumming*  para  saber  que  no  estaba  á  su  bordo  Adams — que  los 
t3onsignatario8  del  misma  buque  solicitasen  su  despacho  para  es- 
te país— que  se  exhonerase  de  respiumbilidad  por  la  no  presen- 
tación de  Adams  al  Cónsul  am  3ricano  en  el  C  iUao,  y,  p^r  último, 
que  nada  de  esto  afectaba  la  cuestión  diplomitica  pro  novidi  por 
el  señor  Clay,  con  motivo  de  la  causa  seguida  al  capitán  de  la 
«.Jhon  Cumming». 

El  señor  Secretario  de  Estado  le  permitirá  al  insfrascrito  que 
le  haga  notar  cuales  fueron  las  circunstancias  que  colocaron  al 
Gobierno  peruano  en  la  necesidad  de  repeler  la  fuerza  con  la 
fuerza,  ó  de  adoptar  el  único  medio  que,  cortando  la  crisis  pro- 
ducida por  la  conducta  seguida  en  el  caso  de  que  ge  03upa,  por 
un  oficial  de  la  marina  do  los  Estados  Unidos,  salvara  la  digni- 
dad nacional,  sin  interrumpir  por  ui  solo  m)m3ato  las  bujnis 
relaciones  de  ambos  pueblas;  dejando  para  las  vías  diplomiticas 
las  reclamaciones  que,  en  vindicación  de  sus  derecho?  y  en  desa- 
gravio de  una  ofensa,  está  obligado  á  presentar. 

Suponiendo  el  infrascrito  que  el  Departamento  de  Elstaod  Ft 
halla  correctamente  enterado  de  los  hechos  todos  relativos  al 
asesinato  cometido  por  el  capitán  Adams  en  las  Islas  de  Chin- 
dia,  de  la  intervención  ejercida  en  su  favor  y  para  salvarlo  de 
la  autoridad  délos  tribunales  peruanos,  de  su  fuga  é  impunidad, 
pasará,  en  consecuencia,  sin  detenerse  mas  en  ellos,  á  hacerse 
cargo  de  las  razones  expuestas  por  el  digno  é  ilustrado  Ministro 
de  esta  nación  en  el  Perú,  como  fundamento  de  su  protesta 
«.ontra  la  competencia  de  la  jurisdicción  peruana  para  juzgar  á 
nquel. 

Según  comprende  el  infrascrito,  el  señor  Clay  ha  pasado  su 
intervención  en  este  asunto  considerando  «que  siendo  el  asesina- 
to de  Smith  un  caso  de  disciplina,  se  conserva  para  el  conoci- 
miento del  mismo  la  jurisdicción  del  Estado  cuya  bandera  lleva 
el  buque».  Se  supone  con  esto  quo  el  crimen  de  Adams  fué  per- 
petrado á  bordo  de  la  «Jhon  Cumming»,  y  se  supone  igualmente, 
de  una  manera  implícita,   que  matar  es  un  acto  de  disciplina 
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autorizado  en  los  buques  de  los  Estados  Unidos.  Que  el  asesina- 
to de  Smith  no  fué  coineti<lo  á  bordo  del  buque  á  que  pertenecía, 
es  un  hecho  ya  notorio  y  probado,  y  en  cuanto  al  poder  y  atri- 
buciones de  un  capitán  sobre  sus  marineros,  por  muy  latas  que 
quieran  considerarse,  no  cree  el  infrascrito  que  se  les  pueda  su- 
poner, como  incluyenc'o  la  facultad  de  quitar  la  vida.  El  capi- 
tón de  un  buque  (como  cualquier  otro  hombre)  jniede  matar 
de  una  manera  justificable,  en  propia  defensa,  cuando  amenaza- 
doy  de  no  hacerlo  quede  real  y  verdaderamente  en  inmediato 
peligro  su  existencia;  i>ero  el  capitán  Adams  no  se  ha  encontrado 
en  tal  caso  respecto  de  Smilh  que,  lejos  de  amenazarlo,  huía  de- 
4  él,  buscando  la  protección  do  la  autoridad  local  contra  las  vio- 
'*  lencias  de  su  capitán,  y  se  hallaba  fuera  del  buque,  úniro  lugar 
*  en  que  podía  aquel  ejercer  actos  de  disciplina,  sea  cual  fuere  el 
[  poder  que  se  suponga,  para  la  conserva(ión  de  estn,  conferido  al 
capitán  <le  un  buque  mercante. 

Que  el  conocimiento  do  los  delitos  de  cualquif  la  naturaleza 
cometidos  á  bordo  de  un  buque  mercante,  mientras  é.*-te  se  halle 
en  los  aguas  y  jurisdicción  de  un  Estado  extranjero,  s^on  justi- 
ciables Sido  por  los  tribunales  del  país  al  que  el  buque  i>eitenece, 
es  el  principio  que  al  parecer  se  ha  querido  sentar  en  el  ca?o  de 
Adauís  por  el  señor  Ministro  de  los  Estados  Unidos  en  <  1  Perú. 
Aunque  el  asesinato  hubiera  sido  comelido  dentro  de  la  «Jhon 
Cumuiin»,  lo  que  no  es  el  caso,  le  j  arcce  al  iníia^^crilo,  que  no 
sería  necesario  refutar  tal  doctrina,  con  la  autoridad  de  eminen- 
tes publicistas,  porque  no  hay  motivo  j^ara  creer  que  el  (iobicr!)o 
de  los  Estad(>s  Unidos  esté  <lis[)uesto  á  sostener,  que  los  bueiues 
mtrctintís  de  una  nación  mientras  re  halUn  dentro  del  territorio 
'  (le  otra,  están  exclusivanieiHe  sujetos  á  la  jurig<li(:ción  del  [>aís  u 
qne  pertenecen,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  que  por  Ioh  lu-ios  ilegales 
y  crímenes  de  te)da  especie,  ejiíe  cometan  á  bordo  de  tales  buques 
los  inílividuos  que  los  tripulen,  no  son  estos  rcspoii>al)Ies  á  las 
lej'es  locales  que  violan  con  esomisim^s  actos.  La  jurisdicción  de 
un  país  acompañará  n  sus  buques  mercantes  dentro  de  ]os  lími- 
tes de  otro,  en  lo  que  respecta  a  las  obli^xacionos  y  deberes  recí- 
procos de  aquellas  personas  que  forman  la  tri[>ulación,  esto  es, 
en  lo  que  hace  á  la  conservación  y  disci})lina  interior  del  buque; 
pero  DO,  para  preteneler  exterritorialidad,  en  favor  de  tus  capita- 
nes, marineros  &,  que  cometen  crínienes  dentro  de  esos  líinitesy 
en  violación  ele  las  leves  del  E.'-tado. 

El  poder  soberano  de  la  le^gislacieni  nacional  sC  extiendo  á  la 
regulación  de  los  derechos  de  lexs  ciudadanos  del  Estado,  y  n  to- 
das las  cosas  que  afecten  su  condición  civil.  Se  extien<le,  igual- 
mente, con  ciertas  excej)cione8,  á  la  suprema  autoridad,  sobre 
todas  las  personas,  ciudadanos  ó  extranjeros,  dentro  del  territo- 
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í  rio,  y  á  los  crímenes  cometidos  por  ellos,  dentro  del  mismo.    Al- 

gunas de  osas  excepciones  nacen  de  las  levos  internacionales  y 
otras  son  efectos  de  especiales  contratos.  (Huborus,  tomo  2,  liK 
1?  tít.  3  de  Conflict.  Ley.) 

Cada  (ilobierno  tiene  exclusiva  jurisdicción  dentro  de  sus  pro- 
pios límites  territoriales  y  comunidad  d^  jurisdicción  en  losaltos 
maros,  (bmo  una  consecuencia,  cada  nación  tiene  el  dereclio  de 
darse  las  instituciones  políticos  y  sociales  que  quiera,  sin  que 
ninguna  otra  tenga  autoridad  para  mezclarse  en  ello.  Incluida 
en  esta  conse  uencia  está  el  derecho  de  cada  nación  para  estable- 
cer las  leyes  ^funi(:ipales  que  mejor  le  parezcan  en  el  ejercicio 
de  su  soberana  voluntad,  cuyas  leyes  son  co-extensivas  en  ope- 
raí-ión  con  su  territorial  poder  y  soberanía.  Sin  esto  no  puede 
existir,  la  independencia  de  los  Estados.  (Altornez  General  of 
the  U.  S.  Opinión  in  the  case  of  the  Peruvian  Bark  Eüza  1855). 

Por  las  leyes  de  In,i;laterra,  que  lian  sido  en  este  re.^pecto  adop- 
tadas en  los  Estados  Unidos,  ofensas  criminales  se  consideran 
enteramente  locales  y  solo  justiciables  por  los  tribunales  de  jus- 
ticia dtl  país  donde  se  cometen. 

Es  un  ])rine¡pio  cstiblecrdo  de  derecho  intornacidnal,  que  los 
buquís  |Hiblict-s  y  particulares,  ó  <le  guerra  y  mercanícs  de  cada 
nación,  Oi  los  alfós  mares  y  fuera  de  los  lítfnt'^s  ffrrlloriahs  de  otro 
Kntado^  e.-tán  sujetos  solamente  á  la  jurisdicción  del  país  á  que 
pírtenecni.  Pero  los  b\ir|nes  mercantes  de  un  Esta<loen  los  pxier- 
to-í  de  otro,  no  cMnn  exentos  de  la  jurisdiceión  localy  á  no  ser  por 
conr etilos  (sp^ciclfs. 

Esto  pr¡nci|>io  ha  sido  afirmado  en  la  Corte  Suprema  de  los 
Estados  LJnidos  on  el  caso  del  «Excliiinge».  Al  pronunciar  la 
»et)tencia  de  la  Corte,  su  I^rchidente  (el  respetable  jurisconsulto 
Marshall)  hizo  presente  que  la  jurisdicción  <le  las  Cortes  <le  Jus- 
ticia, era  una  parte  de  la  q^ie  poseía  la  Nación  como  Estado  in- 
dependiente y  soberano. 

La  jurisdi' ción  de  unji  nación,  dentro  de  su  propio  territorio, 
es  exclusiva  y  absoluta,    no  susceptible    de    limitación    alguna, 
quo  no  se  imoonga  ella  misma.   Cualquiera  restric'^ión  .sobro  esa 
jurisdicción  que  piovenga  de  un  origen   externo,    eíjuivaldría    á 
una  disminución  de  su  soberanía,  y  á  la  investidura    de   elhx   en 
la  i>otencia  que  inipusioso  tal  restricción.    Toda    exc  pción,     p^r 
consiguiente,  al.  completo  6  ilitnitalo  polerde  una  nación  <lentro 
<lo  su  propio  territorio,  debe  buscarse  en  el  conáentimiento  ile  la 
nación  mis:iia — ellas  no  pueden  tener  ningún   otro    origen    legí- 
timo— una  clara  distinción  lia  do  exi.stir  entre  los  dereclios    con- 
cedidos á  individuos  particulares  ó  buípies   mercantes,  sus  oficia- 
les y  tripulación,  y  los  que  se  Cimceden  á  los   buques    de    guerra 
que  (  n  parte  de  la  fuerza  militar  de  la  nación. 
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Cuando  individuos  parliculares  entran  en  el   territorio  de   un 
Estado  por  capricho  6  por  negocios,  mezclándose  indistintamente 
con  los  habitantes  de   éste,  ó  cuando   buques   mercantes   entran 
con  el  objeto  de  comerciar,  sería  altamente  inconveniente   y    pe- 
ligroso á  la  sociedad  y  sujetaría  á  las  leyes   á  constantes   infrac- 
ciones, si  tales  individuos  no   se   bal  lasen   sometidos   temporal 
^  ;       mente  á  la  ley  local  y  sujetos  á  la  jurisdicción  del  país.    Un  Es" 
^        tado  no  puede  íener  mttivo  paia  desear  tales  exenciones.    Sus" 
^         ciudadanos  que  de  esta  manera  se   dirigen  á    países   extranjeros, 
¿  no  están  empleados  por  él  ni  ocupados  en    negocios   nacionales. 

Hay»  por  consiguiente,  pcderosos  motivos  jara  r.o  exceptuar  á  se- 
mejantes personas  de  la  jurisdicción  del  país  donde  se  hallen  y 
ninguno  para  requerirlo.  (7.  Cranchs  Ro[)ort3  p.  114.) 

Sobre  ese  principio,  per  el  consentimiento  unánime  de  todas 
las  naciones,  un  extranjero  está  sujeto  á  la  ley  local;  pero  en  la 
práctica,  las  naciones  no  han  reclamauo  aún  jurisdicción  sobre 
los  buques  de  guerra  de  un  soberano  Estado  extranjero  que  en- 
tren en  puertos  abiertos  á  ?^u  n  cepeión.  (Wlieaton.  Elements  of 
National  Low-on  ihe  righls  of  Civil  ct  i/riminal  Legislation.) 

Una  nación  que  ocupa  [jarte  del  mar  adyacente  tiene  la  sobe- 
ranía y  ej  dominio  de  ella  j)or  las  leyes  del  Estado,  y  tiene  por 
coubiguiente  el -derecho  de  prohibir  epie  otra  nación  asuma  auto- 
ridad, ó  ejerza  acto  alguno  de  soberanía  dentro  del-eí^pacio  sobre 
el  cual  se  extiende  su  imperio  y  forma  su,  jurisdicción  territe)- 
rial,  (Wolfins  jus.  et  Gen.  Cap,  o. — Grotius  de  jure  Belli  el  Pa- 
ds  Lib.  2.  Cap.  3.  AzAini,  Maritime  Lau-Cbap.  »1.  Wattel  &.) 

Está  limitado  al  territorio  el  imperio  criminal,  ningún  acto  de 
8U  autoridad  puede  ejercerse  en  países  extranjeros,  sin  violación 
de  sus  derechos. — Por  consecuencia,  la  persecución  de  un  delin- 
cuente por  hombres  armados,  su  captura  ó  extradición  por  fuer- 
za no  puede  tener  lugar  en  un  [>aís  extranjero  sin  permiso  del 
Soberano,  excepto  en  el  caso  de  que  se  haya  hecho  un  tratado 
^  que  lo  autorice.  (Marten  Lew  of  nations  cbap.  »S.) 

,  La  ley  de  24  de  Setiembre  de  1789  que   estableció   las   cortes 

^  de  justicia  de  los  Estados  Unidos  no  extiende   la  jurisdicción    de 

dichas  cortes  al  conocimiento  de  los  crímenes  de  homicidio  ó  fe- 
lonía que  cometan  ciudadane^s  americanos  en  las  agua»  y  dentro 
de  la  juriscicción  territorial  de  algún  país  extranjero. — Esa  ley 
declara,  que  las  Cortes  de  los  Estados  Unidos  juzgarán  todos  los 
crímenes  y  ofensas  que  se  cometan  en  sus  respectivos  distritoH  6  en 
los  altos  mares,  cuyo  conceimiento  corresponde  á  la  autoridad  de 
los  Estados  Unidos.  (Unites  States  Statutes  at  Large  vol.  1*?  p. 
p.  76-79.) 

Por  los  tratados  antes  concluidos  entre  los  Estados  Unidos  y 
la  República  del  Perú,  como  por  los  que  actualmente  existen  en- 
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tre  amboe  pueblos,  no  aparece  que  el  Perú  jamás  haya  concedi- 
do á  esta  nación  el  derecho  de  conocer  judicialmente  en  ningún 
crimen  ú  ofensa  cometida  por  algún  ciudadano  americano  dentro 
del  territorio  peruano;  üi  la  entrega  de  tal  delincuente  ó  crimi- 
nal para  ser  juzgado  por  una  corte  de  los  Estados  Unidos  6  por 
otra  cualquiera.  Lejos  de  eso,  por  el  tratarlo  vigente  de  Julio  de 
•  1851,  artículo  2?,  (1)  la  Repúbli^ía  del  Perú  concede  á  los  ciuda- 
danos de  los  Estados  Unidos  entera  lihertad  para  comerciar  en 
cualquiera  parte  de  su  territorio,  en  tudo  género  de  efectos,  merca- 
dería, (fe,  «sometiéndose  A  las  mismas  leyes,  decretos  y  usos  esta- 
•blecidos  para  los  ciudadanos  del  pais».  El  artículo  19  del  mismo 
tratado,  que  el  infrascrito  cree  muy  del  caso  copiar  aquí,  dice: 
I  «Las  altas  partes  contratantes  ofrecen  y  se  comprometen  á  dar 

L  la  más  cumplida  protección  á  las  persogas  y  propiedades  de   los 

i  ciudadanos  de  una  ú'otra  parte,   de  todas   clases  3^   ocupaciones 

%  que  puedan  estar  en  los  territorios  sujetos  á  su    respectiva  juris- 

dicción; ya  sean  transeúntes  ó  domiciliados;  dándoles  libre  acce- 
so ante  los  tribunales  de  justicia  para  sus  lecnrsos  judiciales  en 
los  mismos  ténninos  que  son  de  uso  y  costumbre  con  los  natu- 
rales ó  ciudadanos  de  los  países  en  d<»nde  se  hallen,  para  cuyo 
efecto  podrán  emplear  en  defei'sa  de  sus  derechos  los  abogados, 
\  procuradores,  escribanos  y  a^^fentes,  de  cnalquiera  clase  qiie  crean 

T  conveniente.      Dichos  ciudadanos  no  podrán  ser  presos  «sin  que 

«preceda  un  auto  de  [►risión  y  en  vista  de  una  orden  firmada 
«por  una  autoridad  legal,  excepto  en  lo^  casos  de  delito infragan- 
«tis,  y  siempre  se  les  hará  co:n|)\recer  ante  un  juez  ú  otra  auto- 
«ridad  legal,  para  tomarle  dcílaracion.^s  d  Mitrj  del  termino  de 
V  veinticuatro  horas  de->pués  del  arresto,  v  si  en  este  tiempo  no   se 

le  ha  tomado  declaraciones,  el  acusado  será  puesto  inmediata- 
mente en  libertad.  Cuando  se  det^Mieja  á  los  susodichos  ciudada- 
nos, se  les  tratará  con  humanidad  duiante  su  prisión  y  no  se 
empleará  con  ellos  ningún  rigor  innecesario». 

Lo  expuesto,  en  la  opinión  del  infra-^crito,  es  muy  suficiente 
para  dejar  probado  (jue  el  houjicidio  cometido  por  el  capitán 
Adams,  del  buque  mercante  americano  ^Jhon  Cumming»,  en  las 
Islas  de  Chincha,  el  G  de  Abril  del  i)re«enle  año,  era  exclusiva- 
mente justiciable  por  los  resj>ectiv()s  tribunales  del  Perú,  y  no 
por  corte  alguna  ó  autoridad  de  los  Estados  Unidos;  y  que  la  in- 
tervención ejercida  j)ara  sustraerlo  de  la  jurisdicción  peruana 
por  el  honorable  J.  K.  Clay,  Ministro  de  los  Estados  Unidos  en 
Linuí,  )  muy  particularmente  la  injustificable  del  comandante 
Mervine  de  la  marina  de  la  mioma  nación,  ha  sido  una  violación 
de  la  ley  internacional,  «lerogatoria  de  los  derechos  y  dignidad 
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del  Perú  como  un  Estado  independíente  y  amigo,  y  por  el  cual 
tiene  sobrado  fundamrnto  para  quejarse  y  esperar  reparación. 

Consideraciones  de  conveniencia  concurren  con  los  mas  sanos 
principios  de  derecho  público  á  indicar  la  necesidad  de  abstener- 
se de  aplicar  á  las  líepublicas  Hispano-Americanas  ninguna  re- 
gla de  derecho  público  cuya  aplicación  no  admitan  para  sí  los 
Estados  Unidos—que  se  consulte' el  bienestar  de  ellas  y  se  culti- 
ve su  amistad  con  una  adhesión  imparcial  a  lf'3   principios  esta- 


p  blecidos  de  jurisprudencia  internacional  éntrelos  pueblos  cris- 

f  tianos — (attorney  gt  neral  ot.the  S.  U.,  ut  supra). 

I  Al  citar  nuevamente  la  mas  alta  autoridad  legal  de  los  Esta- 

dos Unidos,  no  ha  tenido  el  infrascrito  otro  objeto  que  manifes- 
tar lo  penetrado  que  se  halla  de  las  fraternales  disposiciones  que 
animan  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  para  estrechar  los 
lazos  de  unión  que  deben  existir  siempre  entre  las  grandes  y  las 
pequeñas  Repúblicas  de  este  Continente,  y  por  consecuencia  lo 
superfino  que  considera  suplicarje,  especialmente  al  honorable 
señor  Marcy,  que  se  dic^ne  conceder  al  objeto  de  esta  nota  su  par- 
ticular atención. 

El  inírascrito  tiene  el  honor  de  ofrecerle,  nuevamente  al  señor 
Secretario  de  Pastado,  la.«  seguridades  de  si:  mas  alta  considera- 
ción. 

Juan  I.  de  Oi<m(y. 

Al  muy  H.  W.  L.   Murcy   ^Secretario  de  Estado  de  los   Estados 
I 'nidos. 


Departoiiunto  de  Edado. 

H  c'.s7//?íg/07í,  Noviembre  27  de  18f5. 

El  infrascrito,  í^ecrctario  de  Ebtado  de  los  E.stados  Unidos, 
tiene  el  honor  de  ¡eusar  recil^o  rio  la  nota  del  scHur  Osina,  En- 
cargado de  Negoy  i  u-- dtl  i'erii,  dei  23  del  corriente,  relativa  al 
homicidio  que  se  le  alega  luih*  r  .sido  cometido  en  las  Is-las  de 
Chincha,  el  í5  de  Abrii  último,  por  el  capitán  E.  G.  Adams  del 
buque  americano  ^Jlion  Cumrning»». 
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Kn  (.ontesüición,  tiene  el  honor  el  infrascrito  de  hacer  8al)er  al 
señor  Osjma  que  ha  leído  su  coraunicación  con  toda  la  atención 
debida  á  la  importancia  de  la  materia,  y  la  que  la  hábil  y  clara 
manera  en  que  es  tratada  no  podía  dejar  de  exigir. 

l^s  princii  ios  goneíales  de  derecho  internacional  aplicados  á 
este  caso,  apare<^en  correctamente  expuestos  por  el  señor  Osma. 
Sin  embargo,  al  tratar  de  su  arreglo,  en  consecuencia  del  ajuste 
hecho  entre  el  señor  Clav  v  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores  dtl  Ptrú,  ti  señor  Osma  omite*  mencionar  uno  de  los  mas 
importantes  puntos  de  aquel  ajuste,  á  saber:  un  compromiso  de 
la  parte  del  siñor  Clay  que  el  capitán  Adams  a  su  regreso  á  los 
Ett^idos  Unidos  sería  diligentemente  encausado  por  el  crimen 
que  so  lo  imputa.—  El  infrascrito  tiene  el  honor  de  comunicarle 
al  stñor  Osma  que  al  roviWrso  en  e^te  Departamento  el  convenio 
nlorido,  no  ^e  i^nlió  tiempo  en  iiislruir  al  Fiscal  de  los  Estados 
U ludias  en  oi  distri'o  de  Virgini;>.  para  que,  en  conformidad,  pro- 
coili^ru  oorJni  v\  ciípitán  Adan^is. 

El  inlVasoriío  tiene  ol  hon-^r  úc  informarle  adomá«?  al  soñor 
(."^sma,  que  lides  in>truooionos  se  le  han  dirigiJo  sobre  este  ne- 
gvH  io  al  mismo  señor  iMay,  q'ie  se  e>pen\  eviten  para  lo  futuro 
la  ivivtu'ión  de  oualeM]uiora  inoidonto  que  haya  sida  contrario 
á  i^>s  dorcohos.  ó  hayan  herido  la  justa  sensibilidad  del  (íobier- 
uo  V  ;hu'Mo  dol  IVrú:  inoidri.tvs  qne  son  hon  lamente  sentidos 
jvr  el  líobiorno  de  de  los  Estad  ^s  Cíiidos. 

El  inrraso'iu>,  aprv>veoí)a  do  o-:a  oiHirtunidad,  para  ofrecerle 
al  soñor  O^um  las  soiruritlad'>  /te  su  muv  alta  consideración. 


W.  /..  J/an^y. 


Al  señv^r  IX  Juan  I.  do  l'^ma.  v'C-  iV 


s. 


/.    ■:%  /:  ->.  25  d^  1S56. 


8<>ñ.^r  Miiu^iív  Ko^^idouío  dol  Poru  on  ou  \>s  E>uidv>s  Unidos. 

IVr  ol  o/í\**H^  v.\;Mr  vxM\:is;o  A  US  su  í^.:a  do  23  de  Xoviem- 
b:\\  ou\v*  dup  ua  K*  !\o  nv:l^:vio  ayor.  i\i;v^  il  ;;v:r.oro  cO. 

VVu  ivvi  nii!Uoí\vi  :>l  y  ^^  v.io  ^s^:;  üo^^ao  U-ub:ón  aí  mismo 
lum\|M  la  noía  vio  I  v^  vio  Sv^  do  d;o  i.^  mes  y  IS  iol  próximo  pa- 
>Hvlv^  y  !hh  vN^pu^íi  <\  qno  sv>  rxuorvu  vio  Ia  v\Kr.>s;^.^rtieaoia  que  ha 
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meJiailo  entre  US.  v  e\  señor  Seretario  de  Estado  de  la  Unión- 
con  motivo  de  los  acontecimientos  y  de  la  cuestión  diplomática 
á  que  diólu^ar  el  asesinato  perpetrado,  en  las  aguas  de  Chincha, 
el  6  de  Abril  último,  por  E.  G.  Adams,  capitán  de  la  fragata 
norte  americana  «Jlion  Cumming.»  El  seTior  Marcy  ha  hecho  jus- 
ticia al  mérito  de  US-  en  los  honrosos  términos  de  su  i-espucsta  a 
la  nota  quo  US.  le  dirigió  en  cumplimiento  de  las  instrucciones 
de  mi  antecesor  ol  señor  Ureta.  Pero  ha  eludido  de  un  modo 
muy  notable  reconocer  exprosa  y  plenamente  nuestra  jurisdic- 
ción en  el  caso  de  la  ...Jhon  Comming»,  y  en  todos  los  que  ocu- 
rran de  la  misma  naturaleza;  y  bien  sabe  US.  que  no  bastan  pa- 
ra nuc-slro  desagravio,  por  satisfactorias  que  parezcan  las  segu- 
ridades qne  para  lo  sucesivo  nos  inspiren  las  instrucciones  expe- 
dida.s  al  señor  Clay,  de  que  no  se  nos  dú  conocimiento,  y  las  ma- 
nifestaciones do  lo  sensible  que  hayan  podido  ser  para  el  bouier- 
no  de  los  Estados  Unidos  los  escandalosos  incidentes  con  que  a 
consecuencia  del  delito  de  Adams,  se  iiayan  desconocido  los  de- 
rechos de  nuestra  soberanía  y  nut.stra  independencia,  lor  lo  de- 
má»  he  vuelto  á  leer  con  osi)eciul  cuidado  el  protocolo  de  ^u  ae 
luli'o  V  no  he  encontrado  en  ninguno  de  sus  artículos  el  com- 
promUáque  alude  el   señor   Marcy   sobre   enjuiciamiento   de 

Adams  en  Estados  Uiiidos.  (1)  ,     <•      ^        ,  t^  l„ 

Me  es  grato  comunicar  á  US.  que  carece  de  fundamento  la 
noticia  sobre  revolución  en  Arequipa  y  otros  puntos  del  bur,  que 
trasmitió  á  Nueva  York  el  parte  telegráfico  de  Aspunval  el  20 
de  Noviembre.  La  República  entera  disfruta  de  la  tranquiluiad 

mas  completa.  ^     i    iTta    o.'.,r>r> 

Ho  pasado  al  Sr.  MÍMÍ..tro  de  Hacienda  la  nota  de  US  nume- 
ro 50,  sobre  ia  nueva  isla  de  guano  que  se  decía  en  Iv-tados  Uni- 
dos haberse  descubierta  en  el  Pacífico. 

Dios  Quarde  á  US. 

Francisco  Qidros 


[1]   V«5íuse  ese  Pr.. tocólo  en  la  página  151, 


Legaciim  del  Perú. 


y.  M. 


Washington,  Febrero  18  de  18.36. 


Por  Iti  muy  apreciada  comunicación  de  US.,  fecha  25  de  Enero, 
veo,  con  sentí  mienU>,  que  no  lia  dejado  satisfecho  á  S.  E.  el  Presi- 
diente la  roiitostación  que  dio  el  Secretario  de  Estado  de  los  Es- 
tados Unidoí  á  mi  notji  de  23  de  Noviembre,  relativa  á  la  cues- 
tión de  jnrisilicción  siiscilnda  por  el  Ministro  americanu  en  «a 
con  motivo  del  juíjamiento  del  caj>itán  Adams. 

Me  permitirs  l'S.  Imcerle  presente,  qne  al  aceptar  como  sati^ 
factoria  la  rvloriila  nota  M  í^crttario  de  Estado,  !o  hice  única- 
mentó  c;i  vi>ta  de  la  declaración  de  •ipic  loí  principios  •[•:  dcre- 
cÍK>  itiicrnaciiinal  aplicados  al  caso  de  Adün:?.  aparccíuti  c>rrec- 
unu'nie  expiu'sti's  en  mi  nota  dtl  í-"-  de  NovieiiÜTc 

bjita  div!ara.'iv'n  me  ¡üircció  tiüóüi'ts.  y  ido  parece  h  v,  un 
u\v;i.v::i!;in:  >  muy  es;v:ct[o  de  inu-?,rti  d-.-nc:»,  pue-M  -(ue  yo 
í\»s"c:i:a  .^pie  el  liv>:;!Ív.-iiiio  cvmviid'*  y.-tr  ai::-,-:  en  I;!?  I-!as  de 
fi;:!-v-í-.i,  era  e\v''i:í:v;!rr.er.ic  ;'>'v:.'!\e  :  r  !■■?  r-v-:vpvos  tri- 
l>\;:;tt!-,s  lii!  IVri'i.  v  no  ikt  CvTie  íi'j-,::ia  ó  ;;■,:!  r:  Ut.í  d¿  'or  Es- 
1.1  W  l'::;,U>^.- 

■r:.::^!'u:i  M-o  cM:oior  .W  ^;wcr:.-  !■-.-.  :.U  :i  TS  >í  i-r  o:::i:..:o 
rvc.--i  :.t  r   M.:M!a«Ui    ^^vr^^rio  «:<■  K-:.-io.  ■.■:.:.\   ya   <:i.:;..c;- 

Kt  ,¡u,.  v'i  ,  I  ^a-o  ao  Ad:i--;sVraiiUi[>";"'';..-  !.  "l^X::- s  ü':".  ;'-::^M 


huc  mViv,^.  d.-    t.i'  ,^ , -o  c'^  ■:■,;■:' ■     ::!.-?    :■ 
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veo  forzado  a  creer  que  en  la  cópii  del  protocolo  remitido  por 
-el  señor  Clay,  tiene  su  origen  la  aseveración  del  Secretario  de 
Estado. 

Dios  guarde  US. 

S.  M. 

Juan  L  de  Osma. 

Sorior  Ministro  de  Estado  y  de  Relaciones  Exteriores. 


Hap&hlica  Peruana, — Juzgado  de  1^  Instancia  de   la  provincia   del 
Callao, 

.Mío  18  ck  1855. 
Señor  Ministro  de  Eitado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

S.  M. 

Ten^o  la  honra  de  acompañar  á  US.  testimonio  de  la  senten- 
oÍA  p? onunciada  en  esta  fecha  contra  Ettlinger  G.  Adams,  capi- 
tán de  la  fragata  americana  «Jhon  Cumming»  en  la  causa  crimi- 
nal que  se  le  sigue  por  delito  de  homicidio  en  la  persona  d« 
Jhon  Smith;  ad  virtiendo  á  US.  que  pasadas  seis  horas  se  remiti- 
rán los  autos  al  Superior  Tribunal  por  apelación  ó  consulla. 

Lo  que  se  servirá  US.  poner  en  conocimiento  de  S.  E  para  los 
¿aes  consigtiientes. 

[  Dios  guarda  á  US.  S.  M. 

M.  Felipe  Paz-Soldán.  (1) 


£1]   Véafte  esa  tent.'iicia  en  la  padrina  15t 


s»^ 
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Legación  del  Perú, 


Washinglon,  Abril  3  de  185G. 


S.  M. 


Adjuntas  encontrará  US.,  copias  de  notas  recientemente  caní 
hiadas  entre  est^  Legación  y  el  Departamento  de  Estado  de  los 
Estados  Unidos,  relativas  al  caso  de  E.  G.  Adams,  capitán  del 
buque  americai.o  «Jhon  Cumming.» 

No  abrigo  duda  alguna  de  que  S.  E.  me  honrará  aprobando 
los  términos  y  el  objeto  de  la  nota,  que  sin  perder  momento  la 
dirigí  al  Secretario  de  Estado  al  saber  la  llegada  y  arresto  de 
Adams.  Por  sensible  que  sea  la  impunidad  de  éste  por  el  homi- 
cidio que  cometió  en  las  Islas  de  Chincha,  los  derechos  y  la  dig- 
nidad del  Perú,  tan  comprometidos  en  su  caso,  no  me  permitían 
obrar  sino  de  la  manera  que  lo  he  hecho. 

Aunque  la  contestación  del  señor  Secretario  de  Estado  dá  lu- 
gar pan\  dirigirle  á  S.  E.  t>tra  comunicación,  con  el  objeto  de 
rtvtiticar  paite  de  su  cojiteuido,  he  juzgado  preferible,  habiendo 
obtenido  ttvla  la  satisfacción  y  justicia  <|ue,  en  mi  opinión,  {»o- 
dían  esporarse,  no  ]>i\>longar  una  discusión  ya  tai  pesada  sin  ñu 
alguno  de  imjH>itancia. 


Dios  guarle  á  Ui^. 


xr 


Jíi.:n  I.  tfc  Ov-í/k':. 


Seücr  Ministro  Je  Estad*^  v  de  Relaciones  Exteriores. 


vkM^Ia"^ 


i.*;*.i.*íi  de!  I\' ., 


El  iutmsvTÍtv\  Mii;i>tiv  UvvUio;,c<  del  PerA,  >  íra>:u';r>  á  su 
l^v^bioruv^  Kx>,^:a  d  \^  UvHa  v^iu^  tuvo  el  'í.v;or  d-  d  r.^:rle  al  9^- 
*'\v>r  SvVivtivru^  do  T-íadv^  d.  U^  IVus.ivv-     Ur.io  sj^.vn  ílvha  23  de 
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ííoviembre,  y  de  la  contest^ición  que  se  oignó  darle  S.  E.  relati- 
va á  la  cuestión  de  jurisdicción  suscitada  f>or  el  señor  Ministro 
de  los  Estados:  Unidos  en  Lima,  con  motivo  del  juzgamiento  del 
capitán  Adams,  acusado  de  haber  cometido  un  asesinato,  en  las 
Islas  de  Chincha,  en  el  raes  de  Abril  del  año  ultimo. 

Tiene  ahora  el  honor  el  infrascrito  de  manifestar  al  símI  »!•  Se- 
cretario de  Estado,  que  su  Gobierno,  al  aprobar  los  térmiü  •;<  do 
la  nota  del  23  de  Noviembre,  arriba  referida,  y  al  aprt*.  .ar  la 
pi*ontitud  con  que  el  de  los  Estados  Unidos  se  apresuró  á  ins- 
truir al  señor  Clay  para  que  evitase  en  lo  futuro  la  repetición  de 
casos  que,  como  la  intervención  ejercida  en  favor  del  capitán 
Adam--,  sean  atentatorios  a  los  derechos  del  Perú,  le  ha  ordena- 
do rpctificar  un  error  que  se  advierte  en  la  comunicación  deS. 
E.  el  infrascrito,  fecha  27  del  mismo  mes.    (1) 

•  Suponiendo  el  señor  Secretario  de  Estado  que  en  el  arreglo  que- 
puso  térn)ino  al  uso  de  la  fuerza  armada  de  los  Estados  Unidos 
para  salvar  á  Adams  de  la  acción  de  los  tribunales  peruanos,  se 
convino  que  dicho  capitán  sería  juzgado  ú  su  regreso  á  este  país, 
por  el  delito  que  se  alegaba  había  cometido  en  el  territorio  del 
Perú,  se  sirvió  informarle  al  infrascrito,  que  en  coní^cfuencia  se 
le  habían  dado  instrucciones  al  Fiscal  do  los  Estados  Unidos,  en 
el  distrito  Oriental  de  Virginia,  para  que  procediera  contra 
Adams.  El  infrascrito  tiene  el  honor  de  asegurarle  al  señor  Se- 
crelario  de  Estado,  que,  por  el  referido  arreglo,  del  que  a<ljunto 
incluyo  una  copia,  ni  de  modo  alguno  ha  convenido  tu  GobierncT 
en  que  se  juzgue  aquí  al  capitán  Adams,  por  el  crimen  cometi- 
do por  él  dentro  de  los  límites  y  jurisdicción  del  Perú. 

El  capitán  Adams,  por  medio  de  la  intervención  de  los  agen- 
tes oficiales  del  Gobierno  de  los  E-tndos  Unidos,  y  por  un  acto 
sin  ejemplo  de  parte  del  Comandante  de  la  fragata  «Indepen- 
dence»,  logró  fugar  de  la  Rej)ública  y,  por  consecuencia,  no  ha- 
biendo cedido  el  Perú  su  exclusiva  jurisdicción  en  el  caso,  es  an- 
te sus  tribunales  de  justicia  un  reo  prófugo,  juzgado  y  sentencia- 
do como  tal,  y  cuya  pena  se  le  aplicaría  en  cualquier  tiemiu)  que 
pudiera  ser  encontrado  ó  conducido  por  medios  legales,  dentro 
del  territorio  peruano. 

Informado  hoy  de  la  llegada  del  capitán  Adams,  se  apresura 
el  infrascrito  á  dirigirle  esta  nota  al  señor  Secretario  de  P]^tado, 
con  el  objeto  de  evitar  que  se  proceda  contra  aquel  en  los  Esta- 
dos Unidos  por  un  delito  que,  conforme  á  derecho  ha  sido  jnzga- 
do  en  el  Perú  y  respecto  al  cual  no  ha  habido  cesión  de  juris- 
dicción. 


[1]  Página  177 


Dígnese  V.  E.,  el  señor  Secretí 
ri<)iidi>3  de  alto  respeto  y  muy  d' 
frase  ri  i  o. 


Escrno.  señor  Secretario  áe  Esfn 


(COI 

HfjHirlametit»  de  Estado. 

W( 

Ei  itifroscriki,  Secretario  de  E 
ne  el  honor  <)«  acusar  recibo  del 
Residente  de  la  República  del 
asunto  de  E  G.  Adams,  capitáti 

Eii  respuesta,  el  infrascrito  li« 
Oí>mn,  quo  aunque  el  articulo  5- 
ino  (1 )  no  contiene  literalmente  ' 

fiiti'ui  Adams  fuese  puesto  en  lib 
legar  ñ  este  |wfs  fuese  sometic 
ITniíUvs  sin  eiubargn  dicboartfc 
9*  ri'tit're  al  arrt^glo  celebrado  ei 
diw,  en  Lima,  y  el  cftpitAn  Adaí 
copia. 

Kl  arralo  misiuo  ftié,  en  coni 
)m'>ltH>iIi\  r  coiDO  tal  se  ioterp 
que  haría  el  Perú  de  su  jurisdic 

R'io  gvibienio  ni  nief:».  ni  qu 
jurií^iiivit'in  de  aqu^I  (íobiemo 
ohvv^  lian  t^do  t^:caotaraenle  pre« 
diiii'il  inaugurar  un  cwso  en  el  i 
ya  (cnido  en  mira  Hni*-amcnte 
«do  mas  «vttVMiienU''  ahando' 
<on#ij;«ivnu\  «•  hubiera  ¡H^lido 
honor. 

Kl  mfta»i.-nio  tsi.'\  l*aj>»  U  i 
«-«ndu^'U  del  •.vmandante  dw  la 

tl,^  (n»<t»rt<  In  |\*^tna  )tl 
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hecho  sin  precedente,  el  señor  Osma  exajera  la  importancia  de 
dicha  conducta.  Por  lo  que  sabe  este  Departamento,  lo  único 
que  hizo  este  oficial  fué  cambiar  de  fondeadero  la  «Independen- 
cia» en  la  bahía  del  Callao,  y  poner  cuatro  marinos  á  bordo  del 
«Jhon  Cumming»  para  proteger  la  propiedad  á  bordo  de  éste  por- 
que estaba  sin  tripulación.  El  protocolo  mismo  a  (|ue  me  he  re- 
ferido, contiene  estipulaciones  pan  que  se  retirasen  la  fragata  y 
los  marinos,  y  como  tales  fines  se  aceptasen,  como  arreglo  de  la 
controversia,  el  infrascrito  siente  que  este  asunta  haya  dejado 
tan  desagradable  impresión  al  Gobierno  peruano. 

Respecto  á  la  solicitud  del  señor  Osma,  para  que  no  se  instau- 
ren procedimientos  contra  el  capibín  Adams  en  este  país,  ol  in- 
frascrito le  avisa  que  se  empezaron  los  procedimientos  antes  de 
haber  sido  recibida  la  nota  del  señor  Osma.  Pero,  puesto  que,  se- 
gún dice  el  señor  Osma,  el  capitán  Adams  fué  juzgado  y  senten- 
ciado por  un  tribunal  del  Perú,  no  puede  legalmente  ser  juzgado 
por  el  mismo  delito  en  este  país.  Se  ha  ordenado,  en  consecuencia, 
al  Fiscal  de  los  Estados  Unidos,  para  que  el  distrito  oriental  de 
Virginia  suspenda  todo  procedimiento  ulterior  contra  él. 

El  infrascrito  aprovecha  de  esta  ocasión  &. 

W.  L,  Marcy. 

Al  señor  don  J.  I.  de  Osma  &.  &. 


MiniiUrio  de  Relacianet  Exteriores. 

Chorrillos^  Mayo  12  de  1856. 
^         Señor  Ministro  Residente  del  Perú  en  Estados  Unidos. 

S.  E.  el  Presidente,  é  quien  he  tenido  la  honrado  leer  el  apre- 
ciable  oficio  de  US.,  fecha  3  del  mes  próximo  pasado,  y  las  copias 
que  US.  me  acompaña,  de  la  correspondencia  seguida  entre 
Os.  y  el  Secretario  de  Estado  dé  los  Estados  ITnidos,  con 
motivo  de  la  llegada  á  Norte  América  y  del  arresto  del  capitán 
Adams;  se  ha  servido  aprobar,  en  todas  sus  partes,  la  conducta 
observada  por  US.  en  este  asunto,  y  se  ha  complacido  en  su  sa- 
tisfactoria conclusión,  debida  sin  duda,  no  solo  á   la   evidente 

24 


—  186  — 

del  Perú  y  íi  la  rectitud  del  G.ibiiiete  de  Washing- 
>  fi  la  celosa  intelií;encia  coa  fnie  ha  sabido  US.  sostener 

triunfar  en  materia  tan  gr:ive  y  de  tan  delicada  trascen- 
ia  soberanía  y  ia  huiira  de  su  patria. 

MuniL'arlo  á  US.  me  ea  grato  susíiribiriiie  su  nteutu  y  obe- 

ervidor, 

Jbst  María  Segu'ii. 


XDEXCIA  ESTRK  LA  d  MISIÓN  PKIIMA  XESTE  DKI.  CIKRPO  I.K- 
nVO  y  EL  UISISTSIUO  DE  RK:,Afr0NR3  EXTEHIORtlS,  SOBRK 
casos  OCURRIDOS  -i  BORDO  DEL  BHROASTÍ.N    «EMILIO     KON- 

:i.— ISOO. 

1  Pcrmm'icnle  del  C>i,:-po  LeQi-s'-.'íh-o. 

Lifíi'},  á  20  ..'í  Jii'io  de  1S6Í>. 
inistro  de  Estulo  en  el  Dosiiacho  d^  R. ¡aciones  Exterio- 


S.  M. 

íión  dfl  13  -^le  Cito  mes.  la   (.'omi^iñn  ha  .-.probado  ti  si- 

dictá  lililí: 

r: — fon  nioiivo  .¡o  l'>s  j:i  ■(■5,>í  que.  al  anoL'ií.^-er  del  2'J 
i"  ühi;ii.\  tuviori'n  l;:¡:;ir  á  b'.r-io  -u-  i.i  l»arca  itfiliana 
ííiMKlaniui»,  su;':a  cu  í;;s  a^.i:i5  de  L'i¡i:iL-Iia,  y  de  los  que 
¡amenté  doíptU's  ooinTÍeio:i  vi\  el  lú-ioy  forma  que  mas 
!:i;ari>nii>í,  el  tí.'bv'rna  ior  do  laí  If::is  mnudó  instruir  el 
."O  siimurio;  y.  eu  oli\(i>.  in  in?K''!yó  e:  jv.t'z  de  juiz  de 
I  ijue  d:ó  hijear  á  i^ne  li  II,  Sr.  Iv;v;ir^,i  ;o  de  Negocios 
i  i'i'iirriose  oii ,■■:■. ::!i-,'nti\  y  ;>  t  eí-r:M,  á  ¡luejlro  Ministro 
ion.'s  KxtoriorL's,  ^^.#.>I:o¡:an  !  i,  que  éí'.e  lioíára  •\ú3  dis- 
es  i'>nUicetitos  .i  i^.u'  his  aiiMr:  i;ii.-í  ri<:iec:ivas(lasloca- 
".ieu.iv'Tti.Míui/Ciin  I.i  aj;,>:id.i  i  o,i;i>  i'-i.-  -:a!;ana  comola 
Mi¡v;o;i;t>  para  ju,-j;;\r  d;--  '.i^  !r.i--.^4r.>unifí  Jecu«I<juiera 
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naturaleza  que  sean,  que  puedan  ocurrir  á  bordo  de  buques  ita- 
lianos»; é  invocando,  en  apoyo  de  su  demanda,    no  cláusula  nin- 
guna do  los  dos  tratados  que  nos  lig;in  con  Italia,  sino  «loñ  prin- 
cipios de  derecho  público,   que  regulan  la  disciplina   ititorior  de 
los  buques  y  la  jurisrlicción  respectiva».    Haceino-^  notar,  desde 
ahora,  esta  circunstancia,  porque  ella  acredita: — 1®  que  ajuicio 
del  H.  Sr.  Garrón,  por  lo  menos  hasta  esa  techa,  ningunt)  de  los 
pactos  mencionados,  ni  el  do  paz  y  amistad,  ni  el  consular,  justi- 
ficaban su  pretensión;  puesto  que  a!  haber  tenido  tal  convenci- 
miento, en  lugir  de  apelar  a  doctri»:as  geuorales,  siempre  discu- 
tibles, habría  apelado  naturalmente  á  la  letra  ó  al  espíritu  siquie- 
ra de  alguno  de  esos  compromisos,   do  fuerza  obligatoria  indis- 
putable:— 2?  que  nuestro  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  ha 
procedido,  por  decirlo  así,  ultra-petita,  abandonando  el  único 
terreno  á  que  fué  provocado,  y  en  que,  como  lo  probaremos  mas 
adelante,   todo  le  favorecía,  y  colocándose  expon táneamcnto  en 
otro,  para  dar,  sin  resistencia  algmm,  la  victoria  á  quien,   cíuno 
hemos  visto,  se  había  dado 'implícitamente  por  vencido  en  él, 
desde  el  [)rincipio.  Hay  que  hacer  notar  todavía,  con  este  ni')ti- 
vo,  que,  habiendo  pretendido  el  diplomático  italiano,  no  simple- 
mente que  sus   Cónsules   conociesen   de  los   delitos  cometidos  á 
bordo  de  los  buques   de  su  nación  on  iniestros  i)uerto9,   para  so- 
meter después  á  loa  delincuentes  á  los  juzgados  territoriales  de 
su   patria,  sino  para  el  efecto  de  que  ellos  mismos  los  jnzydran^ 
es  decir,  ejercieran,  en  todo  el  rigor  de  esta  ptdabra,  jun,s«licción 
criminal,  el  mismo  Sr.  Ministro,  que  resolvió  sobre  punto  no  so- 
metido á  deliberación,  se  negó  á  deliberar,  y  silenció,   bien  que 
por  olvido  sin  duda,  una  exigencia,  que  además  de  ser  absoluta- 
mente inaccequible  y  de  plano  rechazable,   era  injuriosa,   puesto 
que  tendía  nada  menos,  que  á  igualar  al  Perú  con  la  R  r^    ría  y 
las  otras  escalas  de  Oriente,  á  donde  únicamente  goza^^  1<>?  Cón- 
sules de  tan  singular  prerrogativa. 

Hecha  esta  digresión,  á  que  nos  había  conducMo  la  oportuni- 
dad y  correlación  que  entro  sí  tienen  las  observaciones  apunta- 
das, continuamos  el  relato.    El  Sr.  Ministro  do  Relaciones  Exte- 
rieres  corrió  vista  al  Fiscal  de  la  Excma.   Corte  Suprema,  de  la 
reclamación  referida;  y,  expedida  que  fué,  (1)  trabajó  una  erudita 
exposicién,  (2)  en  que  procuró  combatir  las  razones  por  ese  funcio- 
nario alegadas  en  favor  de  la  jurisdicción    nacional,  y  en    que 
concluyó  por  proponer  al  Excmo.  Sr.  Presidente  de  la  Rcpubiiea 
la  aceptación  de  las  tres  declaraciones  siguientes:  «(iue,coutorine 

[1]  Páginas  26  á  80 
K  Páginas  30  á  89 
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al  artículo  17  delaOoiiveiiciún  vigtíiite  entre  el  Perú  é  [t^Iia,  (1) 
las  Autoriilades  locales  no  son  coiujieteiites  para  conocer  de  los  de- 
litos que  tengan  lugar  á  bordo  de  los  buques  rn^rcaiites  italianos, 
entre  gentes  de  lu  tripulacíÓJi,  cuando  no  se  haya  altéralo  la 
tranquilidad  del  puerto,  y,  viceversa,  respecto  de  ios  bniHes  pe- 
rú a  noa  en  a:^uaa  italianas:  2-  que  el  mismo  principio  debflse- 
guirse  con  los  demás  buques  mercantes  extranjeros,  siempre  que 
las  naciones  á  que  pertenecen  lo  observen  con  el  Perú;  y  3?  que 
en  el  caso  de  la  barca  italiana  lEmilio  Rondaníni>,  tratándoae 
de  hechos  ocurridos  exclusivamente  entre  gentes  de  la  tripula- 
ción, y  no  habiéuJose  alterado  la  tranquilidad  del  puerto,  las 
autoridades  nacionales  no  son  competentes  para  conocer  de  él;  y, 
por  consiguiente,  que  los  presos  deben  ser  puestos  á  <liíposición 
del  Consulado  general  de  S  M.  el  Rey  de  Italiai.  Ellas  fueron 
aceptadas  por  el  Consejo  de  Ministnis;  j,  con  el  objeto  de  que 
tuvieran  fueria  legal  obligatoria,  se  expidió  el  supremo  decreto 
de  28  de  Febrero,  (2)  que  ha  motilado  la  proposición  del  H,  Sr. 
Oviedo,  para  que  se  represente  al  Poder  Ejecutivo,  »  ñn  de  que 
lo  enmiende  ó  revoque,  por  ser  sus  disposiciones  contrarias  á  la 
Constitucióu  y  á  las  leyes. 

¿Ijo  son  en  efecto?  Hé  aquí  la  gravísima,  muy  trascendental 
cuestión  ouyo  estudio  se  oca  ha  confiado,  y  á  cuya  solución  uo 
hemjs  vacilado  en  ent>^giimo3  cou  tanta  consagración  como  con- 
ciencia, penetrados,  como  estamos,  de  que  el  deber  y  el  patriotia- 
mo,  no  pueden  dejar  de  inspirar  fuerzas  k  nuestra  debilidad, 
cuando  se  trata  de  salvar  intereses  piblicos,  nacionales  é  inler- 
nacijnales,  tan  preciosos  como  los  comprometidos  en  la  resolución 
menciounda. 


Pero,  antes  de  aualiznr  la  primera  de  las  conclusiones  del  Mi- 
nisterio, con  el  objeto  de  averiguar  si  tija  ella  el  verdadero  seo- 
tiilo  de  la  cláusula  17  de  la  Convención  Consular,  ó  si  la  falsea, 
ocnrre  naturalmente  preguntar:  ¿esUba  en  las  facultades  del  Mi- 
nistro interpretarla  [>or  sí  solo?  ¿Debía  hacerlo,  cuando  la  otra 
imrte  contratante  no  ha  puesto  en  duda  susentido  lit«ral?  ¿Cuan- 
do, [v)r  el  contrario,  el  no  haborU  invocado  en  ajioyo  de  su  pro- 
ton^ión,  biicía  creer  que  no  le  d,tb.i  todo  el  alcance  que  le  atri- 
buye el  Sr.  Barrenechea?  ¿Es  dijíuo  haber  pronunciaiio  un  fallo 
contra  la  Jurisdicción  nacional,  q'.to  es  parte  déla  Sviberanía,  que 
es  la  solierunía  niisnia,  sin  discusión  diplomática  y  sin  que  hubíe- 
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ra  precedido  siquiera  una  simple  gestión  ad-hoct  ¿Es  político  ha- 
cer voluntariamente  una  declaratoria,  que,  por  justa,  que^por  con- 
yeniente  que  fuese,  iba  precisamente  á  lastimar  el  sentimiento 
nacional,  tan  susceptible  siempre  al  recuerdo  de  las  humillaciones 
que  alguna  vez  nos  impusieran  las  grandes  potencias,  como  está 
dignamente  excitado  ahora  con  el  brillante  ensayo,  que  de  nues- 
tras fuerzas  hicimos  el  venturoso  2  de  Mayo? 

Mas,  como  de  todixs  estas  cuestiones,  solo  la  primera  es  de 
nuestra  incumbencia  actual,  preguntaremos  de  nuevo:  ¿estaba  en 
las  facultades  del  Sr.  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  pronun- 
ciar, no  ya  del  modo  como  lo  ha  hecho,  de  cualquier  otro  que 
fuera,  la  interpretación  de  la  Convenc'on  consular  con  Italia? 
N6,  sin  duda;  porque,  para  interpretai  las  leyes,  se  requieren  los^ 
ínisraoB  trámites  que  para  su  formación,  según  el  artículo  75  de 
la  CJonstitución;  y  porque,  conforme  al  inciso  1^,  artículo  59  de 
la  misma,  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Congreso  dar  leyes, 
interpretarlas,  modificarlas  ó  derogarlas.  La  dificultad  no  podía 
salvarse  sino  sosteniendo,  ó  bien  que  la  Convención  consular  y, 
en  general,  los  tratados  no  son  leyes,  ó  que  la  declaración  hecha 
por  el  H.  Sr.  Barrenechea  no  es  una  verdadera  y  positiva  inter- 
pretación. En  cuanto  á  lo  primero,  por  si  no  fuere  suficiente  ob- 
servar que  los  tratados  obligan  á  todos  los  individuos  de  la  na- 
ción, de  la  misma  manera  que  los  obligan  lai  leyes  intornas,  re- 
cordaremos que  el  artículo  últimamente  citado,  en  su  inciso  16, 
dá  únicamente  al  Congreso  el  derecho  de  sancionar  los  tratados 
de  paz,  concordatos  y  demás  convenciones  celebradas  con  los  go- 
biernos extranjeros;  reservando  al  Ejecutivo  (inciso  11,  artículo 
93)  la  atribución  de  celebrarlos,  pero  con  la  precisa  condición  de 
que  serán  sometidos  al  Congreso.  Y,  en  cuanto  á  lo  segundo,  no 
puede  caber  duda  á  quién  reflexione,  (jue  interpretar  es  explicar 
el  sentido  de  una  cosa  dudosa;  que  es  declarar,  tratándose  de  un 
pensamiento  escrito,  la  inteligencia  qup,  por  tales  ó  cuales  razo- 
nes, tiene,  ajuicio  del  que  lo  interpreta.  ¿Ha  hecho  algo  mas  que 
esto,  ú  otra  cosa  que  no  sea  esto,  el  II.  señor  Barrenecha? 

El  sefíor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema  emitió,  oficial- 
mente, cierta  opinión  sobre  la  mente  de  la  clausula  consular,  y 
esto,  á  solicitud  del  Ministerio  de  Estado;  el  señor  Ministróle 
atribuye,  por  su  parte,  mas  lato  significado.  ¿Quién  tieiie  razón? 
Si  bien  merece  mucho  respeto  el  parecer  del  uno  por  la  autori- 
dad que  le  -ilá  y  la  com[)eteneia  que  su[)one  el  despacho  de  la 
cartera  de  Relaciones  Exteriores,  no  menos  lo  merece  el  otro, 
desde  que,  por  la  naturaleza  del  elevado  cargo  que  desemi)eña, 
esta  llamado  á  vigilar  el  exacto  cumplimiento  de  las  leyes,  á  pe- 
dir su  estricta  apHcación,  y  desde  que,  para  mayor  abundaniien- 
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to,  está  expresa  y  ca¿i  exclusivamente  destinado,- por  muchas  y 
muy  diferentes  di.spossieiones  patrias,  á  defender  la  jurisdicción 
nacional.  ¿Qué  es,  pues,  lo  que  devió  hacerse,  en  vista  de  esta 
.  contradicción  de  pareceres?  Ya  ijue  se  desvió  la  cuestión  del  ca- 
mino que  le  trazara  el  propio  Agente  de  Italia,  ya  que  se  la  lle- 
vó á  un  terreno  erizado  de  dificultades,  y  en  el  que  el  Ejecutivo 
no  podía  constitucional  mente  solucionarla  por  sí  solo,  debióse,  á 
nuestro  humilde  ¡uic  o,  ó  bien  aplazarla  hasta  la  reunión  de  la 
Legislatura  ordinaria,  por  uno  do  los  muchos  temperamentos  de 
que,  si"  meniíua  de  nadie,  es  tan  fecunda  la  Diplomacia,  ó  bien 
convocar  extraordinariamente  al  Congreso,  si  las  circunstancias 
eran  Um  apremiantes  que  así  lo  exigiesen.  Pero,  tratándose  de 
int4F^rpretar,  de  ninguna  manera  era  lícito  prescindir  del  Poder 
Legiíilativo,  del  único  poder  que,  p")r  haber  sancionado  la  Con- 
vención dcí^pués  de  estuiliarla  y  de  discutirla,  es  también  quien 
únicamente  tenía  toda  la  competencia  necesaria,  para  definir  y 
declarar,  á  nombre  del  IVrú,  la  verdadera  mente  de  todos  y  de 
cada  uno  <le  sus  aitículo:*. 

Y  ni»  fuera  esta  la  primera  vez  que  tal  obligación  se  ejercitá- 
is puo^to  (|Uc  ya  la  hemos  visto  puesta  en  práctica  por  nuestro 
ÍMno  v^ol.ierno,  con  motivo  de  las  du«las  que  se  suscitaron 


ra, 

niÍMno  v^ol.ierno,  con  motivo  de  las  du«las  que  se  suscitaron  para 
la  intclitrencia  de  una  concesión  hecha  á  los  Estados  Unidos  de 
Xorte  AnH''ii(.a,  de  que  sus  buques   balleneros   pudieran    vender 
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efecto,  se  promulgó,  el  7  de  Octubre  de  1853;  pero  impuso  la 
condición  expresa  y  siue-qua  non,  de  someterlo  al  j)róximo  Con- 
greso, calidad  que  ni  siquiera  se  ha  reservado  en  el  supremo  de- 
creto de  28  de  Febrero  último.  (1) 

Vamos,  ahora,  á  la  cláusula  consular  interpretada.  Ella  dice: 
«En  todo  lo  que  concierne  á  la  policía  de  los  puertos,  á  la  carga 
y  descarga  de  los  buques  y  á  la  conducción  y  seguridad  de  las 
mercaderías  6  efectos,  se  observarán  las  leyes,  estatutos  ó  regla- 
mentos territoriales.» 

•  Los  Cónsules  generales,  Cónsules,  Vice-cónsules  y  Delegados 
ó  Agentes  consulares,  conocerán  exchisivamente  del  orden  ó  po- 
licía interior  de  los  buques  mercantes  de  sus  res[)ectivas  nacio- 
nes, y  resolverán  las  controversiívs  ó  diferencias  existentes  entre 
los  capitanes,  oficiales  y  marineros,  especialmente  cuando  se  refieran 
é  BUS  contratos  recíprocos  ó  pago  ds  salarios.» 

«Las  autoridades  locales  no  podrán  intervenir,  á  menos  que 
ocurran  á  bordo  de  los  mencionados  buques,  desórdenes  que  per- 
turben la  tranquilidad  ó  el  orden  j>viblicü,  en  tierra  ó  en  el  puer- 
to: inten'^enárán  también,  cuando  se  haya  ingerido  en  aquellas 
disensiones  alguna  persona  del  lugar,  ó  que  no  pertenezca  á  la 
tripulación,» 

«  En  los  demás  casos,  las  autoridades  se  limitarán  á  auxiliar 
eficazmente  á  los  agentes  consulares,  si  estos  las  requieren,  para 
ha'íer  arrestar  ó  detener  en  la  cárcel  á  cualquier  individuo  per- 
teneciente á  la  tripulación,» 

En  el  primero  de  esíos  cual  o  páv»afo=^,  ó  pe  odo*^,  to  establece, 
que,  no  sólo  la  carga,1a  descarga  y  custodia  de  las  me?  cade-  ías,  que- 
dan sometidas  á  las  leyes  del  país,  sino  también  cuanto  acto  del  bu- 
que y  de  sus  tripulantes  diga  relaci6n  con  la  policía  del  puerto. 
Esto  uo  es  sino  el  reconocimiento  de  un  principio  universal  men- 
te aceptado,  consecuencia,  en  especie,  ó  derivación  de  otro  prin- 
cipio mucho  más  general: — el  imperio  y  dominio  que  toda  na- 
rión  tiene  y  ejerce  en  toda  la  extensión  de  su  territorio,  y,  por 
consiguiente,  en  sus  costas  y  aguas  territoriales,  que  así  se  lla- 
gan, porque  también  forman  parte  de  su  territorio. 

Claro  es  que  este  imperio  y  dominio  serían  ilusorios,  sin  tener 
la  facultad  de  conservar  el  orden  y  la  seguridad  en  todos  los  lu- 
gares á  donde  se  extiende;  y  que  estos  mismos  beneficios  serían 
imposibles  en  daño  de  los  propios  bjques,  si  la  autoridad  local 
^0  pudiera  reglamentar  la  policía,  y  hacerla  efectiva  res[)ecto  de 
^a  aquella  población  flotante  que  forman  las  embarcaciones, 
cuando  llegan  á  los  puertos.  Tan  absoluta   y  tan   indispensable 

[1]  Véase  csofi  Pactos  en  el  tomo  VIII. 
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ts  esta  regla,  sobre  policía,  ^quo  de  ella  nt)  están  -  exentos,   en   la 
esencial,  ni  aún  los  buques  de¿\ierra. 

El  segundo  párrafo  prescribe^  que   corresponde  al   exclusiva 
conocimiento  de  los  Cónsules,  ó  de  í«^  que  hagan  sus  veces,  la 
policía  interior  de  los  buques  de  su  nación,  y,  por  consecuencia 
.de  esta  reserva,  que  podrán  resolver  las  disputas  (puesto que  esta 
palabra  es  sinónima  de-eontroversias  ó  diferencias)  que  ocurran 
entre  las  gentes  de  la  tripulación,  especialmente  cuando  se  refie- 
ran á  sus  contratos  ó  pagos  de  salarios.  Como  se  vé,  esto  no  es  si- 
no una  limitación  del  principio  en  el  párrafo  anterior  sanciona- 
do; una  simple  excepción  de  él,  en  virtud  de   la  cual  queda   in- 
hibida la  autoridad  local  de  toda  aquella  parte  de  la  policía  del 
puerto  que  se  refiere  á  la  policía  interior  del  buque.  Las  embarca- 
ciones mercantes,  aunque  dedicadas  á  fiues   personales  y  á   inte- 
reses privados,  y  aunque,  por  esta  razón,  no  disfrutan  de  los  mia- 
mos privilegios  que  las  embarcaciones  de   guerra,   destinadas  á 
fines  públicos  y  á  servicios  oficiales  y,   jK)r  lo  tanto,    de   carácter 
internacional,  no  obstante  tan  notable  diferencia,  repetimos,    las 
primeras  llevan  dentro  de  sí  una  sociedad  esj)ecial,  formada   ba- 
jo el  amparo  del  pabellón  que  enarbolan,  y  sujetas,  en  cuanto  al 
servicio  del  buque  y  en  cuanto  á  los  contratos  que  para  el    efecta 
celebren,  á  las  costumbres,  prácticas  y  leyes  del  país  que   dicho 
pabellón  indica.  De  donde  proviene  l»i   conveniencia  V  aún   ia 
necesidad  de  que  esas  leyes,   próctioas  y  costumbres  les  bean  apli- 
cadas en  todos  esos  cas4.>s  de  e5j>ecialidad  á  que  ellos  se  refieren, 
y  que  lo  sean  {>or  el  único  que,  [X)r  conocerlas,  puede  aplicarlas; 
es  decir,  jM^r  el  Cónsiil,  que  es  la  sola    {>ersona   oficialmente   au- 
tarízada   en   las    puertos    extranjeros   á   que  el    buque  arriba. 
^  Y  como  la  ex*M^rMÍón  no  miede  tentar  más  alcjinee  que    la   razón 
en  que  se  funda  ó  de  donde  se  deriva,  es  evidente,  que  solo  á  los 
casos  mencionados  se  puede  extender  la  autorida»!  de  los  Cónsu- 
les; ó,  lo  qne  es  Ío  nui^mo,  a  lvi:^  de  poiiciu  dei  buque  y  á  los  con- 
tratos de  UV5  tripulantes  ó  entre  tripulantes. 

Viene  á  ser  e^sta  una  e^jHvie  de  juris  iicoi«>n  privativa  ó  más 
bien  de  fiu'í\>  privilegiado  que  se  le^^  o^^^crde  en  cuanto  á  estos 
dos  punto^í,  Cv>mo  la  que  tuvknuí  los  jtios  de  batallón  pura  el 
con»H'inuoníode  lastuiíaj;  ivnoíilas  de^.tro  de  los  cuarteles  en  ma- 
teria de  <<^rvicio,  de  iMlivía  nvHtnr.  y  la  que  se  It-s  aconlara  para 
fallar  sobiv  íhs  ivntr<n"oi>ias  ji:e  entrt-  l.><  v-ai  itanes,  otioiales  y 
s^>lJad^v<  ivurriesen,  priiu^iMs-uiUv-  s  ^o:v  Vr.jraiK-lie,  prest  ó 
cualquier  o:i\>  o Mítr.iío  de  eaía.íer  in.'.::ar  :a?nb:en-  De  estas 
atribuoiv'iHS  y.  q\:e  sv.¡v>í;e*v.vv<  vviutsrdas,  y  «ju-  ortenu^  la  dis- 
fnitan  t  n  nalidavi  ios  l  oiíianluir.es  d^  vi^ti- ^  al  menos,  inda- 
dab\in. -te  lU  !a  príe  v;i:o  >e    íxritrea    la    j^.'.i.fa    uti    cuartel, 
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ypodría  deducirse,  \ñ  <ie  juzgar  ellos  mismos  y  la  de  juzgar  por 
las  kyes  militares  los  delitos  comunes  cometidos  por  sus  subor- 
dinados? No  por  cierto.  Los  juzgarían  los  jueces  ardinarios  del 
distrito  judicial  y  territorial  en  que  el  cuartel  estuviese  situado; 
y,  no  con  arreglo  á  las  ordenanzas  del  ejército,  sino  á  l^s  dispo- 
siciones del  Código  penal  que  rige  en  la  República. 

Como  las  infracxiiones  de  policía  de  í  bordo  y,  las  diferencias 
entre  los  tripulantes  de  que  se  ha  hablado  en  los  dos  párrafos  ya 
comentados,  pudieran  tomar  tal  gravedad,  que  de  unas  ú  otras 
se  originaran  desórdenes^  por  ejemplo,  injurias,  riña,  insubordi- 
nación, borrachera,  tropelías,  &,  era  necesario  definir  á  cual  de 
las  autoridades  citadas,  si  á  la  consular  ó  á  la  local,  correspondía 
conocer  de  ellos,  cuando,  toniando  nueva  faz  perdiesen  su  carác- 
ter primitivo,  para  convertirse  en  marcadas  alteraciones  del  or- 
den y  en  desórdenes  tales,  que,  propiamente  puedan  y  deban 
llamarse  crímenes.  Por  esta  razón,  porque  los  desórdenes  algu- 
nos pueden  ser  de  tal  naturaleza  que  perturben  la  tranquilidad 
solo  en  el  buque,  y  otros  que  la  perturben  en  el  puerto  y  aún  en 
tierra,  el  párrafo  tercero  hace  clara,  aunque  implícitamente,  es- 
ta trascendental  distinción,  en  el  hecho  de  facultar  á  las  autori- 
dades locales  para  que  intervengan  en  los  dos  últimos;  añadien- 
do, que  intervendrán,  además,  cuando  se  hayan  ingerido  en  aque- 
llas discusiones  i)or8onas  del  lugar  ó  que  no  pertenezcan  á  la  tri- 
pulación del  buque.  Y  decimos  que  tal  distinción  se  ha  hecho, 
clara  auncjue  implícitamente,  porque,  desde  que  deja  estos  casos 
á  la  autoridad  local,  se  entiende  lógica  y  fatalmente,  que  perte- 
necen á  la  consular,  todos  los  hechos  que  no  sean  estos,  es  decir, 
todos  aquellos  en  que  los  desórdenes  producidos  ó  nada  pertur- 
ben 6  solo  perturben  la  tranquilidad  del  buque. 

Conviene  notar,  que  la  palabra  inttrvenir^  por  la  naturaleza 
de  su  significado,  se  refiere  á  algo,  porque  no  se  puede  hablar  de 
interveiiir  si  no  es  en  algo,  si  no  hay  cosa  en  la  cual  se  interven- 
ga. ¿Cuál  es  éste  algo  en  el  caso  que  nos  ocupa?  ¿A  qué  cosa  se 
refiere  la  intervención  que,  aunque  en  redacción  negativa,  con- 
fiere éste  período  á  las  autoridades  locales?  O  no  se  refiere  á  na- 
da absolutamente,  ó  se  refiere  á  infracciones  de  policii  y  á  contro- 
versias o  diferencias^  de  que  se  viene  hablando,  y  que  forman  el 
punto  cardinal  del  párrafo  precedente. 

La  oración  está  de  tal  modo  redactada,  que  atendiendo  á  su 
régimen,  á  su  colpcación  y  á  su  contenido,  satisface  á  estas  pre- 
guntas y  se  presta  á  estas  contestaciones.  ¿Intervenir,  quiénes? 
¿Las  autoridades  locales?  ¿En  qué?  En  las  infracciones  de  poli- 
cía y  en  las  controversias  ó  diferencias  que  ocurran  á  bordo. 
¿Cuándo?    Cuando  ocurran   desórdenes.    ¿De  que  clase?     De  los 
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quo  perturban  el  orclen  y  la  tranquilidad  publica.  ¿El 
orden  ó  la  tranquilidad  pública  de  donde  ó  en  donde?  En  tierra 
6  en  el  puerto.  ¿En  algunos  otros  casos  mas  pueden  intervenir 
las  autoridades  locales?  Sí;  cuando  en  aquellas  disensiones  se 
hayan  ingarido  personas  del  buque  ó  que  no  pertenezcan  á  la 
tripulación.  Las  circunstancias  mismas  de  emplearse  en  la  últi- 
ma oración  el  pronombre  demostrativo  aquellas  unido  al  sustan- 
tivo disensiones^  que  es,  por  otra  parte,  sinónimo  de  controversias 
ó  diferencias,  está  palmariamente  demostrando  que  esa  estas  á  lo 
que  se  alude,  y  que  es  en  estas  en  lo  que  se  ha  de  ejercitar  la 
autoridad  acordada  á  los  funcionarios  locales;  y  si  nada  en  la  lo- 
cución hace  referencia  á  policía  naval  interna  y,  por  consiguien- 
te, á  sus  infracciones,  es  porque,  por  razones  innegables,  que  no 
es  del  caso  expoiier,  ese  género  de  policía  corresponde  á  la  auto- 
ridad de  á  bordo  y  á  la  consular  re5?pectiva,  cualquiera  que  sea 
la  calidad  del  buque  y  la  nacionnlidad  de  las  personas  que  allí 
se  encuentran;  con  tal,  se  entiende,  de  <[ue  tales  infracciones  no 
lleguen  hasta  trastornar  el  orden  público  en  tierra  6  en  el  puer- 
to, corno  mas  arriba  se  ha  demostrado. 

Kl  cuarto  acápite  no  hace  mas  que  confirmar  la  distinción 
arriba  consignada,  tanto  respecto  a  la  calidad  de  los  hechos  que 
puedan  ocurrir  á  bordo,  corno  respecto  á  la  clase  de  autoridad 
respectiva  que  ha  de  tener  polcctad  en  ellos.  Al  prescribir  q  le 
los  funcionarios  territoriales,  se  limiton  á  auxijiar  á  los  consula- 
res en  los  demás  casos  ó  en  los  oíros  casns^  según  el  texto  italiano, 
es  decir,  en  todos  los  no  especificados  en  el  párrafo  anteri.)r,  táci- 
ta, pero  i)alpal)lemente,  les  concede  á  los  últimos  la  facultad  de 
conocer  de  aquellos  desórdenes  rpio,  teniendo  su  origen  en  in- 
fracciones de  policía  ó  en  disputas  de  los  tripulantes,  solo  tras- 
tornen el  reposo  del  buque,  6  no  trastornen  absolutamente  repo- 
so de  ningún  genero. 

Resumamos:  el  primer  período  se  ocupa  de  la  policía  general 
y  de  la  autoiidad  local  á  quien  corresponde;  el  2?,  de  la  policía 
especial  del  buque,  de  las  conMonda^^  pntre  la  tripulación,  y  de 
la  autoridad  consular  que  debe  entender,  tanto  en  aquella  como 
en  estas;  el  3?,  de  determinar  cuál(\s  de  estos  mismos  casos  y  por 
qué  motivos  vuelven  á  la  autoridad  local;  y  el  4?,  á  trazar  la 
conducta  (jue  debe  observar  esta  en  los  casos  que,  por  fin,  que- 
dan reservados  al  conocimiento  de  los  Cónsules.  En  una  palabra: 
regla  general;  excepción  á  la  regla;  excepción  a  excepción  de  la 
regla,  y,  por  consiguiente,  reversión  á  la  regla  general;  y  regla 
para  la  excepción  definitiva.  He  allí  toda  la  cláusula  17  de  la 
Convención  con  Italia. 

Se  habla  en  ella  de  policía,  no  de  jurisdicción;  de  funcionarios 
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/oofi-l^s  y  consulares,  no  de  jaeces;  de  simples  diferencias,   no  do 
/iti^ios;  de  ocurrir,  no  de  cometer;  de  desordenes,    mas  no  de  de- 
Jíto^-     Ninguno  de  estos  términos  es  sinónim  >,   ni  de  posible  eon- 
fasi^Sii  con  los  otro?.    Y,  aunque  es  verdad  que  los  J»*litos  consti- 
taxoí?^  desórdenes,  tanabién  lo  esquo  constituyea  pecados.   No  por 
C30    <3  tíberá  aplicarse  á  aquellos  lo  que  se  estatuya  sobre  estos;   ni 
hí^-l^fi^  quién  sostenga,  por  ejemplo,   que,  en  virtud  de  la  remota 
setiae-janza  que  entre  sí  tienen,  han  de  excluirse  los  delitos  de  la 
corn  j>etencia  de  los  Tribunales  seculares,  para  reservarlos  al  fue- 
ro  interno   dolos  Tribunales   eclesiásticos.    ¿Cómo,  pues,  puede 
pT^t^udersQ  que  su  letra  contenga  princi[)ios  ó  reglas  sobre  juris- 
dicción, sobre  jueces  y  sobre  delitos?    Si  de  nada  de  esto  se  trata 
a^lí,    ¿cómo  ha  podido  declararse,  que,  en  mérito  y  por  virtud  del 
attícíulo,  quedan  exentos  déla  soberanía  del  Perú,  del  juzgamien- 
^  <3e  sus  magistrados  y  del  castigo  de  sus  leyes,  los  crímenes  co- 
ni^iies  que  se  realicen  á  bordo  de  buques  mercantes,  anclados  en 
nuení-.ros  puertos,  es  decir,  en  pleno  territorio  de  la  República? 

^Ias  no  es  esta  la  única  falta   cometida;  no   solo   se  ha   hecho 
una  errónea  interpretación,  no  solo  so  ha    restringido    la   órbita 
^    de  la.  jurisdicción  local,  poniendo  fuera  de  su  alcance  los   críme- 
^^8  que  tengan  lugar  á  bordo  de  I03   buques  entre  gentes  de    la 
tripulación,  cuando  no   se  haya  alterado  materialmente  la    tran- 
<luili<lad  del  puerto,  sino  que  también  se  ha  excluido  de  su  com- 
petencia el  conocimiento  de  atiuellos,  en  que  tomen   parte,    aun 
como  tripulanteíí,  personas  del  lugar:  caso  especialmente  previs- 
to al    £nal  del  párrafo  y  del  artículo  comentado,  y  que  cnalquie- 
^  ^Ue  sea  el  modo  de  entenderlo,  el  nuestro  ó  el  del  H.  Sr.   Ba- 
^^lioejiea,   está   expresamente   reservado   al  conociniionto  do  la 
«ütoi-idad  Iccal. 
1,  .   *     nada  ora  inás  justo;  porque,  si  las  leyes  del  país  prot'^gtMi  y 
^^^^^K\\  k  los  extranjeros,  con  mayor  razón  deben  protcgv-ry  obli- 
?^^  i\     los  nacionales;  y  porque,  si  el  artículo  citado  pono    bajo  su 
l^^  i^ioá  los  (lue  havan  alterado  ^olo  el  orden  del  bu(jue,  si   no 
1  ,     ^  '^ipulantes,  aunque  sean  extranjeros,  con  mo,or   motivo   ha- 
^  ^    ^i  Vi  ejercerse  res[)ecto  do  las  personas  del  lugar.     A    excí'pcio- 

*"  *  i  ^  le,  aunque  otliosas,  al  fin  v  al  cabo  tienen   su    explicación 

.,    *  *>^  error,  se  ha  añadido,  pues,  una  más,  que  no  tiene  explica- 

..  *    *  te  ningún  genero,  que  es  absolutamente  irregular,  que  im- 

^     ^^    la  renuncia  voUmtaria,  ]>or  ])arte  del  Perú,  de  un    derecho 

^*      ^  ^1  cuestionable  como  no  cuestiona<lo,  y  que  nada  menos  supo- 

T  %^^    ^*'  Ejecutivo,  que  la  facultad  de  derogar  tratados,  sin  acuer- 

üO  ci^   la  otra  piírí.e  contratante^,  sin  conocimiento  ni  intervención^ 

.       ?^^\?***^^^»  y  violando,  ¡)or  consiguiente,  las  disposicie)nes  cons- 

W^^f-ionales  ya  cita<las,  con  motivo  de  la  interpretación  de  trata- 
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Expuesta  la  sencilla  inteligencia  á  que,  por  sus  té 
maticalmente  tomados,  se  presta  el  artículo  17,  prec 
paraconñriuarse  en  ella  y  para  robustecerla,  estudiai 
en  virtud  de  las  cuales  se  ha  creído  el  H.  Sr.  Minist 
á  prestarle  un  sentido  completamente  divei-so. 

Todas  ellas,  si  se  recuerda  suerudita  exposición  d 
brero,  son  sacadas  de  la  doctrina  francesa  no  sienif 
mentada,  de  los  principios  que  dice  él  tiene  la  Fram 
dos,  en  sus  ordenanzas,  en  ans  reglamentos  y  en  sus 
alega  para  justificar  este  procedimiento,  el  bécho  in 
que  esta  nación  es  quien  primeramente  ha  introduc 
clones  en,  el  particular,  y  en  que  Italia  lia  modelado, 
vencióo  consular  que  con  ella  tiene,  la  que  reciente 
lebrado  con  nosotros.  Fero  nada  Iinbla  el  H.  Sr,  Bai 
■  la  doctrina  del  Perú,  de  las  leyes  del  Perú,  de  los 
del  Pero,  ñi  de  los  Tratados  del  Perú:  olvidán<loae  a 
Convención  consular  que  nos  ocupa  es  un  cnntrato 
que  ha  interven  i  do,  no  sólo  la  Italia,  sino  el  Ptrú;  de  ( 
siguiente,  había  que  buscar  no  solo  la  ment«  de  Itati 
Perú;de  que  los  motivos  de  ¡nterprel  ación  para  desciib 
te,  debían  encontratse,  no  solo  en  la  legislación  de  Ital 
del  Perú  ¡deque,  para  proeedersc  con  lógica  y  con  In  lea 
inipoueera  necesario  beber  en  ambas  fuentes,  en  cada  ' 
Italia  y,  rospeetivainente.en  cada  una  de  las  del  Perú 
alguna  vez  fuera  lícita  la  inconsecncnciay  para  aigu 
ra  el  Rejiresenlante  de  Italia  cuando  defendiese  los 
su  país,  y  para  el  del  Perú,  ouanilo  deft-ntUese  los 
81',  patria.  Vacío  es  éste  que  vamosi'i  llenar  nosotros, 
la  concisión  y  la  brevedad,  en  cuanto  sea  cpmpatiblí 
portancia  del  asunto. 

En  e.sta  materia,  es  decir,  sobre  jurisdicción,  he 
disponen  nuestros  Códigos.  «Las  leyes  nbiiíjnn  en  to 
rio  de  la  República"  dice  el  artículo  1"  del  título  pr( 
Código  Civil.  Xo  contento  con  oíta  rlci-lnnitoriü,  y 
lugar  á  dudas  ni  á  disputas,  dice  el  artículo  •)■'  del  r 
"I.as  leyes  de  policía  y  seguridad  obligan  á  lodos  lo' 
de  la  República.»  Y,  para  que  la  luz  reí-[)!ande/,"a  h 
añade  el  inciso  7"  «Ningún  oacto  exime  de  la  ob8(*r> 

ley á  no  ser  que  Hean  meramente  privados  y  qu 

sen  al  orden  ¡lúblico  ni  á  las  buenas  co.sUinibrí-s » 

El  Código  de  Enjuiciamiento,  en  matiri.T  penal,  i 
•posiciones  másconcrelus  y  de  más  efioiz  aj)!ifación 
do  e!  título  1?,  del  j>rimor  libre,  rslá  exi-lusivamcut' 
á  consignar  los  principios  conforme  á  los  cuales  flob< 
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eü  el  Perú  cuantas  cuostioues  ocurran  sobre  derecho  ¡nteruacio- 
nal  j>r¡va<lo  en  materia  criminal.  A  este  número  pertenece  la 
que  se  ha  susiútado  con  ocasión  de  los  sucesos  ocurridos  á  bordo 
de  Iti  ffEniilio  Roudanini»,  y,  por  consiguiente,  es  en  éste  título 
doiid^j  lia  de  buscarse  la  solución  apetecida;  rechazándose,  desde 
luego,   como  desacertada   é  ilegal,    la  que  no  esté  perfectamente 

ají^-stijtda  íi  eses  principios  y  á  'as  legítimas  consecuencias  que   <le 

eWos  se  deriven. 

\  ^^^ún  el  artículo  2^,  están  sujetos  á  la  jurisdicción    nacional: 

1  «Los  peruanos  y  extranjeros  que  delincan  en  el  territorio  de  la 
^^pública.»  Y,  como  no  hay  ley,  ni  pacto  ni  siquiera  práctica 
<ií>U3entida,  que  autorice  la  exterritorialidad  en  el  Perú  de  bu- 
ques mercantes,  sino  que,  por  el  contrario,  son  aguas  territoriales 
í  Ael  dominio  del  Perú,  aquellas  de  sus  puertos  en  que  los  bu- 
^^es  fondean  (no  solo  en  virtud  de  una  posesión  tan  indisputa- 
ble como  indisputada,  sino  en  mérito  también  de  un  principio 
internacional  convertido  en  axiomático,  á  fuerza  de  ser  univer- 
^\  y  que,  por  lo  mismo,  nos  exime  de  hacer  las  mil  citas  (^ue 
podríamos  agolpar);  es  claro  que  están  sujetos  á  la  juris<licción 
del  Perú  tanto  los  peruanos  como  los  extranjeros  qu^,  dentro  de 
nuestros  puertos,  delincan  abordo  de  los  buques  mercantes,  cual- 
quiera que  sea  la  nacionalidad  de  su  bandera. 

4-:  «rLos  peruanos  y  extranjeros  que  á  bordo  de  buques  nacio- 
nales, delincan  en  aguas  de  la  República  6  en  alta  mar.»  Luego  la 
República  tiene  aguas,  luego  hay  aguas  territoriales,  luego  !a  pa- 
labra territorio  empleada  en  el  primer   inciso,    comprende   tam- 
bién las  aguas  que  lo  pertenecen,  y  que,  ó  no  son  ningunas,ó  tie- 
nen que  ser,  cuando  menos,  las  aguas  de  sus  puertos.  Mas  no  es 
esta  la  única  conclusión  á  que  se  presta  este  inciso.  Si  conforme 
á    él,  son  justiciables   por   nuestros    Tribunales     los   naciona- 
les y  extranjeros,  que,  á  bordo   de  buques   nacionales,    delincan 
en  agaas  de  la  República  ó  en  alta  mar,  no  lo  son  por  nuestros 
Tribunales  y  sí  por  los  extranjeros,  que,  á  bordo  de  buques  na- 
cionales, delincan  fuera  de  las  aguas  de  la  República  ó  fuera  de 
alta  mar:  ó,  con  mas  claridad,  los  que  á  bordo  de  buques  nacio- 
nales delincan  en  puertos  extranjeros,  ya  que  estos  son  los  únicos 
que  constituyen  aguas,  que  no  son  ni  aguas  nacionales  ni  aguas 
<le  alta  mar.    Y,  como  el  precepto  es  absoluto,  y  como  no  es   po- 
sible que  la  Nación  desconozca  en  su  perjuicio  lo  que  reconoce  en 
favor  de  las  otras,  es  claro  que  están  sujetos  á  la  jurisdicción  de 
la  República,    tanto   los   peruanos  como  los  extranjeros,  que,  á 
bonlo  de  buques  extranjeros,  delincan  en  aguas  nacionales. 

2^  Los  ajentes  diplomáticos  y  consulares  que  en  el  ejercicio   de 
*^fnnciun€S  delincan  en  territorio  extranjero.»De  donde  se  dedu- 
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ct,  en  virtud  de  la  misma  regla  do  lógica  ya  aplicada  (inclitño 
unios  est  exclmio  ali&rius)  que  están  fuera  do  la  jurisdicción  na- 
cional, y,  por.conaiguiente,  sujetos  á  la  extranjera,  esos  mismos 
funcionarios,  cuando  en  país  extranjero  delincan  de  otro  modo 
que  no  sea  en  el  desempeño  de  sus  empleos,  os  decir,  cuando  de- 
lincan con  delito  común.  Y,  si  la  ley  patria  es  tan  respetuosa  pa- 
ra con  la  soberanía  ajena,  que  se  niega  á  juzgar  á  sus  propios  re- 
presentantes cuando  se  encuentran  en  esto  ultimo  caso,  natural- 
mente ha  de  exigir,  y  con  mejor  razón,  igual  respeto  á  su  propia 
soberanía,  cuafido,  no  ya  funcionarios  extranjeros,  sino  simples 
extranjeros  ó  extranjeros  particulares,  delincan  en  su  territorio, 
marítimo  ó  terrestre,  con  delito  común  también. 

Igual  espíritu  ha  diclado  el  artículo  5?  Desde  que  por  él  están 
sujetos  á  la  jurisdicción  nacional  «los  peruanos  y  extranjeros  que, 
á  bordo  de  buques  de  guerra  i^acionales,  delincan  en   aguas    de 
otra  potencia  tn  el  ejercicio  de  sus  empleos  viaritimos^  están    fuera 
de  ella,  y,  de  cocsiguiente,  sometidos  á  la  jurisdicción  extranjera, 
los  dichos  empleados  del  Perú,  cuando  á  bordo  de  nuestros   bu- 
ques de  guerra  y  en  aguas  extranjeras,  delincan   de  otro  modo, 
que   no  sea   en  el  ejercicio  de  su  cargo;  ó,  lo  que  es  lo    mismo, 
cuando  delincan,  cometiendo  delitos  comunes.  Luego,  con  mayor 
motivo,  estarán  sujetos  á  la  jurisdicción  extranjera,  los  mariaoa, 
no  ya  de  nuchtras  embarcaciones  de  guerra,  sino  de  nuestra    ma- 
rina mercante,  cuando  en  aguas  de  otra  Nación  incurran  en    de- 
lito de  carácter  común;  luego  en  aplicación  del  principio  do    re- 
ciprocidad, están  sujetos  á  la  jurisflicción    peruana   los   marinos 
mercantes  ó  de  buques  mercantes  extranjeros,   cuando  en  aguas 
peruanas  delincan  con  el  Tuismo  género  de  delitos  comunes. 

He  allí  como  nuestras  leyes  entienden  y  á  que  dejan  reducida 
la  exterritorialidad  de  los  buques  extranjeros,  y  cómo  no  la  re- 
conocen absolutamente  en  materia  de  delitos  respecto  do  las  na- 
ves mercantes. 

Cualquiera  que  sea  la  fuerza  filosófica  de  la  doctrina  que  en 
contrario  se  alegue,  y,por  mucha  que  sea  la  autoridad  de  los  tra- 
tadistas que  la  apoyen,  es  lo  cierto,  que,  ante  nuestro  Oódigo  pe- 
nal y  para  el  Perú,  la  exterritorialidad  ó  la  territorialidad,  como 
otros  la  llaman,  está  limitada  á  los  buques  de  guerra;  y  esto  solo 
en  cuanto  á  los  delitos  que  se  cometan  en  el  ejercicio  délos  em- 
pleos marítimos.  De  otra  suerte,  no  hubiera  consentido  la  Nación 
ni  el  (iobierno,  como  en  1859  consintieron,  que  la  Inglaterra  juz- 
gara y  seritenciara  á  los  i¡iarinos  peruanos  que  delinquieron  á 
bordo  de  nuestro  buque  de  gvierra  «Arica»  durante  su  permanen- 
cia en  aguas  del  Támepis. 

El  Código  de  Comercio  que  nos  rige,  guarda  perfecta  armonía 
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con  las  principios  comentados  del  Código  de  Enjuiciamientos  pe- 
nal, y,  Innto  como  éste,  ha  debido  ser   consultado,   desde  que   se 
trataba  <le  un  punto  relativo á  jurisdicción  sobre  buques  mercan- 
te. El  libro  3?,  exclusivamente  consagrado  á   personas,  cosas  y 
contratos  del  Comercio  marítimo,  contiene,  en  principio  y  en   su 
razón  «le  spr,  todas  las  facultades  que,  en   protección   del   tráfico 
mercantil,  tienen  necesidad  de  ejercer  los  cónsules,    para   llenar 
cuinplifl^ixiente  los  fines  de  su  importante  misión.  Allí  se  encuen- 
tra el  origen  legal  de  las  conducentes  á  naufragios,  arribadas,  ave- 
ría?, ^.asaportes,  certificados,  &.    Seles   confiere  á  los  capitanes 
(artículo  f)08)  la  potestad  «de  imponer  penas  correccionales   con- 
tra los  que  turben  el  orden  del  buque,  cometan  falta  de  discipli- 
na o  d^jen  de  hacer  el  servicio  que  les  corresponde»;  se  les  da   el 
derecho  de  hacer  contratos  (artículo  682)  con  los   individuos  de 
la  tripulación,  con  la  precisa  calidad  de  que  ha  de  quedar  some- 
tma  ú  la  competencia  consular  la  decisión  de  las  dudas   y  con- 
troversias que  sobre  el  particular  ocurran  (decreto   su[)iemo   de 
20  de  octubre  de  1840);  mas  no  se  encuentra  disposición  alguna, 
tíi  una  palabra  siquiera,    que  autorice  la  intervención,  ya  sea  de 
los  capitanes  ya  de  los   cónsules,  en  materia  de  delitos    De  don- 
de resulta,  que  si,  conforme*  á  nuestra  lecjislación  interna,  nos  es 
lícito  conceder  á  las  otras  naciones  jurisdicción  especial,  en  cuan- 
to á  mera  policía  interna  de  sus  buques  y  en  cuanto  á  diferencias 
entre    tiipulantes     relativamente      á     sus     contratos,    no    po- 
podemos,  sin  violar  esa  legislación,  sin  derogarla  de  hecho,  acor- 
dar á  los  extraños  una  órbita  jurisdiccional  más  extensa. 

No  es  menos  contrario  al  decreto  de  28  de  febrero  el  regla:nen- 
to  consular  vigente,  es  decir,  la  regla  especial,  dentro  de  la  cual 
dehen  precií-amente  obrar  los  cónsules,  y  fuera  de  la  cual,  es  ile- 
gítimo todo  procedimiento  suyo.  Sacmlido  el  dominio  de  la  Me- 
trópoli, bajo  el  imperio  de  cu  vas  ordenanzas  marítimas  y  de  ci- 
jos tratados  estábamos,  reconoció  el  ilustrado  Sr.  Ribeyro  la  ne- 
cesidad do  diíítar  prescripciones  fijas,  para  que  el  servicio  de 
nue^ros  consulados  correspondiólo  á  la  creciente  extensión  de 
nuestro  comercio.  Y,  co!no  en  esta  materia  no  es  fácil  inventar, 
ni  |H)sible  quebrantar  las  [)rácticas  establecidas  por  las  naci«>nes, 
«^IJt'tándose  á  ellas,  expi<lió  el  mencionado  reglamenta  de  18  de 
diciembre  de  1863:  esto  es,  en  una  fecha  intermedia  entro  la 
celebración  de  la  Convención  con  Italia,  que  fué  en  3  de  mayo 
de  18G3,  y  la  de  su  aprobación  por  el  Congreso,  que  tuvo  lugar 
6n  24  de  agosto  de  1864.  Esta  circunstancia  la  consignanios  de 
propósito,  porque,  ni  el  Ministro,  por  su  parte,  podía  dar  nn  re- 
glamento contrario  al  tratado  que  se  había  hecho  bajo  sus  aus- 
picios, y  que,  por  ser  sin  duda  de  su  aprobación,  lo  elevó  al  C'on- 
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,  ni  éste,  por  la  suya,  prestar  su  sHnción  á  un  pactó  que  es- 
pti  pugna  cim  un  ivylaineiito  tan  reciente,  i\n  revocarlo  ex- 
luetilp,  sin  notar  siquiera  ia  ooiitrariotal,  ú  |)rovocai'3e  al 
19  alfítmn  diíciisión  con  este  motivo. 

es  bier),  pste  rr-glítmento  en  sus  artículos  54  y  55  está  abso- 
leiittí  coiiíornuí  fon  el  sentido  genuino,  que  nosotros  le  he- 
ibiilo  á  la  cláusuía  i7,  y  en  absoluta  contrailicciúu  con  el 
e  atribuye  el  II.  Sr.  Barreneebea.  Dice  textualmente:  «Los 
ilcd  intervendrán  en  cualesquiera  diferencias  que  se  ausci- 
itre  individuos  de  la  tripulación,  entre  esta  y  sus  capitanea 
re  los  capitanes  do  diversos  buques  de  la  marina    mercante 

República;  ari'eglarán  y  terminarán  diclias  diferencias  del 
r  modo  posible,  y  cuidarán  de  que  sean  cumplidas  laá  dis- 
¡oTies  del  decreto  de  20  de  Octubre  de  1840,»  "Interpondrán 
itoridad  parala  represión  do  las  faltas  de  policía  interior 
»  cometieren  á  bordo  de  un  buque  peruano;  pero  si  su  au- 
ad  no  bastase  y  las  faltas  cometidas  fueren  de  tal  naturaleza 
imena^aren  la  seguridad  del  buque  ó  la  vida  de  individuos 
I  tripulación,  solicitarán  el  auxilio  de  lasautoridade'f    loca- 

quienes  corresponde,  desde  entonces,  el  CRsIigo  de  los  ofeo- 

mo  se  acaba  de  leer,  desde  que  las  faltas  que  se  cometan  á 
)  pasen  de  simples  infracciones  de  policía,  y  lleguen  en  mo- 
guno  á  lastimar  la  inviolabilidad  del  buque  ó  de  alguua  de 
>ersona8  que  allí  se  encuentren,  desde  ese  momento  están 
tros  cónsules  obligados,  en  primer  lugar,  á  eximirse  de  ejer- 
utoridad  alguna  sobre  los  delincuentes,  y,  en  segundo,  á  po- 
9  á  disposición  de  los  funcionarios  del  lugar,  4  quienes,  se 
ra,  corresponde,  desde  entonces,  el  CKstigoi  y  esto,  no  t^s- 
I  que  más  antes  se  les  contier«  potestad  legal  para  mantener 
licía  del  buque,  para  reprimir  las  faltas  contra  ella,  para 
venir  en  las  diferencias  délos  tripulantes  entre  af,  y  para 
;larlas  á  su  arbitrio:  todo  en  perfecta  conformidad  con  el  Co 
;ario  que  hemos  hecho  del  artículo  17  y  con  el  Código  d« 
ercio. 

nociendo  el  H.  Sr.  Ministre  la  fuerza  irresistible  de  los  car- 
[ue  de  aquí  brotan,  sostiene  que  «t  reglamento  no  está  en 
lea,  tanto  por  que  no  llegaron  á  sancionarse  por  el  Congre- 
ri'isproyectos  de  ley  .formulados  para  complementar  la  legi» 
n  en  la  materia,  cuanto  porque  el  reE^lamento  emanó  simple 
;e  del  Poder  Ejer^utivo,  sin  que  en  61  hubiera  tomado  parte 
na  el  Poder  Ivegislativo.  Al  primer  ai^umento  ha  contesta- 
1.  el  Sr,  Mesones,  negociador  de  la  Convención,  haciendo  no- 
lue,  aunque  esos  proyectos  decían  relación  con  el  reglamen- 
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es- 1  to,  en  nada  absolutamente  entraban  su  aplicación.  ¿Ni  quéestor- 

?x-|  bo  podían,  en  efecto,  presentar  disposiciones  sobre  carrera,  sobre 

al  I  sueldos  y  sobre  contabilitlud  consular,  para  la  ejecución  do  otras 

I  completamente  diversa?,  sobre  exequaivr,  sobre  gerarquía,  sobre 

so- 1  proteccrón  á  nacionales,  sobre  legaliíaoióii,  sobrp  certificados,  so- 

irl  bre  informes  y -sobre   correspondencia  de  los   cón-ules?    No   lo 

el  I  comprendamos;  y  menos  lo  comprenderá    todavía    quien   sepa, 

(■*5 1  que,  con  frecuencia,  casi  día  por  día,  ?e  cita  el  reglamento  y   ge 

•i- 1  le  invoca  por  el  Ministro  del  Ramo,  siempre  que  tiene   órdenes 

?5  I  que  impartir  á  lus  cónsules  ó  que  absolver  las  consultas  que  ellos 

e  \  le  hacen. 

'   '  El  segundo  argumento  envuelve  una  chocante  contradicción. 

El  mismo  señor  Ministro,  que. estrecha  el  círculo  de  las  funciones 
gubernativas,  hasta  el  punto  de  creerse  in(íoinpetent'3  para  regla- 
mentar los  procedimientos  de  empleador  subaltenios,  dependien- 
tes de  él  y  sometidos  á  su  despacho,  se  juzga  con  autoridad  bas- 
tante para  interpretar  tratados,  para  hacerlo  con  menoscabo  de 
la  soberanía  nacional,  que  la  misma  nación  no  puede  renunciar 
(art.  2?  de  la  Constitución),  y  para  im(>oner  á  la  República  obli- 
gaciones, no  solo  respecto  de  Italia,  sino  timbién  respecto  de  to- 
das las  naciones  de  la  tierra;  y  esto,  no  por  ocho,  diez  ó  doce 
años,  que  es  el  mas  largo  tiempo  por  el  que  se  pactan  convencio- 
nes consulares,  sino  inth-liuidanieute  y  para  biciiipic 

Aunque  no  fuera  cierto  que  está  en  las  atribuciones  del  Go- 
bierno, dar  decretos,  como  el  del  reglamento  consular,  lo  es  in- 
dudablemente, que  ellos  obligan,  cuando  menos  al  mismo  Go- 
bierno que  los  expide,  y  que,  por  expedirlos,  ha  declarado  su  vo- 
luntad de  someterse  á  ellos,  mientras  expresamente  no  los  dero- 
gue; y  es,  por  consiguiente,  indudable  también,  que  no  habiendo 
derogado  antes  el  H.  señor  Barrenechea  el  de  18  de  Diciembre 
de  1863,  no  pudo  ni  debió  prescindir  de  él,  y  mucho  menos  con- 
trariarlo abiertamente. 

Los  tratados  celebrados  con  otras  naciones,  son  nat  utilmente 
á  falta  de  legislación  interna,  caso  de  no  haberla,  conio  la  hay, 
¡  otras  de  las  fuentes  en  que  debió  liaberse  buscado  la  regla  que  el 

Perú  tenía  aceptada  en  esta  delicadísima  materia.  Ahora  bien; 
en  la  mayor  parte  de  elloi,  en  cuanto  á  Cónsules  y  á  facultades 
consulares,  todo  lo  que  se  ha  pactado  es  el  derecho  de  establecer- 
los recíprocamente  y  la  obligación  de  concederles  to<ías  las  atri- 
buciones de  uso  internacional,  y  las  mismas  inmunidades,  privi- 
legios y  exenciones  que  á  los  de  la  nación  mas  favorecida.  Con 
CJolombia,  en  22  de  Setiembre  de  1829,  art.  16. — Con  Bolivia, 
en  17  de  Noviembre  de  1832,  art.  15,  y  en  11  de  Diciembre  de 
1848,  art  17.— Con  Méjico,  en  16  de  Noviembre  de  1832,  art. 
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16— Con  Chile,  en  20  de  Enero  de  1833,  art.  33~Con  Guatema- 
la, en  31  de  Enero  de  1857,  art.  29 — Con  Honduras,  en  el  mis- 
mo año,  art.  8 — Con  Nicaragua,  en  id.,  art.  9— Con  Salvador,  en 
id.,  art?  8  — rx)n  Estados  Unidos  de  América,  en  30  de  Noviem- 
bre do  1837,  art.  86  y  en  26  de  Julio  de  1851,  art.  35— Con  In- 
glaterra, en  5  de  Julio  de  1837,  art.  11  y  en  10  de  Abril  de 
1850,  art.  11— Con  Bélgica,  en  10  de  Mayo  de  1850,  art.  23— y 
con  el  Zolwcrein,    alemán,  en  29  de  Diciembre  de  18  *3,  art.  63. 

Solo  los  tratados  con  la  República  de  Costa-Rica  y  con  el  Im- 
perio francés  contienen  cláusulas  especiales,  que,  por  su  analo- 
gía con  la  Convención  italiana,  vamos  á  examinar  aunque  lige- 
ramente. 

El  primero,  en  su  artículo  29,  dice  así:  «  Los  Cónsules  de  am- 
bas partes  contratantes  estarán  encargados  exclusivamente  de  la 
policía  interior  de  los  buques  de  su  nación;  y  las  autoridades  lo- 
cales no  podrán  intervenir  en  e»to,  mientras  los  desórdenes  so- 
brevenidos, no  sean  de  tal  naturaleza  que  perturben  la  tranqui- 
lidad pública,  ya  en  tierra,  ya  á  bordo  de  los  buques.  Poro,  en 
todo  lo  que  toque  á  la  policía  de  los  puertos,  carga  y  descargada 
los  buques,  y  la  seguridad  de  las  mercaderías,  bienes  y  efectos, 
los  ciudadanos  de  ambos  Estados  estarán  respectivamente  sujetos 
á  las  leyes  y  estatutos  del  territorio.  »  Como  se  vé,  la  facultad 
acordada  aquí  á  los  Cónsules  es  simplemente  para  conocer  de  to- 
do aquello  que  diga  relación  con  la  policía  del  barco,  es  decir, 
con  su  orden  y  buena  administración,  la  prohibición  de  interve- 
nir que,  en  ciertos  casos,  se  impone  á  la  autoridad  local,  se  refie- 
re á  policía  de  un  modo  claro  con  la  alocución  en  esto;  pero,  si 
ocurren  hechos  que  estén  fuera  de  ella,  si  sobrevienen  caracteri- 
zados desórdenes,  entonces  cesT  la  autoridad  consular  y  comien- 
za la  competencia  de  la  local,  sea  que  esos  desórdenes  turben  la 
tranquilidad  del  puerto,  sea  que  la  turben  únicamente  en  la  ex- 
tensión del  buque.  De  modo  que,  aunque  la  palabra  desórdenes 
se  tomara  como,  sinónima  de  delitos,  aún  en  este  falso  supuesto, 
todo  delito  cometido  á  bordo  quedaría  sujeto  á  la  jurisdicción 
territorial. 

La  clausula  34  del  tratado  con  Francia  ostá  concebida  en  tér- 
minos muy  parecidos.  «  En  todo  lo  que  se  refiera  á  la  carga  y 
descarga  de  los  buques,  á  la  policía  del  puerto,  al  trasporte  y  se- 
guridad de  las  mercaderías  y  efectos  pertenecientes  á  naciondles 
se  aplict'irán  las  leyes  j  reglamentos  territoriales.  Pero  la  policía 
interior  de  los  buques  de  comercio  y  el  arreglo  de  las  diferencias 
sobrevenidas  entre  el  capitán  y  las  gentes  de  la  tripulación  res- 
pecto de  sus  compromisos  y  del  pago  de  sus  salarios,  son  de  la 
competencia  exclusiva  de  sus  respectivos  cónsules.    Sin  embargo 
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(loa  te  fois)  las  autoridades  locales  conocerán  de  los   desórdenes 
sout^venidos   (survenus)  á  bordo  de  un  buque  francés   surto  en 
V^^Ho  del  Perú,  ó  á  bordo  de  un  buque  peruano  surti)  en  puerto 
mucés,  si  su  intervención  es  reclama<la,  fí  algún   individuo  del 
pM^  que   no   pertenezca  á  la   tripulación  ó  algún   pa.-agero  de 
^^alquiera   otra  nación   ha  toma«lo    [>arte  en  estos  desórdenes,  ó 
^\  ^n  fin,  son  de   tal  naturalt  za  {soient  de  natnvA  d  tronblcr)    que 
puedan  turbar  ó  amenazar    la  tranquilidad  del  puerto.  »    En  el 
primer  período,   so  declara   expedita    la  acción    local  en  todo  lo 
concerniente  al  btien  orden  (leí  puerto;  en  el  segundo,    se  extrae 
de  esta  acción  lo  referente  á  la  disciplina  especial  del  buque  y  al 
arreglo  de  ciertas  diferencias  que  ocurran  entre  los  tripulante?, 
para  pasarlo  á  la  competencia  de  los  cónsules;   y,   en  el  tercero, 
96  limita  esta  competencia,  puesto  que  se  emplea  la   conjunción 
disyuntiva  y  de  sej>ítración  shi  embargo]  y  puesto  que  se  hace  la 
especificación  de   los  casos  en  que,  por  carecer   esos  funcionarios 
de  tal  competencia,  deben  disfrutarla  las  autoridades  del   lugar: 
á  siber,  entre  otros,  cuando  los  desórdenes  sobrevenidos,  sean  de 
género  tal,  que  de  ellos   pueda   nacer  amenaza,    al  menoQ,    sino 
perturbación,  de  la  tranquilidad  del  puertc.  A  la  vista  está,  que 
no  se  habla  de  crímenes,  sino  de  desórdenes,  y  no  de  desórdenes 
cualesquiera,  sino  de  desórdenes  sobrevenidos,  de  desórdenes  que 
vengan  de  algo  anterior,  que  sean,  como  lo  indica  la  partícula 
sobre,  consecuencia  ó  efecto  de  hechos  precedentes,  resultado,  di- 
gámoslo de  una  vez,  de  las  faltas  de  policía  y  de  las   diferencias 
ocurridas  á  bordo,  que  es  aquello  de  que  se  acaba  de  tratar,  y  lo 
único  á  que  puede  referirse.  Si  toda  la  palabra  tiene  una  impor- 
tancia especial   para  el  sentido  del  período  en  que  se  la  emplea, 
en  el  presente  caso  la  tienen  mucho  mas  especial  todavía  las  pa- 
labras sin  evihargo  y  sobrevenidos,    por   razón  de  s,er  relativas  en 
su  significado,  y,  por  consiguiente,  mas   que  ningunas  otras,    in- 
dispensables para  definir   y   completar  el  sentido   de  las  <lomá9. 
No  obsUinte,  el  H.  señor  Barrenechea,  al  citar,  en  su  exposición 
á  S.  E.,  esta  parte  del  artículo  34,  omitió  traducir  el  vocablo  Tou 
te  fois  del  texto  francés,  y  tradujo  surveiius  por  ocurridos,   que,  si 
bien  es  aplicable  por  la   semejanza,  no   es  extrictamente  igual. 
Notaremos  también  que  vertió  el  señor  Ministro,  en  su  referida 
exposición,  turben,  donde  el  texto  francés,   refiriéndose  á  los  de- 
sórdenes sujetos  á  la  autoridad  local,  dice,   qui  soitftií  de  naiure  á 
troubler.  Circunstancia  es  esta  de  la  mas  grave  trascendenci.»,  por- 
que, sostituyendo  el  hecho  á  la  posibilidad,  el  acto  á  la  potencia, 
86  ha  restringido  la  jurisdicción  nacional  mas  todavía,  de  lo  que 
gramaticalmente   arroja  la  cláusula,  aún  danlole  la  inter[)reta- 
ción  que  le  dá  el  decreto  de  Febrero.  Mientras  que  traduciéndo- 
la como  la  hemos  traducido  nosotros,  y  como  es  forzoso  traducir- 
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la,  queda  &  salvo  esa  jupisJicción,  aunque  se  aplique  á  ci 
lo  que  la  cláusula  dice  de  desórJeues  y  aunque  se  conve 
dar  á  lo  pactado  aquella  equivocada  interpretación.  Y  li 
ea  clara;  porque,  desde  que  queden  st  metidos  á  las  leyes  d 
los  crímenes  que  puedan  perturbar  ó  amenazar,  por  lo  m 
tranquilidad  del  puerto,  todos  les  pertenecen  en  hustan 
que  no  se  encontrará  uno  solo  que  no  lleye  en  sí  esa  ¡■«si 
ó  esa  amenazii.  Siendo  los  delitos,  infracciones,  tanto  de 
natural  como  de  la  social,  ¡wr  el  liL'cho  solo  de  efectuarse, 
cen  trastorno,  no  solo  en  la  vasta  esfera  en  qne  aquella  ¿ 
sino  también  en  la  mas  r  elucida  en  que  esta  impera,  es  d 
lo  sociedad.  A  veces  no  se  hace  patcuie  este  desorden;  pi 
por  eso  deja  de  realizarse  nunca,  y  de  traer,  por  consiguii 
necesidad  de  la  represión  y  del  casugo,  descubierto  qne  » 

Si  á  bordo  de  un  bufjue  francés  mercante,  fondeado  on 
Ilao,  se  refugiaran,  por  ejemplo,  dos  ó  más  caudillos  res 
iiarios  de  los  muchos  que  suelen  aparecer  en  nue^tl-o  paf 
el  silencio  de  su  oculto  asilo  se  pusieran  tranquilamente  á 
mir,  litografiar  ó  escribir  nombiT^mientos  y  despachos  pj 
vocar  con  ellos  la  traición  y  ayi'da  de  los  funcionií'-ios  qii 
decen  al  Gob'erno,  esos  candi]'  13  coraeteiían  iududa'ol 
una  acción  punible,  aunque  la  entrega  de  los  títulos  y 
no  llegara  á  tener  efecto  y  aur.que,  por  cualquier  gérieio 
tivoF,  no  llegara  tampoco  ií  ponerse  por  obra  la  revolucit 
yectada.  Segon  la  traducción  dei  II.  señor  Ministio  y  la 
na  que  de  ella  deriva,  es^e  hecbo,  el  díaqiie  fuera  soiDn 
na  sería  justiciable  por  las  autoridades  del  Peiú;  'pnesto  ( 
él  no  su  había  alterado  de  un  mot'o  físico,  mal  y  poLen.el 
quiiidad  del  puerto;  pero  fai  ^eiía  con.b.oie  &  nuesi-ia  í 
porque  el  hecho  en  bí  mismo  y  poi-  sí  solo  implicaba,  m 
una  prohabilidad,  una  vcidadera  amenaza  do  la  tianq 
pública  y,  no  solo  del  pnciio,  sino  de  la  República  en  g 
Ved  allí  ¡as  consecnenc'ps  funcsias  de  dar  ol  treUido  ur 
lud  que  no  tiene,  de  at.JoiMrles  á  los  Cónsules  facultades 
no  les  concede  y  que  no  esiáu  incluidas  i?i  genere  siquier 
nomenclatura  que  de  todas  ellas  hace  i'n  a.tícnlo  antei 
31  del  mismo  tratado.  Este  les  confiere,  numeráudolas,  sol 
sobre  averías;  sobra  diferencias  del  Caoiián  con  los  tripuli 
de  estos  entre  sí;  sobre  policía  inferna  de  los  buques:  sobn 
lores:  sobre  salvamento:  sobre  sucesión  ab-lnteslolo:  sobr 
traje  en  negocios  de  comercio:  y  sobre  legalización,  cert 
y  declaraciones;  pero  nala,  absolutamente  nada,  en  mat 
del  ilos. 

Fuera  de  la  analogía  de  la  comentada  cláusula  34  cor 
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de  la  Convención  que  tenemos  con  Italia,  nos  ha  inducido  á  de- 
tenemos algo  en  ese  comentario,  la  consideración  de  que,  ha- 
biéndose hecho  tanto  mérito  en  la  discusión  de  este  asunto  de 
las  doctrinas  y  prácticas  francesas,  convenía  mucho  analizar  el 
espíritu  del  pacto  que  con  la  Francia  nos  liga;  tanto  mas  cuan- 
to que  cláusulas  enteramente  iguales  á  la  referida  ha  consigna- 
do esta  nación  en  sus  tratados  con  otras  potencias,  inclusa  la  Ita- 
lia m'sma.  Con  Estados  Unidos,  en  23  de  Febrero  de  1853,  art. 
8. — Con  Austria,  en  11  de  Noviembre  de  1860,  art.  11. — Con  los 
'Estados  Pontificios  en  21  de  Julio  de  1867,  art.  19. — Con  Espa- 
ña, en  7  de  Enero  de  1862,  art.' 24.  -Con  Portugal,  en  11  de 
Julio  de  1866,  art.  12,  y  con  Italia,  en  13  de  Setiembre  de  1862, 
art.  13. 

Convengamos,  pues,  en  que  ninguno  de  los  tratados  del  Pe- 
rú, ó,  lo  que  es  lo  mismo,  en  que  la  legislación  externa  del  país 
es  desfavorable  al  H,  señor  Barrenechea,  como  le  es  adversa  la 
legislación  interna  de  que  arriba  nos  ocupamos. 

Pero  si  estas  fuentes,  que  podemos  llamar  de  interpretación 
doctrinal,  no  abonan  la  primera  declaratoria  del  Ministerio,  me- 
nos la  abona  todavía  la  interpretación  auténtica,  á  que  era  obli- 
gatorio haber  ocurrido,  de  preferencia,  desde  que  los  señores  Fis- 
cales de  la  Excma.  Corte  Suprema  manifestaron  una  opinión 
contraria  á  laque  abrigaba  el  señor  Ministro,  y  desde  que,  en 
fuerza  de  esta  oposición  de  pareceres,  el  punto  de  disidencia  de- 
bió ser  cor  siderad  o,  cuando  menos,  como  legítimamente  dudoso. 

No  hay  estudiante  de  jurisprudencia  que  no  sepa,  que,  para 
conocer  el  verdadero  espíritu  de  una  ley,  y  un  tratado  lo  es, 
se  ha  de  escudriñar,  ante  todo,  la  mente  del  legislador  que 
la  dictó.  ¿Cual  fué  la  del  Congreso  de  1864,  al  sancionar  la  Con- 
vención Consular  con  Italia?  Fácil  es  saberlo,  trayendo  á  la  vis- 
ta el  informe  de  la  Comisión  diplomática,  á  cuyo  dictamen  pre- 
vio se  acostumbra  someter  todos  los  tratados,  y,  en  virtud  de  la 
aprobación  del  cual,  se  aprobó  en  esta  vez  la  Convención  men- 
cionada. En  ese  dictamen,  que,  en  copia  acompañamos  ahora, 
entre  otras  cosas,  se  dice — «  esta  convención,  que  no  altera  sustan- 
tcialmente  la  que  antes  aprobasteis,  está  basada  sobre  los  prin- 
«  cipios  más  absolutos  de  reciprocidad,  y  en  armonía  completa 
«  con  los  del  derecho  de  gentes  y  con  los  generalmente  acepta- 
«f  dos  por  las  naciones  en  pactos  semejantes;  y  aún  en  la  parte 
«  qiie  tiene  relaci&a  con  nuestro  derecho  Ciml,  no  ofrece  antagonismo 
«  ninguno  con  sus  disposiciones.  »  Puesto  que  la  Convención  no  se 
opone  á  las  leyes  internas,  que  ho  es  otra  cosa  lo  que  se  ha  que- 
rido decir  al  hablarse  de  derecho  civil,  en  contraposición  de  in- 
ternacional; puesto  que  no  se  opone,  repetimos,  la  Convención  á 
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las  leyes  del  país,  es  por  demás  evidente,  que  no  puede  dársele 
interpretación  ninguna  de  la  cual  resulte  violación  é  incompati- 
bilidad siquiera  con  estas  le)*es.  Y  como  la  tendría,  y  muy 
abierta,  y  muy  palpable,  con  los  artículos  citados  del  Código 
Civil,  Penal  y  de  Comercio  si  le  diéramos  el  sentido  que  le  atri- 
buye el  H.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  es  claro  que 
no  tiene  ni  puede  tener  tal  sentido.  Si  esta  conclusión  no  es  ló- 
gica, es  necesario  cerrar  los  ojos  á  la  luz  del  medio  día. 

A  la  verdad  que  duele  ver  de  un  lado  solo  al   señor   Barrene- 
cliea,  y  del  otro  agrujmdos  en    perfecta   conformidad,    todos   los 
funcionarios  nacionales,  que,  por  algún  motivo,  han   tenido  que 
intervenir  en  este  asunto:  el  señor  Paz-Soldán,  que  como  Minis- 
tro del  Ramo  dio  las  instrucciones  para  el  tratado  y  que   ahora 
en  calidad  de  fiscal  ha  defendido  la  jurisdicción  patria;  el   señor 
doctor  Ureta,  que,  además  de  su  carácter  de   Fiscal,    ha   desem- 
peñado, en  otro   tiempo,  la  caitera  de  Relaciones  Exteriores  y 
defendido  entonces  la  competencia  de  nuestros  Tribunales  en  el 
caso  ocurrido  á  bordo  del  buque   norte  americano  «Jhon   Cum- 
raing-»;  (1)  e!  señor  Masones,  que,   como  negociador  de  la  Con- 
vención, no  puede  dejar  de  ser  escuchado  tratándose  de  interpro- 
tarla;  el  señor  Ribeyro,  que  fué  el  Ministro  que  recibió  el  tratado, 
que  lo  elevó  al  Congreso,  que  lo  ratificó  y  á  quién  nó  se  le  puede 
}>oner  en  contradicción  con  el   reglamento  consular  que  en  ese 
tiempo  acababa  de  expedir:  la  Comisión  del  Congreso,  que  infor- 
mó í^obre  el  pacto:  y  el  Congreso   mismo,  que  lo  apri)bó  en  los 
misiiius   términos  que  lo  propuso  esta.    ¿Tendrá  razón   el  actual 
Ministro  contra  todos  los  que,  usando  de  su  derecho  y  en  el  legí- 
timo ejercicio  de  sus  funciones,  han  manifestado  opinión  contra- 
ria?   ¿Tendrá  justicia  contra  los  Ministros  anteriores,  contra  los 
Fiscales,  contra  el  Congreso  mismo?    Dejamos  Ist  contestación  al 
simple  sentido  común. 

Aunque  como  custodios  de  las  leyes  del  país,  no  es  de  nuestro 
rigoroso  deber  escudrinar  la  mente  que  por  parte  de  Italia  se  tu- 
vo al  paclar  la  cláusula  17;  aunque  este  trabajo  á  primera  vista 
parece  inútil,  desfle  que  el  H.  sulor  Garrón,  en  oficio  del  4  del 
presente,  ha  manifestado  que  su  Gobierno  le  dá  una  inteligencia 
igual  á  la  que  declara  el  de<Mvtt)  de  28  de  Febrero,  (2)  y  aunque 
nos  merece  compbta  fé  la  autorizaila  palabra  de  todo  Agente  di- 
plomático, no  creemos  ñiera  del  lugar  hacer  algunas  brevísimas 
obstTvaciunes,  no  precisamente  sobre  ese  oficio,  que  alguna  sumi- 
nistra, sino  sobre  el  modo  como  aquella  nación  entiende  y  aplica 


[1]    véasela  página  145 
[2]  Págiua  130 
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la  doctrina  sobre  jurisdicción  consular,  ó,  mejor  dicho,  sobre  fun- 
ciones consulares. 

El  reglamento  de  la  materia,  expedido  en  23  de  Julio  de  1835, 
al  designar,  especificáudolí  s,   las  atribuciones  de  1  s  Cónsules, 
no  les  qpnfiere  más  en  relación    al    punto   que   nos   ocupa   sino 
(art.  28  inciso  3^)  «velar  sobre  el  buen  orden  de   los  buques  na- 
cionales, así  como  sobre  el  mantenimiento  de  la  policía  maríti- 
ma» y  (inciso  4^  del  mismo  art.)  «proteger  á  los  subditos  sardos 
domiciliados  en  sus  distritos  y  ejercer  sobre  ellos  una  jarisdic- 
ción    más   ó  menos  extensa,  ¿egdn  ¿)«  trai<idos  y  u¡^os   de  los  dife- 
Tenues  paUes.»  Por  donde  se  vé,  que  solo  el    conocimiento   de   la 
disciplina  ó  policía  de  los  buques,  es  considerado  como  esencial 
al  ejercicio  de  las  funciones  consulares,  y  que   en   todo  lo  demás 
que  sea  salir  de  esta  esfera,  los  Cójisules  italiano?  no  han  de  te- 
ner mas  reglas,  que  las  prácticas  del  país  en  que   residen   ó   las 
estipulaciones  sobre  el  particular  celebradas.    Ni    nada   es  más 
justo;  porque  aparte  de  que  l(>s  Cónsules   por  tener  que  funcio- 
nar en  territorio   sometido  á  soberanía   a^ena,    no  pueden    ha- 
cerlo sin  el  consentimiento  de  esta,  son  hasta  hoy  muy  pocos  los 
principios  sobre  atribuciones  consulares  en  que  están  de  acuerdo 
las  naciones;  y  porque  salvo  algunas  que  brotan  de  la  naturaleza 
misma  de  su  misión,  y  que  han  llegado  á  constituir  derecho  con- 
suetudinario, en  todo  lo  demás,  no  pueden  ser  sino  resultado  del 
consentimiento,  ó  bien    tácito    á   mérito   del    uso  y  posesión,    ó 
bien  expreso,  en  virtud    de  tratados  es])eciales.    Entre  estos,    no 
conocemos  de  los  celebrados  por  Italin,  ninguno  que  confiera  de- 
recho á  los  Cónsules  para  prevenir  en  materia  de  delitos  á  bordo 
de  sus  buques  en    aguas  extranjeras,   aún  cuando   solo  sea  para 
someterlos  después  á  la  justicia  de  s\i  Soberano.    Contrayéndonos 
á  los  estipulados  en  estos  últimos  años,  y  recorriendt)  los  archivos 
diplomáticos   que  tenemos  á  la,  mano,    no  encontramos   sino  los 
que  ha  ajustado   con  Bélgica,  (en  9  de    Abril  de  186í^,  artículo 
25);  con  Rusia,  (en  28  de   Setiembre  de  1863,   artículo  20);  con 
Turquía,  (en  9  dé  Setiembre  de  61,    artículo  19);   co  >  los  Países 
Bajos,  (en  24  de  ISoviembre  de  1863,  artículo  5^);  con  Alemania 
del  Norte,  (en  14  de  Octubre  de  1868,  artículo  9?);  con  Dinamar- 
ca, (en  1?  de  Mayo  de  1864,  artículo  11);  con  la  República  del 
Salvador,  (en  14  de  Abril  de  1864,  artículo  27);  y  con  Francia, 
(en  13  de  Setiembre  de  1862,  artículo  13).    Las  respectivas  cláu- 
sulas de  los  cinco  primeros  son  generales,  por  cuanto  pactan  sim- 
plemente recibirse  Agentes  Consulares  con  reciprocidad  y  conce- 
derles las  mismas  inmunidades,  privilegios  y  exenciones  que  á  la 
nación  mas  favorecida.    En  nada  ilustran,  por  consiguiente,   y 
mucho  menos  confirman,  y  antes  bien  contradicen,  la  pretendida 
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atribiu'ión  que  combatimos.  Solo  los  tres  úlfeimos  contienen  dis- 
poí^iciones  es|>eoiales  en  los  artículos  citados;  pero  como  son  idén- 
iici>?  entre  sí  é  idénticos  al  tratado  del  Perú  con  Francia,  qae 
henu»s  analizado  ya,  resulta  que  ni  aún  estos  tratados  pueden  in- 
vocearse  como  antecedentes  que  apoyen  la  interpretación  del  Mi- 
nisterio. 

llav^emos  sí  notar,  que  el  artículo  del  tratado  con  el  Salvador 
cv^ntiíMie  una  e<|>eciali dad  en  su  redacción,  digna  de  ser  estudia- 
ba; pues  expresa  y  terminantemente  reconoce  en  la  autoridad 
local  el  dereclio  de  intervenir  <  n  todo  género  de  desordenes  que 
ocurran  á  boalo;  no  solo  en  los  que  sean  de  tal  naturaleza  que 
puerlrt!\  turlvir  la  tranquilidad  en  tierra  ó  en  el  puerto,  sino  tam- 
bién en  los  que  pudieran  turbarla,  en  el  interior  de  los  buques, 
áj  nd  iU  h,iti*nenU,  como  dice  el  texto  francés,  único  que  posee- 
n:v>s,  *Y  cvnno  no  pueiie  sujM>nerse,  que  un  mismo  contrauínte, 
aju<ia;\do  cláusulas  iguales  en  su  esencia  y  en  su  espíritu,  haga 
distinciones  que  impliquen  divoisidad  en  sus  miras  y  contrarie- 
dad tn  su  jH^lítioa,  precis^^  se  hace  buscar  una  esplic3\ción,  q'ae, 
huviiudo  desajviiwvr  t^xla  aiv^rente  vclei-iad.  corresponda  á  ua 
rtvisíiut'eiuo  cvnuúu  v  dominante,  a!  cual  deban  ajustarse  tanto 
en  su  iiiterprv ración  ^vmo  tn  su  ap'iCvto: *'n,  tocias  l;is  oi^nvencio- 
lies  v>;;su!an.s  de  ha!i;v  R>:e  iHM>am:ento  no  lueie  ser  otro,  si 
s^^  vjv::tr\*  ivncr.iarcvMi  !as  ternas,  la  C«^:.veno: '«n  del  Sa'va-ior, 
siru^  el  dt:  qi:e  !;ís  arít^rLlait^  I>:ales  tV.era  ¿e  lo  4  ue  es  meras 
felus  vie  íx'iicia  v  d::Vanv*:a>  s>.^'*i>?  cv>.í:ra:>s  mari:i:u  rs^  ea  líxio 
lo  d^r  :W  ;;c:  en  fAoului  í  de  cv^í.vxvr:  v  c^n  mucha  ín^is  ^aión  de 
i:\:ervcr*:r.  e::a-^dv^  i>^n  e!  i.or.bre  de  desvri-,:>e<,  ie  i:::ra.^^:ones. 


1a  :*Uív\a  un^s  ;xr\:  lor.x*  d^  que  ets  e<a    ,a   v;.x;ri:i,»   ta   sus 

•.  »  ^ 

xwv' :  v^  vV  r  >  .:  * ,  A  i  A.  V  de  o  ue  *.v  r  :*o  r::  te  a  s  a  e> , :  r: :  _;  Cir  re  ->i  :«>  in- 

V  .^  ; t  s . .  ^ , .-  ^-  *  .^  o  u  :á '  :r e :; ; e  i tv  ^ a  -^ .;  a  V  .y; .  cs  Sv>  V" ::  »4  ::e  ea  1  >'5^>, 
v;:uv  \\^  .;..;v\>  ^\r.v  ,:aiu^  ivr^^,::  ;.>s  :xr  1a  !<•:<. a  i:Al:AnA 
ís^vA  \  ^  t^  v^x'ki  \\c'  *A  :\vSíí.vr,e<  í".  .*  r::iA  :\íta    MArs*rIlA.    r 

l.i  v\  ^  A,-^^  A  '  h:ux^->a  .;ao  se  vvu.vv  v\.;    el    uoai.re    ie    tM^tsííjL- 

V  ,3k  A'A  V  .\^  *.*  Ovl  e  ua^-a;.  ^v  ^u;c\^  ^,:.*  <l    vA:>:r   llíc.    i  es:e 
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bandidos.  El  Cónsul  de  Fmncia  protestó  por  lo  pronto;  y  más 
tarde  su  Agente  diplomático  reclamó  del  procedimiento,  pidien- 
do, entre  otras  satisfacciones;  la  devolución  de  los  bandidos.  Tan 
grave  se  juzgó  esta  reclamación,  y  tanto  preocupó  la  opinión  pú- 
blica, que  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  lo  sometió  al 
Consejo  de  lo  contencioso  diplomático  del  reyno  de  Italia,  á  fin 
de  que  él  resolviera  la  cuestión  siguiente:  «¿La  Francia  puede, 
justa  y  legalmente,  pretender,  conforme  al  derecho  de  gentes  y  á 
los  tratados  en  vigor  con  ella,  que  se  le  restituyan  los  individuos  \ 
que  han  sido  capturados  á  bordo  del  «Aunis»  en  el  puerto  de  Ge- 
nova y  el  gobierno  del  rey  tiene  el  deber  de  restituirlo^?»  El  fa- 
llo fué  afirmativo.  Las  razones  que  para  fundarla  se  alegaron, 
no  las  recordaremos  nosotras,  por  haberlas  comentado  ya  el  se- 
ñor Mesones  en  la  última  de  sus  exposiciones  que  ha  visto  la  luz 
pública;  (1)  pero  sí  citaremos  un  punto  que  este  caballero  ha  omi- 
tido y  que  es,  sin  embargo,  á  nuestro  juicio,  el  más  importante, 
porque  él  se  refiere  á  la  inteligencia  del  art.  13  de  la  Convención 
Consular  entre  Francia  6  Italia-,  idéntico  en  la  sustancia  de  su 
contenido,  como  lo  hemos  hecho  notar,  al  34,  y  análogo  al  17,  de 
las  que  estas  dos  naciones  tienen  respectivamente  con  el  Perú. 
Despuís  de  recorrer  el  Consejo  todas  las  cláusulas  de  aquella 
Convención  Consular  y  las  del  tratado  postal,  de  4  de  Setiembre 
de  1860,  que  tuvieron  relación  con  el  punto  cuestionado,  alegó 
que  la  justicia  de  la  Francia  venía  de  haberse  violado  este  últi- 
mo pacto,  (el  de  posta-)  en  su  art.  6?,  que  concede  á  los  vapores- 
correos,  los  mismos  privilegios  de  inviolabilidad  que  á  l<»s  bu- 
ques de  guerra,  mus  no  de  que  se  hubiera  inflingido  el  citado 
art.  13;  porque  dice:  la  presencia  de  maUíechons  notoriamente p' r- 
seguidois  por  laj^istMa  del  ¡ais  C'msttuyfi^  sobre  todo  en  el  estado 
actual  de  cosaSj  un  hecho,  que  si  hvbitra  lUgado  al  conocimiento 
del  público  antes  qne  la  avtoridad  se  hubiera  ocupado  de  é',  hubie- 
ra muy  bien  podido  servir  de  preteüo  para  algún  desorden,  (Archi- 
vos diplomáticos,  tomo  1?,  año  de  1864,  Pág,  395).  La  sola  po- 
sibilidad de  que  se  turbara  la  tranquilidad  pública,  legitimaba, 
pues,  ajuicio  del  Supremo  Consejo,  la  intervención  de  la  autori- 
dad territorial.  Si  la  mansión  meramente  momentánea  y  tran- 
sitoria de  hombres  que,  aunque  habían  delinquido.antes  no  de- 
Jinquiei"on  en  la  actualidad;  que  se  presentaban  en  actitud  pacífi- 
ca y  aún  medrosa,  puesto  que  huían  de  su  patria  para  marcharse 
al  extranjero,  era  estimadn  como  suficiente  causal  de  perturba- 
ción; ¡cuan  vehemente,  cuan  próxima,  cuan  poi^itiva,  no  debe 
estimarse  la  realización  actual  del  delito  mismo!  Si  hay  posibi- 
lidad en  un  caso,  lo  hay  en  el  otro,  y  mucho  más  palpitante   to- 

(1)  Véase  eta  ezposldón  en  lai  páginas  06  á  92. 
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davíii,  si  la  primera  abonaba  el  procedimiento  del  Prefecto  de 
Genova,  en  fuerza  de  la  misma  lógica,  hubiera  teuido  que  con- 
6Í(ler»rso  tniabieu  como  legítima  su  ingerencia  s¡  hubiera  tenido 
lugar  á  bordo  uu  verdadero  atentado,  un' homicidio,  por  ejem- 
plo, cualquiera  que  hubiera  sido  el  ofensor  y  el  ofeudido.  H« 
aquí  una  declaratoria  públicii,  solemne,  ht'cha  por  el  mismo  go- 
bierno de  Italia;  lié  nquí  el  modo  como  ella  entiende  y  apüca  la 
cláusula  cue.-'tionada,  y  hó  aquí,  I  oiuo  toman  I  ola  de  la  propia 
manera  que  ella,  no  hay  delito  coxún  cometido  en  un  buque, 
surto  en  aguas  extranjeras,  que  no  quede  sujeto  á  la  juris'Uccióii 
local:  puesto  que  no  hay  ninguno,  que  ya  qua  no  perturbe  real- 
mente, no  lleve,  al  meuiK,  la  posibilidad  de  perturbar  siempre  la 
tranquilidad  pública. 

II. 

Comí»  las  raz^neí  aie^al.i^  por  el  ^eñor  Mitiistro  par^  justiíicar 
la  Í!iti';¿enc¡a  que  I-,-  da  al  arí.  17.  son,  en  su-tafloia,  las  mismas 
eií  q:i-.'  üiiida  la  devlaiMtoiia  i;.'n.'ral  en  favor  de  tulas  las  na- 
ci.UK-.-.  relata  lias  iMni;>  han  s'A-i  laí  prini.ias,  quedan  de  hecho 
ivfa'alas  ¡as  siij'nda!. 

Hay,  sÍ!i  eaiVtrjT',  entre  e-:a-:,  i\:\.\,  d?  que  no  nos  h^n]>?  ocQ- 
p;ido  u-laví:!.  v  do  qup  no  ¡i.i,Ie;u,i5  pr,-í,-!:i  lir.  pir  la  inmensa 
grsivivla-i  •n\i-  en  la  ¡q'.irii'iic'a  ti.-iio-  i*  ut^vuk  iiah'ar  do  !a  ab- 
íi.>lt:M  terr::.'r-.Liii-i;i  1  ,\:^^  a'¿:;n  >-  :-.\:a  l-~:  f  *.'S'."?ne:i  re-'.-rto 
de  '.ivs  ',•  ilLie?  nívrvanuí  y  que  t!  H.  si^f.-r  IÍ,irrv:t-.vhoa  nr.'c!a- 
ma.  iV.:i  Í,;:;.i.>se  cu  la  au:ori.iad  Jeo-^;  ^s  e<TÍt  'i-e^y  en  las  c.>nve- 
«itiK'iaí  iiUtrr.a.i.-aales  de  ru  a.',i,-.u¡ '.a,  Y  .i.vim.'í  que  os  ds 
suüM  !:n¡'.'rt:inv:->,  ;v>r.¡',ie  una  vi-i  a\  ;>:.i  i  j  A  prin.ipio  de  que 
í.i<  v:::\trea.\'ni:í  ineaai.teii,  .',v*:;.ie  .;:it-ra  qi:-  se  eucu.utren, 
no  son  sin.»  'a  >.v::t'ir.::io:"':i  .le:  ;erri:'>r;.>  li;-  la  ;ia,í..'>:i  cuya  ban* 
dira  >.-,í:';- '■;;;..;  u  i,i:¡An -te  i'\' ■■  d-.r-v-í  >  í  :;- :-»5  á  la  juris- 
d.  1      ;   -c  t:^i  í'.t:..'.  Ta  loüvj  í.'*  a-.".  >>  ;'i-^t;-s  Á  l"nio.  y    por 

íi!  e:i:r,ir  tn  1.»  i.>i:-.i;'ir,u-. •■.:•;■-' "ai  \;i-,;a  a*  y  de  ¡os  inoja- 
ve  :;e..:ií  fT,'..-.  a^*  do  '.an  ',aM  <i.^lr:i.t.  :'ira  d:?:  xir  las  in»!>re- 
S'.'.'-.-eí  ■av.r.i  ■,■■!#  q,;e  p;;evi*  halvr  -.^rv'lie;  lo  e:i  --I  ánir."»  de  loa 
q:;v  !^' ■...iy.i:i  to;íiad.' t!  traK>;.i  do  ,s:-,:  !„.r  e>;a  ei;irí-.:-<:i.  no« 
Kií:.'..i  ha,vr  '.t*  >va<,  ;v:\>  i^->:v,ií  vl'-irvao:>:;ei;  si::,;:en;es: 
1*  i;.;,'  íi  ;-,.(_\  .i  ;;.;;;.■*  píS\vi  a-.;;v':n:'S-;,:e  "ía  i\i:-\v:''a:i.  de  ¡i.>s  que 
n^x:»;  -**  no  »':^ve:iuV' m;;o  II  ui;eT- l-.-.IU'  y  \V<:sf.  t;e;ie  ea  su 
i.vu:-.-a  ".a  j^í'.eríi";  i.id  de  e'.'v>s  y  do  Sw  q,;o  'nere^-vii  m^vor  re&- 
J-.ÍIO,  ^v;;k*  títwi^v  \V,.::s  Jon^iu^'n.  A#u::i.  U;u;.^*^^..  'Pinhei- 
rv\  ^^'  :;ia';.  \V;u-*lon.  .x.  ^t;  i'  que  a  ja^l.Xí  aii".iM  co  U  es.- 
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ponen  como  teoría  universalmente  acopiada  y  practicada  ya,  si- 
no como  digna  de  aceptarse  y  practicarse  por  las  razones  de  jus- 
ticia y  de  utilidad  que  ellos  alegan;  3?  quo  por  justa  y  cunv^e- 
nieníe  que  sea,  no  puede  citarse,  ni  mucho  menos  imponerse  co- 
mo principio  de  derecho  de  gentes,  desde  que  no  la  reconocen 
todas  las  pacionesr,  ni  tácitamente,  por  el  consentimiento  univer- 
sal, ni  de  un  modo  definido,  e>:{)reso,  en  ninguno  de  esos  trata- 
dos; y  4?  que  (copiando  las  palal.»ras  de  Lord  Clarendon  en  el 
parlamento  inglóá)  los  jurisconsultos  y  los  hombres  de  Estado 
deben  mirar  la  ley  internacional  codio  (s  y  no  como  debe  se)\ 

Lo  que  si  constituye  derecho  internacional  en  esta  materia,  es 
que  las  leyes  internas,  así  como  protegen,  así  mismo  obligan  á  to- 
dos los  que  pisan  el  territorio:  que  éste  no  solo  es  formado  por  la 
parte  continental  que  se  llama  tierra,  sino  también  por  las  aguas 
de  los  pueii;0s,  radas,  mares  interiores  y  por  las  del  litoral  hasta 
el  alcance  del  mayor  tiro  de  cañón;  que  los  buques  mercantes, 
como  cosas  muebles  que  son,  siguen  las  mismas  condiciojies  del 
territorio  en  (jue  se  encuentran;  que,  por  regla  general,  el  lugar 
del  hecho  decide  de  la  jurisdicción,  ó,  como  dicen  los  legistas, 
ioci/5  regit  adus;  y  que,  en  materia  de  extraterritorialidad,  ó  de 
territorialidad,  como  la  llaman  otros,  no  hay  mas  excepciones  que 
respecto  de  his  soberanos  ó  de  sus  tropas,  cuando  transitan  por 
países  extranjeros,  (*e  los  agentes  diplomáticos  y  de  los  biujues  de 
guerra.  De  donde  lógicamente  desprende  Bello  esta  conclusión: 
«  que  los  delitos  comrtjdos  á  bordo  de  cualquier  buque  mercante 
en  nuestras  ag-ias,  deb*  n  '^v'r  privativamente  juzgadgs  y  castiga- 
dos j>or  nuestras  judicaturas.»  (Derecho  de  Gentes,  ])ág.  5ü  de  la 
2*  edición)  y  se  desprende,  igualiuenle,  (jue  no  pudiendo  s<*r  juz- 
gados y  castigados  esos  delitos  por  dos  diverjas  jurisdicciones,  la 
imervención  de  la  autoridad  consular  es  en  ellos  tan  ilegítima 
como  resulta  innec<:'saria. 

Ahora,  si  c^e  ios  principios  pasamos  á  los  tratados  mismos,  á 
las  ordenanzas  y  nglamenU^s,  en  que  las  diferentes  naciones  han 
consignado  tanto  su  voluntad  como  su  sentir  sobro  el  particular, 
ya  veremos  como  casi  to  las  ellas  lej(»s  de  reconocer,  mas  bien  re- 
chazan la  atribución  consular  cuestionada;  pudiendo  en  consecuen- 
cia, afirmarse,  con  sobrado  fundan  ento,  ])ues  excepciones,  aun- 
que las  liJiva,  no  derogan  la  regla,  (}ue  en  esta  co.nún  reproba- 
ción están  perfectamente  conformes,  tanto  la  legislación  interna 
como  la  que  llamaremos  extorna  de  los  pueblos  de  la  tierra:  tan- 
to el  derecho  internacional  doctrinario,  como  el  consuetu»linar¡o 
y  como  el  convencional  (1). 

(l)  Francia,  art.    12.    ordenanza  de  1681   y  19  de  la  de  1833. •  Prusia,   art. 
5,  ordenansa  de  1796.— Rusia,  art.  54,   reglamento  de  1820.— l*ortugal.  art. 
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No  terminaremos  este  punto  sin  estudiarlo  también  bajo  un 
nuevo  aspecto,  bajo  el  aspecto  constitucional.  ¿Ha  estado  en  su 
derecho  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  hacer  la 
declaratoria  general,  que  en  su  sep:unda  p-irte  contiene  el  decreto 
supremo  de  28  de  Febrero  último?  ¿Estaba  en  las  facultades  que 
la  Constitución  otorga  al  Poder  Ejecutivo,  proclamar  como  prin- 
cipio, que  los  delitos  cometidos  á  bí-rlo  de  to<^o  buque  extranjero 
en  nuestros  puertos  pertenecen,  no  á  nuestra  juris^liecióu,  sino  á 
la  jurisdicción  del  pabellón  que  llevan?  ¿Ha  po«Jido,  ha  debido 
legalmente  resolver  por  sí  solo  tan  trascendental  cuestión?  Fran- 
camente que  nó;  porque  los  Cónsules  por  el  hecho  de  ejercer  sus 
atribuciones  en  ageno  t^rrritoriv»,  limitan,  en  la  órbita  de  estas 
atribuciones,  la  [>otestad  ó  imperio  del  país  en  que  funcionan; 
|H)rque  solo  hay  obligación  estricta  d«  pt^rmitirles  las  que  S'Da  ab- 
solutamente indisj.ensables  á  la  naturaleza  «le  su  institución, 
aquellas,  qup  por  este  m-otivo  les  conce  Ion  y  tienen  san'-it>iiadas 
todas  las  naciones  cultas  del  globo;  pinjue  to  h\s  las  que  traspa- 
sen este  estrecho  círculo  han  menester  un  consentimiento  expn.- 
so,  claro  y  es{>eoial;  poique  este  cunseniimiento  no  pu  det»torgar- 
se  sino,  ó  en  pactos  que  se  h?yan  ccIt'í»rado  con  las  naciones  á 
que  los  cónsules  pertenecen,  ó  en  las  leyes  que  se  haya  dado  la 
misma  nación  que  lus  recibe;  |HTq;ie  el  Perú  no  ha  hcvho  talc^ 
pactos  cun  todas  las  potencias  d:^la  tierra,  á  quienes g^aíaitameii- 
te  se  favorece  ahora,  ni  sus  leyes  auti^'-izan  tai  cesión  de  jurisdic- 
ción; Tw>rque  léjt>s  de  autorizarla,  la  repudian,  tiinto  sus  ti  atados, 
corr.o  sus  leyes,  sus  ct>¡igos,  como  su  juii>[»ru.lencia  en  general; 
porque  las  estipulaciones  internacionales  de!  mismo  modo  que  la 
legi-Iaoióa  interior,  no*p'-icJcn  ser  restringí  ia-*,  modificadas  óde- 

8  ordena'Tza  de  ITSí^.  -  Hí>íanda,  ari íouU^s  4-  y  0.  reir'an-.cnto  de  lSP7j8de 
1^18. — B^i^ioa  artículos  11  y  12,  rejlanie  ito  de  í>31  — íhaamarcq,  art.  9,  or- 
denanza de  1>24 — Cerdeña,  ariícul-s  3  y  5,  letras  patentes  de  i8;io — ^lo^Iate- 
rra,  ley  comercial  de  Clutii  — Austr  a,  e  icto  d.-  1774. — 'Jllcnilturiío,  artículo» 
del  O  ai  Sí. — Mulembunro.  iiistrnccicne  consuiares  Je  '81  >. — Esiados  l*n-df^s  de 
América,  art  3o,  instmccioncs  de  1>3¿Í- — Brasii,  art.  41,  rcgln mentó  de  ISoí*. 
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TRATADOS  DE  CCME.íCIO  O  NAVEGACIuV 

Francia  con  I  is:!  o  térra  en  03  de  Enero  r'e  1S<>0. — Ü.  con  Eiélgica  «i  2  de  A^ifos- 
to  de  1>62. — Id.  cv»n  l'rugTiay  en  7  de  Juho  de  1>63, — Id.  con  el  Paragnay  en 
9  de  Aposto  de  1^62. — Id.  con  Sarcia  y  Noruega  en  14  e  Ftbrrro  de  1^65. — Id, 
con  Países  Bcjos  en  7  de  JuÜo  de  lNÍó.— Intrlate  ra  con  Bélgica  en  :?:3  de  TcHo 
de  IS^l*.-  Id.  con  Paraguay  en  J  de  Octchre  de  1S5J  —Id  con  Prasia  en  Í6  de 
Ag»>?to  de  1n:ó,  — Pmsia  ci^^n  Béígica  en  2S  de  Aposto  de  1.^3.— Austria  con 
Rusia  en  14  de  Setiem'>re  de  IvS  O  —  Din;aiiarca  con  Estados  rnidt>s  de  Améri- 
ca en  IS  de  Setiembre  de  IS  65.— Bel  idea  con  MéÍKX>  en  24  *  c  Jnlio  de  18*51.  -  Id. 
con  Suixaen  11  de  Diciembre  de  1862.— Suiza  con  Holanda  en  11  de  Eneix»  de 
1863.-Estadosl  nidos  de  América  c\^n  Haití  en  3  de  N,»YÍcmbre  de  1864  -  Pra- 
sia con  Bélijica  íTi  S8  d^  Marzo  de  líkíS.  -  Austria  y  Holanda  en  26  de  Marzo 
de  1867.— Anstria  J  Bélgica  en  27  de  Febrero  de  l^ó7. 
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rogabas  sino  por  el  Congreso  de  la  República;  porqne  la  .declara- 
toria mencionada  confiere  derechos  é  impone  obligaciones  que  no 
pueden  conferirse  ni  imponerle  sino  por  la  potestad  legislativa; 
porque  esos  derechos  y  estas  obligaciones,  además  de  sor  genera- 
les y  peipétuas.  dilatan  la  jurisdicción  estraña  y  ni'^noscibui  la 
nuestra  t-:n  nuestro  propio  suelo;  porque  la  jurisdicción  es  p.irte 
de  la  soberanía  nacional,  es  la  soberanía  mismi  bajo  su  aspecto 
práctico,  que  es  el  esencial;  parque  la  Carta  fundamental  d'A  lis- 
ta L*  (artígalo  •2")  prohibo  terminantoaionLe,  y  no  solo  á  tolos  y 
cada  uno  de  los  poderes  públicos,  sino  hasta  la  nación  misma 
cekbrorpaclm  que  afecten  de  algún  modo  su  soberanía;  y,  finalmen- 
te, porque  si  está  prohibido  afectarla  por  medio  de  pactos,  en  los 
que,  como  se  sabe,  intervienen  el  Congreso  y  el  Gobierno,  con 
mayor  razón,  está  prohibido  á  este  último  afectarla  espontánea- 
mente y  por  sí  solo. 

III 

E'i  la  tercera  parte  del  decreto,  declara  el  señor  Ministro  que 
las  autoridades  nacionales  no  son  competentes  para  conocer  del 
caso  de  la  oRondanini,»  por  trataváe  de  hechos  ocurridos  exclusi- 
vamente entro  gentes  de  la  tripulación  y  por  no  haberse  altera- 
do la  tranquilidad  del  puerto;  y  ordena,  en  consecuencia,  que  los 
presos  sean  puestos  á  disposición  del  Consulado  general  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia 

Basta  saber  que  estos  presos  lo  estaban  por  mandato  del  juezé 
mérito  de  un  juicio  en  actual  sustanciación,  para  venir  en  cono- 
cimiento del  atíxqüe  inferido  á  la  inviolabilidad  de  la  administra- 
ción de  justicia..  Desde  que  había  un  proceso  en  curso,  ya  que  el 
Gobierno  tenía  por  incompetente  al  juez,  pudo  declinar  su  ju- 
risdicción, valiéndose  al  efecto  del  Agente  fiscal;  pudo  inducir  al 
Cónsul  italiano  á  interponer  declinatoria  por  sí  mismo  ó  por  uno 
de  los  interesados  directos;  mas  no,  en  nuestra  pobre  opinión,  re- 
solver á  priori  un  punto  litigioso,  y  mucho  menos  cortar  de  he- 
cho la  prosecución  de  los  autos;  arrogándose  así  atribuciones  de 
carácter  esencialmente  judicial,  hiriendo  la  independencia  do  es- 
te poder,  garantida  por  el  artículo  43  de  la  Constitución,  y  avo- 
cándose causa  pendiente  con  infracción  del  artículo  12y  de  la 
misma.  Fácil  sería  patentizar  las  funestas  consecuencias  que  de 
autorizar  este  procedimiento  resultarían,  la  subversión  completa 
del  orden  constitucional  y  el  anárquico  desquiciamiento  de  todas 
las  instituciones;  pero  aparte,  de  que  ese  trabajo  nos  llevaría  mas 
lejos  de  lo  que  permite  este  documento,  (ya  demasiado  extenso) 
estamos  eximidos  de  emprenderlo,  desde  que  con  tanto  lucimien- 
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to  lo  l>a  hecho  el  señor  Fiscal  de  la  Suprema,  en  el  recurso  de  15 
de  Mar7,o  iiltimo,  que  ya  conoce  la  colnisión  legislativa.  (1) 

No  ojotante,  t-on  toda  voluntad  excusaríamos  la  conducta  del 
señor  Ministro;  alücuna  justificación  le  encontraríamos,  si  estuvie- 
ran ov>ni probados  los  hocluvs  en  que  se  ftnula.  ¿Pero  es  verdad 
quv  K\^  al*  iiUuU^s  del  2i>  de  AgOi^to,  todos  ellos  tuvieron  lugar 
s*^!o  sobro  la  cubiert^i  de  la  «Rondanini»,  y  que  en  nada  turbaron 
ol  nMH^^>  de  la  rada  de  Chinclia?  ¿Cómo  pudo  sal>erloolH.  señor 
IxirrvMuxbea,  cuando  no  onlt-nó  iiistruir  sumario  ninguno,  j  cuan- 
do, en  lucar  do  hacerlo  instruir,  ha  m;i!.dado  de  hecho  cortar  el 
úi.ivo  quo  de  nuo>ín\  parto  se  estaba  in^í^ayel^il•?  ¿Pni.>to  que  la 
jurisdivvii-n,  Uval  ó  extrairerfl,  deínndía,  «egún  su  opinión,  de  la 
vvndioióa  vio  las  jvreonas  complicadas,  dvi  siíio  y  del  ukxIo  como 
se  hab;an  i^nsn m:\do  lo-^  aeontov^mienu^s,  no  era  natural,  algo 
mas  ob'^ptK  \,  neosrurar^o  orioin!  y  p^sitivamen::-  de  la  veriad 
iK»  !v\<  b*vvlu^s^  ¿Y  si  ao  Sv^  ast^uró  de  eil- •>  en  !a  única  í^mia  que 
la  Itv  V  la  nn»o:;ca  uv*ve;s;íl  iv^s^Tvvon  o^^-no  ant-émi'-a  (uua  in- 
tVr^tíaoiv^n   ;ud:oial^,    ov^n  r,-:ó  iV.n  lai^un:  ^^    h\^  «¿rmaciones,  y 

1,1  v;.;c;vr..i.:íoia  do  .a  p:.:r:  .?  Tan  inr^^ríar.te.  tan  in  i:5|»ensa- 
b^\  ían  dtvisivo  ho'r,v^  ot\^:  ;.\  ix^r  lo  o.ue  á  n  >^:r-^  hace,  el  su- 
nv^'^: A  0^-0  r.v\>  ';t^:a.\<  rosisvi  iv^  ,i  ,i:o\-.'r.:::,ir  h^.s:.;  hal>?r'.o  teni- 
d  ^  a  '  a  Y . s: vV  a  cu v o  ^.  :\v :  v^  ,  v^  s* ^ I :  v : : .; : i: v>?  re : :e  :a  i  ?,s  veces,  v  alie- 
T^  icr-r.'iv^s  la  h^r.r,^  df  ?;i.\>n"i:<vr.;\r\v  j:::.:;^  cx^a  e*  Iu:i:ir;v«so   in- 
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buques  inmediatos;  vjue  habiéndolo  alcanzado,  le  infirieron,  sin 
saberse  quién  ó  quiénes,  cinco  puñaladas,  todas  mortales,  y  to- 
das por  detrás:  circunstancias  ambas  ya  bastantes  por  sí  solas, 
para  hacer  presumir  que  no  fué  herido  dentro  de  la  barca,  y  an- 
tes de  arrojarse  al  mar;  y  que  muerto  ya,  lo  Ueraron  á  bordo, 
de  donde  al  día  siguiente  lo  condujeron  á  tierra  para  darle 
sepultura. 

No  hay  una  sola  de  las  ocho  declaraciones  que  contiene  el  su- 
mario, que  acredite  haber  sido  Matc^rens  muerto  ó  herido  si- 
quiera durante  el  motiu  y  la  subsiguiente  riña;  es  decir,  en  el 
primero  de  los  dos  actos  en  que  naturalmente  estuvo  dividido 
ese  sangriento  drama;  mientras  que  el  hecho  de  haber  salido  in- 
cólume del  buque,  de  haber  sido  perseguido  en  su  fuga  por  di- 
ferentei  embarcaciones  menores,  de  habérsele  restituido  á  la 
«Rondanini»,  ya  difunto,  y  de  haber  sido,  por  consiguiente,  apu- 
ñaleado y  muerto,  fuera  de  ella  ó  sea  dentro  del  mar,  lo  testifi- 
can, el  enjuiciado  Silva,  á  f .  6  vuelta,  el  testigo  prest  ncial  Mi- 
guel Micuchi,  á  f .  8  vuelta,  y  el  mismo  capitán  de  la  nave,  don 
Ángel  Pastor,  á  f .  12;  añadiendo  que  al  llegar  á  su  buque,  pues 
había  estado  ausente,  se  impuso  de  lo  ocurrido,  que  sometió  en- 
tonces al  orden  á  los  amotinados  y  que  má»  tarde  fué  todavía 
que,  trayendo  el  cadáver  de  Matcarens,  llegó  uno  de.  los  botes  que 
fueron  en  atixilio  del  alzaviiento. 

La  verdad  de  esta  narración  está  confirmeda  con  dos  testimo- 
nios, tanto  más  irrecusables  cuanto  que  son  oficiales:  el.  del  ca- 
pitán del  puerto  (nota  de  f  1)  que  se  constituyó  en  el  acto  en  el 
teatro  mismo  de  los  sucesos;  y  el  del  juez  de  la  causa  (Informe 
á  la  Iltma.  Corte  Superior  de  esta  Capital)  que  mas  que  nadie 
ha  tenido  ocasión  y  medios  para  saber  lo  acontecido.  ' 

La  indagación  judicial  arroja  también  las  notabíes  circuns- 
tancias siguientes:  que  había  enemistad  anterior  entre  el  piloto 
y  Matcarens;  que  hubo  dentro  del  buque  de  visita  personas  ex- 
trañas á  él:  que  tal  vez  tomaron  estas  parte  en  los  sucesos  desde 
el  principio:  y  que  positivamente  la  tomaron  en  los  últimos,  sin 
saberse  hasta  donde  alcanza  su  participación,  las  gentes  que  en 
botes  de  otros  buques  ocurrieron  á  la  bulla. 

¿Y  en  presencia  de  estos  hechos,  que  no  están  por  cierto  ple- 
namente probados,  ni  que  podían  estarlo  por  haberse  peimitido 
la  marcha  de  la  «Rondanini»  desde  el  28  de  Setiembre,  pero  que 
sí  reúnen  todos  los  caracteres  de  probabilidad  legal,  y  que  en 
todo  caso  no  están  contradichos  por  prueba  ninguna  en  contra- 
rio, será  dable  justificar  el  decreto  que  los  extrae  de  la  compe- 
tencia nacional,  para  someterlos  á  la  jurisdicció  n  italiana?  ¡Que! 
¿No  son  territorio  del  Perú  las  aguas  de  Chine// a,  en  donde   in- 
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ipfsinado  Matcoreiis?  ¿Es  lícito,  ea  *1igiio,  es  huma- 
aliiiniloiinr  nsí,  ni  que  huyendo  de  lii  muerte,  ea 
lii  protecf-ión  de  nuestra  bandera,  por  la  alevosa ma- 
minal?  ¡Qut!  ¿Se  violan  nuestras  leyes,  eb  ensan- 
¡•strns  iigua.t,  que  es  suelo  nuestro,  tan  sagrado  como 
ül  (jue  pisamos  J'  dejamos  e!  castigo  á  la  tardía  ac- 
libunales  extranjeros?  ¡Que!  ¿Se  mancilla  la  raa- 
nación,  y  abamlouamos  á  los  extraños  la  vindlca- 
^Ira  lionra?  ¡Que!  ¿Se  promueve  un  escándalo,  se 
troz  asesinato,  lo  presencia  toda  una  numerosa  po- 
nte, se  sepulta  á  la  víctima  á  la  vista  de  un  pueblo 
sostiene,  sin  embargo,  que  no  han  sido  turbados  ni 
la  tranquilidad  del  puerto?  ¡Que!  ¿Era  necesario  al- 
i  que  la  autoridad  lo-^al,  en  representación  do  la  vin- 
i,  linbiei-a  de  intervenir,  á  fin  de  restjib'ecer  los  lio- 
;  de  la  ju'^ticia  nacional?  Al  simple  buen  sentido  de- 
itest«cÍón. 

Unto,  si  no  estamos  ofuscados,  creemos  liaber  pro- 
a  evidencia,  que  aún  dáiulole  á  la  Couveiicióa  *'ou- 
)iia  !a  eipiivooada  intellyencia  que  le  atribuye  el  H. 
n.»  de  Kelaciones  Exteriores,  aun  <rM  tsie  sutues- 
la  do  la  «Emilio  Ronilauiní".  al  aiot-becer  del  23  de 
lo,  iK-rlenecen  de  dereiho  á  la  jurisdi^cióu  de'  país; 
;d>er  probado  también  de  la  misma  manera,  que  el 
rito  de  2íí  de  Febrero  de!  año  que  corre,  es,  eu  sua 
an  opuesto  al  di  roeho  internacional  genernl  y  a!  es- 
ni,  i\>mo  es  contrario  á  uui'stra  Constitución,  á  nues- 
y  á  nuosuvs  ri'glamciUos;  en  una  palabra,  á  uueátra 
iiierua.  |Hiliiica  y  civil. 

>  cual  se  desluce,  que  estáis,  como  guardianes  de  la 
ir»,  (vm  vigiin^sa  obligación  de  aprobar  Ia  pr>>pO£Í' 
i'ñor  Oviedo,  y  de  dirigir,  eu  co:isecuencia,  la  primfr 
üc'ón  al  I\HÍer  EjiH-uíivo,  á  fin  de  que  se  sirva  revo 
lodcvMo— I-ina.  .lui.io   19  de   1?0P,— .VoiivíÍ   S 

rilv  á  l'S-  [*;ír:»  que  sp  sirva  j-onorlo  oa  couocimientc 
Vsidvnie  de  ".a  Kci  úMxa. 
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Lima,  7  de  Agosto  de  1869. 

Vista  en  Consejo  de  Ministros,  y  con  su  acuerdo,  contéstese  en 
los  términos  aprobados. 

Rúbrica  de  S    Vj. 

BarreiiecJiea. 


Ministerio  de  Beladones  Exteriores, 

Ldma,  Agosto  10  de  1869. 
Señor  Secretario  de  la  Honorable  Comisión  Permanente. 

He  dado  cuenta  á  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  de  la  no- 
ta que  me  ha  dirigido  US.,  trascribiéndome  un  dictamen  aprobado 
por  esa  H.  Comisión,  en  el  cual  se  opina  porque  S.  E.  revoque  el 
decreto  que  dictó  el  28  de  Febrero  último,  con  motivo  del  cono- 
cido caso  del  «Emilio  Rondanini». 

S.  E.  el  Presidente,  coa  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  rae 
ha  ordenado  que  conteste  á  US.  en  los  términos  siguientes: 

Antes  de  todo  debo  declarar  que  esta  nota  no  tiene  por  objeto 
renovar  una  discusión  que  ha  sido  ya  bastante  {)rolongada  y  que 
tendría  hoy,  entre  otros  defectos,  el  de  ser  inútil  y  tardía.  Ani- 
mado de  este  espíritu,  y  prescindiendo  de  los  términos*  y  pormeno- 
res de  la  proposición  y  del  dictamen  aprobado  por  la  H.  Comi- 
sión, me  ocuparé  sólo  de  lo  sustancial  que  encierra  la  reí  resenta- 
ción  de  la  Comisión  Permanente.  A  su  juicio,  el  decreto  cíe  28  de 
Febrero  es  infractoiio  de  la  Convención  Consular  vigente  entre  el 
y  Perú  é  Italia,  de  los  princi[>ios  del  Derecho  de  Gentes,  de  los  Usos 
generalmente  recibidos  y  de  la  Constitución  y  leyes  de  la  Repú- 
blica. También  se  ha  hablado  de  la  indej)endencia,  de  la  sobera- 
nía y  de  la  dignidad  de  la  República.  Nadie  aventajará  á  S.  E. 
el  Presidente  en  el  propósito  de  sostenerlos;  y,  sin  embargo,  él  se 
hallf  profundamente  convencido  de  la  justicia  y  de  la  convenien- 
cia del  decreto  de  28  de  Febrero,  porque,  lejos  de  afectar,  con- 
sulta la  dignidad  nacional. 

En  las  conclusiones  del  dictamen  se  apuntan  tres  infracciones, 
cuya  enmienda  se  pide  al   Poder  Ejecutivo.    La  violación  de  la 

28 


—  218  — 

Ojnvención  entre  el  Perú  é  Italia,  en  cuanto  á 
«rtícnlo  17:  la  violación  de  este  artículo  aun  o 
fentido  que  le  han  dado  loa  dos  Gobiernos  coi 
«Bpecial  del  oEmilio  Kondaiiini»;  y  la  infracpió 
•I  Gobierno  ha  dicho  que  el  mismo  principio 
tos  demás  buques  mercantea  extranjeros,  eiemj 
IMS  á  qne  pertenecen  lo  observen  con  el  Perú. 

Los  tratados,  como  todo  lo  que  es  internacior 
afera  distinta  y  mas  extensa  que  la  legislación 
quiera  que  sean  las  citas  de  escritores  de  Derec 
•e  hayan  becbo  en  la  representación,  cuyas  pa 
de  desear  que  se  copiasen  íntegramente,  es  evi( 
láerno,  que  las  convenciones  y  los  tratados,  la: 
tratadistas  modernos  mas  autorizados,  los  usos  < 
Jas  resoluciones  y  decretos  de  los  piiíses  mas  ail 
gran  el  principio  declarado  por  el  decreto  de  % 
leco  nocí  miento  constante  es  un  hecho  en  el  Peí 
K  verifica  en  nuestros  puertos;  y,  lejos  de  qi 
oontrario,  el  único  acto  gubernativo,  la  única  i 
jprecedente  autorizado  que  se  encuentra  relativo 
•1  supremo  decreto  dictado  en  1853  por  el  Prasi 
lul,  señor  General  Echenique,  autorizado  ptir 
Tirado,  en  el  cual  se  declaró  que  los  delitos  con 
un  buque  extranjero,  entre  exlranjeros,  no  erar 
las  autoridades  peruanas.  (1)  Lo  que  ^e  ha  hecht 
28  de  Febrero,  que  ha  merecido  la  repreaentacii 
ble  Comisión  Permanente,  es  restringir  eseautoi 
■ujetándolo  é  la  reciprocidad,  condición  de  just 
y  de  honor.  Lo  que  esa  declaratoria  importa,  es 
tenido  lugar  en  el  Perú  con  los  extranjeros  en  ' 
reclio  marítimo,  no  se  hará  en  adelante  sino  co 
que  se  observe  la  mism^  conducta  con  el  Psrú. 
28  de  Febrero  ne  ha  levantado  la  República  al  : 
dee  Potencias  del  mundo,  en  materia  de  Derecho 
que  ha  hecho  S.  E.  el  Presidente  es,  decir:  la  bi 
inviolable  y  en  donde  está  ella,  allí  están  el  ho 
)•  Kepública. 

Para  mantener  sus  derechos  el  Perú  debe  re 
La  reciprocidad  es  la  justicia,  la  igualdad  y,  \ 
Terdadera  democracia  entre  las  naciones.  Los  p 
miten  la  reciprocidad  en  materia  internacional, 
periores,  ó  se  confiesan  inferiores  á  los  demás.  '. 
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aspirará  lo  primero  y,  ni  debe,  ni  quiere  aceptar  lo  segundo.  Exi- 
gir para  la  bandera  peruana  lo  que  el  Pera  ha  hecho  siempre  con 
las  banderas  extranjeras,  tal  es  el  sentido  que  debe  darse  al  de- 
creto de  28  <le  Febrero.  Claros  debieron  ser,  ajuicio  del  señor 
Encargado  de  Negocios  de  Italia,  los  principios  que  lo  dictaron, 
puesto  que  no  creyó  necesario  fundarse  en  el  artículo  17  de  la 
(Convención  consular  vigente  entre  el  Perú  é  Italia.  Bl  Gobierno 
se  fundó  en  ella,  porque  debía  re^conocer,  no  solo  un  principio 
sino  un  derecho  reconocido  por  el  mencionado  artículo  de  la  Con- 
vención vigente.  Su  inteligencia  no  puede  ser  mas  terminante. 
Las  autoridades  locales  no  pueden  intervenir  sino  cuando  se  per- 
turbe la  tranquilidad  del  puerto,  cuando  se  hallen  implicadas 
personas  extra^fias  á  la  tripulación  ó  cuando  se  invoque  el  auxilio 
de  la  autoridad  local. 

Cuando  S.  E.  el  Presidente  dictó  el  decreto  de  28  de  Febrero, 
con  motivo  del  caso  del  «Emilio  Ronaanini*  se  pidió  por  un  se- 
ñor Fiscal  reconsideración;  (1)  se  entabló  por  los  dos  señores  Fisca- 
les competencia;  (2)  se  ilustró  la  cuestión  por  la  prensa,  escribién- 
dose en  varios  sentidos  por  muchas  personas  y  de  todos  los  modos 
posibles.  £n  esta  lucha  de  opiniones,  el  Gobierno,  aunque  fuerte 
con  su  convicción  y  con  el  liberal  espíritu  de  su  conducta, 
debía  fijar  su  atención  en  la  Excelentísima  Corte  Suprema  y  en 
la  H.  Comisión  Permanente.  La  primera  llamada,  por  un  ladp,  á 
conocer  de  las  infracciones  del  Derecho  Internacional,  conforme 
al  artículo  16  del  Reglamento  de  Tribunales  y,  por  otro,  colocada 
en  la  cima  del  Poder  Judicial.  La  segunda  que  en  virtud  del 
artículo  107  de  la  Constitución  tiene  el  derecho  de  dirigir  repre- 
sentaciones al  Poder  Ejecutivo  cuando  cree  ver  en  algún  acto  de 
éste  una  infracción  de  las  leyes.  Nada  ha  dicho  el  primer  Tribu- 
nal de  la  República;  y  en  cuanto  á  la  H.  Comisión  Permanente, 
su  silencio  de  cinco  meses  autorizó  al  Presidente  para  creer  que 
ella  pensaba  como  él.  E2s  cierto  que  la  Comisión  no  tiene  térmi- 
no fijo  para  dirigir  sus  representaciones;  pero  es  natural  que  las 
bag^^  en  tiempo  oportuno  para  que  la  infracción  se  enmiende. 
Durante  los  cinco  meses  trascurridos  ha  habido  un  cambio  de 
comunicaciones  diplomáticas  que  maniñestan  hallarse  conformes 
los  dos  Gobiernos  en  el  sentido  que  debe  darse  al  artículo  17  de 
la  Convención  Consular  vigente,  para  cuyo  cumplimiento  está 
empeñado  el  honor  nacional.  En  la  proposición  que  ha  aproba- 
do la  Comisión  Permanente  se  dice  que  el  decreto  de  28  de  Fe- 
brero no  es  conforme  con  la  opinión  de  las  partes  contratantes; 
pero  las  partea  contratantes  son  los  Gobiernos  del  Perú  y   de 

[1]  P^ginM  43  á  05.  . 

(2)  Se  inserta  más  adelante  la  petición  de  los  señores  Fiscales. 
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Italia;  y  e*!U;«í  «o  hrtilan  conformes  eu  cuanto  á  la   inteligencia 
íjí'l  líHjncíonado  artículo. 

Kíi  cuanta)  al  cano  especial  del  «Emilio  Rondanini»,  sa  estadio 
caríjí'ü  de  utilidad  práctica,  desde  que  los  Jaeces,  sin  interven- 
ción del  Oobicrno,  bobrí?."cyerou  en  su  conOviimiento,  desde  que 
no  reclamaron  contra  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo  y  mucho 
ii\(\ñ  dendo  que  la  (ioiVs  Suprema  no  ha  formado  la  competencia 
ix'dida  por  ¡oh  señores  Fi acales.  Del  sumario  no  resulta  compro- 
ím  lo  quíi  (?l  aitMÍnuto  de  M:itcarená  so  hubiese  cometido  fuera  del 
buípie,  cualquiera  que  sea  la  opinión  emitida  por  el  Juez  des- 
\)n(m  do  liabor  dictado  su  auto  de  sobreseimiento  aprobado  por  la 
Corte  Huptírior:  pero,  para  el  caso  de  qre  así  hubiese  sido,  debe- 
rían re(!ordarrfo  las  siguientes  palabras  que  se  encuentran  en  ua 
do(!Utn(Mit()  (juü  lleva  mi  firma;— <cH')y  mismo,  si  se  descubriese 
(|ue  el  asesinato  de  Matcarons  se  había  cometido,  no  á  bordo  si- 
no en  aguas  peruauíis,  el  Gobierno  reclamaría  á  los  asesinos  pa- 
ra ju/.garlos;  y  estamoj  seguroi  de  que  el   Honorable  señor   En- 

0  n-gado  do  Negocios  do  Italiano  los  rehusaría».    Precisamente 
tongo  la  seguridad  de  que  los  entregaría. 

Así,  en  el  caio  es|)ocial  del  «Emilio  Rondauini»  no  hay  ya 
cuestión  alguna  ni  internacional,  ni  privada. 

I''n  cuanto  á  la  inteligencia  del  artículo  17  de  la  Convención 
entre  ol  IVrú  (^  Italia,  (1)  su  sentido,  que  antes  de  ahora  he  aoa- 
li/.íido  iletonidamonto,  es  claro  y  terminante,  tal  como  lo  han  ex- 
prosiulo  los  dos  Cíobiernos. 

En  euanto  á  la  declaratoria  que  ha  hecho  el  Presidente,  de 
<ino  el  mismo  prineipio  debe  observarse  con  lo^  Gobiernos  que  lo 
obstM'von  con  ol  Perú,  ella  es  conforme  con  los  principios  del 
I >o»voho  Internacional  y  no  se  opone  á  las  leyes  internas.  La 
Honorable  Comisión  cree  que  no  debo  observarse  ese  principio,  j. 
aún  so  invt>i\i  para  ello  el  honor  na^úonal,  no  obstant3  que,  al 
e'M\lrario,  é^to  q.ieda  perfeoUimento  salvado  con  dicha  declara- 
toria. Kl  (^>biv»rno  deolaní  q.ie  este  principio  no  debe  observar- 
se sino  o\>n  las  Naciones  quue  lo  observan  ci>n  el  Perú.  La  Ho- 
nomble  Cx>misión  orvMí  que  no  debe  ser  así.  El  Congreso  fallará. 
V'l  Oobiorní\  al  decir  que  del>e  cumpüi^e  ei^  regla,  no  se  halla 
lie  \do  por  niniíun  ov^npromiso.  E-^e  prin^'pio  no  ha  recibiiio 
ana  aphoaoión;  y,  fallando  tí\n  p.H\>  tiempo  para  que  se    reúna 

01  Congi\v>K>,  no  la  tendrá  hasui  que  é>t^  k^sa-lva  lo  conveniea- 
te,  a:inq;u^  la  o.>nviook>n  del  Pre>^  lente  y  de  su  Conseja  es  cal* 
o;a  -í.i>  :irme  ro^p^vlo  de  la  ju^iioia  y  de  ia  Cv>nver.ienoia  de  esa 
dtv'.-^raioria,  así  oonio  de  que  se  ha  procar:\i.>  cv»n  tila  levantar, 
alta,  la  d:cnidavl  nacional. 


^r  TAirir.** 
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Sírvase  US.  poner  esta  nota  en  conocimiento  de  la  H.  Comi- 
sión Permanente. 

Dios  guarde  US. 

/.  A,  Barrenechea, 


Comisión  Permanente  del  Cuerpo  Legislativo. 

Lima  i  Agosto  13  de  1869. 
Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

He  dado  cuenta,  en  la  sesión  de  hoy,  del  oficio  de  US.,  de  10 
del  corriente,  en  el  cual  contesta  US.,  a  nombre  de  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República  y  del  Consejo  de  Ministros,  á  la  repre- 
sentación motivada  por  el  supremo  decreto  de  28  de  Febrero  úl- 
timo, expedida  con  ocasión  del  despacho  que  dirigió  á  US.  el  H. 
Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  negando  la  ju- 
risdicción nacional  en  el  conocido  caso  del   «Emilio  Rondanini». 

La  comisión  especial,  a  que  dicho  oficio  so  ha  pasado,  cree  in- 
dispensable, antes  de  otro  dictamen,  que  se  aclare  el  espíritu  que 
ha  procedido  á  la  redacción  de  ese  docamento,  y  que  se  precise 
y  determine  su  sentido;  pues  aunque  la  impresión  que  haya  de- 
jado en  el  ánimo  de  todos  los  que  lo  han  leído,  sea  la  de  una 
completa  y  absoluta  insistencia  en  el  docreto  de  28  de  Febrero, 
la  afirmación  expresada,  en  el  final  del  ultimo  acápite,  de  que 
no  tendrá  aplicación  la  parte  genérica  de  d'cho  decreto  hasta  la 
reunión  de  la  próxima  legislatura,  hace  nacer  la  sospecha  de  que 
se  ha  querido  insinuar  que  quedará  en  suspenso  hasta  entonces. 

Mas  como  allí  mismo  se  dá  por  causal  de  esa  no  aplicación,  el 
poco  tiempo  que  falta  para  que  la  cuestiÓTi  se  decida  de  ui¡  modo 
definitivo  por  el  poder  competente,  el  sentido  recto,  obvio  y  ajus- 
tado á  las  leyes  del  idioma,  es  el  de  la  indicaíMÓn  de  una  pro- 
babilidad que  5»e  < lesea  presentar  como  mas  próxima  á  la  certi- 
dumbre; pero  no  el  de  una  (lene<^atoria,  cuyas  formas,  por  otra 
parte,  se  echan  absoluta-uente  de  menos  en  el  caso  actual,  pues 
la  comunicación  de  US.  no  <Hce  ni  deja  presumir  referencia  al- 
guna á  semejante  acto  gubernativo. 

En  medio  de  estas   dificultades,  y  Josoaudo  dar  una   muestra 


a  acogido 
nuevo  en  > 
«so  (le  este 
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onada  á  es 
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ello  necesario  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  lo  cual  no  pue- 
de tener  lugar  sino  volviendo  á  entrar  en  una  discusión  cajm 
oportunidad  no  presentaba  la  nota  de  US. 

Tengo  el  honor  de  decirlo  á  US.  en  contestación  á  su   citada 
nota. 

Dios  guarde  á  US. 

J.  A.  Barrcnechea.  (1) 


PKTICION  DE  LOS  PI8CALKS  HK  L\  CORTR  SUPREMA  PARA  QUE  ffi9T« 
SUPREMO  TRIBUNAL  PROMUEVA  COMPETENCÍA  AL  PODER  KJ»- 
CÜTIVO. 

Ministerio  de  Justiciaf  Culto,  Iiistruocion  y  Benejicencio . 

Lima,  6  de  Aiarzo  de  1869. 

Señor  Presidente  de  la  Excma.  Corte  Suprema. 

El  señor  Ministro  de  Rjlaciones  Exteriores,  en  nota  de  2  del 
actual,  me  dice  lo  siguiente: 

«  Con  motivo  de  uua  reclam-icióii  del  señor  Ea^argado  de  No- 
gocios  de  Italia,  ha  declarado  S.  E.  el  Presidente,  con  fecha 
28  de  Febrero  último,  que  no  se  halla  expetlita  la  jurisdio- 
cióu  nacional  para  conocer  en  el  enjuiciamiento  de  lo3  marineros 
del  buque  «Emilio  Rondanini»  que,  a  consecuencia  de  un  asesi- 
nato cometida  contra  un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  ba- 
que en  las  islas  de  Chincha,  en  23  de  Agosto  del  año  pasado, 
fueron  remitidos  por  el  Gobernador  á  disposición  del  Juez  de  !• 
Instancia  de  lea.  » 

«Hecha  esta  declaración  que  fija  el  sentido  de  la  estipulación 
respectiva  de  nuestra  Convención  Consular  con  Italia,  solo  fal- 
ta realizar  la  petición  hecha  por  el  señor  Garrón,  para  que  los 
expresados  marineros  sean  remitidos  al  Callao  y  se  mantengan  de- 
tenidos allí  á  disposición  del  Vice-Cónsul  de  Italia,  quien  cuida- 

(l)  La  Comisión  Permanente  acordó  dirigir  al  Poder  Ejecutivo  la  segunda 
representacióti.  "  .  ,    tt   r-x 

En  la  Legislatara  Ordinaria  de  1872,  se  discutió  v  rechazó,  en  la  H.  CAmm- 
rade  Dipntados,  el  proyeeto  ae  acusación  formulada  contra  el  señor  Mini»^ 
de  RclacioQes  Bxtetfores.  doctor  d  ni  José  A.  Bancnechea,  eon  motivo  del 
decreto  expedido  en  28  ae  Febrero  dt  1869. 
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rá  de  abonar  los  gastos  que  se  hagan  en  la  conducción  y  deten- 
ción de  los  prisioneros.  A  fin  de  lograr  ese  objeto,  suplico  á  U& 
que  se  sirva  librarlas  órdenes  necesarias  á  las  autoridades  (liie 
deben  intervenir  en  el  cumplimiento  de  esta  disposición. . 

ix)  que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  para  su  conocimien- 
to  y  demás  fines. 


Dios  guarde  á  US. 


Teodoro  La-Rom. 


■  "IM.fl  í> 


Lima,  Marzo  10  de  1869. 

Rób&riflÍ!.'*^-'°^V.°"í'f'"'«"^  de  los  señores  Fiscales.- 
beyroTMuao?.  '  ^«^"átegui,  Gómez  Sánchez,  Cossio,  Ri- 


Castellanos^ 

Secretario 


Excmo.  Señor; 

cia  de  una  r^olnmo^;-  i  /^^'««^'ones  Exteriores,  por  consecuen- 
li«,  con  motfvo  dTh  r^  t'  ''"''''  ^'?^«'-g'^do  de  xNÍgocios  de  Ita- 

poHoTmTrrnr3UTbi:^:\r^^^^^^^ 

miento  ,le  los  individuos  dp%„  *^1.  ?  ^.""^^nmi»  y  del  juzga- 
meditado  sobre  e  cintonidn  T  "P"  '^^J*'"''  J'  «después  de  haber 
el  Sapro.no  GobierZln  ^'  declaraciones  que  ha  hecho 

deber^nyo  repre!^^^^  ^  ^'^í¡<^^'i«  «sunto.   cree    un 

¡as  I-yes  do t  V^^^^^^%  Ponderes  PúbliL  y  de 
tiva  compotoncia  en  conformid  i -t  V        .-''"f  "'''*  '*  "^^P^^" 

yl07,i„o¡so4o.deirS^>;mudó^-"'^''''^^^^^^^  "'''   '"'^''^   ^9, 
iA»cIarar  oiie  no  .^a  I,,  i  i..  .„^    ,.;    ,     .     ... 


ra 
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lio  Rondanini»  por  el  asesinato  cometido  á  su  bordo,  importa 
tanto  como  renunciar  á  la  soberanía  nacional,  derogar  las  leyea 
positivas  y  avocarse  el  conocimiento  del  proceso  pendiente  ante 
los  juzgados  del  Perú. 

El  Código  Civil,  lo  mismo  que  el  Penal,  acordes  con  los  prin- 
cipios de  legislación  universal  y  del  Derecho  do  Gentes,  han  de- 
clarado: « que  las  le/es  de  policía  obligan  á  todos  los  habitantes 
«del  PcTu;  que  la  facultad  de  administrar  justicia,  en  materia 
9criviinaly  corresponde  excliutivamerite  á  los  juzgado!  y  tribunales 
«establecidos  por  las  leyes;  y  que  están  sujetos  á  su  jurisdicción 
« los  peruanos  y  extranjeros  que  delinquen  en  el  territorio  de  la 
«República.» 

Careciendo  el  Gobierno  de  facultad  para  derogar,  modificar  6 
interpretar  las  leyes,  no  ha  podido  despojar  á  los  jueces  y  magis- 
trados de  las  atribuciones  jurisdiccionales  que  ellas  le  conceden, 
ni  arrancar  de  su  jurisdicción  á  los  criminales  sometidos  ya  á 
ella;  porque  sería  renunciar  el  EjecutWo  las  atribuciones  de  que 
están  encargados  los  tres  Poderes  Públicos.  Si  era  cuestionable  la 
jurisdicción  con  que  se  iniciaba  el  juicio,  debió  decidirse  por  los 
jueces  y  tribunales  designados  por  las  leyes  y  en  el  modo  y  for- 
ma que  ellas  prescriben;  pero  nunca  por  el  Gol  'e  no  que  debió 
suspender  su  acción  diplomática  mientras  fio  concluyese  la  ac- 
ción judicial.  Esta  absorción  de  las  facultades  propias  de  los 
jueces,  la  facilidad  con  que  ha  decidido  la  caestión  sobre  jurisdic- 
ción, que  debió  someter  al  juf*z  de  la  causa,  sin  convertirse  el 
mismo  en  juez,  hacen  inevitable,  aunque  penosa,  la  promoción 
de  Ja  competencia;  que  el  Fiscal  pide  á  V.  E  que  promueva  al 
Supremo  Poder  Ejecutivo,  para  que  no  lleve  á  efecto  las  órdenes 
qne  ha  librado  y  deje  al  Poder  Judidal  en  la  posesión  de  ejer- 
cer, sobre  el  territorio  de  la  República,  la  jurisdicción  criminal 
que  las  leyes  le  conceden. 

El  Fiscal  se  abstiene  de  examinar  la  cuestión  bajo  su  aspecto 
diplomático,  porque  á  V.  E.  no  compete  su  resolución;  pero  no 
por  eso  dejará  de  indicar  que  el  artículo  4?  del  Tratado  del  Perú 
con  Italia  no  restringe  la  jurisdicción  nacional,  ni  prorroga  la 
criminal  á  los  Cónsules,  ni  á  sus  Gobiernos,  para  que  juzguen  á 
los  delincuentes.  (1)  Ese  Tratado  es  una  ley  del  Estado,  y  si  ofre- 
cía alguna  duda  en  su  aplicación  ó  en  su  sentido,  no  ha  debi- 
do interpretarse  ó  alterare  con  mengua,  daño  ó  pérdida  de  los 
derechos  mayestáticos  de  la  nación,  sin  haberse  observado  para 
.  ello  las  mismas  formalidades  que  concurrieran  para  eeltbrarlo — 
No  nace,  pues,  de  él  la  inhibición  de  los  jueces  locales  para  co- 
nocer de  los  delitos  cometidos  en  los  buques  mercantes,  surtos  en 


• 


[1]  Vírase  ese  Tratado  en  la  página  5.  29 
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tencia  al  Gobierno;  y  el  que  suscribe  se  adhiere  á  esta  solicitud, 
sin  perjuicio  de  la  reconsideración  mencionada. 

Lima,  á  12  de  Marzo  de  i 869. 

♦         ^  Uretü, 


ACUERDO  DB  LA  CORTE  SUPREMA 

\ 

En  Lima,  á  los  siete  días  del  mes  de  Abril  del  afío  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  nueve,  reunida,  en  acuerdo,  la  Excma. 
Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  objeto  de  resolver  lo  conve- 
niente, acerca  de  la  petición  de  los  señores  Fiscales,  para  que  se 
abra  al  Supremo  Gobierno  la  competencia  á  que  dá  mérito  la 
resolución  de  veintiocho  de  Febrero  último,  en  que  se  ha  decla- 
rado que  no  está  expedita  la  jurisdicción  nacional  para  conocer 
del  enjuiciamiento  de  los  marineros  del  buque  italiano  «Emilio 
Rondanini»  que,  á  consecuencia  de  un  asesinato  cometido  contra 
un  individuo  de  la  tripulación  de  ese  buque  en  las  Islas  de 
Chincha,  fueron  remitidos  por  el  Gobernador  á  disposición  del 
Juez  de  1*  Instancia  de  lea;  y,  después  de  una  detenida  discu- 
sión, en  que  opinaron  los  señores  Muñoz,  Ribeyro,  Alvarez, 
Cossio  y  Carpió,  porque  antes  de  adoptar  ninguna  resolución  de- 
cisiva se  pidiese  informe  á  la  Iltma.  Corte  Superior,  oyendo  al 
Juez  de  la  causa,  se.acordó  pedir  dicho  informe,  salvando  el  se- 
ñor Presidente  doctor  don  Francisco  J.  Mariátegui  su  voto,  que 
fué  porque,  desde  luego,  se  entablase  la  competencia,  protestan- 
do contra  la  supradicha  resolución. 

Y  para  constancia  se  extendió  la  presente  acta,  que  firmó  su 
señoría  el  señor  Presidente,  de  que  certifico.  (1) 

Mariátegui. 

Manuel  L,  Castellanos. 


[1]  Después  de  este  acuerdo,  no  se  encuentra  otro  lobre  esta  cuestión,  ni 
hay  dato  en  los  libros  de  la  Corte  Superior  de  Lima;  i>ero  es  lo  cierto  que  la 
promoción  de  la  competencia  te  hizo  inútil,  porque  los  jueces  sobreseyeron  en 
cl  conocimiento  de  la  causa. 


A,   Cus    MOTIVO 
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conocimiento  la  contestación  dada  por  el  señor  Secretario  de  lle- 
laciones  Exteriores  de  Colombia,  al  Vice-Cónsul  de  esta  Nación 
en  esta  Capital,  absolviendo  una  consulta  hecha  por  éste  el  dar 
cuenta  á  su  Gobierno  del  incidente  de  la  barca  «Emilio  Ronda- 
nini»,  agregando  V.  E.  que  dicha  contestación  manifiesta  la  in- 
teligencia que  el  Gobierno  do  Colombia  dá  al  inciso  3^  del  artí- 
culo 29  del  tratado  vigente  entre  ambos  países. 

Al  acusar  recibo  á  V.  E.  de  dicha  nota,  me  os  grato  reiterarle 
las  seguridades  de  la  mas  alta  y  distinguida  consideración  con 
que  tengo  el  honor  de  ser  de  V.  E.  atento  servidorr. 

Mariano  Dorado. 

AI  Excrao.  señor  Teodoro  Valenzuela,  Ministro  Residente  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia. 


TITULO  ASUMIDO  POR  S.  M.  VÍCTOR  MANUEL  II 

Tarín,  23  de  Marzo  de  1861. 
Excelencia: 

Tengo  el  honor  de  notificar  á  V.  E.  que  Su  Majestad  Victor 
Manuel  II,  mi  Augusto  Soberano,  con  el  general  aplauso  de  los 
pueblos  de  Italia  y  por  el  voto  unánime  del  Parlamento  Nacio- 
nal, ha  asumido,  para  Sí  y  sus  sucesores,  el  título  de  Rey  de  Ita- 
lia. 

Así  nuestra  patria,  restaurada  por  la  unión  y  el  amor  que  ro- 
dea al  Trono,  inaugura  el  hecho  d^^  la  independencia  nacional, 
y  lleva  á  la  feliz  compañía  de  los  Estados  del  mundo,  un  nuevo 
elemento  de  orden,  de  equilibrio,  de  progreso  y  de  paz. 

Tengo  la  halagüeña  certidumbre  de  que  V.  E.  y  los  pueblos 
de  aquella  República  celebrarán,  vivamente,  la  restauración  de 
una  nación  amiga,  que  tiene  en  ella  una  feliz  y  antigua  alianza 
de  intereses  comerciales  y  el  vivo  anhelo  de  consolidarlas  y  acre- 
centarlas. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  aceptar  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

C  Cavour. 

A  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  del  Perú. 


V, 


i\ 
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Ministerio  de  Belaeiones  Exteriores. 


Lima,  Mayo  11  de  1861. 


Ha  sido  entregada  á  mi  despacho  una  nota  de  V.  E.,  datada 
en  23  de  Marzo  del  presente  afio  y  dirigida  á  S.  E.  el  Presidente 
de  esta  República  del  Perú,  con  el  fin  de  siguiñcari*í  el  nueva 
título  que  ha  asumido  S.  M.  Víctor  Manuel  2*,  Augusto  Sobera- 
no de  V.  E.  Por  apreciable  que  sea  este  despacho  oficial  de  V. 
E.,  ha  sido  de  mi  deber  no  presentarlo  á  S.  E.  el  Presidente;  por- 
que, como  me  complazco  en  creer,  V.  E.  encontrará  justo  y  arre- 
glado que  no  consienta  en  fijar  un  precedente  que  afectaría  en 
gran  manera  la  dignidad  y  derechos  del  jefe  de  la  nación  perua- 
na^  poniéndolo  en  correspondencia  directa  con  el  Secretario  de 
Estado  de  otra  Nación. 

Me  será  de  alto  honor  recibir  y  contestar  cualquier  despacha 
que  V.  E.  se  sirva  dirigirme  como  órgano  de  comunicación  de  mi 
gobierno. 

Espero  que  V.  E.  se  sirva  admitir  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 


Jost  Fabio  Melgar. 

Excmo.  sañor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  S.  M.  el  Rey 
Víctor  Manuel  II. — Cerdeña. 


':'Í 


VÍCTOR  MANUEL  2? 

POR  LA  GRACIA  DE  DIOS  Y  POR  LA    VOLUNTAD   NACIONAL,    REY 

»K  ITAUA 


•i'v-^. 


Al  Presidente  de  la  República  del   Perú,  nuestro  carísimo  y 
buen  amigo,  salud. 

Los  acontecimientos  que,  á  fines  del  año  1880,  se  preparaban 
en  la  Península  Italiana,  y  que  se  ejecutaron  por  la  expontánea 
y  firme  voluntad  de  los  pueblos,  nos  han  determinado  á  sancio- 
nar la  ley  decretada  por  el  Parlamento,  en   virtud   de  la  cual 
asumimos,  por  Nos  y  por  Nuestros  sucesores,  el  título  de  Rey  de 
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Italia.  Habiendo  sido  este  acto  solemnemente  consagrado,  pre- 
viamente revestido  de  todas  las  formas  constitucionales,  veni- 
mos en  anunciarlo  á  voz,  Carísimo  y  buen  Amigo,  persuadidos 
de  que  en  el  hecho  de  reconocer  en  Nos  este  nuevo  título,  nos 
daréis,  desde  luego,  en  nombre  de  la  República  del  Peró,  que 
merecidamente  presidís,  un  nuevo  testimonio  de  vuestro  afecto  á 
Nuestrn  persona  y  de  simpatía  á  la  Nación  Italiana. 

Con  esto  rogamos  á  Dios  que  os  haga,  señor  Presiden tt.  Nues- 
tro buen  Amigo,  en  Su  Santa  y  digna  guarda. 

Dada  en  Turín,  á  los  5  días  de  Eneio  de  1862. 
VÍCTOR  MANUEL. 

RlCASOLI. 


RAMÓN  CASTILLA 

PBKSIDBNTE  CONSTITUCIONAL  DB  LA  REPÚBLICA  DEL  PERÚ 

A  S.  M.  Víctor  Manuel  2?,  Rey  de  Italia. 

Señor  y  buen  amigo: 

Los  acontecimientos  que  han  dado  á  V.  M.  el  título  de  Rey  de 
Italia,  imprimen  en  esa  Nación  magnánima  iin  carácter  verda- 
deramente extraordinario  entre  todas  las  del  continente  euiopeo. 
Las  formas  constitucionales,  de  que  ha  sido  revestido  un  acto  tan 
solemne,  las  cualidades  personales  de  V.  M.,  Monarca  tan  acre- 
ditado por  la  adhesión  y  amor  á  tu  pueblo,  y  el  influjo  de  las 
instituciones  tutelares  que  sostiene,  son  circunstancias  que  Lacen 
esperar,  con  fundamento,  la  apertura  de  una  nueva  era  para  ese 
gran  Estado,  por  cuya  eólida  felicidad  hago  votos  muy  fervientes. 
Vuestras  letras,  muy  apreciable?,  datadas  en  Turín,  me  prestan 
ocasión  para  manifestar  á  V .  M.  cuento  es  el  afecto  que  profeso 
á  su  persona,  cuántos  mis  deseos  sinceros  por  el  progreso  de  su 
patria  y  cuánto  mi  anhelo  por  cultivar  aquellas  amistosas  rela- 
ciones que  deben  reinar  siempre  entre  Gcbiernos  civilizados  y 
cultos. 

Aceptad,  sefior  y  buen  amigo,  las  mas  firmes  seguridades  de 
mi  alta  considere ción. 


.)' 


i 


V? 


+1 


J 
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Dada  en   Lima,   á  los   7   días  del    mes  de   Abril    del   año 
1862. 

RAMÓN  CASTILLA. 


1 
L 

r 


Juan  A.  Ribkybo. 


BANDERA  CON  QUE  LA  MARINA  DE  GUERRA  SEÑALARÁ  LA     PRESEN- 
CIA DE   LOS  REALES  PRÍNCIPES — 1868 


Real  Legación  de  Italia. 


Lima,  Abril  21  de  1868, 


Excrao.  Señor: 


1 


,4 


1 


El  Gobierno  italiano,  modificando  las  disposiciones  anteriort?', 
ha  determinado,  por  real  decreto  de  12  de  Enero  último,  la  ban- 
dera con  que  la  marina  de  guerra  señalará,  en  adelante,  la  pre- 
sencia de  los  Reales  Príncipes  y  de  los  Almirantes  á  bordo,  se- 
gún el  grado  de  los  oficiales  con  mando  de  las  Escuadras  y  bu- 
ques aislados. 

Estando  interesadas  las  marinas  extranjeras  en  conocer  dichas 
señales,  tengo  el  honor  de  incluir  copia  auténtica  de  dicho 
Real  decreto,  suplicando  á  V.  E.  que,  si  lo  cree  oportuno,  se  sir- 
va comunicarlo  á  las  autoridades  marítimas  del  Perú. 

Aprovecho,  con  satisfacción,  esta  nueva  ocasión,  para  renovar 
•1  testimonio  de  alta  estima  y  perfecta  consideración,  con  que  ten- 
go el  honor  de  suscribirme  de  V.  E.  afectísimo  y  obediente  ser- 
vidor. 


Hipólito  Garrón, 


A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


—   233   r- 


as^I^SriSTEI^IO  JDOB  Xj-A.  J^C-A-I^IíT-A. 


Florencia^  Enero  12  de  1868. 

RKXh  D^:CRTO  SOBRE  SEX  VT.R3  DISTINTIVAS  DE  LA  CASA  REAL 

Y  DE   MANDO. 

VÍCTOR  MANUEL  lí. 

REY    DE    ITALIA. 

m 

A  propuesta  de  nuestro  Ministro  de  Estado  y  de  Marina. 
Oído  el  parecer  del  Consejo  Superior  de  Marina. 
Hemos  decretado  y  decretamos: 

ARTICULO  L 

La  bandera  real  y  actualmente  establecida  en  uso  en  la  Mari- 
na real,  deberá  ser  cuadratla  de  dimonsioncs,  y  la  establecida  y 
actualmente  en  uso  para  los  Príncipes  R.^ales,  sera  de  forma  rec- 
tangular, para  que  en  circunstancias  dadas  no  se  confunda  con 
la  primera. 

ARTICULO  II. 

La  bandera  distintiva  del  Ministro  de  Marina  será  la  nacional 
con  un  ancla  recamada  en  amarillo  sobre  el  campo  verde.  Cuan- 
do se  use  esta  bandera,  so  izará  siempre  en  el  palo  may  >r. 

ARTICULO  IlL 

La  bandera  distintiva  de  los  Oficiales  Almirantes,  será  para 
un  Almirante  la  nacional  con  tres  estrellas  blancas,  do  seis  pun 
tas  cada  una  en  el  campo  verde,  cuya  bandera  se  enarbolará  en 
el  palo  mayor;  para  un  Vice-iilmirante,  será  la  misma  bandera- 
con  dos  estrellas  y  se  izará  en  el  palo  trinquete;  para  un  Contra 
Almirante,  será  la  misma  bandera  con  una  sola  estrella,  izada  en 
el  tope  del  palo  de  mesana. 

Las  mismas  banderas  se  izarán  en  la  proa  de  los  botes   según 
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rado  del  Oficial  Almirante  que  se  encuentre  en  ellos,  en  el 
IDO  que  queda  dicho. 

ARTICULO  IV. 

liando  alguna  vez  se  encuentre  en  algún  bote,  qu(?  no  eati 
¡nado  de  remolque,  uno  ó  más  oficiales  del  grado  de  Sub-te- 
ite  (le  navio  ó  sus  iguales,  con  excepción  de  loa  Oficiales  Al- 
antes ú  Oficiales  superiores  con  mando  de  fuerui  naval,  se 
í  en  la  proa  la  baidera  nacional  de  forma  análoga  ¿  la  prf«- 
1  para  los  buques  de  guerra  y  que  tienen  izada  en  el  tope  del 
»  mayor;  esto  es,  mas  largo  que  anclia  y  con  el  escu  lo  de 
oyii  en  el  campo  blanco. 

ARTICULO  V. 

n  la  bau  lera  nacional  cortada  en  forma  de  gallardete,  el  c  ira- 
■ojo  terminado  en  dos  puntas  tendrá  anchura  dt)blo  del  veíale 
;1  blanco,  y  se  izará  en  el  tope  del  palo  mayor  com  >  diatinti- 
le  Capitán  de  Navio  al  mmdo  de  una  División  Naval. 
A  mi^ma  bandera  izada  en  el  palo  trinquete,  será  el  distintivo 
Capitán  de  Fragata  ó  Tenieiile  de  Navio  al  toando  de  nni 
za  naval. 


ARTICULO  VI. 

A  enseña  roja  con  cruz  blanca,  izada  en  el  palo  mayor,  será  el 
intivo  del  Oficial  mas  antiguo  al  mando  de  un  buque  ancla- 
in  un  puerto  ó  rada  donde  haya  otros  buques  en  los  cuaies 
;sté  enarbolada  ninguna  otra  bandera  de  mando. 

ARTICULO  VIL 

la  bandera  roja  rectangular,  cuyo  ancho  del>e  ser  dos  tercios 
largo  con  cruz  blanca  recljingulnr  y  orla  anú  del  mismo  an- 
de la  cruz  blanca,  queda  establecida  como  distintivo  del  Ofi- 
Almirante  ú  Oficial  Superior  al  mando  de  una  Armada,  Ee- 
1ra  ó  División  Naval  en  combate,  siempre  que  esté  desplega- 
a  pequeña  gala  de  banderas. 

>icha  bandera  se  izará  en  el  palo  á  que  corresponda  según  el 
lo  del  Almirante  á  quien  se  refiera. 

rdenamos  que  el  presente  decreto,  sellado  con  el  sello  del 
ido,  se  inserte  en  la  Colección  de  Leyes  y  Decretos  del  Eeyno 


I  . 


—  235  — 

t 

de  Italia,  mandando  á  quienes  corresponda  observarlo  y  haceilo 
ül>servar. 

VÍCTOR  MANUEL. 

A.  RlBOTY. 


Min'sferio  d^  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Abril  27  de  18G8. 
Señor  Encargado  de  Negocios: 

Con  el  apreciable  oficio  de  US.  H ,  fecha  21  del  que  rigp,  he 
tenido  el  honor  de  recibir  la  copia  auténtica  del  Real  decreto  de 
12  de  Enero  ultimo,  que  determina  la  bandera  con  que  la  ma- 
rina de  guerra  señalará  en  adelante  la  presencia  de  los  Reales 
Príncipes  y  de  los  Almirantes  á  bordo,  según  el  grado  de  los  ofi- 
ciales con  mando  de  las  Escuadras  y  buques  aislados. 

Para  conocimiento  de  las.autoridades  marítimas  de  la  Repú- 
blica, he  pasado  al  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  la  tra<lucción 
de  dicho  Real  decreto,  trascribiendo  el  oficio  de  US.  H.  á  que 
contesto. 

Me  es  grato  aprovechar  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US. 
H.  las  seguridades  de  la  alta  estimí  y  distinguida  consideración 
con  que  soy  de  US.  H.  obsecuente  servidor. 

Juaii  M,  Polar. 

Al  Honorable  caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios 
y  Cónsul  General  de  Italia    (1) 

(1)  El  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  comunicó  el  citado  Real  decreto  á  la 
Comandancia  General  de  Marina,  previniéndole  lo  trasoribiera  á  los  coman- 
dantes de  los  buques  de  la  Escuadra  y  á  las  Capitanías  de  Puerto. 
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I  i'-^t,T;or:iie:',*e.  y  t  e:  ;u  z  .lo  U  cuiííi,  ^.u^  ^r-.e  fiincio- 
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■■v:i.,:;.-:a,;f  ra.;:-i;      "-'íi    ■  i,  r-,  . -i    vi  --,<  urí^í    .leí 
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providencia  en  contrario  sin  destruir  el  principio  de  independen- 
cia de  uno  de  los  Poderes  del  Estado;  qne  si  tal  resolución  puede 
objetarse  de  nula,  como  lo  insinúa  el  Encargado  de  Negocios  de 
S.  M  el  Rey  de  Ttfília,  queda  expedito  el  dereclio  de  los  Agentes 
Ck>nsulares,  para  entablar  la  acción  que  crean  conveniente  en  el 
terreno  judicial  en  su  carácter  de  personeros  en  sucesiones  del 
carácter  de  la  presente. 

De  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Ministerio  Fiscal, 
se  resuelve:  que  el  Gobierno  Supremo  no  puede,  ni  debe,  dictar 
ninguna  providencia  en  el  sentido  de  anular  ó  suspender  los 
efectos  de  la  resolución  expedida  por  el  Juzgado  de  1*  Instancia 
de  Tacna;  dejándose  á  salvo  el  derecho  de  los  Agentes  Consula- 
res de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  para  que  lo  hagan  valer  en  la  vía 
y  forma  que  vieren  convenirles. 

Prevéngase  al  Prefecto  de  Tacna  descuente  de  la  herencia  de- 
jada por  Sanguinetti,  el  derecho  de  sucesión,  como  lo  solicita  el 
Ministerio  Fiscal. 

Diríjase  al  Ministerio  de  Justicia  la  nota  acordada,  y  comuni- 
qúese esta  resolución  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Polar. 


Minisitrio  de  lítlücionec.  Exteriores, 

Lima,  .VjrUSO  de  1808. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

El  señor  Encargado  do  Nc'2:ocios,  y  Cónsul  Generul  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia,  me  ha  dirigido  un  oüeio,  con  fecha  26  del  que 
espira,  manifestando  que  con  el  pro[)ósito  de  evitar  las  cuestiones 
que  pudieran  surgir,  c^n  motivo  del  fallecimiento  intestado  de 
algunos  subditos  italianos,  se  hace  indispensable  se  adopten,  por 
este  Ministerio,  las  medidas  conducentes  á  la  extrieta  observan- 
cia de  los  artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consular  celebrada 
con  Italia,  el  3  de  Marzo  de  18G3,  inserta  en  «El  Peruano»,  nú- 
mero 29,  tomo  47.  (J) 

[1]  Véase  esa  Convención  en  la  página    5. 
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611  cuenta  estii  iinlicadúii,  ItamaJa,  á  la  verdad,  ¿ 
iivtdxto  &  las  reclamaciones  mas  ú  menos  fundadas  y 
onerosas  á  los  interés  fiscales,  lie  creído  de  mi  deber 
res[ielab)e  intervención  de  l'S.  á  lin  de  que  se  digne 
nutoridadt's  judiciales  de  la  República,  recomendan- 
sable  ol^servanoia  de  Us  estipulaciones  que  dejo  in- 
k^  casos  del  fallecimiento  de  algún  5Úb<i¡to  italiano. 
;I  [irimero  de  los  artículos  citados,  £e  impoDeá  las 
lix-ales  el  deber  de  |^>arlíoi|^r  á  los  Agentes  Consula- 
•iinieiilo  iiiteitiido  de  un  súNlito  italiano,  y  puede 
rrecuoui-ia,  que  esta  última  circunstancia,  tenga  lu- 
los donde  no  existan  Agentes  de  esta  naturalesa, 
no  que  l'S.  Kvomiende  que  toda  vex  que  on  Jaez 
io  de  into^^tado  de  un  súMiio  iuliano,  lo  comunique 
ente  á  la  Corle  Su[>eri.>r  del  distriM  judicial,  á  fin  de 
leve  k  oonotñ miento  de  este  Despaclio. 
le^lii»  s*  lojjrani  que  el  Agente  niplomálico  ó  Consu— 
el  Rey  de  Itali: ,  iv^idente  en  eíU  capital,  impuesto 
K\  adopte  el  ¡«nido  ,¡ue  juígue  c^mvenienie,  para 
I  á  dtl>;  lo  eüvio  ¡is  mo;ioio!ía  Ijs  esií paliaciones  en 
lie  e!  jnicio  se  luibioí*  iii:o:»io, 

de  ev:u-»r  en  ¡.' (^»?;'"e  l^is  dis^usios  y  quebrantos 
s  s  Us  rwIar.iSv-.vir.í^  .í:!-:o-;íü:ícaí,  mí  imione  la  ne- 
ii::,-ír  ^s  vVi:;>ü,:d  A!:::o:^':>  de  lí  .  s  br»?  este  fnirti- 
,>  ,i.;  ;-\  A-r.»  s,  ..^  ■•  •  p  .,-   ;\*.    c  >a  ".^  i¿aí;¡a  que  él 


;\^;\^.■,>    :.      ^.\k    .      --?5     Eílt- 
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relativo  á  los  procedimientos  que  deben  observarse  en  el  caso  del 
fallecimiento  intestado  de  subditos  italianos.  (1) 

Tengo  el  honor  de  participarlo  á  US.  en  contestación  á  su  re- 
ferido oficio. 

Dios  guarde  á  US. 

B,  Muñoz, 


TESTIMONIO  DIC  RKCONOCIMIKNTO  DEL  GOBIKRNO  DB    ITALIA     A     LA 
COMPAÑÍA  DE  BOMBEROS  DE  ESA  NACIONALIDAD  RESIDENTE 

KN  LIMA 1869. 

Real  Legación  de  Italia. 

é 

Limay  Marzo  6  de  1869. 

Señor  MinistrcT. 

• 

Para  sostener  el  entusiasmo  y  la  abnegación  de  que  los  bom- 
beros voluntarios  han  dado  tantas  pruebas,  aproveché  la  ocasión 
del  incendio  que  amenazó  la  existencia  del  C'allao  después  de  la 
catástrofe  del  13  de  Agosto  de  1868,  ptira  solicitar  de  mi  Go- 
bierno algunas  distinciones  en  favor  de  los  bomberos  italianos 
de  Lima,  que  tomaron  una  parte  señalada  en  el  auxilio. 

Aceptando  mis  proposiciones,  en  lo  relativo  á  las  concesiones 
indicadas,  el  Ministro  del  Interior  ha  decretado  59  «Menciones 
Honrosas»,  que  haré  distribuir,  dentro  de  algunos  días,  á  otros 
tantos  italianos  residentes  en  Lima.  Por  respeto,  sin  embargo,  á 
la  soberanía  territorial  del  Perú,  mi  Gobierno  no  ha  querido  con- 
ceder una  medalla  á  la  bandera  de  la  Compañía  antes  de  estar 
seguro  de  que  el  Gobierno  de  la  República  no  verá  en  este  acto 
un  indicio  que  pueda  ofender  su  autoridad,  y  dar  lugar  á  supo- 
ner que  el  Gobierno  italiano  considere  la  Compañía  de  Bomberos 
italianos  como  un  cuerpo  extraño  al  país  y  fuera  de  su  autoridad 
y  de  la  jurisdicción  peruana. 

La  duda  misma  prueba  de  qué  manera  considera  mi  Gobier- 
no una  institución  que  no  tiene  mas  fin  que  preservar  la  propie- 
dad particular  de  los  peligros  del  incendio. — Entre  tanto,  como 

(1)  Véase  más  adelante  la  Convención  Cons^ular  celebrada  en  1893. 
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itro  de  Negncios  Extranjeros  ine  ha  encargado  que 
piíwftnioiik',  íi  In  autoridad  territorial  y  la  coraaiii- 
rnes  adücuiidoí',  para  decidir  acerca  de  mi  proposi- 
,  V.  K.  tenga  &  bien  lincerme  saber  si  el  Gobierno 
mouciitra  inconveniente  en  que  la  bandera  de  los 
iliiinos  de  liinin,  sea  decorada  con  una  medalla  ita- 
.tnioiiio  de]  rewtiiocimieiito  de  la  madre  patria,  por 
qiu>  lian  preatailo  &.  la  propiedad    sin   distinción   de 

,  en  Ift  presente  ocasión,  mas  que  el  órgano  de  Qua 
u»  ol  (iobiorno  de  la  República  no  dejará  de  apre- 
folií.  si  911  d^'^■isión  fuere  conforme  á  loi  sentimien- 
I  llalla  animado  mi  Gubiorno. 

is'\  ruopo  A  V,  E,  que  acepte  la  segari  lad  del  pro-, 
L>  con  que  t^ngo  el  honor  de  ser,  señor  MinistrJ,  su 
dienU-  servidor. 

*  Hipólito  Garrov. 

fior  Ministri»  do  líeUioiones  Exteriores. 


~.lis- 
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Puede  US.  H.  trasmitir  esta  coiitestacióa  á  su  Gobierno,  acep- 
tando, al  mismo  tiempo,  las  seguridades  do  mi  muy  distinguida 
consideración.  . 

J.  A,  Barrenechea. 
Al  Honorable  caballero  Hipólito  Garrou,   Encargado  de  Nego- 
cios y  Cónsul  General  de  Italia. 


MANUEL  PARDO 

PRESIDENTE  CONSTITUCIONAL  DE  LA  REPÚBLICA. 

Por  cuanto  entre  la  República  del  Perú  y  el  Reino  de  Italia 
se  celebró,  por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  la  siguiente 

CONVENCIÓN  DE  EXTRADICIÓN. 

Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  Su- 
Majestad  el  Rey  de  Italia; 

Deseando  asegurar  la  represión  de  los  delitos  cometidos  en  sus 
territorios  respectivos,  cuyos  autores  ó  cómplices  quisieran  eva- 
dirse del  rigor  de  las  leyes,  huyendo  de  un  país  al  otro,  han  re- 
suelto concluir  una  Convención  de  Extradición; 

Y  han  nombrado,  con  este  objeto,  por  Plenipotenciarios,  á  sa- 
ber: 

Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  al  doc- 
tor don  Mariano  Dorado,  ex-Ministro  de    Relaciones  Exteriores; 

y 

Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  al  caballero  Hipólito  Garrou,  Su 
Encargado  de  Negocios  y  Cónsul  General  en  Lima; 

Quienes,  después  de  haber  presentado  sus  plenos  i)0:leres,  y 
encontrándolos  en  buena  y  debida  forma,  han  convenido  en  los 
artículos  siguientes: 

ARTICULO  I. 

El  Gobierno  Peruano  y  el  Gobierno  Italiano  se  obligan  á  en- 
tregarse recíprocamente  los  individuos  que,  sea  como  autores  ó 
como  cómplices,  hayan  sido  condenados  ó  enjuiciados  por  algu- 
no de  los  crímenes  ó  delitos   indicados   en  el  artículo  siguiente, 

81 


Ciitiieli.io'  eu  el  territorio  de  tino  He  los  dos  Estados 
y  se  hubiesvn  refugiado  en  el  territorio  del  otro. 

ARTICULO  II. 

La  exlradición  st^^lo  delieni  ser  concedida  por  1 
frectores  d«  !as  leyes  |>etiales  ijue  ú  coiitiiiuación  se 

1?  Parricidio,  infanticidio,  asesinato,  enreDenaoi 
homicidio  que,  cvín  arreglo  á  las  leyes  del  país  don 
el  delito,  mere/.oa  ]>ena  de  muerte. 

2?  liijpiniia,  rapto.  esUipro  viole  to. 

3?  Sustracción,  ocullamieiilo,  n^lyj  de  criaturas,  ! 
una  criatura  [H)r  otra,  ^u|Ktfiotón  de  una  criaturt 
i^ue  no  \u\  |>arido.' 

-(•  Inwndio. 

5''  As.'^'i.'íoión  d"  mal-heclíores,  roNi.  hurto  calif 
Irativ:  y  i\>K>s  en  las  vías  ¡'úb'.icas.  sean  ó  nó  íerrva 

tíí  Kalíiíif«cíón  ó  aliersci*'»  de  «iMie las,  iiitn: 
lui^rcii'  fr;»ndu!e;»!o  de  mIsíI  !;;^:;e'U,  faUiáojiciOu  <■ 
u  ^lh!:^^»c^>!U's  doi  Eíi-i  l>\  de  ¡iw  b.'.^eies  de  Banc-» 
.m;er»  vHi\*s  iÍ!:i^>s  o  d  v,;  ja,' »:,v  ii'  cr¿>iii->  [>áM:« 
iií»>  de  ovti  l:t;'.'.e. 

i:'.v,'.':r\'*  >ie  o.-'-;r:!>.:o;i':i  .iv'.    bU;,*  1  \  v  uí»>  de  rsiiie 
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ARTICULO  III. 


La  extradición  no  tendrá  nunca   lugar   por  delitos   políticos. 

^El  individuo  que  sea  entregado  por  otra  infracción  de 'las  leyes 
penales,  no  podrá  en  ningún  ca^o  ser  juzgado  ni  condenado  por 

•crímenes  ó  aelitos  políticos  cometidos  anteriormente,  ni  por  nin- 

.gún  hecho  relativo  á  crímenes  ó  delitos  de  esta  naturaleza. 

£1  mismo  individuo  no  podrá  ser  enjuiciado  ni  condenado 
por  cualquiera  otra  infracción  que  fuese  anterior  á   la  extradi- 

-ción,  aunque  sea  de  las  comprendidas  en  el  artículo  2?  de  la 
presente  Convención,  á  no  ser  que,  4®pués  de  haber  sid,o  casti- 
gado ó  absuelto  del  delito  que  motivó  su  extradición,  permanez- 
ca voluntariamente  en  el  mismo  país  por  más  de  tres  meses  ó 
<iue,  habiéndolo  abandonado  dentro  de  dicho  término,  vuelve  al 
país  por  su  voluntad. 

ARTICULO  IV. 

La  extradición   no  podrá  concederse,  si  se  ha  vencido  el   tér- 
mino de  la  prescripción  señalada  por  las  leyes  del  país  donde  se 
'encuentre  el  refugiado  para  acusar  ó  para  ejecutar  la  sentencia. 

ARTICULO  V. 

En  ningún  caso,  y  por  ningún  motivo,  las  Altas  Partes  Con- 
tratantes podrán  estar  obligadas  á  entregar  á  sus  propios  nacio- 
nales. 

Si  en  conformidad^ con  las  leyes  vigentes  del  Estado  al  cual 
^rtenece  el  culpable,  debo  éste  ser  sometido  á  juicio  criminal 
por  infracción  cometida  en  el  otro  Elstado,  el  Gobierno  de  este 
último  deberá  comunicar  el  sumario,  los  documentos  y  los  in- 
formes respectivos,  consignar  los  objetos  que  constituyen  el  cuer- 
po del  delito  y  procurar  todo  otro  esclarecimiento  y  género  de 
pruebas  que  sean  necesarias  para  la  pronta  expedición  del  jui- 
<íio  y  castigo  del  delincuente. 

ARTICULO  VL 

Si  el  acusado  ó  sentenciado  fuera  extranjero  en  los  dos  Esta- 
dos Contratantes,  el  Gobierno  que  deba  conceder  la  extradición 
ittformará  al  del  país  al  cual  pertenezca  el  culpable  de  la  de- 
«landa  interpuesta,  y  si  este  último  Gobierno  lo  reclamase  de  su 


'\  *1T 
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<m 


propia  cuenta  para  hacerlo  juzgar  por  sus  Tribunales,  aquel  á 
quien  so  hubiere  hecho  la  demanda  de  extradición  podrá,  á  sa 
elección,  entregarlo  al  Estado  en  cuyo  territorio  se  cometió  el 
crimen,  ó  á  aquel  á  que  pertenece  el  reo. 

Si  el  enjuiciatlo  ó  sentenciado,  c  ya  extradic  ion  se  pide  eií 
fuerza  de  la  presente  Convención  á  una  de  las  Partes  Contratan- 
tes, fuese  al  mismo  tiempo  reclamado  por  otros  Gobiernos  si- 
multáneamente, por  crímenes  ó  delitos  cometidos  en  sus  respec- 
tivos territorios  por  el  mismo  individuo,  será  de  preferencia  en- 
trega<lo  al  Gobierno  en  cuyo  territorio  fué  cometido  el  delito  ma» 
grave;  cuando  los  delitos  tuvieren  la  misma  gravedad,  á  aquel 
cuya  demanda  fuese  de  fecha  anterior,  y  si  fuesen  iguales  las  fe- 
chas de  las  demandas,  tendrá  [>referenria  la  de  la  Nución  á  que 
pertenezca  el  reo. 


A' 

-i 
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ARTICFLO  VII. 

Si  el  individuo  i-eolaniiKlo  es  acubado  ó  condenado  en    el    país 
donde  se  ivfugió  por  un  crimen  ó  deüto,   coin?tido  en  el  mismo 
jMiís,  su  extradición  podrá  sor  rotar  bula  Im^ía  que  haya  sido  al>- 
suelto  por  una  sentencia  dttinitiva,  ó  que  haya  cumplido  lacoit- 
dena  «pie  se  le  impuso  en  el  país  en  4'ie  e?íá  refugiado. 

AUTIcrLO  VIII. 

Iaw  vN^mprv^íniso-í  partioularo-  que  ¡"^r  oontm^"»^  ú  o*ro  m>tiva 
putsU  te  er  l;\  po:^o:ia  Cv^níra  qiren  s?  pile  la  oxta  lioióii.  na 
imíHMiráít  en  uinirAa  cas»  o*:-^  o-:a  <e  v^r/i  ••:^:  v  I>^  iKreM.>-r 
q\:e  oualq'iiera  te-íca  .jiíe  t^-vivi:  ir  v'  ':.::.\  ti  a.u-..  i  \  v.;:_la.  aú 
saiVv^  pan;  qu.^  io<  ejereite  ant.^  la  a*;:  '::  i:;  \  jn  lioial  o'ie  c.r  e^ 

AUTirn.o  IX. 

sS  exmuro.,  !^  <-  *M  v^  Tv'o  '^  :  :  :'^  \ '       \    *  '  ..."  .a  ¡i.eiuv 

ivr  iv\^   \'  'o<  V'  ^o  *  V*'  ^<  a*  o*-  -  *    r  \:  \  ..*    .     "    •   ./•  a  v  »    n  tí 

"■'  ^  ■.VV»  ,Vr-.  .\.»*\\  t\.  ^,  ,'»«»  •»*■•  V*.  i.4.tl^''*^ 

:  *  »»•  »í»  -  ,.,  ^ 

U*»*^*»^     '**'*''■        .*'*S.'  .  '"  i-^*'j  >-  '         .»-  •'-♦.Ji 
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¿eñiiles  del  individuo  reclamado  ó  cualíiuiera  otra  indicación  que 
•ccnduzca  á  comprobar  su  identidad. 

•  ARTICULO  X. 

• 

Eli  casos  urgcntTos,  y  especialmente  cuando  liaya  peligr)  de^ 
fuga,  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos,  apoyado  en  la  sentencia  ó 
Tnandato  de  captura,  podra,  por  el  medio  ó  por  la  vía  mas  expe- 
dita, })edir  y  obiener  el  arresto  del  sentenciado  ó  incul[>ado,  con 
la  condición  de  presentar,  en  el  más  breve  término  posible,  la  sen-- 
■Xencia  ó  mandato  de  captura  anunciado.  Este  término  no  podrá 
'exceder  de  cuatro  meses. 

ARTICULO  Xr. 

Los  objetos  robados  y  los  demás  que  se  le  tomen  ó  secuestren 
al  enjuiciado  ó  sentenciado,  los  instrumentas  ó  herramientas  de 
►que  tuvo  que  servirse  para  ccnneter  el  crimen  ó  delito  y  todo  ele- 
mento de  prueba,  serán  envi;i«lo3  al  tiempo  que  tenga  lugar  la 
entrega  del  iridivlduo  arrestado;  y  lo  mismo  se  efectuará  cuando 
la  extradición  no  pueda   verificarse  por  muerte  ó  fuga  del  reo. 

También  se  entregarán  to  los  los  objetos  de  la  misma  natura- 
leza que  el  inculpado  hubiese  escondido  ó  depositado  en  el  país 
•donde  se  refugió  y  que  se  encontrasen  después  de  su  extradi- 
i!ión. 

Quedan  no  obstante  reservados  los  derechos  de  los  dueños  de 
:Ios  objetos  mencionados  mas  arriba,  y  estos  se  les  restituirán  li- 
bres de  todo  gasto,  cumplido  (jue  sea  el  procedimiento   criminal. 

AirncuLO  xiL 

IjOs  gastos  del  arresto,  do  la  mantención  y  del  trasporte  del 
individuo  a  quien  se  ha  convenido  entregar,  como  también  la 
-con<ignación  de  los  obj  -t)'^  qtie,  sí^giin  el  artículo  precedente,  de- 
líen  ser  enviados  y  devueltos,  corren  a  cargo  del  Estado  que  con- 
•r»?de  la  extra<lieióii  basta  el  [>uorto  de  su  pro[)io  territorio  en  que 
v*=!Ía  se  vorificpie  y  que  pudra  designar  el  Estado  que  pide  la 
tradición. 


ex- 


AKTÍCULO  XI IL 

Si  uno  de  los  dos  Gobiernos  juzga  necesaria  para  la  instruc- 
'/lón  do  un  asunto  de  la  competencia  de  la  legislación  penal,  la 
•Iqoiición   de    testigiís   donuciliados  en   el  territorio  del  otro,  ó 
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cualquier  acto  de  iustrucción  juilicíal,  se  dirigirán 
la  VÍA  diplomática,  cartas  rogatorias  de  la  Corbe  S.ij 
tente  de  la  República  del  Ptírá  á  la  Corte  de  Apel 
t«t)te  del  Reino  de  Italia,  y  recíprocamente,  las  cu 
de»  tendrán  obligación  de  dnrles  curso  conforme  á 
gentes  en  el  juiís  donde  deb:in  recibirse  las  declara 
ticarse  los  actos  judiciales  que  se  solicitan. 


ARTICULÓ  XI 


V. 


En  caso  de  qno  fuera  necesaria  la  co-.nparescencii 
el  tíiibierno  del  pats  en  cuyo  territorio  residan,  pro 
ponder  ú  la  invitación  que  hm-e  el  oti-o  G>bierno. 

$i  los  tesli}H>s  consienten  en  partir^  se  les  prove<ír 
mente  de  los  jwsaporlcs  necfsarins.  La^  expensas 
de  su  viaje  de  ida  y  regreso  y  su  decente  rainten?!»! 
t'eni|xi  de  su  ]>ennanf''nciii  en  el  lu^jir  dinde  ?e  so' 
mo;iÍo.  (Mrri'r:Ki  >\v  cuenta  dt'l  t!  ibi<^rno  que  Ío  hi 
arreglo  al  co:ivenio  que  jM>r  parle  de  dicb^  Gobie 
pi\'v ¡amento  tMU  Kis  miamos  lestigos, 

Kn  ninirtin  c;»s>í  p.>ilr;in  esíii*  t-,'*ti¿\->?  Si^r  arresta. 
dt.«  jhir  un  hei'ho  ant.'fior  ú  la  deuianl  i  de  ^i  co 
iUir;»nie  ?u  ri«id  'ucia  ■>l'!iir:»'.)ria  en  el  lug>r  d-md 
dei-o  ox;i;nÍ!iarKis  ejerve  sus  fiiucioiu"*,  ni  dumnie 
lio  iiia  iv:no  de  rt'grvsi\ 


AliTI.TLO  XV. 

Si  (V:i  mo:;\M  de  un  í-.iintrik  erin-iui!  e:i  um  d' 
;,i,l.\-i  t\':;"r,",:,i',',;e<,    fv-eíi'  ne,\  <trio  :>r.w,íer  al  oa; 

i':r-,»s  t!o  lie:::,**  -ie  :>r;iií';i,  v»  d  v.:::  -;:toí  ju  íioiait 
rar.  A  A.)-:,'.  «uKra  l.;uvrs,>  ;.i  ;•  :,.■■„->,  :or  la  <íi: 
la  cii.ti  St'r;i  s:e::v,»r\'  «.SMXvWi;  la,  j«\v>  el  *-af<-'  en  <] 
o;o".'s  o\.v;v:.v..*U-s  Iv^  i;>,>;.>i  Ií:!,  F  j  e.üo  de  avV« 
•.•.•;,-;i,  ;,*í  ¡vría.'i;as,  K\<  d.v::".it';í:.*s  y  ,ie".i.U  e',e-ue 
Kí  v¡;:e  h:;i''fít-a  s:.l.>  r\v;;  v.i.v;,  st-  dívo'.veria  en 
tii:í;;\»  j>v\s:í>;rt. 

1  vv  í^!-,-í;,\s  .),■  t-i-i;-  -r;i*  ,'.;•  ;;:•.  r^M  ^*  a",  o'.tv»  de 
\  o',"0'..><  .•»-:(^)-i'';,\>s  ¥*-T-,s->  -v»^  -.Vi  *",  ',,1  ::;-s;-,-i  f 
i-uf-  ariu-a\^  MI. 
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ARTICULO  XVI. 

Los  dos  Gobiernos  se  obligan  á  comunicarse  recíprocamente 
las  sentencias  de  condena  por  crímenes  ó  delitos  de  toda  natu- 
raleza que  se  pronuncien  -por  los  Tribunales  de  cada  uno  de  los 
dos  Estados  contra  los  súbdrtos  6  ciudadanos  del  otro.  Eista  co- 
municación se  hará  por  la  vía  dipU»mática,  remitiendo  el  Gobier- 
no de  quien  depende  el  reo  una  copia  autorizada  de  la  sentencia 
definitiva  que  haya  sido  pronunciada  para  depositarse  en  el  ar- 
chivo del  Tribunal  competente. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará,  con  este  objeto,  las  ins- 
trucciones necesarias  á  las  autoridades  judiciales  correspondien- 
tes. 

ARTICULO  XVII. 

La  presente  Convención  durará  pir  diez  años  á  contarso  del 
día  en  que  se  hag:i  el  canje  de  la  ratificacióu.  En  el  caso  de  que 
ninguno  de  los  dos  Gobiernos  hubiese  notificado  al  otro,  sciá  me- 
ses antes  de  la  terminación  de  losdiez  años,  la  voluntad  de  hacer 
cesar  sus  efectos,  la  Convención  quedará  oMigatoria  por  dos 
años  más  desde  el  día  en  que  se  haga  tal  notificación  por  uno  de 
ellos. 

ARTICULO  XVIII. 

La  presente  Convención  será  ratificada  por  los  Gobiernos  res- 
pectivos, previa  la  aprobación  del  Cuerpo  liegislatrivo  y  las  rati- 
ficaciones serán  canjeadas,  en  Lima  ó  en  Florencia,  en  el  mas  bre- 
ve término  posible. 

Etí  fé  de  lo  cual  los  dos  Plenipotenciarios  la  han  firmado  eu 
doble  ejemplar,  en  Español  é  Italiano,  y  la  han  sellado  con  sus 
respectivos  sellos. 

Hecha  en  Lima,  á  los  veintiún  días  del  mes  de  Agosto  del  año 
del  Señor  de  mil  ochocientos  setenta. 

Mariano  Dorado.  Hipólito  Garroü. 

(L.  S.)  (L.  S.) 

Por  tanto:  y  habiendo  el  Congreso  Nacional  aprobado  la  pre- 
inserta Convención  de  Extradición  el  31  do  Enero  del  presen t^ 
año,  en  uso  de  las  facultades  que  la  Constitución  de  la  Repúbli- 


I 
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ca  me  concede,  he  venido  en  aceptarla,  aprobarla  y  ratificarla, 
teniéndola  como  ley  del  Estado  y  comprometiendo  para  su  ob- 
servancia el  honor  nacional.  . 

lün  fe  do  lo  cual,  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  las 
armas  de  la  República  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado  en 
el  Despicho  de  Relaciones  Exferiores,  en  Lima,  á  7  de  Marzo  de 
1873. 

MANUEL  PARDO. 

J.  DE  LA  RivA  Agüero. 


ACTA  DE  CANJE. 


Habiéndose  reunido  los  infrascritos  para  canjear  las  rMÜrica- 
ciones  de  la  Convención  de  Extradición,  concluida  y  firmada  en 
Lima  en  21  de  Agosto  de  1870,  entre  el  Pera  é  Italia,  y  habién- 
dolas examina  lo  debidamente  y  hallado  perfectamente  conformes, 
verificaron  el  canje,  como  es  uso  y  costumbre  en  tales  casos,  des- 
pués do  haber  convenido,  recíprocamente,  para  hacer  mas  clara  y 
segura  la  interpretación  de  la  citada  Convención,  que  se  consig- 
naría en  el  presente  protocolo  la  declaración  siguiente: 

1*  Los  casos  de  homicidio  con  pena  capital  que  so  oxpn^saii  en 
el  inciso  1?  del  artículo  2?  (1)  se  entenderán  siempre  según  el  Có- 
digo Penal  Sardo  de  1859. 

2*  La  palabra  decretos  en  el  inciso  G?,  del  artículo  2?,  significa 
todos  los  actos  gubernativos,  y  la  locución  timbres  de  contribu- 
ción, usada  en  el  mismo  inciso,  indica  las  marcas  do  que  se 
sirven  los  respectivos  Gobiernos  para  la  percepción  de  impuestos 
y  contribuciones.  *  ^ 

3^  Con  la  locución  intereses  fiscales  del  inciso  8?,  del  referido 
artículo  2?,  se  entienden  comprendidos  todos  los  títulos  de  crédi- 
to público,  tales  romo  bonos  dol  Tesoro,  cédulas  de  la  deuda  pú- 
blica y  cualesquiera  otras  obliíraciones  semejantes  de  los  dos  Es- 
tados. 

4^  El  acnerdo  entre  el  Gobierno  que  solicita  el  testimonio  de 
un  ciudadano  del  otro  Estado  y  dicho  ciudadano,  y  del  cual  se 
ocupa  el  artículo  4?   (2)  tendrá  lugar  de  una  manera  puramente 

(1)  Página  242 
[2]  Página  343 
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oficiosa  por  medio  del  Gobierao  á  quien  pertenece  el  ciudadano 
requerido  como  testigo. 

Eq  fé  de  lo  cual  se  ha  extendido,  por  duplicado,  el  presente 
protocolo,  firmado  por  los  infrascritos,  en  Lima,  á  22  de  Marzo 
de  1873.  (1) 


José  DE  LA   RíVA-AOÜBKO. 

(L.  S.) 


Hipólito  Garroü. 
(L.  S.) 


CORRESPONDENCIA  CON  LA  LEGACIÓN  DE  ITALIA,  RELATIVA  Á  LA 
PROTESTA  FORMULADA  POR  LOS  CATÓLICOS  DE  LIMA  CONTRA 
LA  OCUPACIÓN  DE  ROMA. ^-1871.    (2) 


Hcal  Legación  de  Italia, 


Linuif  Marzo  17  de  1871 


Excmo.  Señor: 


Después  de  cuanto  me  ha  tocado  presenciar  últimamente  en 
esta  capital,  no  puedo  menos  de  congratularme  con  la  publica- 
ción que  contiene  uno  de  sus  diarios  de  ayer  por  la  noche. 

Siendo  el  retardo  que  de  los  hechos  se  desprende,  porque  sin 
^sto,  ya  desde  antes  de  ahora  habría  podido  usar  del  solo  medio 
de  comunicación  que  mi  calidad  me  deja  expedito  para  llamar 
Inatención  del  Gobierno  del  Perú  hacia  la  incalificable  agresión 
que,  no  ya  públicamente,  sino  con  pompa  inusitada,  se  ha  hecho 
en  estos  días  á  la  Nación  que  tengo  la  honra  de  representar. 


íi 


'1]  Esta  Convención  fué  desahuciada  por  el  Perú  el  31  de  Diciembre  de  1888 
[2)  ''El  día  20  de  Setiembre  de  1870,  á  las  siete  de  la  mañana,  después  de 
un  cañoneo  de  hora  y  media,  abierta  una  brecha  en  los  muros  de  Roma,  poco 
distante  de  la  Puerta  Pía,  las  tropas  italianas,  al  mando  del  Central  Cador- 
na,  ocupaban  la  Ciudad  Eterna,  mientras  el  Pontífice,  encerrado  en  el  Vatica- 
no con  toda  su  Corte  y  con  la  Guardia  Noble  y  la  Suiza,  lanzaba  su  protesta 
al  mnndo  entero. 

Como  respuesta  á  sus  escritos,  el  día  2  de  Octubre  del  mismo  año;  es  decir, 
doce  días  después  de  la  entrada  de  las  tropas  en  la  Capital  de  los  Bstadoa  de 
la  Iglesia,  Be  verificaba  el  famoso  Plebiscito  que  confirmó  la  entrada  en  Roma 
de  los  60,000  soldados  italianos 

Después  del  Plebiscito,  el  Gobierno  ita'iano  comprendió  la  necesidad  de 
adoptar  una  política  que  diese  al  Papado  la  libertad  necesaria  A  su  vitalidad 
é independencia,  impidiendo  su  desaparición  ó  aniquilamiento,  y,  á  este  efec- 
to, promulgó  la  Ley  de  Garantías.  La  Santa  Sede  ha  rechazado  siempre  el 
reconocer  es ta^  Ley"— (Casi ro  y  Casafeiz— Secretario  de  Embajada.''— Guía 
Práctica  del  Diplomático  Español.'') 

32 
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ío  mismo,  ha  preseticia'lo  los  hechos,  no  ha 
ios  precise  pura  compreiider   la  a-npresa  y  el 

inspirar  á  la  numerosa  colonia  italiana,  y, 
quién  tiene  á  su  cargo  la  defensa  de  su  dig- 
cionales.     . 

dar  prueba  mas  elocuente  de  la  sinceridad 
^ne  la  ligan  á  la  Noción  Pt-niana,  que  secun- 
II  de  quien  cual  yo,  á  precio  de  la  calumnia, 
darle  un  ejemplo. 

abemos  hoy  que  el  Gobierno  de  la  República 
á  los  insultos  prodigados,  saliendo  de  la  ra- 
ncias me  han  impuesto,  eoniptázcome  en  en- 
1  de  dar  á  conocer  el  origen  y  la  razón  de  mi 

luo,  que  reconoce  como  principio  fundameii- 
icusión  con  respecto  á  la  cuestión  de  Roma, 
is  partes,  ha  impuesto  este  deber  á  sus  repre- 
lior. 

la  podido  yo  objetar  á  los  que  en  Lima,  como 
gar,  hubieran  inani festiido  pareceres  en  con- 
les;  peni,  la  decencia,  que  es  condición  indis- 
inifeslacíún,  y  más  que  en  otro  algún  asunta 
es,  ha  sido  aquí  reemplazada  por  las  mas  vul 
■uamlo  se  ha  visto  que  la  laiga  serie  de  ellas 
oblicación,  cuyas  primeras  Brmas  erao  las  il< 
Ministros  de  Estado,  inclusive  la  de  aquel  poi 
tuitiva  sus  relaciones  con  el  Perú,  ningún» 
[aba  sino  encerrarme  en  la  más  abstduta  re 
o  que  sobreviniera. 

re  manera  encontrarme  en  actitud  de  podej 
rma  no  expreíaba  la  opinión  oficial  delrepre 
lal  del  Perú:  que  debe  considerarse  como  ex 
nieuto  [»ersonaI,  y  que  no  implica  participa 
vos   allí   aplicados  al  Gobierno   y  al  pueblí 

ibíica  y  exptint;iuearaente,  comprueba  V,  E 
>íiv'ioiu-s  amistosas  con  que  Italia  y  los  italia 
n  wsar  al  Peni;  y  yo  qiieilaré  siuceramenb 
lunciará  mi  Gobierno  que  en  vista  de  tan  so 
ne  ho  apresurado  á  cvuitinuar  mis  relacione 
erle  sal>er  K»s  s:rv»-í;Tv.vi  insu'it^w  que  se  nos  hai 
•,  pudiese  isnialmento  darle  prmbas  de  que  I 
íu  esta  KopuMi.-a,  ou  t;ivor  de  la  dignidad  ; 
u'bUw    auüj:^\s,—U>^;íl  ación    que    categóricí 
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méate  ha  recordado  una  nota  ministerial  de  25  de  Julio  de  1870 
al  Prefecto  de   Lirfia — no  es  letra  muerta  cuando  se    la  invoca  á 
^  nombre  de  Italia 

Con  tales  esperanzas,  renuevo  las  seguridades  de  alta  estima- 
ción y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser  de  V.  E.  aten- 
to servidor. 

Hipólito  Garrón. 
A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Belacic^es  Exteriores. 


La  publicación  y  nota  rainiáterial  á  que  se  refiere  el  señor  En. 
cargado  de  Negocios  de  Italia,  son  las  siguientes: 

Ldma,  Marzo  12  de  1871. 

Señor  Dr.  D.  Melchor  García,  Presidente  de  la  Sociedad  Católica. 

En  «La  Sociedad»  de  anoche  hemos  visto  publicado  el  texto  de 
la  protesta  elevada  por  los  católicos  de  Lima,  contra  la  ocupación 
de  Roma. 

Sinceros  y  decididos  hijos  de  la  Iglesia,  aceptamos  enteramen- 
te los  principios  proclamados  en  dicho  documento,  condenamos 
los  hechos  contra  los  qae  ha  sido  elevado,  y  nos  adherimos  á  los 
sentimiliítos  que  expresa;  pero  deploramos,  al  mismo  tiempo, 
que  se  haya  aplicado  en  él  calificativos  al  Gobierno  y  pueblo 
italiano,  que  no  estamos  en  el  caso  de  aceptar. 

U.  se  servirá  hacer  de  esta  declaración  el  uso  que  estime  con- 
veniente. 

Nos  es  grato  ofrecer  á  U.,  con  este  motivo,  nuestras  considera- 
ciones de  amistad. 


Nicolás  de  Piérola.-'^José  J,  Loarjza. — Manuel  Santa  María. 


MiHÍ<tf'rio  (if  Oohtern'ij  Pt^fida  y  Obras  Ptihlicas, 

Lima,  Jvlio  25  de  1870. 

StM^or  ri\»fiH.Ho  lie  eíto  Departamento: 

Kl  iiolnorno  ha  visto,  ci^n  el  iu:\s  j)rofun<lo  disijasto,  el  repro- 
lk\dv^  osorito  puWioado  on  los  diarios  de  esta  ciudad,  bajo  el  ñora- 
Imx>  do  un  aliv^  onui^rado  lH>liviano,  v  en  el  cual,  conculcando  los 
mas  osíriotv\<  dolvivs  de  la  ho<pila!idad  de  que  go¿a  su  autor,  y 
v\>u  oivivio  de  ¡as  ci>nsidemcioiK«  que,  en  todo  j>í«s  culto  se  tri- 
butan a  la  s<viedad  para  no  hacerle  es^-uchar  el  repugnante  de- 
>alK^^>  de  las  (fisiones,  sif>  insulte  y  pn.>vo-  .ue,  sin  reparo,  á  la 
s<\lx*u^a  \vutra  el  liv^bierno  de  una  Ke;»úhlica  aniiea,  l"l¿e  escrito 
t\vib;ra.  sin  duda  alijuna,  la  s^^vera  Siinción  co:r  que  la  sociedad 
t\^pr;tue  t(s;as  ¡Kvncias. 

V^  Ov^bieruvV  s^:n  e.v.l\\rc\  n.^  puc.le,  p?r  >j  ruarte,  tolerarlos 
^n  s/.o:viv\  :a  ivr:r,:r.r  que  puto.an  r^:  r.^i.:."lr5e  en  adelante, 
^'^l^  "ilHao  ;i  ír,-^u:<^:\vr  la  :u,^  es:r  o;a  r.ru:ral:  iai  en  la  política 
r.iíc^  v^r  do  ^\s  W:í4d.^  \<v  :;v\<^  \it:Vr.d~t'r:ic..^  t^n  nre^tro territo- 
rio de  Uvía  ;;  ,;.:v;*:ac\  r.  o  ai::\^:.  n  vvi::ni  sa  esidb:  :^ai  v  Orden 

«  >  »  ■•  - 

A  ',\  ^^^..v  v.x  <'0v;^,:vS  :a  e'^  ^a  e\;-:.l  'a  ir.: -ir*  ie '.a  rrvnsa.  Pro- 
vxv,;'r  ^:í  v^*rA  :r,-v  u^^  -«íe^'A  vvns»;- ::r  t  i.:;or  rir  I*  c*:-.i5r-: ración 
vvvr^    x^  r.u':  \>s  v.w  v^s^  rtA   :;t.^A  rv  ^.i  r  Ara  :  vr':c-.i,  aí  r3;¡5 


V  .,N  -':'^  x\:>^    '.^  s*í  :'^.^N  .:í  ur  r^;¿:.:  .:- ::rr~r  t  tz  .as  con- 


\   *      '    "*  ^  *• 

i  ^  ...        ».^ 

N  *.  jf         t        *  ^   '**v         \        *    '  N  "v  % "    ^'^       -  *.-••■ 
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El  delito  de  que  se  tratd  no  e%  precisamente,  de  los  que  caon 
bíijo-la  acción  de  nuestra  ley  de  imprenta;  su  silencio,  respecto  á 
él  y  las  consideraciones  que  acabo  de  apuntar,  le  señalan  otro 
carácter. 

En  su  consecuencia,  US.  procederá  inmediatamente  á  notificar 
á  los  gerentes  de  imprentas  y  periódicos,  para  que,  en  lo  sucesi- 
vo, se  abstengan  de  toda  publicación  que  tienda  á  subvertir  el 
orden  en  los  Estados  amigos  del  Perú  y  vilipendiar  á  sus  Gobier- 
nos, bajo  la  mas  estricta  responsabilidad,  que  el  Gobierno  hará 
efectiva  en  ejercicio  de  sus  atribuciones. 

Dios  guarde  US. 

Manuel  Santa  Maria. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

Lima,  Moyo  24  de  1871. 
Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  el  oficio  que,  con  fecha  17  del 
corriente,  se  ha  servido  US.  H.  dirigirme,  á  consecuencia  de  la 
publicación  que  uno  de  los  diarios  de  esta  capital  hizo  el  día  an- 
terior, con  referencia  á  la  protesta  que  los  católicos  que  la  sus- 
criben formularon  contra  el  hecho  de  la  ocupación  de  Roma. 
Al  manifestar  US.  H.  su  complacencia  por  los  términos  en  que 
está  concebida  aquella  publicación,  se  felicita  de  encontrar  la 
coyuntura  de  dar  á  conocer  el  origen  y  la  razón  de  su  conducta; 
concluyendo  por  expresar  que  le  sería  muy  satisfactorio,  si  al 
dar  cuenta  á  su  Gobierno  de  la  continuación  de  sus  relaciones 
oficiales  con  el.  del  Perú,  pudiera  darle  pruebas  de  que  la  Legisla- 
ción vigente  en  esta  República,  en  favor  de  la  dignidad  y  el  de- 
coro de  los  pueblos  amigos,  legislación  que,  según  las  palabras  de 
ÜS.  H.  ha  recordado  categóricamente  una  nota  ministerial  de  25 
de  Julio  de  1870  al  Prefecto  de  Lima,  no  es  letra  muerta  cuan- 
do se  la  invoca  á  nombre  de  Italia. 

Me  congratulo,  señor  Encargado  de  Negocios,  de  que  apre- 
ciando US.  H.  este  asunto  en  su  verdadero  valor,  y  considerando 
laa  firmas  de  los  señores  Piérola,  Santa   María  y  la  del  infrascri- 
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ií),  corno  la  «xpruyióri  do  un  sentimiento  personal,  no  hubiera 
poiiMiido  tfi)  traür  al  terreno  de  la  discusión  diplomática  una 
(Miowtión  <lo  caractor  privado  ó  persónalísimo,  y  que  en  nada 
alíM'tiiha  la^  buenas  y  amistosas  relaciones  que  felizmente  existen 
oiitn*  ol  Porú  y  la  Italia.  No  había,  pites,  razón  plausible  para 
la  inUMTupííión  de  osas  relaciones,  desde  que  las  opiniones  parti- 
cularoH  d«  un  Ministro  do  Estado  no  están  sujetas  á  apreciación 
ollrial,  y  que  Holamonte  los  actos  que  practique  en  su*  carácter 
dt>  alto  funcionario  público,  son  los  que  deben  estimarse  como  la 
«^xprrMÍv'>n  lio  la  política  dol  Gobierno  df^l  que  forma  parte. 

Nunca  ho  creído  que  se  alterase  la  buena  armonía  entre  los 
(lt>biorno8  dol  IViú  y  de  Italia,  sin  otra  razón  que  no  ser  acepta- 
l»hvM,  para  iVio  úllinu)  la>?  opiniones  que  algunos  Ministros,  y  con 
t^Kpooialidail  ol  <lc  Relaciones  Exteriores,  profesan,  como  cat<)li- 
eos»  rospooto  do  la  cuestión  de  Roma.  Así  loba  entendido  US.  H., 
cuya  ilustración  y  buen  criterio  lo  hacen  muy  digno  del  delica- 
d\>  car^\>  que  cjoivo;  y  wsi  alguna  cosa  ha  podido  causar  á  US.  H. 
uotaldc  dcs<\i;n\do,  no  ha  sido  jK>r  cierto  el  hecho  de  que  esos  Mi- 
u\st»\\ii»  on  sm  v^aliilad  de  individuos  particulares,  firmaran  la 
moUvMonada  pnUtvíta»  sino  U%s  términos  en  que  está  concebido  ese 
\loounuMUo  Y  on  ol  quo  so  onii>lean»  n^<[>ecto  de  S.  M.  el  Rey  de 
Itaha  y  do  la  Nación  luilinna,  caüiioativo?,  que  mis  compañeros 
do  líalMUoto  y  vo  hon\ivs  ostavlo  loivVí!  ile  acoplar,  siendo  unaprue- 
l^  o;vvuon;o  do  osto  luvho,  la  cana  que,  de  una  manera  expontá- 
noa,  dirViV-^'^^  al  Tiysidotíto  uo  !a  Siviovlad  Católica,  y  que  regis- 
Im  ol  \^an^^  A  1.44  SvVii\5;,d»  on  la  Skvoión  ovliíorial  del  número  co- 
u\\<jvr,víu  v»ío  ai  dia  I*»  liol  p:vsonto  mo$. 

iV  ov\u\?v^  \  S.  H  do  lvV<  :vr:rr.v>5i  do  e5:a  v^arta,  y  habiendo 
v\M\í^v,,\v?v>  >u  vvr.Vv::;u\u^u^n  v^^.o:aI  0\v)  e<:o  Mini>loriv\  ha  reco- 
nv\  ,;>^  iv^  •\v;sr\u^r.:o  *a  r:,>:  r.v:a  víue  h.w  o:ar>^  :j*s  actos  del  in- 
d\\\\,u^  tv^;^\r\.r  T  !n\<  ío  .s\<  :\::;v*\^r.Ar  v>5  ;uM:ov>s,  tribaUíndo 
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documento,  se  trataba  de  impedir  que  los  emigrados  de  una  na- 
ción limítrofe  abusaran  de  ia  hospitalidad  para  conspirar  contra 
el  Gobierno  de  su  patria,  aprovechando  de  las  facilidades  que  les 
ofrecían  las  condiciones  geográficos  de  ambos  países,  circunstan- 
cias que  no  concurren  respecto  del  Perú  y  de  Italia;  y  por  que 
según  es  nptorio,  y  consta  4  US.  H.,  el  Ministro  de  Gobierno  que 
suscribió  la  referida  nota  fué  llamado  por  la  H.  Cámara  de  Di- 
putados para  ser  interpelado  respecto  de  ese  documento  oficial 
que  se  miraba  como  una  amenaza  contra  la  libertad  de  imprenta. 
En  la  sesión  qne  tuvo  lugar,  con  ese  motivo,  y  á  la  que  concu- 
rrió todo  el  Gabinete,  hubo  un  acalorado  debate,  en  que  el  Minis- 
terio precisó  el  sentido  del  oficio  que  era  materia  de  la  discusión, 
expresando  que  la  mente  del  Gobierno  era  imj)edir  se  abusara  de 
la  hospitalidad  para  fraguar,  en  el  territorio  peruano,  conspira- 
ciones contra  el  Gobierno  de  la  vecina  República  de  Bolivia, 
contándose,  para  ello,  con  la  impunidad  en  la  preparación  de  los 
medios  y  las  facilidades  que  ofrece  la  inmediación  entre  ambos 
países. 

Según  esta  ligera  exposición  sobre  la  realidad  de  los  hechos  y 
la  "distinción  de  casos,  comprenderá  US.  H.  que  no  es  posible  al 
Gobierno  acceder  á  la  indicación  contenida  en  el  final  del  oficio 
de  US.  H.,  á  pesar  de  su  vehemente  deseo  de  acreditar,  una  vez 
mas,  al  Gobierno  de  Italia,  su  cordial  y  sincera  amista<l. 

Solamente  en  el  caso  de  que  las  publicaciones  á  que  US.  H.  se 
refiere,  estuvieran  consignadas  en  un  periódico  sujeto  á  los  man- 
datos del  Gobierno,  podría  impedir  éste  la  continuación  de  tales 
publicaciones;  pero,  ellas  salen  á  luz  en  diarios  de  empresas  par- 
ticulares, cuya  responsabilidad  no  sp  extiende  mas  allá  de  los 
límites  de  la  ley  de  imprenta. 

Lo  que  hoy  sucede  en  esta  capital,  respecto  de  Italia,  se  ha  ve- 
rificado antes  de  ahora  en  diferentes  naciones  de  Europa  respecto 
del  Perú,  que  ha  sido  el  objeto  ae  las  diatribas  de  escritores  mal 
intencionados  y  el  blanco  de  las  mas  atroces  calumnias,  sin  que 
por  esto  se  hayan  alterado  las  relaciones  entre  los  respectivos 
Gobiernos  que  no  asumen  jamás  la  responsabilidad  de  publica- 
ción que  no  tiene  carácter  oficial. 

Al  dejar  contestado  el  oficio  de  US.  H.,  me  es  muy  satisfacto- 
rio reiterarle  las  protestas  de  distinguida  consideración  y  apre- 
cio, con  que  soy  de  US.  11.  obediente  servidor. 

losé  J.  hoayza. 

Honorable  caballero  Hipólito  Garrcu,    Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  General  de  Italia. 
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CENSO  DE  LOS  SUBDITOS  ITALIANOS  RESIDENTES  EN  EL  PERÚ — 1871- 


Real  heg ación  de  Italia. 


Lima,  Diciembre  5  de  1871 


Excmo.  Señor: 


La  población  del  Rey  no  de  Italia  se  recuenta,  cada  diez  años, 
pOr  medio  de  un  censo  general  que,  á  una  hora  dada  y  simultá- 
j^eamente,  se  hace  en  todos  los  sitios  de  la  Nación. 

Deseando  tener  razón  de  kquella  parte  de  la  población  que  en 
el  instante  del  próximo  censo  se  encuentra  fuera  del  territorio 
nacional,  por  una  ley  se  ha  dispuesto  que  los  representantes 
de  Italia  hagan  formar  la  lista  nominal  de  sus  compatriotas  re- 
sidentes en  sus  respectivas  jurisdicciones:  y  por  cuanto  las  diver- 
sas organizaciones  han  puesto  de  bulto  las  dificultades  de  la 
aplicación  práctica,  á  fin  de  allanar  el  camino,  la  citada  ley  ha 
dispuesto  que,  ofVeciendo  completa  reciprocidad,  los  jefes  de  mi- 
sión en  el  extranjero  soliciten  la  cooperación  de  los  Gobiernos 
ante  los  cuales  se  hallan  acreditados. 

En  tales  circunstancias,  y  para  facilitar  en  todos  los  puntos  de 
la  República  á  los  italianos  residentes  en  el  Perú,  el  conocimien- 
to de  las  obligaciones  que  les  impone  la  ley  patria,  con  respecto 
al  censo,  ruego  á  V.  E.  haga  insertar  en  el  Boletín  Oficial  las 
prevenciones  que  igualmente  dirijo  en  el  adjunto  aviso,  que,  con 
tal  fin,  he  hecho  traducir. 

Este  es  el  medio  más  eficííz  que  tengo  á  mi  disposición  para 
cumplir  las  órdenes  que  tengo  á  este  respecto,  y  por  tal  medio  se 
conseguirá  el  mejor  resultado  si,  defiriendo  á  la  súplica  que,  á 
nombre  de  mi  Gobierno  dirijo  al  de  V.  E.,  V.  E.  tiene  á  bien 
acompañar  la  publicación  con  la  recomendación  á  las  autorida- 
des políticas  de  la  República  de  favorecer  la  propagación  entre 
los  italianos  residentes  en  el  Perú,  facilitándose,  además,  cuando 
lo  exigan  las  circunstancias  locales,  el  modo  d3  hacer  llegar  rá- 
pidamente á  la  oficina  Consular,  ó  á  la  Junta  del  Censo  italiano 
más  inmediata,  sus  declaraciones  escritas. 

Conocedor  de  las  amigables  disposiciones  del  Gobierno  del 
Perú,  no  puedo  dudar  que  en  un  asunto  que  interesa  á  la  Italia 
y  á  la  ciencia,  V.  E.  se  dignará  concederme  la  eficacia  de  su 
apoyo,  y  con  tal  persuasión  renuevo  la  expresión  de  la  alta   esti- 
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ma  y  consideración  con  que  tengo  la  honra  de  f'^r,  de  V.  E.,  muy 
atento  servidor. 

Hipólito  Qarrcu. 

m 

A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Legaeitn  de  Italia. 

(copia) 

En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  ley  de  20  de  Junio  de 
1871,  W  297,  para  el  censo  de  la  población  italiana  en  él  extran-  • 
jero,  y  en  conformidad  al  reglamento  aprobado  por  Real  decreto 
de  1?  de  Octubre  de  1871,  N?  480,  para  la  ejecución  de  dicha  ley, 
se  dispone  lo  siguiente: 

En  todos  los  Consulados  dependientes  de  esta  Legación,  siem- 
pre que  el  Oficial  Consular  lo  juzgue  conveniente,  se  nombrarán 
Juntas  de  Censo  y  Estadística, .  compuestas  de  ciudadanos  italia- 
nos elegidos  por  los  respectivos  Cónsules,  y  conocidos  por  su  inte- 
ligencia y  patriotismo,  para  coadyuvar  á  la  formación  del  Censo 
de  la  población  italiana,  que  de  hecho  se  hallase  bajo  su  jurisdic- 
ción, á  la  media  noche  del  31  del  corriente  Diciembre. 

La  comisión  se  compondrá  de  ocho  miembros,  en  Lima,  y  to- 
mará el  nombre  de  Junta;  las  demás  se  titularán  Sub-Juntas,  y 
podrán  componerse  hasta  de  cuatro  miembros  en  las  residencias 
de  los  Vice-Cónsules,  y  de  dos  en  las  de  los  Agentes  Consulares. 

En  Lima,  la  Junta  será  compuesta  de  los  señores  Castagnini 
Domingo,  Vice-Presidente. — Figari  Manuel,  Secretario. — Larco 
Juan. — Ferreccio  José. — Figari  Luis.-  — Raineri  Guillermo.  — Gher- 
8i  Domingo. — Corsi  R. 

Habrán  además  Sub-juntas,  compuestas — en  Cajamarca,  de  los 
•efiores  Pasta  Luis  y  Coltellini  Rafael. 

Cerro  de  Pasco,  señor  Mayhello  Genaro  y  Qandolini  Juan. 

Arequipa,  señor  Lertora  Juan  y  Guimosi  Pedro. 

lí^a,  í»eñor  Picasso  José  y  Vercellone  Pabl^;. 

Cliincha  Alta,  señor  Nater  Dr.  Francisco  y  Savini  Cesar. 

La  Paz  (Solivia),  señor  Parodi  Santiago  y  Laríni  Domingo. 

Cochabamba,  señor  Palagiji  Ingso.  José  y  Marducci   Dr.  José. 

Tarija,  señor  D.  Georgi  Francisco  y  Borga^no  Nicolás. 

Santiago  (Chile),  Dr.  Vanzina  Alb.  y  Dr.  Bixio  Luis* 
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«sartas  otnia  Sub-JuntM  en  Chile,   x  ii'<mbra.rán 

«-Cónsal  de  Valparaíso. 

las  serka  conrocadas,  ó  se  reaniráii  por  sí  misinaa, 

legae  á  Díanos  de  sus  míenibms  esta  ordenanza,  j 

icia  del  06cial  Coiisalar,  designarán   «I   modo   j 

ncionen. 

laño   italiano  qne<]a   obli^do  á  presentarse  á  las 

rar  verbal  mente: 

Hdo  y  nombre  propio  y  del  padre, 

i. 

áo  cítíI  (es  dftcir,  m  es  so'ter.i,  <üa.«ado  6  yíoIo). 
iel  Dacimiento,  especificando  el  paebio  y  la  pro- 

Tesión  y  ocupación  en  ei  lugar  ile" origen, 
de  nbidencia  en  el  extranjero,   especificanilo   de- 
provincia. 

pacióa  ó  profesión  actnal  en  el  extranjero, 
ción,  ea  decir,  si  «abe  leer  y  escribir, 
gión  que  pmfese. 
ama  que  habita»! mente  bable. 

qué  fecha  se  baila  en  el  extranjero. 
I  que  resillan  en  labres  A  donde  do  hayan  jun- 
larar  por  cartas,  que  dirigirán  á  la  junta    mas 
i<le  todos  lt«  dalos  sti^^odichns. 
IOS  ítaliaiKn  qae  omiiin  el  hacerse  inscribir  en  el 
^rminus  in<licaili«.  á  iii^'w  de  otros   e^tos   I^al^a, 
a  «nulla  exiensible  á  5i>  liras, 
nscríbiran  ias  dei.-  arML'iones,  empexando  por    laa 

miemhrvs,  en  estados  especiales,  qoe  tendrán 
las  cuantos  se^u  los  raso«))chos  datos  y  qu« 
!e  serán  uní  loe  á  coütínuaciún  unos  de  otmsi,  se- 
qae  recibirán  de  la  Junta  de  Lima. 
iones  de  cen-o  se  r«\'Íbirin  dorante  el  prósinut 
le  iS7'2,  y  U«  estadio  se  cerrarán  concluido  dicho 
ha  y  especicimoión  >lel  número  de  los  inscritos  en 
>y  la  firiua  de  los  ci.>m[»nente>  d«  cada   Junta. 

cermdvk^  K»  esUtdiH.  las  Juntas,  bajo  sd  respoo- 
lírígirán  á  la  de  Lima  por  el  mismo  coadacto  que 
dt-nauta. 

itas  quevlan  facilitadas  á  prorrogar  el  plaao  para 
ro  de  las  inscripciones  á  tudo  el  próximo  mes  de 
'2,  si  por  circunstancias  locales  lo  creyeren  ooDve- 

Ml«  caw  lo  ariaaráu  a  la  Junta  de  Úma,  á  mae 
»1  Vi  d*  EiHrrOk 
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La  inscripción  para  el  censo  es  enteramente  gratuita  en  cual- 
quier lugar  que  se  verifique,  y  ninguno  de  loa  declarantes  podrá 
ser  obligado  á  erogación  alguna. 

Los  gastos  que  pueda  ocasionar  á  la  Junta  y  Sub-Juntas  la 
formación  del  censo,  seráp  reembolsados  por  cuenta  del  Estado 
por  las  oficinas  consulares  en  vista  de  los  comprobantes. 

Los  italianos,  que,  á  la  media  noche  del  31  de  Diciembre  co- 
rriente, se  hallaren  en  el  mar,  sea  como  pasajeros,  sea  como  tripu- 
lantes á  bordo  de  buques  de  cualquiera  nación,  deben  prestar  su 
declaración  en  la  bfícina  consular  del  primer  puerto  de  arribo,  y 
estas  declaraciones  serán  oportunamente  reunidas  en  estados  es- 
peciales que  se  suministrarán  de  oficio. 

Esta  ordenanza  es  dada  en  Lima,  el  día  5  de  Diciembre  de 
1871. 

(firmado) — Hipblüo  Oarrou. 


Ministerio  de  Belacionee  Exteriores. 

Lima,  Diciembre  14  ífo  187 !• 

Sefior  Encargado  de  Negocios: 

Solo  ayer,  á  última  hora,  tuve  el  honor  de  recibir  la  importan- 
te comunicación  de  US.  H.,  en  la  que  se  sirve  solicitar  la  coope- 
ración del  Gobierno  para  que  los  Agentes  de  Italia  en  el  Perú 
puedan  realizar  el  censo  general  de  los  subditos  italianos  que,  por 
•  ana  ley  especial  del  Rey  no,  se  practica  cada  diez  años.  Traduci- 
do inmediatamente  dicho  oficio,  me  he  apresurado  á  trascribirlo 
al  señor  Ministro  de  Gobierno,  para  que,  por  su  Despacho,  se  di- 
.  rijan  las  prevenciones  del  caso  á  las  autoridades  políticas  de  la 
Repáblica,  recomendándole,  al  mismo  tiempo,  la  publicación  en 
el  Boletín  uficial  del  aviso  remitido  por  US.  H.  con  tal  objeto. 

Me  es  grato  aprovechar  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US. 
H.  la  protesta  de  mi  distinguida  consideración  y  particular  apre- 
cio. ' 
»  José  J,  hoayza. 

\        Al  Honorable  caballero  Hipólito  Garrón,  Encargado  de  Negocios 
I  7  Qónsul  General  de  Italia. 


Lima,  Diciembre  16  d«  1871. 

io  de  Negocfos: 

aierno,  &  quien  trascribí  la  iiola  de 
rige,  relativa  al  Censo  que  debe  for- 
.nos  residentes  en  el  Perü,  ba  contee- 
M,  que  ha  ordenado  se  publique  en 
«nftDza  remitida  por  eite  Despacho,  y 
ladea  políticas,  á  ñu  de  que  presten  & 
D6  por  esa  Legación,  todo  el  apoyo 
llenen  su  cometido, 
lonroeo  comunicar  á  US.  H.,  reiteran- 
particular  aprecio. 

Jote  J.  Loayta. 

ito  Qarrou,  Encargado  de  N^ocios  y 


¿•"ría,  Diciembrt  17  dt  1871. 


-  T«otbo  de  1a  apreciada  nota  del  16 
r  medio  de  la  cual  V.  E.  se  digna  po- 
Im  dis(>ociioio:ie8  tomadat  por  el  aeñor 
ivaiuvitt»  al  empadronamiento  de  loa 

r  me«.h>>  de  •£!  Peruano»,  hai4  cono- 
la  RífiibUca.  la»  obligaciones  que  la 
o  a  oAda  italiano  &  «ete  reepecto,  j  rf 
tK-a  prvítará  al  •.•umpümi^nto  del  cen- 
^í^w  iHíí^i*  <f<»p«rar».  t  tw.  tDt4rpt«to 
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de  la  satisfacción  con  que  mi  Gobierno  recibirá  esta  noticia,  doy 
a  V.  E.  las  mas  rendidas  gracias  en  su  nombre. 

Con  particular  placer  renuevo  á  V.  E.  las  seguridades  de  alto 
aprecio  y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  de  V.  E., 
muy  adicto  y  obediente  servidor.^ 

Hipólito  Garrou, 
A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


iX>RRICSPOND£NCIA  RELATIVA  AL  TRATADO  DE  AMISTAD  CEr.BBRADC 
EN  EL  AÑO  DE  1869    ENTRE  EL  PERt3   É   ITAMA— 1871. 


Minisierio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  16.  Lima,  Mayo  6  de  1871. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Consta  á  esa  Legación  que  el  Tratado  de  Amistad,  Comercio  y 
Navegación,  celebrado  en  27  de  Julio  de  1869,  entre  US.  y  mi 
antecesor  el  doctor  Barrenechea,  fué  sometido,  en  tiempo  oportu- 
no, á  la  aprobación  de  las  Cámaras  Legislativas,  en  conformidad 
con  lo  que  prescribe  la  Constitución  del  Estado.  (!uestiones,  sino 
de  mas  alta  importancia,  de  un  interés  más  inmediato,  ocuparon 
preferentemente  la  atención  del  Congreso;  y  á  pesar  de  las  reite- 
radas instancias  del  Gobierno  para  que  se  examinaran  los  distin- 
tos pactos  internacionales  sometidos  á  las  Cámaras,  estas  cerraron 
sus  sesiones  sin  iiaberse  podido  ocupar  de  la  mayor  parte  de  ellos; 
estando  comprendidos,  en  ese  número,  los  estipulados  con  el  Rei- 
no de  Italia. 

Deseando  mi  Gobierno,  por  su  parte,  no  bacer  efímeras  las  mu- 
tuas ventajas  que  está  llamado  á  producir,  para  ambos  países,  el 
Tratado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación,  aprobado  ya  por 
Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  no  tendría  embarazo  en  prorrogar 
el  plazo  para  el  canje  de  las  ratificaciones  hasta  seis  meses  des- 
pués de  la  aprobación  por  parte  del  Congreso  Nacional  que  de- 
berá reunirse  en  Julio  del  próximo  año  de  1872;  entendiéndose 
alterado,  en  este  sentido,  los  térmicos  del  artículo  XXV  del  ex- 
presado pacto.  Si,  como  es  de  esperarse,  el  Gobierno  de  Su  Majes- 
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iad  el  Rey  de  Italia  está  llano  a  aceptar  la  anterior  modiScación, 
puede  considerarse  la  declaración  contenida  en  la  presente  nota 
como  parte  integrante  del  Tratado  en  cuestión. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US.  H.  las  protet- 
las  de  mi  distinguida  consideraron  y  particular  aprecio. 

Ja9é  Jorge  Loayxa, 

Honorable  caballero  Hipólito  Garrón,    Encargado  de  Negocios  y 
Cónsul  Oeneral  de  Italia. 


Utal  Legación  d4  /foiio. 


¿tmo,  Jíayo  12  ¿e  1871. 


Excino,  Señor: 

Consideradas  las  circunstancias  que  no  pennitiefon  al  Gobier- 
no Pt^r^iatio  raudoar,  en  el  Uempo  convenido,  el  Tratado  de 
Amistad,  OV^meivio  y  Xave^ipición  que  estif>uió  el  27  de  Julio  de 
IS69  con  el  Gv>b:eruo  italiano^  \\  R  me  manifiesta,  en  la  nota 
que  me  ha  hecho  eí  hv^nor  de  ding'rnie  el  6  del  présenle,  bajo  el 
nómerv»  16.  la  int^riioiou  de  pn>m>i:ar  la  época  £j%la  en  el  artí- 
oc\^  XXV  de  dicho  Tr^ttdo  hasSA  jfcris  mes«s  despaés  de  la  apro- 
bacioa  qu«  s*  e^vra  del  Ooiic^viso  Teruano:  agregando  que  at 
el  Gobiemv^  iUuva:K>  acti^;^  dicha  !U\>d:noftc:oQ,  la  dtviarmcióo 
w>uUH\:da  en  ia  |^r>?ciwi  ia  Kv^ta  de  V,  El  s^^ri  considérala  como 
parv^  iu:^nfcu;e  del  TrAWiiv*  ea  ca^t?t:.^n. 

Ovvtto  luv*  el  hvKx^r  de  j>art:pA'"  c*  a  W  E,  en  rni  nota  da  23 
viei  t^ftiáMv^  Eiietvx  nc*  solj^^ae^iu»  e:  G-.  b-iertjo  r  el  Parlaaiento  ita- 
«;ax>s>  hau  aproixfcviv*  r  S3ir,c:v^:uuiv\  h^.v  ra  ciu.*h>  liem»,  dicho 
rt^uaNV  :^i>o  q'.i^  díf?5k5e  el  S  de  Abrí  i^  IS7>  Se  Majestad  al 
K^T  ^v<♦^xnxnx^  ',as  raudomcuvxí^ík  .:As^e-nic:;:i?",>  pr*r«c:r  janto 
<v>u  íUA:i  a:xr.^  ux^  jvvi^n»  :^^:>í*  ei  u^.xíc  de  caLr;^*rIv\  t  axi  & 

R$*v^\.  xsieíK  eix  jx\»^v>¡a  de  wtjcvvLi^r  :r:r,5e¿  asa=>eñ^  á  la  ul- 
U,»a  izarte  vK*  '^  x^v^;A  v;,;y'  cvvv^vtí^v  r  Iv^  .^jlt^  iec.;dLr*.;do,  en 
vxvixSíy  vÍA  ^NSrf^vs^  X  ,u%  vív>^.*- v  .í^  lía^  j*.  q:ae  «í;a  «r^pteda 
;*  |s^N^sA^í<*A  ce,  v^^^í^vVa^  vW.  IV- jt.  Y  ^u?^  K  xVíMecoeoria,  qoe- 
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tada  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación,  concluido  en  Lima  e! 
27  de  Julio  de  186t>>  entre  la  Italia  y.  el  Perú^  que  por  el  artícu- 
lo XXV'  se  fijó  en  un  afk),  á  partir  de  la  fecha  del  Tratado  en 
cuestión,  queda  prorrogada  á  seis  meses^  contados  desde  la  apro- 
bación del  Congreso  Nacional  del  Pera;  entendiéndose  además 
que  la  declaración  contenida  en  la  nota  que  Vt  E.  me  ba  hecho 
el  honor  de  dirigirme  el  6  de  Mayo  de  1871,  bajo  el  número  Itf, 
lo  mismo  ^ue  el  presente  acto  de  aceptación,  serán  consideradua 
aomo  parte  integrante  del  mencionado  Tratado. 

Me  es  grato  aprorecbar  esta  ocasión  para  reiterar  los  sentimien- 
tos de  alta  estima  y  conside ración,  con  que  tengo  el  honor  de  ser^ 
de  V.  E  ,  obediente  servidor. 

Hipólito  Garrou. 

A  S.  EL  el  sefior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

•  Comunicadas  al  Qobiemo  italiano  las  observaciones  que  me- 
reció del  Congreso  anterior,  el  proyecto  de  Tratado  de  Amistad^ 
Comercio  y  Navegación,  ajustado  entre  mi  antecesor  el  señor  Ba- 
rrenechea  y  el  caballero  Hipólito  Garrou,  recibió  éste  la  suficien- 
te autorización  para  estipular  uno  nuevo,  con  las  alteraciones 
exigidas  por  la  Legislatura  peruana. — Háse  celebrado  (licbo  pac- 
to sobre  las  basen  indicadas,  y  aprobado  ya  por  parte  del  Gobier- 
no de  Italia,  no  es  de  dudarle  que  lo  sea  por  la  nuestra,  á  fin  da 
que  empiece  á  regir  en  provecho  de  ambos  paises,  unidos  por 
tantos  vínculos  de  simpatía  y  de  interés.»  (Memoria  del  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  al  Congreso  Ordinario  de  1874).  (1) 


E8CLA3>ÍA.OÍO>íKS  DB  LOS     DOCTORRS  BBOLI  T   BONKTTX — 1872-1873. 

I  MinÍ9Íerio  de  RelacioncM  Exteriores. 

Lima,  Octubre  8  de  1872. 

Eq  conformidad  con  lo  ofrecido  á  US.  H.,  en  nuestra  última 
•onferencia,  pedí  los  antecedente  que  existen  en  este  Despacho 
«on  relaciónalas  reclamaciones  de  los  subditos  italianos  dou  Joeé 


[11  Bse  pacto  fué  aprobado  por  el  Coasreso  del  Pera  y  poateríormentc 
ratincado  j  canjeadlo. '--Se  pnbhca  mas  Adelante. 
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Eboli  y  don  Napoleón  B.  de  Bonetti,  y  después  de  haberlos  exa- 
minado detenidamente,  paso  á  expresar  á  US.  H.  la  opinión  que, 
en  justicia,  be  formado  de  tales  asuntos. 

Respecto  del  doctor  Eboli,  sólo  se  ha  encontrado   archivada  la 
correspondencia  diplomática,  cambiada  con  esa  Legación,  en  loa 
años  de  69  y  70  sobre  el  particular.  De  ella  aparece  que  el  re- , 
clamo  del  doctor  Eboli,  originado  por  la  rescisión  del  contrato 
sobre  afinación  de  la  moneda  feble  boliviana,  fué  resuelto  por  el 
Gobierno  que  lo  declaró  infundado.  Las  razones  que  apoyaban 
tal  declaración  fueron  consignadas  por  mi  antecesor,   el   doctor 
Loayza,  en  oficio  de  11  de  Julio  de  1870  á  esa  Legación.  En  ese 
despacho  se  expresaba  que  la  reclamación  del  docor   Eboli,  pre- 
sentada al  poder  judic^'al,  había   pasado  por  todos  los   trámites 
legales  y  sido  resuelta  conforme  á  las  leyes  de  la  República.   Se 
demostraba,  además,  que  el  Gobierno  n)  tenía  facultad  para  ha- 
cer revivir  un  juicio  fenecido;  que  no  podía  alterar,  en  lo  menor, 
una  sentencia  pasada  en  autoridad  de   cosa  juzgada,  y  que  no 
habiendo  denegación  de  justicia,  se  veía  obligado,  conforme  á 
la  Constitución  del  país,  á  respetar  la  ejecutoria  que  dio    motivo 
á  la  reclamación  del  doctor  Eboli.  Tan  concluyentes  y  fundadas 
razones,  no  permiten  al  Gobierno,  en  ningún   tiempo,   volver  á 
abrir  discusión  sobre  un  asunto  completamente  fenecido.  <'on  la 
misma  nota  de  11  de  Julio  fué  devuelto  á  esa  Lepación  el  expe- 
diente del  doctor  Eboli,  y  no  hay  constancia  alguna  de  que  ha- 
ya vuelto  á  ingresar  á  este  Ministerio. 

En  cuanto  al  reclamo  del  doctor  Bonetti,  originado  por  servi- 
cios prestados  por  éste  en  distintas  épocas  al  Gobierno  del  Perú, 
y  cuyo  expediente  fué  remitido  á  este  Despache»  con   oficio  de 
US.  H.  de  8  de  Abril  último,  que  tengo  á  la  vista,  aparece  de  él 
que  resuelto  administrativamente  por  decreto   supremo  de  12  de 
Febrero  de  1856,  fué  elevado,  con  posterioridad,  por  el    interesa- 
do ante  la  Elepresentación  Nacional.    Careciendo  de   fuorza  eje- 
cutiva  la  demanda  del  doctor  Bonetti,  pues  no  está  fundada   en 
un  contrato  expreso  que  produzca  obligación  perfec'a,  no  puede 
©1  Gobierno,  por  meritorios  que  reconoce  los  servicios    prestados 
por  el  doctor  Bonetti,  no  puede,  repito,  comprometer  su    respon- 
sabilidad por  el  valor  de  tales  servicios,  y  es  solo  el  Congreso   el 
<jue  puede  decidir  acerca  de  su  remuneración.    Así  lo   entendió, 
sin  duda,  el  interesado  cuando,  aceptando  tácitamente  la  resolu- 
ción gubernativa  ya  citada,  ee  presentó  y  continuó  gestionando 
ante  la  Representación  Nacional;  y  hoy  que  etta^  funciona,  nada 
parece  más  justo  que  dicJio  expediente  vuelva  á  ser  sometido   ¿ 
8U  decisión,  q^ue  solo  se  haya  aplazada  y  á  punto  de  expedirse  en 
vista  de  los  dictámenes  puestos  en  él   por  las  respectivas  coini 
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siones.  Cumplo,  pues,  con  devolver  á  US.  H.  dicho  ^^xpediente, 
para  que,  8Í  lo  tiene  á  bien,  se  sirva  darle  el  giro  indicado;  y  yo, 
por  mi  parte,  me  haré  un  deber  en  recomendar  su  pronto  despa- 
cho á  las  Cámaras  Legislativas,  llamando  la  atención  de  estas 
sobre  los  buenos  servicios  del  recurrente.  Si  el  Congreso,  como 
86  indica  en  uno  de  los  dictámenes  que  apoyan  la  solicitud  de 
Bonetti,  llegase  á  autorizar  al  Ejecutivo  para  arreglar  este  asun- 
to equitativamente,  tendría,  por  mi  parte,  la  mayor  complacen- 
cia en  contribuir  á  su  solución,  poniéndome  de  acuerdo  con 
US.  H, 

Por  último,  del  asunto  Petriconi,  sobre  el  cual  me  habló  tam- 
bién US.  H.  en  nuestra  entrevista,  solo  se  ha  podido  hallar  en 
este  Ministerio  un  acuse  de  recibo  á  la  nota  con  que  acompañó 
US.  H.  una  solicitud  de  aquel  ante  la  Legación.  En  ese  acuse 
de  recibo  le  manifestaba  á  US.  H.  la  conveniencia  de  que  se  pa- 
sase á  este  Despacho  el  expediente  principal,  lo  que  no  llegó  á 
realizarse  por  razones  que  se  ignoran. 

Dejando  así  contestada  la  nota,  sin  fecha,  que  US.  H.  dirigió 
á  mi  antecesor  sobre  estos  asuntos,  y  cuya  respuesta  he  demora- 
do por  el  deseo  de  conocerlos  antes  suficientemente,  tengo  el  ho- 
nor de  reiterar  á  US.  H.,  una  vez  más,  las  protestas  de  distin- 
guida consideración  y  particular  aprecio,  con  que  soy  de  US.  H. 
atento,  seguro  servidor. 

/.  de  la  Riva  Agüero. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  .Encargado   de  Negocios 
de  Italia. 


Jteal  Legacibn  de  Italia. 

Lima,  Junio  28  de  1873. 

Excmo.  Señor: 

No  habiéndose  ocupado  el  Congreso  del  reclamo  del  Dr.  De 
Bonetti,  no  ha  podido  este  señor,  hasta, ahora,  gozar  de  las  bené- 
ficas disposiciones  que  le  preste  el  apoyo  de  V.  E. 

Piensa,  empero,  que  la  ley  votada  por  el  Congreso,  en  1?  de 
Mayo  último,  ha  hecho  variar  su  posición,  en  cuanto  que,  según 

34 
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ella,  pertenece  exclusivamente  al  Gobierno  Supremo  solucionar 
su  demanda. 

El  Dr.  De  Bonetti  expone,  en  la  memoria  que  me  ha  dirigido, 
en  10  del  presente,  los  argumentos  legales  sobre  los  cuales  se  fun- 
da; por  lo  que,  sin  repetirlos  yo,  los  recomiendo  á  la  consideración 
de  V.  É.  con  la  esperanza  de  que,  hallando  justificada  su  con- 
clusión, con  una  resolución  administrativa,  6  por  medio  de  una 
transacción  equitativa,  se  servirá  V.  E.  disponer,  á  un  tiempo,  la 
solución  de  tan  antiguo  asunto  y  la  cesación  del  reclamo. 

La  justicia  que  le  asiste,  fué  reiteradamente  reconocida,  tanto 
por  el  Poder  Ejecutivo,  como  por  la  Comisión  Legislativa.  De- 
seando también  el  recurrente  prevenir  cualquiera  objeción  res- 
pecto de  la  realidad  é  importancia  de  los  servicios  por  los  cuales 
solicita  la  remuneración,  á  solicitud  suya,  y  al  mismo  tiempo  que 
la  presente  nota,  hago  depositar  en  ese  Ministerio  el  voluminoso 
expediente  que  lo  pone  en  evidencia. 

Quédame,  pues,  la  esperanza  de  que,  considerándolo  V.  E. 
bondadosamente,  se  dignará  participarme,  á  su  tiempo,  la  reso- 
lución definitiva  que  anhelo. 

Mientras  tanto,  reitero  á  V.  E.  las  protestas  de  distinguida  con 
sideración,  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  de  V.  E ,  atento  y  se- 
guro servidor. 

Hipólito  Garrón, 

A  S.  E.  don  José  de  la  Riva  Agüero,  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

Lima,  Julio  V  de  1873. 

Junto  con  la  muy  estimable  nota  recomendatoria  de  US.  H.,  de 
28  de  Junio  último,  se  ha  recibido  en  este  Despacho  la  solicitud 
que  presenta  el  doctor  Bonetti,  para  que,  en  conformidad  con  la 
ley  de  1^  de  Mayo  último,  que  el  interesado  juzga  aplicable  á  su 
favor,  se  le  abone  el  crédito  que  reclama  por  servicios  que,  en 
distintas  épocas,  prestó  al  Gobierno  del  Perú. 

Mucho  siente  este  Ministerio  que  estando  de  por  medio  la  reco- 
mendación  de  US.  H.  no  le  sea,   sin  embargo,    permitido  al  Go- 
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bierno  disponer  el  pago  del  crédito  que  reclama  el  doctor  Bone- 
tti,  sometido  ya  al  Congreso,  y  que  solo  éste  puede  resolver,  por 
el  carácter  de  los  servicios  en  que  se  funda. 

La  ley  de  1^  de  Mayo  último,  que  cita  el  reclamante,  no  com- 
prende sino  los  créditos  ya  reconocidos  por  el  Fisco  y  mandados 
pagar  por  resolución  Buprema,  y  la  recomendación  que  yo  hice  á 
las  Cámaras  en  favor  de  dicho  doctor,  y  que  éste  interpreta  tan 
latamente,  no  importa,  ni  puede  importar,  un  reconocimiento  for- 
mal, que  solo  po«lria  fundarse  en  un  acto  gubernativo,  autoriza- 
do por  e!  Procidcnte  de  la  República. 

Creo,  por  lo  tanto,  que  solo  el  Congreso  puede  solucionar  este 
asunto,  sometido  ya  á  su  decisión,  y  que  es  ante  ese  Poder  donde 
únicamente  debe  ocurrir  el  demandante,  para  que  se  le  otorgue 
la  remuneración  á  que  tenga  derecho. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  US.  H.  las  protes- 
tas de  distinguida  consideración  y  aprecio,  con  que  tengo  á  hon- 
ra suscribirme,  de  US.  H.,  atento  seguro  servidor. 

/.  de  la  Riva  Agüero. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,   Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


TESTIMONIO  DE  SATISFACCIÓN  DB  S.  M.  KL  REY  DE  ITALIA  CON  MOTI- 
VO DE  I^S  SERVICIOS  PRESTADOS  EN  EL  INCENDIO  DEL  BUQUE 
•rDELAIDE».-  —1873. 

Real  Liegdción  de  Italia, 

Lima,  Diciembre  18  de  1873. 

Excmo.  Señor: 

Habiendo  sido  informado  S.  M.,  el  Rey  de  Italia,  que  el  pronto 
y  eficaz  concurso  de  la  marina  de  guerra  peruana  obró  poderosa- 
mente en  preservar  el  buque  italiano  «Delaide»,  capitán  Mosto, 
del  incendio  que  se  declaró  á  su  bordo  mientras  estaba  en  la  rada 
del  Callao  el  25  de  Junio  último,  de  orden  de  S.  E.  el  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  y,  á  solicitud  del  de  la  Marina,  ruego 
á  V.  E.  haga  saber  á  los  oficiales  de  la  Marina  de  la  República 
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que  dirigieron  los  auxilios  prestados  en  aquellas  circunstancias, 
loe  testimonios  de  suma  satisfacción  del  Gobierno  de  S.  M. 

Al  cumplir  con  esas  ordenes  superiores,  me  es  grato  tener  oca- 
sión de  manifestar  mi  gratitud  personal  por  el  acto  generoso  de 
la  Marina  peruana,  y  de  expresar,  nuevamente,  los  sentimientos 
de  alta  estima  y  consideración  con  que  tengo  el  honor  de  ser,  de 
V.  E.,  atento  y  seguro  servidor. 

Hipólito  Garrou. 

A  8.  E.  el  señor  don  José  de  la  Riva  Agüero,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Diciembre  29  de  1873. 


He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estimable  nota  de  US.  H.,  fe- 

cha  18  del  actual,  en  la  que  se  sirve  comunicarme,  de  orden  del 

señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Reyno  de  Italia  y  á 

solicitud  del  de  Marina,  el  testimonio  de  la  suma  satisfacción  que 

jl  ha  merecido  del  Gobierno  de  S.  M.  la  conducta  de  los  oficiales 

de  la  Marina  peruana  que  contribuyeron   con  sus  auxilios  á  sal- 
I  var  el  buque  italiano  «Delaide»  del  incendio   que  se  declaró  á  su 

bordo  en  la  bahía  del  Callao. 

Defiriendo  á  los  deseos  manifestados  por  US.  H.,  en  su  citada 
nota,  he  oficiado  al  señor  Ministro  de  Guerra  y  Marina  para  que, 
por  ese  Despacho,  llegue  á  conocimiento  de  los  oficiales  peruanos 
la  manifestación  de  agradecimiento  que  hacia  ellos  dirige  el  Gk)- 
bierno  de  S.  M.,  la  que  estimarán,  en  mucho,  por  su  elevada  pro- 
cedencia; no  obstante  de  que  al  prestar  los  indicados  servicios,  so- 
lo han  creído  cumplir  con  un  deber  de  humanidad,  al  cual  se 
hallaban  especialmente  obligados,  por  hallarse  comprometidos 
en  el  incendio  la  vida  y  los  intereses  de  subditos  de  un  país  ami- 
go, que,  con  sus  simpatías  y  sus  esfuerzos,  han  acompañado  al 
Perú  en  su?  horas  de  prueba. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,   para  reiterar  á  US.  H.  las  se- 
guridades de  mi  distinguida  consideración  y  particular  aprecio. 

J  de  la  Riva  Agüero, 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios  do 
Italia. 
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MARIANO  IGNACIO  PRADO. 

PRKSIDENTK  DB  LA  REPÚBLICA  DKL  PERÚ. 

Por  cuanto: 

Entre  la  República  del  Pera  y  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  se  cele- 
bró, por  los  respectivos  Plenipotenciarios,  en  veintitrés  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro,  el  siguiente 

TRATADO  DE  AMISTAD,  COMERCIO  T 

Navegación. 

El  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  deseando  establecer,  sobre  sólidas  bases  de  justicia  y  re- 
ciprocidad, sus  relaciones  de  amistad,  comercio  y  navegación, 
por  medio  de  un  Tratado,  han  nombrado,  por  sus  plenipotencia- 
rios, á  saber: 

El  Presidente  de  la  República  del  Perú,  á  José  de  la  Riva- 
Agüero,  Ministro  de  Relaciones'  Exteriores,  y  Su  Majestad  el 
Rey  de  Italia,  al  Caballero  Hipólito  Garrou,  su  Encargado  de 
Negocios  y  Cónsul  General  en  el  Perú,  los  cuales,  después  de  can- 
jear sus  plenos  poderes  y  encontrádolos  en  buena  y  debida  for- 
ma, han  convenido  en  los  artículos  siguientes: 

ARTICULO  I. 

La  paz  y  amistad  que  feliztamente  existen  entre  el  Perú  é 
Italia,  serán  perpetuamente  firmes  é  inviolables. 

ARTICULO  II. 

Las  dos  altas  partes  contratantes  establecen  la  más  amplia  li- 
bertad de  comercio  y  navegación  entre  sf;  en  consecuencia,  los 
ciudadanos  italianos  en  el  Perú  y  los  peruanos  en  Italia,  podrán 
entrar  y  residir  con  sus  naves  y  cargamentos  en  los  puertos  ha- 
bilitados, ó  que  en  adelante  se  habilitasen,  en  las  costas  y  terri- 
torios de  la  otra  parte,  y  hacer  en  ellos,  toda  especie  de  comer- 
cio permitido  á  los  naturales.  Se  exceptúa  el  comercio  de  cabo- 
taje, cuyo  arreglo  especial  se  reservarán  los  Gobiernos  contratan- 


I  de  las  dos  potencias  serán  tr 
too  los  de  la  Nacióu  más  favo 

lRTICCLO  ni. 

í  y  los  peruanos  en  Italia,  poc 
!|tectÍ7os  teiritoritis,  ejercer  t 
cito,  rcaliz^ir  por  sí,  ó  por  a 
■::íls,  y  ¡¡rcsoiHnr  á  laa  adñfn" 
■íe  representar  por  cualquiera 
sin  quedar  sometidos  á  otros 
uesios,  que  los  que  pesan  sobi 


lRTKILO  IV. 

y  Kw  iialianos  en  el  Perú 
tHvi.m  qi:e  las  leyes  acuenlai 
'  !i:»oi,>'.K-i'e#,  ta-i:o  en  sus  per 
staniQ,  T¥#iHv;;\"aaie:i:e.  exeii 
•'ji  rvito.  ManT-.i  y  eo  ".as  Gua 
■s  exlraorviir-.snas.  emprtsiiía 
y.  en  i^^neríi:.  dí  to-io  car^o  i 
,;tU«  á  tv-ipír  ^»^  i;;;:-.¡es:v»s  o 
r  ;:u-va,ii.r;AS  co  esiar^a  stije! 


•  «  «.vr.vfr.fi  y  i^-i^-ie  previa: 
^KTICVLO  V. 
.  r,'sv,v,;A-.v.Tis  ■  a-l^j'.is  de 
",:  ;  .r*  ¿í  '.■<?  ':%  .ii.-e  ;■,•:,:->: 
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ARTICULO  VI. 

Ambas  partes  contratantes  se  obligan  á  no  conceder  en  su 
Estado  ningún  raonopolio,  indemnización  6  privilegio  propia- 
mente dicho,  con  daño  del  comercio  y  de  la  navegación  de  los 
ciudadanos  del  otro 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  se  extienden  á  los  privi- 
legios de  los  objetos  cuyo  comercio  pertenece  á  los  dos  Gobiernos 
respectivos,  ni  á  las  patentes  de  invención  por  introdución  y 
aplicación. 

ARTICULO  VIL 

Estarán  completamente  exentos  de  derechos  de  tonelaje  y  de 
despacho  en  los  puertos  respectivot»: 

1.  Los  buques  que  entran  y  salen  en  lastre  cualquiera  que 
sea  su  procedencia. 

2^  Los  buques  que  pasando  de  un  puerto  de  uno  de  los  dos 
Estados  á  uno  ó  más  puertos  del  mismo,  ya  para  dejar  todo  ó 
parte  de  su  cargamento,  ya  para  tomarlo  ó  completarlo,  justifi- 
quen haber  pagado  los  derechos  mencionados. 

3?  Los  buques  que  entrando  con  un  cargamento  en  un  puer- 
to, sea  voluntariamente,  sea  por  arribada  forzosa,  salgan  de  él 
sin  haber  hecho  operaciones  de  comercio. 

En  caso  de  arribada  forzosa  no  se  considerarán  como  opera- 
ciones de  comercio  la  carga  y  descarga  de  merca jerías  para  la 
carrera  del  buque,  el  trasbordo  á  otro  en  caso  de  que  no  pueda 
navegar  el  primero,  los  gastos  necesarios  para  el  mantenimiento 
de  las  tripulaciones  y  la  venta  de  las  mercaderías  averiadas 
cuando  la  Administración  de  la  Aduana  haya  concedido  permi- 
so, siempre  que  no  se  destinen  al  consumo  interior. 

ARTICULO  VIH. 

Cuando  un  buque  de  una  de  las  dos  partes  contratantes  nau- 
firague,  encalle  ó  sufra  avería  en  las  costas  ó  en  cualquier  lugar 
de  la  jurisdicción  de  la  otra  parte,  los  ciudadanos  respectivos  re- 
cibirán por  sí  para  sus  buques,  efectos  y  mercaderías  de  la  au- 
toridad local,  el  mismo  auxilio  que  se  concedería  á  los  habitan- 
tes del  país  donde  tiene  lugar  el  infortunio. 

Sin  embargo,  las  operaciones   relativas  al   salvamento,   serán 
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irigidas  por  los  Agentes  Consulnres  de  la  Nación  á  quieo  peí 
esca  el  buque  naufragado,  eDcalIado  ó  averiado. 
Las  autoridades  locales  deberán  hacer  saber  lo  mas  pronto 
ble  á  dichos  Agentes  la  desgracia  de  que  se  trata  y  limitar 
iterveDción  al  cuidado  de)  orden  y  de  los  intereses  de  los  t 
peren  el  salvamento  si  no  [tertenecen  á  las  tripulaciones  naul 
radas  y  asegurar  el  .cumplimiento  de  las  disposiciones  coni 
.tntes  á  la  entrada  y  salida  de  las  mercaderías  salvadas. 

_  ARTICULO  IX. 

En  todos  los   territorios  y  dominios  de  los  dos   Estados  se  c 
iderá  á  los  buques  del  otro   la  fncultad  de  completar  su  tripu 
6n  para  poder  continuar  el  viaje  con  marineros  engancha' 
1  el  país,  siempre  que  se  conformen  á  las  leyes   locales  y  el 
anche  sea  voluntario. 

Cuando  un  buque  de  una  de  las  partes  contratantes  qui 
irapletar  en  los  puertos  del  país  su  tripulación  con  marine 
ibditos  de  la  otra  parte  contratante,  no  podrá  hacerlo  sino 
írtud  de  permiso  escrito  del  Agente  Consular  de  la  otra  Naci 

ARTICULO  X. 

Los  buques,  mercad<!r(as  y  efectos  pertenecientes  á  loe  ciuda 
06  de  una  de  las  partes  contratantifs  que  hubiesen  sido  roba 
or  piratas,  sea  en  el  límite  de  la  respectiva  jurisdicción  ó  en 
guas  territoriales  de  otro  Estado  ó  en  alta  mar,  y  fuesen  trss] 
kdos  y  hallados  en  los  puertos,  rii.«,  playas  ó  dominio  de  lac 
arte,  serán  oons^ignados  á  sus  propietarios,  mediante  el  reern! 
)  de  los  gastos  heohos  por  la  recuperación. 

En  este  cafo,  la  acción  de  reivindicaoiÓD  deberá  promoverse 
1  lonuino  de  dos  ai'ios  ante  los  Tribunales  de  las  partes  iob 
tdas,  Ihs  que  (xvlrán  ci'>u  tal  Gu,  hacerse  lepresentar  por  prc 
»dort*8  ó  agenies  de  su  Kación. 

ARTICULO  XI. 

t.\mio  «.vn>plouu>nto  de  li>s  principios  de  IVreoho  MarítimO; 
ftdi»  ,'H  U  d(vUr»ción  di'l  CiMij-r^iiii.»  de  Paris  el  16  de  Abri. 
■ívMí.  Uw  Cítales  st»  KLVptHU  sin  n:>¥>írva  por  1*9  das  partes  en 
nútuas  ivlacii>ntvs,    l»s  «.K^s   Potencias  convienen  que  mcedien- 
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do  la  desgracia  de  una  guerra  entre  una  y  otra,  las  propiedades 
privadas  de  cualquiera  especie  pertenecientes  á  los  ciudadanos 
de  la  una,  serán  respetadas  por  la  otra,  al  igual  de  las  propieda- 
des do  los  neutrales,  y  esto  tanto  en  el  mar  como  en  tierra,  y 
del  mismo  modo  en  aJta  mar  que  en  el  mar  territorial  y  en  cual- 
quier otro  lugar,  y  cualquiera  que  sea  la  bandera  bajo  la  cual 
vayan  los  buques  y  mercancías,  sin  más  limitación  que  qu  los 
casos  de  ruptura  de  bloqueo  y  de  contrabando  de  guerra. 

Queda  vigente  el  derecho  de  impedir,  durante  la  guerra,  todo 
comercio  y  comunicación  putre  todos  y  algunos  puntos  del  lito- 
ral del  territorio  propio  y  lt>s  buques  mercantes  que  viajen  bajo 
la  bandera  enemiga,  como  también  aplicar  á  los  transgresorei 
de  la  prohibici6?\  la  confiscación  y  otnispenas,  siempre  que  la  pro- 
h¡I)ición  y  la  (>ena  se  determine  por  el  debido  manifiesto  publi- 
cado con  anterioridad. 


ARTICULO  XII. 

Los  boques  mercantes  de  una  y  otra  parte  contratantes  que 
hubiesen  entiadoáun  puerto  asecliado,  bloqueado  ú  ocupado  por 
uno  de  los  beligerantes,  podrán  salir  libremente  de  él  con  su  car- 
gamento, y  si  estos  mismos  buques  se  encontrasen  en  el  puerto 
después  de  la  rendición  de  la  plaza,  no  |K)drán,  bajo  ningún  pre- 
texto,j5er  capturados,  y,  tanto  los  buques,  como  las  mercaderías, 
serán  entregados  á  los  respectivos  propietarios. 

No  será  susceptible  de  arresto,  detención  ni  confiscación  el 
buque  que,  al  entrar  á  un  puerto  ó  rada  bloqueados,  no  lleve  en 
sus  documentos  de  nacionalidad  la  anotación  puesta  por  las  fuer- 
«as  maiítimas  encargadas  del  bloqueo,  por  la  que  conste  la  noti- 
ficación hecba  al  buque  de  hallarse  el  puerto  bloqueado. 

ARTICULO  XITI, 

Serán  reputados  artículos  de  contrabando  de  guerra  loa  caño- 
nes, fusiles,  carabinas,  revólveres,  pist/>1as,  sables  y  otras  armas 
de  cualquier  género,  las  nmniciones  dv  t^nerra,  los  arreos  milita- 
res de  cualquiera  ea[>ecie,  con  tal  que  uo  sean  del  uso  de  abordo 
6  personal,  y,  generalmente,  todo  aquello  que,  sin  transformación, 
sirva  exclusivamente  al  inmediato  armamento  marítimo  ó  te- 
rrestre. 

Los  iuílividuos  pertenecientes  á  uno  de  los  beligerantes,  no  po- 
drán nunca  ser  arrestados  á  bordo  de  un  buquo^  salvo  el  caso  d# 
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que  atuviesen  enrolados  como  soldados  ó  como  voluatarios  á  svl 
servicio. 

ARTroULO  XIV. 

Si  una  de  las  partes  contratantes  se  encontrase  en  guerra  con 
una  tercera  potencia,  los  ciudadanos  de  la  otra  podrán  continuar 
su  navegación  y  comercio  con  los  Estados  del  enemigo  y  entre 
los  Estados  beligerantes,  salvo  el  caso  de  bloqueo  ó  de  contra- 
bando de  guerra,  conforme  se  han  definido  y  normalizado  en  loe 
tres  artículos  antecedentes,  como  también,  salvo  las  reglas  del 
Derecho  Internacional  Común,  respecto  A  derecho  de  visita. 

ARTICULO  XV. 

Serán  considerados  como  buques  italianos  en  el  Perú  y,  vice- 
Tersa,  como  peruanos  en  Italia,  los  que  navegan  bajo  U  respec- 
tiva bandera  y  que  estén  provistos  de  los  papeles  de  á  bordo  y 
de  los  demás  documentos  exigidos  por  la  Legislación  de  los  ca- 
tados respectivos,  para  justificar  la  nacionalidad  de  los  buques 
mercantes. 

ARTICULO  XVI. 

Los  ciudadanos  Me  cada  una  de  las  dos  partes  serán  admitidos 
en  la  otra  al  goce  de  los  derechos  civiles. 

En  consecuencia,  se  reconoce,  por  ambas  partes  contratantes, 
la  facultad  de  poseer  bienes  inmuebles  y  de  disponer  de  ellos  á 
voluntad  por  venta,  donación,  permuta  ó  de  cualquier  otro  mo* 
do  de  todas  las  propiedades  de  cualquiera  especie  que  poseaa.en 
los  territorios  respectivos.  También  gozarán,  igual  y  recíproca- 
mente, del  derecho  de  recibir  y  trasmitir,  por  herencia,  sea  ab- 
intestato,  sea  por  testamento,  según  las  leyes  vigentes  en  el  Esta- 
do 4  que  pertenesoan,  sin  que  puedan  ser  sometidos  por  causa  ds 
su  oalidad  de  extranjero  á  ningáa  impuesto  ó  contribución  qus 
no  pese  igualmente  sobre  los  nacionales. 

ARTICULO  XVII. 

Los  ciudadanos  de  una  y  otra  parte  tendrán  libre  acceso  á  loi 
Tribunales  ds  Justicia  para  hacer  valer  ó  defender  sus  derechos, 
sin  mas  condioioneSi  restricciones  ó  impuestos  que  los  que  ps- 
ssD  sobre  los  nsoionalss. 
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Tendrán,  además,  la  facultad  de  elegir  libremente  8us  defenso- 
res 7  agentes  al  igual  de  los  nacionales  y  la  de  asistir  á  las  aa- 
diencias,  debates  y  sentencias  de  los  Tribunales,  en  las  causas  en 
que  fuesen  interesados,  como  también  asistir  á  los  informes,  exá- 
menes y  deposiciones  de  testigos  que  puedan  ocurrir  con  motivo 
de  los  mismos  juicios,  siempre  que  las  leyes  de  los  respectivos 
países  permitan  la  publicidad  de  semejantes  actos. 

ARTICULO  XVIII. 

Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial  ema- 
nndas  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  contratantes  y  de- 
bidamente legalizadas,  tendrán,  á  solicitud  de  los  Tribunales 
mismos,  en  los  Estados  de  la  otra  parte,  la  misma  fuerza  que  las 
emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíprocamente  cum- 
plidas y  producirán  los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aque- 
llos bienes  sujetos  á  esta,  según  las  leyes  del  país  y  serán  obser- 
vadas las  disposiciones  de  las  mismas  leyes,  respecto  á  la  inscrip- 
ción y  á  las  otras  formalidades. 

Para  que  puedan  cumplirse  estas  sentencias  y  ordenanzas  de- 
berán ser  previamente  declaradas  ejecutoriadas  por  el  Tribunal 
Superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  deba  tener  lugar  la  eje- 
cución, mediante  un  juicio  de  deliberación  en  el  que,  oídas  las 
partes  en  la  f(»rma  sumaria,  se  examine: 

1^    Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judi- 
cial competente: 

2?    Si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  partes: 
3?    Si  las  partes  han  sido  legalmente  representadas  ó  legal- 
mente  contumaces. 

4?     Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contra  el  orden 
público  ó  el  Derecho  Público  del  Estado. 

La  fuerza  ejecutoría  de  las  sentencias  podrá  ser  solicitada  por  la 
vía  diplomática  ó  directamente  por  la  parte  interesada.  Sí  la  par- 
te interesada  no  ha  ^constituido  oportunamente  procurador,  le  se- 
rá éste  no:nbrado  de  oñcio  por  el  Tribunal  que  debe  declarar 
ejecutoria  la  sentencia.  ' 

La  parte  actora  df^berá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  pago  de^oualquiera  obvención  legítima.  (1) 

ARTICULO   XIX. 
Los  actos  notariales  de  cualquiera  especie,  aunque  sean  estipu- 


(1)  Véate  más  adelante  ''Bleouoión  de  sentencian  itallanat  en  el  Pera  189a 
-X904." 
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lados  antes  de  la  conclusión  del  presente  Tratado,  tendrán  res- 
peetivamente,  eji  los  dos  países,  la  misma  fuerza  y  valor  que  loi 
emanados  y  recibidos  de  las  autoridades  locales  y  de  los  notarios 
que  ejerzan  en  el  lugar,  siempre  que  estén  arreglados  á  todas  las 
formalidades  y  estén  pagados  Uis  derechos  relativos  en  los  respec- 
tivos Estados. 

T  ^q  ac^o<»  notariales,  sin  embargo,  no  podrán,  tener  la  fuerza 
ejecutiva  que  la  ley  les  concede,  si  esta  no  fué  desile  luego  ira- 
paitida  por  el  Tribunal  del  distrito  en  que  se  quiere  hacer  In 
ejecución  después  del  sumario  judicial  en  que  se  cumplan  la» 
formalidades  establecidas  en  el  artículo  precedente,  en  cuanto  le 
sean  aplicables. 

ARTICULO  XX. 

Si  una  de  las  partes  contratantes  concediese  en  el  porvenir  á 
otro  Estado  algún  favor  particular  ó  franquicia  en  materia  de 
comercio,  de  navegación  ó  de  cualquiera  otro  objeto  referido  en 
la  presente  convención,  se  considerará  ipsofacto  y  de  pleno  dere* 
cho  concedido  á  la  otra  parte. 

ARTICULO  XXI. 

£1  presente  Tratado  permanecerá  en  vigor  por  diez  años,  qne 
se  contarán  desde  el  día  en  que  se  haga  el  canje  de  las  ratifica- 
ciones; pero  si  un  año  antes  de  espirar  el  término,  ninguna  de 
las  partes  contratantee  le  hubiese  anunciado  á  la  otra  la  inten- 
ción de  hacer  cesar  sus  efectos,  continuará  en  vigor  para  ambas 
partes,  hasta  un  año  después  en  que  se  haga  la  mencionada  de- 
clarmción,  cualquiera  que  sea  la  época  en  que  esta  tenga  lugar. 

ARTICULO  XXII. 

El  presente  Tratado  será  aprobado  v  ratificado  por  8a  E^c»- 
leneia  el  Presidente  de  la  República  del  Perú  y  por  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  s^^u  la  Constitución  de  caJa  uno  de  loe  doo 
países,  y  las  ratificaciones  serán  canjeadas  en  Lima  ó  en  Romm 
en  el  término  de  dies  y  ocho  meses,  contados  desde  el  día  de  la 
firma  6  antes  si  fuere  posible* 

ARTICULO  ADICIONAL. 

£1  Gobierno  peruano,  queriendo  reconocer  y  definir  un  e0tad# 
de  cosas  existente  hace  largo  tiempo,  y  sin  el  ánimo  de  conceder 
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Buevofl  derechos  6  favores  á  los  residentes  italianos,  declara-  re- 
conocer 7  respetar,  como  costumbre  legítima,  el  uso  seguido  has- 
ta aquí  por  los  ciudadanos  italianos  en  el  Perú,  de  dedicarse  á 
la  pesca  y  al  tráfico  de  botes,  lanchas,  &,  en  los  puertos  ó  radas, 
caletas,  ríos  ú  otros  lugares  de  la  jurisdicción  del  litado  pe- 
ruano. 

Y  como  es  intención  de  dicho  Gobierno  evitar  todo  motivo  d# 
conflicto-con  el  Gobierno  italiano,  respecto  á  esta  materia,  queda 
entendido,  de  una  vez  para  siempre,  entre  los  dos  Gobiernos,  que 
los  italianos  que  se  entregan  á  las  dichas  industrias,  en  las  aguas 
del  Pero,  quedan  sometidos  á  Iof  mismos  deberes  á  que  están 
sujetos  los  pescadores  y  lancheros  nacionales,  salvo  el  servicio  d# 
la  marina  militar  peruana.  ^ 

En  fe  de  lo  cual  los  respectivos  Ptenipotenciaríoa  han  fírmad# 
y  sellado  el  presente  Tratado. 

Hecho  en  Lima,  el  23  de  Diciembre  de  1874. 

J.  DE  LA  RiVA  AouifiKa  HiPOLiTO  Garroií» 

(L.  a)  (L.  S  ) 


DECLARACIÓN. 


Los  infrascritos  con  el  tiu  de  prevenir  toda  equivocación  aoeiv 
ea  del  valor  de  la  locución  «contribuciones  extraordinarias»,  em^ 
pleada  en  el  artículo  cuarto  del  tratado  que  han  ajustado  en  esta 
fecha  á  nombre  de  sus  respectivos  Gobiernos,  declaran:  que  se  en^ 
tiende,  respectivamente  por  contribuciones  extraordinarias,  todo 
impuesto  de  cualquier  naturaleza  que  no  sea  sancionado  por 
ley  expedida  en  la  forma  legal  en  los  respectivos  Estados,  y  cuya 
aplicación  no  sea  independiente  del  estado  y  nacionalidad  d# 
las  personas  ó  de  las  cosas. 

En  fS  de  lo  cual  firman  la  presente,  por  duplicado,  en  Lima, 
4  23  de  Diciembre  de  1874. 

J.  »E  iiA  RivA  Aqubbo.  Hipólito  Qarkov. 
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Pro  tanto:  y  habiendo  el  (Congreso  Nacional  aprobado  el  pre- 
inserto Ti  atado;  en  uso  de  laa  facultades  que  la  Constitución  d« 
)a  República  me  concede,  he  venido  eu  aceptarlo,  aprobarlo  y 
ratificarlo,  teniéndolo  como  ley  del  Estado  y  comprometiendo  pa- 
ra su  observancia  el  honor  nacional. 

En  fé  de  lo  cual  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  laa 
armas  de  la  República  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
«n  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Lima,  á  los  cuatro 
dfas  del  mes  de  Noviembre  del  año  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho. 


MARIANO  I.  PRADO. 


Manuel  Iríooybn. 


ACTA  DE  CANJE. 

Habiéndose  reunido  los  infrascritos  en  el  Ministerio  de  Rela- 
jones Exteriores,  con  el  objeto  de  proceder  al  canje  de  las  rati- 
ficaciones de  Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  República  del 
Peiú  y  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  del  Tratado  celebrado  y 
ooncluído  en  Lima,  el  día  vein.e  y  tres  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  cuatro,  por  los  plenipotenciarios  de  ambas 
aaciones,  canje  que  según  el  artículo  veinte  y  dos  del  Tratado 
debió  verificarse  diez  y  ocho  meses  después  de  aquella  fecha,  pe- 
ro que  ha  sido  retardado  por  causas  independientes  de  la  volun- 
tad de  las  partes  contratantes,  convinieron  los  infrascritos,  en 
virtud  de  sus  plenos  poderes,  en  ampliar  el  término,  y  señalaron 
al  efecto,  el  día  de  la  fecha  para  verificar  el  respectivo  canje. 
Acto  continuo  procedieron  4  confrontar  los  respectivos  ejempla- 
res de  dicho  Tratado,  y  habiéndolos  encontrado  en  buena  y  debi- 
da forma,  se  dio  por  concluido  el  acto. 

En  fft  de  lo  cual,  los  infrascritos  redactaron  esta  acta,  firmán- 
dola, por  duplicado,  con  sus  sellos  respectivos. 

Hecha  en  Lima,  el  día  siete  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
•etenta  y  ocho* 


Manuel  Iriooten. 
(L.S.) 


Q.  B.  VlVIANI. 

(L.  8.) 
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YIAJK  AL  PBr6  OR  ».   A.  R.  BL    DUQUS    DI   OÉNOTA.  —1874, 

Heal  Legación  de  BalicL 

Lima,  Odnbre  13  de  1874. 
•  Excmo.  Señor: 

Reconocido  4  las  demostraciones  de  cortés  simpatía  con  que, 
8.  A.  R.  el  Duque  de  Qéiiova,  fué  acogido  en  su  viaje  al   Períu. 
el  Qolnemo  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,   me  confía  el   agradable 
encargo  de  manifestar  al  Oobiemo  de  la  República,  la  expresiór^ 
de  su  mas  vivo  agradecimiedto. 

La  cordialidad  de  sentimientos  que  en  tan  plácida  oportani- 
dad  manifestaron  á  porfía,  tanto  el  Supremo  Representante  de 
la  Nación  Peruana,  como  la  población  nacional  y  la  colonia  ita« 
liana,  no  se  refería  en  verdad  menos  directamente  á  la  persona 
del  joven  príncipe,  que  á  la  ugusta  dinastía  y  á  la  Nación  á 
quienes  él  pertenece,  y  es,  por  lo  mismo,  tanto  más  aceptable  á 
S.  M.  el  Rey,  á  sn  Gobierno  y  á  su  pueblo. 

Todos  en  aquel  acontecimiento  han  contemplado  la  ratifica-- 
ción  expontánea  de  la  referente  y  amistosa  estima,  que  por  su 
bien  se  profesan  los  dos  países,  y  si  en  toda  oportunidad  siempre 
me  ha  sido  grato  servir  de  órgano  á  sus  relaciones  prósperas,  p4»r 
cuanto  su  base  es  ia  lealtad,  en  ninguna  otra  he  tenido  bastante 
satisfacción,  como  en  esta  en  que,  por  mandato  expreso,  traigo  la 
palabra  del  Soberano  italiano,  para  suplicar  á  V.  £.  ponga  en 
conocimiento  del  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República  y  dé 
todas  las  clases  de  la  Nación  Peruana,  la  ya  dicha  manifesta- 
ción amplia  del  agradecimiento  que  sienten  todas  las  clases  d% 
la  Nación  Italiana. 

Acrece  con  mucho  mi  júbilo  por  cuanto  circunstancia  tan  so- 
lemne me  es  propicia  para  poner  de  manifiesto  la  satisfacción 
con  que  el  pueblo  del  Reyno  de  Italia  y  su  Gobierno  han  sabida 
el  comportamiento  de  sus  conciudadan(»s,  eco  fiel  de  los  senti< 
mientos  que  igualmente  k«  anima  por  la  patria. 

Ruego  á  V.  E ,  acepte  los  testimonios  de  grande  aprecio  y 
tonaideración  con  que  tengo  la  honra  de  ser,  de  V.  E ,  muy  ol)a- 
diente  servidor. 

Hipólito  Qarrou. 
Al  Exorno.  Sefior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 
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Jáinislerio  de  Itelacian^$  Exteriore$. 


Linia^  Enero  12  de  1675. 


Con  verdadera  satisfacción  tengo  el  honor  de  contestar  á  la  no- 
ta de  ü.  S.  H.,  de  13  de  Octubre  último,  en  la  que,  cumpliendo 
con  un  elevado  encargo,  se  sirve  US.  H.  trasmitir,  por  mi  órga- 
no, al  Gobierno  y  pueblo  peruanos,  los  agradecimientos  de  S.  M. 
el  Rey  de  Italia  y  de  toda  esa  culta  Nación,  por  las  *  atenciones 
que,  á  su  paso  por  Lima,  se  tributaron  á  S.  A.  R.  el  Duque  de 
Genova. 

EIs  muy  halagüeño  para  el  pueblo  peruano  que  esas  manifes- 
taciones de  simpatía,  que  se  dispensaron  al  distinguido  hur«ped 
con  tanta  expontaneidad,  hayan  contribuida  á  avivar  el  afecto 
de  Italia  por  el  Perú,  y  á  estrechar  más  y  más  los  vínculos  quj 
existen  entre  ambos  países. 

Mi  Gobierno  y  la  Sociedad  peruana,  que  se  honraron  en  llenar 
iH)n  S.  A.  R.  los  elevados  deberes  de  hospitalidad,  hónranse  hoy, 
doblemente,  con  las  expresiones  que  US.  H.  ha  tenido  á  bien 
trasmitir  y  que  agradecen  con  toda  sinceridad. 

Al  acusar  recibo  á  Viá,  H.  de  tan  estimable  nota,  me  com- 
plaico  en  asegurarle,  una  vez  más,  los  especiales  sentimientos 
de  cordialidad  y  aprecio  con  que  soy,  de  US.  H.,  muy  atento  ser- 
vidor 

J.  de  la  Rha  Agüero. 

Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,   Encargado  de   Negocios 
de  Italia. 


LOS    INlilQRANTSS    ITAUAKOS — 1875. 


ftent  LegmeiÓH  de  liülia. 


Lima,  Abra  1^  de  1875. 


Ihccmo.  Sefion 


Por  segunda  vei  algunos  emigrados  italianos  que  ae  dirigían 
boy  &  es»ta  Legación,  han  sido  artdsiadoa  y  eonducidoa  á  la  Pre- 
fecianu 
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Por  informes  personales  del  señor  Prefecto,  he  sabido  que  tal 
medida  se  ha  adoptado  en  virtud  de  los  Reglamentos  sobre  el 
orden  público,  y  como  aconteció  en  el  caso  anterior  á  que  he  alu- 
dido, oyendo  mi  súplica  el  señor  Prefecto,  tuvo  la  bondad  de  po- 
ner en  libertad  á  los  nuevamente  arrestados. 

Recorr^ndo  luego  la  escala  hasta  la  autoridad  superior,  he 
tenido  ocasión  de  convencerme  de  que  la  afluencia  de  inmigra- 
dos desocupados  en  la  Legación,  proviene  de  lo  nsuelto  por  el 
Gobierno  sobre  que  cese  el  socorro  de  alojamiento  y  comida  que 
hasta  ahora  les  proporcionaba  la  Sociedad  de  Inmigración. 

La  disposición  gnbernativa  en  cuya  virtud  ha  venido  ya  al 
Perú  un  número  considerable  de  italianos,  ha  establecido  entre 
ambas  partes  un  compromiso  importante  y  obligaciones  recípro- 
cas; y  si  hasta  cierto  punto  es  de  mi  deber  reconocer  que  el  Go- 
bierno de  la  República  lo  ha  cumplido  con  abundancia,  por  otra 
parte  un  deber  no  menos  imperioso  me  impone  la  obligación  de 
reclamar  toda  la  atención  de  V.  E.  hacia  la  posición  creada  por 
el  estado  actual  de  cosas. 

Sin  ánimo  de  remontarme  á  las  causas,  quien  como  yo  ha  se- 
guido, atenta  é  imparcialmente,  las  faces  de  la  presente  inmigra- 
ción, es  fácil  reconocer  que  viendo  desvanecidas  las  exageradas 
ilusiones  con  que  en  su  patriase  alimentaron,  dolorosamente  im- 
presionados con  el  triste  estado  á  que  á  varios  los  han  reducido 
las  fiebres  adquiridas  en  alguna  localidad,  y  por  otra  de  sujestio- 
nes  poco  meditadas,  los  inmigrados  últimamente  venidos,  consi- 
deran al  país  como  absolutamente  mal  sano,  y  con  el  terror  que 
a  entendimientos  incultos  inspira  la  perspectiva  de  la  muerte, 
con  obstinación  insisten  en  no  ver  otro  medio  de  escapar  sino  su 
inmediata  repatriación. 

Elsto  lo  dicen  á  una  voz,  y  á  estos  se  agregan  no  pocos  á  quie- 
nes lo  relativamente  mal  sano  de  algunas  provincias  ha  determi- 
nado á  regresar  á  Lima.  Fuera  de  toda  duda  está  que  el  Gobier- 
no del  Perú  no  ha  asumido  tal  obligación;  pero  es  también  claro 
que  di'sde  el  momento  en  que  los  inmigrados  se  niegan  en  lo  ab- 
soluto á  tomar  las  colocaciones  que  la  Sociedad .  de  Inmigración 
les  ofrece,  su  sola  presencia  dá  ocasión  á  trastornos  del  orden  pú- 
blico, siendo  por  necesidad  consecuencias  inevitables  ó  la  violen- 
cia que  ha  de  emplearse  para  obligarlos  al  trabajo  á  que  están 
destinados,  ó,  como  se  crea  necesaria,  la  cesación  del  socorro  que 
hasta  hoy  les  ha  prodigado  la  citada  sociedad. 

Con  tan  deplorable  alternativa  á  la  vista,  con  todos  los  recur- 
sos á  mi  alcance,  me  he  dado  á  buscar  asiduamente  el  camino  de 
una  solución.  Más,  tanto  porque  no  me  han  valido  las  represen- 
taciones que  directamente  y  por  medio  de  un  colega'  he  hecho  á 

36 
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V.  E.,  y  ya  porque  la  declaración  que  hoy  me  ha  hecho  el  Mi- 
nistro de  Gobierno  ninguna  esperanza  me  dejan  de  temperamen- 
tos conciliatorios,  me  es  forzoso  descargarme  de  toda  responsabi- 
lidad. 

Sírvase  V.  R  considerar  que  si  el  Gobierno  del  Perú  tiene  sus 
ratones  para  rechazar  la  p>etición  de  repatriar  á  los  inmigrantes 
italianos^  el  Gobierno  italiano  no  puede  hacer  suyo  el  gravamen, 
cuando  por  respeto  á  la  libertad  individual  no  les  ha  podido  evi- 
tiir  que  emigren;  ni  aún  cuando  por  culpa  suya  sea,  puede  per- 
mitir i)ue  Kv$  incautos  que  lum  inmigrado  sean  abandonados  á 
tanta  distancia  de  la  patria,  en  brazos  de  la  miseria  ó  algo  tal 
vet  |>cor« 

En  su  nombr^^  pues,  ya  que  no  me  es  dado  hacerlo  yo  antes 
de  tener  órdenes  en  el  j^rtioular,  dirigiéndome  formalmente  á 
\\  E,  mego  que  el  Gobierno  del  Perú  provea  con  equidad  á  la 
v»nservacián  de  mis  compatriotas. 

Ali^xma  mejor  tolerancia  de  su  parte  haciéndoles  apreciar  me- 
jv^r  las  ofertas  de  la  Sociedad  de  Inmigración  podrá  tal  vez  coad- 
yuvar á  la  solución  que  de^xi.  En  todo  caso  buscaré  manera  de 
hallar  otra  cotuivuí^oión  que  evite  á  atenuar  las  consecuencias 
de  una  suerte  que  por  su  origen  es  de  ellos. 

Con  la  may^^r  coujiivleraoión  y  aprecio  tengo  el  honor  de  ser,  de 
V   E ,  muv  obe^liente  servidor. 

Hipólito  Gomnc 

Al  FiccuKx  s^fk^r  A,  \\  lie  Im  Torre.  Miristio  de  Relaciones  Ex- 


L'n^x,  .4rWr  S  ie  1S75, 

^>  \v<  *,í c^^^-^^  ^u>  "A,N'c<i  c  <<\  <\-cr,  c  "íür-'írre  y  auxiliados 
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Dígnese  US.  p.  aceptar  las  consideraciones  de  aprecio  con  que 
me  repito. 
Atento  y  seguro  servidor — 

A.  V.  de  La  Torre. 

Al  Honorable  Caballero  Hipólito  Garrou,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia . 


Ministerio  de  Relaciones  Exierioirs. 

Lima,  Abril  21  de  1875. 

\ 

Señor: 

Antes  de  contestar  el  despacho  que  tuvo  á  bien  dirigirme  S. 
S.  H.,  con  fecha  1;  delj)resente  mes,  y  del  que  le  acusé  oportu- 
namente recibo,  creí  conveniente  oir  la  opinión  del  sefíor  Minis- 
tro de  Gobierno,  el  que,  á  su  vez,  pidió  informe  al  Presidente  de 
la  «Sociedad  de  Inmigración  Europea».  Hoy  tengo  el  honor  de 
acompasar,  en  copia  auténtica,  tanto  el  oficio  del  citado  señor 
Ministro,  como  el  informe  de  que  dejo  hecho  mención. 

Como  veráS.  S.  H.,  en  ambos  documentos  se  trata  extensamen- 
te del  asunto  que  se  ha  servido  traer  á  mi  despacho;  pero,  por 
mi  parte,  no  puedo  dejar  de  ocuparme  de  él  y  contestar  la  nota 
de  S.  S.  H.,  de  que  hice  referencia  al  principio. 

S.  S.  H.  conoce  la  razón  que  tuvieron  las  autoridades  locales 
para  proceder  al  arresto  de  los  italianos  que,  en  grupos  desorde- 
nados, trataban  de  penetrar  en  esa  Legación,  los  mismos  que,  á 
solicitud  de  S.  S.  H.,  fueron  puestos  en  libertad  por  la  Prefectura 
del  Departamedto.  Omito,  pues,  extenderme  más  sobre  este  inci- 
dente, en  el  que  se  ha  procedido  conforme  á  los  reglamentos  de 
Policía,  por  tener  S.  S.  H.  conocimiento  perfecto  de  los  antece- 
dentes. 

En  las  conferencias  verbales  á  que  S.  S.  H.  se  refiere,  en  la 
que  tuye  con  uno  de  sus  honorables  colegas,  así  como  en  la  nota 
que  contesto,  no  ha  podido  negarse  que  mi  Gobierno  no  está  obli- 
gado á  repatriar  á  los  inmigrantes  italianos.  Hay  más:  S.  S.  H. 
ha  reconocido  y  manifestado,  mas  de  una  vez,  que  no  solo  se  ha- 
bían cumplido  los  compromisos  contraídos  por  la  «Sociedad   de 
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hunigraciun,»  sino  que  la  conducta  observada  con  los  inmigran- 
tes no  podía  ser  más  benigna  y  generosa,  pues  se  les  atendía  por 
mas  tiempo  de  aquel  que  era  obligatorio,  conforme  al  Regla- 
niento. 

Y  ya  ipie  S.  S.  H.  ha  creído  oportuno  traer  á  la  Tremoria  las 
insinuaciones  verbales  y  directas  que  se  ha  servido  hacerme, 
bueno  será  recordar  que  no  fueron  contestadas  las  poderosas  ra- 
zones en  que  fundé  mi  negativa,  manifestan«l  »  que  raí  Gobierno 
no  povlia  repatriar  por  su  cuenta  á  los  pocos  inmigrantes  descon- 
lentos,  y  que  S.  S.  II.,  reconociendo  la  justicia  de  ellas,  se  limitó 
á  indicariue  que  no  era  posible  convencer  con  raz'>nes  á  sus  con- 
nacionales, pues  se  le<  había  impresionado  tan  fuertemente,  que 
iMU^ideraba  inútil  pretender  hacerse  escuchar  de  ellos,  en  esas 
circunstancias. 

8,  S.  II.  conoce  bien  la  favorable  acogida  que  los  extranjeros 
ivciben  en  el  Perú,  Sabe  que  la  colonia  italiana  ha  sido  siempre 
objeto  de  muchas  simpatías,  y  no  ignora  que  gran  número  de 
sus  miembrvv?  han  hecho  c<.>nsivlerab!e3  fortunas,  sin  haber  eii- 
vv^nirado  in^^>nvcnientes  para  formarlas.  No  hay,  pue«,  derecho 
j\Hr;i  quejarse  de  un  paie^  hospitalario  en  el  que  el  trabajo  tiene 
su  r^\^m{vnsí\,  aun<]ue  se  dé  principio  á  éi  sin  mas  capital  que 
la  honra de£  v  la  lalvricvidad. 

Si  K>s  innrgri\ntes  que  han  ücijado  p^-teriormente  á   las  pla- 

vas  del  Perú,  no  se  hubiesen  nci:.\io  con  tanta   tena?:  ial  á   oca 

i\Hr<<^  del  trabajo  qt;e  se  les  b.a  prvnx>rc:or.ado:  si  imitando    á    los 

qr.o  atv.es  viv.itrv^n.  se  deiiiv^ran  h^r.ra  lamente  á  buíH?ar  la  sub- 

>i:<:oiK'ia,  ta^i*.  les  st^r:a  er.ci^nírarla  tan  cv^üivxia,  como    pudieran 

^\a:vrlii  di^^ad  \  al  alvandor.ar  ex;Mn:ánexS!iic:*te  su  patria;  pero, 

iMr  ^ies^niciH,  úícron  ií\;;:iios  Iv^s  esfiien.^  de  la  íS-viedad  de  In- 

n\ ; g  ra c ;  v^ n . »  pi:es  S,  S.  1 L  Síilv  q :: e  se  1  es  o f r^:  ió  t  ra  baj  o  des»ie  s ii 

arr:ív^  ai  IVrá,  y  que  la  r\:s:>:e!\o:a  de  sv.s   c\>nr.a.^i  ^nales   no    ha 

»vvi\iv"^  s<^r  íu.ivor. 

:Vg:x^ga:>  a  c\>  n^^as. 

A  u  i\  ^  u  c  u  :\a  c  ra  n  í\h  v  t  e  vi  o  e*  1  .>s  r.  o  rv:  u ' . '.  a  r.  1  v?   ry?  í  u  i  si  tos  e  x  i- 

si ;  dx  vx  ;y  ^  r  el  a  r;  :c  u  1  o  o  I  vi  o  1  rv^cl  a  :ue  r» :  o  a  i : :: . ::  > :  ra : :  v  >  de  la  t  S<~> 

c\ vsí  a  d  vio  I  n  u;  i ;: n:  ^: v^n  Fu  rv^:>^\s ,  t  >^>  1  es  v*  '^:"- ox- : : ó  í::  Ar.u :er.oión  v 

;*»\^  íT.^*, .« ,.«K»  kV^*  vV  . .V*  *í  ,í*s.  vv^    ^v^.  .\  e  ^,  v%» ,  -. ^*  c      «t .  ^.wMi*o  re- 

%  .  ■»  ■»  1  »  ^ 

!St^  lral\\  O  ivir,-*  \v>  inrc.i;;:>uu^s.  sr.i.^  c*\;  e'  /.\:3     1.    ver   si    se 


vS  vvr  \  c ' u  ;  a  ce  ,a  v  v\\  v, ,; ,; ,;  a  o 

W  \  \  V  »  V 

V     \    •    t^   \|  ".*<      -\>    *    ^í*  X    \H    \     >.\^\'    V'.xnX  -i».»%N. 


A. ^ •,:::!  ir  .a5   c^c^.'X'a- 


-:s  ese    ;«rr:i::no. 


ív\  \  c*.^  puv  s\^  a  tv^'.sar  uua  ;xsv^vU 
vAra  nvr,v:e,un  í;xAv\'aícu.e  A  U^s '.^,;vc-^  :,v<   c,:í   se   u^ci^seu   á 
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trabajar,  fomentando  de  ese  modo  el  ocio  y  la  vagancia,   que  en 
todas  partes  procuran  los  gobiernos  extirpar.  Adoptóse,  pues,  la  . 
medida  á  que  S.  S.  H.  se  refiere,  ordenando  que  cesase  el  socorro 
de  manutención  y  alojamiento,  concedido  con  exceso  á  los  inmi- 
grantes. 

EsR  resolución  que  trajo  por  resultado  el  que  se  ocuparan  la 
mayor  parte  de  ellos,  pues  solo  quedó  un  número  redufddo  que 
no  quería  trabajar,  dio  origen  al  despacho  «le  que  me  ocupo. — 
S.  S.  H.,  reconociendo  que  mi  Gobierno  hii  cumplido  todos  sus 
compromisos,  insinúa  de  nuevo  la  idea  de  la  repatriación  por 
cuenta  del  Perú;  pero,  como  no  hay  fundamento  alguno  en  que 
pueda  apoyarse  esa  pretensión,  termina  por  pedir  que  se*proceda 
con  equidad  á  la  conservación  de  sus  compatriotas, 

Al  mismo  tiempo  que  me  ocupo  de  la  idea  enunciada  por  S. 
S.  H.,  se  me  hace  preciso  manifestar  que  los  inmigrantes  no  han 
sufrido  engaño  alguno  al  abandonar  su  patria- 
Nadie  ignora  que  la  corriente  de  inmigración  europea  en  Amé- 
rica, aumenta  de  una  manera  notable,  y  no  es  un  secreto  el  pro- 
gr^ivo  desarrollo  de  la  italiana. — S.  S.  H.  ha  podido  enterarse 
del  estado  en  que  se  encontraban  últimamente  los  italianos  in- 
migrantes en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  y,  por  mi 
parte,  pueio  indicarle  que  su  situación  no  era  por  cierto  favora- 
ble en  la  República  Argentina  y  el  Uruguay,  en  donde  repetidas 
veces  han  solicitado,  por  toda  gracia,  cerca  de  nuestros  Cónsules, 
que  se  les  dé  pasaje  para  el  Perú. — Ellos  han  salido  de  su  país, 
en  busca  de  mas  cómoda  subsistencia,  sin  auxilio  de  ningún  gé- 
nero; han  salido  expontáneamente  y  sin  sufrir  engaño  alguno. 
Sucede  lo  mismo  respecto  á  los  que  han  venido  al  Perú,  con  la 
notable  diferencia  de  habérseles  costeado  el  pasaje,  de  sostenerlos 
durante  algún  tieiupo,  y  de  haberse  encargado,  por  mi  Gobierno, 
á  una  respetable  sociedad  de  vecinos  de  diversas  nacionalidades 
el  cuidado  de  recibirlos;  de  procurarles  colocaciones  lucrativas  á 
su  llegada,  y  de  advertir  á  sus  países  de  emigración  el  momento 
en  que  las  ocupaciones  escasean,  para  disminuirla  proporcional- 
mente:  todo  con  el  espíritu  de  protección  á  los  emigrantes  que  se 
dirigiesen  al  Perú. 

Habiendo  cumplido  la  «Sociedad  de  Inmigración»  la  promesa 
de  proporcionarles  trabajo  en  el  Perú,  única  que  les  ha  sido  he- 
cha, cuando  es  natural  creer  que  no  lo  consiguen  con  facilidad 
en  su  país;  viniendo  por  su  propia  voluntad  y  sin  hacer  gasto  al- 
guno de  traslación,  no  se  comprende  que  pudieran  alimentar 
las  exageradas  ilusiones  que  S.  S.  H.  insinúa;  así  comg  que  se 
impresionen  dolorosamente  porque  algunos  hayan  sufrido  en- 
fermedades que  no  dejan  de  experimentarse  en  todos  los  países 
del  raundo,  especialmente  entre  gentes   que   están   privadas  de 
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muchas  comodidades  indispensables  para  la  vida,  ó  que  carecen 
en  lo  absoluto  de  ellas.  No  es  de  creerse,  pues,  que  sean  esas  las 
causas  que  han  influido  en  los  inmigrantes  de  que  me  ocupo,  pa- 
ra negarse  al  trabajo  y  pedir  su  repatriación.  Son,  indudable- 
mente, otras  y  S.  S.  H.  no  ignora  las  princi[)ales.  Basta  obser- 
var que  hasta  3U  llegada  á  los  puertos  del  Pera,  todos  ienían  la 
mejor  voluntad  para  dedicarse  al  trabajo  y  que  solo  después  de 
puestos  en  contacto  con  individúes  residentes  en  el  país,  co- 
menzaron las  resistencias-  De  todos  modos,  no  hay  en  qué  apo- 
yarse para  sostener  que  han  sida  engañados,  como  no  deben  ha- 
berlo sido  los  que  han  abandonado  su  patria,  dirigiéndose  á 
otras  pufttos  del  globo,  en  donde  su  situación  nada  tiene,  en  lo 
general,  de  favorable,  y  como  no  lo  fueron  los  que  habiendo  ve- 
nido al  Perú  en  épocas  anteriores  y  posición  idéntica,  se  encuen- 
tran hoy  en  un  estado  próspeio,  al  que  tal  vez  no  les  hubiera 
sido  lacil  llegar  en  otra  parte:  ni  han  podido  tener  razón  para 
formarse  ilusiones,  puts  ninguna  ofert«  se  les  ha  hecho  que  pu- 
diera servirles  de  base  para  creerlas. 

En  conclusión,  debo  repetir  á  S.  S.  H.  lo  que  tuve  el  honor  de 
decirle  verbalmente — que  mi  Gobierno,  habiendo  la  «Sociedad 
de  Inmigración»  cumplido  con  exces»>  sus  compromisos,  no  podía 
prestarse  á  rej^itriar  á  uno  solo  de  los  inmigrantes;  y  que  no 
abriga  temor  alc^uno  de  que  su  presencia  pueda  ocasionar  la  al- 
teración del  ónlen  público,  pues  cuenta  con  elementos  suficientes 
para  con<orvarlo  y  j>ara  imj>eilir  los  daños  que  se  pretenden  ha- 
cer á  la  Sooieilad. 

Aprovecho  de  esta  ocasión  para  reiterar  á  S.  S.  H.  las  protes- 
tas de  mi  distinsniida  consideración. 

A,  V.  de  La  Torre. 

Al  Honorable  Oal^Uero  Hipóliio  Garrv>u,   Encargado  de   Nego- 
cios de  Italia, 


Lí  -.^  .4vV,Í  12  df  1875. 
ívM'\v^r  Mh\istt\>  vií?  H<tado  en  el  IV^jx-ichv^  de  Relaciones  Exterio- 

l\rA  lU  ;\í\r  e*  oImí  tv^  de'  c>¿it\:;;,^l 'c  oñoio  ¿e  US,,  de   3   de    los 
v\M  rier»t^v^  tuvx>  í>  biou  iH\i;r  tu:>nuc  a1  Preisiieaie  de  la  «Socie- 
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dad  de  Inmigración  Europea»  quien  lo   ha  expedido  en    los   tér- 
minos que  aparecen  del  documento  adjunto. 

En  él  se  trata  de  la  cuestión  de  un  modo  tan  completo,  que 
me  bastaría  reproducirlo  en  todos  sus  términos;  pero,  en  presen- 
cia de  un  asunto  de  tanta  y  tan  vital  trascendencia,  creo  necesa- 
rio someter  á  US.  algunas  ligeras  consideraciones. 

Prescindiendo  de  tratar  la  cuestión  de  inmigración,  de  suyo 
harto  delicada,  me  limitaré  á  investigar  si,  en  el  caso  actual, 
grava  sobre  el  Gobierno  peruano  alguna  obligación  con  respecto 
á  los  inmigrantes  italianos.  El  mismo  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia  no  ha  podido  menos  de  dar,  con  una  recomen- 
dable sinceridad,  una  respuesta  negativa  á  esa  cuestión,  Des- 
pués de  declarar  que  el  Prefecto  de  Lima,  había  tenido  la  bon- 
dad de  poner  en  libertad  á  algunos  inmigrantes  italianos  que 
perturbaban  el  orden  público,  reconoce,  en  su  oficio  del  1"  del  co- 
rriente, (1)  que  el  Gobierno  del  Perú  ha  cumplido  con  abundancia 
todos  sus  compromisos  y  todas  sus  obligaciones  para  con  los  in- 
migrantes, califica  de  exageradas  las  ilusiones  que  estos  conci- 
bieran en  su  patria;  asegura  que  está  fuera  de  todz  duda  que  el 
Gobierno  del  Perú  no  ha  asumido  la  obligación  de  repatriarlos; 
y  afirma,  en  fin,  que  el  Gobierno  tiene  razón  para  negar  la  re- 
patriación que  pudiera  pedirle. 

Esas  declaraciones  son  altamente  importantes,  y  conviene  no 
perder  de  vista  su  grandísima  significación. 

Si,  pues,  el  Gobierno  del  Perú,  como  lo  dice  el  H.  señor  Ga- 
rrou,  ha  llenado  con  abundancia  sus  promesas  ¿qué  mas  puede 
exigirse  de  él? 

Como  lo  ha  hecho  observar  el  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia,  en  su  ya  citado  oficio^  la  disposición  gubernativa  en 
virtud  de  la  cual  ha  venido  al  Perú  un  número  considerable  de 
italianos  ha  hecho  nacer,  entre  las  dos  partes,  obligaciones  recí- 
procas. El  mismo  señor  reconoce,  que  el  Gobierno  del  Perú  ha 
llenado  sus  compromisos:  resta  ver  si  los  inmigrantes  han  respe-^ 
tado  los  suyos. 

La  respuesta  á  esta  cuestión,  se  encuentra  en  el  informe  del 
Presidente  de  la  «Sociedad  de  Inmigración  Europea»,  debiendo  te- 
nerse en  cuenta,  que  desempeña  ese  cargo,  una  persona  que>  por 
descender  inmediatamente  de  un  respetable  italiano,  por  largos 
años  residente  en  el  Perú,  no  puede  ser  sospechado  de  parciali- 
dad en  detrimento  de  individuos  á  quienes  en  virtud  de  sagra- 
dos vínculos,  puede  considerar  como  á  compatriotas.  En  ese  do- 
cumento se  dice:  que  á  pesar  de  las  dificultíides  de  la  situación, 
se  ha  podido  proporcionar  cómodamente  trabajo  á  los  inmigran- 

(1)  J'ágina  280. 
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tes;  pero  que,  seducidos  por  algunos  malos  consejeros,  desalenta- 
dos por  la  naturaleza  de  un  trabajo  áque  no  estaban  habitúalos 
.  en  su  país  natal;  desanimados  por  la  pérdida  de  las  esperanzas  ( 
ilusiones  que  ligeramente  abrigaran;  no  juzgándose  suficiente- 
mente remunerados  para  conseguir  en  corto  tiempo  una  fortuna, 
objelo  de  sus  ensueños;  espantados  por  las  enferme<lade8  que  son 
la  consecuencia  ordinaria  de  toda  aclimatación;  descontentos  cim 
la  situación  presente,  y  desesperando  del  porvenir,  porque  la  rea- 
lidad no  había  correspondido  á  sus  deseos,  esos  inmigrantes  han 
•  rechazado  en  masa  los  trabajos  que  se  les  ofrecía,  se  han  traspor- 

tado é  esta  capital,  han  exigido  continuados  socorros  y  su  inme- 
diata repatriación. 

Hé  aquí,  pues,  á  individuos  que,  comprometidos  por  un  con-) 
trato  bilateral,  habiéndose  respetado  las  obligaciones  con  elloí-  * 
contraídas,  quieren  arrogarse  (obligaciones  con  ellos  contraídas^ 
el  derecho  de  no  cumplir  con  lo  que  ellos  se  impusieron,  ó,  me  y 
jor  dicho,  de  romper  ese  contrato  por  su  sola  voluntad,  y  esto  . 
porque  habiendo  llegado  el  momento  de  cumplirlo,  no  les  haj 
parecido  ventajoso. 

¿Podían,  acaso,  ignorar  los  inmigrantes  que,  en  cambio  de  la 
ventaja  que  ee  les  ofrecía,  se  les  debía  exigir  cierta  cantidad  de  . 
trabajo?  ¿Esperaban  qui¿ás,  ser  invitados  á  recoger  á  manos  lie-; 
ñas  una  fortuna  fácil  mi  un  nuevo.  El  Dorado?  ¿Es  chulpa  del 
Gobierno  del  Perú,  que  esos  artesanos,  menestrales,  sirvientes, 
quizás  esos  vagos  y  ociosos,  no  encontrando  en  su  patria  los  me- 
dios de  ganar  la  vida,  y  en  solicitud  de  una  fortuna  fácilmente 
adquirida,  se  hayan  creído  súbitamente  convertido  en  agriculto- 
res y  en  colono?,  y  que  no  hayan  reflexionado  que  el  cambio  de 
sus  hábitos  sedentarios,  bajo  un  clima  que  no  es  el  de  su  patria, 
podía  ser  para  ellos  una  fuente  de  descontento  y  de  sorpresas?  * 

Mucho  habría  que  decir  si  fuera   preciso  refutar  las  acusacio- 
nes formuladas  por  la  Sociedad  de  Beneficencia    Italiana   en    un 
u|  factum  destinado  a  desalentar  la   inmigración.    Habría  quo   ob- 

servar, desde  luego,  que  esas  acusaciones  han  sido  lanzadas  por 
sociedades  compuestas  por  individuos,  desde  largo  tiempo  esta- 
blecidos en  el  Perú,  que  se  han  enriquecido  aquí,  y  que  por  con- 
siguiente no  han  tenido  ni  tienen  motivos  para  quejarse  del 
país. 

Habría,  también,  que  probar,  con  el  testimonio  de  la  ciencia, 
que  bajo  el  punto  de  vista  fisiológico  y  climatérico,  la  salubridad 
del  Perú  es  superior  á  la  de  muchas  comarcas  europeas,  y  que 
para  no  citar  mas  que  un  ejemplo,  las  fiebres  intermitentes  ha- 
cen menos  estragos  en  el  territorio  peruano,  que  la  fiebre  tifoidea 
tn  Paris,  entro  los  obreros  recien  llegados;  pero,  esa  discusión 
conduciría  á  puntos  extraños  al  objeto  comercial  de  este  oficio. 
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Es  tiempo  ya  de  que  la  América  del  Sur  deje  de  ser  un   cam- 
po de  explotación  para  los  hombres  vagos  ó  {>oco  laboriosos   del 
antiguo  continente;  es  tiempo  de  que  deje  perturbar  los  ánimos 
.\lla  falsa  crencia  que  la  hace  considerar  en  Europa,  como  una  mi- 
na en  constante  boya  para  los  perezosos.  La  América  latina  ofre- 
^    ce  á  la  actividad  europea  fuentes  positivas  de  riqueza;  pero   las 
ofrece  á  la  asiduidad  y  al  trabajó,  y  no  á  la  ociosidad  y  á  la  va- 
gancia   En  el  Perú,  como  en  Europa,  y  como  en  todo  el  mundo, 
^,    la  comodidad  y  la  opulencia  no  pueden  ser  sino  el  premio  de  la 
I  buena  conducta,  de  la  actividad  y  del  trabajo. 
I      Volviendo,  para  terminar,  al   objeto  principal    del   oficio   del 
I  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  el  Gobierno  del  Perú  ple- 
I  ñámente  satisfecho  de  su  fidelidad  en  haber  llenado  sus  compro- 
I  misoe,  no  puede  ni  <lebe  formular  ningún  juicio  sobre  la  conduc- 
ta que  el  Gobierno  de  Italia  quiera  observar  con  sus  nacionales; 
pero,  no  puede  ni  debe  tampoco  imponerse  nuevas  obligaciones 
que  no  tuvo'  intención   de  contraer  desde  el  principio.  Es  cierto 
que  la  situación  de  los  inmigrantes  italianos   se   ha   hecho,  por 
culpa  de  ellos  mismos,  dolorosa;  el  Gobierno  la  deplora;  pero   no 
le  es  posible  ir  más  allá. 

En  cuanto  á  los  temores  que  se  han  manifestado  relativamente 
á  la  eventualidad  de  violencias  y  desórdenes,  ellos  no  pueden  ra- 
^  cionalmente  contener  al  Gobierno  p)eruano,  desde  que  la    ley   de 
;,    todo  país  civilízalo  arma  á  ]os  poderes  legítimos  de  un  derecho 
de  policía  y  de  seguridad,  que  el  Gobierno   hará    valer   en   caso 
necesario  con  la  más  equitativa  severidad. 


^ 


I 


Dios  guarde  á  US. 

Aurelio  Oarcla  y  Oarda. 


(copia) 
Sociedad  de  Inmigración  Europea. 

Lima,  AbHl  5  de  1875. 

Señor  Director  de  Grobiemo. 

S.  D. 

El  contenido  de  la  nota  del  señor  Encargado   de   Negocios  de 
Italia  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  que  US.  se  sir- 
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ve  dirigirme  para  informe,  tiene  su  orfgen  en  la  conducta  obs<^r- 
vada  últimameute  por  doscientos  italianos,  menos  que  más,  in- 
gresados al  país  en  virtud  de  la  ley  sobre  «rlnmigración  Euro- 
pea.» 

La  sociedad  que  tengo  el  honor  de  representar,  llenando  los 
fines  de  su  institución,  facilitó  el  pa«>aje  al  Perú,  en  el  curáo  del 
año  pasado  y  del  presente,  á  muy  cerca  de  dos  mil  quinientos 
inmigrantes,  en  su  mayor  r.úmero  italianos. 

Apesar  de  la  disminución  del  trabajo,  principalmente  en  el 
litoral  de  la  República,  por  consecuencia  de  la  falta  de  capitales, 
resultó  tan  fácil  la  ocupación  de  los  nuevos  huéspedes,  que  se  di- 
seminaron en  varios  Departamentos,  sin  tropiezo  ni  dificultad 
grave,  muy  cerca  de  dos  mil  personas. 

Tres  causa=í  naturales,  previstas  é  inevitables,  aunque  de  pasa- 
jero efecto,  tenían  que  acontecer  al  introducirse  al  país  inmigran- 
tes europeos,  con  pasaje  pagado  por  cuenta  del  Gobierno  del 
Perú. 

Es  la  primera  que  las  cualidades  morales  de  esta  clase  de  in- 
migrantes siempre  deja  mucho  que  desear;  la  segunda,  que  el 
cambio  de  Zona  la  expone  4  sufrir  los  efectos  del  clima  del 
país  á  que  se  dirige  hasta  habituarse  á  él;  y  la  última,  ejípecial 
al  Perú,  pero  no  por  eso  menos  natural,  que  una  colonia  flore- 
ciente instintivamente  repele  todo  aquello  que  pueda  contribuir 
á  opacar  su  prosperidad. 

Sucede  en  el  caso  en  qne  nos  ocupa,  que  la  última  causa  que 
más  activa,  agitada  por  mal  entendida  suseptibilidad  nacional, 
pretestando  las  dos  primeras,  ha  originado  el  daño  para  el  que 
pide  remedio  el  señor  Ministro  de  Italia. 

Las  irreflexibles  insinuaciones  de  algunos  italianos,  residentes 
tiempo  atrás  en  el  Perú,  donde  han  adquirido  cierta  posición, 
que  les  permite,  con  marcado  efecto,  dirigirse  á  sus  compatriotas 
recien  llegados,  dieron  por  resultado  la  oix)8Íción  de  estos  á  dedi- 
carse á  los  trabajos  que  de  pronto  se  les  brindaron,  con  el  objeto 
de  facilitarles  provisorio  establecimiento,  sobre  cuya  segura  base 
pudieran,  en  relación  con  su  inteligencia  y  aptitudes,  conquistar 
aquella  holgura  que  les  desea  el  Gobierno  del  Perú  y  que  tan  se- 
guramente conquistaron  antes  que  ellos  sus  malos  consejeros. 

Muy  fácil  ha  sido  extender  la  propaganda  merced  á  unos 
cuantos  malos  sujetos  que  han  venido  entre  ellos,  verdaderos 
lobos  en  el  rebaño,  y  que  con  mucha  voluntad  y  gran  descaro 
son  los  cabecillas  que  los  dirigen  y  les  sugieren  los  tristes  proce- 
dimientos que,  con  sentimiento  de  esta  Sociedad,  se  han  visto  de- 
sarrollar. Auxiliados  por  la  evidencia  de  unos  cuantos  casos  de 
tercianas  y  fiebres  palúdicas  que  acometió  á  algunos  de  ellos  en 
loe  fuertes  calores,  les  fué  fácil  á  los  instigadores  de  los  inmigran- 
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tes  zarcir  argumentos  en  contra  de  la  salubridad  del  clima  del 
Pera  que  califican  de  mortífero,  y,  por  último,  no  encontrando  en 
Lima  como,  en  pocos  días,  reunir  lo  necesario  para  vivir  ellos 
holgadamente  y  hacer  remesas  á  sus  familias,  es  fundamental 
evidencia,  para  esos  descarriados,  que  la  República  carece  de  to- 
do elemento  de  prosperidad. 

La  consecuencia  natural  de  lo  expuesto,  señor  Director,  ha  si- 
do el  que  de  voz  «n  cuello  pidieran  los  doscientos  inmigrantes  á 
que  rae  he  referido  su  regreso  a  Italia,  rehusando  tenazmente  to- 
da propuesta  dé  subsistencia  por  sus  propio?»  esfuerzos,  aunque 
DO  se  negaban  á  aceptar  indeñnidamente  las  que  les  quisiere 
proporcionar  gratis  el  Gobierno. 

Como  no  era  posible  dejarse  dominar  por  la  ignorancia,  resuel- 
tamente se  les  ha  negado  el  pasaje  de  regreso;  per »,  los  directo- 
res del  movimiento  no  se  han  dejado  desarmar  fácilmente  y  re- 
solvieron arrancar  por  presión  y  fastidio  lo  que  no  se  los  conce- 
día á  primera  petición. 

Se  les  ha  observado,  pues,  en  grandes  grupos  recorrer  las  ca- 
lles, invadir  la  casa  del  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
de  allí  dirigirse  á  la  del  Presidente  de  la  «Sociedad  de  Inmigra- 
ción», alegando  mil  calamidades  imaginarias,  ninguna  de  las  que 
creta7i  posibles  en  Italiu  donde  hasta  se  han  dejado  explotar  por  ve- 
nir al  Perú,  República  muy  conocida  en  aquel  Reino,  por  el  sin 
número  de  italianos  qiio  á  su  país  regresan  con  fortuna  más  6 
ráenos  cuantiosas. 

Nada  cunde  mas  que  el  mal,  y  por  consiguiente  se  ha  visto 
con  pena  hombres  y  aún  familias  de  buena  fé  complicadas  en 
este  torbellino,  que  en  verdad  conduce,  rectamente,  á  la  miseria, 
á  las  enfermedades  y  á  la  desesperación,  de  la  que  aún  están  res- 
guardados por  los  esfuerzos  de  esta  Sociedad. 

La  «Sociedad  de  Inmigración»,  por  medio  de  sus  miembros  y  em- 
pleados, trató  de  entenderse  con  grupos  de  los  inmigrantes  mal- 
contentos, discutió  con  ellos  aisladamente  sus  imaginarias  dolen- 
cias y  trató  de  desimpresionarlos  de  los  temores  que  se  les  habían 
inspirado,  concillando,  al  propio  tiempo,  en  cuanto  era  dable,  las 
exigencias  exageradas  de  aquellos  inmigrantes  con  las  disposicio- 
nes de  los  Reglamentos  vigentes. 

Si  hubiéramos  abrigado  duda  respecto  al  origen  del  mal  con- 
tento de  los  inmigrantes,  de  éste  íntimo  debate  surgió  la  necesa- 
ria luz  para  convencer  al  más  incrédulo.  Acababan  de  llegar 
por  el  vapor  «(5orcobado»  mas  de  cuarenta  inmigrantes,  que  en 
su  mayor  parte  aceptaron  colocaciones  que  al  día  siguiente  re- 
husaron resueltamente.  Pena,  cuando  no  hilaridad,  causaba 
oir  á  hombres  á  las  doce  horas  de  su  llegada,  hablar  de  la  cri- 
sis que  atravesaba  la  República,  del  pésimo   clima  que  los  iba  á 
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diezmar  en  pocos  días,  de  las  huestes  salvajes  del  Cliatichainayo, 
cuya  ferocidad  les  espautaba,  del  despotismo,  parsimonia  y  cruel- 
dad de  todos  los  hacendados,  &. 

Aunque  merced  á  los  esfuerzos  empleados  logró  sustraerse  más 
de  sesenta  individuos  de  estas  malas  influencias,  quedó  un  gru- 
po firme  en  su  pretensión  de  regresar  á  Italia,  grupo  que  au- 
mentaba diariamente  con  los  que  eran  inducidos  á  abandonar  su 
emple»:)  y  trabajo  por  la  lenidad  y  generosidad  de  que  hizo  lujo 
el  Gobierno,  dándoles  alimentos  gratis  durante  un  término  ex- 
traordinario. , 

Un  hecho  resaltaba  á^  primera  vista:  mient'^as  se  siguiese  ali- 
mentando y  alejando  gratis  al  inmigrante,  éste  no  so  resolvería  á 
trabajar,  convirtiéndose  así  en  elemento  de  desorden. 

Sin  desatender,  pues,  á  los  reclamos  que  cada  cual  quisiera  in- 
terponer, se  colocó  á  los  rehacios  en  la  alternativa  de  abando- 
nar la  casa  de  asilo- ó  aceptar  el  trabajo  que  se  les  ofrecía.  No 
pocos  re^ vieron  en  buen  sentido;  pero  los  demás  persistieron  ea 
su  sistema  de  presión  que  se  hizo  intolerable  para  los  que  tenían 
que  sufrirla  y  especialmente  para  el  público  que  molestaban  los 
tropeles  frecuentes  en  las  calles  y  plazas. 

Después  de  condescender  con  los  inmigrantes  hasta  el  punto 
v{ue  llevo  expuesto;  después  que  el  señor  Ministro  de  Gobierno 
bondadosamente  escuchó  á  una  comisión  de  los  cabecillas  que  le 
presentó  el  Presidente  de  la  Sociedad,  y  se  persuadió  de  sus  fúti- 
les quejas,  ya  no  quedaba  otro  remedio  que  apelar  á  la  acción  9e 
ja  policía. 

El  señor  Prefecto  comunica  á  esta  Sociedad,  que  no  consenti- 
ría que  los  inmigrantes,  en  tropel,  permaneciesen  todo  el  día  en 
la  calle,  ó  invadiesen  los  domicilios  del  señor  Ministro  de  Italia 
ó  de  los  miembros  de  la  Sociedad;  y  el  señor  Ministro  de  Go- 
bierno dispuso  el  cumplimiento  de  los  artículos  del  Reglamento 
que  regularizan  la  Inmigración. 

Los  efectos  de  esta  medida  dictada  por  la  autoridad,  son  los 
que  han  llamado  la  atención  del  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia,  quien,  con  el  sano  juicio  que  le  distingue,  rec(moce  los 
justicieros  procedimientos  del  Gobierno,  aunque  considera  su  de- 
ber pedir  que,  ó  se  repatrien  ó  no.  se  abandone  á  sus  compa- 
triotas, «que  ilusos  ó  mal  aconsejados,  se  encuentran  víctimas  de 
su  ignorancia,  presa  de  la  miseria.* 

Aquí  pondría  punto  á  este  informe,  porque  con  el  relato  de 
los  hechos  causantes  de  la  nota  del  Ministro  de  Italia,  tal  vez  se 
ha  llenado  el  objeto  en  mira,  al  pedirlo;  pero,  promoviéndose  en 
las  altas  regiones  del  Gobierno  la  cuestión  sobre  el  bienestar  de 
la  Inmigración  Europea  en  el  Perú,  que  sirve  ya  de  tema  á  la 
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prensa  para  acalorados  debates,  creo  de  mi  deber  entrar  en  algu- 
nas apreciaciones  qne  espero  demostrarán  las  causas  .naturales 
que  imponen  mutuos  sacrificios,  tanto  á  los  inmigrantes  como  al 
país  que  los  recibe,  sin  que  por  ello  dejen  de  resultar  las  tam- 
bién mutuas  ventajas  que  se  proponen  todos  los  Gobiernos  al 
al  aer  inmigrantes  de  los  países  exageradamente  poblados. 

La  gente  proletaria  que  abandona  el  país  de  su  nacimiento, 
sin  duda  alguna  sale,  bien  sea  movida  por  su  malestar  en  él,  ó 
por  el  natural  anhelo  de  mejorar  de  condición  en  la  tierra  á  la 
que  se  dirigen. 

Suponer  que  engaños,  ilusiones  ó  abultados  relatos  muevan 
con  facilidad  á  los  hombres,  ó  sean  causa  permanente  de  la  emi- 
gración, es  ya  una  vulgaridad  que  solo  puede  encontrar  eco  en 
espíritus  incultos. 

En  toda  sociedad  el  malestar  es,  la  pobreza,  lu  ignorancia  y  el 
vicio-  ¿Puede  sorprender  entonces  que  los  que  se  hallan  bajo  el 
dominio  de  estos  males  sean  los  primeros  que  se  aprovechan  de 
los  medios  que  le  permiten  entrever  un  cambio  en  su  modo  de 
ser?  Seguramente  que  nó. 

Pretender  que  aquello  que  ha  sido  pobreza,  ignorancia  ó  vi- 
cio, se  convierta,  por  el  mero  hecho  de  su  traslación  al  Perú,  en 
bienestar  iniliediato,  es  el  colmo  de  la  insensatez,  como  lo  es, 
igualmente,  manifestar  sorpresa  de  ver  reproducidos  aquí  los  ori- 
ginales síntomas  del  malestar  en  que  hasta  entonces  vivieron. 
En  países  nuevos,  como  esta  República,  las  dos  poderosas  causas 
que  facilitan  adquirir  pronto  bienestar,  son: 

I?  El  abandono  y  aislamiento  del  inmigrado,  estímulos  acti- 
v«3s  que  desarrollan  con  rapidez  sus  fuerzas  intelectuales  y  le 
tornan  apto  para  el  desempeño,  con  éxito,  de  trabajos  que  jamás 
hubiese  podido  emprender  en  su  país  natal;  y 

2?  La  gran  escasez  de  fuerzas  activas,  sea  de  inteligencia  ó  de 
brazos  en  la  República,  cuyos  recursos  numerosos  los  absorbe  to- 
dos y  les  dá  á  cada  uno  todo  el  mérito  que  impone  una  necesidad 
absoluta. 

Aquellos,  pues,  que  atribuyen  á  las  condiciones  físicas  de  la 
República,  lo  que  es  efecto  de  las  cualidades  morales  de  la  inmi- 
gración, aquellos  que  pretenden  ver  desaparecer  este  efecto  re- 
pentinamente por  la  acción  del  Gobierno,  aquellos  que  preten- 
den encontrarse  bien  establecidos  y  en  holgura  á  su  inmediata 
llegada,  á  hombres  que  se  encuentran  trasportados,  alimentados, 
y  alojados  sin  esfuerzo  de  parte  suya,  ni  han  reflexionado  en  lo 
que  propalan,  ni  tal  vez  son  capaces  de  comprenderlo. 

El  señor  Ministro  de  Italia  cumple  un,  deber  sagrado  al  pedir 
al  Gobierno  del  Perú,  que  no  se  desatienda  de  sus  connacionales, 
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afligidos  por  el  momento,  porque  para  él,  la  sola,  cualidad  de  e.^ 
tos,  que  debe  tener  en  cuenta,  es  ser  italianos;  pero,  de  igual  mo- 
do es  de  exclusiva  incumbencia  del  Gobierno  del  Perú,  distri- 
buir sus  auxilios  con  mira  á  otras  cualidades  del  que  los  solicita, 
porque  si  por  un  lado  apoya  á  tiempo,  puede  redundar  en  prove- 
cho y  adelanto  de  un  hombre  honrado,  con  igual  facilidad  pue- 
de contribuir  al  fomento  de  un  holgazán  que  no  ha  cesado  de 
serlo  por  haber  cambiado  de  domicilio. 

Todas  estas  consideraciones  han  guiado  á  esta  Sociedad  al  dis- 
tribuir los  recursos  con  que  el  Gobierno  sabiamente  ha  dispuesto 
el  fomento  de  la  inmigración,  y  el  señor  Ministro  de  Italia  pue- 
de persuadirse  que  ningún  edfuerzo  se  omite  para  auxiliar  á  los 
hombres  de  buena  voluntad,  evitando  sí,  á  pesar  de  ellos,  que 
finquen  su  porvenir  en  un  apoyo  que  sería  realmente  grave  es- 
torbo para  el  desarrollo  de  aquellas  facultades  y  fuerzas  que  solo 
nacen,  como  ya  he  manifestado,  de  la  conciencia  de  carácter  con 
su  propio  eirfuerzo. 

A  esta  sociedad  do  sorprende  ni  inquieta  las  actuales  condi- 
ciones de  los  italianos  llegados  al  Perú,  porque  tiene  la  seguri- 
dad de  que  los  magníficos  elementos  que  encierra,  están  ya  en 
vía  de  progreso;  de  los  malos,  ya  que  no  es  posible  evitar  su  ve- 
nida, corresponde  á  la  policía  dar  cuenta. 

El  desenvolvimiento  hacia  el  bien  6  hacia  el  mal  de  esos  ele" 
men tos  tiene  que  producir  conmociones  de  que  con  muchísima 
frecuencia  y  á  menudo  indebidamente  se  resiente  la  tranquili- 
dad del  representante  de  Italia,  como  se  resintiría  la  de  todo  re- 
presentante de  nación  qye  nos  enviase  inmigración  abundante; 
pero,  ello  aunque  en  extremo  sensible,  es  por  ahora  inevitable. 

La  estrechez  de  los  recursos  votados  por  el  Congreso,  ha  ol;)li- 
gado  á  esta  Sociedad  á  suspender,  por  un  tiempo,  la  venida  de  in- 
migrantes, aun  de  los  numerosos  llamados  por  sus  compatriotas  ya 
establecidos,  y  esta  causa  pone  por  ahora  un  paréntesis  á  la  fati- 
gosa agitación  que  envuelve  para  el  señor  Ministro  de  Italia  y 
para  esta  Sociedad  la  recepción  de  huéspedes  de  tan  variado  ca- 
rácter moral  como  de  aptitudes  personales. 

Sin  este  hecho  convendría  solictar  del  señor  Ministro  de  Ita- 
lia que  diese  curso  á  las  quejas  y  reclamos  de  los  inmigrantes  de 
su  nación  separadamente,  por  persona,  por  que  de  esa  manera 
aunque  resultaría  quizás  un  mayor  recargo  material  de  trabajo, 
disminuiría  por  otro  lado  el  número  de  reclamantes,  pues  solo 
ie  atreverían  á  exponer  sus  quejas  los  que  pudieran  sustanciar- 
las y  se  le  proporcionaría  esta  á  Sociedad  el  medio  de  reparar  eus 
faltas,  y  al  Gobierno  para  castigar  abusos. 

Aunque  esta  Sociodad  no  ha  omitido  esfuerzo  para  impedir  lo 
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acontecido,  cree  que  ni  aquí  ni  en  ninguna  nación  del  inundo 
es  posible  atajar  Io3  efectos  do  un  malcontento  parcial  que  nace, 
aún  en  inteligencias  cultas,  de  la  desigualdad  que  existe  entre 
lo  que  desoan  y  lo  que  consiguen. 

Dios  guarde  á  US. 

Aurelio  Denegri. 


BUSTO    DE     COIÓN. — OBSEQUIO    DB     KA.     COLONIA     ITALIANA     A 

MMA—1876. 

lUal  Ijegaeión  de  Italia. 

lÁma^  28  de  Noviembre  de  1876. 
Excrao.  Señor: 

La  colonia  italiana  ha  obsequiado  el  busto  colosal  c^e  mármol 
de  Cristóbal  Colón,  obra  del  ilustre  escultor  italiano  Pietro  de  la 
Bedona,  que  figuró  en  la  exposición  de  1872,  con  el  ánimo ^de 
regalarla  á  la  capital  del  Perú,  en  testimonio  del  afecto  reveren- 
te que  profesa  á  este  nobilísimo  país  en  que  vive  y  prospera.  La 
colonia  italiana,  sin  dejar  de  ser  italiana,  se  ha  identificado  con 
el  Perú  de  tal  manera,  que  casi  llega  á  considerar  como  suyas 
la  felicidad  y  gloria  del  país. 

En  conformidad  con  este  sentimiento,  la  colonia  italiana  se 
ha  propuesto,  por  medio  de  una  comisión,  al  efecto  designada, 
presentar  á  la  sociedad  de  Lima  el  busto  del  descubridor  de 
América,  el  día  9  de  Diciembre,  aniversario  de  la  memorable 
batalla  de  Ayacucho  que,  sellando  la  independencia  de  esta  par- 
te del  mundo,  vino  á  completar  de  una  manera  expléndida  é 
inmortal,  la  obra  iniciada  por  Cristóbal  Colón. 

Convencida  de  que  la  capital  del  Perú  hará  á  la  colonia  ita- 
liana el  alto  honor  de  aceptar  el  don  que  se  propone  ofrecerle, 
ruego  á  US.  se  sirva  hacerme  conocer  la  manera  cómo  debe  pro- 
ceder la  expresada  comisión,  para  ponerse  en  relación  con  el 
honorable  señor  Síndico  de  Lima,  y  concertar  anticipadamen- 
te con  él  lo  necesario  al  efecto. 

Participando  de  todos  los  sentimientos  de  la  colonia  italiana. 
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cuyo  intérprete  me  glorío  de  ser,  tengo  la  honra,  señor  Ministro, 
de  renovar  á  V.  E.  el  testimonio  de  mi  más  alta  consideración. 

O.  B.  Viviani, 

Exemo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Minislerio  de  Relaciones  Exteriores,. 


lÁma^  Noviembre  30  de  1876. 
* 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estimable  comunicación  de 
US.  H.,  de  28  del  que  termina,  por  la  que  se  sirve  poner  en  co- 
nocimiento que  habiendo  adquirido  la  colonia  italiana  el  busto 
en  mármol  de  Cristóbal  Colón,  del  ilustre  escultor  Pietro  de  la 
Bedona  que  figuró  en  la  exposición  nacional  de  1872,  desea  ofre- 
cerlo, en  obsequio,  á  la  ciudad  de  Lima,  en  testimonio  del  afecto 
que  le  profesa  á  este  país,  en  cuyo  seno  vive  y  prospera. 

Al  mismo  tiempo,  se  sirve  US.  H.  anunciarme  que  ese  ofreci- 
miento tendrá  lugar  el  próximo  9  de  Diciembre,  aniversario  de 
la  batalla  de  Ayacucho,  con  cuyo  motivo  desea  US.  H.  que  le 
indique  la  manera  cómo  debe  proceder  la  comisión  nombrada, 
al  efecto,  por  la  colonia  italiana  y  que  debe  entenderse  con  el 
municipio  de  esta  capital. 

A  fin  de  que  en  este  asuixto  preceda  el  conveniente  acuerdo, 
he  trasmitido  el  citado  oficio  de  US.  H.  al  señor  Ministro  de  Go- 
bierno, para  que  llegue  á  conocimiento  del  Concejo  Provincial, 
indicando  á  esta  corporación  que  debe  entenderse  con  la  comi- 
sión nombrada  por  la  colonia  italiana  y  con  US,  H.,  como  su  re- 
presentante más  caracterizado.  *^ 

S.  E.  el  Presidente  de  la  República  no  ha  podido  dejar  de  aco- 
ger, con  la  más  viva  complacencia,  la  noble  manifestación  del 
sincero  y  delicado  afecto  que  vuestros  ciudadanos  que  forman  la 
colonia  italiana  en  el  Perú  se  sirven  tributar  al  pueblo  de  Lima,* 
realzada  ante  el  patriotismo  de  éste  por  el  glorioso  recuerdo  que, 
en  sus  anales  políticos,  representa  el  9  de  Diciembre,  designado 
para  la  presentación  de  tan  significativo  obsequio.  Mi  Gobierno, 
lleno  de  gratitud,  se  anticipa  en  aceptarlo,  señor  Encargad<j  de 
Negocios,  com.j  un  nuevo  poderoso  vínculo  que,  en  lo  venidero, 
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fortificará  la  cordial  unión  en  que  bajo  nuestro  suelo  viven,  para 
dicha  común,  los  hijos  de  la  Italia  y  del  Perú. 

Apreciando,  todo  el  valor  que  tiene,  la  participación  de  US.  H. 
en  los  generosos  sentimientos  de  aquellos  de  sus  compatriotas,  á 
que  sirve  de  órgano  tan  grato  como  aceptable,  aprovecho  esta 
nueva  oportunidad  para  reiterar  á  ÜS.  H.  la  distinguida  consi- 
deración con  que  me  suscribo  su  atento  servidor. 

José  A,  García  y  Garda. 

Honorable  señor  G.  B.  Viviani,  Encargado  de   Negocios  de  Ita- 
lia. (1) 


El  9  de  Diciembre,  tuvo  lugar  la  entrega  del  busto  de  Colón. 

La  ceremonia  se  efectuó  en  el  gran  salón  de  la  Exposición. 

A  las  dos  de  la  tarde  estaban  allí  reunidos  los  miembros  del 
Concejo  Provincial  de  Lima,  una  comisión  compuesta  de  cinco 
miembros  del  Concejo  Departamental,  las  compañías  de  bombe- 
ros y  muchas  personas  notables  de  nuestra  sociedad. 

Pocos  momentos  después  llegó  la  comisión  encargada  de  en- 
tregar el  busto,  presidida  por  el  señor  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 

Después  de  haber  ejecutado  la  bando  del  Regimiento  de  Arti- 
llería el  himno  nacional  y  la  italiuua  el  de  Italia,  el  señor  Vivia- 
ni descubrió  el  busto  y  pronunció  el  siguiente  discurso: 

Iltmo.  señor  Alcalde  Municipal: 

Señores  Concejales  de  Lima: 

La  colonia  italiana  tiene  el  honor  de  entregar,  por  nuestro 
conducto,  el  busto  de  Cristóbal  Colón,  con  el  que  obsequia  á  la 
liaste  capital  del  Perú,  como  prenda  de  su  afecto  hacia  este  no- 
ble país,  y  como  recuerdo  de  la  parte  que,  en  este  mismo  recin- 
to, la  Italia  tomó  en  1872. 

[1]  Una  comisión  de  cinco  personas  de  la  colonia  italiana,  presidida  por  el 
sefior  Viviani,  Encarerado  de  Negocios,  se  presentó  el  2  de  Diciembre  al  señor 

tlcalde  del  Concejo  Provincial  con  el  objeto  de  entregarle  el  busto  de  Oristo- 
al  Colón.— Se  acordó  que  fuese  éste  colocado  en  el  vestíbulo  ^  del  Palacio  de 
la  Exposición  y  que  la  entrega  «cíenme  se  efectuase  el  9  del  citado  mes,  ani- 
ve^ario  de  la  batalla  de  A^acucho. 
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Conceded,  señores,  á  la  colonia  italiana,  el  honor  de  conside- 
rar, como  suyas,  las  alegrías,  las  desventuras,  las  glorias  de  esta 
su  segunda  patria,  inseparable  de  las  afecciones  de  la  patria  na- 
tiva. 

Concededle  también,  señores,  que  con  tal  objeto  elija,  para 
eetregar  á  Lima  su  obsequio,  el  día  en  que  se  conmemora  el 
acontecimiento  mas  solemne  de  vuestra  historia:  aquella  memo- 
rable batalla  en  que  vuestros  padres  sellaron,  con  su  propia  san- 
gre, en  los  campos  de  Ayacucho,  la  independencia  de  la  Améri- 
ca, complemento  inmortal  de  la  obra  de  Cristóbal  Colón. 

Que  este  busto  quede,  señores,  aquí  no  solo  como  testimonio 
perenne  de  nuestro  afecto  al  Perú,  sino  también  para  recordar 
el  vínculo  que  en  Cristóbal  Colón  quiso  la  Providencia  establecer 
entre  la  Italia  y  la  América. 

No  existe  tal  vez  palabia  humana  bastante  á  significar  digna- 
mente la  grandeza  de  Cristóbal  Colón,  como,  sin  duda,  no  hay 
gloria  mas  pura  que  la  suya.  Asociándola  á  la  de  Ayacucho,  la 
colonia  italiana  ha  querido  tributaros  el  mas  grande  honor  que, 
en  los  límites  de  lo  posible,  cabe. 

Que  Colón  y  Ayacudio  signifiquen  siempre  concordia,  afecto, 
emulación  de  laboriosidad  civil  (fuente  inagotable  de  bien  para 
todos)  entre  los  descendientes  del  descubridor  de  la  América  y  los 
hijos  de  aquellos  valientes,  que,  por  medio  de  la  independencia, 
llamándola  á.nueva  vida,  la  hicieron  capaz  de  representaren  el 
numdo  de  las  naciones  el  importante  papel  á  que  Dios  la  des- 
tinó. 

La  colonia  italiana  no  sabrá  agradecer  mejor  el  honor  que  se  le 
hace,  aceptando  su  obsequio,  que  terminando  con  la  expresión  de 
estos  votos  del  corazón  la  entrega  que  hace  del  busto  de  Cristóbal 
Colón  al  Municipio  de  la  capital  del  Perú. 

El  Alcalde  del  Concejo  Provincial,  señor  don  Manuel  Canda- 
mo,  le  contestó  en  estos   términos: 

Señor  Ministro: 

Señores: 

La  ciudad  de  Lima,  acepta,  agradecida,  el  hermoso  presente 
que  le  hace  la  respetable  colonia  italiana,  y  con  gran  complacen 
cia  vé  en  él  un  nuevo  testimonio  de  la  estimación  y  afecto  since- 
ro que  ha  alcanzado  de  tan  distinguidos  huéspedes. 

A  su  nombre,  señor   Ministro,  tengo  la  alta  honra  de  dar  á 
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vuestros  compatriotas  las  más  cumplidas  gracias,  y  de  manifes- 
tarles también  su  reconocimiento  por  la  fina  atención  que  han 
tenido,  haciéndonos  tan  galante  agasajo  el  día  en  que  conmemo- 
ramos uno  de  los  hechos  más  importante?  de  nuestra  vida  pú- 
blica, recordando  y  asociando  así  los  dos  acontecimientos  funda- 
mentales de  la  historia  del  Perú:  su  ingreso  al  seno  de  la  civili- 
zación cristiana,  y  su  aparición  en  el  mundo  como  nación  inde- 
pendiente y  soberana. 

Si  á  todos  los  pueblos  y  á  todos  los  hombres  cumple  hon- 
rar la  memoria  .le  uno  de  los  más  grandes  bienhechores  de  la 
humanidad,  del  ilustre  descubridor  del  Nievo  Mundo,  deber  sa- 
grado es  ese  para  vosotros,  italianos,  y  para  nosotros  america- 
nos. Así  lo  habéis  comp^endidí^,  señores,  y,  bajo  ese  aspecto,  al 
ofrecernos  ese  bellísimo  objeto  de  arte,  os  ha  movido  un  elevado 
sentimiento  que  dá  á  esta  fraternal  ceremonia  una  gran  signifi- 
cación moral. 

También  la  tiene,  y  mucho,  por  los  benévolos  afectos  que 
en  ella  nos  manifestáis,  y  que  vos,  H.  Señor  Ministro,  habéis  ex- 
presado en  términos  tan  elocuentes  c/)Vno  delicados. y  obsequio- 
sos. Un  país  que  se  hace  digno  de  la  estimación  y  aprecio  de 
los  extranjeros  que  recibe  en  su  seno,  dá  una  idea  ventajosa  de 
su  grado  de  cultura,  y  pues  hemos  llegado  á  merecer  esos  senti- 
mientos, natural  es  que  sea  para  nosotros  motivo  de  gratísima 
satisfacción  esta  ceremonia  en  que  así  lo  testificáis  de  un  modo 
tan  sublime  y  expontáneo. 

Uno  de  los  más  ;  oderosos  elementos  civilizadores  que  ha 
tenido  el  Perú  ha  sido  la  inmigración  europea;  á  ella  debe,  por 
mucho,  el  grado  de  desarrollo  y  prosperidad  á  que  ha  llegado; 
grato  rae  es  reconocerlo  y  proclamarlo;  y  una  gran  parte  de  esa 
obra  corresponde  á  la  colonia  más  antigua  y  más  numerosa:  á 
la  simpática  colonia  italiana. 

A  mas  de  este  justo  motivo  de  nuestro  reconocimiento,  nos 
la  hacen  respetable  y  querida,  su  cariño  por  nuestro  país,  que 
considera  como  su  segunda  patria,  y  cuyas  glorias  y  adversida- 
des ha  compartido  siempre  con  nosotros.  El  noble  ejemplo  que 
ofrece  con  sus^hábitos  de  trabajo,  de  economía,  de  moralidad,  y 
con  el  ejercicio  de  todas  las  virtudes  del  hombre  y  del  ciudada- 
no; el  impulso  dado  al  estudio  de  las  ciencias  por  sus  eminentes 
sabios;  el  haber  vivido  entre  nosotros  al  amparo  de  nuestras  le- 
yes y  de  nuestro  afecto,  sin  que  jamás  )a  más  pequeña  nube  ha- 
ya aparecido  en  nuestras  fraternales  relaciones,  y  el  haber  for- 
mado numerosas  y  dignas  familias  peruanas,  muchos  de  cuyos 
hijos  dan  lustre  al  suelo  en  que  nacieron  y  á  la  heroica  patria 
de  sus  padres. 
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Vínculos  tan  estrechos  y  sagrados  aseguran  una  eterna 
unión,  y  son  prenda  segura  de  que  se  realizarán  los  votos  de  qne 
hacéis,  señor  Ministro,  por  la  concordia,  afecto  y  noble  emulación 
entre  los  peruanos  y  los  hijos  de  la  gloriosa  Italia,  patria  del  ge- 
nio y  cuna  de  la  civilización  moderna. 


A  la3  cuatro  de  la  tarde  terminó  la  ceremonia. 


CORRESPONDENCIA  RELATIVA  i  LAS   PRERROGATIVAS  DE  LOS 

CÓNSULES. — 1877. 

Minwtei'io  de  Relaciones  Exteriores, 

Lima,  Agosto  24  de  1877. 
Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia,  &. 

Eí  H.  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  me  dice,  con  esta  fe- 
cha, lo  que  sigue: 

«El  señor  doctor  don  Manuel  Olivares,  Juez  de  1*  Instancia  de 
esta  capital,  ha  dirigido  á  esta  Real  Legación  el  oficio  de  ayer, 
(que  tengo  el  honor  de  incluir  á  título  de  información),  para  sa- 
ber, á  solicitud  de  un  señor  J.  González,  si  esta  Legación  tiene 
en  depósito,  bienes  pertenecientes  á  la  sucesión  de  Basilio  Gerio, 

Para  hacer  llegar  á  conocimiento  de  quien  corresponda  la  no- 
ticia deseada,  no  puedo  escoger  vía  mejor  que  la  de  V.  E.,  de- 
clarando que  esta  Legación,  no  solo  no  es  depositaría  de  bienes 
pertenecientes  á  la  sucesión  de  Basilio  Gerio,  sino  que  no  ha 
conocido  á  ningún  italiano  de  ese  nombre.» 

Que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US  ,  para  que  se  sirva  pre- 
venir á  las  autoridades  judiciales,  c^ue  cuando  los  señores  Cónsu- 
les invistan  al  mismo  tiempo  carácter  diplomático,  no  deberán 
dirigirse  á  ellos  sino  por  el  intermedio  de  este  Ministerio. 

Dios  guarde  á  US. 

J.  C.  Julio  RospigUosi. 
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Corte  Superior  de  Justicia. 

Liniay  Noviembre  14  ck  1877. 
Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

En  un  oficio  que  dirigió  á  US.,  el  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  á  consecuencia  de  otro  que  había  recibido  del  señor 
Encargado  de  Negocios  de  Italia,  y  que  se  sirvió  US.  trascribir- 
me en  24  de  Agosto  último,  se  encuentra  la  siguiente  literal  pre- 
vención «que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US,  para  que  se  sirva 
prevenir  á  las  autoridades  judiciales,  que  cuando  los  señores  Cón- 
sules invistan  al  mi^mo  tiempo  carácter  diplomático,  no  deberán 
dirigirse  á  ellos-sino  por  el  intermedio  de  este  Ministerio.» 

No  estimando  el  Tribunal  de  evidente  exactitud  la  doctrina 
que  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  desea  introducir 
en  el  procedimiento  judicial,  creyó  conveniente  oir  á  su  Fiscal, 
quien  ha  expedido  el  dictamen  siguiente: 

«Iltmo.  Señor: 

El  fiscal  dice — que  los  Cónsules  no  gozan  de  las  prerrogativas 
é  inmunidades  que  el  Derecho  Internacional  concede  á  los  Mi- 
nistróos Diplomáticos  en  razón  del  carácter  que  estos  invisten  y 
de  las  funciones  que  ejercen. 

Los  Cónsules  no  están  exentos  de  la  Jurisdicción  Civil  del 
país  en  que  residen,  pues  h' jos  de  eso,  están  sujetos  al  juez  local 
en  lo  relativo  á  su  persona  y  bienes  tanto  en  lo  civil  como  en  lo 
criminal. 

La  naturaleza  misma  de  las  funciones,  la  protección  que  están 
obligados  á  prestar  á  sus  compatriotas,  y  los  diversos  actos  que 
en  beneficios  de  estos  deben  practicar,  hacen  necesaria  la  rela- 
ción inmediata  y  frecuente  entre  el  Cónsul   y  el  juez  del  lugar. 

En  estos  principios  de  uso^constante  entre  nosotros  se  funda  la 
intervención  que,  tanto  en  las  disthitas  convenciones  consulares 
celebradas  en  el  Perú,  cuanto  en  el  artículo  1,295  y  demás  del 
Código  de  Enjuiciamientos,  se  concede  á  los  Cónsules  en  aquellos 
juicios  en  que  se  ventilen  los  intereses  relativos  á  la  herencia  ó 
sucesión  de  los  subditos  de  la  nación  á  que  el  Cónsul  pertenezca. 

Si  éste  inviste  accidentalmente  carácter  diplomático,  conser- 
vando al  mismo  tiempo  el  de  Cónsul,  no  desaparece  la  razón  que 
le  obligó  á  sostener  comunicación  directa  é  inmediata  con  los 
Jueces  de  1*  Instancia  en  todo  aquello  que  se  relacione,   no  con 
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las  funciones  diplomáticas  que  ejerce  transitoriamente,  sino  con 
las  consulares  de  que  no  se  hubiese  desprendido. 

Sobre  todo,  si  la  comunicación  entre  los  Jueces  de  1^  Instan- 
cia y  los  Cónsules,  no  fuera  directa,  ó  estuviera  sujeta  á  restric- 
ciones en  algunos  casos,  se  dificultaría  notablemente  la  pronta  y 
recirv  administración  de  justicia,  sufrirían  detrimento  los  mis- 
mos intereses  que  los  Cónsules  están  llamados  á  proteger,  no 
menos  que  los  intereses  nacionales  que  se  rozasen  con  aquellos  y 
se  menoscabaría  el  crédito  del  país. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  y  de  los  graves  inconve- 
nientes, que,  ajuicio  del  que  suscribe,  traería  consigo  la  medida 
propuesta  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en  la 
parte  final  de  la  nota  trascrita  á  ese  Superior  Tribunal  por  el 
señor  Ministro  de  Justicia,  pide  este  Minis'erio:  que  US.  se  diri- 
ja á  dicho  señor  Ministro,  haciéndole  las  observaciones  que  juz- 
gue del  caso,  á  fin  de  que  se  declare  sin  efecto  la  prevención  re- 
lativa á  que  las  autoridades  judiciales  no  se  dirijan  á  los  señores 
Cónsules  sino  por  el  intermedio  del  Ministerio  de  Relaciones  Ex- 
teriores cuando  estos  invistan  al  mismo  tiempo  carácter  diplo- 
mático, salvo  el  mas  ilustrado  acuerdo  de  US.  I. 

Guzmán.» 


Aceptando  el  Tribunal  las  conclusiones  de  este  dictamen,  ha 
acordado  se  dirija  á  US.  la  presente,  manifestándole,  además  de 
las  anteriores  razones,  que,  á  su  juicio,  el  carácter  de  un  Cónsul 
Encargado  á  la  vez  de  ííegocios,  se  determina,  en  un  caso  dado, 
por  la  naturaleza  del  caso  en  que  interviene,  ó  de  la  función  que 
desempeña  en  sus  relaciones  con  el  poder  judicial. 

Por  manera  que  tratándose,  por  ejemplo,  de  una  diligencia  de 
asunto  civil  contencioso,  en  que  es  6  debe  ser  parte  el  Cónsul  re- 
presentando á  algunos  de  sus  nacionales,  la  autoridad  judicial 
que  lo  ordena,  no  se  entiende  con  el  Agente  Diplomático,  sino 
con  el  Agente  Consular,  que  es  el  llamado,  en  tal  caso,  á  estar  á 
derecho,  y  á  suscribir  á  todas  las  actuaciones  del  procedimiento 
común.  Una  vez  que  el  carácter  de  un  asunto  contencioso  re- 
quiere en  su  cargo  diversas  notificadones  y  la  realización  de 
otros  actos  personales,  no  sería  posible  marcar  con  precisión  las 
citaciones  del  juicio,  ni  apreciar  con  exactitud  jurídica  cuándo 
principian  ni  cuándo  concluyen  los  té'-minos  perentorios,  si  fue- 
ra preciso,  como  lo  desea  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, dirigirse  á  los  señores  Cónsules  por  el  intermedio  del  Mi- 
nisterio para  practicar  cada  una  de  las  expresadas  diligencias. 

Desde  que,  de  otro  lado,  la  investidura  del   Encargado  de  Ne- 
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gocioa  no  protege  al  Cónsul  ni  lo  hace  compartícipe  de  sus 
prerrogativas  segúti  la  regla  generalmente  recibida,  y  desde  que, 
cuando  un  Agente  Diplomático  s'í  presta  á  intervenir  en  juicio 
demandado  ó  defendiendo,  se  entiende  que  renuncia  tácitamente 
á  su  independencia  de  la  jurisdicción  territorial;  es  evidente  que 
la  prevención  citada,  tomada  en  el  sentido  absoluto  en  que  se 
hace,  no  reviste  la  precisión  que  requiere  las  decisiones  de  los 
altos  funcionarios  en  materia  de  8uyo  graves  y  delicadas.  Debo 
expresar,  por  lo  mismo,  que  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores, en  cuyo  conocimiento  se  servirá  US.  poner  este  oficio, 
tendrá  á  bien  tomar  en  consideración  las  razones  expuestas  y 
suspeí  der  los  efectos  de  la  prevención  ya  citada,  á  fin  de  que  la 
jurisH'cción  nacional  no  sufra  menoscabo  ni  la  administración 
de  justicia  quede  expuesta  á  las  dificultades  que  habría  de  opo- 
ner naturalmente  su  intervención  como  Agente  intermediario, 
en  el  curso  de  los  asuntos  civiles  contenciosos  en  que  sean  parte 
los  Cónsules  en  representación  de  sus  nacionales. 

Dios  guarde  á  US. 

Mariano  Julio  Corzo, 


Ministerio  de  Justicia,  Culto,  Instrucción  y  Beneficencia. 

Li^na,  Noviembre  15  de  1877. 

Pásese  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  que, 
por  ese  Despacho,  se  sirva  acordar  la  resolución  conveniente,  y 
avísese  en  contestación, 

Morale9, 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

lÁmay  Diciembre  13  de  187 
Vista  al  señor  Fiscal  de  la  Corte  Suprema. 

Rospigliosi 
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Excmo.  Señor: 

Las  consideraciones  propuestas  á  V.  E.  por  la  Iltma.  Corte 
Superior  de  Justicia  de  este  Departamento,  para  que  se  reconsi- 
dere la  suprema  disposición  que  previene  á  las  autoridades  judi- 
ciales, que  cuando  los  señores  Cónsules  invistan  al  mismo  tiem- 
po carácter  diplomático,  no  deberán  dirigirse  á  ellos  sino  por  el 
intermedio  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  si-  bien  se 
fundan  en  razones  de  ley  y  de  buen  sentido,  en  los  casos  ordi- 
narios de  nuestra  legislación  patria,  en  la  necesidad  de  bacer 
expedita  é  igual  la  administración  de  justicia  no  son  bastantes 
para  que  el  Gobierno  mande  suspender  los  efectos  de  la  citada 
resolución. 

Los  usos  establecidos  en  las  naciones,  convenidos  en  tratados  ó 
autorizados  por  la  costumbre,  son  obligatorios  y  exigibles  aún 
cuando  pugnen  aparentemente  con  la  razón  ó  con  las  convenien- 
cias de  un  orden  menos  importante  en  las  relaciones  de  los  Es- 
tados entre  sí,  en  los  cuales  es  preciso  sacrificar  algunas  veces 
consideraciones  ó  conveniencias  propias,  que  no  atañen,  por  otra 
parte,  á  la  soberanía  é  independencia,  y  más  cuando  esas  consi- 
deraciones son  recíprocas,  y  tienen  por  objeto  la  conservación 
de  la  inmunidad  y  garantías  tan  necesarias  para  que  los  repre- 
sentantes de  otras  naciones,  desempeñen  con  absoluta  libertad  y 
sin  trabas  la  misión  de  que  están  encargados  cerca  de  otras  po- 
tencias^ 

Esta  necesidad  de  los  Estados  ha  creado,  en  sus  relaciones,  el 
principio  de  inmunidad  de  los  Ministros  Diplomáticos  y  la  fic- 
ción de  Derecho  Internacional  que  hace  considerar  el  local  de  la 
residencia  de  estos  funcionarios,  en  territorio  ageno,  como  si  es- 
tuviese situado  en  el  de  la  nación  que  representan,  y  libres  de 
la  jurisdicción  del  país  donde  son  enviados.  El  Ministro  diplo- 
mático, cualquiera  que  sea  la  escala  en  que  esté  reconocido  por 
otro  Estado,  es  considerado,  pues,  como  residente  en  su  país  y  su- 
jeto á  su  jurisdicción.  Este  es  ya  un  principio  indiscutible  que 
la  Iltma.  Corte  reconoce.  Los  Cónsules  no  gozan  de  estas  exencio- 
nes: no  tienen  carácter  diplomático:  no  representan  á  su  Sobera- 
no: son  meros  protectores  del  comercio  de  su  país  y  de  sus  sub- 
ditos y  desempeñan,  con  más  ó  menos  extensión,  atribuciones 
propias  de  mandatarios  en  negocios  determinados,  que  pueden 
desempeñar  sin  contacto  inmediato  con  el  Gobierno  supremo,  6 
como  personeros  y  defensores  de  los  intereses  de  sus  compatrio- 
tas en  ciertos  y  determinados  casos.  Sus  relaciones  oficiales  se 
ejercen  directamente  con  las  autoridades  y  jueces  locales,  y  uo 
tienen  mas  prerrogativas,  fuera  del  orden  á  que  están  sujetos  los 
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naturales,  8Íno  las  limitadas  que  se  les  acuerda  en  los  tratados  ó 
convenciones;  pero  no  gozan  de  la  inmunidad  y  exenciones  de 
los  Ministros  ó  Agentes  diplomáticos. 

Según  el  juicio  déla  II  tma.  Corte,  desde  que  en  los  procedi- 
mientos judiciales  en  que  hay  necesidad  de  la  intervención  de 
un  Cónsul,  porque  así  conviene  á  los  mismos  intereses  ó  dere- 
chos de  sus  protegidos  ó  representados,  ó  para  cumplir  con  las 
estipulaciones  de  los  tratados,  hacen  precisar  su  interven- 
ción en  determinados  juicios;  es  evidente  que  su  condición  es 
igual  á  la  de  las  personas  que  litigan  ó  tienen  intereses  en  esos 
negocios,  porque  nuestra  legislación  no  reconoce  privilegios  en 
la  administración  de  justicia  y  porque  las  formas  y  ritualidades 
de  nuestros  juicios  requieren  la  intervención  directa,  y  sin  inter- 
medios de  los  que  figuren  en 'ellos,  como  partes  principales  ó  se- 
cundarias 6  accidentales.  Nadie  puede  dejar  de  convenir  en  que 
en  este  terreno  son  incontestables  las  observaciones  de  la  Iltma. 
Corte,  pues  se  hallan  basadas  en  nuestra  legislación,  en  las  con- 
venciones consulares  y  en  la  costumbre;  ni  el  ánimo  del  Gobier- 
no ha  sido  introducir  una  novedad  en  la  actuación  délos  juicios, 
ni  en  la  condición  en  que  se  encuentran  los  Cónsules  en  sus  re- 
laciones con  los  tribunales  y  jueces. 

La  resolución  comunicada  al  Tribunal,  solo  tiene  por  objeto 
la  conservación  de  las  inmunidades  y  exenciones  de  los  Minis- 
tros Diplomáticos,  privilegios  que  son  inseparables  de  su  perso- 
na, aún  cuando  accidentalmente  desempeñen  otro  cargo  que  de- 
biera suponer  su  sometimiento  á  una  condición  distinta. 

Cierto  que  es  verdaderamente  anómalo  que  se  reúnan  en  una 
nciisma  persona  funciones  que  desdicen,  en  ocasiones,  los  privile- 
gios y  derechos  inherentes  á  un  cargo  ante  las  obligaciones  de 
otro  cargo  de  inferior  categoría;  pero  en  este  conflicto  hay  que 
atender  .al  principio  de  que  nadie  se  prestfme  que  renuncia  sus 
privilegios  por  el  hecho  de  tratar  con  otro  que  no  los  tiene.  El 
que  no  goza  de  ellos  es  el  se  que  somete  á  los  inconvenientes  que 
los  privilegios  pueden  producir,  cuaído  se  trata  del  cumplimien- 
to de  las  obligaciones  que  emanan  del  contrato. 

Al  aceptar  un  Gobierno  á  un  Ministro  Diplomático,  contrae  la 
obligación,  sin  reserva,  de  reconocer  y  hacer  respetar  sus  privi- 
legios é  inmunidades;  si  á  pesar  de  este  hecho  permite  también 
qae  ese  mismo  diplomático  desempeñe  un  consulado,  es  claro 
que  se  conforma  con  los  inconvenientes  que  surjan  de  esa  acep- 
tación. 

Habría  el  remedio  de  una  estipulación  ó  declaración  expresa 
pam  que  el  Ministro  y  el  Soberano  que  lo  envía  procediesen  so- 
bre el  conocimiento  de  que  las  consideraciones  é  inmunidad  de 
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un  representante  se  sorprenderían,  cuando  desempeñase  las  fun- 
ciones de  Cónsul,  en  cuya  condición  la  acción  de  los  Tribunalea 
y  autoridades  estaría  expedita  para  librar  las  providencias  6 
apremios  personales  que  lo  obligeran  á  cumplir  los  mandatos 
judiciales  ó  administrativos  CTiro  á  cualquier  nacional,  y  no  pue- 
de suponerse  que  haya  Gobierno  alguno  que  permitiera  9olocar 
en  esta  situación  á  su  representante  ante  las  autoridades  ó  Go- 
bierno de  la  Nación  donde  es  representado. 

No  es,  pues,  posible  dar  lugar  en  esta  materia  á  la  división  y 
separación  de  cargos  en  que  se  funda  la  Iltma.  Corte,  para  tra- 
tar á  un  Ministro  Diplomático,  considerándolo,  unas  veces  con  los 
privilegios  de  su  inmunidad,  y  otras  sin  ellos.  Sus  ilustrados 
fundamentos  manifiestan  lo  ilógico  é  imprevisor  de  las  acepta- 
ciones y  nombramientos  »ie  funcionarios  anómalos  que  no  solo 
pueden  entrabar  la  expedita  .administración  de  justicia  y  obli- 
^  gar  á  que  los  procedimientos  judiciales  desdigan  la  igualdad  con 
que  deben  ser  tratados  los  litigantes,  partes  ó  interesados  en  el 
juicio;  sino  que  exponen  á  los  mismos  Ministros,  en  quienes  debe 
reflejar  la  alta  igualdad  de  los  comitentes,  á  que  puedan  ser 
conmiciados  y  apremiados  por  los  jueces  de  cualquiera  categoría 
cuando,  en  cumplimiento  de  sus  deberos,  tienen  que  hacer  efec- 
tivos sus  mandatos  ó  resoluciones  sin  el  intermedio  del  Gobierno. 

Si  la  inmunidad  de  los  Ministros  Diplomáticos  es  inseparable 
de  su  carácter;  si  éste  no  es  constituido  ni   determinado   por   el 
cargo  de  Cónsul  que,  como  inferior  y  de  diversa  escala,  no  puede 
prevalecer  sobre  el  mayor  que  constituye  su  representación  cer- 
ca del  Gobierno  á  quien  es  enviado;  si  el   derecho   internacional 
los  considera  como  residiendo  en  territono  distinto  é  independien- 
te de  aquel  en  que  desenseña  su  misión;  hay  que  convenir  con 
la  consecuencia,  en  este  caso  extrictamente  lógica,   dé  que   las 
providencias  judiciales  que  deben  llegar  á  su   conocimiento,   de- 
ben de  ser  impartidas,  cuando  menos,  como  se  dirigen  á   una 
persona  ausente,  como  se  imparten  las  comunicaciones  del   Go- 
bierno representante  de  otro  >Gobierno,  es  decir,  por  conducto  del 
Ministerio  que  sostiene  la  relación  de  un  Gobierno  con  otro  Go- 
bierno ó  su  representante. 

Inútil  sería  ocupar  la  atención  de  V.  E.  con  las  manifestacio- 
nes de  las  doctrinas  á  que  este  respecto  establecen  los  más  clási- 
cos publicistas,  que,  apoyados  en  el  Derecho  de  Gentes  Positivo 
y  en  la  costumbre,  consideran  la  inviolabilidad  é  inmunidad  de 
los  Ministros  Diplomáticos  tan  inseparables  de  su  carácter,  que 
para  ponerlos  á  cubierto  de  toda  relación  que  no  sea  con  el  Go- 
bierno ante  quien  es  enviado,  lo  considera  3omo  ausente  del  ni-ia- 
mo  territorio  que  ocupan  desempeñando   funciones.    Bello,    que 
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ha  resumido  los  juicios  de  los  más  ilustrados  tratadistas,  estable- 
ce en  la  parte  3^,  capítulo  1°,  artículo  3?  de  sus  principios  de  De- 
recho de  Gentes,  que  «para  hacer  efectivas  las  acciones  6  dere- 
chos civiles  contra  el  Ministro  Diplomático,  es  necesario  recurrir 
á  su  Soberano,  y  aún  en  los  casos  en  que  por  una  renuncia  ex- 
plícita opresuntay  se  halle  sujeto  á  la  jurisdicción  local,  solo  se 
puede  proceder  contra  él,  como  contra  una  persona  ausente.»  En 
efecto,  (continúa  el  mismo  autor),  «es  ya  un  principio  de  derecho 
consuetudinario  de  las  naciones  que  se  debe  considerar  al  Mi- 
nistro Páblico,  en  virtud  de  la  independencia  de  que  goza,  como 
si  no  hubiera  salido  del  territorio  de  su  Soberano  y  continuase 
viviendo  en  el  país  en  que  no  reside  realmente. 

La  extensión  de  esta  extraterritorialidad  depende  del  Derecho 
de  Gentes  Positivo,  es  decir,  que  puede  ser  modificado  por  la 
costumbre  ó  las  convenciones,  como  efectivamente  lo  ha  sido  en 
varios  Estados. 

El  Ministro  no  puede  extenderla  mas  allá  de  estos  límites,  ni 
renunciarla,  en  todo  ó  en  parte,  sin  el  conocimiento  expreso  del 
Soberano  á  quien  representa.»  ^ 

La  adopción  de  una  doctrina  que  hiciera  posible  y  efectiva  la 
separación  del  carácter  de  Ministro  Diplomático  del  de  Cónsul,  y 
al  contrario,  produciría  graves  complicaciones  en  las  relaciones 
del  funcionario  que  los  reuniese  con  las  mismas  autoridades  con 
quienes  debería  entenderse  en  desempeño  de  sus  diversos  debe- 
res. Como  inviolable,  solo  dependería  de  su  gobierno,  y  en  sus 
relaciones  diplomáticas  con  aquel  ante  quien  es  enviado;  como 
Cónsul  debería  entenderse  directamente  con  un  juez,  cualquiera 
que  fuera  su  grado,  no  habría  para  qué  tener  en  cuenta  nada 
que  tuviese  relación  con  su  inmunidad  y  privilegios:  su  digni- 
dad y  respetos  se  amenguarían,  y  habría  ocasiones  en  que  la  ju- 
risdicción de  su  soberano,  garantía  que  hace  libres  y  eficaces  sus 
altas  funciones,  no  debería  alcanzarle  para  sostener  el  decoro 
y  la  inmunidad  que  son  el  alma  de  las  misiones  diplomáticas. 
Los  privilegios  y  excepciones  pugnan,  es  verdad,  con  la  igualdad 
cuando  se  trata  de  la  administración  de  justicia  y  de  la  obser- 
vación de  las  formas  que  se  han  establecido  en  cada  país,  para 
la  aplicación  de  la  ley  común,  obligatoria  para  cuando  ocurran 
á  loe  tribunales  á  obtener  la  solución  de  sus  diferencias;  pero  hay 
que  tener  presente  que  un  Estado,  por  democrático  que  sea  su 
gobierno  al  tratar  de  ponerse  en  relación  con  otros,  no  puede 
proponerse  el  sostenimiento  de  su  legislación  sobre  la  del  otro  y 
menos  sujetar  á  su  imperio  las  desavenencias  6  conflictos  que 
pudieran  sobrevenir  entre  los  contratantes.  Esto  es  imposible. 
Hay  que  tener  en  cuenta  que  las  leyes  de  cada  país  no  obligan 
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á  los  habitantes  de  otro,  raz6i>  por  la  cual  ha  sido  forzoso  supo- 
ner que  los  Ministros  Diplomáticos  siguen  residiendo  en  su  terri- 
torio propio  y  no  en  aquel  en  donde  realmente  habitan.  La  ne- 
cesidad de  prevenir  y  evitar  mayores  males  y  serias  y  graves 
complicaciones  entre  Estado's  amigos,  cuyas  relaciones  serían  di- 
fíciles sino  imposibles  de  otra  manera,  ha  producido  la  necesidad 
de  que  ceda  algo  de  la  soberanía  de  cada  contratante,  cuando  de 
su  ejercicio  sin  limitacjón  pudieran  surgir  los  inconvenientes 
controversias  y  aún  guerras  que  más  de  una  vez  han  desolado 
los  Estados  por  haber  pretendido  sujetar  á  sus  leyes  y  prácticas 
á  los  representantes  de  otras  naciones.  En  las  relaciones  diplo- 
máticas no  se  trata  principalmente  de  la  legislación  de  uno 
de  los  países  contratantes,  sino  de  conservar  la  armonía  y 
mutuos  oficios  de  amistad  sobre  bases  de  perfecta  igualdad  que 
hagan  menos  fáciles  los  desacuerdos;  y  si  para  esa  conservación 
se  ha  hecho  indispensable  la  limitación  de  la  propia  soberanía 
en  casos  dados,  nada  llenen  de  humillantes  estas  excepciones, 
desde  que  las  concesiones  son  recíprocas,  y  desde  que  no  pugnan 
con  su  independencia,  cuyo  reconocimiento  ha  creado  la  necesi- 
dad de  observar  determinadas  formas  para  consultar  el  decoro  é 
inmunidad  de  las  relacionas  diplomáticas. 

Sobre  todo,  entre  la  necesidad  y  conveniencia  de  asegurar  y 
fortalecer  las  relaciones  de  un  país  con  otro,  y  la  observancia  de 
formas  más  secundarias  que  se  han  establecido  por  el  uso  uni- 
versal para  poner  en  conocimiento  de  los  funcionarios  diplomá- 
ticos las  providencias  ó  resoluciones  de  que  deben  tener  conoci- 
miento ó  en  que  este  conocimiento  es  necesario;  y  entre  el  falta- 
miento  ó  prescindencia  de  esas  formas  que  pueden  dar  lugar  á 
reclamaciones  y  desacuerdos  internacionales,  cuyas  consecuen- 
cias pueden  ir  más  allá  de  lo  previsto;  nadie  puede  trepidar  eu 
la  elección.  Además,  la  resolución  de  que  reclama  la  Iltma.  Cor- 
te está  fundada  en  la  costumbre  y  en  el  uso  de  las  demás  nacio- 
nes, en  diversos  actos  del  Gobierno,  y  no  sería  prudente  introdu- 
cir innovaciones  que  desdijeran  las  prácticas  establecidas,  y  aún 
en  el  caso  á  que  la  Ilustrísima  Corte  se  refiere,  suponiéndose  du- 
dosa la  resolución  que  desea  alcanzar,  habría  que  expedirla  en  el 
sentido  en  que  V.  E.  lo  ha  hecho,  porque  ella  no  importa,  como  se 
ha  manifestado,  sino  el  reconocimiento  de  la  inmunidad  y  privi- 
legio de  los  Ministros  Diplomáticos.  Si  alguna  vez  ge  reúne  en 
un  Ministro  de  esta  clase  el  cargo  de  Cónsul,  este  hecho,  como 
se  ha  dicho,  no  hace  perder  al  Ministro  sus  inmunidades  y  pri- 
vilegios, que  según  el  juicio  de  los  tratadistas  de  mas  nota,  él 
mismo  no  puede  renunciar  sin  consentimiento  expreso  de  su  so- 
berano. 


ato  cree  el  ñacal  que  V.  E,  puede  aervirae  mandar 
iñor  Presidente  del  Tribunal  de  este  Departamento, 
suspenderse  los  efectos  de  la  resolación  que  se 
ar  en  oficio  de  14  de  Noviembre  ultimo. 

>14de  1878. 


lelaciones  Exleñorei. 

Lima,  Enero  18  de  1878. 

I  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

inte  se  recibió  en  eate  Despacho  la  nota  de  14  de 
imo,  en  que  el  señor  Presidente  de  la  Ilustrísima 
de  Justicia  de  eate  Departamento,  expone  ciertas 
para  que  se  reconsidere  la  diapoaición  contenida 
I  24  de  Agoato  anterior,  encaminada  á  que  las 
iicialea  cuando  necesiten  dirigirse  k  los  Agentes 
lo  llagan  siempre  por  conducto  de  este  Ministerio, 
:ho3  Agentes  ejerzan,  al  mismo  tiempo,  funciones    ' 

de  que  al  dictar  tal  disposición  lo  hice  con  la  con- 
ella  era  conforme  con  los  principios  establecidos 
» Internacional  y  con  las  prácticas  recibidas  en  to- 
es, creí  conveniente  escuchar  la  autorizada  op:- 
Fiscal  de  !a  Excelentísima  Curte  Suprema  de 
.  la  ha  dado  en  los  términos  que  aparece  de  la  co- 
que me  es  grato  incluir  al  presente  oficio. 
>,  pues,  mérito  para  la  reconsideración  solicitada 
residente  de  la  Ilustrísima  Corte  Superior  de  este 
¡al,  suplico  á  US.  que  se  airva  trasmitirle  el  dicta- 
reiterándole,  al  mismo  tiempo,  la  disposición  con- 
citado oficio  de  24  de  Agosto  del  afio  próximo  pa- 

guarde  á  US. 

/.  C.  Julio  Roepiglioñ. 


1 
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Fallecimiento    del  Rey   de  Italia. — Maní fhst ación ra 

DE  duelo — 1878 

Real  ÍA(jacibn  de  Italia. 

Lima,  Enero  H  de  1878 

Excmo.  Señor: 

Esta  Real  Legación  participa,  con  sumo  dolor,  á  S.  E.  el  se- 
ñor Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  que,  á  consecuencia  de  la 
muerte  de  S.  M.  Victor  Manuel,  Rey  de  Italia,  ocurrida  er 9  del 
corriente,  alas  2  K.  50  m.  p.  m.,  esta  Legación  tendrá  por  seis 
días,  comenzando  desde  mañana,  enarbolada,  á  media  asta,  la 
bandera  nacional. 

Convencido  de  que  el  Gobierno  del  Perú  querrá  asociarse  al 
duelo  del  de  Italia,  el  infrascrito  Real  Encargado  de  Negocios, 
tiene  el  honor  de  renovar  á  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores  los  testimonios  de  su  mas  atenta  consideración. 

(?.  B.  Viviani. 

Excmo.  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exierioree. 

Lima,  Enero  lí  de  1878. 

El  Gobierno  del  Perú,  que  ha  sabido,  con  profundo  senti- 
miento, la  triste  noricia  de  la  muerte  de  S.  M.  Victor  Manuel, 
Rey  de  Italia,  se  asociará  al  duelo  de  esa  Legación,  enarbolando, 
á  media  asta,  el  dia  de  mañana,  la  bandera  nacional  en  la  casa 
presidencial.  Igual  manifestación  se  hará  en  todos  los  edificios 
públicos  de  esta  capital. 

DfiMiftfiu  asi  coíFteltoda  la  nota  que,  en  esta  fecha,  se  ha 
servido  dirigirme  el  H,  SeñorTStt^argado  de  Negocios  de  Italia, 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú  tiene  la  honra  de 
reiterar  á  Su  Señoría  Honorable  los  sfeHl^i^^^^^s  de  distinguida 
consideración  y  particular  aprecio. 

J.  C.  JULIO^^ROSPIGLIOSI. 

H.  Señor  G.  B.  Viviani  Encargado  de  Negocios  de 
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NuBvo  Rky  di   Italia — 1878. 

Real  Legación  de  Italia,  . 

Ztma,  IS  de  Enero  de  1878, 
Excmo.  Señor. 

Tengo  la  honra  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.  que  el 
nuevo  Rey  de  Italia,  S.  M.  Humberto,  subió  al  trono  el  10  del  co- 
rriente, confirmando  el  Ministerio  de  su  difunto  padre. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterar 
á  V.  E.  los  sentimientos  de  mi  muy  atenta  consideración. 

(7.  B.  Viviani. 
Excmo.  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima^  19  de  Enero  de  1878. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  njuy  estimable  comunica* 
cíón  de  US.  H.,  fecha  15  del  actual,  por  la  que  se  sirve  poner  en 
mi  conocimiento  que  el  Nuevo  Rey  de  Italia,  S.  M.  Humberto, 
había  ascendido  al  trono  el  10  del  corriente,  continuando  el 
mismo  Gabinete. 

Felicitando,  en  nombre  de  mi  Gobierno,  á  la  Nación  Italia- 
na,  per  ese  doble  acontecimiento,  que  asegura  su  marcha  progre- 
siva, tengo  la  satisfacción  de  reiterar  á  US.  H.  los  sentimientos 
de  mi  distinguida  consideración  y  aprecio. 

J.  C  Julio  RospigUosi. 

H.  Señor  G.  B,  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 


Sjb  dbclara  vigentes,  dw  una  manera  provisional,  lo«  ar- 
tícüix)s  xiv  y  xv  de  la  convención  consülar  de  3 
DJi  Mayo  de  1863—1878. 


PROTOCOLO. 


Los  infrascritos.  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú 
y  B!neargádo  de  Negocios  de  Italia,  animados  del  deseo  de  evitar 
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los  inconvenientes  que  resultan  de  la  cesación  de  los  efectos  de 
la  Convención  Consular,  celebrada  entre  el  Perú  y  la  Italia,  el 
3  de  Mayo  de  1863;  y  teniendo  en  consideración  que  se  hallan 
actualmente  iniciadas  las  negociaciones  para  concluir  un  pacto 
de  la  misma  naturaleza,  han  convenido  eñ  que  mientras  se  ajus- 
ta dicho  pacto  y  hasta  el  dia  que  legalmente  deba  entrar  en  vi- 
gor, sigan  surtiendo  sus  efectos  los  artículos  XIV  y  XV  de  la 
mencionada  Convención  de  3  de  Mayo  de  1863.     (1) 

En  fé  de  lo  cual  los  infrascritos  firman  y  sellan  la   presente 
declaración,  por  duplicado,  en  Lima,  é  8  de  Mayo  de  1878.     (2) 

J.  C.  Julio  C.  Rospioliosi  G.  B.  Viviani. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Limaf  Mayo  8  de  1878. 


Apruébase  la  declaración  contenida  en  el  acuerdo  que   pre- 
cede, del  que  se  dará  oportunamente  cuenta  al  Congreso. 
Comuniqúese,  regístrese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. — Rospigliosi. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  Octubre  12  de  1878. 

Excmo.  Señor: 

Tengo  la  honra  de  remitir,  incluso,  un  ejemplar  de  la  Gacela 
Oficial  de  Italia,  en  la  que  se  publica  el  Real  Decreto  de  29  de 
Julio  próximo  pasado,  por  el  que  se  ordena,  en  Italia,    la  ejecu- 

11]  Véaae  esos  artfculot  en  las  páginas  10  j  11. 
2j  B«ta  declaración  fdé  comanicada  al  Ministerio  de  Justicia  para  que 
''-ra  conocer  á  los  Tribunales  de  la  República. 
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ción,  plena  y  entera,  del  protocolo  de  8  de  Mayo  de  1878,  que  po- 
ne temporariamente  en  vigor  los  artículos  14  y  15  de  la  Con- 
vención Consular  de  3  de  Mayo  de  1863. 

Acepte  V.  E.,  señor  Ministro,  las  protestas  de  mi  más  alta  con- 
sideración. 

G.  B,  Viviani, 

Al  Excmo.  Señor  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de   Relaciones  Ex- 
teriores. 


UMBERTO   I 


POR  LA  «RACIA  DE   DIOS  Y  hK    VOÍ.UNTAD  DB  liA  NACIÓN,  RBY 

DE  ITALIA 

Visto  el  artículo  5  de  la  Constitución  fundamental  del  Reyno. 
Oido  el  Consejo  de  Ministros,  encargado  del  Ministerio  de  Ne- 
gocios Extranjeros; 

Hemos  decretado  y  decretamos  lo  siguieate: 

Articulo  único. — Daráse  plena  y  completa  ejecución  á  la  de 
claración  firmada  en  Lima,  el  8  de  Mayo  de  1878,  por  la 
cual  se  declara  temporariamente  en  vigor  los  artículos  14  y  15 
de  la  fenecida  Convención  Consular  entre  Italia  y  el  Perú,  ajus- 
tada en  Turín  el  3  de  Mayo  de  1863.  (1) 

Onlenamos  que  el  presente  decreto,  sellado  con  el  sello  del 
EJstado,  se  inserte  en  la  Colección  Oficial  de  leyes  y  decretos  del 
Reyno  de  Italia,  mandando  á  quien  competa  observarlo  y  hacer- 
lo c  bservar. 

Dado  en  Turín  á  29  de  Julio  de  1878. 

UMBERTO. 

B.  Cairoli. 


(1)  Véease  la  página  311. 


40 
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Minitterio  de  Relacione»  Exteriore*. 

s 

Lima,  Octubre  14  de  1878. 

Al  acusar  á  US.  Tecibo  de  su  apreeiable  comunicación  de  12 
del  presente,  me  es  grato  decirte  que  he  mandado  se  publique  en 
el  periódico  oficial,  del  que  tengo  la  honra  de.  remitir  un  ejem- 
plar, el  Real  Decreto,  expedido  por  S.  M.  el  Rey  de  Italia  Hum- 
beito  L,  ordenando,  en  Italia,  la  ejecución  plena  del  protocolo 
de  8  de  Mayo  último,  que  pone  temporalmente  en  ejecución  los 
artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consular  celebrada  en  3  de 
Mayo  de  1863. 

Sírvase  US.  H.  aceptar  las  protestas  de  mi    mayor  considera- 
ción y  respeto. 

Manvel  Ingoy^n, 

H.  Señor  Juan  B.  Biviani,  Encargado  Je  Negocios  de  Italia. 


I/ima,  Noviembre  14  de  1878. 
Excmo.  Señor: 

El  Congreso,  en  ejercicio  de  la  atribución  16',  artículo  59  de 
la  Constitución,  ha  aprobado  el  Protocolo  firmado  por  el  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  y  el  Encargado  de 
Negocios  de  Italia,  en  8  de  Mayo  del  presente  año,  por  el  cual  ae 
declaran  en  vigor  los  artículos  14  y  15  de  la  Convención  Consu- 
lar, celebrada  entre  el  Perú  y  ese  Reyno,  en  3  de  Mayo  de  1863. 

Lo  comunicamos  i  V.  E.  para  su  conocimiento  y  demás  fi- 
nes. (1) 

Dios  guarde  V.  E. 
M.  Pardo,  Presidente  del  Congreso — Federico  Luna,  Secretario* 


[1]  Véase  ese  Protoeolo  em  la  página  311. 
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del  Congreso — Manuel  María  del    Valle,  Secretario  del  Congreso. 
Al  Excmo.  Señor  Presidente  de  la  República. 


Lima,  Noviembre  26  de  1878. 

Cúmplase,  comuniqúese,  regístrese  y  publíquese. 
Rúbrica  de  S.  E. — Irigoyen. 


ACUERDO  DB  LA  CORTE  SUPERIOR  DE  LIMA  SOBRE  EL  CUMPLIMÍFN- 
TO  DEL  PRO'^OPOLO  DE  8  MAYO  DE  1878.-  -RESOLUCIÓN  D?L  GO- 
BIERNO DEL  PERÚ. — 1878, 

Corte  Superior  de  Justicia, 

Lima,  Mayo  28  de  1878. 
Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia. 

S.  M. 

Este  Superior  Tribunal,  á  quien  presenté  el  estimable  oficio 
de  US.,  de  11  del  corriente,  en  que  se  sirve  trascribirme  el  que  le 
ha  pasado  el  Feñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  acompa- 
ñándole copia  del  protocolo  que  había  firmado  con  el  señor  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia,  declarando  vigentes  los  artículos 
XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  186S, 
ha  acordado  diga  á  US.,  en  contestación,  como  tengo  el  honor  de 
verificarlo,  que  dispondrá  el  cumplimiento  de  los  citados  artícu- 
los, tan  luego  que  el  Congreso  les  haya  otorgado  su  aprqbación. 

■ 

Dios  guarde  á  US. 

Mariano  Julio  Corzo* 
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ACUERDO   DE  LA  CORTE  SUPERIOR  DE  LIMA. 

Manuel  Ezequiel  Chaves,  Abogado  de  los  Tribunales  del  Pera 
y  Secretario  de  Cámara  de  la  Corte  Superior  de  Justicia  del  Dis- 
trito Judicial  de  Lima. 

Certifico:  que  en  el  libro  de  «Acuerdos»  de  este  Superior  Tri- 
bunal, y  á  fojas  quinientas,  se  encuentra  una  acta,  cuyo  tenor  lite- 
ral es  el  siguiente: 

«En  Lima,  Capital  de  la  República  Peruana,  á  loa  veinticinco 
días  del  mes  de  Mayo  del  año  del  Señor  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  ocho — Reunidos,  en  sala  plena,  los  señores  vocales  y  fia- 
cal,  que  al  margen  se  designan,  bajo  la  presidencia  del  señor 
doctor  don  Mariano  J.  Corzo  se  dio  cuenta  de  un  oficio  del  señor 
Ministro  de  Justicia,  su  fecha  once  del  corriente,  én  que  trascribe 
el  que  le  ha  pasado  el  peñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
acompañándole  copia  del  protocolo  celebrado  con  el  señor  Encar- 
gado de  Negocios  de  Italia,  declarando  vigentes  los  artículos  XIV 
y  XV  de  la  Convención  Ck)nsular  de  3  de  Mayo  de  1863;  y  se  acor- 
dó contestar  que  el  Tribunal  dispondría  pu  cumplimiento  tan 
luego  que  el  Congreso  le  prestase  su  aprobación. — Con  lo  que 
concluyó  el  acto,  que  firmó  su  señoría  el  Presidente  y  los  seño- 
res Pérez,  Santistevan,  Chaéaltaua,  Alvaiez,  Dorado,  Figueredo, 
Galindo,  Sanz,  Rospigliosi,  Gazmán  (Fiscal) — De  que  certifico — 
Chavez,  Secretario.» 

Es  copia  fiel  de  su  original  á  que  me  remito  en  caso  necesa- 
rio. (1) 

M.  Ezequiel  Chavez, 


hinieterio  de  Jtisticia,  &. 

JÁma^  Mayo  29  de  1878. 

Pásese  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  para  que 
por  ese  Despacho  se  sirva  acordar  lo  conveniente,  y  avísese  en 
contestación. 

Moralee. 


(1)  La  Corte  de  La  Libertad  contestó  en  el  mismo  sentido  que  la  de  Lima. 
Los  demás  Tribnnalet  guardaron  silencio  sobre  la  decisión  del  Gobierno. 
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Minitierio  de  Relaciones  Eocieriorts. 


Lima,  Mayo  31  de  1878. 
Vista  al  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema. 

Ro^iglion* 


Excmo.  Señor: 

Comunicada  á  los  Tpibanales  de  la  República  la  suprema  reso- 
lución de  8  de  Mayo  último,  por  la  cual  aprobó  V.  E.  la  Conven- 
ción celebrada  entre  nuestro  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y 
la  Legación  del  Reyno  de  Italia,  para  que  conserven  su  vigencia 
los  artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular,  ya  desahu- 
ciada, de  3  de  Mayo  de  1863,  mientras  se  ajusta  un  pacto  de  la 
misma  naturaleza,  el  señor  Presidente  de  la  Ilustrísima  Corte 
Superior  de  Justicia  de  este  Distrito  Judicial  ha  contestado,  pre- 
vio acuerdo  del  Tribunal,  que  dispondrá  el  cumplimiento  de  los 
citados  artículos,  tan  luego  que  el  Congreso  haya  otorgado  su 
aprobación.  ' 

La  Ilustrísima  Corte  ha  podido  evitar  el  acuerdo  á  que  se  re- 
fiere la  nota  de  su  Presidente,  en  que  lo  comunica  á  V.  E.,  sin 
faltar  á  los  deberes  que  la  magistratura  le  impone,  y  sin  antici- 
par su  juicio  en  las  causas  en  que  se  trate  de  la  aplicación  de  los 
mencionados  artículos,  desde  que  sus  airibuciones  judiciales  solo 
pueden  ^fereiiarse  aplicondo  las  leyes  y  las  resoluciones  del  Oobiei'- 
no  relacionadas  con  ellas,  en  la  causa  de  que  conoce,  en  cuya  sus- 
tanciación  y  terminación  debe  juzgar  si  la  ley  ó  decreto,  cuya 
aplicación  se  le  pide  ó  se  juzga  oportuna,  tiene  los  caracteres  que 
los  hagan  obligatorios.  Fuera  de  loe  juicios  que  la  Constitución 
y  las  leyes  someten  á  su  conocimiento,  no  tiene  la  Ilustrísima 
Corte  la  atribución  de  representar  al  Legislador  ni  al  Gobierno, 
que  no  aplicará  las  leyes  ó  decretos,  si,  á  su  juicio,  son  inconstitu- 
cionales; porque  pudiera  ser  que  este  juicio  fuera  equivocado  y 
contrarío  al  de  los  otros  Tribunales  ó  Juzgados  de  la  República. 
La  observación  respecto  de  las  leyes  ó  decretos  supremos  paia 
suspender  su  cumplimiento  por  considerarse  inconstitucionales, 
no  oorresponde,  según  la  misma  Constitución,  sino  al  Gobierno, 
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respecto  del  Poder  Legislativo,  de  una  manera  limitada,  bástala 
iasistencia  de  éste;  y  respecto  de  los  decretos,    resoluciones  ó  me- 
didas del  Gobierno,  las  representaciones  competían  á  la  CoaaisiÓQ 
Permanente  del  Cuerpo  Legislativo,  aun  no  reemplaza  la.    Y  si 
esas  representaciones   no  pueden   dejar  de  ser  necesarias,  en  los 
casos  á  que  se  refería  el  artículo  107  de  la  Constitución,  ellas  no 
deberían  ser  hecbas  cuando  se  relacionasen  con  la  administra- 
ción de  justicia,  sino  por  la  Excraa.  Corte  Suprema,  conj)  la  ett- 
iidad  mas  genuina  y  elevada  del  Poder  Judicial,  cuya  jurisdic- 
ción se  extiende  á  todos  lor  Tribunales  y  Juzgados  de  la  Repú- 
blica. Las  representaciones  oficiales  contra  los  actos  gubernativos 
aunque  tengan  relación  conliquel  poder,   no  podrían  ser  confor- 
mes con  nuestro  sistema  de  Gobierno,  si  se  reconociera  esta  facul- 
tad en  cualquier  Juez  ó  Tribunal,   fuera  de  lin  juicio,   y  menos 
pueden  producir  el  efecto  de  que  se  saspendan  ó  se   den  por  no 
dictados  el  decreto  6  resolución  obaerva4os.    No  tiene,   pues,  la 
Ilustrísima  Corte  la  atribución  de  representar  al  Gobierno,  oficial- 
mente, sobre  la  inconstitucionalidad  de  la  resolución  mencionada, 
en  el  sentido  de  que  la  representación  pro  luzca  la  3usp.»nsi  mi  le 
aquella.  Si  ¿su  juicio   fuera   inconstitucional   ó  contraria  á  la» 
leyes,  no  la  aplicará  en  los  casos  que  ocurran;  y  concretan  \o^^  á 
ellos,  en  los  cuales  queda  álos  litigantes  el  recurso  de  nulidad,  en 
el  que  la  Excma.  Corte   declararía  lo  que  ella  consid*^rase  justo 
sobre  ese  juicio.    Comunicada  la  misma   resolución  á  la   Excma. 
Corte  Suprema,  se  ha  limitado  á  mandarla  arcbivar.    Sin  erabíir- 
igo  de  ser  llamada  á  representar  al  Gobierno  en  cualquier  ^ntido, 
ha  reservado  su  juicio  de  juez  para  aplicarla  6  nó  cuando   Ues^as 
el  caso  de  poner  en  ejercicio  su   ministerio.    Si  esa  resolución  es 
inconstitucional,  ó  no  ha  sido  expedida  conforme  á  las  atribucio- 
nes del  Ejecutivo,  como  parece  haberlo   entendido  la  Iln^rísima 
Corte,  quedaba  el  recurso  de  no  aplicarla,  cuando  se  trat-ase  de 
alia;  qu^xlaba,  además,  el  de  acusar  ante  el  Congreso  si  se  oonm- 
dera  como  infractoria  de  la  Constit»  ción. 

Pero  osa  resolución  no  la  quebranta.  Ella  no  importa  otra  oo; 
sa  que  la  declaración  del  modm  vitrndi  hastn  que  se  celebre  una 
nueva  Convención  Consular  con  el  Peyno  de  Italia,  de  q»ip  están 
ocupados  sus  Repre^-íntant^s  y  el  Ministro  de  Relaciones  exterio- 
res de  la  República.  Desahuciada  la  anterior  Convención,  si  es 
venlad  que  la  República  quetló  desliarada  de  los  pactos  que  ella 
contuvo,  no  por  eso  dejó  de  e^^tar  sujctix  á  los  principios,  obüsja- 
cionea  y  doctrinas  que  la  cvvsturabre,  independientemente  de  los 
Tratados  y  Convenciones,  han  consagrado  y  son  considerados  co- 
mo positivos  precvptos  del  derecho  consuetudinario,  que  son  obli- 
gatorios, sin  necesidad  de  pactos  6  convenios  escritos. 
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Calvo,  reproduciendo  la  doctrina  de  notables  tratadistas,  esta* 
blece,  en, su  obra  de  Derecho  Internacional  teórico  y  práctico,  que 
son  atribuciones  inherentes  al  cargo  de  los  Cónsules,  entre  otras, 
la  de  proceder  al  inventario  de  los  bients  dejados  por  sus  nacio- 
nales que  mueren  en  el  lugar  donde  desempeñan  sus  funciones, 
administrar  y  liquidar  la  sucesión   conforme  á  las  capitulaciones 
internacionales,  6  del  modo  determinado   por  las  leyes  territoria- 
les. Pero  sin  ocurrir  á  los  principios  y  reglas  que  el  uso  ha  san- 
cionado, bastará  examiqar  nuestra  Legislación  y  nuestros  usos  en 
esta  materia,  para  persuadirse  que  sin  necesidad  de  la  Convención 
provisional,  el  pacto  que  contiene  no  importa  otra  cosa  que  faci- 
litar la  práctica  de  nuestro   derecho   civil  y  de  las   atribuciones 
que  el  Gobierno  de  la  República  ha  conferido  á  sus  Cónsules,  so- 
bre la  base  de  (jue  ellas  no  están  en  oposición  con  el  derecho  con- 
suetudinario de  las  otras  naciones,  con  cuya  reciprocidad  se  cuen- 
ta; por  consiguiente  ni  con  nuestra  legislación  civil  y  menos  con 
la  soberanía  y  la  jurisdicción  nacional. 

El  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  dispone,  que 
cuando  un  extranjero  muera  intestado,  sin  tener  parientes  en  la 
República,  mandará  el  Juez  que  se  depositen  los  bienes  bajo  de 
inventario  y  tasación  en  el  tesoro  público;  que  se  anuncie  por  los 
periódicos,  y  que  se  haga  saber  al  diplomático  ó  consular  Je  la 
nación  á  que  ¡>ertenecía  el  finado,  para  que,  por  su  conducto,  se 
avise  á  sus  herederos,  á  fin  de  que  ocurran  á  usar  de  sus  dere- 
chos. 

Los  artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención,   lejos  de  quebran- 
tar el  espíritu  y  objeto  de  este  artículo,   no  contienen  sino  dispo- 
siciones administrativas  para  hacer  mas  expedito  su  cumplimien- 
to, alejando  todo  motivo  en  que  pudieran  fundarse  ulteriores  re- 
clamaciones y  litigios,  ya  contra   los  procedimientos  que   son  in- 
dispensables para  inventariar,  tasar  y  asegurar  los  bienes  de  uu 
intestado  sin  personero  que  represente  á  sus  herederos,  ya  contra 
los  depositarios  ó  administradores  de  esos  bienes,   por  descuido  ú 
otras  causas.  tA  inventario,  tasación  y  depósito,  necesarios  según 
dicho  artículo,  suponen  la  intervención  de  un  per8í>nero  que  se 
presente  á  los  herederos,  y  la  Convención  llena  esta  exigencia  con 
el  Cónsul,  para  solo  el  efecto  de  asegurar  y  liquidar  los  bienes,  su- 
jetando estos  al  conociminto  y  jurisdicción  del  Juez  y  sin    que  el 
Cónsul  pueda  ejercer  acto  alguno  jurisdiccional.    Como  la  le>  se 
ha  propuesto  la  seguridad  de  los  bienes,   para  que  no  sufran  los 
derechos  de  los  herederos  ausentes,  nada  impoiia  que  el  iu  venta- 
rio  y  tasación  se  practique  por  ante  solo  el  Juez  del  lugar,    6  por 
ante  él  con  intervención  del  Cónsul,  como  personero  del  ausente. 
Una  vez  entregados  á  este  funcionario,   sólo  él  es  responsable  de 
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su  administración  y  liquidación  cuando  no  hay  interesados  na- 
cionales. Si  hay  esos  interesados,  sus  atribuciones  solo  son  las  de 
un  depositario  sujeto  á  la  jurisdicción  del  Juez.  Si  no  los  hay, 
los  herederos  se  entenderán  con  su  Cónsul  en  todo  lo  que  tenga 
relación  con  los  bienes  que  él  ha  recibido  para  custodiarlos. 

Bajo  el  aspecto  de  hacer  eficaz  y  de  pronto  cumplimiento  el 
espíritu  y  objeto  del  citado  artículo,  no  puede  negirse  la  conve- 
niencia de  la  Convención,  ni  la  atribución  que  tiene  el  Gobierno 
de  dictar  reglamentos,  órdenes  y  disposiciones  para  el  mejor  cum- 
plimiento de  las  leyes. 

El  vacío  que  contiene  aquel  artículo  respecto  de  la  provisión 
de  un  personero  especial  que,  por  razón  de  oficiO;  represente  al 
ausente  en  casos  de  urgente  práctica,  como  son  los  de  inventa- 
rios, asegurar  y  liquidar  los  bienes  en  que  los  nac  ionales  no  tie- 
nen interés,  necesidad  á  que  se  ha  atendido  en  t^dos  los  países 
civilizados,  sea  por  tratados  ó  por  la  costumbre,  era  uua  necesi- 
dad que  no  desapareció  con  el  desahucio  de  la  .Convención;  y  no 
puede  dejar  de  ser  constitucional  y  legal  seguirla,  por  la  misma 
razón  de  que  había  sido  antes  f  tendida  con  la  sanción  del  Con- 
greso. Si  con  esa  satisfacción  no  se  ataca  ó  menoscaba  la  sobera- 
nía y  jurisdicción  nacional,  así  por  el  contrarío  se  facilita  y  hace 
eficaz  el  cumplimiento  del  citado  artículo  del  Código  de  Enjui- 
ciamientos; ?i  la  reciprocidad  en  favor  de  nuestros  nacionales  es 
un  verdadero  beneficio  que  se  habría  obtenido  mas  solemnemen- 
te por  medio  de  la  Convención,  en  el  caso  de  que  no  fuera  cierto 
que  los  artículos  declarados  vigentes  no  fueran  sino  la  mera  de- 
claración de  las  regias  que  á  este  respecto  observan  las  naciones 
cultas;  no  podría  hacerse  un  cargo  al  Gíobierno  por  haber  man- 
dado cumplirlas,  mediante  una  Convención,  y  no  por  medio  de 
un  decreto,  cuya  expedición  estaba  en  sus  atribuciones,  desde  que 
habría  tenido  por  objeto  el  mejor  cumplimiento  de  la  ley  y  la 
práctica  de  una  costumbre  reconocida  por  él. 

No  ha  procedido,  pues,  el  Gobierno  inconstitucional  mente  al 
aprobar  la  Convención  provisional  de  la  cual  no  puede  dejar  de 
dar  cuenta  al  Congreso.  £1  inciso  11  del  artículo  94  de  la  Cons- 
titución le  encarga  la  dirección  de  las  negociaciones  diplomáticas 
y  la  celebración  de  tratados,  poniendo  en  ellos  la  condición  ex- 
presa de  que  sean  sometidos  al  Congreso  para  los  efectos  de  la 
atribución  16,  artículo  59.  Verdad  es  que  conforme  á  este  artícu- 
lo, el  Congreso  debe  aprobar  ó  desaprobar  Tos  tratados  de  pof, 
concordatos  y  demás  convenciones  con  los  gobiernos  extranjeros; 
pero  al  imponer  la  condición  referida,  en  el  artículo  94,  á  sólo 
los  tratados,  no  se  reservó  al  Congreso  respecto  de  las  Convencio- 
nes, aiuo  la  facultad  de  aprobarlas  ó  desaprobarlas,  como  apniebft 
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ó  desaprueba  los  decretos  ú  órdenes  del  Gobierno  que  pueden  ex- 
pedirse sin  esa  misma  condición.  No  dice  la  Constitución  que  no 
se  cumplan  las  Convenciones  mientras  no  sean  aprobadas;  y  el 
Gobierno  esté  en  posesión  de  celebrarlas  y  cumplirlas  sin  esperar 
la  aprobación  del  Congreso,  cuando  es  evidente  la  necesidad  de 
ajustarías,  ó  cuando  tienen  por  objeto  la  realización  de  garantías 
6  beneficios  para  el  Estado,  ó  el  carácter  meramente  reglamenta- 
rio para  satisfacer  necesidades  urgentes,  ó  fortalecer  las  relacio- 
nes, obligaciones  ó  derechos  contraídos  por  tratados  preexi»?ten- 
tes.  En  negociados  de  mas  trascendencia,  y  con  el  carácter  de 
perpetuos  6  de  duración  indeterminada,  ha  pactado  el  Gobierno 
con  otros  Estados,  y  sus  Convenciones  han  quedado  firmes  y  se 
cumplen  sin  que  hubiese  antecedido  la  aprobación  del  Congreso, 
y  no  será  inoportuno  recordar,  á  este  respecto,  algunos  hechos. 

Por  Convención  celebrada  el  7  de  Julio  de  1857,  se  prestó  á  la 
República  de  Costa  Rica  S.  100,000,  que  se  entregaron  sin  previa 
aprobación  del  Congreso,  que  no  desaprobó  este  acto  del  Go- 
bierno. 

Por  supremo  decreto  de  10  de  Julio  de  1861,  y  sin  aprobación 
del  Congreso,  se  adhirió  el  Gobierno  del  Perú  á  la  Convención 
celebrada  entre  Hanover  y  otros  Estados,  para  rescatar  el  peaje 
del  Elba;  y  por  resolución  de  20  de  Abril  de  18G3,  ordenó  á  la 
casa  consiguataria  del  guano  <ie  la  Gran  Bretaña,  el  pago  de  la 
cuota  que  correspondía  á  la  República. 

Por  resolución  suprema  de  20  de  Abril  de  18G3,  se  aceptó,  por 
parte  del  Perú,  el  reglamento  marítimo  propuesto  por  la  Ingla- 
terra y  Francia. 

Por  decreto  de  17  de  Setiembre  de  1808,  declaró  el  Gobierno 
libre  para  todas  las  banderas  la  navegación  del  Amazonas. 

Por  Convenio  diplomático  celebrado  en  1863,  en  el  Janeiro,  en- 
tra el  Ministro  peruano  y  el  de  Relaciones  Exteriores  del  Impe- 
rio, se  concedió  la  navegación  del  Amazonas  á  los  buques  de 
guerra  de  ambos  Estados. 

Por  igual  acuerdo  diplomático,  provisional,  firmado  por  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  del  Perú  y  el  Plonijiotenciario 
del  Brasil,  el  29  de  Setiembre  de  1876,  se  concedió  la  navegación 
del  Putumayo  á  19a. 

Por  protocolo  firmado  en  Lima  el  29  de  Setiembre  de  1875,  se 
declaró  libre  de  derechos  de  importación  por  los  puertos  perua- 
noa,  los  materiales  destinados  á  las  vías  férreas,  carretelas,  puen- 
tes, &,  de  la  República  de  Bolivia. 

Por  igual  protocolo  de  2  de  Abril  del   presente  año,  celebrado 

entre  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú  y  el  Plenipo- 

tenciario  de  Bolivia,  se  fijó  el  20  de  aquel  mes  como  término  del 

41 
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Tratado  del  comercio  y  aduanas  de  23  de  Julio  de  1270,  sin  em- 
bargo de  que  oficialmente  se  había  fijado  antes  el  5  del  misma 
mes. 

El  Tratado  de  comercio  y  aduanas,  celebrado  entre  el  Perú  y 
Solivia  el  5  de  Setiembre  de  1864,  ratificado  por  el  Perú  el  23  de 
Noviembre  del  mismo  año,  y  canjeado  el  21  de  Enero  de  1865, 
debía  durar  veinte  meses  después  de  la  fecha  del  desahucio.  He- 
cha  esta  por  la  Legación  del  Perú  en  Bolivia,  el  10  de  Febrero 
de  1870,  dio  lugar  al  cambio  de  varias  comunicaciones  relativa- 
mente á  la  fetha  del  término.  Se  convino,  en  íin,  en  conferencia 
de  22  de  Marzo  de  1870  en  Lima,  en  que  el  Tratado  continuara 
efa  vigor  hasta  el  31  de  Diciembre  del  mismo  año.  El  15  de  Di- 
ciembre se  celebró  una  nueva  conferencia  y  se  acordó  que  el  Tra- 
tado quedaría  vigente  hasta  el  canje  de  las  ratificaciones  del  mis- 
me  Tratado  ó  hasta  nuevo  acuerdo. 

Estos  y  otros  negociados  diplomáticos  se  han  cumplido  sin  1& 
previa  aprobación  del  Congreso,  aunque  algunos  hayan  tenido  el 
carácter  de  perpetuos  ó  de  indeterminada  duración;  porque  ha 
sido  evidente  la  necesidad  ó  urgencia  de  realizarlos,  y  el  Congre- 
so, á  quien  se  le  ha  dado  cuenta,  en  las  respectivas  Memorias,  no 
los  ha  declarado  inconstitucionales. 

El  Reglamento  Consular  de  la  República,  que  reformó  el  de 
1863,  dá  á  nuestros  Cónsules  la  misma  representación  que  en  los 
artículos  de  la  Convención,  declarados  vigentes,  se  reconoce  en 
los  Cónsules  italianos  para  los  casos  á  que  esa  misma  Convención 
y  el  reglamento  se  refieran.  El  artículo  245  de  éste  establece  que 
en  el  caso  de  derechos  hereditarios  de  un  peruano  ausente,  si  estu- 
viesen también  ausentes  los  ejecutores  testamentarios,  correspon- 
de á  los  Cónsules  representar  al  heredero,  procurando  por  todos 
los  medios  la  seguridad  de  los  bienes  hereditarios,  á  cuyo  fin  cui- 
darán de  que  se  confíe  su  manejo  y  administración  á  personas  de 
toda  confianza.  La  administración  y  liquidación  de  la  herencia 
íl  la  venta  de  los  bienes  hereditarios,  si  hubiese  lugar  á  ella,  se 
hará  con  su  intervención. 

El  artículo  248  prescribe  que  siempre  que  en  el  distrito  en  qua 
funciona  un  Cónsul  acaeciese  el  fallecimiento  ab-intestato  de  un 
peruano,  sin  que  haya  en  el  lugar  herederos  conocidos  ó  algún 
otro  representante  legal  del  intestado,  es  obligación  del  Cónsul 
practicar,  sin  demora,  todos  los  actos  relativos  á  los  funerales  del 
difunto  y  á  la  conservación  y  seguridad  de  los  bienes,  en  favor 
de  los  que  tengan  interés  en  la  sucesión,  usando  de  la  extensión, 
de  facultades  que  le  corresponden  por  Tratados  y  Convenciones^ 
por  las  leyes  ó  prácticas  lócalos,  y  por  las  leyes  peruanas. 

Según  el  artículo  249,  los  Cónsules  procederán,    respecto  de  la 
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posesión  y  administración  de  los  bienes  del  intestado,  á  llenar  las 
atribuciones  y  deberes  que  se  determinan  en  los  siguientes  artí- 
culos, siempre  que  la  República  haya  estipulado  en  favor  de  sus 
Cónsules  tales  atribuciones  en  al^ún  Tratado  vigente  concluido 
con  el  Gobierno  de  la  Nación  en  que  reside,  ó  que,  en  defecto  de 
estipulicián  expresa,  las  ley.s  del  país  6  las  prácticas  en  él  reci- 
bidas no  establezcan  otra  cosa. 

Una  vez  declaradas  las  atribuciones  que  nuestros  Cónsules  de- 
ben desempeñar,  como  inherentes  á  su  cargo,  ya  sea  que  existan 
Tratados  ó  Convenciones,  á  este  respecto,  ya  sea  cuando  Jas  leyes 
del  país  ó  las  prácticas  en  él  recibidas  no  establezcan  otra  cosa, 
es  evidente  que  sin  necesidad  de  una  estipulación  ad  hor^  no  po- 
día negarse  4  un  Gobierno  extranjero  el  reconocimiento  de  igua- 
les atribuciones  que  las  concedidas  á  un  Cónsul  peruano  no  tu- 
viese embarazo  para  desempeñarlas  en  el  país  á  que  pertenece  el 
Cónsul.  —Si  la  Legación  de  Italia,  sin  sujetarse  á  la  forma  de  una 
Convención  diplomática,  hubiese  solicitado  que  se  permitiese  á  sus 
Cónsules  el  ejercicio  dé  las  atribuciones  que  el  Reglamento  de  la 
República  concede  á  los  Fuyos,  fundando  su  solicitud  en  el  tenor 
de  los  artículos  trascritos,  ó  en  la  práctica  que,  cuando  menos  con 
respecto  á  los  Cónsules  italianos,  se  había  observado  en  la  Repú- 
blica y  en  la  que  se  observa  en  aquel  Reyno,  respecto  á  los  Cón- 
sules extranjeros,  en  cuya  virtud  los  Cónsules  peruanos  pueden 
ejercitar  sus  funciones  sin  necesidad  de  una  Convención  expresa, 
el  Gobierno  habría  accedido  á  esta  solicitud  por  medio  de  una 
mera  declaración,  en  forma  de  resolución  ó  decreto,  sin  que  se  le 
pudiese  aírontar  una  infracción  constituci  >nal,  pues  no  habría 
hecho  otra  cosa  que  ejecutar  sus  propias  disposiciones,  fundadas, 
no  en  Tratados  ó  en  Convenciones  existente?,  sino  en  principios 
y  doctrinas  del  derecho  consuetudinario  admitidos  y  reconocidos 
por  él. 

En  rigor  jurídico  y  diplomático  no  habrá,  pues,  necesidad  de 
una  Convención  que  los  Cói'sules  italianos  desempeñen  en  el  Pe- 
rú las  atr'buciones  que  los  Cónsules  de  la  República  puedan  ejer- 
cer en  Italia,  sujetándose  á  su  reglamento  y  á  la  práctica  de  aquel 
Reyno, — La  forma  no  es  la  esencia  de  la^  cosas  ó  derechos,  me- 
nos cuando  prescindiendo  de  ella,  pueden  ser  reclamadas  y  obte- 
nidas las  unas  y  ejercitarse  los  otros. 

La  observación  propuesta  por  el  Tribunal,  considerada  en  abs 
tracto,  puede  ser  sostenible  en  una  tesis  abstracta.  La  Constitu- 
ción exige  la  aprobación  legislativa  de  los  Tratados,  Concordatos 
j  Convenciones  que  celebre  el  Ejecutivo  con  los  Gobiernos  extran- 
jeros; luego  no  debe  ser  obedecida  la  que  se  ha  celebrado  hasta 
que  se  obtenga  su  aprobación.    Nada  habría  que  replicar  a  esta 
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observación,  sobre  la  base  de  que  guaríase  una  completa  unifor- 
midad con  los  incisos  11  del  artículo  94  y  16  del  59  de  la  Consti- 
tución. 

Pero  si  lo  que  la  Convención  tiene  por  objeto  es  el  reconoci- 
miento de  derechos  exigibles,  y  franqueado  por  las  leyes  ó  los 
usos  de  la  República;  si  para  ellas  es  obligatoria  la  concesión,  no 
solo  por  esta  razón,  sino  por  que  está  perfectamente  obligada  á 
concederlo  á  cualquiera  nación  en  donde  sus  Cónsules  puedan 
ejercitarlas;  si  en  estos  casos  nada  de  nuevo  habría  que  someter  á 
la  aprobación  del  Congreso,  por  que  la  concesión  no  importaría 
mas  que  pl  cumplimiento  del  Reglamento  que  rige  en  el  Perú,  y  que 
declara  implícitamente  que  recouo:ería  en  los  Cónsules  extranje- 
ros los  mismos  derechos  determinados  con  que  ha  investido  á  sus 
Cónsules  cuando  estos  no  tengan  inconveniente  para  ejercitarlos  en 
el  lugar  de  su  residencia,  entonces  lo  abstracto  del  punto  que  se 
discute  no  debe  ya  ocupar  el  lugar  de  la  realidad  de  los  hechos 
que  ha  debido  tenerse  presente,  así  com  >  la  facultad  del  Gobierno 
para  convenir  con  la  Legación  de  Italia  en  que  sus  Cóii^ules  de- 
sempeñarán las  funciones  enumeradas  en  la  Convención,  mientras 
sd  celebra  otra;  porquj  esas  funciones  son  inherentes  á  sus  pro- 
pios Cónsules,  y  era  oportuna,  sin  ser  necesaria,  esta  declaración 
una  vez  solicitada  por  la^Legación,  sin  poder  ser  denegada,  sea 
cual  fuere  la  forma  en  que  la  reclamase  desde  que,  como  se  ha 
dicho,  la  prescribe  nuestro  Reglamento,  en  cuyo  caso  desaparece 
to  la  abstracción,  así  como  la  necesidad  de  aguardar  la  aproba- 
ción del  Congreso  para  que  se  cumpla  una  disposición  que  en 
nada  se  opone  á  la  jurisdicción  y  soberanía  nacional  y  que,  por 
el  contrario,  tiene  por  objeto  sostener  y  hacer  respetar  estas  ga- 
rantías en  sus  relaciones  con  otros  Estados  y  con  benéfica  reci- 
procidad en  favor  de  los  peruanos. 

Por  lo  expuesto,  cree  el  Fiscal  que  V.  E.  puede  servirse  decla- 
rar— que  en  las  atribuciones  de  lallustrísimaCorte  no  está  la  de 
hav^er  observaciones  á  la  citada  suprema  resolución  fuera  de  los 
juicios  que  está  llamada  á  conocer. 

Lima,  Junio  23  de  1878. 
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Lima¡  Julio  18  de  1878. 

Visto  este  expediente,  y  de  conformidad  con  el  dictamen  fiscal 
que  precede,  se  declara  que  no  está  en  las  atribuciones  de  la  Cor- 
te Superior  de  este  Departamento  la  facultad  de  hacer  observa- 
ciones á  la  suprema  resolución  do  8  de  Mayo  último,  aprobatoria 
del  protocolo  celebrado  entre  el  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res del  Perú  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  declarando 
vigente,  de  una  manera  provisional,  los  artículos  XIV  y  XV  de 
la  Convención  Consular  do  3  de  Mayo  de  1863.  (1) 

Comuniqúese,  con  copia  del  mencionado  dictamen  fiscal,  re- 
gístrese y  publíquese. 


Rúbrica  de  S.  K 


Irigoyeii. 


DICTAMEN   FISCAL  '    ^ 

Excmo.  Sefior:    • 

El  señor  Presidente  de  la  Iltraa.  Corte  Superior  de  Justicia, 
habría  excusado  toda  contestación  á  la  resolución  que  el  Gobier- 
no expidió,  declarando  que  en  las  facultades  del  Tribunal  Supe- 
rior no  estaba  la  de  hacer  observaciones  á  los  decretos  supremos, 
si  el  Fiscal  no  hubiese  establecido  doctrinas  trascendentales  y  for- 
mulado cargos  que,  á  juicio  del  Tribunal,  no  son  de  rigurosa 
•  exactitud.  Sin  esas  doctrinas  y  esos  cargos,  se  habría  conserva- 
do inalterable  la  justa  y  cumplida  deferencia  que  le  han  mere^ 
cido  siempre  Jos  actos  del  Supremo  Gobierno.  Sin  embargo,  esas 
doctrinas,  y  lo  que  el  señor  Presidente  califica  de  cargos,  no  se 
habrían  enunciado,  si  siempre  hubiese  sido  inalterable  la  deferen- 
cia del  Superior  Tribunal  cuando  se  le  comunicó  el  decreto  del 
Gobierno,  que  declaró  vigentes  los  artículos  XIV  y  XV  de  la 
Convención  Consular  con  el  Reyno  de  Italia. 

Porque  al  final  del  oficio  de  Mayo  se  dijo  que  se  comunicaba 
el  protu-olo  á  la  Iltma.  Corto  para  los  efectos  consiguiente*,  se 
vio  precisada,  según  su  digno  Presidente,  á  contestar  al  Gobierno 
que  cumpliría  con  lo  acordado  en  él,  cuando  fuera  aprobado  por 

(1)  Véase  las  páginas  811  j  312. 
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«1  Congreso;  y  que  dio  esta  contestación,  porque  los  términos 
con  que  concluyó  el  oficio,  cualquiera  que  fuera  su  sentido,  que- 
daban satisfechos  con  ella.  Desgraciadamente,  el  Fiscal  no  vio 
en  esos  términos  el  alternativo  propósito  á  que  el  feñpr  Presi- 
dente loa  sujeta.  No  pudo  creer,  y  ahora  mismo  no  cree,  que  el 
protocolo  hubiese  sido  trasmitido  al  Tribunal,  para  darle  simple- 
mente conocimiento  de  su  existencia;  y  si  tal  hubiese  sido  el 
concepto  de  la  Iltma.  Corte,  e3  evidente  que  su  contestación  se 
habría  limitado  á  un  mero  acuse  de  recibo.  Ese  concepto,  pues, 
no  pudo  ser  otro  que  el  que  vio  el  Fiscal,  y  la  convicción  de  la 
Iltma.  Corte  aparece  tan  íntima  y  única  que  aseguró  que  cum- 
pliría la  Convención  cuando  fuese  aprobada  por  el  Congreso  6,  la 
que  es  igual,  que  no  la  cumpliría  hasta  entonces. 

Sobre  esta  explícita  negativa  ,  se  pidió  dictamen  al  Fiscal,  y 
lo  emitió  con  la  sinceridad  y  franqueza  que  acostumbra,  opinan- 
do porque  la  Iltma.  Corte  no  tenía  facultad  para  observar  las  re- 
soluciones ó  decretos  supremos,  con  el  fin  de  suspender  su  ejecu- 
ción, y  adoptó  este  medio  por  tratar  de  tan  desagradable  inciden- 
te en  su  aspecto  menos  notable,  y  parque  bien  claro  «?o  vé  en  su 
dictamen  la  situación  en  que  se  encontró  entre  dos  inr^on  venientes, 
de  los  cuales  el  uno  podía  conducir  á  la  vacilación  del  eré  lito  del 
Gobierno  ante  el  de  la  nación  con  cuyo  representante  se  acordó 
el  protocolo  y  á  la  privación  de  los  medios  que  los  Estados  civi- 
lizados reconocen  en  los  Cónsules  de  ot  ai  potencias  y  que  no 
pueden  negarse  en  el  Perú,  independientemente  de  toda  conven- 
ción, una  vez  que,  sin  ella,  se  le  concede  á  loí  nuestros;  y  el  otro, 
que  ofrecía  observaciones  más  ó  menos  fundadas,  que  el  Fiscal 
previo  que  se  aducirían  por  la  Iltma  Corte,  para  justificar  su  ne- 
gativa, y  se  anticipó  á  hacerse  cargo  de  ellas.  En  est.i  situación, 
se  decidió  por  lo  que  le  pareció  menos  expuesto  en  la  discusión 
á  la  dignidad  y  buen  crédito  del  Gobierno  en  sus  relaciones  in- 
ternacionales, á  las  mas  comunes  y  sanas  doctrinas  del  Derecha 
de  Gentes,  al  beneficio  de  nuestros  .  nacionalei  y  á  la  eficacia  ea  , 
los  procedimientos  de  nuestros  juzgados  cuando  se  trata  de  bie- 
nes cuyos  interesados  no  son  peruanos  y  están  ausentes  de  la  re- 
pública. 

No  vio  el  Fiscal,  y  ahora  mismo  no  vé,  infracción  constitucio- 
nal en  el  hecho  de  mandar  cumplir  una  Convención  provisional, 
de  que  el  Gobierno  debía  dar  cuenta  al  Congreso,  en  que  se  con- 
cede derechos  que  pueden  exigirse  y  deben  declararse,  sin  nece- 
sidad de  aquella  formalidad,  y  que  se  han  reconocido  y  recono- 
cen en  el  Perú  á  los  Gnisules  de  los  Estados  con  quienes  culti- 
va relaciones  de  amistad. 

Acaba  de  morir  en  París  nuestro  compatriota  don  Felipe  Sao- 
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tiago  Gordillo,  y,  á  pesar  de  que  está  desahuciado  el  Tratado  de 
Amistad  y  C!omercio  que  celebramos  con  la  Francia,  en  el  cual 
estaba  comprendida  la  declaración  d^  aquellos  derechos,  nuestro 
Cónsul  en  París,  asociado  del  Juet  local,  ha  hecho  el  inventario 
y  depósito  de  los  bienes  de  Gordillo,  desempeñando  así,  sin  nece- 
sidad de  Convención,  las  mismas  atribuciones  que  se  reconoce  en 
la  celebrada  con  Italia.  Si  un  Cónsul  de  este  Reyno  hubiese  trata- 
do de  desempeñarlas  en  nuestro  territorio  antes  de  ajustar  el 
protocolo  provisional,  ni  el  Gobierno,  ni  los  tribunales  le  habrían 
negado,  con  razón,  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  nuestro 
Reglamento,  que  es  tan  obligatorio  como  una  ley  del  Estado,  con- 
cede á  nuestros  Cónsules,  para  que  las  ejerciten  en  otras  naciones 
que  sin  necesidad  de  Convención  se  les  reconoce. 

Ademes,  habiendo  el  Ejecutivo  aprobado  el  protocolo,  con  car- 
go de  dar  cuenta  al  Congreso,  procedimiento  autorizado  por  la 
costumbre  en  los  actos  del  Gobierno,  cuando  cree  practicarlos  por 
necesidad  ó  porque  lo  exige  el  bien  publico,  ningún  riesgo  había 
^relativamente  á  la  responsabilidad  que  el  Presidente  asegura  ha- 
ber tenido  el  Tribunal;  porque  el  mismo  señor  Presidente  está 
persuadido  de  que  el  protccolo  obtendrá  la  sanción  legislativa,  y 
de  que  desaparecerá  si  no  la  obtiene. 

De  otro  laoo,  siendo  un  principio  generalmente  eslablecido  y 
observado  por  las  naciones  civilizadas,  el  reconocimiento  en  los 
Cónsules  de  las  facultades  á  que  se- refiere  el  protocolo,  y  que  se 
consideran  por  ellos  mismos  inherentes  á  este  cargo;  es  consi- 
guiente que  el  Estado  donde  se  reconocen,  al  admitir  un  Cónsul, 
lo  admite  con  esas  facultades,  poi-quc  está  seguro  de  la  recipro- 
cidad cuando  la  lej  de  la  Nación  que  manda  el  Cónsul  las  fran- 
quea, como  sucede  en  el  Perú.  Así  se  ha  verificado  en  el  caso 
de  Gordillo,  y  así  se  verificará  en  nuestro  territorio,  si  en  él  se 
repitiese  el  caso  con  un  subdito  francés,  sin  que  haya  necesidad 
de  una  Convención.  Entonces  ¿dónde  está  la  necesidad  de  cele- 
brarla y  de  que  sea  aprobada  por  el  Congreso,  cuando  no  se  tra- 
ta sino  de  cumplir  nuestra  propia  ley,  que  es  la  misma  que  la 
Francia  y  la  Italia  cumplen  con  el  Perú?  Por  esto  dijo  el  Fiscal, 
que,  en  tesis  abstracta,  sería  sostenible  una  discusión  sobre  este 
punto,  mirando  solo  nuestro  artículo  constitucional;  pero  que  los 
hechos  ya  establecidos,  la  naturaleza  y  materia  de  que  se  trata, 
la  hacían  innecesaria  á  este  respecto,  á  no  ser  que  se  quisiera  dis- 
cutir sobre  meras  formas. 

Cierto  es  que  el  Tribunal  no  ha  negado  al  Poder  Ejecutivo  su 
competencia  para  ajustar  Tratados  y  Convenciones,  ni  se  entreme- 
tió á  examinar  la  conveniencia  ó  inconveniencia  del  protocolo; 
p«ro  no  solo  negó  la  obediencia  á  la  suprema  resolución,  sino  que 
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no  la  comanicó  á  los  juzgados  de  primera  instancia;  y  esta  n^* 
tiya  no  puede  suponerse  sin  haber  discutido  sobre  la  competencia 
del  Ejecutivo  para  expedir  la'resplución  de  Mayo,  y  sobre  la  con- 
veniencia 6  inconveniencia  del  protocolo,  pues  de  otro  modo  no 
se  hubiese  decidido  á  no  cumplirlo. 

Positivo  es  que,  según  el  Reglamento  de  Tribunales,  las  Cortes 
deben  r«íunirse  en  acuerdo  para  el  cumplimiento  de  las  órdenes 
que  el  Gobierno  y  la  Corte  Suprema  les  impartan  confurme  á  las 
leyes;  pero  de  esta  atribución  no  puede  deducirse  que,  cuando  una 
Corte  no  juzgue  constitucional  un  supremo  decreto  ó  resolución 
del  Ejecutivo,  no  sobre  un  caso  particular  y  determinado,  que 
solo  ella  debiera  cumplir,  sino  para  que  sirva  de  regla  en  toda  la 
República,  pueda  ser  no  cumplido.  Semejante  doctrina,  reforzada 
con  la  disiK)siciün  que  contiene  el* artículo  17  de  la  ley  de  17  de 
Enero  do  1857,  trae  por  tierra  la  autoridad  y  atribuciones  consti- 
tucionales  del  Gobierno,  puesto  que  el  juicio  adverso  de  una  per- 
sona ó  corporación,  fuera  bastante  para  impedir  el  cumplimiento 
de  los  decretos  ó  resoluciones  que  el  Ejecutivo  expida  con  el  ca- 
rácter de  generales.  La  autoridad,  en  este  caso,  se  trasladaría  al 
que  tiene  el  poder  de  suspenderlos. 

Y  ya  que  el  señor  Presidente  deduce  la  facultad  que  el  Grobier- 
no  le  ha  negado  de  hacer  observaciones  que  tengan  por  objeto 
negar  el  cumplimiento  de  los  decretos  ó  resoluciones  supremas 
de  carácter  general,  necesario  sé  hace  ampliar  las  razones  que 
adujo  el  Fiscal  para  sostener  que  no  hay  en  el  Superior  Tribunal 
aquella  facultad,  por  cuya  negativa  asegura  el  señor  Presidente 
que  se  ha  menoscabado  los  fueros  y  autoridad  de  la  Ilustrísima 
Corporación, 

El  inciso  18,  artículo  39  del  Reglamento,  que  ha  consultado  el 
señor  Presidente,  está  redactado  en  estos  términos:  «  las  Cortes  se 
m  reunirán  en  acuerdo  para  dar  cumplimiento  á  las  ordenes  que  el 
« Gobierno  y  la  Corte  Suprema  les  impartan  conforme  á  las 
« leyes,  » 

Ante  todo,  es  necesario  tener  presente  que  la  palabra  orden  en 
su  sentido  jurídico,  es  el  «mandato  de  una  autoridad  ó  deotraper- 
«sona  superior  que  debe  ser  obedecido,  o6«^»u>ado  ó  ejecutado» 
(Diccionario).  Observar,  en  la  acepción  favorable  al  propósito  del 
señor  Presidente,  es  hacer  observaciones,  objeciones  ó  reparos,  y 
también  guardar  y  cumplir  religiosamente  lo  que  se  manda.  Con* 
cediendo,  pues,  todo  lo  que  %\  señor  Presidente  desea,  y  aún  redu- 
ciendo el  sentido  de  aquel  artículo  á  solo  el  primer  significado  de 
la  palabra  observar,  convenido  es  que,  según  él,  las  Cortes  pue- 
den observar  las  órdenes  que  el  Gobitrno  y  la  Corte  Suprema  les 
impartitn  conforme  á  las  leyes.  Pero  ¿se  trata  acaso  de  una  orden 
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que  el  Gobierno  hubiera  impartido  á  la  Ilustrísima  Qorte? — Lo 
que  se  le  comunicó  fué  un  decreto  supremo,  euando  menos  una 
resolución  ie  carácter  general,  sobre  lo  cual  no  cabe  observa- 
ciones que  nieguen  su  cumplimiento;  porque  resolver,  es  decidir, 
determinar  sobre  alguna  cosa;  y  si  las  órdenes  especiales  que  la 
Corte  Suprema  y  el  Gobierno  impartan,  pueden  ser  susceptibles  de 
observaciones,  sin  negar  su  cumplimiento,  antes  de  hacerlas,  los 
decretos  y  resoluciones  del  Gobierno  no  están  sujetos  al  veto  de  la 
Ilustrísima  Corte.  Sus  fueros  y  autoridades,  en  este  caso,  tienen 
amplia  libertad  cuando  llegue  la  vez  de  aplicar  ó  no  aplicar  los 
decretos  ó  resoluciones  en  los  juicios  de  que  conozca,  ó  para  acu- 
sar, como  cualquier  ciudadano,  á  la  autoridad  que  ha  infringido 
la  Constitución  ó  las  leyes. 

Tan  evidente  parece  lo  expuesto,  que  él  mismo  Reglamento  de 
Tribunales,  detallando  las  atribuciones  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema, le  reconoce  la  de  reunirse  en  sala  plaia  «paru  imponÉrse 
w  de  las  leyes  que  lo  comunique  iíl  Ejecutivo  y  de  los  decretos  que 
11  este  expidiere  para  el  mejor  cuiúplimiento  de  la  Constitución  y 
«de  las  leyes,»  (inciso  10,  artículo  23,  Reglamento  de  Tribuna- 
les). Aquí  no  se  habla  de  órdenes,  ni  se  concede,  por  consiguiente, 
la  facultad  de  hacer,  en  acuerdo,  observaciones  que  suspendan  ó 
nieguen  el  cumplimiento  de  los  decretos  supremos.  Y  nótese  que, 
en  estos  casos,  á  nada  más  reduce  el  Reglamento  de  Tribunales 
la  atribución  de  la  Excma.  Corte,  ni  se  habla  de  órdenes,  porque 
estas  solo  se  dirigen  por  el  superior  al  inferior  ó  por  los  Ministros 
de  Estado  á  cualquiera  oficina  ó  funcionario,  encargándole  que 
haga  tal  cosa.  La  Corte  Suprema  no  puede  recibir  órlenes;  por 
eso  no  se  mencionan  entre  sus  atribuciones.  Las  suj  oriores  sí 
pueden  recibirlas  de  la  Corte  Suprema  y  del  Gobiernes  y  enton- 
ces tienen  la  facultad  de  observarlas;  pero  no  pueden  d.cir  no  las 
cumplo,omitiendo  las  observaciones.  Extrafío  sería  que  la  facul- 
tad de  observar,  que  el  señor  Presidente  ha  encentrado  en  la 
atribución  á  que  se  refiere,  no  hubiese  sido  concedida  á  la  Excma. 
Corte.  Esto  explica  la  razón  por  qué  el  Supremo  Tribunal,  al 
recibir  un  decreto,  se  limite  á  su  citada  atribución  10*,  artículo  23 
del  Reglamento  de  Tribunales. 

La  razón  es  obvia:  la  Constitución  reservó  para  la  Comisión 
Permanente  del  Cuerpo  Legislativo  la  facultad  de  observar  los 
decretos  y  resoluciones  generales  que  expidiese  el  Ejecutivo,  y 
esas  observaciones  no  producían  el  efecto  de  suspender  ó  negar  el 
cumplimiento  de  aquellos,  pues  se  cumplían  á  pesar  de  ellas, 
cuando  el  Gobierno  no  las  atendía.  Pero  el  señor  Presidente  ha 
llevado  los  fueros  y  autoridades  de  la  Ilustrísima  Corto  mas  allá 
del  límite  que   les  fija  la  Constitución  y  las  leyes,   y  considera 
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menoscabadas  sus  legítimas  prerrogativas,  por  que  el  Fiscal,  que 
las  respeta,  hizo  presente  la  extraliniitación  que,  desgraciadamen- 
te para  él,  no  pudo  dejar  de  manifestar. 

La  Ilustrísima  Corte  tampoco  hizo  las  observaciones  en  el  sen- 
tido que  anuncia  el  señor  Presidente,  en  su  nota  del  14,  para  que 
el  Gobierno  reconsiderase  su  resolución  de  Mayo.  Se  negó  á  cum- 
plirla. Si  las  hubiese  formulado,  sin  negar  su  cumplimiento,  el 
Gobierno,  que  no  debe  desear  sino  el  acierto,  habría  ateítdido,  aún 
en  este  caso,  á  su  mérito  y  reconsiderado  ó  nó  su  resolución.  Una 
negativa  perentoria,  no  es  una  observación  ó  la  solicitud  de  una 
reconsideración. 

Esas^mi8mas  observaciones,  qiie  el  señor  Presidente  juzga  com- 
prendidas en  el  Reglamento  de  Tribunales  y  en  la  ley  de  funcio- 
narios políticos,  no  tienen  relación  con  la  atribución  5*  artículo 
94  de  la  Constitución,  de  la  cual  usó  el  Gobierno,  en  su  resolu- 
ción de  Mayo,  cuando  produzcan  el  efecto  de  suspender  el  cum- 
plimiento de  los  decretos  del  Ejecutivo.  Si  así  fuera,  al  arbitrio 
de  cualquiera  autoridad  ó  pcrs<Kia  estaría  impedir  la  acción  ó 
autoridad  del  Gobierno.  Las  observaciones  que  se  proponen  reca- 
bar una  reconsideración,  son  las  que  se  refieren,  como  se  ha  di- 
cho, á  las  disposiciones  de  carácter  singular,  y  en  este  caso  no 
impiden  el  cumplimiento,  conforme  al  artículo  18  de  la  ley  de 
17  de  Enero,  salvo  el  derecho  de  elevar  la  queja  á  quien  corres- 
ponda. 

El  Fiscal  ha  estado  muy  lejos  de  atacar  la  independencia  y 
autoridad  de  la  Ilustrísima  Corte,  cuya  ilustración  y  probidad 
jamás  ha  dejado  de  reconocer.  Ha  dicho  que,  si  á  su  juicio,  no 
consideró  constitucional  la  resolución  del  Gobierno,  tenía  la  fa- 
cultad de  no  aplicar  los  artículos  de  la  Convención  declarados 
vigentes,  porque,  en  tal  caso,  quedaba  á  los  interesados  en  su 
aplicación  el  remedio  de  ocurrir  á  la  Excma.  Corte  Suprema,  pa- 
ra que  declarase  lo  conveniente;  y  esto  no  es  imponer  al  Tribu- 
nal Superior  una  obediencia  pasiva,  ni  menoscabar  sus  fueros  y  au- 
toridad, sino  reconocerla  en  toda  su  plenitud.  El  Fiscal  no  acep- 
ta, pues,  el  cargo  que,  á  este  respecto,  le  hace  el  señor  Presidente, 
y  no  comprende  por  qué  la  circunspección  de  la  Ilustrísima  Cor- 
te haya  creído  menoscabados  sus  fueros,  porque  el  Fiscal  opinó 
que  el  Tribunal  Superior  se  había  extralimitado  de  sus  atribucio- 
nes, usando  de  una  que  no  tiene,  á  juicio  del  Fiscal,  cuyo  deber 
es  emitir  su  dictamen,  que  puede  ser  fundado,  con  la  misma  fa- 
cultad que  la  Ilustrísima  Corte  tiene  para  emitir  sus  juicios. 
Porque  el  Tribunal,  con  juicio  diverso,  haya  negado  al  Gobierno 
la  facultad  de  mandar  cumplir  el  protocolo  provisional  con  car- 
go de  dar  cuenta  al  Congreso,  no  cree  el  H  iscal  menoscabados  loa 
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fueros  y  autoridades  del  Gobierno.  En  el  presente  caso  la  Ilustrí 
sima  Corte  expresa  su  juicio  y  el  Fiscal  dictamina.  Ni  aquella  ni 
éste  resuelven. 

El  señor  Presidente  asegura  que  desde  que  la  responsabilidad 
de  un  mandato  para  el  cumplimiento  de  una  orden  contraria  á 
las  leyes,  había  de  recaer  necesariamente  sobre  el  Tribunal,  y  no 
sobre  el  juzgado  obligado  á  obedecer,  deber  suyo  era  solicitar  la 
oportuna  reconsideración. 

Ojalá  hubiera  sido  este  el  procedimiento  de  la  Ilustrísima  Cor- 
le. Lejos  de  proponer  observaciones  ^para  convencer  á  la  autori- 
dad de  la  ilegalidad,  no  de  la  orden  sino  de  la  resolución;  ó  para 
convencerse  de  insuficiencia  ó  ineficacia  do  las  observaciones,  ne- 
gó el  cumplimiento:  no  observó,  dejando  á  los  juzgados  de  pri- 
luem  instancia  en  la  incertidumbre  entre  la  negativa  del  Tribu- 
nal y  el  deber  de  cumplir  las  leyes  y  decretos  ó  resoluciones  -su- 
premas, desde  que  sean  insertadas  en  el  periódico  oficial. 

Tampoco  parece  fundado  el  temor  de  caer  en  recponsabilidad, 
porque  se  hubiese  comunicado  la  resolución  á  las  juzgados  de 
primera  instancia.  Para  que  estos  cumplan  ó  se  sujeten  a  las  le- 
yes ó  alas  resoluciones  y  decretos  del  Gobierno,  no  tienen  necesi- 
dad del  exequátur  de  ninguna  autoridad  superior,  ni  de  recibir- 
los por  determinado  conducto:  les  basta  verlos  publicados  en  el 
periódico  oficial  y  así  lo  disponen  repetidas  resoluciones  y  es  de 
inconclusa  práctica.  Tampoco  a{>lican  las  leyes  en  los  juicios  de 
que  conocen,  porque  así  se  les  ordene  por  las  Cortes,  sino  por  que 
son  leyes,  ni  juzgan  seo;ón  las  opiniones  ó  mandatos  de  sus  supe- 
riores. Ejercen  la  misma  jurisdicción  que  estos,  aunque  en  dis- 
tinto grado:  ji  zgan  con  plena  independencia  y  según  su  exclusi- 
vo juicio,  del  miiímo  njodo  que  los  Tribunales  Superiores,  en  su 
respectiva  instancia,  y  por  eso  están  sujetos  á  la  responsabilidad 
de  sus  actos.  Era,  pues,  imposible  la  responsabilidad  á  que  el  se- 
ñor Presidente  se  refiere, ««lesde  que  l">s  jueces  tendrían  la  misma 
atribución  que  el  señor  Presidente  defiende,  si  la  ley  la  recono- 
ciera- para  no  cumplir  las  resoluciones  que  considerasen  contra- 
rias á  la  Constitución,  sin  que  les  sirviera  de  excusa  haberlas  cum- 
plido, porque  así  lo  mandase  la  Ilustrísima  Corte.  Y  bien  se 
comprende  que  el  Fiscal  no  habla  de  los  casos  de  apelación,  en 
los  cuales  el  juicio  del  Tribunal,  ejerciendo  la  jurisdicción  en  su 
respectiva  escíila,  puede  ser  distinto  del  emitido  por  el  juez  de  1* 
instancia,  pudiendo  suceder  que  así  sea  aún  cuando  el  de  6ste 
fuese  el  acertado. 

El  señor  Presidente,  recordando  que  su  oficio  de  Mayo  no  con- 
tuvo las  observaciones  que  juzga  como  necesario  haberse  hecho  á 
la  nota  del  11,  afirma  que  el  Tribunal  consideró  el  protocolo  co- 
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mo  un  acto  incompleto,  que  necesitaba  perfeccionarse  por  medio 
de  la  aprobación  del  Poder  Legislativo.  De  desear  habría  sido  que 
se  atacase  el  fondo  de  la  resolución  del  Gobierno,  cuya  aproba- 
ción en  la  forma  que  el  señor  Presidente  quisiera  haber  visto, 
era  algo  mas  que  imposible,  desde  que  el  Congreso  no  había  apro- 
bado el  protocolo.  Para  el  Gobierno  ese  acto  fué  perfecto  y  aca- 
bado, y  por  serlo,  lo  comunicó  á  la  Iltma.  Corte,  no  como  una 
Convención  aprobada  por  el  Congreso,  sino  por  él;  y  afirmar  que 
este  acto  no  fué  obedecido  por  la  falta  de  la  aprobación  del  Con- 
greso, en  la  forma  en  que  alude  el  señor  Presidente,  no  es  otra  co- 
sa que  repetirla  contestación  que  dio  á  la  primera  nota,  es  decir, 
no  cumplo  por  la  falta  de  la  aprobación  del  Congreso.  Tan  ine- 
xacto como  extraordinario  habría  sido  que  el  Gobierno  dijese: 
€  Por  cuanto  el  Congreso  ha  aprobado...  mando  su  cumplimiento 
jr  como  ley  del  Estado»  cuando  no  es  eeta  la  forma  en  que  el  Go- 
bierno imparto  sus  propias  resoluciones. 

Porque  el  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  dispo- 
ne, que  cuando  el  extranjero  que  ha  muerto  sin  testamento  no 
tenga  parientes  en  la  República,  mande  el  juez  que  se  depositen 
los  bienes,  bajo  inventario  y  tasación,  en  el  tesoro  público,  y  que 
se  haga  saber  al  agente  diplomático  ó  consular  de  la  nación  á 
que  pertenecía  el  finado,  para  que,  por  su  conducto,  se  avise  á  los 
herederos,  á  fin  de  que  ocurran  á  usar  da  su  derecho,  y  porque 
en  los  artículos  de  la  Convención,  declarados  en  vigencia,  se  re- 
conocen en  los  Cónsules  de  Italia  las  mismas  atribuciones  que 
los  nuestros  pueden  ejercer  en  aquel  Reino;  cree  la  Ilustrísiraa 
Corte  que  aquellos  artículos  menoscaban  la  jurisdicción  de  nues- 
tros juces,  porque  según  el  citado  artículo  1295  es  atribución 
del  juez  local  mandar  se  depositen  los  bienes  del  extranjero  que 
ha  muerto  intestado  y  sin  herederos  conQci<los  etc.  Peix>  en  estas 
diligencias  de  mera  precaución  y  seguridad  que  dibaí  practicarse 
con  intervcncibn  del  juez  local,  según  el  protocolo,  no  se  excluye, 
por  el  contrario,  se  reconoce  expresa  y  solemnemente  la  jurisdic- 
ción de  ese  juez,  y  debe  ser  ejercitada  á  solicitu<l  dtl  mismo  Con- 
MUÍ  ó  de  I  arte  interesada.  El  depósito  y  la  venta  de  los  bienes 
para  evitar  su  deterioro,  son  diligencias  de  una  administración 
que  en  nada  dañan  ni  menoscaban  la  jurisdicción  nacional,  que 
tampoco  está  excluida  aún  en  estos  actos  cuando,  conforme  á 
nuestras  leyes,  se  hiciera  necesaria  la  intervención  del  juez  local 
6  se  pidiera  su  intervención  por  cualquiera  que  se  creyera  con 
derecho  á  los  bienes.  Y  todas  estas  medidas  de  administración 
solo  pueden  ser  ejercitadas  sobre  bienes  en  que  no  tenga  interés 
el  Estado  ni  los  nacionales,  ni  los  extranjeros  residentes  en  él; 
porque  desde  que  aparezca  cualquiera,  alegando  derecho  á  ello*', 


—  333  ~ 

cesan  las  atribuciones  que  el  protocolo  reconoce  en  el  Cónsul,  el 
cual  queda  sujeto,. sin  reserva,  y  como  mero  administrador  6  re- 
presentante ó  defensor  de  los  herederos  extranjeros  que  se  hallan 
ausentes,  á  la  jurisdicción  del  juez  local  como  cualquiera  de 
nuestros  nacionales. 

V'írdad  es  que  el  protocolo  dá  álos  Cónsules  de  Italia,  en  aque- 
llos casos,  una  intervención  que  no  se  encuentra  en  el  Código  de 
Enjuiciamientos;  pero  esa  intervención,  además  de  estar  recono- 
cida en  los  Cónsules  de  las  naciones  cuyos  tratados  se  hallan  vi- 
gentes, á  pesar  de  que  no  se  encuentra  en  el  Código; — no  es  es- 
trictamente jurisdiccional  y  menos  puede  tener  lugar  sobre  bienes 
ó  pei'sonas  de  la  familia  peruana. 

También  es  cierto  que  toda  innovación  que  tertga  relación  6 
contacto  con  las  disposiciones  de  nuestros  Códigos,  imponen  una 
ley  que  la  establezca:  pero  la  sagacidad  del  señor  Presidente  no 
se  ha  fijado  ó  no  le  pareció  conveniente  á  su  propósito,  en  la 
parte  esencial  del  dictamen  qie  combate,  y  que  sirvió  de  funda- 
mento para  deducir  las  conclusiones  á  que  se  contrae  el  oficio 
del  14.  Menos  se  ha  fijado  en  que  la  innovación  que  teme  se 
efectúe  en  nuestro  Código  por  haberse  declarado  en  vigencia  los 
artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención  con  Italia,  no  es  ya  para 
el  Perú  y  sus  Códigos  una  innovación  sino  un  hecho  consumado. 
Hace  muchos  años  que  el  artículo  1295  fué  innovado  é  innova- 
do estaba  ya  cuando  se  expidió  la  resolución  que  declaró  vigen- 
tes aquellos  artículos.  Tratados  vigentes,  de  antigua  data,  de  ac- 
tual vigencia,  y  que  son  leyes  para  la  República,  contienen  el 
reconocimiento  de  los  Cónsules  de  las  potencias  que  han  contra- 
tado con  el  Perú,  de  las  mismas  atribuciones  que  la  resolución 
reconoce,  con  reciprocidad,  á  los  Cónsules  de  Italia.  No  es,  pues, 
aquella  resolución  ni  el  protocolo  lo  que  ha  podido  innovar 
las  disposiciones  de  nuestros  Códigos. 

Hay  algo  más:  el  Reglamento  consular  del  Perú  inviste  á  sug 
Cónsules  de  las  mismas  facultades  reconocidas  en  el  protocolo  á 
los  Cónsules  de  Itah'a.  Al  expedir  aquel  Reglamento  se  impuso 
el  Gobierno,  como  representante  de  la  Nación  en  sus  relacio- 
nes cotulos  otro  Estados,  la  obligación  de  reconocer  en  los  Cón- 
sules de  los  gobiernos  que  los  aceptase,  las  atribuciones  que  los 
nuestros  deben  ejercer  en  el  territorio  donde  son  enviados.  No 
puede  el  Gobierno  negar  lo  mismo  que  él  ha  resuelto  que  sus 
Cónsules  practiquen  en  otros  Estados.  Ese  Reglamento,  sin  em- 
bargo, no  ha  sido  dado  ni  aprobado  por  el  Congreso;  y  habién- 
dose expedido  en  ejercicio  de  la  atribución  6*  artículo  94  de  la 
Constitución,  tiene  la  misma  fuerza  obligatoria  que  cualquiera 
ley  6  resolución  legislativa.  El  protocolo  no  contiene  en  sustan- 
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las  resoluciones  de  8  de  Mayo  y  18  de  Julio  del  corriente  afío, 
aprobatoria  la  primera  del  Protocolo  celebrado  con  el  Represen- 
tante del  Reyno  de  Italia,  declarando  vigentes  Iq3  artículos  XIV 
y  XV  de  la  Convención  Consular  de  3  de  Mayo  de  1863,  y  dene- 
gatoria la  segunda  de  la  facultad  que  alegó  tener  dicha  Corto  pa- 
ra hacer  observaciones  á  la  anterior  resolución;  y  teniendo  en 
consideración:  que  las  atribuciones  judiciales  solo  pueden  ejerci- 
tarse, cuando  se  trata  p(»r  algún  Tribunal  ó  juez  de  aplicar  las 
leyes  ó  resoluciones  del  Gobierno  en  las  causas  de  que  conocen: 
que  la  referida  Corte  Superior  ha  carecido,  por  tanto,  de  facultad 
para  negarse,  por  medio  de  un  acuerdo,  á  dar  curaplimieiito 
á  los  citados  decretos:  que  esa  negativa  destruye  la  unidad  y  ar- 
monía que  debe  existir  en  los  procedimientos  d#l  Poder  Judi- 
cial, pues  ^a  Corte  Suprema  y  los  Tribunales  Superiores,  con 
excepción  del  de  La  Libertad,  han  aceptado,  sLn  observación,  las 
mencionadas  resoluciones:  que  esa  misma  negativa  tiende  á  me- 
noscabar las  atribuciones  del  Gobierno  y  embarazar  la  marcha 
dé  la  Administración;  y,  por  último,  que  el  Congreso  es  el  poder 
llamado,  en  casos  como  el  presente,  á  decidir  si  el  Gobierno  so  ha 
extralimitado  ó  uó  de  sus  facultades  constitucionales;  do  confjr- 
midad  con  el  dictamen  fiscal  quo  precede;  se  declara  sin  lugar 
la  reconsideración  solicitada  por  la  Corte  Superior  de  este  Dis- 
trito Judicial. 

Comuniqúese,  con  copia  del  mencionado   dictamen   fiscal,   re- 
gístrese Y  publíquese. 

Rúbricade  S.  E. — Irigoycn. 


OBRAS  ENVIADAS  POR  EL  GOBIERNO   DE  ITALIA. — 1878. 

Jteal  Legación  de  Italia, 

Lima,  Julio  2  de  1878. 

Señor  Ministro: 

El  predecesor  de  V.  E.  me  hizo  la  honra  de  manifestarme  el 

deseo  de  obtener,  para  la  biblioteca  de  ese  Ministerio,  la  colección 
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cibir  los  22  volúmenes  que  el  Gobierno  del  Rey   se  ha  dignada 
enviar  para  la  biblioteca  de  este  Ministerio. 

Tanto  el  inapreciable  carácter  de  las  obrps  que  US.  me  remi- 
te, cuanto  el  alto  origen  de  su  procedencia,  me  mueven  á  supli- 
car á  US.  dé  á  su  ilustrado  Gobierno  las  mas  expresivas  gracias 
portan  estimable  presente,  aceptando  US.,  por  la  benévola  in- 
tervención que  en  este  asunto  ha  tenido,  el  agradecimiento  y  ex- 
presiones de  consideración  y  alta  estimación  con  que  soy  de 
V.  E.  obsecuente  servidor. 

hanxiel  Irigoyeiu 
A  Su  Señoría  G.  B.  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


EXTRADICIÓN  DE  RICCIIARDí  — 1878 

Real  Legación  de  Italia. 

Limaf  Diciembre  7  de  1878. 
Excmo.  Señor: 

El  ciudadano  Italiano  Juan  Bautista  líicchiardi,  comerciante 
de  mármoles,  residente  en  la  Paz,  (Bolivia),  que  se  encontraba  do 
paso  en  esta  capital,  fué  arrestado,  de  orden  del  señor  Prefecto,  el 
25  de  Octubre  próximo  pasado,  habiéndosele  igualmente  embar- 
gado, al  propio  tiempo,  cuanto  llevaba  conj-igo. 

J.  B.  Ricchardi  del  Hotel  del  Globo,  en  donde  vivía,  fué  lle- 
vado á  la  cárcel  de  Guadalupe,  y  hace  cuarenta  días  que  en  ella 
está,  sin  que  hasta  ahora,  según  se  asegura,  se  haya  empezado  la 
instrucción  del  juicio  á  que  debe  sujetársele. 

Llamando  la  atención  de  V.  E.  hacia  este  hecho,  permíteme 
suplicarle,  señor  Ministro,  se  sirva  informarme  de  "si  es  cierto  que 
Ricchardi  ha  sido  arrestado  en  Lima  por  presunta  complicidad 
en  un  delito  cometido  fuera  del  territorio  de  la  República,  delito 
por  el  cual  el  tribunal  de  la  causa  en  el  lugar  declaró,  desde 
Abril  de  1878,  que  no  había  lugar  á  proceder  contra  Ricchardi. 

Convencido  de  que  las  voces  que  corren  sobre  este  asunto  ca- 
recen de  fundamento,  mucho  agradeceré  á  V.  E.  me  honre  par- 

43 
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i  ticipíindome,  á  título  da  informe,  cuál   puede  ser  el    verdadero 


■'i 


motivo  de  la  detención  de  J,  B,  Ricthardi. 

Acepttí  V.  E.,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración y  respeto. 

G.  B.  Viviani. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de  Eels- 
tiones  Exteriores  del  Pero. 


INFORME  DK  LA  SDB-PREFECTTBA  DE  ESTE  CERCADO. 

SeBor  Coronel  Prefecto: 

La  señora  Juana  Maxton  do  Bryson,  liennana  de  don  C.  Mal- 
tón, que  fu6  asesinado  y  robado  tn  la  Paz  (República  de  Bolivia), 
hará  seis  meses  más  ó  menos,  dio  parte  de  que  el  individuo  nom- 
brado Juan  B.  Riüchardi,  vendía  en  esta  capital  alhajas  de  las 
que  habían  pt-rtenecido  á  Maxton,  tuando  tuvo  lugar  aquel  cri- 
men. Inmediatamente,  y  en  cumpliinicato  del  deber  de  la  poli- 
cía, dispuse,  que  se  siguieran  los  pasos  de  Ricchardi,  vigiláudolo 
constantemente;  lo  que  dio  por  resultado  el  conocimiento  de  que 
era  evidente  la  vent^  de  alhajas  que  Iincíu  de  uu  modo  sigiloso. 

En  tal  virtud,  fué  capturado  líidcliardi  el  2o  de  Octubre  últi- 
mo, encoiitríuidosc  en  su  i>oder  varias  alhajas,  dinero  y  otras  es- 
pecies que  se  inventariaron  escrupulosamente  en  presencia  do 
Ricchardi  y  de  varios  empleados  que  asisUeron  á  ese  acto.  En 
seguida  fueron  Humados  los  señeros  joyeros  de  esta  capital,  don 
Siguiundo  Jíic'by,  Saúl  Dourie,  Guiliermo  líariis,  Alfredo  Mo- 
rris, Sitlonióii  Iliflich  y  R.  Lindi;\v,  á  quienes  !=-c  jirisentaron  Ibs 
aUuijas  y  de^^hiraron  que  varias  de  eihis  laa  reconocían  como  de 
propiedad  de  Miixtou  y  que  eran  de  su  u-o,  existiendo  otras  perío- 
ñas  q-je  jiiv];"an  cirtificar  eáto  niisni').  Aiiemas,  el  señor  Jacoby, 
ant'vs  de  vir-his  alhajad  invenlariadns,  afirmó  que  el  reloj  de 
Maxtcii,  era  de!  fiibriciUite  Jo»ifs  llod-kll  y  que  ¡-tria  sin  dud» 
uno  üe  los  (iivs  encontrados  á  líicilniidi;  atinnación  que  resultó 
cierta,  ú  f-í^-r  <¡c  t¡ue  líicrhardi  hiJ/m  herh'j  iuraitariar  tüa  alhaja 
como  íüía  lid  fuliriaute  !!■  ír.ív//. 

Con  todo«  (■«(O'í  d;iio^  ubrunui'hn'S  p^ira  Hicchardi,  se  ordenó 
que  eelo  individuo  luoío   ¡mesto   inmcdiatanieiito   á    disposición 


—  339  — 

del  señor  ju<»z  del  crimen  doctor  Manuel  Carmelino,  á  quien  se 
entregaron  igualmente  las  alhajas,  dinero  y  especies  inventaria- 
das parii  los  efectos  legales.  ^**  :^ 
Con  lo  expuesto,  dejo  evacuado  en  la  parte  que  me  correspon- 
de, el  informe  ordenado. 

Lima,  Diciembre  9  de  1878. 

S.  C.  P. 

Felipe  N,  Hvgiut 


hegacidn  de  Solivia  tn  el  Perú, 

Lima^  Diciembre  12  de  1878. 
Señor  Ministro: 

El  31  deEnero  último  tuvo  lugar  en  la  ciudad  de  la  Paz  uno 
de  esos  acontecimientos  que  producen  una  profunda  conmoción 
íocial  — se  había  cometido  un  ciímen  horroroso,  el  primero  en 
nuestros  anales  de  nuestra  estadística  criminal  y  en  que  se  había 
hecho  mas  alarde  de  sangre  fría  y  de  salvaje  ferocidad. — El  subdi- 
to británico  Chrigton  Maxton  había  sido  asesinado,  reducido  el 
cadáver  á  tantos  reta¿os  cuantas  articulaciones  contenía,  y  arro- 
jado en  seguida  al  río  en  un  saco  formado  del  mismo  vestido  de 
la  víctima. 

Era  un  hecho  que  á  la  ejecución  de  este  crimen,  había  concu- 
rrido más  de  una  persona,  y,  desde  luego,  todas  las  srsj)echas  re- 
cayeron sobre  Juan  B.  Ricchardi,  Salomón  Alexander,  Alfredo 
Morice  v  otros. 

Sometidos  á  juicio,  fueron  sin  embargo  absueltos  de  la  instan- 
cia, porque  las  pru'ebas  que  pudieron  reunirse  no  eran  bastantes 
para  una  condenatoria  capital,  que  habría  sido  la  pena  corres- 
pondiente. 

Pero,  hallándose  interesada  la  moral  publica  en  la  represión 
de  tan  horrendo  crimen,  la  policía  judicial  h.x  seguirlo  pasoá  pa- 
so y  con  laudable  perseverantia  sns  investigaciones,  hasta  haber 
encontrado  nuevos  comprobantes  que  acusan  la  delincuencia 
principal  de  Juan  B.  Ricchardi;  descubrimiento  que   ha   coinci- 
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dido  con  el  que  hizo  la  policía  de  esta  capifal  de  las  alhajas  de 
la  víctima  en  poder  del  mismo. 

A  consecuencia  de  esto,  se  hizo  por  el  juez  competente,  y  con 
arreglo  á  ley,  la  consulta  del  auto  absolutorio  de  la  Instancift, 
ante  la  Corte  Superior  res{)ecLiva;  la  cual  ha  declarado  proceden- 
te el  recurso  y  reabierto,  por  consiguiente,  el  juicio  bajo  la  ba^e 
y  subsistencia  del  decreto  de  acasación  y  mandamiento  de  i'n- 
sión,  librados  por  ella  misma,  é  insertos  en  los  obrados  que  ten- 
go el  honor  de  acompañar  en  copia  legalizada. 

Llegado  el  juicio  á  tal  estación,  y  habiéndose  venido  el  roo 
principal  Juan  B.  Ricchardi,  á  residir  á  Limo,  bajo  la  garautía 
ilusoria  de  una  absolución  de  la  instancia  que  él  interpreta,  sr»^ 
duda,  como  definitiva,  cumplo  con  el  penoso  d*  ber  que  imponen 
el  carácter  que  invisto  y  las  órdenes  que  he  recibido  de  mi  ^^^o- 
bierno,  para  solicitar  del  Excmo.  Gobierno  de  V.  E.  la  entrega 
de  dicho  reo  para  ser  conducido  ante  los  tribunales  de  la  ciudad 
de  La  Paz,  á  cuya  jurisdicción  corresponde  el  conocimiento  de 
la  causa,  y  á  la  que  también  están  sometidos  en  la  actualidad 
los  demás  acusados  como  coautores  de  dicho  crimen. 

Esta  solicitud  Anidada  en  los  principios  y  en  lasconveniencuis 
internacionales,  se  halla  también  autorizada  por  la  legislación 
interior  de  ca^^a  país  y  por  los  tratados  vigentes. 

En  efecto,  el  tratado  de  paz  y  amistad,  vigente  entre  Bolivia^ 
el  Perú,  establece,  en  su  artículo  12,  la  obligación  recíproca  d^ 
entregarse  á  los  asesinos  alívosoí^:  y  aún  cuando  en  el  provecí 
del  tratado  se  exigía  para  ello  «una  sentencia  definitiva,  pronunj 
ciada  en  última  instancia  por  tribunal  comp(?tente»,el  Congreso  de 
Perú  modificó  esta  condición  en  el  sentido  de  que  la  solicitud  d^ 
la  extradición, se  haría  según  las  leyes  penales  de  cada  una  d^ 
las  partes  contratantes;  modificación  que  se  aceptó  por  parte  á'' 
Bolivia  y  se  consignó  en  el  acta  de  canje  que  tuvo  lugar  en  est'^ 
cipit'il,  con  fecha  21  de  Enero  de  18G5;  quedando  «lefinitivamento 
convenido  que  «la  referida  extradición  de  reos  de  crímenes  atro- 
ces se  aolieitara  y  concediera  respectivamente  por  el  Perú  y  Bo- 
livia, según  lo  que  disponen  ó  en  adelante  dispusieren  las  leyes 
de  cada  Estado»;  lo  cual  se  declaró  así,  a  mayor  abundamiento, 
por  medio  de  cartas  reversales  que  se  canjearon   oportunamente 

Según  estos  antecedentes,  la  cuestión,  si  la  hubiera,  quedaría 
reducida  á  saber  si  las  leyes  positivas  de  uno  y  otro  país  autori- 
zan la  extradición  sin  sentencia  definitiva  y  solo  conua  decreto 
de  acusación  y  mandamiento  de  pri^ión. 

Para  resolverla  en  un  sentido  afirmativo,  rae  bastaría  llamar 
la  ilustrada  atención  de  V.  E.  sobre  el  artículo  83  del  Código  Jo 
Enjuiciamientos  en  materia  penal  del  Perú,   según  el  cual  se  au* 
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toríza  la  extradición,  sin  mas  requisito,  que  el  de  un  mandamien- 
to de  prisión. 

Consecuente  con  esta  ley,  y  con  la  jurisprudencia  uniforrñe  en 
esta  materia,  el  Excmo.  Gobierno  de  V.  E.  ha  establecido  el  mis- 
mo principio  en  los  tratados  de  extradición  que  ha  celebrado  con 
Bélgica  (art.  4),  con  Colombia  (art.  2),  con  los  Estados  Unidos 
de  Norte  América  (art.  4),  con  Francia  (art.  3);  con  Italia  (art. 
9).  etc.,  etc.  (1) 

Bolivia  á  su  vez,  conformándose  con  los  mismos  principios  ge- 
nerales del  Derecho  Internacional,  ha  establecido  igual  requisito 
en  idénticos  tratados,  entre  los  que,  séame  permitido  citar  el  que 
tiene  en  vigencia  con  la  República  Argentina  (art.  6),  con  el 
Brasil  (art.  23),  con  Chile  (art.  3  y  2  del  protocolo  adicional)  y 
con  el  mismo  Perú  (art.  12)  y  acta  de  canje.  (2) 

Este  ligero  resumen  de  la  ltgi«lación  pobitiva  de  ambos  países, 
unido  á  las  consideraciones  generales  que  se  deducen  de  los  prin- 
cipios y  de  las  conveniencias  "internacionales,  tan  hábilmente 
eomi»ulsados  por  V.  E.  en  su  notable  oficio  de  22  de  Noviembre 
último,  pasado  á  los  señores  Secretarios  de  lo  Honorable  Cámara 
de  Diputados  con  motivo  de  otra  cuestión  práctica,  análoga  á  la 
presente,  aunque  muy  diferente  en  sus  condicione?,  me  hacen 
abrigar  la  intima-persuasión  de  que  V.  E.  no  hallará  dificultad 
alguna  para  acceder  á  mi  solicitud,  una  vez  que  dicho  reo  haya 
quedado  libre  de  la  acción  de  la  justicia  local  que  be  ejercita  so- 
bre él. 

Tambiea  es{>ero  de  la  benevolencia  que  caracteriza  todos  los 
actos  del  Excmo.  Gobierno  del  Perú  co>i  relación  al  mío,  que 
llegado  el  caso,  se  servirá  ordenar  la  custodia  del  reo  hasta  el 
puerto  bi)liviano  de  Chililaya,  en  el  lago  Tititicaca,  imputando  á 
esta  Legación  ó  á  su  Gobierno  los  gastos  que  toda  esta  operación 
ocasione  al  de  V.  E. 

Reitero,  con  este  motivo,  al  P]xcmo.  señor  Irigoyen,  mis  senti- 
mientos de  distinguida  consideración  y  particular  aprecio. 

Z,  Flores. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  M.  Irigoyen,    Ministro  de   Relacio- 
nes Exteriores  del  Perú. 


(1)  Véease  csoa  tratados  en  los  tomos  II.  III  y  Vil. 

(3)  Téase  el  tratado  celebrad*  con  Bolivia  en  el  tomo  II. 


'V 
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Lima,  Diciembre  ÍS  de  1878. 

* 

El  informe  del  Subprefecto  é  Intendente  de  policía  de  la  pro- 
vincia que  reproduce  el  Prefecto  del  Departamento,  que  me  es 
grato  remitir  á  US.  en  copia,  if^struirán  á  US.  de  las  causas  que 
motivaron  la  prisión  y  consiguiente  sometimiento  á  juicio  del 
subdito  italiano  J.  B.  Ricchardi,  á  que  se  refiere  la  estimable co- 
municación  de  US.  de  7  del  presente,  que  tengo  la  honra  de  con- 
testar. 

Debo  además  poner  en  conocimiento  de  US.  que  con  arreglo 
al  Tratado  de  amistad  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia,  ha  solici- 
tado, con  fecha  de  ayer,  el  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  esa 
República,  la  extradición  de  Ricchardi,  en  virtud  de  haberse  rea- 
bierto el  juicio  que  se  le  seguía  ei^  La  Paz  por  el  crimen  deqii» 
es  acusado,  y  de  existir  contra  él  mandamiento  de  prisión. 

Aprovecho  de  esta  ocasión  para  reiterar  á  US.  las  protestas  di 
mi  aprecio  y  distinguida  consideración. 

ManjMel  Irigoyen. 

Al  señor  Q.  B.  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Rml  Legación  de  Italia, 


Lima,  Dici^ihre  16  de  1878. 


Excmo.  Señor: 


f  El  14  del  corriente  tuve  la  honra  de  recibir  la  nota,  fecha  del 
13,  en  la  que,  contestando  V.  E.  á  mi  oficio  del  7  del  mismo  mes, 
tiene  la  bondad  de  participarme  que  el  súbdiío  italiano  Juan 
Bautista  Ricchardi  fué  arrestado  el  25  de  Octubre  próximo  pa- 
sado y  se  encuentra  sujeto  á  un  juicio  por  venta  de  objetos  que 
se  presumen  de  origen  furtivo. 

Agrega  V.  E.  que  el  12  del  corriente,  por  el  Gobierno  de  Boli- 
via se  pidió  al  de  V.  E.  la  extradición  del  citado  individuo,  acu- 
sado de  participación  en  el  asesinato  de  un  señor  Maxton,  qut 
en  La  Paz  se  cometió  algunos  meses  hace. 
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El  caso  de  entregar  un  italiano  refugiado  en  el  Perú  á  una  ter* 
<íwa  potencia,  de8|)ués  de  cometer  un  delito  en  el  territorio  d© 
«5ta,  no  está  previsto  en  la  Convención  de  Extradición  vigente 
entre  Italia  y  el  Perú. 

Estoy,  por  lo  tanto,  convencido  de  que  la  extradición  solicitada 
por  Bolivia,'no  puede  verificarse  sin  previo  acuerdo  entre  Italia 
y  el  Perú:  acuerdo  al  cual  está  conipletameuto  subordinada,  y 
esto  solo  podría  justificarla  y  hacerla  estrictamente  legal. 

Persuadido  de  que  esta  os  también  la  opinión  de  V.  E.  tengo 
la  honra  de  renovarle  etc. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores  del  Perú. 


DICTAMEN    FISCAL 

Excmo.  Señor: 

El  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia  solicita,  á  nom- 
bre de  su  Gobierno,  la  extradición  del  roo  Juan  B.  Ricchardi,  sub- 
dito italiano,  acusado  de  haber  cometido  un  crimen  atroz  de 
aquellos  que  alarman  toda  Fociedad  civilizada,  interesando  los 
nobles  sentimientos  de  moralidad  y  justicia  aún  en  los  espíritus 
menos  cultos.  El  caso,  judiciahnente  cumprobado,  os  como  sigue: 

Un  ciudadano  ingles',  Crytcn  Maxtun,  que  ordinariamente  lle- 
valii  al  cinto  algunas  alhaja?^,  estimadas  en  cosa  de  treinta  mil 
bolivianos,  y  las  estaba  jugando  en  un  grupo  de  conocidos  jugado- 
res, fue  alevosamente  asesinado,  s^gún  parece,  eu  el  mismo  hotel 
en  que  se  entregaban  á  ese  reprobado  vicio;  el  cuerpo  de  la  víc- 
tima fué  destrozado  todo  en  j  equeñas  parto,  se  pusieron  en  un 
saco  hecho  con  el  mismo  vestido  que  tenía  aquella  y  así  fué  arfo- 
jada  al  río  que  atraviesa  la  ciudad  de  La  Paz.  Robo,  asesinato 
alevoso,  cruel,  cometido  á  mansalva  y  prefanación  horrorosa,  sal- 
vaje, del  cadáver  humano,  tales  son,  en  conjunto,  los  delitos  do 
que  están  acusados  varios  extranjeros,  entre  ellos  Ricchardi,  del 
grupQ  de  jugadores  en  que  rolaba  Maxton. 

Instruido  el  sumario  y  comprobado   el   cuerpo   del   delito   no 
arrojó  mérito  bastante  para  continuar  el  juicio   respecto   á  Ric- 


—  344  — 


V.  ' 

T'„¡ 

4 


chardi:  pero,  merced  á  la  actividad  y  celo  de  la  policía  y  de  la 
justicia  ordinaria,  se  adelantaron  las  pruebas  después  de  puesto 
aquel  en  libertad  y  refugiádose  en  el  Perú,  y  habiéndose  acota- 
do por  el  Fiscal  de  la  causa  diez  y  ocho  indicios  de  criminalidad 
contra  Ricchardi,  la  Corte  Superior,  absolviendo  la  consulta  del 
juez,  ordenó  que  se  librase  mandamiento  de  prisión  en  forma 
contra  dicho  reo  y  que  continuase  el  juicio,  pasándose  al  plena- 
rio.  Entre  los  diez  y  ocho  indicios  merecen  mencionarse,  el  de 
haberse  encontrado  en  la  habitación  dé  Ricchardi,  el  día  mismo 
del  crimen,  unos  pañuelos  ensangrentados  y  el  de  que  su  propio 
vestido  estaba  por  algunas  partes  mojado,  como  si  se  acabara  de 
quitarse  algunas  manchas  lavándolas;  á  los  cuales  ha  venido  á 
agregarse  después  el  heclio  de  haberse  encontrado  en  poder  del 
mismo  reo,  ya  en  el  Perú,  algunas  alhajas  de  las  miomas  descrip- 
ciones de  las  robadas  á  Maxton. 

Por  el  artículo  XII  del.  tratado  de   amistad   y   comercio,   vi- 
gente entre  el  Perú  y  Bolivip,  está  estipulado  que    las   dos   altas 
partes  contratantes  se  obligan  á  entregarle  recíprocamente,  entre 
otros  reos,  los  asesinos  alevosos,  cuando  sean  reclamados  con   co- 
pia certificada  de  la  sentencia  definitiva  dada  en    última  instan- 
cia i)or  tribunal  competente,  sin  hacerse  ninguna  excepción  por 
razón  de  la  nacionalidad  del  reo:   quedando  sujetos  á  esta    dispo- 
sición, que  es  ley  de  la  Re])ública,  no  solu  todos  los  extranjeros 
estantes  y  habitantes  en  ella,  sino    hasta   los   mismos   peruanos, 
Al  canjearse  el  tratado  se  aceptó  i>or  ambas  parles  la    modifica- 
ción aprobada  por  el  Congreso  del    Perú,    sobre   la   extradición, 
estableciendo  que  se  efectuaría  según  lo  prescriben  las    leyes  pe- 
nales de  cada  una  de  las  i>artes  contratantes  y  disponiéndose  que 
esto  sería  declarado  así  i)or  cartas  reversales.    ¥a\  varios  tratados 
celebrados  por  el  Perú  con  otros  Estados  se   tiene   estipulada   la 
extradición  para  casos  como  el  de  que  aliora   se  trata:  esos  trata- 
dos, como  todos  los  internacionales,  son  kyes  peruanas  y  además, 
el  art.  ^3  del  Código  Penal  de    Enjuiciamientos   prescribe    tam- 
bién la  extradición  y  el  modo  de  i»roceder  para  alcanzarla.    Por 
parle  de  Bolivia,  que  también  tiene  tratados  de  extradición   con 
varios  otros  Estados,  sucede  lo  mismo.  Conforme  á  las   leyes   de 
uno  y  otro  país  es,  pue*',  claro  é  incuestionable,  que  el  caso   Ric- 
chardi es  de  extradición,  es  decir,  que  la  oMigación  del  Gobierno 
del  Perú  de  acceder  á  la  solicitud  del  de  Bolivia,   es   \n\a  obliga- 
ciónpnOcfa,  ineludible  é  indisputable. 

Cumpliendo  un  deber  de  cortesía  y  práctica  diplomática,  que 
tiene  su  razón  de  ser  en  el  derecho  preferente  del  Estado  á  que 
pertenece  el  reo,  para  pedir  también  su  extradición  cuando  este 
haya  cometido  antes  en  su  país  otro  crimen,  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  puso  en  conocimiento  del  agente  diploma- 
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tico  italiano  el  hecho  de  haberse  pedido  por  Bolivia  la  extradi- 
óón  de  Juan  B.  Ricchardi  subdito,  de  S.  M.  el  Rey  Humberto;  y 
como  no  era  de  esperarse,  tratándose  de  un  horroroso  crimen,  sal- 
yaje,  de  aquellos  respecto  de  los  cuales  las  naciones  cultas,  como 
la  noble  Italia,  ordinariamente  prestan  todo  su  apoyo  en  favor  de 
la  moral  y  la  justicia  ultrajadas,  el  Honorable  señor  Encargado 
de  Negocios  de  Italia  ha  entablado  oposición,  cuestionando  el  de- 
recho del  Perú  para  entregar  dicho  reo  á  Bolivia,  y  se  funda  en 
que  no  se  halla  comprendido  este  caso  en  la  Convención  de  Ex- 
tradición vigente  entre  el  Perú  é  Italia.  Habiendo  colocado  la 
cuestión  su  Señoría  Honorable  en  el  estrecho  campo  del  derecho 
escrito,  no  se  extenderá  el  Hscal  hasta  penetrar  en  el  terreno  fi- 
losófico, en  el  cual,  tan  fácilmente  como  en  aquel,  puede  resol- 
verse la  cuestión  en  el  mismo  sentido.. 

En  la  Convención  de  Extradición  próximamente  citada  no  es- 
tá ciertamente  comprendido  el  caso  de  que  una  tercera  Potencia 
pida  la  extradición  de  uno  de  los  nacionales  de  las  dos  altas  par- 
tes contratantes:  pero  la  consecuencia  que  de  la  omisión  se  dedu- 
ce es,  en  concepto  de  este  Ministerio,  precisamente  la  contraria  á  la 
sostenida  por  el  Señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia.  Que  no 
estén  comprendidos  en  la  regla  general  de  la  extradición  pacta- 
da en  la  Convención  los  casos  como  el  de  Ricchardi,  sería  una 
excepción  de  ese  Tratado,  que  es  ley  en  Italia  como  en  el  Perú: 
y  las  excepciones  de  la  ley  deben  estar  expresamente  contenidas 
en  ella;  de  modo  que  cuando  no  se  han  hecho,  nadie  tiene  derecho 
de  deducir  interjiretativamente  ni  de  hacerlas;  pri^^cipio  jurídico 
umversalmente  aceptado  como  regla  en  legislaciói».  Pero,  es  de 
observarse  que  en  la  Convención  sí  está  r(confiti''o  el  negado 
principio  de  que  los  reos  extranjeros  de  los  dos  paíst  s  contratan- 
tes pueden  ser  entregados  á  una  tercera  potencia.  lié  aquí  los 
términos  en  que  está  concebida  la  primera  i)arte  dt  1  art.  VI  de 
la  referida  Convención:  «Si  el  acusado  ó  sentenciado  fuese  ex- 
tranjero de  los  dos  Estados  contratantes,  el  Gobierno  que  deba 
conceder  la  extradición  informará  á  la  del  país  al  cual  pertenez- 
ca el  culpable  de  la  demanda  interpuesta,  y  si  este  último  Gobier- 
no lo  reclamase  de  su  propia  cuenta  [)ara  hacerlo  juzgar  por  sug 
Tribunales,  aquel  á  quien  se  hubiese  hecho  la  demanda  de  ex- 
tradición podrá  á  su  elección  entregarlo  al  Estado  en  cuyo  terri- 
torio se  cometió  el  ciímen  ó  aquel  á  que  pertenece  el  reo»;  y  en 
la  segunda  parte  del  mismo  artículo  se  ha  pactaílo,  que  el  reo 
extranjero  sea  entregado  ai  Gobierno  en  cuyo  territorio  haya  si- 
do cometido  el  delito  mas  grave,  al  de  la  demanda  de  fecha  an- 
terior si  son  de  la  misma  gravetlad  lob  delitos,  y  si  fuesen  iguales 
las  fechas   tendrá  la  preferencia   la  nación  á  que   pertenezca  el 
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reo.  No  puede  desearse  términos  mas  explícitos  al  reconocimiea* 
to  del  principio  que,  acogiéndose  á  la  misma  Convención,  ha  si- 
do sin  embargo  negado. 

El  Tratado  de  Amistad  y  Comercio  del  Perú  con  el  Reyno  d« 
Italia  contiene  también  artículos  que  deciden  también  la  í*ues- 
tión:  el  III,  el  IV,  el  XVI  y  el  XVil  establecen,  como  principio 
general,  común  en  todos  los  trabados  de  amistad,  la  misma  pro- 
tección, recíprocamente,  que  las  leyes  de  cada  país  acuerdan  pa- 
ra los  nacionales,  en  favor  de  los  de  la  otra  parte  contratante  y 
también,  en  general,  el  goce  de  los  mismos  derechos  civilos  dis- 
frutados legalmente  por  aquellos.  Estos  artículos  cortiprenden 
dos  obligaciones  igualmente  recíprocas:  por  parle  del  Perú,  la  de 
garantir  a  los  italianos  el  goce  de  los  mismos  derechos  civiles  y 
la  misma  protección  de  que  gozan  los  peraanos,  entendiéndose 
por  orden  civil  el  que  se  contrapone  «1  político,  y  comprende  el 
orden  criminal,  también  civil;  y  por  parte  de  Italio,  la  obligación 
de  no  exigir  {)ara  sus  súbJitos  rc-i  lentes  en  el  Perú  más  protec- 
ción ni  más  derechos  que  los  disfrutados  apií  por  los  nacionales. 
Ahora  bien;  los  peruanos  viven  en  el  pa.'s  bajo  el  imperio  del 
tratado  perú-boliviano  que,  dicho  sea  una  vez  má=,'es  ley  de  la 
República  y  están  en  virtud  de  él  sujetos  á  la  extradición;  por 
consiguiente,  para  los  italianos  rige  también  esa  ley  y  su  gobier- 
no no  tiene  derecho  de  exigir  qu;^  respecto  de  ellos  se  suspenda 
su  cumplimiento.  De  otrO  modo  resultaría  el  absurdo  injustifi- 
cable de  que  los  italianos  en  ol  Perú  tenían  mejores  derechos  y 
mas  prolección  que  lo3  mi«<mo3  peruanos  y  que  los  demás  extran» 
jeroe,  para  quienes  nadie  ha  reclamado  ni  reclamar  puede  tan. 
extraordinaria  como  insostenible  exención,  que  amenguaría  ea 
mucho  la  soberanía  inalienable  <le  la  Kepáulicr,  sobro  todo,  en. 
casos  como  el  presente,  puesto  que  importiría  imponerle  la  obli- 
gación de  darle  asilo  á  un  reo  acusado  de  un  crimen  atroz,  con- 
tribuyendo así  á  que  quedasen  burladas  la  moral  y  la  justicia 
alevosamente  en  el  territorio  de  una  nación  amiga. 

Una  sencilla  hipótesis  bastará  para  hacer  resaltar  la  fuerza  d# 
los  argumentos  legales   que  preceden    tanto  que   queden  satisfe- 
chas las  mas  escrupulosas   exigencias  en  el    sentido  de  la  duda. 
Supóngase  que  un  boliviano   hubiese  cometido  en    Italia  el  mis- 
mo crimen  de  que  se  acusa  á  líicchardi  y  después  de  esto  se  hu- 
biera venido  á  asilar  en  el  Perú:  la  demanda  de  extradición  que 
entablase  el  gobierno  italiano,  de  ese  reo  extranjero   de   Italia  y 
del  Perú,  aprobándose  en  la  Convención  tantes  veces  citada,  ¿de» 
bería  ser  satisfecba  por  el  Gobierno   del  Perú  como   una  obliga- 
ción perfecta?  Ciertamente  que  sí:  la  letra  del  derecho  escrito  no 
deja  absolutamente  lugar  á  la  menor  duda,  como  tampoco  la  de- 
ja  en  cuanto  al  principio  de  que  los  italianos  se  hallan  colocados 
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en  el  Perú  en  las  mismas  condiciones  civiles  que  los  peruanos,  y 
en  ningún  caso,  ni  por  iLotivo  alguno,  gozan  de  derechos  civiles 
6  protección  por  parte  de  la  autoridad  que  las  leyes  no  acuerdan 
á  los  nacionales. 

Ni  de  suponerse  es  siquiera  que  dos  Gobiernos  ilustrados,  co- 
mo la  Italia  y  el  Perú,  hubiesen  pactado  secretamente  bajo  la  f6 
nacional  una  obligación  de  dudosa  moralidad,  por  decir  lo  me- 
nos, como  la  de  dar  asilo  en  su  territorio  á  reos  de  asesinato  ale- 
voso, para  convertirse  en  agentes  protectores  de  su  impunidad, 
<íon  menoscabo  de  la  moral  y  la  justicia,  en  cuyo  triunfo  se  inlc- 
resan  y  se  ayudan  recíprocamente  todas  las  naciones  cultas,  ora 
4ijustando  tratados  ad  hoc^  ora  invocando  los  principios  genera- 
les del  üereclio  de  Gentes.  En  el  terreno  en  que  el  señor  üjucar- 
ga<lo  de  Negocios  ha  plaite.ido  la  cuestión,  acogiéndose  á  la 
Convención  de  Extradición  Perá-Italiana,  e?,  pues,  de  todo  punto 
insostenible  su  pretensión,  como  sería  fácil  demostrar  que  tam- 
bién loes  en  el  mas  ancho  oanpo  del  derecho  ñlasóíico, sobre  cu- 
yos principios  descansan  esos  tratados  especiales. 

Condensan«lo  las  ideas  expuestas,  el  Fiscal  formula  las  siguien- 
tes conclusiones:  que  en  fuerza  de  los  tratados  del  Perú,  leyes 
obligatorias  para  los  nacionales  estantes  y  habitantes  en  nuestro 
territorio,  todos  los  extranjeros,  sin  distinción,  estón  sujetos  á  la 
extradición  en  aquellos  prescrita;  que  los  italianos,  comprendi- 
dos como  se  hallan  en  la  regla  establecida,  no  han  sido  exprosa- 
mente  excepcionndos  on  los  tratados  que  particularmente  rigen 
entre  el  Perú  é  Italia;  que,  no  existiendo  en  estos  la  excepción 
expresa,  nadie  tiene  derecho  de  deducirla  interpretativamente: 
que,  por  el  contrario,  eíitre  los  tratados  vigentes  entre  la  Italia  j 
«1  Perú  esta  reconocido  el  princi[)io  negado  por  el  señor  Encar- 
gado de  Negocios  de  Italia,  en  protección  del  reo  Juan  B.  Pic- 
chardi;  y  que,  en  todo  casi>,  esa  exención  insostenible  afectará  la 
soberanía  nacional,  y  no  es  de  sui)()nerse  siquiera  que  hubiera 
sido  objeto  de  un  pacto  expreso,  siendo  por  su  propia  naturaleza 
repugnante  bajo  el  aspecto  moral.  En  este  sentido  es  de  opinión 
el  Fiscal  que  puede  servirse  V.  E.  lesolv^r  cstcPfcunto,  salvo  qu# 
en  su  elevada  ilustración  encuentre  mejor  modo  de  deliberar. 

Lima,  Enero  7  de  1879. 

Cárdtnai. 
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Ifinitierio  de  Relaciones  Exicriores. 

Lima,  Enero  23  de  1879. 

Visto  este  expediente,  del  cual  resulta  1°  que  en  25  de  Octu- 
bre último  fué  capturado  en  tsta  capital  Juan  B.  Ricchardí,  en 
virtud  de  la  denuncia  hecha  ror  la  señora  Juana  Maxton  de 
Bryson,  de  haber  estado  vendiendo  dicho  Ricchardi  alhajas  y 
especies  que  fueron  de  don  C.  Maxton,  asesinado  alevosamente  y 
robado  en  La  Paz  (Bolivia):  2"  que,  á  consecuencia  do  esta  de- 
nuncia y  de  haberse  encontrado  en  poder  de  Ricchardi  alhajas 
y  especies  que  algunos  joyeros  de  esta  capital  reconocieron  ha- 
ber pertenecido  al  finado  Maxton,  la  autoridad  política  puso  al 
referido  Richardi  á  disp(jsición  del  juez  del  crimen  doctor  don 
Manuel  Carmelino;  3?  que  en  oficio  de  12  de  Diciembre  último 
la  Legación  de  Bolivia  solicitó  la  entrega  de  Ricchardi  para  ser 
conducido  á  los  tribunales  de  La  Paz,  donde  se  sigue  juicio  con 
tra  los  autores  del  asesinato  de  Maxton,  fundándose  en  el  Irata-. 
do  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia;  4^  que  la  Legación  de  Italia, 
á  quien  se  remitió  copia  del  informe  del  Subprefccto  del  Cerca- 
do y  se  le  comunicó  al  mismo  tiempo  la  solicitud  del  Enviado 
Fxtraordinario  y  Ministro  Pleni[)otendario  de  Bolivia,  manifes- 
tó, en  ll5  del  mismo  mes,  que  el  caso  de  entregar  á  un  italiano 
refugiado  en  el  Perú  á  una  tercera  potencia,  después  de  cometer 
un  delito  en  el  territorio  de  esta,  no  está  previsto  an  la  Conven- 
ción de  Extradición  vigente  entre  el  Perú  é  Italia;  y  que  en  su 
opinión  no  podía  verificarse  la  extradición  solicitada  por  Boli- 
via sin  previo  acuerdo  de  ambos  países;  y  con^-iderando: 

1?  Que  el  subdito  italiano  J.  B.  Ricchardi  está  actualmente 
sometido  á  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  República,  donde  de- 
be llevarse  á  término  el  juicio  que  se  le  sigue: 

2?  Que  la  extradición  solicitada  por  el  Ministro  de  Bolivia, 
á  nombre  de  su  gobierno,  «e  funda  en  el  artículo  J2  del  Trafado 
de  Pa»  y  Amistad  celebrado  entre  el  Peiú  y  Bolivia  en  5  de  No- 
viembre de  1863,  y  en  la  declaración  hecha  por  cartas  revérsa- 
les de  la  modificación  introducida  por  el  Congreso  del  Perú  á 
dicho  artículo,  en  el  sentido  de  que  la  extradición  eo  haría  según 
las  leyes  penales  de  una  de  las  partes  contratantoí,  conforme  á 
la  acta  de  canje  firmada  en  esta  capital  en  21  de  Enero  de  1865; 

3^  Que  d©  los  documentos  remiiidos  por  la  Legación  de  Bo- 
livia aparece,  que  ante  los  Tribunales  de  esa  República  so  sigue 
un  juicio  contra  los  autores  del  asesinato  de  Maxton  y  que  se  ha 
expedido  mandamiento  de  prisión  en  forma  contra  el  expresado 
Ricchardi,  aeusado  de  ser   uno  de  los  autores   principales  de  efe 
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asesinato;   circunstancia   que  lo  coloca  en  la  condición   prevista 
por  el  mencionado  Tratado  para  conceder  su  extradición; 

4?  Que  la  oposición  hecha  por  la  Legación  dé  Italia  á  la 
extradición  solicitada  por  Bolivía  no  se  funda  absolutamente  en 
ninguno  de  los  artículos  de  la  Convención  de  Extradición  de  21 
de  Agosto  de  1870,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia; 

o?  Que  el  Tratado  que  liga  al  Peni  con  Boliviacomo  todos  los 
demás  pactos  que  tiene  celebrados  la  República,  es  una  ley  del 
Estado  y  obligatorio,  por  consiguiente,  para  todos  sus  habitantes, 
ya  sean  peruanos  ó  extranjeros,  sin  excepción  alguna; 

G"^'  Que  es  también  inaceptable,  en  principio,  la  oposición  de 
la  referida  Legación;  porque  la  excepción  que  pretende  estable- 
cer en  favor  de  los  subditos  italianos,  contra  lo  dispuesto  en  tra- 
tados vigentes,  redundaría  en  grave  daño  de  la  tolerancia  del 
país  y  de  la  moral  pública,  interesada  en  que  no  queden  impu- 
lses los  crímenes  ni  lurlada  la  acción  de  la  justicia. 

En  virtud  de  las  razones  precedentes,  y  de  conformidad  con  el 
dictamen  del  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  que  precede, 
se  resuelve: 

Concédese  la  extradición  solicitada  por  el  Ministro  Plenipoteíi- 
eiario  de  Bolivia  á  nombre  de  su  Gobierno,  del  reo  J.  B.  Ricchar- 
di,  la  cual  se  llevará  á  efecto  terminado  que  sea  el  juicio  que  se 
le  sigue  ante  los  Tribunales  de  la  República. 

Oomuní(iuese,  por  medio  de  las  respectivas  notas,  al  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia  y  al  En- 
cargado de  Negocios  de  Italia;  transcríbase  para  su  oportuno  cum- 
plimiento al  Ministerio  de  Justicia,  y  regístrese. 


Rúbrica  de  S.  E. 


Irigoyen. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  27  de  Enero  de  1879, 
Excmo.  Señor: 

El  25  del  corriente  tuve  el  honor  de  recibir  la  estimada  nota, 
fecha  del  23,  en  la  cual,   con  referencia  á  mi  oficio  de  16  de  Di- 
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se  (Jiíriiii   Imoerme  aaber   que  el  iniírmo 
iicccile  ú  lii  íiiüt-inul  de  exlriulición  del 
cclitirili,  iiccliii  ]>or  Uolivía. 
;s  E»horiJÍ!ia.!ji  al  caso  de  que  líiccliardí, 
a  CiK'ital  :i  un  juicio,  permanezca  bajo 

ios  l'H'illoB. 

lolibcratión,  reconoce  V.  E  (¿ue  el  caso 
r  p1  l'tTi'i,  de  un  JI»liano  á  una  ti'rt-cra 
vhUt  en  la  Cunvenciún  do  Extia-üciún 
Perú. 

nprondo  sino  la  reeíproca  enlrt;^a  de  los 
itrahuitt'íi,  una  á  la  otra  7  110  á  las  du- 
de PXtrHujeros  á  ambos  Editados,  con  sa- 
íioiics,  clara:ncnts  determinadas. 
3r  el  Golieino  de  la  República  al  de 
I  la  exf'.'níión  do  uii  tratado  á  un  caso 
:lu;in<loso  di<lift  extensión  sin  el  pre- 
.  contraíante-,  se  ilebío,  eu  rij;f>r  de  los 
Golíicrno  de  la  República  reputa  que  Uv 
iteral  niá?  allá  de  los  límites  estableci- 
or  obra  de  una  sola  parte,  sin  el  concur- 

e  se  de>lu-e  lóyicaniente  de  la  concesión 
e  la  tíi-i'úUürtí  iil  de  Holivia,  no  sciá 
r  cl  (.;i-l'ii-ri-.o  lie  f^ii  Majestad,  cuva  opi- 
le reservada  en  tolos  aus  efectos  de  ra- 
pan..' de'íde  el  principio,  el  honor  de  lia- 

liiir  ol'íerv;:n  !•>  que  la  evenlual  entre- 
I  cífá  tanip-x-o  en  armonía  con  el  Trata- 
■liviiud. 

la.l..  di>  5  de  Xovicntt.re  de  ISfiS,  vigcn- 
viii.  .«iiK-rdina  la  entrega  de  lo"  tcxlra- 
u'ii'ii  di'  una  sin'encia  derinitiva  dada 
tribunal  ooinpticnte* — lo  cual  equivale 
>s  s\:jvia  á  ia  extradición.  Ahora  bien  J, 
nn  ains;i,iíi  y  la  estradioión  no  le  puede 
Mvadií  \\'T  la!. »  de  la  condición  <:sLi.iiciaI 

rol.vol,.  doo.T;>;ed.d  Tratado  de  5  d® 
i'nvi;:<í  ol  d;a  '21  de  Entro  de  ]S<'o,  en 
,<  Mi-l:!ii;iiU;i  en  el  prt>ci'dimionto  esta- 
cón la  Ririva  sin  onibargo  do  la  aj.ro- 
•o  \.i  o'...v;,.:i  de  ;o^  Traii.do3  di-1    Perú, 
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publicada  bajo  los  auspicios  de  ese  Ministerio  el  31  de  Diciembre 
de  1876,  no  trae  prueba  alguna  du  que  so  haya  dudo  dicha  apro* 
bación,  y  se  debe  deducir  que  el  artículo  12  del  Tratado  de  5  de 
Noviembre  de  1863  se  halla  tculavía  completamente  en  vigor; 
por  lo  cual  la  extradición  peJida  por  Bolivia  estaría  vedada  por 
•1  mismo  Tratado  que  se  alefi;a  para  justificarla. 
Acepte  V.  E.  las  seguridades  etc. 

G.  B.  VivianL 

Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Minisierio  de  Pelaciones  Exteriores, 

Lima,  Febrero  10  d<?  1879. 
Señor: 

Tengo  la  honra  de  contestar  el  oficio  que,  con  fecha  27  de  Ene- 
ro último,  se  ha  servido  US.  dirigirme  ocupándose  do  mi  nota  del 
23,  signada  con  el  número  3,  en  que  comuniqué  á  US.  haber  re- 
suelto mi  Gobierno  acceder  á  la  solicitud  de  extradición  del  sub- 
dito italianc^Juan  B.  Ricchardi  hecha  por  la  Legación  de  Boli- 
via, en  el  caso  de  que  sea  absuelto  por  los  tribunales  de  la  Re- 
pública, á  cuya  jurisdicción  so  halla  sometido  en  la  actualidad. 

Respecto  de  las  observaciones  que  se  sirve  US.  hacerme,  debo 
indicarle  que  siendo  evidente  que  no  está  previsto  el  caso  de  Ric- 
chardi en  la  Convención  do  Extradición  entre  el  Perú  6  Italia, 
mi  Gobierno  ha  estado  y  está  en  su  perfecto  derecho  para  acce- 
der á  la  extradición  solicitad. i  por  Bolivia,  en  cumplimiento  d« 
un  pacto  solemne  que  sobre  el  particular  lo  liga  con  esa  Repú- 
blica. 

Sabe  US,  perfectamente,  que  a  falta  de  estipulaciones  expre- 
sas, rifi^en  les  principios  gentralos  del  Dere€ho  Internacional  en 
las  relaciones  de  los  Estado?  civilizados;  y  esta  consideración  bas- 
ta para  aseverar  que  no  existe  fundamento  alguno  para  que  mi 
Gobierno  hubiera  tenido  necesidad  de  proceder  de  acuerdo  con 
el  de  US.  en  el  aéunto  Ricchar  li. 

Por  lo  que  resj)ecta  á  la  observación    que  hace  US.  de  no  lia- 
berse    verificado  el  cambio  de  notas  revérsales,    estipulado  en  el 
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acia  de  canje  del  Tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivía,  per- 
mítame US.  manifestarle  que  ese  asunto  compete  exclusivamentt 
á  ambos  pfises. 

Ellos  hiin  creído  innecesario  llenar  esa  formalidad,  para  pres- 
tar su  acatamiento  á  las  prescripciones  contenidas  tanto  en  el 
Tratado  como  en  el  acta  aludida;  de  manera  que  este  sentimien- 
tt)  de  las  dos  paites  interesadas,  aleja  todo  fundamento  para  que 
se  puecfa  hacer  observación  alguna  sobre  el  particular. 

Espero  que  estas  nuevas  consideraciones  Uevaján  al  ánimo  de 
US.J  el  convencimiento]de  que  en  el  asunto  Ricchardi,  mi  Gobierno 
ha  procedido  con  perfecto  derecho  y  en  ejercicio  de  su  soberanía 
y  sin  olvidar  los  pactos  que  los  unen  con  el  de  Italia,  ni  menos- 
cabar las  felices  relaciones  que  mantiene  el  Perú  con  esa  ilustra- 
da nación. 

Sírvase  US.  aceptar  las  protestas  de  mi  alta  consideración  j 
particular  aprecio. 

Manuel  Irigoym, 

Señor  G.  B.  Viviani,  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 


ACUERDO  SOBRR  CANJE  T)E  PARTIDAS  DE  ESTADO  CIVIL 1889. 

PROTOCOLO.  • 

El  Gobierno  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Italia,  deseando  tener 
conocimiento  exacto  del  Estado  Civil  y  relaciones  de  familia  de 
i  sus  respectivos  nacionales  que  se  trasladen  á   uno   ú   otro  país, 

convienen  en  el  presente  protocolo  en  cambiarse  cada  seis  meses, 
por  medio  do  las  respectivas  Legaciones  en  Lima  y  Roma,  las 
partidas  de  matrimonio  y  defunción  de  los  referidos  penianos  6 
italianos  residentes  en  Italia  6  el  Perú,  lo  mismo  que  las  de  na- 
cimiento do  sus  hijos. 

I*or  lo  que  respecta  al  Perú,  esta  obligación  solo  de  refiere  á 
las  partidas  asentadas  en  los  registros  a  cargo  de  los  Concejos 
Provinciales  en  las  poblaciones  donde  existan  dichos  registros. 

Tal  otorgamiento  será  gratuito  y  en  la  forma  acostumbrada 
en  el  país. 

Por  la  entrega  á  que  se  refiere  este  acuerdo,  no  se  establece 
presunción  de  nacionalidad  distinta  de  la  que  determinan  la 
Constitución  y  leyes  del  Perú  é  Italia,  ni  tampoco  de  la  que  pu 


dieran  estatuir  los  trfttarlos  qwo  Sítbre  el  paiticírlarga  celeíwu^a 
entre  los  dos  países. 

El  presente  acuerdo  principiará  á  regir  desde  ol  1?  de  Julio  de 
1890  y  conlinuará  en  Tigencia  híi3v:\  vnx  aao  después  que  uno  de 
los  Gobiernos  raanifiest©  lareaohrcfóu  do  ponerle  término. 

Hejho,  p  )r  duplicado,  en  Lima,  á  Fo-j  caatro  dfíw  dol  mea  de 
Diciembre,  de  mil  oehocieatoa  ochental  y  nueve,  y  su-iciúto,  en 
virtud  de  In  corresponflieivte  autorización,  por  el  Ministro  de  R*;- 
Jdciones  Exteriores  <lcl  Pero  y  el  Minrstro  Residente  de  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  expresados  a.1  principio. 

M.  IlUGOYK.V  D.  SiíaRK. 


Lima,  EfHt4>^mdc  18&0. 

Apruébase  el  presente  protocolo,  suscrito  en  esta  capital,  el  4 
deDici-^rabre  del  año  próximo  pasado,  entro  el  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  del  Períi  y  el  Ministra  R >?¡dent3  de  Italia. 

Comuniqúese,  publfquese  y  regístrese. 

Rúbrica  de  S.  15. 

Irínoijen.  (1) 


nKQUISITOS  TAHA  KL  KXPKNDIO  DK  MSPMCIAMDADBÍ  K^ 

ITALIA— 1890. 

lUal  Ltgdción  de  Italia, 

Irma,  OJubre  14  de  1890. 

Señor  Ministro: 
El  Gobierno  del  Rey  me  ordena  que  advierta  á  los   producto- 


[1]  "Dicho  acuerdo  aprobado  por  ambos  Gobiernos,  como  lo  ha  sido,  pr¡«- 
oípiará  á  ejecutarse  desde  el  1^  de  Eaero>del  año  prdxíoio;.  poe»  ivnrhabeiBc 
demorado  la  resolución  cieí  Gobierno  italiano,  no  fué  posible  ponei  lo  en  TÍ^en- 
dael  I*' dejáüo  último  como  se  estipuló.  [Memoria  del  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  del  Pero  presentada  al  Conjrreso  Ordir^ario  en  Agosto 
del890.r  r  «  » 
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res  y  negociantes  en  espocialidades,  residentes  eu  este  Estado,  (\\\e 
por  ley  de  22  do  Diciemhrc  de  1888,  en  bien  de  la  higiene  y  sa- 
lubridad páblica,  es  absolutamente  prohibido  en  el  Reyno  el 
expendio  do  especialidades  que  carezcan  do  lo3  requisito?  si- 
guientes: 

A.  Qvie  la  composición,  en  cuanto  á  cal;  I  il  y  cuntida  1  de  lus 
sustancias  activas  que  contienen,  s^a  escrita  de  una  manera 
exacta  en  las  etiquetas  y  en  los  anuncios  públicos. 

B.  Que  no  so  les  atribuya  ninguna  virtud  ó  mérito  tera|>4»Ui- 
co  especial  ni  en  las  etiquetas,  ni  en  los  anuncios  al  público. 

O.  Que  sean  vendidas  únicamente  por  el  farmacéutico  bajo  la 
viü;ilancia  de  la  autorida^l  y  con  presjripeión  médica. 

En  ratón  de  las  dilioult.i\dos  inherentes  á  la  aplicación  de  Uva 
prudente  d¡s|>osic»ión  a  la  ley,  se  ha  di-?¡>Uí*5to  que  la  reforma  ou- 
tre  en  vigor  el  1"  de  Julo  de  1890. 

Ilás^  concedido  otro  semestre  de  pla^o,  el  c\vi\  empero  c<3!:- 
oi(Tne  !\  la  venta  de  las  e?pjeialidadcí*,  que  no  á  su  im}>ortaciúu 
en  el  Reino,  á  fin  de  que  no  se  aamenten  allí  aiuellas  prepara- 
ci'íncái  que  no  se  hallan  en  las  condicioues  iudiei  ¡:is.  • 

Me  pt»rnnto  participar  á  V,  E,  lo  rof-ri  lo,  para  que.  si  lo  t^íi 
lili  vxmveniente^  Sv»  sirva  hacer  que  se  pon^a  e:i  conocí micntj  »i' 
K^  prv^ductoros  y  noir^viantes  de  ©•peoialida-les  residentes  o:i  ti 
IVrú. 

Di.zno'í.»  V.  li  atvptar  í  \*!  s«'curidad  ^  de    mi    'ir*»:--!]  \r  t*u- 

m 

A  S,  H  1 1  <  r.or  \[.  .:-»r^   '  -  K;  'a  -*  •  :  -  Ex:.-r:  •:'.-,    .:•'  -t  ^i-   a.'ii 
A!l\ro  K.morc- 
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Para  ^jae  Tv^  :o  .%  o.'.;  ^.  .;^v'i*.  •  d  *  '  - 
v\a;i:i\<  do  '><p  v,..>.  iadvS  á  .•  ;t^  T'^.  II.  >»• 
\\nuaniv\\/v^  í.  :\\  >.  \  de  .»*  t^-,    :;c  ^-1  :  ;a  * 

c;:avÍA  caru  tn  vi  r  r..*  r.^^  v  /    a\ 
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Al  í^x^ttx^r  Min*:»'r.^  R.  <:::/;  .le  <  >»,  r!  R 
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DESAHUCIO  DKL  PROTOCOLO  ÍTALO- PRRUANO  80BRB 

nCTKSTA  D03 — 1 89 1 . 

Legación  del  Perú. 

N?  9.  Roma,  Marzo  5  de  1891. 

Señor  Ministro: 

Según  el  protocolo  suscrito  en  Limn,  el  8  de  Muyo  de  1878, 
cutre  el  Ministro  de  Relacionos  del  Perú  y  el  Encargado 'de  Ne- 
gocii)3  de  Italia,  los  artíiulos  XV  y  XIX  de  la  Convención  de 
Mayo  de  1863,  (1)  debían  seguir  surtiendo  «us  efectos  de  un  modo 
provisional,  hasta  qne  llegaran  á  una  conclusión  las  negociacio- 
nes que  para  un  otro  pacto  de  idéntica  naturaleza  se  habían  ini- 
ciado en  esa  época. 

Así  han  permanecido  las  cosas  desdo  el  año  1878,  presentán- 
dose, encírte  lapso  do  tiempo,  algunos  inconvenientes,  como  re- 
«ultaJo  de  la  vigencia  de  dos  artículos  aislados,  que  no  forman 
un  cuerpo  completo  de  disposiciones,  ni  ofrectMi,  on  consecuen- 
cia, reglíus  pnra  todos  los  i'ason  que  se  presentan    en  la    práctica. 

Teniendo  en  cuenta  estas  con9Í<leraciones,  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  me  encarga  notificar  al  Gobierno  de  V.  E  , 
el  desahucio  del  referido  protocolo,  haciendo  presento  igualmen- 
te á  V.  E.  qtie  el  objeto  perseguido  es  consultar  la  uniformidad 
en  las  estipulaciones  que  el  Perú  se  pro[>one  celebrar  con  el  Rei- 
no de  Italia. 

Mi  Gobierno,  deseoso  de  poner  de  manifiesto  la  deferencia  que 
lo  anima  hacia  el  de  V.  E  ,  ha  fijado  para  que  se  considere  ex- 
tinguida esta  estipulación,  un  año  después  de  la  fecha  de  la  pre- 
sente comí  nicación,  habiendo  tomado  por  baso  el  tiempo  seña- 
lado para  el  desahucio  de  la  Convención  de  1863  ei\  su  artículo 
XXII. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  renovar  á  V.  E.  las  se- 
guridades de  mi  más  alta  consideración. 

José  F,  Canevaro, 

Al  señor  Presidente  del  Consejo  y  Ministro  de  Negocios   Extran- 
geros.— Roma. 

11]  1  agina  5. 
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UinÍ9Urio  de  Negocios  Extranjero». 

jRoma,  Abril  2  de  1891. 

Señor  Ministro: 

Con  ol  oátimHV)te  ^ñoij  de  5  de  Marzi>  iiltimo,  N^  9,  V.  E.  me 
participa  que  el  Gobierno  del  Perú  denanciaba  la  declaracióa 
del  8  do  Mí\yo  <lo  1878,  en  la  cual  so  mantenían  en  vigor  los  ar- 
líenlos  XI  V\v  XV  nnexMct  úñente  indicados  en  la  nota  como 
XV  V  XIX")  do  la  ronvcuci^^i  Consular  estipulada  éntrelos  dos 
Cobierno^'  M  3  do  Mavo  do  1SG3,  y  cuyos  efectos  habían   oesa/lo 

en  a  :uol   tioni^>o.  j      i      u 

No  lui^útndo  sido  c  utsidoi^fido  eii  ese  pacto  el  caso  de   la  fie- 

nui^oia  V  habióud^H-  íivis  bkn\  estipulado  expresamente  que  el 
«cuonl>  Va  bufaría  ^-laiu  iit^^  el  día  ea  que  entre  en  vigor  una 
uit.vu  V\>avonoión  Coiísiilar  que  debía  concluirse  entro  los  dos 
Fsta  io^  mi  (n»biorno  so  inclinaría,  por  su  parte,  á  considerar  que 
no  on^ri  •s^  !\s  ín  '  lita  K-<  do  nin^runa  do  las  p:\rte3  coUratantos 
el  luuor  vv-nr  i>t.  acurr  llantos  del  término  expresamente  fijado 
rn  vi  rara  »í;i  dnrívv.'ión. 

Vv  \  í'  r:d'\  >in  oíTi^-::«x  de  buena  Toluntal.  al  deseo  expre- 
víui.^  Mr  t'i  Cf  '.iorn>  íH-Tan.\  de  llegar,  lo  !n as  pronto  posible,  A 
li\  i<';^  ;^í  i  '^-^  'i^*  -^  ' '  ''^^voíK'km  C'onsularqae  ene!  citado  acuer- 
do <o  i'v-L  a.  MA'-a  .rv.o  r-ularice  de  un  molo  raas  amplio  y  eS- 
,-;  \í<  r^u>vi-<  o^io  o\i^:on  entre  los  d  ví  EsLa  ios  amibos,  mi 
i^)l-tr;s\ -^ui  ui'.v  -.':v  la  ii;fStÍK:.n  qut>  quívla  j>endient^  de  la 
rUv.u  :a  lo  !a  vU^-.;.  u ..:  -u*  s.^  ¡o  Ua  noíilk-^do.  toma  nota  áe  la 
ávv'  -wiAo,  .v.;.^  Ivs  vf:*^-^  dol  acuenlo  durarán,  soojim  el  Go- 
biora.^  iHM'aa.iv  h  .<: ;  .  :  '^  ¿^^  Marao  de  lc>Oi,  y  sa  apresurará  A 
ÜHi*  ^  ;,>-  i  t-i*  -vv:  ^  v>  o.^  ¡;;r;As  á  su  Mii;i-'tP>  on  lima,  para 
^u<^  ,=üiio  In'^  n^v.  .0  ./  ...s^vK^wdt  oonoiuir  la  uueva  Con- 
Y  O*  i  v^  I  v>í^  ^C%u \ 5»r»  U  r. 

Yko'-o  Mrior  J.  l\  Ca-unar\  Ministro  dvl  Perú. —Roma. 
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Legación  del  Perú. 

Roymt,  .4 Mí  22  de  1891. 
Señor  Ministro: 

Me  es  honroso  acusar  recibo  á  V.  E.  do  la  comunicación  que 
se  ha  servido  dirigirme,  y  por  la  cual  me  dá  conocimiento  do 
que  el  Gobierno  de  3.  M.  el  Rey  ha  tomado  nota  del  contenido 
de  la  mía,  fecha  5  de  Marzo  último,  en  virtud  de  la  cual,  y  si- 
guiendo las  iiistruecioncs  da  mi  (Jolúerno,  n^^tifioaba  á  V.  K.  el 
desahucio  del  protocolo  firmada)  en  Lima,  con  fecha  8  de  ^íayo 
de  1878.  Me  añade  V.  E.  que  se  apresurará  á  comunií'ar  las  ins- 
trucciones oportunas  al  Representante  de  Italia  en  el  Perú  Ti  fin 
de  iniciar  cuanto  antes  las  negociaciones  encaminadas  á  la  con- 
clusión de  un  nuevo  Tratado  Consular.  No  puedo  nu*n(».s  de  to- 
mar nota,  con  viva  satisfacción,  de  estas  seguridades  quo  respon- 
den á  los  deseos  de  las  dos  naciones  y  de  ambos  Gobiernos,  igual- 
mente que  á  los  lazos  do  buena  amistad  quo  los  unen. 

Circunstancias  especial ísimíis,  como  fueron  las  dificultados  in- 
tornacionnles  que  surgieron  para  el  Perú  durante  la  m  lyor  par- 
te del  perío«lo  trascurrid^i  do?[)u6=i  ile  la  firma  del  j)i'():o;<)lo  de 
1378,  motivaron,  sin  duda,  el  que  se  snspendi'ran  las  nei>ojia- 
«ones entabladas,  dando  así  motivo,  durante  il  lai'^^)  trasrurso 
4o  IS  año-?,  á  que  C'iitinunsen  en  vi^^or  los  íirííeiilos  XIV  y  XV 
del  Truta<lo  de  lS(j:*,  que  revesüau  un  carAot^-r  provi^ionah'simo, 
como  aparece  del  texto  mismo  del  ¡>rotocolo  y  dd  dt cn-to  Reul, 
^uecon  fecha  29  de  Jnlio  do  1878  expidió  ol  8oi>erano  <le  Ftíilia, 
prestan d<de  so  sanción. 

Ija  buena  voluntad  de  que  se  hallan  sinceramente  ar.imados 
lo6  dos  Gobiernos,  es  segura  garantía  do  que,  ganán^lusv'  el  tiem- 
po perdido,  so  llevará  en  breve  á  un  acuerdo  com[)!eL(),  que  re- 
gule en  manera  amplia  y  eficaz  lae  relaciones  entre  ambos  Esta- 
dos amigos,  llevando  á  feliz  termino  las  c;.tipiilac*o:¡.  j  de  una 
Convención  Consular  igualm'^nte  provecliosa  pira  !as  dos  na- 
eiones. 

EJsta  esperanza,  que  quiero  considerar  como  una  SM^urida  1, 
haría  casi  iuátil,  por  parte  mía,  ocuparme  de  las  reservas  que  en 
£a  amistosa  nota  hace  V.  E.  en  nombre  del  Gobierno  do  Italia, 
respecto  del  legítimo  derecho  que  asiste  al  Gobierno  de  rai  Pa- 
tria para  pedir  el  desahucio  de  loe  artículos  XIV  y  XV;  los  cua- 
les sólo  quedaron  vigentes,  en  forma  siempre  provisional,  según 
el  texto  del  protocolo  ó  declaración  de  8  de  Mayo  de    1878   e«i 
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Lima,  si  no  creyese  de  mi  deber  justificar  la  perfecta   legitimi- 
dad, en  esta  parte,  de  las  declaraciones  del  Gobierno  del  Pera. 

Si  se  admitiese,  en  efecto,  el  principio  de  que  6  el  texto  6  el 
espíritu  de  dicho  protocolo  imponían  á  ambos  Gobiernos  y  países 
la  obligación  de  reconocer  eternamente  vigente  una  estipulación 
de  carácter  temporalísimo,  hasta  que  fuese  sustituida  por  otro  tm- 
tado,  se  daría  la  consecuencia  inadmisible  de  que  lo  que  lleva  un 
sello  enteramente  provisional,  tendría  mayor  estabilidad,  vigor 
y  vida  que  el  mismo  tratado  de  1863,  el  cual  no  era  obligatorio 
sino  durante  un  decenio,  después  del  cambio  de  las  ratificacio- 
nes, pudiendo  denunciarse  con  un  año  de  anticipación.  Y  pon- 
dría ademasen  manos  de  cualquiera  do  los  plenipotenciarios  ó  re- 
presontantís  de  una  ú  otra  potencia,  Ja  facultad  de  prolongar  in- 
definidamente los  efectos  de  tal  pacto  transitorio,  con  sólo  opo- 
ner dificultades  insuperables  á  la  conclusión  del  tratado  defini- 
tivo. Ahora  bien,  mi  Gobierno  ha  experimentado  los  inconve- 
nientes gravísimos  que  presenta  la  existencia  de  dos  artículos 
aislados  que  no  forman  un  cuerpo  completo  de  disposiciones  y 
de  reglas,  para  armonizar  las  relaciones  consulares  entre  la  Ita- 
lia y  el  Perú.  Inconvenientes  que  no  puede  menos  de  reconocer 
á  6U  vez  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  y  que  hace  por 
lo  mismo  necesaria  la  estipulación  do  un  nuevo  tratado  qué  pro- 
teja todos  los  derechos  y  haga  frente  á  todas  las  necesidades. 
Pero  reservando  el  derecho,  en  esta  parto,  de  mi  Gobierno,  no  me 
extiendo  más  sobre  tales  consideraciones  desde  el  instante  de 
que  veo  animado  al  de  Italia  de  sinceros  deseos  para  el  pronto 
término  de  la  nueva  Convención  Consular. 

Una  vez  más  me  complazco  en  ser  ante  V.  E.  fiel  intérprete 
de  las  especiales  consideraciones  que  animan  á  mi  Gobierno  ha- 
cia la  Italia  y  sus  gobernantes,  y  uniendo  á  ellas  las  que  parti- 
cularmente profeso  hacia  V.  E.,  me  es  grato  repetirle  *as  segu- 
1  idades  de  mi  distinguido  aprecio  y  alta  consideración. 

José  F.  Canevaro. 

A  S.  E.  el  señor  Presidente  del  Consejo  y  Ministro   de    Negocios 
Extranjeros. — Roma. 
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Le¡fa€Í6n  de  Italia  m  ti  Perú. 

Li^na,  noviembre  28  de  1891. 
Señor  Ministro: 

V.  E.  no  ignora  cómo  desde  el  5  del  mes  de  Marzo  próximo 
pasado^  la  Legación  del  Perú,  ^u  Roma,  denunciaba  la  declara- 
ción fecha  8  de  Mayo  de  1878,  en  virtud  de  la  cual  quedan  en 
vigor  los  artículos  XIV  y  XV  de  la  fenecida  Convención  Consu- 
lar entre  Italia  y  el  Perú,  relativos  X  testamentarías;  y  que,  íi 
consecuencia  de  tal  denuncia,  los  dos  Gobiernos  están  ahora  pro- 
cediendo á  las  negociaciones  para  estipular  una  nueva  Conven- 
ción Consular  entre  los  dos  países. 

Con  motivo  de  la  escasez  del  tiempo,  es  de  preveerse  que  por 
el  mes  de  Marzo  próximo  (época  en  que,  según  !a  misma  denun- 
cea,  los  dos  artículos  .citados  dejarían  do  tener  vigor)  los  traba- 
jos para  estipular  la  nueva  Convención  no  estarían  concluidos,  y, 
ott  el  supuesto  de  que  se  concluyeran,  esta  no  podría  alcanzar  á 
ser  ratificada  yor  el  Congreso  Peruano  sino  después  del  mes  de 
Julio  próximo. 

Por  esto  podrá  persuadirse  V.  E.  de  que  sería  conveniente  y 
ventajoso  para  las  buenas  relaciones  do  los  dos  países,  que  el 
plazo  en  que  dichos  artículos  dejarán  de  tener  vigor  fuera  pro- 
rrogado, para  tener  el  tiempo  de  poder  concluir  y  ratificar  la 
nueva  Convención.  Y  eso  aparece  tanto  mas  racional,  de^de  que 
la  declaración  del  8  de  Mayo  de  1878  no  pudiera  rigurosamen- 
te considerarse  posible  de  denunciar,  teuiejido,  por  su  misma  na- 
turaleza y  por  explícita  mención  que  ou  ella  se  hizo,  que  cesar 
tan  solo  cuando  la  nueva  Convención  entre  los  dos  Estados  esté 
concluida. 

Confío,  pue?,  en  que  V.  E.  se  dignará  tomar  en  seria  conside- 
ración las  observaciones  que  preceden,  dándome  ocasión  de  p©- 
der  asegurar  á  mi  Gobierno  que  el  Perú  no  tendrá  alguna  difi- 
cultad para  que  los  artículos  citados  queden  vigentes  también 
después  de  la  fecha  arriba  indicada.  Es  además  de  mi  abono  el 
hecho  de  que  en  la  últinn  entrevista  que  tuve  el  !\onor  de  tener 
con  V.  R,  en  la  que  hice  mención  de  tal  necesidad,  V.  E.  ha  de- 
mostrado la  mejor  buena  voluntad  para  secundar  esta   prórroga. 

Dígnese  aceptar,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta consideración. 

G.  J/.  Lecca. 

A  S.  E  el  doctor  don  J.  F.  Elmore,  Ministro  de  Relaciones   Ex- 
teriores.—  Lima. 
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MinüUrio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  Diciembre  37  cí«  1S91. 
Sefior: 

He  lomado  en  considemción  la  propuesta  que  US.  se  sirve  ha- 
e6r  en  su  nota  feoha  98  de  Noviembre  próximo  pasado,  para  qae 
c^mtináe  en  vigencia  la  declaración  de  8  do  Mayo  de  1878,  rela- 
tiva á  los  artículos  XIV  y  XV  de  la  Convención  Consular  entre 
Italia  y  el  Pi&rA,  hasta  que  se  sancione  el  nnovo  convenio,  cuyo 
estudio  reaIi«aiB09  acttmlmenie. 

Alega  US.f  como  fundamento,  que  sería  ventajoso  y  conve- 
niente, para  las  buenas  relaciones  entre  ambos  países,  que  se  lle- 
gase á  un  acuerdo  afirmatiro;  y,  k  mayor  abundamiento,  que  la 
referida  declaración  no  podría  rigurosamente  considerarse  suí* 
oeptible  de  deivuncta,  y  por  explícita  mención  que  en  ella  se  hi- 
)io  de  que  cesará  tan  solo  cuando  el  pacto  proyectado  estuviere 
coaeluido. 

Respecto  de  este  último  fundamento,  debo  referirme  á  las  co- 
municaciones cambiadas  entre  el  señor  Marqués  de  Rudini  y  el 
seftor  Canevaro,  en  las  cuales  se  han  discutido  las  razónos  que 
tuyo  el  (Jobiemo  peruano  para  no  acoplar  que  la  declaración  de 
H  de  Mayo  tuviese  una  vigencia  indefinida  y  para  aplicar  al 
iesahncio  el  principio  pactado  en  la  Convención  de  1863,  esto 
60,  que  cada  país  se  encontraba  autorizado  para  hacer  la  denun- 
cia y  que,  en  consecuencia,  los  artículos  i»rov¡3Íonalmento  en  vi- 
l^encia,  se  considerarían  abrogados  un  afío  despué?,  ó  sea  el  5  de 
Marro  de  1 892. 

Sin  embargo,  y  para  salvar  la  diferencia  de  interpretación  que 
eicisttt  entro  ambas  Cancillerías,  lo  cual  podría  traer  como  cense» 
cuwicia  discusiones  en  cada  caso  concreto,  propongo  á  US.,  para 
que  las  trasmita  al  Gobierno  de  8.  M.  el  Rey,  las  siguientes  con- 
eluffiones: 

1^  Los  referidos  artículos  XIV  y  XV  do  la  mencionada  Con- 
yetición  de  3  de  Mayo  de  1863  continuarán  en  vigor  hasta  el  31 
de  Diciembre  de  1892,  en  que  se  supone  estarán  ya  canjeadas 
las  ratificaciones  de  la  nueva  Convención,  cuyo  proyecto  ha  pre- 
sentado la  Legación  Italiana  en  Lima. 

2^^  En  caso  de  que  ese  canje  no  se  haya  verificado  hasta  la  fe- 
cha indicada,  ambas  Cancillerías  pedirán  al  Representante  di- 
píonafiítioo  de  una  nación  amig»,  «a  Roma  6  «i  Lima,  que  resuel- 
ra,  oomo  arbitro,  si  la  declaración  de  8  de  Mayo  de  1878  ha  ca- 
ducado por  la  denuncia  hecha  por  el  Pera   en   5   de   Mario  de 
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1891,  ó  si  debe  continuar  subsistente  hasta  el  día  en  que  legal- 
mente  deba  entrar  en  rigor  la  nirera  C(mveficr6a«  conforme  lo 
Jíostieiie  la  Cancillería  It^liatm  en  su  nota  de  2  de  Abril  del  mis- 
mo año. 

Sírvase  US.  avisarme  oportunamente  si  estas  conclusiones  son 
aceptadas  por  el  Gobierno  de  Su  Majestad. 

Reitero  á  US.  con  este  motiva  las  seguridades  de  mi  distingui- 
da conadeFación. 

/.  F,  Bhnorc. 

Señor  Julio  Lecca,  encargada  de  Nwgociog  del  Reino  de   Italia. 


kkí:lamjwxón  «»%i;i — 1803. 

Lima,  17  4^  AbHl  de  1893. 

Excooo.  seitor  Eotíe^iffi^  de  lifogoci^c»  d«  S.  M.  eu  Lin»a. 

Éxemo.  í:*caor: 

Emilio  Sequi,  subdito  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  residente  en 
esta  República  del  Perú  y  domiciliado  en  Ijima,  ex)migo: 

Que  tengo  establecida  en  esta  capital,  on  lu  calle  do  bodego- 
nes, en  la  casa  signuila  con  (¿i  número  24,  una  imprenta  en  la 
cual  se  edita  un  ])eiió(Hco  de  mi  propiedad  *La  Voco  d'Italia,* 
que  desde  siete  años  sirvo  ú  los  intereses  do  la  colonia  italiana,  y 
<iue  además  la  misma  iínprenta  sirve  como  establecimiento  in- 
dustrial al  su.stento  de  nn  familia  y  al  in-tremento  de  mis  nego- 
cios, como  ío  pueden  a  reditar  las  muchísimas  ediciones  que  se 
han  hecho  en  ella  y  que  so  han  seguido  haciendo  hasta  los  mo- 
mento» en  que  violentamente  se  han  suspendido  mis  tmbajos  en 
lu<^nfia  de  los  acontecimientos  que  paso  á  relatar  en  seguida. 
Ejerciendo  jniindu'ftria  al  amparo  de  las  leyes  de  este  país,  y  se- 
gún las  garantías  qu^  en  to<ia  país  civilizado  tiene  el  trabajo 
lionrado,  yo  cumplo  las  leyes  y  reglamentos  vigentes,  pago  con 
regularidad  las  pateí^tes  industrialea,  los  gravámenes  municipa- 
les, los  igrqxi^to^  H^cal^  y  todas  las  contribuciones  directas  é 
indirectas  que  lia  ley  6  las  autotitlaáes  cxigett. 

Enlre  las  publicaciooes  que,  por  cueitta  de  otras  personas,  se 

4^ 
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hacían  en  mi  establecimiento,  había  en  estos  últimos  tiempos  la 
publicación  de  un  semanario  político-satírico  que  se  titula  ^La 
Tunda*,  del  cual  mi  establecimiento  no  asumía  tampoco  la  res- 
ponsabilidad de  la  edición,  pues  tenía  su  editor  responsable,  inde- 
pendiente— que  lo  era  su  mismo  director — como  lo  comprueba 
la  licencia  respectiva  que  le  concediera  la  autoridad  política,  y 
cuya  publicación  se  ha  hecho  conforme  á  un  contrato  estipulaoo 
de  antemano  y  según  cuyas  condiciones  yo  no  podía  dejar  do 
hacer  dicha  publicación  mientras  se  mantuviese  en  los  términos 
de  las  leyes  peruanas. 

El  sábado  último  15  de  los  corrientes,  estando  yo  atendiendo 
á  la  publicación  del  periódico  vL%  Voce  d'Italia»,  quo  debía  sa- 
lir esa  misma  noche,  como  &  las  9^  de  la  noche,  un  grupo  de 
gente  armada,  y  haciendo  disparos  de  revólver,  invadió  la  im- 
prenta al  grito  de  «tViva  Cáceres»  y  «adelante  flanqueadores», 
golpeando  i  los  operarios,  hiriendo,  aunque  levemente,  al  señor 
Carlos  Conti,  cronista  de  «La  Voce  d'Italia»,  y  ro'npiendo  cuan- 
to encontraba  á  su  paso.  Todos  los  chivaletes  y  cajas  fueron  vol- 
teadas, y  los  tipos  enteramente  empastelados,  sin  que  se  salvara 
ni  una  forma  ni  una  columna  de  composición;  las  máquinas 
también  quedaron  dañadas,  y  una,  rota  enteramente.  A  mí  que 
me  presenté  á  la  puerta  desde  el  primer  momento*  del  tumulto, 
me  fueron  disparados  simultáneamente  varios  tiros  de  revólver, 
cuyas  huellas  se  pueden  ver  en  el  techo  y  en  las  paredos  de  la 
sala  de  trabajo,  y  fui  obligado  á  retirarme  con  mis  operarios  en 
los  escondites  más  arrinconados  de  la  casa,  á  donde  por  fortuna 
no  llegaron  i  penetrar  esos  forragidos  ocupados  en  el  destrozo 
de  los  talleres.  Esta  inyasión  duró  como  cosa  de  un  cuarto  de 
hora,  al  cobo  del  cual  se  retiraron  al  mismo  grito  do  «viva  Cace- 
res  y  el  club  flanqueadores»,  y  llamando  por  nombre  á  sus  jefes« 
la  mayor  parte  de  ellos  insigniados  coa  alguna  graduación  mili- 
tar superior  en  el  ejército  peruano. 

En  todo  este  tiempo,  á  pesar  de  que  la  imprenta  dista  poco 
más  de  media  cuadra  de  la  puerta  del  Palacio  de  Gobierno  y  una 
cuadra  de  la  Intendencia  de  policía,  ninguna  fuerza  se  presentó 
para  hacer  cesar  el  asalto  brutal.  Tengo  además  presunciones,- 
muy  fundadas,  de  la  connivencia,  si  no  del  Gobierno,  por  lo 
menos  de  las  autoridades  subalternas.  Aparte  de  que  el  ataque 
vino  directamente  de  un  club  organizado  y  que  favorece  las  as- 
piraciones de  un  partido  político,  que  algunas  de  las  personas 
que  tomaron  parte  en  el  asalto  tienen  relación  directa  con  algu- 
nas oficinas  públicas^  como  por  ejemplp  el  Comandante  Rodrí- 
guez y  el  titulado  Federico  Salmón,  tengo  hechos  aún  m&s  con- 
cretos que  me  autorizan  á  tener  esta  creencia  y  que  figurarán 
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oportunamente  en  el  juioio  criminal  que  se  sigue,  como,  por  ejem- 
plo, el  retiro  impreviso  de  la  guardia  que  yo  tenía  á  la  impren- 
ta, la  falta  de  policía  en  las  dos  esquinas  de  la  calle  de  Bodego- 
nes, la  absoluta  negativa  de  otro  guardia  de  la  esquina  de  San 
José  á  acudir,  pretextando  tener  orden  de  no  meterse,  etc.,  etc. 
Solamente  como  unos  diez  minutos  después  de  haber  concluido 
el  saqueo,  se  presentó,  en  compañía  de  un  empleado  de  la  Im- 
preniR,  un  oficial  de  la  policía,  solo  y  sin  refuerzo  de  guardia?, 
que  solamente  llegaron  más  tarde  y  llamadas  por  el  señor  In- 
tendente, que  llegó  pocos  momentos  después  del  Comandante 
Tapia;  y  es  de  advertir  que  el  empleado  de  la  Imprenta  que  por 
casualidad  se  encontraba  afuera  de  la  puerta,  fué  á  llamar  auxi- 
lio apenas  los  grupos  intentaron  entrar.  Estos  grupos,  que  for- 
marían en  todo  unos  60  hombres,  vinieron  en  filas  ordenadas  de 
dos  en  fondo,  desde  bajo  el  Puente,  no  disimulando  sus  intencio- 
nes, y  así  también  se  retiraron  en  formación  sin  ser  menormente 
estorbados,  y  algunos  de  los  asaltantes  fueron  vistos  en  lugares 
públicos  haciendo  alarde  de  sus  hazañas. 

Sería  muy  largo  referir,  uno  por  uno,  todos  los  incidentes,  y  lo 
que  acabo  de  exponer  es  más  que  bastante  para  inducir  en  la 
Excelencia  vuestra,  que  mi  vida  ha  sido  amenazada,  escapando 
yo  por  milagro,  y  mi  propiedad  dañada,  estorbándome  en  el 
ejercicio  de  mi  industria,  y  que,. por  consiguiente,  á  pesar  de  ser 
obsecuente  á  las  leyes  del  país  y  respetuoso  subdito  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  no  puedo  contar  con  garantías  seguras  ni  para  mi 
vida,  ni  para  mis  naberes,  y  pido  por  eso  protección  eficaz  á  In 
E.  V.  que,  como  representante  de  mi  noble  país,  en  el  cual  se 
saben  respetar  todos  los  derechos,  ejerza  toda  su  acción  para  pro- 
tegerme y  garantizarme. 

Por  consiguiente,  entablo  formalmente  anto  la  £.  V.  protesta 
contra  los  atentados  de  que  vengo  siendo  víctima,  y  reclamo  por 
los  daños  materiales,  perjuicios  pecuniarios  y  ofensas  que  se  me 
han  hecho  á  mi  y  á  mi  familia,  que  ha  pasado  horas  de  angus- 
tias, una  indemnización  que  no  baje  de  (S.  10,000)  diez  mil  so- 
les. Esta  indemnización  no  ha  de  parecer  demasiada  si  se  consi- 
dera que  yo  tengo  pendientes  contratos  que  no  puedo  cumplir 
por  mucho  tiempo  y  que  por  consiguiente  caducarán  con  merma 
de  mis  intereses,  y  tengo  compromisos  en  plaza  y  en  los  bancos 
que  no  podré  llenar,  con  perjuicio  de  mi  crédito  y  con  imposibi- 
lidad de  poder  ya  trabajar  con  fruto  en  el  porvenir. 

Es  cuanto  tengo  el  honor  de  exponer  á  la  E.  V.,  esperando  en 
8u  alta  justificación,  en  su  ánimo  inspirado  en  nobles  sentimien* 
tos  de  honorabilidad,  en  su  cumplimiento  del  deber  de  protec- 
ción que  la  E.  V.  debe  á  los  subditos  del  Rey  y  en  la  justícia 
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que  me  Asiste,  reconocida  por  toda  la  ciudad,  que  ha  condenado 
el  brutal  atentado,  no  eagafiándoae  ni  sobro  sus  yerdaderas  cau- 
sas, ni  fiobre  stis  verdaderos  autores. 

lis  justicia,  etc. 

* 

Emilio  Seqvi. 


Lrjjació^k  dd  P4rú  #íi   Italia. 

Pín-is.  Jruio  10  de  189S. 

Señor  Mi'istro: 

lio  tor.iílo  la  honra  de  recibir  su  atonto  olicio  fecha  1?  del  co- 
luont»^  on  (]iif^  V.  F.  con  firma  n-loino  lo  quy  ya  se  hahía  digna- 
dv>  c\*>nin;r!vMr(n-*  iv>v  c!  c!'.*\'u  !•>  ''»:•;: iíu'>  dol  ]]xoel'?nlí<:ino  señor 
Ut»^*>nrt':n.  n\o  oxtH>ne  «'i  ninnera  de  ver  on   !otoeai;:eá  la  cues- 

A. 

l)oV\  ;r;t.^  t  >  l>.  'proí.r.Mr  A  V.  E  L»  ex:-.  -:  ki  dv  m;  malvivo 
^^:i\  u  ^ir.ií  i;:.^  ¡v^r  los  íí:v^3  tí'r:v.:a  ^s  d?  dic'ia   oo:n  a  .'.ación    y 

*  >  1  A  - 

1^»^     >•-"«>?     » '   -v     ^  ^«  ^     ...',>     ,.^  - ,,  ~, ^     T .- '     ^'   .,.,-.    1    .       •     •■-  '  Ii~k      1   ■     \        T\      V   <ít 

■4 

ic*  itv .  ;^  .10  A  "  -i  :;  r-.:^.  y  .a   .  vc"j:."    ;    ;.*  ^-í:  •.:.»!!  a  qne 
í\uv  da  I  •  !v.^  .r  t:.!'o  .1  IL  5tñ:r  I,-..:.;  y  !      v,.:..;.V  i.\i.    j*eriia- 

í*^l*lV'\'*"<        .''*;»'*1        \  ^  l"^*^!  *        -•      1>^   1  V\   -    '^  *    %  '»■      >        -V»>  "   '    ^       *    ,**  f  *1  r-     1  til      íll* 

C  i'io  píí*^  ,/ Mv.   \r.  T    '*..'  :e  -.:  va''"fi    •         ^~-;  ' ''.\  *:.:i  ajKte- 

l\Trv^-   .^  .vi..'i  ío  A  la  l\v.>  !n  ;  con  qv.e  V.  E.  >e  iia  diirrado  co- 

ivw  rx  'a!  \    <  a    >:^  ':  :  \  ;•  u^^  ^^  i.  ^^.:a  ,!.^  i:./-;::rle.  ú  :iií  v^,  lo6 

Tor  ^^lvO^  jv^ira  \\  R  v^i  r\N.nar  !aa  rjii>:i^5  .,iie  tiene  la    Canci- 
ludria  |kM:\iana  iv^m  cnn^r  quii  U  rícUiuav^oa  dif^omiriea  dal  se- 
ñ>c  liAva  *nu^;adA  eoanrxita  ▼  oclid  lM>ra9  detspués  de  k*  «ace-  • 
siM.  y  cuamlo  a{itma»  iMibia  babnio  Uwapo  in^iterial  pAn  qaa  st 
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pracücasea  las  primeras  dilig««ciii&ju<liciaka  del  cas»,   era  por 

lo  meiMis  prematura» 

Tfimbión  verá  V.  E.  que  el  señar  Seqm  no  se  encontraba  enHa 
situación  de  un  extranjero  que  se  dedica.  patíficameHt-e  á  lae  la- 
bores de  una  iiadustri»  privada;  que  no  era  uno  de  eso»  nume- 
rosos hijos  de  Italia  que  viven  en  el  Perú,  en  medio  de  la  simpa- 
tía general,  cortí<agrados  á  su  trabajo  y  cuidando  de  no  mezclarse 
j.ara  nada  en  los  asuntos  públicos  del  país,  sino  un  hombre  de 
pluma,  un  periodista,  que,  por  su  i>iofesión  y  m  espíritu  mili- 
tante, estaba  y  habí*  estado  siempre  más  ó  menos  en  contacto 
con  los  ]»artidos  políticos. 

Que  el  señor  Scqui  no  era,  en  efecto,  extraHo  á  ello?,  y  que 
hasta  debía  compartir  sus  simpatías  y  .sus  pasiones,  lo  ¡nueba 
el  hecho  solo  de  que  en  su  establecimivnilo  tip  grúíico  consentía 
y  patrocinaba  en  cierto  modo  la  publicación  de  un  iK^riódico  sa- 
tírico, «La  Tanda,»  en  que,  con  singular  vehemencia  y  ultraje, 
se  atacaba  á  un  partido  político,  no  respetando  ni  lo  que  hay 
de  más  caro  y  más  sagrado  en  toda  sociedad  civili/ada:  la  hon- 
ra privada  y  el  hogar. 

Así  lo  verá  Y.  E.  por  los  periódicoy  que  io  envío,  y  s<'  conven- 
cerá ^'e  que  en  c^u  injuiíosa  campaña  ne  preii-a.  f(.nit-uta<la  di- 
rectivo indirectamente  por  el  tenor  Smjuí,  13  tn  doinle  se  en- 
c\HTtti:i,  sin  duda  alguna,  la  exf>licaeión,  ver  no  <u^cir  la  cxcu- 
suj  de  ios  sucesos  f\l  15  do  Ahril.— X'cro:./:.  laiiu  i:i^  «n  cual- 
(pii' r  paí.i  do  Eun-pn,  como  a  nieiiU<lo  MK't.('c,  r.n  irriolir^ta 
extraniero  de  lí.s  ct»n<lieione8  del  sefnn*  Stcjoi,  )iai)ría  >i<l'*  ex- 
pu!fiu«'.o  sin  ningún  miramiento. 

Pero  uoe^  mi  iiilención  presentar  á  \'.  1*'.  eii  ota  u  '*-i  toflaa 
y  cinhi  un;i  de  la3  razones  que  justifican  i\  (''!.*vr4«'  l'  i'-ia-lo  por 
h\  Can  i Ika'ía  Perr.. na  respecto  <1(*  la  (!<  eljmrii'ni  ilij'.crnálica 
del  selor  Lccca,  ni  tami  oeo  discutir  con  \'.  V.  ti  apunto  v,\  el 
ter:en  )  de  lc>s  principios  y  del  derecho. 

Sólo  quiero  manifestar  li  V.  E.  que  alan^.do  cu  (1  (ouvenei- 
itiiento  íuio  me  exjuesa  de  que  convk'U.t:  tintar  la  cr.'.stión  con 
criti-rio  equitativo  y  espíritu  do  mutua  Lt  iicvoleui  ia.  y  (pie  en 
este  camino  e^toy  dispuesto  á  unir  sinceían.cnte  mis  esfuerzos  á 
los  de  V.  K, 

Aninuido  de  efrtos  sinceros  desice,  es-tt-v  dt ^de  hace  dina  en  co- 
muuicación  telegráfica  con  mi  Gobierno  í-obie  la  niateria.  y  es- 
pero que,  mediante  mis  indicaciones,  pionto  entrará  el  asunto 
en  la  vía  de  una  solución  práctica,  ya  sea  tratándose  en  Roma, 
ó  bien  negociándose  directamente  en  Lima. 

£n  el  primer  caso^  me  trasladaré  Gf^irtutiametiie  á  esit  ciudiad, 
y  así  tendré  nueva  ocasión  de  reiterar  á  Y.  E.   las  seguridades 
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de  Im  muy  distingaidos  y  cordialee  seotiraientos  que  pereonal- 
niente  le  profeso.— En  el  segundo  <5t80,  aunque  me  privaré  del 
placer  de  ver  y  saludar  á  V.  E.,  me  quedará  la  satisfacción  de 
üaber  contribuido  á  evitar  to<la  causa  de  desacuerdo  entre  el  Go- 
bierno de  Italia  y  el  del  Perú. 

Entretanto,  tengo  la  honra  de  suscribirme  de  V.  E.  muy  aten- 
to y  obsecuente  servidor. 

José  F.  Can4varo. 
A  a  E.  el  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros.— Roma. 


UhUdi^rio  de  RelacioneB  Exteriora. 

ImMj  Junio  15  de  1893. 
Señor  Encargado  de  Negodo^: 

Deeeaudo  el  Gobierno  peruano  manifestar  su  deferencia  al  de 
S  M.  e^  Rey  de  Italia  y  expresar  i  los  conciudadanos  de  US. 
que  pone  el  mayor  empeño  en  examinar  y  resolver  las  reclaraa- 
cíone»  que  se  creen  obligados  á  interponer,  siempre  que  no  tras- 
pasen los  límites  de  la  equidad,  ni  comprometan  el  decoro  del  país 
donde  residen,  ha  resuelto  entregar  al  señor  don  Emilio  Sequi, 
para  arreglar  definitivamente  la  gesüóu  que  US.  entabló  en  sa 
favor  á  causa  del  ataque  á  la  imprenU  de  U  t Voce  d'Italia,.  la 
suma  de  1,500  soles. 

No  entiende  el  que  suscribe  contradecir  con  esta  conceaióa  loá 
fundamentos  que  adujo  el  señor  Chacal  Una  y  que  este  Ministe- 
rio continúa  sosteniendo  en  principio. 

Agradeico  á  US.  loa  amistosos  términos  que  ha  empleado  en 
nuestras  anteriores  conferencias  para  Hegur  a  esta  solución  con- 

Pilladora,  los  cuales  salvan  las  dificulUdes  que   surjrieron   en    el 
primer  momento.  ^ 

Aprovecho  esU  oportunidad  para  reiterar  á  XT3.  ]„  segurida- 
des de  mi  distinguida  oonaideracióu.  ^^^unu» 

Joéé  Af.  Jiménez. 
Al  stíJor  tí.  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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Ltyacum  de  lialia  ai  el  Perú. 

Lirtio,  Ji^nio  li  de  1803. 
Señor  Ministro: 

Eá  en  mi  poder  la  atenta  nota  de  V.  E.,  de  ayer,  N?  23,  cu  la 
cual  V.  K.  se  sirve  comunicarme  que,  como  consecuencia  de 
mÍ3  representaciones  hachas  con  motivo  del  asalto  á  la  imprenta 
(le  la  «Voce  d*Italia,»  el  Gobierno  del  Perú  ha  determinado  en- 
tregar, al  señor  Emilio  Sequi,  la  suma  de  mil  quinientos  soles. 

El  señor  Sequi,  por  su  parte,  me  ha  manifestado  que,  en  ho- 
menaje á  las  consideraciones  expresadas  por  V.  E.  en  la  confe- 
rencia que  tuve  con  ó!  al  respecto,  y  deseoso  además,  en  confor- 
midad con  los  informes  recibidos  por  esta  Legación,  de  limitar 
el  importe  del  resarcimiento  de  los  perjuicios  por  01  sufridos,  á 
U  compensación  que  ú  juicio  del  Gobierno  de  V.  E.  parezca 
equitativa;  acepta  la  propuesta  que  V.  E.  lo  hace,  dejándole  á 
salvo  su  derecho  para,  proceder  en  la  vía  legal  contra-  los  auto- 
res del  atentado,  y  desistiéndose  en  consecuencia  de  todo  recla- 
mo ulterior  con  tro  el  Gobierno  del  Perú. 

Réstame  ahora  expresar  ante  V.  E.  mis  agradecimientos  por 
las  Duenas  disposiciones  que  en  este  asunto  se  ha  dignado  de- 
mostrar, siéndome  muy  grato  que  la  solución  satisfactoria  que 
ee  ha  obtenido,  sea  enteramente  debida  al  recto  sentimiento  de 
justicia  que  anima  á  V.  E.,  y  al  constante  deseo  de  estrechar  aún 
más  los  vínculos  do  leal  amistad  que  ligan  á  nuestros  dos  países. 

Tengo  el  honor  de  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

(r.  M.  Lecca. 

A  S  H  el  díKítor  José  Miiriano  Jiménez,  Ministro  de   Relaciones 
Exteriores, 


NICOLÁS  DE  PIEROLA, 

l'RBSIDBKTE  COXSTITtJCIONAL  D«  LA.  RKPÜBLICA  PBRüANA 

Por  cuanto  entre  la  República  del  Perú  y  el  Reino  de  Italia, 


ir 
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8«  celebró  en  LimR,  el  venticiiu»  de  Febrero  de  mil   ochocientos 
«oyenta  y  tre.",  Ir»  si;íU!eiit-o 


CONVENCIÓN  CONSULAR. 

m 

lliihieiiilo  roonnocido  S.  E.  el  Presidente  de  1a  Iie|HÍl>lien  <lcl 
1  cru  y  Su  M:,jo,.hi.l  el  Rey  do  Italia,  la  necesida<l  de  determi- 
nar, do  iiii  modo  dnroy  piiecise,  las  atribucloiiüs,  prerros^tivai  é 
iiiiminidad,3s  de  yiic  deljtuí  gozarlos  fuMt!Íouari(»3  coiisiilarcs  <1<? 
j-aila  lino  do  los  <!.»*  Estados  resiileoids  ea  el  terrÜM-io  del  otro, 
lian  ror.ioUo  concluir  una  C«iTCiacióa  CoasiiUr,  v  nombrado  al 
eioeto  por  n\ñ  nwiiipateuciaiios: 

Su  T:xcelcncift  el  3*«isidcJito  de  Ift  Jiei»úblk'a  del  Perú,  al  se- 
ñor doctor  don  Wmmu  Jlibejro.  XTiuistro  do  Ilíkciones  JCxíe- 
110  ree. 

Su  \ra}ostad  el  \lt\  de  lUilia,  al  señor  Julio  lí.  L-3cca,  Kncar- 
praclo  de  Negocio.-;  on  lüjua. 

Las  cuales  dt-spnés  de  baberse  oomunioado  sus  plenos  poíleres, 
«lue  han  s'do  bailados  on  bueua  y  debida  forma,  lia»  convenido 
en  los  artícnlod  signleule.?: 


.\jínoüLo  I. 


(.'•a  l.t  mía  de  !;»«  .\!i,>s  P.irt -s  a.nlratnnlcí  podrá  ostabWcr 
<'.i»su:o^t;-i,wil-v.  (-Vi-i!es  Viceí^in'mlos  V  A^nttjs  Go:rsa!> 
r.M,  t.¡i  I,M  ',K>-r-  >?.  .su  ]a.!e=y  d.'tnás  lug;uosdvrterrtt'>rio  <ie  la 
otra:  <a!v.)  ;•:  de:-,vh  >.  .-i  ,s:v  úh.inn,  de  exi.vptu.»r  las  l>-uiid,v 
de.-í  (|ii.W,' pfliH'?cjie.wv€:;i.:i!o.  Más  eá!a  rcserya  no  pa.Irá  ai».- 
<irs.-  :i  hím  d,»  i\=!  Airt-í  l'n-;?^  Trntratant-s.  pin  q-i.^  se  o'H-rvc 


.Mrncui.o  H. 


V.  a^::i  ¡...  -..  Mi;u-io„  ...■  .1,  •!„>  ,,-,,,„  ,;,,^_  I,,  ;rjt-.ri'l:!  ¡    caninc-(enk« 
•■  1  .«U  .:•  ,.,-  .u  n<:.¡-n>i,..  .¡iouirá  inn»..i::,tamenle   las    nie.li.iai     " 
'.•Avsa.-..».  para  q^so  ¡.i.v^.ltn  .r.ini^ir  i^a  Icá  deberes  d«  su  car- 
í:.>  y  >ean  a.i.na,do<  «1  «.yo  do  sus  respectivas   o;conc!onr.c.    i.r.>- 
m<-a'iv«%  nMMNiudadcs.  UniMiTcay  pririle-ioi 
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Cada  una  do  las  Altas  hartes  Contratantes  se  reserva  el  dere- 
<áio  de  revocar  el  (xequatur  á  cualquiera  do  dichos  Agentes,  siem- 
pre #}ue  lo  juzgue  fon  veniente.  Convienen,  empero,  en  que,  He- 
gado  eso  easo,  se  luanif.starán  las  canífus  (ine  hubieren  motiva- 
do ial  medida. 

ARTICULO  III. 

L*>3  Agentes  DiplomátiovJS  ó  los  Cónsules  Generales  y  Cónsu- 
les que  estén  facaUados  para  «lio  por  las  leyes  do  su  pro|>ia  Na- 
ción, podrán  nombrar  Vicecónsules  y  Agentes  Consulares  en  Iük 
<?iudadc9,  puoito?  y  lugares  de  su  resp/'otivo  distrito,  salvo  «ienj- 
|>r&el  tx€^¡uálnr  del  Oobierno  territorial. 

ifotos*  Agentes  podrán  ser  ciudadanos  de  cualquiera  de  la.i  dos 
Naciones  contraíantes  ó  extranjeros.  Serán  provistas  do  una  Pa- 
tente expcil  i  da  por  el  Agente  Diplomático,  ó  por  el  Cónsul  que  los 
nombre,  bajo  cuyas  únlenes  ejercenln  sus  luncioncs  y  gozarán, 
en  fgual<)ad  de  condici)n<,^«,  de  los  privilegios  estipulados  en  lu 
presente  Ccuiveiición  á  favor  de  los  Agentes  Cor^sulares  nouibra- 
<\fy»  |K>r  los  respectivo'?  Oobionios. 

ARTICULO  IV. 

En  los  casos  do  inijíodimen-o,  ausencia  ú  niuene  do  los  (on- 
dules (Jenerale.s  Cónsule?,  Vieocón^ulos  y  Agenles  Consulares, 
losompleinlo.-?  C'.>T;-'"Jav<.^>,  í*;i!ici!!crc-s  y  Secretarios  (¡ue  hayan 
eido  ya  [>re.^iv:ía'¡-;.'  'Hip.ut  ial^'S  á  !a  autoridad  rcs¡>et'tivíi,  MMÚn 
admitidos,  do  pleno  dtM^/eho,  según  .^u  orden  goráríjuiL'o,  ;i  "j^T 
oer  interitiameiilfí  in.s  fun'-ior.es  corsulares.  L'\s  íiJiloridades  lo- 
cales les  })reh?tarán  aviidu  y  })roUeci6i!,  y  los  a<Imiíirán,  durante 
el  dcí^empGno  de-  m;<  i''Mi<-i«í!ies  intoriníis.  al  ^íu'o  <!<'  loda*<  \;\< 
■oxencionr."*.  pn^Tognlivív-,  inniunida<los  y  privileí;'ií>?i  í>:lipuia<tob 
c*n  la  presente  Co!U'er.e:ún  :v  favor  <lo  los  Agenleá  i'oasnlar.^s  U- 
tutíu-c.-s,  bnio  las  eí)n<li':¡t»:ies  v  reserva-  ure^^crilas   ;>ara  e.^tas  mi*-- 

M)Oa. 

Va\  el  eiiso  'le  r.iori:  ;:n  Ai^-cnle  Consular  hin  drjtn*  un  su^iilu- 
to  ú  <:»tra  ]»*-r>  )P.^  eU''..r.;aia  de!  archivo,  la  auloridtid  locjil  e<e.ti. 
patento  ?oi!a:á  l<-^*  ]ii)i'>\  e.-nías  y  «loeuniente\:5  «!el  Ce-nsulidc), 
«h5tcnieu»!«o-''.í  de  !',.e:!os  ó  de  e.Kanupar  lv>á  papeU-.^  y  apunu^. 

lista  ojM'raeiúíi  .^e  |',\u':ieará  en  procien^-ia  ilo  le):-*  ciudadano^ 
<lcl  Retado  por  el  cual  o:  Agento  Consular  fiió  nombrado   y,    en 

.  ífí  !'^  >.  d  í  I  ><  [>  u:^  >  1 1 '  u  >!;ibles  del  lugar,  dándose  preteren- 
*^     ■'*r)ív)iM'.     !•  ).'t    )»     1 ;   as  amigan  si  fuere  iK>sibJe. 

nuevo    rancionario  consular, 

47 
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» 

se  levantarán  los  sellos  en  presencia  de  las   indicadas   personadi 
fti  aún  se  encontraren  en  el  lugar. 

ARTICULO  V. 

Los  Cónsules  Generales,  C-onsules,  Vicecónsules  y  Agentes  Con- 
sulares podrán  colocar,  sobro  la  puerta  exterior  del  Consulado, 
el  escudo  con  las  armas  de  su  Nación,  con  esta  inscripción:  iCon- 
sulado,  6  Viceconsulado.  ó  Agencia  Consular  de  la  República  del 
Terá  6  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia.» 

Podrán,  igualmente,  izar  la  bandera  de  su  Nación  en  la  casa 
consular,  en  los  lías  de  solemnidad  pública,  religiosa  ó  nacional 
y  en  otras  ocasiones  en  que  se  acostumbre  hacerlo. 

Queda,  sin  euibargo,  entendido,  que  estos  signos  exteriores  no 
significan  privilegio  de  exterritorialidad  6  derecho  de  asilo,  «ir- 
viendo  únicamente  para  designar  la  oficina  consular,  a  lo»  ma- 
rineros y  nacionales. 

Tendrén,  igualmente,  el  derecho  de  izar  su  bandera  nacional, 
on  las  embarcaciones  que  empleen  para  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones en  los  puertos  comprendidos  en  su  distrito  consular. 

ARTICULO  VI. 

Las  autoridades  territoriales  no  podrán,  en  ningún  caso,  y  ba- 
jo ningún  pretexto,  examinar  ó  secuestrar  el  conjunto  de  piezaa 
de  Cancillería  y  las  otras  relacionadas  con  el  servicio  que  con- 
tengan los  archivos  consulares,  las  cuales,  asi  como  el  local  don- 
de  80  depositan,  son  inviolables. 

Los  Cónsules,  V^icecónsulos  ó  Agentes  Consulares  no  podnuí 
colocar,  en  dichos  archivos,  ningún  documento  ú  objeto  extraño 
al  fc-ervicio,  debiendo  el  local  destinado  á  dichos  documentos  ti 
obietos,  estar  completamente  separado  de  la  habiUición  particu- 
lar del  Cónsul,  y  no  servir  para  otros  usos. 

ARTICULO  VIL 

Cuando  los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Agentes  Consulares 
y  Cancilleres,  enviados  por  su  Gobierno  deban  prestar  sus  docla- 
racioues  ante  los  Jueces  de  primera  Instancia,  serán  invitados 
por  estos,  con  designación  del  día  y  la  hora,  sin  que  x>uedan  ne- 
garse á  prestar  el  testimonio  requerido. 

Los  referidos  Jueces  se  constituirán,  al  efecto,  en  el  domicilio 
de  los  Cónsules  Generales,  los  cuales  podrán,  si  lo  prefieren,  en- 
viar sus  declaraciones  x>or  escrito. 
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En  cnanto  á  las  declaraciones  de  los  Agentes  Consularee  de 
grado  inferior,  los  jaeces  las  recibirán  en  sus  despachos,  donde 
se  dará  á  tales  funcionarios  un  asiento  de  preferencia. 

Todos  los  funcionarios  consulares,  sin  excepción,  concurrirán 
á  los  Tribunales  Superiores,  siendo,  igualmente,  invitados  y  dán- 
doseles también,  un  lugar  de  distinción  en  el  salón  de  audien- 
cias. 

ARTICULO  VIH. 

Loe  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vicecónsules  y  Agentes 
Consulares,  no  están  sujetos  á  la  prisión  preventiva,  sino  en  el 
caso  de'delitos  que  merezcan  la  pena  de  interdicción  perpetua 
del  servicio  público  ó  la  pérdida  de  la  libertad  por  un  tiempo 
mayor  de  tres  años. 

ARTICULO  IX. 

Los  (/ónsules  Generales,  Cónsules,  Vicecónsules  y  Agentes 
Consulares,  ciudadanos  del  Estado  que  los  hubiere  nombrado, 
estarán  exceptuados  de  dar  alojamiento  á  militares  y  de  cual- 
quier otro  cargo  ó  servicio  público,  sea  de  carácter  municipal  ó 
de  otra  eepecie. 

Estarán,  igualmente,  exentos  de  pagar  contribuciones  mili- 
tares y  laa  directas  impuestas  por  el  Estado,  las  Provincias  y  ]as 
Municipalidades,  cuya  recaudación  se  efectúa  con  arreglo  á  un 
empadronamiento  nominal,  salvo  que  aquellas  sean  impuestas 
por  raxón  de  la  posesión  de  bienes  raíces  ubicados  ó  sobre  los  in- 
tereses de  capitales  empleados  en  el  Estado,  en  el  cual  dichos 
agentes  ejerean  sus  funciones. 

Más  esta  exención  no  será  aplicable  ¿  los  Cónsules  Cienerales, 
Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  Consulares  que  ejerzan  alguna 
profesión,  industria  ó  comercio;  sino  que  estos  estarán  sujetos  al 
pago  de  las  contribuciones  que  gravan  .sobre  los  otros  extranje- 
roe  que  están  en  idénticas  condiciones. 

ARTICULO  X. 

Los  Cónsules  Generales,   Cónsules,   Vicecónsules  y  Agente» 
Consulares,  podrán  dirigirse  á  las  autoridades  de  su  distrito  para 
reclamar  contra  cualquiera  infracción  de  los  tratados  6  conven- 
ciones existentes  entre  los  dos   países,  y  contra  cualquier  abu«o 
de  que  ae  quejaren  sus  com  patriotas. 

Si  BUS  gestiones  no  fueren  acogidas  por  la  autoridad  del   dis- 
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trilo,  ó  si  la  resolución  dictada  por  aquella  no  les  pareciere  sa- 
tisfactoria, podrán  entonces  recarrir,  u  falta  de  Agente  Diplomá- 
tico de  su  Nación,  al  Gobierno  del  país  donde  residen. 

ARTICULO  Xr. 


Los  Cónsules  fíenc  ralos,  ('ónsules.  Vicecónsules  y  Agentes  Con- 
Milaros,  p>  drán  enviar  un  Dclrgado  ó  constitinrse  á  bordo  de  los 
l>iu|ncs  do  su  Nación  que  sean  admitíaos  á  lii-re  jdática,  interro- 
^^r  al  Capiíi'm  y  á  los  niarinertv^,  examinar  Iu>  ]»aj<des  del  bu- 
»iue,  recibir  deolriaoio'.cs  relaiivn^  al  viajo  v  :\  lo?  incidentes  d% 
ol.  nrtiíu-ar  1.  s  nianifuí^los  y  fi*ciMt,'.r  oi  tics].:.  I  o  «ivl  buque. 

Tolr/tu,  ii::.ia!mo:uo,  ac-^mpafrir  al  Cipi-ín  y  á  íí^  tripulantes 
aiiio  Í\Kn  T::'»ii.ial.^s  ú  oíioinus  a  l::.:i:i--:i\.::va>  •'*  ;  di^iwto  donde 
ro>i  Ion.  ]\M'a  <  Tvirlos  dv  auxiliarte?  f  iirv*:p:c.  -  \:i  Iv-  asunte» 
ijr.o  lvni;:.r.  i)uo  voi.ii*  -r.  ó  en  las  ¡  .'.¡oivheí  -.lo  u-r.i^an  qne  pre- 
^cn^ar. 
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2?  Para  recibir  y  extender  actos  unilaterales,  testamentos  y 
codicilos  de  sns  nacionales,  y  toda  clase  de  contratos  concluidos 
entre  estos  y  los  ciudadanos  ó  cualquiera  do  los  moradores  dol 
país  en  que  residen. 

Si  estos  contratos  tienen  por  objeto  constituir  un  derecho  real 
ó  cualquiera  otra  especie  de  transacción  sobre  inmuebles  situa- 
dos en  el  país  donde  reside  el  Cónsul,  deberán  entonces  celebrar- 
se en  la  fonna  y  según  las  d\«po=¡c:ones  especialds  requeridas  en 
este  mismo  país. 

3?  Para  autorizar  lo.^  contratos  entre  cuiílpuiera  de  los  habi- 
tantes del  país  en  que  residen;  siempre  que  estos  contratos  se  re- 
fieran exclusivamente  v  bienes  situado?  ó  á  nogi)cios  qno  deban 
realizarse  en  e]  territorio  de  la  nación  á  que  {iertonjoe  el  Cónsul 
ó  Agente  Ccmshiar  ante  el  cual  se  ^'"•Icbran  los  dichos  a(^tos. 

Todos  los  actos  referidos  y  los  certificados  y  atestaciones  do 
estos,  debidamente  legnlizados  por  dichos  Agentes  y  r  vestidos 
del  sello  oficial  del  (*on<ulado,  merecerán  fó  y  crédito  en  juicio 
y  fuera  de  él,  y  tendrán  valor  legii!.  tn'^to  cu  el  IVríi  eomo  en 
Italia,  siempre  que  sean  conforuíos  con  las  leyes  del  paí"^  a!  cual 
I>ertenecen  los  Cónsules,  y  que  pe  hayan  sati-íf•^'ího  lo?  requisitos 
de  timbre,  registro  y  demás  condirionos  requeri^h^s  en  el  país 
donde  han  de  surtir  efecto. 

También  usarán  de  fuerza  y  v.-Jor  legales  Ins  trnduceion^-s, 
cxtraC'Os  y  log^ilizaeiones  que  lo"=^  Agentes  C(mí:ulareíí  hngan  de 
cualquier  documento  provenieut*^  'lo  los  funcionario'^'  y  ruitorid  \- 
des  de  sns  respectivos  Justados. 

Cunntlo  se  dudare  de  la  nuteiiticiílad  de  un  doeumento  público 
regi'íirado  en  la  Cancillería  de  uno  do  los  Consula<los  resf/octi- 
vos,  no  sv^  podrá  rech:izar  hi  coniVoií^.acira  coa  el  do;,*um'ínlo  ori- 
ginal á  lu  ]>eiriona  interesada  quo  lo  h'olicitare,  pudiendo  ceta 
asistir  al  acto  cuando  lo  .tenga  por  con^í^nicnle. 

ARTICULO    XÍII. 

En  caso  de  fallecimiento  do  un  s:'il)di(o  de  una  do  las  Partea? 
Contratantes  en  el  territorio  do  hi  oira,  las  autoridadeá  locales 
darán  aviso  inmediatamente  al  funcionario  consular  cu  cuyodis- 
trito  haya-tenido  lugar  el  fallecimiento.  Los  funcionarios  consu- 
lares, á  su  vez,  darán  aviso  á  las  autoridades  locales,  si  ellos  han 
sido  informados  primero. 

Cuando  un  peruano  en  Italia,  ó  un  ¡toliano  en  el  Perú,  mue- 
ra, ya  sea  con  testamento  ó  ab  inteslato^  sin  dejar  herederos  lega- 
les en  el  país,  ó  si  estos  fueren  menores  de  edad,  incapaces,  ó  es- 
tuvieren ausentes,  y  no  hubiere  en  el  lugar  representante.  legal 
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de  la  sucesión  ai  ejecutor  testam^nfearío,  los  Cónsules  Generales, 
Cónsules,  Vicecónsules  ó  Agentes  Consulares  de  la  Nación  á  que 
pertenezca  el  difunto,  tendrán  el  derecho  de  proceder  sucesiva- 
mente á  las  operaciones  siguientes: 

!•  Poner  los  sellos,  ya  sea  de  oficio,  ya  á  solicitud  de  los  inte- 
resados, en  todos  los  efectos,  muebles  y  papeles  del  difunto,  pre- 
vio aviso  dado  á  las  autoridades  locales  competentes,  las  cuales 
podrán  asistir  á  la  operación  y  poner  igualmente  sus  sellos. 

Estos  sellos,  así  como  los  del  Agente  Consular,  no  podrán  ser 
levantados  sin  que  la  autoridad  local  presencie  la  operación.  Sin 
embargo,  si  después  de  la  invitación  para  asistir  al  acto  de  le- 
vantar los  dobles  sellos,  hecha  por  el  funcionario  consular,  la 
autoridad  local  no  se  presentare  dentro  del  término  de  cuarenta 
y  ocho  horas,  contado  desde  la  recepción  del  aviso,  el  funciona- 
rio consular  poirá  proceder  solo  á  dicha  operación. 

2^  Formar  el  inventario  de  todos  los  bienes  y  efectos  del  di- 
funto, en  presencia  de  la  autoridad  local,  si  esta  ha  aceptado  In 
invitación  hecha  pura  asistir  á  dicho  acto.  La  autoridad  local 
pondrá  su  firma  en  los  actos  que  se  verifiquen  en  su  presencia, 
pero  sin  exigir  derecho  alguno  por  su  intervención  en  dichos  ac- 
tos, 

3"^  Ordenar  la  venta,  en  subasta  pública,  de  todos  los  bienos 
muebles  de  la  sucesión  que  puedan  sufrir  deterioro,  y  de  aque- 
llos que  sean  de  difícil  conservación,  así  como  los  de  las  cosechas 
y  de  los  efectos  para  cuya  venta  se  presentaren  circunstancias 
favorables. 

4*  Depositar,  en  lugar  seguro,  los  efectos  y  valores  inventaria- 
dos; guardar  el  monto  de  los  créditos  que  se  hicieren  efectivos  y 
el  producto  de  las  ventas  que  perciba^  bien  sea  en  la  oficina  con- 
sular, ó  en  poder  de  un  comerciante  que  preste  todas  las  garan- 
tías necesarias.  E^tos  depósitos  deberán  efectuarse  de  acuerdo 
con  la  autoridad  local  que  haya  asistido  á  las  operaciones  ante- 
riores, para  el  caso  en  que,  á  consecuencia  de  la  convocación  de 
que  trata  el  párrafo  siguiente,  ae  presenten  subditos  del  país  ó  de 
un  tercer  Estado,  como  interesados  en  la  sucesión  ab  intaUUo  ó 
testamentaria. 

5*  Anunciar  el  fallecimiento  y  convocar,  por  medio  de  la  pren- 
sa local  y  la  del  país  del  difunto,  á  los  acreedores  que  tengan  de- 
recho contra  la  sucesión,  á  fin  de  que  presenten  sus  lítalos  res- 
pectivos de  crédito  debidamente  justificados,  en  el  término  fijado 
por  la  ley  de  cada  uno  de  los  dos  países. 

Si  se  presentaren  acreedores  contra  la  sucesión,  el  pago  da  stís 

créditos  deberá  efectuarse  dentro  de  los  quince  días  de  termina- 

po  el  inventario,  si  existiesen  fondos  para  [)oderlo   hacer;  y,  en 
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cuso  contrario,  tan  luego  eorao  so  realicen  los  fondos  necesarios 
del  modo  más  oportuno,  ó,  en  fin,  dentro  del  término  fijado  de 
común  acuerdo  entre  el  Cónsul  y  la  mayoría  de  los  interesados. 
Si  los  Cónsules  respectivos  rehusaren  pagar  todo  6  parte  de  los 
créditos,  alegando  la  insuficiencia  de  los  valores  de"  la  sucesión, 
los  acreedores  tendrán  el  derecho  de  pedir  á  la  autoridad  compé- 
tente la  facultad  de  constituirse  en  concurso. 

Una  vez  obtenida  tal  declaración  por  la  vía  legal,  el  funciona- 
rio consular  entregará  inmediatamente  á  la  autoridad  judicial,  ó 
4  los  síndicos  déla  testamentaría,  todos  los  documentos,  efectos 
6  valores  pertenecientes  á  la  sucesión,  quedando  encargado  de 
representar  á  los  herederos  ausentes,  á  los  menores  y  á  los  inca- 
paces. 

En  ningún  caso  podrán  los  funcionarios  consulares  entregar 
la  sucesión  ó  el  producto  de  ella  á  los  herederos  legítimos  ó  á 
sus  apoderados,  antes  del  traseuiso  de  seis  meses,  contados  desde 
el  día  en  que  se  haya  publicado  en  los  periódicos  el  aviso  del  fa- 
llecimiento. 

Si  la  sucesión  resultare  vacante,  según  la  ley  nacional  del  di- 
funto, será  devuelta  al  Fisco  del  Estado  donde  la  muerte  ha 
acaecido. 

6!  Administrar  y  liquidar,  ellos  ú  otras  personas  por  ellos 
nombradas,  bajo  su  responsabilidad,  la  sucesión  testamentaria  ó 
ofi  intestato,  sin  que  la  autoridad  local  tenga  que  intervenir  en 
tal  operación,  ámenos  que  subditos  del  país  ó  de  una  tercera  po- 
tencia tengan  derechos  que  hacer  valer  contra  la  sucesión,  en  cu- 
yo caso,  si  sobrevinieren  dificultades,  los  funcionarios  consulares 
no  podrán  resolverlas,  sino  que  la  cuestión  se  someterá  á  los  tri- 
bunales locales.  Dichos  funcionarios  consulares  procederán  en- 
tonces como  representantes  de  la  sucesión,  es  decir,  conservando 
la  administración  y  el  derecho  de  liquidar  definitivamente  la 
sucesión,  á  vender  los  efectos  tn  la  forma  ya  indicada;  asimismo, 
cuidarán  de  los  intereses  de  los  herederos  y  tendrán  la  facultad 
de  nombrar  abogados  para  que  defiendan  los  derechos  de  aqué- 
llos ante  los  tribunalos.  Es  entendido  que  someterán  á  los  tribu- 
nales todos  los  documentos  y  comprobantes  que  sirvan  para  acla- 
rar la  controversia. 

Pronunciada  la  sentencia,  los  funcionarios  consulares  la  ejecu- 
toráu  si  no  fuere  apelada,  y  continuarán  entonces  de  pleno  dere- 
cho la  liquidación  que  había  quedado  en  suspenso  durante  el  li- 
tigio. 

ARTICULO  XIV. 
Cuando  falleciere  un  peruano  en   Italia,  ó  un  italiano  en  el 
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Perú,  €11  Jugar  donde  no  hubiere  Agente  (Jousular  de  su  Nación, 
la  autoridad  lorritonal  eompetente,  pri>eoderd,  oonfornte  a  la  ie- 
gisladón  del  pa^  al  inventarío  de  foa  bienes  del  fiuadc^  cou  ia 
obligacian  <4o  dar  cuenta  deJ  resuUüdo  y,  á  la  bwvedttd  posiWe, 
á  la  Legación  reapecttva,  ó  al  Consolado  ó  Vieeconsulado  máes 
próximo  al  lugar  donde  se  hubicpe  abierto  la  flucesión. 

Mae,  t::n  luí  go  oooao  el  Agente  Consular  se  piresenie  pertOMil- 
mente  ó  envíe  en  su  lugar  un  Delegado  eujr*i,  la  aataridad  locat 
deberá  conformarle  á  todo  lo  pretcriio  en  el  artículo  iiuo  pre- 
cede. 


ARTICULO  XV. 

Siempi-e  que  algún  súb.íiío  de  una  de  las  Partes  Contratantes 
tenga  interés  en  una  sucesión  abierta  en  el  territorio  de  la  otra 
Parte,  seatíil  sucesión  de  un  connacional  suvo,  sea  de  un  natural 
del  país  de  residencia,  sea  de  un  subdito  de  tercera  potencia,  las 
iiutoridades  locales  debenu\  informar  á  la  consular  m&s  próxima, 
de  la  apertura  de  la  sucesión. 

'  ARTICULO  XVL 

Los  Cóoaoke  (jieaerelee,  Oónsulesi  Vioec  infles  y  Asen  tai  Ocm- 
sulares  de  los  dos  Elstados,  coitooerán  exdasivAfnente  de  la  fac- 
ción de  inventarios  y  demás  oj>eracionos  que  so  practiquen  ci*n 
ol  objeto  de  <:on^rYar  cual-e^Njuieni  bienes  hovedit'irios  dejados 
por  los  niariiHjros  de  su  Nación,  muertos  ea  tierra  ó  ab:irdk>  <ic 
las  naves  de  su  paí^,  .-sea  íltir.vnte  la  Ivavesí:*,  S'W  eíi  el  iHierto  d^ 
iIoíi;ada. 

L-^  pre^tuite  disi>Oir¡ción  <e  apli<;ará  taaibiéu  ú  los  bienes  itere- 
iiiUiriui  d^-jadii.s  \njf  pA^sajeioa  ú\¡  su  Nación,  sieai[)ro  quo  estos 
hayan  muerto  ú  bonlo  do  la  navo,  ó  <^!a  (ierra,  durante  el  cureo 
de  la  nnveí^aeióii. 

ARTIcrLO  XVI [. 

Tm  lo  lo  It)  conct'rniíííi»,''  á  ¡a  pj'.ioúi  «K^  lo*  pierioá,  carga  y 
ílosoarga  <lo  las  nav^s  y  snguriia  1  de  bs  uicrcadorías,  b'xMíes  A 
cjoctü.^,  ce  obsiM'van'ui  las  leyes,    c.^tatntus  y  rec^lnmoutos  del  jviís. 

Los  CónsuUs  ílontralcs,  Cónsukv^  Vioecónsulos  y  Agentes 
Consulares,  ciUirán  o\olusivamente  eu  -argados  de  mantener  ol 
ónlen  interno  á  bordo  de  los  buques  mercantes  de  su  Nación  v 
conoccnin  sólo  ile  las  cuestiones  que  9uvo:ieren  entro  el  capitán  v 
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loa  efic»}«s  ó  mmrínrfofi;  relstivas  at  soeklo  ó  m)  ciiini>Kmbiito 
<Í9  fes  iTcíprocos  coniprQmÍ90!^  conirnídocí  por  éttm. 

ARTJcuix)  xvni. 

Las  autoridades* locales  intervendrán  siempre  que,  á  bordo  de 
lo6  buques  mercantes  del  otro  Estado,  sobrevengan  desórdenes, 
de  tal  naturaleza,  que  iurbsn  la  tranquilidad  y  el  orden  publico 
en  tierra  ó  en  el  puerto,  ó  cuando,  en  tales  desórdenes,  estuviere 
cowplicada  cualquiera  persona  d©l  jmiís  ó  individuo  no  pertene- 
^teuke  ai  equipaje. 

En  todas  los  otros  casos,  la»  autoridades  lócalos  se  limitarán  á 
prestar  su  apoyo  á  los  Agentes  0)iisulares  respectivos  que  así  lo 
aoNcitcay  pera  arrestar  ó  comUicir  á  bordo  á  loe  individuos  ins- 
ciiios  wi  el  rol  de  la  tripulacióti  y  contra  los  cuiíles  se  jasare 
conveniente  pedir  soiwcgante  providencia. 

El  ajTtóto  no  deberá  prolongarse  mayor  tiempo  que  el  pormi- 
üido  por  las  disposiciones  constitucionales  ó  legales  del  {¡ais  don- 
do  ae  voríñque. 

ARTICULO  XIX. 

Los  Cónsules  (iencialos,  Conf-ules,  Vit-ccon^ules  y  Ageníp.i 
(Consulares,  podrán  hacer  arrestar  y  conducir,  .siw  abordo,  sea  á 
m  país,  á  los  marineros  6  cualesquiera  otras  personan  quo  for- 
men pnrtc  del  equipaje  de  líis  navef^í^ercantes  6  do  guerra  de  su 
Nación,  que  hubieren  desertado  en  el  territorio  del  otro    Estado. 

Con  tal  objeto  se  dirigirán  por  escrito  á  la  autoridad  local 
ewnjxítente;  y  justificarán,  mediante  la  exhibición  de  los  regis- 
tcoe  del  buque  ó  del  rol  del  equipaje,  ó,  en  su  defecto,  si  el  bu- 
que hubiese  ya  partido,  mediante  copia  auténtica  6  extracto  de 
dicbos  documentos,  que  las  personas  reclamadas  formaban  efec- 
tivamente parte  de  la  tripulación. 

Hecha  kt  presentación  de  la  solicitud,  y  estando  esta  justifica- 
da, no  se  podrá  negar  la  entrega  de  los  desertores. 

Se  prestará,  por  otra  parte,  á  dichos  Agentes  consulares  todo 
género  de  asistencia  y  cooperación  para  la  aprehensión  y  arresto 
de  los  indicados  desertores,  que  serán  detenidos  y  custodiados  en 
las  cárceles  del  país  á  solicitud  y  expensas  del  Cónsul  ó  Vicecón- 
sul hasta  que  se  haga  la  repatriación.  En  todo  caso,  el  arresto 
no  p*idrá  durar  más  d©  tres  mese.<»,  trascurridos  Tos  cuales,  el  de- 
tenido será  puesto  en  libertad,  avisándose  al  funcionario  consu- 
lar con  tre«  días  de-  anticipación,  y  no  podrá  ser  aprisionado  otra 
vez  por  la  misma  causa. 
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En  caso  «le  haber  ol  tlesartor  cometido  cualquier  delito  en  tie- 
rra, la  autoridad  local  aplazará  la  entrega  hasta  que  los  Tribu- 
nales pronuncien  sentencia  y  liaya  tenido  esta  plena  y  completa 
ejecución. 

Las  disposiciones  del  presente  sirtículo  no  se  aplicarán  á  los 
individuos  que  fueren  ciudadanos  del  país  en  que  se  realice  la 
deserción. 

ARTICULO  XX. 

Cuando  entre  los  capitanes  y  armadores  ó  aseguradores,  no 
laibieso  acuerdo  especial  sobre  las  averías  que  pudieren  sobreve- 
nir á  his  oniharoiiciones  peruanas  é  italiana?,  sea  en  alta  mar, 
siíft  dirig*6ndo?e  á  cualesquiera  puertos  de  los  dos  Estados,  los 
Cónsules  (íeneralcs,  Cónsules,  Vicecónsules,  Delegados  ó  Agen-" 
tes  Consulíircs,  con.'icorán  <le  las  enunciadas  averías  siempre  que 
interés»  n  únioaníente  á  sus  re^pectíyos  nacionales. 

»Si  en  afiuellas  averías  estuviesen  interesados  ciudadanos  ó 
subditos  del  Eilr.do  en  que  residen  los  funcionarios  consulare5, 
citidadaní^s  ó  subditos  do  una  lorcera  Potencia,  conocerán  «le 
ellas  ];is  autoritlailes  locales,  procurando  í|ue  todas  las  partes  se 
eonveiígíui  }'  ar.^egleu  aniigablomentc. 

ARTICULO  XXI. 

Kn  caso  do  naufragio  ó  varamiento  do  una  nave,  pertenecien- 
te al  Gobierno  6  á  los  ciudadanos  6  súbdilos  de  las  Alttus  Partes 
eontraíante.-í,  e:i  1  \  c.osUx  de  la  otra,  !a5  autoridades  deberán  co- 
munieavlo  .'d  Cóu.sul  (ieneral,  Cónsul,  Vieecónsnl  ó  Agente  Con- 
sular del  di.strit.»,  ó,  en  su  defecto,  al  Có;imiI  <^í;*neral,  Cónsul, 
Viceeóiisiil  ó  A:fL^iito  Cjri-ular  más  rróxiino  al  \\\^av   del    sinieí^- 

í  VO. 

Todijs  las  op;n'aci(i'/<'\s  ndativas  al  ^ulvaiíicnvo  líe  las  naves  d^ 
uno  de  los  dos  E>ti\doí,  que  hubieren  ríaufiagulo  ó  vara<lo  eu 
nenias  territoriales  del  otro  listado,  corre.strjnderán  á  los  Cónsu- 
les  Oenerale.*3,  Cónsules-,  Vieocónsul-  s  ó  Agentes  Consulares  res- 
pectivos, en  conformidad  con  las  leyes  y  reglamentos  del  país. 

La  intervención  de  las  autoridades  locales  tendrá  lugar  en  los 
<loá  paíifes,  únicamente  para  asistir  á  K>s  Agentes  Consulares, 
mantener  el  orden  y  garantir  los  intcre.-es  de  los  salvadores  ex- 
traños al  equipaje,  y  asegurar  la  ejecución  de  las  disposiciones 
que  deban  observai-se  para  la  entrada  y  salida  de  las  mercade- 
rías salvadas. 

Durante  la  ausencia  y  hasta  el  anibo  de  los  Cónsuíes  Genera- 
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les,  Cónsules,  Vicecónsales  j  Agente*  Consulares,  6  de  las  perso- 
nas que,  con  tal  fin,  ellos  delegaren,  las  autoridades  locales  to- 
marán todas  las  providencias  necesarias  para  la  protección  de 
los  individuos  y  conservación  de  los  efectos  que  fueren  salvados 
del  naufragio. 

La  intervención  de  las  autoridades  locales  en  todos  estos  casos 
no  dará  lugar  á  percepción  de  derechos  de  salida,  salvo  aque- 
llos á  que  estuvieren  sujetos,  en  casoa  parecidos,  los  buques  na- 
cionales, y  salvo  el  reembolso  de  los  gastos  ocasionados  por  las 
operaciones  de  salvamento  y  conservación  de  los  objetos  salva- 
dos. 

En  caso  de  duda  sobre  la  nacionalidad  del  buque  náufrago, 
las  providencias  mencionadas  en  el  presente  artículo  serán  dé  la 
exclusiva  competencia  de  la  autoridad  local. 

Las  Altas  Partes  Contratantes  convienen,  por  otra  parte,  en 
que  las  mercaderías  y  efectos  salvados  no  estarán  sujetos  á  pago 
alguno  de  derechos  de  aduana,  á  menos  que  vengan  destinados 
para  el  consumo  del  país. 

ARTICULO  XXII. 

Los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vicecón  ules  y  Agentes 
C'Onsulares  respectivos,  así  como  los  Cancilleres,  Se*cretar¡os  y 
Agregados  de  los  Consulados,  gozarán,  en  los  dos  países,  de  las 
prerrogativas,  inmunidades  y  privilegios  actualmente  concedi- 
dos, o  que  en  adelante  se  concedieren,  á  los  Agentes  do  igual 
grado  de  la  nación  más  favorecida,  siempre  que  tales  concesio- 
nes sean  recíprocas. 

Queda  bien  entendido  que,  fuera  de  aquellas,  los  funcionarios 
consulares  no  tienen,  en  ningún  caso,  prerrogativas  diplomáti- 
cas. 

ARTIÓULO  XXIIL 

Los  dos  Gobiernos  contratantes  convienen  en  que  las  contro- 
versias que  pudieran  surgir  en  cuanto  á  la  interpretación  ó  eje- 
cución de  la  presente  Convención,  ó  á  las  consecuencias  de  su 
violación,  deberán  sujetarse,  cuando  se  hubieren  agotado  los  me- 
dios do  arreglarlas  directamente  por  un  acuerdo  amigable,  á  las 
decisiones  de  comisiones  arbitrales;  y  en  que  el  resultado  de  tal 
^arbitraje  será  obligatorio  para  entrambos. 

Los  miembros  de  tales  comisiones  serán  elegidos  de  común 
acaerdo,  por  h:>s  dos  Gobiernos;  en  defecto  de  acuerdo,  cade  una 
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de  las  Partes  uombr§trá  su  arbitro,  ó  uq  uúm^ro  igual  de  arbi- 
tros, y  los  arbitros  así  nombrados  elegirán  su  dirim'^nte. 

Los  procedimientos  arbitrales  serau,  eu  cada  caso«  determina- 
dos por  las  Partes  Contratantes;  y,  en  su  defecto,  el  tribunal  de 
arbitros  elegido  so  considera  autorizado  para  determinarlos  pre- 
viamente. 

ARTICULO  XXIV. 

Las  estipulaciones  do  la  pre:5eiito  Convención  comenzarán  á 
regir  desdo  el  día  cu  que  se  haga  el  canje  de  ratificaciones. 

Dicha  Convención  durará  die/.  años,  que  comenzamn  á  correr 
desde  Ja  íeclia  de  dicho  canje. 

Si  ninguna  de  lafi  Altas  Partes  Contratantes  annnc'aro  oficial- 
mente á  ia  otra,  un  año  antes  de  oxpir<?r  aquel  término,  su  in» 
tención  do  hacer  ccírar  lo.^  decios  de  csla  Convención,  continua- 
rá en  vigor  hasta  un  año  despuéá  de  hacerse  tíii  declaración, 
cualquiera  que  fuere  el  lionipo  en  (}Uo  illa  tonga  lugar. 

ARTICULO  XXV. 

La  preuMilc  CouYención  «íorá  aprobada  y  ratificada  por  las  Al- 
tas Parttrs  Contratante>',  y  el  canjo  do  raUíioaciones  se  verificará 
en  Lima  ó  eu  Roma. 

En  fé  do  lo  cual,  los  rospoctivoa  Plenipotenciario3  la  han  fir- 
mado y  marcado  con  sus  sollos  rt?speotivo3,  en  Lima,  á  los  vein- 
ticinco dias  del  nies  de  Febrero  de  ISOo. 

II.  KiiíicYKo.  G.  M.  Lkooa. 

(L.  S.)  (L.  S.) 

Fv)r  tanto:  y  habiendo  el  Congre-rO  Nacional  aprobado  la  prc- 
aciite  Convención  Consular,  en  veinticinco  de  Octubre  de  mil 
oohocientos  noventa  y  cinco,  en  uso  de  la3  facultades  que  la 
C institución  uie  confiere,  he  venido  en  aceptarla,  aprobarla  y 
ratificarla,  teniéndola  co'no  ley  del  Estado  y  comprometiendo 
para  sn  observancia  d  honor  nacional. 

En  fé  de  lo  cual  fi¿ino  la  presente  ratificiioión,  sallada  can  las 
armas  de  lu  República  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  on  Lima,  á  I03  once 
días  del  mes  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis. 

N.  DI  PIEROLA. 

Ricardo  Ortiz  dk  Zetalmb. 
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ACTA  DE  CANJE. 

En  la  ciudad  do  Lima,  capital  de  la  República  Peruaua^  á  los 
once  días  del  mea  d  j  Jimio  do  mil  ochocieutoa  noventa  y  sei?, 
reuaido3  eii  el  Despacho  de  Relacioues  Exteriores,  los  iafrascri- 
toe,  doctor  don  Ricardo  Ortiz  de  Zevallos,  Ministro  de  dicho  Ra- 
mo, y  don  Giulio  M.  Leeca,  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  con  el  objeto  Je  de  proceder  al  canje  de  las  rati- 
ficaciones do  la  Convención  Consular  coiebra<la,  en  Lima,  entr»' 
ambos  países,  el  veinticinco  lo  Febrero  de  mil  ochocientos  n^ 
venta  y  tres^ después  do  haberle  numitestado  sus  plenos  podere 
correspondientes,  proce liaron  á  la  líjctiira  y  coníVontación  de  lob 
iustniraentos  originales  do  dichas  ratificaciones,  y,  habiéndolos 
hallado  exactos  y  en  »)'-»rí'vti  e^raolidal,  realizaron  su  canje. 

En  fó  do  lo  cual,  los  infrascritos  han  redactado  la  presente 
acta,  firínándola  por  dun'i.n  lo  y  píjiú^Tido  en  olla  sus  corre3i>on- 
diente  selló.?.  (\) 

RicAKDO  Ohtí::  dk  Zkval'üí.  G.  M.  I.iiooa. 

,     (L.  S.)  (L  S.) 


INTfMano    Í>E    1TALIAN(\S.  —  ib07. 

Reai  Ijcgación  de  liiUa, 

W  0.  Li-ncí,  29  'le  Abril  de  1807. 

Señor  Ministro: 

lia  sace*lido  más  do  una  vc:í,  en  esios  últimos  mosej*,  <j»e  la 
ptliofa  local,  informada  do  la  m'iert-3,  i)or  suicidio  ó  por  otra 
oausa,  de  un  subdito  italiano,  háso  constituido  en  el  domicilia 
de!  difunto,  para  el  reconocimiento  respectivo,  ordenado  la  tras- 
lación del  cadáver,  cerrada  la  casa  y  colocado  sus  sellos,  sin  dar 
ayiso  do  todo  esto  á  la  cancillería  consular  de  esta  Legación,  y 
sin  romitirle  las  llaves  del  domicilio  que,  en  uno  de  loa  casos, 
no  me  fué  posible  obtener  sino  djspués  de  repctitlas   instaucias; 


(1)  Esta  Convención  fué  desahuciada  por  el  Gobierno  del  Pcr6,  con  fecha 
IS  de  Julio  de  1904  y  cesará  de  estar  en  rigencia  el  11  de  Juiíio  de  1900. 


—  382  — 

y  eu  otro  caso  ocurrido  cuatro  días  há,  uo  he  podido  basta  hoy 
conseguirlas,  no  obstante  la  promesa  al  efecto  del  señor  Inten- 
dente.de  policía  al  Secretario  de  esta  Cancillería. 

No  siendo  esto  conformo  con  la  letra  y  el  espíritu  de  nuestra 
Convención  Consular,  me  permito,  señor  Ministro,  dirigirme  á 
la  bien  conocida  bondad  de  V.  E.,  rogándole  se  sirva  hacer  po- 
ner en  conocimiento  de  quien  corresponda,  los  deseos  de  esta  Le* 
gación,  á  efecto  de  que  en  todos  los  casos  de  este  género,  y,  ál 
menos  en  esta  capital,  donde  la  policía  dispune  de  varios  y  rápi- 
dos medios  de  comunicación,  le  sea  dado  aviso  inmediato,  sin  ne- 
cesidad de  nota,  como  se  haría  en  Uoma,  á  la  Cancillería  de  es- 
ta legación,  antes,  si  posible  fuere,  de  la  traslación  deP  cadáver 
de  la  casa  y  de  clausurarse  y  colocarse  los  sellos  en  esta,  á  fin  de 
que,  permitiéndolo  el  tiempo  y  la  oportunidad,  pueda  asistir,  por 
medio  do  una  persona  delegada,  á  la  identificación  del  cadáver 
y  clausura  y  sello  de  la  habitación,  agregar  á  los  sellos  de  la  au- 
toridad local  los  de  la  Legación,  y  recoger  en  seguida  las -llaves, 
como  es  de  su  derecho.  Que  si  faltase  la  asistencia  de  un  delega- 
do de  la  Cancillería  italiana,  las  llaves  sean,  sin  el  menor  retar- 
do y  biñ  necesidad  de  nota,  entregadas  en  cambio  de  un  simple 
recibo  á  la  Cancillería  de  esta  Legación  [>or  el  funciofiario  ó 
agente  de  policía  que  ha  verificado  la  clausura  del  local. 

En  la  esperanza  que  V.  E.  acogerá  favorablemente  esta  supli- 
ca, que  tiende  á  asegurar,  con  el  mas  pronto  cumplimiento  de 
lo  dispuesto  en  la  citada  Convención  Internacional,  las  derechos 
de  las  partes  interesadas,  y  prevenir  cualquiera  inconveniente 
])os¡ble,  me  es  honroso  reiterarle,  señor  Ministro,  los  sentimien- 
tos de  mi  más  alta  estima. 

P'ielro  Qisíelli. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don    Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Mi- 
nisiro  de  Relaciones  Exteriores. 

r.  S. — Recibo  en  este  momento  déla  Intendencia  de  policía,  la 
llave  á  la  cual  acabo  de  hacer  referencia. 
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Mini$Urh  de  Relaciones  Exteriores, 


N^IO. 


Limo,  5  de  Mayo  de  1897. 


Señor  MídísIto: 


He  recibido  la  atenta  nota  de  ü.  S.  H.  signada  con  el  nú^i.c- 
ro  C,  fecha  29  de  Abril  último,  por  la  que  se  sirve  manifestar- 
me, que  no  siendo  conforme  con  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Con- 
vención Consular  celebrada  entre  el  Perú  é  Italia,  el  procedi- 
miento empleado  por  Ins  autoridades  de  policía  de  esta  capital, 
de  omitir  el  nviso  inniedialo  al  Consulado  del  Reino,  sie!n|)ro 
que  ocurra  el  fallecimiento  de  algún  .subdito  italiano,  espera  U. 
S-  II.  que  mi  despacho  dicto  lus  me  lidas  necesarias,  a  fin  do  que 
en  todos  los  casos  de  este  género,  que  se  veriíifjuen  en  Liinn^  se 
cumpla  lo  preceptuado  en  la  mcMicionada  Convención. 

Bn  respuesta,  me  complazco  en  pHrticii»i\r  á  U.  S.  H.  quo  nio 
ke  dirigido  al  Ministerio  de  Gobiercío,  encareciéndolo  que  onlcne 
á  dichas  autoridades,  den  extricto  €uuii»limientv)  al  artículo  Xlll 
de  aquel  pacto. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  U.  S.  H.  las  seg ii- 
ridades  de  mi  mas  distintniida  coníiiddación.     ' 

K  d .  ¡a  Ría  Agüero, 

Al  Honorable  señor  Comendador  Piouo  ('as'eih,  Ministro    Kosi- 
dente  <le  lialia. 


AfinWefrio  de  lielic'vucs  ExUriora*. 


N?  15. 


LimOj  V  de  Junio  de  1897, 


Señor  Minislr.: 


EeSrinndome  á  la  atenta  conuinic.ición  {!e  U.  S.  II.  í\g\iíx  2) 
de  Abril  último,  número  O,  n]c  es  honroso  acompañarle,  en  c<>- 
pia  certificada,  1  )s  informes  expedidos  por  las  autoridades  poli- 
cas  de  Lima,  ^relativos  al  extricto  cumplimiento  del  artículj 
XIII  de  la  Convención  Consular  vigente   entre  el  Perú  é   Italia. 
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Con  este  motivo,  tongo.el  agrada  de  reiterar  á  U.  S.  H  ,  las  se- 
guridades de  rai  distinguida  consideración. 

E,  de  la  JRiva  A  gimo, 

Al  Honorable  señor  Comendador  Pietro  Casielli,  Ministro   lieai- 
•denlG  de  Italia. 


Snbprefectura  *'.  latmdcncia  de  Policía  dd  Cercado, 

Señor  Prefecto; 

liste  despacho  ha  tenido  siempre  especial  cuidado  en  dar  avi- 
ífcO  eeerito  á  la  persona  encargada  de  las  funciones  consulares  de 
Italia,  de  los  fallecimientos  de  subditos  italianos  acaecidos  en  la 
provincia  de  mi  mando^  como  es  fácil  comprobar  por  los  libro» 
copiadores  do  esta  oficina  central  y  por  las  notiiH  archivadas  de 
aviso  de  recibo  á  mis  comunicaciones  sobre  el  particular. 

La  demora  do  que  so  queja  el  señor  Ministro  Residente  6 
nuestra  Cancillería^  con  relación  (x  entrega  de  llaves  de  los  do- 
micilios de  los  difuntos  italianos,  ha  i>rovonido  do  la  evacua- 
ción de  la^  diligencias  que,  conforme  á  la  ley,  deben  practicar 
los  señores  jaecen  del  crimen  á  quienes  me  apresuro  ú  dar   cuen-  j 

tft,  en  cumplimiento  df*  mi  deber,  de  los  suicidios,    muertes    ro-       "^ 
jientinas,  etc.  *^ 

Sin  em))ar<^o,  animado  de  los  mejores  de.seo^  para  facilitar  el 
servicio  público,  dispondré  que,  en  lo  siicósivo,  cuando  ocurran 
OASos  de  tal  naturalezi,  so  dé  aviso  verbal  inmediato  al  Consula- 
do do  Italia,  para  que  pueda  entrar  de  lleno  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

Ijíma,  11  de  Mayo  de  1897. 

8,  P. 

G.  Tirado, 


I 
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Ua  ¿'eí/o  de  la  Prefertura-dH  Deparkcrnenio. 

Señor  Director: 

'  A  lo  informado  pjr  el  señor  Sabprefecto  del  Cercarlo,  e^-tn 
Prefectura  no  tiene  nada  que  agregar^  puesto  que  se  dú  uua  ex- 
plicacióu  satisfactoria  respecto  del  retardo  eon  que  se  envió  á  ia 
J.rgacrón  de  Ptalia  las  llaves  del  domícíKo  del  subdito  italiano  i 
que  liRce  referencia  el  señor  Ministro. 

En  lo  sucesivo,  la  Subprefectura  acelerará  los  trámites  á  que 
se  hace  refcuncia,  y  se  esmerará  en  dar  estricto  cumplimiento  á 
lo  estipulado  en  el  artículo  13  de  la  Convención  Consular  celo- 
brnda  entre  él  Perú  é  lialiai 

Lima,  23  do  Mayo  de  1897. 

F.  Bresani, 


PROTECCIÓN  Á  COLONOS  DE  Ul  WOaiWASX, — 1897. 

SmI  L^adojv  de  Italia. 

N?  7.  Idma,  29  <ji  Airii  dt  1897. 

Señoi*  Miuií^ni:. 

Hace  cosa  de  doa  meses  que  ta^e  á  lioixDr  de  manifestar  k 
V.  E.  Uu  poea  seguridad  {personal  en.  qaes9  eneuentran  lo»  nu- 
merosos sábdito&de  Bu  Majestad/ residentes  en  Cbancliamayo  j 
el  Perene,  según  muchos  dte  ellos  me  han  referido^  por  ser  insu- 
íicient^  la  fuerza  de  que  allí  dispone  el  Gobierno  para  defenfier- 
los  de  las  hostilidades  do  los  indios  veeinosu  Y.  E.  me  aseguró 
que  el  Gobierna  adoptaría  las  medidas  eonvenient^. 

Pero  no>  parece  que  las  medii&s  hasta  boy  adoptadas  por  este 
( iobierne  sean  tales,  que  tranquilicen  á  aquellos  colonos,  sru« 
que  son  indispensables  otraa  más  eficaces  para  garantir  la  vida  y 
lar  propiedad  ds  aquellos  residente»  uscienalea  &  extranjero»*, 

Al-  permitirme  llamar  nneTam^ite  la  seria  atenciófi  del  G^ 
bierno  de  la  República  hacia  este  asante^  uoí  puedo  menos  qoe 
hacer  presente  á  V.  E.,  el  alto  interés  que  tiene  el  Gobierno  ea 

49 


—  386  — 

asegurar,  do  uii  in^Jo  permanente  y  eficaz,  el  6r«l<n  y  la  tniu- 
(luilidad  de  aquellas  regiones,  si  verdaderamente  desen,  cotno  en 
efecto  a.^¡)ira,  á  atraer  siempre  nuevos  colonos  para  el  ílescnvol- 
vimiento  de  ios  recursos  naturales  y  el  bien  general  do  la  RopiV 
hlica.  Mientras  que,  de  lo  contrario,  los  colíno-i  (jue  hoy  se  en- 
cuentran allí  podrían  fácilmente  ser  inducidos,  a  pesar  de  los  sa- 
crificios que  han  hecho,  á  abandonar  aquellos  terHlorioscon  gra- 
vé uerjuicio  propio  y  del  Perú. 

•  Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle^  señor  Mini-tro, 
las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

Pitlro  CiUlellL 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Ri^a  Agüero,   Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 


Mia¡sley*io  de  Ilelaciones  Exteriores, 

N^  9.  Linia,  4  de  Mayo  de  1897. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  la  atenta  nota  de  V.  S.  II.,  fecha  29  de  Abril  úUi- 
mo,  número  7,  por  la  que  se  se  sirve  manifestarme  que  los  sub- 
ditos italianos  residentes  en  Chanchamayo  y  el  Perene,  tendrían 
más  seguridíides  contra  los  ataques  de  los  salvajes  que  amena- 
zan sus  exibtencias  y  propiedades,  si  se  aumentase  la  guarnición 
militar  establecida  en  dichos  valles. 

En  respuesta,  debo  expresar  a  V.  S.  II ,  que  vivamente  inte- 
resado el  Gobierna  en  la  tranquilida»!  y  progreso  de  las  coloniís 
radicadas  en  la  región  mencionada,  ha  estacionado  una  fuerza 
de  treinta  hombres  en  8an  Luis  de  Sliuaro,  bajo  las  órdciKs  do 
un  comisario,  (pie  tiene,  entre  sus  encargos,  el  muy  especial  «le 
protegtM*  la  vida  é  intereses  de  los  colonos  extranjeros. 

Ct)n  este  lunnero  de  soMado?,  se  consi<lera  suficientemente  res- 
guardadas á  las  colonias  de  cual<|uiera  invasión  que  los  salvajes 
pudieran  intentar,  como  lo  comprueba  <d  íiccho  de  que  la  for- 
mada p  )r  ciudadanos  peruanos,  que  está  más  a<le!ante,  inter- 
nada en  el  camino  del  «Pichis»,  no  ha  sufrido,  hasta  ahora,  con* 
tratiempo  alguna  y  lleva  á  cabo,  en  perfecta  tranquilidad,  los 
trabajos  (pie  ha  emprendido. 


rtrfr-9' 
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Por  lo  demás,  aunque  no  puede  servir  de  baae  á  alarmas  fun- 
dadas, el  lamentable  incidente  ocurrido  con  los  subditos  iügle- 
^es  Mi'lgeley  y  Woley,  en  Enero  dol  corriente  año,  núes  el  de- 
sastroso fin  que  tuvieron  se  debió  exclusivamente  a  su  temera- 
ria imprudencia,  be  trascrito  al  Mini.-íí  rio  de  Gobierno  la  nota 
de  V.  S.  H.  que  contesto,  á  fin  de  que  ad'>i>to  las  medidas  (¿ue 
juzn^ue  convenientes,  para  la  mejor  garantía  de  los  colonos. 

Me  es  grato  reiterar  á  \'.  S.  Jlonurablo,  en  esta  nueva  oportu- 
nidad, las  protestas  de  mi  ma?  di-tinguida  consi«lcración. 

IJ.  de  la   Hiva-Afjvero, 

W  Ilonorabk'  señor  Comendador  Tictro  Castclü,   Ministro  li^ú- 
dente  de  Italia. 


IMPORTACIÓN  DE  GANADOR    Á    ITALIA. — 1897. 

fu<i I  Legación  Oc  Italia. 

S'f  11.  Urna,  19  de  Junio  de  1897. 

Señor  Ministro: 

De   conformidad  con  instrucciones  de  mi  Gobierno,   tengo  el 
honor  de  informar  á  V.  E.,  que  es  perinitida  en  Italia  la  impor- 
itición  del  Perú,  de  ganado  vacuno  y  lanar,  do  h>s  cueros  crudos, 
lanas,  huesos,  cuernos,  j>e«uñas  y  otros  rest<)S»de   dichos   anima- 
/erf,  á  condición  de  que,  tanto  los  animales  como  los   resto.s   cita- 
dos, seaii  acompañados  de   un   certificado   sanitario   de  origen, 
otorgado  por  las  autoridades  locales  competentes,  y  visado  por 
el  Cónsul  ó  Agente  Consular  respcíctivo. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

Pieiro  Castclli. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Minis- 
tro do  Relaciones  Exteriores. 


¡linialcrio  de  ít^tacioneb  Etteriora. 

^■?  16.  Lima,  22  de  Junio  de  1S97. 

Señor  Ministro: 

lie  tenido  el  agrado  de  recibir  la  atenta  iiotu  do  V.  S.  H.,  íe^ 
clia  19  del  corriente,  número  1!,  por  la  que  se  sirve  iiifoiuut- 
iiio,  en  virtud  de  iastrueciones  que  le  ha  impartido  su  Gabienio, 
<¡iie  es  permitida  cu  Italia  la  iraportacióu  de  gniuido  vacuno  y 
liiunr  del  Perú,  así  como  de  los  cueros  crudos,  lanas,  luieíos,  etc., 
fitiiipre  que  ella  se  verifique  en  virtud  de  un  cerliticalo  5iin¡t!i- 
ri'>  expedido  jor  nuestras  autoridades  locales  y  visado  for  ti 
í'iiiiciouario  consular  respectivo. 

Eli  respuesta  tengo  la  honra  de  expresar  á  V.  S,  II.  •'[ws  Iw 
trascrito  au  estimable  comunicación  al  Ministerio  de  Fomento, 
i'iiyo  despacho  tomará  debida  nota  de  ella. 

Aprovecho  esta  ojiortuoidad  para  reiterar  ú  V.  S.  IT.  las  segu- 
ridades de  mí  más  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Ilira- Agüero. 

Al  Honorable  BcFior  Comendador  Pietro  Castelli,  MiiiislvoResi- 
dente  de  Italia. 


CASJK  DS  LAS  I'ARTIDAg   DBL  ESTA!>0  CTVIL. — 1S97. 
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No  habiendo  cesado  las  razones  que  me  habían  inducido  á  ha- 
cer á  V.  E,,  esa  comunicaciún,  que  no  fué  seguida  por  ninguna 
de  parte  de  ese  Despacho,  me  tomo,  nuevamente.  1a  lil>«'tAa   dy 
llamar  la  at-ención  do  V.  E.  sobre  ese  asunto,  'i'ie,  ad'j;.i';-;  'le   Íii 
leresar  rrcíprocnuiente  Aanibos  Oobienios.  ¡i;ttr.í-ii,  rlr-  n;i  iii"ii. 
esiiecial,  ít  la  numerosa  colonia  itnüaua  p.-sid'.-ntí;  r,-ii  p|  I'.ti'i,  y- 
los  futuilin.s  respectivas  residentes  en  Italia,  üsÍ  c:>ijirp   tuca   :i    .. 
regularidad  del  servicio  del  estado  civil  dt-l    P,-;!!!'»,  lo  que   ;í   * 
vez  irilercsa  al  orden  pí'blico. 

En  In  confianza,  pues,  de  que  V.  V..  í';  ■\v^\"ár{i   rüitar  ili,-;'- 
Clones  prácticas  y  eficaces,  á  liti  de  '¡'le  e!  iíí";,':¡'jií;iiI'j    prn   ■■■■ 
italo-peniano  recilia,  en  los  tónniíi'^.'i    pu'ilidí  ■',    cxii'-tu    i\- 
mifíilo,  por  parte  de  ios  CIouiíijüs    l'ruvii.-.i.í:.--    y    del    d 
Ctntral  de  la  ÜepúWifa,  pidu  U  vfiii;i    d  ;  .V    l^,  p.nM  s 
esclarecido  juicio  del  Gobierno  dot  l'i-rú  In  d'H  puní  i-    ,■    -i 
íes: 

1"  I  ja  necesidad  do  que  jior  l'.)'j  sirr^i'"-;    furi'.'ioniH';.  •    . 
íjistro  Civil  se  indique,  coli  la  mayor  e-a'-üiud   ipu  ;  -  • 
ble,  las  generalidades  do  las  p^ !■.■?( lUa-,  y  (.1  pnipio  i;- :   ■ 
comuna  del  nacimiento,  y  aún  má.-=,  euaiid'j  si-  Ira-     i 
de  definición,  que  sin  Ore  dalo  i-e  ti'ipii-/,a  á  luciii;,;. 
¡(o^ibilidiid  de  conocer  á  cuál  ilo  l.i-i  ^,2.30  '■uiul:,-.  -  . 
tíiitja  que  remitir  la  partida,  para  su  tra:oi'¡pi>¡,- . 
niuiiicipales  del  l-'stado  Civil;  al    pas^i  quL-  ai;-,;      , 
picados  peruanos  se  liuiitan,  conv,niin'>nlo,  á    '.    i. 
del  nai-i  mié  lito  del  finado  ó  <!e  las  parles,  Ci-.i   ¡ 
•■ni  (le  Jlalio,  ¡o  que  hacen  frccuu lilemente  ;: 
rantes  indican  la  comuna  de  on'yen. 

2!  Casamientos  de  italianos  con  peruiír.--  ■    • 
estabilidad  de  los  casamientos,  para  la  \i . 
Has,  es  de  interés  público  que  las  uiiÍori.>-  .■. 
rio  do  la  RepCiblica  sean  recouneidas  1;:- 
quiera  que  sea  el  pneblo  en  donde  ln* 
traslade,  y  no  suceda,  porainsigui.^::-' 
que  un  matrimonio  contraído  en  tí  ;" 
por  inobservancia  de  alguna  'le  I,.- 
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nes  o4án  encomendadas,  para  esos  actos,  las  funciones  de  oficia- 
les d(^!  e.stado  civil,  no  preocupándose  bastante  do  los  inconve- 
nientes í|U(í  pueden  derivar  de  un  matriinonio  en  cuya  cele- 
bración no  so  hayan  obseivado  sino  las  i»rcscripeioues  del  esta- 
tuto personal  de  una  sola  de  las  partos,  no  tienen  en  cuenta  los 
requisitos  arriba  citados,  ó,  á  lo  menos,  por  lo  que  concierne  fi 
ciudadanos  italianos,  aunque  desde  que  empezó  á  regir  el  actual 
Código  Civil  italiano  (18G6),  yo  no  haya  dejado  de  llamar  la 
atención  del  Gobierno  del  Perú  con  una  nota  dirigida  al  doctor 
Osorio,  uno  de  los  predecesores  de  V.  E.,  y  que  á  su  tiempo  fué 
publicada  por  el  Gobierno  do  la  Re2>úbl¡ca  en  el  diario  oficial  de 
aquella  época. 

No  dudo  que  V.  K,  animado  por  el  interés  de  las  familias  pe- 
ruanas y  por  la  conveniencia  de  promover  provechosas  relacio- 
nes sociales  entre  los  miembros  de  ambas  naciones,  tanto  más 
hoy  que  desea  atraer  al  Perú  nuevas  corrientes  de  inmigración, 
se  dignará  tomar  en  consideración  lo  que  he  tenido  el  honor  de 
someter  á  su  preclaro  criterio,  y  tenerlo  también  en  cuenta  en  la 
ocasión  en  que  el  Congreso  está. precisamente  llamado  á  dictar 
providencias  legislativas  sobre  lus  casamientos  de  extranjeros  en 
la  República. 

Reitéro'e,  señor  Ministro,  las  seguridades  do  mi  profundo  apre- 
cio. 

Castelli. 

A  S.  E.  el  seíior  doctor  don  Enrique  de  la  Kiva-Agüero,    Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 


r  • 

3Hni8Íet'io  ch  Relacionéis  Exteriores. 

N^  29.  Urna,  19  de  Octubre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto,  atentamente,  de  la  estimable  comunicacióa  de 
V.  8.  II.,  fecha  22  del  mes  próximo  pasado,  N^  21,  en  la  qae, 
rememorando  su  nota  verbal  de  81  de  Diciembre  último,  relati- 
va á  la  conveniencia  de  dar  ojecución  al  Protocolo  estipulado 
entre  nuestros  dos  Gobiernos,  en  4  de  Diciembre  de  1889,   para 
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ej  canje  de  las  partidas  del  e-ta  lo  civil  f)ertinent"S  á  los  respec- 
I  tivo'  na^ioimlps,  se  sirve  V.  S  H.  liaíiiar  la  atención  de  mi  Des- 
*     pach(»,  sobre  un  asunto  ijue  iutt^resa  recíprocaraent|9   á    los   dos 

paí.ses. 

i 

I        En  respuesta,  tengo  la  honra  de  participar  a  V.  S.  H  que  me 
lie  dirigido  a  los  Ministerios  de  Gobierno  y  lo  Justicia,    •  ncare- 

1^^  tiéndiéndoles  dicten  las  más  oportunas  mn^üilas,  á  fin  de  que  los 
Concejos  Provinciales  y  las  autoridades  eclesiásticas  de  las  dife- 
rentes provincias  de  la  Rt-públitfl^  den  exacto  cumplimiíuito  al 
referido  protocolo,  teniendo  e^special  cuiclado  do  indicar,  con  la 
mayor  exactitud  posible  loá  dalos  claque  hace  mención  V.  S.  11 
^u  la  nota  que  contesto. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á   V.  S.    II.  las  so- 
g'iridades  de  ini  alta  deferencia. 

E.  de  la  Tfíra-^güero. 

Al  líonorable  señor  Comendador  Pietro  CastelH,  Ministro   líesi- 
dí'ute  de  Italia. 


KKCr. A :  1  ACIÓN  PIANTANIDA  —1897. 

/*V^/¿  £,r^:  trió, I  (le  Jialio. 

* 

N*.*  -i?.  Lma,  Octubre   1  de  18i)7. 

í-^efíor  Ministro: 

llabiíndome  manifestado  el  ingeniero  don  Egidio  Piantanida, 
rué  no  es  su  ánimo  continuar  el  reclamo  que  tenía  presentado, 
e^de  un  principio,  directamente  al  Supremo  Gobierno,  y  poste- 
Lormente,  por  conducto  de  esta  Legación,  pidiendo  el  pago  de 
sxiiaa  que  se  le  adeudaban  por  trabajos  que  lo  fueron  interina- 
lente  euconiendados  por  el  Gobierno  del  Perú;  creo  convenien- 
íiiformar  á  V.  E.*  de  tal  desistimiento,  en  consecuencia  del  cual 
&  es  grato  dar  por  terminada  la  intervención  y  el  patrocinio 
^0*  oñíiX  Legación  tenía  concedidos  al  egregio  y  benemérito  real 
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Sírvíts©  VE.  aceptar  ta  expresión  cíe  mi  aíta  conaíderacióu^ 

CaslellL 

A  S.  E.  el  seuor  doctor  dou  Eiirir^ue  de  la  liiva-AgüeKO,  Miüi^- 
tro  de  Relaciones  Exteripres, 


ir' 


Ministerio  de  Belacionea  Exte^nores. 

N9  30  Lima,  5  de  Qol^u  <fe  X8»T. 

He  tímida  la  hoavQ^  de  recibii;  la.  oXqíxU)  »ota  d<Q  V.  S.  H.  fecha- 
da el  día  do  ayer,  N^  27,  por  la  que  se  sirvo  participorm»  que, 
habiendo  manifestado  el  ingeniero  don  Egidio  Piantanida,  que 
no  es  su  ánimo  continuar  la  reclamación  que  presentó  directa- 
mente á  mi  Gobierno,  y  posteriormente,  por  intermedio  de  esa 
Legación,  pidiendo  el  pago  de  ciertas  sumas  de  dinero,  creo  V.  S. 
H.  conveniente  informarme  de  tal  desistimiento,  siéndole  grato, 
con  este  motivo,  d^r  por  terminado  el  patrocinio  que  dio  la  Le- 
gación de  su  digfto  cargo  S  dicho  asunto. 

Al  expresar  á  V.  S.  H.,  en  respuesta,  que  se  ha  tomado  debida 
nota  en  mi  Despacho  de  ía  estimable  coatum€ecióii<  de  V8^  H.  ¿ 
que  contesto,  me  complazco  en  renovarle  el  testimonio  de  mi  al- 
ta d^fi^rax^. 

E  ch  hk  Riva  Agimro. 

Al  Hioac>ra]ble  s«lor  Comendador  Pietro  CasteUa»,  Ministro 
dente  ^  Italia:. 
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TÍSTA¥E>'^rARÍA  RICCA — 1S97. 

Reai  L^ación  de  Itaíia, 

N?  28.  L'ma,  U  de  Odnhi'e  de  1897. 

Señor  Miiiisko: 

El  17  de  Maj'O  último  fulleció  en  Lima  el  subdito  italiano 
Cayetano  Ilicca,  previo  t<?sUimento  público  del  5  del  mismo  me.s, 
otorgado  ante  el  notario  Prieto  de  esta  ciudad.  Dejó  por  herede- 
ros de  una  mitad  de  sus  bienes  á  su  liermano  Buenaventura,  y  de 
la  otra,  á  sus  sobrinos,  liijos  de  Cristina  Ricca,  todos  residentes 
en  Italia.  Dejó  al  hospital  italiano  un  legado  de  cien  libras  es- 
terlinas, y  nombró  albacea  á  un  amigo  suyo,  José  Angcleri,  resi- 
dente en  Lima. 

Como  bienes  declaró  el  tentador  los  siguient-es: 

1? — 400  libras  esterlinas  en  la  casa  de  comercio  de  esta  capi- 
tal, Jnau  Figari  e  hijos,  siendo  esto  todo  lo  que  dejó  en  el  Perú; 
pues  vivía  miserablemente  en  un  cuaTto,  sin  más  muebles  que  un 
l>eq«efio  lecho  sin  valor. 

2^^-En  Italia:  un  (nvJiío  de  7,000  liras  italianas  contra  su  so- 
brino Felice  Ricca,  y  otro  de  9,000  liras  italianas  de  Aíx  deuda 
pública  italiana  á  caigo  <le  utro  sobrino  Francisco;  los  que  pro- 
ducen anualmente  unas  700  liras  de  intereses.  Ambos  créditos 
son  de  dudosa  cobranza,  y  los  deben  una  pai*te  de  los  herederos 
citados. 

3"^ — En  Es{)aña:  otro  crédito  de  5,573  pesetas  españolas  con- 
tra otro  sobrino,  hijo  del  linado  Julio  Kicca,  residente  en  Hu- 
cha todavía  de*  más  dudosa  realización.  ^ 

Sobre  estas  partidas  liquidó  la  Junta  Departamental  de  Lima 
los  derechos  de  alcabala  que  ascendieron  á  la  suma  de  S.  284,44; 
y  habiendo  pedido  el  albacea  los  pormenores  do  la  liquidación 
para  su  justificación  entre  los  herederos,  no  pudo  conseguirlos, 
á  pesar  de  la  oficiosa  intervención  de  esta  Legación. 

Considerando  indebida  aquella  negativa,  y,  por  otra  parte,  que 
los  derechos  impuestos  han  sido  calculadt>5  sobl'e  los  bienes  exis- 
tentes fuera  del  territorio  j>eruano,  y  como  estos,  naturalmente 
estótt  afectos  al  pago  de  contribución  á  favor  de  los  países  donde 
so  ^Micuentrau  y,  por  tíonsiguiente,  no  podrían  lógicamente  ser 
grabados  de  alcal>alft  á  favov  del  deimrtamento  de  Lima;  por  ta- 
les cdRBídteracion^,  el  isoñor  Angeleri  me  ha  presentado  la  ad- 
junta •oliciiud  qUB  oonsidhefo  justa.  Debole  mi  apoyo  y  merece 

<5D 
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ser  tomada  en  consideración  por  el  Gobierno  del  Perú.  En  su  re- 
curso pide  el  recurrente  que  se  digne  V.  E.  ordenv  á  esa  H. 
Junta  Departamental,  que  indique  cuáles  son  Ids  bienes  qu^ 
croe  deber  tomar  como  base  para  el  cobro  del  impuesto;  y  dispo- 
ner que  de  aquellas  partidas  se  excluyan  las  que  representen 
bienes  muebles,  ó  sean  créditos  existentes  fuera  del  Perú,  esto 
es,  en  Italia  y  en  Espnña. 

Pura  corroborar  mi  demanda,  sírvase  V.  E.  permitirme  que 
invoque  la  reciprocidad  de  lo  que  disponen  las  leyes  italianas,  y 
que  sería  aplicable  en  idéntico  caso  á  la  herencia  de  un  ciuda- 
dano perQauo  que  testare  y  falleciere  en  Italia.  El  artículo  12 
de  la  ley  vigente  sobre  el  pago  de  derechos  de  registro  de  escri- 
turas y  de  herencias,  de  18  de  Setiembre  de  1891,  dice  textual- 
mente lo  que  sigue:  «  No  están  sujetos  al  pago  de  impuesto  pro- 
«porcional:  los  bienes  inmuebles  situados  fuera  del  territorio  del 
» Reino,  y  los  bienes  muebles  cuando  no  están  en  el  Reino  y  se  tn\s- 
« fieren  jíCr  causa  de  muerte.» 

Adjunto  á  V.  E.  copia  del  certificado  de  pago  de  los  referidos 
derecho?;  y  ofrezco  A  V.  E.  para  mayor  justificación  de  cuanto 
precede,  la  exhibición  del  testamento  de  que  se  trata,  ad  effectum 
ridendi. 

Sírvase  V.  E.  aceptar,  intertanto,  los  sentimientos  de  mi  alta 
consideración. 

Castelli. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Enrique  de  la  Riva- Agüero,    Ministro    do 
Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores» 

N?  33.  "  Lima,  20  de  Octubre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

En  rí-sííuesta  á  la  estimable  nota  de  V.  S.  IL,  fecha  14  del  mes 
oü  curso,  N^f  28,  relativa  á  la  testamentaría  del  subdito  italiano 
Cayetano  Ricca,  tengo  la  honra  de  participarle  que  me  he  diri- 
gido  á  la  Junta  Departamental  de  Lima,  encareciéndole  se  sirva 
informar  á  ^ste  Daspacho,  á  la  posible  brevedad,  sobre  los  pun- 
ios á  que  se  contrae  la  referida  comunicación  de  V.  S.  H. 
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Aprovecho  esta  oportunidad,  para  renovar  á  V.  S.  II.  las  segu- 
ridades de  mi  mas  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rivi-Agüei-o, 

Al  H.  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro  Residente  en 
Italia. 


Jlinislirio  de  Helaciones  ExUrlores, 

N?  37.  Lima,  24  de  Noiiemhre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  a  la  atenta  comunicación  de  V.  S.  H.,  ípcha  14 
de  Octubre  ultimo,  N?  28,  relativa  (i  la  testamentaría- del  subdi- 
to italiano  Cayetano  Ricca,  tengo  el  honor  d«  acompañarle,  en 
copia  certificada,  el  informe  que  ha  elevado  á  esto  Ministerio  el 
Presidente  de  la  Junta  Departamental  de  Lima,  en  el  <iue  mani- 
fiesta que  don  José  Angeleri,  albacea  de  Ricca,  omitió  observar 
la  liquidación  de  los  derechos  de  alcabala,  y  los  abonó  sin  pro- 
mover la  revisión  de  los  actos  del  tesorero  do  dicha  Corporación. 

Por  dicho  informe,  verá  V.  S.  H.  que  no  es  posiblo  formular 
cargo  alguno  contra  el  procedimiento  observado  por  la  Junta 
Departamental,  la  que,  sin  embargo,  por  coneideraciones  do  cor- 
tesía á  V.  S.  H.,  va  á  proceder  a  revisar  lo  hecho  por  la  tesorería, 
en  relación  con  la  testamentaría  de  Ricca,  y  al  hacerlo,  ante  un 
caso  completamente  nuevo,  establecerá  una  regla  general  estric- 
tamente conforme  con  las  prescripciones  legales  vigentes. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  renovar  á  V.  S.  II.  los  senti- 
mientos de  m^más  distinguida  consideración 

K  de  la  Riva-Agúero, 

Al  eeñor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro   Residente  de  Ita- 
lia. 
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11.  Jauta  Depar¿araenlal'^P'r€'iide7iciíi. 

Kxcmo.  Seüor: 

La  Junta  r)ei)aiianiental  ha  luamdo  en  sória  cousideraeióu  el 
oficio  del  H.  señor  Castelli,  trascrito  á  este  Despacho,  con  fecha 
21  (le  Octubre  último,  i)idiéndose,  á  la  ve/,  infoime  sóbrelos  pun- 
tos á  que  ese  oficio  se  contrae, 

Hasta  antes  de  la  couiunicación  del  Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores,  la  Junta  no  tenía  conocimiento  oficial  del  caso  de  la 
testamentaría  del  subdito  italiano  Cayetano  liicca;  pues  en  nues- 
tra organización  administrativa  los  impuestos  departamentales, 
como  la  alcabala  do  herencias,  son  recaudados  por  el  tesorero  del 
departamenia 

Es  natural,  ciertamente,  que  al  hacerse  la  recaudación  ocu- 
rran, como  ahora,  divergencias  de  criterio  entro  la  tesorería  y  los 
contribuyentes,  y  también  que,  en  ocasiones,  por  error  de  apre- 
ciación, la  tesorería  venfiqua  cobros  que  lo«  contribaytntes  oou- 
sdderan  iniUbiiloflt 

Pei^o,  on  situaciones  talea,  nuestras  leyea  y  reglamentea  atri- 
buyen á  las  particulares  el  derecho  de  exigir  la  rt^viaión  por  la 
Juuta,  y  aún  la  intervención  salvadora  del  Poder  Judicial,  lla- 
mado á  ordenar,  en  ultima  instancia,  que  $e  restituya  lo  que  se 
hubiere  cobrado  por  error. 

De  las  invesétigacionea  practicadas  por  la  Junta,  en  homenaje 
á  la  represen tución  del  eeñor  Ministro  de  Italia,  resulta  que  el 
albacea  do  Uicca,  Josf^  Angeleri,  omitió  ob.4orvac  la  liquidación 
de  los  derechos  de  alcal>ala,  y  que  realiaó  el  pago  puntualmente, 
sin  promover  la  revisión  de  los  actos  del  tesorero. 

lila  indudable  que  Angeleri  debió  hacerlo,  urgido  por  la  neee* 
sidad  de  obtener  un  testimonio  del  testamento  de  Ricca;  pero,  de 
todos  moda«,  aún  después  del  pago,  su  derecho  y  su  conveeien- 
oia  le  dictaban  ocurrir  á  la  Junta  y  hacer  valer  su  protesta. 

Expuesto  lo  anterior,  como  una  explicación  quc^  elimiim  todo 
cargo  contra  la  institución  departamental,  debo  agregar  que  la 
Junta  ha  creído  que,  por  tener  hoy  noticia  oficial  de  la  queja  de 
Angeleri,  va  á  proceder  á  revisar  la  conducta  de  la  tesorería  en 
relación  con  U  testamentaría  Rices,  y  que.  al  hacerlo  en  pre- 
sencia de  un  caso  que,  por  primera  vez,  se  le  ofrece,  establecerá 
una  regla  general  de  la  más  estricta  conformidad  con  las  pres- 
cripciones legales. 

Como  V.  E.  apreciará,  no  puede  mi  Despacho  prejuzgar  enjel 
ondo  de  este  asunto,  sometido  á  la  deliberación  de  la  Junta;  pe- 


—  397  — 

YO  sin  desconocer  que  el  nlbacea  Angeleri,  para  ser  oído,  ha  de- 
bido seguir  la  vía  contencioso-administrativa,  la  Junta,  £Ólo  por 
considei  aciones  do  cortesía,  tendrá  presentes  las  razones  expresa- 
das por  el  II.  señor  Castelli,  y  resolverá  en  ley  sobre  los  proccci- 
mientos  de  su  tesorero. 

En  (li.iuto  así  suceda,  me  será  satisfactorio  comunicar  a  V.  E 
e\  re^ullado. 

Lima,  12  de  Noviembre  de  1897. 

JL  Alzamorcu 


Ministerio  áe  ReUtciomet  ExteriúreM, 

K?  2.  Lima^  20  efe  Emto  de  1898. 

Señor  Ministro: 

líefiriendome  á  la  estimaUe  comunicación  de  V.  S.  II ,  fecha 
14  de  Octubre  áítiaio,  número  28,  tengo  la  honra  de  acompa- 
ñarle, en  copia  certificada,  el  oficio  que  ha  dirigido  á  este  Mniis- 
terio  el  señor  Presidente  de  la  Junta  Departamental  de  Lim.». 
trascribiendo  el  acuerdo  adoptado  poj  ésta,  relativamente  al  ex- 
pediente sobre  cobro  de  alcabala  á  la  testamentaría  de  don  Ca- 
yetano Rice». 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  renorar  á  V.  S.  II.  las  segu- 
ridades de  mi  más  distingida  consideración. 

JE.  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Honorable  señor  Gomeudador  Retro  Castelli,  Ministro   liCsi- 
dente  de  Italia. 


Oa 
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If.  Junta  Dep (fita mental. 

N?  2  Limo,  12  de  Eaen^o  de  1808. 

Señor  Oficial  Mayor  do  Relaciones  Exteriores. 

La  II.  Junta,  eii  seáióii  do  la  fecha,  ha  adoptado  el  acuerdo  si- 
guiente: 

cf  Visto  esto  expediente  sobre  oobio  de  alcaljala  a  la  ttst-ameu- 
taría  do  don  Cay^^tano  Ric(ía,  de  la  cual  es  albacea  don  Juan  Au- 
goleri,  vfíiido  para  que  la  H.  Junta  revise  el  procedimiento  Je 
la  te  orería;  y  atendiendo  a  que.  aunipie  es  aceptable  la  doctrina 
lo;^al  establecida  por  el  abogado  en  su  informe  de  f.  6,  ea  justo 
excluir,  en  el  presento  caso,  del  impuesto  los  créd'tos  que  aparecen 
dvjatlos  en  el  extranjero,  por  tent-r  que  verificarse  fuera  del  país 
las  obligaciones  que  de  ellos  se  derivan;  se  acordó:  ordenar  á  la 
tesorería  que  rectifique  la  liquidación  de  la  alcabala  do  que  se 
trata  y  devuelva  al  ulbaroa  la  parte  correspondiente  á  los  crédi- 
tos enumerados  en  las  cláu.^\i:as  4'?  y  5*  del  testamento.— Regís- 
trese, comuniqúese  y  pásese  nuevap.iente  a  dicha  oficina». 

Que  me  es  grato  trascribir  á  US.,  conforme  a  lo  que  expresé 
en  mi  informe  do  12  de  Noviembre  último  sobro  el  mismo  asun- 
to; desapare<Mendo  aM  el  motivo  de  la  gestión  diplomática  inicia- 
<la  por  la  Legación  de  Italia. 

Dios  guardo  á  US. 

L,  A  ha  mora. 


XACIONAIJDAD  DE  IaOS  HIJOS  HI-:  ITALIANOS 
MKMOUANDrX — ISOG. 

Rfü I  Legación  de  Italia 

El  Encargado  de  Negocios  de  Italia  ha  recibido  la  rutincacióu 
de  S.  M.  el  Rey  relativa  á  la  Convención  Consular  ajustada  en 
Lima  el  25  de  Febrero  do  1803  y  ha  sido  autorizado  para  proce- 
der inmefliat;i;neute  á  su  canje  con  la  ratificación  del  Presidente 
de  la  República  Peruana,  tan  luego  como  lo  halle  {yjr  conve- 
niente el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriorr «. 


^ 


m^^a 


—  399  — 

Debe  adverlirsc  al  intento  que  el  (Jobiorno  italiano  ha  expre- 
sado t-1  ilosco  de  que  en  el  ac;t»i  de  cnnje  de  las  ratificaciones,  se 
consigne  el  empeño  que  anima  á  ambos  Gobiernoe,  á  íin  de  pro- 
ceder á  las  última»  ge.^tiones  (|ue  han  de  definir  la  cuestión  de 
la  nacionalidad  correspondiente  á  los  hijos  de  italianos  nacidos 
en  el  Perú  y  a  la  de  hijos  de  peruanos  nacidos  en  Italia. 

El  presento  niemorauduin  presenta  algunos  esclarecimientos. 
noceí^arios  para  la  mejor  inteligencia,  acerca  del  punto  indicado^ 

IXí^de  luego,  en  el  proyecto  original  prcs  ntudo    \)or  el    poñoj 
Lecca,  pobre  el  artículo  1»^,  nferente  á  las  sucesiones,  figuraba  e^ 
incÍM»  siguiente:  «Iv  s  cóitsulcs  jo.lrán  proveer,  cuando  so  requie 
ra,  {\  \h  tutela  v  curaí^uría,  de  conlormidad  con  las  leves   de   lo 
l)aíseH  re-jpectívos.«     E^  de<!Ír,  que  si    ocurría    el  caso  de  fallece 
intest^ido  un  italiano  en  el  rcrú,  dejando  hijos  menores,  la    tute" 
hi  de  dichos  menores  habría  [)odi(iu  ser  constituida  por  su  proi»io 
Cónsul. 

El  (iobierno  peruano  se  negó  a  aceptar  este  inciso,  «legando 
que  la  tutela  debía  estar  siempre  sujeta  á  las  autoridades  locales, 
desde  que  los  hijos  menores  debían  considerarse  como    peruanos. 

La  frase  del  proyecto  italiano:  «cuando  se  requiera»  en  nada 
comprometía  la  cuestión  de  nacionalidad,  pudiendo  ella  referir- 
se solamente  á  la  tutela  de  lo»  menoros  que  hubiesen  nacido  en 
Italia.  Pero  el  Encargado  do  Negocios,  por  deferencia  al  Go- 
bierno dol  Perú  y  deseoso  de  ajusWu'  este  convenio,  iniciado  des- 
de inuchoái  años  atrás,  tomó  bajo.su  responsabilidad  el  no  insis- 
tir 611  la  inserción  del  citado  inciso,^que  fue  suprimido. 

No  quedó  satisfecho  el  Gobierno  italiano  en  vista  de  este  re- 
sultado, porque  habría  anlielado  definir  mejor  la  cuestión  relati- 
va á  la  nacionalidad  de  los  menores;  ó,  cuando  menos,  hubiera 
Ífrocura<lo  establecer  la  reglado  que  á  los  cónsules  no  se  les  des- 
piojara totalmente  de  su  misión  protectora,  tratándose  de  ciuda, 
danos  italianos  sometidos  a  la  tutela. 

Con  tal  motivo,  en  virtud  de  instrucciones  recibidas  de  Uoma, 
esta  Legación  propuso,  que  se  esclareciese,  siquiera  mediante  un 
cambio  do  notas  y  en  los  términos  arriba  expresados,  el  alcance 
que  el  Gobierno  italiano  tenía  la  mente  do  dar  a  esta  concesión. 

No  siendo  tampoco  aceptado  el  cambio  de  notas,  la  (Conven- 
ción fué  firmada  por  el  mórito  de  las  razones  preindicadas;  y  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  señor  Jiménez,  en  su  nota  de 
18  de  Julio  de  1893,  N.^  27,  condescendió  en  declarar  que,  -res- 
j^ecto  de  la  nacionalidad  do  los  hijos  de  italianos  nacidos  en  el 
Perú,  el  Gobierno  peruano  continuaría  observando  los  principios 
ijue  regían  su  conducta  ant^s  de  iniciarse  las  negociaciones  para 
suscribir  el  convenio  en  el  cual  sr  suprimió  el  párrafo  aludido. 
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Ciertamente  no  es  creíble  que  fuera  deseo  de'  la  Cancillc- 
m  {>eruatía  dejar  en  suspenso,  de  uua  manera  Lideñiiida,  inn 
punto  de  palmaria  ^mporiaaoía  ¿e  la  logislaoión  iiiteraacioual; 
puesto  que  no  pudiendo  llegarse  á  uu  aouei'do  ev?noi7eto,  su-bsktá- 
rá  sienapre  e4  conflicto  «ntre  las  legislaeioues  de  amboíS  países, 
}»nes  las  leyes  italianas  <tMitinaarsla  <íonftiderauiU)  italianos  á  los 
íiijos  desús  eonnadonale»  nacidos  eu  el  Peni,  y  Iüb  leyes  perua- 
nas considerarán  á  loe  niistnos  hijos  de  ifcal-iawo^  ^<d\no  ]>eTuan©¿. 

Está  en  el  interés  de  uno  y  otro  Oohiei'»*^  bailar  h\  fórmula 
f;ue  satií^fií^a  las  exigencias  de  kis  dos  J^gislaf  iones  opuestas, 
ii  lid  o  de  esi)eraifle  que  la  Cancillería  ixruíina  ko  e>íquivaiáo(U- 
I  arse  de  csie  asunto,  ó  iniciar  con  e^in  lif^^ación,  \i\^  <;estio:íes  eim- 
íluccn^Ts  á  fijar  tal  condición  de  naci^jnalidiid  en  mi  sentido  ya 
expresado. 

Uno  de  los  primeros  pasos  fué  diido  anterionneiile  porcétí  Mi- 
Tii-^te^'io  que,  en  1890,  salvo  urrur  acerca  de  Ui  exactitud  de  la 
f«  cha,  nombró  una  comisión  presidida  por  (1  doctor  don  Ranxiü 
Kibeyro,  con  el  encargo  de  estudiar  la  cuestimí  j  j>roponer  m\ 
proyecto  aceptable  para  los  dos  países. 

Fundadamente  se  puede  suponer  que  ningún  proyecto  se  lia 
j>resontado  hastíi  el  dia  de  boy;  siendo  desconocidas  I  is  razoives 
que  para  ello  existirían. 

Por  ahora,  se  pido  siínplemente  qne  el  (íobiorno  p«M*'vaí:o  ex- 
]>rcse  su  deseo  de  proseguir  las  gestiones  con  la  'Legación  de  lía- 
lia,  tendentes  á  resolver  e3ta  cuestión  de  un  nvv\n  e<iaitativo  y 
bien  determinado. 

Bajo  el  punto  de  visüi  ja r.'d ico,' según  los  ]>r¡n<'i¡>io-  ab-t^acUv? 
ó  teóricos,  el  conílicto  entre  los  sístetna.s  de  los  esíutnlos  [)e.rsau{il 
y  re.il  n  >  pieda  constituir  un  obstáculo  insuperable,  pues  uííi- 
cIkm  j  h'Í^;í  )níaUo5,  ibistrados  de  esta  R'*[>ú})lie;u,  ?^í)-;tifMien  la 
a  loTí.?ión  (bi  la  primera  de  dichas  teorías,  el  cí-tainto  personab  C4>- 
lu  >  mi-;  Cv)nfo'raeá  la  justicia  y  m;is  en  armonía  «eon  el  iv-_[*eto 
ílebi  1)  á  l«i  p3ráonal¡da(l  humana.  Es,  alemas,  sat^íadoriii  re- 
conocer íjue  la  doctrina  mencionada  so  enseña  también  eu  la 
ilustre  Universidad  de  esta  capital. 

Ko  obstante,  en  la  práctica,  subsiste  el  conflicto  á  ciiusa  de  Uis 
disposiciones  completamente  distiutas  qivc-se  enc'.eüLian  en  las 
d()5  leyes,  italiana  y  peruana.  Ea  efecto  el  articulo  4i*dcl  c'»- 
di«jo  civil  italiano  dice:  «Es  ciud^wlano  el  hijo  de  p¿\dre  ciudada- 
no^ y  el  artículo  34  de  la  CoustitucicW  i^raana  oslablece  q?ic: 
»s(3n  pcraan>3  los  que  nacen  en  el  territorio  de  la  Repúblic^i.* 

Ab  n\\  biea,  esta  contundente  disposicióii de  la  ca^La  íucdamea- 
tal  dd  Perú  p-irooe  haber  «do  siempre)  el  ^escollo  coaitn'a  el  cual  se 
U\'i  citrell.il)  bj  eifaer¿>3díi  los  uegodadores,  füu  embargo,  flá 
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necesario  observar  que  esta  regla  se  presta  d  una  diferente  inter- 
prelacióii:  en  primer  lugar,  porque  las  disi)osiciones  de  la  le)%  en 
este  caso,  deberían  entenderse,  si  se  quiere,  como  un  beneficio 
otorgado  por  ella,  en  vez  do  una  obligación  impuesü\  también  á 
quien  no  tuvi(se  intenci«')n  de  aprovecbar  de  él;  y,  en  segundo 
lugar,  p()r<]Uo  la  misimi  Constitución  agrei^a,  en  el  mií^mo  artícu- 
lo, que  son  peruanos  los  liijos  de  padre  peruano  ó  de  madre  pe- 
ruana nacidos  en  el  extranjero  y  cuyos  nombres  se  liayan  inscri- 
to en  el  registro  cívico,  por  voluntad  de  sus  padre??,  durante  la 
minoría,/)  i*ov  la  .suya  pro[)ia,  luego  que  bubiesen  llegado  á  la 
mayor  edad  ó  hubi»  sen  sitio  emantipados. 

Deosta  j)ról>i<1a  <l*s|)usici<')ii  cIui^aiiuMite  se  desprende  ({uo  la  in- 
tención del  legi>l:ulMr  [leruano  ha  sid«»  líl  <ie  dejar  plena  facultad 
al  ciudadano  de  hacer  que  sus  hijos  menores,  aun  cuando  hubie- 
ran UMcido  en  el  extranjero,  J)Uí'(1l'  i  considerarse  como  ciudada- 
nos peruanos  ó  extranjeros,  sec^un  volinitad  del  padre,  con  la  úni- 
ca <x)iidición  de  procurar,  en  el  primer  ca^so,  de  liacerlos  inscribir 
en  el  registro  cívico. 

;,Y  sería  posible  admitir  r^nc  el  mismo  legislador  no  debió  con- 
ceder, sií|niera  por  'u\  principio  de  rec'i[MV)oidad,  satu-ionndo  en 
todas  las  naciones  [«or  el  derecho  internacional,  la  nusiua  facul- 
ti^d  A  un  extranjero  (oi-  ^:o  trillado  á  vivir  en  el  Perú? 

La  controversia,  como  -o  vé.  limita  exclusivamente  el  concepto 
juríilico  á  la  nacioualid:i(i  de  los  nu ñores;  juiesto  que,  tratándo- 
se de  pers<.»nas  mayores  <le  edad,  estas  jMieden  siem|)ro  0)>tar  por 
la  nacionalidad  ipi».-  uiejor  l.s  convenga:  ni  el  código  italiano  so 
ojxineáeüu.  Cuando  mucho  sería  eui'stión  de  re^lameular  la 
forujíi  v  ]'^^  moios,  i\i  <A  sontido  en  i\uv  la  lev  ilaüana  i'onside- 
ra  comu  ciudadanu^  á  Kfs  hijos  do  itsalitinos  naei«lv)s  cu  cd  t*.\tran- 
jero,  sin  necesidad  d.v:  «lUe  ello?,  ui:a  vtv,  alcan/^ida  la  n  ayor 
edad,  bailan  especial  d'.olaraoión;  mieníi'as  que  la  Ity  peruana 
los  Consideraría  j.t'ru!in?;s  liasta  el  mominlo  en  (pie  estos  hicie- 
ran foruial  r(;nunei:i  de  su  primitiva  nacionalidad.  Ksto  punto 
podría  arreglarse  íacilmenle,  tratándose  de  una  m(?i'a  formalidad 

Lo  esencial  consiste  en  establecer  el  princi]>io  y  evitar  así  el 
serio  inconveniente,  (pie  se  presenta  todos  los  días,  de  ({ue  una  mis- 
ma perdona,  que  es  considerada  como  })cruaiui  en  el  Perú,  está 
considerada  en  Italia  como  italiana. 

La  Cancillería  peruana,  en  más  de  una  ocasión,    ha   sostenido 

icedió,  por  ejemplo,  cuando  se  trató  de  someter 

■^servicio  militar  á  los  hijos  de  italianos  micidos 

xJZá^    '  '■^os  á  Italia;  resultando   de  aquí  que  el  Go- 
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bienio  i>ernano  ho  luibiera  negado  a   cenccdcrleí;   la   protección 
<iue  aquellos  invocal>íln  en  nombre  de  su  ciudadanía. 

l.iüín,  Marzo  20  de  189G. 


tlluv'Hícrio  de  lídactonef^  Krteriores, 

N?  12.  Lima,  15  de  Junio  de  1890. 

Señor  Encargado  de  Negocio?: 

En  la  conferencia  <jUO  tuvo  US.  con  el  infrasoi-ito,  el  día  en  que 
se  procedió  al  canje  de  las  ratificaciones  de  la  Convención  Coii- 
sU'ar,  me  indicó  US  la  conveniencia  de  que  este  Despacho  diese 
respuesta  al  memorándum  de  US.  explicalorio  de  los  deseos  del 
(íobie^no  que  US.  di.unamente  representa,  de  que  en  el  acta  de 
canje  de  las  referidas  ratificaciones,  se  haga  notaf  el  empeño  que 
anima  ii  nuestros  respectivos  Gobiernos  de  proceder  a  las 
últimas  gestiones  que  han  de  definir  la  nacionalidad  corres- 
pondiente á  los  hijos  de  italianos  nacidos  cu  el  Períi  y  á  los  de 
peruanos  nacidos  en  Italia. 

Muy  grato  sería  para  este  Ministerio,  en  homenaje  á  la  armo- 
nía y  cordialidad  que  sien^pre  han  guiado  las  relaciones  oficia- 
les do  Italia  y  el  Perú,  dejar  terminado  el  punto  de  que  trato  en 
la  forma  propuesta  ]>or  US.;  pero  existiendo  vigentes,  y  en 
plena  observancia  i>roscripciones  terminantes  de  nuestra  carta 
fundamental  y  de  la  legislación  que  nos  rige,  que  especifican  con 
toda  claridad  la  condición  civil  de  los  nacidos  en  territorio  pe- 
ruano, no  podría  esta  Cancillería,  sin  hacer  caso  omiso  de  ellas, 
aceptar  las  proposiciones  que,  por  el  respetable  órgano  de  US.., 
so  ha  servido  insinuarle  la  del  Oobierno  italiano.  I*or  lo  demás, 
uie  es  satisfactoíio  expresar  ú  US.  que  la  Legación  de  S.  M.  cu- 
centrará  siempre  en  este  Departamento  todo  género  de  facilida- 
des para  discutir  el  asunto  de  que  he  tenido  el  honor  de  ocupar- 
me y  arribar  u  un  resultado  que  concuerde  con  los  deseos  del 
(íobierno  do  US. 

Sírvase,  señor  Encangado  de  Negocios,  aceptar,  una  vez  más, 
las  seguridades  de  mi  distinguida  considerrción. 

Iticardo  Cydi7.  de  Zevallo  5^. 
Al  señor  (íiulio  M.  Lecca,  Encargado  dc'Negocios  de  Ita^  lia. 

y: 
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KECLAMACIONES    SAÍ^TAMiRÍA  Y  VALLK.  — 1800. 


Iteal  Legación  de  Italia. 


N?  1 2. 


Limoj  10  de  Junio  de  189G. 


Señor  Ministro: 


Refiriéndome  á  mis  dos  notas  del  25  de  Abril  y  20  de  Mayo 
próximo  pasado,  me  es  honroso  remitir  á  Vuestra  Excelencia  los 
docurnentos  adjurólos,  con  los  cuaKá  los  .^enoics  Ar«gol  \'alle  y 
FranHsio  Santamaría  dejmi  con.^taü'cia  del  pa^o  de  sus  respecti- 
vas reclamaciones  satisfechas  por  el  Supremo  (íobierno. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,  para  ofrecerle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

(V.  M.  Lecc(>. 

Excmo.  Feñor  doctor  don  Ricardo  Oiliz  de  Zevallo?.  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Yo,  infrascrito,  Franci.sco  Santamaría,  ciudadano  italiano,  pro- 
pietario, residente  en  Chanchamayo,  habiendo  prcsíntado  desde 
el  año  de  18S8,  por  medio  de  la  Keal  Legación  de  Italia,  un  re- 
clamo conducente  á  obtener  del  Gobierno  del  Perú  una  indem- 
nización en  dinero  por  jierjuicios  pue  jne  habían  ocasionado  ac- 
tos abusivos  de  las  autoridades  k  cales,  declaro  que  mi  expresado 
reclamo,  fijado  jjor  tansacción  en  la  suma  {\Qíohs  mil  (S.  1000) 
ha  sido  terminado  d  mi  entera  satisfacción,  habiendo  recibido  de 
la  Real  Lepación  de  Italia  en  LÍJi>a  la  referida  suma. — Y  niieri- 
tras  declaro  que  renuncio  á  cuahiuiera  otra  exigencia  ante  el 
Gobierno  del  Perú  en  cuanto  te  relaciona  con  el  citado  rerlamo, 
otorgo  el  presente  recibo  al  señor  Cónsul,  Julio  M.  Lecca,  R*  In- 
caricato  d'Aftari,  para  que  sirva  como  definitiva  cancelación. 


Chanchamay( ,  Junio  4  de  1896. 


Irandiaco  Santamaría. 


\ 


\ 
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Yo,  el  abajo  firmado,  Ángel  Valle,  subdito  italiano,  comer- 
ciante, residente  en  Tarina,  declaro:  Cjuc  habiendo  presentado 
desde  el  año  18S4,  y  por  conduelo  de  hi  Real  Legación  Italiana 
de  Lima,  un  reclamo  con  el  objeto  de  obtener  del  Supremo  Go- 
l)ierno  del  Perú  la  restitución  de  una  mesada  que  se  me  ha  exi- 
gido do-'  v*.'('is  por  Ule  \ic  vb^  ];i  fucr//:i  i'Or  e!  ct^ntrato  de  adjudi- 
cación del  cobro  de  mojonazgo  y  J^eaje  del  camino  de  Chf  ncha- 
ma3'0  y  \''ítoe,  qiic  diclio  mi  reclamo  ha  sido  atendido  á  mi  en- 
tera satisfacción  y  que  he  recibido  de  la  líeal  Legación  Italia- 
na de  Lima  la  cantidad  de  un  mil  quinientos  soles  de  plata. 

Y  mientnis  declaro  que  renuncio   á  toda   ulterior  pi*etensión 
contra  el  Supremo  Gobierno  del  PerÍK  en  todo  lo  que   se  refiere   , 
al  reclamo  mismo,  otorgo  el  presento  recibo  al  señor  Cav.    Julio 
M.  Lecca,  R.  Encargado  do  Negocios  de  S.  M.  el  Key   de   Italia, 
para  Cjue  sirva  como  constancia  de  cancelación  definiti"sti, 

Tarma,  Mayo  11  de  180C. 

Ángel  Valle. 


KKCLAMACIÓN  DERCIII  — 1894. 

MinúLerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  42.  Lima,  18  de  Octubre  de  1894.      ^ 

Señor  Ministró: 

Los  documentos  que  V.  S.  IL  se  sirvió  presentarme  en  nues- 
tra última  conferencia,  establecen  que  hay  motivos  para  creer 
exactos  los  hechos  relatados  por  Jacinto  Derchi  en  la  reclama- 
ción para  el  pago  de  dos  lanchas  de  su  propiedad  empleadas  por 
la  autoridad  militar  de  Pabellón  de  Pica  en  1879,  en  servicio  de 
las  fuerzas  de  su  raando. 

Según  los  diferentes  informes  que  hemos  tenido  á  la  vista,  esas 
lanchas  se  perdieron  antes  de  ser  devueltas  á  su  dueño,  en  una 
braveza  de  mar  que  sobrevino  intempestivamente. 

Esta  circunstancia  me  sirvió  de  fundamento  para  expresar  á 
V.S.  H.  que  no  era  el  caso  de  considerar  la  reclamación  en  el  tír 
rreno  del  estricto  derecho,  sino  el  de  la  equidad,  y  propuse  á  V.S 
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H.  poner  término  final  al  asunto  nicdiiuite  el  reconocimiento  y 
pago  ú  Dercbi  de  la  suma  de  8.  750,    moneda  peruana. 

Confiaílo  en  q.ue  V.S.  IL,  encontrará  ace})lablo  esta  solución, 
voy  u  pedir  al  Congreso  que  inclusa  ¡a  ]»artida  res])ecliva  en  el 
presupuesto  del  pz-óximo  ana 

Reitero  á  V.S.  íí.  la>  -eguriu^aUb  d-  i.ii  uúa  di^iinguida  cou- 
sideración. 

il/.  Ir  i g  oyen, 
Al  H.  señor  David  Segre,  Ministro  Residente  de  Italia. 


(coxfidexcÍal) 

LimOy  10  de  Odubi^e  de  1894. 

Sefior  Ministro: 

Las  dimensiones  de  las  lanchas  Deiclii,  según  declaración  del 
Capitán  del  puerto,  eran: 

1"  Eslora  38  pies  3  pulgadas. 
Manga  12    »    — 
Puntal    3     »    1 
2?  Eslora  29     »     — 
Manga  10    «    — 
Puntal    4     ))    1         )) 
Con  sentimientos  de  alta  considoración,    de  L^    atento   seguro 
servidor  y  amigo. 

D,  Segrc. 


Legetción  de  Italia  m  el  Perú, 

K?  50.  Lima,  22  de  Octubre  de  1S94. 

« 

Señor  Ministro: 
En  su  estimable  nota,  fecha  19  del  que  rige,  hace   V.  E.   refe- 
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rancia  á  la3  circunstancias  en  que  se  perdieron  las  lanchas  de 
don  Jacinto  Derchi,  y  piensa  que  sea  llegado  el  caso  de  conside- 
rar la  reclamación  bajo  el  punto  de  vista  do  la  equidad,  más 
bien  que  en  estiicto  derecho,  y  me  renueva  la  proposición  que 
verbalmente  me  hiciera  para  poner  término  á  este  incidente,  me- 
diante el  pago  de  la  cantidad  de  S.  750,  suma  que,  confiado  eu 
mi  aceptación,  pedirá  al  Congreso  la  incluya  en  el  presupuesto 
para  el  próximo  año. 

No  obstante  que  el  señor  Derchi  hace  ascender  su  reclama- 
ción á  $  1790  pesos  oro  (mil,  por  capital,  y  790,  por  intereses  des- 
de el  lo  de  Agosto  de  1879);  tomo,  sin  embargo,  sobro  mí  la  fa- 
cultad de  aceptar  la  transacción  propuesta  por  V.  E.,  en  la  inte- 
ligencia, que  no  habrd  otro  relardo  para  el  pago  que  el  previsto 
en  la  nota  que  tengo  el  honor  de  contestar. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seglaridades  de  mi  más  alta  cojiside- 
ración. 

D,  Segre, 

A  8  E.  el  doctor  don  Manuel  Irigoyen,  Ministro   de   Relaciones 
Exteriores. 


M.n¡>ilcrio  de  liclactoiics  Kderiorc-'^. 


N'?  1. 


Lhm,  h'y  de  Marzo  de  1896. 


.ScHor  Euoargadq  de  Negocies: 

En  cumplimiento  del  convenid  celebrado  entro  esta  Cancille- 
ría y  esa  Jiegación  sobre  el  reclamo  del  subdito  italiano  Jacinto 
D.Tchi,  tongo  el  nitrado  de  remitir  á  V.  8.  el  H!)ram¡ento  N?  OOS 
contra  el  Ministerio  de  Hacienda,  por  S.  750,  en  cancelación  de- 
finitiva del  mencionado  reclamo. 

Ai>rovecho  la  oportunidad  para  reiterar  á  V.  S.  las  segurida- 
des de  mi  distinguida  consideroción. 

•      Ricardo  Ortiz  de  Zevallos. 


Al  señor  Giulio  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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KFX'LAXÍACIÓX  LEOXARDl»  — 189G. 

Ministerio  de  Relacione$  E.r!>(n'¡ores. 

X^  16.  Livia,  7  de  Áfjosto  de  189R. 

Señor  l'^ncargado  Je  Negocios: 

Me  es  grato  acompañar  á  la  presente  el  libramiento  N?  047, 
]>or  dos  mil  quinientos  soles  (S.  2,500)  importe  del  saldo  pen- 
diente de  la  reclamación  Loonardi,  (1)  que  queda,  por  tanto, 
cancelada. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  a  ^^S.  las  seguridades 
de  mi  particular  consideración. 

Uicardo  Orir:,  de  Zcvallos. 

Al  señor  Giulio  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Real  Legación  de  llalla, 

X^  17.  Lima,  9  de  Agosto  de  1896. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  avisar  recibo  ti  Vuestra  Excelencia  do  un 
libramiento  por  la  cantidad  de  soles  2,500  importe  del  saldo 
¡)eudiente  de  la  reclamación  Leonardi,  y  que  Vuestra  Excelen- 
cia tuvo  á  bien  remitirme  con  su  apreciada  nota  de  7  de  los  co- 
mentes, N?  16. 

Aprovecho  de  la  oportunidad  para  dejar  constancia  de  la  ck- 
tinción  total  de  esta  i-eclamación  y  pira  dar  las  gracias  á  Vues- 
tra Excelencia  por  la  condescendencia  e  interós  con  que  contri- 
buyó á  la  definitiva  solución  del  asunto. 


(1)  Esta  reclamación,  reconocida  ea  23  de  Octubre  de  1892,  ascendía  á 
S.  13,850  de  los  que  S.  5,925  han  sido  pajados  después  del  20  de  Marzo  de 
1895. 
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Sírva3e  aceptar,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi   naás  al- 
ta" consideración  y  apre<?io. 

6^.  M.  Lecca. 

Excmo.  señor  doctc^r  don  Ricardo  Ortiz  de  Zevallos,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriooes. 


«■  I   I  ■ 


KKí'LAM  ACIÓN  MOLFINO-  -1890. 

Admi ¡miración  de  la  Aduana. 

Callao,  Sctiemhre  9  de  1890. 

Apareciendo  del  informe  de  la  Dirección  de  Entradas  que  las 
mercaderías  que  se  encucntjan  anotadas  en  la  relación  que  se 
acompaña  y  cuya  entrega  reclama  la  casa  de  Molfino,  han  sido 
manifestadas  por  la  Agencia  do  Castaños,  siendo  esc  comprobante 
el  título  bastante  para  esta  Ivcnía  de  la  propiedad  de  Castaños, 
respecto  de  las  referidas  mercaderías,  que  responden  al  pago  de 
la  cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  cuarenta  y  dos  soles  sesenta 
y  siete  centavos  que  adeuda,  por  cargos  pendientes;  se  declara  sin 
lugar  el  reclamo  de  !a  casa  Mollino  y  compañía  que  pide  la  sus- 
pensión de  la  detención  ordenada  por  este  Despacho  respecto  de 
las  Boercaderías  indicadas,  y,  en  consecuencia,  llévese  adelante 
dicha  retención  y  nolifí(]ucse  á  la  Agencia  de  Castaños  para  el 
[>agí>  de  la  cantidad  que  adeuda  en  el  término  de  segando  día, 
bajo  apercibimiento  de  remate  de  diclms  especies,  haciéndose  sa- 
ber por  el  escribano  de  la  Renta. 

Elias» 


Ministerio  de  Hacienda  ¡j  Comercio. 

Li.na,  OeU'breAS  delSQO. 
Vista  la  solicitud  de  la  casa  canwtcial  D.  Molíino  y  C^-  jm  la 
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.que  pide  revisión  de  la  resolución  de  9  de  Setiembre  último,  ex- 
pedida- por  el*  Ad^ninistradbr  de  ia  Aduana  del  Callao,  por  la 
que  declara'  sin  lugar  la  reclamación  hecha  por  la  casa  mencio- 
nada, para  que  se  suspenda  la  orden  de  retención  de  unas  mer- 
caderías dfe  su  propiedad;  y  considei^ando:  que  las  indicadas  mer- 
caderías ftieix)n  manifestadiEis  por  el  Agente  Castaños  y  0^  que 
es  deudora  lá  A^uana<de  la  suma  de  S.  4,242.07;  que  el  hecho 
de  haber  manifestado  Castaños  dichas  mercaderías  lo  constituye 
dueño,  como  lo  expresa  el  párrafo  1?  del  artículo  38  del  Regla- 
menlo  d^ComerciOi  por  lo  que  han  sido  retenidas,  á  fin  de  satis- 
facer con  ellas  el  adeudo  referido;  y  que  además  Molfino  debe  á 
Castaños  la  suma  dfe  S.  109.08;  apruébase  la  resolución  de  que  se 
reclama,  pudiendo  Iffi  casa  i^oüurren te  luioer  usq  de  su  derecho 
contra  el  Agente  citado  en  el  modo  y  forma  que  viere  conve- 
nirle. 

Comuniqúese,  regístrese  y  publíquese. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Quintana. 


Lcgaci&ii  de  Italia  tii  el  Perú, 

Lima,  Noviembre  3  de  1391. 
Señor  Ministro: 

La  casa  comercial  italiana  D.  Molfino  y  C^„  establecida  en  esta 
ciudad,  me  iaforma  haber  presentado,  en  Noviembre  último,  un 
recurso  al  señor  Ministro  de  Hacienda,  pidiendo  la  devolución  de 
S.  4,300  con  sus  intereses  respectivos,  suma  que,  según  ellos  ase- 
guran, le  fué  injustamente  exigida  porla*  Aduana  del  Callao. 

Los  hechos  expuestos  por  los  declarantes  son,  en  pocas  pala- 
bras,, los  siguientes:. los  señores  Molfino  y  C^  hasta,  oh  año  pasa- 
do, tenían  por  sus  agentes  de  aduana,  á  los  sefiores  Castaños  y  C? 
del  Callao;  pero  habiéndoles  desagradado  sus  servicios,  los  reem- 
plazaron- con  lo»  señorea,  Lacliarriere  y  C*  en  circunstancias  en 
que  teníjpmidepositadaa.en  dicha  Aduana  mercaderías  poi  valor 
dé  S.  30;000  treinta  mi4  solfes  de  plata.  Los.  señores  Molfino  y 
Cí  dicen  que  inmediatamente  comunicaron  á  la  Aduana  la  sus- 
titución citada. 

52 
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Poco  Jespues  el  Ailininistra^lor  uc  la  Aduana  del   Callao,    ex- 
pidió un  decreto  hac-ién<iolos   responsables   de    la   suma   de    (S. 
1/202.07)  cuatro  mil  docieutod  stvsenta  y  dos  soles,  sesenta  y  siete 
centavos  plata,  por  derechos  que  los   Cnstauoa   debían    á   dicbft 
Aduana  por  despachos  de  mercaderías  efectuados  por  ellos  y  por 
cuenta  de  varios  C'»iuerciantes:  oponiéuduse  dicho  Administrador 
♦    í\  entregarles  á  los  í?eu  »ies  Molíino  ¡as  mercaderías  que  tenían  en 
los  iilinacenes  de  hi  Aduana,  i)or  lo  cual  pretirieron    pagar   bajo 
jMoiesla  la  suma  indicada. 

'  Agradeceré  á  V.  E.  se  sirva  tomar  en  (tonsideración  este  recla- 
mo y  comunicarme  cualípiiera  [)rovidencia  quo  al  respecto  hu- 
bi'i'^e  diet:i'lo  td  Ministerio  íltf  Hacienda. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para   ofrecerá  V,  K.    las   seguri- 
la  les  do  mi  alt.i  y  distinguí  la  consideración. 

G.   M.  Lenca, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Juan  Federico  Elmore,   Ministro   de 
líelaciones  Exteriores. 


i»— i   ■rfi^»»^ 


Miíiidn'io  (Je  ¡Uclcnda  y  Comercio. 


Limoj  Ahril  2if  de  1891. 


Vi^taal  Fisja!  de  la  Exorna.  Corto  Suprema  do  Justicia. 


i¿attifana. 


Q 


Excmo.  >S(  ñor: 


La  solicitud  de  Molíino  y  C^  ¡xnra  que,  por  vía  de  restitución 
(]<•  f  ago  indebi«lo,  so  le  devuelva  lo  que  se  cobró  ú  Castaños  y 
( V  :\  lü'rito  de  los  supremos  decretos  de  b  do  Octubre  y  11  de 
Noviembic  do  1800,  equivale  á  la  reconsideración  do  otra  que 
fué  declarada  sin  lugar,  y,  por  consiguiente,  es  do  todo  punto 
inadmisible  c  irregular. 
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Cuando  V.  E.  expidió  el  supremo  decreto  del  18  de  Octul)re, 
confirmando  el  procedimiento  del  Administrador  de  la  Aduana 
que  hacía  efectivas  las  responsabili<lades  de  Castaños  y  C?,  con 
arreglo  al  párrafo  1?  del  artículo  38  del  Iít*glamcnto  de  Cgnier- 
cic>,  en  las  mercaderías  que  tenía  depí'sitadas  en  la  Aduana,  tu- 
vo en  cuenta  la  reclamación  do  Molfíno  y  C*  que,  á  título  de 
dueños  de  las  mercaderías,  pretendían  que  no  estaban  af  ctos  al 
I^ago  de  lo  debido  por  los  Agentes  Castaños  y  C^  y  V.  K.  tuvo 
en  cuenta  también  los  mismos  argumentos  doMolfino  y  (/*  cuan- 
do, f>or  el  decreto  de  11  de  Noviembre,  se  declaro  sin  lugar  la 
reconsideración  pedida  i>or  ellos. 

La  actual  pretensión  de  Molfino  y  C*  para  que  se  les  devuel- 
va 1«)  que  Lacharriere  y.C^  lian  pagado  para  retirar  las  merca- 
derías retenidas  por  esos  decretos,  para  hacerlos  ilusorios,  no  tie- 
w^y  pues,  fundamento  legal.  Lacharriere  y  C*  han  pagado  lo 
que  debían  enástanos  y  C*  por  sustituirse  á  ellos  en  el  despacho 
de  las  mercaderías;  y  para  la  Renta,  el  pago  hecho  ^•e  entiende 
en  cancelación  de  la  deuda  comprobada  de  Castaños  y  C"  y  na- 
da hay  que  devolver.  Y  si  Molfino  y  C?  tienen  algo  que  recla- 
mar deben  dirigir  su  acción  c*mtra  (-astáños  y  C^  ó  contra  quien 
viere  convenirles;  pero  no  contra  la  Renta,  y  V.  E.  puede  decla- 
rar sin  lugar  la  reconsideración  que  motiva  este  dictamen,  salvo 
mejor  acuerdo, 

Lima,  á  18  de  Mnyo  do  1891. 

Gáhez. 


Lima,  Junio  15  de  1891. 

Visto  el  recurso  de  Molfino  y  C^,  judiendo  la  devolución  de  la 
suma  que  la  Aduana  del  Callao  cobró  a  su  Agente  Lacharriere 
y  C^  para  que  pudiera  despachar  unas  mercaderías  manifestadas 
por  Caftanes  y  0^  y  retenidas  para  garantizar  el  adeudo  de  S. 
4.316,24  que  éste  tenía  á  la  indicada  Aduana;  y  atendiendo  á 
que  el  pago  hecho  por  Lacharriere  fué  por  cuenta  del  adeudo  de 
Castaños  y  para  poder  sustituirse  á  éste  en  el  despacho  en  adua- 
na de  la  mercadería  citada;  y  á  que  los  fundamentos  alegados 
por  el  recurrente,  se  han  tenido  ya  en  consideración  al  expedir- 
se  la  reconsideración  de  18  de  Octubre,  confirmatoria  de  la  que 


-expidió  el  Administmclot'  de  1a  Aduatm  sobre  este  mismo  asun- 
to; ooi\  los  fundamentos  del  dictamen  fiscal  q^ie  precetle;  se  de- 
clitra  sin  lugar  iwta  solicitud. 

lli?gístrese. 
Rubrica  de  S.  E. 

Quintana, 


Flscnlía  de  la  hxcriht.  Curte  Suprema. 

Llincí,  Syjembrc  U  de  189G, 

Al  señor  Miuitítro  de  Estado  e:i  el  Desjxicho  de  Relaciones  fixte- 
riores. 

Señor  Minialro: 

Vai  oficio,  fecha  12  del  corrioiUe,  US.  se  ha  dignatlo  expresar- 
me (pie  el  Gobierno  desea  «onocer  la  jKxridad  que  exista  eutre  I» 
reolaipación  de  la  casa  Mollino,  (jue  consta  del  expediente  adjun- 
to, y  la  de  la  casa  Figari  é  hijos,  ((ue  el  señor  F  seal  doctor  Gál- 
vez  ilustró  con  su  vista  de  25  de  Noviembre  del  año  último;  y 
que,  con  tal  fin,  solicita  US.  expida  el  informe  respectivo. 

Con  la  viva  aspiración  de  contribuir  al  servicio  del  Gobierno, 
t|ue  sin  duda  al  pedir  al  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  el  informe 
aludida,  tiene  jior  objeto  ilustrar  su  opinión,  robustecer  sus  con- 
vicciones, para  defender  mejor  los  intereses  nacionales  rechazan- 
do reclamaciones  indebidas,  me  apresuro,  señor  Ministro,  á  pres- 
tar preferente  atención  al  asunto  indicado  }'  emitir  el  informe 
pedido,  defiriendo  así  a  los  do.^eos  que  US.  ha  manifestado. 

Xo  existe  parida!  entie  la  reclamación  de  la  casa  Molfino  y  Ifl 
de  Figari  é  hijos. 

En  el  caso  de  Molfino,  los  Agentes  Ciistiiuos  y  C?,  como  olios 
mismos  lo  docUran  cu  ei  iníbrne  «lue  corre  á  fojas  5  vuelta,  iqh- 
uifestarou,  bajo  su  propio  uoin-nv,  ias  meroaJerías  cuya  entrega 
ha  rvvhitnavlo  dos¡'Ué<  el  inlioa  ^)  Molfino.  MauifúeUxdas  esas 
meiYadrn'as  en  nombre  de  Uastafi  »s  y  L"^  elloá  eran  reputados 
v'oau)  vUkmuís»  y,  j^n*  eonsi^^uieníe.  aquellas  estaban  sujetas  de  li«* 
^¡10  y  tle  deivoho  ;i  to  las  la-  r^í^p  «nsabilidades  que  pesaran  s'J- 
bn^  esto>\  Tan  evidente  es  o>to,  qu'í  es^^s  mismos  agentes  en  el 
informo  citado,  d*ic  n,  text-ial-r^eate,  estas  jtalabras:   -rLas  mercíi- 
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derías  de  los  señores  Molfiino  y  C^  que  están  manifestadas  bajo 
nuestro  nombre^  sirven  de  garantía  ante  la  Aduana  como  ante 
ao9oiro6.» 

En  el  caso  analizado,  la  Aduana  retuvo  esos  mercaderías,  ma- 
nifestadas en  nombre  do  los  agentes  deudores,  hasta  que  fuera 
pagada  la  cantidad  de  S.  4,242.07  que  aquellos  adeudaban;  esto 
es,  embargó  la  mercadería,  que  auto  la  ley  era  considerada  co- 
mo propiedad  del  deudor. 

La  reclaruación  do  Figari  é  hijos  era  enteramente  distinta:  las 
raercaderífls  no  habían  sido  manifestadas  por  los  agontes  en  su 
noftibre,  ni  habían  sido  presentadas  las  pólizas  sino  ea  nombr  v 
por  cuenta  do  Figari  ó  liiji»?*. 

Por  este  motivo,  que  era  fundamental,  el  señor  doctor  Cuih  vz 
en  el  6?  edípite  de  su  diotániou  emitió  estos  conceptos:  «la  recla- 
mación de  Figari  é  hijos  e:^  fundado,  porque  han  probado  qu(í 
Enrique  Nuñez  del  Prado  é  hijos  (los  a<^eiites)  no  han  lincho  los 
manifiestos,  ni  proseiitadu  ¡as  póliza.*?  de  mercaderías  como  pro- 
pias sino  eii  nombre  y  por  cuenta  de  Figari  6  hijos,  según  lo  de- 
muestran las  anteliriiías  y  po^t  lirnias  «P.  P.  de  Figari  é  hijos.» 

Los  casos  eran,  puo:?,  cntA^ranienie  diversos:  en  el  uno,  el  agen- 
te manifestóla  mercadeiía  ajmo  propia:  hizo  el  maiiilietto  rn  í^u 
nombre.  En  el  otro  la  mercadería  fué  manifestada  y  ped*'  la  ^u 
despacho  como  ajena  jjor  cuenta  del  comitente  ó  poderda  ite. 

Lo  expuesto,  me  parece  es  suíiciente  para  .^atisí'acor  lo-  deseos 
del  Supremo  Gobierno. 

Dígnese  US.  act.-[>tar  la  expreífión  de  mi  más  distinguida  con- 
sideración. 

Dios  guarde  a  US. 

J.  Ara  ¡libar. 


Miniüei'io  de  Reluciónos  Exteriores. 

N?  55.  JAuw,  20  ik  Noviembre  'h  1895. 

Señor  EneaiLTadu  de  Ne«rocios: 

Mi  Gobierno,  después  de  haber  examinado  atentauíente  la  lo- 
-claraación  de  la  casa  comercial  D.  Molfino  v  C*,  deliriendo  así  al 
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alto  patrocinio  de  la  Legación  de  Su  Majestad,  lia  encontrado 
(jue  no  liay  mérito  bastante  para  que  se  devuelva  á  dicha  casa 
la  suma  que  hizo  efectiva  la  Aduana  del  Callao  por  derechos  que 
adeudaban  los  agentes  Castaños  y  C^ 

VA  rigor  de  los  trámites  adniinií^trativos  observados  con  oca- 
rión  de  las  varias  rcjiresentaciones  de  la  casa  Mollino,  y  el  dic- 
lánien  ilustrativo  y  uniforme  de  ios  dos  Fiscales  de  la  Excma. 
<'orle  Suprema,  que  precedió  íi  la  resolución  aprobatoria  de  los 
jjrocí'diniientos  del  Administrador  de  la  Aduana  del  Callao,  ex- 
pedida por  el  Despacho  de  Hacienda,  dejaron  legalniente  feneci- 
do, en  forma  incontestable,  el  exiiedicnte  que  se  ha  hecho  revi- 
vir bajo  el  amparo  diplomático. 

Lo8  agentes  Castaños  y  *  ^  manifestaron,  bajo  su  jyropio  nom- 
bre en  la  xVduana.  cierta  cantidad  de  mercaderías  que,  por  deu- 
das (le  los  mismos  agentes,  resultó  afecta  al  pago  de  S.  4, "242.67 
cts.  á  que  ascetidían  los  derechos  de  importación  no  pagados.v 
Kl  Reglamento  de  Comercio  reputa  dueños,  para  el  efecto  de  cl^ 
brir  liis  res[K)nsabilidades  que  estab'ece,  íi  los  manifestantes  de 
mercaderías,  y,  apoyado  en  esta  dis]>osición.  el  Administrador  de 
la  Aduana  del  Callao  d'claró  que  las  mercaderías,  manifestadas 
como  propias  por  Castaños  yC^  eran  responsables  de  las  sumas 
que  estos  debían.  La  propiedad  alegada  ¡lorla  casa  Moltino  y  C^ 
no  pudo  entorpecer  la  ejecución,  porque  el  criterio  legal,  im- 
]»uesto  [)or  las  disposiciones  reglamentarias  a  que  me  he  rcfori- 
<]o,  declaraba  la  propiedad  á  Castaños. 

Estas  razones,  que  son  la  síntesis  de  las  alegadas  en  los  latos 
trámites  seguidos  con  el  expediente  respectivo,  han  obligado, 
con  sentimiento,  á  mí  Gobierno  á  no  deferir  á  la  reclamación  de 
que  me  ocupo.  Juzga,  ademáí<,  que  la  acción  judicial  ofrece  una 
ancha  vía  reparadora  á  la  casa  Molfino  contra  sus  antiguos 
Agentes,  qu«,  lejos  de  contradecir,  afirmaron  la  responsabilidad 
do  las  mercaderías  que  aquella  reclamó  después  como  de  su  pro- 
piedad. 

Dígnese  US.  aceptar  las  seguridades  de  mi  distinguida  conai- 
■  deración. 

M,  F.  Porras. 
Al  seííor  M.  Gulio  M.  Leeca,  Encargado  de  l^egocios  de  Italia. 
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KECLA  MACIÓN  DEVOTO. — 1  SUc 

Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

N?  31.  Lima,  Dicitmbre  20  de  1895. 

Señor  Ministro: 

Tenoro  el  honor  de  remitir  á  V.E  el  incluso  dooiimento  de cni 
eelación  otorgado  por  el  subdito  italiano  d(»n  Franeisco    D^»voU>, 
quien  ha  recibido  la  suma  total  de  S.  5,020  que  el  Snprenit)  Go- 
bierno se  ha  servido  hacerlo  entregar  en  tarias  part  das  por  con- 
ducto de  esta  Legación. 

Habiendo  dich)  señor  Devoto,  en  virtud  de  la  transu'ciún 
propuesta  por  el  infrascrito,  consentido  en  redu<nr  á  la  uiit¿t  1  d 
monto  de  su  crédito.  rennn<í¡ando  ademas  á  los  interese.^  ve^ui- 
dos;  queda,  por  consignionte,  can'íelaila,  cy.\  el  |)ag)  v^^r  lí  m  1  •, 
la  reclamación  que  desde  el  nies  do  Abril  de  18S;j  hal>ía  J#Mcia- 
do  contri  el  (jobierno  del  Peni,  mediante  la  cnal  pedía  el  n'oo- 
nociraiento  do  los  daños  y  perjiíioios  (jae  le  ocasionanm  las  Ir  i- 
j)as  clel  coronel  don  José  Irada,  qno  á  la  >azon  era  Prefecto  de 
Ancachs. 

Al  expresar  á  V.  E.,  con  este  motivo,  mU  más  tincoros  a-^nide- 
ciníientos  por  la  solución  dada  por  ese  Ministerio  á  la  rKÍama- 
ción  en  cuestión,  ofrézcole,  señor  Ministro,  !o3  sentimientos  d.í 
mi  más  alta  consideraeióih 

(í.  }f.  Lfcca, 

A  S.  K.  el  señor  dm-tor  don  Kicard  j  Orliz  de  Zevailos,    Miui^lr  > 
de  Relaciones  Exteriores. 


Yo,  el  abajo  suscrito,  Juan  Francií«co  Devoto,  ciudadano  italia- 
no, agricultor,  domiciliado  en  Cusma  y  actualmente  residente  en 
Lima,  habiendo  presentaílo,  desde  Abiil  del  año  1885,  un  recla- 
mo, por  medio  de  la  Ueal  Legación  do  ílalia  y  dirigido  A  ««bto 
iierdel  Oobierno  del  Perú  la  ind(.mnización  del  \alorde  41  ani- 
niales,  entre  caballos  y  mulos,  que  fueron  r<'(iuis:idos  con  la  fuer- 
za por  las  tropas  del  entonces  Prefecto  de  Ancachs,  coronel  don 
José  Iraola,  y  habiendo  más  tarde,  por  ría  de   transacción,   con- 
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sentido  en  reducir  la  sunia  por  mí  solicitada  originariamente  á 
cinco  mil  seiscientos  veinffi  soles  renunciando  á  los  intereses  ven- 
cidos, declaro  que  dicho  reclaino  ha  sklo  liquidarlo  a  mi  com- 
pleta satisfacción,  habiendo  recibido  de  la  R  Legación  de  Italia 
en  Lima,  la  íntegra  suma  de  S.  5,620,  entregádoine  en  diversas 
partidas,  en  la  forma  siguiente: 

1^?  partida— Setiembre   5  de  1893 S.  600 

2"^        ,.         Marzo          2  de  1894 „  2,860 

S'>        „         Agoato        2  de  189o „  1,260- 

4.^        ,,         Xoviembra  2  de  189Ó ,»  500 

,     5"'-^        ,,         Diciembre  2  de  1895,....  .    „  400 

Total a.  5,620 

.  Y  declara  que  renuncio  á  todo  reclamo  posterior  coatra  el  Cio- 
bleroo  del  Perú,  por  cuauk)  s«  refiere  a  esto  asunto  mismo>  doy 
el  píDsente  al  señor  Julio  M.  Lecco,  R.  Eacargado  de  Negocios,  á 
fin  de  que  sirva  como  final  cauceUciÓQ. 


0 


Lima,  17  de  Diciembre  de  189S- 

Juan  Frai^ciaca  DevoL)^ 


Minisiei'io  de  lielaciones  Exíei'iores, 

Lima,  Diciembre  23  de  1895. 

Con  la  estimable  nota  de  US.,  fecha  20  del  actual,  me  ha  sido 
grato  recibir  un  documento  otorgado  por  el  subdito  italiaao  dea 
Francisco  Devoto,  en  cancelación  del  crédito  que  éste  reclamaba 
de  mi  Gobierno,  y  que  yn  le  ha  sido  abonado  en  diversas  parti- 
das, de  conformidad  con  lo  acordado  respecto  al  monto  de  dicho 
crédito. 

Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  á  US.  las  seguridades 
de  mi  particular  consideración. 

Ja.  Oriiz  de  Zevallos, 

Al  señor  G.  M.  Lecca,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 
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EXONERACIÓN  T>K  CARGOS  CONC&XILBS  A  US  KXTKAKJSSOS. — 1895- 

LfgnciOn  de  Italia,  en  il  Perú. 

N?  21.  Lima,  18  de  Abril  i*  1895. 

fc>efior  Ministro: 

En  el  pasado  mes* de  Noviembre,  las  fuerzas  de  la  coaliciín 
ocuparon  Tarnia:  ;i  consecuencia  de  esto,  la  Junin  d©  flotables, 
allí  eoiistitaida  como  Municipalidad,  fue  su;4itnida  con  la  atiti- 
gua  Municipalidad  del  año  1892,  de  la  cual  fueron  elegidos  con- 
cejale?  dos  ciudadanos  italianos,  los  señores  Ferro  y  Fcrreitol 

Estos  renuncinron  el  car^o,  y  parece  que  tuvierwi  tanta  ma- 
yor razón  para  esto,  (garantidos  por  los  principios  generales,  y 
por  el  artículo  IV  del  tratado  de  amistad  y  comercio  en  vigor  en- 
tre el  Perú  é  Italia)  (1)  cuanto  que  las  dificultades  por  las  que  atra- 
vesaba el  país  <lebía  asegurarles  á  los  extranjeros  todos  los  me- 
dios posil)les  para  evitar  se  les  tachase  de  faltar  á  la  neutralidad 
en  los  acontecimientos  políticos.  La  renuncia  no  fué  aceptada. 

Por  la  interrupción  de  la  comunicación  no  podo  aquel  Agente 
Consular  de  Italia  someter  el  asunto  á  esta  Ijcgación  para  que 
adoptase  las  medidas  del  caso,  por  lo  que  se  creyó  autorizado  pa- 
ra tutelar  los  derechos  de  los  recuiTentes,  y,  con  tal  fin,  so  dirigió 
al  Alcalde,  i)or  carta,  que  le  fue  desdeñosamente  -rechaxada.  A 
una  segunda  carta,  respondió  de  manera  que  debería  yo  calificar 
severamente.  S(í  castigó  con  ligeras  multas  á  los  sefiorcs  Ferro  y 
Ferretto,  amenazándoles  con  la  imposición  do  mayor  hiuHa  y 
otras  medidas  de  rigor. 

He  visto  con  satisfacción  que  no  figarnn  en  la  nueva  Junta  de 
notables,  recientemente  elegida  por  Tanna,  los  nombres  de  mis 
conciudadanos,  quienes  persisten  en  el  propósito,  ya  manifesta- 
do, de  no  desempeñar  el  cargo  de  concejal  por  iñás  batiofífíco 
que  este  sea. 

Bóstamc  sólo  el  deber  de  someter  á  la  altaapreciadón  de  V.  E., 
»     si  no  será  del  caso  darle  una  satisfacción  al  señor  Valle,   tanto 
]X'r  el  rechazo  de  su  primera  carta,  cuanta  por  las  frases  excesi- 
vamente  duras  que  figuran  en  los  oficios  del  señor  Alcalde,  fe- 
chas 22  de  Diciembre  del  94  y  5  de  Enero  del  año  en  corso. 

A  fin  de  que  V.  E.  pueda  formarse  un  conoeplo  exaelo  de  los 
hec}»^  y  de  mi  presente  petición,  tengo  el  bonor  do  adjuntar, 

(1 )  Vécase  ese  Tratado  en  la  página  2C9^ 

S3 


II  ^1 1  «I 


—  418  — 

con  carg«  de  restitución,  los  documentos  originales  en  los  cua- 
les me  fiíndo. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

D.  S^e. 

Al  Excma  señor  don  Manuel  Candamo,  Presidente  de  Ja  JunU 
d«  Gobierno  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Mmislerio  dt  Relaciones  ExUriorcB, 

N?  21 .  Lima,  Abril  24  de  1 895. 

Señor  Ministro: 

Por  Inatenta  nota  de  US.  H.,  de  18  del  actual,  me  he  impues- 
to ilel  accidente  ocurrido  en  Tarma  entre  el  Agente  Consular  de 
Italia  y  el  Alcalde  Municipal,  con  motivo  de  la  excusa  formula- 
da \y^t  los  señólos  Feri-o  y  Ferrelto,  para  formar  parte  del  Con- 
cejo rrovincial  que  so  instaló  en  el  raes  de  ííoviembro  ilel  a»o 
últiuK)  cuando  las  fuerzas  coalicionistas  ocuparon  aquella  citi- 
dad. 

Mi  Gobierno  estima  que  los  extranjeros  residentes  en  el  Perú 
no  están  ^)bl¡gados  á  desempeñar  cargos  concejiles,  y  cree  que 
nuestras  leves,  al  facultarlos  para  tomar  parto  cu  la  adniiuistra- 
ción  íiomuuaK  sólo  ha  tenido  en  mira  los  isentimieiitos  de  car- 
dialidad  y  simpatía  de  que  los  supone  animados  en  favor  df:l 
país,  así  como  el  concui^so  que  |X)r  es[>ei*ÍAles  circunstancias  pu- 
dieran prestarle. 

Además,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  IV  del  tmtatlo 
de  amistad,  comercio  y  navegación,  vigento  entre  el  Perú  é  Ita- 
lia, lossiUnlitos  de  Su  Majestad  están  exentos  en  el  territorio  na- 
cional de  todo  c^rgo  ó  servicio  público.  En  esta  convicción,  dc- 
jdoro  lo  ocurrido  con  el  señor  Vallo,  j^  desapruebí  la  cjududa 
del  Alcalde  Alvariño,  que  sóle  puede  explicarse  por  una  iiitr- 
pretación  errónea  de  uuedtrts  leyes. 

Al  mitmo  tiempo  que  devuelvo  (\  US.  II.  las  comanicaciones 
origiualeS}  cambiadas  sobre  oí  particular  con  el  referido  Alcalde^ 
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le  ruego  que  ace|ittr  1 1.^  sogurifLules  'le  mi  mas  flisVmguiíla   con- 
sideración. 

AI,  Cúndamo, 

Al  íloriorable  señor  David  S'^gre,  Ministro    Residente  de   Italia 


KAIXECIMPMi»   1>KL  MIM.-TKO    í' VSTKIJ  1.  —  189>. 

Real  Legación  iit  lUn  n. 

N?  51.  Limo,  4  dñ  3inuo  'A<  IH98. 

Señor  Ministro: 

Con  el  máí«  prokm  1m  dob^r,  tenjjío  la  honra  do  participar  a 
V.  E.  que  el  Toíni-nliidor  s.  ñor  Pietn»  (jasUdli,  Mni.stro  Resi- 
dente y  (V)nsul  Geíinral  do  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  on  la  Repúbli- 
ca del  Perú,  h#*  fítllf  id<»  lioy,  á  las  11  <le  la  mañana,  después 
de  lar^a  y  pí  nosa  ^iiftrmedad,  que  le  hal>ía  postrado  en  cama 
desde  hace  unos  20  díí»s. 

En  CMíifíirmidad  aiu  las  instrucciones  (juo  me  han  nido  romu- 
nicaday,  drrectamciite,  fjor  ol  «cñor  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriora^ de  Italia,  ¿i  í|U!en  a^abu  <]o  telé;jjrafiar  el  íVdleci miento 
del  señor  Ca-steMi,  me  huiio  encargado  de  la  gerencia  do  esta  Le- 
gación y  cumplo  lil  <K^l)-r  tie  {M»nerme  á  las  órdenes  do  V.  E.,  pa- 
ra todj}  io  que  sw  reíiern  ú  lo--  funerales  y  medidas  que  fuese  ne- 
cesarií»  adoptar,  coií  motivo  del  triste  acontecimiento  á  que  rae 
refitTo. 

A proveeho  esta  oportunidad»  soñor  Minislio,  para  reiterará 
V.   E.  el  testimonio  de  mi  más  aila  considera<-i*'>n. 

Julio  de  Anlltriio, 

A  S,  E.  el  s.^nor  doctor  don  Enrique  de  la  Ri\  a   At^ricro.    Minis- 
tro de  Keli.í'iones  í^xteriores. 
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JUín'$^erÍ9  ¿í  lidaf/tone^  hJxUríorti, 


N'^o. 


Lima  y  4  de  Marzo  de  1808. 


Stíñor  Ministro: 


Clin  |>rofa»iio  sentimiento  inc  lie  impiio.-jto,  p/)r  la  atcat.x  no- 
t:i  de  V-  E.  dví  estii  fecha,  quo  acaba  de  rccilbir,  del  fallecinúento 
del  II.  seííor  C-omendador  Pietro  Castelli,  Ministro  i{^í-i(lontc  «le 
S.  M-  el  Key  de  Italia  exi  el  Perú,  acaecido  el  <líu  de  hoy,  á  h^ 
1 1  a.  n». 

S.  1*1  el  Jefe  del  Estado,  ;i  quien  he  dado  noticia  do  tan  infaus- 
to acíMitct^í miento,  me  encarga  manifestar  á  V.  K.  el  pesar  que 
ex[>entttentA  pir  la  perdida  del  «listinfjnido  repre-^entuiite  do  Ita- 
lia, eiiyas  estiinibles  cniüdade?  le  gi\mje.iro:i  el  aí^'cto  do  la«'i- 
eiedrtd  y  el  aprecio  del  Gobierno. 

Lamentiuido  á  mi  vez,  sinceramente,  la  do-aparieióii  del  H.  se- 
ñor ('.k^lelli,  me  es  honroso  participar  ¡i  V.  E  (pie  conoiirriiv  cmi 
esa  í/^pieíóii  á  tribut<ir  á  sus  restos  lo.s  iiUiínos  iionien.ijes. 

Kxpreí^aado  ¿  V.  E.  que  he  tt>ma  lo  del)i«ia  no^a  de  que,  p^r 
instnicc.iorttes  direatíis  de  la  Cancillerí  i  italiana,  so  ha  encariña- 
do del  despacho  de  esa  l^giioión,  me  es  gmtt)  renovarle  las  s> 
gnridailes  de  nú  alta  y  especial  deferencia. 

E,  de  h  Ilivr-Ágxuro, 

Al  Bxciito.  «tenor  Julio  de  Arellano,  Enviado  Extraordinario  y 
Mftiisiro  Pleuipoteaciario  de  España  y  enc.irgado  de  la  Log^v 
eion  de  Italia. 


Mifúslc-ri^  Ak  Il'ílaclanes  licUriores, 


(iTireular  al  Cuerpo  Diplomático    Extranjero) 


Lima,  4  de  Marzo  de  180S. 


Señor: 


Tciigacl  scntímienlo  de  participar  a  el  fallecimiento  Atl 


s 
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Honorjib!e53ñor€jin3ninJor  Pietro  Castelli,  Ministro  Residen- 
te de  Italia  en  el  Perú,  acaecido  el  día  de  lr>y,  á  líis  lia.  m. 

Tan  pronto  como  se  arregle  el  ceremonial  qne  debe  observar- 
e  en  la  inhumación  de  los  restos  del  mencionado  señor  Minis- 
tro, me  será  honroso  trasmitirlo  á ii   fin    de   que  se   sirva 

acompañarme  á  tributar  los  últimos  homenajes  al  representante 
de  una  nación  amiga,  que  supo  captarse,  por  sus  distinguida? 
cualidades,  la  simpatía  de  la  sociedad  y  el  aprecio  del  Gobierno 
del  Perú. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  renovar  á  el  testimo- 
nio de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rica-Agüero. 

Al  señor....: 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores   saluda   atentamente    al 

y  tiene  la  honra  de  acompañarle   el    ee- 

romonial  que  se  observará  en  la  noche  de  mañana  y  el  lunes 
próximo,  7  del  corriente,  con  motivo  del  fallecimiento  del  hono- 
rabU  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro  líesidente  do 
S.  M.  el  Rey  de  Italia. 

Enrique  de  la  Riva-Agüero  aprovecha  esta  oportunidad,  para 

renovar  al  el  testimonio  de  su 

distinguida  consideración. 

Lima,  6  de  Marzo  de  1898. 


Punerales  del  hoaorablc  SjHor  Cotncn'Jador  Pietro  Castelli,  Mio.stro  de  Ita- 
li*en  el  Pera.— Cercnnnfal  f|ae  deberá obwr^-aráe  en  la  translación  de  los 
restoa  de  la  casa  mortuoria  á  1»  iglesia  de  la  Merc;d  y  ea  ]i'<  honras  fú- 
nebres que  en  dicho  templo  í»c  etectuarán, 

Tranlacion  del  eadaver  al  templo  de  la  Mereed. — A  la^  9  h.  p. 
m.  del  Domingo  G  de  los  corrientes,  se  reunirán  en  la  casa  mor- 
tuoria, sita  en  la  calle  de  Valladolid,  núm.   102,  un  Edecán   de 
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-8.  E.  el  Presidente  déla  República,  lo?  señores  Ministros  do  Es- 
tado, el  H.  Cuerpo  Diplomítico  y  Consular,  loi  fiincioaarios  pi- 
lílicod,  las  instituciones  italianas  y  coínisioncs  de  las  diferentes 
compañías  de  bomberos. 

En  el  desfile  del  cortejo  se  observará  el  orden  siguiente: 

Miembros  de  las  compañías  de  bomberos  italianas,  con  hacho- 
nes encendidos. 

Ciuardia  de  honor. — Cadáver. — Guardia  de  honor. 

El  Excmo.  señor  Ministro   Plenipotenciario   de   Espaucí,    que 
íintistrará  el  duelo. 

El  Consejo  de  Ministros. 

El  11.  Cuerpo  Diplomático. 

El  Cuerpo  Consular 

1^8  funcionarios  públicos. 

Ijas  comisiones  de  las  instituciones  italianas. 

l^as  comisiones  de  las  compañías  de  bomberos 

Un  batallón  de  infantería  con  banda  de  música  á  la  sordina. 

Al  salir  de  la  casa  serán  tomadas  las  cintas  por  un  Edecán  de 
S.  E.,  en  representación  del  Jefe  d*\  Estado,  por  los  Excnios.  se- 
jiores  Ministros  Plenipotenciarios  de  Chile  y  Estados  Unidos  de 
América,  por  los  IIH.  señores  Ministros  Residentes  de  Alemania 
y  Bolivia  y  por  el  señor  Encargado  <le  Negocios  de  S.  M.  Britá- 
nica. 

El  cortejo  seguirá  por  la  calle  de   las   Mantas.    Merca  lereí   y 
•Espaderos. 

El  cadáver  será  conducido  en  hombros  p.)r  las   comnauías  de 
Uomberos. 


Honras  fúnebres  ea  la  igUnadc  la   Merced. — A  las  10  Ji.  a.  m. 
del  lunes  7  de  los  corrientes,  se  efectuarán  en    la   iglesia  d  >    la 
Merced,  las  honras  del  H.  señor  Castelli,   obrforvándosc   el    cere- 
monial siguiente: 

En  el  lado  de  la  Epístola,  y  hacia  la  parte  central  de  la  igle- 
sia, tomarán  asiento:  el  Edecán  de  S.  E.,  en  representación  del 
.Tefe  del  Estado,  el  Consejo  de  Ministro?,  el  11.  Cuerp)  Diplo- 
mático. 

En  el  lado  del  Evangelio:  el  Excino.  s^>ñor  Ministro  Ploniívo- 
Wnciario  de  España,. que  arrastrará  ol  du-^Io,  lo-?  presidc^ntes  de 
las  diversas  instituciones  italianas,  el  Cuerpo  Consular. 

En  los  asientos  laterales  de  la  Epístola:  I«)5  funcionarios  pu» 
hlicos  y  las  comisiones  de  las  instituciones  italianas. 

En  los  del  Evangelio:  los  jefes  y  oficialoe  francos   que    concn- 
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rran  y  las  comisiones  de  las  diferentes  compañías  de   bomberos. 
AI  salir  de  la  iglesia  tomarán  las  cintas:  el   Edecán  de  S.  E  , 
el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,   el    Decano  del   H. 
Cuerpo  Diplomático,  los  Excmos.  señores  Ministros*  Plenipoten- 
ciarios de  Francia,  del  Brasil  y  el  Decano  del  Cuerpo  Consular. 
En  el  (Jementerio. — El  señor  Ministro  de  Gobierno,  el    Presi- 
dente de  la  Sociedad  de  Beneficencia  italiana,  el  Presidente  de 
la  Sociedad  iailiana  de  instrucción,  el  Agente  Consular  de   Ita- 
lia en  el  Callao,  los  Comandantes  de  las  bombas  aRoma»  6  «Itu- 
liüD. 
El  orden  del  desfile  será  el  siguiente: 
Cuatix)  batidores. 

Un  batallón  de  infantería  con  música  á  la  sordina. 
^  Una  brigada  d«  artillería. 
Guardia  de  honor. — Cadáver. — Guardia  de  honor. 
Carruajes  de  Ck)bierno. 
Carruajes  particulares  y  de  plaza. 
Un  escuadrón  de  caballería. 

El  primer  carruaje  de  Gobierno  será  ocupado  por  el  Edecán 
de  S.  E.,  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  el  Decano 
del  II.  Cuerpo  Diplomático  y  el  Excmo.  señor  Ministro  Pleni- 
potenciario de  España. 

En  el  segundo  carruaje,  tomarán  asiento  los  señores  Ministros 
de  Gobierno,  Justicia,  Guerra  y  el  ayudante  del  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores. 

En  el  tercer  carruaje,  los  señores  Ministros  de  Hacienda  y  Fo- 
mento, el  Decano  del  Cuerpo  Consular  y  el  Oficial  Mayor  de 
Relaciones  Exteriores. 

Lns  carruajes  siguientes  serán  ocupados  por  el  H.  Cuerpo  Di- 
plomático y  Consular  y  los  miembros  de  las  demás  instituciones 
y  de  las  compañías  de  bomberos. 

El  H.  Cuerpo  Diplomático  C'^ncurrirá  en  traje  de  uniforme,  y 
los  funcionarios  públicos  y  los  miembros  de  las  instituciones  en 
troje  de  etiqueta. 

En  el  Cementerio  harán  uso  de  la  palabra  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  en  nombre  del  Gobierno  del  Perú,  y  el 
Decano  del  "11.  Cuerpo  Diplomático,  en  representación  de  éste. 

J.  Femando  Gazzani, 

Oficial  Msiror  de  Relaciones  Exteriores. 
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Minittfrio  eb  N^ocioé  E-ctranjeros. 

Rama  y  10  de  Marzo  de  1898. 
Señor  Ministro: 

Como  V.  E.  no  ignora,  el  4  de  los  corrientes  falleció  en  Lima 
ol  señor  Comendador  Pietro  Castelli,  Ministro  Residente  de  S.  M. 
ante  el  Gobierno  peruano. 

No  existiendo  en  Lima  otro  funcionario  diplomático  ó  consu- 
lar italiano,  he  encargado,  después  de  obtener  el  consentimiento 
del  Gobierno  español,  al  señor  Ar^llano,  Ministro  de  España  en 
el  Perú,  de  la  regencia  de  la  Legación  vacante.  ♦ 

Al  mismo  tiempo,  he  dispuesto  que  el  Vicecónsul  señor  Gia- 
como  Faira  Forui,  que  estaba  ya  nombrado  para  Lima,    partiese  . 
en  el  acto  con  destino  al  Perú,  lo  que  verificó,   embarcándose  el 
8  de  los  corrientes  en  Genova  con  dirección  á  Lima. 

Ruego  á  V.  E.  se  sii va  poner  todo  en  conocimiento  de  su  Go- 
bierno, el  que,  espero,  permitirá  que  el  señor  Arellano  se  encar- 
gue momentáneamente  de  la  regencia  de  la  Legación,  y  procede- 
rá á  dictar  las  medidas  precautorias  respecto  á  los  bienes  que  de- 
ja el  lamentado  señor  Ministro  Residente»  reconociendo,  en  se- 
guida, al  señor  Giacomo  Fara  Forni,  tan  luego  como  llegue  á 
Lima,  en  calidad  de  regente  ad  intenm  de  aquella  Legación. 

Al  participarme  el  señor  Arellano,  por  telégrafo,  la  muerte 
del  señor  Comendador  Castelli,  agrega:  «El  Gobierno  peruano 
encárgase  funerales^. 

Íjq  quedaré  grato,  señor  Ministro,  si  se  sirviese   V.  E.   hacerse 
el  intérprete  ante  su  Gobierno  de  los  sentimientos  de  vivo   agra- 
decimiento de  parte  del  Gobierno  del  Rey,  por  las  nuevas  prue- 
bas át  simpatía  que  el  Gobierno  peruano  ha  demostrado  en  este 
doloroso  trance. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de   mi   alta  considera- 
ción. 

Visconti- Venosa. 
Iltmo.  señor  J.  F.  Canevaro,  Ministro  del  Perú  en  Roma. 
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Ministerio  de  Negocios  Extranjerod, 

Eoma,  Mano  22  de  1S&8. 
Señor  Ministro: 

Agradezco  infinito  ki  comunicación  que,  con  nota  del  4  de  los 
corrientes,  K?  7,  me  ha  hecho  V.  E.,  y  los  sentimientos  que.  á 
nombre  de  su  Gobierno,  me  manifiesta  por  la  sentida  muerte  del 
señor  Comendador  Castelli. 

A  la  vez  que  experimento  el  dolor  que  su  perdida  me  ocasio- 
na, sírveme  de  gran  consuelo  saber  que  el  finado  se  supo  captar 
la  estimación  y  simpatías,  tanto  del  círculo  oficial,  como  de  la 
sociedad  de  Lima;  ívsí  como  enterarme  de  las  honras  fúnebres 
que  han  sido  prodigadas  á  su  líiemoria. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  hacerse  el  interpreto,  ante  S.  E.  el  Pre- 
sidente de  la  República,  de  los  agredcciraientos  de  mi  Gobierno, 
y  aceptar,  con  esto  motivo,  los  sentimientos  de  mi  alta  conside- 
ración. 

Visconti"  Ven  osla, 

lUtno.  señor  J.  F.  C^AUovaro,  Ministro  del  Perú  en  Romu. 


Itéül  Legación  de  Italia,  • 

Lima,  IG  de  Abril  de  1898. 
Señor  Ministro: 

Tengo  la  honrra  de  poner  en  conocimiento  do  V.  E.  que  el    se- . 
ñor  Cav.  G.  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey 
do  Italia,  ha  llegado  el  día  de  hoy  a  esta  capital,  y  so  ha    heclio 
cargo  de  la  Legación  de  S.  M. 

Al  participar  u  V.  E.  que  he  hecho  entrega  al  señor  Cav.  Fara 
Forni  del  servicio  de  la  Legación  que  me  estaba  interinamente 
encomendada,  le  ruego,  en  nombre  de  S.  M.,  tenga  á  bien  reco- 
nocerlo oficialmente  en  la  calidad  expresada,  y  que  acepte  el 
testimonio  de  mi   profundo   reconocimiento   por   las  especiales 
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otenoiones  que  el  Gobierno  do  hi  República  me  ha  prodigado, 
durante  el  desempeño  de  mis  funciones  interinas,  en  términos 
que  me  he  complacido  en  Itacer  presento  al  señor  ilinistro  de 
Kelaciones  Exteriores  de  Italia. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterara 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

thtUo  de  Arellano. 

* 

Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  líiva-Agüero.    Mini¿tri> 
de  Relaciones  Exteriores. 


M.nistcrio  de  I^elacioncs  Exteriores. 

N?  4.  Lima,  Abril  19  de  1898. 

Señor  Ministro: 

lie  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E  ,  fechada 
el  16  del  presente,  en  la  que  se  sirve  comanicarraa  la  llegada 
del  señor  Cav.  G.  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  Italia, 
quien,  ha  asumido  ya  la  gerencia  de  la  Legación,  por  entrega 
que  V.  E.  le  ha  hecho  de  ella. 

En  respuesta,  me  es  muy  grato  manifestar  á  V.  E.  que  .el  se- 
ñor Fara  Forni  queda  reconocido  en  su  carácter  diplomático. 

Al  propio  tiempo,  cumplo  el  gustoso  deber  de  haeer  constar 
la  impresión  tan  lisonjera  que  V.  E.  ha  sabido  dejar  en  esta 
Cancillería,  durante  el  corto  tiempo  en  que,  por  el  lamentable 
fallecimiento  del  IT.  señor  Castelli.  turo  á  su  cargo  la  L?gaciün 
de  Italia. 

Dígnese,  señor  Ministro  aceptar,  una  vez  más.  las  seguridades 
de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

JE",  de  la  Eiva-Ágüero, 

Al  Excmo.  señor  don  Julio  de  Arellano,  Ministro   Plenipoteu- 
ciario  de  España  y  encargado  de  la  Legación  de  Itaiia. 
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Real  Legación  de  Italia. 

Lima^  Junio  23  de  1898, 
Señor  Ministro: 

El  Gobierno  del  lley  me  ha  dado  la  grata  raisióii  de  manifes- 
tar al  Gobierno  de  la  llapáblíca  sus  sentimientos  do  viva  grati- 
tud, por  los  solemnes  honores  rendidos  á  su  lamentado'  ropre- 
aentante,  señor  Comendador  Castelli;  agregando  que  le  ha  sido 
de  verdadera  satisfacción  y  consuelo,  enterarse  do  los  testimo- 
nios de  consideración  y  simpatías  tributados  á  la  memoria  del 
finado  Ministro. 

lluego  á  V.  R,  tanto  en  nombre  del  CSobierno  del  lley,  como 
•en  el  de  la  familia  Castelli,  se  sirva  aceptar  sus  más  sinceros 
agradecimientos,  por  haber  contribuido  tan  cumplidamente  á  so- 
lemnizar la  piadosa  ceremonia;  así  mismo,  suplicóte  participe  al 
Jefe  del  Estado  la  exproaión  de  sus  reconocidos  y  respetuosos 
sentimientos. 

Quiera  V.  E.  aceptar  la  expresión  de  mi  mas  alta  considera- 
<3ión. 

6'.  Fara  Forni. 

A  Su  Excelencia  el  señor  doctor  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


MirtMeiio  de  Relaciones  Exteriora». 

N?  8.  Lima,  24  de  Junio  de  1898. 

Señor  Ejicargado  de  Negocios: 

Uc  tenido  la  honra  do  recibir  la  atenta  comunicación  de 
Vuestra  Señoría,  fecha  do  ayer,  en  la  que,  cumpliendo  el  encar- 
go recibido,  tanto  del  Gobierno  de  Su  Majestad,  como  de  la  fami- 
lia Castelli,  agradece  Vuestra  Señoría,  en  nombre  de  ambos,  los 
lioneros  fúnebres  que  se  tributaron  aquí  al  malogrado  j«fe  de 
esa  Legación,  Comendador  Pietro  Castelli. 
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Me  será  grato  informar  á  S.  E.  el  Jefe  del  Estado  de  los  senti- 
mientos que  Vuestra  Señoría  ha  sat>ido  interpretar  y  que  reavi- 
van la  simpatía  por  el  distinguido  diplomático  cuya  deíjapari- 
ción  impresionó  tan  penosamente  á  mi  Gobierno. 

Dígnese,  señor  Encargado  de  Negocio?,  aceptar,  una  vez  raa?, 
las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

m 

'M,  F,  Porras, 
Al  señor  Giaconio  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  Italin. 


EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS  ITALIANAS  KN  EL    TEHU. 

lical  Lf ¡/ación  cíe  Italia. 

MKMOPvANDr.M 

En  el  tratado  celebrado  entre  el  Perú  6  Italia,  en  23  do  Di- 
cieuibro  de  1874,  y  que  todavía  rige,  (1)  hay  una  disposición  (art. 
18)  en  la  queso  estipuló  que  las  sentencias  proiauneiadas  en  uno 
de  los  dos  países,  en  las  materias  civiles  y  comerciales,  y  debida- 
mente  legalizadas,  tendrían  en  el  otro  país  la  misma  fuerza  de 
los  fallos  de  los  tribunales  del  lugar,  con  tal  que  el  tribimal  su- 
perior del  territorio  jurisdiccional  en  (jue  debe  tener  lugar  su 
ejecución,  las  declare  ejecutorias  mediante  un  juicio  de  delibera- 
ción, cuyo  objeto  está  tácitamente  determinado  en  dicho  artículo, 
aí^regándose  que  eso  juicio  debe  ser  stnnario,  oídas  las  partes. 

En  Italia,  el  procedimiento  consiste  en  la  citación  de  las  par- 
tea para  que  comparezcan  ante  la  corte  de  apelaciones  del  distri- 
to, á  día  y  hora  fijos,  y  la  decisión  de  la  Corte  so  pronuncia,  o 
inmedi  itamente  en  la  misma  audiencia,  ó  en  un  plazo  que  no 
exceda  de  ocho  días;  habiendo  habido  ca.sos  en  que  entre  la  so- 
licitud de  la  parte  deminidante  y  la  declaratoria  de  ejecutorié- 
dad,  han  mediado  solo  cinco  días. 

Un  caso,  y  tal  vez  el  primero  de  aplicación  de  la  mencionada 
di.-puáición  did  tratado  italo-peruano,  so  halla  actualmente  some- 
tido á  la  lUma.  (Jorte  Superior  do  esta  capital. 

El  subdito  italiano,  residente  en  Genova,  don  Domingo  Ansel- 
mo, director  de  una  sociedad  de  seguros,   se  ha  tr^sladado^o  di- 

0 )  Véase  las  pííginas  06d  á  '27$. 
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cija  ciudad  á  Limo,  con  una  licencia  improrragable  de  tres  rae- 
?t'¿,  y  lia  solicitado  (hace  ya  más  de  un  n^es)  de  dicba  lUma. 
Corle  Superior,  tanto  en  su  {vrcpio  interés,  conK>  tu  representa- 
ción de  los  interesados,  la  ejecnción  de  una  senteneñt  del  Tribu- 
nal Civil  y  Comercial  do  Savona,  confirmada  por  !a  Corte  de 
Apelaciones  de  (u' nova,  contra  la  casa  de  comercio  itiliana  A. 
F.  Ferraro  y  C?  de  Limí^  liaWendo  sido  las  dos  seutéficÍ9s  jiro- 
nunciadas  en  cuntradictono  de  las  dos  partes. 

El  señoi  Anselmo,  en  vist«*i  de  los  i>€rjuicioé',  cada  día  luíis 
graves,  quo  le  causa  su  prolongada  demoiii  en  Linuí,  ha  ex|nie5:- 
to  á  la  Legación  de  Italia,  que  el  rumbo  que  ha  sido  dada  á  axi 
demanda,  ya  no  ¿e  puede  llamar  «amar/o;  pues,  según  dice^  to- 
davía no  La  entrado  la  Iltma.  Corle  Superior  en  el  e:cámeti  de 
los  fíuntos  :i  los  que  tan  solo  debe  contraerse,  según  el  referido 
tratado,  el  juicio  de  f/í7/'6rr«c/6w, disputándose  entre  las  |>artc-s, 
cuál  c?,  en  el  caso,  el  tribunal  competente  ¡wm  la  declaratoria 
de  ejeeutoriedad,  si  la  Corte  Superior  6  la  Supiema. 

Fu  cousecucncJa.  ()[)inando  el  señor  Anselmo  que  el  juicio  que 
ír^e  sigue  no  está  eonforn>e  á  lo  estipulado  entre  Italia  y  el  Perii, 
lia  solicitado  los  buenos  oficios  de  la  Legación,  paira  que  se  sir- 
viera ¿onieter  este  punto  á  la  alta  atención  y  esclarecida  apre- 
(¡aciói:  (kl  <  íí^lierno  riel  Perú,  interesado,  á  la  far  del  de  Italia, 
en  el  íiel  cinn]>linii''nto  dv  los  trati^dos  existentes  entre  los  dos 
{•aíi:e>. 

Lima,  Abril  10  de  1807. 


Pir^'l  LffHü'ióit  (Je  Italia. 

El  Mililitro  Uesidente  de  Italia  sciluda  ú  8. 1*1  el  Ministro  de 
Kelaciuncs  ICxíeiiorc.s  del  rerú,  y  reGricndose  si  su  in€ñkormidu:ix 
del  10  de  !ls  í  oí iieJii(í^.  relativo  a  un  recurro  |x*nd¡ente  ante  la 
Coru.  »fui  e¡  icr  de  Linuí,  sobre  la  ejecución  de  una  sentencia  ita- 
liana, prt.nunriáda  en  una  causa  coiuircial  entre  dos  ciudada- 
no.s  itaiianoí.  cree  del>er  llamar  nuevamente  su  altaatención  ha- 
cia el  curso  que  lia  tenido  el  recurso  en  cuestión^  dci^puéa  do  la 
remi.sión  de  dicho  numorandivi;  recurso  que,  según  ha  sido  con- 
venido entre  k»  dos  Gobiernos  de  Italia  y  del  IVrú,  con  aiTcglo 
al  art.  IS  del  tratado  de  1874,  ba  debido  seguirse  suiuariamen- 
te,  como  (^1  taks  juicios  debe  procedersc. 

En  este  juicio  que,  por  el  espíritu  de  lo  pactado,  y  por  su   na- 
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iuraleza  misma,  no  está  sometido  á  los  trámites  judiciales  ordi- 
narios, el  jueic  llamado  á  darlo  la  fuerza  ejecutoriada  debida  á  la 
sentencia  extranjera,  debería  naturalmente  exigir  que  las  partes 
que  el  tratado  le  aconseja  de  oir,  le  expongan,  todas  de  una  vez, 
lo  que  creen  tener  en  pro  6  en  contra  del  recurs3  á  él  Bomeiido; 
puesto  que  todo  retardo  no  podría  per  sino  perjudicial,  y,  además, 
daría. oportunidad  al  deudor  condenado,  para  proceder  de  mane* 
ra  que  se  haga  ilusoria  la  ejecución  de  la  resolución  que,  a  su 
vez,  emitiese  el  tribunal  extranjero. 

El  Ministro  de  Italia  sabe  que  el  señor  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores  del  Pera  no  ignora,  que  los  súb<iitos  italianos,  en  con- 
tra de  quienes  es  el  recurso  de  que  se  trata,  han  puesto  en  movi- 
miento cielo  y  tierra,  para  turbar  el  éxito  de  la  causa  comercial, 
perdida  fK>r  ellos  en  Italia;  y  sintiéndose  poco  seguros  á  causa  de 
la  rectitud  de  la  magistratura  peruana  en  el  terreno  legal  del 
juicio,  para  lograr  el  rechazo  de  la  demanda  de  contrario,  tra- 
tan (por  medio  3o  excepciones,  cuya  legalidad  no  es  del  caso 
examinar,  que  aducen  de  una  en  una,  C(m  el  mayor  intervalo 
ixwible)  de  postergar,  !o  mis  que  loj  sea  dable,  el  momento  en 
que  la  Corte  deba  poner  íin  al  juicio  con  su  decisión. 

Ante  esta  estudiada  lentitud,  el  señor  Mini^tix)  de  Ilülaciones 
Exterioces  no  puede  dejar  de  ver  los  peligros  arriba  in  licadoa, 
en  |>erju¡cio  de  la  parte  que  reviste  un  título  auténtico  indiscu- 
tible, tanto  en  Italia  como  en  el  Perú,  y  que  para  ser  ejecutivo, 
tanto  aquí  eomo  ei>  Italia,  nofalta  más  que  la  formalidad  pre- 
vista por  dicho  artículo  do  nuestro  tratado. 

El  Ministro  llosidente  de  lialia,   que   profundamento  respeta 
]a¿  atribuciones  de  cada  uno  d9  los  poderes  de  esta  República, 
ante  la  cual  tiene  el  honor  de  estar  acreditado,  entro   los  cuales 
meix^ce  tanto  aquí,  como  en  todos  loj  países  civilizados,  una  de- 
ferencia especial,  el  judicial,  por  las  funciones  casi  religiosas  que 
en  la  organización  de^os  E^tados^está" llamado  á  ejercer,  en  sal- 
vaguardia de  los  derechos  de  todos,  protector  al   mismo   tiempo 
natural  ó  iniparcial  de  los  intereses  d«  sus  conciudadanos  sin 
distinción;  no  puede  y  no  pretende  inHuir,   en  lo  menor,   cu   el 
ánimo  do  loa  liombres  ilustres  que  componen  la  Corte  á  que  es- 
tá encomendado,  en  el  caso  reteri<Io,  el  juicio  en   cuestión.  Msu?, 
por  el  riguroso  deber  que  tiene,  y  que   también   es  extensivo  á 
8.  E.  el  señor  Ministro  do  Relaciones  Exteriores,   do   vigilar   la 
íiel  obser\*ancia  de  los  tratados,  en  los  cuales  están   basadas   las 
relaciones  que  existen  entr**  los  ilo3  países;  mientras  cmifía — pa- 
ra la  tutela  de  los  derechos  de  los  interesados,  en  la  sentencia  de 
que  P'>  í'ita,  tanto  de  los  presentes  en  Lima,   cunntade  los  au- 
sentea  en  Italia-— en  el  sereno  esclarecido  v  imparcial  ¿uicio   úm 
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*  la  Iltnia  Corte  Superior,  no  podría,  como  no  podría  S.  E.  el  se- 
ñor Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  dejar  de  oponerse  á  l<>s 
mancaos  é  inHiienrias  con  los  que  so  trnta  de  perturbad,  de  cual- 
quier m«>do,  si  fuese  [>osible,  lo  que  eierlanienle  no  es,  la  sereni- 
dad de  ánimo  y  la  imparcialilad  de  lo=;  señores  jueces  hasta  el 
punto  de  querer  conseguir  dilaciones  inuel^idas  á  sus  justos  ia- 
ÍIos;  por  eonsiguieide,  se  limita  á  informar,  reservada  y  confiden- 
cialmente, al  señor  Ministro  de  Relíicione.-  Exteriores  el  estado 
de  las  cosas  v  sus  reservas  oportunas. 

Hay  más  nún:  <le  lod.os  Cítcs  casos  podría  pre.-eindir  la  Lega- 
ción, si  las  remólos  de  la  Knlitud  de  los  procedimientos  referi- 
dos, hubicfc'en  podido  salvarse,  merced  á  las  meilidas  precauto- 
rias que  la  ley  de  enjutciamientos  otorga  á  quien  está  provisto 
de  un  título  auténtico  (jue.  si  bieu  no  tiene  todavía  el  carácter 
ejecutivo,  enjendra  en  el  juez  la  presunción  legítima  del  derecho 
de  la  parte. 

El  Comendadur  Cast.lli,  aprovecha  esta  oportunidad,  para 
reiterar  al  Ecxmo.  señor  Enrique  de  la  Iliva-Agíiero  los  senti- 
mientos de  su  alta  consideración. 

Lima,  29  de  Abril  de  1897. 


I'eal  L  ff ación  de  lialia, 

NV  10.  ]j/,/(f.  1-2  Je  lihnio  ili  1897. 

Svnor  Mini^íru; 

L'ii  tL'Sji.icliM  t.ie;:rá{ie'».  qn('  a^\ib<j  dt*  recibir  de  S.  E.  el  Con- 
«Iti  l>oníi:,  Srd)>o(Ti'i;i!Ío  de  Estado,  en  el  Despacho  de  Negocios 
Kxtraiijoros  de  Italia.  n)e  ^^rescribe  que  ayude  eficazmente  al 
subdito  italiano  Domingo  Anselmo,  á  fin  de  que  pueda  obtener, 
de  conformidad  con  el  tratado  de  amistad  y  comercio,  vigente 
entre  Italia  y  el  Terú,  la  ejecución  de  una  sentencia  de  la  pri- 
mera contra  la  casa  italiana  A.  F.  Eerraro. 

Estando  este  asunto,  desde  hace  dos  meses,  ante  la  Iltma.  Cor- 
te Superior  de  esta  capital,  con  viso  de  prolongarse  aún  su  so- 
lución; mientras  que,  según  el  referido  tratado,  ha  debido  tra- 
tarse sumariamente,  habiéndome  ocupad(>  del  caso  en  mi  memo- 
rándum (10  de  Abril  próximo  pasado),  y  en  una  nota  verbal,  (1) 

[1]  Página 4 2«  T  41*9. 
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que  híee  preseuteá  V.  E.,  además  de  dos  conversaciones  que  tu- 
ve el  honor  de  tener  con  V.  E.  y  con  su  Iionorablc  colega  de 
Justicia,  sobre  el  particular;  no  m3  que  la  otro  recurso  que  rogar 
á  V.  E.  se  digne  hacer  nuevamente  ii>>)  de  los  buenos  y  eíl  úv^js 
oficios  ijucjuzgiie  del  c.i3:>,  ante  lii  aut.>ri  huí  cünipetente,  d  fin  de 
que  el  juicio  de  «íelibLM'aeion  en  cursví,  de  cuya  .sentencia  se  tr.Ua, 
sea  prietamente  llevado  ú  termino,  í5\í;á;i  ia  letra  y  el  espíritu 
del  mencionada  tratado.- 

Cíuiíirmando  cxpre.sariiente  el  contiiui  bj  d?  mi  preciía<la  nota 
verbal,  aproVecho  esta  oportunid.i  1  [\x\\i  rj¡t-:ar  1  V.  I].  !a¿  se- 
guridades de  mi  distinguida  consideía^iúu. 

CasUUi. 

A  S.  M  el  d>.:t>r  di>n  Enrique  dj  la  líi".M-A'4':.\'j,    Mini-fL")    dj 
Ilel a ciones  E  x le ritires. 


DICTAM'KV  DEL  FISCAL  1>Ü  L.V  CVíIirii:  .tU  rL'UiOi;. 


lUmo.  .Sóñor: 

Sesún  el  artículo  IS  del  Tratado  de  AuiisUi  I,  Coinjrjio  v 
NavegacKm  cjlebra'lo  el  23  <le  Diciembre  d»  1S74,  entre  v\  IVrá 
é  Italia,  y  ratificado  el  4  de  Novieíubre  de  bST-S,  l.is  .•^jni'.Mjias 
enianatbis  de  los  Tribunales  de  cada  una  d.»  las  parted  CKitra- 
tantea,  en  materia  civil  y  c<>mercia!,  ten  IiAn,  á  s;)I¡v:itu  1  <ie  ;;)3 
Tribunales  niismos,  cu  los  Estados  (b^  la  u:ra,  la  misma  í'.icr/.a 
que  las  emanadas  de  los  Tribunales  lv>ja!e^;  sioii  lo  n'.»cí"<arla  ¡jj- 
*ni  que  S5  ejecíuten,  la  deel  iracióu  priVv'ia  vlj  (.-j '.s-ii loria  l:i<,  <];iü 
ex[>edirii  ei  Tri'mnal  Üupcrtor  en  cuya  jiiri.s  lieciún  ó  iM'ritorio  ' 
deba  tener  lugar  la  ejecución,  median  tí  un  juiei-)  en  A  <¿U'.', 
oídas  la^*  partes  en  la  fonn?x  sumaria,  se  examiii  >:  1  .*  si  !a  ir  ¡i- 
teneia  ha  i-:?d'>  pronunciada  por  la  ant  )ri  !a  I  j'i  li/ial  coiii[)üteri- 
te;  2' si  !>a  siilo  pronunciada  citadiis  I*^'íJ:ularmen*L'  las  ír.irt's;  0-' 
si  las  parles  han  silo  regulanncnto  r-jpres  -ni  ida?.  «>  legilmentj 
eontumaceJ^;  y  4-  si  la  sentencia  canti»;ne  di-!)0.s¡cinne3  ojutra  ti 
orden  publico  6  el  Derecho  Público  del  Estado. 

Acogiéndose  al  antedicho  Tratado,  don  E.  Ausilmo  pide  á 
U"5.  I.,  en  el  oaerito  de  f  76,  que  se  abra  el  juicio  correspondien- 
te para  que  se  declare  ejecutoriado,  y  se   eje<:ule  en   seirui  la,    en 
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<'sta  capital,  la  sentencia  pronimciaJa  por  el  Tribunal  de  prime- 
ara instmcia  de  Bavona  y  confirmada  por  la  Corte  de  Apelación 
de  <fénova,  condenando  á  A,  F.  Ferraro  al  pago  de  una  canti- 
dad de  dinero.  Ferraro  ha  deducido  la  oxcepcio:!  de  incouij)e- 
tenria  ale^^ando  que  es  !a  Corte  Suprema,  y  no  la  Superior,  el 
Tribunal  a  que  se  reíiere  relativamente  al  Períi  el  artículo  IS 
del  Tratado,  y  qi;e  sirndo  un  verdadero  juicio  el  que  debe  prece- 
^lor  á  bi  caüHcacioii  v  eieouciou  de  la  s-.^nteiicia  confirmada  del 
Irihunal  do  Savonn,  \:\  í^.c/ión  debo  onta^lur^e  conformo  á  nuc.^- 
íra?  leyes  ;'r.'e(-salei=  cojnunrs  aiüc  el  Juzgado  do  primora  ins- 
tau'-iii,  píjra  venlilarla  en  todos  los  grados  dol  cnjuieiaíniento. 

Como  se  vé,  la  excepción  propuCv-^ta  se  funda  en    un    c(»ncepto 
inter]>rotMt¡vo  del  Convenio  coi\  Italia,  relativamente  á  la  deter- 
minación de  la  autoridad  iudieiíil  oue,  á    tenor   do    la    cláusula 
anotudií,  debo  entender  en  (^1  exnni^Mi  {\iA  fullt)euya  ejin-ULMÓu    so 
pretende.    I)c  suerte  que  \v  cuestión    queda   reducida  á    fijar   el 
verdadero  sentido  del  Protocolo  en  el  pun*o  que   se   debat»*,    ya 
^uo  los  térmip.oí'  «generales  en  que  c-tá   concebido    ad''!ecen    de 
cierta  ambigüedad  que  no  permito  precisar   con    toda   certidum- 
bre la  idea  que  encierran,  siquiera  liaya  do  ocurrirse,    en  defecto 
<ic  la  interpretación  auténtica,  que  s^ría  inai)licab!e  para  el    pre- 
sento caso,  íi  la  interpretación  doctrinal,  que  incumbe  á  los  Jue- 
<?es,  según  el  artículo  9?  del  título  preliminar  del  Código  Civil. 

Nu'^stra  legi>-:laeión  es  tan  deli^iput'^  sobro  e^to  ]v\rti"íi^ir.  qu.^ 
no  crtt^itnye  nada  acerca  del  efecto  obligatorio  de  las  sentencias 
<lictadas  por  Tribunales  extraideros.  Anuías  si  al  ocu[)ar>o  del 
termino  (\>ctrat'^TVitorial  {)íira  pro  lucir  la  pruebx  t^stiiixonial,  y 
retí  riéndose  á  la  forma  en  cpro  dobon  expetlir-e  I  )3  oxbortos,  dis- 
]>one  (juo  dei)e  observarso  de  preferencia  la  que  so  cstablozM  por 
Tratado:;  ó  por  la  costumbre  entre  el  Perú  y  las  do:nfis  nación  w, 
«()i>ra  el  modo  de  remitir  y  bacer  cumplir  en  la  una  la'  provi- 
4lenei:«s  íjue  ex[nd-in  los  Jueces  do  la  otra.  (  Artículo  1)12  Código 
de  i-2,^iju:ciaiiiiontus  ^.'ivilj. 

Kes[>pcto  n  convenios  internacionales,  se  ba  estipulado  en  el 
artículo  4.^  del  que  se  celebró  c  )n  Uoüvin,  el  5  de  Noviembre*  de 
3So3,  (Oque  las  seiitoncias  definitivas  en  materia  civil,  con  fuer- 
za tic  r9.'?(e//'?g*T.(('^  exnodidas  por  I0-5  Triivanalos  de  uno  do  1  )s  Es- 
tado^ siguatai'io-,  s'u-án  ejccrtadas  en  el  otro,  c  )n  tal  do  quo  no 
.se  oponi:nn,  ni  en  cuanto  á  las  cosa-j,  ni  en  cuanto  á  las  p  T^otius, 
li  la  Constitución  y  á  las  Ieyc5  del  país  que  deba  liacjr  la  ejecu- 
ción. 

En  el  Tratado  de  Dciecho  Internacional  Privado  que    celebró 
<*n  Lima  el  Congreso  Americano  de  JurisconsuUo3  el  O    de    Ko- 
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viembre  de  1818,  se  ha  acordado  qno  las  sentencias,  en  materia  » 
íivil,  expedida?  en  las  IJepúblicas  .^i^^nalarias,  se  cumplirán  por 
las  antoritlades  n.ieionalcs,  solicitándose  su  ejecución  al  Juez  ó 
Tributud  <le  pi¡ini*ra  instancia  dul  lugar  en  que  han  de  cmu- 
['lirso,  que  la  decretará  en  reuniendo  cierto<  requi^itc*?.  í^a  parle 
<]ur,  <tí  c<»n>i  Icre  ]>erjud¡cada  por  el  auto  del  Juez  del  lu^^ar  de 
la  ejecución,  puede  interponerlos  rccur>os  que  bi  ley  le  permita; 
juTo  será  prohibida  toda  controversia  quu  no  se  refiera  á  k^s  re- 
ejuísitos  j)untualizados  (artículos  40  al  4:>). 

Según  el  Tratado  de  Derecho  I*rocescd.  -ancioiíado  por  el  Con- 
greso InteriuU-ional  Sud-Americai:o  el  1 1  de  Enero  de  1SS9,  las 
sentcncins  dictadas  eu  asuntos  civiles  y  comerciales  en  uno  <le 
los  Estados  signatarios,  tendrán  en  lo^  territorios  de  los  demás 
la  niisnuí  tuerza  (jue  en  el  país  en  qu*^  se  han  pronunciado,  bajo 
i-iertis  condiciones  que  so  enumeran.  El  carácter  ejecutivo  ó  de 
a{>remio  <le  las  sentencias,  y  el  juicio  á  (pie  su  cumplimiento  Jé 
lugar,  s<^ráa  K'S  que  determinen  la  ley  de  procelimientos  del 
Estado  en  d>nde  so  pide  la  ejecución  (artículos  o?  al  7?) 

Adviertas?  que  entre  los  Tratados  que  se  mencionan,  el  único 
en  que  se  determina  de  una  manera  expresa  la  autoridad  ju- 
dicial ante  quien  d^ben  entablarse  las  demandas  <le  ejecución  de 
los  fallos  expedidos  por  Tribunales  extranjeros,  es  el  que  siucio- 
nó  el  Congreso  Americano  de  Jurisconsultos.  Los  demás  pasan 
l>or  alto  esa  circunstancia,  consagrando  sin  duda  con  su  silencio, 
le-pecto  al  Perú,  la  jurisdicción  de  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia piua  c(»iií»í\T  de  esas  dcmand.is.  c!i  ejercicio  de  bis  atribucio- 
nes genérale^  que  le  competen  conroron^  á  nuestra  legislación. 

Si  en  los  convenios  internacionaies  qu*?  tiene  ajustados  el  IV- 
rú  sobro  los  electos  exlraterritiinaK-  de  las  sentencian  en  mate- 
ria civil,  l;a  e>tablec¡do  un  proc-d  i  miento  vario  para  reve^ürla-í 
como  acto  i  iivio  con  el  sello  de  la  'urisdicción  nacional  é  im- 
priniir  la  í':er/a  ej«cuíoria  que  su  cum[>!imient<'  requiere:  ^I 
nuestra  legislación  no  ha  previ-l«»  ^i<piiera  la  necesi<l:;d  «it*  ci  • 
N\m*liav  e!j  e**te  unlen  las  relacu»n  s  do  I>ereeli'»  Internacional 
Triva  lo,  íi;ande.  á  e;eniplo  de  h»-  Códigos  mo  lerno-,  prinii[»ios 
ó  reglas  geínial^'s  <pie  ilirijan  y  unitórmen  los  Tratados,  se  com- 
prende {\nv  ha  de  pro.vderse  en  distinta  form:i,  soajún  los  caso> 
queociUMan  y  las  estipulaciones  diversa?  (jue  á  cada  uno  sea  apli- 
cable. 

l)e  aquí  tMie  no  íjue[>a  juzgar  la  cU'^slión  que  motiva  c'^^tc  dic- 
tamen, desde  el  punto  de  v¡4a  de  la  ley  general  de procml i m len- 
tos, paní  sefueler  la  caliücaeión  <lel  fallo,  cuyo  cumplimiento  se 
pide  al  Juez,  de  primera  instancia,  como  pretende  la  parte  de- 
nu\ndtdii,  tuamli»  su  intervención  está  expresamente  excluida 
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por  p|  Tratado  con  Italia,  que,  si  al  hablar  en  términos  genéri- 
cos de  loi«  Tribunales  locales  en  la  primera  parte  de  la  cláusula 
18*  9e  ha  referido  á  los  Juzgados  inferiores,  no  cabe  lugar  á  du- 
da que  al  hacer  mención  del  Tribunal  Superior  en  otra  parte  de 
la  misma  cláusula,  confiriéndole  jurisdicción  para  conocer  en 
juicid  sumario- de  la  calificación  de  las  sentencias  pronunciadas 
por  Magistrados  italianos,  no  ha  podido  comprender  bajo  esa  de- 
nominación específica,  que  arguye  un  orden  superior  en  la  je- 
rarquía judicial,  á  los  Jueces  de  primera  instancia  en  el  Perú. 

Sitnpiifi.ados  así  los  términos  del  problema,  la  dificultad  estri- 
ba únicamente  en  saber  si  es  US.  I.,  ó  la  Corte  Suprema,  el  Tri- 
bunal á  i|uien  compete  conocer  del  juicio  de  que  se  trata.  Revi- 
sando el  Fiscal  el  Código  de  Procedin*ientos  de  Italia,  se  ha  da- 
do iMienta  de  que  la  cláusula  que  se  analiza  está  calcada  sobre  el 
artículo  941  de  dicho  Código,  según  el  cual  incumbe  declarar 
ejecutoriadas  las  sentencias  expedidas  por  Tribunales  extran- 
jeros, á  la  <  Jorte  de  Apelación  en  cuya  jurisdicción  deben  ejecu- 
ii^rse,  previo  el  juicio  de  calificación  ó  de  deliberazione  destinado 
&  haí*er  constar  las  condiciones  que  se  requieren  para  la  ejecu- 
ción, y  son  las  mismas  que  reproduce  textualmente  el  Protocolo. 

Inspirado  el  convenio  en  h  ley  italiana,  en  cuanto  se  refiere  á 
la  ejecución  de  las  sentencias  extranjeras,  hasta  ser  la  cláusula 
18^  un  trasunto  de  una  de  sus  disposiciones,  á  ella  debe  ocurrir- 
se como  fuente  segura  de  interpretación  para  descifrar  el  término 
dudoso  que  se  ofrece.  Si  según  el  Código  italiano  compete  al 
Tribunal  de  segunda  instancia  entender  en  el  juicio  de  delibera- 
ción, la  mente  del  Tratado,  al  conferir  jurisdicción  para  ese  mis- 
mo juicio,  entre  los  Tribunales  de  cada  Estado  signatario,  al 
Tribunal  Superior,  no  pudo  ser  otra  que  designar  al  de  Apelacio- 
nes en  armonía  con  la  disposición  legal  que  al  respecto  lo  infor- 
ma. A  haberse  propuesto  nombrar  á  la  Corte  Suprema  en  el  Pe- 
rú y  ¿  las-Cortes  de  Casación  en  Italia,  lo  habría  hecho  en  térmi- 
nos de  tal  manera  inequívocos,  que  fijasen,  con  toda  precisión,  es- 
te punto  diferencial,  para  prevenir  confusiones  derivadas  de  la 
analogía  entre  el  texto  del  Protocolo  y  el  del  Código;  diferencia 
que,  aún  cuando  se  estimase  sugerida  por  parte  del  Perú,  no  al- 
canzaría el  Fiscal  á  explicaría  con  razones  tan  poderosas  que  in- 
dujeran á  la  otra  parte  á  romper  con  la  unidad  de  su  legislación 
y  á  apartarse  de  la  norma  trazada  en  sus  Códigos. 

Por  lo  demás,  aun  cuando  el  Perú  estuviera  condenado  á  un 
régimen  legal  inaccesible  á  los  efectos  exlrateiritoriales  de  las 
sentencias  pronunciadas  en  materia  civil  por  Tribunales  extran- 
jeros, cuando  el  régimen  contrario  es  ya  un  principio  general  q\]c 
consagra  el  Derecho  Internacional  Privado,  con  algunas  varían- 
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les de  aplicación,  entiendo  esto  Ministerio  que  no  cabría  tmtar 
la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  del  dictamen  do  fojas  88,  i)or- 
que  la  resuelve  por  completo  el  Tratado  vigente  Perú-Italiíino. 
En  mtrito  de  las  consideraciones  expuestas,  concluye  opinan- 
do el  Fiscal,  porque  US.  1.  es  compotente  para  conocer  de  la  de- 
mandj^  de  fojas  76,  y  ponjuc,  en  consecuencia,  se  declare  sin  lu- 
^ar  la  excepción  de  jurisdicción  deducida  en  los  escritos  de  f>jas 
78y81.  ,  ] 

Lima,  S  de  Abril  de  1897. 

Carero, 


Lima,  Ahrli  21  de  1897. 

m 

Autos  y  vistos:  de  conformidad  con  lo  opinado    [nor  el  Sr.  Fis- 
cal Dr,  Cavero,  y  teniendo  en  con.sideración:  qu'^  1í^  Il'íva  expresa 
del  artículo  18  del  Tratade  vigente  entro  v\  Purú  6  Italia  do/ig- 
na  al  Tribunal  Superior,  como  compeíento  para   conocer  en  el 
juicio  de  deliberación  que  debe  declarar  ejecutoriadas  hiá  senten- 
cias expedidas  en  ]>aís  extranjero  y  que  han  de   cnni[>lirs3  <leu- 
tro  de  su  jurisdicción  ó  territorio;  (jue  en  dicho   artículo    18  del 
referido  Tratado  se  establece  lo  estrictament  *  dispuo-íto  en  el  ar- 
tículo 1>  11  del  (odigo  Civil  de  Procodiííiicntoá  del   Reino  <le  Ita- 
lia, que,  a  falta  do  Iovís  patri-  s  sobre  la  materia  <leb:-  servir  ¡>íira 
inteligencia  dv*  lo  pactado,  y  disponiéndose  en  ol    niemorado  ar- 
tículo del  Código  Italiano  ?jue    la    coinnotoncia    correspondió  en 
esto  caso  á  la  Corto  do  A[>e]ación  ((\'^rte  d'  Apollo)  en  ol   respec- 
tivo t-  rritor'h»  {\v  sa  jnrisiüocióu.    siendo    h\^   Corles    Superiores 
en  el  Pon'  las  Cortts  do  Aj^clación,  son   o!la^  á'  la  quo  expresa- 
mente se  refiere  ol  Tratado:  y  que,  por  último,  (|ao  esta   es  la  in- 
terpí  elación  rooonocida  en  los   países   en    íjuo    existen    j)actn«l:5^ 
igualí^s  estipulaciones  con    Italia,    como    acontece    con    Es¡»añ;í; 
don<lo  rorresj>ondiondo  á  la  tercera  Sala  del    Tribunal    Sii{)romf> 
el  conooiniier.to  de  o>ta  clase  de  asuntos,  st-  exceptúa    ol  de   la¿ 
sentencias  que  proceden  de  Italia  (jue  es  el  de  la  coin¡>etencia  »lt 
la  Sala  Civil  do  las  andiencias,  en  cuyo  territorio  haya  de  dárác- 
les  cumplimento  conforme  al  tratado  con  Cerdeña,   que   es   hoy 
el  vigente  entre  l'>paña  é  Iialia:  por  estos  fundamentos:  declara- 
ron sin  lugar  el  artículo  de  comi)etencia  deducido  por  A.  F.  Fe- 
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rraro  y  Compañía,  en  el  escrito  de  fojas  7S,  y  maiularon  que  e?- 
tos  contesten  el  traslado  conferido  en  providencia  de  fojas  77 
Tuelta;  hágase  saber  á  los  señores  Fiscales. 

Borgoño.-^  J^arela. — Avian. 


DICTACMKN  FISCAL 

Iltuslrísimo  Señor: 

De  las  piezas  de  la  ejecutoria  pronunciada  por  el  Tribunnl  de 
Sayona — de  Italia — con  que  se  apareja  la  presente  deuinnda  do 
cxeqtmlur,  se  desprenden  estos  antecedenteH  jurídicoa  habiendo 
fallecido  sin  testamento,  en  dieha  ciudad.  Constantino  Anselmo, 
el  23  de  Abril  de  1891,  Ernesto,  Silvio  y  Domingo  An^olnio, 
liijos  sayos  y  lierederos,  entablaron  deman'iu  el  10  de  Marzo  do 
lSl)2  ante  cd  Tribunal  Civil  de  Savona,  contra,  Juan  Bautista 
Anselmo,  hijo  también  de  Constantino,  y  contra  Agustín  Fede- 
rico Ferraro.  en  su  carácter  de  sov'ios  de  la  diáuelta  casi  coiner- 
ciul  de  G.  1>.  Anselmo  y  C*^  do  Lima,  reclamando  el  pa^^o  de  la 
parto  pro{K)rcional  (j.ue  les  correspondía  en  la  sumado  I72,0il.45 
liras,  de  que  eran  deudores  solidarios  á  favor  del  finado,  como 
saldo  á  su  cargo  de  la  cuenta  corriente  que  óstc  había  abierto  en 
Savona  desde  el  año  1881  con  la  mencionada  casa.  Demandóse 
:i  Ferraro.  no  solo  como  socio  de  la  extinguida  casa,  sino  tam- 
bién como  representante  de  la  nueva  A.  F.  l'^erraro  y  C*,  radica- 
da también  en  Lima,  ([ue  se  había  hecho  cargo  del  activo  v  pa- 
sivo de  aquella.  Personalmente  citado  Ferraro  bajo  eso  <loble 
eaniter,  en  Genova,  donde  ti  la  sazón  se  euí^ontraba,  com|)arcció 
ante  el  Tribunal  y  dedujo  las  excepciones  de  nulidad  de  la  yita- 
eióii  y  do  iuconi{>etencia  de  fuero,  protestando  ademá.s  no  deber 
iiada  íi  los  actores  por  ninqún  título.  An.^ehno  inler[>uso,  por  su 
parte,  lamisíua  excepción  do  iin'onipi'tenci.í,  alegando  (■|'^;'  hacia 
más  de  quince  años  «so  hallaba  conio  donTeiliado  y  re.b:idente  cu 
Lima.»' 

Decidió  el  Tribunal  las  cuestiones  prejudiciales  i)ropuestas,  por 
la  resolución  fecha  2l>  de  Octubre  de  1892,  declarando  su  com- 
potencia para  entender  en  la  causa  promovida  por  los  hermanos 
Anselmo. 

Interpuesta  la  alzada  por  los  demandados,  se  confirmó  la  re- 


—  438 

solución  ca  todas  sus  partes  por  la  Corte  de  Genova,  en  acuerdo 
de  27  de  Julio  de  1893.  Loe  fundamentos  que  motivan   eT  fallo 
en  ambas  instancias  pueden  resumirse  en  estos  términos:  que 
aún  cuando  los  demandados  pretenden  declinar,  la  responsabili- 
lidad  del  crédito  que  se  reclama  en  la  casa  A.  F,    Ferraro  y  C^, 
que  representa  Agustín  Federico  Ferraro,  por  haberse  hecho  car- 
go del  activo  y  pasivo  de  la  extinguida  firma  G.  B.   Anselmo  y      i 
O*,  de  la  cual  fueron  socios,  con  responsabilidad  solidaria,  el  mis-      ' 
nio  Ferrari  y  Juan  Bautista  Anselmo,  la  disolución  de  esta  últi- 
ma sociedad,  si  obsta  para  que  se  entiendan  con  ella  los  herma- 
nos Anselmo  bajo  su  carácter  de  persona  moral,  no  ha  sido  par- 
te á  romper  los  vínculos  jurídicos  directos  que  establece  eso  he- 
cho entre  los  demandados  y  los  demandantes,   deduciéndose  de 
ahí  la  responsabilidad  mancomunada  que  trata  de  hacerse  efec- 
tiva demandándolos  personalmente,  y,   además,  á  Ferraro  en  re- 
presentación do  la  nueva  ñrma  social,  responsable  de  las  obli- 
gaciones pendientes  de  la  que  feneció;  que  la  cuenta  corriente  de 
donde  procede  el  crédito  que  se  demanda  so  abrió  en   Savoua, 
$hí  se  descontaron  las  letras  y  tomaron  las  mercaderías  á  cuenta 
de  la  casa  correntista,  y  ahí  debía  realizar  J.  B.  Anselmo  los  pa- 
gos de  las  obligaciones  contraídas  a  favor  de  Constantino  Ansel- 
mo, lo  que  determina  la  competencia  del  Tribunal  del  lugar  del 
contrato,  en  conformidad  al  artículo  91  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civil,  cumplido  el  requisito  que  para  ello  se  exige,  de  la 
citación  personal;  que. aunque  la  casa  de  A. .  Ferraro  y.  C^  está 
radicada  en  Lima,  donde  ha  fíjado  también  su  domicilio  y  resi- 
do Agustín  Federico  Ferraro,  la  citación  de  J.   B.   Anselmo  en 
Savona,  en  rjne  eslá  doinivüiado,  como  consta  do  comprobante 
incontestable-^,  (f<tablece,  por  miuistn>  <le  la  le}',    ¡a  <"ompetenc:a 
del  Tribunal  respecto  a  Ferraro,  por  la  conexión  do    título  que 
media  entre  las  rosjMjnsabiUílades  do  ainl>«>3,  según  el  artículo  98 
del  mismo  Código,  que  (?statuye  que  cuaiulu  la  acción  se  dirija 
contra  }>ersonas  sometidas  á  dislintas  autoridades  judiciales,  po- 
drá ser  competente  la  <lel  «loinicjlio  ó  residencia  de  cualvjuiera  de 
los  demandados  si  existiera  conexión  por  el  objeto  do   la  deman- 
da ó  por  el  «título»  ó  hodio  de  que  dependa.» 

Definida  así  la  competencia  del  Tiibunal  do  Savona,  falló  la 
oíiusa  condenando  solidariamente  a  Ferraro  y  J.  B.  Anselmo,  c<>- 
mo  asociados  de  la  disuclta  casa  G,  B.  Anselmo  y  O?,  y  «ilomiie» 
á  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C^,  residente  en  Savona,  a  «pagara  a 
eada  uno  dolos  demandantes  como  cuota  hereditaria  de  la  sexti 
parte  del  crédito  demandado,  la  suma  de  2  1,7üS.20  liras  con  1(^ 
intereses  comerciales  dxsdi'  el  1^  ile  Enero  de  1895  v  las  costa-' 
del  juicio. 
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Esa  sentencia,  confirmada  por  la  Corte  de  Genova,  en  ai»ela- 
ción  interpuesta  por  el  Proenrador  doFerraro,  es  la  qno  Doiiun- 
go  E.  Anselmo  ha  sometido  á  la  consiíleraciun  de  Uí^.  1.,  pidien- 
do que  se  sirva  declarar  la  ejecutoria  para  que  sea  í  j<?cuíada  en 
el  Pera,  donde  están  domiciliados  Agustín  Federico  Ferraro  y 
la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C*\  en  eumj)limiento  de  la  cláusula  IS'* 
del  Tratado  con  Italia,  en  que  se  estipula  que  «las  sentencias  y 
ordenanzas  en  materia  civil  v  comercial  emanadas  de  los  Tribu- 
bales  de  una  do  las  partes  contratantes  y  debidamente  legaliza- 
das, tendrán,  á  solicitud  de  los  Tnbunales  mismos,  en  los  Esta- 
dos de  la  otra  parte,  la  misma  fuerza  que  las  emanadas  de  los 
Tribunales  locales,  y  serán  recíprocamente  cumplidas  y  produ- 
cirán los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aquellos  bienes  suje- 
tos á  esta,  según  las  leyes  del  país,  y  serán  observailas  las  dispo- 
siciones de  las  mismas  leyes  respecto  á  la  inscripción  y  á  las 
otras  formalidades.  Para  que  puedan  cumplirse  estas  sentencia» 
y  ordenanzas  deberán  ser  previamente  declaradas  ejecutoriadas 
por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  deba 
tener  lugar  la  ejecución,  mediante  un  juicio  de  deliberación  en 
el  que,  oídas  las  partes  en  la  forma  sumaria,  se  examine: 

1-  Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  la  autoridad  judi- 
cial competente; 

2?  Si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  partes; 
o?  Si  las  partes  han  sido  regularmente  representadas  ó  legal- 
mente  contumaces; 

4?  Si  la  sentencia  contiene  di-^posicu^nos  contra  el  órd^Mi  publi- 
co o  el  nerccho  Fáblico  del  Estado. ' 

Y  habiéndose  ya  resuello  que  cominte  á  FS.  í.  ent'Jilcr  en 
el  juicio  promovi<lo  de  deüb'jración  al  decidir  la  exc_»í>tMÓ'i  de- 
clinatoria interpuesti  por  Anselmo,  e^  llega  lo  el  ciso  cIl»  fallar 
la  instancia,  calificando  la  ejeculoria  de  í^ue  se  trata,  no  en  cuan- 
to á  su  mérito  intrínseco,  ó  ul  fondj  del  litigio  en  qne  se  ha  pro- 
nunciado, sino  desde  el  [)'.into  d«  vista  de  las  condiciones  que  se 
requieren  conforme  á  la  cláusula  proinsorl.i,  para  que  las  sen- 
tencias emanadas  de  los  Tribunales  de  Italia  ai)arejen  en  el  Fe- 
ru  fuerza  ejecutoria,  condicionas  protectoras  de  lo.s  fueros  tle  la 
soberanía  nacional  v  del  derecho  público   do  los  Fí'la<los,  io  mis- 


fíQ  en  la 
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lao  que  de  los  intereses  en  juicio  <íe  los  extranjeros;   puesto    que 
ante  una  estipulación  vi^^viite,  que  es  la  ley,  sería  ocioso  ocupar- 
cuestión  que  actualm  -lUe  se  controvierte  en  el  campo  de 
ina  y  de  lu  jurisprudencia,  sobre  la    elicacia  extrat^^rrito- 
rial   de    los    tallos  judiciales,    en  el  cual  gana  terreno    el    espí- 
ritu liberal  en  su  tendencia  d<*  asiniiUción,    por   comuni<lad    de 
leyes  y  de  instituciones,  entre  los  nacionales  y  los  extranjeros   en 
[■  lo  que  atañe  á  la  vida  civil. 
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La  primera  y  primordial  condición  que  debe  satisfacer  la  eje- 
cutoria para  los  efectos  del  Tratado,  es  la  competencia  del  Tri- 
bunal sentenciador.  Pero  ¿por  que  criterio  ha  de  juzgarse  de  esa 
coni])Gtencia?  El  Protocolo  ha  planteado  la  cuesti-'jn:  más  no  la 
resuelve.  Es  preciso,  i)ae?,  decidirla  ocurriendo  íi  otras  fuentes 
del  Derecho  Internacional,  puesto  que  no  se  trata  de  la  compe- 
íencia  líierainonte  territorial,  ó  del  orden  domestico  que  se  rige 
|)or  ]i\:<  h^ves  de  cada  Estado,  í^ino  de  la  competencia  aplicada  al 
juzL^'iinirnto  do  relacion!\s  jurídicas  entre  personas  sometidas  ú 
so])er.7nín.s  dislintas,  sujetas  por  consiguiente  á  principios  dejna- 
yor  alcnnc''^,  que  conviene  lijar,  ya  que  ni  siquiera  se  establecen 
en  nuestros  Códigos,  sino  para  imponerlos,  por  lo  menos  para 
lijar  la  doctrina  legal  en  punto  de  tanta  trascendencia. 

No  están  de  acuerdo  los  tniladistas,  *ni  la  jurisprudencia,  sobre 
el  p'incipio  aplicah-e  á  la  eah'íieocion  do  la  compotencia  <lo  los 
Tribnn;ilcs  ijnra  hv  clicávia  extraterritorial  de  sus  fallos.  Según 
lino??,  debi'n  ser  competentes  con  arreglo  á  las  leyes  dcd  país  don- 
Je  se  pronunció  la  sentencia  y  a  las  de  aquel  donde  deben  eje- 
cutarse. Según  otros,  basta  que  lo  sean  conforme  ú  la  legisla- 
ción del  lugar  de  donde  procedo  el  fallo;  y  hay  quienes  procla- 
men, por  el  contrario,  la  del  lugar  do  la  ejecución.  Si  el  prime- 
Yñ  de  dichos  sistemas  peca  de  excesivo  rigorismo,  rindiendo  exa- 
gerado culto  al  principio  de  la  soberanía  nacional,  hasta  restrin- 
gir á  muy  CF^r^'^'ho-;  límit-js  el  cii-npo  do  ai>lie.ición  extraterrito- 
rial de  las  sentencias  y,  por  consiguiente,  el  de  los  beneficios  que 
ella  aporta  íi  la  mancomunidad  de  intereses  de  la  vida  civil,  se 
resienten  los  últimos  de  la  tendencia  contraria,  en  pugna  ron  los 
derechos*  inalienabl(í3  del  Estado,  que  no  so  compadecen  con  el 
<>xclu.sivo  predominio  de  la  legislación  territorial  en  el  régimen 
de  las  relcicLones  inierna'^ion'ile?.  «hx  cuestión  de  jurisdic- 
v-ión  con  arreglo  al  Derecho  Intermicional,  dice  Fiore,  no  puede 
re.-olvcr-e  dr  conformidad  co  i  la  ley  interior  de  un  Estado;  por- 
que no  [)'.idiendo  una  s)b*!'ain'a  fijar  y  [proclamar  con  sus  leyes 
los  prini'it)ios  del  Dereelio  Internacional,  no  |)aeíe  tampoco  es- 
tablíM'cr  las  i'cghis  de  jnrisdíi-c.ión  correspondiente?.  Cuaml3  se 
trata  de  d'X*idir  si  ]i\fani!fa<í  c^oanyroidi  cf  (^cciflendi  Ci!y'!^''tm  debe 
atrihuii">e  á  lo-;  Tribunales  italianos,  á  los  franccse?,  á  los  espa- 
ñoles ó  á  l'>-  de  otro  IC^tado,  e.-  es* a  unii  verdadera  cuestión  de 
D^r'-rho  Inteniaeioiial,  ponoie  presapono  un  conflicto  entre  los 
tlerechos  c  >rrespondiente3  á  diversas  soberanías,  y  es  claro  que 
no  puede  ser  resuelta  en  virtud  do  una  ley  interior.»» 

Pugnan  contra  la  doctrina  (juo  con  tanto  acierto  sustenta  el 
notable  profesor  de  la  l'niversidad  de  Pisa,  así  Anselmo,  que  in- 
voca la  legislación  de  Italia  para  decidir  la  competencia  de   los 
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Tribolmles  que  entendieron  en  el  litigio  de  que  se  trata,  como 
Ferrare  que  se  acoge  al  Dei'echo  peruano,  situando  ambos  la 
coeelión  dentro  de  términos  de  tal  manen:  contrapuestos  y  anta- 
gónicop,  que  resultaría  impotente  para  dirimir  el  conflicto  la  au- 
toridad del  Derecho  Internacional,  é  despecho  de  sus  cánones  y 
de  809  fórmulas  de  justieia  y  eqnifíad,  generalmente?  consagra- 
dos en  la  teoría  y  en  la  práctica  por  los  países  mas  aílelantados 
en  el  camino  de  la  civilización,  en  cuyas  instituciones  se  encar- 
na cada  vez  mas  hondamente  el  principio  de  la  comunidad  iti- 
teniacional,  que  proclama  como  una  do  las  más  elevadas  misio- 
nes que  cumplen  á  los  Estados,  la  protección  del  dereí  lio  y  del 
orden  jurídico  en  las  mutuas  relaciones  do  los  pueblos,  dentro  de 
la  cual  80  impone,  en  principio,  el  re.'ípeto  á  los  fallos  judiciales 
considerados  como  fuente  de  derecho,  donde  ((uiera  queso  Ijayan 
pionunciado,  por  la  misma  razón  que  el  respeto  debido  á  las  le- 
yes «^Ktranjeras  y  á  los  actos  fundadoi  en  las  mismas,  como  Io3 
m:  trimonios»  las  transacciones  comerciales,  etc.  ya  que  la  iden- 
tidad de  las  nociones  jurídicas  que  sirven  de  base  en  todas  par- 
tes á  las  leyes  civiles,  puede  decirse  que  ha  convertido  en  insti- 
tuciones de  carácter  internacional  los  derechos  fundamentales 
del  ciudadano,  como  el  de  familia,  el  do  propiedad,  atento  el  pa- 
pel que  desempeñan  en  las  relaciones  generales. 

Los  conceptos  siguientes  son  de  uno  de  los  más  entusiastas  de- 
fensores de  esa  doetrinn,  F.  de  Martens:  «La  comunida<l  inter- 
nacional es  el  único  terreno  verdadero  y  positivo  sobre  el  cual 
puede  el  Derecho  Internacional  Privado  desarrollar.':e,  y  donde 
so  pueden  resolver  las  cuestiones  complicadas  y  arduas  relativa* 
á  la  aplicación  de  las  leyes  de  los  diversos  países. 

«Si  se  atiende  exclusivamente  á  la  soberanía  de  los  Estados, 
no  es  posible  salir  del  laberinto  de  contradicciones  que  de  la  di- 
versidad de  legislaciones  resulta.  Mantener  rigurosamente  los 
derechos  de  esa  soberanía,  sería  tanto  como  paralizar  el  desarro- 
llo de  las  transacciones  particulares  entre  los  subditos  de  todos 
los  Estados. 

«Sapongamos  que  un  Gobierno  prescriba  A  los  Tribunales  la 
exclusiva  aplicación  de  las  leyes  del  país,  sin  tener  en  cuenta 
para  nada  laé  leyes  extranjeras.  Las  consecuencias  de  disposición 
semejante  lesionarían  sobre  todo  á  los  pattrculares.  El  derecho 
de  propiedad  legal  mente  adquirido  en  otro  país  perdería  su  ca- 
ráclerlegal  en  dicho  Estado.  Toda  obligación  contraída  con 
an^glo  á  las  leyes  extranjeras,  carecería  déla  protección  judi- 
cial on  el  lugar  del  cumplimiento,  siempre  que  dichas  leyes  di- 
firiesen de  las  territoriales.  Los  demás  Gobiernos,  acudiendo  á 
las  represalias,  seguirían  sin  duda  una  línea  de  conducta  análo- 
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ga  á  la  del  Estado  que  hemos  supuesto.  Las  senteucias  dictadas 
por  los  Tribunales  de  este  Estado  no  producirían  efecto  alguno 
ibera  de  las  fronteras.  La  parte  que  hubiese  perdido  41  pleito, 
podría  comenzarlo  de  nuevo  en  otro  país,  sin  que  la  parte  con- 
traria pudiera  hacer  valer  la  resjudicala^  dado  que  el  primer  fa- 
llo no  tendría  en  territorio  extranjero  el  valor  de  una  sentencia 
judicial. 

«La  aplicación  rigurosa  del  principio  de  soberanía  origina»  co- 
mo resultado.general,  la  destrucción  del  Derecho  y  la  más  com- 
pleta anarquía  en  la  esfera  de  las  relaciones  internacionales.  Se- 
mejante situación,  claro  es  que  no  sería  favorable  ni  á  los  £8ta- 
dos  «ni  á  los  subditos.» 

Pero  si  bien  se  considera,  es  más  aparente  que  real  el  conflicto 
^metido  al  fallo  de  US.  í.  Inspiradas  en'  los  mismos  principios 
íandamentales  las  reglas  de  compelencia  de  los  Tribunales  del 
Perú  y  de  Italia,  las  diferencias  de  detalle  no  han  debido  aca- 
rrear dificultades  que  üo  pudieran  zanjarse  armonizando  las  dis- 
posiciones varias  de  cada  legislación,  bajo  un  conoepto  acorde  eou 
,^sos  principios.  Antes  de  intentar  la  solución  en  esta  vía,  es  pre- 
ciso deslinaar  la  doble  representación  jurídica  con  que  Ferraro 
interviene  en  el  proceso  actuado  en  Italia,  como  socio  de  la  an- 
tigua casa  comercial  G.  B.  Anselmo  y  C^t  y  conio  representante 
h  la  de  A.  F.  Ferraro  y  ü^,  á  fin  de  apreciarla  separadamente, 
on  si  misma,  y  en  sus  efectos  legales,  desde  el  punto  de  vista  que 
le  sea  peculiar. 

Como  consocio  de  Juan  Bautista  Anselmo  en  la  casa  6.  B. 
Anselma  y  C^,  hubo  de  resultarle  á  Ferraro  una  responsabilidad 
directa  y  solidaria  por  todas  las  obligaciones  de  la  sociedad  pen- 
< lien t4?s  cuando  se  disolvió.  Estimándose  como  una  de  ellas  el 
<a]«io  deudor  de  la  cuenta  corriente  abierta  entre  Constantino 
Anselmo  y  la  casa,  fueron  demandados  ambos  socios  para  satis- 
moer  la  deuda.  Que  esa  cuenta  se  abrió  en  Savona,  lugar  del  do- 
micilio del  acreedor,  parece  que  es  indudable,  no  sólo  porque 
ninguno  de  los  demandados  puso  reparo  alguno  á  ese  hecho  que 
los  demandantes  adujeron  en  juicio,  en  apoyo  de  su  acción  enta- 
)>lada,  sino  también  porqu«  esa  ab6tencióu  implica  un  asenti- 
miento tácito,  tanto  más  significativo,  cuanto  que  al  resolverse, 
ilesechándola,  la  excepción  de  incompetencia,  se  alegó  el  mismo 
hecho  como  uno  de  los  principales  fundamentos  del  auta 

Esto  entendido^  si  el  acto  de  donde  deriva  la  obligadón  de- 
mandada se  realizó  en  Savona,  resulta  incontestable  la  cooipe- 
teucia  del  Tribunal  que  íáMó  la  causa  en  primem  instancia;  por 

2«e  la  confiere  el  artículo  91  delCóíligo  de  Procedimionioa  Civil 
e  Italia,  proscribiendo  que  «ea  los  juicios  en  que  se  ejerciten  te- 
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cion^  personales  ó  reales  sobre  bienes  muebles,  será  juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  se  contrajo  ó  deba  cumplirse  la  obliga- 
ción, siempre  que  el  demandado  fuere  allí  citado  personalmente.» 
Según  los  artículos  105  y  106  del  mismo  Código:  «los  extranje- 
ros no  residentes  en  Italia  podrán  ser  demandados  ante  los  jue- 
ces del  Reino,  aunque  no  se  encontraren  en  él,  tratándose  de 
obligaciones  derivadas  de  contratos  ó  hechos  verifícados  ó  que 
deban  ejecutarse  en  Italia.  Podrán  además  ser  demandados  an- 
te las  misTnas  autoridades  por  obligaciones  contraídas  fuera  del 
Reino,  si  se  encontraren  en  él,  aunque  no  tuviesen  residencia, 
siempre  que  fueren  personalmente  citados^» 

Si  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  peruanos  no  se  ejercita  en 
ana  esfera  tan  vasta  como  la  de  los  italianos,  eso  no  obstante, 
las  reglas  que  marcan  sus  límites,  justifican  ampliamente  la 
competencia  del  Tribunal  de  Savonaen  la  causa  promovida  con- 
tra los  socios  de  la  disuelta  casa  G.  B  Anselmo  y  C^  ya  porque 
según  los  artículos  132  y  81,  inciso  4?,  del  Código  de  Enjuicia- 
mientos Civil,  es  competente  el  Juez  del  lugar  donde  se  obligó  el 
demandado  ó  que  se  designó  para  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones; ya  porque  en  conformidad  al  artículo  38  del  Código  Ci- 
vil, «el  extranjero  que  se  halla  en  el'Perú,  aunque  no  sea  domi- 
ciliado, puede  ser  obligado  al  cumplimiento  de  los  contratos  ce- 
lebrados con  peruanos  aún  en  país  extranjero,»  con  tanta  mayor 
razón  si  todos  los  contratantes  fuesen  peruanos  y  mayor  todavía, 
si  cabe,  cuando  el  contrato  se  celebrase  en  el  Perú.  ¿Son  compe- 
tentes los  jueces  del  Perú  para  entender  en  las  relaciones  jurídi- 
cas provenientes  de  contratos  celebrados  en  el  Perú  entre  perua- 
nos, aúnjcaando  la  parte  demandada,  que  hallándose  presente 
en  el  Perú,  fué  personalmente  citada,  haya  fijado  su  residencia 
ó  domicilio  en  Italia?  La  contestación  á  esta  pregunta,  que  no 
puede  dejar  de  ser  afirmativa  en  concepto  de  las  disposiciones  ci- 
tadas de  las  leyes  peruanas,  encierra  la  solución  del  conflicto  á 
favor  de  la  competencia  del  Tribunal  sentenciador,  justificada, 
á  la  par,  por  el  Derecho  Peruano  y  el  Italiano;  y  US.  I.  no  po- 
dría desconocerla  bajo  el  punto  de  vista  de  la  reputación  de  Fe- 
rraro,  que  se  analiza,  sin  menoscabar  de  rechazo  la  autoridad  de 
la  legislación  patria  invocada  corao  criterio  para  la  inteligencia 
y  efectos  de  una  de  las  estipulaciones  del  Tratado  con  Italia,  de- 
sestimando en  el  caso  que  ocurre  las  reglas  de  jurisdicción  que 
ella  misma  consagra. 

Ahora,  viniendo  á  la  otra  faz  del  conflicto,  cambia,  por  entero, 
la  situación  jurídica  de  Ferraro.  Ya  no  es  Ferraro  el  responsa- 
ble directo  y  mancomunado  de  las  obligaciones  pendientes  de  la 
extii?guida  casa  G.  B.  Anselmo  y  C*,  ni  el  hecho  de  donde  deri- 
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lea  tlcl  Perú  para  ejercer  su  autoriilíid  en  lui  caso  datlo,  tienen 
que  ser  incompetentes  á  priorij  p:>r  ese  solo  hecho,  los  Tribuna- 
les extranjeros.  Para  que  ese  principio  fuera  verdadero  sería  me- 
nester que  la  competencia  do  los  Tribunales  se  estableciera  bajo 
un  criterio  único,  ya  fuese  el  del  domicilio  6  residencia,  ó  *»l  del 
lugar  del  contiato  ó  el  de  la  situación  de  los  bienes,-  ii  .»tro  dis- 
tinto; de  tal  suerte  que  prohado  el  hecho  único  de  qu-  depíudía 
el  fuero,  no  podría  resultí^*  sino  un  Tribunal  cot\  justi»  líiui».  de 
compotencia.  Kilo  no  sólo  resolvería  radical  y  sencilla  Uf'Mt-  \^>s 
conflictos  de  jurisdiccixm  internacional,  sino  que  evn  riíaii  i'ie 
se  produjesen  ^  .  . 

Pero  cuando  son  vaiindas  y  múltiples  las  bases  qun  1  rt.*-»-  ni- 
nan  en  eada  legislación  el  fuero  competente,  se  compr^ude  y  se 
explica  la  (concurrencia  do  los  Tribunales  de  diversos  Est.i  las 
con  jurisdicción  ex|>ed¡ta  paia  conocer  de  un  mismo  asunto,  co- 
mo si  tratándose  de  acciones  personales,  un  italiano,  domicilia- 
do en  í>j»aña,  que  so  encuentra  accidentalmente  en  el  Perú,  hu- 
biera í'ontratado  en  Ilulia  can  poruano.  Estaría  sujoto  á  la  ju- 
•risdicción  de  Es?  ana  por  la  iex  domici.Ui,  según  el  artículo .02  del 
Código  de  Enjuiciamientos  ("ivil  de  España;  á  la  dodtalia  por  la 
Ifx  loe t'  co turad u>i,  según  el  artículo  9 1  del  Código  de  Proce<lí- 
mientos  Civil  de  Italia,  y  a  Ih  del  Perú,  por  razni  de  relaciones 
jurídicas  con  peruano,  pudiendo  hacerse  el  emplazamiento  per- 
sonal, según  el  artículo  38  'le!  Código  Civil  do.l  Perú. 

Que  mucho  que  ocurran  estas  complicaciones  en  la  esfera  del 
Derecho  Internacional,  .sujeta  al  influjo  de  sistemas  legales  di- 
versos, que,  aunque  calcados  sobre  nociones  fundamentales  más 
ó  menos  análogas,  encierran  siempre  puntos  diferenciales  que 
dificultan  su  aplicación,  cuando  surgen  dentro  de  la  propia  eco- 
nomía de  la  jurisdicción  interna,  en  la  cual —para  no  referirnos 
.^ino  al  Períí — gozan  igualmente  de  comi)otcncia,  en  concepto 
del  artículo  lo2  del  Código  de  Enjuiciamientos  (Uvil,  para  co- 
nocer de  una  misma  acción:  el  Juez  í  quien  se  sometió  volunta- 
riamen  el  dennuidado;  c  ¡  del  lu^ar  donde  tiene  la  maj'pr  parte 
de  sus  bienes;  e!  del  Ingín-  donde  se  ol»ligó;  y,  por  último,  el  de 
su  domicilio.  Es  así  como  nacen  los  conflictos  sobro  la  aplica- 
ción extraterritorial  do  tas  ieyes,  a  las  relaciones  de  la  vida  ci- 
vil entre  ciudadanos  de  ni  versos  Estados.  Es  así  también  como 
se  comprcnd-e  la  nece.>i'iíel  <|ue  tanto  viene  preocupando,  así  en 
la  teoría  como  en  la  )>nV:ticíí.  de  lijar  reglas  generales  para  re- 
solver cuál  de  los  Trilvjnale^  de  distintas  nacionalidades  a  quie- 
nes incumbe  la  fiícultas  ívfjno!<c(iid¡  d  deadendi  causavu  debe  asu- 
mir  de  preferencia  la  jurisdicción;  necesidad  á  la  cual  responden 
los  etfuerzos  consagrauen  en  distintas  épocas  y  Tugares,   para   la 
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codificación  de  los  principios  del  Derecho  Interuacional  Privisi' 
do,  en  que  se  inspiran  las  importantes  declaraciones-  del  InstUii- 
io  de  Dei'ecko  Internacional  y — para  no  salir  do  los  anales  diplo- 
máticos de  la  América  del  Sur— el  Tratado  que  celebró  en  Lima 
el  Congreso  Araericino  de  Jurisconsultos  el  año  de  1878,  y  los 
que  sancionó  el  Congreso  Internacional  de  Montevideo  en    1889. 

Por  lo  demás,  tratada  la  cuestión  por  las  partes  en  extensas 
exposiciones,  con  acopio  de  citas  y  precedentes  aplicables  al  ca- 
so, se  cree  relevado  el  Fistul  de  imprimir  mayor  desarrollo  á  su. 
dictamen,  no  porque  la  materia  esté  agotada,  que  es  bien  vasta, 
Bino  porque  el  punto  de  vista  en  que  se.lia  situadlo  para  apreciar 
el  mérito  de  la  demanda,  le  permite  acertar  con  la  clave  de  la 
resolución,  a|)elando únicamente  á  las  fuentes  positivas  del  Tra- 
tado en  que  se  apoya  la  acción  deducida  ante  US.  I., y  de  la  le- 
gislación civil  del  Pejú  y  de  Italia,  que  se  armonizan  justifican- 
do en  nn  caso  la  competencia  de  los  Tribunales  italianos,  y  de- 
sautorizándola en  el  otro. 

Como  la  sentencia  sobre  que  versa  el  juicio  de  deliberación 
abarca  dos  acciones  que  pueden  considerarse  separadamente,  en 
sí  mismas  y  en  sus  efecto»,  refiriéndose  á  responsabilidades  soli- 
darías é  independientes,  imputada  la  una  íx  los  ([ue  fueron  socios 
de  la  antigua  casa  O.  B.  Anselmo  y  (;*,  y  la  otra  á  la  casa  A.  F. 
Ferraro  y  C*;  cabe  resolver  la  instuncia  pendiente  bajo  criterios 
diversos  en  relación  con  cada  una  do  las  accionen  iutcrpio^i.i^  y 
el  concepto  que  ante  el  Derecho  Internacional  dotermiuu  bi  ju- 
risdicción italiana, en  uno  ó  otro  caso,  sin  <iue  clh)  importo  ilivi- 
dir  la  continencia  de  la  causa,  como  i\6  se  entieu'Ie  divi  Ibla  (mu- 
excluirse  de  la  ejecución  á  Juan  1>.  Anselmo. 

En  esta  inteligencia,  y  reí^umien<lolo  expuesto,  cree  el  Fiseal 
que  la  sentencia  cuya  ejecución  solicita  1>.  K.  Aii>>clm'>,  se  ha  pro- 
nunciadlo por  la  autorida<l  judicial  coin[»ctente,  y  riMinc  las  de- 
más con«l¡ciones  quo  enuniora  la  cláusula  18V  del  Tratado  con 
Italia,  en  cuaiHo  condena  al  jíago  del  crédito  que  se  demanda 
á  Agustín  Federico  Ferraro  como  socio  solidariamente  respon- 
sable de  la  extinguida  casa  G.  B.  Anselmo  y  C^;  y  que  la  mis* 
ma  sentencia  ha  sido  expedida  por  un  Tribunal  incompetente  en 
cuanto  condena  al  pago  de  dicho  crédito  á  la  sociedad  A.  F.  Fe- 
rraro y  C^,  lo  que  hace  innecesario  entrar  en  el  examen  de  los 
demás  requisitos  de  la  clausula.  Por  eso  concluye  opinando, 
porque  US.  I.  se  sirva  declarar  ejecutoriada  la  sentencia  bajo  el 
primer  respecto,  para  los  efectos  de  la  estipulación  citada,  y  de- 
negarle el  exequátur  relativamente  al  segundo  punto;  mandan- 
do el  reintegro  del  papel. 

Lima,  Julio  7  de  1807. 

Cavero, 
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PALLO. 

Lima,  9  de  Agosto  de  1897. 

Autos  y  vistos:  de  conformida':!,  en  parte,  con  lo  dictaminado 
por  el  señor  Fiscal;  y  atendiendo:  á  que  los  hermanos  Domingo,  1 

Ernesto  y  Silvio  Anselmo,  hijos  del  finado  Constantino  Ansel- 
mo, se  presentaron  ante  el  Tribunal  Civil  de  Savona,  en  el  Rei- 
no de  Italia,  demandando  á  la  casa  comercial  de  A.  Ferraro  y 
C*,  residente  en  Lima  (Perú),  ú  Ai^ustía  Federico  Ferraro  por  sí, 
y  también  como  a  representan to  do  esta  dicha  ca«a,  y  ú  Juiín 
l>autísta  Anselmo,  antiguo  socio  de  la  extinguida  casa  de  J.  B. 
Anselmo  y  Cf,  establecida  en  Lima  (Perú),  para  el  pago  de  can- 
tidad dg  liras  italianas,  por  un  sáKlo  que  se  dico  proveniente  de 
una  cuenta  corriente  abiertí  á  favor  de  la  dicha  antíí^ua  ca^sa  de 
J.  B.  x\nsehno  y  C'>,  de  Lima,  por  el  ya  difunto  Constantino  An- 
selmo, de  quien  los  demandantes  son  herederos;  á  que  con  mo- 
tivo de  esta  demanda  fueron  citados  ante  el  referido  Trilnina!, 
Agustín  F.  Ferraro,  on  Genova,  en  10  do  Marzo  de  1892,  'y  J. 
B.  Anselmo,  enSavona,  en  15  del  mismo  mes  y  año;  d  que  los 
demandados  interpusieron,  como  artículo  previo,  la  excepción 
de  incompetencia  de  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia  para  en- 
tender en  dicho  juicio,  alegando  que  Agustín  F.  Ferrai-o  no  po- 
día ser  citado  ante  dichos  Tribunales,  ni  como  representante  de 
la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C^  de  Lima  (Perú),  ni  por  su  propia 
persona,  como  sucesor  en  el  activo  y  pasivo  déla  disuelta  casado 
J.  B.  Anselmo  y  C?  de  Lima  (Perú),  ni  como  antiguo  socio  de  ésU'i, 
por  cuanto  la  actual  casa  do  A.  F,  Ferraro  y  C- así  como  la  extin- 
guida de  J.  B.  Anselmo  y  C%  gozan  del  fuero  de  domicilio,  para 
ser  demandadas  en  Lima  (Perú),  donde  ambas  han  tenido,  y  tie- 
nen actualmente  la  primera  fijada  su  único  establecimiento  y  resi- 
dencia, y  en  donde  es  vecino  y  se  haya  domiciliado  el  susodicho 
Ferraro,  por  lo  que  solo  los  Tribunales  de  la  República  del  Perú 
son  competentes  para  citarlo  en  este  juicio;  á  que  el  referido  Tri- 
bunal Civil  de  Savona,  fundándose  en  lo  dispuesto  en  los  artículo» 
91  y  98  del  Código  de  Proc^limientos  Civil  del  Reino  de  Italia, 
expidió  su  sentencia  de  24  y  26  de  Octubre  de  1892,  rechazando 
la  excepción  de  incompetencia,  y  asumiendo  el  conocimiento  de 
la  causa,  la  que  fué  confirmada  por  la  Corte  de  Apelación  de  Gé- 
itova  por  sentencia  de  22  y  27  de  Julio  de  1893;  á  que  en  tal  vir- 
tud, seguido  el  juicio  ante  el  memorado  Tribunal  de  Savonii,  éste 
pronunció  sejatencia  en  22  y  24  de  Abril  de  1896,  condenando  á 
Agustín  Federico  Ferraro  por  la  disuelta  casa  de  J.    B.  Ansel- 
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mo  y  C^  de  Lima,  y  además  á  la  casa  de    A.  F.  Ferrare»  y   C*^  de 
Luna,  a  pagar  á  Dotning*»  Anselmo  y  á  Angol  Po^sano,  en  raliflad 
de  Síndico  do  la  quiebra  de  Ernesto  Anselmo,  y  ú  J.  !^  Costa,  en 
calidad    de   rrociirador  G.^neral  de  los  herederos  del  difimt;»  í^il- 
vio  Anselmo;    á    eada     uno  de  ellos  separadamente   la  cantidad 
do    veinticuatro  mil  setecientos  cincuenta  v    oelu)  liras  v  voin- 
te  céntimos,  (L  21,758.20)  con   sus  intereses  comerciales  <lo>de 
el  primero  de  Enero  de  1805  hasta  la    fecha  del  pago,    así  como 
también  al  pago  de  los  gastos  del  juicio,  cuya  sentencia  fué  ct)n- 
firmada  p)or  la  de  la  Corte  (^e  Apehición  de  (íéno^a   de  17  y  25 
de  Agosto  de  189{);  á  que  Domingo  Anselmo   acompañando   tes 
timonio  en  debida  forma  de  estas  sentencias,    con  su    corres|)on- 
diente  traducción,  se  ha  picí-entado  en  8  de  Marzo   del   presente 
año,  ante  esta  Iltma.  Corte  Superior,  solicitando  ([ue,  en  virtud  de 
lo  e-itipulado  en  el  artículo  18  del  Tratado  de    Amistad,    Comer- 
cio y  Navegación  de  23  de  Diciembre  de  1874,  vigente  entre   el 
Perú  é  Italia,  se  declaren   ejecutoriada^,    para  darles  su  ílebido 
cumplimiento,  mediante  el  respectivo  juicio  de  deliberación,  co- 
mo está  pactado;  á  que  en  mérito  de  esta   solicitud    se   cimtíó   el 
traslado  correspondiente,  y  la  parte  de    A.    F.    Ferraro   y    C^   y 
Agustín  F.  Ferraro  (declinaron  de  jurisdicción,  objetándola  com- 
petencia de  este  Superior  Tribunal;  á  que  oidos  los   señores   Fis- 
cales, y,  teniendo  en  consideración:  que  conforme  á  la    letra    ex- 
presa del  mencionado Trfttado,  vigente  entre  el  Perú  6  Jtalia,   es 
á  esta  Iltma.  Corte  á  quien  corrf^sponde  conocer  de   est«   asunto; 
pues   la  jurisdicción  que  le  compete   emana   exclusivamente  de 
la  estipulación  contenida  en  dicho  Tratado,  lo  ha  declarado   así 
en  auto  de  21  de  Abril  de  este  mismo  año,  corriente  á  fojíis  1)0;  y, 
que,  oídlas  las  partes  en  el  juicio  de  deliberación,  ha   llegado   la 
o[>ortanidad  de  resolver  lo  pertinente  resj^cto  de  la  solicitud  que 
la  motiva. 


Considerando: 

Primero:  que  el  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad,  Comer- 
cio y  Navegación  de  23  de  Diciembre  de  1874,  vigente  entre  el 
Perú  é  Italia,  contiene  la  estipulación  de  que:  para  cumplirse  las 
sentencias  emanadas  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  con- 
tratantes en  el  territorio  de  la  otra,  deberán  ser  previamente  de- 
clarada ejecutoriadas  por  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdic- 
ción ó  territorio  deba  tener  lugar  la  ejecución,  mediante  un  jui- 
cio de  deliberación,  en  el  que,  oídas  las  pai'tes  en  la  forma  eo- 
marÍ8>  se  examine: 
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1^  si  la  sentencia  ha  sido  prommeiada  p-)r  la  autoridad  juVi- 
cial  competente; 

2?  si  ha  sido  proimac*líi<la,  citadas  r^galannente  las    artí^s;* 

3^  si  las  partes  han  sido  legaltiiento  ivpi-cseiitadas  6  logahnea- 
te  contumaces;  y 

4?  si  la  sentencia  contiene  diá;osicione3  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  «derecho  público  del  Estado^» 

Habiéndose  limitado  las  partes  .contratantes  á  fijar  estas  deU^r- 
minaciones  sin  señalar  las  bases  que  deban  de  sr-rvir  do  funda- 
mento para  el  examen,  mar.eria  del  juicio  de  delibaración;  y,  ao 
encontrándose  tampoco  en  nuestra,  legislación  positiva  disposicio- 
nes especiales  dictadas  al  ef'^r'to,  |)ara  ser  aplicadas  en  estos  ca- 
sos, cumple  á  este  Superior  Tribunal  tener  en  cuenta  todo  aque- 
llo que  nuestros  Ci^digos  contengan  aplicable  al  reá|>ecto,  y  pro- 
ceder conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  9?  del  título  prelimi- 
nar del  Código  Civil. 

Segundo:  que  el  prioier  punto  de  los  que  deben  ser  examina- 
dos es  el  de  si'la  sentencia  ha  sido  pronunjin  la  pj.*  !a  autoriJa'l 
yudicial  competente,  por  ser  el  principal  y  de  mayor  trascenden- 
cia en  la  resolución  de  este  juicio,  tanto  \)oy  su  propia  naturale- 
za, cuanto  porque  en  el  presente  caso  la  competencia  de  los  Tri- 
bunales del  Rtíino  de,  Italia  ha  sido  materia  de  controversia  an- 
te ellos  mismos  y  boy  lo  es  en  estf  juicio  do  deliberación. 

Tercero:  que  habiendo  los  demandados  alégalo  la  íul*  >inp.>teu" 
cia  de  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia,  y  acjgídosj  al  ainfur) 
de  las  leyes  de  la  República  del  l^orii,  sostenioutío  qui»,  c>)nronno 
á  la  legislación  peruana,  ellos  no  han  podido  ser  ji/,^j,í1js  [)>r 
otros  Tribunales,  sino  por  los  d  j  esta  lle[)  'ibüca,  se  trat  i  do  iia 
punto  que  se  relaciona  con  la  sobcrani'i  il?l  listado,  siendo  apli- 
cable la  autorizada  opinión  del  jurisc  josuUo  Pascual  Flore,,  <'>a- 
signada  en  su  obra  Droit  IiUeriia(¡'^¡uU  Prícé,  edición  ile  lS7ó, 
lib.,  II  cap.  IV,  en  donde  dicj:  .(Sjuix  do  o[)inión  qao  el  luagis- 
trado  al  cual  se  pide  declare  ejcvutorio  un  fallo  extranjero  doHc 
examinar  atentamente,  u)  s  »lo  el  interés  de  la  parle  sino  al  i»»- 
teres  público;  debd  no  sólo  comprobar  la  autenticidad  y  fi  lelid  i'l 
de  su  travlucción,  sino,  sobretodo,  si  contiene algiwi  pr i uci|)io con- 
trario á  las  buenas  costumbres,  al  orden  público  y  a  la  sobera- 
nía del  Estado.» 

Coarto:  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  IIG  y  US  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Civil  del  Perú:  nToda  persona  tione 
derecho  para  no  ser  demandada  sino  ante  el  Juez  de  su  fuero;  y 
el  Juez  ordinario  del  lugar  donde  reside  el  demandado  es  el  com- 
petente para  las  causas  que  contra  él  se  promuevan;»  disfrutan- 
do los  extranjeros  en  el  Perú  la  protección  y  amparo   de  sai  L- 
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yc3.  conforme  á  lo  dispuosto  en  el  artículo  íJl  del  Código  Civil 
qncf  prescribe  que:  «L'>í;  extrH'ijero?  i:;oz;n  en  el  Perú  de  todos 
los  derechos  eoneernicut.  h  á  K»  sf-p:uridad  de  su  peisona  y  de  í?us 
bienes  y  á  la  libre  adinitii^traeióí»  de  ésto*;;,  ljai!:indv)se  ni  misuio 
tiempo  sujetos  á  lo  di^ípuesto  eti  el  artíeulo  37  de  dicho  Có  ligo 
íj'ie  esí'itiye  que  .'tant)  Ijs  p-^''a;iuos  (*vt^^  !oi  (^xtraujeri)^  donii- 
cifiaio.'í  en  el  Perú,  don  1  \  (j  liera  í}u*  se  liillen,  pu  'deu  ser  cita- 
dof?  ante  h)s  Tribu  na  l»^:-?  d  ^^  !.\  República  para  el  euiupürnieato  do 
los  contratos  que  hub:  s.mi  cílebra  1  >,  aún  en  piH  extranjero,  so- 
bre materia  que  las  leves  d  d  Perú  [)ermitin  contratar.»    " 

Q'i'}do:  qur^  el  a^tícalo  lo  «leí  menMonado  Código  Civil  ox- 
preí-a  que  «se  constituye  el  donucilio  por  la  hahitación  en  un  lu- 
líir  con  ánimo  de  permanecer  en  él;*»  y  Massó,  on  su  óhnx  Le 
Ihoii  ComtuevUd,  libro  III,  título  II.  capítulo  II,  dice:  ^Ctínfoi^- 
me  á  los  términoíj  d»^I  artículo  102  del  Código  Civil  francés,  el 
«lomicilio  real  de  todo  francés  es  el  lugar  donde  tiene  su  princi- 
pal establecimiento.!)  Lo  que  el  Código  dice  de  todo  francés,  en 
general  es  aplicable  al  coraeiciante  en  particular.  So  sigue* de  es-^ 
ta  disposición  que  la  residencia  es  necesaria  para  establecer  el  do- 
micilio, puesto  que  no  se  concebiría  un  establecimiento  princi- 
pal sin  una  i^si<lencia,  por  lo  m**nos  momentánea:  pero  no  sien- 
do esta  necesaria  para  conservarla,  en  el  rentido  que  se  [)uede  no 
residir  siempre  en  el  lugar  en  que  se  encuentra  el  principal  esta- 
blecimiento que  determina  el  domicilio.  Las  sociedades  que  es- 
tán constituidas  |K»r  [personas  morales  distintas  dejas  de  los  aso- 
ciados, tienen  un  domicilio  diferente  que  puede  ser  extraño  del 
que  tienen  los  asociados.  Esle  domicilio,  lo  rai.smo  que  el  de 
cualquier  individuo,  es  el  del  lugar  en  (jue  la  vsociedtiid  tiene  su 
principal  establecimiento. 

Serlo:  que  el  carácter  nacional  de  la>  ao-^iedades  mercantiles, 
no  depende  de  la  nacion:didad  de  los  soci'»-,  sino  de  las  condi- 
i-iones  de  su  formación  y  existencia,  como  Id  declaro  el  C^Kigreso 
Internacional  de  las  Rv^ciedades  por  acciones,  reunidc^  en  París, 
en  1889,  cuyas  determinaciones  han  sido  adoptadas  co?no  reglas 
de  Derecho  Internacional,  y  su  resumen  puede  verse  on  Calvo, 
Droit  Iniímadouol  Üin>rifjiic  d  pracUque,  y  es  el  siguiente:  «Toda 
so<*¡edad  tiene  una  nacionalidad  que  ts  d'^t^rminada  por  la  ley 
del  lugar  donde  dicha  sociedad  ha  sido  constituida  ó  habrá  íija- 
dü  su  asiento.  Este  asiento  no  puede  estar  sino  en  el  país  donde 
la  sociedad  ha  sido  constituida.  Las  cuestiones  relativas  á  la 
constitución  de  una  sociedad,  á  su  funcionamiento,  á  la  respon- 
sabilidad de  sus  agentes,  deben  ser  resueltas  según  la  ley  nacio- 
nal de  efita  sociedad.»»  Decisión  que  se  halla  corrol>ora«la  por  la 
regla  5*  de  las  adoptadas  por  el  Instftuto  de  Derecho  Internacio- 
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iwü  en  sil  se?>ión  ^le  H  unbargo,  cu  18^1,  para  resolver  los  conflio- 
t«e  de  leyeá  coDcernientea  á  las  suoiedadeá   por  acciones,   regla 
que  <1u*e  textualmente:  «Debe  con!?i(lerarj?e  como  país  originario 
íle  una  sotieda*!  fK)v  accioneí»,  el  [»aís  en  el  (jue  ha  <ido  estableí^i- 
<lo",  sin  fraudo,  el  asiento  social  legal»;  siendo  esta  doctrina  eiise- 
naíla  por  notables  tra^i»iistaa  c(mio  Weisá  en  su  obra  Dro'l  Lif^r- 
mUíonal  Pricé,  \yl\^^,  14^],  en  donde  dice:  «Kn  todos  lf>s   [>aíse3  en- 
eontramo-s  la  persjnaülad  civil  conferila  por  el   pofler  púbücoá 
ciertas üni'iad'AS  noiíticas,  a«lmini:3trativas  ó  religiosas,  á  ciertos 
establccimieiit*>s  «•¡♦^hLíIÍ'j.ks  ó  -le  caridad,   aciertan  fsjciedwics  o- 
nicrcínle.'i.   V  v\\  ti  las  |»artt*s  vemos  esta?  difencntes   personas  to- 
rnar la  nacionali  la-l  tic  la  del  le;5Ísladoi  <ionle  ellas  lian    recibi- 
do la  exislenria:»  y  Fior'\  en  su  obra  ya  citada,  ron  más  precisión 
exprcia  «lue:  -Si  el  ari)  <lc  fundación  que  atribuya  la  parsonalidad 
jurídica  á  la  institución,  emai^a  de  la  soberanía  nacional,  debe  (fi- 
cha institución  ccnsitíerarse  cí)m^  nu/ional,    aunque    los   miem 
bros  seiía  to  1  )S  exiranjoros;  p.M'o  si  o!  acto  «le    fundición   cmanA 
<le  una  so])erania  extra  ajera,  y  la  institución   eí  admitida  á  ejer- 
cer sus  diieclins  en  el  país,  la  institución  conserva  su  ctiractenle 
extranjera,  aunqui-  i'or  la  sucesiva  abrogación  de  sus    miembros 
llegue  \\u  tiempo  en  vpie  todos  ¿can  nacionales.* 

SéplitHf»:  que  el  artículo  10  del  Código  Civil  italiano  determi- 
na que  -ítíl  doíuicilio  civil  de  una  persouascrael  del  lugar  en  que 
aquella  teng%  el  centro  priiuápal  de  sus  negocios  é  intereses.» 

Orinvo:  que  la  S'xneilíid  mercantil,  de  J.  B.  Anselmo  y  *  J*8efuQ- 
do  en  Lima,  por  escritura  pública  celebradla  en  12  de  Agv)stí)  de 
1881,  ante  el  Notario  Público  í'^rancisco  Palacio^,  y  se  eonsiguó 
en  dicha  estritura  la  cláusula  7*  que  dice  textualmente:  «la  ra 
Zfcin  s*x*ial  bajo  la  cual  girará  la  compañía  os  la  de  J.  B.  Anseí- 
inf>  V  C^?  V  t'-ndrá  su  dí>micilio  en  Lima»  en  don<le  en  efecto  tie- 
IV*  -!U  único  e<t  ible(ñmieut<>  y  centro  de  Ui^gocios,  otorgándose  eu 
Urna  misnv»  la  iscritura  de  reácisión  de  dicha  cotnpanía,  en  l'í  de 
FebnM'o  de  I8l>4.  ante  el  Notario  Público  v  de  Comercio  d.>':t^>r 
Carlos  Sotomayor,  habiéndose  registrado  ambas  escrituras  on  cl 
ReüTÍstro  Public»)  y  <le  Comercio  de  la  República,  sujetándose  á 
hvs  leyes  de  el'a  eu  su  carácter  de  socie<lad  nacional. 

AotriK/;  que  la  socieda<l  mercantil  de  A.  F.  Ferrare  y  C^  se 
fandó  aM  mi^mo  en  Lima,  pot*  escritura  pública  celebradíi  en  21 
de  Julio  de  IS92,  ante  el  NotiU'io  Público  Juan  Ignacio  Bornin- 
awi,  la  que  ¿e  re^^i^tró  igualmente  en  el  Kegistro  Público  y  Cíe- 
ueral  d^^  Comercio  de  la  líepúbliea  del  Perú,  sometida  del  mis* 
DBo  modo  á  la-»  leycá  de  esta,  en  su  idéntico  carácter  de  sociedad 
nmMonai.  • 

Décímt^:  que  Agustin  F.  Ferraro  es  antiguo  vecino  y   domicí- 
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liado  0«  Liwm,  A>tt<}e  roskle  y  iicAo  el  centra  y  asiento  de  su>i 
negocios,  lo  que,  á  mayor  alxindaraiento,  se  haya  rocoaoóido  ix)r 
lo^TrihuiMiles  del  Remo  do  Italia  en  sus  sontenoias,  que  acep- 
ten qiK?,  tanto  el  susodicho  Agustín  F.  Ferraro,  como  las  s»- 
ciedades  mercantiles  de  J.  B.  Anselmo  y  C*,  y  la  actual  de  A. 
F.  Ferraro  y  C%  tienen  Lima  por  domicilio. 

Vndccimo:  que  consta  en  las  mismas  sentencias  del  Tribuna. 
Civil  de  Havona  y  confirmatoria  de  la  Corte  de  Apelación  <le 
Genova,  que  no  hay  pacto  expreso  respecto  do  las  condiciones 
relativas  al  cumplimiento  de  la^  obligaciones  contraídas  en  li. 
negociación  de  la  cuenta  corriente  abierta  por  Constantino  An- 
selmo, á  favor  de  J.  B  Anselmo  y  C^  de  Lima,  y,  que  amboh 
Tribunales,  para  considorane  competentes,  han  tenido  que  recu- 
rrir á  inducciones  más  ó  menos  contestables  para  deducir  que  las 
obligaciones  do  la  casa  J.  B.  Anselmo  y  C^  de  Limn,  debieron 
de  cumplir¿e  en  el  Keino  de  Italia. 

Duodccimo:  que  tratándose  de  competencia  de  los  Tribunales, 
el  domicilio  es  la  regla  general  y  las  excepciones  son  las  que  se 
apartan  de  ella;  por  lo  que  deben  ser  claras  y  expresas^,  pues 
cuando  la  excepción  carece  de  estas  .condiciones  predomina  di- 
cha regla  general;  y,  en  el  presente  caso,  no  aparece  nada  pacta- 
do ni  C(mven¡do  respecto  del  lugar  en  que  debe  efectuarse  el  jm- 
go  do  los  saldos  de  dicha  cuenta  corriente. 

Dccinio  tercero:  <jue,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artíenlo 
2,221)  del  Código  Civil  del  Perú,  concordante  con  el  1,249  del  Có- 
digo (Jivil  del  Reino  de  Italia,  el  pago  debe  hacerse  en  el  domi- 
cilio del  deudor,  salvo  pacto  en  contrario,  y  constando  en  la  sen- 
tencia: que  siempre  fué  activa  para  Constantino  Anselmo  la 
cuenta  corriente  que  abrió  á  favor  de  J.  B.  Anselmo  y  C)  de  Li- 
liía,  y  no  constando,  como  se  ha  dicho,  las  estipulaciones  conveni- 
díis  pura  el  pago,  debe  éste  exigirse  en  el  domicilio  del  deudor, 
confortne  a  las  citadas  disposiciones. 

Décimo  cuarto:  que  siendo  los  Tribunales  de  la  República  del 
I\r(i  la  autoridad  competente,  conformo  ú  sus  leyes,  para  cono- 
cer en  el  juicio  fallado  por  los  Tribunales  del  Reino  de  Italia, 
cuyas  sentencias  pide  se  declare  con  fuerza  de  ejecutoria,  al  ha- 
cerlo so  menoscabaría  la  jurisdicción  nacional,  coil  mengua  de 
la  soberanía  del  Estado. 

Dítimo quinto:  que  aún  en  caso  de  duda  respecto  do  la  legiti- 
midad entre  ambas  competencias,  debe  prevalecer  para  los 
Tribunales  de  la  Rei^úbüca  del  Perú,  la  (¡ue  so  refiere  á  la  juris- 
diccióíi  nacional,  por  ser  esta  una  de  las  principales  manifesta- 
ciones de  la  soberanía  y  por  redundar  en  protección  de  los  ex- 
Ininjííro»  <pie  residíü  en  el  territotio,  viviendo  al  amparo  d^- 
nu*>iítfas  iM^eí;  v 
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í)(y,imo  sexto:  que  no  aceptándose  lii  competencia  de  los  Tribu- 
naloá  del  Reino  de  Italia  para  pronunciar  las  sentonciaá  oiiya 
i'jecntoria  se  solicita,  os  inoficioso  ocuparse  de  los  otros  tre¿  [»un- 
tes  indicados  en  el  Tratado,  por  carecer  estas  del  requisito  pri- 
mero y  principal. 

Pitr  tales  fiindK!:}entos:  declararon  que,  conforme  el  Tratado 
vigente,  no  se  halla  expedito  el  cx€qif<itur  para  la  ejecución  déla 
sentencia  del  Tribunal  Civil  de  Savona,  de  22  v  24  de  Abiil  de 
1S9G,  pronunciada  en  el  juicio  de  los  hermanos  Domingo.  Et- 
licito  y  Silvio  Anselmo  contra  A.  F.  Ferraro  por  sí  y  en  rellr^ 
srutaciún  de  A.  F.  Ferraro  y  C*  de  Lima,  confirmada  por  la 
(\»i  te  de  Apelación  de  Genova  en  17  y  2o  deAgosto  del  mi¿- 
mo  ano,  reintegrándose  el  pai>el. 


lyorgoño.—  }\irela. —  Arias. 


Plácido  JimeurZy 
Secretario. 


//•  í'  L^-n^rii'-  r-'  1''^'!'^. 


L     -.  Af^'X^to  21  de  1897. 


Señc^r  Min!>:r-: 


En  el  juici^^  de  delil»cnu'i/»:i  j><':  i»t  ;  .::.-nedil  d-j  una  *ei'- 
tv:  oiu  italiana,  á  que  s.  níiciv  m:  n-  \.  Ij  12  de  Mavo  próximo 
píu-^advv  N?  10,  la  Coili-  SivHM-or  «iv  t-*  •  M;»':al.  des»>ut*-s  de  ciu- 
rv>  uu'ses  de^le  oí  comien/o  dv¡  j::-.  i",  v  A  -  e<ar  de  <iue  fete  de- 
bía ser  snm-r:  .  diol^*.  e!  ^>  d.^  '.--^   v    r:     •  >/.  >u   hi^K    rehu-ando 


<.  ontra  esta  >^:.:<-iv  ia,  i^:-   iia  -:  :     : 
vi  o>s  de  e^U\  caí  ::al  t-'  d.::.a...:a\*     *  . 
<;  V  jv^r  sus  Cv;  .;te*vs;í.t  -í,  -^  pro-  * 
V  r,  pidiendo  se  lo   ai-:,:^-^    v.    n     . 
Vvoiwa,  Corle  ^  :pre:\,t.  j  t-r»^  t-st.     : 
Ftna   Corle.  c*i  la  ipiu:/-:  .1^  ^j   .,  ^^^ 
euvii  virtud  lab  a  ^\^  ¡itM'aía.Ia  la  ^: 
instituido  el   n>$pe*n¡\o  juicio  dt-  d-; 


;o:i  ;;í  oa    vario^i   jH»rit- 

!»  -^in-..  Anselmo,  p*>r 

1    I-tuia.    i  \»rte    Supi^ 

'itr    i.u'idad    ante  !.-* 

t*       cc^needido   ¡H^r  L. 

líiismo    tratado.    • 

.:.%vK.n.   su    iallo   tenú 


qut^  ser  definiuvo.  y  el  aludido  rxxurv?  sádico  d^bía   desechar 
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se,  por  i\)  estar  men'iona<lo  en  dicha  pacto  iuUniueioüal.  Y  c j- 
luo  ^<ía  interiM-r-tación  s^íi-ía  contraria,  según  el  señor  Ans^lin»)  y 
(segv'm  par(.'0^taííii>i»Mi  áV-í:i  I^egaciúa)  ála  misma  leiíl^^laei-ni  <\A 
Perú;  como  está.  efec*t¡vamente,  en  pugna  con  la  constante  'n',*ji- 
pretación  que  por  la  jurisprudencia  italiana  se  ha  dado  al  a  t'  n- 
lo  \yi[  del  Código  <lo  Procedimientos  en  materia  Civil  del  K-iiio 
'd^  ij;;,í  t.>;  {\A  i\-pn  ducrióii  el  artículo  18  del  Tíatado).  {H»r 
iial'erse  sienipre  admitido  en  Italia  el  recurso  (\  la  C)rte  de  Cu- 
ración, en  los  fallos  recaídos  en  los  juiciois  de  deliberación,  » I  sc- 
fnr  Aij.-f  liuo,  croyóndr.sp  con  derecho  para  inter[)oner  una  fj^'^j-i 
">  hecho,  pi<lió  copia  <lo  su  recurso  y  de  la  denegatoria  de  la  C  r- 
t.  ?uj»erit'r,  !<»  ípio  1»*  t'aé  tanddí'u  rehusado. 

Dirigi/»«",  pues,  dicho  señor  á  csla  LegaciSn,  á  mérito  de  la 
ílciiOga'oria  dn  jiisticia,  <pic.  según  él,  líutrañau  las  aluilidas 
[•rovidencia?  de  la  lltina.  Corte  .Su[)erior,  solicitando  ia  comuni- 
í'ici.Va  4  V.  K.  do  s  n  ¡protestas  y  consiguientes  reservas  para  los 
u\vtos  ile  derc<dio;  al  pa^o  que  ha  jíresentado  á  la  Eexma.  Corte 
•Saprvm  i  una  querclía  formal  ó  (jn^j^t  de  h':*'ho,  en  la  esperanza 
il>  que  ei  Tribu íuil  Suprimí >  se  digne  anular  las  resohiciones  de 
^|iic  ?e  queja. 

Tant')  el  int«^rr>  partiímlar  del  señor  Anselmo  y  de  su^  repre- 
^o:iU  l(w,  cuanto  {)or  la  trascendencia  que  puede  tener  la  últi- 
ma palabra  de  la  magistratura  peruana,  en  esie  primer  ca-o  do 
la  aplicación  en  el  Perú  tlel  cita<lo  artículo  IS  del  Tratado  ile 
1S7Í,  ere")  converucnt'»  llevar  lo  ([ue  [ircedc  á  conocimiento  de 
y.  H,  y  me  permitoadjuntar  á  la  juescute; 

V-  la  .«'Cntencia  de  la  Corte  Superior,  negando  el  exequátur  á  la 
íduílidu  scntfucia  it^iliana,  por  supuesta  falta  de  competencia  de 
!''^  Tribunales  italianos  en  el  apunto. 

2'.  copia  sucesiva  de  los  escritos  de  Anselmo  y  de  los  respecti- 
Ví>3  decretos  diMiega torios. 

3?  copia  de  la  q*'*j*i  fit.  Itfcho  que  ha  si<lo  presentada  esLa  nui- 
Tuna  á  hi  Cort*^  í^uprema. 

Kogan<lo  (i  V.  K.  se  digne  avisarme  recibo  de  la  presente, 
aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  la?  bc- 
í,'uri(lndes  de  mi  alta  consideración. 

A  8.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-A  »üero,  Minis* 
tro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Bclacioncs  Exteriores. 

N?^22.  Litm,  26  da  Ágosío  de  1897, 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  estinaabla  conaunioación  de 
VS.  H.,  féchala  el  21  del  corriente,  por  la  que  se  sirve  partici- 
parme, adjuntándome  copia  de  las  piezas  pertinentes,  las  últi- 
mas resoluciones  que  ha  expedido  la  lltma.  Corte  Superior  dt 
este  Distrito  Judicial  en  el  juicio  que  sigue  el  señor  Ansel- 
mo, para  la  ejecución  de  una  sentencia  expedida  en  Italia.  Me 
manifiesta  VS.  H.  que  así  lo  hace  á  petición  del  interesado  y 
|>or  la  trascendencia  que  puede  tener  la  última  palabra  de  U 
magistratura  peruana  en  este  primer  caso  de  la  la  ejecución,  en- 
tre nosotros,  délo  estipulado  en  el  artículo  18  del  pacto  de  1874. 
vigente  con  Italia. 

En  respuesta,  cúmpleme  decir  á  VS.^H.  que,  tratándose  de  un 
litigio  entre  partes,  pendiente  de  la  discusión  de  nuestros  Tribu- 
nales, en  cuya  justificación  y  luces  confía  el  Gobierno  peruano, 
para  no  temer  una  violación  de  ese  pacto,  que  es  ley  de  la  Re 
pública,  no  le  es  posible  á  esta  Concillería  hacer  otra  cosa,  pore! 
momento,  que  avisar  á  VS.  H.  recibo  de  su  citada  comunica- 
ción y  copias  anexas,  como  VS.  H.  mismo  se  ha  servido  insi- 
nuarlo. 

Renuevo  á  VS.  H.  las  seguridades  de  i»i  distinguida  con3id^ 
ración. 

E.  de  la  Riva  Agüfífo, 

Al  Honorable  señor  Comendador  Pietro  Oastelli,  Ministro  Re3Í 
dente  de  Italia. 


IxN'FORMK    DK   LA    CORTE   SUPEUIOR 

Excmo.  Señor: 

La  deferencia  y  el  respeto  que  á  esa  Excma.  Corte  Suprema, 
debe  este  Superior  Tribunal,  le  determinan  á  hacer  este  informe, 
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que  no  se  cree  obligado  ii  absolver  en  conformidad  coa  las  dis- 
posiciones legales;  pues  tratándose  do  un  asunto  que  es  do  au 
íinica  y  exclusiva  competencia,  no  cabe  la  sustanciación  do  e:^ta 
queja  de  liecho,  cuando  no  ha  lugar  á  recurso  alguno  ordinario, 
ni  extraordinario. 

Como  V.  E.  sabe,  hasta  hace  muy  pocos  años,  en  materia  do 
oiunplimientode  ejecutoria:^,  pronunciadas  en  país  extranjero,  (ra 
generalmente  aceptada  y  a'l optada  por  todas  las  naciones  cultas, 
la  doctrina  frauci^-a  'le  IX^n^clio  Internacional  Privado,  con-inr- 
iiada  en  la  primera  parte  del  artículo  121  de  la  Ordenanza  do 
15  (le  KnPi o  de  lí'»2n  qn^  textualmente  dice:  *'Las  ejecutoriaf?, 
ooalratos  y  obligaciones  nrocodontes  de  los  reinos  y  soberanías 
extranjeras,  cualquiera  (ni 3  íoa  su  objeto  no  causarán  hipoteca 
ni  ejecución  en  I'' rancia.''  íla  sido  en  estos  últimos  tiempos  (pío 
ííO  ha  introducido  en  algunas  de  las  Legislácioties  modernas, 
ciertos  principios  do  liberalidad  requeridos  por  la  frecuente  ó  ín- 
tima comunifíación  de  los  diversos  pueblos;  y,  muy  especial meti- 
te  exigirlos,  para  la  mayor  facilidad  y  desarrollo  de  sus  relaciones 
comerciales. 

f^tos  principios  quo  tienen  la  tendencia  de  conceder  autori- 
dad extraterritorial  á  ciertas  leyes,  no  se  hail  adoptado  ni  Se 
adoptan  sino  con  la  debida  prudencia;  y,  al  aplicarlos,  se  observa 
•;ii  la  práctica  la  mayor  niesura  y  discreción  en  guarda  de  la  au- 

'i.  '         - 

choe  inherentes  á  la  .soberanía. 

En  nuestra  Legislacióíi  nacional  domina  la  antigua  doctrina 
*'a  toíla  su  fuerza  y  vigor,  do  manera  (pie  en  nuestras  leves,  no 
!iav  uua  sula  diápooicioii  .¡110  sinuiera  trate  del  cumulimionío  en 
nuestro  territorio  do  las  sentencias  pronunciadas  en  pais  ex-lrau- 
jero.  Lo  único  cfao  e::isle  a  este  respecto  es  la  estipulación  conl<í- 
nida  en  el  Tratado  de  Amistad,  Comercio  y  Navegación  de  2:} 
de  Diciembre  do  1S74,  vigente  entre  el  Perú  6  Italia,  que  literal- 
iuente  dice:  '^Vrtículo  IS.  has  sentencias  y  ordenanzas  en  mate- 
rnal civil  y  comercial  emanadas  de  los  Tribunales  do  una  de 
■  las  partes  contratanttís  y  debidamente  legalizadas,  tendrán  á 
'\5olicitud  de  los  Tribunales  mismos  en  los ' Ivstado.s  de  la  otra 
*  parte,  la  misma  fuerza  que  las  emanadas  de  los  Tribunales  lo- 
**cales  y  serán  recíprocamente  cumplidas  y  ])roducirihi  ¡os  mis- 
amos efectos  hipotecarios  sobro  aquellos  bienes  sujetos  á  ésta, 
**íegún  las  leyes  del  país;  y  serán  observadas  las  disposiciones 
•'de  las  mismas  leyes,  respecto  a  la  inserí [)CÍon  y  á  las  otras  for- 
"malidades." 

**Pam  que  puedan  cumplirse  estas  stníendas  j/  ordenanzas  debe- 

"/'tí/i  Hcr  previamente  declaradas  ?/  ejecutoriadas  por  el  Tribunal  Su- 

68 
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^^lífi'ior  m  ('^n/a  jurisdicción  6  terrUovia  deba  ienei*  lugar  la  fjecu- 
''cifii,  iurdimdc  mi  juicio  de  ddibeíac^^n  en  el  qu'\  oídas  las¡'arU$ 
*'t;u  Informa  sinaarin,  se  excniítue: 

'MV  Si  l:i  s'iitcnciii  lui  feido  pr-  ríMiui'ada  j/or  autoridül  judi- 
*'('ial  (•(•luf  c  lentp: 

".íV  Si  iia   sillo  i»n)nuncia<ln,   c-ithil.is  rci  ularujento  las  pnrtef-: 

"o'*  Si  las  parios  han  sido  Itgalmíi.to  repro'íentailas  ó  lt*gal- 
*'iii(Mi(ií  n>ntun)a(v^': 

"  !'•'  Si  la  Sf'uttMicia  contieno  dispíjslrioms  conlrH  el  orden  pfi- 
'•Mico  6  el  nLM'í^cho  Público  del  Esta<lo. 

**La  fncr:'a  (■*u.cai"i¡a  de  las  senten'-ias  p';Jrásor  soliciladapor 
•Ma  vía  diph^niática  ó  directamente  poi  la  parle  interesada.  Silü 
"paríe  interesada  no  ha  con^^tituido  oportunamente  Proniraflor, 
*de  scrii  ésto  nombrado  do  oficio  por  el  'P^ihunal  qne  debe  d^darai' 
'^(¡ccuioria  h  .vntaicicf. 

**La  parto  activa  deberá  satisfacer  al  rrocurador,  nombrado 
*'<b>  oüeio,  el  pa^o  de  cnaU|n¡era  obvención  legítima" 

VM  ^  es  loeslipulado;  y  no  puedo  haberlo"  oxprt-sido  en  térmi 
n*\<  ma^  clanes,  precisos  y  perentorio?,   p.n'  lo  que  ni  aay  qu< 


o<tv\^  trvs  puníos- 
la v^vi.-  !.i-  si:.k::v  ir.i;  v  orvlei.i.r^as  en  u. atería  civil  v  comer- 
oial  Oír.a:.;^.a^  rt  <j  v\  :iva!/.v :  te  tb-  i-?  Tribui.ale?  del  Peni  é  Ita- 
lia, V  dobio»anunív  Icc/.i/a-ias.  ív:  -ron,  á  SLiiciiíid  de  lo5  mismo? 
Tríbi.:  a\s,  lu  i:na  i:  i::a  ]^iirto,  la  misma  fuerza  que  las  cma- 
r.at:i;s  vio  lv'>  Tiii  :.i  a\s  lovalcs,  y  serán  i\o:pn<  aiuente  cumplí- 
ii,\<.  ¡  :\\Uu io:vív»  \^s  ¡r¡>iuo>  efeiívs  bi}vUcarios  sobre  aquello? 
bicvifs  v;vu  o<;én  ^;íjttvv^  á  bi;^.ntoa,  según  'as  byes  de  cada  país. 
\  ob:ívrv.;\.Iv\:i<}  jv^ra  CíU  tu^^io  c-.;s  n.i-r.  .\s  ley.-i. 

í'  v^  o  ;\^ra  ^ru  lUw^,::  ci;r/.: '.ítío  e>t,.>  VK^cuda:»  v  orde- 
i;,; ;,;:;-.  vu'  <  rár  s^  r  i  :tvl«:.u:;:o  K.'\^:..  :.^»  t  •  vUiv^nada?  por  eí 
T.íbvírcvl  S;;;vrivr,  c*-;  o::va  uri* ':  o:*:.  .'  irr:.:-^rio  deba  tener 
,.,C^r  „.  c;cvUo;. '  .  ^^4  ;;;.:, :c  ur,  .:  ::  ur  -i-...'  .ra  uon,  c::  el  qnc. 
»^  ;a<  \>  ;  ;.';v:5  tv.  \.  .  :;\,  sunava.  ^c  erairiKon  k^  cuatr.- 
;  a:\:  >  m  V/,  x'.an  ;  .^-a  .ri  <:...*^  :;:a:er;  .:«- t-leexarcen;  y 

^V^  i^.:o  1„  í.u-',-;  <*  .V   :  :\;  .u    \-,-   -t^.v:  .  ,;*  p~A:i  ser  solivi- 

;,\>\^  ív:  ',;  \:a  d  :  \  .\,:  ^.,,  ó  ^    -iv:^:/::.;-.  p. :  la  f^rte  inter- 

;^  'J*   >  '   -"  >  ^'^::;  j  .^  •  a  -    ^  -v:.^   *  -  .-:    r:.  -  í:.  t:  *e  Proeura^i:*^. 

^''^>'-    -     ••;;^^,^  c.\,    ;v-   i^    "^r:     r:  .  '     ;v:    uet«e  declara: 

t   \v\  :\,  \'^  <»or-,.'^  .:,;   c:^:..*  :  -    .::  ¿r;  :a  la  :4.r>  slcííta  i  salis- 
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He  aquí  todo  lo  pactado  sin  que  sea  lícito  ampliarlo  ó  restrin- 
girlo, sin  nueva  especulación,  entre  las  altas  partes  contratantos 
en  el  Tratado  correspondiente.  Esta  es  la  única  ley  en  la  mate- 
ria y  la  que  debe  solamente  ser  aplicada. 

Como  V.  E.  vé,  está  convenido  que  para  que  pueda  cunipüii^o 
en  el  Perú  las  sentencias  v  onlenanzas  emanadas  de  los  Tribu- 
nales  de  Italia,  deberán  ser  previamente  declaradas  ejecutoria- 
das pn^r  el  Tribunal  Superior  en  cuya  jurisdicción  6  territorio 
Jeba  tener  lugar  la  ejecución,  que  en  el  presente  caso  t^  esta 
Ilustrísima  Corte,  raedianto  un  juicio  de  deliberación  en  el  ([Ue, 
oídas  las  partes  en  la  foruui  sun:iaria,  se  examine  los  cuatro  pun- 
tos especificados  en  el  uítículo  que  se  ha  trascrito.  Es  decir  qiio 
sin  la  previa  declaración  de  ejecutoriadas  esas  sentencias  por  ti 
referido  Tribunal  Superiur  uo  pueden  cumplirse  en  nuestn)  tc^ 
rritorio.  Esta  es  uua*  faouUad  especial  concedida  por  el  Tratado 
tín  vigencia  entre  el  IVr'i  ó  Italia  á  las  Cortes  Superiores  de 
nuestra  Re[>úbHca,  así  C'»nv>  también  á  los  Tribunales  de  A}m> 
Ificion  del  Heino  de  Ita!i:\,  que  so  encuentran  en  paridad  de  je- 
rarquía judicial. 

No  hay  que  confundir  la  facultad  concedida,  con  el  medio  in- 
tlicado  para  ejercerla.  K:\  el  Tratado  se  dice:  que  para  que  la 
sentencia  pueda  cumpWvrc,  deberá  ser  previamente  declarada 
ejecutoriada  por  el  Tr\\m\v,\A  Superior  correspondiente.  Esta  es 
la  autoridad  designada  vavA  hacer  dicha  declaratoria.  ¿Cómo  la 
la  hará?  Se  ha  convenido  (pie  sea  mediante  un  juicio  do  delibe- 
ración en  el  modo  y  forma  que  allí  se  determina:  éste  es  el  mo- 
jas operf-n  di  del  Tribunal  qTU:  debe  «leclarar  ejecutoria  dicha 
sentencia. 

Solicicit^xr  que  la  decisión  del  Tribunal  Superior,  encargad^^ 
'le  declarar  ejecutoriadas  dichas  sentencias,  sea  revisada  por  V.  E., 
iraportii  claramente  ir  contra  lo  expresamente  pactado;  pues  en- 
tonces «críala  Kxcelenti<iina  Corte  Suprema,  quien,  en  definiti- 
va, haría  esa  declaratoria,  violándose  el  pacto  consignado  en  el 
memorado  artículo  IS  del  referid»*  Tratado.  Esa  facultad  no  po- 
dría tenerla  V.  E.  por  nuestras  leyes  patrias,  porque  en  nuestra 
Legislación  no  s<;  adm¡t<í  la  fuer/.a  ejecutoria  en  nuestro  territo- 
rio de  las  sentencias  extranjeras;  y,  en  el  caso  actual,  que  es  el 
único  en  (pie  respecto  de  Italia  se  ha  aceptado  el  principio  di^ 
extraterritorialidad  de  los  fallos  judiciales,  hay  que  estar  a 
¡üs  términos  claros  v  prcsisas  del  pacto,  v  éste  no  se  la  otorga 
á  V.  E.  ^ 

El  procedimiento  sumarísimo  designado  en  el  Tratado  con  el 
)iombre  de  juicio  do  deliberación,  no  es  lo  que  propiamente  debe 
llamarse  juicio  en  el  lenguaje  jurídico.    En  todo  rigor  de  expre- 
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Hión  es  un  ex^eimen  de  determiuíidos  punto*  refrrcote^  ii  1^  scíí- 
tencia,  cuyo  cumplimiento  f>Q  pide,  el  quq  .se  encomienda  al 
Tribunal  que  allí  ae  señala,  con  la  faeul.tad  de  declara?  «i  se 
Jiallaó  no  expsdita  la  (jejución  eu  el  territorio  d.^  i^u  jurisdic- 
í-ión;  y  el  hecho  mismo  do  haber  convenido  que  la  <i>5clgración 
lio  ejeeiitoria  de  esta  clase  de  sentencias  puecJe  ser  solicitado,  por 
la  vía  diplomática,  manifiesta  que  no  se  trata  de  un  juicio  en  el 
(jue  puedan  interponerse  contra  el  fallo  recursos  ordinarios  ni 
extraordinarios. 

O^be  tenerse  en  cuenta,  asimismo,  que  esia  facuUai}  otorgada 
á  los  Tribunales  Superiores  respectivos  de  ambos  países,  y  el 
juicio  de  deliberación  niediante  el  que  debon  ejeicerJa,  ao  1ij3D 
sido  pactadoi  esp^cralmento  en  bsnefieio  de  las  partes  interesa- 
das en  el  cumplimiento  <Je  la  sentencia  cuya  ejecucióu  se  solici- 
ta, sino  principalmente  en  guarda  de  la  juri^ücción  y  de  la 
soberanía  del  Estado  á  donde  pretende  hacerse  efectiva  la  ejecu- 
cioJi  de  un  fallo  extranjero;  por  lo  que  sólo  se  concede  á  diclias 
partes  el  ser  oídas,  para  que  el  Tribunal  delibere  con  más  ilus- 
tración, sobre  punto  tan  delicado,  que  no  puede  sermatw^dc» 
un  Jitigio  entre  particulares. 

Invocaí'  en  el  Perú  la   fuerza  y   vigor  do  las  ley^  de  Itajiii 
(ívuo  lo  hace  en  sus  alegaciones  dojí  Domingo  Ansch/io,  íjqie^i 
ha  llevado  esta  queja  de  hecho  ante  V.  E.,  es  ofensivo  á  U  digai- 
dad  do  la  soberanía  nncional  y  a!  respeto  que  so  dabe  A  n^edf<^ 
Tribunales;  porque  el  Tjiítíido  vigente  entr^  el    Pera  ó  italia, 
.socamente  ha  concícdido  autoridad  extraterritorial  á  las  sentea» 
eias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial,  ^emanadas  djc  lo* 
Tribunales  de  las  partos  contratantes,  para   que  recíprocíwne»te 
sean  cumplidas  en  el  territorio   correspondiente,   en    oí  modo  y* 
forma  convenidos;  ]».^ro  allí  no  s-  ha  pactadi».  ni  podía  pactarse 
<pie  los  Tribunales  ílel  Perú  cumpliesen  la  Legislación  del  Reino 
de  Italia,  como  si  tuviese  fuerza  ejecutivíi  en  nuestra  líepóblica. 
<r>fendería  este  Supeiior  Tribnnal  la  reconocida  sabiduría  y  noto- 
ria ilustración  de  V.  E..  si  so  fletuviera    a   c«»nsiderar  este  punte 
agregando  algo  mar?  en  la    materia.     Y.    no   so  diga,  <jue  por  el 
l>r¡ncipio  de  reciproci<lad  del)?  aceptarse  en  algunos  casos  laapli- 
cación  de  ciertas  dií*posiei'>ne?  d?  una  L?gis]Mción  extranjera,  en 
ío  que  se  refiere  al  priKv^dimient'»;  i)orque  un    el  aelual,   de  qae 
se  trata,  liay  pacto  expre-^)  «pie  <)l)l¡ü:a  á  ambr»^  Kslalos,  y  soleá 
falta  de  éste  cabe  aeotrtjjíf  á  ]a  rteiprocidad. 

Aíjní  debería  terminar  osle  iníorme:   per.»  cr.v  <le  su  dignidaJ 
e.^tt»  Superior  Tribunal  el  manife-iar  (jue  en   e-ie  asunto  ha  pro 
cedido  con  el  suQciente   estudio,  demostrando  que  aun  prescin- 
diendo de  la  convención,  contenida  en  el    Tratado,  jio  es  cierto 
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que,  de  conformidad  con  las  diáposifiones  legales  vigentes  en  el 
Reino  de  Italia,  f^^  posible  la  revisión  del  fallo  expedido  en  el 
juicio  de  clelil)eraeión. 

El  Título  12,  del  Libro  3?,  del  Cú  ligo  de  Procedimientos  Civil 
de  Itnlia,  trata  de  la  ejecución  de  la«  '^sentencias  y  autos  do  las 
autoridades  extrnnjcras",  y  consta  de  diez  artículos  comprendi- 
dos desde  el  \^l{  hnstu  el  U50  inclusive;  <le  estos,  los  dos  prime- 
ros se  refiérete  a  la  fuerza  ejecutiva  d*^  las  sentencias  detinitivas 
y  lextuabnonte  dicen:  **ArtÍLulo  mi.  -—  La  fuerza  ejecutiva  de 
las  í^entent  íafi  diíaadas'por  las  autoridades  extranjeras  se  dará 
}>ar  el  Tribunal  de  apelación  en  cuya  jurií^liccion  deban  ser  eje- 
L-atndas,  previo  un  juicio  de  delibeíación  en  el  que  el  Tribunal 
exRminam:" 

"IV  Si  la  sentencia  lia  sido  pronunciada  i>or  una  autoridad 
jtjdicifil  comjKjtente;** 

''2?  Si  lia  sido  dictada  después  de  citadas  legalniente  las 
partes;'^ 

^*3*  Si  estas  han  estado  legal  mente  representada?*  ó  han  sido 
declaradas  en  rebeldía  con  arreglo  á  la  ley;*' 

*'4?  Si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contrarias  al  orden 
público  ó  al  Derecho  Público  interior  del  Reino/' 

**Artíirulo  942. — El  juicio  de  deliberación  serA  promovido  con 
citación  por  proce.limiento  sumario  do  los  interesados,  y  deberá 
oírse  al  Ministerio  público." 

'•'La  parte  que  lo  promueva  deberá  presentar  la  sentencia  ea 
forma  auténtica. " 

'*Si  la  ejecacioüde  uní  sentencia  sj  pidie-ic  por  la  vía  diplo- 
máiica  y  la  parto  interesa-la  no  hubiere  designado  un  Procura- 
dor que  promueva  el  juicio  de  deliberación,  el  Tribunal  do  Ape- 
lación, á  instancia  del  Ministerio  público,  nombrara  de  oficio  á 
la  misma  parte  un  Procurador  (pie  lo  promueva  en  nombre  de 
aquella.'* 
-Como  se  ve.  e^lo  mism  i  (S  1 )  p.i't.i  1  >  euliv  el  Perú  O  Italirt 
con  ligen\|s  varian(t^s. 

Los  artículos -miprond id  )?  d'í8  le  c!  n  l:j  baila  el  V)49,  dispo- 
nen lo  eonveuiente  ic=?n'*.i''to  ú  la  6J»HMie¡ún  de  [»rovideneias  de 
socue-^tro,  de  doi-amint)-»  auténticos  formalizados  en  país  extran- 
jero, de  sentencias  y  auto?  relativos  á  examen  do  tet^tií^o-í,  actos 
pericial^-s,  jurainont  >s.  interrogativos,  ú  otros  actos  dr  in.struc- 
vrión  judicial,  y  á  1«.»  : eferente  j'i  las  ritaeiones  .  para  comj^ari'cer 
ante  las  autorida  l'V?  extrat]j<M'aí».  ó,  a  simples  notifieaciones  de 
actos  procedentcfi  de  otro  j)aí«í;  encomendando  el  conocinnento  de 
esto«  asuntos,  según  su  importancia,  al  Tribunal  de  A|»elacion 
ó  al  Tribuna!  rivi!  de    ¡)rimefa   instancia   del    lugar  en  cuya  ju- 
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ri^'licción  Jt'bín  proJueir  .sus  efcvto.^,  'o   al    Mi  nigerio  pública 

MH  que  se  cuiiotvla  recurso  al^^^l^o  qu<}    ¡kTOiita  sea  revis.ila  su 

•Iv  ewion. 

\   el  artiVuló  Oo )  literal in-ut(í  <lio\-    •^¡as-  .lisp.jáioiones  «le  esto 
iln..)  estarán  .sní)or.l¡iia«Ia.i¿i  las  ile   lo^   eoíiveni-^.  intrnuiciona- 
i*s  y  leyes  e^}.»H'ií)lrs.*'        \ 

.  J?J^?  '^^^¡'^  '^■'>'    ^^»'>.^^'^iii*'i  Juiieial  .leí  P.eiuo  de  Italia,  .lice: 

I-   Inbiinal  ..1^    ra-ación    euJUKvrá:     1?   Eu  materia  eivil  v  co- 

ííí^'ivia  ,  (le  lus  recursos  pura  anudar  la-^  sentencias  i>ronuneiadafl 

c-n  anelaeíon.      «iisj.osirión    roneui.itnie  con    ]a  eonteniíla  en  el 

^  artieu.o  .>!,  d,M  Cu  li-o  .le    Trooolimi.  nto:^  Civil  <lel  mismo  paíá 

^VW  s(,.(,  cv>n<v  K'  rovuráü    de    eas-i,-ió;i  co:i*ra  lo  la  K.ntenoia  Jic- 

ta.ia  en  g.al  >  ,1  .   apeiaeión;  y.   el    faiio  en  el  ¡aieio  «le  aelibera- 

«•i-m  nors,li-t:i<!..   ^n   .!h'i...   ;^r;ein.  "  Au,..:  ;.,\->'if'>r  :i.^  á  lo  es- 

t;Uuhlo  en  ]<K;ulh'u|.M   ó  1 1    y    ."ii:    ,¡,.i    ineifi  >ra.|>    O-Vü^oja 

-eií! -n  ii  ,!-  ea<a-!on  traería  e)  n)  e;;-íD  Ji-f-eviri  )   el  rejnitir  el 

^■''^;-'    ■"■'    i  •  -   '^^  'ni:ii.>  á  .>íri    iKKÜil   jiilieii!    igaal  eü 

-'' ^'  '  "^  *  ^    i  '  '    '-  '    '  ¡^    -•■)    M-i  i  /H.  I  ..  ,-    p  .  ..  n  J'..^  mi^iie 

''^"/"^.•-  ^•:\^  '-^^  •  ;»r...ii.:.:.,^>    r,.  ;  urfi    -rii    ai  i  r>  iri  .  i 

íuer¿a  •  ;  >•  i.o/i  r   ",    a<  <  ;,[  ...  .;  .^  .  -  ,  ..;    \\-  t,.^.,  ^      |  .  *  ^  ^.j  ^  .,');i 

*'■=='-'  '^  í  *  ''i^i  ■•  •  i  ^-Mí  1 1  r:»ru:  .i  ^  '.•  i   la.:  r  '.iv^-i 

•''  ''  i^í^^^iMV.-,  :^  p.r,  i'.,;  r.:>ía(!  a-'i^i  m.  n¡  p^r  .-1 
•' ^'l'"'  '^ '*''^^'  •»  "'í'*:-^'.  ni  NM-  r,..  r<  ».•;■;  .-i-.MMlalt)  pa• 
•'^. '^.>"'"';';''""V'  -'^l'-í-^i  I  ►  i-u-a  ivv-ar!w  íT;...  .^  x.k- ü.l  »s  e:i 
t  I  i.n- ¡  >  .u.  ,i,.  i.)  !M-¡;,i  iV.eM:n|>  >r^  i  (ja  '  na  »  .j'i  w,f .-,,  jtiri-í- 
♦*  '  ís  .!;•>  luiim  »  .rnn-'  .'I  --i  •  <o/ía  .m aveaj.-r-  .l'-ai  reVÍsi<Vi; 
rie<  liosa  '.  ,.a  -i.  :  »    ¿.le    :^i  >e -,  si  i  ,  .h   !  >  .^  i  ^  ,-. 

A^..tu-  n  ».  ;.  ■;•  V.'  i  'i.'    i*  I.*  •.:  ••  ',  i.    ti  "¡n-^  i<.'    i  i>  •:'  ir  ¡-n  e4t.* 

♦i'ii  a  la  «pi  '  o  •  1  hi  'v--  .'i  ir"  ¡  .  ¡  ^  .  ..;  >  -..^  .- .^  ,  .  .*  ,  .í_  i  ^  ^.:  ,^.;,. 
e;-n  «1-  -  •:;:vnv-i,i-- r.\::a;:a-.\,-  '  ^  .  ^ 

I-  S:,vi.;n  -\  ncl  T  t-i!  »  VIII.  -b-:  I/nr.  2*.b-  ii  i.>v  ríe  Kn- 
v;ii'.:N'it.>^  t*:vi:,rv-.rnvli     i-:  :r.a  ,  .;     IN.mm.  •  •  ,:¡eaj  !■.> 
urtív  1!^  .j  >iL:'í:e.i(»  >: 

•'i>'>í.  í.i>  ^ -lí- ;.M^  ;i-  I  ..  .^'.iM•'  ;  i^  •  I  i'r"<-s  txlranie- 
ros  t-1  tr^a  .a  K-Mni  .1     *í.    .1     ,..    v^.í-.-'-a,     i^sTuita^i-^ 

'  i>-^2.  Si  no  iiab  Tv'  f;-..'  .;....,.-:,  ,  -  .a  N  \  ,.:;»a  m  'jiie 
s.>  hayan  ;';>•. '.la.aa  I  »,  ímI  m  :,  'a\  a  .  í'irM  ,í  m  clai  m* 
«liere  á  b'^  uorias  |'i.K»nvv¡;;.' i- r  i  K^pañ  •. 

**Vr>o.   M  ia  ijeeutoria  ['^wi.v:v  -b-   u..a    N.  <•:.':.    ;:í    .¿«ir  jh>r 
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inriv^pnidt'ii'ia  t:o  ?o  no  cnm¡4¡'riion^'i  á  las  dictadas  por  los  i'ri- 

"í.'-"»!.  '^^  í^>  fst'ivi.'^o  í'H  LÍn^Tnr,»  <^-  ^'i-  (\í.-)>  (]e  qno  hablan 
1 'S  t:vs  ur'í.-'ilnj  «liK»    an'^\;.*  i"!!.    !::<    ^-i.'CU'^rias  tciulrin  fuerza 

''.''  <^;  '  la  ♦'jrciiforia   íinyr.  >':]  )    <]\'¿Uí-',a    d    CíMi-ernenria  del 

*•:;'  ()-r.o  ],■(  ')]dií^r..-ión    i^ar-i   clivó  ciimi  M-aii-nto  s.^  liava  pro- 

*'4''  <'í;.i^'  ia  Cínari  * j^cütori:)  niiiía  ¡ns  rcqr.i-itos  lu.-cesari'js  en 
la  Nar-i,'>n  oa  (y\o  <o  haya  dicíid  >  para  sc-r  cv-nsidern  hi  como  au- 
tfiiticn,  y  !o  <rii''  ¡ii>  leyes  ('.^¡'j.rif'i.-.s  n-quieran  para  qne  haga  f(^ 
en  Ksrafjí'. 

"O-""'-  I  a  eje-aieióii  'h*  h:'<  s'^níon'-ia.;^  pronunciadas  en  Naeio- 
ne>  oxlrííi»j"ras  Be  pedirá  ante  ci  Trilínnal  Sn}>erior. 

'•8r:  Kx«  p.vTv  v  ki.  caso  kn  «mi:,  ?K<;nx  los  tratado^,  corkes- 

l*ONni:  >t*  COXOí/íMIi  NTO  A  OThMS  TMIUNAÍKS. 

'■956.  Previ, I  la  traducción  d»  li  ejccnioria  hecha  con  arreglo 
á  derecho,  y  dé?puf  s  de  (»ir  prr  h'niiiiio  de  nneve  djas  a  la  parle 
contra  quien  h'e  dirige  y  al   Fi.-ccd,    i:i.   i  khu-xal  DFcr.AiíAKÁ  si 

BKP.EÓ  NO  DARSE  rrMlTIMJKNTO  Á    MCHA  VJVA  ITíMUA. 
"r'üNTRA   KSTK  ATTO  NO  JIAniíA    lI.TKnU)i:    íi  Í^CUR^O."' 

En  efecto,  no  puede  ecai.-íignarse  eon  mas  claridad  y  precisiión 
la  doctrina  jurídica  en  la  niat'.»¡-ia,  ni  darse  una  idea  m-Ls  exacta 
del  procedimiento  corre.*^pondií'ní  \ 

T/is  poderosas  razoiT^-^  expiK'?ítas  producen  en  este  Suparior 
Trihunil  el  prolund-)  c»>noji'ii¡e!ic)  de  su  c  )inp -tííncia  e«¡>ec'i!  y 
lUíiea  en  t-^i^  a-nnlo:  por  c-o  ha  dciuíi^ndo  <d  r«  ..  urso  (K-  nnlilü  1 
e!íí:A!'::i<;  '.f  <.r  do})  P.»i!iiii«;<)  Anschuo,  y  le  ha  nej^ado,  asítnis- 
1"".  'j>-  ••  ' 'íiK  /jut'  I-;,  síliriíndcí  ¡>ata  ocurrir  ante  V.  lí.  por  víi 
d(í»i¡';;i;  I  1  <  w  rccptar,  en  cualquiera  forma,  la  snstanciación  de 
viciiiMi  aleimo  contra  su  fallo,  sería  de.ypojar.-^e  de  sus  fa<^uUadtS 
jurisíiiccioiiaief;  y>í>rfiue  (U  el  ca^o  in^prohahle  de  no  serle  rec(^- 
nocidas  p-or  \'.  E.  la  cojnpetencia  que  se  suscitase,  solo  el  Senado 
podría  ic.^olvcrla,  ccnronre  á  lo  íli^pueslo  en  el  inciso  2?  del  ar- 
tículo r>f>  de  iniesíra  Constitución  Ptdítiea. 

Al  conchiir  eslc  infirme  iu>  puede  menos  de  inanifestar  este 
Superior  Trihunal  la  e\t»'anoz!i  que  le  ha  producido  el  irregular 
procediinietito  en  la  defensa  t\v  Anselmo;  y  por  eso  ha  ordenado 
se  a^^re^uen  las  adjuiUns  copias,  quesuj)lica  á  ^^  K.  sedigue  leer- 
las, íijfíndo  su  atención  en  las  graves  contradicciones  en  que  in- 
curre. El  mismo  defeiisor  de  Anselmo  que  en  su  recurso  de  que- 
ja de  hecho,  dice  á  V.  E.  que  este  Superior  Tribunal  ha  ineurridu 
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en  ^^iuvocrror  cihiii  lo  le  h.i  deiivit^a  !•)  el  yetará)  d>j  nalMaJ  tji^ 
l:;uiit;^¡yri''.^t<),.  iui  .S')átci.i<l»j  ixuío  osLi  Hliiia.  Corle,  en  el  i*ecii':{i 
íj'R- c.i  c  );i:a  v.i  a^av\^a  lo,  coa  .üJimu  f'iei*/A  -leí  ar^u.xi.. atJ^  y 
al>u:..t4uriri  (!-  v'itas,  qao  ui  l1  juicio  il.»  deir)'jrij.':ió:]  n>  io:¡-^  • 
ni  l^ay  ¡iigíii' á  dicho  recuix»;  \v  ([uo  lo  col',  c;i  'dcíitro  de  e4-a 
fatal  '.ii.-viuiliva:  6  el  íÍck-h-.h'  de  Ao-uliuo  croe  (ji;-  ,  c:i  c.-ti»  cms.^, 
ju"'  r.  iu>  el  re^ii.ow  d^'  i¡aii'/;a.i  y  ha  i>:*.. car.td.j  ".üo  >  'f  á  c¡/'>rá 
cí-ia  jiiiua.  loiit-,  U-iiiv'bdo  en  mira  ulteriiu'cs  cí'].v('H:ei)**::iV, 
ci;;.ii  !u  riilv  tlia  í  :i  :nttei.iíh»  c-u  taíito  tin}C'r.')  lo  *oiU:i\\\'']  '> 
*Mit«'nOcs  procedí'*'  d;  iMiLiKi  fé  y  hny^  sin  el  iir.iiur  iv.s¡)cta  .»  iü 
ver  !ad  de  sus  couv  iv.ciuac.-:í,  lay  saci-iiica  al  c.;;~richo  de  u^..  *!♦'• 
felina  lenierarirt.  í^it  laal  r -ctj  criterio  y  elevad)  jvíicio  t^  j  V..IÍ. 
upieciar  esta  coiivluvia.  ,  • 

lOoí*  Superior  Trilniíal  oi^^í  o'.>iMr  en  el  e4r"uáo  cuin[)linr¡eut:i 
de  'AIS  debjres,  ajn-tando  í;us  p.'Ooodiiuieiitos  á  !o=? 'precisos  tér- 
minos dícd  p,ac'to  i'.t'-rii  icional,  s osteaioado  en  (nicstión  tan  sena 
y  d'Uca  la  la  jaris  licció  i  naíioail,  ta^íultil  ei  ?:icia!ísiin  i  1-? 'a 
soheraiua  i!el  E?tado. 

Idui'i,  Setiernhro  d  do  1307. 

Excino.  S'ífior: 


P; '/•')  y.  íj )!'  /  j.L  j.--i''íli¿):  y'ai'^ti  ij  V  le;.  — 


.  i  í.  •;  ¿  •■■  .i'-  i- 


VI.-TA      FISC  .1.. 


Kkcuio.   Stfior: 


''  '1  iK^iain^o  K.  An>-^ioi  »  hi  «»'o*!-i-!'>  ca  ví.i  1--  Ovi  .i  tii^- 
\  \\.  ;"i  (\iO--a  do  haberle  doiieLM  lo  la  üu-tnsi'ua  L\».ue  r.  "  •-i'ior 
de  <-..'  Di-tiUo,  el  recudo  exl/aor.üaa; :  )  de  aui:l  id  ipi.'  la- t- 
pu>')  c  )nira  hi  res.>lucióii  p:)r  la  (ju  ^  sj  Íii  do;uu*ad'^  q  le.  »''>u- 
l'oi-.ie^  al  Tralada  viséate  enU'O  e!  l*erá  ó  Itaiiu,  n>  s'  halla 
ixo  :ií-')  V  1  i.ü.'¡n  iltir  para  la  cjecuci^a  vlj  la  seatea-ia  d  a  Ti'ih'i- 
eiv'i  /.■>  Sa\\»aa,  pronuaciada  cU  *'l  juio:a  vie  le3  hei'iaam's  Vw 
í^ci.uw  coa  A;  F.  Ferrara  y  Coaipaaia  th>  Liaia,  s  «bro  p.iiJ;o  Je 
eao::  cid  d.»  lihras  esterlinas,  y  e^>aliriaaJii  por  la  Crl^  do  Ape- 
lai;K'a  de  <jénuva. 

l>a  el  inlorme  ijue,  por  disposición  de  W  K,  ha  emitido  el  Tn- 
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buiíal  í^uperior,  está    j-erfeclamojle   deino-^tra.!»)    (fi  •    a!      unir 

*co!io?i¡niento  ilel  asunto  ¡íiOv-cíHó  eii    (y.'i\'iv;¡'>    t!r   jnr'^  ÍLtí.hj 

( ::íní:>íivo,  emanada 'If*  l;i  t*-íi;'nln';:'''i    (|U"    <i!    r-'.-^M-,  (o  <  .ínlii'lm 

í-I  .-Lilír::]')  ISde.!  Trabido  -te  .\M;.^ÍUtI,  Ci  üu-T'-'o    y     N^, V(';;;jr./.n  , 

^'^-^  23  fie  Diciembre  de  lS7i,  vigu¡it(¿  uiinel  luiíu)  d  ^    ludia  y 

dt'-J;  '  Tribunal  SiipiMior. 

•/',     1'    '1    Tt-ft  r!do    inf)r:in,    r'     l'\-;;,i!  bis  i-"[»rodi.*",    v-Ijíim: 


1    ;i  :  1  r  'i'!.»   I»  ii* 


•. .  .  < . 


Í.^ü:...  ^-tieinbi'cO  d-  l^^OT, 


Ai'lü'in, 


RFcoLr(  rfoc    i'P.  nv   « í-Mni:  -'  i  vkm  \. 


/  /,      r      ^A".    'y,  f    :  <»    "''    i  -^'^  <  . 


^  *  ^  •  f  A 

I 

f 


>      *  * 


J      « 


'        ■1         - 


.      f  *  . 


A       '    : 


• '      t  r     -        ' 


,   .  -^  •  .    . 


'    1 


*    •  »  f  ^ 


/■• 


*  ' 


li  DI  >':.b:-^j-  I  -Ti  i-z-    '«b   ^    í  -i,  ^'  :.-  "  b  ro  ^.^  /••   b*  "^  "'' 


-.  I 


'•    r. 


1^  t.^r  ^ 
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<"ritral:íntr<  l;i?  .'^f-nt.'ncia?  rxpjdiJa^  por  l'»>  Tribuna1r-.s  de  1a 
<'í-Jíi:   "piv- (V'^  M:í'-'L:;«  nríí-i¡!í>  (i;f].?na    (ni'    s^   rrocfiln  sun'í:via- 

'■'*'-"  <-s  un  v^-(1  ---]í->o  ;n;,':(»  s'.iir,  »ri<>  v  !!•>  o*^  nt^nnitiílo  aití-rar 
i:i  r.M.nra!o/:-í  i';?-;  :¡ -i  í.-r*:-  l-.'rli  la  i  rt-i-'a  b  v  do  su  r-re.u*ir»:i; 
(■n<  (.^  o?t*í  c'r- ■  «Ip  j'i-',  if  s  l-av  hijear  ni  ^.í-ni-o  rio  militla'l 
(  Mi*rj|  lí-Q  ív:<"w  *!/  P'n'fiv..^  nv,r.  fp  (^]]r?  w..  (xpidan,  (■-'>:. f'  viiie  á 
!  '  ílisplií/ctí  cr.  fl  nitH'üln  |,7:--oílo!  ('ódii;.-^  de  EnÍMÍeiaiv!«.'iitíjs 
<  'ivii  y  o]  ii.raV-  Iv  -l.-l  aríí  iiln  2?  <](>  la  ley  <]e  24  Enero  .1p  ^^W: 
(lUi'  (o\][nri\]o  ¡i  ;;;  Itv  ú]:inin:iiei:}o  rifada,  el  rrcnrhO  extraor- 
'i '¡¿ai  i>.  ((.n'va  !;  .-  -  nh  v>-i::5;  v  í-í.^tv'^  i  c-sr.liiíivo-;  ^olo  purdt*  IIC- 
."iu>e.  .^i  el  Ci'd'í^o.  <  i  K' ;^!cMi:rr.t.)  de  Tr^bniínlen  6  a!;;nna  hy 
«  -•j'erinl  lo  p!"í!;i'  e  r\  pi  r -,-uiv:.t;f  í\  1  )  <,'iiat  fH«  sr.fcde  <  jj  rsíe  ca^o. 
I  r4"s  il  eiía-ií  Hríniil  »  : -^  'icl  Tralado,  i'niva  Irv  que  (xi.^te  ivln- 
ti  va  al  juicio  dt^h  I  ;ÍMra*'i«'n.  nopn.liü'í  que  se  admita  el  recuivo 
d;e  nulidad;  jui  ;;:»!  ni  ^^-^  de  ^ui  ¡^  i'(':'i'»n.  estíifni)ién  adnii'^dde 
(•■  ex'prt-ad<»  hm-'i-í.^  r.  :;:'.•■! a -^  a'  in-'^i^o  2"*  <!*•  la  lov  del  OG  va 
' 'íada.  V  á  la  d<"(  1 1  ua  í'^n»!"'  <io  n':'~-íiM  led-lacion;  que  aún 
e'i  í\a-o  d^  (jMo  hr.'iif  •  ■  dudí).  tfa^andoso  d*d  eunipliniiento  de 
r.n  ean{!';;t'^  in1*'¡!  lí*!..!);!',  </'ie  j  -r  j-TÍ¡M^-!a  vez  va  á  ejecutarse 
e  1  '1  r*  li'i.  f^-'  neet'-<ír:  »  v  «•  ^!ivr'n</n^-  qu"  se  establezea  por  el 
't'i'ibunal  Supreniod^-  Im  XacÍjii  I  i  dr,^'t':na  r^v.o  debo  obf^ervar-re 
1  n  lo^  «b^n  H  ra-^'-í  qi'^.  pui^an  O'^r.rrir:  p<»/  estas  (•i)nsideraoio- 
\''9  irri  roff)  ^^  p^yr^n^!^  ^r^l^i^írifu  f::;t:q-''y  f-i  qn^^a  interpuesta  por 
d.  H1  no:ning<)  An-r-lmo  ou  ,1  jni=i-.'  j'ie  í^ij^iu^  (»on  b\  A.  I'^erraro, 
V   Ir.  >':!n|>i¡>¡      ;.:  .     I-   \]\  -)  c^/  : --a  «\?>^'dida  por  ol  Tribunal 


Sav>;;'a  en  v\   Il'-iün.i.-  ji  \\\u\  .'•:    ^-i  ■  rvi'tÜií'n. 


/.'//.vi     VilrC'lil, 


N*?  32.  A?m'\  IS  (k  Och,I,re  '/.-  1S'.?7. 

Sein-:    >íi:d.-ir": 

í{ -lirí.ai  loai  »  .\i  ¡a: -i.»  d'*  ddib  r  i^i '>a  íJt.)bre  la  ejea:ia:<Vi  ih 
un  V  PcnU'hcia  ¡íaliaoa  t'xp- ;¡  1 1  á  av..rdL-  un  señor  An-«lmo, 
contra  bi  cas»  iiaiinLi  dr  laina,  A.  F.  IVrraro  y  ('.\  terminado 
liace  sieN'  niese^  d-  <rav«»nibbaneni.^  para  el  reeuVr  Mit(-  be  tenido 
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varias  veces  ocasión  Je  conversar  con  V.  K.  sobre  el  particular, 
quejinulonie  de  habérsele  dado  constantcinenle  al  proced i  miento 
ridativo,  un  curso  que  no  era  conforme  á  la  Ktra  ni  al  espíritu 
del  nrlículo  18  did  Tratado -de  1871,  vigente  entre  nuestros  das 
paí«cs. 

Denegada,  como  ya  manifesté  á  V'.  E.  i>n  nú  nota  del  21  d  ^* 
Asíoslo  últiíno,  p'jr  la  í/'»rte  Superior  *le  c^ía  capital,  !aejecuci<V) 
de  la  sentencia  itnÜHíui;  y  imbiondo  el  señor  Anselmo  apelado*^ 
•a  Corte  Suprenin,  esta,  al  cíiIh»  de  dos  meses,  ha  rtM-huzado  la 
aptlacióii,  liuniándose,  c«>')io  lo  hizo  el  magistrado  inferior,  en 
íjue,  8' trun  los  térníinos  do  di<i^o  Tratado,  no  sería  admitido 
ningún  recurro  (  n  tales  ju!«;:«»^-,  c<ntia  la  decihión  de  la  Coit»' 
í5u[»erior. 

Ahora  bien;  sin  (jue  sea  ii.i  [>r»[¿s¡lf>  u!siu(¡r  y  refutar  tnl 
m/íxima  de  {'ioci,<bniif-nto,  í-r^n  <Ubtr  >MnpKinent^*  hacer  liotur 
do-:  puntos  de  htcLo: 

IV  Que,  en  realidad,  el  artículo  18  de  dicho  1'ratado  nada  dice  n\ 
respecto  (vifsto,  ]ai*s,  su  süencio  en  este  particular,  deberín,  me 
parece,  aplicarse  en  el  presente  caso  el  principio  general  (stable- 
rido  en  (d  artículo  1064  del  Códi*;o  de  Piocedimieíitos  Civil  dtl 
IVrú,  que  liteíalmeníe  Mro:  "Todo  litigante  tiene  derecho  pata 
"ujieliir  aiite  el  rí'^pC(•livo  Tiibuua!  ó  .bir^:  suptrior  p<>r  los  ao^ra- 
*'vio3  que  el  inferior  !e  ha  c>iu-ado  en  su  anio  ó  sentt'ncii»,  á  fin 
"de  que  se  reparen  ó  se  onini»  iulen,"j 

2?  t¿ue,  como  tuve  ci  honor  de  dceir  á  \'.  K,  en  mi  ci!ada  no- 
ta, la jurisprudencta  de  ¡a  ij:iuií;tratuia  .'^u[>rema  ilaliaiía,  nmy 
lejus  de  hallar  en  el  teuor  d<  1  ailíri;!o  ]S  ^icj  Tratado,  un  (»bs- 
táculo  para  recui-rir  á  lu  «'i-iacíón  i."Mitra  las  decisiones  pro- 
nunciadas en  los  juicios  de  deliíjernción,  lia  estado  siempre  en 
favor  de  laTuáxima  c*»ntr'ir!i%  e<  du-ir,  que  aquellas  sentenci:»s 
l>ueden  llevarse  ante  il  T'ibtiMal  de  Ca-aeión. 

ResuUii,  [)ues,  de  e>t  >,  y  '/-o)  qu*-  deb  >  hacerlo  constar  aquí, 
para  los  eíectos  d(.'l  cíjso,  (¿  -e  la  reeip!«H-idad,  oportunamente  .'so- 
licitada por  Ausehno  ante  \o^  Tnbuíudtrs  del  Tcrú,  no  ha  si<!o 
admitida. 

De  t'.dos  modos,  y  re-p- lanío,  ¡>r*r-<quilmentt%  corro  es  nú  de- 
ber, el  juicio  que  ha  e:ni'ido  'a  autoridad  jutlicial  de  este  país, 
respecto  á  la  e¡«  cución  tn  «J  I*«  lú  de  la  sentercia  italiana,  cre<» 
que  una  cosa  rer^ulta  inrjiíc.i^a,  «sto  es,  como  ya  dije  a  1  princ- 
pió,  la  inobservancia  a!»v>!'.(a,  completa,  por  parto  de  la  citada 
autoridad  judicial,  del  [faeio  t  onícnidu  en  el  por  varias  veces  ci- 
tado artículo  18  del  Tratado,  sf^ini  A  cual  los  juicios  de  delibe- 
ración de  cuya  sentencia  s<'  pi«lo  la  ejecución,  deben  ventihu-(^ 
dd  raodo  imU  pronto  //  si'Hirío, 


—  468  —      . 

* 

IjU  consecuencia  iniuecliata  Jia  sido  una  gravísima  pértlidá  de 
Uoni)H)  para  el  rocurrente  Domingo  Ausohno,  expresameule  re- 
ñido Ue  Italia  con  tal  fin,  obli<ia(lo  ú  permanecer  aquí-  más  de 
hiele  moM>,  incurriendo  en  fuertes  gastáis,  cualen  ^on  los  ele  via- 
je, permanencia  y  costas  del  juirio;  todo  lo  cual  redunda,  no  só- 
lo en  jHrjuicio  suyo,  sino  en  el  de  sus  repre.seiitados,  entre  los 
eualcíí  hav  menous  v  otras  p:*rsonas  interesudas. 

Ilacieiuh;  reserva  del  juicio  que  [)uedu  formar.mi  Gobieniw  y 
•^UB  jiuisebn.su lius  sobre  lo  que  precede,  y  confirmando,  adeiuáf, 
las  rtvjrvas  que  ya  he  hecho  á  {cedido  de!  señor  Anselmo,  tiintoá 
su  favor  cí.njo  al  do  los  demás  interesados,  ruego  a  V.  E.  «e  sir- 
va avisarme  recibo  de  la  presente,  y  aceptar,  inieHanto,  los  sen- 
timientos de  mi  ulta  consideración. 

« 

Castdli. 

ICxcmo.  señor  doctor  don  Enrique  d(-  la   Kiva-Agüero,    Ministro 
de  Kelaciones  Exteriores. 


Ministerio  ác  Ikfhnlones  Exteriores 

Ni  38.  Lima,  31  (/c  Dkhmhre  de  1897. 

Señor  Ministro: 

Oj>ortunamen(e  tuvo  el  honor  de  recibir  la  afcenia  nota  de 
VS.  II  fecliada  el  IS  de  Octubre  últino,  por  la  que,  refiriéndose 
a!  juioi )  d.^  dolib 'r.uMÚn  ([U*^  s*  s^orufi  xwxit  nuestro;  Tribjualcs 
para  ejecutar  en  el  l\>¡á  una  MnK'ncia  expididü  en  Italia  A  f:i- 
vor  <lel  "^rñ'M-  l>o!ning.»  Anseluio,  ;iáuiüo  sobre  el  que  ya  habÍA 
llamadi»  uti  ahneiún,  hace  \'S,  II.  reservas  del  concepto  quoput- 
<!e  fornui'-e  -^u  (í*»bii«rno  con  m<  tivo  de  haber   aquellos    dencgí^- 

da)  la  e.Xerpeii'U    soÜtiladu. 

Con  e^tt'  n.oti\t»,  y  á  pesar  de  r.^-  le:!er  \'S.  11.  el  propósito  de 
discutir  la  interpriíaci'Mi  (jue  la  E\ci;ia.  Curte  Suj>rtuna  ha  du- 
do al  artí.Milo  Is  »lel  'iValuoo  tle  1^74  en^f  de  su  deber  hacer- 
me notar  deíerminado^  \>\\\\U  ^  ^\v  h».  Jn». 

Noenlíand»»  \*S.  11,  en  uisen>:.'>i¡,  (iei>tría.  en  ri^or,  limitariae 
á  avisar  rr.-iho  d^su  eitada  nv^ía,  coe.ío  !o  iusinúa  en  ella;  ]H-'r'* 
la  insisteUvMa  de  \*S.  11.  en  los  hic!i  ^  q':*-  establece,   me   oblipi 


—  4^9  — 

ya  H  dosvanc'cerlo.s,  lií^erdmente,  como  considero  poder  hacerlo 
cou  los  dalos  que  he  lomado,  cuya  adí^uiaición  lia  retardado  al- 
go ]i\  respue^a  du  esta  Cancillería. 

('rce  VS.  M.,  en  pi'ij))er  lugar,  que  no  disponiendo  el  artículo 
18  del  pacto  citado,  (jue  algún  otro  Tribunal  pueda  reformar  el 
fallo  de  la  Corte  Suj)erior  re>$|»<et¡va  en  los  juicios  de  drlibera- 
ci6u,  debería,  ante  el  fjilenci»»  <í(»  aquel,  aplicarse  lo  establecido  en 
el  artículo  1C64  de  nuestro  Cútii^o  de  Enjuiciamientos  Civil,  el 
cual  permite  á  todo  litigante  ocurrir  en  vía  de  apelación,  al  su- 
jíCíiov  respectivo,  por  los  ggrMvi(>s  que  el  inferior  le  ha  causado 
en  su  auto  ó  sentencia,  a  lin  de  que  se  reparen  6  cnnnenden. 

Sobre  la  base  doi  hecho  que  VS.  H.  mismo  reconoce,  <¡o  que 
el  Tratado  na<la  c.-tabh  ce  á  eate  respecto,  y  sin  entrar  tampoco, 
por  nii  parU',  cu  una  dií^cusión  detenida  de  la  materia,  me  per- 
mitiría hin  embargo,  hacerle  presente  que,  sin  duda,  la  Excebn- 
tísima  (  orle  Suprema  ba  tenido  en  cuenta  que  im)  estaba  en  sus 
facuUadc^í}  suplir  il  í'ilencio  del  pacto  que,  de  estimílrsele  como 
un  va(  ío,  debeiía  en  todo  caso  ser  subsanado  por  las  altas  par- 
tea contratantes  y  )io  por  los  Tribuní»les  simplemente  encarga- 
do^ (J^  darle  cumplimiento. 

Ta)»to  n)ás  fundadla  es  esta  manera  de  aiueciar  lo  resuelto  por 
aquella  Corte,  cuonto  que  es  evidente  que  si  jmdiera  reformar  el 
fallo  del  Tribunal  Superior  en  los  juicios  de  deliberación,  sería 
ella  en  definitiva  quien  declaraí-e  cjecutoriadiis  las  sentencias  á 
que  el  Tratado  se  refiere,  y  no  ya  el  Tribunal  Superior  respecti- 
vo con)o  el  indicado  pacto  establece. 

El  art,  1661  de  nuestro  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  que 
VS.  JI.  ha  invocado,  me  permitiré  hacerle  notar  que  no  es  per- 
tinente al  caso,  pues  se  refiere  ú  la  apelación  y  no  al  recurso  de 
nulidad,  cuva  denegación  es  el  obji  to  de  las  observaciones  de 
VS.  U. 

Por  lo  que  lespctta  á  la  procedencia  de  tal  recurso  en  esto» 
juicios,  conviene  que  le  haga  presente  dos  circunstancias,  quo, 
sin  duda,  modificarán  ©1  concepto  que  VS.  II.  se  ha  formado,  las 
cuales  son:  ]"  que  nuestra  legislnción  no  admite  como  principio 
general  la  fuerza  ejecutoria,  en  el  teriitorio  ])eruano,  do  las  sen- 
tencias extranjeras,  siendo  el  caso  actual  el  único  en  que,  res- 
pecto <Ie  Italia,  se  ha  aceptado  la  extraterritorialidad  de  los  fa- 
llos judiciales;  circunstancia  que  natuahnente  obliga  íi  los  Tri- 
bunults  á  atenerse  h  los  términos  naturales  del  pacto  sin  darle 
interpretación*  extensiva;  y  2'^  que,  conforme  á  nuestra  organi- 
zucióíi  judicial,  solo  se  ad.nito  el  recurso  de  nulidad  contra  los 
falioj  promuiciados  en  grado  de  aj)elación;  y  no  son  expeditos 
en  dicho  grado  los  que,  conforme  al  [meto  con  Italia,  pronun- 
cian los  Tribunales  Superiores  en  los  juicios  de  deliberación. 
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Asienta  VS.  II ,  en  segun^io  lugar,  qne,  como  ya  ha  tenido 
ocasión  de  hacérmelo  presente,  la  jurisprudencia  de  la  magis- 
tratura suprema  italiana,  L^jos  de  hallar  en  el  tenor  del  artículo 
18  del  Tratado,  un  obstáculo  para  que  se  recurra  á  la  Casación,  en 
los  juicios  que  me  ocupan,  tiene  establecido  que  las  sentencias  en 
ellas  expedidas  por  los  Tribunales''Superiores,  pueden  llevarse 
ante  el  Tribunal  f!e  Casación,  de  lo  que  deduce  VS.  II.  que  la 
reciprocidad,  oportunamente  soIi(!Ítada  por  Anselmo,  ante  los 
Tribunales  del  Perú,  no  ha  sido  admitida. 

Naturalmente,  no  puedo  preciarme  de  conocer,  y  en  ningún 
caso  como  VS.  lí.,  la  Juri.s])rudeucia  de  los  Tribunales  de  Ita- 
lia; pero  ante  algunas  dispo^^iciones  de  este  país,  que  he  registra- 
do, no  pue<lo  menos  que  tomnrme  la  libertad  de  manifestar  á 
VS.  II.  que,  sin  duda,  hay  alguna  equivocación  en  el  hecho  que 
ha  afirmado. 

El  artículo  ]2.>  de  la  lo}  org'uii(ía  judicial  del  Reino  de  Italia, 
dice,  en  efecto,  que  el  Tribunal  de  Casación  conocerá  en  materia 
civil  y  comercial  de  los  recursos  para  anular  las  sentencias  pronun- 
ciadas en  apcdación,  proee{)to  concordante  con  el  contenido  en  el 
artículo  6^)17  del  Cóiligo  de  Procedimientos  Civil  del  mismo  país, 
que  solo  concede  igual  rocurso  contra  las  sentencias  dictadas  en 
grado  de  apelación,  carácter  que,  como  ya  he  ilicho,  no  tienen 
las  que  so  expiden  en  los  juicios  de  deliberación. 

Además,  conforme  lo  establecido  en  !o3  artículos  514  y  547 
del  mismo  Código,  la  sentencia  de  Casación  traería  como  efecto 
necesario  remitir  el  conocimiento  del  a- unto  á  otra  autoridad  ju- 
dicial, igual  en  grado  a  1 1  que  d'etó  la  sentencia  casada  y  que  se 
halle  mas  imnediata;  con  cuyo  prv)cedimieuto,  de  admitirse,  co- 
mo VS.  II.  afirma,  aq  lel  recurso,  result:  ría  una  antinomia  ma- 
nifiesta en  1  i  legislación  italiana,  pues  ella  onlena  que  quien  dé 
la  fuerza  ejci'Utiva  á  la  .sentencia  extranjera  soa  el  Tribunal  do 
Alzada  en  cuya  juris  licción  debí  ser  ejecutada,  y  por  la  senten- 
cia de  la  Corte  de  ('asación  vendría  a  ser  el  Tribunal  de  otra  ju- 
risdicción el  que  ejerciera  dicha  autoridad, 

Como  antecedente  digno  de  recordarse,  sobre  esta  materia,  de- 
bo también  llamar  la  atención  de  VS.  11.  al  Tratado  entro  Ita- 
lia y  España  celebrado  en  ISol,  ya  que  en  él  existe  una  clausu- 
la sobre  la  tjccución  de  sentencias,  literalmente  igual  á  la  parte 
pertinente  dd  Tratado  entre  Italia  y  el  Perú. 

Hago  á  VS.  ri  esta  cita,  porque,  según  datos  (lue  tengo,  el 
Tribunal  Supcrix  d*  España  ha  interpretado  esa  cláusula  en  el 
mismo  sentido  que  n^  fwt^a  Corte  Suprema,  estableciendo  en  sen- 
tencias que  ha  expedido,  ]  •«»,  contra  lo  resuelto  por  el  Tribunal 
Superior  en  los  juicios  de  deliberación,  no  se  da  el  recurso  de 
Casación. 
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Declarando  VS.  II.  que,  en  todo  caso,  respeta  personalmente 
el  fallo  que  han  emitido  nuestros  Tribunales  en  el  caso  de  An- 
selmo, afirma,  sin  embargo,  en  tercer  lugar,  que  es  incuestiona- 
ble la  absoluta  inobservancia  de  parte  de  eilo^  del  Tr^itado  do 
1874,  soí^iui  el  cual  los  juicios  de  dolil)n-aei'')ii  debon  v^íiUlarse 
del  modo  más  breve  y  sumario,  cargo  que  VS.  II.  funda  en  el 
tiemjx)  que  han  empleado  para  resolver  d<'íiiiitivamente  la  ac- 
ción de  Anselmo,  á  quien  la  vlemora  ha  cau^-alo  [)<-rjuiciw3  con- 
siderables. 

El  juicio  que  me  ocupa  comejizó  el  8  de  Marzo  del  presente 
año,  y,  en  buena  cuenta,  quedo  definitivamente  terminado  el  9 
de  Agosto,  fecha  de  la  resolución  expedida  j)or  la  Corte  Supe- 
rior. 

La  demora  posterior  á  esta  última  fechn,  ó  sea,  los  dos  meses 
trascurridos  hasta  el  IG  de  Octubre,  en  ípic  la  lilxcma.  Corte  Su- 
prema declaró  infundada  la  queja  de  Anselmo,  se  debe  á  motivos 
que  no  serían  impulables,  en  justicia,  sino  al  mismo  demandan- 
to  que  no  se  conformó  con  el  fallo  pronunciado,  sino  quo  inten- 
tó hacer  uso  de  recursos  persiguiendo  su  reforma. 

La  duraciÓD  del  asunto,  según  esto,  ha   sido   únicamente   de 
cinco  meses,  tiempo  que,  por  cierto,  no  puede  considerarse  exce- 
sivo, sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  las  circunstancias   que  voy 
á  apuntar:   1*,  que  antes  de  ahora  no  se  había  presentado  ningún 
caso  análoti;o,  ai  cual    faoran   aplicables   las   estipulaciones   del 
Tratado  con  Italia,  razón  por  la  que  no  existía  sobre  la  verdade- 
ra interpretHci/ni  «b-  e<;a^  estipula.-io'ie-,  jurispru.lencia    e-tuble- 
cida;  2*,  que  dtd>ido  á  esta  misma  causa,  se  promovió  una  .cues- 
tióir  relativa  á  saber  cmVi  era  el  Tiibüi^-U  (pu?  debía  entendí-ren 
el  asunto;  3*,  que  Us   demandados   eran,    por    una    prut*^,   don 
Agustín  F.  Ferraro  en  nombro  propio,  y  [>or  otro  la  casa    coaier- 
cial  de  A.  F.  Ferraro  y  C"  y  que  el  juicio  tuvo  que  seguirse,  por 
lo  mismo,  con  doble  audiencia  á  los  interesados;  y  4-,    que   últi- 
mamente ol  pleito  era  por  su  naturaleza   de   im¡^ortancia   y    re- 
quería, })or  consiguiente,  extoiíso  y  madun)  examen. 

Por  Jo  demás,  el  orden  del  procedimiento  no  ha  dejado  de  ser 
el  sumario  quo  el  Tratado  establece,  pues  \oi  únicos  trámlies  ob- 
servados han  sido  la  citación  á  los  demandados  y  el  .diciámen 
de  los  señores  Fiscale*^,  dictamen  indispensable  tratánd'»se  de 
una  materia  relacionada  con  la  jurisdicción  nacional. 

Ea  cuanto  á  los  .perjuicios  que  asegura  VS.  IL  hasuíVido  con 
la  demora  don  Domingo  Anselmo,  debo  hacerle  liotar  que  éste 
no  tenía  i)or  que  hacer  viaje  especial  al  Perú,  ni  sufrir  la  pérdi- 
da de  tiempo  consiguiente,  para  poder  iniciar  y  proseguir  su  de- 
manda; puesto  que  el  Tratado  eon  Italia   indica   que   j^,   fuerza 
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^jecuioriivla  de  las  sentencias  pao-le  ser  solicitada,  ó  d i r.i'íUi 'nen- 
ie por  la  parte  interesada,  ó  por  la  vía  dijdoniática 

Dejando  así  contestada  la  aprc 'labio  nota  do  V3.  H..  á  q'n 
me  he  ref-i'i.lo,  me  es  grato  n^iovarlo  las  segnridade.^  do  mi  div 
tingúela  ••onsideración. 


E.  de  la  Riva-A^iuro. 

Al  T'M  M-  C''>:nt  lulador  Pietro  ''':i.;í;ol!i,  Mini^^tro    Ro^idiínto  do  Ita* 
lia. 


n*ai  Leijd'ióíi  de  Italia, 


\o  0  1 


Lima^  29  de  Dicieyíibrc  de  1898. 


Señor  Ministro: 


Kl  (íobierno  del  Key,  al  cnal   esta    Legr.ción   lia   comunicado 


Ministr<»,  Comendador  Castelli,  y  oso  Ministerio  de  Relaciones 
I^lxtcriore.^,  referente  A  la  deni-gada  c^jecncion  de  la  sentení-ia  del 
Tribuna!  de  .Savcna,  <.n  la  eausa  An^elmo-Ferraro,  nu-  lia  dudo 
l:i::í/'jeri'-n(.'S  para  numift^lar  a^  (íol-iemo  de  la  Rojri)>'i- t  (^ue 
.iO  ¡>Hí.dr  convergir  con  la  iiib^rjírctaeión  que  !a  C<  ru*  Sui  (  rior 
d*.'  e.ía  capital  ha  dado  al  artíi;n!o  líS  del  Tratado  Itulo- wcrua- 
no  dtl  28  de  Diciembre  de  1S74. 

rermítame  V.  E.  (]ue  le  expon>;a  los  motivos  (pao  han  indnci- 
'io  al  (íobierno  did  Rey,  de.-ptK  s  de  oir  las  opiaionr-s  toi.nuhi- 
das  sobiv  la  materia  por  ti  Miid^'tei'io  de  <íracia  y  Jur;tieia,  y 
pv)r  ol  V 'oncejo  Diplomático  dol  Reino  en  lo  coiií'?nc¡ ''?o,  á  for- 
marse el  convencimiento  de  <:/ae  la  Corte  Superior  de  Lima,  con 
sn  senLencJa  del  7  tic  A^'osto  de  bSO?.  se  extralimitó  en  las  fa- 
•  •altadi*^  (jne  le  confiere  la  precitada  convención. 

Kl  (íobieino  del  Rey  estima,  ant-.;  todo,  ([uo  en  las  roclainaciu- 
lies  entre  Estado  y  Estado,  referentes  ú  las  controversias  entro  ciu- 
dadanos de  amibos  Estados,  las  leyes  (jiie  deben  observai*se  son 
las  convenciones  internacionalo.=5  parn  l<^s  asuntos  á  que  aquellas 
^e  contraen.  Por  consiguiente,  con  re>[)ecto  á  la  ejecución  do  las 
sentencias  italianas  y  peruanas  en  el  Perú  ven  Italia,  respectiva- 
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nipi>te,.  U  iy)rma  que  debe  seguirse  es  la  indicada  en  la  conven- 
ción iüternacioilal  celebrada  entre  los  dos  Estados  el  23  do  di- 
ciembre de  1574. 

Derívase  de  esto,, en  primer  lugar,  que,  como  oí  artíiulo  18  do 
nquella  convención  expresamente  dispone  que  debe  preceder  á 
la  concesión  del  exequátur  un  juicio  de  delibemción,  y  establece 
cuáles  i:*on  las  normas  que  deoen  seguirse  para  tal  juicio;  no  pue- 
de ser  obstáculo  el  hecho  de  que  en  la  legislación  interna  del  1\- 
rú  no  se  hable  de  juicio  de  deliberación.  Esto  quiere  decir  que, 
cu  el  Perú  no  podrán  apelar  á  esta  forma  de  juicio  ni  lo^  perua- 
nos m  los  italianos  que  recurran  á  los  tribunales  peruano?,  para- 
con«=egnir  la  decisión  de  pna  controversia.  Pero  cuando  se  tn>- 
ta  de  uno  de  los  dos  Estados,  debe,  en  el  otro  Estado,  hacerse  pre- 
ceder á  la  concesión  ó  no  de  la  ejecución  de  tal  sentencia,  un  jui- 
cio de  deliberación,  porque  así  está  convenido  entre  los  dos  Esta- 
dos y  no  puede  oponerse  la  falta  de  una  ley  de  proctídiroiento 
interno  al  respecto,  porque  la  ley  entre  los  dos  países,  <  p  la  con- 
vención internacional  de  1874,  y  por  que  esta  misma  convención 
establece  la  norma  precisa  para  tal  juicio  cuando  dice  que  el 
Tribunal  Superior  debe  examinar: 

1)  si  la  sentencia  ftié  pronunciada  i>ot  una  autoridad   judi- 
cial competente; 

2)  si  las  partes  han  sido  citadas  legalmente,  si  han    compa- 
recid  >,  ó  si  han  sido  declaradas  legalmente  contumaces; 

3)  si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contrarias  al  orden 
público,  á  su  Estad©  6  á  su  derecho  público. 

Sentado  esto,  hay  que  advertir,  ante  todo,  que  la  Corte  Supe- 
rior de  Lima  no  se  ocupa  en  su  sentencia,  del  segundo  ni  del  ter- 
cero de  los  puntos  que  se  acaban  de  indicar,  sino  que  se  limita 
al  solo  examen  del  primer  punto  de  la  cuestión,  es  decir,  si  las 
sentencias  de  Savona  y  Genova  han  sido  pronunciadas  por  una 
autoridad  judicial  competente. 

Luego,  con  respecto  á  esta  cuestión,  queda  comprobado  en  de- 
recho, que  el  artículo  18  de  la  convención  italo-peruana,  al  ha- 
blar del  examen  deliberativo  de  parte  de  uno  de  los  dos  Estad(»6 
contratantes,  respecto  de  la  competencia  de  los  jueces  que  pro- 
nuí>ciaron  una  sentencia  en  el  otro,  no  quiso  ciertamente  recono- 
cer á  las  tribunales  de  cada  uno  de  los  dos  Estados  el  derecho  (te 
decidir  si  es  competente  para  juzgar  en  el  fondo  de  la  materia  la 
autoridad  judicial  del  uno  ó  del  otro;  sino  que  quiso  evidente- 
menle  establecer  que  se  debía  examinar  solamente  si  el  tribunal 
del  Estado  que  juzgó  fué  competente  para  fallar  en  la  causa  some- 
tida á  su  decisión,  con  arregla  á  las  leyes  del  mismo  Estado;  es 
decir,  si  debía  examinar  solameate  la  competencia  con  relación 
á  los  mismos  tribunales  del  Estado  en  el  cual  la  sentencia  fué 
pronunciacbL 
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Esto  se  (lesnrende  del  texto  literal  del  citndo  artículo  18,  el 
(•ual  dice:  que  las  sentencias  emanadas  do  los  Tribunales  de  una 
de  las  partes  contratantes  tendrían  la  misma  fuerza  que  las  ema- 
nadas un  les  l'ribnnales  locales,  y  el  Tribunal  Superior  en  cuya 
jurisdicci^'^n  debe  efectuarse  la  ejecución,  deberá  solamente  exa- 
minar   hí  la  sentencia  ha   sido  pronunciada  por   una  autoridad 

jadicinl  cuuiptte/ite.  N;;  se  trata,  pues,  dejuzf];ar  el  fondo  de  la 
cuestióii;  trátase  (\e  dar  ejecución  á  la  sentencia  ya  pronunciada, 
en  el  otro  Estado  por  un  Tribunal  competente.  Es,  pues,  con  rela- 
ción ú  los  diversos  Tribunales  del  Estado  en  el  cual  fué  pronun- 
ciada la  sentencia,  y  á  las  reglas  reguladoras  de  la  competencia 
en  aquül  Estado^  que  debe,  según  la  convección  italo-peruana, 
examinarse  la  cuestión  (le  com{)etencia. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  causa,  ya  el  Estado  extranjero  ha 
pronunciado  su  fallo;  trátase  únicamente  de  ver  si  el  procedi- 
miento ha  sido  regular,  para  considerarla  verdaderamente  como 
cosa  juzgada  y  que,  por  lo  tanto,  tenga  eñcacia  en  el  otro  Estado. 

Si,  no  obstante  la  sentencia /extranjera,  se  puediese  (so  pretexto 
de  competencia  exclusiva  do  los  Tribunales  del  Estado)  iniciar  de 
nuevo  el  juicio  en  el  Estado  en  el  cual  aquella  sentencia  debe 
ejecutar: e,  eiítonces  sería  inútil  la  estipulación  de  un  trakido  pa- 
ra darlo  fuerza  ejecutiva  á  las  soYiteiiciasde  un  Estado  en  el  terri- 
torio del  otro! 

La  Corte  Superior  de  Lima,  empero,  al  querer  deducir  que  los 
jueces  comj)etentes  eran  exclusivamente  los  peruanos,  sobrepasó, 
los  límites  (leí  tratado,  según  el  cual  debía  únicamente  exami- 
nar si  el  Tribunal  ilaliano  que  juzgó  fué,  ejitre  los  Tribunales  ita- 
lianos, í'l  competente  para  juzgar  según  las  leyes  de  Italia. 

Por  v\  !i(í-!i'>  do  declarar  la  Corte  de  Lima,  como  únicamente 
co.n)K:  ütt^  á  la  nutoriílad  judicial  peruana  en  el  asunto,  se 
avocó  á  sí  o!  dcreclio  de  juzgar  nuevamente  del  fondo  de  una 
cuestión  ya  juzgada  en  Italia,  como  si  entre  Italia  y  el  Perú,  no 
existiese  el  tratado  de  1874,  en  el  cual  reconoce,  (siempre  que 
concurran  las  tres  condiciones  de  que  habla  el  artículo  18)  por 
otra  i)arte,  sin  más  trámites,  como  cosa  juzgada  y  con  fuerza  eje- 
cutiva en  cada  uno  de  los  dos  Estados  contratantes,  las  sentencias 
-pronunciadas  en  el  otro  Estado  por  los  tribunales  competentes  se- 
gún sus  leyes. 

Es,  pues,  evidente,  que  en  el  caso  actual  el  tribunal  competen- 
te seí;ún  las  le^'cs  italianas,  según  las  mismas  leyes  peruanas,  era 
el  de  Savona:  rctione  materia,  por  que  se  trataba  del  cumplimien- 
to de  una  obligación  comercial;  ratione  loci,  ]>orque  en  Savona  se 
contrajo  la  obligación,  y  en  Savona  debía  cumplirse. 

En  efecto,  el  artículo  91  del  código  de  procedimiento  civil  ita- 
liano dispone  que:  «la  acción  personal  y  la  acción  real  sobre  bie- 
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ipat(M"ia  C'OiruMcisl  *  í-t..rí  arcirait  -  jr> -¡o:,  l-iiiil'i-r»  >-a-v  s.^huLia-- 
á  ]n  íi\ií"r*i(la*l  ju'liriil  (]r\  In;j;p'  M)  '^^  í-i.;t!  .-i-  l!V.<>  la  pi-o'iii  -a  •'» 
hunti-í-^u   á{'  la    'U'sa.  ó  en  el  r;:al  <!«  ■>•.•    (j'-íMíai^e  i;»  oMi^a'.ión 

í-i  bien  el      (lcin.Mi«la<l'«     lU^  liO  >i'](«  ;  Tí  (  Í(;:.K)  ]»(¡  ^ilií.lini  ute." 

V  e!  eó'lij;o  «it  ¡♦i»M-.'(lii¡iicJit<v-  eivil  íl'l  l\'\(\  di>[»'Mie  f-n  «'1  av- 
íenlo lo2  que:  *'t»l  ívíor  jatodi  ir  ni  ién  (;i  i  ( !•  -n  ííeeion  <hji«le 
lia  contraí<Io  la  nUünración  >; 

Fne,  jnif^s,  en  (¡  presenta  ca^«'».  ctj  Saví  i¡a,  «InjiiU'  la    nhÜL^a- 
cinn  fi:é  coniraiMii  y  tlundo  d  l>ía   Mi'n|>lir>e. 

Cun  e>to.  í*ae  el  arguniento  Cjue  la  ( Na  íeSr.perií'j  de  Lima,  (ve- 
yi'.  pf'dt'r  dedueii' <!('l  j)i'¡nci}'i<í  de  (,!ie  ni¡di(*  jkViede  ber  .«usliaíiU) 
á  sus  ji'í'ces  naínra^'s,  ]>nra  coneliiir  (j\ie  l(i>  ¡ernnnnf;  no  ¡aieden 
mniea  ser  jn/<íad»'<  ^\]^^^  porl'  s  '^fi  il"i'taKs  ]»•  iMian*  s.  l'ii<'sío  que 
do-de  el  nion-ento  en  que  poi'ía  crnvtneit'»n  ital"  peruana,  ^e  (rata 
solo  de  ver,  en  (1  easn  de  peruam»^  Ju/uados  en  Italií^  si  el  tribu- 
nal (jue  losju/t^ó  ñi'^  eidre  lo-^  tribnnalt  s  italianorJ,  el  «;oni pétente 
para  filo,  y  qn«'.  en  el  aruní(»  principal,  el  tiibuif^l  <le  Suvona 
]>or  el  cual  fueK»n  juzgados  Fiiiaro  y  An?<litt<»,  era  (d  eonipelen- 
le  para  baeerb»,  trae  por  eonsecueneia  que  {da<Ia  la  eirc\n)slancia 
<lel  hecho  inherente  á  la  obligación  sobre  que  trató  el  juieie*)  b»s 
jueces  de  Savona,  jurídicamente  hablando,  eran  también  los  jue 
♦  es  naturaU':?  de  lo«  jteruanes  que  aquella  obligación  habían 
'Ont  raído. 

Este  argumento   de-truye  el   i>rincipio   sentado    en  uno  <le  los 
♦ '«nsiderandos  d»»  la  í^'orte  Superior  de  Lin'ia,  srbro  que  el  solo  he 
'•i»o  de  una  sentencia  extranjera  res{«eeh)  de  un  habitante  del  IV 
»•'.,  pueda  bastar  Tara  constituir  una  violación    de    la    soberanía 
«ie  este  Kstado. 

Esto  equivahlría,  pues,  á  s(»stener,  que  nt)  se  podría  estipular 
Mitre  <los  (lobicrnos  un  tratado  regulador  dt*  la  eíicaeia  de  la- 
-íUteiicias  ngulariuente  proi.unciadas  por  los  Tribunales  de  uno 
'"^  \os  dos  Estado.--,  en  el  territorio^del  otro. 

Por  consiguientí\  el  Gobieino  del  Key  eí'nsid<»ra  la  seutei.í  ia 
•Iv  la  rv»rte  Superior  de  Lima  como  un  :ieto  que  no  c(»rrespond( 
<í»n  las  disposieionts  de  la  convención  italo-peruana  d(d  23  de  <li 
'  itmbre  de  187L  y  sostiene  í|UC  no  obstante  aquella  sentencia, 
i^ne  derecho  para  pedir  al  (lubierno  ílel  Perú  que  la  demanda 
de  ejecución  de  la  sentencia  de  Savona  y  de  (íéiiova  sea  ree(;n- 
siderada,  tomando  eii  cuenta  las  consideración!  s  siguientes: 

Ante    todo,  hay  que  tener  présenle  (jue,  antes    de  la    sentencia 

d«*  la  Corte  su|»erior  de  Lima,  existía  ya  la  rosa  juzga<la    pc^r  los 

liibunales  It^ilianos,  cuyo  mérito  la  Curte  de  Lima  debía  resi>e- 

tar  y  no  lia  respetado.  l*Mo  solo  bastaría  para  eoncluir,  (jue    no 

pudiendo  haber  dos  cosas  juzgadas  sobre  una  misma  cuestlónj  a 
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sentencia  de  la  Corte  «lo  Lima  i>or  cuanto  accedió  al  simple 
juicio  de  deliberación,    no  jaiede  tener  ningún  valor  jurídico. 

En  segundo  lugar  luiy  que  tener  en  c^nsidoraciún  que  una 
cosa  es  aplicar  una  ley  interna  del  listado  á  las  rehicionos  jurídi- 
cas entre  ciudadanos  del  mismo  Estado,  ó  de  otros  Estados,  y  otra 
cosa  es  juzgar  sobre  el  valor  y  alcance  de  un  tratado  internacio- 
nal que  forma  ley  entre  dos  Estados. 

En  el  primer  caso,  son  competentes  los  tribunales  del  Estado 
ante  el  cual  se  someto  una  controversia  con  arreglo  a  sus  leyes, 
y  agotados  todos  los  trámites  legales  la  sentencia  de  dichos  Tribu- 
nales tiene  para  las  partes  fuerza  de  cosa  juzgada. 

En  el  segundo  caso,  por  v\  contrario,  cuando  hubiere  duda  so- 
bre í*i  un  tratado  internacional,  ha  sido  ó  no  observado,  puesta 
que  los  Estados  son  independientes  jurídicamente  iguales  como 
liasta  hoy,  no  Lay  tribunales  internacionales  superiores  á  ellos; 
la  tola  autoridad  competente  i>ara  resolver  la  duda  son  las  par- 
tos que  lo  estipularon,  es  d<  cir.  los  Uobiernos  de  los  dos  Estados. 

Sc!\lado  Ciito,  resulta  como  consecuencia  legítima,  que  uno  de 
los  dos  Estados  contratantes  no  puede  considerarse  obligado  á  re- 
conocer sentencias  de  los  Tribunales  del  otro  Est-ado,  que  sean 
contrarias  á  la  convención  estipulada  entre  los  dos  Estados,  y 
«jue  por  consiguientete  tales  sentencias  no  pueden  tener,  por  la 
<|ne  á  él  se  refiere,  fuerza  de  cosa  juzgada. 

Y  esto  principalmente  j)or(jue: 

1)  de  otro  modo  se  menoscabaría  la  independencia  y  la 
igualdad  jurídica  de  uno  de  los  dos  Estados; 

;?)  sería  inútil  haber  e-^tipulado  un  tratti  lo  pira  asegurar 
la  eficacia  do  las  sentencias  de  un  Estado  ^u  el  otro,  mientíifaí  los 
Tribunales  de  cada  uno  de  los  dos  lOstadijs,  en  lugar  de  limitarse 
á  indagar  si  aquellas  han  sido  pronunciadas  por  el  Tribunal  com- 
petente según- las  leyes  del  Estado  á  que  aquel  pertenece,  fuesen  li- 
Í>re3  por  ju;«gar  sobre  su  propia  competencia  é  iniciar  asínn  nue- 
vo juicio  sobre  la  cuestión  ^-Ti  juzgada,  ni  mjis  ni  menos  como  si 
el  tratado  no  existiera,  y  pudieran,  por  consiguiente,  eludirse 
completamente  las  disposiciones  y  el  objeto  de  él; 

J)'  result^iría  el  absurdo  <le  que  un  acrecílor  reconocide  como 
tal  por  los  Tribunales  competentes,  pu<l¡ese,  en  muchos  casos?,  no 
ol)8tante  los  Tratados,  hallarse  en  la  imposibilihi^l  d<^  obtener 
en  el  Estado  extranjero  el  pago  de  su  crédito; 

4)  en  el  presente  cuso,  lu  cosa  juzgada  existe  ya  en  las  senten- 
cias de  &ivona  y  de  ( nnova.  y  no  puede  someterse  más,  cu 
cuanto  al  fondo,  á  nuevo  examen  por  parto  do  lo?  Tribunales 
del  Perú.  Trativse  sólo  de  hacerla  ejecuUir  aquí,  previo  única- 
mente el  examen  deliberativo,  para  ver  si,  en  su  fofma  ii>lríAi?e- 
c«,  es  ifcguUw:  según  las  leyes  de  Italia,  donde   fué  pm»Wnt<ftndo. 
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y  sí  no  meaoscaba  el  orJon  y  el  <lorecho  público  del    Perú,    don- 
de debe  ejecutarse. 

Por  todas  estas  razone?,  considerando  el  (ú)bienio  del  Rey  la 
sonteneia  de  la  C.H'te. Superior  de  Lima  como  un  acto  quo  no 
eseonfortue  con  los  disposiciones  de  la  convención,  por  la  cual 
cada  uno  de  los  di)s  Gobiernos  debe  responder,  al  otro,  sin  que  le 
sea  lícito  oponer  un  fallo  de  sus  magistrados;  invita  por  mi  ó-- 
i^anoai  (rolñerno  de  la  República  á  que  haga  cumplir  las  disp.^ 
á  Clones  do  la  Convención,  y  que  por  su  irasgresion  no  suHmv. 
perjuicio  los  ciuíLidanf>s  italianos,  cuyos  derechos  (recqnocid* 
I)or  un  jtiicio  regular)  tuvo  en  mira  tutelar  aquel  tratado,  á  i.: 
par  con  los  ])ernanos. 

Confía,  poi*  tiinto,  ea  hn  buenas  disp  )sicione^  de  (jue  no  pue- 
ble menos  de  estar  animado  el  <r)biorno  do  la  República,  á  fin 
de  que  se  ponga  un  remedio  á  las  consecuencias  de  la  resolución 
(le  la  Corle  Supreína,  y  se  halle  el  modo  de  hacer  eiecutar  en  es- 
te Esta  ío  la  senterv^ia  itaHana  varias  veces  citadiu  que  no  está 
tachada  por  nin^ana  da  las  ex'.vpciones  consignadas  en  el  ar- 
ticule J8  de  la  Convención  Italo-peiuana. 

En  la  esperanza  do  rc'.'ibir,  L\u  ]no¿)  eoino  sea  pasible,  la  re>- 
pucdia  que  V.  E.  se  sirva  darme,  teng^»  el  honor  do  reiteru'lc 
señot*  Ministm,  la  expresión  de  mi  alta  consideración*^ 

G.  Foi'CL  Forni. 

4 

A  Su  Excelencia  el- señor  doctor  Molitón  F.  Porras,  Ministro  de 
Belaciane-4  Exlerioros. 


MÁniüerw  de  Relacionen  Exterior a^. 

N^  3.  Lima,  O  de  Ftbrtn'O  de  J891K 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Ho  estudiado  detenidamente  la  estimable  nota- de  ^^  S.  !s"?  21, 
de  ferha  29'de  Diciembi-o  último,  en  la  que  maniliesta  ({ue  ti 
Grbbiema  del  Rey  \q  ha  enviado  instniccionea  para  expresar  qu»- 
na  pueble  convenir  on  hi-intAjrpretación  que  la  Corte  Superior  df 
esta  capital  ha  dado  al  arLículo  18  del  Tratado  Italo-pei'uano 
del  23  de  Diciembre  de  1874,  en  !a    causa    Ángel mo-Ferraro.    y 
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|»!'le  que  se  ponga  un  remedio  á  la  re-^'liuión  de  la  Corte,  bus- 
í':indoel  nio<lo  de  hacer  eiccular  en  C:?t^  Estado  la  sentencia  ita- 
üana  j»r<)riuneiada  por  el  Trilainal  do  Savona  que,  según  afirma 
W  8.,  no  está  tachada  por  nin;;;ina  c!c  iás  e.KvO[).M«)nes  eonsigna- 
d:  -s  en  el  artículo  pertinente  del  Tratado  de!  74. 

Para  llegar  á  esto  re>íultado,  diserta  V.  8  ,  ex{en?^ainento  sobre 
los  motivos  que  ha  tenido  el  (íobierno  italiano  al  iniciar  la  ges* 
r.ón  de  que  V.  S.  está  encariñado. 

Debo  declarar  á  V.  S.,  desde  luego,  que  nú  Gobierno  no  en- 
(  neutra  just.ifieacion  alguno  en  los  motivos  alegado?,  y  cjue  sien- 
t  •  muysinceraniente  n(»  poder  a^^ce  1er  á  la  petición  formulada. 
P'»rque  aunque  estium.  corno  V.  S.,  qtie  son  los  (íobiemos  los 
< i uo  deben  responder  á  los  (íobieruos  did  cíi!n[)limiento  de  los 
Tratados  que  pacten,  no  se  trata  en  esto  caso  especial  de  pacto  ni 
('<«•  estipulación  alguna  que  haya    sido   olvidada  ó  desdeñada. 

Origina  la  reclamación  del  (íobierno  do  V.  S  lasentiuícia  pro- 
nunciada por  la  Coi'te  Superior  de  esta  capital  el  9  de  Agosto  de 
1  s07.  (1) contraria  a  la  p'^licióu  d"  los  señores  Anselmo,  para  que 
M'  ejecutarij  el  fallo  flictado  por  el  Tribunal  do  Savona  en  24  de 
Abril  di»  180G.  contirmado  por  el  Trilninai  íle  iVpelacióii  de  (íé- 
nnva  en  2Ó  de  Ag(v^to  del  mismo  ano.  Afirma  ^'.  S  ,  en  resumen, 
(|ue  la  sentencia  en  cuestión  es  violatoria  del  Tratado,  puesi*» 
íj'io  era  de  rigor  con-í^dí^  el  rx^uátur  á  una  sentencia  italiana 
que  reúne  tod  i-?  la-  corulifion^\s  exigidas  v.n  61. 

B  isla  comunicar  e-(a  re^dam  ición  y  hacerse  cargo  del  contt^ni- 
d  )  riel  artíi^ulo  18  d;l  n-feri  b)  pacto,  pira  con-»iderar  inadmisible 
la  gesLióu  do  V.  S..  pui-s  es  evidente  que  se  trata  de  un  hecho 
consumado,  y  consumado  en  conformidad  con  las  prescripciones 
mi-^m  is  del  do(MiuK*nto  internacional  que  W  S.  invoca. 

ICI  íratado  del  71  e^  un  pacto  de  Amistad,  Comercio  y  Nave- 
ga-ión,  (ju í  en  un  >  d^'  s  h  artículo-  ha  eo!Ksignndo,  de  un  molo 
expreso,  la  subsistmeia  del  hecho  de  cortesía  relativo  á  la  ejecu- 
(M*)n  de  sentencias  en  paús  extranj<  ro,  e-to  es,  estableciendo  <  n 
ioíma  obligatoria  la  concesión  del  r.cfqnáinr  en  los  mismos  ca?o.s 
en  que  hubiera  si^lo  oíorgad(»  sin  «lieho  artkailo  j  or  razón  <le 
simple  deferencia  ó  por  conveniencia  Í!íternacional. 

Es  vltil  notar  qur,  como  ^.o  se  trataba  el  año  74  de  un  paolo 
e.-pecial  de  ejecuci«'»n  d*  -"ntencia^,  no  pudo  (h'terminarse  1(\^ 
casos  que  pudieran  («--urrir  con  los  d-í  al  les  necesarios  para  salvar 
ó  aclarar  las  dudas  sobr»  com¡>etcucia.  iJmitáronse,  pues,  las 
parU's  interesadas  á  (bu  laiar  el  [)r¡n<ápio,  estableciendo  las  con- 
diciones que  debían  llcnars^  para  que  la  ejecución  ele  una  sen- 
tencia italiana  fuera  exigibie  en  el  Perú  y  viceversa;   conviuieu- 

(1)  Véase  la  págiua'4^1S, 
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•1m,  al  mismo  tiempo,  que  sería  el  Tiihunal  superior  del  lugar 
*!•'  !a  ejecución  quinn  r.-sol vería  si  esas  condiciones  se  habían 
lii"iado,  ó,  en  otros  íérminoí?,  si  había  ó  iió  lugar  al  exequátur. 

L'uas  bien,  en  coTif»>rniidad  con  lo  estipulado,  la  Corte  de  Lima 
«*»  reunió  i)ara  examinar  la  petición  do  Anselmo;  entró  á  averi- 
íTuar  si  la  sentencia  italiana  reunía  las  cuatro  condiciones  exigi- 
<iiis,  y  encontró  al  aplicar  la  primera  de  ellas,  que  carecía  de 
dicho  requisito. 

Y  al  estudiar  el  a-iuiitoy  resolverlo,  ha  procedido  coa  entera 
f>ueaa  fr^  y  cabal  concepto  de  la  inteligencia  del  Trat'ido,  con  esa 
Iniona  fe  y  cnbal  cence[>to  que  ambos  l£stad-«)s  lian  prc^umido  de 
antemano  al  entregar  á  his  Cortes  judiciales  de  a[)elac¡ón  de  am- 
bos países  la  facultad  de  conceder  ó  negar  ol  exrqutUar,  y  sin 
apartarse  un  punto  de  la  norma  regular  de  un  juicio  de  delibe- 
ración, pues  ha  sido  en  realidad  un  juicio  de  esta  naturaleza  el 
que  terminó  en  Lima,  el  O  íle  Agosto  de  1897,  y  no  un  juicio  de 
revisión,  ni  mucho  menos  uno  en  que  se  hubiese  entrado  á  exa- 
minar el  fondo  del  proceso  fenecido  en  Italia. 

Al  declarar  este  becho.  c^nfirmado  por  el  tenor  de  la  decisión 
misma  de  la  C^rte  Superior  de  esta  capital  y  por  sus  antecrden- 
t*^9,  cábeme  la  oportunirlad  de  desconocer  la  fuerza  del  argumen- 
t>  alegado  ]>or  V.  S.  al  indi;\^rquo  l¡\  deiuwiíiria  <le  la  ejecucióu 
de  la  sentencia,  importa  el  hecbo  de  avocuse  el  onocim'ent» 
de  una  cau»a 'fenecida,  porque  admitir  sf^moJHnte  c-mcinsión  Horía 
admitir  que  no  puede,  en  ningnu  ca^^o,  negarse  e!  exequátur^  y 
que  el  juicio  de  delibera^.-ión,  así  coitio  h»s  C()ndiciones  señaladas 
j»or  \oi\  Tratados  y  muy  ea  esp'KÚal  la  r.-jlaitva  á  la  competencia, 
son  pura  fórmula. 

Si,  [»ties,  el  Tribunal  ile  Lima,  que  ha  s'nio  designado  por  In.*? 
dos  pi.íses  para  resolver  si  una  sentencia  italiunií,  (jue  necesHa 
HIT  ejecútala  on  Lim  i,  reúne  lon  requisitos  Uj'Cevi.'ios  para  ello, 
pronunció,  en  virtud  de  esta  atribución,  üU  fallo,  liay  (pie  act-p- 
rar  qu-:)  esto  fallo  es  deliniíivu  y  que  uv)  h  ly  instancia  po-^iblo 
contra  él.  Si  loa  Gobiernos  pulieran  rdvo.-ar  los  fallos  de  sus 
Cortes  Ju  licialos  en  juicios  d^jlibjrativt)-,  serían  ello-,  en  definiti- 
va, quienes  decidirían  sobre  elí'.rt.yuíí/ar,  quedando  sin  a{)lica<  ion 
la  tramitación  estableciiLi  comunmente  iK\ra  nacionalizar  sen- 
tencias extranjeras. 

No  presontándose  aho.-a  ni  siquiera  el  cas>  d*i  un  fallo  noío- 
riamento  arbitrario,  no  se  explica,  á  primera  vista,  que  el  Ho- 
bienio  italiano  pretenda  enqaífiosamente  q»u*  ♦!  »M  l*orú  haga 
ejecutar,  á  p^sar  de  todo.  !a  sentencia  del  Tribunal  de  Savona. 

Esto  no  fiú  explica  ciertan)onte  sino  por  la  creencia  que  abriga 
©I  Gobierno  de  V.  S.  de   que  el   Tribunal  peruano,  al  ppliear  el 
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Mrrido  c3 1:;  Hial.     Igoales  traiicioaes,  hechas  y   opiíiioads^   casi  unifor- 
¡jii.im'ci   sostienen  que  esa  competencia  internacional    debe  ser  jua- 
'  "í  viiiix  tí-*  ^'-^^  criterio  propio  y  no  con  criterio  agen>,  en  conformidad 
, '  ,^<  i.i'  las  leyes  del  país  que  la  aprecia,  y  no  en  conformidad   con 
-i^aüA?r::í^^  país  que   la   pretende.  /La   práctica   italiana  es,  segura - 
,,^¿^tte,  la  única  eJccepción  sobre  el  particular. 
\^  s '- '  ^^  j^sto  concluir  que.  en  la  oportunidad  presente,  corno   en 
,  \  .,   quiera  otra  semejante,  mi  Gobierno  no  piiede  ni   deb^   rev.-u- 
á  ese  criterio,  olvidando  las  reglas  generales  de  soberanía  y 
sdiociún  y  el  concepto  que  le  guiara  ¿i  estipular  el  artículo  18 
Tratado,  concepto  que  ha  mantenido  siempre  que  ha    inter- 
ido  en  actos  internacionales  relativos  á  la  materia. 
3s  notorio,  además/que  hay  países  que  no  admiten,  en  ninguna 
*      'na,  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras;  que  hay  otros  que 
•    '     idmiten  revisando  el  proceso  ó  aceptando  el  primitivo   como 
"  *   iio  probatorio;  y  que  los  mas  liberales  al    respecto,    que   son 
menos,  conceden  la  ejecución  mediando  el  cumplimiento   de 
"  '    idiciones  que  pongan  á  salvo,  com  •  antes   hemos   insinuado, 
solo  la  respetabilida  1  del  proceso,  sino  también    lo?   derechos 

-  '  iadiceionales  y  el  orden  social  propio;  lo  que   manifiesta   que 

-  '  o  loa  más  avanjtados  en  el  alto  propósito  de  borrar   fronteras, 
-^^  '  detienen  ante  conaideracionea  íntimamente  ligadas   al   i>rinci- 

>  de  soberanía,  y  que,  por  lo  tanto,  no  [>odían  ser  renunciadas 
-■a-    40  d-e  una  manera  expresa  y  terminante. 

-  ^¿Existe  esta  remincia  en  el  tantas   veces   citado   artículo   18? 

¿rtamente  que  iw  hay  en  él  una  soía  palabra  que  la  estable^:- 
'»  y,  siendo  así,  debemos  atenernos  al  principio   general  y  noá 

interpretación  que  el  Gobierno  de  V.  S.   quiere  hacer,   en   el 

ncepto  equivocado  de  que  hemos  admitido  practicas   excepcio- 
lies  que  en  realidad  no  hemos  sancionad j  y  que  no  podríamos 

ncionar  sino  de  una  manera  expresa,  clara  y  terminante. 
_  Mi  Gobierno  tiene,  ix>r  consiguiente,  derecho  perfecto  para 
preciar  la  competencia  en  el  sentido  expuesto,  que  es  el  sentido 
ener.ílmente  aceptado,  y  para  estimar  que  sus  Tribunales  han 
r^credido  correctamente  al  negar  ehix^qaátur  á  la  sentencia  de 
^  Tribunales  italianos. 

•  ■  Deplora,  por  lo  tanto,  que  no  le  sea  dable  acceder  á  la  peti- 
ión  formulada  por  el  digno  órgano  de  V.  S.,  con  tanto  mayor 
uotivo,  cuanto,  como  he  dicho  al  principio,  no  se  trata  de  un 
TíLSo  de  divergencia  ó  de  duda,  sino  de  un  hecho  consumado  y 
definitivamente  concluido,  de  un  fallo  en  un  juicio  de  delibera- 
TÍón,  pronunciado  por  la  autoridad  designada    de'  común  acaer- 

-  lo  en  el  pacto  que  lleva  la  finna  del  ilustrado  Gobierno  de  V.  S. 
Aprovecho  de  esta  oportunidad  para   reiterarle,   señor   Eacar- 
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gado  de  Negocios,  las  seg  iridades  de  mi    distiugaida   considera- 
ción. 

3/.  F.  Porras. 

Al  señor  Giácom)  Fara  Forni,  E  icargad^  de   N3gocio3   de    Ita- 
lia. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  28.  Lvna,  2  de  Stiiembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Fué  oportunamente  comunicada  al  Real  Ministerio  de  Neg^v 
cius  Extranjeros  la  nota  que  V.,  E.  dirigió  al  señor  Fara  Forni, 
con  fecha  6  de  Febrero  del  año  en  curso,  N?  3,  exponiendo  las 
consideraciones  que  el  Gobierno  de  la  República  había  creído  de- 
ber oponer  á  las  aducidas  por  el  Gobierno  de  S.  M  ,  respecto  de  la 
interpretación  que,  á  su  juicio,  debe  darse  al  artículo  18  del  Tra- 
tado ítalo-peruano  de  187-4,  y  no  admitida  por  las  autoridades 
peruanas,  en  ocasión  de  la  demanda  de  ejeounón  de  la  senten- 
cia del  Tribunal  de  Savona,  en  la  causa  AnselmoFerraro. 

Prescindiendo  del  hecho  espocial  que  ha  dado  lugar  á  la  pre- 
sente divergencia,  y  del  cual  no  (ís  llegado  el  caso  de  ocui)arse, 
hasta  que  (os  dos  Gobiernos  no  se  hayan  puesto  de  acuerdo  res- 
pecto del  modo  como  aquel  artículo  debe  ser  interpretado;  la  opi- 
nión de  mi  Gobierno  es  que  las  razones  aducidas  por  el  de  la  Re- 
pública, en  apo3'o  de  su  tesis,  no  son  tales  que  j)uedan  mo- 
dificar nuestro  modo  de  ver  la  cuestión,  según  ya  lo  hemos  ex- 
puesto e)i  la  precedente  correspondencia;  cuestión  (pie,  adt^má-:, 
ha  sido  apreciada  por  el  Consejo  Diplomático  de  lalia,  en  lo  con- 
tencioso. 

No  se  sabe,  en  efecto,  cuanto  sea  admisible  aducir  que,  con 
aquel  artículo  hayase  querido  dar,  solamente,  forma  obligato- 
ria á  cuanto,  á  falta  de  convenio,  se  habría  hecho  por  pura  de- 
ferencia, ó  por  conveniencia  internacional.  En  principio,  no  es 
jamás  admitida  la  ejecución  de  una  senten'^ia  extranjera;  ni  j>ot 
deferencia,  ningún  Estado  está  dispuesto  á  menoscabar  las  dis- 
posiciones de  sus  propias  leyes,  dictadas  en  guard  v  do  los  dere- 
ohf\Q  íl<»  sus  ciudadanos 
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Las  convenciones  son,  por  el  contrario,  una  excepción  de  la 
máxima  general  de  derecho;  excepciones  en  las  cuales  los  Go- 
biernos contratantes  convienen,  en  vista  de  otras  vent  ijas  ó  fa- 
cilidades, que  esas  convenciones  tiseguran  en  provecho  de  las 
partes.  No  puede,  por  consiguiente,  mi  Gobierno,  coiK^enlir  en  la 
afaeciación  manifestada  \x)r  el  de  la  República,  respecto  del  va- 
lor de  la  estipulación  en  cuestión,  como  sí,  por  ser  la  misma 
comprendida  en  un  tratado  de  amistad,  más  bien  que  en  una 
convención  es{>ecial  para  la  ejecución  de  sentencias,  tuviera  ella 
un  alcance  menor,  ó  debiera  ser  limitadamente  interpretada. 

Do  esta  apreciación  que,  según  nuestro  parecer,  no  es  sostení- 
ble,  se  deriva,  como  consecuencia  natural,  la  interpretación  dada 
jK.r  el  Gobierno  peruano  á  cada  una  de  las  cláusulas  del  artícu- 
lo; interpretación  que  hacía  enteramente  inútil  la  estipulación 
celebrada,  puesto  que,  cuando  se  quiera  sostener  que  esto  no  es 
más  que  la  expresión  escrita  de  cuanto,  á  falta  de  convención, 
se  podría  hacer,  es  lógico  que  la  competencia  del  Tribunal  que 
ha  formulado  la  sentencia,  no  pueda  apreciarse  sino  con  arreglo 
á  las  leyes  del  Estado  donde  se  pide  la  ejecución  del  fallo;  y  sien- 
do esto  así,  no  deberá  admitirse  ninguna  ejecución,  porque  el 
permitirlo  será  siempre  una  excepción  del  derecho  público  in- 
terno, y  de  la  competencia  de  los  Tribunales  locales. 

Ahora  bien,  para  que  la  estipulación  en  cuestión  tenga  valor, 
es  indispensable  que  la  competencia  del  Tribunal  que  senten- 
cia, deba  apreciarse  según  las  leyes  del  Estado  en  que  la  senten- 
cia fué  pronunciada;  y,  á  este  respecto,  compete  al  magistrado 
local  cerciorarse  de  que,  en  el  juicio  de  deliberación  (por  el  cual 
se  entiende  un  examen  aumariOj  hecho  por  parte  de  la  autoridad 
competente,  y  no  un  juicio  contradictorio,  como  sucedió  en  el  ca- 
so Auselíño  Ferraro),  dada  la  naturaleza  de  la  cor^troversia,  tal 
competencia  ha  existido,  y  que  las  partes  han  sido  regularmen- 
te citadas;  mientras  que  la  verificación  de  que  la  sentencia  no  es 
contraria  al  orden  público  del  Estado  y  á  su  derecho  publico,  se 
refiere  á  la  paate  d/N;/yo.9/¿/í a  de  dicha  sentencia,  y  nunca  á  la 
competencia  del  Tribunal  que  juzga,  lo  que  constituye  un  exa- 
men aparte. 

Y  lo  que  se  dice  respecto  de  la  competencia,  debería  rei>etirse 
en  cuanto  á  las  citaciones  de  las  partes;  la  cual  tampoco  podrá 
ser  nunca  regular,  si  se  parte  del  concepto  que  lo  dispuesto  en  el 
íirtíeulo  18  no  constituye  una  excepción  de  derecho  público  de 
Jo?  dos  países. 

Pero,  según  el  estado  de  las  cosas,  es  superfino  insistii  en  este 
argumento,  ó  repetir  cuanto  ha  sido  ya  dicho;  mas,  como  con- 
viene que  la  cuestión  sea  resuelta,   y   como,   probablemente,   el 
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(íobierno  de  la  República  no  estará  dicpuest*^  á  conforraarse  con 
auestro  pí\recer  al  resi>ect<>,  el  marqués  Visct^uti  Veiiosta  me  ha 
dado  instrucciones  para  que  proponga  á  V.  E.,  esperanzado,  en 
que  la  proposición  será  aceptada,  dejar. la  cuestión  Anselmo  tal 
como  se  encuentra,  y  someter  la  de  principio,  ó  sea  la  interpre- 
tación del  artículo  18,  á  un  fallo  arbitral,  al  cual  las  dos  partes 
someterán  los  argumentos  que  croan  deber  aducir  en  a|>oyo  de 
su  tesis  re3pc:Ctiva. 

En  cuniplitniento  de  tales  instrucciones,  tengo,  j>ues,  el  ho- 
nor de  hacer  á  V.  E.  la  presente  comunicación,  rogándole  se 
sirva  participarme  la  respuesta  que    he  de  dar   al    <Tob¡erno  ile 

S  M. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  segunda  !es  de  mi  alta  con- 
sideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  do3tor  don  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de   Rd- 
Relaciones  Exteriores. 


Minhferio  de  Relacione:^  Exteriores. 

N*  31.  LiTim,  29  de  Noviembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  corresponder  á  la  nota  de  V.  E.  de  2  de  Setiem- 
bre, relativa  á  la  interpretación  que  debe  «larse  al  artículo  IS 
del  Tratado  de  /VmÍ8ta<l  entre  el  Perú  é  Italia,  de  23  de  Diciem- 
bre de  1874,  con  motivo  de  la  ejecución  de  una  sentencia  leí 
Tribunal  ile  Savona  en  la  causa  Anselmo-Ferraro. 

Las  extensas  consideraciones  con  que  V.  E  sostiene  que  la 
Corte  Superior  de  Lima  se  ha  extralimitado  de  los  términos  del 
Tratado,  al  negar  el  exeqmtiw  á  dicha  sentencia,  no  modifican, 
como  V.  E.  se  ha  servido  preverlo,  el  concepto  que  tiene  el  Go- 
bierno de  esta  República,  de  que  aquella  sentencia  es  inconmo- 
vible, tanto  en  el  orden  legal,  como  á  la  bu  de  los  principios  y 
doctrinas  del  derecho  internacional,  que,  sin  oponerse  á  lo  que 
V.  E.  me  expresa,  norman  invariablemente  los  iMictoe  ó  compro- 
misos de  este  orden. 
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SeríS)  pues,  inconducente  reirorar  en  eete  ocasión  un  debato 
ya  mxíj  prolongado,  para  no  avanzar  más  en  d  fondo  del  asunto 
Ansclmo-Ferraro,  asunto  que,  para  el  Gobierno  peruano,  está 
definitiva  ó  irrevocablemente  resuelto. 

Pero  como  no  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  interpretación 
del.  Tratado,  á  fin  de  evitaren  adelante  divergencias  de  esta  clase, 
el  Gobierno  peruano  uo  encuentra  inconveniente  para  acceder  á 
la  insinuación  que  contiene  la  iw)ta  de  V.  K.  de  someter  dicha 
interpretación,  para  lo  futuro,  á  un  arbitraje,  del  que  estaría  ab- 
solutamente alejado  el  caso  en  cuestión. 

lie  recibido,  pues,  el  encargo  de  expresar  á  V.  K.  que  el  Pera 
está  llano,  por  su  parte,  á  la  ejecución  de  ese  arbitraje  así  defi- 
nido. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  para  reiterar  ¿  V.  E.  las  sf  guri- 
dsAeB  de  mi  alta  y  distinguida  con'sid^acion. 

J/.  Ji.  (jálvez. 

Al  Excmo.  señor  Giuseppe   Pirroiw,    Enviarlo   Extraordinario  y 
Ministro -PlenipoterHiiario  de  Italia. 


Mefjtl  Leg^€i(m  de  líñlia. 

Lima,  3  de  Dicumbrc  de  1890. 
Señor  Ministro:- 

Refiriéndome  á  la  conversación  que  tuve  con  V.  E.  tan  luego 
como  hube  recibido  su  estimable  oficio  de  29  de  Noviembre  próxi- 
mo pasado,  numero  31,  referente  á  la  cuestión  Anselmo-Ferraro, 
me  hallo,  ante  todo,  en  la  necesidad  de  confirma  cuanto  tuve  el 
honor  de  exponer  verbalmente,  es  decir,  (pie  el  (^íobierno  de 
S.  M.,  al  proponer  al  de  la  República  someter  á  un  juicio  arbitral 
la  cuestión  de  fondo,  concernien-e  á  la  interpretación  (jue  debe 
darse  al  artículo  18  del  Tratado  de  Fax  y  Amistad,  existente  en- 
tre los  íIps  países,  no  tenía,  y  no  polía  U^\er  otra  sigiiifjcación 
que  la  de  establecer  una  norma  obligatoria  píira  amboí,  U  cual 
.únicamente  debiese  servir  para  la  defini»'ión  de  la  cuestión  con- 
creta surgida  entre  los  dos  Gobiernos. 

No  es,  pues,  de  ningún  mo^lo  posible   admitir  que   el    asunto 
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Anselmo  sea  considerado  como  definitiva  é  irrevocablemente  re- 
suelto, del  modo  como  lo  entiende  el  Gobierno  de  la  República^ 
y  que  la  sentencia  arbitral,  cualquiera  que  sea  su  comprensión, 
deba  únicamente  valer  para  lo  sucesivo. 

Oreo,  intertanto,  supérfluo  resumir  los  argumentos  que  expu- 
se á  V.  E.  de  viva  voz,  en  apoyo  de  la  opinión  sostenida  con  to- 
da justicia  por  mi  Gobierno;  me  es,  empero,  grato  anunciarle  que 
habiéndome  apresurado  a  participar  á  S.  E.  el  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros  del  Reino,  el  deseo  emitido  por  V^.  E.,  antet* 
de  darme  una  respuesta  definitiva,  de  que  se  comprenda  tam- 
bién en  la  demanda  de  arbitraje  el  caso  Anselmo-Ferraro;  el 
marqués  Visconti  Venosta  me  ha  telegrafiado,  autorizándome 
para  que  declare,  que  no  hay  inconveniente  para  aplicar  igual- 
mente el  arbitraje  á  la  cuestión  concreta  de  que  se  traía. 

Confío  en  que  esta  prueba  evidente  de  deferencia  manifestada 
j^or  el  Gobierno  del  Rey  hacia  el  de  la  República,  servirá  para 
hacer  aceptar  nuestra  proposición,  la  cudl  proporciona  el  mejor 
v  más  conveniente  modo  de  solucionar  una  cuestión  hasta  hoy 
larga  é  inútilmente  debatida. 

Sírvase  aceptar,  señor  Ministro,  los  sentimientos  de   mi   alta 
consideración. 

G.  Pirvue. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Manuel   María   Galvez,    Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro   de  Relaciones  E::teriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

Lima,  3  de  Febrero  de  1900. 

"  Señor  Ministro: 

Como  intérprete  de  los  vivos  deseos  de  mi  Gobierno,  ruego  á 
V.  E.  se  sirva  favorecerme  con  la  respuesta  á  la  nota  que  tuve  el 
honor  de  dirigir  á  su   honorable  predecesor,  con  fecha  3  de  Di  - 
ciembre  último,   concerniente  á   la  demanda   de  arbitraje  en  l^ 
cuestión  Anselmo-Ferraro. 

V.  E.  no  ignora  qi:e,  desde  el  2  de  Setiembre  del  año  próxiaio 
pasado,  época  en  que  fué  iniciada  dicha  demanda,  han  trascurráis 
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do  cinco  meses,  y  ya  desde  Noviembre,  el  (lobierno  de  Su  Majes- 
tad me  ordenó,  por  telégrafo,  que  solicitase  una  respuesta  del  de 
Ja  República. 

Es  cierto  que,  desde  los  primeros  días  de  Diciembre  último, 
la  cuestión  ha  tomado  liueva  faz,  á  consecuencia  de  la  proposi- 
cióíi  del  doctor  Gálvez,  á  la  cual  S.  E.  el  mirquéa  Visconti  Ve- 
nosta  se  ha  apresurado  á  deferir;  pero  habiendo,  desde  entonces, 
trascurrido  otros  dos  meses,  no  puedo  menos  que  insistir  ante 
V.  E.,  rogándole  me  favorezca  con  una  respuesta,  que  mi  Go- 
bierno espera  con  legítima  ansiedad. 

Me  es,  entretanto,  grato  aprovechar  de  esta  oportunidad,  para 
renovarle,  señor  Ministro,  mi  alta  consideración. 

O.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  M'uistro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  7.  Lirtii,  31  de  Marz7  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  atenta  comunicación  de  V.  E. 
del  o  de  Febrero  último,  por  la  que  solicita  do  esta  Cancillería 
una  respuesta  definitiva  sobre  las  gestiones  hechas  por  V.  E.  para 
someter  á  arbitraje  la  interpretación  del  artículo  18  del  Tra,tado 
de  7  de  Noviembre  de  1S78,  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

Como  resultado  del  cambio  de  ideas  que  hemos  tenido  en 
nuestras  últimas  conferencias,  en  las  que,  con  el  mejor  espíritu, 
hemos  procurado  elimhiar  las  dificultades  que  este  asunto  nos 
ofrecía,  ni'?  es  satisfactorio  decir  á  V.  E.  que  mi  Gobierno  no  tiene 
inconveniente  para  que  se  decida  por  arbitraje  el  verdadero  sen- 
tido del  indicado  artículo  18  de  aquel  tratado,  esto  es,  para  que, 
en  principio,  se  resuelva  si  la  competencia  del  Juzgado  ó  Tribu- 
nal peruano  ó  italiano,  que  expida  las  sentencias  cuya  ejecución 
se  solícita  en  el  otro  Estado,  deberá  ser  apreciada  por  los  Tribu- 
HAles  llamados  á  dar  el  exeqndturf  únicamente  con  arreglo  á  la 
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ky  intétiot  del  piíís  donde  aquellas  se  expidieron,  ó  id  dicha 
cotopeteneia  puede  sev  tachadn,  alegándose  también  la  jurradic- 
ción  de  otros  Tribunales  extranjeros  6  la  propia  de  los  solicitados 
t>ara  el  extquóíMr, 

No  habiendo  logrado  convencer  á  V.  E.  de  la  exactitud  jurí- 
dica de  los  principios  sustentados  a  este  respjcto  por  la  Cancille- 
ría, no  puede  ella,  como  es  natural,  negarse  á  aceptar  el  arbitraje 
para  la  resolución  de  ese  punto  de  doctrina,  puesto  que  él  se  im- 
pone, como  único  recurso  recíprocamente  decoroso,  en  nuestra 
actual  oposición  de  miras. 

Facilita  este  medio  de  solución  el  acuerdo  á  que  hemos  llega- 
do, de  eliminar  absolutamente  del  arbitraje  el  caso  concreto  An- 
eelmo-Ferraro,  cuya  discusión  queda  aplazada. 

Grato  me  es,  señor  Ministro,  renovarle,  con  este  motivo,  las 
seguridades  de  mi  alta  consideración. 

E.  de  la  Rivti'Aff^ero. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuáepp¿    Pirroue,'  Enviado  Ejc- 
traordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Real  LrgñtiSn  dé  íiatia. 

N?  2  Lim%  20  de  Jimio  d-e  1900. 

Señor  Ministro: 

S.  E,  el  marqués  Visconti  Venosta,  á  quien  comuniqué  opor- 
tunamente la  nota  que  V.  E.  me  hizo  el  honor  de  dirigirnao  con 
fecha  31  de  Marzo  último,  número  7,  refei*ente  al  asunto  Ansel- 
mo-Ferraro,  me  ha  informado  recientemente  que  el  Gobierno  del 
Rey  ha  tomado  nota,  con  agrado,  de  la  declaración  del  de  la  Re- 
pública, de  aceptar  el  arbitraje  sobre  la  cuestión  de  fondo,  que 
dando  en  suspenso  el  caso  concreto  Atisel mo-Ferraro. 

No  faltando  ahora  más  que  establecer  la  manera  del  atbitw- 
je,  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  propone  qui 
el  punto  en  cue^ión  sa  someta  íu  fallo  de  un  solo  arbitro,  y  que 
éííte  sea  un  jurisconsalto  de  reconocida  competencia,  magistr&d 
ó*profe3or,  y  que  la  designación  del  arbitro  sea  deferida  á  Si. 
Majestad  Ifii  fteitia  d&  los  í^aíses  Biyos,  6  al  Presidente  de  ia  Con- 
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federación  Suiza,  como  al  Gobierno  de  la  República  mejor  le 
parezca. 

El  punto  sobre  el  cual  ql  arbitro  haya  <Je  pionunciar  su  lau- 
do, según  el  parecer  del  Real  Gobierno,  debería  s«r  así  formula- 
do: 

«Si  el  cumplimiento  de  la  condición  estipulada  en  el  artículo 
«18  del  Tratado  ítalo-peruano  de  Comercio  y  Navegación,  del 
«  23  de  Diciembre  de  1874,  significa  qne  la  sentencia,  para  que 
«  quede  ejecutoriada,  debe  estar  pronunciada  por  autoridad  ju- 
«dicial  competente  y,  fundada  en  la  ley  del  país  donde  se  pro- 
« nuncie,  ó  con  arreglo  á  la  ley  del  país  donde  se  pide  la  ejecu- 
*ción  de  ella.» 

Al  referir  esta  propuesta  á  V.  E.,  vuégole  se  sirva  hacerme  sa- 
ber si  conviene  en  el  punto  indicado  que  ba  de  ser  sometido  al 
arbitro,  respecto  del  cual  el  Gobierno  del  Rey  conCfa  en  que  el 
de  la  República  no  tendrá  inconyeniente  en  aceptar  en  todas 
sus  partes;  y  á  cuál  de  los  dos  Jefes  de  Estado  arriba  indicados 
prefiere  que  sea  dirigida  la  súplica  de  designar  el  arbitro,  á  ñn 
de  poder  yo  participarlo,  por  telégrafo,  al  Real  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros,  para  las  comunicaciones  correspondientes  que^ 
X>or  nuestra  parte,  debemos  dirigir  al  Jefe  del  Estado  elegido,  pa. 
ra  que  acoja  favorablemente  la  petición  de  nombrar  el   arbitro . 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

G.  Pirronc. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Enrique  le  la  Ríva-Agüero,    Ministro   de 
Relaciones  Exteriores. 


Miniderio  de  Rüaeionu  Extcr toreas. 

N?  26.  Lima,  25  de  Junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  es  honroso  contestar  la  nota  V.  E.  de  20  de  los  corrien- 
tes, en  la  cual  se  sirve  comuni.carme  que  su  Gobierno  f»c  ha  im- 
puesto, con  agrado,  de  la  declaración  hecha  por  el  de  esta  Repú- 
blica, aceptando  el  arbitraje  acerca  de  la  cuestión   de  derecho  á 
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que  ha  dado  origen  la  ejecución  del  Tratado  italo-peruano  de  25 
de  diciembre  de  1874. 

Por  lo  que  respecta  á  la  forma  del  arbitraje,  esta  Cancillería 
se  halla  de  acuerdo  con  el  Exorno,  señor  Ministro  de  Negocios 
Extranjeros  de  Italia  sobre  la  designación  de  una  sola  persona 
como  arbitro,  y  también  sobre  las  condiciones  que  garanticen  su 
capacidad  y  competencia. 

Pero,  como  el  Perú  no  tiene  en  los  Países  Bajos  representación 
adecuada  para  entender  en  cuanto  se  relacione  con  el  arbitraje,  y 
puede  contar  en  Berna  con  los  servicios  de  una  de  todo  punto 
competente,  cúmpleme  expresar  á  V.  E.  que  mi  Gobierno  prefie- 
re que  se  pida  la  designación  del  arbitro  al  Presidente  de  la 
Confederación  Suiza. 

Después  de  haber  leído  atentamente  la  fórmula  redactada  ix)r 
V.  E.  para  precisar  el  punto  sobre  el  cual  se  trata  que  recaiga  el 
respectivo  laudo,  he  juzgado  posible  expresar  con  más  claridad 
la  causa  de  la  divergencia  de  opiniones  entre  V.  E.  y  esta  Can- 
cillería. 

Me  [  ermito,  pues,  proponer  á  V.  E,  la  siguiente  fórmula,  es- 
perando que  la  encuentre  ajustada  á  los  propósitos  en  cuya  eje- 
cución hemos  convenido: 

«Si,  en  cumplimiento  del  Tratado  de  23  de  Diciembre  de  1874, 
« entre  el  Perú  é  Italia,  están  obligados  sus  respectivos  Tribuna- 
« les  á  conceder  el  exequátur  á  las  sentencias  pronunciadas  i)or 
(•  autoridad  judicial  competente,  según  las  leyes  del  Eetado  en 
«  que  se  siguió  el  juicio,  aún  en  el  ca^o  de  que,  al  examinar  el 
V  proceso,  descubran  que  debió  seguirse  aqte  ellos,  es  decir,  que 
i<  ellos  mismos  son  los  competentes  según  las  leyes  nacionales,» 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

E.  de  la  liixHi'-Agiiero. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Guiseppe   Pirione,  Enviado  Ex- 
^    traordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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Real  Legación  de  lia  lia. 

Limaj  26  de  Junio  de  1900. 

8eñor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisar  el  recibo  de  la  nota  que  se  sirvió 
V.  E.  dirigirme  con  fecha  de  nyer,  número  26,  referent-e  al  juicio 
arbitral  para  la  interpretación  del  artículo  18  del  Tratado  vigen- 
te de  comercio  y  navegación  italo-peruano,  y  me  apresuro  á  par- 
ticipar á  V.  E.  que  ya  he  telegrafiado  á  mi  Gobierno,  informán- 
dole que,  en  cuanto  á  la  designación  del  arbitro,  el  de  la  Repú- 
blica prefiere  al  Presidente  de  la  Confederación  Suiza. 

Con  el  próximo  correo,  no  dejaré  de  trasmitir  al  real  Ministerio 
de  Negocios  Extranjeros,  copia  de  la  citada  nota  de  V.  E.,  a  fin 
de  que  el  Real  Gobierno  conozca  la  nueva  fórmula  allí  propuesta 
para  el  punto  en  cuestión,  que  debe  ser  sometido  al  arbitro. 

Con  la  reserva  de  participar  á  V.  E.  la  intención  definitiva 
del  real  Gobierno  al  respecto,  aprovecho  la  oportunidad  para 
reiterarle  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

(t.  Pirrone. 

A  S.  E.,  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la   Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


PROTOCOL.O 

El  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Su 
Majestad  el  Rey  de  Italio,  deseando  resolver  amigablemente  una 
controversia  surgida  entre  ellos,  sobre  la  interpretación  del  ar- 
tículo 18  del  Tratado  do  Amista<l  y  Comercio  de  23  de  Diciem- 
bre de  1874,  vigente  entre  ambos  países,  (1)  establecieron  de  co- 
mún acuerdo,  someter  la  decisión  á  un  arbitraje  internacional, 
para  cuyo  fin  los  infrascrito?,  á  nombre  de  sus  respectivos  Go- 
biernos, han  convenido  en  lo  siguiente: 

* 

(1 )   Véease  ese  Tratado  en  las  páginas  2^9  á  278. 
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ARTICULO  I. 

Las  altas  partes  contratantes  se  obligan  á  someter  al  fallo  de 
un  arbitro  la  solución  del  punto  en  cuestión  siguiente: 

«  Si,  según  los  términos  del  Tratado  de  23  de  Diciembre  de 
« 1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  judicriales  respecti- 
«  vas  pueden  negar  el  €.reqaáéur  á  los  sentencias  pronunciadas 
«  por  una  autoridad  judicial,  oompeten1«  cmi  arreglo  á  las  l«yes 
«del  Estado^Q  «1  cual  se  ventila  o!  juicio;  «i^rmpre  que?  según  las 
<r  leyei  del  Estado  en  el  cual  el  f:c^nátur  ha  sido  solicitado,  resul-. 
n  te  que  las  autoridades  judiciales  de  esrte  Estado  son  competente 
«  para  conocer  de  la  causti.  • 

ARTICULO  II. 

Las  altas  partes  suplicarán,  dentro  del  término  de  tras  meses 
de  firmado  el  presente  acto,  al  Presidente  de  la  Confederación 
Helvética,  que  nombre  la  persona  que  debe  desempeñar  el  cargo 
do  arbitro.  El  árbitru  nj  deberá  ser  subdito  de  ninguno  de  los 
dos  Estados,  ni  tener  domicilio  6  residencia  en  su  territorio,  ni 
interés  personal  ninguno  en  la  cuestión  que  debe  ser  materia  de 
su  fallo. 

Si  el  arbitro  no  pudiese,  por  cualquier  motivo,  a.sumir  ó  de- 
sempeñar el  cargo  á  que  ha  sido  nombrado,  se  procederá  á  su 
sustitución  con  el  mismo  procedimiento  adoptado  para  su  nom- 
bramiento. 

ARTICULO  III. 

Las  partes  se  comprometen  á  presentar  al  arbitro,  en  el  plazo 
de  seis  meses,  contados  desde  la  fecha  de  su  designación,  una 
exposición  del  asunto,  tal  como  cada  una  lo  entiende.  Esas  ale- 
gaciones serán  comunicadas,  respectivamente,  por  el  arbitro  á 
las  partes,  y  con  la  ré{»lica  de  ístas,  que  deberá  presentarse  den- 
tro de  los  cuatro  meses  i^osteriores  al  traslado  de  los  alegatos,  el 
arbitro  p««drá  ]>ronunciar  su  sentencia,  pudiendo  solicitar,  si 
le  cree  conveniente,  na<nn)S  datos  y  estadios,  y  resolver  cualquie- 
ra dificultad  que  con  t^lación  al  juicio  arbitra!  pudiera  presen- 
tarse. 

Las  i'art&s  se  obligan  á  p^ner  á  su  ili3[>üsicióu  tolos  los  me- 
dios de  ilustración  (fue  de  ellas  deí»endau,  y  polrin  nombrar  un 
mandatario  que  las  reproseiUe  en  todo  aquell)  q.ie  tiene  rela- 
ción con  el  juicio  arbitral. 

Para  los  actos  relativos  al  procedimiento  arbital,  se  hará  uso 
de  la  lengua  francesa. 
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ARTICULO  IV. 

Ijft  sentencia  deberá  sor  redactada  en  doble  original,  y  notifi- 
cada á  cada  una  de  las  partes,  directamente  ó  por  medio  de  los 
representantes  de  que  trata  el  artículo  3^ 

ARTICULO  V. 

La  sentencia  decidirá  inapelablemente  la  controversia  entre 
las  partes,  quienes  renuncian  á  cualquiera  excepción  de  nulidad 
ó  demanda  de  revisión  por  cualquier  causa  que  fuere.     . 

ARTICULO  VI. 

C'ada  una  de  las  partea  SDi>ortará  los  £C'i3to3  propios  y  la  mi- 
tad de  los  gastos  generales  del  juicio. 

En  fé  de  lo  cual,  los  infrascritos.  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
tenores del  Perú  v  Knviado  Extraordinario  v  Ministro  Pleni- 
potenciarlo  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  firman  e!  presente 
acuerdo,  en  doble  ejemplar,  en  Limn,  á  los  veintidós  días  del 
mes  de  Noviembre  del  año  de  mil  novecientos. 

Feüpr  de  Oí<riia.  G.  Pirron^. 


MmiísUrio  de  [{elaciones  Exierv/te^. 

N*?  71.  Lima,  2s  de  Dicínnhre  de  VMX). 

íSeñor  Encargrttio  de  Ne^;<•cio^: 

Me  es  grato  comunicar  á  V.  S.  (pie.  por  resolución  .^u}»rema  de 
1?  del  actual,  se  ha  aprobado  el  Protocolo  suscrito  por  el  Jefe  de 
esta  Cancillería  v  el  Excelentísimo  señor  Enviado  Extraordina- 
rio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  (fiuse]>|»e  Pirrone,  en 
22  de  Noviembre  último,  i>ara  s^>nieter  á  la  deiñsión  tlv  un  ar- 
bitro designado  por  el  Presidente  de  la  Conícderación  Sniz:i,  la 
interpretación  del  artículo  1*8  del  Tratado  de  Amistad  y  Comer- 
cio entre  el  Perú  é  Italia,  de  2;)  de  Diciembre  de  1874.  en  la 
forma  allí  señalada. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Encargado  de 
Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  señor  RufiiJo  Agnoli,  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Real  Ltgacibn  de  Italia. 

N?  522.  Lima,  12  de  Abril  t/e  1901. 

Señor  Miniístro: 

Con  telegrama  de  ayer,  S.  E.  el  Ministro  de  Negocios  Extran- 
jeros me  ha  informado  de  haber  llegado  á  conocimiento  del  Go- 
bierno de  S.  M.,  que  el  de  la  República  no  presentó  al  Presiden- 
te de  la  Confederación  Suiza,  dentro  de!  término  pactado  en  el 
artículo  1?  del  Protocolo  firmado  el  22  de  Noviembre  último,  es 
decir,  antes  del  22  de  Febrero  del  año  en  curso,  el  pedido  para 
que  se  desigue  el  arbitro  que  debe  decidir  sobro  la  interpreta- 
ción que  ha  de  darse  al  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  y 
Comercio  ítalo-peruano  vigente. 

S.  E,  el  conde  Prinetti  me  ha  encargado,  con  tal  motivo,  que 
invite  á  V.  E.  á  que  so  sirva  dignarse  dirigir,  lo  más  pronto  po- 
sible, la  solicitud  de  que  se  trata;  dándome,  á  la  vez,  instruccio- 
nes para  que  formule  las  reservas  correspondientes  por  las  even- 
tuales consecuencias  que  puedan  resultar  del  retardo  que  ha  lia- 
bido  en  llenar  aquel  requisito. 

Dejando  así  cumplido  el  encargo  que  tengo  de  mi  Gobierno, 
aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Minij?tro,  las 
seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Felipe  de  <)sma  y  Pardo,    Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Relaciones  E.cferiore». 

K?  SO  Lima,  20  de  Abril  de  1901. 

Señor  Miniitro: 

lie  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  número  522, 
feclui  12  del  ñus  en  euríso,  referente  á  la  involuntaria  demora 
de  esta  Car-cillen'a  i»ara  pedir  al  Presidente  de  la  Confederación 
Suiza  que  designe  el  arbitro  de  que  trata  el  protocolo  firmado 
en  22  de  Novienjbre  último. 

Deplorando  que  las  múlti{)le.s  atenciones  de  este  Despacho  ha- 
yan cuusado  la  indicada  demora  hasta  después  de  vencido  el 
[►líizo  que  se  i.jó  en  di(  ho  pacto,  he  impartido  instrucciones,  por 
cíible,  al  Ministro  de  la  ne}>ública  ante  el  Gobierno  de  la  Confe- 
deíacion,  pava  que  formule  la  solicitud  a  que  me  refiero,  la  cual 
ha  b¡Jo  acogida  con  benei»lác¡to  en  vista  del  interés  c^anún  que 
en'tal  sentido  manifiestan  las  Cancillerías  del  Perú  y  de  Italia. 

Apríjvecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las 
sojiuiidades  de  mi  alta  v  distin<:uida  consideración. 

Felipe  de  0¡n)}a. 


Lean  ció  i\  del  J'erú  cu  Shiza 

N^'  20.    '  Benw,  13  de  Abril  de  1001. 

íStuor  Ministro  de  Estado   en  el  el  despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Lima. 

Señor  Ministro: 

Me  es  honroso  avisar  á  V.  S.  recibo  del  cablegrama  que  tuvo 
a  bien  dirigirme  con  fecha  \o  de  los  corrientes,  y  que  dice  como 
ft^'gue: 

«  El  22  de  Noviembre  último  firmado  acuerdo  con  Italia  so- 
metiendo arbitraje  cuestión  siguiente:  si,  según  los  términos  del 
tmtado  de  23- d©  Diciembre  de  1874   entre  el   Perú  é  Italia,  la- 
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autoridades  judiciales  respectivas  pueden  uegar  el  ejccqucdwr  alas 
sentencia?  pronunciadas  por  una  autoridad  judicial,  competente 
con  arreglo  á  las  leyes  del  Estado  en  el  cual  se  ventilo  el  juicio; 
siempre  que  según  las  leyes  del  Estado  en  el  cual  el  e\itquai\iThíí 
sido  solicitado,  las  autoridades  judiciales  s?an  comi>etentes  para 
conocer  tIc  la  causn.  Cuestión  debe  S3r  resuelta  por  persona  que 
nombre  preí^idente  de  la  Confederación  Suiza.  En  consecuencia, 
inme<liatamente  reciba  este  cablegrama  marclie  Suiza  y  piise  ofi- 
cio pidiendo  Presidente  se  sirva  nombrar  el  arbitro.  Italia  debe 
liaberlo  pedido  ya.  > 

Cumpliendo  las  ir.htrueciones  de  V.  S  ,  me  trasbulé  inmediata- 
mente á  Benia  y  en  la  entrevista  que  tuve  con  el  señor  Sqpretario 
de  Estado  en  el  Departamento  político,  el  señor  Graínna  me 
jnanifestó  que  el  Presidente  ile  la  Confederación  Suiza  aceptaba 
guetofeo  el  ser  nombrado  para  la  elección  do  un  arbitro,  obser- 
vándome que,  según  el  artículo  2  del  acuerdo  firmado  el  £2  Je 
Noviembre  último,  (1)  entre  V.  S.  y  el  Ministro  de  Italia,  señor  Pi- 
rrone,  se  había  convenido  que  el  arbitro  sería  ped'do  por  ambas 
parte?  ante^  del  22  1í  Fjbrero  última  puizí  qa3S3  había  vencido 
para  el  Perú,  puc3  el  señor  Ministro  de  Italia  en  ésUi  había  pre- 
sentado SU  solieihid  en  el  cui*30  «le  Febrero. 

El  señor  Graffina  me  manifestó,  además,  que  para  remediar 
esto  olvido  involiint?.rio,  lo  mas  conver.ientc  y  acertado  sería })€- 
dir  en  el  acto  una  prórroga  del  artículo  2  ya  citado,  asegurándome 
que  V .  S.  la  podría  fácilmente  conseguir,  salvo  instrucciones  con- 
trarias que  últimamente  hubiese  recibido  el  señor  Ministro  de 
Italia  en  ésta. 

Cieí  prudente  acudir  á  e-e  señor,  y  en  la  visita  que  le  hice,  el 
señor  Ministro  me  :nanitV-stó  la  mejor  voluntad  para  que  ter- 
mináramos este  asunto,  conviniendo  en  que,  tanto  él  como  el 
infrascrito,  telegratiaríamos  á  nuestros  respectivos  Gobierno?,  pi- 
diendo prórroga  del  artículo  2,  del  i>rotocolo  firma<lo  en  Lima  el 
22  de  Noviembre  úhimo,  prórroga  que  sólo  consiste  en  horas,  ha- 
llándome al  corriente  de  la  situación. 

Con  e-te  motivo,  telegrafié  á  V.  S^.  el  10  de  los  corrientes: 

«  Estado.— Lima. —  rresidente  acepta  íiombrar  iu*bi tro,  obser- 
vándome plazo  aconlado  venció  veintidós  Febrero;  eree  fácil  usía 
consiga  prórrog\;  Italia  presentó  nota  Febrero  último;  Ministro 
italiano  pide  italia  conceda  prórroga.    Espero  órdenes. — Sanz.*^ 

En  contestación,  tuve  el  agrado  de  fecibir  do  V^  S.  el  telegra- 
ma siguiente: 

[1]  Página  401. 
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«  Ministro  peruano  Sanz.  —  Berna.  —  Italia  confirma  á  pesar 
plazo  vencido;  así  declara  Ministro  aquí,  y  Gobierno  italiano  co- 
municará directamente  á  Presidente  Confederación. — Osma. » 

Con  este  motivo,  me  dirigí  al  Departamento  Político,  y  el  señor 
Graffina  rae  manifestó  que,  con  la  nota  que  lo  pasaba,  todo  que- 
daba allanado  por  mi  parte,  faltaido  sólo  la  decisión  del  señor 
Minifetro  de  Italia  en  ésta. 

Acabo  de  ver  á  este  señor,  el  que  me  ha  prometido  visitar  ma- 
rgina a]  señor  Graffina,  esperando  que  todo  quedará  arreglado, 
ya  que  de  parte  del  señor  Ministro  de  Italia  en  Lima  hay  las  me- 
jores facilidades. 

Lo  que  me  es  honroso  poner  en  conocimientí-)  de  US.  esperan- 
do que  mi  proceder  merezca  su  alta  aprobación. 

Dios  guarde  ú  US;,  señor  Ministro, 

Toribio  Sanz, 


Legación  del  Perú  en  Suiza. 

N?  25.  Lima,  10  de  Mayo  de  1901. 

Señor   Ministro  de  Estado  en  el    Despacho  de  Rj?laciones  Exte- 
riores. 

Lima. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  informar  á  V.  S.  que  el  Consejo  Federal  de 
Berna  ha  autorizado  al  Presidente  de  la  Confederación  Helvética 
para  que  acepte  el  arbitraje  que  le  ha  sido  sometido  por  mi  Go- 
bierno y  el  de  Italia,  con  motivo  del  incidente  relativo  á  la  inter- 
pretación del  artículo  18  del  Tratado  de  Comercio,  firmado  en 
Lima  el  23  de  Diciembre  de  1874. 

Dios  guarde  á  US-,  señor  Ministro. 

Toruno  Sanz. 
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El  Presidade  de  la  Loyi  federación  Sviza. 

Berna,  Moyo  20  rfe  1901. 
Señor  Mini.^tro: 

Tengo  el  honor  de  participará  V.  E.  que  al  aceptar  el  come- 
tido que  me  ha  sido  ofrecido,  he  designado  hoy  al  señor  Win- 
kler.  Presidente  del  Tribunal  Federal  en  Lausana,  como  arbitro, 
quien  se  encargará  de  rí^solver  la  conti'overí-ia  actuahnent^  exis- 
tente entre  el  Perú  6  Italia,  con  respecto  á  la  interpretación  que 
debe  darse  al  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  v  Comercio, 
celebrado,  entre  ambos  Estados,  el  23  de  Diciembre  de  1874. 

El  señor  Winkler  queda  informado  de  su  nombramiento  al 
líMsmo  tiempo  que  V.  E.;  en  tal  virtud,  suplicóle  tenga  presente 
que  el  plazo  de  seis  meses  prescrito  en  el  artículo  3  del  compro- 
miso de  arbitraje  para  la  presentación,  por  ambas  partas,  de  su 
exposición  de  hechos,  expira  el  20  de  Noviembre  próximo  en- 
trante. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

El  Presidente  de  la  Confederación^ 

Bre7mei\ 

A  S.  E.  don  Toribio  Sauz,  Enviado    Extraordinario   y    Miniátro 
Plenipotenciario  del  Perú. 


ALEí.ATO    rt:i:rAN(\ 

Excmo.  Señor: 

El  infrascrito,  representante  del  Gabicrn  j  del  Pen'i.  ea  el  ar- 
bitraje concertado  con  el  de  Su  Majeslad  el  líey  de  Il;dia,  \>ot  el 
acuerdo  dii»lomálico  de  22  de  Noviembre  de  1 900,  (1 )  para  decidir 
S'jbre  la  interpretación  del  artículo  XVIII  del  Tratatl)  de  Aiuis- 
tüd  y  Comercio,  vigente  entre  ambos  paíse.*,    tiene   el    honor  de 

[1]  Píígiim  4ín. 
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l)re6entar  ál;i  consideración  de  V.  E.  los  motivos  en  que  se  ha 
apoyado,  en  divergencia  con  la  cancillería  del  Reino  de  Italia, 
l>ara  sostener  como  buena  y  fundada  la  decisión  expedida  por  la 
Corte  Superior,  en  9  de  Agosto  de  1897,  (1)  que  negó  la  ejecución 
de  la  sentencia  expedida  por  el  Tribunal  Civil  de  Savona,  con- 
firmada por  la  Corte  de  Apelación  de  Genova,  en  el  juicio  segui- 
do por  los  hermanos  Ansolmo  contra  la  casa  A.  F.  Ferraro  y  C*; 
y  para  creer  igualmente  que  el  sentido  de  la  decisión,  en  el  jui- 
cio de  deliberación,  es  el  que  se  deriva  de  la  letra  y  espíritu  del 
artículo  XVIII  del  pacto  ya  mencionado,  con  arreglo  á  princi- 
pios de  universal  aceptación,  confirmados  por  precedentes  de  sig- 
nificativa y  particular  autor¡<lad  para  las  partes  que  intervie- 
nen en  este  arbitrnje. 

I. 

Antes  de  entrar  en  la  discusión  de  los  principios  quv3  dominan 
el  sentido  y  la  aplicación  del  artículo  XVIII  del  Tratado  de 
Amistad  y  Comercio  que  rige  entre  el  Perú  é  Italia,  desde  el  23 
(le  Diciembre  de  1874,  conviene  tomar  en  cuenta  los  anteceden- 
tes do  la  decisión  judicial  expedida  por  la  Corte  Superior  de  Li- 
ma, denegando  el  parea^is  á  una  sentencia  de  los  Tribunales  do 
ItaliP. 

Los  hermanos  Domingo,  Ernesto  y  Silvio  Anselmo,  dcnivín  la- 
ron  ante  Tribunal  Civil  do  Savona,  en  Italia,  á  la  socieda«l  co- 
mercial A.  F.  Ferraro  y  C*,  constituida  y  doiniciliada  eM  Lima, 
vapital  del  Perú,  á  don  Agustín  Federico  Ferraro,  por  sí  y  como 
representante  de  esa  sociedad;  y  á  don  Juan  Bautista  Ansel- 
mo, socio  de  la  extinguida  firma  J.  B.  xVnselmo,  que  tuvo  tam- 
bién su  domicilio  en  Limo. 

El  objeto  de  la  demanda  fué  el  pago  de  un  saldo  derivado  de 
una  cuenta  corriente,  que  se  dijo  hater  abierto  don  Constantin:> 
Anselmo,  residente  en  Italia,  á  favor  do  la  antigua  casa  J.  B.  An- 
ííclmo,  y  0^  de  Lima,  y  cuyo  activo  y  pasivo  reasumió  la  nue- 
va sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C>,  ercada  ^^egún  las  leyes  del  Perú 
y  domiciliada  en  este. 

Don  Ag'istín  F.  Ferraro  fué  citado  en  (íénova,  en  10  de  Mar- 
zo í!e  1892,  y  don  J.  B.  Anselmo  en  Savona,  el  15  de  los  mismos 
mes'v  año;  ventilándole,  con  tal  motivo,  una  excepción  de  in- 
competencia deducicbi  por  los  demandados,  que  fue  resuelta  de 
un  modo  desfavorable  para  éstos,  por  decisión  del  Tribunal  de 
Savona,  de  24  y  26  de  Octubre  de  1892,  confirmada  por  la  Cor- 
te de  Apelación  de  Genova,  en  22  y  27  de  Julio  de  1893. 

[1]  Página  +48. 
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Eu  consecuencia,  v  habiendo  asumido  los  tribunales  de  Italia, 
por  decisióu  especial,  jurisdicción  en  el  pleito,  fué  fallado  éste 
por  dea tencia  definitiva  de  22-24  de  Abril  de  181)6,  expedida 
I)Or  el  Tribunal  de  Savona,  que  fué  confirmada  por  la  Corte  d^ 
Apelación  de  Genova,  eu  17-2o  de  Agosto  de  1896.. 

En  esa  sentencia,  se  coudeuó  á  Agustín  F,  Ferraro,  i»or  la 
extinguida  sociedad  de  J.  B.  ^nselm^  y  C-  de  Lima,  y  al  mismr> 
í^errato  por  la  casa  de  Á,  F,  Ferraro  y  C,  también  de  Lima,  á 
pagíir  24,758  lints  20  céntimas  con  iuí,erese3  pomercUIes  de5<le 
el  V  de  Enero  de  1395  hasta  la  fecha  de  la  cancelaeión  efectiva, 
a  cada  uno  de  los  liennanoo  wlaselmo  6  sus  representantes. 

Tal  fuó  el  fallo  que»  j^iim  su  ejecución,  se  presentó  en  copia 
autéíUicu  á  la  Corte  *Su(>erior  de  Lima,  en  8  de  Marzo  de  1897, 
y  que,  previo  el  juicio  sumario  de  deliberación,  á  que'se  refiere 
el  Tratado  de  1874,  se  declaró  no  ser  ejecutable  en  el  Perú. 

Puede,  pues,  dejarse  establecido  que,  en  cuanto  á  los  hechos 
citnlinales  en  que  se  fundó  la  excepción  de  incompetencia,  dedu- 
cida ante  loís  Tribuníiles  de  Italia,  reproducida  en  el  Perú  cuando 
se  trató  de  ejecntar  la  í^entencin,  no  exista  duda  ni  hubo  nunca 
coiitrovcrsia. 

Em«s  liei'lios  hon: 

que  !a  obligación  directa,  por  saldo  de  cuenta  corriente,  sup<»- 
niÍMdt-^lo  ef<.i-tivo  v  viixenti',  <»ra  de  hi  sociedad  va  extinguida  ea 
la  fecha  de  la  demanda  (J.  B.  Anselmo  y  compañía);  * 

que  ia  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  romjtañía  reasnunió  la  situa- 
ción comercial  de  la  anterior,  haciéndose  cargo  de  su  activo  y 
pasivo; 

que  ambas  sociedades  se  constituyeron  en  Lima  (Perú)  y  allí 
tuvieron  su  domicilio, 

IKl>e  agregarse,  {)arft  la  cal>al  y  justa  apreciación  del  falio  de 
la  Corte  de  Lima,  que  la  sentencia  de  los  Tribunales  de  Italia 
íjue  rí^vMk-nal>a  á  la  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  compañía  c(ini- 
]>rendiii  á  <lon  Agustín  Fed?-rico  Ferraro  por  la  extinguida  tirina 
J.  1^  An^ehno  v  Compunía,  cnvos  derechos  v  acciones  asumió  la 
de  A.  F.  Ferraro  y  Comjxiñía  al  constiluirse  en  Lima,  y.  p^^r  U» 
tanto.  i"H>mo  .sociedad  peruana. 

n. 

El  punto  sometido  a  la  dclibcraci>jn  de  V.  E  ,  c  .>nsigaaio  en 
el  artículo  IV  d^-l  acuerdo  diplomático  de!  Perú  e  Italia  de  22  de 
Noviembre  de  1ÍM>0,  es  el  si^ruiente: 

«Si,  según  los  términos  del  Tratado  de  23  do  DiciíMnbre  de 
1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  las  autoridades  judiciales  respectivas. 
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pueden  negar  el  exequátur  á  los  sentencias  pronunciadas  por  una 
autoridad  judiciaK  csmwpetenle  con  arreglo  á  las  leyes  del  Tetado 
en  el  cual  se  ventila  el  juicio,  siempre  que,  según  la»  leyes  del 
[Estado  en  el  cnal  el  táequatur  ha  eido  aoliciiado,  resuUe  que  las 
auiorídades  jndiciales  de  eete  Estado  son  conipeíentes  para  cono- 
cer de  la  eaim. » 

Coneidem  el  infrascrito,  represeirtaiifte  del  Perú,  que  plantear 
la  cuestión  en  tales  ténninos  es  resolrerk  en  mentido  favorable  a 
la  iésis  seetenida  por«u  Gobierno,-  en  coirformidad  á  las  reo^las 
«le  Derecho  Internacionnl  y  á  las  que  resguardan  cada  soberanía 
ou  el  ejercicio  de  ?uí;  pwleres  inherentes;  y  que  de  esas  reglas  íut*- 
iritéprcbC  fiel  la  Corte  Bu{>erior  do  Lima  al  negar  el  fxequatvr  ú  lu 
sentencia  de  los  Tribunales  de  Italia,  en  el  proceso  iV.nselmo-F€- 
rrcrro  (I). 

Axioma  jurídico  es -el  que  la  autoridad  de  los  Jueces  y  Tribu- 
nales de  cada  nación  se  deriva  de  la  potestad  soberana  de  la  mis- 
ma nación,  en  virtud  del  nombramiento  de  lo3  mao-istralos  v  d»» 
la  atrit>ución  de  poderes  que  ese  nombramiento  les  confiere:  nc» 
sollámente  para  someter  á  su  fallo  á  las  partos,  aún  coíUm  su  vo- 
lunUid.  sino  tambitMi  para  decidir  sobre  la  extensión  de  sus  p) 
íleres  judiciales.  De  manera  que,  en  rigor  de  derecho,  las  senten- 
cias expedidas  por  los  jueces  de  una  Nación  no  pueden  tener 
efecto  raíis  allá  deísus  fronteras.  Tal  es  ej  principio  que  Merlin 
ccildensa  de  la  siguiente  manera:  «La  autoridad  de  la  cosa  juz- 
gada no  procede  del  derecho  de  gentes;  ella  no  saca  su  fuerza  sino 
<íel  derecho  civil  de  cada  nación.  Pero  el  derecho  civil  no  tras- 
mite sus  efectos  de  una  nación  á  otra;  y  como  la  autoridad  pública 
de  que  está  investido  todo  soberano,  no  se  extiende  más  allá  de 
su  territorio,  la  de  los  magistrados  que  él  instituye  está  necesa- 
riamente eneeiTada  dentro  de  los  mismos  límites,  y,  por  consi- 
guiente, los  actos  emanados  de  esos  oficiales  deben  perder  en  la 
frontera  toda  «u  fuerza  civil.  Por  e^to  es  que  la  autorida<l  de  la 
cosa  juzgada  no  puedo  invocarse  en  un  Estmlo  respecto  de  las 
sentencias  pronunciadas  por  los  Tribunales  de  un  E"?tado  extran- 
jero.— ((?w^«tóon«  de  íhait.  y  Jugeníent). 

Este  es  el  rigor  del  principio;  {)ero.  aún  atenuándolo  conforme 
ai  espíritu  que  informa  la  teoría  moderna  del  Derecho  Interna- 
cional privado,  según  el  cual  sus  reglas  se  derivan,  ante  todo,  do 
la  consideración  que  merece  el  derecho  humano  en  todas  parte.- 
jiara  reconocerlo  y  j)rotogerlo,  sieni[)re  quesea  le.i^ítimamente  ad- 
quiridi»,  nunca  resultanl  que  el  favor  jn'Csta<lo  al  extranjero,  ani- 
]»arándolo  en  la  situación  do  derecho  que  para  él  ha  sido  consti- 
tuida por  las   autoridades    y    según   las  leyes  de  su  país,  pueda 


[1]  Véase  la  página  448. 
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llegar  hasta  el  menoscabo  de  la  soberanía  ó  agravio  de  las  leyes 
de  otra  nación. 

« En  ningún  Estado  de  Europa,  dice  Foélix,  se  ejecutara  una 
sentencia  que,  con  violación  de  las  leyes  de  competencia  de  los 
Tribunales,  vigentes  en  el  mismo  Estado,  haya  distraído  á  un 
regnícola  de  la  jurisdicción  de  su  soberano;  y  este  principio  de- 
berá ser  aplicado  igualmente  en  el  casv>  en  que  el  regnícola  de- 
mandado haya  litigado  voluntariamente  ante  Tribunales  ex- 
tranjeros, porque  no  le  era  permitido  renunciar  a  la  jurisdicción 
de  su  soberano,  sometiéndose  á  una  jurisdicción  extranjera.» — 
(Droit  Intei^national  privé,  tomo  2?,  número  321,  página  40). 

Para  el  examen  de  estas  y  otras  cuestiones,  que  pueden  y 
deben  considerarse  por  el  país  en  que  se  ha  de  ejecutar  una 
sentencia  pronunciada  por  ^un  Tribunal  extranjero,  y,  sobre 
todo,  porque  la  ejecución  forzada  no  puede  realizarse  sino  4  nom- 
bre de  la  soberanía  territorial,  su  consentimiento  es  necesario 
para  la  ejecución,  ya  sea  voluntario,  por  el  comiias  geiitiutn,  ya 
sea  obligatorio,  en  virtud  de  un  pacto  preexistente. 

Cualquiera  que  sea  la  doctrina  y  la  liberalidad  de  las  reglas 
trazadas  por  la  costumbre  ó  por  los  compromisos  internaciona- 
les, resulta  de  una  verdad  indiscutible: 

1.  que  la  ejecución  de  una  sentencia  debe  ser  precedida  de  un 
juicio  de  deliberación; 

2.  que  la  necesidad  de  ese  examen  previo  para  despachar  el 
<xe(juatar  implica  el  poder  de  rehusarlo; 

3.  que  los  puntos  de  examen  para  declarar  el  pareatis  se  refie- 
ren, reduciéndolos  á  lo  más  rigoroso,  á  la  competencia  de  los 
jueces  que  decidieron  la  que  se  trata  de  ejecutar;  á  la  observan- 
<na  de  las  formas  y  garantías  de  derecho  natural  para  la  defen- 
sa; á  la  posibilidad  de  ejecutar  la  sentencia  sin  agravio  del  or- 
den público  del  país  en  que  se  pide  hi  ejecución,  y  sin  infrac- 
ción de  su  derecho  público. 

No  hay  ejemplo  de  que  ningún   Estado  haya   consimtido  la 
ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  su  territorio  sino  por  el     J 
ministerio  de  sus  propios  jueces  y  autoridades;  y  con  el   examen 
previo,  con  más  ó  menos  amplitud,  de   las   circunstancias  ante- 
ílichas,  para  decidir  si  debe  conceder  ó  negar  el  exequátur. 

Sentado  esto,  que  debe  reputarse  preliminar  indispensable  pa- 
ra abordar  la  cuestión  concreta,  materia  del  fallo  arbitral,  es  lle- 
gado el  caso  de  examinar  ni  specie  la  cuestión  de  competencia, 
exigida  también  por  el  Tratado  del  Perú  con  Italia,  para  Jar 
ejecución,  en  cada  uno  de  los  Estados  contratantes,  á  las  senten- 
eias  pronunciadas  por  los  Tribunales  del  otro. 
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III. 

•El  artículo  18  del  Tratado  que  se  acaba  de  mencionar,  contie- 
ne esas  condiciones  fundamentales,  que  deben  ser  examinadas 
en  el  juicio  de  deliberación  que  precede  al  exequátur,  y  que  lite- 
ralmente son  las  que  siguen: 

1*  si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judicial 
competente; 

2*  si  ha  sido  pronunciada  citadas  regularmente  las  partes; 

3*  si  las  partes  han  sido  legalmente  representadas  6  legal- 
mente  contumaces; 

4*  si  la  sentencia  contiene  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico 6  el  derecho  público  del  Estado. 

El  primero  y  el  cuarto  de  los  números  acotados  son  los  únicus 
que  comprende  la  cuestión  debatida,  y  á  ellos  debe  contraerse  la 
exposición. 

Desde  luego,  hay  que  distinguir  entre  la  competencia  bajo  su 
punto  de  vista  interno  y  en  su  alcance  exterior,  esto  es,  en  cuan- 
to puede  hallarse  eii  conflicto  el  poder  jurisdiccional  de  los  jue- 
ces que  fallaron  el  pleito  con  el  de  los  que  son  solicitados  para 
^ecutar  ese  fallo. 

Los  principios  ó  reglas  que  rigen  en  cada  país  la  competencia 
respectiva  de  los  jueces  y  tribunales,  ratione  personóte  ó  rnUone 
rei,  no  tienen  el  poder  de  ligar  sino  a  su?  propios  mngistrados, 
ni  producen  otros  efectos  que  los  que  pueden  obtenerse  dentro 
del  territorio. 

La  trascendencia  de  lo3  act>s  jurisdiccionales  expira  en  las 
fronteras  del  país  que  dio  autoridad  á  los  jueces  que  los  realiza- 
ron, sobre  todo  si  sus  actos  se  encuentran  en  oposición  con  las 
reglas  de  competencia  trazadas  por  las  leyes  del  país  en  que  se 
trata  de  hacerlos  valer. 

Esto  es  de  todo  punto  indiscutible,  como  que  es  una  de  las 
aplicaciones  más  evidentes  del  principio  de  la  independencia  re- 
cíproca de  las  naciones.  En  virtud  de  él,  ninguna  puede  ser 
obligada  á  dar  curso  á  los  actos  de  una  autoridad  extranjera  que 
contradice  sus  leyes  y  menoscaba  los  ^poderes  de  las  autoridades 
que  ha  constituido. 

Por  esta  razón,  sin  duda,  el  tecnicismo  científc:)  y  aún  ciertos 
actos  internacionales,  al  referirse  á  la  condición  de  competencia 
exigida  en  los  jueces  cuya  sentencia  se  trata  de  ejecutar,  estable- 
ceu  que  esa  competencia  debe  apreciarse  en  la  esfera  internaiio- 
nal. 

De  otra  manera,  carecería  de  objeto,  y  aún  de  sentido,  la  esti- 
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pulación  ó  la  simple  regla  técnica  r[ue  exige  que  los  jueces  que 
pronunciaron  la  sentencia  que  se  tratA  de  ejecutar  en  país  ex- 
tranjero hayan  sido  competentes. 

£1  examen  de  e^te  punto  eu  el  jiiici£>  de  deliberación  seria  ia? 
diferente  para  los  jueces  extranjeros,  si  no  pudiera  presentarse 
el  caso  de  que  la  potestad  de  los  jueces  que  íkJlarou  se  halle  en 
contradicción  y  ceda  en  menoscabo  de  la  autoridad  de  los  que 
sou  requeridos  paxa  ejecutar  k  sentencia. 

La  cuestión  de  competencia  para  el  régimen  jurisdiccional  de 
un  país  determinado,  puede  coneiderarde  bajo  dos  aspectos  dife- 
rentes: en  cuanto  el  poler  soberano  de  ese  país  la  ha  distribuido 
en  razón  del  territorio,  de  las  cosas  y  de  la  gerarqnía;  y  en  poen- 
to  al  beneficio  que  reconoce  ó  nó  al  demandado  para  no  ser  cita- 
do sino  ante  el  juez  de  su  fuero. 

Lo  primero,  es  de  interés  y  trascendencia  exclusiva  para  el  ré- 
gimen y  orden  legal  del  país  mismo  y  no  está  sujeto  á  la  crítica 
y  apreciación  de  las  autoridades  extranjeras,  como  no  lo  está  el 
título  oficial  de  los  jueces  qué  están  en  posesión  ostensible  de  la 
autoridad  que  desempeñan. 

L»o  segundo,  coano  derivación  de  lo  primero,  recibe  la  misma 
solución;  y,  en  iodo  caso,  entraría  en  la  categoría  de  una  irregu- 
laridad Accidental,  que  no  haría  ui  más  ni  menos  justa  la  senten- 
cia que  el  ejecutor  extranjero,  en  principio  general,  no  puede 
revisar  en  el  fondo,  cumplidas  las  ejxjgencias  de  la  justicia  natu- 
ral, relativas  á  la  citación  y  á  la  defensa. 

Concluyese,  pues,  que  si  el  examen  acerca  de  la  competeaciái 
de  los  jaeces  que  fallai'on,  debiera  limitarse  á  lo  que  prescriben 
las  leyes  de  donde  derivan  su  autoridad,  toda  estipalación  y  re- 
gla -en  ese  orden  serán  fútiles.  Cumplidas  las  condiciones  gene- 
ralas que  comúnmente  forman  el  objeto  del  juicio  deliberativo, 
el  ejecutor  extranjero  concede  el  exequátur,  reputando  justa  la 
senU^ncia,  como  reputa  con  poder  suficiente  á  los  jueces  que  la 
pronunciaron,  en  cuanto  obran  deiitro  de  las  reglas  trajwidas  por 
fu  propia  legislación. 

Si,  en  el  caso  presente,  Agustín  Federico  Ferraro  hubiera  sido 
personalmente  obligado,  domiciliado  en  Ñapóles  y  citado  por  el 
Tribunal  Civil  de  Savona,  contra  la  regla  trazada  por  el  Código 
de  Procedimientos  Civil  del  Reino  de  Italia,  presentada  en  el 
Perú  la  solicitud  de  cxef¡uaíur  de  la  sentencia  que  lo  condenaba, 
el  Tribunal  requerido  no  habría  tal  vez  objetado  la  competencia 
del  Tribunal  de  Havona;  porque  un  Tribunal  extranjero  carece 
d  e  interés  para  examinar  y  decidir  sobre  la  manera  como  csoe 
j  ueces  entendieron  y  apíiearon  los  principios  de  jtrriedicción  que 
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rigen  en  Italia,  asunto  de  su  exclusivo  resorte  y  de  régimen  legal 
interno. 

Pero  si  resalta  díel  caso  que  los  juece?  de  Italia  se  avociiron  el 
conocimiento  de  un  asunto  que  correspondía  por  las  leyes  del 
Peri  á  los  Tribunales  peruanos,  llegó  la  ocasiun  de  decidir,  con- 
arreglo  á  todo  princfpio  y  á  las  estipulaciones  mismas  del  Trata- 
do, que  esa  sentencia  no  podí^i  ejecutarse;  i>orque,  según  las  leyes 
peruanas,  sa  jurisdicción  era  la  llamada  a  resoirer  el  pleito  que 
fallaron  los  Tribunales  del  Reino  de  Italra;  lo  que  iraportci  decir 
que  éstos  carecían  de  jurisdicción  en  la  earfera  inlernacional. 

AI  Pera  le  era  indiferente  que  los  jueces  de  Italia  se  conside- 
rsHien  y  deelarasen  competentes  en  el  juicio  Anselmo- Ft^rraro, 
con  ó  9in  sujfwíión  á.  las  leyes  de  Italia;  pero  sus  magistrados  no 
poaían  decreiar,  á  nombre  de  la  nación,  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia dictada  con  vioiaci6»  de  las  leyes  del  país  bajo  cuya  auto- 
ridad procedían,  sin  un  contrasentido)  y  una  abdicación. 

Así  entienden  la  obligación  que  les  impone  el  Tratado  en  con- 
formidad al  peusamisnto  que  presidió  á  la  celebración  de  éste; 
porque  es  sobreentendido,  al  celebrarse  un  pacto  internacional, 
que  ninguna  de  las  partes  renuncia,  en  beneficio  de  la  otra,  aún 
cuando  Ta  concesión  sea  recíproca,  al  ejercicio  de  alguno  de  los 
poderes  inherentes  á  la  soberanía,  cercenando  ía  jurisdicción  de 
sus  Tribunales,  sobre  lo  que  es  privativo  de  sus  atribuciones  ju- 
risdiccionales y  de  imperie. 

ff¿ftobre  qué  se  funda  la  necesidad  de  un  exequainfí  —Según  lo 
que  hemos  dicho,  á  la  vez  sobre  los  derechos  del  soberano,  en 
teoría,  y  sobre  la  duda  de  que  la  justicia  extranjera  sea  buena, 
bajo  el  punto  de  vista  práctico.  En  consecuencia,  el  exequaiiw 
debe  darse  en  condiciones  tales  que  aseguren  el  respeto  á  los  de- 
rechos del  soberano  y  que  comprueben  que  los  Tribunales  extran- 
jeros han  juzgado  bien. »  (Moreau,  Efets  intamationdttx  desjugc- 
ments,  pág.  263.  N?  266). 

Eliminando  lo  que  se  refiere  á  la  necesidad  de  la  revisión  en 
el  fondo  y  á  la  extensión  y  carácter  de  ella,  no  puede  dudarse  de 
que  el  sentido  general  de  toda  opinión  científica,  en  lo  relativo  á 
la  competencia  de  los  jueces  sentenciadores,  es  que  ella  no  se  en- 
cuentre en  conflicto  con  la  de  los  jueces  del  país  en  que  se  pide 
la  ejecución;  esto  es,  que  los  jueces  extranjeros  no  hayan  conoci- 
do y  fallado  en  un  pleito  que,  rafione  personae  ó  ratione  rei,  era 
de  la  competencia  y  potestad  de  los  Tribunales  del  país  requeri- 
do para  dar  su  exequátur. 

K  ¿El  Tribunal  extranjero  que  ha  pronunciado  la  sentencia  cu- 
yo exequátur  se  persigue,  debe  ser  competente,  no  solamente  se- 
gún la  ley  nacional,  debe  serlo  también  según  la  ley  francesa? 
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»»  La  jurisprudencia  se  ha  pronunciado  cou  bastante  clariial 
en  el  sentido  de  la  doble  competencia.  Ei  difícil,  en  efecto,  ad- 
mitir qu9  un  Tribunal  pueda  autorizar  la  ejecución  de  un  fallo 
que,  según  él,  ha  sido  incompetentemente  pronunciado.» —  La- 
chan et  Daguín.  (De  V  executions  des  jugements  éírangers,  pág. 
49.) 

E'i  el  mismo  sentido  discurre  Weiss,  á  lo  menos  refiriéndose  á 
jurisi>rudencia  establecida  por  los  Tribunales  de  Francia. — {Droit 
iuternndonal  privé,  pág.  823.) 

Cualquiera  que  sea  el  ¡concepto  en  que  se  tome  la  locución 
competencia  en  la  esfera  internacional,  una  cosa  resulta  evidente: 
y  es  que  los  ju'íces  llamados  á  dar  el  ex^equatur  deben  examinar 
si  el  Tribunal  que  pronunció  el  fallo  era  competente,  no  sola- 
mente según  su  propia  ley,  sino  también  con  arreglo  á  la  del 
país  en  que  se  pide  la  ejecución. 

Con  mayor  claridad  se  percibe,  sin  embargo,  que  ese  examen 
d.^  la  competencia  del  Tribu  lal  sentenciador  deba  dirigirse  espe- 
cialmente á  comprobar  si  el  cas  j  resuelto  por  elTribunal  extran- 
jero tra  privativo  de  la  jurisdicción  nacional;  porque  no  se  com- 
prende que  la  concesión  hecha,  aún  por  Tratados  y  en  términoj 
.^enerales,  para  ejecutar  fallos  extranjeros,  afecte  losxpoderes  so 
beranos  y  las  atribuciones  de  las  autoridades  constituidas. 

Los  traUitlos  públicos  que-  han  estipulada  la  ejecución  de  la 
sentencia  de  los  tribunales  de  los  contratantes  respectivos,  inclu- 
so el  del  Perú  con  Italia,  al  consignar  la  condición  relativa  á  la 
competencia,  no  han  especificado  cómo  debe  apreciarse  ésta;  de 
niiuura  que,  aparte  de  los  principios  doctrinarios,'  ya  expuestos 
soineniiULMite,  en  lo  que  concierne  á  los  respetos  debidos  á  la  so 
heratu'a  del  [).h's  requerí  lo  para  el  eK^eqaafar  de  una  sentexioia 
t^xtranj  ^ra,  -iiiíjainis  pue  len  co  isiderarse  renunciados,  h\brá 
n.'e?áM  lili  rejarrlr  á  lo  q  le  la  lo^jislaciH  y  la  jurisprudencia 
de  los  diversos  Estados  han  establecido,  para  decidir  el  sentido 
del  Tratado  ítalo-peruano  que  se  trata  de  interpretar. 

Debe  hacerse  cmstar,  sin  embargo,  que  el  tratado  de  derecho 
procesal,  ajustado  como  resultado  de  las  deliberaciones  del  Con- 
greso Su  1-aniericano  da  Montevideo,  de  11  de  Enero  de  1889,  al 
queeoncunieron  la  República  Argentina,  Chile,  Bolivia,  Brasil, 
l*araguay,  Perú  y  Uruguay,  cjnsignó  entre  sus  estipulaciones  la 
siguiente: 

«Las  sentencias  y  fallos  arbitrales,  dictados  en  asuntos  civiles 
y  comerciales  en  uno  de  los  Esta  los  signatiirios,  tendrán  en  los 
territorios  de  los  demás  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
se  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  siguientes: 
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a)  que  la  sentencia  6  fallo  haya  sido  expedido  por  Tribunal 
competente  en  la  esfera  internacional.» 

Esta  es  la  regla  entre  los  Estados  de  Siid-Auíérica,  ligjidos  por 
aquel  pacto,  derivado  del  concepto  en  que  debe  apreciarse  la 
com{»etencia  del  tribunal  cuya  sentencia  se  ha  dt.^  ejecutar  c /. 
ctr<»  territorio. 

IV. 

La  legislación  de  la  mayor  parte  de  los  Estados  no  coutiene 
j'ieceplos  relativos  á  los  casos  y  manera  de  ejecución  de  la^*  sen- 
tencias extranjeras:  y  en  las  que  han  previsto  esa  necesidad,  la 
mayor  i)arte  han  dejado  incierto  el  punto  relativo  á  la  base  o 
criterio  según  el  cual  debe  apreciarse  la  jurisdicción  del  Tribu- 
nal extranjero  cuya  decisión  es  materia  de  una  solicitud  de 
exequátur. 

El  Código  de  Procedimientos  C'ivil  de  Badén  y  la  ordenanza  de 
Hesse,  de  25  de  Abril  de  1826,  negaban  el  pmeiti^  cuando,  se- 
gún las  reglas  de  jurisdicción  admitidas  en  est  s  Estados,  la  co:\i- 
[Ciencia  del  Tribunal  extranjero  no  aparece  fundada. 

Igual  y  raás  explícita  disposición  os  la  de  la  ley  de  Dinamar- 
ca, según  la  cual,  la  competencia  de  los  jueces  que  pronuncia- 
ron el  fallo  debe  ser  apreciaba  según  la  ley  danesa,  y  no  según 
la  de  los  jueces  sentenciadoies. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  de  Alemania  estatuye  una 
regla  idéntica  en  su  artículo  6G1.  «No  podrá  dictarse  la  senten- 
cia de  ejecución: 3)  si,  con  arreglo   al    derecho   vi 

frente  en  el  Tribunal  Alemán,  que  debe  fallar  sobre  si  se  admite 
la  ejecución  forzosa,  no  hubiesen  sido  competentes  los  Tribuna- 
les del  .Estado  al  cual  pertenezca  el  Tribunal  extranjero  senten- 
ciador.» 

La  previsión  y  exigencia  de  la  ley  danesa  y   la  alemana,   de 
acuerdo  con  la  doctrina  más  común,   establecen,    pues,    para    la 
c  ncesión  del  e^eqnatary  la  revisión  de  la  sentencia  del  Tribunal 
extranjero,  en  cuanta  implícita  ó  explícitamente  ha  decidido  S(*- 
l)re  SU  propia  competencia;  y  esto  para  adoptar  como  criterio  las 
dÍ3f)08¡ciones  legales  de  esos  Estados  en  materia  de  jurisdicción. 
Y,  en  verdad,  no  se  concibe  que  las   cosas   puedan    pasar   dt^ 
otra  manera.  El  examen  de  la  competencia  del  Tribunal  sen  ten 
ciador,  como  condición  del  exequatuVj  sería  superfino  y  sin   obje- 
so,  si  hubiera  de  hacerse  solamente  según  el   criterio   de   la   ley 
bajo  cuya  autoridad  se  pronunció  el  fallo.  El  Gobierno  del  Perú 
cree  que  esa  regla  se  deriva  llanamente  del  principio  de   sobera- 
nía territorial,  de  la  cual  es  una  excepción   condicional  y  limita- 
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da  el  reconocimiento  y  ejecución  de  decisioue«  expedida»  por 
lafi  autoridades  de  oiro  Eetada  X  fortlori  ae  deduica,  que  la  com- 
petencia no  será  reconocida  cuando  ella»  sea.  gíi  agpavio  de  la  (\U0 
corresponde  á  los  jueces  territoriaJes  del  país;  ó  sea,  sobre  }>ersO' 
ñas  ó  cosas  sometidas  privativamente  á  su  jurisdicción. 

Para  persuadirse  hasta  qué  punto  es  fu'idada  esta  conclusión, 
importa  considerar  lo  qué  prácticamente  sucede  en  los  E-ítados 
que,  reconociendo  por  sus  leyes  la  ejecución  de  sentencias  ex- 
tranjeras, no  han  tijado  el  criterio  bajo  el  c^ial  debe  apreciarse  la 
<'ompetencia  de  los  jueces  sentenciadores. 

Sobre  el  particular,  nada  más  adecuado  para  formar  opinión 
que  lo  que  acontece  en  Italia. 

El  artículo  911  de  su  (Jóligo  de  Pro3edimientos  Civil  concede 
faerr>a  ejecutiva  á  las  sentencias  dictadas  por  autoridades  extran- 
jeras, previo  un  juicio  do  deliberación,  en  que  se  examina  en 
primer  término: 

«Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  una  autoridad  judi- 
í'ial  competente.» 

Pero  ¿Í)ajo  qué  regla  se  apreciará  la  competencia  de  esa  auto- 
ridad judicial  extranjera? 

Como'  la  ley  no  lo  dice,  no  hay  otro  medio  de  averiguarlo  que 
ocurrir  á  la  enseñanza  suministrada  perla  jurisprudencia  de^sus 
Tribunales. 

El  silencio  de  la  ley,  sobre  la  manera  <le  apreciar  la  compe- 
iencia  del  Tribunal  extranjero,  parecía  indicar  que  ella  debería 
ser  juzgada  con  arreglo  á  la  ley  del  juez  que 'expidió  el  fallo. 

Pero,  en  realidad,  no  es  ese  el  caso. 

Desde  luego,  los  Tribunales  de  Italia  rechazan  invariable- 
mente la  competencia  excepcional  que  el  artículo  14  del  Código 
Civil  de  Francia  atribuye  ásus  magistrados;  y  de  ello  dan  testi- 
monio las  decisiones  de  los  siguientes  Tribunales: 

Lucca,  de  26  de  Abril  de  18^^)7. — de  Hrescifl,  de  14  de  Setiembie 
de  187o.— Catania,  de  22  de  Marzo  1879.— Me»?ina,  de  5  de  8e- 
tiembla  do  1881.— Ñapóles,  do  30  de  Diciembre  de  1883.— Tu- 
rín,  de  30  de  Agosto  de  1887.  —  Anoona,  de  13.  de  Junio  de 
1889. 

I^  misma  repulsa  ha  encontrado  en  esos  Tribunales  toda  de- 
manda de  ejecución  de  sentencia  extraaijera  que  importe  usurpa- 
ción de  la  competencia  normal  de  los  TriJbunales  italianos.— 
,  (Véasf  el  caso  resuelto  por  la  Corte  de  Palerrao,  en  28  de  Marzn 
de  1881,  citado  jKjr  Moreau  en  la  abra  ya  mencionada.) 

Con  referencia  al  caso  resuelto  por  el  Tribunal  de  Casiudán  de 
Turín,  expone  Clxmet  que  la  Jurisprudencia  italiana  se  ha  fijado 
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<}efínjttvam«nl€  en  ese  sentido.  Sus  decisiones  eetán  general menke 
ftmdadas  en  el  artículo  941  del  Códifi^  do  Procedimientos  Civil 
que  dispone,  que  la  sentencia  extranjera  no  puede  recibir  el  «xa- 
qnatttr  sino  en  tanto  que  ella  no  sea  oontrarÍA  al  orden  público  6 
id  derecho  público  interno.  Como  se  vé,  reúnense  aquí  la  prirao- 
ra  y  la  cuarta  condición  del  artículo  18  del  Tratado  del  Perú  co» 
Italia,  que  son  literalmente,  como  todas  las  demús,  las  4}ue  con- 
signa el  artículo  941   del  Cúíiigo  ilaliano  ya  citado. 

El  señor  Ministro  de  Italia,  al  sustentar  la  reclamación  pro- 
cedente del  caso  Anp^mo-Ferraro,  en  que  loe  Tribunales  <1< ! 
Perú  negaron  el  parcniis^  ha  invocado  como  regla  única  de  c<n.^ 
petencia,  la  del  país  del  juez  sentenciador,  en  abierta  oposieiMii  á 
la  unitorrae  jurisprudencia  establecida  por  los  Tribunales  de  iLi- 
lia  en  casos  idénticos. 

I^s  Tribunales  de  ese  Reino  han  resuelto  siempre  que  no  hv^- 
ta  qne  el  Tribunal  extranjero  sea  competente,  conforme  a  sus 
propias  leyee,  sino  que  e^  preciso  también  que  no  sea  incomp^ 
tente  con  arreglo  «  las  leyes  de  Italia,  «i  alK  se  pide  el  ex^q'ia- 
tur. 

La  razón  de  estose  encuentra,  no  sólo  en  el  principio  t^cn'co 
que  consagra  toda  legislación,  como' regla  de  orden  y  de  í^an¡iit'a 
para  el  demandado,  en  loa  estatutos  sobre  jurisdicción  compotcn- 
te,  sino,  lo  que  es  más  importante,  en  que  puede  suceíl(>r  y  su- 
cede, como  en  el  caso  de  A.  K.  Ferraro  y  compañía,  que  K>fc  juj- 
ees extranjeros  hayan  invadido  atribuciones  pix>pias  de  \oe  Tri- 
bunales del  país  en  que  se  pide  la  ejecución.  Se  presentaría  de 
otro  modo  la  al>erración  de  que  una  autoridad  judicial  fuese  re- 
querida para  cumplir  un  fallo  pronunciado  en  el  extranjero, 
desconociendo  sus  poderes  jurisdiccionales;  ó,  en  otros  términos, 
que  legitimara  por  su  propia  decisión,  en  nombre  del  Estado,  la 
usurpación  que  se  hubiese  heclio  de  los  poderes  de  í'^te. 

Como  jamás  se  encontró  razonable  en  Italia  esta  abdicación 
de  facultades,  su  jurisprudencia  interpretó  rectamente  el  inciso 
1.^,  artículo  941  de  su  OSdigo  de  Procedimientos,  de  la  manera 
que  se  ha  visto;  y  como  el  Gobierno  de  Su  Majestad  no  puede 
tener  otro  criterio,  ni  es  el  llamado  á  fijar  el  sentido  jurídico  y 
práctico  de  las  leyes  civiles,  sino  los  Tribunales  de  Italia»  el  ar- 
tículo 18  del*  Tratado  sobre  el  punto  discutido,  está  de  antemano 
interpretado  por  sus  |>ropia8  y  com{>etentes  autoridades  judicia- 
les. 

No  es  de  suponerse  que  lo  que  Italia  rechaza,  sin  excej^ióu, 
como  ofensivo  á  los  fueros  eooeranos  de  la  nación,  lo  exija  como 
obligatorio  para  otro  Estado,  sin  una  desigualdad  inexplicable, 
que  el  Gobierno  del  Perú  se  apresura  á  desconocer  y  repudiar. 
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No  es  solamente  en  Italia  donde  tal  regla  doraina,  ea.eu  todas 
partes,  sin  excepción,  en  cnanto  ella  importa  la  tutela  de  laju- 
iisdiceión  nacional  y  la  observancia  de  los  principios  en  que  ella 
descansa. 

Para  no  entrar  en  más  dilatada  exposición  de  los  precedente"' 
que  ponen  fuera  de  cuestión  el  punto  debatido,  pueden  citarst^ 
dos  en  conclusión. 

El  Tribunal  Civil  de  Ginebra,  por  decisión  de  31  de  Marzo  Je 
1888,  desechóla  d-mianda  de  ejecución  intentada  por  GaravoUi 
contra  Sauvair©  y  Chalier,  'do  una  sentencia  pix)nunciada  por 
Tribunales  italianos,  en  consideración  á  ter  éstos  incompetente.'* 
según  la  ley  suiza. 

Idéntica  solución  tuvo  el  caso  fallado  por  el  Tribunal  Superior 
de  Praga,  (Austria)  que  q\iedó  firme  i>or  la  decisión  del  Tribu- 
i.al  Suprema  de  Viena,  de  8  de  Enero  de  1891.  Y,  á  la  venlad. 
será  difícil  encontrar  un  ejemplo  de  que  se  haya  consentido  i»or 
país  alguno  la  ejecución  de  una  sentencia  extianjera  con  menos- 
cabo de  la  jurisdicción  territorial.  En  todo  caso,  serían  excej<K»* 
nes  que  nada  arguyen  contra  la  verdad  del  principio. 

y. 

La  fuerza  de  los  razonamientos  y  precedentes  invocados,  con- 
duce rectamente  á  una  sola  conclusión;  esa  conclusión  es,  ne  n> 
rietvr,  que  la  generalidad  de  la  regla  que  establece  el  Tratado, 
acerca  del  examen  de  la  competencia  del  juez  sentenciador,  lí' 
j>ermite  inttrpretarla  sino  como  lo  hicieron  los  Tribunales  del 
Perú,  esto  es,  con  arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  se  pide  la  eje- 
cución. 

Esto  es  particularmente  cierto  en  el  caso  del  Tratado  con  Ita- 
lia, aunque  no  fuera  más  que  por  la  regla  de  interpretación  que 
Vattcl  formula  así:  **en  toda  ocasión  en  que  alguno  ha  podido  y 
debido  manifestar  su  intención,  se  toma  por  verdadero  contrae! 
lo  que  ha  declarado  suíicienteraente.'' 

Las  decisiones  uniformes  de  los  Tribunales  de  Italia  sobrepa- 
sos análogos,  citados  en  el  párrafo  anterior,  demuestran  que  en 
ese  Reino  no  se  ha  dado  curso  á  sentencias  pronunciadas  por  Tri- 
bunales extranjeros  en  agravio  de  la  com}»etencia  de  sus  propio^' 
Tribunales,  según  las  leyes  de  Italia. 

Para  ello,  no  ha  sido  obstáculo  la  existencia  de  Tratados  en 
que  se  prometiera  la  ejecución  de  los  fallos  denlos  Tribunalesdei 
otro  contratante. 

Según  la  Convención  franco-sarda  de  1760,  confirmada  y  conv 
jdetada  por  la  declaración  de  19  do  Setiembre  de  1860,  debe atri- 
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hiiríe  fuerza  ejecativa,  sia  rovUijn  p3r  las  Cjrle?  d)  Apelado i 
<!**  los  Estados  contratantes,  á  las  decisiones  que  se  les  trasmitan 
j>or  cartas  rogatorias  emanadas  de  los  Tribunales  del  otro  Es- 
tado. 

Ese  pacto  reconoce  que  al  exeqiuctur  debe  preceder  el  examen 
Je  si  el  Tribunal  extranjero  era  competente  para  expedir  el  fallo, 
sogún  sus  propias  leyes. 

Si  los  Tribunales  todos  de  Italia  han  resuelto  en  sentido 
opuesto,  sujetando  su  criterio  sobre  la  competencia  á  sus  propias 
leyes,  completando  el  sentido  de  la  Convención  con  Francia,  el 
Gobierno  de  Italia  no  puede  exigir  que  rija  un  principio  diferen- 
te, como  sentido  oculto  ó  no  declarado  del  artículo  18  del  Trata- 
do con  el  Perú,  sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  que  éste  habla  de 
competencia  en  términos  generales,  y  la  teoría  más  recibida  y 
"común  es  que  ella  debe  apreciarse  en  la  esfera  internacional. 

No  cabe  aplicar  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  Italia 
sólo  por  lo  exhorbitante  del  principio  establecido  en  el  artículo 
14  del  Código  Civil  de  Francia,  por  dos  consideraciones  que  son 
decisivas. 

En  primer  lugar,  las  decisiones  de  las  Cortes  italianas  h m  re- 
ciíilo,  no  solamente  sobre  los  casos  en  que  el  artículo  14  del  Có- 
'ügo  Civil  Francés  hace  excepción  al  derecho  común  sobre  com- 
petencia, .sino  también,  en  general,  sobre  aquellos  en  que  el 
TrlbuMil  extranjero  resultaba  incompetente  según  las  leyes  de 
Italia.  La  jurisprudtMK'ia  italiana,  ó  sea  el  Reino  de  Italia,  ha 
adoptiido,  pues,  el  princi})io  de  que  la  competencia  debe  apre- 
ciarse en  el  orden  internacional. 

En  segundo  lugar,  exhorbitante  ó  nó,  e!  artículo  14  d-1 
í'rligo  Civil  de  Francia  es  un  estatuto  jurisdiccional  dí*  ese  paí.»?, 
i^ne  tenía  el  derecho  de  establecer  y  que  conserva,  como  purd/ii 
«'-tableeer  y  han  sancionado  lo3  demVs  E-'tadoíí,  r^^glas  ílifefentc^-, 
pero  siempre  algunas,  relativas  á  la  esfera  jurisdi^-cional  d<í  sus 
Tribunales.  1.a  existencia  de  un  Tratado  no  limita  el  ejercicio  de 
e?e  poder  soberano,  ni  se  conoce  ninguno  que  le  haya  puesto 
laxativa. 

Así  tam[ioco  entró  en  la  mente  d.*l  G  )bierno  del  Perú,  al  ajus- 
tar  el  Tratado  de  1874  con  Italia,  el  renunc»iar  á  lo-  fu^ro*^  'V  la 
jurisdicción  territorial,  ni  menoscabur  la  competencia  de  sus  Tri- 
bunales; )'  la  regla  que  él  ha  entendi'l>  ar-eptar  fué  la  que 
sus  pleniwtenciarios  en  el  Congreso  de  Montevid^-o  ado¡)taron 
como  princijiío  de  observancia  común  can  tolo«  hs  demás  L-^ta- 
do«  dj  Su  1  América  que  concurrieron  á  esa  asamblea  internaci*>- 
ml.  , 

Se  vé  así  declarado  por  la  j a rif prudencia  ital  aia,  anwsyaes 
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pué3  del  Tratado  de  1874,  cuál  ds  el  aeutido  de  la  estipulación 
quo  se  refiere  al  examen  de  la  competeucia  del  Tribunal  extran- 
jero cuya  sentencia  «e  trata  de  ejecutar  en  otro  teriitorio. 

Así  también  ha  acontecido  en  el  Perú  cada  vez  que  hubo  oca- 
sión dequfc  sus  representantes  se  pronunciaran  sobre  el  mismo 
pnncipiü,  pues  aparte  de  lo  que  sus  plenipotenciarios  concerta- 
ron, como  resultado  de  las  deliberaciones  del  Congreso  de  Monte- 
yideo,  ya  de  antemano,  en  el  Congreso  de  juristas  reunido  en 
Lima,  en  1879,  se  adopto  la  misma  regla,  según  la  exposición 
de  motivos  que  hizo  el  plenipotenciario  señor  doctor  don  Antonio 
Arenas,  que,  en  la  parte  pertinente,  dice:  **pero  si  so  pretende 
que  tengan  un  valor  extraterritorial,  (las  sentencias)  es  menester 
que  las  autoridades  del  lugar  en  donde  son  presentadas,  ordenen 
su  e^'ecución;  y  esas  autoridades  no  deben  hacerlo  sino  poniendo 
á  salvo  los  derecho?  é  intereses  de  su  patria," 

No  hay  necesidad  de  otro  comentario  para  demostrar  con 
cuanto  rigor  y  exactitud  es  aplicable  el  caso  de  la  regla  de  inter- 
pretación enunciada  por  Vattel. 

¿En  qué  se  apoyaría,  pues,  una  solución  diferente  al  definir  el 
sentido  del  artículo  18  del  Tratado  1874» 

¿Acaso  en  los  principios  puros?  Pero  es  un  hecho  que,  confor- 
me á  estos,  los  actos  de  una  autoridad  no  se  extienden  máa  allá 
del  territorio;  y  que  cuando  se  les  concede  efecto  en  otro,  es  y  se 
entiende  con  la  reser\*a  de  que  no  envuelven  usurpación  de  la 
soberanía  del  concedente,  ni  sean  contrarios  &  su  derecho  pú- 
blico. 

¿O  será  preciso  buscarla  en  la  inteligencia  práctica  que  la  re- 
gla de  competencia  ha  tenido  para  los  Estados  en  disidencüi? — 
En  este  orden,  se  ha  visto  también  que  la  jurisprudencia  italia- 
na y  las  declaraciones  del  Perú  han  estado  conformes  siempre  en 
un  principio  que  es  la  refutación  anticipada  de  la  reclamación 
del  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  origen  dé  este  ar- 
bitraje. 

VI. 

Siendo  la  solución  práctica  para  el  caso  Anselmo-Ferraro  un 
efecto,  aunque  implícito,  al  parecer  necesario,  de  la  que  se  dé  á 
la  cuestión  de  principio,  importa  siempre  demostrar  con  cuanto 
fundamento  la  Corte  de  Lima  negó  el  exequátur  ú  la  sentencia 
confirmada  del  Tribunal  Civil  de  Savona.  según  los  hechos  déla 
causa  y  el  imperio  de  las  leyes  por  nanas  á  que  ese  Tribunal  es- 
taba y  está  sujeto. 

En  la  exposición  preliminar  se  ha  hecho  constar  que  el  origen 
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del  juicio  seguido  y  fallado  en  Italia,  fué  un  saldo  de  la  caenta 
corriente  que  abrió  Constantino  Anselmo  á  la  casa  coroeri^ial  de 
J.  B.  Ans€l*no  de  LiraU;  casa  que  fué  subrogada  pos^reriormente 
en  sus  derechos  y  obligaciones  por  la  sociedad  A.  F*  Ferraro  y 
compañía,  también  constituida  v  domiciliada  en  la  capital  del 
Perú. 

Como  sociedad,  cualquiera  que  sea  su  clase,  la  de  Anselmo  ó 
la  de  Ferraro,  era  una  personalidad  jurídica  que,  por  ser  consti- 
tuida y  domiciliaila  en  el  Perú,  sólo  estaba  sujeta  á  la*  leyes  pe- 
ruanas y  bajo  la  jurisdicción  He  los  jueces  territoriales,  para  las 
cuestiones  emergentes  entre  los  socios,  ó  en  caso  de  ser  persegui- 
da por  terceros,  en  razón  deuda  ó  cualquiera  otra  obligación. 

Debe  partirse  del  principio  le  que  la  individualidad  jurídica 
de  la  sociedad  es  distinta  de  la  de  los  socios;  la  ley  le  da  existen- 
cia precisamente  para  distinguir  entre  una  y  otras;  j^  en  conse- 
cuencia, el  status  6  su\e' ió  personal  es  también,  ó  puede  ser, 
diferente. 

En  una  sociedaí,  e^  U  entidad  ínoral'de  esta  la  que  posee,  ad- 
quiere, contrata  y  o  )!Ur:io  obligaciones,  que  no  recaen  sobre  los 
sociossino  por  deriv  i»-if»n.y  sut)sidariamente,  y  aún  eso,  con  ex- 
cepción de  las  soc  el  í'^^  atuMiimas  y  do  la  (x>mandita;  siendo 
esto  particularmeníu  /^  -ro  "i  ias  sociedades  comerciales. 

£&te  es  el  conce[>ín  /e  .  ti^t  rra  toda  legislación  modernasobre 
sociedad,  en  el  con  unb»  <1*  sjis-  preceptos  y  que  la  ley  belga  de 
1873  declara  ex  profeso  de  nu  modo  explícito. 

Toda  sociedad  tiene,  pue^,  un  estado;  y,  por  lo  tanto,  un  fuero 
jurisdiccional  á  que  pertenece  por  sujeción  jurídica  originaria, 
sin  perjuicio  que  puede  también  quedar  sujeta  a  otra  competen- 
cia por  incorporación  en  un  estado  diferente  del  de  su  origen,  vi- 
niendo á  ser  ese  acto  lo  que  la  constitución  de  domicilio  en  la 
I)ersona  natural. 

Pero  ese  acto  de  sumisión  voluntaria,  ó  mejor  dicho  de  incor- 
rK)ración,  de  las  sociedades  J.  B.  Anselmo  y  compañía  y  A.  F. 
Ferraro  y  compañía,  no  se  hizo  nunca  en  Italia:  de  manera  que 
esas  personalidades  jurídicas  eran  extrañas  á  la  jurisdicción  del 
Reino  por  sus  propias  leyes  procesales. 

En  efecto,  según  el  artículo  90  del  Código  de  Procedimientos 
Civil  de  Italia,  el  juez  competente  por  acciones  personales  ó  rea- 
les sobre  muebles,  cuando  fuese  una  sociedad  la  demandada,  es 
el  del  lugar  en  que  resida  lu  administración  ó  se  encuentre  uno 
de  los  establecimientos  sociales  con  un  representante  de  la  socie- 
dad. 

Si  las  dos  compañías  indicadas  se  formaron  en  el  Perú,  y  en 

este  país  tenían  su  domicilio  y  la  totalidad  de  sus  bienes  y  nego- 

ei 
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cios,  lo3  Tribunales  de  Italia  carecían  de  competencia  para  cono- 
cer, seguu  sus  propias  leyes,  de  una  demanda  por  acción  personal 
contra  una  compañía  constituida  y  radicada  en  el  extranjero  y 
sin  establecimiento  ninguno  en  Italia. 

No  sirven  de  excepción  en  el  caso  contemplado  las  disposicio- 
nes del  artículo  91  del  mismo  Código  Italiano;  porque  un  saldo 
de  cuenta  corriente?,  como  título  de  acción  personal,  no  demues- 
tra por  sí  solo  que  la  obligación  se  contrajo  en  Italia,  tratándose 
de  una  sociedad  que  se  formó  y  siempre  estuvo  en  el  extranjero. 
Por  el  contrario,  ese  saldo,  como  compromiso  antecedente  y  even- 
tual del  que  resulta  deudor,  como  reconocimiento  explícito  deé'. 
no  pudo  aceptarse  verosímilmente  sino  en  Lima,  domicilio  de  la 
sociedacl,  sin  que  se  haya  presentado  pnioba  ante  el  Tribunal  dt 
Savona  que  acredite  que  fué  en  Italia. 

Tanto  más  evidente  resulta  esto,  cuanto  que  el  litigio  seguido 
en  Italia  no  fue  una  simple  ejecución  por  deuda  líquida  y  reco- 
nocida, sino,  por  el  contrario,  tuvo  por  jobjeto  la  liquidación  de 
una  cuenta  corriente  y  el  reconocimiento  de  la  entidad  del  saldo 
exigibie  á  la  socieJad  demandada.  MaI  pujt^e,  pue?.  decirse  quo 
se  trataba  de  una  obligación  contraída  en  Italia,  cuando  precisa- 
mente los  Tribunales  de  ese  país  fueron  los  que  reconocieron  y 
declararon  ese  saldo,  constituyendo  la  obligación;  lo  cual  impor- 
ta una  verdadera  implioaneia. 

La  ciroanstani'ia  de  tener  s'i  domicilio  en  Savona  don  J.  B. 
Anselin  \  que  di)  <a  nombre  á  la  primitiva  y  extinguida  sricit- 
da  1,  y  de  hallar'^e  de  tráasito  d.>n  .V.  F.  Ferraro,  representante 
de  la-sociedad  A.  F.  Ferraro  y  eo*n;>aru'a  que  sustituyó  á  aquell.*. 
no  hizo  competente  la  jurisdieción  italiana,  á  tenor  i\A  artíonli 
91,  va  cit  i  lo,  del  C»  lij:^  de  Proeei  mieatos  Civil. 

La  razón  de  esto  se  encuentra  en  que,  tanto  J.  B.  Anselmo, 
como  A.  F.  Ferraro,  citados  con  la  demanda,  el  primero  en  Si- 
vona  y  el  segando  en  O'énova,  no  fueron  emplázalo»  en  su  ca;Ki- 
eidad  personal,  sino  como  re[uesentantes  de  las  compañías  á  qno 
dieron  sus  nombres.  Li  demostración  paladina  de  ello  pael? 
verseen  el  fallo  con  lenatorio  pronunciad j  por  el  Tribu. lal  1^ 
Savona,  en  que  Ferraro  fué  condenado  á  pagar  la  suma  recono- 
cida en  la  sentencia  por  la  casa  .J.  B.  Anselmo  v  compañía  v  con- 
juntamente la  sociedad  A.  F.  Fen-aro  y  compañía.     * 

Resultan  así,  en  definitiva,  condenadas  dos  s<>eiedades'  en  una 


á  las  reglas  de  conq>etonc¡a  trazadas  por  los  artículos  90  y  91  del 
Código  de  Procedimientos  de  Italia. 
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Si,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  ley  italiana,  procedieron  I03 
Tribunales  de  ese  país  en  manifiesta  pugna  con  los  principios 
que  reglan  su  poder  jurisdiccional,  el  agravio  que  resultaba  para 
los  demandados,  distrayéndolo  así  de  sus  jueces  naturales,  no  es 
menos  evidente,  porque  se  les  privó,  con  esa  irregularidad  origi- 
naria, de  todos  los  medios  y  recursos  de  «lefensa,  que  solo  poiían 
tener  en  el  lugar  de  su  constitución  y  en  el  asiento  de  sus  nego- 
cios, conforme  á  las  leyes  peruanas,  únicas  á  que  estaban  sujetos 
€\  causa  y  exjurisdictioiic,  ^ 

Por  el  contrario,  la  ley  del  Perú,  donde  se  pidió  la  ejecución 
de  la  sentencia,  establece  la  competencia  de  sus  Tribunales  para 
el  caso  juzgado,  según  lo  estatuyen  los  artículos  116  y  118  de  su 
Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  civil. 

Ciertamente  que  si  la  sentencia  del  Tribunal  Civil  de  Savoua, 
se  hubiera  ejecutado  en  otra  parte,  que  no  fuera  el  Perú,  éste  no 
habría  tenido  ni  el  poder  ni  interés  alguno  en  estorbarlo.  Pero  si 
la  ejecución  se  solicitó  ante  los  Tribunales  peruanos,  el  examen 
de  la  competencia  de  losjueces  sentenciadores  era  obligatoria  para 
deliberar  sobre  el  exequatiiTy  según  la  doctrina,  la  jurisprudencia 
universal  y  el  Tratado  mismo  con  Jtalia. 

Habría  bastado  que,  según  el  sistema  adoptado  por  las  leyes  [)€- 
ruanas,  fueran  incompetentes  los  Tribunales  de  Italia  para  cono- 
cer en  el  pleito  Anselmo-Ferraro,  aunque  el  demandado  no  hu- 
biese estado  sujeto  á  la  jurisdicción  del  Perú,  para  que  negase  rec- 
tamente la  ejecución:  pero  sucediendo  lo  contrario,  esto  es,  que  el 
demandado  depende  exclusivamente  de  la  potestad  de  los  jueces 
del  Perú,  éstos  no  podían  consentir  en  el  exequátur^  contra  su 
propia  autoridad  y  el  derecho  público  peruano,  en  cuanto  deter- 
minan la  jurisdicción  de  sus  Jueces  y  Tribunales. 

Conclusión  necesaria  de  lo  expuesto  es  que,  a  la  luz  de  los 
principios  y  de  los  antecedentes  invocados,  conforme  á  lo  estable- 
cido spbre  la  materia  por  los  Tribunales  do  Italia,  y  si  han  de 
observarse  las- reglas  de  interpretación  lógica  y  doctrinal,  el  artí- 
culo 18  del  Tratado  del  Perú  con  Italia,  de  1874,  en  cuanto  se 
refiere  al  examen  de  la  competencia  de  losjueces  cuya  sentencia 
se  trata  de  ejecutar  en  el  territorio  de  la  otra  parte,  no  i)Uede  en- 
tenderse ni  aplicarse  sino  en  el  sentido  de  que  la  jurisdición  del 
Tribunal  a  quo,  tiene  que  apreciarse  conforme  á  las  leyes  del  país 
en  que  el  exquaiur  se  demanda;  y,  en  todo  caso,  que  éste  podrá 
y  deberá  negarse  cuando  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  (^ue  impli- 
ca la  sentencia,  resulta  en  agravio  de  la  soberanía  territorial. 
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fjf\  L*  jaUMVoi'siu  >:'):i\'jti.lck  al  alto  fallo  arbitral  ilsl  Presiilente 
del  Tribunal  te<kral  holvrtico,  proviene  de  un  desacuerdo  entre 
parLiciiliU'os  <iu«.\  lii\<'}  al^iunos  años,  so  ventiló  ante  las  autorida- 
des judicialí^s  du  Itdii'i  y  el  IVrú.  En  aquella  ocusión,  se  suscií.» 
una  diveri^Hiria  de  oi»iuioní^.s  entre  ambos  Gobiernos,  respecta 
de  la  ina'5 pr<.*Uiiinn  que  debía  darse  á  una  clausula  del  Trata<l> 
de  Amistad  y  Conitivio  del  23  de  Diciembre  de  1874;  (I)  diver- 
gencia que  no  se  cr<  y<>  posible  resolver  de  otra  manera  que  pr 
unaibitiaje  iuttM nacional.  Con  tal  fin,  se  estipuló  el  compromi?' 
de  22  df  Noviembre  de  1000.  (2) 

El  (i  bicrno  del  Rey,  resuello  á  exponer,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 3  de  i-6Íii  (Jonveneión,  su  manera  <le  ver  la  cuestión  que  del  í 
resolverse,  cree  deber  abstenerse  de  toda  consideración  relativa 
al  asunto  que  lia  originado  la  controversia  actual,  y  so  limitará 
únicamente  á  la  caesiión  do  principio,  como  parece  conveniente, 
dado  el  carácter  y  los  términos  del  convenio  arbitral.  El  Gobier- 
jio  real  se  considera  obligado  á  ello  por  los  acuerdos  que  han 
acompañado  a  la  estipulación  del  22  de  Noviembre  de  1900,  ' 
fin  <le  que  la  solución  de  la  controversia  diplomática  no  pueb 
influir  en  nada  sobre  la  decisión  del  acuerdo  particular  que  !:v 
originó. 

El  primer  artículo  del  compromiso  plantea  la  cuestión  en  e-- 
tos  términos: 

« Si,  según  el  Tratado  del  23  de  Diciembre  de  1874,  entre   lu\ 
a  lia  y  el  Perú,  las  autoríilades  judiciales  respectivas  pueden  ne- 
sgar el  (xeqnatiir  a  las  sentencias  pronunciadas  por  una   autor: 
*dad  judicial,  competente  según  las  leyes  del  Estado  en   que   I 
<rS€nt4?ncia  ha  sido  pronunciada,  cuando  resulte  que,   según   la? 
« leyes  del  Estado  donde  el  exequátur  se  solicita,  las  autoridades 
«judiciales  de  este  mismo  Estado  serían  competentes  para  cono- 
«  cer  del  asunto.»  Esta  cuestión  trae  consigo   otra   más   general, 
que  podríamos  formular  así:  ¿acaso  la  competencia  de   las  auto- 
ridí\(les  que  han  pronuivciado  la  sentencia  que  lia  de   ejecubrse, 
debe,  según  el  artículo    18   del   Tratado   ítalo-peruano,  ser  cxa- 
mina«lo  cju  arreglo  á  las  leyes  del  país   donde    la   sentencia  lia 
sido  pronunciada,  ó  según  las  del  Estado  donde  la  ejecución  «lo- 
be  realizarse? 
El  Gobierno  del  Rey  se  reserva  el   exponer   á   su   tiempo   la« 


(1)  Véase  ese  Tratado  en  las  páginas  269  á  278. 
[2]  IMgiiia491 
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<;onsiderac¡ones  particulares  que  afectan  la  ctiesfeióu,  en  los  tér- 
mÍDos  en  que  fué  planteada  de  común  acuerde  con  kis  partes 
contratantes;  pero  jnxga  necesario  examinarla  primeramente  ba- 
jo este  punto  de  vista  mas  general,  para  el  desenvolvimienta  cla- 
ro y  completo  de  la  controversia. 

El  artículo  IS  del  Tratado,  que  detenuina  los  puntos  que  de 
be  examinar  el  Tribunal  que  entiende  de  una  demanda  de  exe- 
quatuT,  declara  que  este  Tribunal  examinará  primeramente:  (ísi 
la  sentencia  Im  sido  pronunciada  por  una  autoridad  judicial 
competente.»  La  cláusula  que  se  trata  de  interpretar  no  contie- 
ne, pues,  \ina  solución  explícita  de  la  controversia  de  derecho 
internacional,  largainente  debatida  al  respecto.  Los  unos  pien- 
san que  el  Tribunal  llamado  h  dar  fuerza  ejecutiva  á  una^  sen- 
tencia extranjera,  debe  examinar,  jfegiui  las  leyes  territoriales,  .si 
los  jueces  que  la  pronunciaron  eran  competentes  para  entender  d<3 
la  causa.  Esta  manen»  de  ver,  aunque  aceptada  por  algunos  es- 
critores }Mnagistrados  autorizados,  no  parece  compatible  con  los 
principios  sobre  que  se  basa,  en  general,  el  reglamento  de  las 
relaciones  judiciales  internacionales,  ni,  sobre  todo,  con  la  exis- 
tencia de  leyes  y  convenciones  tendentes  á  rí^conocer  alguna  efi- 
cacia á  las  sentencias  extran'eras.  No  hay  duda  que  las  leyes  de 
un  Estado  no  pueden  jamás  prescribir  á  las  autoridades  judicia- 
les de  otro  país  una  competencia  cualquiera,  y  que  estas  auto- 
ridades no  pueden  tomar  de  una  ley  extranjera  la  medida  y  lí- 
mites de  su  jurisdicción.  ¡La  doctrina  que  preceile  descansa,  sin 
embargo,  en  tale^  supuestos  lógicos! 

Además, 'todo  efecto  concedido  á  las  sentencias  extranjeras, 
bajo  cualquiera  condición  que  sea,  lleva  en  sí  cierta  inuitíacíón  de 
parte  del  Estado  de  la  soberanía  exclusiva  de  sus  leyes  y  Tribu- 
nales en  el  territorio  nacional,  en  favor  de  autoridadíes  extranje- 
ras que  ejercen,  según  leyes  distintas,  sus  facultadeís  jurisdiccio- 
nales. El  punto  de  partida  de  este  ejercicio  de  su  parte,  es  hi 
contestación  de  su  propia  competencia,  determinada  naturalmen- 
te, por  las  mismas  reglas  que  esas  autoridades  están  llamadas  á 
aplicar.  ¿Cómo  se  podría  conciliar  esta  abdicación  y  la  confianza 
que  la  justifica,  en  la  organización  judicial  extranjera,  con  esta 
reíwrva  que  subordinaría  á  las  disposiciones  de  las  leyes  territo- 
riales la  autoridad  de  la  sentencia  que  debe  ejecutarse,  en  cuan- 
to á  lo  que  constituye  la  condición  previa  de  la  sentencia? 


Estas  consideraciones  tienen  más  peso  aun,   cuando   la   ejecu- 
ción de  las  sentencias  extranjeras  y  sus  modalidades  eftáu   re- 
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gladas,  como  en  nuestro  caso,  por  un  Tratado  que,  por  su  natu- 
raleza, implica  una  disminución  convencional  recíproca  de  los 
derechos  de  soberanía  respectivos,  y  un  mayor  reconocimiento 
mutuo  de  las  leyes  y  actos  de  cada  una  de  las  partee  contratan- 
í^s,  para  la  mojor  r3glamentación  Je  las  relaciones  existentes  en- 
tre las  autoridad'35  y  entre  los  ciudad  in os  de  ambos  países. 

La  salvaguardia  de  la  S3b3ranía  y  de  las  leyes  territoriales,  en 
las  convenciones  de  este  género  (como  en  los  códigos  según  los 
cuales  más  á  menudo  se  rigen)  está  sancionada  por  la  costumbre 
en  la  cláusula  que  prescribe  al  juez  del  lugar  donde  se  pide  la 
ejecución,  el  deber  de  examinar  «si  la  sentencia  extranjera  no 
contiene  disposiciones  contrarias  al  orden  público  del  Estado  ó  á 
su  derecho  público»  (artículo  IS,  N?  4,  del  Tratado  ítalo-perua- 
no.) 

Esta  fórmula  concierne  evidentemente  á  lo  que  constituye  el 
objeto  inmediato  de  la  resolución  judicial;  ella  se  refiere  al  dere- 
cho material  declarado  por  la  sentencia  que  se  habría  de  ejecu- 
tar, aún  por  medios  coercitivos,  y  no  por  presuposiciones  forma- 
les; esta  fórmula  contiene  la  reserva  y  la  autoridad  del  derecho 
local  ante  la  sentencia  que  haya  de  ejecutarse. 

Los  otros  puntos  que  son  ordinariamente  materia  do  un  jui- 
cio de  deliberación  (números  1,  2  y  3  del  mismo  artículo)  sou 
una  especie  de  revisión  sumaria  de  la  sentencia  extranjera,  rela- 
tiva á  las  exigencias  fundamentales  de  todo  procedimienjto  regu- 
lar. 

El  magistrado  competente,  para  estatuir  sobre  una  demanda 
de  exequátur,  deberá  comprobar  únicamente  si  las  reglas  que  sir- 
ven de  norma  para  el  funcionamiento  legítimo  de  la  autoridad 
judicial,  han  sido  respetadas,  puesto  que  en  esto  se  basa  la  con- 
fianza de  la  verdad  y  justicia  del  acto  á  que  se  quiere  dar  fuerza 
coercitiva.  Y  como  según  las  leyes  de  procedimiento  en  vigoren 
el  lugar  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada,  os  que  debe 
examinarse  si  las  partes  han  estado  en  aptitud  de  hacer  valer 
sus  medios  de  defensa  ante  los  Tribunales;  si  han  sido  «citadas 
con  regularidad,  y  legalmente  representadas,  ó  legalmente  decla- 
radas contumaces»,  (artículo  18,  números  2  y  3;)  es  también,  se- 
gún las  mismas  leyes  que  deberá  inquirirse  si  la  sentencia  ema- 
na de  una  autoridad  que  tenía  legalmente  derecho  de  pronun- 
ciarla, («rsi ha  sido  dada  por  una  autoridad  judicial  compe- 
tente* u?  1.) 

Las  reglas  relativas  á  la  competencia,  como  todas  las  leyes  re- 
lativas al  procedimiento,  tienen,  es  verdad,  un  carácter  territo- 
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rial;  pero  esto  confirma  nuestra  tesis,  lejos  de  contradeciila,  por- 
que no  se  trata  de  aplicar  en  un  país  -as  reglas  en  vigor  en  otro, 
sino  de  verificar  la  aplicación  que  han  hecho  de  ella  las  autori- 
dades del  lugar  donde  están  en  vigor.  No  creemos  necesario  ha- 
cer largas  citas  de  jurisprudencia  y  de  doctrina,  en  apoyo  de  e^tos 
principios  que,  tv  nuestro  modo  de  ver,  contionen  la  solución  uvXs 
exacta  de  la  cuestión  que  debe  examinarse. 

El  Gobierno  del  Rey  no  ignora  que  se  ha  aceptado  opinión  di- 
ferente de  las  que  hemos  tratado  hasta  aquí.  Autores  de  grande 
reputación  piensan  que  es  conforme  á  las  leyes  del  lugar  donde 
el  juicio  se  ha  ventilado,  que  conviene  averiguar  si  la  autoridad 
que  ha  sentenciado  ha  sido  competente  para  entender  del  a.^un- 
to,  con  preferencia  á  las  demás  autoridades  del  mismo  país;  pero 
agregan,  que,  consideraciones  de  otra  naturaleza,  piovcnienlos 
de  los  principios  del  derecho  internacional,  deben  guiarnos  para 
examinar  si,  en  general,  U;s  autoridades  de  aquel  país  tienen  ju- 
risdicción en  el  caso  de  que  se  trata,  ó,  en  otros  términos,  si  con- 
vendría juzgar,  según  leyes  y  {Principios  diferente?,  de  la  compe- 
tencia interior  y  de  la  competencia  internacional. 

Este  memorávdum  revistiría  un  carácter  excesivamente  doctri- 
nal, si  nos  detuviésemos  á  discutir  detenidamente  este  sisten:a 
para  desarrollar  bien  todas  las  consideraciones  á  que  dá  lugar. 
Sin  perder  de  vista  los  términos  de  la  naturaleza  de  nuestra  con- 
troversia, nos  contentaremos  con  hacer  notar,  en  primer  lugar, 
que  las  disposiciones  del  artículo  18,  numero  1,  del  Tratado  ita- 
lo-peruano,  no  parece  que  se  prestan,  en  manera  alguna,  aseme- 
jante distinción  de  objetos  y  de  criterios  directivos,  en  lo  relativo 
al  primer  punto  en  que  el  juicio  de  deliberación  deba  fundarse: 
tal  "distinción,  por  lo  demás,  no  parece  ni  siquiera  compatil)!o 
con  las  leyes  «jue  rigen,  en  los  distintos  paíst  s,  la  competencia 
de  las  autoridades  judiciales.  No  siendo,  pues,  la  jurisdicción 
más  que  el  conjunto  de  diversas  competencias  de  todas  las  auto- 
ridades de  la  misma  especie,  nos  parece  imposible  separar  iin 
concepto  del  otro,  tratándose  del  arregló  de  los  cases  particula- 
res  que  han  dado  lugar  á  la  aplicación  correcta  de  estas  re- 
glas. 

Conviene,  en  segundo  lugar,  hacer  notar  que  estos  mismos 
principios,  según  los  cuales  el  Tribunal  que  entiende  de  una  de- 
manda de  exequátur  debe  pronunciar  su  sentencia,  deberían  ue- 
oesariamente  deducirse  (siempre  que  no  sean  formulados  por 
acuerdos  internacionales)  do  las  leyes  positiva?,  ó  del  sistema  ge- 
neral de  derecho,  ó  de  las  doctrinas  aceptadas  en  uno  ú  otro  de 
los  dos  Estados.  La  cuestión  se  presenta,  entonces,  en  términos 
idéntico's  á  aquellos  bajo  las  cuales  ya  la  hemos  planteado.  Ten- 
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dríamoa  que  inaUtir,  para  demostrar  Quevamente  qae»  aun  desde 
este  punta  de  vista,  deberá  ser  examinada  con  arreglo  á  los  priu* 
cipios  admitidos  en  el  lugar  donde  los  debates  se  desarrollan,  y 
no  Gocí  arreglo  á  los  admitidos  en  el  país  donde  la  ejecución  se 
pide.  Estos  principios  forman  igualmente  parte  integrante  de 
todo  el  sistema  de  r^las  con  ayuda  de  las  cuales  los  juece^^  de  la 
causa  debieron  primero  establecer  la  medida  de  su  propia  com- 
petencia en  el  caso  sometido  á  su  decisión;  con  ayuda  de  las  cua- 
les el  Tribunal  que  entiende  de  la  demanda  de  cxequatury  debe 
rá^  en  seguida,  comprobar  aquella  decisión  sobre  este  punto  pre- 
limkmr. 


Desde  otix)  punto  de  vista,  las  reglas  de  que  se  trata  tienen 
una  importancia  particular  para  nuestra  controversia.  Los  prin- 
cijMos  acatados  en  la  legislación  positiva  de  las  partes  contra- 
tantes, en  materia  de  derecho  jurídico  internacional,  puede  a«- 
viinos  de  guía  segura  para  averiguar  el  propósito  de  los  dos  €iO- 
biemos  relativamente  á  la  interpretación  que  debe  darse  á  la 
cláusula  formulada  en  eí  número  1  del  artículo  18.  Para  la  cla- 
ra inteligencia  de  esta  fórmula,  y  para  la  solución  de4a  cuestión 
que  es  el  teína  de  la  sentencia  arbitral,  no  es  demás  conocer  la 
manera  como  el  problema  ha  sido  considerado  y  resuelto,  natu- 
ralmente en  términos  mucho  más  generales,  por  las  leyes  italia- 
nas 6  peruanas. 

El  articulo  10  de  las  disposiciones  preliminares  de  nuestro  Có- 
digo Civil,  que  contienen  los  principios  de  derecho  internacional 
privado  en  vigor  en  el  Reino,  declara:  **la  competencia  y  las 
formas  de  los  procedimientos  están  regidos  por  la  ley  del  lugar 
de  la  sentencia.'*  Es,  pues,  la  sanción  positiva  del  principio  que 
hemos  sostenido  hasta  aquí.  Es  preciso  confesar  que  han  tratado 
algunas  veces  de  limitar  el  alcance  de  esta  disposición  según  el 
sistema  arriba  citado,  interpretando,  en  sentido  restrictivo,  la  ccmi- 
petencia  á  la  cual  la  ley  se  refiere;  han  tratado  de  considerar  co- 
mo excluida  la  jurisdicción  ó  competencia  internacional,. 9in 
hacer  caso  de  la  significación  lata  y  genérica  que  este  término 
habitualmente  tiene  en  nuestros  Códigos,  y  que,  en  este  caso,  le 
confieren  el  lugar  y  el  objeto  de  la  máxima  legislativa. 

Creemos  que  no  sería  difícil  demostrar  que  semejante  interpre- 
tación de  este  artículo  depende,  bien  sea  de  consideraciones  sis- 
temáticas y  de  preferencias  doctrinales,  poco  conformes  á  la  letra 
y  al  espíritu  de  nuestro  derecho  positivo,  ó  bien  de  la  preocupa- 
ción exagerada  de  lea  peligro»  q^  pudiesen  haber  corrido  (llega* 
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do  el  caso)  con  un  remedio  de  otro  género.  Haremos  presente, 
además,  que  la  interpretación  más  lata,  y  á  la  vez,  la  más  simple, 
ha  sido  acogida  y  sostenida  con  un  gran  acopio  de  argumentos 
ix)r  nuestros  autores  de  dereclio  judiciario  más  autorizados  (Ma- 
ttirolo,  Diriito  giadiziariOy  volumen  VI,  artículo  1,246  y  siguien- 
te), y  que  los  más  recientes  comentadores  de  nuestras  leyes  se 
han  adherido  á  su  doctrina.  Esta  es  la  interpretaeitSn  que  ha 
prevalecido  en  la  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales,  y  que 
ha  inspirado  la  apreciación  que  algunos  autores  extranjeros  han 
tenido  ocasión  de  hacer  del  sistema  que  aquí  seguimos  en  esta 
materia.  (CalvOj  Derecho  Internacional,  II,  página  370 — Moreau^ 
Effets  internationaux  des  jugementi»,  número  205.) 

Que  se  considere  como  casa  establecida,  que  siempre  que,  se- 
gún el  artículo  941,  número  1,  de  nuestro  Código  de  Procedí, 
nsientos  Civil,  las  Cortes  de  Apelación  del  Reino  tienen  que  cono- 
cer de  la  competencia  de  una  autoridad  judicial  extranjera,  su 
examen  debe  basarse  exclusivamente,  con  arreglo  al  artículo  10 
de  las  disposiciones  preliminares  del  Código  Civil,  sobre  las  leves 
del  lugar  donde  la  sentencia  en  cuestión  ha  sido  pronunciada. 

Esta  regla  no  podía  ser  ignorada  por  los  negociadores  italia- 
nos del  Tratado  de  1874,  cuando  formularon  este  artículo  18 
qtie,  al  establecer  el  objeto  del  juicio  de  deliberación,  reproduce 
casi  á  la  letra  las  disposiciones  de  nuestro  artículo  941.  No  ha 
debido  ser  ignorada  tampoco  de  los  negociadores  peruanos,  que 
han  debido  suponerse  dispuestos  á  aceptar  el  mismo  principio  en 
cuanto  á  la  interpretación  de  la  fórmula  de  que  se  trata:  nada 
en  todo  caso  podía  inducirlos  á  rechazarlo,  puesto  que  las  leyes, 
la  jurisj)rudencia  y  la  doctrina  de  su  país  no  les  ofrecían,  á  nues- 
tro entender,  otro  en  su  lugar. 

Los  documentos  relativos  á  la  estipulación  del  Tratado  no 
contienen  nada  que  se  refiera  expresamente  al  punto  en  cuestión; 
ninguna  huella  de  divergencia  de  opiniones  so  manifestó  al  res- 
pecto entre  los  dos  Gobiernos,  durante  el  curso  de  las  negociacio- 
nes diplomáticas.  No  hay,  por  consiguiente,  otro  medio  de  Te- 
constituir  el  propósito  de  las  partes  contratantes  sobre  el  particular, 
quepenetrase  de  su  modo  de  ver  respectivo,  tal  como  se  puede 
deducir  de  diversas  fuentes;  esto  es  justamente  lo  que  hemos 
tratado  de  hacer. 


En  resumen,  creemos  que,  según  el  artículo  18,  número  1  del 
Tratado  italo-peruano,  interpretado  según  las  rtglas  mas  raciona- 
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íf.í  de  derecho  y  según  los  propósitos  mas  probables  de  las  altas  par- 
tes contratantes^  el  Tribunal  que  entienda  de  una  demanda  de 
exequátur  debe  cerciorarse  de  la  competencia  de  los  jueces  cxtraii- 
jorop,  basándose  únicamente  en  las  leyes  dd  país  á  que  pertenecen j 
1,  acordará  la  ejecución  de  las  sentencias  (siempre  que  las  otras  con- 
diciones prescritas  en  los  números  2,  3,  cuatro  de  dicho  núme- 
ro ?e  hayan  cumplido)  si  halla  que  su  competencia  se  fundaba  en 
estas  leyes. 


La  cuestión  sería  así  resuelta. 

La  manera  como  ha  sido  formulada  en  el  primer  artículo  del 
compromiso  nos  induce,  sin  embargo,  á  entrar  en  otras  conside- 
raciones ultericres.  Supónese  que  se  trata,  á  la  vez,  de  un  asunto 
de  la  comi>etencia  de  las  autoridades  que  han  pronunciado  la 
sciitenXíia,  y  de  las  del  país  donde  la  ejecución  de  esta  sentencia 
se  pide,  según  las  leyes  del  Estado  al  que  unas  y  otras,  respecti- 
vamente, pertenecen.  ¿Podrá  la  jurisdicción  de  éstas  impedir  el 
reconocimiento  de  la  jurisdicción  de  aquellas  con  respecto  á  los 
eíoctos  del  artículo  18  del  Tratado  de  1874?  De  ninguna  mane- 
ra, según  nuestra  opinión,  por  la  razón  previa  de  que  no  hay 
que  tomar  en  consideración  las  leyes  en  vigor  en  el  país  donde 
la  t^¡e(!ución  va  á  efectuarse,  por  lo  que  respecta  á  la  comi>etencia 
del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia. 

Con  todo,  aun  aquellos  que  no  opinan  de  la  misma  manera, 
no  encontrarán,  en  el  caso  de  que  se  trata,  motivos  suficientes 
para  justificar  la  negativa  del  exequátur, 

Vn  motivo  plausible  para  la  negativa  no  podría,  en  electo, 
fundarse  sino  en  la  incompatibilidad  existente  entre  la  jurisdic- 
cinn  ejercida  por  las  autoridades  extranjeras,  y  las  reglas  en  vi- 
gor, en  materia  de  competencia,  en  el  país  de  la  ejecución.  Esta 
ir  compatibilidad  debería,  á  su  vez,  resultar,  6  de  la  atribución 
de  una  competencia  exclusiva  á  las  autoridades  judiciales  nacio- 
nales relativamente  á  la  causa,  ó  de  que  las  circunstancias  y  las 
reglas,  según  las  cuales  los  jueces  extranjeros  han  establecido  su 
jurisdicción  en  la  materia,  no  responden  á  ninguna  de  las  reglas 
seguidas  en  el  otro  país  en  materia  de  competencia. 

En  ambos  casos,  sería  cuestión  de  hacer  un  examen  puramen- 
te iicffativoy  fundándose  en  las  leyes  nacionales  respecto  de  la 
competencia  de  las  autoridades  extranjeras.  Citaremos  en  apoyo 
de  esto  el  párrafo  G61  del  Código  de  Procedimientos  Civil  ale- 
mán que  contiene^la  sanción  legislativa  más  remarcable  del  prin- 
c  ipio  que  hemos  rechazado:  se^n  este  artículo,  se  negará   toda 


—  528  — 

fuerza  ejecutiva  á  las  sentencias  extranjeras. 

o 3?  si,  según  las  leyes  del  Tribunal  alemán  que  debe 

decidir  la  ejecución,  las  autoridades  judiciales  del  Estado  de  que 
depende  el  Tribunal  que  ha  sentenciado  no  eran  competentes.» 

Claro  es  que  esta  condición  (tachada  por  von  Bar,  Theorie 
und  Praxis  des  internationales  Privatrechts,  vol.  II,  página  426, 
N,  31,  á  causa  de  la  influencia  que  ella  concede,  y  que  61  recha- 
za, á  la  ley  del  lugar  do  ejecución)  difiere  en  la  esencia  de  Ja 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromiso:  «si  con  arreglo 
á  las  leyes  del  Estado  donde  el  exeqitatur  ha  sido  pedido,  las  aii- 
antoridades  judiciales  de  este  mismo  Estado  eniu  competentes 
oara  entender  del  asunto.» 

Para  que  las  condiciones  de  que  acabamos  de  liabJar  se  cum- 
plan en  el  presente  caso,  sería  necesario   que  la  competencia  de 
las  autoridades  locales  sea  siempre  incompatible  con  la  de  las  au- 
toridades extranjeras,  es  decir,   que  tuviese  siemi)re,  por  disposi- 
ción expresa  ó  implícita  de  la  ley,  un  carácter  exclusivo  absoluto. 
Una  disposición  de  esta  clase,  aunque  desconocida  del  Código  de 
Procedimientos  Civil  del  Reino,  desconocida  igunlmente  (así  lo  su- 
ponemos) del  Código  peruano,  estaría  en  opoiición  con  los  princi- 
pioi  eltmentalcs  que  reglamentan  las  competencias  judicialeí^,  ya 
sea  en  las  relaciones  interiores  del  Estado,  ya  sea  en  las  internacio- 
nales. Basta  tener  presente  las  reglas  que  se  refieren  á  las  leyes,  á 
la  jurisprudencia  y  á  la  doctrina  de  cada  país;  la  pluralidad  de  las 
jurisdicciones,  y  la  variedad  de  las  competencias  sobre  uu  mismo 
punto;  el  concurso  de  las  acciones;  la  prevención,  la  excepción  de 
litispendencia,  y  las  controversias  que  todas  estas  materias  susci- 
tan en  el  derecho  judicial  internacional.    Una  disposición  seme- 
jante estaría,  eobre  todo,  en  contradicción   con   la   existencia  de 
un  acuerdo  que,  al  conceder  en  ciertos  casos  fuerza  ejecutiva  en 
el  territorio  de  un  país,  á  las  sentencias  pronunciadas  por  auto- 
ridades extranjeras,  supone,  hasta  cierto  punto,  el  reconocimiento 
solemne  de  su  jurisdicción  conjuntamente  con  la  de  las  autorida- 
des nacionales.    El  valor  del   Tratado  sufriría  un  grave  menos- 
cabo,   y   sus  disposiciones   se  desviarían  de  su  i>ropósiio  si  tal 
reconocimiento  hubiese  de  ser  subordinado,    práe ticamente,  no  é 
la  verificación  positiva  de  h\  competencia  del  juez   extranjero, 
sino  á  la  verificación  negativa  do  la  competencia  Je  los  jueces  lo- 
cales. 


¿Subsiste  quizás,  este  carácter  exclusivo,  en  el  caso  particular 
sobre  que  recae  la  sentencia  de  que  se  trata?  He  ahí  una  nuev  a 
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liipótesis  quo  exigiría  una  determinación  especial,  distinta  de  la 
cr.estión  materia  de  la  actual  divergencia.  No  podríamos  prepo- 
nerla y  discutirla  sin  salir  de  los  límites  que  las  altas  partes  han 
liiado  de  antemano  á  la  deci€¡ón  arbitral.  No  tei^drfamos  difi- 
cultad [)ara  llevar  la  discusión  ti  ese  terreno;  }>ero  eson«5  obliga- 
ría á  liablar  del  asunto  que  ha  provocado  la  controver.^ia  diplu- 
liiáti'  a,  de  lo  que  debemos  abstenernos  como  lo  liemos  declarado 
d(*=^c  el  principio. 

Pur  los  mismos  motivos,  no  creemos  tíimi>oeo  del>er  preocupa-r- 
lios  do  otra  hipótesis  posible,  á  saber:  que  la  comi>et^neia  de  las 
autoridades  extranjeras  descansen  sobre  tales  reglas  que,  «egím 
los  principios  en  vigor  en  el  lugar  de  ejecución,  no  puedan  me- 
recer, aun  cuando  sean  admitidas  en  algunos  cas(»s  por  las  leyee 
Vocales,  una  autoridad  v  un  líeconocimient»  extraterritoriales. 
Un  motivo  de  esta  clase  ha  inducido  á'h'S  Tribunales  de  Apela- 
ción del  Reino  á  declarar  no  admisibles,  á  pesar  de  losconvenitíS 
existentes  entre  Italia  y  la  Francia,  las  sc-nteiicias  pronunckáa* 
por  juecc.s  franceses,  en  virtud  del  artículo  14  del  Código  Na{>o- 
león.  Sin  detenernos  más  en  este  punto,  l>aBta  hacer  notar  aquí 
que  aun  esta  hipótesis  difiere  esencialmente  de  la  que  lia  sido 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromisso:  la  coineidéncÍA 
eventual  de  una  y  otra  no  podría  ser  afirmada  ó  negada,  sin  el 
examen  de  circunstancias  especiales,  com¡»lotamente  extrañas  al 
ol)j(4o  (le  la  sentencia  arbitral. 


Los  términos  de  la  cue5?lión  no  justifican,  pues,  una  ^solución 
distinta  de  la  reclamada,  según  nuestra  oj>inión,  por  los  princi- 
l)ius  arriba  relacionados;  v  aun  cuando  i.ubiese  de  tomarse  en 
consideración  las  leyes  en  vi<^^or  en  el  país  donde  el  creqaaturh^ 
sitio  pedido,  íi  íin  de  verificar  la  comi)etLiic¡a  de  las  autoridades 
que  lian  pronunciado  la  sentencia,  no  ha.itarh  jurra  rechazar  la 
(U-manda,  demostrar  que  ¡as  auloridadíS  de  Me  pmi<  habriav  ieiiido 
I  <T  Jaculo  id  de  conocer  de  la  cavsa. 

Claro  es  (|ue  la  cuestión  sería  muy  dilerenle  si  esas  autorida- 
des hulíieseii  ejercido  ya  ku  juiisdiccióii.  ó  hubiesen  sido  simple- 
mente llani-idas  (\  ejercerla  en  el  mismo  difurendo,  antes  que  so 
les  hubiese  pedido  (¡ue  diesen  fuerza  ejecutiva  á  la  sentencia  ex- 
tranjera. Kn  nuestro  caso,  esta  sentencia  y  la  demanda  de  ext- 
i^iatiir  se  encuentra  frente  á  la  siinple  j)osibilidad  de  una  senten- 
cia análoga,  la  (ual  nadie  ha  solicitado.  Trátase  de  una  especie 
de  prevención  ejercida  (en  las  formas  regulares  de  procedimien- 
to establecidas  en  el  luo[ar  donde  la  sentencia  ha  sido  pronuDcia 
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da)  por  las  autoridades  judiciales  de  un  país  respecto  de  las  au- 
toridades del  otro/  Nada  hay,  pues,  de  extraño,  en  que  Jas  cir- 
cunstancias de  hecho  diversas  y  complejas  que  f)ueden  cous'i- 
tuir  los  elementos  de  una  relación  jurídica,  se  realicen  en  el  te- 
rritorio de  distintos  Estados,  y  produzcan  en  cada  uno  do  ellos 
la  jurisdicción  do  las  magistraturas  locales  respecto  de  la  misma 
relación.  Esto  es  precisamente  lo  que  nuestra  cuestión  presupo- 
ne. El  pleno  efecto  que  el  ejercicio  legítimo  de  la  jurisdicción  de 
un  Tribunal  obtendría  en  circunstancias  análogas,  on  el  territo- 
rio de  un  país,  según  los  jmncipios  de  derecho  judicial  nacional; 
ese  pleno  efecto  le'  pertenecerá  normalmente,  según  los  princi- 
pios de  derecho  internacional,  en  Jas  relaciones  entre  diferentes 
países;  con  tal  que  cierta  unión  y  solidaridad  jurídica  subsista 
entre  las  Estados  de  que  se  trata  y  (¿ue  no  se  ujoiigan  á  ello  por 
circunstancias  particula  es,  limitando,  en  ciertos  casos,  la  exten- 
sión de    esa  comunión  jurídica  internacional. 

El  artículo  18  del  Tratado  ítalo-peruano  de  1874  declara  que 
las  sentencias  y  decretos  en  materia  civil  y  comercial  dada  por 
los  Tribunales  de  una  de  las  partos  coutratantes ten- 
drán ...  ..  en  el  otro  Estado,  /a  misma  fuerza  (¡ne  lus  dadas  por 
los  Tribunales  locaUf^y  y  producirán  los  ■m¡,smo8  efectos  hipoteca- 
rios  » 

Una  perfecta  igualdad  de  ideas  reina,  pue.*5,  en  general,  en  las 
sentencias  proimnciadas  por  los  Tribunales  de  ambos  países  en 
sus  respectivos  territorios.  La  aplicación  concreta  de  este  princi- 
pio está  subordinada,  según  las  reglas  y  los  usos  del  Derecho  de 
Gentes,  á  la  existencia  de  ciertas  condiciones  que  deben  compro- 
Lar  las  autoridades  del  país  donde  ha  de  tener  lugar  la  ejecu- 
ción: éstas  no  tienen  más  que  hacer,  que  cerciorarse  si  algún  im- 
}>«í]imento  se  opone,  bajo  ciertas  circunstancias,  á  la  autoridad 
«Je  la  sentencia  sometida  previamente  á  su  examen;  si  no  resul- 
ta claramente  que  semejaiite  oh.stáculo  sul)sistc,  no  les  <iueda 
masque  aplicar  la  regla  general  al  caso  J)arti^ular  de  que  s© 
trata. 

liemos  procurado  <]c!no>trar  (¡uc  los  términos  de  la  cuestión 
formulada  en  el  primer  artículo  del  compromiso  de  22  de  No- 
viembre de  lí>00,  no  contienen  ningún  impedimento  de  este  gé- 
nero. El  Tribunal  que  entiende  de  una  demanda  de  exequátur, 
con  arreglo  al  artículo  18  del  Tratado  de  1874,  faltará,  «egún 
nuestra  oj)inión,  á  la  aplicación  riguro.sa  de  estas  reglas,  al  re- 
chazar la  demanda  iK)r  un  motivo  tal  como  el  indicado  en  la 
cuestión  que  motiva  el  juicio  arbit'al. 


—  526  — 


Tn^c?  son  las  coüsideniciones  que  el  Gobierno  del  Rey  tiene  el 

lio'^or  íTo  someter  a  la  íílta  apreciación  del  arbitro. 


REPLICA  DKL  GOBIERNO    ITALIANO. 

Habiendo  leído  el  memorial  pre?entado  por  el  Gobierno^  pe- 
ruano, sobre  la  cuestión  que  ha  suscitado  el  compromiso  arbitral 
fie  22  de  Noviembre  de  1900;  (I)  el  Gobierno  del  Rey  tiene  el  ht- 
nor  de  someter  al  examen  del  arbitro  (con  arreglo  al  artículo  3 
de  e»te  convenio)  (2)  las  observaciones  siguientes.  Refiriéndose,  ade- 
más, á  las  consideraciones  expuestas  en  su  memorándum,  (3)ea 
cuanto  á  su  manera  de  ju/i^ar  el  fondo  mismo  de  la  cuestión,  no 
•8  hoy  otro  su  íin,  que  refalar  las  consideraciones  desarrolladaí 
por  la  parte  contraria  en  apoyo  de  su  tesis. 


El  (íobierno  Jel  Kcy  era  de  opinión  que  las  circunstancias  es- 
peciales del  asunto,  que  son  las  (pie  han  producido  la  actual  dis- 
cusión, habían  podido  quedar  excluidas  del  arbitraje.  Más,  puesto 
que  el  Gobierno  i>eruano  ha  creído  conveniente  ocufuirse  de  h 
nuiteria,  no  tiene  ningún  motivo  para  no  seguirlo  en  ese  terreno, 
y  rgrrga,  en  cuaiítoá  esto,  algunos  datos,  á  fin  deque  la  cuestión 
aparezca  claramente,  aún  mirada  bajo  este  punto  de  vista. 

El  cK'dito  de  k>s  hermanos  Anselmo,  reconocido  por  una  sen- 
tencia arbitral  fpie  el  Tribunal  de  Savona  y  el  de  Apelacioncsde 
(Jénova  declararon  ejecutoria  en  1896,  proviene,  como  se  mani- 
fiesta en  el  memorial  peruano,  de  una  cuenta  corriente  abierta 
[lor  el  finado  Constantino  Anselmo,  piopietario  en  Savona,  á  favor 
de  la  razón  social  Anselmo  y  C*,  formada  por  su  hijo  Juan  Bau- 
*^tH,  con  el  señor  A<ni:^tín  Ferraro,  en  Lima.  La  nueva  razón 
s.).'ial,  A.  Ferraro  y  C^  so  hizo  cargo  de  todas  las  obligaciones  de 
la  sociedad;  los  sucesores  del  señor  Constantino  Anselmo  se  pre- 
sentaron en  juicio,  á  eficto  de  hacer  efectivo  aquel  antiguo  créJi* 
to;  asimismo,  su  hermano  Juan  Bautista,  coheredero  del  finado, 
y  el  s<^ñor  Ferraro,  í^^eo  en  su  nombre,  como  antiguo  miembi*o<l<' 
la  sociedad  disuelta,  sea  en  nombre  de  la  razón  social  subrogada 
«n  sus  obligaciones  y  derechos,  de  los  que  él  era  titular  y  repre- 


[1]  Páginas  498  á  515. 

12]  Página  491. 

[3]  Páginas  516  á' 526 
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sentante.  El  Tribunal  de  Savonn,  nnte  el  cual  ^^  '"'«^^  J^^^^^^; 
rechazóla  excepción  de  incompeloncm  ac  iicda  Por  «s  de^ianrta 
dos.  basándose-  en  cuanto  al  señor  Anselmo,  en  5»«  f;*;/¿«7^ 
conservado  su  domicilio  en  su  jais  de  ^/'S^/^^"  "f  "^^/^ieo  de 
Ferraro.en  la  conexi.\.d  de  la  den^anda  (art.  '^^  f  ^  f  ^^''f^;,^ 
Enjuiciamientos  Civil  del  Keino),  y  su  -ro  e  hecho  de  hallar  e 
en  el  lleinoenel  momento  de  su  ci*ac;o,^^fart,  ^'f*  '•  ^^  ?);,;"  7'J'\ 
to  al  uno  V  ni  otro,  en  la  regla  sancionada  por  el  «r turulo  9  de 
misn.o  Código,  que  permite  al  demanda,>te  "f  "T /J'  ^  2'  la 
nmteria  personal  v  mobiliavia,  aute  el  jue/.  del  lugar  donde  la 
obligación  tuvo  su  origen,  ó  donde  debe  cumplirse 

El  Tribunal  uo  creyó  necesario  exanunar  el  ^^  '^;^tei  de  as  dos 
sociedades  Anselmo  Ferraro,  ni  su  colKK•^.n  jurídica  con  lespec 
to  H  la--  Icvcí  del  Reino,   crmo   el    Tribunal   de  Apelaciones  (  v 
lima  en  sí  seníncia  de  O  de  Agosto  de  1 897,  (1 )  y  el  veprcsen^nte 
peruano  (,.ág.  27  de  su  memorial)  creyeron  <leber  l^a^^  ';•  J^;;^¿: 
Ll  Tribunal  asegurarse  rpie  la  cuenta  cuyo  f 'd,^^''-^.   :5¿'^"7 
había  sido  abierta  en  Savona;  que  los  adelantos  de  dniero    >    1 
lemcsa  de  mercaderías  que  justificaban  la  'J«'"«"<;«\  J,"  JXZ 
ofectuadtí  en  Italia.    Los  demandados  no  parecen  habei  contesta 
do  jamás  estas  circunstancias  de  hecho. 

Ho  aquí  ahora  las  objeciones  contenidas  al   >-^^^^^;^^^,  " '^"^  "'í. 
moríal  peruano.  Declara  primeramente  (P^g:,2b),  que  los  com 
promisos  de  que  se  trata  no  podían  ser  aceptados  po    a  soc-iedad 
demandada,  sino  en  su  domicilio  en  Lima,   «'^i  lando. e    según 
pareee,  de  las  circunstancias  aludidas,  ««\  ^'f^"^«.  ^  V  .on  Se - 
derecho  que  se  refieren  al  bi.^.r  de  las  ^'^'  '^r:V^"^^"""''  '  * 'f;; 
cree  robustecer  su  tesis  agregando  que  es  ell  .ibumd   el    q  u.  la 
constituido  ¡a  obligación  por  su  sentencia  de  l''*!"';'"*-''^"^;-     ; 
.uenta  (!o  (jaie  parece  desconocer,  déla  manera   "^^^^f.  f"*^' ,  ' 
papel  cpie  desempeñan  ka  autoridades  judiciales  y   el     'l'jet'^^^ 
'u-'  fal:' ..:j     En  fin,  el  Tribunal  de  Savona  había  <^^^l"^^«^^^:^,^i:: 
según  los  documentos  ¡.resentados,  el  pago  de  las  ^"'"«^  e  i     \^.; 
tión  debió  haberse  verificado  igualmente  en  Italia,  en  ^^^]^^'ll' 
lio  del  acreedor.     La  Corte  de  Apelaciones  y-eruana  no  admite 

'"^rodría  discutirse  si  las  autoridades  J^^Ji^^Vl-^^.^l"^  ^^'fj"'^^" 
.le  una  demanda  de  exequátur,  con  arreglo  a  las  fl»sposiciones  de 
un  Tratado  que  prohibe  toda  revisión  del  fondo  mismo  del  pío- 
ceso,  puedan  soiaeter  á  su  examen  los  antecedentes  y  las  circuns- 
tancias del  asunto,  en  lugar  de  controlar  simi.lemente  las  deci- 
siones del  Tribunal  extranjero,  en  lo  concerniente  íi  su  c-ompo- 
tencia  y  á  las  formas  elementales  del    procedimiento  basadas  en 


[1]  Página  44':<. 
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les  hechos  comprobados  i>or  ese  Tribunal.  Escritores  autorizadu?, 
tales  corao  Fiore  (Effetti  internazionali  dello  sentenze  o  degli 
atti.  vol  I,  pág.  149),  y  Lamniasch  (v.  Ilandbuch  des  Yolkse- 
rrechte  de  Holtzeiulorff,  vol  III,  í  102)  han  emitido  su  opinión 
sobre  este  particular,  de  una  manera  completamentó  nega- 
tiva. 

Toda  discusión  ulterior  sobre  el  }>articular,  ya  sea  bajo  el  punt') 
de  vieta  de  las  reglas  jurídicas  que  deban  observarse,  ya  bajo  e! 
de  las  circuniíanvias  concretasen  liti^^Mo,  nos  parece,  además,  en- 
teramente inútil:  presuponiendo,  t^n  IfrcLO,  la  cuestión  soo'etida 
al  juicio  arbitral,  que  la  sentencia  cuya  ejecución  se  persigue  ha- 
ya sido  pronunciada  por  las  autoridades  ''competentes"  con  arre- 
glo á  las  leye«  del  Estado  donde  se  ha  jíronunoiado  la  sentencia. 
Sólo  agr«garemo:5  que  el  Ministerio  j)úblico  del  Tribunal  Superior 
de  Lima,  en  sus  considerandos  del  7  de  Julio  de  1897,  emitió  su 
opinión  fHVoi'al)le  en  cuanto  á  la  concesión  del  cyicqucíury  con  re*?- 
pecto  al  señor  Ferraro,  como  deudor  personal;  sin  embargo,  la 
Coríü  rechazó,  algunas  semanas  despuv's.  la  demanda. 


Ko  creemos  igualmente  inútil  detenernos  en  lás  consideracio- 
nes generales  aducidas  en  el  *íe¡4undo  capítulo  del  memorial  pe- 
ruano (pág.  5-8),  sobre  los  j)rinv;ipios  de  derecho  que  rigen  Ui 
ejecución  de  las  sentenciasen  un  territoii*/  extranjero. 

Los  razonamientos  contenidos  en  eso  nuinorial  que  njás  direc- 
tamente se  reñeren  á  la  cuestión  actual,  pueden  reducirse,  según 
nos  parece  á  estos  puntos  esenciales: 

1)  quo  el  fallo  de  las  auí jri.lalcM  locales  encargada?, 'le 
examinar  si  la  senteucia  cu  va  ejeoueióji  >:c  ]>ers:5íae  ha  si'lo 
pronunciada  por  un  Tribuual  coinpetentv»,  d(  be  tener  exclu- 
sivaijicute  por  objeto  \a  juris ÜC'.iñn,  es  decir,  la  competencia  in- 
ternacional de  los  Tribunales  cxtranjen  s:  e^tas  autoridades  ito 
teniíían  ningún  interés  en  examinar  la  ufanera  cómo  esta  juriv 
dicción  está  dividida  {«or  las  leyes  territoriales,  entre  las  autori- 
dades del  paí«,  así  como  la  manera  cómo  estas  leyes  han  siilo 
aplicadas  i>or  el  Tribunal  en  cuestión; 

2)  íjue  el  examen  de  la  competencia  internacional  es,  al  con- 
trario, exigido  por  los  principios  del  derecho  natural  y  del  posi- 
tivo en  pro  de  la  soberania  nacional,  que  i>odría  sufrir  menosca- 
bo por  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  un  asunto  Je 
la  incumbencia  do  las  autoriílades  judiciales  territoriales  según 
las  leyes  á  que  obedecen;  es,  por  consiguiente,  con  arreglo  á  I«s 
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leyes  del  país  donde  la  ejecución  se  pide,    que   el   examen  debe 
efictuarse; 

3)  aunque  el  artículo  18  del  Tratado  entre  Italia  y  el  Pera  no 
coutiene  ninguna  declaración  expresa  sobre  el  particular,  el  pro- 
pósito de  las  altas  partes  contratantes  resulta  claramente  ou  tal 
sentido,  de  las  leyes,  de  los  actos,  y  do  la  jurisprudencia  de  los 
líos  Estados;  el  memorial  peruano  cita  en  apoyo,  por  una  imrtt^  el 
texto  de  una  convención  estipulada  en  1889,  eniro  el  Perú  y  va- 
;io3  Estados  de  la  América  latina;  por  otra  parto,  van.  ^  st  uten- 
cias  de  Cortes  de  Apelación  italianas,  así  como  las  d  -  *  siciones 
legislativas  y  la  jurisprudencia  do  oíros  países  de  Eup'p  i; 

4)  La  cuestión  Anselmo-Ferraro,  era,  según  las  1  ^h  ]H!rua- 
iias,  exclusivamente  de  la  com}>etoneia  de  las  autorid' 1'  s  judi- 
ciales de  Lima,  puesto  que  las  dos  sociedades  respon.shiio  'Vi  los 
compromisos  de  que  se  trata,  tenían  su  asiento  legal  ( ¡i  (^  i  fiu- 
<lad;  la  sentencia  pronunciada  en  su  contra  por  un  '.'íiiiual 
italiano  no  podía,  por  consiguiente,  según  las  consi  ic  a<  ñ>aes 
aludidas,  tener  ningún  efecto  en  el  territorio  peruano. 


Las  consideraciones  que  acabamos  de  aducir  en  resiunen,  (V)n- 
tienen,  según  nuestro  modo  de  ver,  una  limitación  arbitraria  del 
objeLoí^sobre  el  cual  debe  recaer  el  juicio  de  deliberación,  según 
el  primer  número  del  artículo  18  del  Tratado  ítalo-peruano, 
y  las  disposiciones  análogas  de  las  leyes  y  de  los  acuerdos  vigen- 
tes entre  la  tíiayor  parte  de  los  Estados.  La  competencia  <le  los 
jueces  es  seguramente  una  de  las  condiciones  esenciales  de  toda 
buena  sentencia;  asi  como  la  aplicación  exacta  de  las  n^^l:is  par- 
tin*ntes  á  la  partición  y  los- limites  de  las  distintas  comp't'^MKMas 
judiciales,  es  la  suprema  garantía  de  toda  buena  juslioia.  Por 
consiguiente,  si  una  sentencia  no  puede  tener  efecto  en  el  extran- 
jero (según  los  principios  de  Derecho  Internacional  actual)  vsin 
que  las  autoridades  del  país  donde  ese  efecto  debe  verificarse  ha- 
yan c improbado  la  existencia  de  estas  condiciones  y  garantías, 
resulta  necesariamente  que  deben  examinar,  ante  todo,  si  las  re- 
referidas  reglas  han  sido  exactamente  aplicadas,  la  mane- 
ra cómo  el  Tribunal  extranjero  puede  haber  aplicado  las  leyes 
da  su  país  al  respecto  no  es  del  todo  "indiferente''  para  las  auto- 
ridades del  otro,  puesto  que  de  eso  es  que  depende  la  legalidad 
del  proceso.  El  "título  oficial  de  los  juects'*  que  ejercen  con  re- 
jfularidaíl  sus  poderes  no  está,  indudablemente,  sujeto  á  revisión 
de  su  parte  (página  10  del  memorial  peruano);  aquellas   deben, 
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sin  embargo,  asegurarse,  ante  todo,  (según  la  enseñanza  elemen- 
tal do  la  doctrina)  si  la  sentencia  en  cuestión  emana  efectiva- 
mente de  una  autoridad  investida  de  poderes  judiciales  conforme 
{\  las  leyes  constitucionales  del  país  donde  lia  sido  pronunciada; 
deben  comprobar,  en  seguida,  si  esa  autoridad  era  verdadera- 
mente competente,  según  la  organización  judicial  local,  para  avo- 
oar>e  el  litis  en  cuestión.  (Cour  d'ai)pel  de  París,  22  de  Abril  de 
1870,  Dalloz,  1872,  II,  15, —  Vincent  ct  Penaud,  Dictionaire  de 
(ie  droit  international  privé:  jugement  étranger,  núm.   164.) 

El  alcance  de  este  examen  no  está  absolutamente  limitado  al 
i(%imen  territorial  de  la  competencia.  La  distinción  entre  la 
juris«lifx-ión  civil  y  la  comercial  ba  sido  muchas  veces  materia 
(io  controversias  durante  el  curso  de  un  juicio  de  deliberación; 
muy  graves  dificultades  podrían  igualmente  suscitarse  respecto 
de  la  jurisdicción  administrativa  y  de  las  jurisdicciones  especia- 
les existentt'S  en  los  distintos  Estados.  La  regla  sancionada  en 
el  primer  número  del  artículo  18  está,  pues,  lejos  de  ser  ^'inútil" 
ó  *'sin  sentido"  ([>agina  10  del  memorial);  aun  respecto  de  la 
competencia  interna  del  Tribunal  extranjero,  y  según  las  leyes 
de  8U  país,  las  únicas  que  tendría  éste  el  derecho  y  el  deber  de 
aj)licar  en  el  presente  caso. 

Este  examen  agota  al  contrario,  á  nuestro  juicio,  la  tarea  de 
las  autoridades  que  entienden  de  una  demanda  de  exé^ua^ur,  por 
1  )  que  respecta  a  la  compet^^ncia  del  Tribunal  que  ha  pronun- 
( iado  la  sentencia;  toda  limitación  ó  distinción,  en  cuanto  al  al- 
cance y  carácter  del  exainen,  sería  sin  valor  mientras  que  aque- 
llas no  lean  a<loptada^  expresamente  por  ley  ó  formuladas  p')r 
acuerdos  internacionales. 

No  liemos  debatido  en  nuestro  mcmorandam  que  una  distin- 
ción y  una  limilación  de  e-te  géi-ero  lian  sido  sostenidas  por  es- 
(  riíores  de  gran  reputación,  bajo  el  punto  de  vi.<ta,  bob]v  todo, 
(b*  la  íloctrina  del  Derecho  Civil  Internacional;  vamos  a  ver  que 
han  si^lo  efc'CÍivami'Mite  aceptados  j)or  algunos  Estados  en  sus  re- 
laciones mutuas.  Pero  no  hay  necesidad  hoy  de  exponer  opi- 
niones abstractas  sobre  el  particular:  basta  comproWr  en  pro  de 
lí4  cuestión  actual  (como  va  lo  hemos  bcf^ho  en  nuestro  memo- 
rnn(hun),  que  I  ajo  el  punto  de  vista  de  la  legislación  positiva, 
así  como  de  las  rehiciones  internacionales  de  la  mayor  paite  de 
los  países,  esta  distinción  no  es  dA  caso.  «Fundada  en  la  teoría, 
desaparece  en  la  practlcav  (Norsa,  en  la  Revue  dtj  Droit  Int.  et 
de  Leg.  compara'- ^  1876,  p.  ü  12):  no  sería,  según  la  expresión 
m¿is  enérgica  de  otro  escritor,  «ni  exacta  bajo  el  punto  de  vista 
teórico,  ni  admisible  mirada  prácticamente»  (Journal  du  Dr. 
Int.  Privé,  188 J,  p.  539.) 
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Aquello  sería,  sin  embargo,  según  el  Ropresentanle  periianr», 
e\  punto  de  partída  y  la  base  de  la  salvaguardia  de  los  intere- 
ses de  la  soberanía  nacional  respecto  de  las  sentencias  extranjc- 
ras! 

Veamos  ahora  de  qué  manera  hallan  estos  intereses  su  salva- 
guardia en  las  prescripciones  del  artículo  18  del  -Tratado  de 
1874.  Pero,  ante  todo,  responderemos  á  las  afirmaciones  de  la 
contraria  sobre  el  modo  como  estas  controveVsias  h¿iíi  sido  consi- 
deradas por  la  doctrina,  así  como  por  la  Jurisprudencia  del 
Reino. 


Estas  afirmaciones  nos  parecen   enteramente   inexacta?.    Nos 
sobraría  material,  si  se  tratase  de  probar  con  alegaciones  de   Ju- 
risprudencia de  doctrina,  que  la  competencia  de  los  Tribnnales 
extranjeros  debe  ser  examinada,  por  regla  general,  con  arreglo  4 
las  leyes  del  país  á  que  pertenecen  esos  Tribunales;  que,  en  otros 
término?,  es  preciso  comprobar  ante  todo  wsi  la  sentencia  emana 
de  Jueces  competentes,  con  arreglo  á  la  lex  fori.^    Esto  e?,  según 
Weiss  (Manual  de  Droit  Int.  Prive,  1899,   p.    638),    uno   do  los 
puntos  «en  los  cuales  no  es  posible  que    haya   parecer   distinto.» 
Entre  nuestros  escritores  de  Derecho  Judicial   citaremos   a   Gar- 
zinlo  (Tratato  di  Procedura  Civlle,  V.  II.   p.    851),    Borsari   (Co- 
mentario al  Codici  di  Proce.  Civ.,  art.  911),  Mattirolo  (citado  ya 
en  nuestro  memrñ'andum),  Cuzzeri  (Comentario,  etc.  941,  n.    10), 
Pateri  (Pncedimenti  speciali,  p.  568),  todos  los  cuales,  sin  excep- 
ción alguna,  son  de  este  modo  de  ver;  el   cual    ha   sido    muchas 
veces  adoptado  expresamente  por  nuestras   autoridades  judicia- 
les: véanse  las  sentencias  de  las  Cortes  de  Casación    do   Ñapóles, 
ñ  Diciembre  186G;  do  Turín,  6  Octubre  1872,  y  do  la   Corte   do 
Apelaciones  de  Bre^cia,  1?  Abril  1873,  citadas  por    Fiore    íForo 
it,  1896,  I,  092);  de  las   de   Genova,    27    Diciembre,    1888  (An- 
nalli,  1889,  il37).    y   de    Palermo,   29   Enero,    1896   (Foro   it. 
1896,   I,  631).     Nos   parece  bastante  para    poiler  declarar   con 
franqueza  que   el    Representante    peruano   está   completamente 
equivocado  al  suponer   que    todos   nuestros   Tribunales   hayan 
adoptado  sin  «excepción»  por  «resoluciones  uniformes»  (págs.    20 
á  22  del  memorial),  la  tesis  que  él  sostiene. 

Muy  distinta  es  la  opinión  «generalmente  adoptada  en  Italia» 
(Journal  du  Dr.  I.  p.  530:  cfr.  Esperson.  ib.  1184,  p.  265,  Nor^o, 
1.  c.  p.  613).  **E1  principio  de  que  la  competenciia  obedece  á  la 
**  ley  del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sontei^eia,  nos  pare<*o 
"  que  debe  sei  absoluto,  con  arreglo  á  la  ley  italiana:  e.=»,  además, 
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"el  más  razonable  en  teoría,  y  el  más  fácil  para  ser  aplicado;  y, 
*'  aún  á  menucio,  el  único  posible."  (Consiant,  sobre  la  ejecucivii 
de  las  sentencias  extranjeras,  p.  104).  Véase  también  el  informe 
del  señor  As»er,  en  la  sesión  del  Instituto  de  Derecho  Interna- 
cional de  la  Haya  (Revue  de  Dr.  Int.,  1875,  p.  386)  en  lo  cen- 
cerniente  al  [>rincipiü  adoptado  al  re9j)ecto  en  ifts  legislaeiones 
j positivas.  El  art.  10  de  las  disposiciones  preliminares  del  Códi- 
go Civil  del  Re'no,  cuyo  texto  hemos  citado  en  otro  memoi'andnm^ 
''sería  un  verdadero  lazo  armado  contra  la  buena  f6  del  lector'* 
(Journal,  1381,  p.  540),  si  el  examen  de  la  competencia  se  hicie- 
se con  arreglo  á  las  leyes  italianas,  cada  vez  que  se  traíase  de 
darle  ejecución,  en  el  Reino,  a  las  sentencias  de  un  Tribunal  ex- 
tranjero. 


El  Representante  peruano  citó  (p.  18)  varias  sentencias  italia- 
nas en  apoyo  de  su  tt'.sis;  habría  podiclo  prolongar  su  lista  con 
otras  sentencias  análo^X^s  que  ha  olvidado.  Pero  todos  aquellos 
fallos  (con  cxcr[)ción  de  dos),  contrariainente  á  lo  que  se  expone 
en  el  memoria!  de  la  parte. ..(p.  23),  se  refieren  al  casode senten- 
cias pronunciadas  en  PVancia,  por  un  Tribunal  competente  con 
arreglo  al  art.  14  del  Código  Napoleón.  De  los  dos  artículos  que  se 
excepeionan,  el  uno  es  concerniente  á  la  sentencia  de  un  Tribu- 
nal helénico,  que  fundó  su  competencia  en  el  art.  28  del  Código 
Civil  de  su  país,  que  contieno  una  disposición  idéntica  á  la  del 
art.  14  del  Código  Civil  francés  (Corte  de  Apelaciones  de  Anco- 
na,  de  lo  de  Junio  1888);  el  otro  (Corte  de  Apelaciones  de  Pa- 
lermo,  28  Mayo,  1881)  que  es  el  único  que  parece  haber 'consi- 
derado la  cuestión  de  una  manera  más  general,  creo  iieceeario 
averiguar  *'si  el  hecho,  objeto  de  la  demanda,  es  ó  nó  reservado 
á  los  Ti'ibunalcf?  del  Reino."  Más  adelante  examinaremos  lo  que 
debe  deducirse  de  aquellos  artículos  y  de  esa  fórmula.  í'onviene 
advertir  desde  ahora:  1?  que  varios  autores,  y  vatios  tribunales 
(cuyos  fallos  dejamos  citados),  al  interpretar  de  una  manera  más 
rigurosa  los  principios  en  vigor  en  el  Reino,  han  reconocido  ex- 
presamente ¡a  com])etencia  de  los  Tribunales  extranjeros,  aún 
basándose,  como  entonces  sucedió,  en  las  disposiciones  tales  co- 
mo las  del  art.  14  del  Código  Civil  francés.  Puede  aún  afirmar- 
se, que  era  la  opinión  preponderante  al  respecto,  cuando  se  esti- 
puló el  Tratado  entre  Italia  y  el  Perú;  puesto  que  dos  Cortes  Su- 
j>remas  del  Reino  so  habían  pronunciado  en  ese  sentido,  !a  opi- 
nión contraria  prevaleció  en  seguida,  y  no  dejó  de  ser  criticada 
por  la  doctrina  (v.  Journal  etc.,  1895,  p.  1347).    La   misma   di- 
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rereidad  de  opiniones  m  advierte  en  la  Jurisprudencia  francesa^ 
íi  propósito  de  esta  controversia  respecto  del  art.  105,  N?  3,de  núes-* 
tro  Código  de  Enjuiciamientos  Civil,  que  presenta  puntos  de  reci- 
procidad con<?l  contenido  del  art  14  del  código  francés.  Puede  verse 
en  prueba  de  laconij)etencia  de  nuestros  Tribunales^,  los  fallo»  de 
líis  Cortes  de  Apelaciones  de  Aix,  13  Mayo  1874,  Journal,  1875, 
p.  lS8-dc  París,  13  Febrero  1887,  id.  1883  p.  2S7-de  Cham- 
bery.  13  Agosto  1900,  id.  1901  p.  150.  2?  que  las  mismas  sen- 
tencias que  negaban  en  el  citado  caso  el  exequátur  u  las  sent-en- 
ciag  pronunciadas  por  Tribunales  competentes  según  la  lex  foriy 
contienen  á  menudo  la  declaración  de  la  regla  que  j>rescribe  lae 
atribuciones  de  esta  ley:  bien  sea  que  la  competencia  debe,  en 
principio,  ser  examinada  con  arreglo  á  las  leyes  del    país   donde 

ííi  sentencia  ha  sido  pronunciada,  lo  cual  deja  de  ser  cuando 

...''  (Corte  le  Apelaciones  de  Catania,  22  Marzo  1870,  Journal 
ISSl,  p.  512.)  Tratándose  de  estas  declarociones  y  fallos,  es  que 
un  escritor  extranjero  ha  creído  poder  resumir  y  juzgar  con  las 
palabras  siguientes  nuestra  Jurisprudencia  en  la  materia:  *'Sin 
desconocer  abiertamente  Qsie  principio,  algunos  Tribunales  ita- 
lianos lo  han  sometitlo  ú  veces  a  restricciones  que  juzgamos  cen- 
surables^^ (Constant,  1.  c  ) 

;,Qüe  se  debe  pensar  de  las  opiniones  dominantv3s  en  el  Perú, 
en  vista  de  aquella  Convención  de  Montevideo  á  que  el  Repre- 
sentante peruano  Imce  referencia?  Somos  de  opinión  que  ella  no 
jmede  sernos  de  ningún  provecho  respecto  de  la  cuestión  de  que 
hoy  nos  ocupamos.  La  disposición  trascrita  en  el  memorial  de 
l;i. contraria  (pág.  15)  no  es  más  que  e!  extracto  del  art.  5^  de 
una  de  las  cuatro  convenciones  que  los  Gobiernos  de  la  América 
Meridional  han  firmado  en  Montevideo,  en  18S9,  i>ara  regular, 
metliante  un  acuerdo  comíin,  la?  relacionís  jurídicas  internacio- 
nales de  los  países  re.s ¡lectivos.  Después  de  haber  establ^ido 
ciertos  principios  en  materia  de  competencia,  los  Estados  contra- 
tantes so  Imn  limitado  á  exigir,  á  este  respecto,  que  las  senten- 
cias  ref:pectivas  sean  pronunciadas  *'por  un  Tribunal  oomi>eten- 
le  en  la  esfera  internacional.''  Al  hacer  la  com[)aración  de  estas 
disposiciones,  que  i>ertenecen  á  una  serie  de  reglas  simultánea- 
mente tijada«,  parece  deducirse  dtí  aquí,  que  estas  s^-nteneias  pro- 
ducirán los  mismos  efectos  en  el  territorio  de  todos  los  Estados 
contratantes,  con  tal  que  las  reglas  en  vigor  entre  estos  Estados, 
en  materia  de  competencia,  al  formar  parte  en  adelante  <le  la 
legislación  de  cada  uno,  hayan  sido  debidamente  res|^tadas. 

Sobre  la  base  de  estas  reglas  comunes,  el  examen  del  punto 
de  competencia  satisface  al  mismo  tiempo  las  exigencias  de  una 
revisión  sumaria  de  la  sentencia  exlranjera,  ya  sea   respecto  de 
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Ja  lexforiy  ya  respecto  de  la  ley  del  país  donde  se  pide  la  ejecu- 
ción. Es  mas  ó  menos  el  mismo  principio  recientemente  sancio- 
nado por  la  Convención  de  8  de  Julio,  1899  (art  11)  entre  Fran- 
cia y  Bélgica.  Créase  así  para  los  Estados  dt  que  se  trata,  una 
organización  sistemática  de  relaciones  internacronales  muy  dis- 
tinta de  la  existente  entre  Italia  y  el  Perú.  Esta  organización  re- 
vela, 4  su  vez,  una  afinidad  de  disposiciones  legislativas  más 
marcada,  y  una  comunidad  jurídica  internacional  más  desarro- 
llada, como  no  podían  existir  entre  estos  dos  países  en  1874,  y 
que  hoy  mismo  no  existen  entre  la  mayor  parte  de  los  Estado?. 
No  creemos,  pu'e?,  que  semejantes  estipulaciones  que  regulan 
estas  cuestiones  de  una  manera  precisa  y  formal  entre  ciertot 
países,  pueden  ser  tomadas  como  base  para  la  solución  de  la«  di- 
ficultades que  se  suscitan  entre  los  distintos  Estados. 


Lo  que  acabamos  de  exponer  nos  permito  rectificar  alguna» 
aserciones  de  la  contraria.  Así,  pues,  creemos  poder  debatir  qu« 
jon  arreglo  á  las  disposiciones  que  rigen  las  relaciones  jurídica» 
de  Italia  y  del  Perú,  y  s*-gún  los  principios  reconocidos  en  el 
Reino,  la  competencia  de  los  Tribunales  extranjeros  debe  ser 
examinada  solamente  bajo  el  punto  de  vista  internacional,  y  con 
airegl'^  á  las  leyes  territoriales.  Si  en  ciertos  casos  se  ha  juzgado 
lucebario  seguir  las  di-posieiones  de  estas  leye?,  aquello  ha  sido 
Lonsiderado,  al  meiius  entro  nosotros,  como  una  derogación  de 
la  regla  conforme  á  'u  cual  basta  que  la  comf  etencia  sea  funda-, 
da  con  arreglo  á  la  !*  \  /'>ri. 

La  mi^ma  distinciiii  según  la  cual  algunos  de  nuestros  escri- 
ioreí«  han  creído  podtr  inteipretar  el  artículo  10  de  nuestras  di»- 
posiciones  preliminares,  se  rechice  á  una  simple  excepción  de  1a 
regla  general.  Si  ^e  le  quiere  reconccer  un  valor  práctico,  y  sus- 
traerla á  las  objeciones  formuladas  sobre  el  particular  en  nuestro 
memoratniuiti,  no  puede  vci^o  en  ello  n  as  que  una  preeminencia 
debida  á  cit  rtas  iej:jla>  de  derecho  jurídico  internacional,  acepta- 
Tías  por  la  legislación  territv>rial,  sobre  ciertas  disposiciones  d« 
las  leyes  exíraij'^'ras  en  nn.tt  ria  de  comj>etencia.  El  carácter 
exoepcion,il  de  ista  disunci»'»n  resulta  de  una  manera  más  acen- 
tuada aún,  si  sea«linitt^  {Fusinoto^  Escezione  delle  sentence  este- 
re, p.  vSoUjue  la  negrtüva  del  c\cqu<üíir  es  posible  únicamente 
cuando  la  sentencia  extranjera  recaiga  sobre  un  asunto  de  la  in- 
cumbencia de  la»  autoridades  nacionales. 

Ti  átase,  en  suma,  de  aplicar  al  examen  de  la  competencia,  la» 
n\istnas  reservas?  prcsantas  ro^ix^cto  del  derecho  público   territo- 
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rial,  relativamente  al  dispositivo  de  la  sentencia  extranjera;  de 
coordinar  el  u?  1  y  el  n?  4  del  art.  941  de  nviestro  Código  de  En- 
juiciamientos Civil,  así  como  los  mismos  números  del  artículo 
18  del  Tratado  ítalo-peruano.  La  parte  contraria  no  ha  dejado, 
desde  el  principio,  de  plantear  la  cuestión  en  esos  términos.  Es 
según  ellos  que  esta  ha  sido  considerada  y  resuelta  por  la  juris- 
risprudencia;  y  las  distintas  fórmulas  adoptadas  al  respecto  por 
la  doctrina,  pueden  fácilmente  referirse  u  e^te  principio  general, 
ya  sea  que  se  quiera  uno  precaver  contra  la  extensión  exhorbi- 
tante  de  ciertas  competencias  extranjeras,  fundadas  en  leyes  **con- 
trarias  al  derecho  común  de  las  naciones  civilizadas,''  (Constant, 
1.  c.)  procedentes  de  un  espíritu  **de  descofianza,  ó  del  deseo  de 
*^protección  que  colocan  á  los  ciudadanos  de  un  Estado  en  una 
'situación  de  inferioridad  respecto  del  ciudadano  del  otro.'' 
(Drouyon,  Journal,  1901,  p.  978);  yaque  se  trate  de  reghis  que 
**ponen  en  jaque  las  disposiciones  expresas  dd  la  ley,  reservándo- 
**les  la  competencia  á  los  Tribunales  del  país."  (Vicent  et  Pe- 
naud,  I,  c,  n.  16G.)  He  aquí  el  caso  de  la  competencia  exclusiva 
de  que  nos  hemos  ocupado  en  nuestro  memorándum,  y  que  varios 
Estados  han  aceptado  en  favor  de  las  autorldales  judiciales  na- 
cionales, para  las  cuestiones,  referentes  por  ejemplo,  al  estado 
persona!,  á  los  derechos  de  familia,  á  la  propiedad  de  bienes  raí- 
ces, etc.  Una  reserva  de  este  género  parece  que  es  sancionada 
por  el  artículo  59  de  la  Constitución  suiza,  tratrin'l)3)  de  d  ni  lo- 
res solventes  domiciliados  en  el  territorio  fe<loral.  La  senfe  icia 
del  Tribunal  de  Ginebra,  de  31  de  Marzo,  ISSS.  citada  en  el  me- 
morial peruano,  estaba  justamente  fundada  en  esta  disposición, 
así  como  la  pronunciada  en  un  caso  par.^cido  por  el  Tribunal 
federal,  con  fecha  7  de  Febrero,  1899. 

.  Parece  que  el  representante  peruano  es  completamente  de  esta 
opinión,  al  hablar  de  ''conflicto"  entre  la  facultad  de  los  jueces 
de  dos  Estados;  de  sentencias  extranjeras  'en  contradicción"  con 
las  leyes  del  país,  que  "menoscaban"'  las  facultades  de  las  auto- 
ridades locales,  **usurpando"  sus  atribuciones  soberanas  (págs.  9, 
13,  14,  17,  19,  20  y  25.) 


¿Constituye  la  sentencia  pronunciada  por  el  Tribunal  de  Savo- 
na,  en  el  caso  Anselmo- Ferraro,  un  atentado,  una  usurpación  de 
ese  género?  No  creíamos  necesario  responder  á  esta  pregunta  en 
nuestro  memorandun;  nos  es  satisfactorio  de  que  el  memorial  de 
la  contraria  noa  autorice  á  hacerlo  hoy. 
Recordemos  que  el  motivo  principal  que  el  Tribunal  de  Savona 
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tuvo  para  fundar  su  competencia  í  nte  los  demandadoís  consiste 
en  que  la  demanda  tuvo  por  objeto  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación contraída  en  el  Reino.  El  Tribunal  de  Savona  era,  en 
otros  términos,  el  forxim  contraduB  de  las  partes,  según  el  artículo 
91  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  italiano.  La  Corte  de 
Apelaciones  de  Lima  y  el  Gobierno  del  Pera  afirman  que  el 
asunto  era  de  la  competencia  de  las  autoridades  judiciales  nacio- 
nales, según  el  artículo  IIG  y  118  del  Código  de  Enjuiciamientos 
peruano,  que  tratan  'del  forinn  domicili.  Esle  Código  admite, 
sin  embargo,  que  la  demanda  puede  sor  llevada  ante  los  jueces 
del  lugar  "en  el  cual  está  ubicada  Ja  mayor  parte  de  los  bienes 
''del  deiiiundíulo,  ó  en  el  que  éste  ha  contraído  la  obligación.'" 
(art.  1;»2).  Tanto  la  legislación  peruana  como  la  italiana  colo- 
can, pres,  según  las  reglas  más  racionales  do  la  doctrina  y  del 
derecho  positivo,  el  forvm  del  contrato  al  lado  del/o7ním  del  do- 
micilio; reconocen  igualmente  al /oríím  del  contrato  un  carácter 
alternativo  y  no  únicamente  subsidiario.  Puede,  si  se  ciñiere, 
consi.lerársele  como  una  excepción  de  la  regla  representada  por 
élfornm  del  domicilio  y  de  la  residencia;  pero  como  la  ley  de 
ambos  Estados  les  confiere  la  misma  autoridad,  merecen  también 
el  mismo  respeto  en  las  relaciones  internacionales  entre  los  dos 
países. 

Después  d«  haber  hablado,  en  general,  do  las  reglas  de  com- 
petencia que  deben  ser  respectivamente  observadas  entre  Italia 
y  FraJicií),  cuya  identidad  de  miras  sobre  el  particular  no  difiere 
de  las  existentes  entre  Italia  y  el  Perú;  el  señor  Drouyon  termi- 
naba su  nota  ya  citada  con  esta  observación,  que  viene  muy  á 
pelo  en  el  presente  caso:  "Coloqúense  al  lado  de  este  principio 
^\ador  sequiinr  JoTum  re/)  las  derogaciones  que,  para  ciertos  ca- 
nsos las  dos  legislaciones  hubiesen  introducido  en  idénticos  térmi- 
**nos;  siendo  así  que  para  los  asuntos  comerciales,  el  artículo  420 
**de  nuestro  Código  de  Enjuiciamientos,  y  el  91  de  igual  clase 
'*del  italiano  contienen  disposiciones  exactamente  iguales:  tales 
^'disposiciones  deberán  pues,  ser  respetadas  de  una  parte  y  otra, 
•'puesto  que  colocan  íi  los  enjuiciados  de  ambos  países  bajo  el  pió 
'•de  perfecta  igualdad."  Las  autoridades  judiciales  del  Reino 
no  niegan,  en  efecto,  el  exequátur  á  las  sentencias  extranjeras 
fundadas  en  tales  disposiciones;  sentencias  (jue,  a  su  juicio,  no 
afectan  en  nada  la  soberanía  nacional  (Corte  de  Apelaciones  de 
Turín,  30  de  Marzo,  1883,  Journal,  1885,  pág.  467.) 

El  art.  2  del  acuerdo  de  8  de  Julio,  1899,  entre  Francia  y 
Bélgica,  reconoce  el  fortüii  contractus  como  bastante  para  legiti- 
mar la  competencia  de  los  Tribunales  respectivos.  El  primero  de 
los  Tratados  de  Montevideo  declara  igualmente,  si  bien  se  refie- 
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re  4  otro  asunto,  que  'las  cuestioues  personales  deben  ser  someti- 
^•das  ante  los  jueces  del  país,  á  cuyas  leyes  obedece  la  acción  ju- 
''rídica  u  que  aquellas  se  contraen.  Ellas  podrán  igualmente 
**ser  sometidas  ante  los  jueces  del  domicilio  del  demandado." 
(art.  56). 

El  derecho  á  una  perfecta  igualdad  de  respeto  internacional 
ha  sido,  por  último,  reconocido  en  los  dos  forums  por  la  doctrina 
(v.  Bar.  Theor  n.  Pr.  des.  int.  Privat-Rechts,  II,  p.  412;  **so 
**SQÍrd  y  R  düsfonim  domicili  desBeklagten  mit  deni /ornm  con- 
*Hrachis  gleiche  internationalo  Aucrkemung  beansprüchen  dür- 
fou. ) 

Í4Q6  jueces  de  Lima  y  el  representante  peruano  no  mencionan 
al  artículo  132  da  su  Código  de  Enjuiciamientoó  Civil;  sin  embar- 
;o,  han  reconocido  implícitamente  su  valor,  desde  que  trataron 

contestar  las  circunstancias  de  hecho  en  las  que  se  basa  la  ju- 
risdicción del  Tribunal  de  Savona,  según  el  artículo  91  de  nuestro 
Código*  Así,  pues,  desde  el  principio  de  eaie  memorial  hemos 
adveítído  sus  propósitos;  y  hoy  nos  hallamos  en  aptitud  de  com- 
probar que  las  aserciones  del  memorial  peruano  son  aún  inexac- 
tas^ pues  afírmase  de  allí  que  -'el  demandante  dependía  exclusi- 
**  va  mente  délas  autoridades  judiciales  del  Perú,''  y  que  esas 
autoridades  eran  lat  ibiims  competentes,  *'según  las  leyes  perua- 
nas,*' para  pronunciar  la  sentencia  dada  por  el  Tribunal  italiano 
(pigs.  12  y  30.) 

La  Corte  de  Lima  ha  declarado  en  el  penúltimo  de  sus  consi- 
derandos, que  **si  hubiese  alguna  duda  respecto  de  la  legitimi- 
dad  de  las  dos  jurisdicciones,  la  de  las  autoridades  nacionales 
debería,  en  lodo  caso,  ser  preferida  por  los  Tribunales  perua- 
nos  '' 

Parece,  pues,  que  la  Coi  te  no  so  ha  cuidado  lo  bastante  de  la 
igualdad  de  procedimientos  que  el  Tratado  en  cuestión  sobre  la 
interpretación  del  texto  asegura,  bajo  ciertas  reservas,  á  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  de  ambos  países. 

Estamos  perfectamonte  de  acuerdo  con  el  Congreso  de  juristas 
que  en  ese  mismo  año,  1870,  se  reunió  en  Lima,  respecto  de  lo 
que  dice,  (según  el  informe  del  doctor  Arenas,  citado  por  el  re- 
presentante peruano)  de  que  las  autoridades  que  ordenen  la  eje- 
cución de  una  sentencia  extranjera  "no  deberán  hacerlo  sino  cau- 
telando los  derechos  ó  intereses  de  su  patria."  Sin  embargo,  no 
deben  olvidar  la  existencia  de  los  pactos  que  el  Gobierno  de  su 
f  ais  ha  tenido  por  conveniente  celebrar  sobre  el  particular,  li- 
mitando mediante  concesiones  mutuas  (sobre  este  particular  no 
Bos  adheriríamos  á  las  declaraciones  contenidas  en   el  memorial. 

68 
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lo  la  contraria,  p.  12),  cí  ejercicio  absoluto  do  lajurisdicoióa  res- 
¡Kíctiva,  en  pro  Je  la  comunidad  jurídica  iutemacional.  ¿No  pa- 
rece que  estos  límites  han  hiJo  traspasados  por  el  Tribunal  de 
Lima,  al  negar  el  tj:€quatur  á  la  sentencia  de  uno  de  nuestros 
Tribunales  por  un  motivo  tal  como  el  arriba  citado? 

La  'Chilla"  supuesta  por  el  Tribunal  peruano  no  es  en  realidad 
más  que  el  concurso  de  competencias  existentes,  en  el  presente 
caso,  entro  las  autoridades  judiciales  de  ambos  países.  La  prefe- 
rencia Ja  la,  en  semt-jantes  circunstancias,  á  la  jurisdicaión  de 
las  auLoriJaJts  locales,  hasta  el  punto  de  negar  el  exequátur  á  las 
sentencias  italianas,  sin  que  el  ejercicio  de  esa  jurisdicción  haya 
sido  provocado  en  el  asunto,  equivale  á  negarles  á  dichas  sen- 
tmcias  todo  efecto  en  el  Perú,  desde  que  el  litigio  pudo  haber 
.^ido  llevado  ante  los  Tribunales  peruanos;  ó,  en  otros  términos, 
los  Tribunales  de  un  país  serían  considerados  competentes,  mien- 
tras que  los  del  otro  no.  Como  las  circunstancias  de  hecho  que 
líermitcn  perseguir  la  ejecución  de  la  sentencia  en  el  otro  país 
liabrían,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  pennitido  que  las  auto- 
ri  Jaíe^i  looal*^s  se  Imbie.MMi  ocupado  del  asunto  desde  el  principio 
del  j'ii  io,  tal  cjecuc¡«m  sería  ca<i  «iempre  imposible,  y  el  artícu- 
lo IS  del  Tratado  va  no  tendría  casi  razón  de  existir. 

Crccmo?  poder  afirmar  que  semejante  opinión  no  ha  sido  nun- 
*  oa  aceptada  por  la  jurisprudencia,  ni  por  la  doctrina.  Ninguna 
lo  las  leyes  rita  las  en  el  memorial  peruano  ha  sido  formulada 
ni  ; '» Irúi  «er  interpretada  de  tal  manera.  Además,  hemos  hecho 
pdlp:\b!e  en  nuestro  memorándum  la  diferencia  que  existe  en  este 
l»\rticular  entre  Ins  leyes  extranjeras  invocadas  por  la  contraria, 
y  la  manera  como  la  presente  cuestión  debería  ser  consideradí*, 
S'^giin  la  opinión  <lel  Gobierno  peruano. 


Las  o{»!nijnes  Je  los  Jos  Gobiernos  sobre  la  cuestión  sometida 
ú  arbitraje  pueden  resumirse  así: 

El  Cú>bierno  |)eruano  afirma  que  **el  art  18  del  Tratado  oe 
1874  entre  Italia  y  el  Perú,  en  cuanto  al  examen  de  la  compe- 
tencia de  los  Jueces  que  hayan  de  ejecutar  la  sentencia  en  el  te- 
rrit  rio  de  la  otra  parte,  no  pueble  ser  aplicado  ni  interpretado 
sino  en  el  sentido  de  la  jurisdicción  del  Tribunal  a  yuo/'  y  que 
esta  jarisdívvión  debe  ser  examinada  *-oon  arreglo  á  las  leyes  del 
país  donde  so  pile  el  cr^^íJ^u-''  (pág.  30.)  El  Gobierno  Real 
ciTc  haber  prv.)ba  lo  la  inexactitud  de  esos  principios. 

El  Gobierno  peruano  agrega  *que  en  tolo  caso  el  exequátnr 
**  po  Irá  y  ileberA  s*  -  -'--ado,  «siempre  que  el  ejercicio   de  laja- 
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**  risdiccióii  que  la  sentencia  implica  es  perjudicial  u   la   sobera- 
**  nía  del  territorio."  (pág.  31.) 

El  Gobierno  del  Rey  prueba  que,  no  obstante  aceptar  el  prin- 
cij>io,  y  cualesquiera  que  sean  en  abstnioto  los  motivos  (jut-i  po- 
drían, en  cuanto  á  esto,  justificar  una  nef^ativa  de  exer/náln**,  en 
efecto,  tales  motivos  no  existían  en  el  asunto  origen  del  litigio; 
estos  motivo?,  por  lo  demás,  no  han  sido  considerados  en  la 
cuestión  sometida  á  arbitraje,  tal  como  fué  jdanteada  on  el  ar- 
tículo primero  del  compromiso. 

Roma,  Junio  de  1902. 


KKPI.UA. 

El  infgascrito,  antes  de  entrar  en  materia,  como  Representan- 
te del  Gobierno  del.  Perú,  se  permito  hacer  dos  obiervaeiones 
preliminares,  á  saber: 

19  que  el  memorial  presentado  por  S.  E.  el  Ministro  del  Gt^- 
bierno  de  S.  M.  el  rey  de  Italia  no  puede  ser  considerado  como 
arreglado  á  justicia;  (1)  y  que,  en  oposición  á  las  declaraciones  y 
alegatos  allí  aducidos,  la  primera  exposición  del  Perú  debe,  de 
todo  punto,  sostenerse  en  todag  sus  partes. 

2?  la  sentencia  arbitral  debe,  naturalmente,  apoyarse  en  el 
jiroceso  origen  del  arbitraje. 


En  cuanto  al  asunto  mismo,  el  infrascrito  tiene  el  honor  de 
j  «rosen tar  la  réplica  siguiente: 

1. 

El  Tratado  en  cuestión  no  resuelve  explícitamente  la  cuestión 
de  saber  si  los  dos  Estados  han  tenido  el  propósito  de  estatuir 
(]ue  la  competencia  debe  depender  exclusivamente  de  las  leyes 
del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia.  El  Tratado  no 
dice  una  palabra  al  respecto,  y  de  ese  silencio  se  deduce  que  no 
lia  querido  resolver  la  cuestión.  Además,   existen   motiros   pre- 

[1]  Páginas  51C  á  52"). 


—  540  —  . 

domiiiaiites  que,  degúu  los  propósitos  de  loa  contratantes,  «n  ca- 
da car:^t  particular,  haccTi  ínevitAblQ  una  infoa'mación,  ú  ñi\  *h 
conve.'worsc  si  la  competencia  de  los  Tribunales  del  lugar  de 
ej^oucitíi:  ü>A{i  igualmente  establecida.  La  cuestión  planteada  en 
In  O'nvoiu  :ón  de  arbitraje  debe,  por  tal  razón,  ser  resuelta  en 
favor  íM  IVrú, 

Pul"  !o  'Itinas,  08  de  gran  im[X)rtancia  jurídica  comprobar  que 
el  IVi^r.na!  ie  Lima,  al  apoyarse  eji  las  leyes  del  Perú,  ha  ne- 
gado ii^tuiiinoate  la  competencia  de  l»)s  Tribunales  italianos  co- 
locúu'bs*^  pura  esto  en  el  terreno  de  las  leyes  italianas. 

1*^  El  Tr:it;\do  tntrtj  Italia  y  el  Perú,  de  1874  (nueva  v^ilec- 
ción  fí'  w  \"d\  de  tratados  y  otros  acto^  relativo?  á  asuntos  de  <l€- 
recho  inícnmcional,  segunda  serie  VI,  púg.  000-6»j5,  imi>resa 
¡)or  Zianzftim.  El  extranjero  en  el  derecho  civil  italiano,  vo!.  I, 
parte  Ifl,  núin.  loü,  pág.  329),  no  puede  ser  presentado  como 
un  fíiodelo  de  tratado  mientras  no  contenga  el  modo  de  reglar 
la  ejecución  de  las  sentencias.  Si  hoj  se  trata  de  determinar  la 
verdadera  voluntad  do  ambos  contratantes.  e<  necesario,  en  i»ri- 
mer  lugar,  hacer  notar  una  cosa,  y  r.^,  qn^  yto  cxl.'ite  teoría  §fiW'ol 
sobre  In  cncMlOn  de  snhtr  ctoando  d^ben  rjrnifarse  las  sentencian  civi- 
les (xtraiijeras,  • 

Las  leyes  de  los  distintos  Esta»d'»íS  difieren  en  esto,  y  luf?  dife- 
rentes Tnatados  celebrados  emanan  «le  motivos  completamente 
opuestos,  ó  contienen  definiciones  muy  dilerent-CK  En  otras  ]«- 
labras,  trátase  aquí  preciseniente  de  una  i)artc  del  <loniinio  (fel 
Derecho  Internacional  privado  que  preseiíta  las  nuayoree  diver- 
gencias, tanto  en  la  teoría  como  en  ia  práctic*. 

Existen,  en  efecto,  distintos  sistemas  s^ibre  los  ciialos  se  basan 
las  leyes: 

a)  la  sentencia  extranjera  no  se  ni  aceptada  sin  ser  antes  re-. 
visada  á  fondo.  (Francia,  Holanda,  Dinamarca,  Estados  Unidos 
de  América); 

b)  la  sentencia  extranjera  no  será  acepUuia  sin  ser  ant«8  re- 
visada á  fondo;  pero  únicamente  bajo  ciertas  condiciones,  cooio, 
sobre  todo,  aquella  ile  que  exista  reciprocida<l  completa.  (Aleimi- 
nia,  Austria,  España,  Rumania); 

c)  acéptase  la  sentencia  extranjera  aun  sin  garantía  de  reci- 
proeid«d,  bajo  ciertas  condiciones  eslablecWas  una  v«z  por  toila?, 
pero  sin  revisión  á  fondo.  (Italia,  art,  941  042-Cóí ligo  de  Proco- 
dimfe«t6s  civil); 

d)  I^a  sentencia  ^xti'anjern.  será  ejeciitiula  coTitra  extran- 
jeros, sin  revisión  afondo,  pero  nocoíitra  hijos  d«l  poís.  (Gre- 
cia. ) 

En  cuanto  a  lo  que  al  Perú  e«pecialmente   respecta,   de  lo  ex- 
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puesto  se  desprende  que  la  existeucui  de  una  sentencia  extranje- 
ra i>o  es  más  que  un  hecho  (•!'€$  fado»). 

Véase: 

Pradier-Foderé:  De  la  condición  legal  de  lo^  extranjeros  en 
el  Pero,  en  el  diario  de  Derecho  Internacional,  VI,   1879,  pág. 

Una  sentencia  definitiva  pronunciada  por  un  Tribunal  extran- 
jero y  debidamente  legalizada,  produciría  sus  efectos  en  el  Perú, 
comeo  instrumento  público,  y  al  ser  presentado  como  prueb?,' 
serviría  ixira  comprobor  el  lucho.  Para  que  una  sentencia  detini- 
siva  sea  ejecutadií,  sería  necesario,  en  general,  que  hubiese  um 
Tratado  que  autorizase  su  (jecución.   y   designase   todas  las  en - 

cunstancjas  que  Jebixn  acon){»ari:ir  ú  dicha  ejecución En  t<>l*« 

caso,  para  que  una  resolución  dictada  por  un  Tribunal  extran- 
jero sea  ejecutada  en  el  Perú,  «tría  necesario  que  no  fuese  con- 
traria á  los  |>rinc¡i)¡os  del  dereclio  i»úblico  y  privado  del  país;  y 
aun  así  no  podría  ser  ejecutada  cu  virtud  do  su  propia  fuerza, 
sino  en  virtud  de  un  (xo¡íudvr  «cordado  por  las  leyes  nacio- 
nales. 

La  diferencia  de  sistemas  que  acabamos  d©  describir  breve- 
mente está  en  perfecta  unión  con  el  desacuerdo  que  se  presci.:;i 
de  saber  con  arreglo  á  íjué  dereclio  debe  ser  juzgada  la  cor.qx'- 
tencia  del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia.  Esta  '.ues- 
iión  no  puede  tampoco  ser  discutida  con  arreglo  a  los  principios 
generales  de  Deredio,  jK)rque  en  cada  Estado  es  distiLta.  Jlar 
íjue  agregar,  ademá.^,  que  cada  Tratado  requiere  ser  examinado 
por  separado.  He  aquí  por  qué  nos -encontramos  hoy  ante  el  ho- 
elio  de  que  unos  Tratados,  tan  pronto  dicen  de  una  manera  cato- 
górica  que  la  competencia  del  Tribunal  que  pronuncia  la  senten- 
cia debe  ser  establecida  según  sus  leyes,  como  tan  pronto  alegan 
que  la  competencia  del  Estado  donde  la  ejecución  se  efectúa  debf^ 
existir  con  arreglo  á  sus  leyes;  a  veces,  en  fin,  no  <licen  nada 
sobre  el  particular.  Por  lo  que  respecta  á  las  leyef»,  hay  varias 
^(ue  exigen  dos  cosas  á  la  vez,  es  decir,  la  prueba  de  que  existe 
la  competencia  con  arreglo  á  la  ley  del  Tribunal  que  ha  senten- 
ciado, y,  también,  con  arreglo  á  la  del  Estado  donde  se  verifica 
la  ejecuci(^:n. 

Véase  sobre  e«te  punto: 

AsHei\  en  la  Revue  de  droit  international  I  (186&)  pág.  412  v 
4i3. 

Este  juriMa  hace  primero  la' disertación  de  las  diferentes  leyes 
positivas,  y  acaba  deduciendo  que  hay  algunas  de  éstas  que  exi- 
gen la^  cotnpetencift  del  Tribunal  que  ha  sentenciado,  aú  eo^xo  la 
^existencia  de  tal  competencia  de  parte  del  Estado   que  deb^  eje- 
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ciitar  la  sentencia.  Él  célebre  jurista  que  acabo  de  citar  continúa 
BU  exposición  de  la  manera  siguiente: 

**Si  me  preguntasen  cuál  de  los  dos  sistemas  me  parece  que  de- 
be adoptarse  como  base  de  las  convenciones  internacionales  so- 
bre este  particular,  contestaría: 

" — Ninguno  de  los  dos. 

**Es  preciso  que  el  Tribunal  que  pronuncia  la  sentencia  que 
debe  ejecutarse  en  otro  país,  sea  competente,  no  solamente  con 
arreglo  a  las  leyes  del  país  á  que  pertenece  (puesto  que  las  leyes 
sobre  la  competencia  ^on  esenc'mlmenie  territorial^) j  sino  tam- 
bién con  arreglo  a  la  ley  del  país  de  la  ejecución;  puesto  que  el 
legislador  de  tal  país  no  puede  conceder  este  favor  sino  á  las  sen- 
tencias pronunciadas  por  Tribunales  que  él  mismo  reconoce  co- 
mo competentes.  En  efecto,  ¿cuál  es  la  base  del  sistema  que 
hace  conceder  el  pareaüs  á  las  sentencias  extranjeras  sin  revi- 
sión? Es  que.  en  cuanto  á  esto,  el  Estado  abdica  sus  derechos  de 
soberanía,  y  lo  sustituye  con  una  ficción  que,  á  esto-respecto,  ha- 
ce se  considere  como  que  no  formasen  más  quo  un  solo  territo- 
rio, los  países  á  los  cuales  se  acuerda  el  favor  de  la  ejecución  in- 
ternacional (con  excepción  de  la  formalidad  del  parca^is,  á  nom- 
bre del  Soberano  del  país  de  la  ejecución  )  Es  claro  que  esta  fic- 
ción sobreentiende  la  aplicación  de  reglas  uniformes,  en  cuanto 
á  la  competencia.  Habría  una  contradicción  flagrante  al  aceptar 
que  un  E-^tado  no  considerase  como  competente,  que  el  Tribunal 
A  deba  prestar  su  apoyo  á  la  ejecución  de  una  sentencia  pro- 
nunciada por  el  Tribunal  B.  Para  él,  tal  sentencia  no  existe;  es, 
si  se  quiere  una  consulta,  una  opinión  emitida  sobre  la  cuestión; 
]»ero  no  es  la  opinión  de  aquel  que  el  Estado  considera  como  que 
tiene  derecho  de  decidir  la  cuestión,  es  decir  del  juez  compe- 
tente." 

Esta  opinión  que  el  gran  internacionalista  ha  explicado  ha  si- 
do adoi)tada  en  1883,  por  el  Tribunal  Supremo  de  Austria. 

Véase: 

E.  Jettel:  Handbuch  des  internationalen  Privat  und  Strafruhts 
mit  mit  Kücksicht  auf  die  Gesetzgobungen  Oesterreicks,  Unga- 
rus,  Croatiens  und  Bosniens — 1893 — pág.  170. 

El  Austria  celebró,  pues,  en  1881,  un  Tratado'con  la  Servia, 
en  el  cual  se  estipula,  art.  9: 

Die  Zwangsvollstreckuiií^  auf  Grund  eines  gerícht  liche  Er- 
kenntuisses  findet  nur  statí: 

2.  Weun  die  Zustádigkeit  'les  Gericgtes  welches  das  Erkenn- 
tnis  gefíillt  hat,  nack  denür  das  ersuehte  Gericht  geltenden  Nors- 
chriften  begrüdet  ist. 

Véase  Lammarsch:  Handbuch  des  Vólkerruhts  von  Holzeu- 
dorffHI,  S.  418. 
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También  el  Tribunal  federal  declara  en  una  sentencia  (A.  E. 
XXV — lere.  parte,  p.  97)  que,  en  justicia,  la  opinión  que  basta- 
ría para  aceptar  la  competencia  del  Tribunal  sentenciador  debe 
ser  rechazada,  siempre  que  se  base  en  su  propia  ley.  El  Tribunal 
federal  cita,  en  apoyo  de  esta  apreciación,  los  juristas  von 
Bar  et  Laramarsch.  Y,  en  efecto,  exigir  que  el  Tribunal  que 
pronuncia  la  sentencia  sea  competente,  tanto  con  arreglo  á  sus 
leyes,  como  con  arreglo  á  las  del  Estado  donde  la  ejecución  debe 
efectuarse,  no  tiene  nada  de  anormal:  esta  tjoría  ha  sido  muchas 
veces  puesta  en  práctica,  y,  acfemás  de  estas  autoridades,  la  doc- 
trina jurídica  la  representa  en  algunos  países  como  \a  única  de- 
bidamente au'or.zada. 

La  jurisprudencia  francesa  admite  este  razonamiento.  Véase: 

Lachaui  &  Daguin:  De  la  ejecución  de  las  sentencias  extran- 
yivas  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  francesa,  con  el  texto  de  los 
principales  fallos  y  sentencias.  — París,  1189,  p.  49; 

La  jurisprudencia  ha  manifestado  claramente  su  opinión  con 
respecto  á  la  doble  competencia;  en  efecto,  es  difícil  admitir  que 
un  Tribunal  pueda  autorizar  la  ejecución  de  una  decisión  que, 
según  él,  ha  «sido  incompetentemente  pronunciada. 

Este  mismo  parecer  ha  sido  igualmente  admitido  en  alganas 
legislaciones  suizas.  Véase  por  ejemplo: 

Zürich. — Process  ges  §  752,  y 

Blamer — Morel--  Handbuch  des  Bui.vlesstaatáreehets.  IIL  S. 
539. 

Esta  manera  de  ver  existe  igualmente  en  Dinamarca.  Allí  so 
exige,  sobre  todoj  que  el  Tribunal  extranjero  haya  sido  recoiu)- 
cido  competente,  esto  también  con  arreglo  a  las  reglas  de  com- 
petencia del  Eotado  que  debe  ejecutar  la  sentencia.  Lo  misin> 
sucede  en  Alemania  (§  328  du  Uód.  de  procd.  civil) 

En  presencia  de  estos  hechos,  habría  sido  necesario  dotern  inor 
expresamente  en  el 'Tratado  entre  Italia  y  el  Peni,  en  qué  terre- 
no del  Derecho  Internacional  los  Estados  contratantes  querían 
colocarse.  Ellos  no  lo  han  dicho  formalmente  v,  en  vista  de  esto 
silencio,  hay  que  ocurrir  al  anltao,.^,  ó  sen,  su  voluntad  intrín- 
seca. 

En  todo  caso,  no  existen  pruebas  por  las  que  conste  que  las 
dos  partes  contratantes  hayan  tenido  la  idea  respectiva  deque  el 
Pera  renunciase  á  tan  gran  parte  de  su  soberanía  en  favor  do 
Italia.  Tampoco  debe  olvidarse,  que,  mediante  el  Tratado,  el 
Ferú  acordó  á  Italia  una  ventaja  real,  al  concederle  en  principio 
la  ejecución  de  las  sentencias  en  su  territorio. 
►  Silenciándose  en  el  presente  Tratado  la  cuestión  decisiva,  pue- 
de justificarse  con  razones   convincentes  la  tesis  de  que  el  Tribu- 
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nal  llamado  á  la  ejecución  debe  ser  autorizado  para  examinar 
si  la  competencia  del  Tribunal  que  pronunció  la  sentencia  fué 
basada: 

a)  en  las  leyes  del  país  donde  la  sentencia  debe  ejecutarse; 

b)  en  las  leyes  del  país  de  la  ejecución  j  en  las  del  Tribunal 
que  pronunció  la  sentencia,  bien  sea  que  se  exiga  una  identidad 
completa,  ó  bien  eventual  en  todos  los  incidentes. 

El  artículo  18  del  Tratado  no  resuelve  absolutamente  la  cues- 
tión suscitada,  según  la  misma  Italia  conviene  en  su  memorial. 
Conviene,  pues,  aquí  citar  el  art.  J8  textualmente: 

Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  y  comercial, 
emanada  de  los  Tribunales  de  una  de  las  partes  contratantes  y 
debidamente  legalizadas,  tendrán  á  solicitud  de  los  Tribunales 
mismos  en  los  Estados  de  la  otra  parte,  idéntica  fuerza  que  las 
emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíprocamente  cum- 
plidas y  producirán  los  mismos  efectos  hipotecarios  sobre  aque- 
llos bienes  sujetos  á  éstos,  según  las  leyes  del  país,  y  serán  obser- 
vadas las  disposiciones  de  las  mismas  leyes  resp-^cto  á  la  inscrip- 
ción y  á  otras  formalidades. 

'  Para  que  puedan  cumplirse  estas  sentencias  y  ordenanzas, 
deberán  33r  previamente  dt claradas  ejecutoriíidas  por  el  Tribu- 
nal Superior  en  cuja  jurisdicción  ó  terriU)rio  deba  tener  lugar 
la  ejecución,  mediante  un  juicio  de  deliberación  en  el  que,  oídas 
las  partes  en  la  forma  sumaria,  se  examine: 

1?  Si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judicial 
competente. 

2?  Si  ha  sido  pronunciada,  citadas  regularmente  las  partes. 

3?  Si  las  partes  han  sido  legal  mente  representadas  ó  legal- 
mente  contumaces. 

4?  Si  la  sentencia  contieno  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  derecho  público  del  Estado. 

La  fuerza  ejecutoria  de  las  sentencias  podrá  ser  solicitada  por 
la  vía  diplomática  ódire^ítamente  por  la  parte  interesada.  Si  la 
parte  interesada  no  lia  constituido  oportunamente  procurador, 
le  será  éste  nombrado  de  oficio  porjel  Tribunal  que  debe  decla- 
rar ejecutoriada  la   sentencia. 

La  parte  actora  deberá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  pago  de  cualquiera  obvención  legítima. 

2. — Si  ahora  se  pregunta  uno  si  hay  razones  materiales  que 
demuestren  que  los  dos  contratantes  hayan  abrigado  los  mismos 
propósitos  que  sostiene  hoy  Italia,  hay  que  responder  negati^Ti- 
mente. 

Italia  admite  en  su  memorial  que  no  hay  nada  en  los  docu- 
menioe  relativos  á  la  estipulación  del  tratado  que  pueda  hacera 
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valer  en  lavor  de  uim  ú  otra  de  las  interpretaciones.  Es,  pues, 
necesario  recurrir  á  otros  elementos.  ¿Dónde  están? 

Es  necesario,  primeramente,  tomar  en  consideración  que  la 
mayor  importancia  del  Tratado  se  refiere  al  comercio  y  al  tráfi- 
co, y  que,  con  tal  motivo,  regula  de  una  manera  bien  accidental 
la  cuestión  de  la  ejecución  de  las  sentencias 

En  particular,  el  Tratado  no  lia  determinado  los  foros  de  una 
manera  detallada,  y,  por  esta  razón,  se  comprende  muy  bien  que 
tn  ambos  Estados  se  baya  llegado  á  una  ir. te rp rotación  distinta. 
A  fin  de  conocer  exactamente  los  propósitos  de  los  contratantes, 
conviene  examinar  los  casos  análogos  de  la  vida  del  derecbo  in- 
ternacional; basándose  en  esto,  pueden  llenarse  los  vacíos  del 
Tratado. 

Háse,  á  menudo,  notado,  con  respecto  á  los  Tratados  entre  Esta- 
dos, que  ban  sido  poco  precisos,  incompletos,  insuñcicntes. 

Si  se  toma  en  cuenta  esta  circunstancia,  al  coasiJerar  con  aten- 
ción los  becbos,  resulta  lo  que  sigue: 

No  puede  admitirse  que  la  República  del  Perú  Imya  garantido 
de  antemano  y  sin  reservas  la  ejecución  de  las  s  .iijncias  italia- 
nas para  el  caso  en  que  las  tales  proviniesen  da  Tribunales  italia- 
nos, únicamente  competentes  con  arreglo  á  las  leyes  de  diclio  Esta- 
do.^Semejante  renuncia  de  derecbos  soberanos  de  parte  del  Perú, 
en  favor  de  Italia,  no  puede  admitirse  sin  motivos  muy  serios. 
Tal  consecuencia  no  se  desprende  de  los  puntos  siguientes: 

a)  del  texto  del  Tratado:  éste  no  dice  nada  sobro  el  particu- 
lar. No  se  puede  pensar  en  intercalar  en  el  Tratado  una  renun- 
cia de  derechos  de  soberanía,  cuando  el  documento  nuda  dice  al 
respecto. 

b)  del  espíritu  del  Tratado:  éste  re^la,  sobre  todo,  cuestiones 
de  comercio  y  de  navegación,  y  la  ejecución  de  las  sentencia  no 
figura  allí  sino  como  300a  accesoria  y  secundaria. 

c)  circunstancias  que  la  acompañan:  en  cuanto  a  esto  no 
bay  nada  preciso. 

I-     En  presencia  de  los  argumentos  aducidos,  es  preciso  recoaoce- 
i  que  el  Tratado  debe  ser  interpretado  de  la  manera  siguiente: 
Tanto  el  Perú  como  Italia  ban  conservado,  con  arreglo  al  Tra- 
tado, la  plena  libertad  de  examinar  la  cuestión,  de  saber,  si  la 
competencia  del  Tribunal  que  ba  pronunciado  la  sentencia  está 
establecida  según  la  ley  del  [)aís  donde  debe  ser  ejecutada  6,  tam- 
bién, según  esta  misma  ley.    Esto   es,  en  todo  caso,  la  explicar 
ción  más  leal  del  Tratado,  y  la  que   más  verosímilmente  repre- 
senta los  propósitos  de  las  partes. 
3 — Si  la  Italia,  cuya  legislación,  según  el   memorial   del   Go 

Ibierno    italiano,     sirvió  de   modelo  al    Tratado   bubiese   que 
rido  hacer  prevalecer  esta  pretensión  exhorbitante  ante  la  Repú 
69 
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blica  del  Perú,  era  de  su  deber  declararlo  de  una  manera  clara 
y  precisa. 

Es  eviílente  que  Italia  no  tiene  el  derecho  de  quejarse  de  qu« 
el  Perú  no  de  al  Trátalo  mis  sigr\¡'ÍM'/h'»n  é  importancia  da  lo 
que  el  texto  in«lica.   Véase  sohva  esto  !a  opinión  de: 

Livier:  Principes  du  droitdes  ^^cns  If.  pág.  123.  Con  razón 
este  jurista  sienta  so!)i-tí  la  iut^rprotijióu  de  loá  Tratados,  el  prin- 
cipio siguiente: 

Eá  de  presumir  que  se  comorooi'^'^a  uno  de  la  minera  ajenos 
onerosa,  y  rt^nuiicie  lo  m^aoB  qiio  s':'a  posible. 

4 — Li  tkHn-ía  y  la  práctica  del  D.^echo  Privado  TnternacionaK 
tal  como  existía  en  la  época  de  la  celfhracióa  r>l  Tratado,  de- 
muestran, hasta  la  evidencia,  qu  í  ol  concepto  indicado  en  el  me- 
morial italiano  no  es  exacto;  mas  adelante  se  darán  detalles  al 
respecto. 

o — Con  este  motivo,  conviene,  adema?,  poner  de  manifiesto  un 
hecho  importante. 

Es  el  caso  que  la  Corte  Superior  de  Lima,  con  su  decisión  do 
9  de  Agosto,  18'^~  negó  también  f<u»malmente  la  existencia  déla 
comp£»tencia  de  .  Tribunales  italian>?,  p)rquo  califica  de  ilu- 
sorias las  ra'.ones  .  lichos  Tribuiíiios,  por  basarse  en  argumen- 
tos di  lo  os.   (\"éa-'      s  co.i^i  lerao  i )?  X?  11).  (1) 

Como  consecuen»,-!  t  le  estas  circunstancias,  la  sentencia  de 
Lima  quela  jusiiliv'a<¡  aún  cuan  lo  se  interpretase  el  Tratado 
en  el  senti-lo  que  Itíilia  piíle  sea  interpretado.  Porque  si  es  ver- 
dad (pie  la  Corte  de  Lima,  en  su  ^alivia  I  de  Tribunal  encargado 
de  la  ejecución,  tuviese  que  examinar  la  competencia  de  los  Tri- 
bunales italianos  con  arreglo  al  derecho  italiano,  est-aba  en  su 
dereí^ho  legal  afirmirlo  ó  negarlo. — La  compotencia  fue  ne- 
gaia. 

Mitiroln,  Trattat^i  di  diritto  giudiziario  italiano  VI,  4*  éd.. 
IS^JS,  N?  \2A\  p    yr,4. 

E<te  autor  d»^muestra  que  la  Corte  de  Apelaciones  italiana, 
para  «lo  giu<li/io  di  tlelibazione»  relativo  al  examen  de  la  c<>m- 
jK'tiMK'ia  (le  los  Trib:in;tles  extranjero^,  es  completamente  libre 
en  ouanto  á  su  apr^'oiación  del  <lerecho  extranjero: 

La  no-tra  Corte  tle  AppelU  non  solo  potra  ma  tlu  ráessainina- 
fi*  ¡1  tato  vle  la  cau- 1  e  prOvV  len^  la  >pi  a  nuova  iístmzione,  faro 
lungo  á  pf-ovo  novelle,  in  qnost'  istruzione;  que.-ti  prove  appuris- 
cano  neov^-<arie  p^v  de^umerne  le  norme  di  competeuza  que  Scuie 
ad  ;4piirars¡. 


Aun  cuaiuloííV  rigiese  uno  por  las  leyes  italii  as,  es    fuera  vi 
tola  da  la,  qu*^  ¡a  Corte  :Sap?rior  de  Lima  proc-  V\j  con    perfceti 


e 
to 
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ereclio  al  examinar  la  competencia  de  los  Tribunale»  italianos 
on  arreglo  al  derecho  italiano.  Al  negarla,  ha  procedido  de  con- 
>rmidad  con  el  derecho  que  el  Tratado  le  ha  concedido. 


ir. 


Aun  cuando  se  aceptare  que  el  Trátalo  en  cueslióa  invlicn,  cla- 
0  Y  distinti\mente,  que  la  competí  neia  (\A  Tribunal  que  lia  prv> 
LUiK-iado  la  sentencia,  debería  ser  considerada,  en  primer  lugar,, 
f^nia  su  propia  legislación,  no  por  esto  dt  jará  el  Tratado  de  ser 
iiíerprctado  como  conoccMlor  de  la  situación  de  la  causa  y  ex  ho- 
*i  Jj'h,  con  arreglo  á  los  ojomplos  de  rasos  análogos  de  la  vida 
lc-1  dercclK>  inlornac-iona-,  y,  m.'s  eí^pc-^inlinente,  con  arreglo  á  la 
e'>ría  y  la  práctivM  d-i  dicli  >  d^Tvvho  (^n  in.itoria  de  procodiíaien- 
o  civil  en  vigor  en  Italia,  y  qne  el  Tribunal  dtd  país  donde  do- 
^"  ejecutarle  la  senteucia  ten  »  el  derecho  y  el  dcbvT  de  examinar 
i  el  Tribunal  que  s<i'ntenció  ro  cía  [)  )r  !o  muios,  la  coin[>etenciu 
nrMico  con  arrco'o  al  derecho  ií^lcrí^acional. 

De  lo  quí^  precede  resulta  claianiciito,  que,  en  mentido  intcrna- 
ional,  los  Tribunales  italianos  no  eran  competentes,  pero  sí  lo 
:rnn  los  del  Pcrr, 

Por  estos  motiva  ?,  la  resolución  arbitral  no  podrá  dejar  de  ser 
lesfavorable  á  la  Italia, 

1.  Cada  Ebtado  gcza,  ante  todo,  del  derecho  de  determinar  la 
'ompetencia  de  sus  Tribunales,  como  le  convenga.  E.-^,  por  esto, 
pie  el  Juez  que  sentencia  no  está  obligado,  prescindiendo  de 
ratados,  a  ^ener  en  corsideración  las  reglas  de  competencia  ex- 
tranjera?. Tampoco  delje  dejarse  guiar  por  la  cuestión  de  saber  si 
'I  otro  instado  admitirá  su  sentencia.  En  fin,  es  compl^'tamente  in- 
lif(  rente  que  la  retóla  positiva^  de  competencia  sea  falsa  bajo  el 
lujuto  de  vista  teórico,  ó  que  d  Ivtado  extienda  demasiado  la 
on»petencia  de  susTr  buna^es. 

Lo  que  precede  no  La  sido  n:odifica(lo  rn  lo  menor,  por  el  be- 
bo de  que,  en  general,  un  tratado  estatuye  solue  el  principio  de 
la  ejecución  de  las  sentenciíis  del  <»tro  Estado;  salvo  que  los  fop'S 
í' an  especialmente  nplndes  en  tal  stnlido.  Si  tal  no  es  el  cas  >> 
los  contratantes  rtspeclivos  tienen  el  derecho  de  invocar  los  prin- 
L'ipios  desenvueltos  j  or  el  derecho  de  i>rocedimiento  iiiternaci  »- 
ual,  tan  luego  con.o  se  pre.-entela  ejecución  de  una  sentencia  ex- 
iranjora. 

Este  punto  fe  de.ri\a  lógicamente  del  liecho  de  <  ue  una  oldi- 
^'íM'.t'n  i(Sj:(Htiva  de  'os  Estadí  s,  no  es  a-eptad.a  tii.o  allí  don  le 
lía  si<jo  rcahücnte  njanifestada.  Véase: 
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bVica  del  Perú,  era  de  su  deber 
y  precisa. 

Es  evidente  que  Italm  no 
el  Perú  no  .le  al  Tratólo  ^ 
que  el  texto  indica.   Vé^ 

Livier:    Principes  d- 
este  jurista  sienta  sol 
cii)io  HÍguienle: 

E:J  de  prcv--u;n'n' 
onerosa,  y  reiiu" 

4 — La  teorí 
tal  como  ex  i 
muestran,  ' 
morial  it:  ,uAni 


def:3ta  ^* 


Icti^' 


1' 


italiauoá 
.encia  entre: 


„  ,  ,.  competencia  ^^^^^^f¿^  t»^^™^  ^ 
,,os  referimos  en  ciuuito  a  esi",       ^  ^^  ^^^ 
^Ho     me   podría    uno  suponer,    *\       J^r 
'"í^tinc.ón  no  ha  tenido  lugar  smo  algUlUs 


I  u, 


'  ^ ■'• :;  los  Estados  que  las  »'^"  l-'"""  ;^;  ^,1^  ^especio  una  jur»*' 

^'^'.r;  o  mucl'O  tiempo  que  «^J"^f^\Yr^^^^^^^  J  <!«''' 

"•'••  «novada,  sobre  todo,  en  el  11  aiauov-"  ,1^1  PAdi'n»' 

rr.=  '^'¡tentrse  Im  ocupado  del  famoso  articulo  U   del  Ood:„ 
^.i;r;íS^:ent^  JS^^^^^^^^^^^         Tratado  franco.u.zo. 

Í";rS,Sen  Revue  de  Droit  international  IX,  1877.   p.  213 

(N?  -256).  ,,,.       análisis,  el  hecho  de  saber 

^  Es  preciso  distinguir,  como  üiumo^^^^^     pkra  saber  si  es  com- 

,¡  el  Tribunal  «t-^^'f  ,'•:', t'rexSera..^-.  í^^hacer  estadi^ 
petoí.tc.  con  arreglo  á  la  ley  «^^/^"¿^'^^¿^^.j^  gería  exponerse  i 

fle^r^or   r^^^^^^  <i«  <l-cho  público  iut.nio. 

'•■£l  mismo  iurisUa  expone  lo  que  sj-.  .;-.f  ^^  ^^n  de  favo- 
La  instanoia  de  €xrq>i.aUii,  al  ser  esiam  ^j.^,, 
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resulta  que  ]a  ej^.^  • 
foriniíá  del  la  ¡i'^n^:  : 
cien  i  e.'spresse  <ii  tr-^t- 
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Blunier-Morel:  Handbuck  dea  Bundefsta  atsreihts,  III,  S. 
637. 

2.  Para  demostrar  la  doctrina  y  la  práctica  de  esta  parte  díl 
derecho  <}ue  hemos  mencionado,  hay  que  recurrir  especialmente 
á  la  ciencia  jurídica  italiana;  y  el  juez  arbitro,  al  resolver  en  fa- 
vor del  Perú,  rendirá  al  mis'uo  tiempo  homenaje  á  los  juriscou- 
sultos  y  á  los  sabios  de  la  ltali»i. 

En  efecto,  son  los  juri-eonsultos  italianos  los  que  insisten  rig'i- 
roáuinente  en  observar  la  diferencia  entre: 

a)  la  competencia;  y 

b)  la  jurisdicción  ó  la  competencia  internacional. 

Fai  primer  lug.ir,  nos  referimos  en  cuanto  á  ésto,  al  meraorial 
italiano.  Es  cierto  que  podría  uno  suponer,  al  leer  este 
pasiije,  que  dicha  distinción  no  ha  tenido  lugar  sino  algunas  ve- 
ces; más  esto  no  significa  nada,  Al  contrario,  es  necesario  de- 
mostiar  aquí,  de  una  manera  especial,  que,  según  la  concepción 
casi  unánime  de  lt>s  jurisconsultos  italianos,  y  según  la  jurispru- 
dencia constante  de  los  Tribunales  italianos,  la  competencia  «^aü 
estrictamente  separada  de  la  jurisdicción,  y  que,  por  consiguiente, 
las  sentencips  pronunciadas  por  Tribunales  extranjeros  no  soú 
ejecutables  en  Italia,  aun  cuando  se  hubiese  celebrado  un  Trata- 
do con  los  Estados  que  las  han  pronunciado. 

Hace  mucho  tierai)0  que  se  estableció  á  este  respecto  una  juris- 
prudencia apoyada,  sobre  todo,  en  el  Tratado  con  Francia  y  qae. 
naturalmente,  se  ha  ocupado  del  famoso  artículo  14  del  Código 
Civil  francés. 

Esta  úitima  disposición  legislativa  figura  también  en  las  reso- 
luciones recientes  del  Tribunal  Federal  (A.  E.  XXV,  lérie.  parlie, 
j).  93)  relíitivamente  á  la  interpretación  del  Tratado  franco-suizo, 
y  al  art.  59  de  la  Constitución  Federal. 

En  cuanto  á  lo  que  acaba  de  aducirse,  hay  que  consultar  los 
juristas  siguientes: 

G.  Norsa,  en  Revue  de  Droit  International  IX,  1877,  p.  213 
(N?  256). 

Es  preciso  distinguir,  como  último  análisis,  el  hecho  de  saber 
•i  el  Tribunal  extranjero  tiene  juris<licción  para  saber  si  escom 

pétente,  con  arreglo  á  la  ley  extranjera    Notiacer  estadi:^ 

tinción  entre  la  jurisdicción  y  la  competencia,  sería  exponerse  a 
graves  inconvenientes  y  confundir  cuestiones  de  derecho  público 
ii:tcrnac¡onal  con  cuestiones  de  derecho  público  interno. 

El  mismo  jurista  expone  lo  que  sigue,  p.  203  y  209. 

La  instancia  de  ezcgaatar,  al  ser  establecida  con  el  fin  de  f.ivo- 

recor  la  administración  de  la  justicia,  tiene  también  por  obj-t^ 

cautelar  la  soberanía  nacional  é  impedir  que  los^-derechos  aoJf- 

dados  á  las  partes  por  una  sentencia  extraiijera,  no  estéu  eu  cjn- 
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tradicción  con  las  leyes  de  orden  público  ó  con  el  derecho  públi- 
co del  Reino. 

En  efecto,  podría  sufrir  detrimento  el  sistema  de  jurisdiccióri 
de  las  autoridades  nacionales,  y  el  Derecho  Público  interno  del 
Reino,  si  el  ciudadano  italiano  fuese  citado  ante  un  Tribunal 
extranjero,  en  virtud  de  alguna  disposición^excepcional,  contra- 
ria á  las  reglas  universal  mente  aceptadas  sobre  la  competencia. 
Tal  es,  por  ejemplo,  el  artículo  14  del  Código  Civil  Francés  que 
permite  citar  al  extranjero,  aun  cuando  no  resida  en  Francia,  au 
te  los  Tribunales  franceses,  para  la  ejecución  de  obligaciones 
contraídas  en  país  extranjero,  á  favor  de  un /ranees.  Esta  dispo- 
sición es  comploiamente  contrariad  las  Te<j[las  generales,  según 
las  cuales,  el  Tribunal  competente  es  el  del  domicilio  del  deudor, 
6  el  del  lugar  fijado  por  los  contratantes  para  la  ejecución  de  las 
obligaciones,  ó  el  en  qiie  se  encuentra  el  objeto  en  litigio. 

Norsa  termina,  su  sabia  disertación,  con  las  palabras  siguien- 
tes (p.  200): 

«Si  resulta,  pues,  del  examen  de  los  Tribunales  italianos,  que 
la  sentencia  del  Tribunal  extranjero  afecta  las  reglas  normales 
de  jurisdicción  y,  por  consiguiente,  el  orden  público  interno,  tie- 
nen plena  libertad  para  no  reeonorerla  como  competentemente 
pronunciada,  y  negarle  la  ejecución.  » 

G.  Fusinato. — LV'Ssenzione  del  lo  sentenzo  straniere  in  materia 
civile  e  comerciale,  1884. — ICste  jurisconsulto  termina  su  sabia 
di.seí  (ación.  ]>.  S7,  como  sigue: 

Risulta  (hinque  cliiarí?Fimo  cho  la  dií^tribuzionedella  ghirisdí- 
zione  fra  idifterenti  Stati  equindi  laristu-ease  nolla  spocio  la  giu- 
ri'dizione  com^.eta  aquella  deterniinjita  sovranitá,  non  é  quc^^tio- 
ne  che  posso  venire  rit^oluta  Sí^condo  la  leí^i^e  i>articolare  del  luo^^o 
dove  la  se;5tc*nzíi  v<^une  pronunziata;  ben  ¿i  secnndo  le  rególe  del 
dirito  intcrnazicnale. 

Y  en  las  páginas  131  y  132,  esta  autoridad  en  materia  «le  Drre- 
cho  lutornacional,  resume  los  principios,  «ep;i'in  los  cuales  la  ejecu- 
ción de  lí*s  sentencias  extranjeras  (Kbe  ser  denegada.  Por  lo  que 
al  presente  diferendo  respecta,  conviene  citar  un  j'asajede  d(Mide 
resulta  que  la  ejeí.ución  no  d(l>c  ser  concedida:  quando  in  con- 
fonniíá  dclla  legge  nationnl,  overo,  nella  nuuicanza  di  dispoof- 
cicni  espresse  di  qresta,  in  conlonnitá  dci  principii  del  Diritto 
Internazionale  la  giurismzione  per  zindicare  di  qnella  causa  fos- 
se  ri-ervata  ai  Tribunali  dello  Stato  dove  si  agita  il  giudizio  di 
del  i  ha  zione. 

Fr.  Rici.  Comrnento  al  Códice  di  Procedura  italiano  7  9(h 
Tirengi,  1895,  \ol  III.  n"  610,  p.  ()(j7  e  068. 

Este  autor  se  funda,  en  prinier  Ingar,  en  la  consideración  de 
que  la  competencia  de  los  Tribunales  extranjeros  debe  deiender 
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del  Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia.  Pero,  agre^  in- 
mediatamente después,  una  restricción  de  principio  que  dice 
ttóí: 

Qiiesto  principio  sofre  occ<ízione  nel  caso  in  cui  le  vonne  sulla 
competenxa  dei  gnidici  stranieri  constifcuiscoao  uria  violazione 
del  nostro  dirito  publico  interno. 

Y  en  apoyo  de  esta  conclu-ión,  Ricci  dice  (p.  668). 

Lí^  leggi  di  ciasouna  Nazione  non  possono  perraitere  che  i  ri- 
ttadini  siano  abanaonati  totalmente  alia  discrezione  dei  mapi?- 
gistrati  di  altra  nazione,  anche  cuíindo  la  scienza,  la  prattieaf 
gli  usi  civile  notí  cousentano  che  i  raagist^ati  d^uno  Stato  pos"?> 
no  giudicare  la  causa  d'una  straniero.  Ogni  qualvoltae  dunq::e 
la  norme  sulla  competenza  dei  Trihnnali  stranieri  violano  i!  w^r 
tro  diritto  publico  \i  t:^rno,  con  lo  stabilire  a  riguardo  dei  cuitt  'li- 
m  dello  stato  una  competa  nze  cceezionale  ó  odiosa,  non  piú  \m 
sentenza  estera,  chequelle  norme  ha  aplioato,  esmere  dichiarita 
csecutiva  nel  resano.  » 

Un  solo  jurista  italiano  es  de  opinión  contraria,  y  es  el  úni^o 
citado  en  el  memorial  de  Italia.  Véase: 

L.  Mattirolo:  Tratatto  di  diritlo  giudiziario  civile  YI,  N?  124 
y  1245,  p.  953,  9G4. 

Este  jurisconsulto  rechaza,  os  cierto,  la  diferencia  estab'^eci  1 
poro  admite  que  la  doctrina   y  la  práctica  no  son  ^e  su  opiníó 

Ucpinione  che  abbianoor  oru  rsprevsa  si  puó   diré   é    j-espiíi* 
dalla  qnasi  concorde  giarisprud^nza  e  dalla  prevalente  doltrina 
porquanto  si  riferise  alia  question3  di  giurislizionf. 

Con  respecto  a  las  observaciones  del  memorial  italiano,  nos* 
^stas  completamente  d^ra^.    Lg  doctrina  y  la  ]>rácticA   son    cjít 
unánimes  en  Italia,  en  el  sentido  ¡ndiía1o,*y  Matiirolo  es  el  ü'\ 
*co  que  se  opone  á  ellis,  pero  admite  también  ser  él   el    únii.*o  d< 
4.al  opinión  como  acabamos  de  manifestar. 

La  observación  contenida  en  el  mismo  memorial  italian.^ 
de  que  Calvo,  Derecho  Internacional  If,  p.  309/70,  inspirado  p>i 
o]  italiano  Mattirolo,  haya  admitido  su  manera  de  ver,  es  Cx^^^n 
pletaniente  incomprcnsil)!©.  Calvo  no  dice  una  palUjra  de  t^lí 
esta  controversia.  Adem  \h,  es  inoficioso  el  comprobar  que  el  mft 
morial  italian  i  se  apoya  en  el  juriscoiisulto  fran^'éá  M^nía 
A'oase  a  este  respecto: 

F.  Moreau:  Effet-í  intcrnationanx  des  jugv^nen's  eu  niatic.; 
civil-(IS^>l)  p.  210,  N.'203: 

II  >y  en  la  Itiüa  unificidí,  l.i  m  it<íria  o^^tá  r^gld\  i>or   los 

tícalo^  911  V  .-i:x  i^e  iti's  d.^i  í'V)  üir  )  ílo    Piv^.hí  H^nioüt »    (^ivil    • 

JS^'^r),  repro  hici-ndo  (*1  Có  ii^o  sur  lo  do  183'.».  y  n  »r  los  arii'*':' 

]0  á  12  d,'  las  di  íp  i^ici  >iie-!  [íivü-ninaiei  dd  (/ólii^)  Civil.  E-í  • 

ic'Xtoihuí  hecho  desüpnrecer    la   necesidad    de    roci[>rocidA  !. 
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'exequátur  será  acordado  mediante  la  reunión  de  las  condiciones 
siguientes: 

1*  que  la  sentencia  haya  sido  pronunciada  por  un  Tribunal 
com[>etent^:  en  prircipio,  la  competencia  debe  ser  apreciada  se- 
gún la  ley  del  país  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada;  pero 
se  rechaza  la  competencia  excepcional  del  art.  14,  Código  Civil 
francés  y,  en  general,  toda  regla  que  afecte  la  competencia  nor- 
mal de  los  Tribunales  italianos. 

De  esta  citación  resulta,  que  el  memorial  se  apoya  sin  razón  en 
Moreau,  Este  jurista  se  declara  enérgicamente  opuesto  á  la  opi- 
nión que  sostiene  la  Italia. 

o.  Para  aprecior  el  alcance  del  heqlio  que  la  doctrina  y  la 
práctica  en  Italia  niegan  la  ejecución  de  las  sentencias  francasas 
cuya  competencia  esta  basflda  en  el  artículo  14  del  Código  Civil, 
es  preciso  a<lvertir  que  entre  estos  dos  Estados  exi.^te  un  Tratado 
que  determina  especialmente  la  cuestión  de  la  ejecución  de  las 
sentencias.  Este  Tratado  es  el  franco-sardo  de  1700,  perfecciona- 
do por  la  declaración  de  V'  de  ?etiembre  de  1860. 

A.  Weiss,  en  su  obra  «Traite  elémentaire  du  Droit  internatio- 
«ül  privó;  2e.  ép.  1890,  p.  G3S/33»,  so  expresa,  al  respecto,  de  la 
manera  siguiente: 

La  Cofte  a  quien  se  ha  pedido  el  exequátur  está  en  el  caso  de 
inhibirse  de  la  revisión  de  las  sentencia  extranjeras;  su  ^examen 
no  debe  extenderle  más  que  á  tres  puntos: 

1)  Si  el  Tribunal  extranjero  era  competente  para  pronun- 
ciarla con  aneglo  á  las  leyes  del  país  á  que  pertenece; 

2)  Si  el  demandado  ha  sido  debidamente  citado,  y  si  ha 
'Compai'ecido,  ó,  por  lo  menos,  si  s.i  rebeldía  se  ha  hecho  constar 
en  debida  fonna; 

3)  Si  el  orden  publico  no  se  viere  afectado  por  la  sentencia 
-extranjera. 

En  cuanto  á  la  priiuera  suposición  (n?  1),  Woiss  hace  notaren 
la  observación  4*?  aSin  ombarg),  los  Tribunales  italianos  so  nie- 
gan á  reconocer  la  competencia  excepcional  organizada  en  pro 
de  nuestros  nacionales  por  el  art.  14.» 

Véase  lo  que  dice  Gianzuia:  Lostraniero  nel  diritto  civile  ita- 
liano vol.  1,  parte  III,  nV  114,  p.  77. 

Este  jurista  dice,  con  rcspi^cto  al  art.  44  del  Có<ligo  Civil 
Francés: 

II  nosiri  magistrati  italiani  al  fari  degli  scritori  francesi,  han- 
no  riconosciuto  sempre  cpiesto  articolo  como  esorbitante  ad  ogni 
principio,  cui  devonsi  intbrinari  i  rapporti  fra  i  popoli  civili. 

Partiendo  de  este  punto  de  vista,  y  durante  los  últimos  diez 
años,  no  se  ha  reconocido  en  Italia  ninguna   sentencia   pronun- 
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ciada  por  Tribunales  franceses,   siempre   que   estos  Tribunales 
han  basado  su  competencia  en  el  famoso  art.  14  ya  citado. 
Ricci  cita  (p.  668  y  669)  toda  una  serio  de  sentencias: 

1)  Corte  de  Apelaciones— Lucca,  27  Abril,  I869(annali  1.2, 

287) 

2)  »  »  Florencia,  7  Abril  1869  (anali  IV, 

2,98) 

3)  »  »  Turín,  30   Octab-e,    1874  (Race. 

XXII,  2,  112)       ' 
^)      »  »  Genova,  4  Abril,  1881  (XXXIII, 

2.  246)  y    14   de   Julio,   1882 

(XXXIV,  2,  482) 
^)       »  »  Mesina;  5  Setbre.  1881   XXXIV, 

2,16) 

W      »  »  Turín,  16  Junio  1886  (XXXVIII, 

2,    604)    y    30    Agosto    1887 
(XXXI X,  1,  1683) 

^  Estos  h'xhos  pruehvi  de  u>ia  mviara  írrfifutabfe,  que  la  celebra- 
$ión  de  un  tratado  no  trae  necesariamviíe  consigo  el  reconocimiento 
general  y  reciproco  de  todos  los  fueros,  sino,  al' contrarió,  la  denega- 
ción df  los  fueros  excepcionales. 

Hé  aquí  lo  único  que  muy  espx;ialmmto  está  conforme  con  la 
doctrina  y  lajurispruileiicia  de  [rnlia. 

4. — Las  explicaciones  que  acaban  do  hicerse  se  relacionan 
muy  de  cerca  con  los  proyectos  de  tratad  h  d-?  los  distintos  esta- 
dos deSud-Araérica,  en  materia  de  ilt'itvlío  internacional. 

Es  prociso  tom.ir  en  coasiilor  i<.-ióii: 

a)  Art.  42  del  proyecto  del  tr.itiilo entre  el  Peni,  la  Argenti- 
na, Chile,  Bolivia,  el  Ecua<]or,  Venezuela  y  Costa  Rica  de  1878, 
y  citado  en  la  obra  de: 

Meito:d¡e  kodification  des  intornalionaieii  civil  und  Etau- 
delsrechts.  Eiiie  Materialei— slrecimng  dor  urteile  und  andorer 
jurisdiktinnflljer  akte.) 

Der  ersuchte  Riebter  kommt  ílem   Ersuchon  nach   unter  Be- 

abrichtung  der  Verschriften  in  ar.  51. 

•Y  el  art.  51  á  que  se  liace  referencia  aquí,  dice  lo   que  si-^ue- 

Gesetze,  Urteiie,  Vertügo  und  juristieh'.    Akte,    welclie   ihren- 

Ijrsprung  im  Anslanden  hatton,  werden  im  Inlande  nur  bsach- 

«nlT-IÍ'H",''''*;?'!'^*^'''^"''-^"''''^"    verfasnng,   den   gesech- 
gích  sin?         '^^  Ordnung  o-ler  den   g:,.ten    Sitten    unvertra- 

nro^i,?;''»;-^  í^'lFIolf  ^  ^^  *™*^*^"  ''°  Montevideo  en  materia  d« 
procedmiieuto  (1888).  impreso  por  Segovin.   El  derecho  interna- 
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cional  privado  y  el  Congreso  Sud-Americano  (1889)  p.  244-250. 
Se  expresa  de  esta  maiKia: 

Las  sentencias  y  fallos  arbitrales  dictados  en  asuntos  civiles  y 
comerciales  en  uno  de  los  estados  signatarios,  tendrán  en  los 
territorios  de  los  demás,  la  misma  fuerza  que  en  el  país  en  que 
86  han  pronunciado,  si  reúnen  los  requisitos  si^^uientts: 

a)  que  la  sentencia  6  fallo  haya  sido  expedido  por  tribunal 
competente  eu  la  esfera  iateriiacionaL  A.  Prince:  El  Congreso  de 
las  Américns,  1889-1890  (Paris  1891)  p.  720. 

La  expresión  ren  la  esfera  mternacionaU  es  en  extremo  import^n-^ 
te  y  está  perfectamente  de  acuerdo  cov  la  distinción  de  la  competen-^ 
cia  y  d$  lajarisdicción  adoptada  por  la  doctrina  bailada  en  los  pre- 
denles  de  la  ciencia  y  de  la  práítica  ilalianas.  Queda  también  es- 
tablecido se^ún  los  tratados  de  la  América  del  Sur,  que  el  tri- 
bunal del  lugar  de  ejecución  tiene  el  derecho  de  hacer,  de  motu 
propio,  el  examen. de  la  cuestión  de  saber,  si  el  tribunal  que  ha 
pronunciado  la  sentencia  tenía  la  jurisdicción  qu«  requiere  el 
derecho  internacional. 

Ei  acuerdo  sobre  la  interpretación  habida  entre  Italia  y  el 
Perú,  en  1874,  manifestaban  plenamente  la  opinión  de  ser  am- 
bos, á  pesar  del  trata<lo,  recíprocamente  libres  bajo  el  punto  de 
vista  déla  salvaguardia  fie  los  [irincipios  de  derecho  internacio- 
nal en  materia  civil.  Sv)hro  esto,  es  inútil  indicar  ol  hoclio  de 
que  en  litenitura,  se  da  nuKíha  importancia  á  loa  pr  >yecto3  de 
los  tratado=í  de  la  América  del  Sur.  Véase  p.  ej.: 

Meile.  Das  internationalí»  civil  und  Handelsrecht.  Ein  Han- 
dbuch  1202  I,  S.  18  n.  182. 

La  expresión  precisa  contenida  en  los  tratado?  do  los  estarlos 
de  la  América  del  Sur  se  reproduce  en  el  coligo  de  proce^limieii- 
to  de  Vene/Aiela  (1897),  el  cual,  en  su  art.  714,  sobre  la  cuestión 
de  conceder  el  exequátur  á  una  sentencia  extranjera,  dice  que  es 
necesario  examinar  así: 

Ha  sido  pronunciada  r^r  una  autoridad  judicial  conip<M.cnte 
•nía  esfera  internacional  y  que  no  se  haya  arrebátalo  á  \^ene- 
zuela  la  jurisdicción  que  h»  correspondiera  para  conocer  del  ne- 
gocio según  sus  leyes  ó  /•»>?  preceptos  del  di^echo  interna  cional. 

Esta  citación  es  sacad:»  d«í  la  obra  de  Mattirolo,  1\^  p.  95G. 
Anotación, 

5 — En  el  presente  caso,  ios  tribunales  italianos  se  apoyan  en 
una  competencia  que  no  existe  en  el  sentido  intemacioudl,  sino 
en  la  de  los  tribunales  peruanos. 

Véase  sobre  esto: 

a)  la  sentencia  de  la  Corte  Superior  de  Lima  del  O  Agosto 
18íí7. 

b)  la  resolución  del  Código  de  Procedimiento  civil  del   Perú 

70 


—  664  — 

(Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  Civi  )  de  1863 — art.  116. 

«Toda  persona  tiene  derecho  para  no  ser  demandada  sino  ante 
el  juez  de  su  fuero.» 

Por  lo  que  respecta  al  objeto  de  la  causa  sentenciada  en  Ita- 
talia,  el  domicilio  {el  asiento)  solo  do  la  sociedad  era  competente. 

Esto  ha  sido  denK)strado  de  una  manera  evidente  y  decisiva 
por  la  sentencia  de  la  Corte  de  Lima.  Véase  también: 

Gianzana:  Lo  stranieri  nel  diritto  civilo  italiano,  vol.  I  par- 
te III,  n?  134,  p.  88. 

Anche  nel  Perú,  la  regola,  é,  che  Tttore  debba  seguiré  il  foro 
del  conven  uto. 


IIL 


«Según  la  doctrina  del  derecho  de  procedimiento  civil  inter- 
di nacional,  es  preciso  interpretar  el  tnitado  entro  Italia  y  el  Pe- 
«  rá  en  el  sentido  de  que  ninguno  de  los  dos  estados  está  obligada 
«reconocer  un  luero  excepcional  del  derecho  interno,  ni  á  ejecii- 
« tar  las  sentencias  pronunciadas  sobre  esta  base.» 

Por  esta  razón  más,  la  cuestión  su^Jíiitada  por  la  convención 
arbitral  debe  ser  zanjada  á  favor  del  Perú. 

1 — Hay  que  tomar  en  consideración  una  opinión  á  la  que  s% 
atribuye  un  gran  valor  en  materia  de  <lereeho  internacional  pri- 
vado, porque  es  fruto  de  estudios  provenientes  de  diferentes  in- 
ternacionalistas. 

El  instituto  de  derecho  internacioTial  ha  dictado  conclusiones 
referentes  á  la  competencia  délos  tribunales  que  dicen  lo  qu# 
«'gue: 

(Anuario  L  1877,  p.  125) 

Las  reglas  uniformes  concernientes  a  la  competencia  de  K^ 
Tribunales;  regla  cuya  utilidad  ha  sido  reconocida  por  el  institu- 
to en  la  sesión  de  Ginebra,  deberían  tener  por  base  los  princi- 
pios siguientes: 

a)  El  domicilio  (y,  subsidiariamente,  la  residencia)  del  deman- 
dado, en  las  acciones  personales  ó  q  ic  se  refieren  á  bienes  inue- 
kles  y  á  la  situación  de  los  bienes,  \i\^  nociones  reales  que  se  re- 
fieran á  los  inmuebles  deben,  por  lo  rc^uiar,  determinar  la  com- 
petencia del  juez,  salvo  la  adopción  (\^  fueros  excepcionales  con 
respecto  á- cierta  categoría  de  litigantes. 

b)  en  cuanto  á  la  regla  que  precctle,  su  efect©  sera,  qne  el  juet 
«ompetejite  que  resuelva  ub  proceso  no  pertenecerá  siempre  al 
país  cuyas  leyes  rijan  ios  informes  de  derecho  materia  del  pre- 
sente proceso.     Siri  embargo,  la  adopción  de  los  faeros  excepcio- 
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nales  (msncionados  en  letra  a)  deberá,  sobre  todo,  reducirse  á 
hacer  resolver,  hasta  donde  sea  posible,  por  los  jueces  del  país 
cuyas  leyes  rigen,  un  informe  de  derecho,  los  procesos  concer- 
nientes á  ese  informe;  por  ejenii)1o,  los  procesos  cuyo  objeto  prin- 
cipal es,  hacer  que  ee  resuelvan  las  cuestiones  de  Estado  ó  de  ca- 
rácter personal  f)or  los  Tribupales  del  país  cuyas  leyes  rigen  los 
estatutos  personales,  etc. 

Según  el  parecer  del  iostituto,  es  preciso  examinar  en  cada  ca- 
so particular,  si  la  competencia  de  los  Tribunales  está  basada  en 
el  terreno  del  Derecho  Internacional.  Esta  interpretación  es 
también  la  de: 

Menger:  System  des  ostcvrcichischen  civil  proz.essrechts  in 
rechtsverííleichender  Darstellung.  Wien,  1876,  I.  S.  180  ».  181. 
Esto  jurisconsulto  se  expresa  de  esta  manera:  Die  richtige  An- 
sicht  ist,  dass  jene  frage  ais  eine  internationíile  Rechbsfrage  zu 
betrachten  staaten,  sondorn  nach  allgemeinen  volkerrichtlichen 
prinzipi<>n  zu  benj- telen  ist. 

De  esta  niflnera,  Men-^er  no  reconoce  de  Derecho  Internacio- 
i)«l,  sino  los  Tueros  siguierjtes: 

a)  el  <U'!  domicilií»; 

b)  el  do  la  cosa  ubicada  (rci  sitae). 

Agrega  ^lenger  (p.  181)  quo  las  demás  jurisdicciones  designa- 
das por  algni^.os  autores  c'>mo  internacionales  (la  jurisdicción  del 
fallo,  del  contrato  y  de  la  gerencia),  son  más  bien  do  carácter  lo- 
cal, }'  por  (sta  razón  no  son  gener*! mente  reconocidos: 

«Sie  kornon  daher  auch  nicht  die  internationale  Kompetenz 
des  auswartigen  G  richts  bogründen,  insoíein  sie  nicht  im  Ver- 
háltniss  zu  einzelnen  Staatt  n  durch  besondere  Ileclitsvorschrift 
zu  diesem  Zwecke  für  genügend  erklürt  worden  slnd.  » 

Menger  llama  también  la  nteiuim,  con  justicia,  al  hecho  de 
que  un  Estado  no  putde  contentarse  con  la  existencia  de  la  com- 
petencia (le  un  Tribunal  extranjero. 

Véaee  Mciiger:  a.  a.  o.  S.  178-179. 

Menger  aírrcga,  con  razón,  que  debe  rechazarse  cualquier  otra 
opinión,  I  orijuo,  al  aco¡)tarln,  Ijis  disposiciones  de  coin[»etencia 
<lel  dereclio  extranjero  son  á  üK^nudo  en  extremo  injustas  y  ve- 
jat  ¡rias.  3%  ]»or  consiguiente,  inadmisibles  para  la  vida  interna- 
cional. 

2.  Adorna-,  es  preci-o  in^i-t¡r  aquí  en  que  el  fornn  coalradiís, 
y  especia! ni(ínt'  et  croa-lo  p  >v  los  Tribinuilos  italiano?,  equivale 
á  uiva  }>nra  {loí'ión  q'te  debo  pon'.r¿e  en  parangón  con  el  art.  14 
del  Código  Civil   ira íí oes. 

Pero  prceisíinionti^  así  como  los  Tribunales  italianos  no  han 
ojeoivta'lo  his  s'ontcncias  IVnnco'^as  Cí)ntra  italianos,  no  obstante  el 
Trata«lj  y  el  artículo  I-l  del  Có  ligo  Civil,  las  sentencias   italia- 
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mas  pronunciadas  contra  peruanos  n«  »leben  tampoco  ser  ejecu- 
tadas en  el  Perú,  si  se  acepta  mediante  una  ficción,  de  que  los 
peruanos  habitantes  del  Perú,  6  una  sociedad  peruana  cow  asien- 
to legal  en  el  Perú,  pueden  ser  juzgados  en  Italia,  art.  105,  núm. 
2,  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil:  no  puede  ser  rtconocido 
en  materia  internacional. 

3.  Un  imternacionalista  tan  efaiinente  c#mo  el  señor  v.  Bar 
demostraba  que  se  podría  designar  el  forum  contractas  como  /o- 
rum  de  la  chicana  internacional.  Véase  v.  Bar: 

Theorie  und  Praxis  des  internationalen  PrivatrechU  II,  S. 
444. 

En  efecto,  no  se  debe  «uponer  que  el  Tratado  celebrado  entro- 
Italia  y  el  Perú  haya  sido  con  el  objeto  de  sancionar  eie  forum 
de  la  chicana  internacional. 

4.  En  aquellas  partes  donrle  los  contratantes  han  querido  re- 
nunciar á  torio  examen  do  la  eom[>etencia  del  país  de  ejecución, 
lo  han  hecho  expresis  verhis.  Y  aun,  en  tal  caso,  no  han  dej:ida 
de  agregar  algunas  reservas. 

E^  preciso  comparar  al  respecto  la  convención  entre  el  Gobier- 
no del  Gran  Ducado  de  Badén,  con  el  imperio  de  Austria,  sobre 
la  ejecución  de  las  sf^ntencias  [)ro!uincia<]as  en  mat<^na  <le  Dere- 
cjio  Civil;  convención  celebrada  en  1S3.S,  modificarla  en  ISoG. 

Hállase  itiserta  en  la  o])ra  de: 

Kah:  Die  Ftiatsvertage  ve.  Vereinb.irungen  des  devitsehen 
Reichs  es  d  's  G-o^herzoi^tam-!  Rulen  mit  auslandischeii  Staaten, 
1889 — S.  Go-f^'»,  (loínlr^  se  dice; 

Ruhtsl:r:Itn^^-  Urteilo  welclie  von  den  competonten  k  k.  ees- 
terreichisí  li(»ii  <¡.'richten  in  Civilrnlit^fiillen  gefíillt  wunlen,  sin*! 
auf  Ansuel;(  11  <lt^s  urteilenden  Riehters  von  den  Gra^áh  Gericli- 
ten  in  Vaü/.u.í;  zu  sr^t/en. 

Die  Frago  ch  tías  k.  k.  oesterreiebisch  Geriht,  dessen  Ant^ii 
Vullzag  gein'íM'lit  wenlen  solí,  zur  Entsehei<lung  kompetent  war^ 
ist  nacli  <!• '•  ];.  k.  oesterreiehis^íhen  G.'setz'jjeb'inpf  zu  beurteileu 
u.  in  der  i^■^l'l  keincr  noehmalsVen  Prüfunix  zu  unterziehen, 
aondeni  «ü»  IC.kliirnng,  welelio  das  reíjuiriei-  ích  Gerieht  in  die-' 
ser  I>ezi!,i.'.i:\í^  avisdiücklieh  oder  stillscliweií^eiid  gegeben  hat^ 
ais  nias-g<  i)*  nd  anzusehen. 

8()lltei?  sicjj  jedoeh  gegen  diese  Erkiarung,  erhobliche  Zweifel 
anfdringen  oiler  von  der  Partei,  zwisehen  welche  dws  iirteil  zun^ 
Vallzug  komen  solí,  vorgcbraclit  wcrden,  so  sin  ohne  anordnung 
einer  Parteinerhandlung,  die  zweifeldem  k.  k  Gerielite,  welchts 
um  die  Vallstreekung  ersucht  hat,  bekannt  zu  machen. 

AVenn  die  yVufklíirung,  welche  das  letztere  erteilt  ais  genegen<i 
«rscheint  so  ist  die  Vallstreekung  zn  verfügen,    im    entgcgenge- 
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setzton  Fall  aber,   aind   die   Büdeken   diesseitigen   Miniátcrinm 
vorzutnijen  u.  dessen  Verfügung  abzuwarteii. 


CONCLUSIONES 


El  Gobierno  de  la  República  del  Perú  abriga  la  plena  espe- 
ranza de  qie  la  sentencia  arbitral  ser¿i  pronunciada  a  sa  favor. 
Por  la  resolución  en  esto  sentido,  el  Tratado  será  racionalmente 
int<»rpretado,  aún  cuando  la  causa  concreta  del  altercado  requie- 
ra una  reforma  del  derecho  tal  como  existe,  y,  es  de  esperarse 
que  la  sentencia  arbitral  á  favor  del  Perú  producirá  el  mejora- 
miento del  Tratado. 

Rheinfelden,  Junio  23  de  1902. 

Toi'ibio  Sam, 


SEGUNDA  REPLICA  DKL  GOBIERNO  ITALIANO 

Aprovechando  de  la  facultad  que  el  arbitro  ha  acordado  4  las 
partes  por  su  decreto  de  9  de  Febrero,  y  por  sus  notas  de  12  de 
Abril  y  26  de  Mayo  últimos;  el  Gobierno  italiano  tiene  el  honor 
de  compendiar,  mediante  las  observaciones  siguientes,  algunos 
puntos  del  debate  que  sirvieron  de  materia  á  sus  dos  memoria- 
les anteriores.  Absolverá,  al  mismo  tiempo,  las  nuevas  objecio- 
nes contenidas  en  la  réplica  de  la  parte  contraria. 


El  Gobierno  peruano  insiste,  ante  todo,  en  la  relación  que, 
4  su  modo  de  ver,  debe  existir  entre  la  sentencia  arbitral 
futura  y  el  proceso  que  ha  motivado  el  arbitraje. 

El  Gobierno  del  lley  cree  deber,  á  su  vez,  insistir  en  el  carác- 
ter general  de  la  cuestión  sometida  al  examen   del    arbitro   Ha- 
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mado  á  resolver,  en  interés  público  permanente  (el  de  las  rela- 
ciones jurídicas  entre  las  autoridades  y  ciudadanos  de  ambos 
países)  una  controversia  sur^^ida  entre  los  dos  poderes  sobera- 
nos. Tal  es  el  fin  y  okjeto  del  compromiso  que  debe  servir  de 
base  para  la  sentencia  arbitral. 

Corresponde,  además,  al  arbitro,  interpretar  el  carácter  y  los 
términos  del  compromiso,  á  íin  de  penetrarse  de  la  extensión  de 
la  jurisdicción  que  se  le  confiere,  y  del  contenido  del  laudo  que 
se  le  pide. 


Las  consideraciones  de.^arroili'la^  en  la  primera  parte  de  la  ré- 
plica de  la  contraria  pueden  resuiuirso  así: 

* 

Desde  que  el  artículo  18  del  IrataJo  de  1874  no  zanja  la  cucs- 
ttión  respocto  de  la  ley  según  la  cual  debe  establecerse  la  compe- 
tencia del  tribunal  que  ha  in'onunciatlo  la  sentencia  que  debe 
ejecutarse,  las  autoridades  judiciales  de  los  dos  países  encarga- 
das de  una  demantla  de  cxerjaittvr  son  perfecta  mente  libres  paru 
seguir  el  examen  de  esta  cuestión,  ya  sea  según  sus  propias  le- 
yes nacionales,  ya  según  estas  leyes  y  las  del  estado  donde  la 
sentencia  ha  sido  dictada.  E>te  sería  el  medio  de  hacer  menos 
oneroso  el  compromiso  de  que  se  trata  y,  por  consiguiente, 
sería  «la  explicación  más  fiel»  del  silencio  del  tratado  de  1874, 
en  atención  á  los  principios  que  rigenla  interpretación  de  los 
tratados. 

Semejante  aplicación  al  art.  18  del  tratado  italo-peruano,  de  una 
regla  cuyo  valor  abstracto  no  admite  discusión,  desconoce,  se- 
gún nuestra  opinión,  el  carácter  y  la  estructura  lógica  de  las  dis- 
posiciones que  este  artículo  contiene.  El  descansa,  en  efecto,  en 
el  propósito  que  tuvieron  las  altas  partes  contratantes  de  esta- 
blecer en  el  terreno  jurídico,  y  en  pro  <lel  interés  común  de  am- 
bos países,  una  unión  más  íntima  y  más  segura  que  la  que  re- 
sulta de  recurrir  simplemente  á  las  leyes  nacionales  respectivas. 
La  renuncia  de  los  derechos  soberanos  que  el  representan- 
te peruano  cree  ver  en  toda  t  jecución  acordada  á  las  sentencias 
de  un  tribunal  extranjero,  no  es,  en  el  fondo,  siuo  la  aplicación 
del  principio  de  la  comunida<l  jurídica  internacional,  en  favor 
del  país  á  que  este  tribunal  pertenece;  ella  realiza  la  amistad  y 
la  confianza  solemnemente  paetad  is  entre  los  dos  estados  por  •! 
tratado  que  la  sanc'ona;  ella  es,  á  la  vez,  la  contraparte  recípro- 
ca de  las  ventajas  nuil'.iMs,  asegura  las  en  este  particular,  por  el 
tratado  á  les  ciudadanos  respectiv  )s.    Sdii,  pue?,  estas  ventajas, 
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esta  confianza  y  esta  solidaridad  las  que  se  limitarían  al  limi- 
tarse la  aplicación  del  acuerdo  de  que  se  trata. 

El  principio  que  á  ese  respecto  constituye,  en  adelante,  la  re* 
gla  y  el  fundamento  común  de  derecho  entre  los  dos  estado?,  es- 
tá claramente  formulado  en  la  primera  parte  del  artículo  18. 
Los  párrafos  6Ígui(  ntes  no  hacen  más  que  restringir,  mediante 
algunas  reservas,  su  extensión.  Estas  reservas  y  no  esta  regla  (al 
revés  de  lo  que  resulUí  de  los  razonamientos  desarrollados  por 
la  parte  contraria)  encierran  por  consiguiente,  y  precisamente 
porque  no  son  sino  reservas,    una   interpretaciím  restrictiva. 


La  tesis  del  Gobierno  peruano  contrarrestaría,  pues,  así  los 
fines  que  las  altas  ¡)artos  tuvieron  en  mira  en  las  estij)ulacioues 
de  1874.  Ella  haría  afín  más:  privaría  de  todo  valor  las  dispo- 
siciones (le  que  se  trata,  al  reducir  la  fórmula  del  artículo  18,  á 
no  tener  contenido  susiaiutial.  En  efecto,  si  realmente  «no  se  ha 
querido  resolver  la  cuestión»  esta  frase:  «5e  examinara:  1?,  si  la 
scnfencia  ha  sido  pronunciada  por  una  autoridad  judicial  compe- 
tente» no  ten 'ría  ninguna  significación,  porque  los  dos  Gobier- 
nos habiían  ignorado  lo  que  debería  comprenderse  i)or  «autorida- 
des competentes.» 

Séanos  permitido  rechazar  semejante  suposición!  Solamente 
como  el  texto  del  tratado  y  los  documentos  de  la  negociación  no 
declaran  expresamente,  en  cuanto  á  esto,  la  manera  común  de 
ver  do  las  altas  partes  contratantes,  es  necesario  buscar  en  otra 
parto  la  indicación  correspondiente.  Como  las  leyes  y  usos  en 
vigor  en  el  Peni  no  pro{>orcionan  á  este  respecto  «reglas  unifor- 
mes, ni  principios  ciertos»  {Pradier-Fo'^eré. — De  la  condición  le- 
gal de  los  extranjeros  en  el  Perú,  en  el  diarío  de  derecho  inteina-  \ 
cional  privado,  iSTl*,  pág.  267.  Véase  también:  C,  Zegarra,  eje- 
cución  de  las  sentnu;i(fs  exliavjeras  en  ti  Pcrúj  en  la  Revista  de  los 
irilmmalcsj  Madiid^  KS18,  pág.  74í>);  como  el  derecho  positivo 
comiíarado  no  \\09>  presienta  tampoco  principios  constantes  y  uni- 
versales ai»li('abl(s  á  e«ta  cuestión,  como  se  ha  advertido  en  la 
réplica  de  la  contraria):  como,  además,  el  texto  del  art.  18 
del  tratadlo  iíalo-pf^ruano  es  conforme,  sobre  este  punto,  con 
el  ait.  911  del  Coligo  de  Enjuiciamientos  Civil  del  Reino  (así 
como  las  dis}K'.sicioncH  an  dogas  de  varios  acuerdos  internaeio- 
nales  estipuladas  por  Italia);  así,  pues,  á  falta  de  toda  otra  fuen- 
te autorizada,  el  Gobierno  italiano  estaba  plenamente  autoriza- 
do para  sacar  de  la  legislación,  de  la  doctrina  y  de  la  jurisdic- 
ción nacional  la  indicación  que  necesitaba. 
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No  será,  sin  embargo,  demás  detenernos  aún  en  los  dos  pun- 
tos de  que  uos  acabamos  de  ocupar. 

Ck)u viene  hacer  notar,  en  efecto,  que  la  concesión  estipulada 
en  el  tratado  de  1874,  de  la  cual  el  repre-sentante  peruano 
atiibuye  un  mérito  especial  al  Perú,  con  respecto  á  Italia 
á  fin  de  mejor  justificar  su  interpretación  restrictiva;  entra- 
ba, al  contrario,  en  el  numero  do  la  disposiciones  legislati- 
vas del  país  (cod.  enjuic.  civil,  art.  942);  ella  no  hacía  más 
que  confirmar  y  ensanchar,  al  adaptarla  á  las  nuevas  disposicio- 
nes en  vigor  en  Italia  sobre  este  particular,  una  antigua  conven- 
ción entre  el  Perú  y  Cerdeña  (tratado  de  14  de  Junio,  1853,  art 
IJ).  El  Gobierno  peruaut  acababa  de  hacer  otro  tanto,  pero  en 
mayor  escala^  en  favor  de  Bolivia,  por  un  acuerdo  de  5  Noviem- 
bre, 1863:  ponía  bajo  el  mismo  pié  í^us  relaciones  jurídicas  con 
España  por  el  art.  4  del  tratado  de  14  Agosto,  187*J,  y  con  el 
Brasil  por  una  cenvención  de  29  Setiembre  del  mismo  año.  Es 
de  la  época  en  que  aquellas  convenciones  fueron  celebradas  que 
datan  las  primeras  gestiones  ^ntre  el  Perú  y  varios  estados  de  la 
America  meridional,  con  el  fin  de  establecer  entre  sí  una  verda- 
dera comunidad  de  derecho  en  este  sentido,  como,  en  efecto,  se 
consiguió  algunos  años  más  tarde,  ^en  ^1888,  por  el  tratado  de 
Montevideo. 

Al  presentar  al  Congreso  Nacional  la  convención  con  Bolivia 
de  5  de  Noviembre,  18G3,  el  mismo  Gobierno  peruano  manifestó 
en  estos  términos  los  principios  alusivos  al  punto,que  nos  interesa, 
en  el  derecho  internacional  positivo yen  la  doctrina  europea: 
tiQue  el  tribunal  haya  sido  competetUCf  sea  según  la  naturaleza^  sea 
en  i  irtud  de  convenciones  expresas  ó  tácitas»  (Zegarra,  1.  c.  pág. 
749).  La  fórmula  no  es,  quizá,  muy  clara,  paro  no  contiene  nin- 
guna alusión  á  las  leyes  del  Estado  donde  se  pide  la  ejecución. 

En  cuanto  á  los  sistemas  adoptados  en  las  legislaciones  positi- 
vistas, puede  afirmarse  que,  según  la  práctica  generalmente 
adoptada,  por  lo  menos  en  la  época  del  Tratado  i  talo-peruano, 
el  examen  de  la  competencia  de  un  Tribunal  extranjero,  con 
respecto  á  la  ejecución  de  sus  sentencias,  debía  verificarse  coa 
arreglo  á  la  ley  de  tal  Tribunal.  Esto  se  advierte  claramente  de 
la  relación  presentada  por  Asser  al  instituto  de  Derecho  Interr 
nacional,  en  1874;  después  de  haber  examinado  los  diferentes 
sistemas  en  vigor,  declara,  refiriéndose  al  examen,  que  ^noe$ 
siempre »  según  la  ley  del  país  donde  la  sentencia  ha  sido  pro- 
nunciada que  «  se  juzga  de  la  competencia  j»,  y  cita  las  leyes  da- 
nesas como  excepción  á  la  regla  general  (Revue  de  droit  int., 
1869,  pág.  412,  y  1875,  pág.  386).  Esto  resulta  igualmente  de 
la  exposición  de  derecho  positivo  comparado,  hecha  por  Calvo, 
en  el  segundo  tomo  de  su  obra. 
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El  represeatante  peruano  parece  no  haber  examiuado,  con  la 
atención  debida,  la  citación  de  aquel  autor  contenida  en  nuestro 
memoráadum;  de  lo  contrario,  no  se  habría  permitido  declarar- 
la «completamente  incomprensible,  al  agregar:  «Calvo no  dice  una 
9ola  palabra  de  toda  esta  controversia»  He  aquí,  empero,  las  mis- 
mas expresiones  del  eminente  jurista,  al  hablar,  en  general,  de  los 
tres  sistemas  adoptados  por  los  distintos  estados;  afirma  que  la  eje- 
cución de  las  sentencias  extranjeras  está  admitida  según  uno  de 
estos  sistemas,  «baja  ciertas  condiciones  de  las  cuales  6stas  son  las 
principales:  es  necesario  que  la  sentencia  haya  sido  pronunciada 
poruu  tribunal  competente  con  arreglo  á  las  leyes  del  estado  á  que 
pertenece,  para  juzgar  el  litigio  sometido  á  su  decisión»  (Le  droit 
international  théorique  et  pratique,  4  edic.  1888,  vol.  II,  page 
359);  y  al  citar  las  disposiciones  contenidas  en  la  las  leyei  italia- 
nas dice:  «Los  únicos  puntos  que  la  Coree  tenga  que  examinar 
•oosisten  en  saber:  si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  una 
autoridad  judicial  competente  ....  «La  competencia  y  las  formas 
de  procedimiento  son  regladas  por  la  ley  del  lugar  donde  se 
ventila  el  pleito;  las  vías  de  ejecución  de  los  actos  y  de  las  sen- 
tencias, lo  son  por  la  ley  del  lugar  donde  se  procede  a  la  ejecu- 
ción.» (page  370) 

Las  objeciones  del  representante  peruano  -no  pare<*en  mejor 
fundadas  al  tacharnos  de  que  nos  «apoyamos  sin  razón  en  Moreau.» 
Léase  el  pasaje  de  su  libro  reproducido  en  esta  réplica:  (flSn  prin- 
cipio, la  competencia  debe  apreciarse  según  la  ley  del  país  dondt 
la  sentencia  ha  sido  pronunciada.»  Morem  agrega,  es  cierto,  más 
sin  dar  su  opinión,  que  varias  reservas  han  sido  hechas  re.=?pecto 
de  algunas  competencias  excepcionales:  ya  sobre  esto  particular 
hemos  hablado  extensamente  en  nuestro  memorímdicm;  pero  esto 
no  basta  para  afirmar  que  aquel  jurista  se  declara  enérgicamente 
opuesto  á  la  opinión  que  sostiene  Italia. 

Puesto  que  hase  querido  combatir  de  esta  manera  nuestras 
aserciones  respecto  de  la  manera  como  las  disposición  ¿sen  vigor 
en  Italia  han  sido  interpretadas  por  la  doctrina  internacional; 
séanos  aún  permitido  invocar  la  autoridad  de  otro  eminente  ju- 
rista austríaco  von  Carnstein   «Wenn  das  betreffende  Aus- 

« land  (i.  b.  Italien)  auslándische  Urtheile  anch  dann  ezequirt 
«  weim  sie  nur  nach  dem  kuhte  des  betreffenden  auslandes  (alio 
«Oesterrichs)  ven  einem  competenten  Richter  gefiillt  wurden...» 
(Lehrlach  des  cester.  civil,  progesruchts,  II,  §  43,  pág.  538). 
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El  representante  del  Perú  cree  nqiie  un  soZo  jurista  italiano...» 
el  único  es  cierto,  que  está  citado  en  la  memoria  de  Italia,  Matti- 
rolo,  ha  sustentado  nuestra  opinión  de  una  manera  absoluta.  En 
nuestra  primera  réplica,  empero,  encontrará  otros:  podemos  aún 
agregar  los  nombres  de  Martemuci  (Gazzeta  légale,  1882,  pág. 
294),  magistrado,  y  de  un  joven  escritor,  La  Loggia,  autor  de  la 
íltima  obra  que  ha  sido  publicada  aquí  sobre  la  materia,  quien 
declara  ser  completamente  de  ^a  misina  opinión  (La  esecusione 
delle  sentenze  straniere,  1902,  n.  920-230,  png.  361  y  siguien- 
tes). Este  parecer  constituye,  por  lo  tanto,  la  opinión  doraihaute 
en  la  doctrina  italiana  contemporánea.  [1] 

La  jurisprudencia  y  la  doctrina  del  reino,  no  siompre,  es  ver- 
dad, han  estado  exentas  de  restricciones  y  reservas  de  varias  es- 
pecie?, en  cuanto  á  este  modo  de  ver  la  cuestión.  Pero  el  repre- 
sentante peruano  no  ha  estado  en  actitud  de  indicarnos  entre 
nuestros  escritores,  ó  entre  los  fallos  de  nuestras  Cortes  judicia- 
les, un  solo  caso  enteramente  favorable  á  la  opinión  que  él  sos- 
sofetiene;  á  saber,  que  la  competencia  del  Tribunal  extranjero 
debe  ser  examina  ¡a  con  arreglo  á  las  leves  del  país  donde  se  pi- 
de la  ejecución;  ó  l>i  n  con  arreglo  á  esas  leyes  y  á  las  del  Tri- 
bunal que  ha  setcucjudo.  En  cuanto  á  esta  última  tesis,  que  pa- 
rece ser  la  preferida  |  lu*  la  Coríe  de  Lima,  y  [>or  el  Gobierna 
peruano,  he  aquí  los  ti  r.  niños  en  que  hi  sido  rechazada,  en  vis- 
ta de  nuestro  sistema  legislativo  por  el  Journal  de  Clunet  (1881, 
pág.  539):  w  Exigir  á  la  vez  la  competencia  con  arreglo  á  las 
dos  leyes,  es  un  principio  poco  razonable  para  que  se  le  pueJa 
atribuir  á  un  legislador  que,  en  materia  de  Derecho  Internacio- 
nal, se  ha  mostrado  tan  esclarecido  y  progresista  como  el  legis- 
lador italiano.  E-)to  equivale,  en  efecto,  á  subordinar,  la  auto- 
ridad de  las  sentencias  de  un  país  en  el  otro  á  circunstancias  pu- 
ramente fortuitas,  en  lugar  de  reglar  un  punto  tan  importante 
por  principios  de  razón  y  de  justicia.  » 

El  representante  del  Perú,  al  desviarse  de  las  razónos  que  adu- 
ce en  la  primera  parte  de  su  réplica,  invoca  en  la  segunda,  el 
derecho  y  la  competencia  infernacionaL  Con  tal  motivo,  cita  los 
nombres  de  Fusinalo,  Fr.  Ricii  y  Gianzana.  Quizá  habría  sido 
mejor  (|ue,  en  lugar  de  éstos,  hubiese  citado,  por  ejemplo,  Fiore 
y  Sciiiloja,  quienes,  en  efecto,  han  sostenido  con  Fu¿inato,   que 

(1)  Henio  s  citado  en  imcsti  n  primera  r¿^i»l'ca,  apovütlos  en  la  autoiidad  de 
Fioie,  'o-^  tjUos  í)e  las  cmt'js  supremas  de  Ñapóles  fO  nic.  1860)  y  de  Torín 
(6  O^t  ,  I87ij,  com  favorables  á  ota  m-iner.i  de  ver.  CriKíinos  d'eber  deela- 
rar  achuique  »ios  habríamos  abátenido  de  hicerlo.  si  h.iljiéramos  examinado 
ae  íuit'.mailo  el  mismos  t.xto  de  estos  falUxs.  I^l  de  la  corte  do  apelación  ile 
BresciH,  a  (}ue  fc-.mbién  n.>s  hR-n^s  r  fori  ¡o.-Tc^-a  '^f*'^tivr\Tuente  1  i  írcliH  del 
1^  d.c  Agust-,  ue  lyri  (Aunali,  1371,  Jl.  675;.,  en  I-..-  ir  dv  U   uc    T    de  Abril, 
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el  examen  de  que  se  trata  debería  recaer  solamente  sobre  la.jV 
risdicdón  de  los  magistrados  extranjeros,  bajo  el  punto  de  vista 
de  los  principios  generalmente  admitidos  por  la  doctrina  y  por 
el  derecho  positiyo  internacional  (foro  italiano,  1882,  1888  L 
643). 

Ya  hemos  indicado  algunas  objeciones  que  podrían  suscitarse 
contra  esta  manera  de  ver.  Citaremos  aquí  un  pasaje  de  Men- 
ger,-í-uno  de  sus  adherentes,  citado  por  la  parle  contraria, — rc^s- 
peeto  de  la  opinión  de  los  que  querían  hact-r  depender  eslc  exa- 
men exclusivamente  de  las  leyes  donde  la  sentencia  ha  sido  pn^ 
nunciadaí  «  Ais  zweckmassig  kann  diese  looms  der  trage  nur 
f  zwischschen  solchen  Sluuteu  btítraciit^t  wonlen,  wolche  in  ei- 
« nem  gegenseitigen  Víriraucusverliiiltnií'.se  .<tbeu,  und  wo  dts- 
«shalb  ein  missbrauch  der  dem  aufcwiirligen  Staaie  dadurch  ein- 
« geráumte  macht  nicbt  zu  betorgcn  id»  (Syi^tem  der  óestr.  civil 
pr.,  1,  pág.  178,  nota  22). 

¿Es  acaso  el  Gobierno  peruano  el  que  teme  semejante   ahm^ 

de  poder  de  parte  de  Italia,' en  la  sanción  de   sus   leyes  y   en  (A 

ejercicio  de  las  funciones  judiciales  de  sus  autoridades,  cuando  el 

Gobierno  italiano  no  dá  motivo  para  que  el  Perú  abrigue  seme 

jante  temor? 


El  tratado  do  Montevideo,  del  que  el  representante  peruano 
nos  reproduce  esta  vez  el  texto  original,  representa,  como  ya  lo 
hemos  hecho  notar,  uua  fase  ulterior  de  desenvolvimiento  del 
Derecho  Internacional  positivo.  Estamos  aún  dispuestos  á  ver 
en  esto  )a  realización  del  fia  hacia  el  cual  es  de  desear  que  todos 
los  Estados  se  encaminen  en  esta  materia.  Un  acuerdo  tal  como 
el  existente  entre  Italia  y  el  Perú,  no  es  más  que  un  paso  más 
dado  en  la  misma  dirección;  basia,  sin  embargo,  para  establecer 
entre  los  dos  dos  países  contratantes,  las  relaciones  de  confianza 
mutua  á  que  se  refiere  el  pacaje  de  Menger  que   hemos  citado. 

Entre  los  acuerdos  de  esta  naturaleza,  lo^  hay  que  resuelven 
expresamente  la  cuestión  de  que  se  trata  en  favor  de  la  ley  de) 
Ebtado  á  que  pertenece  el  Tribunal  extranjero,  a^í  como  el  de 
1856  entre  Austria  y  Badén.  Los  hay  también  que  se  atienen^ 
al  contrario,  á  la  ley  del  país  de  la  ejecución.  La  mayor  j)arte 
Cbt^n  mudos  en  cuanto  á  t>?tu  ¿no  e^^,  [H'es,  j.or consiguiente,  uiás 
coi.forme  con  el  dcí^envolvimicnto  pn.grebivo  de  las  rehu  iones 
juiídicas  internacionales,  intevprtLir  su  silencio  en  el  ])rimer 
sentido,  más  bien  que  en  el  s-.gundu? 
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Podría  decirse  otro  tanto  de  las  disposiciones  legislativas  que 
»vigen  esta  materia  en  los  distintos  países.     Es  del  ca»o,   sin  em- 
'l)argo,  tener   en   seria  consideración    la   manera   como    han  si- 
-tlo  funnuladas.     Hemos  hablado  del  Código  de   Enjuiciamiento 
*-Civil  alemán;  el  dfcreto  austriaco   de  1826  contiene  una  disposi- 
•  clon  oasi  parecida  (§  80,  ni.)     El  Código  de  Enjniciamiento   de 
los  grifones  exige  (§  305)  que  se  examine  «si  los  jueces  del  <^- 
«Irario  no  tenían  ellos  ú>ticau\ente  competencia  para  dar  un»  deci- 
.  sien  de  esa  clase»:  tráUise  aquí  de   la  jurisdicción   exclusiva,   de 
-que  nos  ocupamos  en  otra  primera  réplica,  y  en  que  se   apoyaba 
.'Zegarra  á  fin  do  justificar  la  delegación  de  ejecución  en  el  Perú, 
de  una  sentencia  extranjera  en   materia   de   bienes   inmuebles: 
Puesto  que  las  leyes  peruanas  son  las  únicas  rpie  en  todo  raso  pue- 
den afectar  e$os  bienes.  »  (1.  c.   pág.  747.)    La  ley  belga  de  25  de 
Marzo,  1^76,  exige  que  se  examine  «si  el  Tribunal  extranjero  no 
^í33  únicamente  competente  á  causa  de  la   nacionalidad  del  de- 
smandante* (art.  10,  n.  5). 


Supongamos,  ahora,  que  las  reserras  de  esta  clase,  que  nnw- 
»3escritores  y  otios  Tribunales  han  hecho  valer  á  menudo  en  la 
-aplicación  del  principio  que  nos  parece  el  más  exacto,  sean  jos- 
ítificndas:  esto  no  camoia  en  nada  la  cuestión  de  que  se  trata. 

Dichas  reservas  se  refieren,  según  las  mismas  expresiones  ci- 
ia-las  en  la  réplica  de  la  contraria,  á  ciertas  comp  iencias  alusivas^ 
«contrarias  á  las  reglas  universalraente  aceptadas  que  constitu- 
yen una  violación  de  nuestro  derecho  pública».  ¿Pertenecen  a' a- 
£0  á  esta  categoría  las  disposiciones  adoptadas  por  elTribunalde 
wSavona,  y  por  la  Corte  de  Géuova  para  declarar  su  competencia 
-en  el  asunto  Anselmo-Ferraro?  Hemos  contestado  ya  negativa- 
úñente  á  esta  pregunta,  justificando  nuestra  opinión  al  respecto. 
El  representante  peruano  afirmaba,  al  mismo  tiemp*},  lo  contra- 
^sio.  Sólo  nos  falta  examinar  y  refutar  sus  argumentos. 

Nos  adherimos  enteramente  á  las  preposiciones  adoptadas  al 
.respecto  por  el  instituto  de  Derecho  Internacional,  que  la  réplica 
-de  la  contraria  nos  proporciona;  tanto  más,  cuanto  que  nuestra 
.tóiis  está  perfectamente  de  acuerdo  con  ellas.  El  Tribunal  de 
Sayona  constituía,  justamente,  uno  de  esos /orj  excepeionaUs,  cu- 
5'a  a<lopción  nos  recomienda  el  ilustre  C/olegio,  entre  las  reglas 
tiniformos  de  Derecho  Jurídico  Internacional,  á  fin  tde  que  se 
Jmga  ivsolver,  hasta  donde  sea  posible,  por  los  jueces  del  paía 
.cuyas  leyes  rigen  los  informes  de  Derecho,  los  juicios  á  que  ta- 
les informes  concíernen.» 
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El  representante  peruano  hace  presente  qiie  L.  v.  Bar  ha  de- 
signado el  forum  contradus  comp  «el  fuero  de  la  chicana  interna- 
cional»; pero  olvida  advertirnos  que  esta  expresión  del  eminente^' 
jurista  concierne  solamente  á  «la  extensión   (die   Ausdehnung)» 
que  á  tal /or«m  podría  darse  en  la   legislación  interior  d«  ciertos* 
países  (theorie  u.  praxis  des  int  privatrechts,  11,  pág.  444.)  Dee- 
pues  de  haber  indicado  las  condiciones  con  que  la   ley  debía  ra- 
zonablemente revestirlo,  v.  Bar  había  ya  anteriormente   declara- 
do: «Innerhalb  dieser  Gránzen  aber,   entepncht   die   allgeraeine^ 
m  Anerkennung  des  /on/«  contradvs  den   Bedárfnissen  des    V^er- 
m  kfhí-s,  und  heusler  hat  mit  Recht   die   Nachtheile   geschilder^ 
m  welche  sich  in  der  Schweiz,  wo  dieser  Gerichtsstandt  gegen  die> 
«solventen  Schuldner  nicht  gilt,  ausder  dann   erfolgenden  Ver-- 
«  weisung  der  Gláubigers  vor  ein  entferntes  domicilgersVht   dtfí»v 
«  Scbuldners  ergeben  »  (il.  p.  443);    Entre  las  referidas  condicio-  - 
lies,  el  jurista  alemán  menciona  la  entrega   personal  del  auto  de 
notificación  en  el  país  donde  el  proceso  va  á   ser  ventilado,  á  fii> 
de  que  el  demandado  essté  en  actitud  de  poder  defender   sus  de- 
rechos.    Los  artículos  91, 105  y  siguientes  de  nuestro  Código  de^ 
Enjuiciamientos  Civil,  así  como  las   demás   disposiciones   de  sir- 
clase,  en  vigor  en  la  mayor  parte  de  los  Fstados,    no   lo   exigerv 
8Íemi>re.     El  Tribunal  de  Savona  ha  tenido,   sin   embargo,  cui- 
da<lo  de  hacer  notar  que  el  señor  Ferraro  se  encontraba  en  Italia?^ 
cuando  fué  notificado;  el  demandado  no  dejó,  pues,  de  presentar- 
se en  juicio. 

La  réplica  de  la  contraria,  coloca,  en  fin,  bajo  el  mismo  piélaí^ 
competencia  que  los  Tribunales  italianos  pueden  atribuirse  «sir- 
viéndose de  una  ficción»,  scg  art.  105,  n.  2  del  Código  de  Enjui- 
ciamientos civil  del  Reino,  con  respecto  á  los  peruanos  residentes- 
en  el  Perú,  y  la  regla  del  art.  14  del  Código  de- Napoleón,  cuyo- 
valor  las  autoridades  judiciales  italianas  se  han  negado  á  menu- 
do á  reconocer  bajo  el  punto  de  vista  internacional.  Aquí  hay; 
evidentemente  una  confusión  que  basta  haber  notado  entre  el  n^- 
2  y  el  n?  3  de  nuestro  art.  105,  entre  la  1^  y  la  2"  parte  del  arU- 
14  del  Código  Napohón.  Nuestros  Tribunales  judiciales  hau*. 
distinguido  Uíuy  bien  estas  diferentes  disposiciones  desde  que  s*-- 
presentó  el  caso.  (1) 


[1]  Véase  p.  c.  los  fallos  de  la  corte  de  apelación  de  Catania,  22  de  Marzo  ' 
1879,  [Foro  it.  1279.  1,  714]  .le  Messina  5  set.  1881  [ib.  1882,  1.830]  de  Géna""^ 
Ta,  15  Oct  ,  1*^05  [Bettini,  1805,  7841.  de  Frani,  7  Marzo,  18í*6  [leyes.  18Ua- 
11,125]  etc.  A  las  Sentencias  francesas  citadas  en  nuestra  primera  répli' 
ra  que  acojdfmos  el  «exí cju/Ttur»  á  una  fcntcneia  italiai  a  brisada  ei;  e  3^ 
art.  i05  n  3  de  nuestro  código  de  f  njuiciamientos  civil,  podemos apregar  anrrí' 
una  de  ret lente  df  ta  de  la  cene  de  apelación  de  Taris,  12  ag-,  I9l  2  [Journu  Sl 
ÓVL  dr.  int.  pr  ,  1903,  pág.  169j. 
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Si  después  de  todo  esto,  fuese  necesario  insistir  aún  sobre  el 
carácter  internacional  generalmente  reconocido  al  forum  contrae- 
•^3,  podríamos  invocar  la  autoridad  de  Assssr  (Revue  du  droit 
<{ue  menciona  «el  lugar  del  contrato»  entre  los  fundamentos  de 
lo  que  podría  llamarse  la  competencia  natural»;  las  consideracio- 
nes de  Pif^anelli,  quien  en  su  reseña  histórica  pone  con  mucha 
Tazón,  en  relieve  «el  concepto  mondiaU»  sobre  las  relaciones  consi- 
deradas por  este  fuero  {commentario  del  cod.  di  pro.  civile  sardo^ 
rol.  1  della  compñtpnza^  pág.  389);  las  exposiciones  de  Calvo  (o  c 
11,  §  875,  pág.  356)  y  de  muchas  otras  autoridades. 

Podríamos  también, — si  las  disposiciones  del  cód  go  de  enjui- 
ciamientos civil  peruano,  cuyo  texto  hemos  reproducido  en  nues- 
tra réplica,  no  bastaren  para  instruirnos  de  los  principios  adop- 
tados en  el  Perú  sobre  este  particular — invocar  la  autoridad  del 
Consejo  de  Estado  de  Lima,  que,  con  motivo  de  una  divergencia 
relativa  á  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera  en  1844,  de- 
claró que  consideraba  como  jueces  naturales  del  demandado, 
bien  sea  los  de  su  domicilio,  bien  los  de  los  países  donde  el  con- 
trato fué  estipulado.  (Zegarra,  1.  c.  pág.  747). 

Si,  además,  nos  pareciese  necesario  demostrar,  contras  las 
objecionei  de  la  Corte  de  Limn,  lo  bien  fundado  de  la  sentencia 
pronunciada  sobre  este  punto  por  los  jueces  ce  Savona  y  Geno- 
va (del  cual  acaba  de  darse  copia  al  arbitro  á  pedido  suj'o)  no 
tcndiíamos  más  que  revisar  to las  las  circunstancias  del  caso  del 
principio  que  acabamos  de  exponer,  así  c^  rao  Ihs  reglas  relativas 
«1  origen  de  las  obliga<^ione',  en  general;  el  contrato  de  apertura 
♦lo  crédito  en  cuenta  corriente,  en  particular,  en  lo  referente  al 
del  derecho  iuterna'ional.  Así  nos  sería  tacil  probar  que  el  la- 
gar donde  el  contrato  ha  sido  celebrado,  estíiblece  m^Jor  que 
fualquier  otro,  el  asiento  de  las  obligaciones  que  de  él  eraanin^ 
determina  la  ley  que  los  rige  y  la  competencia  de  los  jueces  lla- 
ma lot  a  reíolver  la  c:uis.\  (Diena,  trattMt>  di  dir.  conimerciala 
int^rnaoionalo  int.,    1900,  I,  p;íg.  r>00  y  siguiontes,  11,  pág.  18G). 

El  locns  covtractns  estaba,  en  el  presente  caso,  en  Savona;  era 
pues  allí,  donde  debía  verificarse  el  pago  del  sallo  roclama  lo 
por  el  tenor  Anselmo,  con  arreglo  á«la^  circunstancias  de  hecho 
establecidas  por  nuestras  autoridadas  judiciales.  Bástenos  refe- 
rirnos, sobre  este  particuliir,  al  contenido  de  sus  fallos,  y  á  la 
que  hemos  aducido  en  nuestra  primera  réplica. 


A  fin  de  abroviar  nuestra  opinión  sobro  el  objeto  de  c^^ta  Cíin- 
troversia,  creemos,  al  terminar  estas  notas,  dcbor  insistir  una  v~z 
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más  en  la  fórmula  misma  del  arbitraje;  ella  se  refiere  á  una  sen- 
tencia pronunciada  por  «autoridades  competentes»  con  arreglo 
á  las  leyes  del  país  donde  fue  dictada,  en  un  asunto  que  entra 
también  en  la  competencia  de  las  autoridades  del  país  donde  se 
pide  su  ejecución,  con  arreglo  á  las  leyes  de  este  último.  Ha- 
biéndose puesto  de  manifiesto  la  competencia  de  los  unos  y  de 
los  otros,  trátase  de  íaber  si  eu  esta  controversia  hay  motivo  su- 
ficiente, según  el  art.  18  del  tratado  de  1874,  para  negar  el 
4xeqiiáiur, 

Entre  los  juristas  que  manifiestan  en  sus  obras  la  posibilidad 
normal  de  la  existencia  de  varios /or.s,  aun  bajo  el  punto  de  vis- 
ta del  derecho  internacional,  criemos  oportuno  citar  el  pasaje 
siguiente  de  Wach,  uno  de  los  más  eminentes  escritores  de  dere- 
cho jurídico  en  Alemania,  cuando  habla  de  la  regla  contenida 
en  el  código  de  ejuictamienío  civil  del  imperio  (que  el  represen- 
tante peruano  citaba  en  apoyo  de  su  tesis),  dice  así:  «Dabei 
«niramt  der  inlándische  Staat  nicht  die  position  ein  dass  ensere 
«inláiídischcn,  konkret  vorhingehenden  Geriohtsstádde  exclusir 
«wirken;  vielmehr  werden  dieselben,  wennan  und  fursich  nicht 
« ausschlieslicher  natur.  in  eUktiver  Konkurrenz  zu  den  im 
«  Ausland  befindlichen  GerichtssUinde  gestsllt.  Ist  also  Eoppel- 
«wohnsitz  oder  Aunf(«thaltsort,  oler  Gerichtsstand  der  en 
«fulluns  order  der  unerlássenen  Handlung,  ira  Inland  und 
«Ausland,  ist  allgemf'inen  Gerichtsstand  hier,  besonderer  dort, 
^oder  umgekehrt,  so  hat  der  Klager,  nach  C.  P.  B.  §  35,  zwis- 
«chen  Gericht  stand  wiihlou.  Oh  üi)erhaupt  in  Inland  ein  Q#- 
«riehtsstaud  vorhanden  ist,  ist  unwesentüh  für  die  Anwendbar- 

«keit  des  §  t)Gl,  n.   3 »    (llandbuch   des    deutschen    civil 

Prozessrichts.  §  19,  pág.  2:52), 

Ija  ejecución,  en  el  territorio  do  un  país,  de  la  sentencia  pro- 
nunciad i  en  e4íi<  circunstancias  por  un  tribunal  extranjero,  no 
es,  en  efecto,  sino  la  consor^uencia  natural  y  necesaria  de  esta 
elección  de  forum  de  parte  del  de'v.ainlante.  Tal  consecuencia  se 
impondrá  tanto  má^  cuanto  que  se  basa,  en  di^^posiciones  de  de- 
recno  comercial,  mucho  mVs  eficaces  que  las  que  formaban  el 
punto  d-3  partida  de  las  observacion-ís  de  Wach. 


El  fallo  que  el  arbitro  vá  k  emitir,  inspirado,  -el  gobierno 
italiano  está  plenamente  convencido  de  ello — en  las  consi  lera- 
ciones  qoe  hemor*  tenido  el  honor  de  someterle,  tendrá,  sin  duda. 


/ 
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un  alcance  mayor  que  la  simple  solución  de  la  divergencia  que 
forma  el  objeto  inmediato  de  ella,  al  zanjar  mediante  la  autori- 
dad  que  el  compromiso  arbitral  le  confiere  ante  las  altas  parte» 
contratantes,  una  cuestión  tan  á  menudo  discutida  en  el  terreno 
dtl  derecho  jurídico  internacional;  contribuirá  en  este  sentido, 
con  una  solución  sabia  y  solemne  en  pro  del  progreso,  de  la  doc- 
trina y  del  derecho  positivo. 

Roma,  Junio  de  1903. 


«KNTFNCIA  ARBITRAL  SOBRE  LA  INTERPRETACIÓN  DEL  ART.  18  DKL 
TRATADO  DE  AMISTAD  Y  COMERCIO  CELEBRADO  ENTRE  ITALIA  T 
BL  FBRÚ,  EL  23  DE  DICIEMBRE  DE  1874. 


I. — EXPOSICIÓN  SUMARIA.  DE  LOS    HECHOS. 


Los  hechos  que  han  motivado  el  presente  arbitraje  son,  en  re- 
«úmen,  los  siguientes: 

En  1881,  Constantino  Anselmo,  do  Savoua,  abrió  un  créaito 
de  cuenta  corriente  á  la  sociedad  en  nombre  colectivo  G.  B.  An- 
selmo y  C*  de  Lima,  la  cual  se  couiponía  de  Agustín  Federico 
Ferraro,  y  Juan  Bautista  Anselmo,  hijo  éste  del  cKado  C.  A.;  to- 
do lo  cual  ha  sido  comprobado  por  los  tribunales  italianos  que 
han  entendido  en  la  causa,  lo  quo,  por  otra  parte  no  ha  sido  ne- 
gado. 

Constantino  Anselmo  murió  en  1891.  Posteriormente,  el  1- 
de  Marzo  de  1892,  la  «asa  A.  F.  Ferraro  y  C*,  de  Lima,  hiz#  sa- 
ber por  circular,  que  la  sociedad  G.  B.  Anselmo  y  C^  se  había 
disuelto;  que  J.  B.  Anselmo  se  retiraba  de  los  negocios,  y  que 
una  nueva  sociedad  se  había  formado  en  su  lugar,  cuyo  jefe  era 
A.  F.  Ferraro  y  su  comanditario  Esteban  Ferrando,  en  el  Ca- 
llao, y  que  bajo  la  razón  sorial  de  A.  F.  Ferraro  y  G^,  de  Lima, 
continuaba  las  operaciones  de  la  anti^^ua  sociedad  G.  B.  Ansel- 
mo y  C?,  cuyo  activo  y  pasivo  había  asumido.  Como  lo  ha  ma- 
nifestado en  sus  considerandos  8  y  9,  ul  fallo  de  la  Corte  Supe- 
rior de  Lima  de  que  se  hablará  más  adelante,  la  sociedad  A.  F. 
Ferraro  y  C^  fué  inscrita  en  el  registro  del  comercio  de  Lima,  el 
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21  de  Junio  de  1892,  mientras  que  la  casa  G.  B.  Anselmo  y  C* 
no  fué  ni  disuelta  por  escritura  ante  notario,  ni  tampoco  supri- 
mida hasta  el  13  de  Febrero  de  1894. 

Los  hermanos  Anselmo,  Domingo,  Ernesto,  (representado  por 
la  masa  de  su  quiebra)  y  Silvio  (por  quien,  después  de  su  muer- 
te, procedieron  sus  herederos),  en  su  calidad  do  hijos  y  herede- 
ros de  Constantino  Anselmo,  en  Marzo  de  1892  entablaron  una 
demanda,  pidiendo  la  entrega  de  sus  partes  respectivas  del  saldo 
adeudado  á  su  finado  pudre,  en  virtud  de  la  cuenta  corriente 
arriba  citada,  contra  A.  F.  Ferraro,  como  representante  de  la 
sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C',  y  socio  de  h\  antigua  casa  G.  B. 
Ans-slmo  y  C^,  así  como  también  contra  J.  B.  Anselmo,  socio  de 
de  esta  casa,  originándose,  además,  otra  reclamación  personal 
contra  éste,  de  parte  de  los  referidos  demandantes.  Entablóse  esta 
demanda  ante  el  tribunal  de  Savona. 

La  citación  fuf^  hecha  persfmalmente  á  Ferraro,  el  10  de  Mar- 
zo de  1892,  y  á  Anselmo,  el  15  del  mismo  mes  en  Ihs  ciudades 
de  Genova  y  Savona,  donde  los  demandados  residían  entonces. 
Ferraro  y  Anselmo  desconocieron  la  competencia  de!  juez  ante 
quién  había  sitio  interpuesta  la  demanda,  alegando  que,  tanto 
la  antigua  como  la  nueva  .sociedad,  habían  sido  constituidlas  en 
Lima,  donde  ellos  teiíían  su  domicilio  legal,  y  <^juo  enr-ontríuvlo- 
•e  á  la  sazón  personalmente  domiciliados  en  diclja  ciudad,  no 
podían,  por  lo  tanto,  ser  dcMnandadc^s  sino  en  Lirrja. 

El  tribunal  dé  Savona  recliaz/>  esta  excepción  <]<'  hif'()u\]Mf'n' 
cia  por  auto  de  24  de  Octu]>rc  de  1>)02,  auto  fjn«í  fi''»  cf.níirfnMflo 
por  la  Corte  de  Apelación  de  Genova,  en  22  díí  J  lü  >  d'f  ]^W. 
^Xbjí  decisiones  se  fundan,  en  cuanto  a  Anselmo,  en  oí  Ii«'í-Íjo  de 
que  su  domicilio  nunca  fué  otro  qnc  Síivona,  ltii;ar  qu"  (%  .n:'^- 
mo  eligió;  y,  en  cuanto  á  Ferraro,  en  las  dis[)osií^-:or)fs  de  !o^  ar- 
tículos 105  y  10^  del  cóflígo  le  enjuicianii^'iito  civil  itilí.no,  [>or 
cuanto  siendo  Ferrapo  extra  niero,  la  cíííición  no  lía  -"¡'e  íecSa 
en  el  territorio  del  Reino  de  italía.  ÍVre  las  a'itoridíid-^  j  ¡I  cía* 
les  arriba  citadas  se  afK)ynri,  re«r*ec*o  de  los  d'^/s  den.-;'  '\,.'\  *'•',  f^n 
primer  lugar,  en  el  art  21  d*  dicho  cS-ii;^»,  qse  ahii/í-,  t  'lin- 
dóse de  las  acciones  |>ers'»:i  il'j^,  adem'ii  d*^d  Íi-íto  de!  d»  ;.' -iüo 
del  demandado,  el  de  la  f^-Ti  icíón  d  •!  coijtríi*o  ó  el  /j  i;t  f-^  •  n^ 
ción  de  la  obligación.  La  c  »r*e  de  aTM-H^-jón  de  <'/éuov  i  iíi  r'"''^>- 
Docido  por  los  hecir/g  q-jtr  ¡mi  moliva'io  el  lit  gio,  y  q  .e  ->  -  ori- 
ginaron en  Savona,  que  fué  aquí  do:.  Ní  C  A:-t*l'r.o  a'oí',  *.,  ^  ré- 
dito en  cuenta  corriente  á  ¡ü  ra2>0n  «•vial  G,  B.  Anv?l  a'-'  y  (/% 
qae  fué alli  donde f'ieron  neg-íciada*!  Its  letra?,  eiitreí.M  íh-  ¡;;i 
mcTcaderías,  y  verificad  >3  ¡'^>s  pago-í,  qa^,  por  cinai;/ j  i- .*.-;,  el 
tribaoal  ie  Savona  era  c-^mp-íente  ^m  arr-^^lo  a!  t^-nor  le!  í.-i,, 
91  precitado.  Bei^uelto  este  jncídei#t^,  el  yÁcio  siguió  tn   f-.THO 
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ordinario,  y  después  del  examen  de  las  pruebas  escritas,  espe- 
cialmente los  libros  de  C.  Anselmo,  por  uu  arbitro  conciliador, 
el  tribunal  de  Savona  sentenció  con  fecha  22  abril  de  1896,  con- 
denando á  los  demandados  solidariamente  á  pagarles,  á  cada  uno 
de  los  tres  demandantes,  la  suma  do  24,758  liras  y  20  céntimoi, 
con  iutereses  al  tipo  de  comercio,  desde  el  V  de  Enero  de  1895; 
Juan  Bautista  Anselmo  fué,  además,  condenado  personalmente  á 
pagar  á  cada  demandante  la  suma  de  6,715  liras  y  10  céntimos, 
de  lasque  se  deducirían  4,515  liras  con  los  misVnos  intereses,  dei- 
de  ei  1?  de  Enero  de  1895;  siendo  las  costas  del  juicio  á  cargo  de 
los  "demandados.. 

La  corte  de  apelaciones  de  Genova  confirmó  pura  y  simple- 
mente la  primera  sentencia  con  su  fallo  de  17  de  Agosto  de 
1896. 

Hay  que  tener  presente  que,  tatito  los  demandantes  como  lo» 
demandados,  han  sido  representados  por  abogados  de  su  elección, 
tanto  para  el  iucidente  de  declinatoria,  como  para  el  fondo  de  U 
«uestión. 


B. 

Con  fecha  8  de  Marzo  de  1897  don  Dominga  Anselmo  presen 
tó  un  recurso  á  la  Corte  Superior  de  Lima,  pidiendo  la  ejecución 
del  fallo  de  la  corte  de  apelación  dti  Genova,  del  17  de  Agosto 
de  1890.  A.  F.  Ferraro  se  opuso  á  esta  petición,  tanto  en  nom- 
bre propio,  como  en  el  de  la  sociedad  A.  F.  Ferraro  y  C^  Ahora 
bien,  por  decreto  de  9  de  Agosto  do  181^7,  la  Corte  do  Lima  re- 
husó el  exequátur  pedido:  pero  el  dispositivo  de  este  decreto  no 
concierne  más  que  á  F.  Ferraro  personalmente,  y  en  su  calidad 
de  representante  de  dicha  sociedad;  no  haco  mención  de  J.  B. 
Anselmo,  i  a  negativ^a  del  exequáíar  proviene  de  que,  en  virtud 
de  la  regla  que  hace  prevalecer  el  ñiero  del  domicilio,  que  está 
en  vigor  en  el  Perú,  lo5  tribunales  ríe  esto  país  eran  competentet 
para  entender  en  la  demanda  de  los  Ivtiuiuuks  Anselmo:  mien- 
tras que  los  tribunales  italianos  no  lo  eran;  qne,  además,  en  ca- 
so de  divergencia,  habría  que  admitir  la  compoteucia  de  los  jue- 
ces peruanos. 


A  consecuencia  de  la  intervención   del    gobierno   italiano  en 
favor  de  los  hermanos  Anselmo,  cuya  demanda  de  ejecución  fu4 
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denegada,  celebróse  entre  este  gobierno  y  el  do  la  república  del 
Perú  un  compromiso  redactado  en   italiano  y  en  español,   cuya 
traducción  en  francés  es  del  tenor  siguiente: 
Compromiso.  (1) 


D. 


El  presidente  de  la  Confederación,  á  la  sazón,  señor  Brenner- 
que  fué  solicitado  por  los  gobiernos  italiano  y  poruanoparanom* 
brar  un  arbitro,  y  facultado  para  ello  por  decreto  del  consejo  fe- 
deral de  7  Mayo  de  1901,  procedió  á  hacer  dicho  nombramiento 
el  10  del  mismo  mes,  designando  como  arbitro  al  que  suscribe, 
entonces  presidente  del  tribunal  federal  suizo. 

En  el  curso  del  mes  de  Febrero  de  1902,  los  dos  p;obiernos  in- 
teresados, procediendo  por  intermedio  de  sus  envifidos  extraor- 
dinarios y  ministros  plenipotenciarios  en  Suiza,  presentaron  sus 
primeros  memoriales;  y  antes  de  terminar  el  mes  de  Junio  del 
mismo  año  sus  réplicas. 

Por  decisión  de  9  de  Febrero  de  1903,  el  arbitro  fue  autoriza* 
do  para  acor<lar  á  las  partes  la  facultad  de  pre  entar  una  segun- 
da réplica  Con  tal  motivo,  el  representante  del  gobierno  ití\lia- 
Tio  presentó  un  segundo  memorial  de  réplica  con  fecha  26  de  Ju- 
nio do  1903;  mientras  que  el  represf^ntante  del  gobierno  perua- 
no, con  misira  de  la  misma  fecha,  declaró  que  renunciaba  á  la 
presentación  de  tal  memc  rinl. 

Durante  el  curso  de  los  procedimientos,  fueron  presentados  los 
actos  siguient'^s: 

Por  el  roprosentante  del  Perú: 

1?— el  fallo  do  la  Corte  Superior  do  Lima,  de  9  de  Agosto  de 
1897,  denegando  el  excqváinr  solicitado,  y 

2? — un  Ví)linnen  conteniendo  el  Código  de  Etijuiciamiento  Ci- 
vil pen^ano. 

Por  el  representante  de  Tliíh'a: 

1? — la  senúíMcia  del  tribnnul  de  Savona,  de  24  de  Octubre  de 
1892; 

2*? — el  fallo  df^  la  corle  do  apelación  de  Genova,  de  22  de  Ju- 
lio de  189:>, 

Z^ — la  sentencia  del  tribunal  de  Savona,  de  22  de  Abril  d« 
139B,   V 


£1]  Véase  el  protocolo  .'e  la  páginn  491. 
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4? — el  fallo  de  la  corte  ^e  apelación  de  Genova  de  17  de  Julio 
de  18%. 


E. 


En  cuanto  al  tratado  de  amistad  y  comercio  de  23  de  Diciem- 
lire  de  1874,  contestando  las  partos  á  una  pregunta  del  arbitro 
respecto  de  ese  acto  diplomático,  manifestaron  que  reconocían 
como  exacto  el  texto  contenido  en  el  «Nouvcau  Recueil  general 
de  traites  et  autres  actas  relatifs  au  <lroit  international»,  por  lo 
m«uos  aquello  que  se  refería  á  la  causa. 

El  artículo  18  de  aquel  Tratado  dice  así: 
Art.  18.  Las  sentencias  y  ordenanzas  en  materia  civil  j  co- 
marcial  emanadas  de  los  Tribunales  do  una  de  las  partes  contra- 
tantes y  debidamente  legalizadas,  tenilrán,  á  solicitud  de  los  Tri- 
bunales mismos,  en  los  Estados  de  la  otra  parte,  la  misma  fuerza 
que  las  emanadas  de  los  Tribunales  locales  y  serán  recíproca- 
mente cumplidas  y  producirán  los  mismos  efectos  hipotecarios 
sobre  aquellos  bienes  sujetos  á  ésta,  según  la^  leyes  del  país  y  se- 
rán observadas  las  disposiciones  do  las  mismas  leyes  respecto  á 
la  inscripción  y  á  otras  formalidades. 

Para  que  pueilan  cumplirse  estas  sentencias  y  ordennnzas,  de- 
berárT  ser  prcviamf'nte  declaradas  ejecutoriadas  por  el  Tribunal 
superior  en  cuya  jurisdicción  ó  territorio  deba  tener  lugar  la  e  e- 
cución,  medÍMute  un  juicio  de  deliberación,  en  el  que,  oídas  las 
partes,  en  la  forma  sumaria,  se  exnmine: 

1?  si  la  sentencia  ha  sido  pronunciada  por  autoridad  judicial 
competente; 

2?  si  ha  siílo  pronunciada   citadas  regularmente  las  partes; 

3?  si  las  partes  han  sido  legalmente  representadas  ó  legalmen- 
te  con  tu  maco?; 

4?  si  las  s  nto:K!Ías  ontienen  disposiciones  contra  el  orden  pú- 
blico ó  el  íltM'  <*h  »  piibli'^o  del  Estado. 

La  fuerz!  ojov-utoria  de  las  sentencian  p^>drá  ser  solicitada  por 
la  vía  diplom  líica  ó  directamento  por  la  parte  interesada.  Si  la 
parte  int^r^isa  la  uo  ha  constituido  oportunam'^nte  procurador,  le 
será  éste  n<)fn])raíi>  de  oficio  pir  el  Tiibana-  que  debe  dt^clarar 
ejecutoria  la  sentencia. 

La  parte  actora  deberá  satisfacer  al  procurador  nombrado  de 
oficio  el  [)agode  cualquiera  obvención  ilegítima. 
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F. 


En  sus  meaioriales,  el  sdfior  representante  del  Perú  se  expresa 
co»no  sigue:  La  competencia  de  que  habla  el   art.   18,    §    1?   del 
Tratadu  de  1874,  debe  apreciarse  «en  la  esfera  internacional»,  y, 
de^de  luego,  cuando  la  ejecución  de  una  sentencia   pronunciada 
en  vino  dalos  botados  contratantes  es  pedida  en  el  otro,  las  auto- 
ridades solicitadas  deberán  examinarla  si,    en    principio,  algún 
derecho  de  jurisdicción  competía  al  Estado   donde   la   sentencia 
ha  sido  pronunciada.     Para  que  la  ejecución   de  una   sentencia 
extranjera  sea  admisible,  es  necesario  que  el  Tribunal  que  la  ha 
pronunciado  haya  sido  igualmente  competente   según   la  ley  del 
Estado  solicitado  (doble  competencia).     En  cuanto  á  esto,  Italia 
no  tenía  ninguna  competencia,  visto  que  el  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  peruano  estipula,  en  sus  artículos  116  y  118,  la  re- 
gla del  fuero  de  domicilia,  y  que,  en  todo  caso,  cualquiera   dert- 
<ího  de  jurisdicción  ñxltaba  a  Italia,  respecto  de  la  Sociedad  A.  F. 
Ferraro  y  C*,  ó  sea  de  A.  F.  Ferraro  personalmente.  La  cuestión 
de  ^aber  si  el  juez  que  pronunció  la  sentencia  era  competente  con 
arreglo  al  tenor  de  su  propia  ley,  podría,  en  rigor,  quedar  sin  re- 
solverse, no  interesándole  al  juez  solicitado  saber  de  qué  manera 
el  juez  que  ha  sentenciado  comprende  é  interpreta   las   disposi- 
ciones de  la  ley  de  su  país  sobre  la  competencia.    Cuando  el  Tra- 
tado no  dice  nada  al  respecto,  es  preciso,  en  caso  de  duda,  admi- 
tir do  cada  uno  de  los  contratantes  la  obligación  menos   exten- 
sa, sobre  todo,  si   se  trata  de   renuncia  de   derechos  de  sobera- 
nía. 

Los  memoriales  de  Italia  sostienen  la  tesis  con  arreglo  al  sen- 
tido del  art.  18  del  Tratado,  el  juez  ante  quien  se  ventila  la 
demanda  de  ejecución  debe,  para  examinar  la  competencia  de  la 
autoridad  judicial  que  ha  sentenciado,  tomar  únicamente  en  con- 
sideración la  ley  del  Estado  á  qien  pertenece  esta  autoridad;  que 
en  el  présente  caso,  los  Tribunales  que  dictaminaron  en  la  causa 
de  los  hermanos  Anselmo  eran  índiídablemente  competentes  res- 
pecto de  la  legislación  italiana;  que,  en  consecuencia,  su  senten- 
cia debe  recibir  ejecución  en  Lima,  tanto  más  cuanto  el  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  peruano,  en  su  art.  132,  admite  el  fuero 
del  contrato. 

En  su  primer  memorial,  el  señor  representante  de  Italia  creyó 
deber  tratar  la  cuestión  litigiosa  como  está  planteada  en  el  mis- 
mo compromiso,  es  decir,  solamente  de  una  manera  abstraeta 
y  sin  tomar  en  consideración  el  proceso  Anselmo-Ferrare.  Pero 
habiendo  el  primer  memorial  del  Perú  relatado  los  hechos  pria- 
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«ipalesde  este  incidente,  el  representante  de  Italia  siguió  el  ejem- 
plo de  su  primera  réplica,  y  declaró  en  su  segunda  réplica  que, 
«n  lo  concerniente  á  la  relación  que  podía  existir  entre  el  proce- 
so que  dio  lugar  al  arbitraje  y  la  sentencia  arbitral  consiguiente, 
correspondía  al  arbitro  interpretar  el  compromiso  para  deter- 
minar la  extensión  de  su  jurisdicción  y  los  límites  de  su  senten- 
cia. 

Las  partes  reconocen  en  sus  alegatos,  que  el  Tratado  no  define 
la  competencia  exigida  en  el  artículo  18,  y  que  los  Estados  rela- 
tivos á  dicha  convención,  no  ofrecen  nada  que  aclare  este  punto. 
Es  por  esto  que  sus  argumentos  son  sacados  de  la  doctrina,  déla 
legislación  y  de  la  jurisprudencia  de  diferentes  países,  en  cuya^ 
citas  abundan  los  memoriales.  No  parece  a  propósito  ni  necesa- 
rio reproducir  aquí  esas  citas  y  comentarios,  algunos  de  cuyos 
puntos,  sin  embargo,  serán  mencionados  en  los  considerandos 
que  siguen: 


II.  — DISCUSIÓN    DE  DERKCHO. 

A, — En  general. 


1*  En  doctrina^  la  competencia  del  juez  extranjero  que  pro- 
nuncia la  sentencia  es  considerada  como  la  primera  y  la  más  im- 
portante de  las  condiciones  para  que  dicha  sentencia  pueda  ser 
reconocida  y  ejecutada.  Así  es  como  se  expresa  von  Bar  en  su 
estudio  del  Derecho  Internacional  privado  de  Holtzendorff,  preci- 
samente aún  más  «la  competencia  del  juez  extranjero»  y  definién- 
la:  «jurisdicción  en  principio,  del  poder judiciaídel  Estado  extran- 
jero». Bajo  el  punto  de  vista  doctrinal,  von  Bar,  sin  rechazar,  bien 
entendido,  la  competencia  voluntariamente  aceptada,  sienta  como 
regla,  que  es  necesario  reconocer  competentes  los  Tribunales  del 
Estado  cuya  ley  rige  en  el  fondo  la  parte  de  derecho  que  coupli- 
tuye  el  objeto  directo  del  litigio.  Esta  manera  de  ver  había  sido 
ya  adoptada  en  principio  por  las  resoluciones  del  instituto  de 
Derecho  Internacional  reproducidas  en  la  réplica  del  Perú.  En 
cuanto  á  saber  qué  ley  es  la  aplicable  ,en  el  fondo,  en  un  caso 
dado,  es  necesario,  según  von  Bar,  buscar  el  fin  legislativo  que 
implica  la  regla  de  derecho  que  concierne  al  ohso,  y  ver  si  ese  fin 
exige  la  aplicación  de  la  ky  nacional  ó  de  una  disposición  de  Ift 
ley  extranjera.  «No  se  admitirá  fácilmente,  agrega  este  autor, 
que  el  legislador  ha  querido  someter  á  los  interesados  á  una  ley 
cuya  aplicación  no  pudieron  haber  previsto  en  manera  alguaii» 
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Estas  proposiciones,  que  concuerdan  en  su  esencia  con  las  ideas 
ya  emitidas  por  von  Bar  en  su  obra  «Theorie  und  Praxis  des  in- 
ternationalen  Privatreclits»,  participan  de  la  teoría  de  Savigny, 
según  la  cual  es  preciso  buscar  sobre  cada  hecho  jurídico  que  ley 
lo  ri¿,e. 

De  este  modo  do  ver  es  también  la  proposición  de  Roguin  re- 
lativa al  Derecho  Internacional  de  obligaciones  y  citado  por  Mei- 
li  en  su  obra,  «Das  internationale  zivil  unJ  Ilandelsracht».  En 
efecto,  el  art.  6?  de  esta  proposición  dice  textualmente: 

«Siempre  que  no  sea  en  contradicción  con  ninguna  disposición 
«imperativa  ni  prohibitiva,  el  fondo  del  contrat:^  está  sometido á* 
« la  ley  escogida  expresa  ó  implícitamente  por  los   contratantes. 

•t  Si  los  contratantes  no  han  demostrado  de  ninguna  manera 
«cuál  era  su  voluntad  al  respecto,  el  juez,  al  examinar  todas  las 
«  circunstancias  del  caso,  se  informará  á  qué  legislación  se  ha- 
«  brían  probablemente  referido,  si  su  atención  se  hubiese  dirigido 
«  hacia  este  punto. 

«  El  juez  examinará  cuál  ha  sido  el  lugar  de  la  celebración 
«  del  contrato,  y  cuál  es  el  de  su  ejecución.  » 

Un  lo  que  respecta  especialmente  al  derecho  aplicable  á  las 
obligaciones  convencionales,  von  Bar  dice  que,  según  la  opinión 
aun  dominante  en  principio  en  los  demás  países  fuera  de  la  Ale- 
mania, donde  está  masó  menos  abandomida,  es  la  ley  del  lugar 
donde  el  contrato  se  celebró  la  que  determina;  mientras  que  en 
Alemania  se  aplica,  siguiendo  á  Savigny,  la  ley  del  lugar  de  la 
ejecución,  que  es  la  comunmente  aceptada  por  el  Tribunal  del 
Imperio.  Personalmente,  von  Bar  se  pronuncia  por  el  sistema 
que  se  basa  esencialmente  sobre  la  ley  del  domicilio  del  deudor, 
sin  por  esto  dejar  de  reconocer  que  pueden  presentarse  numero- 
sas é  importantes  excepciones.  «  Es  así,  prosigue  este  autor,  que 
muchas  disposiciones  del  derecho  comercial  obedecen  á  conside- 
raciones de  orden  puram -nte  local;  en  cuyo  caso,  no  deben  some- 
terse á  la  ley  del  domicilio  los- asuntos  celebrados  en  el  extran- 
jero y  que  deben  realizarse  en  otro  lugar;  por  otra  parte,  la  buena 
fé,  tan  importante  ea  las  relaciones  del  comercio  internacional, 
puede  exigir  para  actos  jurídicos  que  se  cumplen  solamente  en 
el  extranjero,  la  aplicación  de  otra  ley  que  la  del  domicilio  del 
deudor,  eic.» 

Por  lo  que  respecta  á  las  relaciones  por  contrato  que  han  exis- 
tido entre  Anselmo  y  Ferruro,  debe  considerarse  á  Savona,  en 
Italia,  como  el  lugar  donde  se  celebró  el  contrato  y  el  de  la  eje- 
cución. Esto  es  lo  que  los  Tribunales  italianos  han  establecido, 
y  lo  que,  además,  es  conforme  con  la  naturaleza  de  las  cosas. 

La  casa  G.  B.  Anselmo  y  C^  se  estableció  en  Lima,  en  1881,  y 
en  el  curso  del  ai¡¿mo  año,  se  hizo  abrir   una   cuenta   corriente 
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en  Savona,  lo  que  nunca  ha  sido  debatido.  J.  B.  Anselmo,  an-  i 
tes  de  partir  de  Savona  para  Lima,  obtuvo,  sin  duda,  el  consen-  !  ] 
ti  miento  de  su  padre  Constantino  para  que  se  abriese  el  crédito. 
Los  pagos,  sobre  todo  los  de  las  letras  de  cambio,  debían  efec- 
tuarse en  Savona,  con  arreglo  á  las  relaciones  existentes  entre 
las  partes.  Más  aún,  J.  B.  Anselmo,  en  su  carta  escrita  de  Niza, 
fecha  19  de  Enero  de  1890,  dio  á  su  padre  la  seguridad  formal 
de  ir  á  Savona  para  dejar  todo  arreglado  antes  de  su  próxima 
partida  para  Lima.  Las  operaciones  se  hacían  en  moneda  ita- 
liana, en  liras.  La  reclamación  de  los  hermanos  Anselmo  habla 
de  liras,  lo  mismo  la  sentencia;  y,  seguñ  resulta  de  los  autos,  loa 
demandados  nunca  objetaron  que  debió  adoptarse  otra  moneda. 
Por  último,  hay  que  tener  presente  que  el  compromiso,  según  el 
tenor  mismo  de  sus  términos,  presupone  que  los  Tribunales  ita- 
lianos eran  competetítes  según  la  legislación  de  Italia.  Ahora 
bien,  habiendo  estos  Tribunales  fundado  su  competencia  esen- 
cialmente en  el  artículo  91  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
italiano,  que  reconoce  el  fuero  del  contrato  y  de  la  ejecución  |>o- 
dría  admitirse  que,  por  los  términos  del  compromiso  ha  sido  in- 
directamente reconocido  que  el  juez  italiano  era,  en  realidad, 
competente,  según  la  ley  italiana,  como  juez  del  fuero  del  con- 
trato y  de  líi 'ejecución.  El  Perú  no  critica  sino  de  una  manera 
poco  clara  y  poco  precisa  la  opinión  de  que  el  lugar  de  la  cele- 
bración del  contrato  ha  sido  Italia,  y  la  argumentación  en  qut 
se  basa  su  sistema  en  la  controversia  actual,  tiende,  sobre  todo,  á 
demostrar,  que  el  fuero  del  contrato  y  de  la  ejecución  no  podría, 
en  el  asunto  internacional  de  que  se  trata,  pcevalecer  contra  el 
fuero  peruano  del  domicilio. 

No  cabe  duda  que  las  mismas  partes  íAnselrao  y  Ferraro)  han 
creído  que  su  contrato  estaba  subordinaao  al  derecho  italiano,  ó, 
por  lo  menos,  que  ellas  se  habrían  pronunciado  por  este  de- 
recho si  hubiesen  sido  llamadas  á  jlecidirse  por  una   ú  otra  ley. 

Además,  si  los  deudores,  durante  sus  relaciones  con  el  acree- 
dor, hubiesen  exigido  la  aplicación  del  derecho  peruano,  en  lu- 
gar del  italiano,  segán  las  necesidades  creadas  por  la  cuenta  ao- 
rriente;  tal  pretensión  habría  sido  poco  compatible  con  la  buena 
fé  que,  según  von  Bar,  debe  hacer  un  papel  tan  importante  en 
las  relaciones  del  comercio  internacional,  como  en  tolos  los  de- 
más asuntos. 

De  los  razonamientos  que  preceden,  resulta,  por  lo  menos,  que, 
eon  arreglo  á  los  principios  generales  adoptados  por  la  doctrina 
j  la  jurisprudencia,  existen  motivos  muy  serios  para  admitir,  en 
al  presente  caso,  más  bien  la  competencia  de  los  Tribunales  ita- 
lianos, visto  que,  como  dice  yon  Bar,  la  competencia   más  natu- 
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la  de  los  Tríbanales  del  Hitado  cuya  loy  rige   eii  el   fondo 
biTQación  át  derecho  en  litigio:  tal  Estado  es  la  Italia. 
-Las  di^osicimifs  legales  ó  rutirmriaf?  que  rigen  a<;tnahmente 
>s   distintos   Estados   la   ejecirdón  de  las  sentencia*  e^Ctran- 
^         .  ofrecen  un  cuadro  extremadamente  variado. 

--.-   trios  Estados  conceden  á  las  sentencias  extranjeras,  median- 
-      .   irtae  condiciones  de  forma,  la  misma  fuerra  ejecutoria  qoe  á 
l.V   *     íntencias  pronunciadas   por  jueces    nacionales:  Italiw,    por 
'^l  "  pío,  en  virtud  del  art.  941  de  «n  Código   de  Eujníciamiento 
^  ^1   i,  combinado  con  el  art.  10  Añ\    título  preliminar  de  iw  Hódi- 
^  /  '  ivil.     Otros  países  exigen  como  principal  condición  del  <raw- 
*'"     r.ar,  la  reciprocidad.  Así  sucede  en- el  Imperio  tltmán,  feg&ii 
/.•t.  328,  §  5  de  su  Enjuiciamiento  Civil;  además,  en  dicho  ar- 
lo §  1  «e  exige,  que  el  Tribunal  extranjero  sen  también  com- 
mte  con  arreglo  á  las  leyes  alerü«nas.     También  en  otroa  {>aí- 
'•'    y  donde  no  existen  convenciones  internacionales,  «e    mega  la 
■   1    ncion  en  principio  á  las  sentencias  que,  sin  embargo,  s(m  allí 
-    -'  "    mocidas  como  derechos  públicos;  en  este   caso  se  encuentra  el 

*  ■'     '  /fin  cuanto  aLcaso  que  nosocnpa,  conviene  hacer  notar  el  art. 

-  -"■   \  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano,  cuyo  t^nor  es  el 

"^     jmo  que  el  del  art.  18  del  tratado  celebrado  entre  Italia  y   el 

- "'  ;*ú;  en  efecto,  bajo  el  número  1,  ee  exige,  también,   qne  la  «en- 

^*  \cia  extranjera  haya  sido  pronunciada  por  una  autoridad  ju- 

•  -'-*'  íial  competente,  sin  indicar,  empero,    según    qué  reglas   debe 

."—-*'  fierminarsc  esta  competencia.   En  los  memoriales  del   PeKi,   te 

'  -'''  !ga  á  este  respecta,  que  los  tribunales  italianos  negaron    siem- 

-  -;-'•' e  la  ejecución  de  l.as  sentencias  extranjeras  cuando  la  compe- 

icia  del  juez  que  la«  pronunciaba  no  era  fundada  con  arreglo  á 

.  ^T     ley  italiana;  que  esta  ji^rispradencia  es,  además,  conforme  coa 

^  '^   opinión  de  la  gran  mayoría  de   los   autores   rtalianos,    de  los 

-   ^  mies  uno  solo  (Matirolo)  es  de  opinión    contraria;   que,    ííesde 

•i  -.r:^tego,  si  Italia,  al  invocar  una  disposición  legal  parecida  á  la 
3f  '  rf  a^-  1 1  ^^  tratado,  exiga  como   condición   dal    exeqnSsíur  la 

.' .  ;tv«i{>efcencia  «egun  su  propio  dereciio,  debe  también  reconocer 
^':gipe  esta  condición  es  de  regla'  en  sng  relaciones  con  el  Per6. 

','::<'  Cmvtra  eeta  argumentación,  los  wn^^íorialce  de  Italia  rechaian 
'a;:^?*^  las  decisiones  de  los  tribunales  italianos  megu«n  el  úxeq%tír 

-  fí  •'*■''  ^  '^  sentencias  prortuneiadas  por  tribunales  franceses  (con 
^'  "    acepción  de  una)  en  cumplimiento  del  art.  14  del   eódígo  civil 

Ib»^,  y  afinamn  que  aun  sentencias  perecidas  hau  «do-  deda- 
i.  X'*^das  ejeeutsrina  pm  algu-nos  tribunales  italianos.  El  priíaaepoée 
:  =.^'M^s  alegatos,  «s decir,  el  que  indica  á  quésenterricias  extranjeras 
-é  i'^^^io  «o^e^e  italia  el  txcguéUury  ne  ha  mde  dabsáido  por  fH  Feíft, 
^  r:^  mee  bfeB  im  reconocidiCK  so  exactitud. 
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3 — IjSl  ejecueión  de  las  lenteucias  extranjeras  ha  sido,  en  mu- 
chos Estados,  (entre  los  cuales  no  figura  ni  Inglaterra  ni  el  Im- 
perio alemán)  objeto  de  tratador  internacionales,  que,  hasta  cier- 
to punto,  han  modificado  la  logislacioa  interna  do  esos  países. 
Meili  hace  una  relación  de  esas  convenciones  y  distingue: 

a)  los  Tratados  que  eápocificaa  los  fueros,  y  entre  los  cuales 
hay  que   mencionar   la  convención   de    1869  entre    Francia  y 

Suiza. 

b)  lo8  Tratados  que  establecen  algunos  fueros  (convención 
de  KSIO  entre  Francia  y  el  gran  ducado  de  Badén). 

c)  los  Tratados  que,  sin  lijar  rue»"o,  «geguran  sin  embargo 
la  ejecución  de  las  sentencias. 

A  esto  último  grupo  pertenece  el  T¡'atado  de  170)  entre  Fraa- 
cia  y  Cerdefla,  interpretado  por  la  ^Ijclaración  .celebrada  entre 
Francia  é  Italia  en  18G0,  así  como  el  Tratado  entfv^  Italia  y  el 
Perú,  objeto  del  presente  litigio. 

Estas  tre^  categorías  «le  convención  -s  señalan  el  procedimiento 
que  debe  adoj»tarso  para  obtener  el  (rq^katu":  pero  excluyen  to- 
da revisión  tU^i  fondo. 

d)  el  Trit.vlo  de  1838,  modifícalo  en  1856,  entre  Austria  y 
el  gran  ducal  >  de  Bal  mi,  no  estableoo  ningua  fuero,  y  ostipuli 
que  las  senteu  :ias  pronunciadas  en  uno  de  los  tío?  E-?tadoj  seráu 
ejecutadas  sin  condición  alguna  en  el  otro. 

e)  los  tratados  que  exigen  únicamente  la  recii)rocida  1. 

Si  ahora  pasamos  á  interpr  tar  el  Tratatlo  celebi'iJo  entro  Ita- 
lia y  el  Perú,  llegamos  a  la  m  sma  conclusión  que  !a  qni  nos  ha 
parecido  desprenderse  del  examen  d  t  la  doctrina.   En  efecto: 

El  art.  18  de  esta  convención  estipila  que  las  sentencias  civi- 
les de  los  Tribunales  de  uno  de  los  <h)i  Estados  contratantes  se- 
rán ejecutadas  en  el  otro  como  las  pronuncindas  por  Ioí  jueces 
naoioftales.  El  Tribunal  que  tntiende  de  la  demanda  de  ejecu- 
oión  no  debe  examinar  más  que  cuatro  puntos,  siendo  el  primero 
saber  si  la  sentencia  emana  de  una  autoridad  judicial  competen- 
te. ¿Con  arreglo  í  la  ley  de  qué  Estado  debe  ser  competente  el 
Tribunal  que  ha  pronunciado  la  sentencia?  Es,  pues,  esencial- 
mente respecto  de  esta  pregunta  que  se  ha  originado  el  diferen- 
do.  Al  no  tener  en  consideración  más  que  el  simple  texto  del 
art.  18,  no  parece  que  pueda  existir  duda  al  respecto.  Al  leerla 
parte  núm.  1  de  ese  artículo,  de  que  la  sentencia  debe  haber  sido 

{)ronunciada  por  una  autoridad  judicial  competente,  á  nadie  m 
•  ocurrirá  pensar  en  otra  competencia  que  en  la  de  esta  autori- 
dad, tal  como  determina  la  legislación  por  la  que  &•  rige  dicb» ' 
autoridad.  Esto  es  lo  que  el  mismo  redactor  dice  en  el  primer 
memorial  peruano.  «Bl  silencio  de  la  ley  en  lo  refJirente  á  apre- 
ciar la  competencia  del  Tribunal  extranjero,   parecería   indicar 
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que  debería  considerarse   de   conformidad    con  la  ley  del  juei 
que  lia  pronunciado  la  sentencia?. 

En  efecto,  cíida  Estado  regola  en  su  ley  do  jTOcedinientos 
las  competencias  de  sus  propios  Tribunales,  y,  desdt*  luego,  al 
snriíir  una  cuestión  relat''va  á  In  compitenc¡:t  dj  un  Tribunal,  no 
hay  por  ([tió  biiscar  la  solu'.-im  d^^  ell:t  on  la  ley  de  un  país  ex- 
trHPJero.  í*wr  otra  partí,  así  c  )mo  la  di.-]K>siciún  del  núm.  1  del 
artículo  pnuitado  se  refiere  á  la  comjíetenciu.  las  de  los  núms.  2 
y  3,  cuyo  objeto  es  la  citación  y  representación  del  deíonndado, 
conciernen  á  la  autoridad  judicial  que  pronuncia  la  s-iiit  ncia,  y 
son  regidas  por  la  ley  de  esta  autoridad.  De  donde  r<si!ta  que 
la  interpretación,  tanto  gramatical  conu»  L'»oic*a  del  art.  IS,  nvim. 
18,  núm.  1,  del  Tratado,  hac?  cre?r  que  e -írt  disT)Or:ición  exige 
que  la  autoridad  judicial  sea  competente  con  anvglo  á  m  propia 

4 — En  los  memoriales  del  Perú,  ha^^e  a!e;;a<l<),  es  verdad,  que 
la  doctrina  había  reconocido,  con  rc^pe  to  á  la  ejecución  de  lai 
sentencias  extranjeras  y  de  las  cuestione."^  de  cumpeteneia  refe- 
rentes á  las  mismas,  que  la  competencia  debía  e.->'t¡marso  «en  la 
esfera  internacional»,  os  decir,  que  la  compet-^ncia  debía  existir 
tam'oién  para  la  ley  del  Lstado  que  ention  le  d<-*l  rx^'j  "i^jtr.  Más 
es  evidente  (pie semejante  teoría  que,  ademas,  no  e?  ^^'^eí.lhní ule 
adoptada,  y  que  está  sujeta  á  controversia,  no  podría  tiiv^r  la 
preferencia  sobre  la  regla  do  un  Tratado  inxTnuíJonal  l:ui  [) oei- 
tivo  como  lo  es  el  convenio  italo  peruano  <!c  1871. 

La  noción  de  la  competencia,  y  los  términos  de  «tribu  lal  com- 
petente» Hon  generalmente  eonoeid-  s,  y  su  s;  .íido  e-'  d'^lermina- 
do.  Ahora  bien,  la  comyr/'íir'.'T  e^' la  única  (pie  :^  ?  if-ta  como 
conJición  en  el  artículo  !S,  n!.';:n.  1,  del  Tratad).  Si  fc  hubiera 
queridí»  exigir  más,  como  da  compet  'n<^ia  en  la  c.-re:a  iníe'na- 
cional-í,  etc.  habría  habido  ne^'c^ida  I  de  decirlo.  2\sí  lo  han  he- 
cho el -Coligo  de  Enjuiciamiento  Civil  alemán,  la  Itiy  danesa  y 
las  antiguas  k\ves  del  gran  ducado  de  Bi  h^n  y  de  Iless";  y  así 
se  procedió  en  el  Tratado  de  18S1  entre  Austria  y  Servia,  y  tam- 
bién en  el  Tratado  celebrado  en  18S9,  en  Montevideo,  entro  los 
Estados  do  América  del  Sur.  Pero  nada  semejante  se  manifiesta 
en  el  Tratado  entre  Ilalif  y  el  Perú,  y  no  es  posible  agregar  ásu 
texto  semejante  disposición,  con  tanta  menos  razón  cuanto  que 
la  tendencia  fundamental  de  este  convenio  es  favorecer,  y  no  im- 
pedir, la  ejecución  de  las  sentencias  de  uno  de  los  Estados  en  el 
otro.  Habría  que  atenerse  á  los  términos  del  Tratado,  aun  cuan- 
do se  demostrase  que  la  aplicación  del  artículo  941,  núm.  1  del 
Código  d«  Enjuiciamiento  Civil  italiano,  cuyo  tenor  es  parecido 
al  de  este  convenio,  los  Tribunales  de  Italia  niegan  ordinaria- 
mente la  ejecución  en  el  caso  en  que  el  juez  extranjero  no  fuese 
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tan  competente  8e¿úu  el  derecho  italiano;  semejante  jurisproden- 
eia  no  sería,  en  efectc,  conforme  á  la  Uy  italiana^  y.,  ademíus  no 
ion  los  Tribunales  italianos  los  que  han  celebrado  el  Tratado. 
Mas,  como  no  se  ha  citado  la  prutiba  de  que  semejante  práctica 
tea  aíloptada  eu  I  tilia,  resulta  que  el  priucipio,  como  lo  dicen  no 
folüraente  Mattirolo  sino  Norsa,  de  que  la  compotencia  obedect 
ÍL  Iq  ley  del  Tribunal  que  pronuncia  la  sentencia,  es  absoluto  se- 
gún el  dt'ixclio  italiano. 

Por  otra  parte,  el  heclio  de  saber  si  el  Tribunal  que  lia  pro- 
■onciado  la  scMit<*u(ia  era  «ompjtente  según  su  propia  ley,  no  es 
absolutamente  inútil,  puede  tener  alguna  iinportancia;  esto  es 
tan  evidente  que  sería  superüuo  el  donioá'iarlo. 

5 — Pero,  en  los  memoria  les  del  Pera,  se  pretende  que,  según 
la  legislación  de  ese  país,  los  Tribunales  peruanos  son  exclusiva- 
mente competentes  para  fallar  los  procesos  coioo  los  del  caso  An- 
aelmo-Fefr.iro,  y  si,  n.'>  obstant?  eílo.  el  Perú  quisiese  ejecutarla 
sentencia  pronunciada  en  esta  causa  por  la  autoridad  judicial 
italiana,  no  pudiía  liaeerlo  sin  renunciar  á  uno  de  sus  derechos 
de  soberanía;  psfe  Pastado  invocí,  en  apoyo  de  su  manera  de  ver, 
«n  fallo  del  Tribunal  federal  suizo,  pronunciado  el  9  de  Febrero 
de  1829,  en  la  eansa  Espanet  contra  Sive. 

En   cnanto   á  este   fallo  liay  que  hacer  la  aclaración  siguiente: 

El  tribunal  federal  tenía  que  resolver  la  demanda  de  ejecu- 
ción de  una  sentencia  francesa  en  Suiza,  presentada  á  tenor  del 
artículo  16  del  tratado  de  1869  entre  Suiza  y  Francia.  El  pro- 
ceso en  el  fondo  había  sido  seguido  contra  un  francés  en  Suixa. 
El  tribunal  (de  roínercio  de  Marsella)  que  pronunció  la  senten- 
cia se  había  declarado  competente  en  virtud  del  arL  15  del  có^li- 
go  civil  franeés,  ^ef^un  el  cual  un  francés  puede  ser  citado  ante 
un  tribunal  d^^  l'>?niein,  por  obligaciones  que  hubiese  contraído 
en  un  país  extranjero.  Por  otra  parte,  el  art.  17  de  dicho  trata- 
do exige,  para  la  admisibilidad  de  la  ejecncion,  exactamente  las 
mismas  eondicioiK^s  que  el  art.  18  del  tratailo  i  talo-peruano. 
Ahora  bien,  el  tribunal  federal  ha  reconocido  en  su  fallo  que  la 
convención  franco-suiza  no  contiene  disposiciones  obligatorias 
^ue  indiquen  sogún  qué  reglas  de  derecho  debe  examinanie  la 
competencia  del  tribunal  que  ha  pronunciado  la  len I encia,  cuan- 
do la  ejecución  do  una  sentencia  pronunciada  en  uno  do  los  esta- 
dos se  sigue  en  el  otro  con  arreglo  a  este  tratado;  el  tribunal  fe- 
deral agivga  es  cierto:  «Siendo  esto  así,  no  i)oJría  impedirse  i 
las  autoridades  suizas  de  examinar  la  cuestión  de  competencia 
icgún  los  principios  admitidos  en  lu  país  en  materia  de  jurisdic- 
ción y  do  fuero,  y  de  rehusar  la  ejecución  de  una  sentencia  fran- 
cesa en  el  caso  en  que,  según  el  derechd  ptiblico  suizo,  el  asunto 
tra  de  la  competencia  exclusiva  de  los  tribunales   suizos,»    En 
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afecto,  según  )i»  dhiposictones  de)  ari  S9  de  1»  eonstiiución  fed^ 
ral  suiza,  e)  deador  solyente  no  puede  sm*  notificada  mno  en  el 
lugar  de  su  domieilio^  y  las  sentencias  pronunciadas  en  opo«- 
ción  fi  esta  disposición  no  son  ejecutorias  en  Sniza,  aun  cuando 
1a  ejecución  de  una  sentencia  pronunciada  en  un  cantón,  se  per- 
sigH  en  otro.  Además,  el  fallo  indica  que  la  disposición  del  art. 
o9  de  \t\  constitución  fe^leral  no  es  solamente  una  regla  de  dere- 
cho objetivo  que  establece  un  fueio,  sino  que  confiere  á  los  ciu- 
dada'^os  un  derecho  subjetivo  constitucionul  que,  corm>  tal,  de- 
pende del  derecho  público. 

Ahora  bien,  si  semejante  principio  fuese  admitido  por  el  de- 
recho j>úblieo  del  Perú,  no  hay  duda  que  se  podría  exigir  de  es- 
te estado  la  ejecución  de  la  sentencia  pronunciada  en  Italia  en  el 
litigio  Ansehno-Ferraro,  porque  en  esta  hipótesis,  habría  que 
experimentarse  la  negativa  basada  en  el  art.  18,  núm.  4  del  tra- 
tado. Pero,  según  las  actas,  el  derecho  público  peruano  no  con- 
tiene el  principio  en  cuestión. 

6 — Al  contrario,  según  el  art.  132  del  código  de  enjuicia- 
mento  civil  {>eruano,  el  demandante  tiene  la  facultad  de  enta- 
blar su  acción,  bien  sea  ante  el  juez  donde  el  demandado  posee 
la  mayor  parte  de  sus  bienefl,  ó  bien  ante  el  juez  del  lugar  don- 
do  contrajo  la  obligación.  Esto  es  lo  que  ha  sido  alegado 
en  la  primera  réplica  italiana,  y  no  habiendo  sido  debatido 
este  alegato  j:>or  el  representante  del  Perú,  -  quien  pudo  ha- 
berlo hecho,  supónese  por  eslo  que  aceptó  su  exactitud.  Ade- 
más, en  el  código  que  presentó  este  representante,  el  art.  132  es 
del  tenor  indicado  en  el  memorial  italiano,  y  como  está  impreso 
en  caracteres  onlinarios,  debe  estar  en  vigor,  según  una  nota  que 
figura  al  principio  del  código.  Ya  hoy  no  es  debatible,  ni  se  de- 
bate, que  ei  el  tribunal  de  Lima  hubiese  entendido  del  asunto 
Arnselmo,  habría  sido  igualmente  competente  para  resolverlo; 
ntás  el  fuero  de  aquella  autoridad  no  habría  tenido  un  carácter 
emclusivOy  porque  el  tribunal  que  pronunció  la  sentencia  era  tam- 
bién comjKítente,  aun  respecto  del  derecho  peruano;  habría,  pues, 
resaltado  doblo  competencia  ó  competencia  concurrente. 

Ks  el  caso  de  hacer  aquí  presente  el  hecho*de  que  en  el  fa- 
llo expeílido  por  la  corte  superior  de  Lima,  de  9  de  agosto  de 
18©7,  no  se  tomó  en  consideración  el  art.  132. 


ü. — Examen  de  algunos  puntos  particnlara. 

1 — La  celebración  del  tratado  de  1874,  tal  cual  eatá  iater- 
prafcado  aquí,  no  implica^  de  parte  de  loa  eetadoA  contratan tat^ 


-J» 
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tan  competente  según  el  derecho  italia  ^ 

cía  no  sería,  en  efeet©,  conforme  á   la 

m>a  los  Tribunales  italianos  los  que 

Mas,  como  no  se  ha  citado  la  pruc' 

lea  adoptada  en  Italia,  resulta  qv 

solüineute  Maltirolo  siuo  Norsa  ^i^  l'íw 

á  la  ley  del  Tribunal  que  proi  ''^-f^/^Vv 

_^       11        1      -i   1-             ^  recitado,    ií%- 

fnm  el  dureuho  ibiljano.  -    ,.     ^    ' 

o        t            »       111'  iiediantrj  con  ven  k 

Por  otra  parto,  el  hecho  '  ai^  naii 

•    1     1          /      •  LO  c^/nstitucionai  pruciu. 

Munciado  la  sentencia  era                  -       ».  i'^^  i 

absolutauiente  inútil,  pu  ,        ,          .    .       i.^.v^n 

Un  evideute  r,no  sería  '!««  s.  rlun  -los  estados,  de  cjau^ 

5-Pero.  en  los  .ne^  •  «^^  '^^s  sentencias  pronunciadas  ] 

la  legielación  de  oso  .""^'  ""  'i'»^   ^'''«  """'^'^  consuler  aaí 

mente  con, i.elenteF  -.¡'^•'■•"'í''  *^*^   ^f  ^^  ^^*'^'''f '  ''""  '"^''. '"' 

«lino-Fcfraro,  y  ,,„i,er en  práctica   la  cortesía  intornacioi.il. 

italiann,  no  po<  ,  ,|  .rt.  14  del  código  civil  fea  neos  el  cxtr  n^ 

de  soberanía:  ^'\'''  resida  en  Francia  puede  ser  citado  ant  \ 
un  fallo  del  '  /■•'""',!,  na ra  la  ejecución  de  las  obligaciones  contrai- 
de  1829,  et  c/^^'''"^'),  francés.  La  competencia  establecida  r»'^^ 
En  cír  ..''■''''''  'U  1^^^^^'^  ^^'^*^  aceptada  en  todas  imites,  hasta 
'  El  tr'  •-  "  'i-'''^  í'^'íaiito  pf»í'  1<^  doctrina  c;)n:íO  por  la  juri'^iMU'leT- 
ióndr     '•    "ief''''     ú<c^que  l^'^^^    celebrado  con    I-ancia   traUa.^ 


Clon  Clf       '•,.,;V  '".    .  piUíV" 

artici 

ceso 

Bl 

C' 


-^;.:  <>ii  (''■  .|,',;^.]o  rntro  Jíalia  y   el  Perú.      Lo.  autores  im^ 
'**"  V''*"":^'- '''''\)  iH)ii  ntiiclia  .-cvt^¡i«lad  el  fuero  en  cne^timí;  tái, 
-''■^•■ííí^''-^'"'!|*í;u'(Tl¡ror^      und  Praxi.>    (ks  internatioiul  en 
•;'' -va;!'''  -'  7425,  n<>ií^  -''^).  I'ici,   cuya  o])inión  ha  í^ido  repro- 
/ÍÍVa''í'''^'^''V|l¡'¡  (Vn  su  e.-ludio  ^Kv  fi^xi^nn  d  cic»,  p.  30,  nota2), 
j,U'^'''i''\;/(;arsonn<>t.    (pie  en  ?u  aT^ailo    tbóoncpie  et  ]a^cíl• 
M  í"'"''"' '^ '  K-uie",  ^h^"^'    t^xtualincii!»'  (v.:d.    í.    i)ar.    i  LXW ). 
Qüc^^^^'y^l'li  (L'l  código  ci.-il,  fpic  coniieuf   una   nueva  exeep- 
^£1  í^^"^^'^'^"\¡,icinios  generales    de  la  com[)etencie,    es  una  dispo- 
¿¿11  áj^^^l^^^j^ te  criticada:  es  contraria  a  la  antigua  jurispru- 
gicK)íU^,,^g    j.jncipios  del  derecho  internacional  i>rivadoyála 
(Jeiicií^  »      ^^  ]^g  leyes  europeas»  (véase  además  Vincent  et  P*- 
í^^-^^^nT/fionnaire  du  droit   international    privé,  p.    234).    La 
niud,  i^^^'  ^1  art.   H  ya  referido   confiere  á  los  tribunales 

compete"^^  ^j^^r^^ente  excesiva.  El  subdito  de  nn  estado  que 
fr^^^^f^¿Q  contrato  fuera  de  Francia  con  un  francés,  poede 
^^  u-n  haber  ignorado  la  nacionalidad  d«  éste  último,  a«í  co- 
^"^^  It  stencia  del  art.  14  del  código  civil  francés,  y  deberíí^ 
^^  4!  ser  citado  ante  un  tribunal  de  Francia.  Tal  procedí- 
^"  to  sería  contrario  á  todos  los  principios  admitidos  en  el  dt 
""^1  o  internacional  privado;  y  puede  decirse  d«  mna  manera  gfr 
'^  1  Que  debe  negarse  la  sanción  internacional  á  todo  fuero  qo' 
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olución  definitiva  d.l  a*unto 

}  de  S.  M.  «1  derecho  át 
^lardiade   la   int^^gf 
'    en  qne  la   cuestióa 
-la  á  la   senlencí» 
h')U' ulterior  d«i 
•  ;i  .las   coose- 
.itri;  p>ie«to 
eliiu),  ita- 


ti     I 


.  14.     }l^  I  •      ".  - 

iínea   ia   '  r.;:\-   '-..   " 
r  fuera   d?  F- .^.i-íí    .u  r- 


niotlo 


j.»  ^ 


/ 


sicion. 


3 — La   rí- '  '  -^ 


li.-a 


les     italian-^s    er^'L    .-■' . 

sus  propias  Icyer-     A--".  •-     -.  -  -      ,  ^ 

fuiKiii'la;  invo.'i,  e:;  i  »  •    •    .- 

art.  90  <lel  c'»^l„'  •  J-  ^-    .    .u.     -     - 

la  ac^jióu  di.ij.  d  •-    -•  i.   :..--.        ^ 

aliento  de  la  al:i.:\l-:'i*  *   ■'         -        , 
dít^poslciúíi  d  l^cr:!:  'i-  _    /v         -    - 
souicda  le-,  síclI^  I.    -^    *j  -^  ..  ■        ...    ^. 
?3e  encuenira,  rej  *ir  --,  :-  rt   .  ^ 

Aliora  bien,  tu  t  lí;  :-ur.' ji-.       .-        *.     v<.    ^ 
mícíUo,  sino  del  luerj  >-.    v  •  -   i     ;-  -- 
haco  distiueíóa  í»"i*re  'u«  *./.-, t*^.    «      »   . 
Tanto  UU03  como  oirr*  »  :..      r  ..^    -^'  ^   ^  -  ^    ^ 
coairato,  siempre  qie  l..t  '.->-.-  .j  ,•  ^     .*  -    ^_  "^ 

//eu  reunidas:  tal  es  el  ea-^o  '•-:^  -„  m  -«.*.•  ^-,.^  ..^ 
contraído  compromisos  ik:--  /t     "^t^-  *-■,  -^    '^^-^^  ^\^  "    '.' , 
JL  B.  Anselmo  y  t?  hira  ;o,-i,  v       ^*,- «r  -  v  -  .  .^ 

\ctos  de  J.  B.  Áriselm^,  t-r/.»  :*---*5*  -¿  -.  _  >^  -^    /  -  -    .  -*     ■• 

4 — En  su  estudio,  ya  Vitr.a*  Tíi^r-t  t.^d-i,    r;^  ¿  ,.     .- 
o  el  punto  de  rista  docírlLa!.  irrciO  *í^:i^i»  .v.ri,'7'.  n  '     *      ' 
Je  la  admisibilidad  de  la  e/^u^'^i.  la'  r^  -IjJtI'  1^! '     '^'***'* 
oataeía  del  país  extranjero,    >o  hay  neceeliAd  de  'uak'  t 
ate  punto  en  el  caso  en  que  noc  en<r.ntratMi,  tf»¿udwÍ^  üT  ut 


ocmvenio  parecido  al  celebrado  «otre  Italim  y  el  Perú.    TrI  c«h 

venio  implica  una  coofiauEa  recíproca  de  parte  de  los  eí^taA» 
contratan  tes.  Así,  pues,  las  seutencias^pronunciadas  en  el  aaiB- 
to  Anseluio-Ferraro  producen  la  firme  conviccióo  de  que  la  Jüst- 
teria  del  proceso  ha  sido  d^biilamente  examinada,  y  la  sexiteiim 
prenunciada  con  todo  el  esmero  necesario. 

5 — El  art.  91  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano  no 
reconoce  el  fuero  del  contrato  ó  del  lugar  de  la  ejecución,  €Ínoi 
condición  que  el  dem^mlado  liaya  sido  noiificíido  en  persona  en 
el  lugar  donde  se  encuentra  el  fuero,  salvo  en  los  aámntos  comer- 
ciales para  los  cuales  no  se  requiere  esta  formalidad.  Ahora  bien 
los  tribunales  italianos  han  admitido  que  la  causa  Anselmo- Fe- 
rraro  era  de  carécíer  comercial.  Además,  esto  importa  [K)oo  en 
cuanto  á  la  aplicación  del  art.  91  en  el  presente  caso,  porque  por 
lo  que  respecta  á  la  formalidad  que  prescribe  para  los  asuntos 
comerciales,  y  á  la  cual  von  Bar  atribuye  tanta  importancia,  ha 
«do  debidamente  observada  con  respecto  li  J.  R  Anselmo  y  A. 
F.  Ferrare,  los  que  fueron  personalmente  citados.  Por  otra  j^r- 
te,  se  hicieron  representar  en  todü  forma  ante  los  tribunales  ite- 
lianos.  Vese,  pues,  que  ee  han  cumplido  las  oondictanee  previa* 
tas  en  los  números  2  y  3  del  art.  18  del  tratado  do  1874,  lo  4}ae, 
por  lo  demás,  no  se  debate. 

6— En  cuanto  á  la  proposición  del  representante  del  Pera,  so- 
bre que  el  altercado,  en  caso  de  duda,  sea  zanjado  en  el  seatido 
de  que  la  obligación  sea  lo  menos  extensa,  no  es  aceptada  por 
creer  el  arbitro  que  ík>  hay  lugar  á  duda  eu  el  particular, 

7 — Para  terminar,  haremos  presente  qae  el  áaero  del  contmto 
admitido  por  la  legislación  de  muchos  e6ta:}os,  priucipalm^ite 
por  la  de  Italia  y  el  Perú,  es  considerado  eu  la  doctrina  cumo  e\ 
que  más  satisface  á  las  exigencias  de  las  relaciones  comerciare*» 
ton  tal  qvie  corresponda  á  los  supuestos  propósitos  da  las  partea, 
oondidón  que  resulta  pinamente  idealizada  en  el  caso  actaaL 
Baste  leer  el  estudio  de  von  Bar  del  fuero  del  contrato  en  se 
obra:  Theorie  und  Praxis  des  internatíonalen  Privairechts-  £eie 
autor  dice  partieularmenie  en  pág.  438:  «Si  una  obligación  ha 
de  ser  ejecutad:^  en  el  mismo  lugar  donde  fué  contraída,  el  futuro 
del  contrato  se  fundará  también  allí,  donde  todo  el  asunto  debe- 
rá ventilarse». 


C— i2e««men  de  la 


Las  oonsideracíonee  <}ue  anteceden   pueden  oompendiArae  r. 
les  términos  eípuentes: 
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1 — Según  la  sana  interpretación  del  tratado  italo-peruano,  la 
<5ompetenc¡a  debe  ser  examina^ia  y  existir  en  principio  respecto 
de  la  ley  ilel  estado  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada. 

2 — El  tribunal  italiano  se  declaro  competente  en  virtud  del 
art  91  del  código  de  enjuiciamiento  civil  italiano,  p«r  aer  el  ftw- 
ro  de  la  formaición  del  contrato. 

3 — El  lugar  donde  se  celebró  el  cotatrato,  así  como  el  de  la 
ejecución»  fué  en  Italia. 

4 — E^  tribunal  que  pronunció  la  sentencia  tuvo,  pues,  la  com- 
petencia exigida  por  el  art.  IS^  núm.  1,  del  tratado. 

5— Las  condiciones  formuladas  en  el  art.  18,  bajo  los  números 
2  y  3,  han  sido  cumplidas,  lo  que  no  ba  sido  debatido. 

6 — El  reconocimieuto  del  fuero  del  contrato  por  parte  del  tri- 
bunal italiano  no  implica  niugún  menescabo  de  orden  ni  de  de- 
recho público  para  el  Perú. 

7 — Al  contrario,  el  fuero  del  contrato  es  también  reconocido 
por  la  ley  de  enjuiciamientos  del  Perú. 

8 — Dedúcese  de  esto,  que,  habiendo  sido  pronunciada  la  sen- 
tencia italiana  en  vista  de  todas  las  (ondiciones  establecidas  en 
el  tratado,  debe  verificarse  su  ejecución  en  el  Perú. 


III.    DISPOSITIVO 


A, — Observación  preiia, 

YA  arbitro,  al  formular  la  parte  dispositiva  de  su  laudo,  cree 
deber  atenerse  estrictamente  á  la  cuestión  litigiosa  concebida  de 
una  manera  abstracta;  pero  pronuncia  su  fallo  teniendo  especial- 
mente en  consideración  el  caso  concreto,  á  la  ve«  que  reconoce 
que  las  autoridades  judiciales  del  estado  donde  se  ha  pedido  el 
exeq'^fMur  serían  igualmente  competentes  (véase  el  final  de  la 
cuestión),  que,  sin  embargo,  esta  competencia  no  es  exclusiva,  y 
que,  en  todo  caso,  el  heelio  de  reconocer  la  competencia  del  tri- 
bunal del  estado  donde  la  sentencia  ht  sido  pronunciada,  no  im- 
plica nada  en  contrario  al  derecho  [)úblico  ó  constitucional  del 
Per»].  Si,  por  h¡[)ótesi.s,  el  fuero  <lel  domicilio  tuviese  en  este  país 
un  carácter  exclusivo,  no  como  en  Suiza,  con  arreglo  á  la  consti- 
tución, sino  simplemente  con  arreglo  á  los  términos  de  la  ley  de 
enjuiciamientos,  no  sería  en  tul  caso  probablemente  posible,  ha- 
cer reconocer  en  el  Perú,  ea  virtud  del  tratado,  el  fuero  italiano 
del  domicilio,  visto  que  la  ley  de  enjuiciamientos  forma  parte 
del  derecho  público.  Pero  no  es  necesario  resolver  aquí  esa  cuestióu. 
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B. — Parte  düpositiva. 


Refiriéndose  el  arbitro  á  lo  que  precede,  zanja  como  sigue  la 
cuestión  litigiosa  sometida  á  su  decisión  por  los  Gobiernos  del 
reino  de  Italia  y  de  la  República  del  Perú,  á  saber: 

Con  arreglo  á  los  términos  del  tratado  de  23  de  diciembre  de 
1874,  celebrado  entre  Italia  y  el  Perú,  las  autoridades  respecti- 
vas de  los  dos  países  no  puedan  negar  el  exequátur  á.  las  sentencias 
pronunciadas  por  una  autoridad  judicial,  competente  según  las 
leyes  del  estndo  donde  la  sentencia  ha  sido  pronunciada,  siem- 
pre que,  según  las  leyes  del  estado  al  que  se  pide  el  exequátur^ 
las  autoridades  judiciales  de  este  mismo  estado  serían  competen- 
tes para  conocer  de  la  causa. 


Dado  en  Berna,  á  19  de  setiembre  de  1903. 


El  Arbitrio, 
•  WiNKLER. 


Real  Legaci&ii  de  Italia, 

N?  1354.  Lima,  30  de  Diciembre  de  1903. 

Señor  Ministro: 

Con  oficio  que  recibí  por  el  último  vapor,  S.  E.  el  señor  Mi- 
nistro do  Relaciones  Exteriores  me  ha  confirmado  la  noticia,  que 
ya  me  había  sido  comunicada  por  telégrafo,  es  decir,  que  el  ar- 
bitro suizo  llamado  á  decidir  la  interpretación  que  debe  darse  al 
art.  18  del  tratado  de  amistad  y  camercio  italo-peruano  vigente, 
ha  pronunciado,  el  19  de  Setiembre  viltimo,  su  laudo  en  sentido 
favorable  á  nosotros. 

Al  )nismo  tiempo,  me  encarga  el  ^ c  uor  Ministro  que  manifies- 
te al  Gobierno  de  la  República,  que  i  í  del  Rey  ha  tomado  nota 
de  dicha  sentencia,  la  cual  resuelve  do  una  manera  inapelable, 
con  arreglo  al  compromiso  de  22  de  Noviembre  de  1900,  (1)  la 
cuestión  formulada  en  el  primer  artículo  del  mismo,  y,  por  consi- 

(1)  Página  191. 
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guíente,  fija  la  iaterpretacióu  del  referido  tratado  en  el  punto 
controvertido. 

Al  cumplir  con  este  encargo,  espero  que  V.  E.  se  servirá  ma- 
nifestarme análoga  declaración,  á  fin  de  poder  comunicarla  á  mi 
Gobierno,  reservaiido  cualquiera  ulterior  comunicación  respecto 
de  los  hechos  que  provocaron  el  arbitrojo. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

G.  Firrone, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  do.i  Jo^^  Pardo,  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores. 


Real  ieguibii  d$  lialia. 

s 

N?  437.  Lima,    Abril  14  de  1904. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  ú  ]c)s  argumentos  que  en  una  conferencia  parti- 
cular con  V.  E.  tuve  ol  honor  do  exponerle,  en  ifarzo  próximo 
pasado,  respe  to  de  la  aplicación  i\A  laudo  aibitral,  pronunciado 
por  el  stMlor  Winkier,  en  el  incid'>nte  An=?elmo-Ferraro,  y  en  la 
fundada  suposición,  que  una  vez  terminados  los  trabajos  parla- 
mentarios con  la  clausura  del  tercer  Congreso  extraordinario, 
V.  E.,  pegón  me  manifestó,  hahrá  tenido  oportunidad  de  dedi- 
carse al  examen  de  la  importante  cuestión,  que  aun  no  €onoeía 
en  su^  poriiienorffs;  permítan-e,  ahora,  en  cumplimiento,  de  ins- 
trucción,'s  expresas  de  mi  (Jobierno,  trasmitir  á  V.  E.  recomen- 
dándola (\  su  favorable  acogida,  la  inclusa  copia  de  la  solicitud 
presenta  !a  en  26  de  Noviembre  de  1903  por  los  señores  Ansel- 
mo, al  Ministerio  de  Relaeiones  Exteriores,  con  el  objeto  de  ob- 
tener del  Gobierno  peruano  la  aplicación  de  !a  sentencia  arbitral 
pronunciada  por  el  señor  Winklcr  en  su  cuestión  contra  Ferra- 
re, á  fia  de  conseguir  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
que  han  sufrido  por  la  falta  del  cumplimiento  del  art.  18  del 
Tratado  le  Amistad  y  Comercio  de  23  de  Diciembre  de  1874  en- 
tre Italia  y  el  Perú.  V.  E.  tendrá  ya  conocimiento  de  las  gestio- 
nes que  precedieron  á  la  estipulación  del  compromiso  d«  23  d© 
Noriembre  de  1900,  respecto  del  alcance  y  eficacia  de  la  senten- 
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cía  arbitral  sobre  la  controversia  particular  que  di6  origen  al  ia- 
oídente  entre  loa  dos  países.  Al  declararse  que  dicha  cuestión 
debía  ser  aplazada  (nota  del  Ministerio  deJRelaciones  Exteriores 
á  esta  Legación,  de  31  de  Marzo  de  1900,  núm.  7)  ambas  parte» 
convinieron  en  que  quedase  abierta  ó  insoluta. 

No  se  puede,  por  otra  parle,  volver  á  la  controversia  ea  cues- 
tión sin  tomar  en  consideración  la  sentencia  arbitral.  De  ^ta 
sentencia  (j>lenainente  conforme  con  la  opinión  del  Gobierno  ita- 
liano, ya  sea  en  tuanto  al  problema  de  máxima,  ya  al  caso  espe- 
cial que  la  produjo)  aparece  que  la  Corte  de  Lima  no  cumplió 
oon  los  señores  Anselmo  lo  estipulado  en  el  artículo  IS  del  tra- 
tado de  1874;  si  la  fórmula  del  dispositivo  está  redactada  como 
la  cuestión  que  se  trata  de  resolver  en  términos  generales  y  abs 
tractos  en  la  observación  que  le  precede,  dicho  arbitro  declara 
haber  emitido  su  decisión  «teniendo  especialmente  en  mira  el 
caso  concreto»»  y,  resumiendo  poco  antes  los  argumentos  que  le 
indujeron  á  pronunciarla,  afirma,  del  modo  más  cxpl'cito,  que  la 
sentencia  italiana,  concurriendo  todas  las  ccmdiciones  prescrita» 
©n  ti  tratado,  debía  ser  ejecutada   en  el  Perú. 

Todo  esto  demuestra  quilas  que  no  fué  posible  separar  la  tuts- 
tión  de  máxima  del  caso  especial,  y  resolver  aquella  prescindien- 
do enteramente  de  éste. 

Sea  de  esto  lo  que  fuese,  basta  comprobar  qu#,  por  decisión 
inapelable  del  arbitro,  con  arreglo  al  art.  18  dtl  iratado  do  1874, 
no  pueda  ser  negado  el  exequátur  en  el  territorio  de  una  de  las 
dos  partes  á  las  sentencias  pronunciadas  por  la  autoridad  judi- 
cial de  la  otra,  por  los  motivos  que  la  Co?te  de  Lima  lo  negó  á 
la  stntencia  de  la  Corte  de  Genova. 

Esta  df^cisión  que,  sin  dudí,  tiene  el  earácter  de  una  interpre- 
tación auténtica  del  tratado  (y  un  valor  idéntico  4  este  respecto 
para  la  autoridad  y  para  los  ciudadanos  de  ambos  paísos),  tiene, 
por  consipfuiente,  según  los  principios  elementales  de  derecho, 
eficacia  retroactiva;  prescindiendo,  sin  embargo,  de  las  declara- 
ciodes  explícitas  coutenidaá  en  el  texto  de  la  seutencia  arbitral, 
ella  implica  el  reconor  imiento  de  la  inobservancia  del  tratado, 
conietida  por  las  autoridades  peruanas. 

Mi  Gobierno  está,  por  consiguiente,  en  el  derexího  de  reelamar 
del  Gobierno  del  Perú,  á  quien  corresponde  responder,  con  arre- 
glo á  las  relaciones  iniernaciouales,  do  la  «xacta  observancia  de 
los  pactos  de  este  genero  y  de  la  rei>aración  do  los  perjuicios  su- 
fridos por  loá  ciudadanos  italianos,  víctimas  de  esa  falta  de  eje- 
cución. 

Más,  la  controversia  Anselmo  Ferraro  no  puede,  oomo  queda 
áioko,  considerarse  como  terminada;  mi  Gobierno  tiene,  puee, 
también  el  derecho  de  pedir  que  el  üMo  arbitral  se  aplique, 
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fátt  «sos  principios  generales,  á  la  solución  definitiva  del  asunto 
pendiente. 

El  Gobierno  peruano  que  reconoció  al  de  S.  M.  el  derecho  de 
oponerse  á  la  sentensia  de  Lima  en  salvagtiardia  de  la  integri- 
dad de  loe  convenios  vigentes,  consintiendo  en  qne  la  cueatióa 
de  niaxima,  resuelta  por  aquella,  fuese  sometida  á  la  sentencia 
de  un  arbitro;  que  consintió  en  diferir  la  discusión -ulterior  del 
caso  Anselmo,  no  querrá,  sin  duda,  sustraci-so  hoy  á  las  conse- 
cnencias  de  sus  actos  en  vista  de  la  decisión  del  árbitn;  puesto 
qtre  la  negativa  de  atoger  las  demandas  riel  señov  Anselmo,  ira- 
portaría  hoy  la  confirmación  voluntaria  de  un  error. 

No  es  incumbencia  del  Gobierno  del  Rey  averiguar  el  modo 
oomo  las  leyes  y  principios  de  derecho  aquí  vigouies  prescribeu 
al  Gobierno  peruano  cumplir  su^  obligaciones;  mas,  pide  que  so 
kaga  justicia  a  la  adjunta  demanda  que  tengo  el  honor  de  pre- 
sentar. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

Pranoisco  3Ie(HcL 

A.  Su 'Excelencia  el  señor  doctor  don  José  Pardo,  Presidente   del 
Consejo  de  Minislroa  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


•  COPIA. 


MiUín,  No^irnhrf!  16  de  1903. 
Excelencin. 

Con  fecha  8  do  iMarzo  de  1<S97,  uno  de  los  infrascritos,  I>o. 
naingo  Anselmo,  presentaba  á  la  Corte  Superior  de  Lima,  (Perú) 
una  petición  para  que  fuese  acordada  la  ejecución  en  e^e  país  de 
la  sentencia-4le  17  de  Agosto  de  189^,  de  ¡a  Corte  do  Apelacio- 
i>e3  de  Genova,  pronu^iciada  contra  A.  F.  Kerraro,  en  rcf)resonta- 
ci6n  de  la  socie<lad  A.  F,  Ferraro  y  C^,  y  contra  O,  P>.  An-íelrao, 
como  socio  de  la  antigua  casa  G.  1>.  Anselmo  y  C^,  residentes  ea 
el  Perú. 

La  Corte  de  Lima,  bajo  la  acción  de  influencias  interesadas; 
SKX>gi61a  oposición  de  Ferraro;  y  violando  abiertamente  el  tra- 
tado de  «mistad  y  comercio  de  23  de  Diciembre  de  1874,  meg* 
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con  especioso?  motivos,  la  ejecución  en  el  Perú  dt   la  sentencia 
de  la  Corte  italiana. 

En  vista  de  este  fallo,  que  constituía  violación  grarísima  del 
tratado,  el  gobierno  itnliano  hizo  los  reclamos  necesarios,  lo»  cua- 
les litigaron  á  hacer  someter  a  un  juicio  arbitral  la  interpretación 
del  artículo  IS  del  trataiU),  que  contenía,  precisamente,  las  dia- 
pofiiciones  v¡ol¿>'hiS. 

Con  fecha  19  de  Setienibi'e  de  1903,  el  arbitro  elegido  por  el 
Presidente  de  la  Confederación  Helvética  expidió  f-u  ñiUó,  que 
constituye  la  cí>ini>:eta  reivindicación  de  los  derechos  de  nuestro 
país  y  la  más  abrumadora  refutación  de  las  pretensiones  del 
Perú. 

En  vista  do  esta  sentencia,  loa  infrascritos  han  vuelto  a  pedir 
la  ejctuciúu  de  la  s^mtencia  do  la  Corte  de  Genova,  [>resentando 
la  petición  á  V.  E.  para  que  dicha  ejecutoria  sea  pcdidíi,  como 
dá  dere<  ho  el  penúltimo  párrafo  del  artículo  18  del  tratado  en 
TÍu  diplomática. 

Aunrjuo  si,  como  no  es  [)osiblo  dudar  más,  la  ejecución  sea 
acordada,  el  rechazo  de  la  instancia  hecho  precedeutem^mte  por 
•1  Perú  ha  alcanzado  el  objeto  que  se  propusieron  las  ilícitas  in- 
fluencias empleadas  para  obtenerlo. 

Los  dcudore:^,  en  los  retardos  del  juicio  do  deliberación-  y  del 
juicio  arbitral,  tanl)ien  se  han  precavido  para  sustraer  toda  exis- 
tencia á  la  inevitable  ejecución,  como  se  prueba  detalladamente 
en  la  ndjunla  mo?noria  (alegato  N?  4)  ya  producida  ante  el  á»» 
bitro,  y  romo  claramente  lo  prueba  la  adjunta  acta  de  disolu- 
ción, en  foniia  autéitioa,  dj  la  soeieda  1  A.  F.  Ferraro  y  C*  d« 
Lima,  de  18  de  Mirz)  de  ISÍ)'.),  acia  en  la  cual  está  probado  que 
en  l'M,)7,  cpoea  dd  jui  no  d^í  (leüberaoión,  la  casa  Ferraro  estaba 
en  tales  con  liciones  finan -ieras  iiua  liribiorc;  )'.\l'.\->  v  -hV:  ! :  ¿T.- 
t^^f'c  r  nuv\str.)  eró  lito,  .'^i  a'ljn'nta  írviibién,  á  mayor  abunda- 
iiil^.iij,  el  1<*>timonio  de  -s<jc;ied  id,  en  forma  auiéntira,  do  la  ra- 
zón e  ."ial  A.  F.  l^\n*i'aro  y  ^-  (ale:^at'»s  núms.  5  y  (3). 

El  rcHultado  e<  (jua,  <lo>!)iéj  d:.*  mucho?  anos  de  sacrificios  y 
luchas,  lo.s  recnrronte.i  hallan  su  buen  derecho  reconocido  plena- 
mente *y  bajo  to  lo  a^^^jcl);  pn'o  tinibiVi  \)  encuentran  frustrado 
y  burlado. 

Sin  embargo,  pn  '4<>  qn,»  <d  Pon')  tstaba  contractual uiente  obli- 
gado, en  virtud  y\A  IVatado  d.-  23  d^  Diciembre  de  1374,  á  dar 
ejecución  á  las  scntoncias  italiana?,  tal  como  está  conven  do  en 
•1  Tratado  mismo,  y  á  tal  cosa  se  ha  rehusado,  se  ha  puesto,  res- 
pecto á  Italia,  en  la  condición  Me  incumplimiento  y  de  cuyas 
dañosas^consecuencias  está  en  el  estrecho  debor  de  responder. 

Por  tanto,  con  plena  confianza  de  hacer  valer  las  acciones  que 
á  los  recurrentes  competen  contra  el  Gobierno  del   Perú,  con  el 
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presente  documento  se  pide  al  Gobierno  italiano,  por  medio  de 
V.  E.,  que  quiera  obtenerles  la'  reparación  de  los  daños  su  fridos 
por  la  negada  ejecución  de  la  sentencia  de  la  Cort«  de  Apelacio- 
nes de  Genova,  de  17  de  Agosto  de  189G,  daños  que  se  resumen 
en  los  siguientes  títulos:  se  suman  en  las  cifras  resjfectira mente 
indicadas: 

Importe  de  nuestro  crédito  originario,  inte- 
reses y  ga.itos  liquidados  por  el  Tribunal 
áe  Scivona  y  por  ¡a  Corte  de  Apelaciones 

de  Genova 117,153.35  liríis 

Gastos  ordinarios,  abogados,  caucas  diver- 
sas, gasto?  en  general  cintra  la  casa  Fcrra- 
ro  y  que  duran  hace  casi  diez  ?>ru)S,  com- 
prendí ios  los  gastos  i)0r  el  j  i  icio  de  deli- 

beraoióü  en  Limn,  en   1897,  casi 12,000... 

Gasto-4  de  viaje  y  residenria  en  Lima  de 
Domingo  Anselmo  en  1897,  duración  on- 
ce meseíí 10,000..         » 

Dnños  sufridos  por  Domingo  Anselmo  du- 
rante su  permanencia  en  Lima,  haláen- 
do  tenido  que  abandonar  sus  propios  ne- 
gocios en  Italia  20,000...        » 

Daños  morales  y  materiah^s  suíi-idos  por 
los  herederos  do  Anselmo  á  causa  de  la 
duración  del  juicio  de  dolíberación  y  de 
la  justicia  deaegada  50,000...       » 


Estos  daño?  deben  indemnizarse  completamente  porque  de- 
peudon  de  uua  violación  del  Tratn-lo,  de  la  cual  derivan  direc- 
tamente; y  plenamente  previstos  desde  la  estipulación  del  trata- 
do, como  consecuencia  de  la?  violaciones  que  del  artículo  18 
fueren  hechis  por  cualquiera  de  las  altas  partes  contratantes. 

f)};n^nico  A  is'ln)''  (Corzo  Veitozia,  82-Milnno) 
Pessnoo  An/'^lo  (>i:A'OU\y,  Pij'Zza'Oarii'Mldi  3) 
G.   V.  Coda  CPiaz/a,  Paleoe-n^a,  0-Savona) 

A  su  Excelencia  el  >iinistro  dtí  Negocio-  Extranjeros.— rKoma. 

Visto,  traluecióii  origina!,  eonforme. 

Encargado  de  Negocios. 
Lima,  14  de  Abril  de  1904. 


~  5í»  — 


¡Knittfrio  <k  Relaciona  íLderiorti. 

ÍAma^  Junio  23  dr  19&4. 

'^Con  referencia  á  las  notas  de  esa  Legación,  fechadas  el  30  de 
Diciembre  do  1903  y  el  14  de  Abril  del  presente  año,  relaÜTaa 
al  laudo  pronunciado  sobre  interpretación  del  artículo  18  del 
tratado  do  amistad,  ítalo  peruano  vigente,  y  sobre  las  consecuen- 
ciaá  que  e-a  r^»-ioUu?íón  del>o  producir  en  el  incidente  Anselmo 
Ferrar.),  en  el  rMiú  so  cuestionó  la  aplicación  de  ese  artículo  al 
cumplirniíjnio,  on  c4  Perú,  <le  una  sentencia  dictada  en  Italia, 
me  üi  grato  ex[)re^ar  á  US.  las  ideas  do  rai  Gobierno. 

Debr>,  auto  to  lo,  presentar  raÍ!9  excusas  por  la  demora  ocurri- 
da. lj)i  c;iiuoio:s  uo  solo  (lo  Miuist^rio,  sino  de  Gobierno,  en  cir- 
cun-itinci  i!?  que  enlorpocierau  la  administración  |mblíca  y  la 
coucuriou 'ia  le  gravorí  cuestiones  quo  ameiiaxaron  la  paz  inter- 
nacional, quti  al  rta  creo  habsr  asegurado  mi  Gobierno;  y,  á  sa 
vez,  la  (iríais  política  que  aún  atraviesa  el  país,  han  sido  moti- 
Tos  fuulil>s  <|'i3  li  in  impelido  á  los  nuevos  Mimistros  de  este 
DespíicliO  oUu  liar  la  cuestión  Anaelmo-Ferraro  con  la  celeridad 
deséala  y  a  quj  US.  hiio  justicia  cuando  se  le  expusiera  verbal- 
raente. 

Pronunciado  el  19  de  Setiembre  de  1903  el  laudo  sobre  inter- 
pretación de  la  citada  cMasula  de  aquel  tratado,  por  el  arbitro 
4U0  nombró  el  Presidente  de  la  Confederación  Helvética,  s^gftn 
protocolo  de  2'2  de  Noviembre  de  ,1900,  el  Gobierno  del  Perú 
acepta  por  s'i  [)arte  esa  resolución  y  la  divergencia  que  sobrees- 
té pijfilo  lí  ibía  surgido  entre  los  Gobiernos  respectivos,  y,  por  lo 
miüTio,  fiel,  orno  siempre  á  sus  compromisos,  acepta  esa  reso- 
lución. 

Bu  cuanto  a  los  efectos  de  ésta  y  á  la  manera  de  proceder  con 
el  obj^'to  de  (pie  enA  interpretación  sea  obligatoria  para  los  Trl- 
bunnles  de  la  República  y  tenga  la  caHdad  de  auténtica  tespec- 
to  de  un  tralido  .saneiouado  por  el  Poder  Legislativo,  me  permi- 
to proponer  que  se  trate  el  asutito  en  conferencia  con  US.  en  la 
oj>orluui  lad  quo  US.  la  cousi<lere  conveniente. 

l']s|K*ran<lo  <|ue  este  proeediniieuto  conduzoa  á  un  acuerdo  más 
rápido  y  á  wna  solución  más  equitativa  del  asunto,  así-corno  que 
US.  no  tenga  inconveniente  en  atx^[>tarlo,  me  es  grato  reiterarle, 
señor  Encfirgado  de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distingtiida 
consideración. 

Alberto  Elmore, 
fl<»fínr  Encargado  de  Negocios  de  Italia  en  el  Pera. 


—  sea  — 

Minut$rié  dé  BeltmianéB  EaUerísrtM. 

N?  44  Lima,  19  de  Agosto  de  190^. 

S^ñor  Eocargado  de  Negocios: 

Con  referencia  á  la  entrerista  que  tuve  con  US.  el  3  del  pre- 
sente mes,  me  es  gralo  formular,  por  escrito,  laa  observaciones 
que  hice  respecto  del  reclamo  Anselmo- Ferrnro. 

El  laudo  pronunciado  importa  declaratoria  de  error  en  la  re- 
•olución  de  la  Corte  de  Liiua  qre  denegó  el  exeq^iatitr  al  fallo 
del  Tribunal  de  Sayona;  pero  no  significa  imputa<'ión  de  rea- 
ponaabilidad  contra  el  Gobierno  del  Perú,  ¿  causa  de  esa  deci- 
sión de  sus  jueces. 

Perteneciendo  estos  funcionarios  al  organismo  propio  de  un 
poder  independiente  del  Ejecutivo,  y  actuando  en  completa  li- 
bertad, dentro  ie  la  «sfern  tjue  el  Có^ligo  Fundamental  de  cada 
nación  les  señala,  los  tratadi.-tas  de  Dsrecho  IntR^rnacional  se 
hallan  acordes  en  dsdarar  que  de  los  actos  que  practican  en 
ejercicio  de  las  atribuciones  que  por  su  naturaieaa  Irs  correspon- 
de, no  pueden  s«r  rsápontablei  los  respectivos  Gobierno-^. 

Da  otra  suerte,  resultará  en  extrtmo  embaraio^a  •  imposible 
la  misión  social  de  las  autoridades  gubernativas,  abrumada  por 
el  cúmulo  de  reclamaciones  de  nacionales  y  extranjeros  que  es- 
timasen injustamente  lesivas  á  sus  intereses  las  decisiones  ju- 
diciales. 

Por  otra  parte,  en  el  caso  especial  de  las  sentenci  :á  arbitrales 
que  declaran  errónea  la  interpretación  de  pactos  determinados, 
hecha  en  fallos  judiciales  quo  afecten  intereses  de  extranjeros,  se 
haría  privilegiada  la  condición  de  estos,  mediante  la  extensión 
del  alcíince  dtl  fallo  interpretativo,  hasta  e]  punto  de  derivar  de 
él  el  derecho  de  pedir  indemnización  al  Gobierno  del  país 
cuyos  tribunales  hubiesen  inoiirri<lo  en  tal  error. 

Líi^diferentí*í  manera  de  interpretar  un  tratado  no  prueba  ac- 
titud maliciosa  de  parte  de  una  i'i  otra  entidad  (pie  lo  interpreta, 
sino  simplemente  obscuridad  de  sus  cláusulas,  que  de  <^rdinario 
no  debe  crear  en  la  práetica  responsabilidades  [mra  ninguna  dé 
ellas;  y  si  es  just-o  evitar  la  o])servancia  de  una  int*  rpretaeión 
errónei,  no  lo  es  que  se  pretenda  indemnización  ílo  un  Gt^bierno 
porque  el  respectivo  Poder  Judirial  independiente  li«yu  enlen- 
dido  de  modo  inexacto  el  texto  controvertido. 

Pero  aún  en  el  supuesto  de  que  el  laudo  que  motiva  esta  nota 
impusiera  á  mi  Gobierno  la  obligación  de  indemnizar  los  daños 
6  perjuicios  sufridos  por  la  casa  Anselmo,  por  efecto  de  la  dene- 
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^i\ci6n  del  exequotar^  la  responsabilidad  no  puede  consistir  en 
todo  el  valor  del  trédito  reconocido  á  esa  casa  más  los  intereses 
y  otros  perjuicios. 

Esa  casa  conserva  su  crédito  contra  Ferraro  y  puede  haeerlo 
valer  ante  los  tribunales  peruanos,  con  arreglo  á  aquella  resolu- 
ción de  la  Corte  de  Liiua;  el  expresado  crédito  tiene  un  valor 
1  ?»1  para  su  dueno;  y,  por  lo  mianio,  la  indemnización  que  el 
acreedor  podría  pretender  no  Feria  justo  que  pudiera  extenderse 
sino  á  lo  siguiente: 

IV  A  los  [>erjuicios  sufridos    por   \á   demora,  fio  imputable  al' 
íícreodor,  en  cuanto  aquellos  no  querían   cubiertos  con  los  intere- 
ses que  dc])e  percibir  el  acreedor  según  las  loyes  peruanas; 

2"  A  los  justos  gastos  del  litigio  (jue  dt-be  seguir  el  acreedor 
jara  liarer  efectivo  su  crédito  en  el  [>afs; 

3^  A  la  parto  del  crédito  reconocido  judicialmente  por  la  jus- 
ticia peruana  de  que  no  i)U'liera  reembolsarse  el  acreedor,  si 
laltnsen  bienes  del  doudor  á  conseeuencia  de  la  demora. 

Con  el  [propósito  do  aclarar  bi  re.-:()lución  de  las  cuestiones 
propuestas  en  esla  notn,  esta  Cancillería  está  pronta  á  admitir 
el  arbitraje  que  se  orgauiznni  de  común  acuerdo. 

Renucrole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguriílades  de 
mi  distinguida  consideración. 

Alberto  El  more, 

Al  sefior   Marqués   Francisco  Modici  de  >farignniio,  Encargarlo 
de  N.íixocios  de  Italia. 


Real  L^ff acida  de  Italia,  ' 

N.'  468  Uran.,  M  >jo  /?  de  Vn-^. 

Fa\  la  estimablví  not  i  de  10  df^  .vgo•:'^Mlc  1^)0  í,  Nv  U,  el 
Excnio.  señor  Alborto  101  rno)-.-,  qu  *  á  I  \  sa-^ui  di:igía  r-'^*^  .Miui-^- 
torio  de  Relacione^  Evierioretí,  en  co  líe-aaciún  ifotra  d^^  esta 
Legación,  de  o  drl  misino  mes,  «'mitió  su  parecer  sn])re  la  do- 
manda  do  indemnización  pr-.^enLída  ñor  ¡os  scñore?  A}i«-vlnio, 
s'>bro  resarcimiento  de  ^ 'nios  y  p.rj«idos  sufridos,  por  bA';er  la 
1  lima.  Corte  Supenord'  Linu  rohu^.ido  el  cj^miatur  d  I:i  sen- 
tencia  pronuneíada.  en  la  caasa  Anselmo-Ferraro.  p<.r  el  tribu- 
nal  civil  de  Savona  y  confirmada  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Genova,  con  fecha  17  de  Agosto  de  1896. 
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La  opinión  del  honorable  predecesor  do  V.E.  se  puede   reasu- 
ir  en  los  dos  puntos  siguientes: 

1)  El  gobierno  peruano  no  esta  obligado  á  resarcir  á  los  seño- 
res Anielmo  los  daños  y  perjuicios  sufridos  por  la  denegada  eje- 
•ución  de  la  sentencia; 

2)  Dado  el  caso  que  tal  fuere  la  obligación  del  gobierno  pe- 
ruano, ésto  no  sería  responsable  mas  que  de  aquellos  daños  y 
p?rjuic¡os,  cuyo  resarcimiento  la  casa  Anselmo  no  pudiese  hacer 
efectivo,  haciendo  valer  ante  los  tribunales  peruanos  el  cr6dit'>, 
qie  conserva  íntegro,  contra  Ferraro. 

Los  argumentos  que  aduce  el  señor  Elmore,  para  sustentar 
estas  dos  ifeis  los  hillará  V.R  en  la  citada  nota  de  19  de  Agos- 
to de  1004. 

En  cuanto  a  mí,  «ionto  no  poder  asentir  ni  en  la  una,  ni  en  la 
otra  tóai?,  y  ciíjo  «oortuno  exponer  á  V.E.  los  motivos  de  mi  di- 
sentimiento. 

Dos  hcclios,  me  parece,  ante  todo,  que  deben  ser  puestos  fuera 
de  contentaei ';:'. 

1)  Qu«  la  casa  Anselmo  ha  sufrido  daños  y  perjuicios  de  na- 
turaleza varia  por  no  haber  poliJo  ejecutar  la  sentencia  pronun- 
ciada en  su  favor  por  los  tribunales  italianos. 

2)  QiiB  ¡Kiblen  lo  re-.i/!'-)  el  arbitro,  señor  Whinkler,  que,  en 
üoníortni'Li  1  con  los  ^''^nnlno^  do!  IraLitlo  italo-p(M'uano  de  23 
de  Diciembre  de  1374,  la  autoridad  re'^[>'jcíliva  de  los  dos  países 
no  puedo  no;^)r  el  exequátur  á  la  sont  iucia  pronunciada  por  una 
autoridad  judicial  comootonto  sof};un  las  leyes  del  país  donde  la 
sentencia  ha  f^ilo  pronun'Ma'la,  sicnpro  ípK',  s^^'t^úu  las  leyes  del 
Estado  don  lo  S3  pide  el  exe(inátar,  las  autori'iades  judiciales  de 
tste  mí*^mo  Es^^ado  sean  competentes  para  conoeor  de  la  causa;  la 
litma.  Corte  rtiioerior  de  Lima  ha  interpretado  erróneamente  el 
artículo  IS  d»?!  tnitalo,  cuando,  [);)r  los  motivos  indicados  en  su 
decisión  do  O  do  Aí^osto  de  1897,  rehusó  el  exequátur  í  la  sen- 
tencia emannda  de  los  tribunales  italianos  en  la  controversia 
Anselmo- Ferraro. 

Sentador  estos  dos  punti>s^vla  con^^ecnoncia  que  de  f;llos  se 
desprendo  es,  que  aquel  de  los  dos  Estados  cuya  autori  Ind  co- 
metiese un  error  que  produjese  daños  y  perjuicios  á  los  subditos 
del  otro  Estado  contratante,  está  obligado  á  resarcir  dichos  dañw 
y  perjuicios. 

A  mi  modo  de  ver  no  vale  objetar  la  independencia  del  podtr 
judicial  que  cometió  el  error;  porque  si  esta  consideración  puli«- 
se  eliminar  ó  disminuir  la  responsabilidad  de  uno  de  los  Estados 
contratantes  por  la  inobservancia  del  tratado,  resultaría  perfec- 
tamente inútil   celebrar   tratados.    Es  evidente  que  el   Gobierno 


mo  no  ú&SÉe^  en  el  casa  de  qae  se  trmta,  poo*  qué  preocupaise 
de  averiguar  si  la  inobservancia  del  tratado  de  23  de  Diciembr* 
ée  1874  deba  imputarse  á  una  Corte,  á  un  TribuuaU  á  un  Prt- 
ÍBcto  6  á  cualquier  otro  funcionario  del  orden  adiuinistratiTO  ó 
judicial.  La  independencia  déla  magistratura  judicial  es  c%i«9- 
tión  de  orden  intenio  que  no  interesa  al  otro  Estado  contratante. 
Es  máxiuía,  ;^encralmcnte  admitida,  (jae  ningún  Estado  pned« 
alegar  un  ini>tivo  de  ordon  v  de  derecho  interno  paia  declinar 
responsabiliíUules  provenientes  de  una  oblrgaciuu  internacional- 
Admitir  una  niáxinia  contraria,  liacer  una  excepción  por  loa 
•rrores  cumetidob  por  el  poder  ju  liciul,  invocando  su  indepen- 
dencia {\i'\  poder  pjerutivo,  liíuííi  vana  ó  ir  útil,  como '3- a  he  ma- 
nifestado^ la  celebración  do  toda  clíise  de  tratados.  Lo  mas  qae 
resulta  de  la  obj^-íióli  que  st^  liae*',  al  alc-gar  la  in<le]'frMidencia  del 
poder  juMieial,  st  rá,  demostrar  q:i:' el  poder  ejecutivo  no  tuvo 
píirte  en  el  error  cometido  por  aquel;  mas  esto  no  lo  exime  á  és- 
to de  la  ol 'I  i  Ilación  de  resarcir  los  danos  y  perjuieios  que  de  ese 
hecho  se  derivan. 

JLun  en  derecho  privado,  «e  admite  que  «1  individuo  es  (¿aliga- 
do, no  soIq  por  el  daño  que  ocasionan  sus  propios  actL»s,  sino 
también  por  el  ocasionado  mediante  los  de  personas  de  quienes 
él  es  respouiable;  con  mayor  razón  dtibe  aplicarse  rigurosamen- 
te «stf  principio  dfl  derecho  intern  icioual,  visto  que  el  Estado, 
entidad  colectiva,  no  puede  evidentemente  inferir  daüo  á  nadie 
ainopjr  los  actos  do  aquellos  á  quienes  confía  el  ejercicio  de  fun- 
ciones que  li-  incumben. 

No  croo,  pues,  que  cabe  duda  de  que  el  üobierno  peruano  está 
obligado  á  resarcir  á  los  señores  Anselmo  los  daños  y  perjuicios 
provenientes  de  la'  decisión  de  la  Iltma.  Corte  Suporior  de  Lima 
de  9  de  Agosto  de  1897. 

En  cuanto  4  la  tesis  subsidiaria  expuesta  en  la  citada  nota  de 
19  de  Agoito,  debo  posponer  que,  por  ahora,  no  estoy  autoriza- 
do para  discutir  la  forma  y  la  entidad  del  resarciniionto  pedidoi 
por  los  sHñores  Anselmo.  Más,  en  cuanto  ni  principio  enunciado, 
esto  es,  que  en  cualquier  caso,  la  respon-jabilidad  del  Gobierno 
peruano  se  limitaría  á  la  parte  de  d^uos  y  perjuicios  cuyo  resar- 
cimiento no  pudiese  conseguir  la  ca?a  Anselmo,  haciendo  va- 
ler los  ílorerhos  que  conserva  contra  Ferraro,  ante  ¡os  tribunalee 
peruanos;  esta  te-ie,  cuando  se  etmncia  como  principio  general 
puede  parecer  justa;  pero  deja  de  serlo  cuando  se  desciende  de 
lo  general  á  lo  particular,  y  se  somete  á  examen  el  caso  k  que  te 
quiera  aplicar.  En  efecto,  el  aconsejar,  como  parece  que  se  hace, 
á  la  casa  Anselmo,  á  hacer  valer  gas  derechos  ante  loí  tribuna- 
les peruanos,  significa  el  completo  desconaci miento  de  la  deci- 
sión arbitral.  La  Iltma.  Corte  Superior  de  Lima  ha    negado    el 
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émequahir  á  la  sentencia  del  miglstrado   italiano  y  aSrtuado   la 
ocmipeieocia  exclusiva,  en  la  materia  délos  tribunales  peruanos. 

EU  arbitro  decide,  por  el  contrario,  que  la  Corte  Sujjerior  d6^ 
Lima  no  tenía  derecho  de  negar  el  cxquaiur^  y,  por  consiguieo» 
te,  de  afirmar  la  exclusiva  competencia  de  los  tribuimks  i>orua- 
nos.  Hoy  se  quiere  sostener  la  erróuea  decisión  de  la  Corte  de 
Lima,  y  oblii^ar  á  los  señores  Anselmo  á  dirigiivo  á  los  tribuna- 
lea  peruanos,  jaí^tamcDte  como  debieran  lial>orlo  IumíIio  si  la  sen- 
tencia arbitral  dijí>se  iodo  lo  contraria  do  lo  que  kYw.q.  Alomas 
es  obvio  que  lo  cjuc  se  aconseje  hoy  á  los  sefioros  An.selni<j  de  ha- 
cer, pudier.>ii  cIKm  haber  hecho  perfectamente  el  día  í'i;^niente 
déla  sentón. ^ia  pr)tmiici«ida  por  la  Corte  Suf^erior  de  Lima;  y 
cuando  s*^  dr])i--jp  arribar  a  esta  solución,  no  hi*  cTMiiprt^ii'l,'  por 
qué  los  d>s  (1  )!)io.'íios  consintiera m  en  que,  niientriH  se  e.:pLTaba 
el  éxito  dvíl  juicio  arbitral  sjbre  la  cuestión  do  {)rin.j;[ti'),  el  asun- 
to Anselmo- Perra ro  permaneciere  aplazado,  como  so  maniliesta 
en  la  no^i  d'^  eio  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  del  3L  do 
Marzo  de  1900,  N?  7. 

En  un  sólo  caso  me  parece  que,  en  conformidad  con  la  senten- 
cia arbitral,  podría  el  Gobierno  peruano  limitar  su  rooponsabili» 
dad  en  los  términos  enunciado^j,  esto  es,  si  la  Iltma.  Corte  Supe- 
rior de  Lima  pudiese  reconsiderar  su  resolución,  acordando  el 
exeqnritfU'  á  la  sentoní.ia  de  los  tribunak\s  italian*)^;  (mi  tal  caso^ 
los  Anselmo,  des¡)ués  de  haber  ejercido  sus  <lercch>j.s  contia  I*V 
rraro,  no  podían  pe  lirio  al  Cobierno  peruano  otra  cusa  que  ser 
resarcidos  de  aqueUos  daños  y  perjuicios  é  intereses  que  no  hu- 
bieran po  lido  onsci^uir  de  Ferraro,  ya  sea  p)rque  iV^le  no  estu- 
viese obligírlo  á  re.iarv-ir  ciertos  daños  que  no  le  {>udicron  ser  im- 
putados, ya  parque  su  estado  de  fortuna  p>r  K>s  (íainldns  sobre- 
venidos en  el  curso  de  ocho  años  no  se  lo  permitiese.  8i  la  Iltma. 
Corte  iSa|)er¡or  de  Lim  i  pudiese  hoy  conceder  el  (Kr^gnaiar  re- 
luisado,  es  problema  éste  que  no  me  atrevo  á  ab :>rlar.  <'ierto  es 
que  los  señores  Anselmi,  después  de  emitido  el  juicio  arbitral, 
no  pueden  recurrir  á  los  tribunales  pornano-;,  mientras  que  la 
cosa  jiu;}^ada  existe  ya  en  las  sentencias  de  Sivona  y  «le  Cíénova, 
y  no  tU'.\le  ya  ser  sometida  ii  nuevo  exím  mi  de  [)artc  <lc  los  Tri- 
bunales del   Perú. 

Colocados  los  señores  An-i/lmo,  por  el  hecho  del  rehusamiento 
del  exeqnnhir,  en  una  situación  que  no  los  permite  ya  hacer  va- 
ler sus  derechos  contra  el  señor  Ferraro;  vénse  en  la  necesidad 
de  dirigirse  al  Oobierno  peruano  para  ser  indemnizados  de  todas 
las  consecuencias  desastrosas  de  que  han  sido  víctimas  a  conse- 
cuencia de  la  inobservancia  del  tratado  italo-peruano  por  parte 
de  la  Iltma.  Corte  Superior  de  Limti.  Kn  la  citada  nota  de  ese 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  se  dice  que,  con  el  propósito 
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dd  apresurar  la  solución  de  la  controversia,  el  CSobíerno  peruano 
está  pronto  á  someterlo  al  juicio  arbitral.  No  tendría  yo  otra  ob- 
jeción que  hacer  á  tal  propuesta  sino  que  el  juicio  arbitral  no 
me  parece  que  emite  sus  soluciones  tan  pronto  como  sería  de 
desear,  y,  con  maj^or  razón,  tratándose  de  una  controversia  cx)- 
mo  la  presente  que  dura  ya  años.  Reserrando,  pues,  el  arbi- 
traje como  último  medio  á  que  recurrir,  no  desespero  aún  de 
que  se  pueda,  mediante  gestiones  directas,  inspirándose  en  aque- 
llos sentimientos  de  cordial  amistad  que  siempre  han  existido 
entre  los  dos  Gobiernos,  arribar  á  una  solución  pronta  y  e  ati»- 
factoria. 

No  habiendo  V.  E.  tenido  parte  en  las  precedentes  faces  de  la 
controversia,  puede,  eiL^novo,  y  con  perfecta  serenidad,  justipre- 
ciar las  razones  que  militan  en  favor  de  la  demanda  presentada 
por  los  s(  ñores  Ansebno,  y  yo  le  agradeceré  sobre  manera  se  sir-  . 
va,  á  la  brevedad  que  le  sea  posible,  hacerme  saber  su  opinión 
sabré  el  particular. 

Quiera,  «enor  Ministro,  aceptar  las   seguridades   de   mi    más 
distinguida  consideración. 


T.  CaakUL 


Señor  Miir'stro  de  Koluciones  Exterioro-^. 


/ 


Minldtrlo  de  Rd''''<).i':i  JCK(er¡or(,< 

Li,r<n^  3  'h  Jvi'io  de  1905. 
Vista  al  Fi-.'al   1  '  la  R\c\n  i.  U :)rlo  ;-^ai>roma  de  Justicia. 

Prado  )j    Ugartcehf. 


DICTAMEN    FISCAÍ.. 


Excmo.  señor: 
El  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  y  Comercio  del  23  d^ 
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Diciembre  de  1874,  entre  el  Perú  é  Italia,  estipula  que  los  fallos 
de  los  Tribunales  de  ambas  naciones  serán  recíprocamente  cum- 
plidos en  cada  una  de  ella^,  siempre  que,  previo  un  juicio  sumario 
de  deliberación  para  el  examen  de  puntos  determinados — les  re- 
conozca carácter  de  ejecutoria  el  Tribunal  Superior  en  cuya  ju- 
risdicción se  les  hayn  de  dar  curaplimionto. 

Invocando  ese  pació,  don  Domingo  Anselmo,  por  sí  y  en  re- 
presentación de  sus  hermanos,  exhibió,  ante  la  Iltma.  Corte  Su- 
perior de  Lima,  la  copia  legalizada  de  una  sentencia  de  la  Corte 
de  Ai>ekrción  de  Genova  en  su  litigio  con  la  casa  A.  F.  Ferraro 
y  C*  y  otras  personas  establecidas  en  ei^ta  capital,  y  jndió  que  de- 
clarase ejocuioriada  dicha  sentencia,  á  íiu  do  haoor  efectivo  el  pa- 
go de  la  cantidad  de  liras  quo  ella  reconoce  ásu  fivor. 

Resolvió  el  Tribunal  limeño  quo  no  se  hallaba  expedito  ej 
exequátur. 

El  Agente  Diplomático  de  Italia  en  el  Pt^ríi  maiifesló  enton- 
ces que  su  Gobierno  rechazaba  la  interpretación  dada  al  artículo 
18  del  convenio  internacional;  y  aceptada,  previa  discusión,  su 
propuesta  sobre  sometimiento  del  punto  controvertiílo  al  fallo  ar- 
bitral, se  formalizó  con  tal  objeto  por  la  Cancillería  el  protocolo 
de  22  de  Noviembre  de  1900. 

Nombrado  arbitro  el  señor  Winkler,  Presidente  del  Tribunal 
Federal  en  Lausana,  laudó  que  con  arreglo  al  Tratado,  «las  autori- 
dades respectivas  de  los  dos  países  no  pueden  negar  el  exfquahü- 
á  las  sentencias  pronunciadas  poruña  autoridad  judicial,  compe- 
tente según  las  leyes  del  Estado  donde  la  sentencia  ha  sido  pro- 
nunciada, sií*rapre  que,  según  las  leyes  del  Estado  al  quft  se  pide 
el  exequafar,  las  autoridades  judiciales  de  este  mismo  Ebta  lo  se- 
rían competentes  para  conocer  de  la  causa.» 

Conforme  á  tal  interpretación,  la  Corte  de  Lima  sufrió  error  al 
DO  reconocer  su  carácter  de  ejecutoria  á  la  sentencia  italiana  en 
el  asunto  Anselmo-Ferraro. 

Por  tal  causa,  el  Fiscal  cree  que  V.  E.  debe  trascribir  el  laud^ 
á  la  mencionada  Corte  Superior  para  los  fines  respectivos. 

Lima,  á  2  de  Agosto  de  1905. 

Seoane, 

El  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  remitió  á  la  Corte  Su- 
perior de  Lima,  por  conducto  del  Ministwrio  de  Justicia,  copia 
del  anterior  dictamen  y  otros  documento?  relativos  al  laudo  ar- 
bitral. 


JRmí  LeffaeOm  d»  liatia 

LimcLy  29  é$  &€Hmnhr$  ie  1905. 

Señor  Ministro: 

Cuando  ayer  Vuestra  Excelencia,  manifestó  el  deseo  de  pos- 
tergar para  otro  día  la  conferencin  (jue  debía  tener  lugar  hoy  re» 
lativamente  al  asunto  Anselmo- Fe rraro,  y  se  dignó  inforríiarme 
que  había  nombrado  una  comisión  que  estudie  el  asunto  y  sobre 
61  dictamine,  no  pude,  estando  presentes  los  señores  oficiales  de 
la  Real  Nave  ** Umbría",  detenerme  respecto  á  dicho  argumento, 
y  me  limité  á  suplicarle  se  sirviera  hacerme  conocer,  lo  más  pron- 
to posible,  qué  día  Vuestra  Excelencia  estaría  dispuesto  á  confe- 
renciar conmigo,  á  fin  de  llegar  á  alguna  solución — Vuestra  Ex- 
celencia me  contestó,  con  su  acostumbrada  amabilidad,  quesería 
lo  más  pronto. 

Apesar  de  esto,  y  con  el  objeto  de  que  Vuestra  Excelencia  se 
sirva  excusar  mis  repetidas  insistencias^  creo  conveniente, 
hacerle  presente  una  vez  más,  las  razones  por  las  que  tendría 
tanto  interés  en  llegar  á  un  tolíciio  arreglo  del  caso  Anselma- 
Ferraro. 

Además  de  haberme  dado  mi  Gobierno  instrucciono3  de  poner  la 
mayor  diligencia  en  definir  esta  añosa  cuestión,  los  señares  An« 
solmo,  que  desale  hace  tanto  tiempo  esperan  ser  indemnizados  de 
los  daños  que  les  ocasionó  la  conocida  sentencia  de  la  Excma. 
Corte  Suprema,  insisten  vivamente  por  sabor  si  se  11^  llegado  á 
alguna  conclusión. 

Hasta  la  fecha  he  podido  calmar  su  legítima  espera,  teniendo' 
los  al  corriente  de  las  diversas    faces  de  las    prácticas  hechas»  et 
decir,  comauitá'idoles  como  desL'  unp;iíicipio  Vuestra  E^ccelen- 
cia  Inibiía  creíilo  oportuno  conocer  la  opinión  ddl  sí^lor  FÍ3<.tal  de 
la  Cui'lj  Suprema;  como  después  V^uestra   Excelencia  había  deci- 
dido e^Uvüar  por  sí  mismo,  y  á  foiilo  la   cuestión;    y  como  mis 
tarcl<j  ¡)ura  el  12  del  presente  debía    tenor  lugar  una   conferencia 
decisiva  al  resi)  hI  ),  p^ro  que,   á  causa  de  un    deseo   de    Vuestra 
Excelencia,    había    sido    postergada   hasta  el  22 — Ahora  véome 
obligado  á  comunicar  á  los  intert^sados,    con    ol    próximo  cocreo, 
que,  bástala  fecha,  nada  se  ha  podido  decidir,  y  que  se  ha  nombra- 
do una  coKiisión  [)ara  que  estudie  ul  asunto  é  informe  á  Vuestra 
Excelencia  --Estoy  seguro  de  que  esta  noticia  causará   en  los  in- 
teresados una  nuera  y  grave  desilusión,  tanto  más  cuanto  que  el 
ji o  mbramiento  de  una  comisión  les  hará  entrever   la  posibilidad 


de  xm  cociaidenMe  vetnrd»  en  la  definicián  de  la  eaasa. — Vot  rxp 
parte,  no  cree  que  <!Osa  snoedo,  porque  también  si  después  de  to- 
das estas  tardanzas  se  debiera  acabar  por  recurrir  al  arbitraje» 
ios  interedados  podrían  pensar,  y  no  sin  razón  aparente,  que  yo 
les  había  hecho  perder  nii  tiempo  precioso  insistiendo  eu  tratar 
directamente  en  higar  de  proponer  el  arbitraje.   . 

No  puedo  meaos  de  agradecer  á  V.  E.  que  al  extremado  y  espe- 
cial cnidado  que  pone  enel  estudio  de  ^este  asante,  de  lo  que  tam* 
bien  es  prueba  eu  reciente  decisión;  pero  es  evideute  que  cada  día 
que  psLsa  aumenta  mi  responsabilidad  moral  ante  los  iuteresados: 
por  tanto,  suplico  áV.  E.,  euya  exquisita  cortesía  eonoeco  por  ha- 
berla ya  experimentado  tantas  veces  durante  ei  aun  corto  tiempo 
de  rai  residencia  en  este  país,  se  digne  evitar  el  celo  de  la  co- 
misión nombrada  al  eieoto;  á  fiu  de  que,  con  la  mayor  solicitud 
dé  cumplimiento  á  su  mandato.  El  expediente  respectivo  no  es 
voluminaso;  la  parte  esceneial  se  reduce  á  las  sentencias  de  los 
Tribunales  italianos,  á  la  decisión  de  la  Excma.  Corte  Suprema 
que  rehusaba  el  exequátur  y  á  la  sentencia  arbitral  sobre  la  inter- 
pretación que  debe  darse  al  artículo  18  del  Tratado  ítalo-Perua- 
no de  23  de  Diciembre  de  1871;  de  modo  que  en  una  ó  dos  se- 
siones creo  que  la  comisión  estaría  en  situación  de  emitir  su 
informe,  y  así,  dentro  de  pocos  días  máa,  posiblemente  hacia  el 
fin  del  presente  mes,  podría  yo  tener  el  honor  de  acordar  con. 
Vuestra  Excelencia  el  curso  ulterior  del  asunto. 

Quedaría  muy  agradecido  si  Vuestra  Excelencia  se  digna» 
hacerme  «abor  que  puado  a^segurar  á  los  interesados  que  el  nom- 
bramiento de  la  mencionada  eouúsión  no  aportará  sino  un  leve 
retardo  en  la  conclusión  del  asunto,  y  al  anticiparle  las  gracias^ 
le  presento,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  ooa- 
sideración  y  personal  deferencia. 

T.  CarktH. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  J.  Prado  y  Ugarteche,  Ministro,  da 
Relaciones  Exteriores. 


Jíinüterio  de  Rtladona  Exitriorm. 

Lima,  Süiembre  28  ds  1905. 
Señor  Ministro: 

^  Ayer  he  tenido  el  honor  de  recibir  su  apreciable  comunicación. 
ée  iecha  23  del  actual 


—  602  — 

Vuestra  Excelencia  sabe  el  títo  interés  con  que  yo  he  atendi- 
do la  gestión  de  V.  E.  respecto  al  asunto  A.nselmo-Ferraro;  pero 
dada  la  naturaleza  de  esta  cuestión  y  refiriindose  ella  á  actos  del 
Poder  Judicial,  rae  he  cousiderado  obligado  á  pedir,  primero,  dic- 
tamen al  Fiácal  tle  la  Excrna.  Corte  Suprema,  y  luego,  pasar  el 
apunto  á  coaociinienio  de  la  Iltma.  Corte  Superior  de  Lima,  que 
fué  la  que  pronunció  el  fallo  en  dicha  cuí'stión. 

La  Corte  Superior,  ásu  vez,  39  halla  estudiando  el  asunto,  ou- 
ya  preferente  atención  le  ha  encarecido  solícitamente.  Tan  pronto 
como  se  nio  comunique  el  acuerdo  de  la  Iltma.  Corte  Superior  al 
respecto,  mi  será  muy  grato  apresurarme  á  dar  a  V,  E.  la  coa- 
testación  íleünitiva  de  esta  Cancillería  á  la  gestión  del  señor  An- 
jíelmo  <juo  se  ha  servido  V.  M   patrocinar. 

Renuévolo,  señor  Ministro,  con  este  motivo,  las  seguridades  de 
mi  alia  y  di-jtingtiida  consideración. 

J,  Prado  y  ügarteche. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.        ^  , 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  saluda  atenta^nente  al 
Excino.  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario d'^  Italiu,  y  le  suplica  qne  s^j  sirva  venir  mañana  M.irtes  á 
las  3  de  la  tarde,  con  el  objeto  de  tratar  la  cuestión  Anselmo. 

J.  Prado  y  Ugarteche,  aprovecha  de  la  oport.inida<l  para  rei- 
terar al  señor  Cav.  Tommaso  Carletti  las  seguridades  de  su  al- 
ta y  diátiii^^uida  consideración. 

Lima,  Octubre  30  de  1905. 


Miniderlo  de  Jasti$ia,  Inslrucción  y  Culto. 

Lima,  11  de  Noviembre  de  1905. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  el  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

El  presidente  de  la  Corte  Superior  de  este  Distrito   Judicial 
con  fecha  27  del  mes  próximo  pasado,  dice  ¿  este  Despaeho.       ' 
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<rOoa  feoha  21  del  presante,  Mte  Siiparior  Tribuml  hx  «eU- 
brado  el  siguiente  acuerdo: 

Visto  en  Sala  plena  el  oficio  del  señor  Ministro  de  Justicia,  de 
fecha  12  de  Agosto  último,  en  el  que  remite  á  esta  Iltiria.  GorttJ 
para  los  efectos  correspondientes:  1*  un  ejemplar  del  Boletín  de 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  en  el  cual  se  inserta  el  lau- 
do expedido  por  el  arbitro  suizo  señor  Winkler  sobre  la  cuestión 
Anselmo-Ferraro;  2?  copia  del  oficio  del  señor  Encargado  d% 
Negocios  de  Italia  en  que  afirma  la  responsabilidad  del  Gobier- 
no del  Pera  por  los  perjuicios  que  dice  sufridos  por  Anselmo  por 
ra/ión  del  fallo  de  esta  Corte,  así  como  del  que  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  dirigió  á  su  vez  en  respuesta  a  aquel;  y 
3?,  copia  del  dictámen|del  ?eñor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Supre- 
ma Dr.  Seoane,  en  que  opina  porque  kabiendo  sufrido  error  esta 
Corte,  conforme  á  la  interpretación  arbitral,  al  no  reconocer  ca- 
rácter de  ejecutoria  á  la  sentencia  italiaaa,  se  trascriba  el  laudo  á 
esta  Corte  para  los  fine»  respectivos;  y  atendiendo:  á  que,  sea 
que  proceda  ó  no  la  reapertura  d^l  juicio  do  deliberación,  ó  la  nue- 
va consideración  sobre  otorgamiento  del  exequátur  á  la  referida 
sentencia  del  Tribunal  deSavona,  teniendo  en  cuenta  la  inteli- 
gencia que  el  fallo  arbitral  dá  al  artículo  18  del  Tratado  de 
Amistad  y  Comercio  vigente  entre  el  PcitS  é  Italia,  no  se  ha  apro- 
bado por  el  Congreso  del  Perú  el  Protocolo  en  que  se  acordó  so- 
meter á  arbitraje  la  interpretación  de  dicho  artículo,  ni  se  ha  so- 
licitado nuevamente  en  ninguna  de  las  formas  preceptuadas  por 
éste,  la  fuerza  ejecutoria  de  aquella  sentencia:  de  conformidad, 
en  parte,  con  lo  opinado  por  los  señores  Fiscales  de  esta  Corte; 
acordaron  manifestar  al  señor  Ministro  de  Justicia,  en  respuesta 
á  su  citado  oficio,  que  no  ha  llegado  la  oportunidad  de  que  el 
Tribunal  ejerza,  en  este  asunto,  ninguna  de  sus  atribuciones;  con 
trascripción  de  este  acuerdo  y  de  los  dictámenes  de  su  referencia. 
Lo  que  rae  es  honroso  trascribir  á  US.  en  contestación  á  sus  ofi- 
cios de  12  de  Agosto  último  y  1?  del  actual,  acompañando,  á  la 
vdz,  copia  certificada  del  dictamen  de  los  señores  Fiscales.  » 

Que  trascribo  á  U3.  para  su  conocimiento  y  demás  fines. 

Dios  guarde  á  US. 

Jorge  Polar. 
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(copia) 

dictáme5e3  finales. 

* 

El  Secretario  de  Cámara  que  suscribo,  certifica:  Que  en  el  ex- 
pediente seguido  CDU  motivo  de  un  oíi^jo  del  señor  Ministro  de 
d0  Justicia,  de  fecha  12  de  Agosto  del  presente  año.  remitiendo 
^1  Boletín,  número  2,  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y 
copia  do  algunos  otros  documentos  relativos  á  la  cuestión  Ansri- 
mo-Ferraro,  se  hallan  dos  dictámenes  suscritos  por  los  señores 
Fiscales  de  esta  Iltma  Corte,  cuyo  tenor  es  como  sigue: 

«  lltmo.  señor: 

Con  m)liv^  déla  resoliici(Sn  de  U-^^noría  I  lu9trí?ima,  relati- 
va al  cu  n[)!Í!nÍMit)  lo  la  sentdnfjia,  ox[)eUda  pir  los  Tribunal^ 
•de  Italiíi,  ea  el  juici»)  seguido  entre  Ans-ílmo  y  A.  F.  Fer.-ara  y  C*, 
sobre  licpiidaeióa  de  cuentas,  se  sometió  a  arbitraje  la  interpreta- 
ci6a  del  Trata  lo  entre  el  Perú  é  Italia,  ©a  caaito  al  alcance  del 
artículo  vefer.^nte  á  la  manera  cómo  deban  ojecniíarse  las  sen* 
tencias  en  loi  rosp.!.rlivo4  países;  y  el  1  tu  lo  expedido  por  el 
presidente  de  la  Corto  Federal  de  Suizi,  junto  con  los  oficios  á 
^1  pertiiieínLes,  a^í  co:no  el  dictruni^n  <1j]  sen  >r  Fis<'al  de  la  Ex- 
cdlentísima  Cort/c  Su[>rema,  doctor  S.^oane,  hau  siilo  remitidos á 
Useñoría  Ihi^trísiinít,  para  los  fines  respectivos,  acordando  el 
Tribunal  oir  á   ente  Ministerio ante3  de  resolver. 

No  es  llegado  el  m^)mentode  prv>nun.-iarse  on  cuanto  á  la  for- 
ma cómo  dc»b>í  cumplirse  el  laudo;  pue^  on  c)nC',4)to  de  los  Fis- 
cales liay  tnimites  que  llenar  para  que  asa  re3í>luci<m  arbitral 
«oa  valedera  y  tenga  la  fueraa  obligatoria  que  demandan  los 
pactos  internacionitles  para  su  cumplimiento.  —  Reconocido  *>3ta* 
por  todos  los  j>ul)lieistas  de  Derecho  Intt^rnaciona^  que  los  Tra* 
tados  deben  interpretarse,  modificarse,  atnpliarso,  aclararse  ó  res- 
tringirse, en  la  misma  forma  y  por  las  mismas  autori  lacles  que 
los  celebraron;  de  mo^lo  que,  faltando  el  cumplimiento  <ü>  alga- 
liad«  esos  reipiiáitos,  no  pueden  surtir  efecto,  ni  ser  obligatorios  ' 
para  las  naciones  los  cambios  que  so  hicieivn  en  los  pactos  inter- 
nacionales. 

Ahora  bien,  exigiendo  imestra   Carta  Fundamental  la   inter- 


.  p ^   . 

cióa  que  embebe  el  laudo  expedido  por  el   señor  Presidente   de 
la  C!orte  Federal  de  Suiza,  y  menos  tratándose  de  jurisdicción  vo- 
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lantaria,  concedida  en  uii  Tratado  cuyo  de3Coao«mi««to  pue- 
de afecUr  la  sobaraiiía,  á  la  par  que  I03  fueros  del  Poder  Judi- 
<^^al,  paes  su  inapelable  &II0  ba  sido  taateria  áe  arbitraje  ante 
autoridades  distintas  de  las  nacionales^  ejerciendo  así,  na  poder 
extraño,  revisión  de  actos  practicados  por  una  do  las  Cortes  Su- 
periores (le  la  Ropúülioa. — Acrece  la  fuerza  del  argumento,  si  se 
considera  q:jo  la  aprobonLÚóii  dtíl  Poder  L3gisIativo  di  á  los  Tra- 
tados el  can'ictor  da  lo^'es;  lus  caales  u)  puedan  ser  interpretadas, 
ni  inolifi.uLir),  ^ino  [or  el  Po.L^r  íaeuliadu  para  dictarlas,  que 
es  el  Legislativo,  según  la  Couslitación  d.3l  Estulj.  (Atribución 
prira:íra,' artículu  ciacuant\  y  nueve  de  la  Constitución). 

Consta,  adoniis,  que  la  Excolontísima  0:)r  o  Siprjnia  declaró 
inadmisible  el  rec'irs>  d^  nuli  la  I  lat  rp.i^sto  co  Uní  el  fallo  de- 
negatorio del  í'.í-e^'iíí'ír;  y  si  el  Supremo  Tribuniil  dj  la  Il^píi- 
blica  no  se  creyó  fa"H Hado  para  revisarlo,  mal  ¡m^de  bac?rlo 
«na  autoridad  extranjera,  aun  cuando  í-e  trataba  de  uu  Tribu- 
nal, y  no  tan  solo  do  la  resp3t.able  o[»lnión  do  su  Presiilente,  Sr. 
Winkler,  dí\-igna'lv)  co;uo  arbitro  por  ol  Prtsident.Mlj  la  Confe- 
deración Helvética. 

Por  otra  parte,  inip::)rta  q\ies^»  califique  el  lauda;  pues  dopaade 
de  esa  calificación  el  aban-e  ([ue  puida  te*v"?r  re5p'-\íto  al  fallo 
expedido  por  useñoría  ilustrísima,  en  la  sumaria  s)bre  delibe- 
ración, que  procedió  al  arl)itraje.  Si  tuviere  carácter  interpre- 
rativo,  prolncirá  determinado^  efec'oí;  y  5cráu  distintos  si  su  al- 
cance es  tan  solo  <Je  modÍ!Í'.*a'!Íón-  amoüacíón  ó  aclaración  del 
Tratado  vigente  enfre  el  Perú  é  Itaüa;  ¡me^  el  ávbiti'o  í^e  ha  li- 
mitado á  decidir  el  ¡^unto  en  ab^tra^'ío  (f 'jas  ciento  ti*eintiy  cua- 
trctdel  ti<")!ptírO,  «in  aplicarlo  al  ca^:>  cou-Tcto,  Ans,^lm)  Ferrare», 
%iie  fué  expresamente  excluido,  sogVa  os  do  vt^s.^  do  tojas  treinta 
y  una  vueUa,  ú  fojas  en  ironía  y  dos  d^^!  1>  )lotín,  núm^.o  «lo.^,  del 
Ministerio  la  R^í  i'^ion'^.^  ^]x^eriore3  acompiüado,  y  cuya  efioa- 
cia  ó  fuerza  retroactiva  fue  ^^oücita'la  pov  (d  Uo¡>rosenlaute  delta- 
lia  (fojas  ciento  treiuta  y  sr^is),  sin  que  oon-:t3  que  €*1  Oo^idrn) 
hubiese  accedido  á  dársela. 

No  hall.uidt)se  trnoj-jo  la  anrv)ba?ión  ilel  C  Migroso  catre  los 
documentos  remití  1  >s.  este  Minis'.rio  j-;  le  s'^ntir:  q'io  .i:  snici- 
te  del  Supremo  Gobi»'rno,  y  on  ca-ío  d.*  n  >  hub3rla  s^  lo  cónsul- 
-te  sobre  la  necesidad  de  .obtenerla  pira  que  pueda  dar^e  fuer- 
za obligatoria  y  estimar  el  alcancí*  «bl  cambio  becho  e:i  «1  artí- 
culo dieoioc-ho  del  Tratado  de  AmisUid  y  Comercio  del  veinti- 
trés de  Diciembre  de  mil  ocboci^ntos  setenta  y  cuatro  entre  el 
Perfi  é  Italia,  salvo  .siempre  el  más  ilustrado  acuerdo  ie  useñoría 
iluftrísiraa. 

Lima,  Octubre  13  de  mil  novecientos  cinco.  (Firmado). — Gar- 
cía Calderón. 
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Ilustrítinio  Señor: 

Kate  Ministerio  reproduce  ^1  dictamen  que  precede  del  tenor 
Fifccal  doctor  García  Calderón. 

Lima,  Octubre  catorce  do  mil  nové^^ientos  cinco. 

-    (Firmado)     Tejcda. 

Ks  copia  fiel  de  los  .lictámene-^  originales  de  sii  referencia,  ex- 
pedida por  orden  dul  Tribnnal  y  á  que  me  remito  en  caso  nece- 
sario. 

Lima,  Octubre  veintisiete  de  mil  novecientos  cinco. 

J.    Granda. 

Ilustrírima  Corte  Superior. — Secretaría. — Primera  Sala. 


PKOTOCOLO. 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  los  infras 
critos  doctor  don  Javier  Prado  y  Ugarteolio,  Minintro  del  Ramo 
y  Cav.  Tomniaso  Carletti,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  Italia  en  el  Perú,  con  el  objeto  de  poner  tér- 
mino á  la  nclamatión  del  sñbdito  italiano  Domingo  Anselmo  y 
c«")iüteresalí^s,  5*ur¿;i«la  á  consecuencia  de  la  acción  que,  fundán- 
dose en  el  artículo  18  del  Tratado  de  Amistad  y  Comercio  de  23 
de  Diciembre  de  1874,  vigente  entre  el  Perú  c  Italia,  interpusie- 
ron los  mencionados  Domingo  Anselmo  y  cointeresados,  pidien- 
do el  cumplimiento  de  la  sentencia  de  17  y  25  de  Agosto  de 
1806,  pronunciadas  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Genova  con- 
tra A.  Ferraro  y  C*,  acordaron  hacer  constar  en  el  presente  pro- 
tocolo que  habiendo  declarado  la  Iltma.  Corte  Superior  da  Lima^ 
que  no  procedía,  según  el  referido  tratado,  la  ejecución  en  el 
r«rá  de  la  mencionada  sentencia,  sobrevino  una  controversia  en- 
tre el  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  y  el  Gobierno 
del  Perú  sobre  el  pago  del  expresado  crédito,  y  sobre  la  inter- 
pretación del  artículo  18  del  tratado  i  talo- peruano  de  Amistad 
y  Oomcrcio;  que  deseando  ambos  Gobiernos  resolverla  amistosa- 
mente, sometieron,  por  protocolo  de  22  de  Noviembre  de  1900,  (1) 

(1)  Página  491. 


-  607  — 

al  fallo -arbitral  de  la  persona  que  designase  el  Presidente  do  la 
ConfeJtíracióa  Holváúca  la  interpretación  de  dicho  artículo  del 
tratado  vigente,  y  q^ue  el  arbitro  señor  Winkler,  Presidente  del 
Tríbiri;il  F«  leral  do  Liasina,  sentenció  que  «coa  arreglo  á  los 
térininos  del  tratado  de  23  do  Diciembre  de  1874,  celebrado  «q- 
tro  Ici'i\  y  el  P<írá,  lo3  autorldido-í  rdspoctiva'í  de  lo3  <1  )3  países 
u  )  p  13  l'3n  nogir  el  tfx-í^'ciíar  á  la  sentencia  de  una  autoridad 
judioii.1,  coinpat)nte  según  lu3  leyes  dol  Estado  djndo  ha  sidj 
pn>nunciada,  siempre  que?,  s^^ún  las  leyes-^lel  Estado  al  que  «j 
pMo  el  exequátur,  las  auoridaí-s  judiciales  de  este  mismo  Eitado 
sean  competentes  para  conocer  de  la  causa.» 

En  viita  de  tales  antecedentes,  loi  infrascritos  han  convenido 
en  lo  que  sigue: 

1?  El  Gobierno  peruano  entregará  í  la  Real  Legación  do  Ita- 
lia en  Lima  la  suma  total  ile  ciento  veintisois  mil  sesi^íuta  Hra? 
italianas,  equivalente,  al  cambio  del  día,  a  4,9l(>  libras  perua- 
nas "20  milésimos,  que  ha  declarado  se  dobeá  Domingo  An-elmo 
y  cointeresados  la  sentencia  dol  Tribunal  Civil  do  Savona  do  22 
y  21  de  Abril  de  1890,  confirmada  por  la  sentencia  de  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Genova  de  17  y  25  de  Agosto  do  1896. 

2?  Dicha  entri'ga  á  la  Logaeión  de  Italia  en  Lima  se  liara  tn 
cuatro  dividendos  iguales,  y  en  las  siguientes  feehas:  31  de  Ene- 
n>,  30  de  Abril,  31  do  Julio  y  30  do  Ai,'osto  de  1900. 

Li  ítoal  Legación  de  Italia  dochira  quo  con  el  pago  do  ost)? 
cuatro  dividendos  dá  por  concluida  y  can^^í^lada  la  reclamación 
que  había  formulado  ante  el  Gobierno  del  Perú  por  el  crédito  de 
Do  ningo  Anselmo  y  coint.en'-.ado^,  y  asume  plena  re^pon8abili- 
da  1  en  este  arreglo  por  la  facultad  de  colorar  en  lugar  de  Domingo 
Anselmo  y  cointeresados,  y  de  remitir  y  repartir  «ntre  los  miamos 
dichas  sumas. 

3*?  A  nombre  de  los  señores  Domingo  Anselmo  y  cointeresa- 
dos, el  sofior  Ministro  de  Italia  en  el  Pera  acepta  el  precedente 
compromiso,  y  da  formal  seguridad  de  que  ello^  harán  cesión  al 
Gobierno  peruano  de  su  expresado  crédito  contra  A.  F.  F'erraro, 
por  sí  y  como  representante  de  dicha  casa,  sin  reservarse  derecho 
ni  acción  alguna  por  razón  de  dicho  cré<iito,  ni  por  daños  y  per- 
juicios, pero  sin  asumir  tampoco  ninguna  responsabilidad  acer- 
ca de  la  solvencia  del  deudor  y  del  pago  del  crédito. 

4?  Las  entregas  de  las  referidas  sumas  por  el  Gobierno  del 
Pera  sólo  comeniarán  cuando  se  baya  realizada  la  cesión;  pero 
teniendo  en  cuenta  la  distancia  entre  Italia  y  el  Perú,  á  causa 
de  la  cual  no  parece  probable  que  el  documento  de  cesión  llegue 
á  Lima  antes  del  31  del  presente  mee,  y  por  acto  de  cortesía  á  la 
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Legación  de  Ilalia,  el  Gobferno  peruano  coiwid^rará  suficiente, 
para  pa^^r  el  primer  divideiido,  que  corresponde  á  esa  fec  ba, 
que  dicha  Legación  le  asegure  oficialmente  que  la  cesióa  ha  te- 
nido lu^r. 

Eu  caso  de  que  la  I.,e^ción  no  pudiera  dar  tal  seguridad  an- 
tee del  31  del  mes  en  curso,  el  primer  drvidendo  se  entregará 
cuando  el  representante  de  Italia  en  el  Perú  pueda  otorgarla, 
continuando  la  entrega  de  los  otros  dindendos  en  las  fechas  se- 
ñaladas en  la  cláusula  2^;  á  no  ser  que  no  se  haya  efectuado  de- 
bidamente la  cesión  antes  de  la  entrega  del  segundo  dividendo, 
en  cuyo  caso  se  suspenderán  las  demás  entregas,  y  la  Legación 
de  Italia  devolverá  lo  que  hul>iera  recibido  i  cuenta  de  dicha 
cesión.  Verificada  definitivamente  la  cesión,  continuará  la  en- 
trega tri»iestral  de  loe  dividendos  estipulados. 

Els^ñor  Ministro  de  Italia  aprovecha,  con  placer,  de  esta  opor- 
tunidad, para  manifestar  su  profundo  agradecimiento  por  las  dis- 
poíiciones  con^nliadoras  que  ha  eiKíontrado  siempre  en  el  señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  durante  las  negociaciones  rela- 
tivas á  este  asunto. 

En  fe  de  lo  '^ual  firman  y  sellan  el  presente  protocolo,  por  da- 
plioado,  «11  Lima,  á  lai  Veintiséis  días  del  met  de  Enero  de  1906. 

J.  Prado  t  UoARrKCHB.  T.  Cajiletti. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Cbniulado  d$l  Perú  tn  Milán. 

En  este  consulado  del  Perú  en  Milán,  á  los  seis  días  del  mef 
de  Febrero  de  mil  novecientos  seis,  aiite  el  Cónsul,  se  presenta- 
ron los  señores: 

Anselmo  Domenico,  del  finado  Constantino. 

Cay.  Bandini  Emanuele,  en  su  calidad  de  conoordatario  de 
la  quiebra  Anselmo  Ernesto,  del  finado  Constantiiko. 

Costa  Giovanni  Battista,  del  finado  Cristoforo,  en  fuerza  del 
poder  general  fecha  14  de  Junio  de  1S93,  de  la  señora  Bello  Bo- 
ga viuda  Anselmo  y  del  hijo  Constantino,  del  finado  Silvio. 

En  presencia  de  los  testigos  señores: 

Silvio  Sala. 
Luigí  Biva. 
Píétco 
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Ciudadanos  italianos,  mayores  de  edad,  residentes  en  Milán, 
hicieron  las  siguientes  declaraciones: 

Señor  Cónsul  del  Perú  en  Milán:  sírvase  usted  extender  en  su 
registro  de  Escrituras  Públicas,  una  en  que  conste  que  nosotros, 
valiéndonos  de  nuestros  derechos  de  acreedores  hacia  la  Casa  Co- 
mercial A.  F.  Ferraro  y  Cia.  de  Lima,  en  fuerza  de  la  sentencia 
del  Tribunal  Italiano  de  Savona,  fecha  22  de  Abril  de  1896  y 
confirmada  por  la  Corte  Superior  de  Genova,  con  fecha  25  de 
Agosto  1896,  en  base  al  protocolo  firmado  en  el  mes  de  Enero 
del  corriente  aro,  entre  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú  y  S.  E.  el  Ministro  de  S.  M.  el  Rey]de  Italia,  acre- 
ditado cerca  del  Supremo  Gobierno  del  Perú  en  Lima. 

Declaran: 

Que  hacen  amplia  y  completa  cesión  de  todos  los  créditos  y 
derechos  que  les  competen  en  fuerza  de  las  mencionadas  senten- 
cias judiciales,  contraía  casa  A.  F.  Ferraro  y  Cia.,  á  favor  del 
Supremo  Gobierno  del  Perú. 

En  mi  calidad  de  Cónsul  del  Perú  en  Milán  y  por  autoriza- 
ción telegráfica  de  S.  E.  e^  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del 
Perú,  fecha  23  de  Enero  del  corriente  año,  acepto  la  completa 
cesión  que  hacen  los  mencionados  señores  de  los  susodichos  cré- 
ditos y  derechos  á  favor  del  Supremo  Gobierno  del  Perú. 

En  testimonio  de  lo  cual,  se  ha  extendido   el  presente  instru- 
mento en  original  con  cuatro  copias,  de  las  cuales   una   será  re- 
mitida á  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones   Exteriores  del   Perú  y 
las  demás  á  cada  una  de  los  interesados,  señores: 
Anselmo  Domenico. 
Cav.  Baíidini  Emanuele. 
Costa  Giovanni  Battista; 
quienes  después  do  habar  leído  y  ratificado  su  contenido   lo  fir- 
man conmigo  y  los  tres  mencionados  testigos.  (Firmado)  Dome- 
nico Anselmo. — (Firmado)  Emanuele  Bandini. — (Firmado)  G.  B. 
Costa. — (Firmado)  Luigi  Riva. — (Firmado)  Silvio  Sala.  —  (Fir- 
niBdo)  Pietro  Salerani. — El  Cónsul,  Generoso  Galimberti. 

Número  de  orden  3.^— Tarifa  11. — Derecho,  francos  20. 
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Lima^  Enero  26  de  1906. 

Visto  el  protocolo,  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  y  el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  Italia,  para  el  arreglo  de  la  reclamación  Ansel- 
mo, entablada  diplomáticamente  por  el  Gobierno  de  ese  Reino 
ante  el  del  I*erú;  y  teniendo  en  consideración  los  antecedentes  del 
caso;  con  elvoto  consultivo  del  Consejo  de  Ministros:  apruébase 
dicho  protocolo  y  gírese,  en  su  oportunidad,  por  las  cantidades 
necesarias  para  el  pago  de  las  armadas  convenidas,  hasta  la  su- 
ma de  cuatro  mil  novecientas  cuarentiseis  libras,  veintinueve  mi- 
lésimos (£  4,946  0/29),  que  se  imputará  al  crédito  especial,  que, 
con  tal  objeto,  abrirá  la  Dirección  del  Tesoro. 

Y  por  cuanto,  en  virtud  de  dicho  protocolo,  el  Gobierno  se  ha 
sustituido  á  Anselmo  y  con  partes  en  el  crédito  que  éstos  tienen 
contra  F.  Ferrare  y  C^,  oficíese  al  Ministerio  de  Hacienda,  para 
que  dicte  las  medidas  que  correspondan,  á  fin  de  hacerlo  efec- 
tivo. 

Regístrese  y  comuniqúese. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Pi*ado  y  Ugarteche,  (1) 


ARBITRAJE  DK  RECLAM ACIÓN líS  ITALIANAS,  PROVENIENTES    DE    DA  • 
líos  CAUSADOS  EN  LA  ÚLTIMA  GUERRA  CIVIL. 1899. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  9  ^     Lima,  Mayo  8  de  1899. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

En  las  diversas  conferencias  que  he  celebrado  con  U.S.  con 
el  objeto  de  llegar  á  un  acuerdo  acerca  de  cada  una  de  las  re- 
clamaciones presentadas  por  esa   Legación,   por  daños  sufridos 

(1)  El  27  de  Enero  ée  1906,  se  trascribió  esta  resolución  suprema  al  Minis- 
terio de  Hac-     ^         "^-i  los  efectos  correspondientes. 
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durante  la  últimx  guerra  civil,  ha  qiiaialo  comprobada,  como  á 
V.  S,  consta,  lá  imposibilidad  de  obtenerla. 

No  obstante  Iji  buena  volunta  1  y  elevados  propósitos  demos- 
trados por  V.  S ,  se  explica  perfectamente  este  resultado,,  por  el 
gran  número  de  las  reclamaciones  italianas,  circunstancia  qu# 
no  ha  existido  en  las  que  han  patrocinado  las  demás  legaciones 
acreditadas  en  esta  capital. 

No  habiendo  aceptado^el  Gobierno  de  V.  E.  la  idea  insinuada 
por  mí,  bajo  formas  distintas,  de  un  arreglo  directo  que  com- 
prendiera en  conjunto  todas  las  reclamaciones,  no  queda  otro  re- 
curso que  el  de  reciirrir  á  la  solución  arbitral,  instituyendo  un 
tribunal  ó  comisión  m^xta  que  estudie  y  resuelva  cada  una  de 
ellas. 

Espero,  pues,  fundadamente  que  el  Gobierno  de  V.  S.  no  ten- 
drá inconveniente  en  aceptar  esta  idea,  desde  que  ofrece,  dadas 
las  dificultades  ocurridas,  el  medio  más  rápido  y  seguro  do  ter- 
minarlas. 

Aprovecho  eáta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Encargado 
de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

«  Jfcf.  F.  Porras, 

Al  señor  Giácomo  Fara  Forni,  Encargado  de  Negocios  de  I  /alia 


Real  Legación  de  Italia, 

N?  11.  Lima,  9  de  Mayo  de  1899. 

Señor  Ministro: 

4 

Tengo  el  honor  de  avisar  recibo  de  la  apreciable  nota  de  8  de 
loa  corrientes,  en  la  cual  V,  E ,  por  los  motivos  allí  anotados, 
propone  someter  á  un  tribunal  de  arbitros  ó  comisión  mixta  ar- 
bitral la  resolución  de  las  reclamaciones  de  los  sóbditos  reales, 
por  los  daños  sufridos  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Me  apresuraré  á  comunicar  al  Gobierno  del  Rey,  por  el  próxi- 
mo correo,  la  propuesta  de  V.  E.,  haciendo  presente  las  razones  ^ 
que  me  inducen  á  concurrir  en  la  opinión  de   V.  E.  de   ser   éste 
el  medio  más  rápido  y  conveniente  para  definir  dichas   reclama- 
ciones. 
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Aceptad,  señor  Ministro,  la  constancia  de  mi  más  alta  consi- 
deración. 

O,  Fara  Fomi. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

N9  26.  Lima,  18  de  Agosto  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  participarle  que  el  Gobierno  de  Su  Majes- 
tad, al  cual  Fe  comunicu,  oportunamente,  la  nota  que  V.  E.  diri- 
gió al  seño  Fara  Forui,  con  fecha  8  de  Mayo  último,  número  O, 
proponiéndole  l.i  solución  de  las  reclamaciones  de  los  ciudada- 
nos italianos,  ¡provenientes  de  los  daños  sufridos  durante*  la  últi- 
ma guerra  civil^  mediante  un  fallo  arbitral,  me  ha  autorizado, 
recientemente,  para  que  declare  que  acepta  la  proposición,  dán- 
dome, al  mismo  tiempo,  facultad  para  acordar  con  V.  E.  la  for- 
ma de  arbitraje  que  deba  aceptarse. 

Al  comunicar  á  V.  E.  tal  aceptación,  y  refiriéndome  al  cam- 
bio de  ideas  habido  sobre  este  punto,  permítome  insinuar  á  V. 
E.  la  conveniencia  de  confiar  el  estudio  y  liquidación  de  las  re- 
clamaciones italianas,  á  un  solo  arbitro,  y  no  á  una  corte  arbi- 
tral, como  parece  que  ha  sido  el  propósito  del  Gobierno  de  la 
República.  Este  medio,  por  ser  más  expeditivo,  creo  que  produ- 
ciría un  resultado  más  ventajoso,  tanto  para  ambos  Gobiernos, 
como  para  los  interesados. 

Al  rogar  á  V.  E.  se  sirva  hacerme  saber  su  parecer  al  respec- 
to, aprovecho  la  ocasión  para  reiterarle,  señor  Ministro,  los  sen- 
timientos de  mi  alta  consideración. 

O.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Melitón  F.  Porras,  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores. 


—  613  ~ 

Minüterio  de  Relaciones  Exteriores, 

N9  23  lAma,  19  de  Agosto  de  1899. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  apreciable  comunicación  de 
V.  E.  de  fecha  de  ayer,  la  que  ha  sido  llevada  á  conocimiento  de  S. 
'E.  el  Presidente  de  la  República,  para  que  tuviese  iioticia  de  la 
propuesta  de  V.  E.,  relativa  al  arreglo  definitivo  de  las  reclama- 
ciones que  los  subditos  italianos  presentaron  por  daños  sufridos 
en  la  última  guerra  civil. 

Eji  contestación,  cúmpleme  expresar  á  V..E.,  que  he  tomado 
nota  d'e  su  aceptación  á  la  idea  de  someter  á  arbitraje  las  reela- 
ciones italianas  pendientes;  no  teniendo,  por  su  parte,  mi  Go- 
bierno, inconveniente  alguno  para  deferir  á  la  pi  opuesta  de  V. 
E.,  d«  que  sea  un  solo  arbitro,  y  no  una  comisión  arbitral,  el 
llamado  á  resolver  el  asunto. 

Me  complazco  en  aprovechar  de  esta  oportunidad  pafra  reno- 
varle, señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
coitóideracion. 

M.  F,  Porras, 

Al  Excmo.  señor  Giuseppe   Pirroni,   Enviado   Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Beal  Legación  de  Italia, 

Lima,  W  de  Noviembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que  su  digno  antecesor  se  sirvió  diri- 
girme con  fecha  19  de  Agosto  último,  número  23,  informándo- 
me que  el  Gobierno  ¡)eruano  aceptaba  la  idea  de  someter  aun 
solo  arbitro,  en  lugar  de  una  comisión  arbitral,  el  examen  y  la 
resolución  de  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  la  gue- 
rra civil  de  1894-95;  vengo  ahoríí,  debidamente  autorizado  por 
el  Gobierno  del  Rey,  á  proponer  á  V.  E.   que  revista,  con  el  ca- 
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rácfeer  de  arbitro,  para  la  definicióu  de  dichas  reclamaciones,  á 
S.  E.  el  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  ante  el  Gobierno 
de  esta  República. 

Las  eminentes  prendas  personales  de  este  egregio  representan- 
te e^^tranjero,  su  preclara  inteligencia,  y,  ante  todo,  los  elevados 
sentiraieiitos  de  justicia  de  que  está  animado,  me  hacen  abrigar 
el  convencimiento  de  que  V.  F.  se  servirá  acojer  favorablemente 
mi  propuesta. 

Quifra,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con- 
sideración. 

G,  Pirrone, 

A  S.  E.  el  doctor  don  Manuel  María  Gal  vez,  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  30.  Lima,  13  de  Noviembre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

En  respuesta  á  la  apreciable  comunicación  de  V.  E.,  de  fecha 
11  del  mes  que  rige,  me  es  grato  expresarle,  que  el  Gobierno  del 
Perú  acepta  la  propuesta  que  hace  V.  E.,  en  nombre  de  Italia, 
de  la  persona  del  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Mi- 
nistro (le  España,  para  que  ejerza  las  funciones  de  arbitro  en  las 
reclamaciones  italianas  pendientes,  acuerdo  que  fué  materia  de 
nuestra  última  entrevista. 

El  Gobierno  de  líspaña,  de  quien  se  ha  solicitado  autorización 
para  que  el  señor  Uribarri  pueda  ejercer  el  cargo,  ha  consentido 
en  ello,  según  he  tenido  noticia  por  cable;  y,  en  consecuencia, 
próximamente  anunciaré  á  V.  E.  el  día  en  que  debamos  reunir- 
nos  para  firmar  el  [)rotocolo  en  que  conste  el  referido  acuerdo. 

Renuevo  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  do  mi  alta 
y  distinguida  consideración. 

M,  M.  Galvez. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,    Enviado   Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenpiotenciario  de  Italia. 
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ACUERDO  DIPLOMÁTICO 

PARA  EL  ARREGLO  DB  LAS    RECLAMACIONES  ITALIANAS. 

Reunidos  los  señores  doctor  don  Manuel  M.  Gálvez,  Ministro 
de  Relaciones  Exterieres  del  Perú,  y  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  para  tra- 
tar nuevamente  de  las  reclamaciones  de  los  subditos  italianos  re- 
sidentes en  el  Perú,  por  daños  ocasionados  en  laúltima  guerra  ci- 
vil de  1894-95,  y  no  habiendo  sido  posible  llegar  á  ninguna  inte- 
ligencia respecto  del  modo  de  transigirías  directamente,  han  con- 
venido en  dar  forma  al  acuerdo  á  que  se  refieren  las  notas  cam- 
biadas entre  ambos,  para  someter  al  arbitraje  del  Representante 
de  España  en  este  país  la  solución  definitiva  de  las  mpenciona- 
das  reclamaciones,  y  han  fijado  las  bases  siguientes: 

Arihiilo  1? — El  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  España  en  este  país,  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri, 
qyeda  ampliamente  facultado  para  fallar  ó  transigir  como  arbitro, 
en  coníormidaci  con  la  cláusula  2*  de  este  acuerdo,  todas  las  rt- 
clamaciones  que,  presentadas  al  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú,  por  la  Real  Legación  de  Italia,  dentro  del  plazo 
fijado  en  el  decreto  peruano  de  21  de  Marzo  de  1896,  y  patroci- 
nadas por  ella,  tienen  por  causa  los  daños  y  perjuicios  ocasiona- 
dos á  las  subditos  italianos  residentes  en  el  Perú,  durante  la  gue- 
rra civil  de  1894-95. 

Artículo  2?—  El  señor  Ministro  de   España  juEgará  y  resolverá 
los  reclamos  citados: 

a^ — Con  arreglo  al  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  á 
los  principios  del  derecho  internacional  y  á  las  prácticas  y  juris- 
prudencia establecidas; 

b) — En  vista  y  en  mérito  de  l(»s  expedientes  ya  organizados 
y  que  existen  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  y  que 
éste  le  entregará  desde  luego; 

p) — Tomando  en  consideración  las  alegaciones,  simplemen- 
te expositivas,  que  las  partes  deberán  presentarle;  y 

d) — Solicitando  las  demás  pruebas  y  referencias  que  estime 
necesarias. 

El  arbitro  exigirá,  previamente,  la  comprobación  de  la  nacio- 
nalidad y  carácter  neutral  del  reclamante,  y  cuando  éste  actúe 
como  mandatario,  la  justificación  de  su  personería. 
^  Es  entendido  que  no  existe,  para  los  reclamantes,  el  derecho 
de  presentar  nuevos  expedientes  ó  pruebas,  sino  cuando  ellas 
fuesen  solicitadas  por  el  arbitro  para  aclarar  ó  ilustrar  su  juicio. 
Artículo  3? — El  Gobierno  del   Perú  se  reserva  el  derecho  de 
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nombrar  un  personero,  representante,  abogado  ó  agente,  que 
atienda  á  la  defensa,  .ante  el  arbitro,  de  sus  intereses,  en  todas  ó 
cada  una  de  las  reclamaciones  citadcis.  La  Real  Legación  de  Su 
Majestad,  ó  los  respectivos  reclamantes,  conservan  igual  dere- 
cho. 

Artículo  4? — El  señor  Ministro  de  jEspafía  queda  en  libertad 
de  emplear,  en  el  desempeño  de  su  encargo,  en  calidad  de  secre- 
tario 6  empleado,  á  la  persona  o  personas  que  estime  precisas. 

Artículo  5?— Queda  reservado  al  arbitro  el  derecho  de  juzgar 
y  fallar  las  reclamaciones,  simultáneamente,  ó  de  resolverlas  á 
medida  que  lo  estime  conveniente. 

Artículo  6? — Los  fallos  del  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  España,  serán  inapelables;  y  tanto  el  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores  del  Perú,  como  el  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  declaran,  que 
tales  decisiones  se  respetarán  de  un  modo  absoluto,  feneciendo 
con  ellas  las  reclan)aciones  de  que  se  trata. 

Artículo  7? — Los  gastos  que  este  compromiso  ocasione  se  abo- 
narán preferentemente  délas  cantidades  juzgadas  en  favor  de 
los  respectivos  reclamantes,  en  la  proporción  que  el  arbitro  fije. 

No  se  considera  entre  esos  gastos  el  pago  de  honorarios  á  los 
defensores  ó  agentes,  que  el  Gobierno  del  Perú  y  los  reclamante, 
sufragarán  por  su  cuenta. 

Artículo  8? — El  total  de  las  sumas  que  pudiera  resultar  reco- 
nocido en  favor  de  uno  6  más  reclamantes,  se  abonará  por  el 
Gobierno  del  Perú  á  la  Real  Legación  de  Italia',  en  tres  dividen- 
dos anuales  consecutivos,  comenzando  desde  el  año  próximo,  y 
quedando  la  Real  Legación  facultada  para  preferir  en  el  pago  6 
aplicación  de  esos  dividendos,  á  los  reclamantes  más  menestero- 
sos. 

Artículo  9^— El  arbitro  tendrá,  para  evacuar  su  encargo,  el 
plazo  de  seis  meses,  que  se  prorrogará,  p>r  grave  motivo,  ajuicio 
del  mismo. 

En  fé  de  lo  cual,  firman  este  acuerdo,  por  duplicado,  y  lo  se- 
llan con  sus  sellos  respactivos,  en  Lima,  á  los  veinticinco  días 
del  mes  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve. 

(L.  S.)  M.  M.  GÁLVEz.  (L.  S.)   G.  Pirronb. 
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/.tma,  1*^  de  Diciembre  de  1899. 

Apruébase  el  anterior  acuerdo  de  Cancillería,  celebrad*  entre 
el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  y  el  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia,  en  virtud  del  cual  se 
somete  al  arbitraje  del  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  España  en  el  Pera,  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri, 
el  arreglo  de  las  reclamaciones  ampara-las  por  la  Real  Legación 
italiana,  y  provenientes  de  los  daños  causados  en  la  última  gue- 
rra civil. 

Rúbrica  de  S.  E. 

Gálvez, 


Ministerio  de  Relaciones  ExteHores, 

# 

N?  24.  Lima,  6  de  Diáemhre  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Da  conformidad  con  el  acuerdo  de  Cancilleria,  celebrado  con 
el  Excmo.  señor  Ministra  de  Italia,  en  que  somatemos  al  arbi- 
traje de  V.  E.  lá  solución  de  las  reclamaciones  que,  por  daños 
sufridos  en  la  contienda  civil  de  1894-95,  han  presentado  va- 
rios subditos  italianos,' tengo  el  honor  de  remitir  á  V.  E.  los  ex- 
pedientes referentes  á  dichas  reclamaciones,  de  los  que  próxima- 
mente se  le  enviará  una  lista  debidamente  numerada,  y  en  la 
que  se  indicará  el  número  de  fojas  útiles  de  cada  uno  de  ellos. 

Aprovecho  esta  nueva  oportunidad,  para  reiterar  á  V.  E.  las 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

M.  M.  Galvez. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


uT'-.tr*  .- 
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Legación  de  Espaffa, 

Xima,  6  de  Diciembre  de  1899. . 
Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  j)articipar  á  V.  E.  que,  con  su  aten- 
ta nota  de  esta  fecha,  acabo  de  recibir,  bajo  paquete  sella- 
do y  lacrado,  los  setenta  y  dos  expedientes  que,  en  la  tarde  de 
hoy,  hemos  revisado  en  ese  Ministerio  de  su  digno  cargo,  con  el 
señor  Oficial  Mayor  y  uno  de  los  señores  secretarios,  el  Excmo. 
señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
Italia  y  el  señor  de  Iturralde  y  yo,  relativos  á  las  reclamacioaes 
italianas  que,  con  arreglo  á  lo  pactado  entre  V.  E.  y  el  referido 
señor  Ministro  de  Italia,  se  han  dignado  los  Gobiernos  de  ambos 
países  hacerme  el  alto  honor  de  someter  á  mi  fallo,  en  calidad 
de  arbitro. 

Al  entrar  así  en  el  desempeño  de  las  funciones  que  me  han 
sido  confiadas,  aprovecho  gustoso  la  oportunidad  para  reiterará 
V.  E  ,  señe r  Ministro,  las  seguridades  de  mi. más  alta  considera- 
ción. 

i?.  Gr.  de  Uribarri, 

> 
Al  Excmo.  señor  doctor  don  Manuel  María   Gálvez,    Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones   Exteriores, 
etc.,  etc.,  etc. 


-t- 


Legación  de  España, 

Lima,  17  de  Enero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Del  examen  de  las  reclamaciones  italianas  que  el  Gobierno 
del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  me  han  hecho  el  alto 
honor  de  someter  á  mi  arbitraje,  resulta,  eu  primer  término,  qoe 
algunos  de  los  interesados,  al  elevar  al  Excmo.  señor  Minis 
tro  de   Italia  sus  respectivas  exposiciones  de   daños  sufridos, 
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las  que  remitidas  oportunamente  á  ese  Ministerio  del  digno  car- 
go de  V.  E.,  constituyen  la  base  de  los  expedientes  que  me  fue- 
ron entregados  en  6  de  Diciembre  último,  se  limitaron  á  produ- 
cir en  apoyo  de  sus  asertos,  una  declaración  simple,  firmada  por 
tres,  cinco  ó  más  testigos. 

Considerando  necesario,  en  mi  calidad  de  arbitro,  el  revestir 
dichas  declaraciones  de  la  mayor  solemnidad  posible,  dándoles 
la  fuerza  legal  de  que  carecen:  habiendo  adquirido  el  convenci- 
miento de  que  algunos  de  los  preindicados  reclamantes  creyeron 
suficiente  aquella  raanifes^tación;  y  de  que  otros  no  contaron,  en 
el  momento,  con  facilidades  para  comparecer  ante  autoridad  com- 
petente: fundándome,  por  otra  parte,  en  las  cláusulas  6  y  d  y  en 
el  último  párrafo  del  artículo  II.  del  protocolo  de  Cancillería,  fir- 
mado á  25  de  Noviembre  de  1899,  entre  el  digno  predecesor  de 
V.  E.  y  el  actual  scfíor  Ministro  de  Italia:  teniendo  en  cuenta 
<iue,  según  el  artículo  IX  de  dicho  protocolo,  se  limita  á  seis  me- 
ses el  plazo  dentro  del  cual  habré  de  pronunciar  mi  fallo;  y  sien- 
do así  que,  con  arreglo  á  lo  establecidofen  el  país,  y  según  prác- 
tica universal,  acaban  de  entrar  los  Tribunales  de  Justicia  en  su 
período  anual  de  clausura,  por  espacio  de  dos  meses,  considero  un 
deber  de  mi  parte  solicitar  de^V.  E.,  que,  si,  como  espero,  «encuen- 
tra atendibles  las  razones  que  tengo  la  honra  de  exponer,  se  eirva 
adoptar  las  disposiciones  que  estime  oportunas,  á  fin  de  que  se 
faculte  á  los  señores  jueces  de  1^  instancia  de  vacaciones,  y,  en 
su  defecto,  á  los  de  paz  ó  autoridades  competentes,  en  el  país,  pa- 
ra que,  cop  la  brevedad  que  el  caso  requiere  y  previa  instancia 
de  la  parte  interesada,  admitan  los  mismos  testigos  que  los  re- 
clamantes italianos  de  que  se  trata  mencionaron  en  sus  precita- 
das txposi  clones,  á  prestar  la  declaración  consiguiente,  con  suje- 
ción á  las  prescripciones  legales. 

Aprovecho  de  esta  ocasión,  señor  Ministro,   para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

Jt,  G.  de  Uribarri. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, etc.,  etc. 
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Ministerio  dt  Relaciones  Exteriores: 

N?  2.  Lima,  9  de  Ftbr&ro  de  1900. 

Señor  Ministro; 


Eucoiitratitlo  funJadas  las  consideraciones  que  V.  E.  expu?. 
en  su  atenta  nota  da  fecha  17  dQ  E'iero  último,  para  pedir  * 
los  jueces  d*?  primera  instancia  y  de  paz  fueran  autorizados  pi 
recibir,  durante  la  clausura  de  lo3  Tribanales,  las  declarado 
que  ante  ellos  solicitasen  los  reclamantes  italianos,  á  fin  de  le? 
lizar  las  pruebas  acompañadas  (\  sus  expedientes,  que  V.  E  ucb 
resolver  con  el  carácter  de  arbitro,  solicité  opDrtunanaento  de  ai 
honorable  colega  el  señor  Ministro  de  Justicia  qáe  dictase  Ia¿«  «í 
denes  respectivas. 

En  respuesta,  he  recibido  el  oficio  que,  en  copia,  tengo  la  Le 
ra  de  acompañar,  informándome  de  haber  sido  ya  expedidas  h^u 
órdenes  á  las  Cortos  Superiores  de  Piura,  Ancachs  y  Lima.  * 
cual  me  apresuro  á  poner  en  conocimiento  de  V.  E. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterar:; 
las  segaridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rivz  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,    Enviado    E>cí 
ordinario  y  Ministro,  Plenipotenciario  de  España. 


(copja) 

Ministerio  de  JasticlOj  Culto  c  Instraccida, 

Lima,  9  de  Febrero-  de  1000. 

Señoi  Ministro  de  Estado  en  el   Despacho  de   Relaciones  Ei:' 
rieres. 

En  respuesta  al  oficio  de  US.,  do  20  de  Enero  últiin%  in:^'- 
honroso  manifestarle,  que  ha  sido  trascrito  á  las  Cortes  Sm>^'»' 
res  de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  á  fin  de  que  disponga  lo  convt 
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tit«,  para  recibir  las  declaraciones  délos  testigos  comprendidos 
las  listas  adjuntas  al  indicado  oficio,  referentes  á  las  reclaraa- 
íies  interpuestas  jK)r  subditos  italianos  que  se  dicen  damnifica- 
en  los  días  del  17  y  18  de  Marzo  de  1895. 

Dios  guarde  á  US. 

E.  Romero. 


f\¡>^terio  de  Relaciones  Exteriores, 

3.  Zrima,  \%de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

íefi  riéndome  á  mi  nota  fecha  9  del  actqal,  tengo  el  agrado  do 
ílür  á  V.  E.  copia  de  la  comunicación  que  me  ha  dirigido  mi 
lorable  colega  el  Ministro  de  Justicia,  ampliando  los  datos  que 

trasmitió  respecto  á  las  órdenes  impartidas  á  las  Cortes  Supe- 
res de  Lima,  Aucachs  y  Piura,  para  que,  en  los  Juzgados  com- 
en tes,   se  reciban  las  declaraciones  que   deben  prestarse  en 
te  de  prueba  de  algunas  de  las  reclamaciones  italianas  que 
E.  d#be  fallar  con  el  carácter  de  arbitro. 
■^eíjiin  verá  V.  E.,  no  se  circunscriben  las  declaraciones  á  los 
los  sufridos  por  subditos  italianos  en  los  días  17,  18  y   19  de 
rzo  de  1895,  sinoá  todos  los  provenientes  de  la   guerra  civil 

1894-95,  sin  limitación  de  lugar. 

V provecho  de  esta  oportunidad,  para  reiterar  a  V.  E.  las  segu- 
ades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Rxva  Agüero, 

Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
l  i  nano  y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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(cx)pia) 

Ministerio  de  Justicia^  Instrucción  y  CkiUo. 

Lima^  17  de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Con  referencia  á  mi  oficio  de  9  de  los  corrientes,  acusando  re- 
cibo del  que  dirigió  ese  despacho  en  20  de  Enero  último,  me  e^ 
grato  ampliarlo,  manifestando  á  US.  que  al  trascribirlo  á  las 
Cortes  Superiores  do  Lima,  Ancachs  y  Piura,  no  se  ha  indicado 
que  las  reclamaciones  de  los  subditos' italianos,  sobre  los  cuales 
debe  fallar  el  arbitro,  según  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  úl- 
timo, se  refieran  únicamente  á  los  perjuicios  sufridos  por  efecto 
de  la  guerra  civil  en  los  días  17  y  18  de  Marzo  de  1895,  sino  á 
todos  los  que  tuvieron  lugar  durante  dicha  contienda. 

En  esta  virtud,  dichos  Tribunales  no  tendrán  inconveniente 
en  ordenar  se  reciban  las  declaraciones  de  los  testigos  que  cons- 
tan de  las  listas  acompañadas  por  US.  á  su  citado  oficio,  cual- 
quiera que  haya  sido  la  época  cu  que  se  realizaron  los  daño?, 
materia  de  las  reclamaciones  antes  indicadas. 

Dios  guarde  á  US. 

E.  Romero. 


Legadím  de  España, 

Lima,  20  de  Fehrei^o  de  1 900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  á  V.  E.  recibo  de  su  atenta,  nota  nú- 
ro  3,  fecha  de  ayer,  anexa  á  la  cual  se  ha  servido  remitirme  co- 
pia de  la  comunicación  que,  en  17  del  corriente,  le  dirigió  el 
Excmo.  señor  Ministro  de  Justicia,  participándole  haber  amplia- 
do las  instrucciones  que  tuvo  á  bien  trasmitir  á  las  Cortes  Sup- 
riores de  Lima,  Ancachs  y  Piura,  á  fiú  de  que,   en  los  Juzgados 
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correspondientes  se  tomen  las  declaraciones  de  los  testigos  pre- 
sentados por  los  reclamantes  italianoa,  á  que  S3  refería  la  nota 
que,  en  mi  calidad  de  arbitro,  tuve  la  honra  de  dirigirá  V.  E.  el 
17  de  Enero  último,  no  sólo  respacto  de  lo3  acontecimientos  á 
ellos  concernientes,  qu&  tuvieron  lugar  en  los  días  17  y  18  de 
Marzo  de  1895,  sino  durante  la  contienda  civil  de  1894-95. 

Agradeciendo  á  V.  E.,  y  á  su  honorable  colega  el  señor  Minis- 
tro de  Justicia,  esta  nueva  disposición,  me  complazco,  señor  Mi- 
nistro, en  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consi- 
deración. 

i2.   G,  de  Uribarri. 

Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriore,  etc.,  etc.  I 


Legación  de  España. 

Lima,  21  de  Febrero  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Al  revisar  la  lista  de  los  testigos  que  han  de  ratificar,  ante  las 
autoridades  competentes  de  la  República,  sus  declaraciones  res- 
pecto de  las  reclamaciones  italianas  que  han  sido  sometidas  á  mi 
arbitraje,  encuentro  que  se  ha  omitido  incluir  las  siguientes: 

Número  10. — Señor  J.  B.  Sena,  por  incendio  de  la  casa  que 
ocupaba  en  Lima.— Testigos:  señores  Camilo  Mabel,  Lorenzo  Bar- 
bera, F.  T.  Riende,  Fausto  Bertini  y  Gregorio  Cánepa. 

Número  12. — Francisco  Barabino,  por  sustracción  en  su  casa- 
habitación  de  Lima,  calle  de  Piura,  número  388,  de  unas  alha- 
jas y  algunos  efectos  y  dinero,  por  tropas  del  general  Cáceres.— 
Testigos:  Ismael  Faura  y  Nicasio  M.  Falcón,  que  vivían,  a  la  sa- 
zón, en  la  misma  callo,  números  377  y  374,  respectivamente. 

Número  61. — Juan  Péndola,  comerciante  establecido  en  Hua- 
llanca,  departamento  de  Huánuco,  por  prisión  y  cupo  do  S.  500, 
en  Huánuco.— Testigos:  señor  Figueroa,  exprefecto  de  aquel  de- 
partamento; señores  Víctor  Repetto,  Juan  Rabaza,  Santiago  De- 
barbieri,  Simón  Lambrusquini  é  Isaac  Barrenechea. 

El  mismo. — Prisión  y  cupo  de  otros  S.  500,  en   Huallanca,  y 
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sustracción  de  varios  efectos  de  su  casa.— Testigos:  Roberto  Sche- 
reiber,  Estenio  J.  Pinzas,  Apolinario  Julia,  Víctor  Agüero,  Ole- 
mente  Sanseriche  y  Manuel  T.  Ortiz. 

Señores  J.  Picón,  M.  A.  Picón,  José  H.  Garcés,  J.  Martel,  M. 
Márquez  y  E.  J.  Pinzas. — Huallanca. 

Señores  Isaac  Stagnaro  y  Julio  Stagnaro,  de  Lima,  sobre  el  cu- 
po y  prisión  en  Huánuco. 

Número  65. — Carlos  Yon,  (ya  difunto)  domiciliado  y  residen- 
te en  Pi?cobamba,  por  saqueo  en  su  casa,  llevado  á  efecto)  por 
fuerzas  del  suhprefecto  del  general  Cáceres,  don  Manuel  Durand, 
y  por  destruccin  de  la  casa,  respecto  de  cuyo  incidente  le  fué  re- 
cusada, por  el  Juzrado,  la  demanda  de  reconocimiento  y  tasa- 
ción pericial;  por  lo  que,  hizo  él  mismo,  que  se  practicaran  di- 
chas diligencias,  particularmente,  el  9  de  Noviembre  de  1897. 
— Los  peritos  y  testigos:  Señores  José  Sifuentes,  Lupe  Ocaña, 
Juan  Lostaunau,  José  A,  Lostaunau  y  Pedro  Ignacio  Salcedo.  >^ 

Y  húmero  73. — Luis  Arata,  rendente  en  Lunahuaná  (San  Je- 
rónimo). Imposición  de  un  cupo  y  requisición  de  un  caballo, 
por  el  coronel  Oré. — Testigos:  Francisco  Novello,  Antonio  Arata, 
Bonifacio  Martinez  y  Manuel  Sánchez. 

Lo  que  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  trasladar  al  Excmo. 
señor  Ministro  de  Justicia,  á  los  mismos  efectos  á  que  se  refería 
mi  nota  de  17  de  Enero  último. 

•  

Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,    para  reiterar  á  V.  E. 

las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

i?.  G.  de  UrV  arri. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N9  4.  Lima,  24  de  Febrero  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E„  fecha 
21  del  actual,  en  que  me  expresa,  que,  al  revisar  la  lista  de  los 
testigos  que  han  de  ratificar,  ante  las  autoridades  competentes 
del  país,  sus  declaraciones  respecto  de  las  reclamaciones  italia- 
nas que  han  sido  sometidas  al  arbitraje  do  V.  E.,  ha  encontrado 
alfirunas  omisiones  cuyo  detalle  consigna. 
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üefirienJo  á  la  indicación  de  V,  E.,  trascribo  lioy  al  señor 
Ministro  de  Justicia  la  referida  comunicación. 

Reitero  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración. 

H  de  la  Ri  va- A  güero, 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  G.  de  Uribarri,  Enviado   Extraor- 
dinario y  Atínistro  Plenipotenciario  de  España. 


Miniaterio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  7.  Urna,  22  de  Marzo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  comunicar  á  V.  E.,  que,  por  decreto  supre- 
mo de  20  de  Febrera  último,  se  ha  nombrado  defensor  de  los  de- 
rechos del  Perú,  ante  V.  E.,  en  su  calidad  de  arbitro,  que  debe 
fallar  acerca  de  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  nues- 
tra última  guerra  civil,  ai  doctor  don  Ramón  Ribeiro. 

Entiendo  que  las  prendas  intelectuales  y  de  carácter  de 
este  notable  jurisconsulto  peruano,  le  harán  persona  grata  para 
V.  E.,  asegurando  aquellas  deferentes  atenciones  recíprocas  que 
tanto  contribuyen  al  buen  éxito  de  encargos  oficiales,  como  el  que 
ahora  ee  estima  acertado  confiarle. 

Reitero  á  V.  E.  las  protestas  de  mi  alta  y  distinguida  conside- 
ración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

Al    Excmo.   señor   don  Rnniro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Ex* 
traordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


\  • 
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MUnisieria  de  JielactofHí^  Exteriores, 

N?  6.  Lima,  22  de  Mtrzo  de- 1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  hoarü  de  cauiíiiücar  á  V.  K,  qao,  pv  ílecxeto  aa- 
premo  de  20  de  Febrero  último,  se  ha  nombrado  defensor  de  lo3 
derechos  del  Perú,  ante  el  arbitro  que  debe  fallar  acerca  de  las 
reclamaciones  italianas  provenientes  de  nuestra  última  guerra  c¡- 
YÍ1,  al  doctor  don  Ramón  Rib3Íro. 

Al  participar  á  V^  E.  que,  en  esta  misma  fecha,  he  tra^^crito  la 
resolución  antedicha,  al  referido  arbitro,  Excmo.  señor  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  España,  ruégale 
acepte,  una  vez  mis,  lat  saguriftades  de  mi  alt^  y  distinguida 
consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviudo  Bjc- 
traordinario  y  ífimstro  Plcnrpatenciario  de  Italia. 


Legadórk  de  Eápaüa  cu  Lima. 

Lima,  26  de  Maxzo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

En  el  día  de  ayer,  tuve  la  honra  de  recibir  li  atenta  nota  de 
V«  £.,  de  22  del  aieiual,  por  la  que  se  sirve  participarme  que,  por 
decreto  supremo  de  20  de  Febrero  próximo  pasado,  fué  nombra- 
do defensor  de  los  derechos  del  Perú,  acerca  de  las  reclamaciones 
italianas,  que  me  han  sido  sometidas  en  calidad  de  arbitro,  el  se- 
ñor doctor  doctor  don  Ramón  Ribeiro. 

Siendo  notorias  las  cualidades  y  aptitudes  que  á  dicho  señor 
distinguen,  aun  cuando  no  tengo  la  honra  de  conocerlo  perso* 
nalmente,  me  complazco  en  manifestar  á  V.  E.  que  recibo,  con 
el  mayor  agrado,  la  noticia  oficial  de  su  nombramiento. 

Al  asegurar  á  V.  E.,  que  estudiaré  con  la  debida  atención  loe 
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^l^atoft  <}ue  ^  sefior  Ribeiro  me  presente»  á  tamor  *dÍ6  lo  eeiipu- 
lado  en  el  protocolo'  de  25  do  Novieiubire  últíino,  fijrmado  por  e\ 
digao  predecesor  de  V.  K.  y  por  el  Excmo,  seior  MiaÍ94fo  de 
Italia^  cámpleime  liAuerie  ¡«reaente,  una  vqz  másy  que  no  omitiré 
eafaerzo  alguno  para  el  mejoi*  desempefio  de  mi  honroaa  mi- 
sióo. 

Esperando  86 8u  VA  V.  R  dee5Ígr>ar  día  y  Lora  para  concurrir  á 
€36  Ministerio  de  su  digno  cargo,  á  fin  á^  entrar  eu  relaciones 
dixectas  con  el  señor  Ribeiro  todo  lo  más  pronta  pueible,  aiendo 
aaí  que>  en  aiencióii  al  tiempo  trascurrido,  se  hace  preciso  pro- 
ceder con  la  mAYor  activi'lad,  para  que  pueda  yo  dar  cumpli- 
miento á  la  alta  misión  quo  me  ha  sido  confiada,  dentro  del  pla- 
zo fijado  en  el  precitado  protocolo,  plazoque  expira  el  6  de  Jonio 
próximo,  be  de  añadir  Cjue,  personalmente,  guardaré  al  señor 
Ribeiro  todaa  las  atenci  ynes  á  que  eo  acreedor,  por  sus  propios 
mérito^  y  eomo  i^prtH^ntante  del  Gobierno  del  Pera,  que  tantos 
títulos  tiene  {^ara  mi  más  alto  aprecio  y  profantdo  respeto. 

Apcovecdio  gustoso  esta  ocasión,  señoír  Ministro,  para  reiterar 
á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  mábs  alta  consideración. 

R.  G.  dé  Otib^rri. 

ExcníK>.  señor  doctor  (Ion-  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presidewte 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
etc;,  etc. 


Leffñéin  de  E'jyafía. 

Lima,  2  de  Abrit  d4  1«(». 

Señor  MinisUo: 

Cbn  esta  fecha,  digo  al  Eícmo.  señor  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Píenipoteiiciario  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  en 
esta  capital,  lo  que  sigue:  /^vü^?^^ 

m  Nombrado  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  de- 
m  fensor  del  Perú,  con  fecha  20  de  Febrero  último,  según  me  lo 
•cha  comunicado  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
m  rieres,  por  nota  fecha  22  de  Marzo  próximo  pasado,  respecto  de 
<  las  reclamaciones  italianas  que  han  sido  sometidas  ív  mi  fallo 
€  arbitral,  á  tenor  de  lo  convenido  en   el  protocolo  de  25  de  No- 
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«  viembre  último,  firmado  por  V.  E.  y  por  el  Excmo.  señor  doc- 
«  tor  don  Manuel  M.  Gálvez,  á  la  sazón  Ministro  de  Relaciones 
«  Exteriores  del  Perá^  ha  llegado  el  momento  de  cumplir  con  lo 
«  estipulado  en  el  artículo  3''  del  precitado  protocolo;  y  para  ello, 
«  y  siendo  así  que  la  demanda  de  cada  uno  de  los  reclamantes 
«  está  formulada  por  las  respectivas  instancias  que  oportunamen- 
« te  presentaron  á  esa  Legación,  hoy  del  digno  cargo  de  V.  E., 
«  tengo  la  honra  de  poner  en  su  conocimiento  que  he  resuelto 
« hacer  entrega,  en  primer  término,  de  cada  uno   de   los   expe- 

*  diéntete  que  me  fueron  remitidos  el  6  de  Diciembre  último  por 
«el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al  representante  del 
K  Gobierno  del  Perú,  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  juntamente 
«con  los  documentos  de  que  constan  dichos  expedientes,  y  los 
« que,  en  algunos  de  ellos,  me  han  sido  entregados  después,  ya 
«por  V.  E.,  ya  por  los  intsresados,  á  fin  de  que  proceda  al  estu- 
«  dio  de  las  reclamaciones,  y  formule  su  alegato  expositivo,  pa- 
« sándolos  luego  al  abogaílo  ó  representante  de  los  interesados, 
«í  con  objeto  de  que  puedan  hacer  las  observaciones  que  estimen 
«  oportunas,  si  á  ello  hubiere  lugar. 

« Si  en  algunos  casos  fuera  preciso,  admitiré  la  réplica  y  dú- 
«  plica  consiguientes. 

•  He  de  advertir  á  V.  E.  que,  para  ganar  tiempo,  hago,  desde 
« luegOj  entrega  al  precita  lo  representante  del  Gobierno  del  Pe- 
«  rú  de  los  expedientes  que  considero  expeditos:  esto  es,  de  los 
« que  no  necesitan  confirmación  do  prueba  testimonial;  reser- 
t  víindorae  el  remitirle  los  que  se  hallan  sometidos  á  tal  proce- 
«  ílimiento  ante  los  señores  jueces  de  1*  instancia  de  la  Repóbli- 
«  ea,  tan  pronto  bomo  se  me  comunique  haberse    llenado   dicho 

*  requisito.» 

Loque  tengo  la  honra  de  trasladará  V.  E.  para  su  debido 
conocimiento. 

Aprovecho  gustoso  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  rei- 
terar á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y 
personal  aprecio. 

R,  G.de  Uribarri. 
Excmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Ri  va- Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministro  y  Ministros  de  Relaciones  Exterio- 
res, etc.,  etc. 
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Mini^erio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  8.  Lima,  3  de  AbHl  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  é  V.  E.  recibo  de  su  apreciable  nota 
de  ayer,  destinada  á  trascrioirme  la  que  ha  dirigido  al  Excmo. 
«eñor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su 
Majestad  el  Rey  de  Italia,  instrayér\dole  del  procedimiento  que 
V*  E.  se  ha  servido  fijar  para  cumplir  con  lo  estipulado  en  el  ar- 
tículo 39  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  último,  sobre  arbitra- 
je de  las  reclamaciones  italianas  por  daños  en  la  guerra  civil  de 
1894-95. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  seguri- 
dades de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  don*  Ramiro  Gil  deUrílmrri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Eíspaña. 


Eegocibix  de  España. 

Lima,  3  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.,  que,  según 
me  participa  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Italia,  en  nota  de  esta 
fi  cha,  no  se  da  cumplimiento  a  lo  que,  de  acuerdo  con  lo  resuel- 
to por  V.  E.,  á  consecujncia  de  mi  nota  de  17  de  Enero  último 
dispuso  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Justicia,  respecto  de  las  de- 
claraciones que  deben  prestar  los  testigos  que  algunos  subditos 
italianos,  cuyas  reclamaciones  han  sido  sometidas  á  mi  fallo  ar- 
bitral, presentaron  en  apoyo  de  las  mismas,  en  atención  á  que, 
según  parece,  termina  la  circular  que  el  referido  señor  Ministro 
de  Justicia  pe^  á  los  señores  jueces  de  1^  instancia  de  la  Repú- 
blica, manifestando  que  el  señor  Agente  Fiscal  deberá  hallarse 
presente  en  el  acto  de  prestarse  las  declaraciones  á  que  yo  alu- 
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día  en  mi  i>recitada  nota  de  17  de  Enero,  para  hacer  las  pre- 
guntas y  respuestas  que  crea  necesarias  en  deft^nsa  del  fisco. 

Como,  á  lo  que  tengo  entendido,  no  haya  asistido  el  señor 
Agente  Fieoal,  en  Lima  cuando  menos,  á  h\  citación  de  los  seño- 
res jueces,  resulta  que,  apesar  de  las  excelentes  condiciones  que 
animan  á  V.  E.  para  el  más  pronto  cumplimiento  de  cuanto  al 
efecto  tuvo  á  bien  acordar,  nada  se  ha  hecho  hasta  el  presente, 
irrogándose,  con  tal  motivo,  un  perjuicio  á  varios  testigos  que, 
por  asuntos  propios,  necesitan  ausentarse  de  Lima,  y,  lo  que  es 
más  sensible,  paralizándose  la  gestión  que  me  está  confiada,  y 
que,  á  tenor  del  protocolo  de  25  de  Noviemlre  último,  por  el 
queso  me  liizo  la  alta  honra  de  designarme  como  arbitro  parala 
solución  de  los  asuntos  que  lo  determiiiaron,  debo  concluir  en  el 
término  de  6  meses,  que  vence  el  6  de  Junio  próximo. 

En  vista  de  lo  expuesto,  y  ya  que,  sin  duda,  por  un  error  de 
decisión,  se  han  perdido  dos  meses,  me  permito  rogar  á  V.  É. 
tenga  la  bondad  de  dictar  nuevas  órdenes  que  eviten  cualquier 
entorpecimiento  para  la  admisión  do  las  declaraciones,  y  reco- 
mendar se  proceda  con  la  mayor  urgencia,  tanto  en  Lima  como 
en  provincias,  á  fin  de  habilitarme  para  el  desempeño  mi  alta 
misión,  dentro  del  plazo  que  ?e  me  ha  señalado. 

Aprovecho  gustoso  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar 
á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

i?.  O»  (Je  Uiibarri, 

Excmo.  señor  doctor  don  Earíquo  de  la  Riva-Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exterio* 
res,  etc.,  etc.,  etc. 


ifinüterio  de  Rdacionts  Extmores. 

N?  4.  Lima,  4  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusará  W  E.  recibo  de  su  apreciable  co- 
municación, fecha  de  ayer,  en  la  que  se  sirve  llamar  la  atención 
de  esta  Cancillería,  hacia  la  ausencia  de  los  señores  Agentes  Fis- 
cales al  prestarse  las  declaraciones  de  los  testigos  en  las  reclama* 
cienes  italianas  sometidas  al  fallo  arbitral  de  V.  E. 
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En  con  testación,  cúmplenme  expresar  á  V.  E.  que  he  trascrito 
dicha  nota  al  señor  Mioistro  de  Justicia,  á  fin  de  que  so  digoe 
impartir  nuevas  órdenes  á  las  Cortes  Superiores  de  ia  Rep4- 
blica. 

Me  es  grato,  con  este  motivo,  renovar  á  V.  E.  las  seguridadaí 
de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Real  Legación  de  Italia. 

LimOf  íl  de  Marzo  de  1^00. 
Señor  Ministro: 

Habiendo  S.  E.  el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  á  quien 
trasmití,  oportunamente,  el  original  del  protocolo  sobre  el  arbi- 
traje de  las  reclamaciones  italianas,  firmado  por  mí  y  por  el  ho- 
norable predecesor  de  V.  E„  doctor  don  Manuel  María  Gálvex, 
aprobado  las  cláusulas  allí  estipuladas,  me  ha  manifestado  parc- 
cerle  necesario  que,  en  cumplimiento  de  cuanto  ha  sido  ct)nvem- 
do,  V.  E.,  tome,  á  nombre  del  Gobierno  peruano,  formal  empefio 
para  que,  en  el  curso  de  este  año,  sea  votada  por  el  Congreso 
Nacional  la  partida  necesaria  para  el  pago  de  la  indemnización 
que  el  arbitro  asigne  á  los  recfamantes  italianos.  Abriéndoí^  el 
Congreso  á  fines  de  Julio,  y  debiendo  es^ar  terminados  en  aq;a©- 
Ha  época  los  trabajos  dol  arbitro,  no  habría  razón  para  que  la 
aprobación  legii^lativa  no  se  efectuase  dentro  del  año  en  curso. 

El  Marqués  Visconti  Venosta  desea,  además,  que  desde  alíom 
sea  explícitamente  convenido,  mediante  un  cambio  do  notase  en- 
tre esta  Legación  y  V.  E  ,  que  el  pago  de  las  indemniza  dones  se- 
rá hecho  en  moneda  corriente  peruana.  Aunque  esta  observa- 
ción paeda  parecer  superfina,  por  el  hecho  de  que  la  única  ti»- 
neda  hoy  en  curso  en  el  Perú  es  el  sol  de  plata;  sin  embargo, se- 
rfa  bien  no  correr  el  riesgo,  otras  veces  experimentado,  de  qne  fü 
Congreso  resuelva  esta  vez  satisfacer  sus  obligaciones  con  títulos 
de  la  deuda  interna. 

Confío  en  que  bailando  V.  E.  plenamente  justificadas  las  do 
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demandas  de  que  me  ocupo,  no  hallará  dificultad  para  acogerlas 
faTorablemeu»^,  y,  por  lo  tanto,  me  permito  suplicarle  se  sirva 
ponerme  en  aptitud  de  poderle  comunicar  á  mi  Gobierno  el  re- 
sultado que  espero. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  conside- 
ración. 

G,  Pirrone, 

A  S.  E.  el  seior  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 


Mmüterío  de  Relcieioaeé  Exteriores. 

N?  10.  Lima,  18  de  Abril  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  ia  comunicación  de  V.  E.,  fecha  17  de  Marzo  úl* 
timo,  relativa  á  la  manera  de  efectuar  el  pago  de  las  sumas  que, 
en  virtud  de  los  fallos  del  arbitro,  á  que  se  refiere  el  protocolo 
de  25  de  Noviembre  último,  hayan  de  abortarse  á  los  reclaman- 
tes italianos  que  tengan  derecho  á  ellas. 

Me  es  grato  expresar  á  V.  E.,  en  contestación  á  su  menciona- 
da nota,  que,  ron  el  propósito  de  dar  fiel  cumplimiento  á  las  es- 
tipulaciones de  dicho  protocolo,  firmado  por  mi  honorable  pre- 
decesor, doctor  don  Manuel  María  Gálvez,  y  por  V.  E ,  el  Go- 
bierno incluirá  en  el  proyecto  de  presupuesto  que  debe  presen- 
tar al  Congreso  para  el  año  próximo,  la  partida  correspondiente 
al  segundo  dividendo  que  tenga  que  abonar  á  los  reclamantes 
italianos. 

Por  lo  que  respecta  al  primer  dividendo,  que,  según  el  artícu- 
lo 8?  del  mismo  amii^rdo  de  Cancillería,  debe  entregarse  en  el 
presente  año,  este  Ministerio  cumplirá  lo  pactado,  haciendo  opor- 
tunamente ante  el  Congreso  la  gestión  necesaria,  si  no  encuen- 
tra facilidad  para  aplicarlo  á  una  partida  del  presupuesto  en  ac- 
tual vigencia. 

La  otra  indicación  del  jefe  de  la  Cancillería  italiana  acerca  de 
la  moneda  en  que  ha  de  realizarse  el  pago,  parece  perder  todo 
fundamento  si  se  advierte  que  dicha  moneda  no  puede  ser  otra 
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que  la  expresada  en  los  laudos  del  arbitro,  ó,  lo  que  es  lo  mismo, 
la  corriente  en  el  Perú  al  tiempo  de  expsdirse  esos  laudos. 

ÉJstimando  que,  con  lo  expuesto,  quedarán  desvanecidas  his 
dudas  que  sobre  este  asunto  se  ha  servido  manifestar  V.  E.,  apro- 
vecho la  oportunidad  para  reiterarle  las  protestas  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Hivor  Agüero, 

Al  Excrao.  8eñt)r  Comendador  Giuseppe  Pirrone,   Enviado   Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Miniütrio  de  Rdacameé  ExUriofé^^ 

H?  11.  Lima,  Mayo  11  (fo  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  remitir  á  V.  E.  copia  auténtica  do  la  nota 
que,  con  fecha  9  del  mes  en  curso,  be  dirigido  al  señor  Ministro 
de  Justicia,  con  el  objeto  de  fijar  el  verdero  sentido  que  debe 
presidir  en  las  declaraciones  que  figuran  en  los  expedientes  pre- 
sentados por  los  subditos  italianos,  cuyas  reclamaciones  están 
sometidas  a  la  decisión  arbitral  de  V.  E. 

Renuévole,  con  este  motivo,  señor  Ministro,  las  seguridades  Je 
mi  más.aUa  y  distinguida  consideración. 

jE.  de  la  RiwchAgüero, 

Al  Bxomj,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
ni:iar¡o  y  Ministro  Plenipotenciario  do  España. 


80 
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(copia) 

MinUUrio  de  Relaciones  Ex Ur lores, 

N9  51.  Lima,  9  de  Mayo  de  1900. 

Señor  Ministro  de  l]áta  1<»  en  el    Despacho  de   Justicia,  Culto  é 
InstruccióUp 

Me  ha  sido  honroso  recihir  el  oficio  de  TS.,  de  4  deteste  mes, 
trascribiendo  el  que  le  ha  dirigido  el  Presidente  de  la  Corte  Su- 
perior de  Ancachs  al  ekvar  loa  ai  loados  relativos  u  hi  reclama- 
ción del  subdito  italinro  Leopoldo  xVsite,  sometida  á  la  decisión 
arbitral  del  Enviado  Extra<udinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
de  España.  El  sulor  Presidente  manifiesta  les  inconvenientes 
que  se  han  presentado  j-ara  la  }Tonta  sustanciación  de  la»  decla- 
raciones-de los  testigos  i\v.^  figuran  íii  !a  lista  reiLitida  al  efec- 
to á  ese  Superior  Tribunal,  y  ofrece  mandar  más  tarde  los  actua- 
dos en  esa  circunscripción  judicial  con  motiva  de  las  otras  recia- 
mationes. 

Al  examinar  los  cua^dernos  de  declaraciones  de  Aste,  qa«  US. 
me  acompaña,  noio  quo  el  procedimiento  seguido  por  el  Juzga- 
do de  1*  Tnsiancifl  «fe  Pomabamba,  pe  H[>arta  completamente  del 
propósito  pers'í^i  >  y  ile  las  prese  ripcíonos  enunciadas  en  ki 
nota  de  este  Miuistt-rio  al  de  U8  ,  de  fecha  20  de  Enero  del  «fio 
en  curso,  relativa  ú  las  mismas  reclamaciones  italianas,  materia 
del  juicio  arbitral  ante  el  señor  Ministro  de  España. 

El  objeh)  de  la  circular  solicitada  á  los  tribunales  y  ]n(^ces  de 
1*  Instancia,  fué  íinicameute  el  de  valoriza»  y  dar  carácter  legal 
k  las  declaraciones  que  figuran  en  los  expedientes  presentados 
por  los  subditos  italianos,  mediante  la  ratificación  juramentada 
de  ellas  y  el  reconocirai-ítito  de  las  respectivas  firmas,  debiendo 
citarse,  al  efecto,  k  los  |)romotores  y  agentes  fiscales,  á  fin  deque 
cuidaran  de  que  dichas  diligencias  correspondieran  al  objeto 
propuesto,  y  fijaran  el  verdadero  valor  de  las  declaraciones  me- 
diante las  acciones  legales  correspondientes.  Ni  el  señor  Minis- 
tro de  España  al  solicitarlo,  ni  esta  Cancillería,  tuvieron  jamás 
en  mira  la  idea  de  que  esas  declaraciones  se  ampliaran  y  exten- 
dieran á  otras  personas,  como  parece  haber  sucedido  en  el  caso 
de  Aste,  pues  ello  habría  sido  violatorio  del  compromiso  arbi- 
tral que  daba  mérito  á  las  diligencias  citadas,  cuyo  artículo  2?, 
en  su  inciso  C  establece  que  rt  arbitro  solo  fallará  en  -  vista  de 
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los  expedientes  ya  formados  y  existentes  on  el  Ministerio  de  Re- 
laciones Exteriores. 

De  otro  lado,  la  naturaleza  del  juicio  exigía  que  las  diligen- 
cias de  que  me  ocupo,  se  efectuarán  por  gestión  ó  á  iniciativa  de 
los  reclamantes  interesados,  y  en  manera  alguna  por  el  Gobier- 
no. Así  lo  solicüó  también  el  señor  Ministro  de  España,  y  así  k> 
iiidicó  el  Gíobiemo  en  la  com-noicacioii  antes  menciotaada,  en  la 
cual  pidió  que  se  autorizara  simplemente  á  los  jueces  respectivos, 
para  que,  «previa  instancia  de  parte,»  admitieran  los  mismos  tes» 
tigos  mencionados  en  las  precitadas  reclamaciones.  De  allí  que 
los  procedimientos  del  juez  de  1*  Instar>cia  de  Pomabamba,  prac- 
ticaüdo  de  oficio  dichas  diligencias,  no  se  ajusten  al  propósito 
del  Gobierno,  ni  á  los  términos  del  compromiso  arbitral. 

A  fin  do  que,  tanto  ese  juez  como  los  otros  llamados  á  inter- 
yenir  en  el  cumplimiento  de  las  circulares  de  ese  Despacho  so- 
bre esta  mat.eria,  no  incurran  en  lo  futuro  en  iguales  errores, 
ruego  á  US.  se  digne  hacerlo  las  pievencionos  del  caso,  á  las  cua- 
les sería  quizás  oportuno  acompañar  el  protocolo  firmado  en  25 
de  Noviembre  con  el  señor  Ministro  de  Italia,  y  notas  referentes; 
de  cuyos  documentos  me  es  grato  enviar  á  US.  el  número  sufi- 
ciente de  ejemplares  impresos. 

Dios  guarde  á  US. 

E.  de  la  Riva-Affiíero. 


Ijegaclón  de  Eapaüa.  ♦ 

Lima  y  23  de  Mayo  dt  1900. 
S«Bk>r  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusar  a  V.  E.  rr?cibo  de  su  atenta  nota  de 
ayer,  anexa  á  la  cual  se  ha  servido  remitirme  copia  de  la  que, 
con  fecha  9  del  corriente,  dirigió  al  señor  Ministro  de  Justicia 
req^eoto  del  procedimiento  que  <leben  seguir  los  selíoTes  jaeces 
de  1*  instancia  acefrca  de  la  ratificación  de  las  declaraciones  de 
testigos  «n  lais  rectaatadon^B  italianas  <\fXQ  se  hallan  sometidas  á 
mi  aH^tcwje. 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  dicha  comunicación,  me  com- 
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plazco  en  reiterarle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

R.  O.  Uríbarri. 

Excmo..  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res, .etc.,  etc.,  etc. 


Legación  de  Espa^.a: 

Lima,  26  de  Mayo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Retíriéndome  al  artículo  9?  del  protocolo.de  Cancillería  firma 
do  por  ol  digno  predecesor  de  V.  E.  y  por  S.  E.  el  señor  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  a  25  de  Noviembre  último,  fijando  en  seis  me- 
ses el  plazo,  al  hacerme  la  alta  honra  de  designarme  como  arbi- 
tro, para  fallar  respecto  de  las  reclamaciones  pendientes  de  so- 
lución por  dañoá  ocasiónalos  á  subditos  italianos,  residentes  eo 
esta  República,  durante  la  guerra  civil  de  1S94-95,  y  en  cuyo 
artículo  S8  consigna  que  dicho  plazo  «se  prorrogará  por  grave 
mstivo»,  ajuicio  del  arbitro,  tengo  el  honor  de  poner  en  conoci- 
miento de  V.  E.  que,  venciéndose  el  6  de  Junio  próximo,  a  con- 
tar del  (>  d<^  Diciembre  de  1899  en  que,  con  asistencia  del  refe- 
rido señor  Ministro  de  Italia,  se  me  hizo  formal  entrega,  en  ese 
Ministerio  del  digno  c^irgo  de  V.  E.,  de  los  expedientes  que  en  él 
existían,  relativos  á  las  reclamaciones  de  que  só  trata;  y  siendo  así 
que,  tanto  por  la  lentitud  con  que  los  señores  jueces  de  I*  ins- 
tancia de  la  República  vienen  actuando  en  .la  ratificación  de. las 
declaraciones  de  testigos  á  que  f^e  referían  las  notas  que,  previo 
personal  acuerdo  con  V.  E,  tuve  la  honra  de  dirigirlo  el  17  de 
Enero.  21  de  Febrero  y  3  de  Abril  del  corriente  año,  y  tenían 
por  objeto  aprovechar  los  meses  de  vacaciones  do  los  Tribunales, 
como  por  haber  entrado,  con  fecha  relativamente  reciente,  en  sus 
funciones  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  defensor 
del  Gobierno  del  Perú  en  los  asuntos  do  que  es  cuestión,  ni  se 
ha  dado  fin  todavía  á  la  ratificación  de  las  declaraciones,  ni  se 
ha  terminado  la  presentación  ante,  ni  de  los  alegatos  de  los  se- 
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ñores  abogados  á  que  se  refiere  el  artículo  2^,  letra  C.  del  preci- 
tada protocolo,  me  encuentro  en  la  imposibilidad  absoluta,  inde- 
pendientemente de  mi  voluntad,  de  pronunciar  el  laudo  consi- 
guiente, para  la  fecha  antes  mencionada  del  6  de  Junio*  próxi- 
mo. 

En  consecuencia,  y  necesitando  yo  un  término  mínimo  de  cua- 
renta días  para  fallar,  contados  á  partir  de  la  fecha  en  que  ha- 
yan concluido  los  señores  abogados  del  Gobierno  del  Perú  y  de 
los  reclamantes,  sus  alegatos,  y  se  hayan  diligenciado  las  prue- 
bas que,  á  ser  preciso,  haya  de  solicitar  en  una  ó  más  reclama- 
ciones, á  tenor  de  lo  estipulado  en  el  último  párrafo  del  artículo 
2?  del  protocolo,  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  ponerse  de 
acuerdo  con  el  señor  Ministro  de  Italia,  á  quien  dirijo  con  esta 
fecha  una  nota  idéntica,  para  la  fijación  del  nuevo  plazo,  tenien- 
do, como  digo,  en  cuenta,  que,  una  vez  terminadas  todas  las  ac- 
tuaciones entre  las  partes,  necesito  un  término  mínimo  de  cua- 
rentas días  para  pronunciar  el  laudo. 

En  la  seguridad  de  que  V.  E.  encontrará  fuandado;  cuant^ 
tengo  la  honra  de  exponerle,  aprovecho  esta  ocasión,  señor  Mi- 
nistro, para  reiterar  el  testimonio  de  mi  más  alta  consideración 
y  personal  aprecio. 

i?.  G.  UribarrL 

Bxcmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva- Agüero,  Prosidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
e tic» ,  e  vC.  I  ei/C» 


Ministerio  de  Relacionen  Exteriores. 

N^  12.  Lima,  5  de  Junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

• 

Me  fué  honroso  recibir  oportunamente  la  apreciable  nota  de  V.  E. 
de  26  de  Mayo  último,  en  que,  detallando  los  inconvenientes  que 
se  han  presentado  para  llevar  con  mayor  celeridad  los  procedi- 
mientos del  arbitraje  sobre  reclamaciones  italianas,  de  que  trata  el 
protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899,  encuentra  V.  E.  absolu^ 
tamente  imposible  pronunciar  el  laudo  correspondiente  dentro 
del  plazo  acordado  en   aquel  protocolo,  y  solicita  qua,  poniendo- 
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me  de  acuerdo  con  S.  E.  el  señjor  Ministro  de  Italia».  estaMezna 
una  prórroga  de  dicho  plazo,  teniendo  en  cuenta  la  circunstancia 
efl4)ecial,  de  que  V.  E.  necesita,  una  vez  termiiiadas  '^todas  las  ac- 
tuaciones, un  término  mínimo  de  cuarenta  días  para  pronun- 
ciar el  laudo. 

En  respuesta,  me  es  grato  manifestar  á  V.  E-,  que  coincidiea- 
do  el  Excmo.  seiior  Miniatrx)  de  Italia  con  el  mismo  deseo,,  como 
lo  acredita  la  comunicación,  cuya  copia  ax:ompano  á  V.  K,  llevé 
ambas  solicitudes  al  conocimiento  de  S.  E.  el  señor  Presidente 
de  la  República,  quien  deferente  á  las  justas  raaones  que  V.  El 
invoca,  y  deseoso  de  que  se  facilite,  por  todos  los  madios,  l&ejft^ 
cución  de  su  importante  y  elevado  encarga»  ae<4o  gustoso  la  in- 
sinuación de  V.  EL  y  acepta  qwe  el  plazo  señalado  por  el  artículo 
9^  del  protocolo  antes  mencionado,  se  prorrogue  cl  término  pro- 
puesto por  ol  Excmo,  señor  Pirrone,  de  manera  que  el  arbitro 
quedará  en  libertad  de  expedir  su  laudo  hasta  el  6  de  Octubre 
del  presente  año. 

Riiego  a  V.  E.  se  digne  tomar  nota  de  esta  resolución  y  del 
acuerdo  que  de  ella  se  deriua  con  la  Real  Legación  de  italiana, 
de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  mismo  axfcfculo  noveno  del 
protocolo  do  1899;  para  cuyo  efecto,  me  es  igualmente  graio^ 
acompañar  la  copia  autorizada  de  las  notas  cambiadas  sobre  el 
particular  con  el  Excmo.  señor  Pirrone. 

Apiovfacho  esta  oportunidad,  para  reiterarle^  señor  Ministro»  la» 
protestas  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E.  de  la  Riva  Agüero, 

Al  Excnio.  señor  don  Barairo  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotonciario  de  España. 


Legación  de  España  en  Lima. 

Lima,  7  de  Janio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  k  honriL  do.  acusar  á  V.  E-  ceciba  de  su  atenta  nota  fe- 
cha, 5  del  actual,  por  la  que,  en  reapuesta  á  la  qjue  hube  de  diri' 
girleel  2G  de  Mayo  último^  explicando  las  causas  á  virtud  de 
las  cuales  mo  ba  sido  imposible  pronunciar  el  laudo  relativo  al 
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arbitraje  entre  el  Perú  é  Ilalia,  por  rookmftctooes  peadieubes  de 
subditos  if al ianos,  dentro  del  plazo  señalado  en  el  protocolo  de 
US  de  Noviembre  de  18ü9,  se  sirve  V.  K  inaniíost&rjiae,  que  ha- 
biendo dado  cuemia  de  ello  al  Exento,  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública, así  como  de  lo  qoe  al  respecto  k  Ua  expresado  el  señor 
Ministro  de  Italia,  on  nota  de  4  del  actual,  de  la  qoe  tiene  á  bien 
remitirme iT»a  copia,  deferentes.  E.  á  las  raEones  peo*  raí  invoca- 
das, T  deseoso  de  qiie-se  fajcilite  por  todos  lo^  medios,  la  ejecución 
del  elevado  encargo  que  se  me  ha  U(ícbo  la  honra  de  confiarme, 
ba  aceptado  que  el  píazo  señalado  jxxr  el  aitáculo  noveno  del 
pratocolo,  se  projTogue  on  el  téini.ino  itropuesio  por  el  Exema 
señor  Ministro  de  Italia,  (*  sea  luista  el  G  dd  Oc*  ibre  del  presente 
año. 

Al  tomar  nota  de  esta  resolución,  y  on  l;i  esperania  de  que  to- 
das las  actuaciones  quedarán  terminadas  dentro  de  dicho  nuevo 
plazo,  de  modo  que  me  quv^lan  libres  lo^  cuarenta  días  que, 
cuando  menos  he  de  necesitar  para  pruiiunciar  el  laudo,  creo  es- 
tar en  el  deber  de  hacer  constar  que,  en  el  caso  en  que  las  actúa 
ciones  que  sea  necesario  practicar  sufrieran  algún  retraso,  me 
reservo  siempre,  como  tuve  la  honra  de  manifestarlo  á  V.  E.  en 
mi  nota  de  26  áo  Mayo  último,  el  término  mínimo  de  cuarenta 
días,  á  contar  de  la  fecha  en  que  hayan  concluido  todas  I  .s  ac- 
tuaciones, lo  que,  á  su  debido  tiempo,  cuidare  do  notificar  á 
V.  E..  creyendo  á  la  vez,  debrr  dejar  consignado  que  si  se  sobre- 
entiende que  el  nuevo  plazo  á  que  se  refioie  la  pre criada  nota  ¿e 
V.  E.  de  o  del  actual,  no  sea  ya  prorrogab'e,  habré  do  dar  por 
terminadas  las  actuaciones  en  la  fecha  del  6  de  Octubre  pn^ximo 
para  contar,  desde  diclia  fecha,  los  cuarenta  días  de  término  mí- 
nimo que  he  de  necesitar  para  cumplir  mi  cometido. 

Aprovecho  de  esta  oeosionj  señor  Sí inistro,  para  reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  míís  altii  consi<leraci  'm  y  paTticular  apre- 
cio. 

R,  G.  de  Uribanri 

EaDcmo.  señor  doctor  don  Enrique  de  la Ei va- Agüero,  Presidenta 
del  Consgo  do  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
OvC*,  eiCi  ecc* 
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Legadon  de  España  en  Lima. 

El  Ministro  de  España  salada  atentamente  al  Excmo.  señor 
Presidente  del  (^nsejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  y  tiene  la  honra  de  remitirle  adjunta  copia  de  la  no- 
ta que,  con  fecha  25  del  actual,  le  ha  dirigido  el  Exmo.  señor  Mi- 
nistro de  Italia,  con  motivo  de  la  nota  de  S.  E.,  de  23  del  corriente, 
trascribiéndole  la  que  le  pasó  el  9  del  mismo  mes  al  Excmo.  se- 
ñor Ministro  de  Justicia,  sobre  el  arbitraje. 

R.  G.  de  Uribarrj  aprovecha  esta  opjrtiínidad,  para  reiterar  al 
Excmo.  señor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero  las  seguridades  de 
su  más  distinguida  consideración. 

Lima,  30  de  Mayo  de  1900. 


Rf"il  L'^.gachbn  de  Italia. 

Lima,  30  de  Mayo  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se  sir- 
vió dirigirme,  con  fecha  25  de  los  corrientes,  trasmitiéndome  co- 
pia de  una  comunicación  que  hizo  á  V.  E.  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  el  día  22,  junto  con  30  ejemplares  de 
otra  nota  que  S.  E.  el  doctor  de  la  Ri va-Agüero  dirigió  á  su  co- 
lega de  Justicia,  respecto  á  la  ratificación  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  presentados  por  los  reclamantes  italianos  en  apoyo  de 
sus  derechos. 

Así  como  yo  he  remitido  á  mi  Gobierno  los  documentos  que 
V.  E.  se  sirvió  mandarme  con  su  anterior  nota  de  5  de  Abril  úl- 
timo, así  también  me  apresuraré  á  trasmitirle,  por  el  próximo  co- 
rreo,  los  que  me  ha  hecho  V.  E.  el  honor  de  enviarme  reciente- 
mente, á  fin  de  que  pueda  constar  la  buena  voluntad  que  de- 
muestra el  Gobierno  de  la  República  para  asegurar  el  curso  re- 
gular del  arbitraje  confiado  á  V.  E. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

G,  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  dé  España. 
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MínUit^io  de  ñelaciottes  EKteriorea. 

£1  Miaistro  da  Relaciones  Exteriores  ha  tenido  la  lioiira  de 
recibir,  ctiii  la  atiinta  nota  verbal  del  Exrao.  señor  Mirii^ro  Es- 
paña, t'©.iíhada  eü  .^0  de  Mayo  último  copia  de  la  comunicación 
que  It^  ha  dirij/i  t »  S .  E.  el  S3a»)r  Ministro  de  Italia,  coa  motivo 
de  la  qtie  le  pi^V  en  25  del  m  á  no  mt-s,  trascribiendo  otra  defe- 
cha H,  iil  Des[)a<'1»o  di-  Jnstic'ÍH,  H)bre  el  arbitraje. 

Enriij  lí^le  la  lliva  Agüero  iprovecha  la  oportunidad  para 
reit<raí*  al  señ*ir  don  liamiro  Gn  de  Uríbarri  las  seguriiiades  de 
su  conVi.|t*racióti  m  U  distinguida.  ' 

Lima,  H  de  Junio  de  1900. 


Jieal  Leg  iCtóii  dr'  [fali  i. 


JAma,  4  de  Junio  de  1900. 


Señor  Ministro: 


Con  nota  de  2'»  «i  -  Mayo  próx  "no  pasado,  S.  E.  el  Enviado  Ex- 
traordinariíí  y  Miir-ir»»    Pleiiii-  Nnciario    de   España  en    Liu-a, 
hizo  pies*  lile  á  » -'a  I  «'ír;>ci6n  <jh'   » stando  para    ex|)irar  el  í>lazo 
que,  S'iíún  el  ajtí<  wlo  IX  del  |r«  totolo  de  25  de    NovitMübre  úl- 
timo, s»*  U'  liH  tij.í'l'i  |»ar;í  prohi  itciar  sn  sentencia   en   la.*=    recla- 
niaciunrs  Italia iia^  snnietidas  {\  mi  aibitnije,  y  no  hallándose  aún 
tenninadan  las  l;«f)Mi»>s  j>rf]»aTai'  '    's  para  el    examen   «Kíinitivo 
do  diilia  K  clamat  i'!i,.  por  los  ¡i  r.\  -U^  molivos  queenuintia;  pide 
ge  le  rnnreda  una  prórroga,  h.-  i  •  «lo  notar  que    necesitji   un  pe- 
ríodo íh'  40(lí}is  i^ira  |>ríaiuní  i   i  .  u  sentencia,  á  partir   (^«1    día 
que,  tjtnto  el  hIx»u!!<Io  df  ft-n.-or  del    Perú,   como  los  reclamahtea, 
hayan  presenta*)*»  sus  «legati^  deí'nitivos.  El  señor  Uriharri  me 
lia  niiii»iíV'Hta<l<i,  a^l'-más,  qur  h     «iriíjido  á  V.  E.-idéiUiui   nota. 
Ení'onirando  jnsío  U>  que  expoi!.'  el  señor  Ministro  áe  K^|>aña 
y,  p^r  1(1  lanU»,  pi-rf^rtamenie  fundada  su  demanda»  por  s^rr  oon- 
ftirnit*  á  lo  dis|»m'>í.í  vm  el  art  et  lo  IX  «leí  referido  protocolo;  ten- 
go el  iniiior  de  prn¡i*.n«r  á  y.  E.,  saivo  «a  mejor  acuerdo,  que  fie 
I »roli»ní,ae  á  cuatMMnesi^s  el  piu/o  eon<«dido  al   Árhiti«  jtara  la 
publi^v.eitm  del  lando^  rptedan<l«>   hhí  defiíiitivaiiieaie   iiindo  di- 
oiio  plazo  para  el  8  de  Octubre  del  año  an  curso.    Agradécele  á 

ai 
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V.  E.  se  sirva  hacerme  saber  su  parecer  al  respectj,  para  las  ul- 
teriores comunicaciones  que  debo  yo  hacer,  tanto  al  arbitro, 
cuanto  al  Gobierno  de  S.  M. 

En  caso  de  que  el  Gobierno  de  la  República  convenga  en  mi 
actual  propuesta,  no  creo  que,  por  esto,  se  modifique  en  nada  la 
promesa  hecha  con  nota  de  18  de  Abril  última,  de  hacer  que,  en 
el  presupuesto  del  año  entrante,  vote  el  Congreso  la  parti  la  co- 
rrespondiente al  segando  dividendo  que  deberá  pagarse  á  los  re- 
clamantes italianos;  quedando  entendido  que  el  pago  dd  divi- 
dondo  correspondiente  al  presente  año,  se  verificará  de  la  mane- 
ra indicada  por  V.  E. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  segiirida-los  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  ile  la  Ri va  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Radiaciones  Ex- 
teriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  10.  Lima,  o  de  junio  de  1900, 

Señor  Ministro: 

Pocos  días  antes  que  la  apreciable  nota  de  V.  E.  del  4  del 
mes  en  curso,  relativa  al  arbitraje  de  las  reclamaciones  italiana?, 
encomendado  á  S.  El  el  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  España,  me  fué  grato  recibir  otra  comunicación 
del  mismo  Señor  Ministro,  destinada  á  exponer  ampliamente  las 
razones  que,  á  su  juicio,  hacían  necesario  prorrogar  de  conformi- 
dad cou  lo  previsto  en  el  artículo  9?  del  protocolo,  de  25  dejao- 
viembre  de  1899,  el  plazo  fijado  al  arbitro  para  expedir  el  lau- 
do ó  laudos  correspondientes  a  aquel  arbitraje. 

Habiendo  elevado  ambas  comunicaciones  al   conocimiento  de 
8.  E.  el  Señor  Presidente  de  la  República,  ha  encontrado  éste  per- 
fectamente atendibles  las  consideraciones  alegadas  por  el  Excmo. 
•eflor  Ministro  de  España;  y  animado  no  sólo  del   deseo  de  que 
*en  á  dicho  señor  Ministro  las   facilidades  á  que  es  aeree- 
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<lor,  sino  del  interés  de  que  la  Cancillería  marche  siempre  de 
acuerdo  con  la  Legación  de  V.  E.  en  éste,  como  en  otros  asun- 
tos, se  ha  servido  aceptar  á  su  vez  la  insinuación  del  Excmo.  se- 
ñor Uríbarri,  acordando  que  el  plazo  que  le  está  señalado  por 
^1  ya  citado  artíaulo  del  protocolo  de  25  noviembre,  se  amplíe 
hasta  el  6  de  octubre  del  presente  año. 

En  consecuencia,  me  es  honroso  poner  esta  resolución  en  cono- 
miento  de  V.  E.,  como  lo  hago  también  en  la  fecha  con  el  Excmo. 
señor  Ministro  de  España.  '  ' 

En  lo  que  respecta  al  último  párrafo  de  la  comunicación  que 
contesto,  V.  E.  puede  abrigar  la  seguridad  de  que  nada  altera, 
en  la  prórroga  que  se  ha  establecido,  las  promesas  contenidas 
en  mi  nota  de  18  de  abril  último,  sobre  la  forma  de  pago  de  las 
cantidades  que  el  arbitro  pudiera  reconocer  en  lavor  de  los  re- 
clamantes italianos. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterarle.  Señor  Minis- 
tro, las  protestas  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Mhiislerio  de  Relaciones  Exteriores,  -       . 

N?  14.  *  Lima,  27  de  junio  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  ha  sido  honroso  recibir  la  coníunicación  de  V.  E.  de  7  del 
actual,  en  que  sirve  expresarme  que  ha  tomado  nota  de  la  reso- 
lución de  mi  Gobierno  relativa  á  la  prórroga  hasta  el  6  de  octu- 
bre ^e  este  año,  del  plazo  señalado  por  el  artículo  9?  del  protoco- 
lo para  el  arreglo  de  las  reclamaciones  italianas. 

Contestando  á  las  observaciones  y  reservas  que  contiene  dicha 
comunicación,  debo  expresar  á  V.  E.  que  siendo  propósito  inva- 
riable de  mi  Gobierno  el  de  dar  á  V.  E.  toda  clase  de  facilida- 
des para  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  le  competen,  como 
arbitro  se  hallará  siempre  dispuesto  á  prorrogar  el  plazo  que  ex- 
pira el  6  de  octubre  del  año  en  curso,  si  resultase  insuficiente. 

Entiendo  que  sobre  el  particular  ha  manifestado  á  V.  E.  idén- 
tica disposición  de  ánimo  el  señor  Ministro  de  Italia.    ^  ^ 
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AproY^Ao  «9ta  <^)orkiDKlady  para  reiterar  ¿  V.  E.  las  segurí- 
dadeede  mi  alta  y  distinguida  oonskler ación. 

É.  de  la  kiva  Agüero. 

Al  Éxcmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,   Enviado-  £xtrft* 
ordinario  j  Miniatro  Plenipotenciario  da  España. 


•» 


Legación  de  Espafia  m  Lima. 


Lima,  2  de  octubre  de  1900. 


S^ot  Miñiiítro: 


Tengo  la  honra  dé  pon^  en  conocimiento  de  V.  E.  que  ha- 
llándose todavía  pendiente  ante  los  señores  jueces  de  Primera 
Instancia  de  la  República,  él  de^acho  de  la  prueba  te^tífieal  4 
que  se  refería  mi  nota  de  17  de  enero  últimü,  r«fpftcíto  de  la  ma- 

{^or  parte  de  los  treinta  y  dos  expedientes  de  reclamaciones  ita- 
ianas  que,  á  mi  juicio,  requieren  el  cumplimiento  de  aquella 
formalidad,  entre  las  que  se  hallan  sometidas  al  arbitraje  que  se 
me  ha  hecho  el  alto  honor  de  confiarme,  entre  el  Perú  ó  Italia, 
me  encuentro  en  la  imposibilidad  áe  pronunciar  el  laudo  con- 
siguiente dentro  del  plazo  últimamente  fijado,  que  termina  el 
6  del  corriente,  por  lo  cual  y  A  tenor  del  articule  IX  del  proto- 
colo de  25  de  noviembre  de  1899,  ruego  á  V.  E.  tenga  la  bon- 
dad de  ponerse  de  acuerdo  con  el  Excmo.  deflw:  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  el  Rey  do  Italia^ 
para  la  fijadón  de  una  segunda  prórroga,  advirtiendo  que  pata 
el  caso  en  que  se  hiciera  necesario,  como  lo  esrpliqué  en  mi  ttote 
de  26  de  mayo  próximo  pasado,  me  reservo  lÉaelópíe  el  térmttio 
mínimun  de  40  días,  á  contar  de  la  ík;ha  en  que  «e  coñneloyaa 
todaslas  actuaciones,  para  pronunciar  el  laudo  relativo  á  loa 
asuntos  de  que  se  trata. 

Al  propio  tiempo  eonsidero  estar  en  el  deber  de  baeer  constar 
que  el  señor  doctor  don  Ramón  Ribeiro,  abogado  defensor  del 
Gobierrio  del  l^erú,  en  el  arbitraje  que  nOs  ocupa,  cumple  pQit« 
lualmente  su  cometido,  despachando  t3on  la  mayor  diligenoia  kw 
expedientes  qne,  pam  la  emisión  de  alegatos,  lé  enyfo  aucatti^a^ 
mente. 
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Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  segu- 
ridades de  mi  más  alta  considei^ción. 

R.  G.  de  ÍWficffrí. 

Excmo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y   Pardo,   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores.  - 


MwiMerio  dj?  Rdaciones  Ej;.teriore8. 

Jí?  52!  Lima^  \1  de  octubre  de  1900. 

Seftor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  dirigir  á  V.  E.  la  presente  nota  con  el  db' 
Jeto  de  dejar  constancia  ontial  de  lo  convenido  en  nuestra  últi* 
Ipa  entrevista,  respecto  de  la  prórroga  del  plazo  fijado  para  pro- 
nunciar el  laudo  arbitral  correspondiente  á  las  reclamaciones 
italianas,  por  daños  provenientes  de  la  guerra  civil  peruana  1894 
-95. 

En  difha  entrevista  expresé  á  V.  E.  que,  por  nota  de  2  del  ' 
actual,  el  Excmo.  señor  Ministro  de  España  rae  había  manifes- 
tado la  imposibilidad  de  expedir  el  referido  laudo  dentro  del 
plazo  que  determinó  el  día  6  del  presente  mcfe;  por  lo  cual,  y  d« 
conformidad  con  el  artículo  IX  del  protocolo  de  25  de  noviena- 
bre  de  1899,  me  suplicaba  qu«  acordawcon  V.  E.  una  segunda 
prórroga  de  dicho  plazo. 

Estimando  justa  la  indicación,  V.  E.  convino  en  que  el  térmi- 
no antedicho,  se  extendiese  hasta  el  31  de  diciembre  del  año  en 
curso,  con  el  carácter  de  improrrogable,  entendiéndose  que  el 
se:0.or  Ministro  de  España,  se  reserva  siempre  cuarenta  días, 
contados  desde  aquel  en  que  se  concluyan  todas  las  aetaaoione« 
para  expedir  el  laudo  relativo  á  las  reclamaciones  italianas  en 
quQ  I©  cumple  fallar  cohoo  arbitro. 

Aprovecho  la  oportunidad,  señor  Ministro,  para  renovarle  las 
segtaridades  de  mi  alta  y  distinguida  oansideraeíón. 

Felhpe  d$  Ckma. 

J^\  [B^cmo.  sefiev OomeB^ador  Giosepf^e  Pirrona,  Epviado  Ei^tra- 
e>rdinano  y  Ministro  Plenipoteaeiarío  de  Xtatt^. 
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lieal  Legación  de  Italia 

N^  1126.  Lima,  13  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  la  nota  que  me  hizo  el  honor 
de  dirigirme  con  fecha  8  de  los  corrientes,  número  52,  concer- 
niente á  la  nueva  prórroga  que  debe  concederse  al  señor  Minis- 
tro de  España,  para  que  pronuncie  su  fallo  en  el  arbitraje  que 
se  le  ha  encomendado  para  la  solución  de  las  reclamaciones  ita- 
lianas, provenientes  de  la  guerra  civil  de  1894  95;  me  apresuro 
á  participarle  que,  con  esta  misma  fecha,  dirijo  una  nota  á  S.E. 
el  señor  Ramiro  de  Uríbarri,  haciéndole  presente  que  esta  lega- 
•ión  está  de  acuerdo  con  el  Gobierno  del  Perú  para  prorrogar  el 
plazo  fijado  en  el  artículo  9  del  protocolo,  desde  el  25  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado,  hasta  el  31  de  diciembre  próxi- 
mo entrante,  salvo  los  cuarenta  días  que  el  arbitro  se  ha  reser- 
vado paro  pronunciar  su  fallo,  á  partir  de  la  fecha  en  que  hayan 
terminado  todas  las  diligencias  relativas  al  arbitraje,  con  la  ex- 
presa declaración  de  que  el  nuevo  plazo  es  improrrogable. 

Aprovecho  de  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

G,  Pirron^. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Felipe  de  Osma  y   Pardo,   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Ext^iores. 

N9  30.    •  Lima,  11  'k  octxdre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Me  ha  sido  honroso  recibir  la  nota  de  ^^  E.  de  2  del  actual,  en 
que  se  sirve  expresarme  que,  hallándose  todavía  pendiente  ante 
los  iueces  de  primera  instancia  de  la  república  la  prueba  testimo- 
nial de  la  mayor  parte  de  los  ex  pedientes  de  i-eclamaciones  ita- 
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lianas  quo,  ajuicio  de  V.  E.,  requieren  dicha  formalidad,  solicita 
que  me  ponga  de  acuerdo  con  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Ita- 
lia á  fin  de  prorrogar,  por  segunda  vez,  el  plazo  en  que  debe 
pronunciarse  el  laudo  correspondiente. 

Defiiriendo  á  esa  indicación  de  V.  E.  he  convenido  con  el 
Excmo.  señor  Pirrone,  en  que  el  mencionada  plazo  se  extienda 
hasta  el  31  de  diciembre  próximo,  dándole  el  carácter  de  impro- 
rrogable después  de  esa  fecha,  y  entendiendo  que  V,  E.  se  reser- 
va siempre  el  término  mínimo  do  cuarenta  días,  contados  desde 
aquel  en  que  concluyan  las  nctuí^cioncs,  para  pronunciar  el  lau- 
do arbitral 

Al  poner  este  acuerdo  en  conocimiento  de  V.  E.  me  es  grato 
reiterarle  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguí  da  consideración. 

Felipe  de  Osma, 

A\  Excmo.  señor  don  Kamiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  España, 


Lima^  IG  de  octubre  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  acusará  V.  E.  recibo  de  una  atenta  nota 
fecha  11  del  corriente,  por  la  que,  en  respuesta  de  la  que  hube 
de  dirigirle  el  día  2,  se  sirve  manifestarme  que,  de  acuerdo  con 
el  Excmo.  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  S.M.  el  Rey  de  Italia,  queda  prorrogado  el  plazo  en  que 
rlebo  pronunciar  el  ¡nudo  relativo  al  arbitraje  italoperuano,  has- 
ta el  31  de  di(  iembu»  próxim(>,  entendi«'*ndose  que  dicho  plazo 
es  improrrogíible,  si  bien  se  me  concillen  cuarenta  días  mas, 
cí^rno  término  mínimo,  h  contar  de  la  fecha  en  quue  hayan  con- 
cluido todas  Ins  actuacioneá. 

Enterado  de  cstn  resolución  fijada  por  V.  E.  y  i>or  el  señor 
Ministro  de  Italia,  siendo  yw  perentorio  el  plazo,  y  dado  su  ca- 
rácter de  improrrogitble,  se  hace  mas  nocesario  todavía  que  ge 
uio  ponga  en  condiciones  de  cumplir  mi  cometido  dentro  do  di- 
cho plaza.  Y  como  para  ello  es  indispensable,  en  primer  térmi- 
no, que  pueda  yo  cursar  los  expedientes  de  todas  las  reclamacio- 
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nei  para  la  eroiíión  de  los  alegatos,  tanto  de  parte  del  señor  don 
Bam6n  Ríbeiro,  abogado  defensor  del  Gobierno  dí^l  Perú  respec- 
to de  dichas  reclamaciones,  como  de  los  reclamantes,  por  sí  mis- 
mos  ó  por  quien  los  represento;  y  de  tales  expedientes,  liny  32 
sometidos  á  ratificación  de  prueba  testifical,  con  arreglo  á  lo  de» 
cretado  por  el  gobierno  del  Perú  á  consecuencia  de  cuanto  en  mi 
nota  de  17  de  enero  próximo  pasado  expuse;  resultando  que  has- 
ta el  presente  solo  se  me  ha  presentado  constancia  de  haberse  ra- 
tificado dicha  prueba  testifical  ^^n  reducidísimo  número  de  dichos 
expedientes,  y  habiéndoseme  manifestado  que  los  señores  jue- 
ces de  Primera  Intítaneia  ante  quienes  la  ratificación  de  que  se 
trata  debe  verificarse,  no  dan  cuenta  de  ello,  ni  tramitan  dicha 
actuación,  por  entender  que  deben  esperar  á  que  todas  se  ter- 
minen para  tramitarlas  juntas,  ruego  a  V.  E.  tenga  la  bondad 
de  diaponer  se  pregunte  á  dichos  señores  jueces  si,  en  efecto,  esto 
es  cierto,  y  ^jue  ordene  que,  en  tal  caso,  tramiten  sin  demora  lo 
ya  actuado,  á  fin  de  que  licitando  á  mi  poder,  pueda  pasiirlas, 
con  sus  exjK'dientes  respectivos,  al  señor  abogado  defensor  del 
gobierno  íiel  Perú  y  á  los  reclamantes  después,  habilitándome 
así  para  ultimarlas. 

Al  propio  tiempo  a^radfíceré  á  V.  E.  se  sirva  solicitar  de  los 
señores  jueces  preinlicados,  una  lista  noniinal  de  los  reclaman- 
tes á  quif  nes  los  treinta  y  <los  espedientes  inencionados  se  refie- 
ren, que  hayan  >olicitndo  la  ratificación  testifical  de  las'íleclara- 
ciones  que  prt.senturon  en  sus  respectivos  expedientes,  siéndome 
nece^^^Hrio  saber  quienes  se  han  presentado,  á  fin  de  proceder  a  lo 
que  hayíi  lugar  respcclo  do  los  doiuás. 

No  ocultándose  á  V,  E.  el  apremio  con  que  es  preciso  proceder, 
siendo  aí!*í  que  se  halla  paralizado  el  arbitraje  por  falta  de  ratifica- 
ción de  prueba  testifical  que,  previo  aeuenlo  con  el  entonces  mi- 
nistro de  relaciones  extorioi^s,  señor  de  la  Riva-^Agüero,  solicité 
en  1  7  de  enero  de  este  año  >:egún  queda  dicho,  me  permito  rogar 
á  V'  E,  se  sirva  dictar  las  órdenes  que  juzg\ie  ojiortunas  para 
que^  con  toda  la  urgencia  que  el  caso  requiere,  se  dé  fin  é  esta 
par^e  esencial  de  los  trabajos  relativos  al  arbitraje,  que  ya  en 
breve  plazx)  lie  de  terminar,  lo  que  también  me  es  urgente  por 
exigirlo  así  atenciones  del  servicio  do  la  legación  que  tengo  á 
mi  cargo. 

Aprovecho  de  esta  ocasión,  señor  Ministro  para  '  reiterar  á 
V,  E.  las  saguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

i?.  O.  de  UrlbarrL 

Excmo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Oima  y  Pardo,  ministro  de 
rel'icionas  exterioras. 


—  649  — 

N?  32.  lÁ7m,  26  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  de  16  de  los 
corrientes,  relativa  á  la  prolongaoiqn  hasta  el  31  de  diciembre 
próximo,  del  plazo  en  que  debe  pronunciar  el  laudo  sobre  las  re- 
clamaciones italianas,  por  daños  causados  en  la  guerra  civil  de 
1894-95,  y  á  la  necesidad  de  que  se  activen  las  diligencias  de  tra- 
mitación de  los  treinta  y  dos  expedientes  sujetos  á  la  ratificación 
de  la  prueba  testifical. 

Con  fecha  de  hoy  me  dirijo  al  señor  ministro  de  justicia,  á  fin 
de  que  los  señore<í  jueces  de  primera  instancia  tramiten  dichos 
expedientes,  de  suerte  que  [)uedan  pasar  en  breve  al  abogado  de- 
fensor del  gobierno,  y  remitan  una  nómina  de  los  reclamantes 
que  hayan  solicitaiJo  la  mencionada  ratificación  testifical. 

Renuévole,  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriore,K 

N^  34.  Lima,  5  de  Noviemhre.de  1900. 

Señor  Ministro: 

Con  fecha  2  del  mes  en  curso,  el  señor  Ministro  de  Justicia 
rne  manifiesta  que  se  ha  trascrito  á  las  Cortes  Superiores  de  este 
distrito  judicial,  y  á  las  de  Ancachs  y  Piura,  el  oficio  que  le  diri- 
gí, en  25  de  Octubre  último,  comunicándole  que,  por  acuerdo  en- 
tre V.  E.,  el  representante  diplomático  de  Italia  y  este  Ministerio, 
se  ha  prorrogado,  hasta  ©1  31  de  Diciembre  próximo,  el  plfl7X)para 
pronunciar  el  laudo  relativo  á  las  reclamaciones  italianas,  por 
daños  sufridos  durante  la  guerra  civil  peruana  de  1894-95. 

sa 
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Legación  de  España  en  Lima. 

El  Ministro  de  España  saluda  atentamente  al  Excrao.  señor 
Presidente  del  ('onsejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  y  tiene  la  honra  de  remitirle  adjunta  copia  de  la  no- 
ta que,  con  fecha  25  del  actual,  le  ha  dirigido  el  Exmo.  señor  Mi- 
nistro de  Italia,  con  motivo  de  la  nota  de  S.  E.,  de  23  del  corriente, 
trascribiéndole  la  que  le  pasó  el  9  del  mismo  mes  al  Excmo.  se- 
ñor Ministro  de  Justicia,  sobre  el  arbitraje. 

R.  G.  de  Uribarri  aprovecha  esta  oportunidad,  para  reiterar  al 
Excmo.  señor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero  las  seguridades  de 
su  más  distinguida  consideración. 

Lima,  30  de  Mayo  de  1900. 


Real  L'igacmx  de  Italia. 

Lima^  30  de  Mayo  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se  sir- 
vió dirigirme,  con  fecha  25  de  los  corrientes,  trasmitiéndome  co- 
pia de  una  comunicación  que  hizo  á  V.  E.  el  señor  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  el  día  22,  junto  con  30  ejemplares  de 
otra  nota  que  S.  E.  el  doctor  de  la  Riva-Agüero  dirigió  á  su  co- 
lega de  Justicia,  lespecto  á  la  ratificación  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  presentados  por  los  reclamantes  italianos  en  apoyo  de 
sus  derechos. 

Así  como  yo  he  remitido  á  mi  Gobierno  los  documentos  que 
V.  E.  se  sirvió  mandarme  con  su  anterior  nota  de  6  de  Abril  úl- 
timo, así  también  me  apresuraré  á  trasmitirle,  por  el  próximo  co- 
rreo, los  que  me  ha  hecho  V.  E.  el  honor  de  enviarme  reciente- 
mente, á  fin  de  que  pueda  constar  la  buena  voluntad  que  de- 
muestra el  Gobierno  de  la  República  para  asegurar  el  curso  re- 
gular del  arbitraje  confiado  á  V.  E. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

G.  Pimme. 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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MhÜ€Í^río  de  Reluioiies  Exteriores, 

El  Ministro  Irf  Rt^laci^nes  Exteriores  ha  tenido  la  h  )nra  de 
recibir,  con  la  alrota  aota  verbal  del  Exmo.  señor  Miaí-tro  Ea- 
paa.i,  tt^i'hada  e  i  .iO  de  Mayo  áJtiruo  copia  de  la  couiunicacióu 
que  le  h  i  dirigí  i  »  3.  E,  ol  sjúor  Ministro  de  Italia,  o»n  :at)tivo 
de  la  «|«ie  le  pi-í'i  en  2o  del  m  á  no  m^á,  trascribiendo  o*ra  de  fe- 
cha H.  fil  I)<-gpac'í»f>  d«-  Jnstici«,  í^obrt'  el  arbitraje. 

Enri.j  lí*  de  la  lliva  Agüert)  iprovocha  la  oportuni  lal  para 
reitira»*  al  sfñ»r  «Imh  üamiro  Gn  <le  Uríbarri  las  seguridades  de 
au  eoii-íídfracióu  m  U  distinguida. 

Lima,  f)  de  Juii..  de  1900. 


Iteal  Leg  icióa  'I-   I-  if*  l 


JJmo,  4  de  Junio  de  1900. 


Stñtr  Ministro: 


Cou  nota  de  2  *»  -t-  Mayo  prñx "no  pasado,  S.  E,  el  EiivíndoEx- 
traoidniíuio  y  Mi  .  -ti-  PIomí-  ♦iiciario  de  España  en  Lin^a, 
hizo  pres*  iiu*  1)  ♦  -'b  I  ('i:;iH6n  (m-  «stando  para  expirar  el  plazo 
que,  s  gfm  el  arn  u'm  IX  del  |  r«'r(>i(»lí)  de  25  de  Noviorihre  úl- 
timo, SM  U-  ha  íii.t  I»  p;u;í  proii  itciaí  su  sentencia  en  \iíí  recla- 
maciniu-^  italiíiiiMn  -(•metidas  á  -n  aibitr«je,  y  no  halhhidose  aún 
terminaílas  hi>  i:il>'»ffs  pr»*paTíti'  >  's  para  el  examen  uíinitivo 
do  dirliH  nclaiMfu  i'iu  por  los  ^  ;  f  í^m  motivos  que  ennnit  «:  pide 
se  le  í'ouo'drt  tina  piórri^a,  h.  i  •  -lo  notar  que  necesita  un  pe- 
ríodí»  <!«'  4o*í|jits  j».ira  proiiuiH  i  i  u  sentencia,  á  partir  «^niI  día 
que,  Uínto  el  aU'ua  U»  <lt  ffii>or  del  Perú,  como  loe  rinda mtihiecUy 
hayan  pre?*entjwj..  mis  « legal' •^<  ílefnitivos.  El  señor  Uriharri  rae 
ha  niíMiiíeístadi»,  a^u-iitás,  que  i  i    H  fijyido  á  V.  E.»idéiiii<ii   noia. 

íliii'nnirando  jjísí,)  lo  c^ue  ex|  lu».  ti  señor  Ministro  d«  í>|>aña 

y,  [H.i-  |n  lanu»,  j»i  '  r<í'Uiinf^nie  funtlada  su  demanda,  por  st^r  eoo- 

foriiie  á  h»  di.spiH.-í  »  t^n  el  arte»  ju  iX  del  referido  pro  tocnlu;  teii- 

ga  el  ÍMiiior  de  pro¡M^ti«r  á  \\  E,  salvo  su  mefor  acuerdo,  qn^ee 

tirohoi^ae  á  cua(r<(  mc'Hi's  el  pia/<>  <*onc«dido  al   ^rUtro  i^ara  la 

publif'^ieióa  del  lnuti^^  quedando   huí  deñflitívafneiiie   fijado  tdi- 

cho  i»Uzo  para  el  B  de  Octubre  del  año  en  cursa    Agindecefé  á 

«2 
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pudiera  incumbirle,  aprovecho  la  oportunidad,  seflor  Ministro» 
para  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  considera^ 

R  O.  de    Uribarri. 

Uxcmo  s^ñor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Ministro  de 
BelMÍQQ^9  Exteriores,  ete.,  ete.,  etc. 


3íinÍ8terio  de  Relacionen  E:¡pteriores. 

Jí^  39.  Lima,  12  de  Dicimbre  de  1900. 

íSeñor  Miwistro: 

Me  es  honroso  remitir  á  V.  E.,  con  la  presente  nota,  copia  au- 
téntica del  oficio  que  me  ha  dirigido,  con  fecha  §  del  corriente, 
•eJ  señor  Ministro  de  Justicia,  trascrihiendo  el  de  19  de  Noviem- 
bre último  del  Presidente  de  la  Corte  Superior  de  Ancachs,  sobre 
la  tramitación  de  algunos  expedientes  de  reclamaciones  de  sub- 
ditos italianos. 

Este  Ministerio  oficia  hoy,  directamente,  al  Jue:5de  1^  instaccia 
accidental  <lel  Dos  de  Mayo,  para  que  active  la  actuación  relati- 
Ta  ¿  los  reclamos  de  Juan  Péndola,  mencionados  en  La  comonj- 
cncioii  del  Presidente  de  la  referida  Corte  Superior, 

Aprovecho  ht  oportunidad  paia  reiterarle,  señor  Ministro,  1^ 
^guridades  de  nu  alta  y  distinguida  consideración. 

fe  Upe  40  0$ma. 

Al  Exemo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbíirri,  Env^iftdo  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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Leffüd&n  de  JSkpaña  ¿a  Lima, 

Limftf  21  de  Dkiefmbre  i$  l'íOO. 
Señor  Minit^tro: 

Tengo  la  houm  de  acusar  á  V.  K  rdcib")  de  mi  aif^iita  n  «ta,  fe- 
cba  12  del  actual,  y  de  la  copia  que  la  aoottipaña  dol  ofí  io  d#l 
sefior  Mu¥«^tT>  de  Josticia,  manifeataiido  haberse  actuado  opor* 
tttoamente  por  los  señores  jueces  del  departamento  da  Aiumcht^ 
Itt  mformafriones  teátifioales  correspondientes  á  cinco  reclarnacio- 
D6B  italianas,  quedando  pendiente  tan  tólo  la  del  señor  Jnaa 
Péndola,  cuyo  curaplimi^'uto  se  exigió  por  exhorto  líbr^'ílo  al  se- 
flor  juex  del  Dos  de  Mayoral  que  V.  E.  me  participa  haber  ofi- 
ciado  dilectamente,  encareciéndole  la  urgencia  en  el  def<pacba 
de  diobo  asunto. 

Apror«cliO  la  oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.  las  segurida- 
des de  mi  más  alta  consideración. 

n.  O.  de  Uríbarti, 

Excelentísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tra de  Relaciones  Exteriores. 


Legacifm  de  Espafía. 

Limn,  6  de  Febrero  d^  1901. 
Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  mi  nota  de  o  d^*  Üicí<»mbre  último  y  á  nianto 
después  he  manifestado  verbal rrií-ij*^  á  V.  E.,  acerca  del  arbitra* 
je  que  se  me  ha  hecho  el  alto  homr  ie  <^>nfisríne  entre  los  Go- 
biernos del  Perú  y  de  Itaiia,  t/íij;^o  la  honra  de  niaíiíÍHgtarle  nue- 
vamente la  imposrbilidad  en  qu--  nií-  hallo  de  t^írminarlo,  tn 
atención  á  que  no  se  me  ha  entr^f^ado  todavía  urj  buen  número^ 
de  informaciones  testificales  qu*-  ^')  íHtA  i^nr  mi  n^/ta  fe<;ha  17  de 
Enero  de  1900. 

Entiendo  que  dichas  pru^l/as  han  debido  actuarse  ante  hm  n^ 
fioreajoeceeydengnados^aleüíy.'to,  en  lÁuin^  üallao,  Píura  y  Hua* 
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raz,  y  siendo  imprenscindiblemente  necesario  que  vengan  á  mi 
poder  para  unirlas  á  los  expedientes  respectivos,  pasar  éstos  en- 
tonces al  abogado  defensor  del  Gobierno  ilel  Perú,  y  después  á 
los  interesados,  volviendo  de  nuevo  al  primero,  á  fin  de  que  emi- 
tan sus  alegatos  de  duplica  y  réplica,  sin  cuya  tramitación,  á  te- 
nor de  lo  estipulado  en  el  protocolo  de  2*»  de  Noviembre  de  1899, 
no  puedo  ^onunciar  el  laudo  á  que  haya  lugar,  rae  veo  en  la 
necesidad  de  manifestar  á  V^.  E.  que  se  hace  indispensable  reite- 
rar las  órdenes,  ya  dadas,  á  los  señores  jueces  preiudicados  para 
que,  sin  demora,  envíen  á  ese  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  fi. 
todas  las  informaciones  de  que  se  traía,  manifestando,  á  la  vez, 
cada  uno  de  dichos  señores  jueces,  si  han  acudido  ante  ellos  todos 
ios  reclamantes  comprendidos  en  las  listas  respectivas  que  se  les 
pasaron,  señalando  los  testigos  que  debían  presentar;  pues  con- 
viene saber  si  todos  los  reclamantes  en  cuestión  han  cumplido 
con  lo  (¡ue  al  efecto  les  concierne,  á  fin  de  resolver  le  que  proce- 
cediera  en  el  caso  en  que  alguno  de  ellos  no  lo  hubiera  hecho. 

Resultando  de  todo  lo  expuesto,  que  á  pesar  de  haberse  fijado 
un  plazo,  coa  carácter  improrrogable,  que  terminaba  el  31  de 
Diembre  último,  según  acuerdo  entre  V.  E.  y  el  Excmo.  señor 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  el 
Rey  do  Italia,  para  la  conclusión  del  arbitraje,  estaríamos  fuera 
del  término  mínimum^  á  contar  de  la  fecha  ep  que  pudiera  dar 
por  terminadas  todas  las  actuaciones,  me  creo  en  el  deber  de 
llamar  sobre  ello  la  atención  de  de  V.  E.  por  si  considera  opor- 
tuno celebrar  al  efecto  una  conferencia  eon  dicho  señor  Ministro, 
rogándole  que,  en  tal  caso,  se  sirvan  comunicarme  lo  que  resuel- 
van. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  alta  consideración  y  personal  apre- 
cio. 

R.  G.  de  Ui'íbarri. 

«^ 

Excelentísimo  señor  don  Felipe  de  Osma  y    Pardo,    Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 
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MiniHÍerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N'?  G.  Lima,  8  de  Febrero  de  1901 . 

Señor  Ministro: 

Conforme  á  la  indicación  contenida  en  la  última  parte  de  la 
nota  de  V,  E.,  de  fecha  6  del  presente  mes,  relativa  al  arbitraje 
*{ue  los  Gobiernos  del  Perú  y  de  Italia  han  confiado  á  la  justifi- 
cación de  V.  E.,  cúmpleme  expresíxrle  que,  en  reciente  conferen- 
cia que  he  celebrado  con  el  señor  Pirrone,  Ministro  de  Italia, 
hemos  convenido,  en  vista  de  las  razones  expuestas  por  V.  E., 
en  ampliar  el  término  fijado  en  el  convenio  arbitral  para  dar 
concluidas  todas  las  actuaciones,  hasta  el  2  de  Marzo  próximo, 
fecha  desde  la  cual  principiará  á  í'ontarse  el  plazo  de  los  cua- 
rentíi  días  señalado  para  el  pronunciamiento  del  laudo. 

También  en  armonía  con  lo  expresado  en  su  referida  nota,  me 
dirijo,  en  la  fecha,  al  señor  Ministro  de  Justicia,  para  que  reitere 
las  órdenes  expedidas  á  los  jueces  designados  en  Lima,  Callao, 
Piura  y  Huaráz,  á  fin  de  que,  en  el  ra3nor  tiempo  posible,  en- 
víen á  este  Despacho  las  informaciones  que  V.  E.  necesita,  y  ex- 
presea si  han  acudido  ante  ellos  todos  los  reclamantes  corapren- 
tlidos  en  las  respectivas  listiis. 

Tengo  el  honor  de  renovar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  con- 
si  leración  más  alta  y  distinguí  la. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excelentísimo  señor  don  Ramiro  tíil  de  Uiíbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Leagcifm  de  Eepoña. 

Lima^  25  de  Febrero  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Acabo  de  recibir  U  atenta  nota  de  V.  E.,  fecha  8  del  'actual, 
por  la  que,  en  respuesta  á  la  qu<»  tuve  la  honra  de  dirigír)e  el 
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día  .6,  manifestándole  que  por  no  haberme  remitido  la  mayDr 
part»-  de  las  pruebes  testificales  que  respecto  de  32  reclaniaeio- 
nes, — (le  las  73  de  subditos  italianos  que  h¿n  sido  sometidas  4 
mi  fallt>  arbitral, — solicité  se  practicaran,  por  mi  nota  de  17  de 
Enero  de  1900,  no  me  t^ra  posible  pronunciar  el  laudo  en  cues- 
tión dentro  del  plazo  fijado,  según  l.i  nota  de  V.  E.,  fecha  11  de 
Octubre  último,  por  acuerdo  entre  V.  E.  y  el  Excelentísimo  se- 
ñor Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni{)otenciario  de  S- 
M.  el  litíy  tle  Italia  en  esta  capit  il,  so  sirve  V.  E.  participarme 
que  cu  reciente  conferencia  que  ha  celebrado  non  el  referido  se- 
ñor Ministro,  y  en  vista  <le  la-;  ríi/^oiies  expuestas  en  mi  precita- 
da n<»ia  de  O  «Id  ci^rriente,  han  c*Miv'cni<lo  en  ampliar  el  término 
^JHdo,  para  dar  p^^r  concluidas  to  his  las  actuaciones  htvsta  el  2 
de  Marzo  próximo,  fecha  <U8<lc  la  oual  liabrá  de  principiar  á 
contar  el  plazo  de  los  cuarenta  días  señnhido  para  pronu:íCÍar 
el  laudo. 

Se  -irv»'  también  V.  E.  informarme  que,  en  la  misma  fecha  de 
8  de  F«*brero  actual  so  din<:^ió  al  señor  Ministro  de  Justicia,  con 
objeto  de  (lue  reitere  las  ónlen^^s  expodidas  á  los  señores  jueces 
que  op'iriuontmnte  fueron  ri( siirnad<  s  en  Lima,  Callao,  Piura  y 
Huará%  á  tin  d  "  que,  en  el  m^^nor  tiempo  posible,  envíen  á  ese 
Mini>t»rio  del  di^no  carjX'^  <U*  V.  E.  las  precita«!as  pruelMis  testi* 
fica'la<  y  exprc.^^n,  ademán,  si  han  acudido  ante  ellos  tt)dos  los 
feelaniMS  o)  iipreí>di  l<>á  vu  las  respetivas  listas. 

I  lili  111,1  uieuti*  reí  iri'MiaKw  entre  sí  estos  do*»  puntos;  y  siendo 
el  f>'iintMii  a  (»nM*euenrin  del  segun<lo,  entiendo  que  cumple  á 
mis  il  h  n'>  1  ártútro  el  soli.-itar  una  explicación  que  fije  y  de- 
ter  oiiu*  ie  ui  uianera  e:ari  y  |)reiisíi,  la  ma'-cha  que  he  de  se- 
guir en  1  »  ijue  re>t.i  »íe  los  trabajos  que  este  arbitraje  req  iere, 
liasia  >u  c««it«  Insiún,  á  fin  de  í^alvar  toda  resi>onsabilidad  de  mi 
parte. 

Para  esít.i»  "\\t  bie  \  la-  <•  «^as,  cual  en  este  caso  cori^esi»oníle, 
be  tie  r»*!' li^'  i  al  |»r  «o  ^»lo  ile  eaiicillería  de  2o  de  Noviembre 
de  lvS^>:»,  poi  r  <  »'..o  «i  t  riKioa  r  trias  fijas  cjue  me  imp*men  la 
obli^^aeiotí  ineludible  de  sujetaruu-  á  !«»  jK)r' las  miomas  estahle- 
cid^':  pues  ;<i  bie-K  á  tenor  del  artículo  1?  que  lo  amfiliamente  fa- 
culia«li  para  tallar  ó  tran^ii^ip  como  árbitio,  ha  de  ser,  como  el 
miztli»»  anu'  I  I  »  expresa»  <le  omformidad  con  la  cláusula  ó  ar- 
iícult»  S-;  V  »^t ',  e  i  li  l.íia  l\  diiv:  «tomanio  en  conMÍderafión 
las  al  í;  ^\  .  - -HiMipl  M  ni»' expositivas  que  las  partes  deberán 
pre>eniHrme-  \\  n,  húj.  i  ,  e.\  la  letra  D,  «solicttando  las  demás 
pruelMtN  y  rvtiMeneui^  que  estime  necesarias* 

El  articulo  >   ^-lableoe  ipie  el  Gobierno  del   Pierú  y   la  Lega*    * 
cióu  d^  Italia  ó  Uis  reclani.Mites,   tienen  el   derecho  de  nombrar 
UD  jHjftH>nt  n>  repre'Híntanie,  nbogndo  6  mgente  qn«  atienda  á  la 
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defensa,  anta  el  arbitro,  de  sus  intereses,  ^n  todas  ó  cada  una  Jo 
las  reclamaeinnes. 

De  las  notas  que  he  tenido  la  honra  de  cambiar  con  el  Minis- 
terio del  digno  cargo  de  V.  E.  y  con  la  Legación  de  Italia,  cons- 
ta <fue,  Fegún  acuerdo,  al  efecto  pasaría  yo  en  primer  término 
los  expedientes  que  consideraba  en  buen  orden  al  abogado  de- 
fensor del  Gobierno  del  Perú,  señor  doctor  ^don  Ramón  Ribeiro, 
para  que  emitiese  su  alegato  y,  después,  la  réplica  ó  alegak)  del 
reclamante  ó  de  quien  por  él  actuara,  para  la  duplica;  quedan- 
do en  proceder  del  mismo  modo  respecto  de  los  expedientes  cu- 
ya prueba  testifical  solicité,  —como  antes  lo  recuerdo,  en  17  de 
Enero  de  1900, — tan  pronto  como  éstas  me   fueran   entregadas. 

Dicho  acuerdo,  celebrado  por  mi,  con  el  señor  doctor  Ribeiro, 
está  en  consonancia  con  el  artículo  3*?  á  que  vengo  refiriéndome; 
constituye,  en  realidad,  al  procedimiento  e?i  el  arbitraje  mismo, 
viene  subsecuentemente  á  formar  parte  del  protocolo,  y  entien- 
do que  no  me  es  dado  alterarlo  sin  que  V.  E.  y  el  señor  Ministro 
de  Italia  se  sirvan  manifestarme  que  así  lo  resuelven  y  á  ello 
me  autorizan.  De  otro  modo,  asumiría  yo  una  responsabilidad 
que  no  me  incumbe  y  que,  por  lo  mismo,  no  debo  asumir. 

En  otros  términos  y  conconcretando  el  puük). 

El  arbitraje  se  halla  virtualmente  dividido  en  dos  partes:  ex- 
pedientes que,  á  mi  juicio,  no  requerían  comprobación  legal  de 
prueba  ó  declaración  testifical,  y  expedientes  que  la  necesitaban, 
como  lo  expliqué  en  mi  nota,  ya  citada,  de  17  de  Enero  de  1900, 
que  fué  seguida  de  la  formación  de  una  lista  nominal,  comuni- 
cada igualmente  al  señor  Ministro  de  Italia,  quien  so  »}»rcsuró  á 
informar  á  los  reclamantes,  ó  quienes  concernía,  qut  debían  acu- 
dir sin  demora  á  los  juzga  los  respectivos,  con  sus  testigos  j)ara 
la  actuación  consiguiento,  así  como  del  Ministerio  del  digno  car- 
go de  V.  E.  emanó  la  orden  necesaria,  hnbilitando  A  los  señores 
jueces  para  actuar. 

Algunos  de  estos  reclamantes  me  han  entregado  una  copia  de 
las  pruebas  requeridas,  que  incorporadas  á  sus  expedientes,  hizo 
que  éstos  pasaran  á  formar  parte  de  los  comprendidos  en  la  pri- 
mera categoría,  pudiendo  cursarlos  para  la  emisión  de  los  indis- 
pensables alegatos.  Pero  como  la  mn^or  parte  de  dichos  recla- 
mantes no  lo  han  hecho  así,  no  obstante  el  interés  que  debían 
demostrar  por  activar  cuanto  á  sus  asuntos  se  refiere,  ni  se  me 
han  remitido  de  oficio,  á  posar  de  las  gestiones  practicadas,  las 
pruebas  de  que  se  trata,re8ulta  que  estoy  en  el  deb^r  de  aguardar 
Á  que  se  me  remiten,  á  fin  do  unirlas  á  los  respectivos  expedien 
tes  para  someterlos,  como  los  demás,  al  mismo  procedimiento  de 
alegatos. 

Í3 


—  658  — 

Ahora  bien:  V.  E.  se  sirve  manifestarme,  por  su  precitatia  no- 
ta (le  6  del  actual,  que  ha  convenido  con  el  señor  Ministro  de 
Italia  en  lijar  la  fecha  del  2  de  Marzo  próximo  para  dar  por  ter- 
minadas todas  las  actuaciones;  y  surge  aquí,  en  mi  concepto, 
una  dificultad  de  procedimiento  que  me  obliga  á  molestar  la 
ocupa<la  atención  de  V.  E.  con  la  presente  nota,  rosigándole  se 
airva  decirme  si  entienden  V.  E.  y  el  referido  señor  Ministro  de 
Italia,  que  solam^.  nte  hasta  la  focha  del  2  de  Marzo  próximo  de- 
beré cursar  los  expedientes  en  cuestión,  ptira  la  emisión  do  los 
alegatos,  y  ?i  á  partir  de  esa  misma  focha  deberé  también  pres- 
cindir de  solicitar  las  pruebas  y  referencias  que  estime  necesa- 
rias. 

En  tal  caso,  resultaría  una  disparidad  de  procedimiento,  etitre 
unos  y  otros  expedientes,  que  rompería  la  armonía  en  el  arbi- 
traje, que  no  respondería  en  modo  alguno  á  lo  que  fija  el  artíca- 
\o  2'^  del  protocolo  en  la  letra  C:  y  si  eáto  puede  inteiesar  al  Go- 
bierno del  Perú  interesa  no  menos  á  los  reclamantes,  á  la  vex  que 
al  Gobierno  del  Perú  podría  interesar  también,  que  no  se  oponga 
limitación  a  la  facultad  que  me  concede  la  letra  D  del  mi¿^no  ar- 
tículo 2?  del  i>rotocolo  del  arbitraje,  puesto  que,  si  se  '  me  prohi- 
be que  después  del  2  de  Marzo  próximo  solicite  pruebtis  y  refe- 
rencias, puede  bien  ocurrir  que,  pjr  defecto  de  las  mismas,  resul- 
ten perjudicados  los  rcclamantts  ó  el  Gobierno  del  Perú,  ya  que 
la  sentencia  arl)itral  correspondiente  habría  de  resentirse  do  la 
carencia  do  los  elementos  que  el  protocolo  me  faculta  para  soli- 
citar, sin  limitación  do  fecha. 

Es,  como  V.  E.  ve,  de  importancia  suma  para  mí,  el  saber  á 
qué  ateiicrnio  respecto  de  cuanto  á  estos  dos  conceptos  se  refiere. 
Des  le  lue^o,  entiendo  que  la  limitación  del  2  de  Marzo  ]>róximo, 
ha  de  rcÍL'rÍDie  únicaiuente  a  las  actuaciones  relativas  á  la  prue- 
ba testiíical  quG  respecto  de  varias  reclamaciones  solicite  en  17 
de  Enero  de  1900:  es  decir;  que  se  prescinda  ya  de  obt-ener  tal 
prue)3a  si  ali^ún  reclamante  no  se  ha  pres^nitado  a  formalizarla, 
y  que  si  el  2  de  Marzo  próximo  no  me  hallo  en  posesión  de  las 
que  htiyan  sido  despachadas  en  los  juzgados,  cui'se,  siu  ella?,  los 
expedientes  corres]>ondientes  para  la  emisión  de  los  alegatos, 
condición  é-ta  do  la  que  yo  no  estoy  facultado  en  manera  ningu- 
na para  pre-cindir,  antes  al  contrario,  tengo  ineludible  dol)er^ 
que  mo  iinp)ne  el  protocolo,  por  la  letra  C.  del  artículo  2-\  d« 
recabar  dichos  alegatos  para  tomarlos  en  consideración,  cx)mo 
una  partj  esencial  de  los  fundamentos  en  que,  si  lo  consiJero 
procedentv^  haya  de  apoyar  la  sentencia  ó  laudo  arbitral. 

Al  elevado  criterio  y  reconocidos  sentimientos  de  rectitud  y 
justificación  de  V.  E,  no  escapa  ciertamente  la  necesida<l  en  qti© 
me  veo  de  hacer  esta  consulta,  que,  ala  vez,  dirijo  también  al  Ex- 


<íelcQiÍ9Ímo  señor  Enviada  Extraordinaria  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  rogándoles  á  ambos  tengan 
ábien  coi^ítinicarme  lo  que  ea  definitiva  resuelvan. 

Al  hacerlo  aaí,  e&  rai  pBopósito  dar  nueva  prueba  del  fiírme 
deseo  que  me  anima,  ahora,,  como  desde  el  principio,  de  proceder 
en  todo,  cuanto  a  este  arbitraje  se  refiere-,  con  la  escrupulosidad 
qiie  los  asuntos-que  lo  constituyen  exige,  y  á  que  estoy  obligado^ 
iaspirandome  siempre  en  los  más  severos  principios  de  justicia  y 
de  iguakla-d  para  con  dos  Gobiernos  r|iie  se  han  dignado  confiar- 
me tan  honroso  encargo. 

Lamentable  es,  á  no  dudarlo,  que  hayan  surgida  demoras  en 
el  curso  del  arbitraje;  pero  éstas  reconocen  por  causa  primordial 
que  los  32  expedientes  que  han  requerido  prueba  testifical,  están, 
con  alguna  excepción  mal  fundados,  y  fueron  cursados  sin  co- 
rregirse lo  que  en  aquel  entonces,  á  raiz  de  los  acontecimientos, 
hubiera  sido  tanto  más  fácil  de  obviar  cuanto  ahora  viene  á  re- 
sultar difícil. 

-    Por  lo  que  hace  al  término  de  cuarenta   días   que  habría  Je 
contai'se  desde  el  2  de  marzo  próximo  para  que  pronuncie  el  lau- 
do arbitral,  me  permito  recordar  que  al   señalarlo  yo  en  mis  no- 
tas de  26  de  Mayo,  de  7  do  Junio  y  2  de  Octubre  de  1900   y  cíe 
6  de  Febrero  actual,  no  lo  hice  como  termino  fijo,  sino  míniraun. 
— Además,  creo  que,  en  todo  caso,  y  dejándome  siempre  y  hasta 
el  último  momento  en  libertad  de  solicitarlas  pruebas  y  referen- 
cias que  estime  que  me  sean  necesarias  para  juzgar  con  justicia, 
no  deberá  comenzar  á  contarse  dicho  plazo,  siempre  como  térmi- 
no mínimuí^  hasta  que  haya   concluido  el  cambio  de   alegatos 
-entre  las  partes,  lo  que  requiere  un  tiempo  quo  no  puedo   preci- 
sarse con  fijeza  absoluta;  pero  que  ?i,  en  cuanto  al   señor   doctor 
Ribeiro  respecta,  me  permite  asegurar  quo  será  todo  lo  breve  po- 
sible, porque  la  diligencia  con  que  hasta  el  presente  ha  procedi- 
do, me  faculta  para  dar  esta  s»^gar'dad. 

No  me  permiten,  por  otra  pirto,  las  múltiples  ocupaciones  que 
sobre  mí  pesan,  con  tres  lei^aciones  á  mi  car^^o,  adquirir  el  com- 
promiácTde  terminar  el  arbitraje,  <la  lo  el  e.-^tad-j  ^n  que  so  en- 
cuentra, en  un  plazo  marcado  de  fecliatija  tan  MÓxima  como  se- 
ría la  del  12   de  Abril. 

La  tarea  es  ardua,  muy  deli-ala,  de  gravo  re^ijonsalilidad;  y 
á  pesar  del  est.idio  detenido  que  vtm-^o  ¡lacieudo,  sin  coir  y  con 
toda  contracción,  de  tolos  e^tos  asnntjs,  en  cuya  labor  rae  ayu- 
dan mis  compañeros  de  e.-;t<i  le.í^ación,  el  solo  he<:ho  de  revi-^arlo 
todo  para  proceder  en  conciencia,  exige  tiempo  material  que  so- 
lo prudencialmante  puede  linii^ar^íf^íero  nofij  nidolo  auna  feclia 
determinada,  inmediata. 
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Permítame  V.  E.  hacer  la  sigtdenie  aclaración  que  conadero 
pertinente  al  caso. 

Son  23  los  expedientes  que  todavía  han  de  sustanciarse.  Y 
aun  cuando  solamente  empleé  20  días  en  despacharlos  al 
señor  doctor  Ribeiro,  y  cursándolos  yo  á  medida  que  me  les  re- 
mita con  su  primer  alegato  á  los  reclamantes,  forzoso  es  presu- 
m  r  que  los  últimos  tarden  diez  días  más  en  serme  devueltos  por 
los  interesados,  lo  que  daría  ya  on  número  de  30  días,  sobre  los 
cuales  hay  que  añadir  otros  20,  cuando  menos,  para  que  el  señor 
doctor  Ribeiro  termine  su  cometido  con  las  duplicas. 

Y  si  í\  este  tiempo  se  añade  el  término  mínimo  de  40  días  que 
yo  he  de  necesitar  después  de  concluido   el  cambio   de  alegatos, 
resulta  que,  si  ha  de  empezar  á  contarse  desde  el   2   de   Marzo 
próximo,  porque  sea  esa  la  fecha-límite  que  se  señala  definitiva- 
mente para  poner  en  trámite  los  23  exp:dientes  que  no  lo  están, 
aunque  el  2  de  Marzo  no  se  me  hayan  entregado  las  pruebas  les- 
tificales    solicitadas  de  los  señores  jueces,  tendremos  un  total  de 
noventa  días  que  nos  llevaría  al  2  de  Junio,  para  la  tramitación 
obligada  según  el  protocolo.    Más  como  es  posible  prever  entor- 
pecimientos que  pueden  surgir  en  el  cureo  de  la  tramitación,  ló- 
gico me  parece  ampliar  el  término  indicado  y  señalar   el   30   de 
dicho  mes  de  Junio  como  fecha  dentro  de  la  cual  podría  ya  fina- 
lizar y  entregar  el  laudo  sobre  este  laborioso   arbitraje,  que  á  mí 
mismo  hasta  [)or  razón  natural  y  por  la  nccesidaíl  y    obligación 
en  que  estoy  de  ir  á  La  Paz  y  á  Quito,  lo  que    por   atención  de 
üsíoá  trabajoG  no  he  podido  realizar  todavía,  me  conviene  termi- 
nar cnanto  ante.-. 

Por  lo  demás,  ninguna  observación  podría  hacerse  con  justicia 
por  demoras  de  que  no  tenemos  culpa;  porque  si  nadie  pueíe  du- 
dar del  cí'lo  con  que  el  señor  Pirrone  patrocina  los  intereses  de 
•US  connacionales,  el  mismo  señor  Ministro,  cual  en  una  ocasión 
me  lo  dijo  de  oficio  y  á  V.  E.  cuidé  de  comunicarlo,  infornaó  el 
Gobierno  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia  hallarse  complacido  de  la  se- 
riedad y  buena  fé  con  que  en  esta  ocasión,  como  siempre  y  eu 
todo  lo  acostumbra,  y  todos  lo  reconocemos,  viene  procediendo 
el  Gobierno  del  Perú. 

Reiterando  á  V.  E.  mis  excusas  por  distraer  con  tan  extensa 
nota  su  ocupada  atención,  y  la  seguridad  de  los  mejores  y  más 
justos  deseos  que  me  animan  respecto  de  los  dos  Gobiernos,  me 
es  muy  grato  aprovechar  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reno- 
varle el  testimonio  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración  y 
aprecio. 

R.  (t.  de   ÜríBani. 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Felipe  de  Osraa  y  Pardo^  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores. 
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Minüierio  di  Relacianes  Exteríora. 

Núm.  10.  JJnia,  9  de  ahríl  de  1901 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  de  esa  legación  de  25  de  febrero  úl- . 
timo  y  á  las  jdeas  cambiadas  en  posteriores  entrevistas  con  V.  E. 
y  el  señor  ministro  de  Italia,  tengo  el  agrado  de  precisar,  en  las 
siguientes  líneas,  los  puntos  relativos  al  plazo  fijado  para  pronun- 
ciar el  laudo  arbitral  sobre  las  reclamaciones  italianas,  acerca  de 
las  cuales  hemos  llegado  verbalmente  á  un  acuerdo. 

Al  fijar  el  2  de  marzo  último,  como  fecha  en  que  debía  dar- 
se por  concluida  toda  la  tramitación  y  principiarse  á  contar  los 
(Hiarenta  días  señalados  para  pronunciar  el  laudo,  hubo  el  pro- 
pósito de  limitar  solamente  el  período  de  tiempo  dentro  del  cual 
debían  efectuarse  las  actuaciones  referentes  á  la  prueba  testifical 
que  solicitó,  respecto  de  varias  reclamaciones,  esa  legación  en  17 
de  enero  de  1901. 

Como  lo  expresa  V.  E.,  en  su  mencionada  nota  de  25  de  febre- 
ro, tuvo  esta  Cancillería  en  mira,  al  acordar  ese  plazo,  la  necesi- 
Aaá  de  que  no  se  demorase  indefinidamente  el  juicio  arbitral,  y 
que  V.  E.  pudiera  dar«urso  á  los  respectivos  expedientes  para  la 
emisión  de  los  alegatos. 

Recenociendo,  por  lo  demás,  esta  Cancillería  que,  al  señalar 
V-  E.  el  término  de  cuarenta  días,  contados  desde  el  2  de  marzo, 
para  emitir  el  laudo  arbitral,  no  lo  hizo  como  término  fijo,  sino 
minimOf  acepta  la  indicación  hecha  en  su  nota  de  25  de  febrero 
del  año  en  curso  en  el  sentido  de  que  se  amplíe  hasta  el  30  de 
junio  próximo  el  plazo  fijado  para  finalizar  el  curso  del  arbitraje 
que  viene  imponiendo  á  V.E.  labores  cuyas  naturales  dificultades 
avaloran  la  buena  voluntad  con  que  V.  E.  tuvo  la  deferente  aten- 
ción de  aceptarlo. 

Dejando  aquí  constancia  de  que  la  fijación  de  la  expresada 
fecha  de  30  de  junio  del  corriente  año,  se  ha  hecho,  con  conoci- 
miento y  aprobación  del  señor  ministro  de  Italia,  aprovecho  la 
oportunidad  para  renovar  á  V.  E.  los  seguridades  de'  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

Felipe  de  Osma. 

Al  excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Núm.  26.  Lima,  29  de  abril  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Remito  adjunta  á  V.  E.  copia  auténtica  de  la  nota  pasada 
por  esta  Cancillería  al  señor  Ministro  de  España,  -con  fecha  9  del 
actual,  para  dejar  constancia  escrita  del  acuerdo  á  que  llegamos 
verbalmonte  con  dicho  agente  diplomátÍ30,  acerca  de  la  amplia- 
ción, hasta  el  30  de  junio  próximo,  del  plazo  dentro  del  cual  d«- 
be  finalizar  el  curso  del  arbitraje  sobre  las  reclamaciones  italianas. 

Henuévole,  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
iinguiJa  consideración. 

•  . 

FeKpe  de  Osma, 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia.* 


Legación  de  España  en  Limxa. 

LimOy  26  de  junio  de  1901.* 
Señor  Ministro: 

El  16  de  abril  tuve  la  honra  de  recibir  la  atenta  nota  de 
V.  E.,  del  día  9,  por  la  que  se  sirvió  responder  la  mía  de  25  de  fe- 
brero último,  relativa  al  arbitraje  italo-peruano. 

En  mi  referida  nota  expuse  la  situación:  el  estado  en  ques* 
encontraba  el  arbitraje,  y  la  imposibilidad  de  continuar  los  tra* 
bajos  al  mismo  inherentes  mientras  no  se  me  remitieran  lasprofi* 
bae  testificales  que  solicité  en  17  de  enero  de  1900,  respecto  de 
32  reclamaciones  que  las  necesitaban  por  ^hallarse  nml  fundadas. 
Decía  también,  en  cuanto  a  la  fecha  del  2  de  marzo,  que  era  pre- 
gíso  que  V.E.  y  el  excelentísimo  señor  ministro  de  Italia,  á  quien 
dirigí  una  nota  idéntica  él  mismo  día  25  de  febrero,  tuvieran  U 
bondad  de  ponerse  de  acuerdo,  así  eoiaao  acerca  de  otros  pun  W 
altamente  importantes  qiie  cuidé  de  exypojier  ncm  toda  pxecisióa 
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y  claridad  en  aquella  nota,  y  que  me  hicieron  el  honor  de  res- 
ponderme, comunicándome  lo  que  resolvieran.  Añadía  yo,  en  la 
misma  nota,  después  de  un  cómputo  minucioso,  ajustado  ala  tra- 
mitación impuesta  por  el  protocolo,  que,  empezando  el  2  de  mar- 
zo, podría  terminarse  el  arbitraje  el  30  de  junio. 

Para  continuar  las  actuaciones,  esto  es,  para  poner  en  curso 
los  32  expedientes  de  las  reclamaciones  que  por  defecto  de  prue- 
ba estaban  esperando  la  sumaiia  información  actuada  en  los  juz- 
gados^^necesitaba  3^0  saber  loque  V.E.  y  el  s^ñn-  miniátro  de  Ita- 
lia hubieran  resuelto. 

Por  la  atenta  precitada  nota  de  V.  E.,  me  impuse  de  ello  el 
16  de  abril,  el  mismo  día  en  que  recibí,  con  otra  nota  de  V.  E., 
los  cuatro  cuadernos  de  las  pruebas  testificales  actuadnsen  Piura, 
'Huaraz,  Callao  y  Lima. 

No  puede,  por  lo  tanto,  empezarse  a  contar  el  tiempo  desde 
la  fecha  del  2  de  marzo,  sino  desde  el  1 7  de  abril,  {)ueáto  que, 
careciendo  yo  de  toda  respuesta  á  mi  nota  de  25  de  febrero;  igno- 
rando lo  que  V.  E.  y  el  señor  ministro  de  Italia  hubieran  acorda- 
do, y  no  teniendo  en  rai  poder  las  pruebas  testificales,  nada  po- 
día arbitrar  por  mi  pairte. — Recibí  respuesta  de  V.  E.,  el  16  d« 
Abril,  y  en  seguida  empecé  á  dar  curso  á  las  reclamaciones  que 
yacían  on  suspenso.  Hay,  pues,  por  d3  pronto  un  retraso  de  mes 
y  medio,  qiieya  transporta  la  fecha  del  30  <lo  junio,  indicada  por 
mí  el  25  de  febrero,  al  16  de  agosto. 

No  quiere  decir  esto,  sin  embargo,  que  el  16  de  agosto  pueda 
estar  concluido  el  arbitraje-  Una  razón  poderosa  lo  impide:  y  es 
que,  en  vez  de  tomar  por  orden  de  reclamaciones  las  declaracio* 
nes  de  testigos  hoclias  en  el  juzgido  de  Lima,  30  han  recibido  al- 
ternativamente, y  S3ha  formido  un  cuaderno  do  ciento  siete  fo- 
lias, cosido,  que  no  puede  de^^glosarse  por  la  razón  sencilla  de  la 
complicación  que  se  ha  i)roducido,  involucrauilo  las  declaracio- 
nes en  folios  alternos,  y  hasta  dándose  el  caso  de  que  en  una  pá- 
gina tennina  la  declaración  de  un  testigo  en  una  reclamación,  y 
se  da  comienzo  á  la  de  otro  testigo  en  otra  reclamación.  Por  ma- 
nera que,  no  siendo  posible  descoser  el  cuaderno,  y  formar  y  unir 
cada  grupo  de  declaraciones  al  expediente  respectivo  de  cada  re- 
clamante, surge  la  grave  dificultad  de  que  se  entorpece  conside- 
rablemente la  marcha  del  arbitraje  en  esta  segunda  parte  xle  los 
trabajos.  Es  decir  que,  mientras,  ya  el  abogado  deínisor  del  go- 
bierno del  Perú,  ya  el  de  uno  de  los  reclamantes,  tiene  en  su  po- 
der un  solo  expediente,  para  emitir  su  alegato,  tiene  también  el 
cuaderno  con  las  declaraciones  de  todos  los  testigos  en  todas  las 
reclamaciones,  y  son  muchas  las  que  comprende  el  cuaderno  del 
juzgado  de  Lima  Ni  cabo  el  recurso  de  enviar,  después  de  emi- 
tido el  primer  alegato  del  abogado  del  gobierno  del  Perú,  en  seis 
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raz,  y  siendo  imprenscindiblemente  necesario  que  vengan  á  mi 
poder  para  unirlas  á  los  expedientes  respectivos,  pasar  éstos  en- 
tonces al  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  y  después  á 
los  interesados,  volviendo  de  nuevo  al  primero,  á  fin  de  que  emi- 
tan sus  alegatos  de  duplica  y  réplica,  sin  cuya  tramitación,  á  te- 
nor de  lo  estipulado  en  el  protocolo  de  2^  de  Noviembre  de  1899, 
no  puedo  [Tronunciar  el  laudo  á  que  haya  lugar,  rae  veo  en  la 
necesidad  de  manifestar  á  V.  E.  que  se  hace  indispensable  reite- 
rar las  ordenes,  ya  dadas,  á  los  señores  jueces  preindicados  para 
que,  sin  demora,  envíen  á  ese  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  fi. 
todas  las  informaciones  de  que  se  trata,  manifestando,  á  la  vez, 
cada  uno  de  dichos  señores  jueces,  si  han  acudido  ante  ellos  todos 
i©s  reclamantes  comprendidos  en  las  listas  respectivas  que  se  les 
pasaron,  señalando  los  testigos  que  debían  presentar:  pues  con- 
viene saber  si  todos  los  reclamantes  en  cuestión  han  cumplido 
con  lo  que  al  efecto  les  concierne,  á  fin  de  resolver  le  que  proce- 
cediera  en  el  caso  en  que  alguno  de  ellos  no  lo  hubiera  hecho. 

RosuUando  de  todo  lo  expuesto,  que  á  pesar  de  haberse  fijado 
un  plazo,  coa  carácter  improrrogable,  que  terminaba  el  31  de 
Diembre  último,  según  acuerdo  entre  V.  E.  y  el  Excmo.  señor 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  el 
Rey  de  Italia,  para  la  conclusión  del  arbitraje,  estaríamos  fuera 
del  término  mínimamy  á  contar  de  la  fecha  en^  que  pudiera  dar 
por  terminadas  todas  las  actuaciones,  me  creo  en  el  deber  de 
llamar  sobre  ello  la  atención  de  de  V.  E.  por  si  considera  opw^r- 
tuno  celebrar  al  efecto  una  conferencia  con  dicho  señor  Ministro, 
rogándole  que,  en  tal  caso,  se  sirvan  comunicarme  lo  que  resuel- 
van. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  alta  consideración  y  personal  apre- 
cio. 

R,  G,  de  Uríbarri. 

Excelentísimo  señor  don  Felipe  de  Osma  y   Pardo,    Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 
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Miniderio  de  Eetañones  Exteriores. 

NC'  6.  Lima,  8  de  Febrero  de  1901 . 

Señor  Ministro: 

Conforme  á  la  indicación  contenida  en  la  última  parte  de  la 
nota  de  V.  E.,  de  fecha  6  del  presente  mes,  relativa  al  arbitraje 
<iue  los  Gobiernos  del  Pc*rú  y  de  Italia  han  confiado  á  la  justifi- 
cación de  V.  E.,  cúmpleme  expresarle  que,  en  reciente  conferen- 
cia que  he  celebrado  con  el  señor  Pirrone,  Ministro  de  Italia, 
hemos  convenido,  en  vista  de  las  razones  expuestas  por  V.  E., 
en  ampliar  el  término  fijado  en  el  convenio  arbitral  para  dar 
concluidas  todas  las  actuaciones,  hasta  el  2  de  Marzo  próximo, 
fech'i  desde  la  cual  principiará  á  rontai'se  el  plazo  de  los  cua- 
renta días  señalado  para  el  pronunciamiento  del  laudo. 

También  en  armonía  con  lo  expresado  en  su  referida  nota,  me 
dirijo,  en  la  fecha,  al  señor  Ministro  de  Justicia,  para  que  reitere 
las  órdenes  expedidas  a  los  jueces  designados  en  Lima,  Callao, 
Piura  y  Huaráz,  á  fin  de  que,  en  el  msnor  tiempo  posible,  en- 
víen á  este  Despacho  las  informaciones  que  V.  E.  necesita,  y  ex- 
presen si  han  acudido  ante  ellos  todos  los  reclamantes  compren- 
tlidos  en  las  respectivas  listas. 

Tenido  el  honor  de  renovar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  con- 
si  leración  mas  alta  y  distinguí  la. 

Felipe  de  Osma. 

Al  Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarn, Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Leagción  de  España. 

Limüj  25  de  Febrero  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Acabo  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  E.,  fecha  8  del  'actual, 
por  la  que,  en  respuesta  á  la  que  tuve  la  honra  de  dirigirle  el 
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Legación  de  España,  "  k 

Lima^  31  de  Ago^o  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Estando  ya  muy  adelantados  los  trabajos  rclativo:5  al  arbitraje 
que  se  me  lia  hecho  la  alta  honra  de  confiarme  entre  el  Perú  é 
Italia,  ha  llegado  el  momento  en  que  me  son  necesarios  los  in- 
formes que,  resi>ecto  de  las  reclamaciones  italianas,  materia  del 
arbitraje,  -emitió  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  su- 
premo decreto  de  8  de  junio  de  1895,  los  que,  á  tenor  de  lo  esti- 
pulado en  el  artículo  II  letra  D,  del  protocolo  de  25  de  noviem- 
bre de  1^99,  agradeceré  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  remitirme  á 
la  mayor  brevedad  posible  á  título  de  re/^cncias  qne,  para  el 
mejor  desempeñó  de  mi  cometido,  considero  conveniente  conocer. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  señor  ministro,  para  reiterar  á 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

R.  G.  de  Uribarri. 

Al  Excnlo.  señor  doctor  don  Felipe  de  Osmti  y  Pardo,    Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  etc.,  etc.,  etc. 


Ministerio  de  Ildaciones  Exteriores, 

Lirna^  18  dcSetiembre  de  1901 
Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto  atentamente  del  contenido  de  la  nota  que  se 
sirvió  V^.  E.  dirigir  á  mi  antecesor  en  este  despacho,  con  fecha 
de  31  de  agosto  último,  con  el  objeto  de  solicitar  que  se  le  remi- 
tan los  informes  que,  respeto  de  las  reclamaciones  italianas  so- 
metidas al  arbitraje  de  V.  E.  emitió  la  comisión  oficial  peruana 
nombrada  por  supremo  decreto  de   8  de  junio  de  1895. 

En  respuesta,  debo  expresar  á  V.  E.  que  los  referidos  informes 
son  piezas  ilustrativas,  de  carácter  reservado,  destinadas  á  escla- 
recer el  juicio  que  se  formase  esta  Cancillería  acerca  de  las  men- 
cionadas reclamaciones;  y  por  lo  que  toca  á  los*  elementos  paxA 
la  defensa  del  Perú  que  ellos  oontiencn,  ooníia   mi   gobierno  en 
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que  la  competencia  del  abogado,  señor  Ribeiro,  hará  que  los  in- 
tereses  nacionales  estén,  en  todo  caso,  debidamente  resguar- 
dados. 

Entiende,  por  otra  parte,  este  Ministerio,  que  con  el  estudia  de 
los  expedientes  y  lo  que  sobre  ellos  expoaga  dicho  abogado  d^ 
fansor,  podrá  formar  concepto  cabal  y  exacto  del  derecJkO  que 
asiste  á  los  respectivos  reclamantes,  ía  notoria  sagacidad  de  V.E, 

Renuévole,  señor  ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo   Chacaltaaa, 

Al  Exemo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  ííxtraor- 
dinarioy  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  España  en  Lima. 

Lima^  30  de  sciiembre  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Terminado,  en  el  día  de  hoy,  el  arbitraje  que  se  me  liixo  la 
muy  alta  honra,  de  confiarme,  según  acuerdo  diplomático  y  no- 
tas al  efecto,  de  25  de  noviembre  de  1899,  entre  el  gobierno  de 
la  república  del  Perú,  y  el  de  su  majestad  el  rey  de  Italia,  res- 
pecto de  sotentitres  reclamaciones  de  subditos  italianos,  dam- 
nificados durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  tengo  el  ho- 
nor de  remitir  á  V.  E.  por  manos  del  señor  don  Julio  Lual 
prinjtr  secietario  de  embajada  en  esta  legación  y  secretario  en  el 
arbitraje,  desde  su  llegada  á  Lima,  el  14  de  setiembre  de  1900, 
dos  ejemplares  firmados  }''  sellados  del  cuadro  general  que  com- 
prende un  somero  resumen,  con  indicación  de  las  cantidades  re- 
clamadas, del  fallo  recaído  en  cada  reclamación  y  cantidad  reco- 
nocida en  las  que,  ú  mi  juicio  corresponde  abonar. 

Hago  también  mención  de  las  que  quedan  denegadas  y  de  las 
que  han  sido' retiradas  por  los  reclamantes:  siendo  de  notar  que 
algunas  de  estas  no  designaban  cantidad. 

Kcsulta  que  se  reclamó  en  conjunto  la  suma 
de  cuatrocientos  treinta  y  dos  mil  ochocientos 
veintinueve  feoles  y  diecinueve   centavos 5/.     432,829,19 

A  la  que  hay  que  añadir,  por  mil  soles   raen- 
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suales  qne  reclaman  los  señores  Canevaro,  segup 
el  expediente  número  33,  desde  el  3  de  setiem- 
bre de  1894  hasta  el  dia  del  pago  que  podría 
fijarse  en  el  de  hoy,  ó  día  de  fallo,  ochen- 
ta y  cuatro  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  so- 
les n  venta  y  un  centavos S/.     *  84,999,91 

foimindo  un  total  de quientos   diecisiete  mil  se- 

tecitntcs  diecinueve  soles  y  diez  centavos „     517,729'10 

más  setecientos  cuarenta  y  un  peso   febles „  741 

y  libras  oro  setecientas  dos,  nueve  chelines  diez 

peniques £        702-9-10 

El  valor  designado  de  las  reclamaciones  retira- 
das importa  veintisiete  mil  setecientos  soles S¡,      '  27,700 

Las  denegadas  importan,  contando  el  adita- 
mento de  la  número  33,  8oles  doscientos  noven- 
ta y  cinco  mil,  doscientos  sesenta  y  siete  solea 
veinticinco   centavos „     205,267*25 

La  fcuma  total  reconocida  por  mi  fallo  arbitral 
es  de  soles  de  plata  ochenta  y  tres  mil   ochenta 

soles  un  centavo „       83,080,01 

y  pesos  febles  setecientos  cjarenta  y  uno F  741 

Laborioso,  en  extretno,  como  lo  ha  sido  este  complicada  arbitra- 
je, me  ocupará  todavía  un  mes  según  calculo  aproximado,  la 
revisión  de  la  larga  doenmentacion  de  que  consta,  el  ordenarla 
y  clasificarla,  con  las  re^p^etivus  senteacias  ó  laudos  arbitrales 
que  hoy  he  firmado  y  ¿oll.ido,  todo  lo  cual  y  la  memoria  que  ha 
de  acompañar  el  arbitraje,  remiíiré  a  V.  E.  tan  pronto  como  taa 
magna   obra  quede  terminada. 

Hoy  me  limito  u  verificar  la  entrega  del  cuadro  general  del 
arbitraje  no  sólo  para  el  debido  conocimiento  de  V.  E.,  sino  tam- 
bién para  que  conste  (pae,  modiante  supremo  esfuerzo  y  la  asi- 
dua valiosísima  cooi>eración  de  los  dos  secretarios  señores  Leal  é 
Iturralde,  he  eumf)lido  mi  honroso  cual  difícil  encargo  en  el  pla- 
zo últimamente  lijado. 

El  señor  don  Joquin  do  Iturralde,  cónsul  de  España  en  esta 
capital,  y  secretario  en  el  arbitraje  desde  un  principio,  es,  á  su 
vez,  portador  de  una  nota  idéntica  a  la  presente,  y  de  otros  dos 
ejemplares  del  cuadro  general,  que  al  poca  tiempo  entregani  al 
excelentísimo  señor  comendador  G.  Pirrone,  Enviado  Extraordi- 
nario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  el  rey  de  Italia 
en  esta  capital. 
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Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para   reiterar  á  V.  E. 
las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y  personal  aprecio. 

P.  G.  de  Urlbarri, 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,    Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  etc. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Limüj  14  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

H©  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  fecha  30  de  se- 
tiembre último,  por  la  cual  se  sirve  participarme  la  terminación 
del  arbitraje  relativo  á  las  reclamaciones  italianas,  provenientes 
de  la  guerra  civil  de  1894-95,  confiado  á  la  alta  justificación  de 
V.  E.  en  virtud  del  acuerdo  diplomático  de  ?5  de  noviembre  de 
1899  entre  mi  Gobierno  y  el  de  su  Majestad  el  rey  de  Italia. 

El  señor  Leal,  primer  secretario  de  embajada  en  esa  Jjegación, 
ha  hecho  entrega  en  esta  cancillería,  de  dos  ejemplares  firmados 
y  sellados  del  cuadro  general  que  contiene  el  pormenor  de  las 
cantidades  reclamadas,  una  suscinta  indicación  de  los  fallos  res- 
pectivos, y  la  expresión  de  la  cantidad  reconocida  en  las  recla- 
maciones que  no  han  sido  retiradas  ni  denegadas. 

V.  E.  hace  constar  que,  ascendiendo  el  valor  total  de  las  su- 
mas reclamadas,  á  S.  517.720-10,  más  741  pesos  febles  y  702  li- 
bras oro,  9  chelines  y  10  peniques,  el  reconocido  por  el  fallo  ar- 
bitral importa  S.  83.080-01  y  74J.  pesos  febles. 

En  la  fecha  me  dirijo  al  señor  Ministro  de  Hacienda,  con  el 
objet«  de  que  se  dé  estricto  cumplimiento  á  dicho  fallo. 

Espero  recibir,  en  breve,  como  se  sirve  anunciármelo  V.  E.,  la 
documentación,  referente  al  arbitraje,  las  respectivas  sentencias 
6  laudos,  y  la  memoria  expositiva  de  los  trabajos  sobre  el  parti- 
cular á  que  felizmente  ha  dado  cima  V.  E.  mediante  los  más 
empeñosos  esfuerzos. 

Conocedor  de  las  dificultades  con  que  ha  tenido  naturalmente 
que  luchar  esa  legación  para  el  acertado  cumplimiento  de  un 
encargo,  cuya  naturaleza  complicada  y  vasta  extensión  han  im- 
puesto á  V.  E.  labor  asidua  de  muchos  meses,  mi  Gobierno  cum- 
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pie  gustoso  el  deber  de  expresarle,  por  mi  órgano,  que  se  consi- 
dera permanenteraente  obligado  hacia  V.  E.  por  la  buena  ovlun- 
tad,  la  incansable  persevancia  y  el  alto  espíritu  de  juslifieacióu 
de  que  ha  dado  pniebas  en  su  desempeño. 

Hago  extensiva  esta  manifestación  á  los  muy  distinguidos  y 
competentes  cooperadores  de  V,  E.  en  el  arbitraje,  don  Julio 
Leal  y  don  Joaquín  de  Iturralde,  que,  en  su  calidad  de  secretarios, 
han  rivalizado  en  noble  celo  para  llevar  á  pronto  término  la 
parte  de  labor  que  les  encomendara  V.  E. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideraciún. 

Cesáreo  Chacaltana, 

Al  Excmo.  señor  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  ^linistro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  España. 

Lima,  30  de  Setiembre  de  1901,  • 
Soñor  Ministro: 

Terminado  ti  arbitraje  que  se  me  Iiizo  el  alto  honor  de  con- 
fiarme, entro  el  gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su 
Majestad  el  Rey  de  Italia,  para  resolver  definitivamente  las  recla- 
maciones pendientes  de  setentitres  subditos  italianos,  damnifica- 
dos durante  la  guerra  civil,  acaecida  en  el  el  Perú  eü  18Ü4-95, 
tengo  la  honra  de  remitir  á  V.  E.,  encuadernados  en  el  i>refenie 
y  siguiente  tomo,  un  detallado  exacto  de  cada  uno  de  los  expe- 
dientes de  dichas  reclamaciones  y  de  los  alegatos,  réplicas  y  du- 
plicas que  me  han  presentado  el  abogado  defensor  del  gobierno 
del  Perú,  Sr.  Dr.  D.  Ramón  Ribeiro,  y  los  arbogados  de  los  recla- 
mantes ó  éstos  mismos;  así  como  in  cxtaiso  los  laudos  arbitrales 
fundamentados,  que  inspirándome  en  los  sentimientos  de  la  más 
estricta  justicia,  he  pronunciado  y  firmado  en  el  hia  de  hoy,  con 
sujeción  á  lo  preceptuado  en  el  acuerdo  diplomático  de  20  de  no- 
viembre de  1899,  cuya  copia  abre  el  primero  de  los  dos  i)ie$ente9 
tomos,  á  los  que  acompaña  un  tercer  tomo  que  solo  contieno 
los  laudos,  estando  unidos  en  un  c.iarto  tomo  las  copias  <le  las  no- 
tas cambiadas  y  la  memoria  que  he  redactado  sobre  este  arbitra- 
je, cuyo  resumen  aparece  en   el  cuadro  general  separado. 
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Al  rogar  á  V.  E.  se  sirva  elevar  al  Exorno,  señor  Presidente 
de  la  República  la  nueva  expresión  de  mi  agradecimiento  por  el 
especial  honor  que  se  me  dignó  hacerme  al  confiarme  tan  deli- 
cado encargo,  aprovecho  la  ocasión  para  reiterar  á  V.  E.,  señor 
ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  y  perso- 
nal aprecio. 

ii.  (?.  de  Lribarn. 

Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores 
etc.,  etc.,  etc. 


Laudo  arbitral  eii  la  redamación   Ní  1  presentada  por  don 

Tulllo    Tarchi 


Don  Tullio  Turelii,  subdito  italiano,  natural  de  Eímini,  ins- 
crito en  el  registro  de  la  Real  Legación  de  Itnlia  en  esta  capital, 
según  resulta  del  comprobante  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  suma  de  once  mil  ochocientos  soles  y  cuarentidos  centavos 
(iS/.  11.800,42),  valor  de  los  enseres,  utennlios  y  meicaderíasque 
existían  en  la  cantina  del  club  de  la  Unión  y  que  dice  eran 
de  su  propiedad  y  fueron  dej^truidos  «por  los  soldados  del  coro- 
neL  Powlerj),  en  los  días  17y  Í3  de  marzo  de  ISOo,  reclama  tam- 
bién dtcz  mil  sqUs  á  título  de  indemnización  j^^r  <laños  indirec- 
tos ósea  un  total  de  veintinn  rail  o  hocientos  soh-.<    ruarcntidos  ds. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defens'^r  del  gc- 
bierno  del  Perú;  la  réplica  del  repre.^entai\te  lt.*gal  del  interesado, 
doctor  don  Emilio  Sequi;  y  la  duplica  de  aquél; 

Considerando: 

1?  que  el  expediente  entregado  al  arbitro  en  O  ue  diciembre 
de  1899,  per  el  excmo  tenor  ministro  de  r.-^laciones  exteriores, 
previo  examen  y  conformidad  del  excmo.  señor  enviado  extraor- 
dinario y  ministro  ¡denipotenciario  de  su  majestad  el  rejr  do  Ita- 
lia, consta  de  la  instancia  del  reclamante,  de  dos  balances  de  la 
cantina,  firmados  por  el  balanceador  dop  Zacarías  Boteri,  á  2  de 
enero,  y  23  de  marzo  de  1 895,  respectivamente,  y  de  catorce  fac- 
turas, unas  á  nombre  del  club  de  la  Unión  y  otras  al  de  Tullio 
Turchi  y  compañía,  mas  unas  copias  de  cartas  absolutamente 
borradas  é  ilegibles. 
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2?  que  el  primer  balance,  en  el  que  se  incluye  la  vajilla,  crista- 
lería, lencería,  plaqué,  menaje  y  enseres  de  cocina,  vinos,  conser- 
vas y  cigarros,  importa  la  summ  de  treee  mil  trescientos  noventinue- 
ve  soles  y  veintidós  centavos  (S/.  13.  399-22)  y  el  segundo  la  suma 
de  mil  quini^itos  ocho  soles  y  ochciüa  centavos  (1.508.80),  que,  de- 
ducida de  la  anterior,  por  representar  el  valor  de  lo  que  queda- 
so  en  el  club  después  de  la  destrucción  aludida  da  una  diferen- 
cia de  soles  once  mil  ochocientos  noventa  y  cuarentídos  caüavos  y  no 
la  de  S/.  11.800-12  que  establece   y  reclama  Turchi. 

3.  que  las  facturas  de  folios  5,  6,  7,  8,  9,  10, 11,  21,  23  y  24  y 
25,  únicas  que  aparecen  á  nombre  de  Tullio  Turchi,  y  compañía^ 
importan  la  suma  de  mil  quinientos  cincuentiocho  soles  yd^ez  cen- 
tavos SI .  (1558  10). 

4?  que  las  cinco  primeras  de  dichas  facturas  corresponden  á  los 
meses  de  enero  y  febrero  de  1895  y  la  de  folio  11  imix)rtante  S/. 
30  al  9  de  marzo. 

5^  que  las  facturas  de  folios  23,  24  y  25,  que  juntas  importan 
S  .  632-85,  representan  valor  de  mercaderías  que,  según  notas  de  f. 
12  y  22,  presentadas  por  el  mismo  Tullio  Turchi,  llegaron  al 
puerto  del  Callao  el  14  de  marzo  de  1895,  lo  que  induce  á  tener 
por  indudable  que,  dada  la  situación  política  del  país,  y  el  he- 
cho de  hallarse  la  capital  amenazada  de  graves  é  inminentes 
trastornos  no  se  trajeran  del  Callao  á  Lima  dichas  mercaderías, 
la  víspera  precisamente  del  conflicto. 

09  que  deducida  la  s'ima  importe  de  tales  facturas,  ó  sean  S/. 
0.32-85  de  la  de  S/.  1558-10,  importe  total  de  las  que  Turchi  pre- 
senta á  su  nombre  v  compañía,  resultíirían  á  su  favor  tan  solo 
S.  925-25. 

7®  que  de  la  mercaderías  enumeradas  habría  que  deducir  el 
consumo  hecho  por  los  socios  del  club  hasta  el  16  de  marzo  in- 
clusive. 

8?  que  sería,  igualmente,  necesario  deducirlas  parte  que  corres- 
pondiera, comprendida  en  la  suma  de  S/.  1,508-80  que,  según  el 
balance  de  23  de  marzo,  representa  las  existencias  en  aquella  fe- 
cha, ó  sea  el  valor  de  k)  que  quedó  después  de  la  destrucción 
llevada  á  cabo  el  17  y  18  del  mismo  mes  de  marzo. 

9?  que,  en  todo  caso  y  aún  admitiendo  que  las  mercaderías 
llegadas  al  Callao  el  14  de  marzo  hubieran  sido  trasportadas  in- 
mediatamente á  Lima,  representarían,  en  conjui\to,  como  queda 
demostrado,  un  valor  máximo  de  S/.  1558-10  de  mercaderías  en- 
viadas ó  vendidas  á  Tullio  Turchi  y  compañía,  sin  que  resulte 
ningún  otro  valor  como  propiedad,  ni  á  nombre  suyo. 

10.  que  habiendo  manifestado  el  reclamante  señor  Turchi, 
cuando  se  presentó  al  arbitro,  que  no  podía  producir  más  pruebas 
en  apoyo  de  su  reclamación  que  las  que  obraban  en. el  expedien- 
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te, y  de  Ifts  que  queda  kecho  mérito^  remitió  después  el  contrato 
simple  que  va  unido  al  mismo  expediente. 

11.  que  dicho  coatrato^de  carácter  pdYado,  ñrmidoeu  Licaa  i 
26  de  i>oviembre  de  1890,  por  dos  socios  del  club  de  la  Unión,  á 
nombre  del  club,  y  por  don  Ignacio  Novelli  y  don  Tullio  Tiiccéii 
para  la  administración  y  explotación,  por  parte  de  éstos  dos  úl- 
timos, de  la  cantina  y  del  restaurant  del  club,  si  bien  dice  en  la 
cláusula  quinta  "que  los  contratantes  tendrán  el  comedor  y  la 
codna  bien  provistos  del  servicio  necesario  para  la  coanodidad  y 
decencia  del  establecimiento,  cuidando  de  que  las  viandas  sean 
de  buena  calidad,  etc."  no  determina  esto  que  el  servicio  aludido 
fuese  propiedad  de  los'contratistiis. 

12.  que  el  último  acápite  de  la  cláusula  sexta  dice  textual- 
mente **que  los  contratistas  no  pagarán  al  club  pensión  algim* 
por  arrendamiento  de  casa,  uso  de  muebles  y  consumo  de  gas  y 
agua",  lo  que  excluye  la  idea  de  que  los  contratistas  tuvieren  na- 
da de  su  propiedad  en  el  club. 

13.  que  el  último  acápite  de  la  cláusula  séptima  del  contrato 
dice  textualmente:  "por  ningún  motivo  ni  bajo  pretexto  algaací, 
se  sacará  fuera  del  locol  del  club  ningún  artículo  de  menaje  ó 
servicio  de  su  pertenencia  sin  la  autorización  especial  del  vocal 
de  turno,"  Jo  cual  prueba  claramente  que  los  tales  efectos  de  rae^ 
naje  y  servicio  eran  propiedad  del  club  y  no  de  los  contratistas 
señores  Novelli  y  Turchi. 

14.  que  ninguna  de  las  nueve  cláusulas  de  quo  consta  el  con- 
trato, dice  que  el  reclamante  Tullio  Turchi  ni  el  señor  Movelli, 
ni  ambos  juntos,  fuesen  dueños  de  nada  de  lo  que  el  club  tuvi©- 

a  6  en  él  se  hallara. 
15  que  don  Tullio  Turchi  no  ha  presentado,  ni  en  el  expe- 
diente, ni  después  de  comenzado  el  arbitraje,  ningún  documento 
ni  referencia  que  probase  que  tenía  capital  alguno,  ni  que  la  va- 
jilla, cristalería,  lencería,  plaqué  y  menaje  y  enseres  de  oocioa, 
fuesen  de  propiedad  suya,  ni  de  la  de  don  Igpacio  Novelli,  ni  da 
ambos  juntos.    ' 

16.  que  de  lo  expuesto  resulta  que  solo  podría  conBideraoie 
como  propiedad  del  reclamante  la  parte  que  le  correspondiera 
del  valor  de  las  mercaderías  especificadas  en  los  consideücandoa  6 
á  9»  desde  que  no  le  ha  sido  posible  producir  más  pruabaa. 

17.  que  no  resultando  del  contrato  k^cho  por  el  ceclaJuaiUe  jr 
con  el  señor  Novelli  con  el  club,  que  fuesen  dueños  de  los  eoa^ 
res,  servicio^  menaje  etc.,  y  representando  todo  [esto,  á  tdnor  áú 
balance  de  2  de  enero  de  1895,  un  valor  de  S/. '  4.69040  que  de- 
ducido de  S/.  13,399-22,  da  una  diferencia  de  S/.  8.'l38-82,  qut 
constituye  el  valor  de  las  existencias  de  viñosr,  lioores,  conservas 
Skg^okm  mineíaltti  y  ciganoe  en  La  exprantda  iéd&a  del  2  de  enoro 
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de  1895,  que,  como  se  ha  demostrado,  no  ha  podido  probar  el  re- 
clamante que  fuesen  de  su  propiedad. 

18.  que  tomando  por  base  la  existencia  de  vinos,  conservas, 
etc.,  por  el  valor  de  S.  8,438.82,  el  2  de  enero  de  1895,  y  supo- 
niendo que  no  se  hiciera  en  el  club  un  consumo  mayor  de  S.  100 
á  120  diarios,  y  aún  limitándolo  á  S.  100  se  habría  agotado,  de 
aquellas  mercaderías  en  73  días,  desde  el  2  de  enero  al  16  de 
marzo  de  1895,  un  valor  mínimum  deS.  7,300. 

19.  que  del  total  del  balance  de  23  marzo,  ó  sean  S.  1,508.80, 
habría  que  deducir  S.  368.52,  importe  del  cristal,  etc.,  que  no 
resulta  probado  que  fuera  de  propiedad  del  reclamante,  y  redu- 
ciría el  valor  de  la  existencia  en  vinos,  etc.,  á  S.  1,140,27,  lo  cual 
vendría  á  demostrar  qne  no  hubo  el  perjuicio  quo  se  pretende, 
puesto  que  dicha  suma  coincidiría  con  la  diferencia  que  resulta 
del  supuesto  consumo  mínimo  de  S.  7,300  en  73  días*  al  total  de 
S.  8,438.82  de  provisiones  habidas  el  2  de  enero,  ó  sean,  S. 
1,131.82,  según  el  considerando  anterior. 

20.  que  no  resulta  probado  que  el  reclamante  hubiera  hecho 
provisiones  extraordinarias,  como  en  su  instancia  lo  dicOi-por 
valor  de  S.  4,046.50,  al  principio  del  año,  siendo  a.sí  que  las  fac- 
turas que  aconi[)aña  enumeradas  en  el  consi<lerando  3,  dan  sólo 
un  valor  conjtnito  de  S.  1,558.10,  incluyendo  los  S.  632.85  de  las 
mercaderías  llegadas' al  Callao  el  14  de  marzo,  que  podría  darse 
por  hecho  que  no  las  haría  traer  el  reclamante  á  Lima  el  día  16, 
y  cuyo  importe  reduciría  la  primera  cantidad  L  S.  925.25  como 
se  dijo  en  el  considerando  6,  siendo  de  notar  que  de  las  14  fac- 
turas que  incluye  en  la  lista  de  folios  37,  hay  cinco  á  nombre 
del  club,  y  que  la  última,  por  valor  de  S.  204  lleva  la  fecha  de 
26  de  marzo  de  1895,  por  lo  que  su  importe  debe  ser  deducido 
del  total. 

21.  que  estableciendo  la  proporción  consiguieiito  por  consuüo 
sobre  la  suma  de  S.  1,558  con  relación  á  la  que  existí?  en  2  de 
enero  y  que  sería  próximamente  la  de  un  19  pox  ciento,  queda- 
ría disminuida  en  S.  216.37,  de  donde  resultaría  que  el  recla- 
mante habría  sufrido  tan  sólo  un  quebranto  aproximado  de  S. 
1,341.73  sobre  la  de  8.  1,558.10,  única  que  ha  probado  ser  de  su 

Esrtenencia;  quebranto  que  se  reduciría  á  S.  708.88  si  no  trajo  á 
ima  ol  16  de  marzo  las  mercaderías  llegadas  al  Callao  el  14,  y 
de  cualquiera  de  cuyas  dos  sumas  habría  que  rebajar  la  mitad, 
siendo  así  que  el  contrato  con  el  club  corría  á  nombre  de  lio- 
velli  y  de  Turchi  y  que  sólo  se  ha  presentado  á  reclamar  el  se- 
gundo d«  dichos  señores. 

CoBsiderando: 

^^^  otra  parte,  que  el  contrato  da  los  señores  Ignacio  N#T«lIi 
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y  Tullio  Turchi  con  el  club  de  la  Unión,  es  un  contrato  privado 
con  un  centro  social  de  nacionalidad  peruana,  y  como  tal  some- 
tido á  las  leyes  del  país;  que  el  ataque  perpetrado  por  tropas  del 
gobierno  en  los  días  17  y  18  de  marzo  de  1995,  motivo  de  la 
reclamación  del  señor  Turchi,  se  hizo  contra  el  club  por  razones 
políticas  y  no  contra  los  señores  Novelli  y  Turchi;  que  dichos 
señores  no  se  hallaban  inscritos  ni  podían  ser  considerados  como 
comerciantes,  ni  pagaban  patente,  ni  contribución  alguna  por 
este,  ni  por  ningún  otro  concepto. 


i  / 1 


Definitivamente  fallando: 


Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está  obli- 
gado  á   pagar  cantidad   ninguna  al  señor  Tullio  Turchi  por  su 
reclamación. 
#Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno 

Ramiro  Oil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excrao.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado,  "rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  presente  lau- 
do arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  do  Se- 
tiembre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Ituiralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  m  la  reelarmcidn  número  9^  pres^tada  por  dan 

Luis  Chiessa. 


Don  Luis  Chiessa,  subdito  italiano,  natural  de  Ruta  (Gamo] 
gil)  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  comprobante  unido 
á  au  expediente  de  reclamación,  pide  la  cantidad  de  un  mil  cien- 
to noventa  y  nueve  solé  (S.  1,999),  valor  de  todos  los  muebles  y 
mercaderías  que  tenía  en  su  casa  y  bodega,  sita  en  la  calle  de  Ju- 
nio, números  554  y  577  de  esta  capital,  que  fueron  saqueadas 
por  las  fuerzas  del  general  Cáceres,  del  regimiento  Húsares  de 
Junín  W  1  y  del  batallón  Victoria  N?  7,  el  18  de  Marzo  de  1895, 
á  las  9  de  la  noche. 

Vistos  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Perú, 
oponiéndose;  la  réplica  del  doctor  J.  Matías  León,  á  nombre  del 
interesado,  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1  que  los  daños  causados  en  la  bodega  y  casa  del  reclamante 
fueron  hechos  por  tropas  del  Gobierno,  pertenecientes  á  cuerpos 
de  Ejercito  determinados  con  exactitud,  así  en  la  instancia  pre- 
sentada por  el  reclamante,  como  en  la  infonnación  testifical  ac- 
tuada ante  la  autoridad  judicial, 

1.  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecho  de  que  el 
jnez  no  citase  expresamente,  al  actuarla,  al  Agente  Fiscal,  quien, 
sin  embargo,  aparece  <;itado,  aunque  una  sola  vez,  á  fojas  8  del 
ouíaderno,  y  de  las  fojas  2  y  6  resulta  que  se  le  notificó  la  lista 
general  de  los  testigos  que  debían  declamr,  ni  puede  imputarse 
responsabilidad  al  reclamante  por  cualquier  vicio  de  forma  de 
pue  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  sufrir  las  consecuen- 
cias por  faltas  que  la  autoridad  judicial  que  la  presidió  no  haya 
creído  conveniente  ó  necesario  evitar  ó  subsanar  en  el  procedi- 
miento judicial  seguido  y  que  no  atacan  al  fondo  de  la  cuestión, 
bí  por  lo  tanto  invalidan  el  contenido  de  veracidad  que  de  la 
^j)rueba  actuada  se  deduce. 

2.  que  es  un  principio  de  derecho  internacional,  universal- 
mente  reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violacio- 
nes al  derecho  de  gentes,  <K>metid€^  por  sus  agentes,  cuando  no 
se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los 
intereses  de  los  subditos  extranjeros,  neutrales  en  la  contienda 
civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 


—  677  — 

3:  qne  los  balances  presentados  por  Lats  Chiesoa^  si  bíon  na 
^[iistiñcan  la  existencia  de  las  meccaderíás  en  la  bodega  del  re- 
clamante en  todo  su  valor,  comprueban  la  propiedad  que  éste 
tenía  en  dicho  establecimiento,  en  la  fecha  de  los  sucesos  políii- 
coi  que  motivaron  esta  reclamación; 

Definitivamente  fallando: 

Declare  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
A  don  Luis  Chiessa,  la  cantidad  de  cuatrocientos  ochenta  soles, 
en  las  condiciones  que  establece  el  artículo  &  del  acuerdo  diplo- 
mático de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  üribarrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo  señor  don  Ramiro  de  Gil  de  Urribarri,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica 
«n  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majes- 
tad el  Rey  de  Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  No- 
viembre de  1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de 
sus  propias  armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de 
Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  N^-  S,  présenteda  por  don  Jeróni' 

mo  Sesaareffo. 

Don  Jerónimo  Sessarego,  subdito  italiano,  inscrito  en  el  regis- 
tro de  nacionales  de  la  Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital| 
^egún  consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  reclama  la 
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cantidad  de  tres  mil  ochenta  seles  y  cincuenta  y  ocho  centavos 
(S/.  3,080  o8)  por  el  volor  de  las  mercaderías  sustraídas  á  viva 
fuerza  el  17  ae  Marzo  de  1895,  de  su  pulpería  sita  en  la  calle  de 
Santo  Tomás,  N?  200,  de  esta  capital,  por  tropas  del  Gobierno 
del  Genaral  Cáceres. 

Vistos:  el  expediente  é  información  judicial,  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose  la  réplica 
del  abogado  doctor  don  J.  Matíaz  León,  formulada  á  nombre 
del  reclamante,  y  la  duplica  de  aquel: 

Considerando: 

1?  que  la  sustracción  de  las  mercaderías  de  la  pulpería  del 
reclamante  y  daños  causados  para  evitar  el  cierre  de  dicho  esta- 
blecimiento fueron  hechos  por  tropas  regulares  que  obedecían  al 
Gobierno  del  general  Cáceres;  y  que  es  principio  de  Derecho  in- 
ternacional, universal  mente  reconocido,  que  el  Estado  es  respon- 
sable de  las  violaciones  al  Derecho  de  Gentes  cometidas  por  sus 
agentes,  cuando  no  se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  intereses  de  los  subditos  ^extranjeros,  neutra- 
les en  la  contienda  civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y 
oficiales. 

2?  que  de  la  información  testifical,  actuada  ante  el  señor  juex 
de  1*  Instancia  de  esta  capital,  resulta  comprobado  el  hecho  de 
que  tropas  regulares  del  Gobierno  asaltaron  el  establecimiento: 

3?  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecho  de  que 
el  juez  no  hubiera  citado  expresamente,  el  actuar  dicha  prueba, 
al  Agente  Fiscal,  quien,  sin  embargo  aparece  citado  aunque  una 
sola  vez,  fojas  8  del  cuaderno  7,  y  de  fojas  2  y  6'  resulta  que  se 
le  notificó  la  lista  general  de  los  testigos  que  debían  declarar,  ni 
puede  imputarse  responsabilidad  al  reclamante  por  cualquier- 
faltB  de  forma  deque  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  su 
frir  las  consecuencias  por  falta  que  la  autoridad  judicial  que  la 
presidió  no  haya  creído  conveniente  ó  necesario  evitar  6  rsubsa- 
nar,  en  el  procedimiento  judicial  seguido  y  que  no  atacan  al  fon- 
do de  la  cuestión,  ni,  por  to  tanto,  invalidan  el  contenido  de 
veracidad  que  de  la  prueba  actuada  se  deduce. 

4?  que  si  bien  el  balance  presentado  p  :r  el  señor  Sessar^o  no 
es  título  suficiente  para  acreditar  la  cua:  lía  y  valor  do  las  mer- 
caderías existentes  en  su  pulpería  en  la  T  cha  de  los  sucesos  po- 
líticos que  han  motivado  esta  reclamadóii,  no  es  cieitamente  pa- 
ra probar  su  propiedad  sobre  las  mismas. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
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á  don  Jerónimo  Sessarego  la  cantidad  de  seiscientos  noventa  so- 
les (S/.  690),  en  las  condiciones  al  efecto  establecidas  por  el  pro- 
tocolo de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  é  treinta  de  Setiembre  do  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri, 
(L.  S.) 


Les  infrascritos  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exciíio.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  líepública  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado 
con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  laudo]  arbitral,  en 
la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil 
novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  teno^;: 

Julio  Leal.  J,  de  llurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en    la  reclamación  número  4.  prenntada  por  don 

Aguathi  Arata. 


Don  Agustín  Arata,  subdito  italianc,  aatural  de  San  Quirico 
(Rapallo)  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  Le- 
gación de  Italia  en  (sta  capital,  según  consta  del  certificado  uni- 
do á  su  expediente,  leclama  la  cantida<]  de  ti  es  ínil .  quinientos 
soles  (S.  3,500)  por  las  provis'OiíCS  que  las  fuerzas  organizadas 
por  uno  de  lus  parlitlos  beligerantes  le  tomaron  y  por  los  daños 
que  le  causanni  en  las  h:\ciendas  ó  huertas  de  Rondón  y  Pellejo, 
cuyos  frutos  y  productos  pertenecían  ^n  propiedad  al  reclaman- 
te, durante  los  días  17  al  21  de  Marzo  de  1895,  en  que  j)erma- 
necieron  allí  acampados  más  de  cuatrocientos  hombres  de  las  ex- 
presadas fuerzas. 
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Visto  el  expediente,  al  que  se  han  acompañado  las  partidas 
é»  matrimonio  y  de  defunción  del  redamante;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,oponiéndose;la  réplica  qoe 
i  nombre  de  la  viuda  doña  Manuela  Izaguirre,  representante  de 
BUS  hijos  legítimos  heredero  del  reclamante,  úa  presentado  el 
abogado  doctor  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  formulada  por 
dicho  señor  representante  del  Perú. 

Considerando: 

1°  que  el  hecho  de  haber  fallecido  don  Agustín  Arata  el  9  de 
Enero  de  1898,  y  no  haberse  separado  esta  reclamación  ni  nin- 
guna de  las  similares  de  las  que  fueron  objeto  del  protocolo  cele- 
brado por  las  altas  partes  contratantes  y  que,  previo  examen  en- 
tre ambas,  se  sometió  al  fallo  arbitral,  es  prueba  evidente  de  la 
Yoluntad  de  las  mismas,  de  dar  facultad  al  arbitro  para  decidir 
sobre  el  fondo  de  diclia  reclamación. 

2?  que  por  este  mismo  hecho  y  comprobada  como  está  la  per- 
sonería jurídica  de  la  viuda  y  la  legitimidad  de  los  hijos  según 
consta  del  certificado  al  efecto  expedido  por  la  real  legación  de 
Italia  y  que  se  ha  agregado  al  expediente,  quedan  reconocidos  i 
Jos  causa-habientes  los  derechos  que  al  finado  debieron  correspon- 
der, resultando,  además,  según  certificado  que  también  se  acom- 
paña, que  don  Agustín  Arata  murió  sin  hacer  testamento. 

3?  que  si  bien  es  cierto  que  existe  oposición  manifiesta .  entre 
el  Código  Civil  peruano,  que  declara  peruana  la  viuda  de  un 
extranjero  nacida  en  el  Perú,  y  el  Código  Civil  italiano,  que  con- 
sidera italiana,  aunque  enviude,  la  extranjera  casada  con  italia- 
na; como  doña  Manuela  Izaguirre  no  aparece  en  estos  autos  re- 
clamando por  sus  bienes  ni  dere(-hos,  sino  en  virtud  del  que  la 
ley  le  confiere  para  defender  los  intereses  de  sus  hijos  legítimos, 
reteniendo,  las  acciones  que  á  ellos  como  subditos  italianos  co- 
rresponden, y  son  las  mismas  que  correspondían  á  su  finado  es- 
poso don  Agustín  Arata,  y,  por  tanto,  lo  que  procede  decidir  no 
es  la  nacionalidad  de  la  viuda  sino  la  de  sus  hijos  legítimos  en 
el  momento  en  que  nacieron. 

4?  que  si  bien  cuando  surge  una  cuestión  de  competencia  por 
atribuir  á  un  mismo  individuo  distinta  ciudadanía  las  leyes  de 
dos  Estados,  los  Tribunales  de  cada  uno  de  ellos  aplicarían  su 
propia  ley,  no  acontecería  lo  mismo  si  interviniera  en  la  cues- 
tión un  Tribunal  arbitral,  el  cual  la  decidiría  con  sujeción  á  los 
principios  del  Derecho  Internacional;  y  siendo  entre  éstos  los 
más  universal  mente  admitidos  el  que  el  hijo  legítimo  adquiera 
con  el  nacimiento  la  ciudadanía  del  padre  en  aquel  momento;  y 
encontrándose  en  esto  caso  los  hijos  legítimos  de   don    Agustín 
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Arata  y  siendo  mi  fallo  de  carácter  arbitral,  sin  otra  regla  que 
la  sefialada  en  el  artículo  2  del  protocolo  de  25  de  Noyiembre  de 
•1899,  declaro  que  los  hijos  de  don  Agustín  Arata,  como  herede- 
deros  de  éste;  y  como  italianos  y  por  ser  menores,  tienen  derecho 
A  ser  representados  por  su  madre  en  este  arbitraje. 

5?  que  la  información  testifical  actuada  ante  el  señor  juea 
de  1*  instancia  de  Lima,  don  Aurelio  Pedraza,  resultan  compro- 
bados los  daños  motivo  de  esta  reclamación,  no  siendo  imputa^ 
bles  al  reclamante  los  efectos  de  que  aquella  pueda  adolecer. 

6-  que  según  consta  del  oficio  que  en  respuesta  al  del  arbitro, 
basado  en  el  artículo  2  del  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  inciso  d,  le  dirigió  con  fecha  2  del  presente  mes  de  Setiem- 
bre, el  señor  sargento^mayor  don  Teobaldo  Silva,  actiíalmente  ofi- 
cial de  partes  del  Estado  Mayor  del  Ejército  peruano,  y  edecán  que 
ha  sido  de  S.  E.  el  señor  Presidente  de  la  República,  resulta  com- 
probada la  autenticidad  del  documento  de  folio  4,  por  el  cual  el 
expresado  jefe  del  Ejército,  el  sargento  Mayor  don  M.  Hurtado  y 
los  oficiales  señores  Darío  Garcés  Moncayo  y  Arístides  Pazos,  de- 
clararon haber  tomado  provisiones  en  las  huertas  Rondón  y  Pe- 
llejo al  subdito  italiano  don  Agustín  Arata  para  la  subsistencia 
de  las  fuerzas  de  su  mando  y  haber  ocupado  aquellos  lugares  del 
17  al  21  de  Marzo. 

7^  que  si  bien  el  expresado  señor  sargento  mayor  dice  en  su 
oficio  que  no  puede  precisar  á  cuanto  ascenderían  los  daños,  hay 
datos  bastantes  para  calcularlos  y  existe  la  base  do  que  se  toma- 
ron provisiones  para  más  de  cuatrocientos  hombres  del  17  al  21 
de  Marzo. 

89  que  el  mismo  señor  sargento  mayor  manifestó  ser  cierto 
que  en  aquellos  lugares  se  libraron  combates  y  que  allí  perma- 
necieron por  haberse  aceptado  por  ambos  beligerantes  la  propo- 
sición del  cuerpo  diplomático  de  que  se  retiraran  de  la  capital. 

Definitivamente  fallando. 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pa-' 
gar  á  doña  Manuela  Izaguirre,  viuda  del  subdito  italiano  don 
Agustín  Arata,  la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  soles  en  las 
condiciones  estipuladas  en  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


86 
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Loa  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uri barrí,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el* 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  dí^^ignado  como  arbitro  entro  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  do 
lioy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uuo,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal,  J.  de  liurralde. 

(U.  S.;  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  li  reclamado ¡i  N-  5.  presentada  por  don  Juan 

B,  ¿angninctti. 


Don  Juan  B.  Sangiiinctti,  subdito  italiano,  natural  de  Cliiá- 
vari,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  comprobante  unido  á  su  exj>^ 
diente,  reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  doscientos  soles 
(S/.  4,200)  por  ol  saqueo  y  robo  cjue  el  día  17  de  Marzo  de  1895. 
consumaron  en  su  pulpería,  sita  en  la  calle  de  la  Pampa  de  La- 
ra,  N*'  3899,  de  esta  capital,  fuerzas  del  batallón  de  Húzares  N** 
2  y  de  la  Artillería,  que  pertenecían  á  las  tropas  del  General 
Cáceres. 

Vistos  el  expediente  y  la  información  judicial;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombra  del  reclamante  ha  formulado  el  dtfctor  don  J.  Ma- 
tías León  y  la  dúi>lica  <le  aquel: 


Considerando: 


1?  quG  los  dañes  causado?  en  la  pu:¡  cría  del  reclamante  fue- 
ron hechos  por  tropas  militares,  (It'perplientes  <le  aut.»ridíbles  y 
de  cuerpos  de  ejército  doterniinados  con  exactiiud,  así  en  la  ins- 
tancia del  reclamante  oomo  en  la  Í!if<»rmación  testifical  ariuada 
ante  la  autoridad  judicial;  y  que  es  principio  de  der.ooho  inter- 
nacional, universalmente  reconocido,  que  el  Estado  es  responsa- 
ble de  las  violaciones   al  I^recho  de  ííentes  cometidas  por  sus 
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agentes,  cuando  no  seíia  pueato  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  interés  de  los  extranjeros  neutrales  en  la 
contienda  civil,  á  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

2?  que  no  puede  inculparse  al  reclamante  por  el  hecho  de  que 
él  juez  no  citase  expresamente,  al  actuar  la  información  testifical, 
al  agente  fiscal,  quien,  sin  embargo,  aparece  citado  aunque  una 
sola  vez,  á  fojas  8  del  cuaderco,  y  de  fojas  2  y  6  resulta  que  se 
le  notificó  la  lista  general  de  los  testigos  que  debían  declarar,  ni 
puede  imputarse  al  reclamante  responsabilidad  por  cualquier  vi- 
sio  de  forma  de  que  la  misma  prueba  pudiera  adolecer,  ni  sufrir 
las  consecuencias  por  faltas  que  la  autoridad  judicial  que  la  pre- 
sidió no  haya  creído  conveniente  ó  necesario  evitar  ó  subsanar 
en  el  procedimisnto  judicial  seguido  y  que  no  atacan  el  fondo  de 
la  cuostióu,  ni,  por  lo  tanto,  invalidan  el  contenido  de  veracidad 
que  de  la  prueba  actuada  se  deduce. 

3°  que  las  pruebas  y  balance  presentado  por  el  señor  Sangui- 
netti  no  stn  lo  suficientes  para  probar  que  su  pulpería  tuviera 
la  cantidad  de  mercaderías  que  asegura: 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Juan  B.  Sanguinetti  la  cantidad  de  ochociefttos  soles 
(S/.  800)  en  las  condiciones  que  establece  el  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  O.  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  secretarios  en 'el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribari,  Euviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Qatólica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  él  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal,  J.  de  Iturralde, 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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JLaudo  arbitral  en  la  reclamación  número  6,  presentada  por  don 

Bartolomé   Costa. 


Don  Bartolomé  Costa,  subdito  italiano,  natural  de  Santa.  Mar- 
gherita,  Liguria,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
Real  Legación  de  Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certifi- 
cado unido  á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  doscientos 
cincuenta  y  seis  solea  (S.  256)  por  los  daños  que  ocasionaron  fuer- 
lao  del  batallón  Callao  número  4,  el  17  de  Marzo  de  1895,  en  su 
pulpería  de  la  calle  de  la  Huaquilla,  número  311  de  esta  ca- 
pital. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
Jibogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
íoimulada  por  la  esposa  del  reclamante,  y  la  duplica  de  aquél; 

Considerando: 

19  Jque  doña  Carmela  Costa  no  ha  justificado  su  personería  pa- 
ra reprsentar  á  su  esposo  ausente,  en  conformidad  con  lo  dispues- 
to por  el  artículo  11  del  protocolo  de  2S  de  Noviembre  de-  1899, 
ley  primordial  de  este  arbitraje.  n 

2?  que  resulta  contradicción  manifiesta  entre  la  instancia  de 
fojos  3  del  expediente,]d¡rigidapor  el  reclamante,  don  Bartolomé 
Costa,  en  27  de  Marzo  de  1895,  al  señor  Ministro  de  Italia,  re- 
clamando tan  solo  S.  256  por  daños  que  le  ocasionaron  las  fuer- 
xas  que  dice  atacó  su  establecimiento,  y  el  interrogatorio  de  to- 
llos dos,  de  la  copia  unida  de  la  información  testifical,  formulado 
por  la  esposa  del  reclamante,  doña  Carmela  Costa,  fijando  los  da- 
ños en  la  cantidad  erque  no  baja  de  quinientos  soles  (S.  500). 

3?  que  el  testigo  Manrique  declara  en  su  primera  respuesta  de 
folios  4  vuelta,  que  ignora  si  las  tiopas  del  Gobierno  saquearon 
la  pulpería  del  reclamante,  á  pesar  de  bubér  firmado  al  pié  de  la 
mencionado  instancia,  de  éste,  que  fué  testigo  presencial  y  le 
constaba  que  se  hicieron  daños  por  valor  de  S.  266,  y  en  la  se- 
gunda respuesta  dice  que,  por  lo  expuesto  en  la  primera^  cree 
que  la  reclamante  sufrió  graves  perjuicios,  resultando  incoberen- 
cia  en  dichas  dos  respuestas;  y  aseverando  por  la  tercera,  que  fir- 
mó la  mencionada  instancia  por  la  que,  es  de  repetirse,  que  ee 
fijaban  los  daños  en  S.  256,  responde  afirmativamente  la  cuarta 
pregunta,  del  interrogatorio  formulado  por  la  esposa  del  reola- 
xuante,  haciendo  subir  los  daños  á  una  cantidad   no  menor  de 
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quÍBÍ«nlos  sol^,  todo  lo  cual  mv4ilida  k  declaración  de  dicha- 
testigo. 

49  que  á  pesar  de  que  el  artículo  II  del  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899,  eu  su  últirao  acápite,  disoné  que  los  recia- 
mantés  no  tienen  derecho  de  presentar  nuevas  pruebas,  la  espo- 
sa del  reclamante,  por  escrito  de  fojas  5  de  la  ya  referida  copia 
de  la  información  actuada  ante  el  señor  juez  de  1^  instancia  de 
esta  capital,  don  Aurelio  Pedrazo,  pide  se  admita  á  declarar  á 
don  Crisanto  Arias,  en  lugar  de  don  Bernardo  Glemen,  por  ha^ 
liarse  éste  ausente. 

5°  que  por  ser  contrario  á  \a  preindicada  disposición  del  pro- 
tocolo de  arbitraje,  no  puede  temarse  en  cuenta  la  declaración 
prestada  á  folio  seis  por  don  Crisanto  Arias,  que  así  resulta  nula 
y  sin  lugar. 

6.  que  la  declaración  de  folios  diez  y  once,  prestada  por  don 
A.  Holguín,  asevera  que  hubo  saqueo  y  que  los  daños  causados 
al  reclamante  pueden  ascender  á  la  suma  indicada  por  el  inte* 
rrogaterio,  ó  sean  quinientos  soles,  incurriendo  en  cuanto  á  esta 
en  contradicción  n  con  lo  expuesto  en  la  instancia  que  firmó,  y 
siendo  de  notar  [que  el  teclamante  no  habla  de  saqueo  en  su 
instancia. 

7.  que  la  nota  de  folio  cuatro  del  expediente,  presentada  y  fir- 
mada por  el  reclamante,  enumera  los  daños,  causados  todos  por 
balazos,  así  en  la  puerta,  mostrador  y  vidriera,  como  en  dos  ba- 
rriles de  vino  y  uno  de  mistrac,  lo  que  excluye  toda  idea  do  sa- 
queo y  por  lo  tanto  de  daño  directo  que  determine  responsabili- 
dad imputable  al  Gobierno. 

8.  que  por  cuanto  queda  expuesto,  se  ha  desvirtuado  la  recla- 
mación, presentando,  contra  lo  dispuesto  en  el  protocolo  de  arbi- 
traje una  nueva,'  en  la  forma  que  habla  de  saqueo,  y,  en  el  fon- 
do, en  cuauto  se  duplica  la  suma  en  un  principio  reclamada,  lo 
cual,  á  pesar  de  la  buena  fé  que  se  desprende  del  alegato-réplica 
presentado  presencado  por  doña  Carmela  Costa,  invalida  la  pri- 
mitiva reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está 
obligado  á  pagar  cantidad  «alguna  á  don  Bartolomé  Costa  por  su 
reclamación. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  una 

Ramiro  'Oil  de  Ltibarrí. 
(L.  S.) 
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Los  infrascritos,  secretarios  en  el  {arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  segán  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejetinplares 
del  mismo  tenor. 

Jalio  Leal,  J.  de  liurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lando,  arbitral  en  la  reclamación  número  7,  presentada  por  don 

Pablo  VercellL 


',.  Don  Pablo  Vercelli,  subdito  italiano,  natural  de  Alassio,  ins- 
crito en  el  registro  do  nacionalidad  de  la  real  Legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  segán  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  ochenta  solea 
(S.  5,180)  por  el  saqueo  y  robo  efectuados  ea  sus  pulperías  y 
carnicerías  do  la  calle  de  los  Naranjos  y  Oocharcas,  en  esta  capi- 
tal, y  en  su  casa-habitación  en  los  días  17  y  18  de  Marzo  de 
1895,  por  fuerzas  del  regimiento  Hisares  de  Junín  numero  1, 
que  al  verificar  el  saqueo  le  hirieron  en  la  ceja  y  hombro  dere- 
cln,  con  pronóstico  reservado,  según  dictamen  facultativo  que 
acompaña  ásu  reclamación. 

Visto  el  expediente:  los  informes  facultativos  del  doctor  Da- 
rán; las  declaraciones  del  coronel  Tafur,  á  la  sazón  intendente 
de  policía;  del  sargento  mayor  Julio  Stagnaro;  del  comandante 
Amoretti  y  del  teniente  coronel  Bermúdez. 

Visto  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú, 
oponiéndose;  la  replica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formu- 
lado el  abogado  doctor  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  de  aquel, 
así  como  la  información  testifical  ante  el  juez  correspondiente  de 
Lima. 

Considerando: 
^ue  los  daños  causados  en  las  pulperías  y  casa-habitación 
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reclamante,  así  como  las  heridas  recibidas  por  el  mismo  fueron 
perpetradas  por  tropas  pertenecientea^á  uno  de  los  partidos  beli- 
gerantes, determinadas  con  exactitud;  y  que  es  principio  de  De- 
recho inte '•nacional,  universalmente  reconocido,  que  el  Estado  es 
responsable  de  las  violaciones  al  derecno  de  gentes,  cometidas 
por  sns  agentes,  cuando  no  se  ha  puesto  todas  las  diligencias 
que  exige  la  salvaguardia  de  los  intereses  de  los  subditos  extran- 
jeros en  la  contienda  civil  y  á  que  estaban  obligados  los  jefes  y 
oficiales  de  dichas  fuerzas. 

2.  que  las  pruebas  presentadas  por  don  Pablo  Vercelli  acredi- 
tan suücientemente.que  los  daños  causados  en  su  comercio  y  el 
atropello  sufrido  en  su  persona,  no  pueden  estimarse  menores  de 
lo  que  él  mismo  ha  estipulado. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
*á  don  Pablo  Verselli  la  suma  de  cinco  mil  ciento  ochenta   soles 
(S.  5, 180)  en  las  condiciones  al  efecto  estipuladas  por  el  protoco- 
lo de  ?5  de  Noviembre  de  1899. 

D.ilo  en  Lima,  a  Ireinta  de  Setiembre  de  1901. 

Ramiro.  O.  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


L  >i  iníraserilos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exejlontíaimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  ?lenipolenciario  dj  Su  Majestad  Católi- 
ca, en  el  Perú, '^Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  acuerdo  di[>lomático  de  25  de  Noviembre  de 
1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias 
,arnias  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  do  Lima,  el  día 
de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  misma  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde. 

(L.  8.)  (L.  S.) 


—  688  — 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  uúmero  <S,  prentUada  per  Zot 

Queirolo   hermanos. 

Queirolo  hermanos,  ntturales  de  Santa  Margherita,  (Liguria)^ 
subditos  italianos,  inscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certiñ- 
cado  unido  á  su  expediente,  reclaman  la  cantidad  ^de  once  mü 
doscientos  soles  (S/.  11,200)  por  la  destrucción  que  de  todas  las 
viñas  de  la  hacienda  Vicentelo,  sita  en  los  suburbios  de  esta  ca- 
pital, hicieran  las  fuerzas  mandadas  por  el  coronel  Parra,  duran- 
te los  cinco  días  que  dicen  la  ocuparon. 

Visto  el  expediente  y  la  ^información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del*  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  de  los  reclamantes  ha  formulado  el  abogado  doc- 
tor don  J.  Matías  León;  y  la  duplica  de  aquél.  ^ 

Considerando: 

1?  que  la  información  testifical  "prueba  la  existencia  de  los 
daños  causados  por  las  fuerzas  del  coronel  Parra  en  la  hacienda 
Vicentelo,  aunque  no  expresa  la  cuantía  é  importancia  de  los 
mismos. 

2?  Que  es  principio  de  derecho  internacional  que  el  Estado  es 
responsable  de  las  violaciones  al  derecho  de  gentes  cometidas  por 
sus  agentes  ó  los  de  uno  de  los  partidos  beligerantes,  en  una  lu- 
cha civil,  cuando  no  se  ha  puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la 
salvaguardia  de  los  intereses  neutrales,  representados  por  los  ex- 
tranjeros en  sus  personas  y  bienes,  y  á  que  están  obligados  los 
jefes  y  oficiales. 

3?  que  de  la  carta  que  del  coronel  don  D.  J.  Parra,  une  á  la  du- 
plica el  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Pera,  se  deduce  que 
durante  tres  días  recibieron  rancho  en  el  fundo  Vicentelo  los  187 
hombres  que  mandaba,  tomando,  además,  algunas  reses  y  forra- 
je para  sus  cabalgaduras. 

Definitivamente  fallando: 

» 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Pera  debe  pagar 
á  los  señores  Queirolo  hermanos  la  cantidad  de  un  mil  doseien- 
tos  soles  (S/.  1,200)  en  las  condiciones  al  efecto  establecidas  en  el 
protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Limai  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  ano« 

Eamiro  G.  dé  Urtbarrü 
(L.  S.) 
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Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  rovíi  y  el  de  su  Majestad  el  rey  de 
Itali  I,  según  acuerdo  dip]umá)i<:o  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  Ünnado,  rubricado  y  b. 'lili  Ju  <'oii  el  sello  de  suh  propias  ar- 
mas', el  i)rL'.-ente  lau'lo  ar))ilral,  en  la  caulad  do  jjíma,  el  día  de 
"hoy,  treinta  de  Selieiabre  dj  iw'A  u j/ecientos  uno,  en  ¿icte  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 


JvlUi  Lc(d. 
(L.  S.) 


(L.S.) 
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de  nueve  rail  sei.^cientoí  fli  z  >*m'  .^  (S  .  U,^>10j. 

Visto  C!  cx|K-.h"nt(':  el  rU.-  ;aí  >  '!■  1  ab'»,^ado  def*  n  or  fiel  Go- 
bierno del  Perú,  (^poniend  >s -,  la  ré[>!icu  que  á  romS'e  del  recla- 
mante ha  t\'r!nu]}'aIo  al  abo.irado  d')rtor  don  J.  Malí  >:  León,  y  la 
duplica  de  aquel. 

Considerando: 

1?  que  el  saqueo  de  la  relojería  del  reclamante  y  la  sustrac- 
ción de  todas  sus  mercaderías  .se  hizo  por  las  fuerzas  beligeran- 
tes caceristas  (pie  penetraro.i  en  el  Club  de  la  Unión  y  siendo  pú- 
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I 

blico  y  notorio  que  el  jefe  de  las  Liismas  era  el  coronel  Powler, 
resulla  que  pertenecían  á  cuerpo  de  ejército  determinado  con 
exactitud. 

2?  qiie  es  principio  de  derecho  iufe&rnacional,  univeraalmente 
reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violaciones  al 
derecho  de  gcutes,  cometidas  por  sus  agentes,  cuando  no  se  ha 
puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los  inte- 
reses de  los  subditos  extranjeros  neutrales  en  la  contienda  civil, 
i  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

3?  que  la  comisión  organizada  en  8  do  Junio  de  1895,  por  el 
Gobierno  de  la  República  del  Perú,  prra  resolver  sobre  la  justi- 
cia y  reconocimiento  de  las  indemnizaciones  debidas  por  daños 
sufridos  ílurante  dicha  guerra  civil,  ha  reconocido  á  don  Loren- 
zo Rogsrero,  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  noventa  y  dos  soles 
(S/.  5,192). 

4?  que  no  proce.le  en  esta  clr.so  de  reclamación^^,  ante  un  Tri- 
bunal arbitral,  el  abo]io  de  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
ádon  Lorenzo  Roggt^ro,  la  cantidad  de  cinoo  mil  ciento  noventa 
y  dos  soles  (S.  5.192)  en  las  condicionas  al  efecto  ostableoidaí 
por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Ramiro  Gil  de  (Jrifjarfi. 
(L.  S.) 


-"-"-' 


Los  infrascrito?.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  do  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  deSu  Majestad  Católica  en  el  Perú, 
Solivia  y  Ecuador,  designado  coino  árbitfo  entre  el  G(»biérho  dé 
la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  sa- 
gún  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firma-* 
do,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  pre- 
sente laudo  arbiiral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenoF. 

s 

Leal,  J.  de  Ilurratdé, 

)  (L.S.) 
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Laudo  arbüral  ea  la  reclamación  n^^o  10.  pTa<^adavoT  don 

Juan  B>  Serva. 


Don  Juan  B.Serra,  subdito  Harto-  • 
crito  en  el  recrí«*--  ^ 

1  -Iw,  aaiural  de  Genova,  ins- 

.^w-iiu  ae  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia 
«^n  esta  capital,  según  consta  en  ol  certificado  unido  ásu  expodien- 
te, reclama  la  cantidad  de  cinco  rail  seiscientos  cincuenta  y  ocho 
soles,  valor  de  los  muebles,  biblioteca  y  enseres  que  tenía  en  esta 
capital  en  BU  casa-habitación,  colindante  por  el  costado  do  la  sa- 
cristía de  Sau  Marcelo  con  la  qae  ocupaba  el  coronel  Muñiz,.  á  la 
sazón  prefecto  de' Lima»  y  lc%  cual,  el  18  de  Marzo  do  1895,  fué  in- 
cendiada por  el  pueblo,  extendiéndose  dicho  incendio  á  la  qu« 
híibitaba  el  reclamante,  causándole  este  hecho  los  daíios  mencio- 
nados. 

».  Visto  el  expediente  y  la  inforcuación  judicial;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  4el  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  el  representante  legal  del  reclamante  dpctor  don  Emilio  Se- 
qui  ha  formulado;  y  la  duplica  de  aquél,  ampliando  su  oposi- 
ción. 


Considerandot 

1°  que  los  daños  causados  al  reclamante  no  fueron  consecuen- 
cia de  un  ataque  directo  ni  á  sus  bienes,  ni  al  lugar  donde  estos 
96  encontrabau,  sino  consecuencia  desgraciada  é  inevitable  de  un 
incendio  «provocado  por  el  pueblo»  según  el  mismo  reclamante 
lo  declara  en  su  instancia  de  fojas  2,  contra  uno  do  los  caudillos 
de  uno  de  los  partidos  beligerantes. 

2.  que  no  han  sido  realissados  estos  hechos  desgraciados  por 
fuerzas  ni  personas  determinadas  con  la  exactitud  necesaria  pa- 
ra precisar  su  responsabilidad 

,  3,  que  los  daños  que  el  reclamante  ha  tenido  con  dicho  incen- 
dio  de  la  casa  contigua  á  la  que  el  habitaba,  deben  ser  conside- 
rSjdos  como  daños  ó  perjuicios  indirectos,  de  los  cuales  el  derecho 
internacional  no  reconoce  responsable  á  los  beligerantes. 

4.  que  las  mismas  conípañías  de  seguros  ^ontra  incendios  de- 
claran en  las  pólizas  correspondientes  que  no  pagarán  indemni- 
zación alguna  en  caso  de  incendio  por  motín,  etc.,  etc. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  debe  p  ; 
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gar  al  señor  doa  J.  B.  Serra  cantidad  niagana  por  su   reclama. 


Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 


uno. 
Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 


L'H  :nf.asa¡í os,  Secretarios  cu  el  íir])¡trajc,  damos  fé:  que  el 
Exci.io.  .('ñor  doa  Ramiro  Gil  de  Urilarri,  Enviado  Extraordi- 
nario v  N.inihtro  Plenipotenciario  de  Sa  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  IJd'iI'v  ia  y  Ecuador^  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bit.no  ^le  la  República  del  Perú  y  el  d;.'  Hu  .Nraje.^ad  el  Rey  de 
Ita^a,  s-;^ú'i  acuerdo  diplomálieo  de  '¿'y  le  N"VÍCinbro  d'*^  1S90, 
ha  íi.ii  :l  !^^  rubricado  y  scüado  com  el  .-.-lio  do  sus  piopia^  ar- 
mas ti  [m-C'ií'  -Iv  laudo  arbiti'al,  en  la  *  iiblad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  ti.mta  de  3-  lituibie  de  mil  navo^ÍLUio^  uno,  en  .siete  ej^un- 
plare:>  del  mi.^ino  tenor: 

Julio  Leal,  J  ''■•  /  'i  r<d'''\ 


],'iu  'o  nrhifx'J.   \'í  la  ?Ví'^'.//a''/"'/?   ;V.^  //,    pr  .'-  i* ;  "-'  i>or  1).  N.i/i- 


Don  Santiago  Valle,  natural  de  Sori,  subdito  italiano,  inscrito 
en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Ecgación  de  Italia  en 
o«ta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expediente, 
reclama  la  cantidad  de  setecientas  dos  libras  esterlinas,  nueve 
chelines  y  diez  peniques  por  el  robo  de  las  monedas,  valores  y 
alhajas  come. ido  por  soldados  al  mando  de  un  oficial  del  regi- 
miento Cazadores  del  Perú  número  2,  que  asaltaron  á  viva  fuer- 
za su  casa,  sita  en  el  Cercado,  el  17  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica, 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Ma- 
títa  León,  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 

1?  que  los  vicios  de  forma  de  que,  en  la  opinión  del  abogado 
defensor  del  Perú,  adolece  la  información  testifical,  no  son  im- 
putables al  reclamante,  ni  invalidan  la  veracidad  de  las  declara- 
ciones recibidas;  y  que  los  testigos  que  han  declarado  en  la  ins- 
tancia presentada  por  don  Santiago  Valle,  en  los  folios  93  93 
vuelta,  98  y  98  vuelta  del  cuaderno  general  de  declaracionos,  si 
"bien  convienen  en  el  hecho  de  que  los  soldados  se  llevaron  una 
talega  con  dinero,  no  precisan  la  cantidad  en  ella  contenifla,  ni 
conocen  lo  relativo  á  las  alhajas. 

'2*?  íjue  es  principio  de  derecho  internacional  que  el  Pl-t-ilo  e.s 
responsable  de  las  violacioiiis  al  derecho  do  gente?,  comoii  las 
por  sus  agentes,  cuando  no  ?o  ha  puesto  toda  la  diligencia  que 
exige  la  salvaguardia  de  los  intereses  de  los  subditos  extranjecos 
neutrales  en   la  contieuJa  civil. 

3^  que  la  casa-habitación  del  reclamante,  dado  el  lugar  en 
que  vivía  y  su  condición  de  hortelano  pueden  servir  de  base  para 
juzgar  de  su  posición  social. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Pera  debe  pagar 
á  don  Santiago  Valle  la  cantidad  de  doscientos  soles,  en  las  con- 
diciones estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Vriharri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  G.  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  sus  propias  armas,  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 
Julio  Leal.  J.  de  liurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  a<'bitral  m  la  reclamación  N^  12,  presentada  por  don 

Francisco  Barábino, 

Don  í^rancisco  feárabino,  ilatarál  de  Géuova,  subdito  italiaoo^ 
inscrito  en  el  íegistro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  a« 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  ásu  ex- 
pediente, íeclamá  la  cantidad  de  novecientos  setenta  y  seis  solet 
y  ochenta  centavos  (S/.  976  80)  por  el  saqueo  y  robo  d«  cuanto 
existía  en  sü  chingana  eñ  la;  oálle  de  Piur¿i,  número  368,  verifi- 
cado el  IS  de  Marzo  de  1895.  por  soldados  del  batallón  Victori», 
perteneciente  á  fuerzas  que  obedecían  al  General  Cáceres. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testiécal;  el  alegato  ckl 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perój  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  ñombíe  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Mía- 
tíásí  León,  y  lá  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1.  que  loa  vicios  de  forma  de  que,  eta  ía  épinióu  del  sfeñof 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Pei'á,  axlotece  la  informaciófi 
testifical  hecha  ante  la  autoridad  judicial  competente,  no  pueden 
ser  imputables  ni  cabe  ninguiia  respoitóabilídüd  por  ellos  al  re- 
clamante; y,  como  además,  no*  desvirtúan  el  fondo  de  veracidad 
que  encierren  dichos  testimonios;  y  que  en  los  que  ha  iHCóa^to  el 
reclaihante  don  Francisco  Barábino,  se  ha  comprobado  por  lal 
declaraciones  de  los  dos  testigos  Ismael  Paura  y  NicasioFalcowft^ 
el  saqueo  de  las  mercaderías,  sin  poder  fijar  su  valor  real. 

2.  que  es  principio  de  derecho  internacional,  umversalmente 
reconocido,  que  el  Estado  es  responsable  de  las  violaciones  al 
derecho  de  gentes,  cometidas  por  sus  agentes,  cuando  no  se  ha 
puesto  toda  la  diligencia  que  exige  la  salvaguardia  de  los  intere- 
ses de  los  subditos  extranjeros  neutrales  en  la  contienda  civil  y 
¿  lo  que  estaban  obligados  los  jefes  y  oficiales. 

3.  que  si  bien  resulta  prabada  la  propiedad  de  la  pulpería  dt 
don  Francisco  Barábino  y  el  hecho  del  saqueo  de  sus  mercade- 
rías, Ho  áBi  el  monto  total  qiie  señal#  k  iu  reólarm^aétón. 

ÜiefinitírAtAtnte  fallando: 

bécla^ó  que  él  Gobierno  del  Perú  debe  p*gar  á  don  Francisco 
ftartibino  la  cantidad  de  seiscientos  soles  (.4.  600)  en  las  cooái- 
dio'ñfes  éi§table(?idas  pof*  el  protocolo  de  2'5l  de  Noviembre  de  189>. 

Dado ^11  Liúaá,  á  treinta  dé  Setiembre  de  ñail  aovécieutosuno. 

ttarhxr^  Úit  de  tkíbarn. 
(L.  S.) 
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Xios  iiifraciitos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  *1 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  TJríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gro- 
biemo  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  do  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  tírmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  presente 
laudo  arbitml,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno  en  siete  ejemplares  del  mismo 
ttnor. 

Jídio  Leal,  /.  de  Iturraldc, 

(L.  &.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  nám.  13^  presentada  pctr  don 

BaHolomc  Causa. 


Don  Bartolomé  Causa,  subdito  italiano,  natural  de  Prá,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad-  de  la  real  legación  de  Italia 
en  esta  capital,  sagúii  consta  del  certificado  unido  ásu  expedien- 
te, reclámala  cantidcd  de  tres  mil  setecientos  solí^  (S.  3,700).por 
los  daños  causados  en  la  huerta  de  la  Lacienda  Vicentelo,  deque 
es  arrendatario,  por  las  fuerzas  coalicionistas  de  la  divi.^ión  del 
centro,  en  los  días  17  al  21  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  la  información  judicial  ordenada;  el  ale- 
gato del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose; 
la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  presentado  el  aboga- 
do dector  don  J.  Matías  León,  y  la  duplica  de  aquól. 

Considerando: 

1*  que  según  el  certificado  que  á  fojas  G  figura  en  el  exj»edien- 
te,  firmado  por  el  secretario  de  la  comisión  de  reclamaciones  ins- 
talada en  ÍJma,  según  decreto  de  8  de  Junio  de  1895,  «eñor  doc- 
tor Víctor  J.  León,  resulta  que  el  coronel  don  Domingo  J.  Parra, 
jefe,  á  la  sazón,  de  las  fuerzas  Coalicionistas,  á  cuya  acción  atri- 
buye Causa  los  daños  cuyo  valor  reclama,  niega  el  hecho  en  ab- 
soluto. 

2^  que  al  actuarse  la  prueba  testifical  ordenada,  ha  presentado 
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el  reclamanie  un  interrogatorio  que  altera  el  fundamento  de  su 
instancia  de  folio  2,  por  cuanto  en  esta  dice  que  los  daños  se 
los  ocasionó  la  división  coalicionista  del' centro,  del  17  al  21 
de  Marzo  do  1895,  y  en  el  interrogatorio,  base  de  la  informa- 
ción testifical,  dedica  las  dos  prinuvras  preguntas,  in  (xtenso,  á  es- 
tablecer que  las  fuerzas  del  Gf  non)l  Cáccres,  que  po  deterniimí, 
le  hicieron  (uantiosos  perjuicios,  destlUyeudotapia^<  y  sementeras, 
con:íUmiei:do  toda  la  uva  y  el  vino  de  la  cantina  y  causándole, 
dice,  cuantos  daños  pudieron,  do  nada  de  lo  cual  habla  en  su 
instancia. 

Definitivamente  fajando: 

DecL^ro  que  el  Cíobierno  del    l\'vu   no  está  obligi>do  á  i>agar 
cantidad  a!;;una  á  don  BartuldUié  Causa  por  su  rerlaiiiación. . 
Dado  en  Limn,  á  treinta  de  í#liembre  de  nnl  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  UrlbarrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perti,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  enti'e  el  Go^ 
bierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Novicipbro  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  desús  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  /.  de  Iturralde. 

(L.  8.)  (L.  S.) 


1 
I 


- 
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Iteclamaciíni  N^  1 49  presentada  por  don  Anionio  Calió. 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gobierno 
de4n  Kepública  del  Perú  y  el  Gobierno  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  con  motivo  de  la  guerra  civil  do  1801-95,  certifi- 
camos: que,  segím  documentos  que  se  agregan  al  expe  lienta  re- 
nntido"=í  por  el  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Pcrn,  s^fíor 
doctor  don  Ramón  Ribeiro,  con  nota  verbal  de  1?  de  Diciembre 
de  1900,  y  carta  dirigida  posteriormente  al  arbitro  por  el  señor 
doctor  don  Manuel  Yarloqué,  su  poderdante,  don  Antonio  (-alvo 
ha  n  nnnciado  á  la  reclamación  que  tenía  presentada  ])or  la  su- 
n  a  de  veintisiete  mil  soles  (S/.  27,000)  con  motivo  de  un  cupo 
forzoso  de  S/.  2,000  que  le  impusieron  y  perjuicios  que  le  ocasio- 
nara el  general  -M^s. 

En  fé  de  lo  cual,  firmamos  el  presente,  en  Libaa,  á  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  Ui  reclamación   N^  15  presentada  por  don 

José  Miglia. 

Don  José  Miglia,  subdito  italiano,  natural  de  Castellomonte, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta*del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  soles 
S/.  3,200)  por  los  dafios  que  las  tropas  de  los  cuerpos  Zepita,  H<- 
asares  y  Victoria  del  Gobierno  del  General  Cáceres,  que  dice  inva- 
dieron varias  veces  su  fundo  Valdivieso,  desde  el  mes  de  Febre- 
ro de  1895,  le  causaron  en  el  mismo,  y  por  los  que  del  17  al  21 
de  Marzo,  le  causaron  las  fuerzas  coalicionistas. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oiK)niéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  re- 
clamante ha  formulado  el  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la  du- 
plica de  aquél,  dejando  al  arbitro  la  apreciación  del  caso,  de  las 
r  eglas  y  principios  que  le  son  aplicables  y  el  valor  de  la  prueba. 

80 
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Considerando: 

1?  que  las  declaraciones  de  los  testigos,  á  fojas  77  y  77  vuelta, 
78  y  78  vuelta  del  cuaderno  general,  confirman  lo  expuesto  por 
M  reclamante;  que  kfs  vicios  de  fioriAa  de  que  puede  ailnlecer  la 
iiifoí'fiíacion  judicial  Actaa<l«  en  Lim«,  an^  aatarMad  compeUn- 
té,  ao  lo  son  imputables,  ni  la  reeponsabiJizan,  ^ni  invalidan  el 
éondo  de  veracidad  do  la  prueba. 

2?  que  el  importie  de  k)s  daños  no  apar^oe  determinadv^  en  la 
pfaeba»  fii  a;quelk9iB  están  suGcientenietUe  comprobudos  per  elre- 
cN^fiíaínte,  re&ultabáo  ezugerada^  las  oftuticUtdes  f>or  él  mismo 
íA^Iícadas. 

3?  que  es  p)^>Bcipio  de  dei^dio  fntor»acioiml  que  el  Eí^tado  es 
re^onsable  de  ka  violacioiiies  -ñl  derecko  de  geot^  oometidas 
par  mis  agentes^  y  por  cnei^pos  beligerantes  en  guerra  oivil,  cuicn- 
do  no  se  ha  puesto  toda  la  diligcn<Ma  que  txigQ  la  salvaguardia 
de  los  extraryeros  neutrales. 

4?  que  no  [)uedo  considerarse  como  simple  merodeo  la  repeti- 
da invasión  del  fundo  V^aldivieso  por  las  fuerzas  beligerantes, 
desde  el  momento  en  que  se  hallaban  bajo  el  mando  de  sus  je- 
fes y  oficiales,  á  los  cuales  incumbía  mantener  la  disciplina  en 
sus  tropas,  y  que  es  notorio,  y  aún  oficial,  que  las  Fuerzas  conten- 
dientes salieron  de  Lima  después  del  19  de  Marzo  y  acamparon 
en  los  suburbios,  en  virtu:!  del  armisticio  á  quo  dio  lugar  la  in- 
tervención del  Cuerpo  Diplomático. 

Definitivamente  follando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Hepublica  del  Perú  debe  pagar 
á  don  José  Miglia  la  cantidad  do  mil  seiscientos  soles  (S.  1,600) 
por  su  reclamación. 

Dado  ca  Limi,  d  treinta  de  Setiembre  de  mil  uorooícntos  vmo. 

m 

Ramiro  Oil  de  UrWtsrri. 


t-^r  «rf^a*»**- 


IjOs  inffa*(crit<w,^»cfé^rioíí  en  el  nrbitmje,  dumos  fk:  que  el 
E«íno.  señor  don  Ramiro  Gil  de  üríbarr  .  Enviado  Extraoryii- 
nario  y  Ministro  Ptenipotenciario  de  Su  Majestad  Oatólica  «n  -él 
Parú,  Bolivia  y  Ectiador,  designado  como  arbitro  entre  el  Oo- 
bi^pnode  la  Rdpúblioa  del  Petó  y  til  de  Su  Wujaátaa  el  Rey  é^ 
Italia,  segúu  acuerdo  diplqpiático  de  25  de  Noviembre  de   1899, 
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ha  firmado,  rnbncado  j  seVlado  eon  el  dello  de  «UB  |>ropia«  ar« 
mas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima>  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  eu  siete  ejem- 
^fii^  del  misino  tehor. 

Juíto  Liai.  J,  de  Ilurralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laédo  árbiíral  en  la  reclamación  nnm,  16,  priiodada  por  don 

Luis  Pahni, 


Don  Ijuís  t^almi,  subdito  4tAli«anb,  natural  de  Porto  Ferraio, 
ínsicríto  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia,  según  consta  del  certi-fioado  unido  á  su  ex[)9dieute,  recla- 
tóa  la  cantidad  de  trescientos  soles  (S.  300)  por  una  muía  y  dos 
caballos  que  el  18  de  Marzo  de  1895  le  tomaron  las  fuerzas  beli- 
gerantes que  mandaba  el  coronel  Parra. 

Visto  el  expedienté;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú;  y  hi  réplica  hecha  por  el  reclamante,  remitiéudo- 
ee  al  fallo. 

Considerando: 

1?  que  resulta  suficientemto  probndo,  por  el  documento  que 
obra  -en  autos,  que  los  semovientes  tomados  al  reclamante  confiti- 
tuyen  una  verdadera  requisidón,  hecha  en  beneficio  de  las  fuer- 
zas militares  organizadas,  no  pudiendo  considerarse  aquella  co- 
mo efecto  de  merodeo  ó  pillaje  de  soldados  disporáos. 

2?  que  la  comisión  orgam¿a<fa  ©n  8  de  Junio  de  1895,  por  eí 
•Oobiei^o  de  la  República  del  Perú,  para  resolver  sobro  la  justi- 
cia y  TOconoci miento  de  las  Teclamacioíies  debidas  por  los  düñm 
sufridos  por  extranjeros  durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  h* 
TOoonotíiao  k  don  Jaiís  Pahni  la  cantidad  de  ciento  cincuenta 
•ote  (S/.  150), 

Definitivamente  fallando: 

Jíeciiaío  qti^  til  Grobiemo  de  la  Bepóblica  *el  'P^rú  debe  "pW^r 
4.  ton  Ltris  Pálttii  lía  cantidad  de  dcmto  ríineuerita  aroltes  (S/.  Iw' 


:  _  700  — 

en  las  eoudicioiies  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviem- 
bre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  UríbarrL 
(L.  S.) 


Las  infrascrito-,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  í-'t  «jue  el 
Excijio.  serior  don  Ramiro  Gil  do  Uríbarri,  Enviado  líxtraordi- 
iiario  y  Ministio  Pleiii[)oU'^^^nciaiio  do  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Rolivia  y  Ecuador,  designado  cnnio  arbitro  eirti'e  el  Oobier 
no  de  la  Uepnblica  del  Peni  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  It4i- 
lia,  se<^úu  acuerdo  ¿iplomático  de  25  de  Noviembre  de  1399,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  .sello  desús  propias  armas  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
áel  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  ItuWalde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  tn  la  reelamación  número  17 ^  presenLada  por  don 

Juan  Valle. 


Don  Juan  Valle,  natural  de  San  Andrés  de  Roveretto,  subdi- 
to italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Le- 
gación de  Italia,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  exi>€- 
diente,  reclama  la  cantidad  de  mil  quinientos  soles,  valor  de  to- 
do el  ganado  vacuno  y  caballar  que  las  fuerzas  que,  á  las  órde- 
nes del  coronel  Mufiiz,  á  la  sazón  Prefecto  de  Lima,  operaba» 
en  el  valle  de  Carabaillo,  sustrajeron  de  su  fundo  Huarangal  el 
4  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  las  declaraciones  de  la  prueba  testifical; 
ol  alegato  del  abogedo  defensor  del  Gobierno  del  Perú;  la  répli- 
ca que  á  nombre  de  doña  Domitila  Risco  viuda  de  Lavalle  y  re- 
presentante legal  de  sus  hijos  legítimos,  herederos  del  reclamáis 
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te  ha  presentado  el  abogacfc  doctor  don  J.  Matías  León;  la  dúoli- 
ca  hecha,  por  dicho  señor  representante  del  Perú.    ' 

Considerando: 

1.  qne  si  bien  es  c'^^'^o  que  existe  oposición  ení ; -  e!  Oó  ligo 
Oivi]  Pernano,  que  deci>a  peruana  k  mujer  p  ruana  nuo  en- 
Tiivia  d(^  un  extranjero,  y  C^  06-Mcro  Civil  italiano,  cj-i  :  ;•  :)s-  1  ^a 
italuna,  afinque  eiivinde,  la  eJ^'^^^'V^'i'íi  casada  cju  itali.iio,  co- 
mo  cioñii  Doniitila  Risco,' no  inUn^^'^'^^ie  en  esto  expediin'  ivcla- 
monri'^-^"'^^'^  ^^^^1"^  bienos  ni  p.r  su  [^vC}^^o  derecho,  ^in-»  éü  vírtnd" 
t — *  ''''n  nao  l.-i  l.'V  1-  í'->ni'i:'^*^  Dará  Jx.1^:.,!.  ■  .  »:  i-it^^.. 

de  la  r-:.----n,Hwv,^  ^^^  .:^..,,^¡.,;      ,   .       ,  •     -    .. 

reses  ♦]'>*  ti-  li'j'>s  logítiinos,  nvf^^-,.  ''■"*;  "^-  ¿iccl^üi^  tu/;  -j.  íM'>jt^ 
coRi'^  ^i'l. .]•••.,  ¡ínliaiu'.-,  cori''. -;")''.^  1'^  •.jerr^:»"  úv^'  r-'^'i  !.'>  *.■■  .wn^ 
qu'pt^^■■  ."'  n  á  su  finn-l')  •  sp'^n  (l^  1  Jaan  ^^;''^  ;  \  I».,.  ,  ^or 
coii-^  :u:  ri^",  in-  -rt-a  'lo-zitlir,  ii  )  ^-  t  n\o  la  u  •  'i  ■!■■'  t^-  la 
viud  i  <Íf  !  '- ,  ^  ]H)  la  ([Ui*  cofi?-;   >'¡  1:  't  r.  sv^  1)';  ■"  !  \  ■     a  •       ^  o] 

mi:5.'«<>  i::;iv¡'lno  distinta-  ciu  bulM ,,  ía-  pí  "  !h"j  l'^y.'s  :-  :  .-.  di- 
TorsAs  Ksíj*!os,  los  Trilniuíilos  ^\^^  ca-ai  une  .le  *  li  :  n^,  !.■  :•  <  p.  ^u 
1  H'^áci  1<  ",  n^  ;v*onto('íM'ía  !'>  nr^a^i  •-!  iri1  *  \'iri\-;;i  ''■;'  i  >  '.q- 
tienda  un  'rt'l)r.:.a!  arbitral,  ^  !  <  ■:  '!  '..''•;, iji-'a  co  i  a:  *■'  »  a  1  >s 
prin*Mi)''>^  «I''  Uep  clin  Int'"rn;H'i(»n  •';  y  .s'  -n  lo  ^n  »■ -'  í-,  !■.<  p-ás 
nniviMNal ,-:  nt<'  a  Unifi'li)-,  ('i  (jiu;  **'  h.;o  K  tn'tiua»  rj!';'.ir'*'  .  ■  na- 
cionaliíla  í  qu"  óst*»  tr\\í:\  al  t'íat:  >  >  «j'-I  !ia"iaiii-n*'c  <  .  .•  ^  'i.nrl  >- 
se  en  tst'^  .-a-o  I(is  lr|<  s  l"^-íiMn<»-  dt'  -1  ¡n  .b\an  Va:  I  •  y  ^'¡j  [<Mni 
fallt)  rl  cono^poalieníe  á  un  Trl^^na  1  ai'bitral  un  ])*r-  ii\..  mu 
otras  re;^i.ts  í'.u*.-  las  s -ñalada-:  t^n  '•!  ;;  íí'/nio  2  (!cl  }  r;^'«>'^'  a  di» 
25  do  N<'VÍf'nibi-e  <le  l^'il),  «ItH'ía/')  ({¡u:»  lo^  hü/H  (]•'  -ion  Juan 
Valle/ct  ino  italiauíjs  y  li^^u'' drros  dtj  ésU»,  tit:nen  d^a^n  íio  ..  ser 
representados  ante  mi  autoridad  aibitral  por  su  niafhv. 

3.  qi  e  de]  examen  de  la  iníonnac^ióu  testifical  y  del  dt^cumon- 
to  que  forma  i>arte  del  oxpfdi^ait'^  íirniado  por  el  entonces  jefe 
del  Estado  Mayor,  coroiud  J.  N.  F.UVpuru,  resnlm  pio^a-lM  que 
en  el  fundo  Huarungal,  y  el  14  d  •  Marzo  de  1895,  tuvo  iu^ar  la 
requisición  de  tres  yuntas,  una  vaca  do  cría,  dos  yeguas,  cuatro 
caballos,  una  i)otranca  y  dos  potros. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
i  la  reclamante  la  cantidad  de  mil  noventa  soles,  en  las  condi- 
ciones que  estipula  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 
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Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  noreciento»  nao. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


^^.ví^A^  x«4iu  i>on^  AViUcadel  ^^"  '        -  vomo  arbitro  eulre 
el  Gobierno  do  la  l^epu"^  .  .  «ru  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 

de  Italin,  svv^tvi  UC*^érdo  diplomático  de   25   de   Noviembre   dr 


Julio  Leal  ,         J.  de  Itujralde. 

(L.  S  )  (L.  S,) 


Lando  arhitro.l  en   la  redainxcljn  nímcro    ISy  preuMiii  por  doii 

Bartolomé  Coaita, 


Don  Bi\rtolomé  Costa,  liataral  de  Cliiiivari,  súb  lito  italiano, 
iuscrito  en  el  n  i^u-tro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia  en  esta  ca}áu\l,  scgún  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, rociuma  la  cantidad  de  dos  mil  cuatrocientos  solea  (S. 
2,400),  innx>rte  del  numerario,  alhajas  y  vesiuario,  que  dice  le 
robaron  de  su  casa-habitación  y  de  vecindad  en  Liuia,  el  día  17 
de  Marzo  de  1S95,  unas  fuerzas  del  batallón  Callao,  número  4. 
<lel  general  Cáceres, 

VjsU)  el  exivdiente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Pera,  oponiéndose;  la  réplica 
que»  &  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  J.  Matías 
'  •k'»»,  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 


1.  que  la  contradicción  ert  qué  h-a  iñeérrido  el  reclamante  en- 
tre 8u  instancia,  según  la  cual  valorizaba  las  alhajas  en  mil  soles, 
y  el  interrogatorio  formulado  después,  al  actuar  la  información 
testifical,  justipteciándola-9  en  doS  mil  soles,  y  que  las  declaracio- 
nes tepüíicales  no  han  probado  la  veracidad  de  las  afirmaciones 
del  reclamante. 

%,  que  no  existe  en  el  expediente  ninguna  otra  mejor  prueba 
que  pudiera  favorecer  al  reclamante  para  justificar  sus  dert- 
chos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gjbierno  de  la  República  del  Perú  no  debe  pa- 
gar cantidad  alguna  á  don  Bartolomé  Costa  por  su    reclamación. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  do  Setismbrc  ne  1901. 

Ramiro  Gil  de  Uríbnrri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el   arbitraje,   damos   fé:  que  el 
Exorno  señor  don, Ramiro  Gil  do   Uríbarri,   Enviado   Extraordi- 
nario y. Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad   Católica  en  ©I 
Perú,  Bolivia  y  ol  Ecuador,  designado  como  arbitro  entse  el  Go- 
biemo  de  la  República  del  Perú  y  el  do  Su  Majestad,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,    ha  firmado,  rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  laudo 
arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  en  la  reclamación  número  18,  bis,  presentada  por  don 

Bartolomé  Costai 


D  >n  B  irtolomé  Costa,  natural  do  Cliiávari,  subdito  italiano, 
in.«rritr)  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  L^^G^ación  de 
Itali\  i)  i  esía  capital,  s-^gun  c;>!isti  del  certi^iealo  uuido  á  .-".i  ox- 
podi  1  r  %  reelama  la  eanti  lal  d^  troí  mil  cuairo:^ieíi'"A)s  o/ii-ita 
s<d1«vs  (S.  '1  LHiV)  por  los  dafio.s  siiíVilos  en  la  híieientla  íLj:u:IiÍü- 
ga,  l*;/ru.'  iii  p:.*r:nai:eiicÍA  y  o:M[)ieión  d^  eüa,  cu  v'l  r\í;í.i''io  »].> 
ciií  •  :i  '--V-',  p=T  l'U  faeiv/'.s  1>  l;;;>'<Mutes  de  ;>:nb  >-^  í'nrrii  •  ó  ));ir- 
ti<]i'-'  "..  ]'\K  ha  civil. 

ga-o    i    '    i')    .   ;i')  diño".)::  >:  u    í  ^í/eu"no   .i»d    I'*'/ ■,   ípi''    a  '/*''i' 
do  '-í'    !  '    i'^i';./  )5  (;  >;ii  )  ;)i"i  ,•  )\    1     la  ri*aJi  I  i  !    <     \i      ..*  i  i   •./ 
n< .-,  ■•''      i  <  -  i.ij  it.)  íU'  Ki  '-11  n  .   )    li.la  V  «1  -i. i  il  -i.'    ^" 


I- 
i   I        » - 


Cí'iidtlcrando: 

1.  .    '  '  \i  cr»'a'-i';n  n')'n!)r  vía  ^^  -r  '.íI  (I^'Síi  /n  )  ■I  '  ■:'.   1  ,• ';   .    i 
d:  ^  P<  :  1,     '..Aá'i  sjproaio  <1  ■.••^'1:.)   1.*  v  <ui  .l.niio    :  ■  :     '••,    <   .' i  " ' 
s  )1\  r.  .^'í  ,1.-  Lis  n'v'i¿iiirtciv»;i  -s  ii   /'i  i  ^  [).k'  d  wl)-  -  i/n  :  *-  'i  ;  *  m^'* 
la  i(*ír.'.-.¿  ei\'ll,  iia  rec'»  -o 'i'l.j  ú  1  'a  í>  ir'.o'  .:n^    o  ..  ;,  1  .  «*.v  i     'il 
de  (!<><  'i-iüí)s  soles  (8.  2'M.O. 

2.  ({'iv'  a  l-ui'is  vle  e-'.i  s'imi  i,  ]\'<  lua  do  !aj  [>ra  Sis  so!i'*i-  il  i^ 
po/  "!  á/  •':tr\  '[a^  ¡)  )i'  í,^!  M'  i''-.t'^*i  >  1  '  la  (1  i  '  ti  -o  r^>;  >  '  ^'^'y 
la  j'H!  i'  !  i  .'  )  1  qu  í  '.-^  iv;l.i  ji  -aií'  o:  1?.  1 1  i'ia  i  la  1  -l  .-  s.^  •  •  ■■  i  >^ 
seteiiti  y  v:  uiU'o  soie.-j  (o.  771)  iuh,  valor  de  d  )S  v.  loi-in.s  y -IhH'i- 
«it'l.i  r'i.;"^  (['le  s^  touiai'.Mi  [)ar\  til  servicio  y  sj^-t./m-nieuto  L*  1:1;^ 
fuv  rzp.s  })e! i. Iteran tcá. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Per'i  debr*  p\V^^ 
¿  don  Bartolomé  Costa  la  cantid  ul  de  novocieat^^  s-l-nt  i  v  en- 
tro  soles  (S  974)  con -arreglo  al  protocolo  de  25  de  Noviembrede 
1899. 

Dado  on  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
uno. 

Ramiro  Gil  de  L'ríbaiTi^ 
(L.  S.) 


—  7-05  — 

Los  infrascritos,  Seccetaríos  en  el  arbitraje,  damcg  fé:  que  «1 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Sn^^iad»  Ex- 
traordinarie  y  Ministro  Plenipotenciaria  de  Su  Majestad  Católi- 
ca en  el  Peni,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  eomo  arbitro  euke 
el  ¡Gobierno  del  Perú  y  el  de  Su  Majestíid  el  Rey  de  Itaüa,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ka  firmauio, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  arraae  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setiembre  de  rail  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor, 

Julio  Leal  J.  de  ÜurraJde 

(L.  S.)  (ua). 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  numero  19,  presentada  por  den 

Nicolás  O.  Mal  Use. 


Don  Nicolás  O.  Maltese,  natural  de  Alghero,  subdito  italiano, 
inicrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia,  en  esta  capital,  según  consta  dol  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  suma  de  cuatro  mil  seiscientos  «oles  (S. 
4,600),  con  iTKjtivo  de  un  cupo  de  quinientos  soles  (S.  500)  que 
9Q  le  obligó  á  pagar,  trasportándole  fuera  del  pueblo  de  Mofcupe, 
é#  su  residencia,  al  campamento  del  coronel  Orozco,  donda  per- 
maneció cuatro  días,  y  de  ia  requisición  de  un  caballo  y  man  caca- 
bisa  con  veÍBtB  tiros,  por  valor  de  ciento  cincuenta  soles,  cotíiti- 
tuyendo  el  resto  la  pérdida  de  un  cocimiento  dejaban  y  qaebwun- 
to  mercantil. 

Visto  el  expediente,  al  que  acompaña  una  sumaria  informa- 
«ion  instruida  en  Lambayeque;  á  raiz  de  los  sucesos;  d  alegato 
del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  estitíiando  justo  el 
reconocimiento  de  los  comprobantes  A  y  B,  fojmulados  por 
los  señores  Pacheco  y  Orozco;  la  réplica  formulada  por  el 
doctor  don  Emilio  Sequi,  á  nombre  del  reclamante,  aceptando 
la  suma  reconocida  por  la  comisión  oñcial  per«ana,  y  remitién- 
dose al  fallo. 

X  Considerando: 

1.  que  laimposicion  del  cupo  de  quinientos  soles  j  la  rcquial* 

*  8* 
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ción  están  comproba  los  p  )r  los  documantos  A  y  B,  como  lo  re- 
conoce el  mismo  abjgado  del  Gobierno. 

2.  que  no  son  de  ab^no  los  daños  indirectos  en  esta  clase  de 

leclamaciones. 

3.  que  la  comisión  oticial  peruana,  que  actuó  según  decreto 
de  8  de  Junio  de  1895,  asi^^iió  al  reclamante,  la  cantidad  de  seis- 
cientos soles. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  R^pirjlica  del  Perú  debo  pagar 
á  don  Nicolás  O.  Maltese  la  cantidad  df3  seiscientos  cincuenta  so- 
les (S.  630)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  esti]»uladas 
por  el  protocolo  de  25  do  Noviembre  de  1S99. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  ájtiombre  de  mil  nov3cient3->uao. 

Ravf  ¡ro  Gil  de  Ürlbarrri, 
(L  S.) 


Los  infrascrita?,  Secretarios  en  el  arbitraje,  darnos  fé:  qua  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Sa  M'ijestai  Gatólica  en  el 
Pera,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Mijesta  1  el  Rey  d« 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  2o  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  SO^  preientada  por  dad 

Jacinto  Gadino. 

Don  Jacinto  Qadino,  natural  de  Finalmarina,  subdito  italia* 
no,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de*  la  Real  Legación 


—  707  — 

de  Italia,  cuesta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  suma  de  diez  mil  soles  (S.  10,000)  por 
su  detención,  del  3  al  21  de  Marzo  de  1895,  en  la  comisaría  del 
cuart^^l  2?,  donde  se  le  sometió  á  flagelaciones  y  torturas. 

Visto  el  expediente  y  los  autos  del  juicio  criminal  seguido  de 
oficio  á  Reynaldo  Agairre  y  otros,  por  lesiones;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose  al  recono- 
cimiento de  esta  reclamación;  la  réplica  que  á  nombre  del  recla- 
mante lia  formulado  el  doctor  don  J,  Matías  León,  y  la  duplica 
de  aquel; 

Considerando: 

1.  que  antes  de  tomar  en  consideración  los  puntos  de  hecho  y 
de  derecho  expuestos  por  h\s  ])artes  en  sus  respectivas  alegacio- 
nes, debe  pronunciarse  el  arbitro  sobre  la  neutralidad  del  recla- 
mante don  Jacinto  Gadino,  no  solo  por  ser  esta  condición  inhe- 
rente á  todo  arbitraje  de  la  naturaleza  del  que  comprende  la 
presente  reclamación,  sino  por  haberse  así  estipulado  en  él,  ter- 
minantemente, según  el  artículo  2  del  acuerdo  diplomático  de 
2o  de  Noviembre  de  1899,  cuyo  acápite  quinto  impone  al  arbi- 
tro la  obligación  de  exigir  previamente  la  comprobación  del  ca- 
rácter neutral  del  comprobante. 

2.  que  del  careo  celebrado  entre  el  reclamante  y  don  Reinal- 
do Aguirre,  folio  25  vuelta  y  siguientes  del  precitado  juicio  cri- 
minal, resulta  que  Gadino,  previo  juramento  con  arreglo  á  la 
ley,  confiesa  haber  comprado  á  Reynaldo  Aguirre  municiones  de 
guerra,  consistentes  en  950  tiros,  manifestando  Aguirre  que  Ga- 
dino fué  detenido  en  su  casa  por  Blancourt,  agente  de  policía, 
en  el  momento  en  que  allí  se  encontraba,  con  motivo  de  la  com- 
pra de  municiones. 

3.  que  la  declaración  de  Salvador  Santana,  en  su  careo  con 
Aguirre,  á  folios  37  vuelta,  confirma  que  Jacinto  Gadino  com- 
praba municiones  en  los  primeros  días  del  mes  de  Marzo  de 
1895. 

4.  que  estos  hechos  prueban  que  don  Jacinto  Gadino  se  ocu- 
paba en  la  compra  de  municiones  en  la  época  de  tes  sucesos  po- 
líticos que  tenían  al  país  conmovido  por  la  guerra  civil  y  cuando 
esta  se  encontraba  eu  todo  su  apogeo. 

5.  que  la  circunstancia  de  no  constar  de  manera  ninguna  que 
Jacinto  Gadiuo  ejerciera  tal  comercio,  ni  menos  aún  que  tuvie- 
ra establecimiento  público  abierto^  de  esta  clase  de  merca - 
deríos,  confirma,  de  manera  irrefutable,  el  carácter  clandestinOi  y 

por  lo  tanto  ilegal,  con  que  á  él  se  dedicaba,  en  abierta  oposición 
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con  la  neutralidad  que,  en  su  calidad  de  extranjero   estaba  obli- 
gado á  observar. 

6.  quede  hts  pruebas  presentadas  ninguna  establece  su  iwu- 
tralidad. 

7.  que  si  bi:]i  t^  iníorme  de  folios  IOS  vueltas,  emitido  por  el 
ñscal  de  la  Coiic  Superior,  eeñor  doctor  don  i^elipe  de  Osma,  ca- 
lificando de  ii  nonii  liosas  las  circunstancias  eh  que  se  maltrató 
á  don  Jacinto  (íadiiio,  en  la  comisaría  del  cuartel  2?,  y  pidiendo 
la  pena  de  cíxno]  en  cuarto  grado,  término  máximo,  para  los 
reos  Arturo  Machado,  Reynaldo  Aguirre  y  Pedro  Garrido,  de- 
muestra que  se  nicurrió  por  estos  en 'falta  grave^^  prueba  también 
el  espíritu  que  al  ministerio  fiscal  anima  de  castigarla,  ya  que, 
en  ningún  caso  dobio  someterse  á  Jacinto  Gadino'á  los  procedi- 
mientos íx  que  fué  s(imetido  en  la  comisaría;  procedimientos  qu« 
ninguna  ley  autoriza  en  país  alguno  civilizado. 

8.  que  aún  cuando  el  certificado  médico  de  folios  dos,  firmada 
por  los  médicos  á(^,  policía,  doctor  L.  Villar  y  doctor  D.  Matto, 
el  6  de  Abril  le  1895,  modifica  la  impresión  que  produce  el  re- 
lato del  reclamante,  en  cuanto  á  las  torturas  que  denuncia,  ya 
que,  según  dicho  certificado,  sólo  presentaba  el  reclamante  una 
cicatriz  lineal  horizontal  de  un  centímetro  de  longitud  en  la 
{>arte  superior  del  dedo  pulgar  de  la  mono  derecha,  y  otra  de 
medio  centímetro  de  extensión  en  el  de  la  mano  izquierda,  cica- 
tricea  atribuidas  í\  heridas  que  pudieraja  resultar  do  contraccio- 
nes intensas  hechas  con  cuerda,  comprometiendo  solo  la  parte 
superficial  de  la  \*w\,  sin  que  hubiera  necesidad  de  asistencia 
médica  y  de  privación  de  trabajo  más  allá  de  uno  á  dos  días, 
prueba  dicho  certificado  el  incalifícabíe  delito  cometido  con  Gu- 
aiño en  la  comis^iiía,  por  quien  no  tenía  ningún  derecho  para 
someterlo  á  tales  procedimientos. 

9.  que  siendo  principio  de  derecho  internaeional,  umversal- 
mente aceptado,  que  cuando  ua  Gobierno  no  emplea  los  medios 
á  su  alcance  para  excitar  que  se  atrapeUe  á  un  extranjero  Deuiml 
que  respeta  y  observa  las  leyes  áel  país  en  que  reside,  ó  no  ras* 
tiga  á  los  delincuentes,  incurre  en  responsabilidad,  de  la  qae  re- 
guita  el  derecho  del  extranjero  uUrejado  para  reclamar  la  in- 
demnización á  que  según  el  caso  haya  lu^r,  queda  por  el  mis- 
ino principio  exento  de  tal  lesponsabilidad  el  G^obianio  quecom- 
ple  con  uno  de  dichos  deberes, 

10.  que  el  Gobierno*  del  Perú  ha  puesto  en  práctica  el  segunda 
punto  de  los  enunciado^,  puesto  que,  segán  lo  prueban  los^uUa^ 
inició  de  oficio  un  proceso  criminal  contsa  loa  empleados  de  iá 
comisaría  que  perpetraron  los  delitos  de  i^efesencia,  justamaiát» 
cfldificados»  por  el  seQor  fiscal  doctor  Oami^,  de  ignomkáosos. 
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Declaro  que,  por  haber  íaltado  á  la  neutralidad  el  subdito  ita- 
liano don  Jacinto  Gadiao,  no  está  obligado  al  Gobierno  de  I& 
República  del  Perú  á  pagar  <^ntidad  alguna  por  su  redamación; 
pero  se  halla,  sí,  en  la  obUgacián  de  dispoaer  que  sin  demora  se  dfe 
término  al  proceso  criminal^  y  que  sie  imponga  él  coadigiio  cas- 
tigo á  los  que  se  hiciereíi  reos  de  tan  ^odiosas  culrpaa;  quedando 
•Q  todo  caso  reservados  al  subdito  italiano  don  Jacinto  Gadmo 
todos  sus  derechos  civiles  para  que,  fuera  de  la  vía  diplomática, 
actúe  en  la  forma  que  mejor  crea  y  las  leyes  !«  fmrraitan,.  ante 
ios  Tribunales  del  país,  cuya  reconocida  rectitud  y  honorabili- 
dad constituyen  la  mejor  garantía  de  que  le  8*^rá  administrada 
la  debida  justicia. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  aovtHjientos  uno. 

Ramiro  Gil  rf''  ^hiharri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damjs  fé:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Rmniro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
oa  en  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuíídor,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal,  J.  de  Itarralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  rechimadón  número  £1,  presentada  por  doña 

Otara  Lanatta,  viuda  de  Campoaónico. 


Doña  Clara  Lanatta,  natural  de  Rapallo,  viuda  de  don  Fran- 
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cisco  Campodónico,  natural  de  Rapallo,  subdito  italiano  é  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Ita- 
lia, según  consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  cantidad  de  seis  rail  novecientos  quince  soles,  ochenta  centa- 
Yos,  por  las  especies  y  mercaderías  que,  dice,  fueron  robadtis  del 
almacén  sito  en  la  hacienda  Santa  Elena,  en  el  mineral  de  Que- 
ropalea,  provincia  del  Dos  de  Mayo,  por  las  fuerzas  que,  en  nú- 
mero de  mil  quinientos  hombres,  mandados  por  el  prefecto  d^l 
departamento  de  Iluánuco,  don  Nicolás  Diivila  Eguizábal,  y  por 
el  subf  refecto  don  Pedro  Ramos,  entraron  en  dicho  lugar  el  22 
de  Marzo  de  1895,  y  las  cuales  mataron  al  hijo  del  reclamante, 
don  Juan  E.  Campodónico,  por  cuyo  motivo  reclama,  además,  la 
cantidad  de  veinte  mil  soles,  ó  sea  un  total  de  veintiséis  mil  no- 
vecientos quince  soles  y  ochenta  centavos  (S.  20,915.80.) 

'Vistos  el  expediente  y  la  iníbrmaoión  judicial;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéii'l^se;  la  rjolioa 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  .J.  Ma- 
tías León;  y  la  duplica  de  aquel. 

Considerando: 

1?  ([ue  del  certifica<lo  médico  que  corro  en  auto:-?  do  la  infor- 
mación  judicial  instruida  a  raíz  de  los  sucesos  ante  el  juez  de  paz 
de  dicho  asiento  minenil,  resulta  pn^bado  que  don  Juan  E.  Cam- 
po<'óni<o  falleció  á  consecuencia  de  las  hori  las  que  rccibi'),  he- 
chas con  armas  de  fuego,  y  que  también  se  conoce  que  el  autor 
fué  iHio  de  los  que  foi maban  parte  de  las  faerzas,  llamadlo  líuai- 
to,  que  actnaban  en  defensa  del  gobierno  del  general  Cáceres. 

2?  que  dichas  fuerzas  actuaron  y  cometieron  tales  atrop.dlos 
en  presencia  de  sus  jefes,  los  que  nada  hicieron  para  evitarlo,  ni 
castigaron  á  los  culi)ables,  en  general,  ni  menus  aún  al  principal 
autor  de  la  muerte  de  Juan  E.  (.'ampodónieo. 

3*^  (pie  no  pueden  tenerse  aquellos  liechos  como  simple  mero- 
deo ni  obra  de  grupos  desbandados.  \ 

4?  que  no  existiendo  ninguna  prueba  auténtica  de  la  existen- 
cia de  las  mercadería?,  cuyo  valor  pide  la  reclamante,  ni  que  és- 
tas fuesen  propietfad  de  su  hijo,  no  ha  lugar  á  tomar  en  cuenta 
esta  parte  de  la  reclamación. 

5^  que  la  reclamante,  á  instancias  (ii !  arbitro,  ha  presentado 
el  acta  de  su  matrimonio  con  don  Francisco  Campodónico  y  la 
partida  de  defunción  del  mismo,  así  couiO  la  de  nacimiento  de  su 
hijo  don  Juan  y  la  declaración  de  ab-hiUstaio  de  su  esposo,  docu- 
mentos que  habrán  de  devolverse  á  la  reclamante  cuando  lo  fo- 
licit*. 
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Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  del  Perú  debo  pagar 
H  doña  tiara  Lanatto,  viuda  de  Canipodónico,  la  cantidad  d« 
veinte  inil  soles  (S/.  20000)  en  ealidiid  de  inílemnizaeión  por  el 
asesinato  perpetrado  en  la  persona  de  su  hijo  don  Juon  E.  Cam- 
podónico. 

l)a<lo  en  Lima,  á  treinta  do  Setiembic  do'n.il  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  do  Ut  ¡larri. 
(L.  S.) 


Los  infiasoritos,  Secretarios  en  el  arMíroje,  (Iímu^'S  ft-:  que  el 
Excnio  señor  dtni  Ramiro  Gil  do  Uríbarii,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Mí;jcíítad  Católica 
en  eLPirú,  Polivia  y  Ecuador,  designado  ccmo  nrl^itro  entre 
el  Gobierno  de  la  Kopública  del  Peiú  3'  el  de  Su  Majes- 
tad el  Rey  d*"*  Italia,  sog'ni  acuerdo  dipl(,'niático  de  25  de  No- 
viembit,  do  bSOí).  ha  fruiado,  rubriv-.jlo  y  .^ella  i«>  C(  n  el  sello  de 
sus  prujáis  arma-,  (1  jMVsriiíe  lau<io  aibiti'al,  en  la  ciudad  de 
r.ima,  *!  día  d.e  hoy,  ti(inla  de  Sctiíiibro  Ce  nvA  novecientos 
uno,  ni  iicie  ej<  rnplítr»  s  d(,*]  nii^n^.  )  t^U'-r. 

JnHo  Lc'^K  .  ./.  de  linr rolde. 

(L.  S.)  (L  S.) 


L'indo   arh¡tr<fl  en  ¡i  rcrlantoción  número  ^?.  prcsndada  por  don 


Lro^-^nldo  Ast' . 


Don  Leopoldo  A-te,  natund  de  Cair*'j<;li,  si  hdito  italiano,  ins- 
crito en  el  re;^istro-de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia, 
según  consta  en  el  certificado  unido  á  írU  expediente,  reclama  la 
cantidad  de  tres  mi!  cuatrocieritos  sesenta  v  tres  soles  v  cincuen- 
ticinco  centavos  (S.  3,4G3.55)  valor  de  mercaderías  y  efectos  per- 
sonales que,  dice,  lo  fueron  saqueados  en  su  almacén  y  casa-ha- 
bitación en  Sihuas,  el  10  de  marzo  de  1905,  por  fuerzas  .al  man- 
do de  don  Carlos  de  Piérola  y  don  Francisco  Solar. 
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Vistos  el  expediente  y  la  >ivformaciÓB  ieatifical,  actuada  «n 
Huaraz;  el  alegato  del  abo  gado  defensor  del  gobierno  del  Perú, 
opcAvéadose;  la  réplioa  for  mulada  á  nombre  del  recUimanU  por 
el  doctox  doa  J.  MaUajs  Leo  a;  y  la  duplica  de  aquél. 

Gonsidemndo: 

1?  que  el  reclam&niíe  »  a  usentó  de  Sihuaa  antee  de  la  enicada 
de  dichas  fuerzas,  lo  que,  á  juzgar  por  el  informe  de  folios  dos,  dt 
don  Carlos  de  Piérola,  obed  eció  al  temor  que  pudiera  abrigar  de 
represalias,  como  miembro  que  dice  era  de  la  guardia  urbana  á 
las  órdenes  del  jefe  político  y  militar  don  Federico  Herrera;  que, 
según  el  mismo  documento  y  con  referencia  á  don  Arturo  Wer- 
theman,  depositario  de  las  existencias  del  reclamante,  no  alcan- 
zarían estas  á  doscientos  soles. 

2V  que  Je  la  información  testifical  resulta  que  los  testigos  de- 
claran quo  don  Leopoldo  As  te  que  habitó  en  Sihuas,  hizo  su  li- 
quidación pocos  días  antes  de  la  entrada  de  las  fuerzas  coalicio- 
nistas, rearándose  definitivamente  á  Italia  y  dejando  unas  eiis- 
tencius  que  no  ascendían  aun  valor  de  cuatrocientos  soles  á  do- 
ña Ercilia  Rerna,  con  quien,  durante  diezeños,  sostuvo  relacio- 
nes, para  atender  á  la  manutención  de  una  niña  habida  en  ellas, 
última  nacida  y  la  única  en  vila  de  cinco  que  tuvieron;  que  la 
misma  lírcilia  Reina,  presta  igual  declaración,  confirmando  qu« 
Leopoldo  Aste  abandonó  aíjuella  residencia  definitivamente  y  que 
»ada  ha  vuelto  á  saber  de  él,  liabiendo  oído  que  regresó  á  Italia. 

Definití^^amente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  del  Perú  no  debe  pa- 
gar cantidad  ninguna  á  don  Leopoldo  Aste,  por  su  reclamación. 
Dado  en  Lima,  a  Ireinta  de  Setiembre  de  1901. 

Ramiro  Gil  de  Uvlbarri. 
(L.  S.) 


Los  insfrascritos,  secretarios  en  el  aibitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  gobierno, 
de  la  república  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
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g6n  ecuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, .rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  bus  propias  armas,  el  pore- 
B&Dftb  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de-Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arb Oral  en  la  reclamación  numero  SS^  preawHada  por  don 
^  Ricardo  Casiiglione. 


Don  Ricardo  Castiglione,  natural  de  Chiávari,  subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certiticado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  ocho  mil  soles  S,  (8.000),  valor 
de  las  mercaderías,  alhajas  y  dinero  efectivo  que,  dice,  le  fueron 
robadas  en  su  hacienda  en  el  mineral  de  Queropalca,  provincia 
del  2  de  Mayo,  por  las  fuerzas  que,  mandadas  por  el  prefecto  de 
Huáuuco,  dbn  Nicolás  Dávila  Eguizábal,  y  don  Pedro  Ramos, 
subi)refecto  de  Aguamirc,  entraron  en  dich>  lugar,  el  22  de  mar- 
ío  de  1895,  y  atrepellaron  é  hirieron  al  reclamante. 

\'isto  el  expediente  y  la  información  judicial;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  gobierno  del  Perú;  la  réplica  que  á  nombre 
del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la 
duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  del  certificado  médico  que  corre  en  autos  de  la  infor- 
inación  judicial  incoada  á  raiz  de  los  sucesos,  ante  el  juez  de  paz 
del  asiento  mineral  de  Queropalca,  resulta  conocida  la  importan- 
cia de  las  heridas  inferidas  al  reclamante,  y  que  fueron  obra  do 
soldados  pertenecientes  á  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  belige- 
rantes. 

2^  que  dichas  fuerzas  actuaron  y  cometieron  tales  atropellos 
en  presencia  de  sus  jefes,  Ips  que  nada  hicieron  para  evitarlo,  ni 
castigar  á  los  culpables,  deduciéndose  que  no  pueden  tenerse 
aquellos  hechos  por  simple  merodeo  ni  obra  de  grupos  desban- 
dados. 

90 
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3^  que  no  exi-tienJ  )  prueba  fehí;ciente  quo  acredite  la  cuantía 
ue  las  niorcatlerías  que  pudieran  ser  propiedad  del  reclamante, 
no  puede  tomarse  en  cuenta  su  reclamación  en  cuanto  á  las  pér- 
didas que  en  ella  haya  sufrido. 

4"  que  no  siendo  iuii^utables  á  é.^ío  los  vicios  de  forma  de  que 
adolecen  la.s  ¡nf  .ruuiviv  :k'S  sfgai.la<  ante   autoridades  peruanas. 


Deíiuiüvaiüeiite  íaA.w  la: 

I)eclar<j  que  ti  ^f»;-!'. íuo  d^d  l\n'\\  debe  pagar  á  don  Ricardo 
C'vi>tii^¡iune  la  caLlivKi'^  de  dos  iiñl  soles  ^S.  2.000)  por  su  recla- 
mación, t-n  las  coii-íici  ^ne.^  Oí-tüb^vi  Ii\?  por  el  protocolo  de  2o  de 
r.v%vicii:''ie  <le  líi'O. 

I>a<lo  en  Limo,  á  íu;!:la  de  ^rjíitiiibre    de  ICOl; 

/  '^■' '  'ro  Gil  oc  Vrl barrí 
(L.  S.) 


Ij;  inrnj^C!'!^..-,  <• '■:  '.;i:t^- c:^  <.;  ó:1  iiiaj'^,  d:v  ?  fe*:  que  el 
r.xor.'v  .-.  fi'.  r  i  <■:.  I^  /-  ir;.t  1  /.  L*'i'  :  rri,  i".v;i«.  Kxtraordi?^a- 
i'-  \  Mi\i-ti\.  rii  r:!'":, :  vi.  '  :.j  <.v' ^•:  M..::-.  I'...  'lica  mí  el  Pe- 
i\  .  1*»  Inia  V  Iv-, ;;,('.•:•,  'l.^.-:;::..!  í  ■  :  i  •  Ar!»:  rj  t '  iré  el  GoLieriio 
(\  u;  K.  '  i;l  liu^  o  1  i  iii:  V  c!  do  >*:  n.  \st..^  .!  K.  v  do  Italia,  se- 
^'íí  ai  :u  ;tlo  dip'^  :r;.  i/"  d.o  20  d  r.ovíci.ibre  «b.  1^9.^,  lia  tirina- 
c»\  lubricado  y  >,;!;»<io  c-iri  cl  Sc""!^  *b:  í'is  p:o['ÍP>'  armas,  el  pif^ 
>v-r.:v'  im;v1o  aibiiiob  tn  K\  ciudad  d-  Lima,  el  díx  de  hoy,  trein- 
ta de  Svtiond:re  d-j  IV^'I,  en  sitio    i  '.-r/.T-biros  dd  n:i<mo  ttiior. 


(L.  S.^ 
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Laudo  arbitral  en  Ja  rcclamacHm    riúynero   2//,  ¡nyuí-fc^do  por   don 

Santiago  OrtzzolL 


Don  Santiago  Orézzoli,  natural  de  Rapalio,  rul'  lito  italiano 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  !e<4.u'ión  do  íta-' 
lia  en'esta  capital,  £c;^'án  consta  del  certificado  nni:!'>  á  f^u  expe" 
diente,  reclama  laiantidadde  cuatro  mil  ciento  o-lRnta  ,^o]es 
(8.4.180),  valor  de  los  aniniales  re<;iuihiciona'lo..^  y  «lafios  su- 
fridos en  su  hacienda  Cliacarilla  del  Estanque,  ¡".r  las  fuorzne 
que,  al  mando  de  <lon  Pedro  P.  Collazí^s,  !a  invadieron  el  1?  de 
febrero  de  1895. 

Visto  el  expediente  y  la  infi>rmaci6n  jutiicia!;  "1  ak-^ato  del 
abogado  defensor  del  gobierno  del  Perú,  que  teniniui/du^[.uó¿!  de 
algunas  argumentaciones,  dejantlo  al  arbitro  la  liherfad^lo  apre- 
ciarlas {»ara  A  fallo;  la  ré})lii'a  (^ue  á  noml^re  del  rrv.l<riianto  ha 
formulado  el  doctor  don  J.  MLjtítis  León;  y    la  dúpu^a  de  aqutL 

Coi\-id<  raí. do: 

1?  que  el  r(claM;>i.íe,  en  la  caVta  (^íjas  13)  que  di'¡:;''ó  rl  t  de 
mayo  de  1S9()  al  señor  [ireí^idento  tic  la  c^:  n<:óu  n.,i  Jum  la  e)i  8 
de  junio  de  1805  para  el  estu^lio  de  c^tas  i'ecla?naci"Mc^.  d.rdara 
que  su  reclamación  se  reduce  al  i'ago  de  11  animídrs,  por  ha- 
berse devuelto  lusdeniá?,  que  eran  de  pro[)irda<l  ajtrí,  á  sus  due- 
ños, y  lí^s  rístante^,  en  numero  d"  ^iete,  al  mismo  n-  la  nonte. 

2*^  que  la  informnción  judiciíd  no  arroja  en  las  íUclaraciones 
de  los  tesíig('S  luz  probatoria  en  cuanto  al  valor  de  los  .uiimalcs, 
ni  determina  si  los  devueltos  eran  ó  no  los  del  reclanviute,  y  que 
el  precio  S(*ñala<]o  por  éste,  resulta  exagerado  en  ndación  al  co- 
rriente en  esta  República. 

3?  que  el  hecho  de  la  requisición  está  probado;  y  que  dicha 
comisión  reconoció  al  interesado  su  reclamación  por  valor  de 
seiscientos  sesenta  soles  (vS.  6G0),  como  consta  de  la  memoria  del 
ministerio  de  relaciones  exteriores  de  1890,  página  584. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  gobierno  de  la  república  d<?l  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Orézzoli  la  cantidad  de  seiscientos  sesenta  soles 
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(S.  660)  por  su  reclamación,  en  las  Qondiciones  estipuladas,   por 
«1  protocolo  de  28  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Bamiro  Gü  de  Vribarri. 
(L.S.) 


Los  infrascritos,  sel^retarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  er*tre  el  Gobierno 
óe  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia;Be- 
gún  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  ^1  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mis- 
mo tenor. 

Julio  Leal.  J.^de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


lieclcwaciCn  'nviiicro  95^  ine^aúada'por  don  Bartolomé  Figari 


El  infrascrito,  pecretario  desde  un  principio  en  este  arbitraje, 
certifico:  que  el  día  6  de  diciembre  de  1899,  al  verificarse,  en  el 
ministerio  de  relaciones  exte'riores,  en  presencia  del  excmo.  aeoor 
comendador  O.  Pirrone,  enviado  extraordinario  y  ministro  jde- 
nipotenciario  de  su  majestad  el  rey  de  Italia,  la  entrega  al  arbi- 
tro de  los  expedientes,  cuya  lista  se  acompaña,  convinieron,  el 
precitado  señor  ministro  de  Italia  y  el  oficial  mayor  señor  dott 
Alberto  UUoa,  en  que  se  retirase  el  expediente  de  reclamación 
de  don  Bartolomé  Figari;  lo  cual  se  hace  constar  porque,  ¿  pesar 
de  lo  allí  convenido,  figura  en  la  expresada  lista,  bajo  el  núme- 
ro 25. 

En  fé  de  lo  cual,  firmo  el  piesente,  en  Lima,  á  treinta  de  se- 
tiembre de  mil  novecientos  uno. 

/.  de  Iturralde. 
(L.  Sv) 
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Laudo  c^rbitpol  €»  í<i  redamación  númevo  26 ^  p,  eeentada  por  d(m^ 

Santiago  Bemardini 


Don  Santiago  Bernardini,  natural  de  Domordóssola,  subdito 
italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  lega- 
ción de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unida 
á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  doscientos  soles,  importe 
de  un  cupo  que  le  fué  impuesto  por  el  subprefecto  de  Huailas,  y 
de  cuatrocientos  veintinueve  soles  más,  y  catorce  centavos,  valor 
de  mercaderías  tomadas  en  su  tienda  por  el  mismo,  ó  sea  un  to- 
tal de  seiscientos  veintinueve  soles  y  catorce  centavos  (S.  629.14) 
qu^,  con  motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-95,  fueron  exigidos 
por  dicha  autoridad  política. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no  del  Perú,  que  sólo  acepta  la  reclamación  por  los  doscientos 
soles,  si  se  prueba  la  autenticidad  del  documento;  la  réplica  del 
abogado  doctor  don  J.  Matías  León;  y  la  duplica  de  aquél. 

Consideíando: 

1^  que  el  recibo  del  cupo  impuesto  á  don  Santiago  Bernardina 
expedido  por  la  autoridad  política  de  Huailas,  con  el  sello  ofi" 
cial  de  dicha  subprefectura,  reviste  los  caracteres  de  legalidad  ne* 
cesarios  para  considerarlo  como  auténtico,  sin  que  se  haya  pro*^ 
ducido  prueba  en  contrario,  y  siendo  responsable  del  cupo  exigi* 
do  el  gobierno  deJ  Peré,  segán  los  principios  del  derecho  inteír- 
nacional  y  con  arreglo  al  artículo  4^*  del  tratado  entre  el  Perú  é 
Italia  de  23  de  diciembre  de  1874. 

2^  que  la  £actura  de  S.  429-14,  presentada  por  el  reclamaate, 
no  está  acompañada  da  ninguna  prueba  que  acredite  haber  sido 
víctima  de  una  exacción  por  parte  del  deudor;  antes  bien,  el  he- 
cho de  haberle  abonado  particularmente  ujoa  paxte  de  lo  debido- 
en  este  concepto,  es  prueba  de  que  se  refiere  á  una  cuenta  paxti» 
cular  de  que  el  gobierno  no  debe  ser  responsable. 


Definitivamente  fallando: 
[Cte*  el  ^obiernio  é«  la  repét 


f^O 

^.«)«> 
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por  ?n  rorlíM.n.i  ''j,  *n  las  condiciones  estipuladas  por  el   proto- 
cola^ «le  lió  ti''  Xt  vit  Tiil»re  de  1899. 

Dj.Io  tn  I.'':nj,  v  tr-inta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uri'^arri 
(L.  S.) 


I/.s  iüfr;  -<r'*  -,  -•  rn  tario^  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
}l\'  no.  -*  fi  "  '  -  !í  .'ivr  >  Gil  de  Uríbarri,  E^iviado  Extraordina- 
rio y  Mi'. i  *'•  i\  '  ..í  iic-iiiri  »  de  Su  Majestad  Catúliea  en  el  Pe- 
ríi,  ir»^' vi  t  ^  '1  '  '  -r,  fl-si;2ri^'id  )  como  arbitro  entre  f*l  G  )bierno 
de  li:  K  I'  ^  '  .:  :  "'  r-rú  y  el  de  Su  Maj.^c.tal  el  Rey  d--  ItalÍ5i,  se- 
iriin  .  ee*  r  I"  '**:••)  de  '2ñ  de  noviembre  de  ISÍ^^H,  ha  firma- 

do, rib-i:  :>1  •  .•  -  !*.  lo  fon  el  s-üo  de  sus  propias  armas,  el  pre- 
Si!U*^  Lili  1-  í  '  •  ',  «  I  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta <:•   -t'i'-ir.i'ie  1    liji!  novecientos  uno. 

J,.l¡f>  J é.  ^  J.  de  Iturralde 

I  L.  S.)  (L.  S.) 


L'"' \t    cr^ 'i.>J  m  /•  rr.J  >..,,'r¡/n}  afnnero  27  ^  presentada  por  don 


Ven  Bnrdi.:..  (la-le'oii^o,  natural  de  I^evanto,  siibdito  italia- 
no, iii-scrit»^  en  «i  Tej^istro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  tela  c;ipiuil,  según  consta  del  certifícalo  unido  á  su  ex- 
pediente, re*  lama  la  cantidad  de  veinticinco  soles,  valor  de  los 
objetos  que  lo  fiu  iv)M  nd>a dos,  consistentes  en  billetes  de  la  lote- 
ría ven  sus  r^i'a-?  j»ersonales,  el  2  de  marzo  de  1895,  por  tropas 
del  batallón  Húsares  de  Torata  cerca  de  Vitarte. 

Visto  el  exi>ediente  y  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no del  Perú,  o|x>niéndose; 

Considerando: 

1«  que  de  las  inve^^tigacitnes  practicadas  por  la  real  legación 
de  Italia,  en  esta  capital,  resulta  qae  el  reclamante  ha  fallecido 
y  ninguna  persona  se  ha  preeentado  i  defender  su  reclamación. 
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2'  que  la  certificación  expe<li(la  por  el  canciller  de  la  legación 
de  Italia,  que  aparece  en  el  expe  Hente,  prueba  solamente  que 
Ca  lelai^j^v)  presentaba  señales  incííjuívocas  de  lesiones  que  le  fue- 
ron inferidas;  pero  sin  especificar  quién  las  hizo,  ni  por  qué  las 
recibió,  lo  cual  no  está  apoyado  con  ningún  otro  comprobante. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  cl  gobierno  de  la  república  del  Perú  no  debe  pa- 
¿:r,r  nada  á  don  Beiíodicto  Cadela;^go  por  su  reclamación. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  do  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uribarri. 
(L.  S.) 


L')3  infrascritos,  Seer«3tir¡o^  en  el  arbitraje,  damis  fé:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  P>ivia<lo  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
ca, en  el  Perú,  Bolivia  y  Px:uador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  Re[>ública  d<d  Perú  y  el  de  Su  Majestaíl  el  Ruy 
de  I  tilia,  según  acuerdo  d¡[>IoinUii'o  de  25  de  Noviembre  de 
169y,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sollo  desús  propias 
armas  el  presente  lando  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  cl  día 
de  iioy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  misma  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lando  arbitral  en  la  reclamación  númei'O  £8  y  98  biSf  presentada 

por  don  Antonio  Rocca,  . 


Don  Antonio  Rocca,  natural  de  San  Colombiano,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  r«al  legación 
de  Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 

pediente,  reclamadla  cantidad  de  setecientos  solet  (8.  700),  por 
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los  aunnales  de  su  propiedad  qae  fueron  sacados  de  la  haciehda 
de  pasto  Arambnrú,  en  el  v^iUe  de  La  Legaa,  el  23  de  Agoeto  de 
1&94,  por  un  oficial  de  policía  acompañado  de  12  hombres,  y 
por  dos  caballos  de  estimación  que  el  20  de  iHeienibre  del  mi- 
mo año  y  en  la  ciudad  de  Lima,  le  quitaron  dos  agentes  de  po- 
licía, á  dos  de  sus  empleados  en  la  plaza  de  abastos. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú;  la  réplica  del  abogado  doctor  don  J.  Matías 
León,  representante  del  reclamante;  y  la  duplica  de  aqué!. 

Coiihiderando: 

1*  que  de  las  pruebas  presentadas  por  don  Antonio  Rocca,  en 
apoyo  de  sus  afirmaciones,  sólo  resulta  justificada  plenamente  la 
que  acredita  haberse  requisicionado  un  caballo,  cuya  m\rcay 
peluje  tordillo  responden  a  las  señas  de  uno  de  los  indica<los  en  su 
segunda  instancia. 

2?  que  si  bien  queda  probado  lo  exacto  de  la  reí^uisiciói\,  j>or 
lo  que  á  un  caballo  se  refiere,  no  resulta  lo  mismo  en  cuau^o  áaa 
yalor  de  ciento  veinte  soles,  que  no  es  precio  comento  en  esU 
clase  de  animales. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
ádon  Antonio  Roca  la  cantidad  de  odienta  soles  (S.  80) eu  las 
condiciones  estipuladas  en  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  ürlbirri. 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  qué  el 
Excmo.señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pera,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  <M>mo  arbitro  entre  el  Gro^ier* 
no  dé  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia^ aegún  acuerdo  díplomitico  de  25  de  Novienifafe  de  iSW,  ha 
fimxado,  rabricado  y  eellado  ocmel  sella  1)0  «os  propias  arúMV, 
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•1  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hojr, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplaraf 
del  mismo  tenor.    ' 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Loudo  arbitral  ^n  la  reclamación  A^  ^9^  presentada  por  don  Juan 

R^etto.  * 

Don  Juan  Repetto,  natural  de  San  Remo,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  se^n  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  el  valor  de  las  tres  muías,  á  razón  de  sesenta  so- 
los cada  una,  que,  requisicionadas  [»or  la  subprefectura  é  inten- 
dencia de  policía  del  cercado,  con  otras  dos,  no  le  fueron  devuel- 
tas, hechos  que  tuvieron  lugar  con  motivo  de  la  guerra  civil  de 
1894-95. 

*  Visto  el  expediente;  el  alegato  <lel  abogado  del  gobierno  del 
Períi,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha 
formulado  el  abogado  doctor  don  J.  Matías  fjeón;  y  la  d aplica  de 
aquél. 

Considerando: 

1?  que  la  redacción  del  recibo  que  i>rueba  la  requisición  no  da 
lugar  á  tomarlo  por  un  contrato  de  locación;  que,  además  de  ne- 
garlo la  redacción  dada  por  Repetto,  al  acusar  recibo  al  reverso 
de  acpiél  donde  dice:  «que  me  fueron  toraadas»^^,£8jÍe_pr^aumir 
que  se  negarían  las  autoridades  á  darlo  en  otra  form»;  que  dicho 
recibo  acredita  la  requisición  hecha  por  dicha  autoridad  política, 
de  lo  que  es  responsable  el  Gobierno,  según  el  Derecho  Interna- 
cional y  el  artículo  IV  del  Tratado  entre  el  Pera  é  Italia,  de  23 
de  Diciembre  de  1874. 

2?  que,  á  mayor  abundamiento,  la  comisión  nombrada  en  8  de 
Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación  en  conformidad  con  lo 
pedido  por  el  reclamante: 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  Repáblica  del  Perú  debe  pagar 

91 
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á  dop  Juan  Repeí.to  la  caiuidaJ  de  ciento  ochenta  soles  (3.  180), 
porsn  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  perfil  proto- 
eolo  do  25  de  Noviembre  de  1S99. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

liatniro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascrito>í,  Secretarios  en- el  arbitraje,  damos  fó:  que  el 
Excrao.  señor  don  llannro  (íil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordr- 
iiarib  y  Ministro  Plenip(»(<  n<-inrio  de  Su  Vajestad  Cíitólica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  con)o  arbitro  entre  el  Go- 
bienio  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Re}"  de 
liali»,  seqjún  acuenlo  diplomático  de  2o  do  Noviembre  de  1891^, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  dfa  de 
hoy,  treinta  de  Setieml)ro  de  mi!  novecientos  u:io,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Ltal  ,/.  (Ir  ¿urralde 

(L  H.)  (L.  S.) 


ioÁiiknvrf/Hriiir  en  ^í  reclamación  M  30,  prtsmtada  por  dmk 

Rafael  Crovetto 


Don  Ríifael  (Jiovetto,  natural  de  Bogliasco,  subdito  italiano 
inscrito  en  el  registro  de  r*i»cionalidad  de  la  real  legación  dip  Ka- 
lia' en  esta  capiíal,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  tres  mil  ciento  setenta  soles 
(S.  3,170),  por  el  robo  y  saqueo  de  su  ostablecimtento,  §ito  en  esta 
capital,  cii  c!  girón  de  Juriín,  ont^s  Cinco  Esquinas,  N?  675,  por 
fufrzas  di  regimiento  de  Húsares  de  Junín  N^  J,  y  al  mando  de 
BU  oficial,  el  18  de  Marzo  de  1895. 

Visto  el  exj)ediente  y  la  información  testifical;  el  akgato  del 
«bogado'delensor  del  (iobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la    réplica 
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que  á  nombre-,  del  reclamante  ha  formulado  el  abogado   doctor 
don  J.  Matíae  Le6»;  y  la  dó plica  d^^aijuél. 

Cowsideíawdo: 

1?  qiieaon  eu&udo  los^te^go^en  la.  inforoiacióii  ordenada, 
€0fiíiriJ9an  la  exactitud  del  encuentro  de  las  fuerzas  beldgdflantea. 
ev^  el  lugar  dondo  el  reclainuifit&  tenía  9U  establectmiei^io,  na  daa 
fe  3»obre  elbecbo  «kf  ^qu«o  ni  del  robo  de  los  efectos-  reclama^ 
uOB  })0r  UroreitO)  ante9  bien,  resulta  úme&ii>en(o  de  lo  expuestO' 
(>or  los  laísmo»- teatigoei,  t^ue  se  libró  un  combate>  enarjuel  lugivi*. 
Id  cual  pudo  iníefi»  dañon  ^ue  ik>  soh  r«9aiYeÍb}ü9i 


Definitivamente  IkJlaudo: 


* 


Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  na  debe  j)a- 
gar  cantidad  alguna  á  don  Rafael  Crovf.to  por  8u  reclMfiaoión. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  ai>?ecientos 
«no. 

Romwo  Gil  de  Lríbarri. 
(L.  S.) 


Loa  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  quo  el 
Excniü.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  ^Enviado  Bxiraordi- 
narío  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  ^n  el 
Porú,  Bolivia  y  Kcuador,  designado  como  árbifro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  S\i  Majestad  el*  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  18D9; 
ha  firmado,  rubricajTo  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral»  en  la  ciudad  de  Lima,  el  dia  de  lioy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

fyÜQ  LcoL  /•  de  ItufXüldt. 

CL.  S.)  (L.  S.) 


wmm-^tmmmmmm^mm^mmt^ 
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Reclamación  N.  SI,  preMcntada  por  don  José  Parodi. 

Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gobierno  d^ 
la  Ropública  del  Perú  y  fú  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ithlin;  con 
motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-96»  certificamos:  que,  ¿dg&w 
nota  verbal  dirigida  al  Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbt- 
rri,  en  su  calidad  de  arbitro,  por  el  Excmo.  sefíor  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  en  Lima,  el  subdito  italiano  don  José  Parodi,  que  pe- 
día se  le  indemnizase  por  lo«  daños  y  vejámenes  que  suírió 
durante  la  guerra  civil  de  1894-95»  ha  renunciado  á  su  reclama- 
ción. 

En  fé  de  lo  cual^  firmamos  el  preoente,  en  Lima,  á  treinta  de 
Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde, 

(L.8.)  (L.  S.) 


L^udo  arbitral  en   la  reclamaei&n  núvMro  Si^  presentada  por  don 

Rafael  Canevaro. 


Don  Rafael  Ganevaro,  conde  Canevaro,  natural  de  Lima,  sub- 
dito italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real 
Legación  de  Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificade 
unido  á  su  expediente,  reclama  la  suma  de  ciento  cuarenta  y  un 
mil  seiscientos  catorce  soles  y  ochenta  y  cuatro  centavos,  por  cu- 
pos que  le  fueron  impuestos  por  fuerzas  coalicionistas  y  por  re- 
quisiciones de  armas  y  de  ganado  caballar,  mular  y  vacuno,  sa- 
queo de  marcaderías,  destrucción  de  propiedad  é  inceiidio  de  ca- 
fiaverflUs  en  las  haciendas  Caudivilla,  Pampa  Libre  y  otrns;  da- 
ños lU'vados  á  cabo  por  dichas  fuerzas  y  por  tropas  del  Gobierno 
del  General  Cáceres,  en  los  meses  de  Noviembrede  mil  ochocientoe 
noventa  y  «uatro  á  Marzo  del  noventa  y  cinco,  ó  sea  durante  la 
guerra  civil  de  aquella  época. 

A'isio  el  «xpediente  y  los  diferentes  documentos  que,  á  instan- 
cias i\r\  j'irlMtro,  ha  presentado  después  el  reclamíinte,  así  como 
la  copiíi,  nnidn,  de  la  información  testifical  actuada  en  e^tii  capi- 
tal, ¡\uu^  i  1  p'^ñor  juez  de  1*  instancia  don  Aurelio  Pedrn/a. 

Visto  o]  silegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno   del    PerA, 
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impiignando  la  nacionalidad  italiana  de  don  Rafael  Oanevaro,  & 
^uien  por  haber  nacido  en  Lima,y  por  haber  solicitado  y  ohteni- 
Jo  la  elección  para  senador  por  el  Departamento  de  lea,  en  el 
año  íie  rail  ochocientos  setenta  y  oc  lo,  así  como  p»)r  hab'r  teni- 
do siempre  y  actualmente  su  domicilio  en  el  Peni,  y  stn  bieiies, 
intereses  y  negocios,  considera  como  ciudadano  ponían),  «leda- 
«en  lo  la  improcedencia,  ante  el  Tribunal  arbitral,  de  su  re- 
clamación, que  impugna  también,  alegando  que  doü  li»fiel  Ca- 
aevaro  no  es  úuico  propietario  de  la  sociedad  agrícola  Caidivilla. 

VivStfV  la  réplica  del  reclamante  combatiendo  los  car^^os  prein- 
d¡CA<los:  alegan  lo  que  algún  Humigos  suyos  Iinzu-o  i  su  candi- 
datura de  senador,  sin  fijarse  en  que  era  italiano,  cmumstancia 
por  la  cual  fué  rechazado  en  la  (JAmara  al  hacerse  la  calitiración 
personal,  declarándose  así  por  uu  acto  de  soberanía  su  naciona- 
lidad italiana  y  negándole  la  ciuda  lanía  de  peruano;  ílis^irtando 
sobre  las  escrituras  y  estatutos  relativos  á  la  sociedad  Caudivilla, 
así  como  respecUi  á  la  cuestión  domicilio  y  á  los  dañas  materia- 
les sufridos,  y  aduciendo,  al  final,  en  apoyo  de  su  nacionalidad 
italiana,  que  su  hijo  ha  cumplido  con  el  servicio  militar  en  Ita- 
lia. " 

Vista  la  duplica  formulada  por  el  precitado  abogado  defensor 
del  Gobierno  del  Perú,  ampliando  todas  sus  alegaciones;  negan- 
do que  don  Rafael  Canevaro  fuese  elegido  senador  por  obra  d« 
Auigos;  aseverando  que  no  fué  rechazado  en  la  Cámnia  p(»r  inca- 
pacidad personal,  sino  por  haber  sida  aprobadas  las  actas  de  su 
Adversario,  en  prueba  de  lo  cual  acompaña  un  certificado  ei- 
pe*lido  por  el  secretario  del  Senado,  á  cinco  de  Julio  de  mil  no- 
Tecientos,  del  q«e  consta  que  don  Rafael  ¿Canevaro  se  presento 
oomo  senador  por  el  departamento  de  Amazonas,  en  mil  ocho- 
oientos  setenta  y  seis,  y  por  el  de  lea  en  1878,  defendiendo  su 
«lección  el  19  de  Julio,  en  la  sesión  de  la  cuarta  junta  prepara- 
toria del  Senado  que  tuvo  lugar  el  19  do  Julio  de  1878. 

Considerando: 

I*,  que  á  tenor  de  lo  estipulado  por  el  artículo  2?  del  acuerdo 
diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  en  el  segundo  acápite 
del  inciso  d,  ea  deber  del  arbitro  exigir  la  comprobación  de  la 
nacionalidad  y  carácter  neutral  del  reclamante;  que  la  na- 
cionalidad italiana  de  don  Rafael  Canevaro  está  comprobada  en- 
primer  término  por  el  certificado  que  corre   en  autos,  expedido 

Kr  el  señor  Ministro  de  Italia  ea  esta  capital,  quien  asevera  ha- 
^rse  aquél  inscito  como  tal  subdito  italiano  en   el  registro   dt 
mtcionalidad  d«  la  real  Legación  de  Italia  en  esta  capital,  lo  cual* 
^ooDstituye  la  prueba  requerida,  i\\\e    no  puede  discutirse   por 
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^euunto^l  arbitro,  eegán  queda  expuesto,  lia  ííido  llamado  á  pro- 
Tmnciftrseén/bre  la  vaUd^fZ  del  <locumento  qno  deiermiim  hi  cmn- 
probación  de  la  nacionalidad,  y  esta,  como  qneda  dicho,  se  halla 
aatablecida  por  el  tnencioivado  certificado,  que  merece  entera  íé; 
#jne«i  bien  el  reclamante  naci6  en  la  ciad>id  da  íiima,  no  m  es- 
to un  obstácitlo  para  que  eonsen'e  ^a  nacionalidad  italiana,  por 
ser  hijo  de  subdito  italiano  y  hab'jrlo  inscrito  como  tal  de^Jo  au 
■nacimiento  en  el  con.-íulado  de  Italia;  que  n  »  destrnye  aa  nació- 
nnlidftd  italiana  el  hecho  de  ha'lars.^  estableciólo  y  radicado,  con 
posesión  de  bicne:^  en  el  Perú,  ni  el  lií\her  contraído  matrimonio 
oon  peruana. 

2?  que  las  observaciones  aducidas  por  el  abogado  defenlor  del 
gdbierno  del  Perú,  en  su  alegato  y  duplica,  en  cuanto  A  la  ok*c- 
oión  de  Senador  en  el  Perú,  de  don  Raf\\el  (kinevaro,  resultan 
«tortas  y  fundadas,  ]>or  cuanto  el  cerlificado  que  á  la  dü^di^-a,  ó 
ftegando  alegato,  acompaña  y  <jue  ori;i:inal  va  unido  al  expedien- 
te, armado  [H)r  el  secrt-tnrio  del  Sonadtf,  señor  don  M.  Sebastián 
'Sülazar,  y  tramitado  por  el  Miiiiíí'terio  de  Relaciones  ICrteriorea, 
con  resolución  firmada  por  el  Oíicial  Mayor  señor  don  Alb  «rio 
Ulloa,  de  pasarla  al  abogado  deíl*n5or  del  Gobierno  dA  Perú,  en 
Ifrt  reclamaciones  italianas,  consta  que  don  Rafael  Ganevaro  se 
presentó  en  mil  ochocientos  set(M>ta  y  seis  corno  can  lidaU)  á  la 
trenadnría  por  el  departamento  de  Amazona^:,  v  que  en  el  diario 
ée  d(?bate-<  de  aquel  año  aparece  (|U>  en  la  junta  preparatoria  del 
Senado,  de  17  de  Jilio,  se  dio  ciienla  de  un  oíioio  del  mi^mo  í«e- 
fior  don  Rafael  Gtinevaro,  remitien(h)  sus  acl^iH  como  Hena:W 
«lecto  por  el  departam-^nlo  do  Ama/^onas,  oficio  del  que  se  inclu- 
ye copia  y  textualmente  dice;  <«S  ñor  áocretario, — Tengo  el  h^ 
tcmov  de  aí'omnañnr  á  U.  S.  lasnota<í  que  acreditan  mi  elección  d»* 
«Sonador  por  el  de[)artamento  de  Amazonas  para  lo5  efectos  que 
«<l6fcermina  hi  lev»;  v  en  la  sesión  d?l  21  do!  mismo  mes  se  dio 
•uenta  de  otro  oficio  del  misino  s<^ñor  don  Iltifael  Oauf-varo,  <?k- 
cusándose  de*  concurrir  a  .sostener  su  elección,  aprobando  la  cá- 
mara en  aquel  día  las  actas  de  su  contendor,  don  Ambrosio  Be- 
cerril,  quien  quedó  incorporado,  resaltando  de  las  rae»icionadas 
»aata8,  cuyas  copias  se  unen  también,  que  el  señor  do*i  Rafael 
Oanefvaro  fti^  elegido  en  la  ciudad  d*>  Inmas,  por  veintiún  voi^i 
^e^üio  «enador  propietario,  y  en  la  de  Ghachapoyat',  en  igual  con- 
Wpto,  por  treinta  y  seis,  el  día  16  de  Noriembre  de  1875,  confor- 
•me  al  cuadro  formado  por  la  Cámara  de  Senadores  y  promulga- 
ndo |K)r  e!  Supremo  'flobiemo  en  1?  de  Junrio  del  imemo  afio 
Í875,  eHgiénd*;3e,  al  propio  tiempo,  en  ambos -escrutinios,  como 
•emwlor -suplente,  á  don  Ju«n  Pratioiíco  Pactos;  procediendo»©  «ai 
*t/úáo  jconáfrndgte  á  lo  que  determitiaiba  la  ^ey  Blecioral  «ntonoee 
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3®  que  del  raenchaiado  ceitificiido,  oxpe«litlo  por  el  í^eñ o r  Se- 
cretario do  la  C'árnara  de  Penadon^s,  coii^-tíi  f|uedos  quoh  deíspuía, 
ó  se«  en  1878,  se  presentó  iiuevaiueiUft  don  líafíiel  Cunevaro  co- 
aao  ííandidato  á  senador  p3)-  la  provincia  do  Tea,  disputando  la 
«tí uad liria  al  señor  doctor  Volarde  Alvíirez,  y  cjne,  aegim  lo 
^on)j>ru(-ba  el  acta  de  la  scáióu  de  la  cuarta  junta  preparatoria 
del  Senad.>,  cavo  extracto  se  tra?cr¡i>e  ( ii  el  nusmo  certificado, 
;pTesid¡da  |H)r  el  .scnv>r  doctor  Jloras.  y  (pu-  tuvo  hi^^^ar  el  19 .de 
Jnlio  do  187S,  dc>puc.-  de  leídos  lo-  dictánií  líesde  mayoría  y  bjí- 
noría  en  las  cle«-cit.Mics  de  lea,  (\iya  concinión  !]^  dict*:  »  que  pro- 
«  claméis  f^^na  lor  propietario  ]ior  c¡  «iepíutanicí  lo  <le  lea  .al  ae- 
«  ñor  doclor  <l^;n  Mariano  Velardc  Alvarez,  fjnc  lia  oUtenidoia 
tí<ma3'oría  de  voId.^o,  fo;\sla  qn<>  »^]  ?cñ*>r  don  Uafael  (V;nevftro, 
n  ínteresi<do  en  dichas  elecciones,  cor.:!)atió  el  dictamen  v  roani- 
aifestó  la  K,'^a]id:Ui  «le  la  piacticada  en  su  favo?»,  á  ¡icsar  de  lo 
cual  y  de  la  (lef»*íisi  cpie  íic  su  eUccinn  liizí  tan. bien  el  nefi  o  r  Co- 
rrales M»-i<rur.  ijue  susciil'ió  el  diclanicn  de  minaría,  fué  tUgido, 
ex)  votación,  el  señor  Vclarde  A I  van  z. 

4'-  qu'3  el  nu-ncionhdv)  extroilo  <lo  i?i  í^csión  de  la  enarla  juutíi 
preparatoria  del  i^ei;ado,  tenida  )u;:rai',  cual  qutda  dicho,  el  lí> 
de  Julio  de  1H78,  publicado  el  misino  día  en  h»  edición  déla 
tarde  del  pcTíótlico  7s7  Cuvicr.cio  Av  Lima,  lu'imero  1J,161),  eon- 
'cuerda  exactauicntc  con  el  texto  trasi  rito  en  el  ¡^recitado  certifi- 
cado de  la  secretaría  del  Senado. 

5?  que  anii  cuando  al  final  del  expresado  documento  se  dice: 
«  que  si  bii-n  es  ciciio  que  el  eeíior  don  líafarl  CVuuvaro  se  pre- 
«  sentó  dos  vcccc-  con, o  pretendiente  á  una  scna'luría,  no  llcjixó 
«  numa  (i  Ví^r  n*alÍ7.ad¡'s  sus  a*-'pirq<'i'  ncs  jarlamcntjuia--,  ri^^-nl- 
La  dela^  actas  á  <|ne  el  certiíicado  n)is?r.o  se  rc{](  re.  <pie  fnt  dcÉw- 
cluida  su  can»! lila: ura  en  ambas  (i'-asionts. 

(>'*  que  no  eoTjsta,  en  parte  íJ;j;ni:a,  ni  th^  ello  ha  f^n  sedado 
.prueba  e!  scuor  dou  Rafael  Canevaro,  que  la  elección  de  su  can- 
didatura, en  i  87S.  ñursv?  promovida  i(vl<^pend'-entcmcnte  «le  su 
voluntad,  por  amibos,  ni  (í  )nsta  tampoco  (pn'  la  Vf>tació:i,  en  la 
juQta  preparatoria  di  1  19  de  J  lüo  de  aquel  ano,  procianiMitdo 
Senador  por  el  departamento  <1p  lea  á  don  Maiiano  Velarde  Al- 
vares, An-se  el  resultado  de  haberse^  tenido  al  señor  Catievaro  jxjf 
súb  lito  italiano,  y,  por  el  contrario,  consta  dol  acta  *hí  dich:t  ge- 
sión  que  el  mismo  señor  don  Rafael  Canevaro  asistió  á  la  se>ión 
y  tomó  eu  ella  parte,  combatiendo  el  dictamen  de  la  may«»na  y 
manife.^tando  la  legalidad  de  la  jelección  en  su  favor. 

7.**  que  aun  admitieoido  que  la  elección  do  1S78,  del  señor  ^V 
aK^varo,  ifuese  obra  de  amigos  6uyojs,  como  siu  duda  lo  ru<;,  puf^e- 
k)  que  mí  lo  asevera  en  su  alegato  réplica,  y  que  esta  futáéHe'la 
oauaa  que  le  iiidiyera,  ¿vcaao  ])or  cortesía,  á  defender  -svi  elección. 
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como  está  demostrado  que  lo  verificó,  y  que  lo  Hubiera  hecho  tan 
BÓlo  por  mera  fórmula  de  agradecimiento,  y  sin  ánimo  ni  propó- 
sito de  aceptar  definitivamente  el  cargo  si  la  votación  en  la  se- 
sión de  la  cuarta  junta  preparatoria  del  Senado  le  hubiera  sido 
favorable,  es  un  hecho  que  defendió  su  elección  de  senador  por 
el  departamento  de  lea  en  1S7S  y  que  este  hecho  no  está  por 
ningún  otro  atenuado,  como  puede  admitirse  que  lo  estuviera  el 
de  haber  remitido  las  actas  de  su  elección  por  el  departamento 
de  Amazonas  en  1870,  ya  q\!esi  bien  es  cierto  que  las  remitió  en 
#1  precitado  oíieio  de  17  de  Julio  al  señor  Secretario  de  la  Hono- 
rable Címara  de  Seníidoreí  «para  los  efectos  qu*^  determina  la 
ley»,  lo  es  tambiáu  que  con  lecha  21  del  mismo  mes  y  año  le  di- 
rigió un  segundo  oficio  ex cu.-á adose  de  asistir  á  sostener  su  elec- 
ción. 

8°  que  de  \u  expuesto  rcbulta  que,  bajo  el  pu'ito  do  vista  de  la  ley 
elev  toral,  entí»nces  vigente,  y  de  la  Constitución  del  Perú,  ejerció 
el  señor  don  Rafael  Can<.varo  un  acto  pro[>io  tan  rólo  de  un  ciu- 
dadano peruano,  que  soio  un  ciudadano  peruano  puede  ejercer, 
oon  arreglo  al  artículo  49  vle  la  Constitución  del  Pero,  cuyas  cua- 
tro condiciones  determinante?,  de  ser  peruano  de  nacimiento, 
ciudadíino  en  ejtMvifio,  tener  35  años  de  edad  y  mil  pes^s  de  ren- 
ta anual,  reúne  vi  señor  Canevaro  bajo  el  punto  de  vista,  siem- 
pre, de  la  ('onstitiición  peruana,  cuyo  primer  inciso  del  artículo 
34  declara  peruano  n  todo  el  que  nace  en  e!  territorio  de  la  Re- 
públit.a;  y  siendo  aquel  acto  ejercido  por  don  Rafael  Canevaro, 
un  acto  voluntario  que  c:!n  arreglo  al  status  civitaÜB  constituy*^ 
un  d<erecho  indiscutible  y  [>ersonalísimo  en  todo  individuo  libre, 
convertido  este  «^lerccho,  por  el  hecho  mismo,  en  el  ejercicio  de 
un  derecho  de  ciudadano  peruano,  por  cuanto  pareciese  determi- 
nar sn  explícita  y  expontíuiea  voluntad  de  serlo,  habría  lugar  4 
d<o!!  r  fundada  la  aserción  del  abocrado  defensor  del  Gobierno 
del  i'erú  en  sus  dos  alegatos,  de  que,  para  dicho  Gobierno  y  «n 
cuanto  á  lo  establecido  por  la  Constitución  de  la  República,  es  y 
no  puede  dejar  de  ser  tenido  por  ciudadano  peruano  el  señordon 
Rafael  Canevaro;  más  como  quiera  que,  según  lo  declara  en  su 
alegato  réplica,  es  su  voluntad  actual  conservar  la  nacionalidad 
italiana  y  manifiesta  que  nunca  la  renunció  ni  jamás  fué  su  in- 
tención adquirir  ;,»  ciudadanía  peruana;  y  en  todo  caso  y  de 
cuanto  precede,  consta  que  aún  cuando  en  187G  scdicitó  que 
ie  aprobaran  sus  actas  de  senador  electo  por  el  departamento  de 
Amazonas,  y  en  1878  se  pressntó  á  defender  su  elección  jor  el 
Departamento  de  lea,  no  fué  incorporado  á  la  Cámara  en  nin- 
guna de  las  dos  ocasiones,  y  siendo  así  que,  á  parte  de  lo  estable- 
cido por  el  artículo  4?  del  Código  Civil  italiano,  que  declara  ita- 
liano al  hijo  de  padre  italiano,  no  puede  con  propiedad   decires 
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que  don  Rafael  Caiievaro  se  halle  comprendido  en  ninguno  de 
los  oaso^  del  artículo  11  del  mipmo  Código,  que  trata  de  la 
pérdida  de  la  ciudadanía,  por  cuanto  el  único  que  guarda  rela- 
ción con  el  punto  que  se  debate  es  el  artículo  3?  que  la  declara 
perdida  por  el  que  sin  f  ermiso  del  Gobierno  haya  aceptado  em- 
pleo de  un  Gobierno  extranjero  ó  haya  entrado  en  el  servicio 
militar  de  otro  país,  y  el  art.  13  concede  la  faeultacT  de  recupe- 
rarla volviendo  á  Italia  con  permiso  especial  del  Gobierno,  re- 
nunciando á  la  ciudadanía  extranjera,  ó  el  empleo  ó  al  servicio 
tnilitar  aceptado,  y  en  último  término  fijando  su  domicilio  ^n 
rtalia  por  (leclaración  expresa;  y  si  bien  es  cierto  que  no  puede 
tomarse  en  cuenta,  por  carecer  de  valor  a[»!icable  al  caso,  el  cer- 
tificado de  inscripción  del  señor  Canevaro,  como   italiano  en    el 


ea  igualmente  cierto  que  ha  presentado,  además  de  laya  mencio- 
nada carta  de  nacionalidad  y  de  un  certificado  expedido  en  Ro- 
ma en  18ií5  por  el  Canciller  de  lacorisulta  heráldica,  declarán- 
dolo titulo  del  reino,  y  de  un  pasaporte  para  trasladarse  á  Euro- 
pa, firmado  en  Lima  por  el  Ministro  de  Italia,  en  1888,  otro  pa- 
saporte que  en  18í)3  le  fue  otorgado  en  Florencia  por  delegación 
del  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  documento  este 
bastante  para  demostrar  que,  hubiese  ó  no  sufrido  interrupción 
<lon  Rafael  Canevaro,  en  su  calidad  de  subdito  italiano,  lo  era 
«iempre,  y,  en  todo  caso,  en  aquella  fecha  para  el  gobierno  d« 
Italia. 

.  9?  que  confirmada  de  este  modo,  y  en  segundo  lugar,  la  na- 
cionalidad del  reclamante  por  dichos  documentos,  auténticos  to- 
dos ellos,  que  constituyen  nueva  prueba,  indudable  y  resolutiva, 
queda  irrevocablemente  comprobado  que  don  Rafael  Canevaro, 
conde  Canevaro,  es  subdito  italiano. 

10.  que  aun  cuando  sentixda,  como  lo  está,  sobre  sólidas  base?, 
su  nacionalidad    italiana  y  siendo  las  leyes   italianas  las   únicas 
que  pueden  anularla;  ni  la  destruyen  en  su  fundamei  to  esencial 
loa  hechos  enumerados,  relativos  á  su  doble  candidatura  de  sena- 
dor, puesto  que  no  siendo  aceptado  no  llegó  á  ejercer  el    cargo, 
han  motivado  sin  embargo  la  presuncii.n  legal  de  que  era  ciuda- 
dano peruano  y  lo   hubiera  sido   ípso  JQcío^  si  la  votación  en  la 
junta  preparatoria  del   Senado  no  le    hubiera  sido  adversa,    cir- 
cunstancia única  que  impidió  que  entrase  en  el  pleno  ejercicio  d* 
funciones  legislativas   peruanas;  y  aún  cuando  no  destruye  tam- 
poco 8u  nacionalidad  la  subsistencia  en  1894-95,  para  el  Gobier- 
no del  Perú,  de  aquella  presunción  legal   que  perduraba  |>or  la 

os 
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circunstancia  de  qiw  don  Rafael  Ginevaro  no  lia  jwoducido  nin- 
gún documento,  ni  en  modo  aígiiuo  c-onsta  qno  por  al¿(án  actí> 
notorio  ú  oficial  haya  destruido  los  ofcclDs  pritíunlivcs  cousi- 
guiantes  al  acto  oficial  y  notorio  de  haber  concurrido  á  defender 
en  el  Senado  bu  elección  de  187S,  está,  si.  afectada  la  neutrali- 
dad del  reclamante,  por  <-iianto  su?  aíHv>s  v  sr<?8ti'>nes  á  dicho 
asunto  relativos  y  el  muy  e.speiial  déla  defensa  que  personal- 
mente lii/-o,  dcmuefetra,  á  la  j>ar  (jue  su  aspira'.-ióu  á  la  uiás  alta 
investidura,  e:nnientenunte  política,  su  natural  inmixión  en  la 
del  país,  ('on?tituyend(>.  todos  e.-tos  ípch^'s-,  cari];oi=t  contrarios  á  la 
ueutralitlad  ú  favor  de  la  cual  no  ha  prod\KÍdo  iíin^.ru:ia  prueba, 
y  qiie  todo  extrnojero  dehe  observar  pai*a  ser  rc-petado  en  sus  de- 
rechos. 

11.  Conaideíando, -mbsidiariament^',  on  cuanto  á  la  rcc:-amaci*''n 
en  gi  inisma,  «'U»-  la  base  de  ésta,  la  estahlec-i  el  señor  don  Rafael 
^'i^nevafo  prcs-ntándose  coma  dueñ»^  único  de  la  Stície  la<l  a^rí- 
^'^Mo  Caudivilla,  eaÜdad  (jue  le  fiic«ia  (1  ahí»i^;id<»  íU  r"nsi»i'  del  go- 
bierno de-  Perú,  en  sus  do.^  ale<ialos;  y  tou)an«!o  por  |)Unto  «le 
l>artida  h^s  otatijíos  lie  IJ  de  octubre  de  l^í)2,  agregadas  al  ex- 
}>ediente  en  otros  tioeunientos  remitidos  al  arbitro  por  el  recla- 
mante, según  relación  ya  fornuiiada,  es  di-  notar  que  dichos  es- 
tatutos, elevados  á  e?^critn'a  j)úl4icíi,  cuya  copia  se  acompaña, 
constituyen^  se^ún  el  artículo  l^,  una  co)njnnl¡a  anóiUtna  titulada 
pSociedau  Agríeola  Lindlada»,  fijando  ?u  domicilio  en  Lima, 
circunstaneia  i)or  la  cual,  y  no  consta n*i(>  que  sj  halle  registiada 
fuera  del  i^aíp,  asume  la  nacionali<la«l  poruaiia;  qiío  scf^ún  lasis- 
crituras  de  28  de  oetubre  de  1S7S  y  de  1<)  de  enero  de  1582  y  -Uv 
de  2')  de  noviembre  do  18iM,  á  que  se  itííere  el  artículo  S'*  de  los 
estatutos,  el  capital  social  fue  aportado  j  or  la  primitiva  tocicdífd 
José  Ganevaro  é  hijos,  y  son  á  tenor  del  segundo  acáj>ite  del  mÍ8- 
mo  arífculo  5?,  sus  únicos  miemtros,  don  Joso  Francisco,  dv-n  Ra- 
fael y  don  César  Canevá? o,  tlividiéndoso  el  ea[)ital  so»dal  de  no- 
verda  mil  libras  en  trescientas  obli/^aciones  al  jíoitador,  privile- 
giadas y  en  seií^cientas  acciones  de  cien  libra.s  cada  una 

12.  que  reputándose,  como  queda  dicho,  d.^n  Rafael  í  anevnro 
dueño  únieo  de  la  socie<lad  en  cuestión,  funda  su  der<vho  en  \i\ 
escritura  pública  que  corre  en  el  expediente,  otorgada  ante  el 
misnao  notario  señor  Berninzon,  en  12  de  ]U)nenihre  de  1^9 i. 
de  cuyo  tenor  coUvSta  la  separación  de  los  socios,  de  nacionalidad 
peruana,  don  José  Francisco  y  don  César  Canevaro,  quedando 
.sólo  don  Rafael,  que  es  italiano. 

13.  que  admitiendo  la  validez  de  esta  escritora,  que  lleva  con- 
sigo la  disolución  de  la  s^rcicdad  anónima  anterior,  era  indi»- 
pensable,  á  tenor  de  los  attícalos  42  y  43  de  los  mencionados  es- 
tatutos, convocar  una  junta  general  y  proceder  á  la  liquidación, 
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lu  cual  no  ha  tenido  lugar  según  resulta  de  las  coniuincadone» 
del  reolamanto  ol  arbitro,  feciía  20  de  octubre  v  8  áe  noviembre 
de  1900  y  9  de  setiembre  do  lüOl,  en  reí;pucf<t»8  á  las  Huyu«<*ile 
36  y  2C  de  octubre  y  31  de  ag<'wto  rcnpeotivos,  no  pudiondo  atri- 
bntrse  earáoter  de  aeta  de  liquidación  ni  ra-(f(Io  ó  cuenta  anexo  á 
su  comunica'  ióií  de  8  de  no-viciubro  de  ll^OO,  y  do  lo  cual  íe  de- 
duce, así  como  del  beclio  de  no  existir  las  ^-obligaciones*'  que  de- 
bían constituir  parte  del  capútaí  social  de  noventa  mil  libnis,  y 
que,  según  la  expresada  comunicación  del  señor  Cnnevaro,  no 
llegaron  á  emjtiifo;  y  de  h\  círeunslajiCÍa  de  no  habers^>  anotndo 
y  registrado  en  el  libro  espacial,  como  !o  dispone  el  aitíenlí»  10 
de  los 'mismos  estatutos,  la  Iransíereivcia  de  las  ateiMus,  que  al 
refisumirlay  el  sefior  don  lia  fací  Canevá  ro  y  hacer-e  dueño  úni- 
co de  la  explotación  ó  sociedad  agiícola  (-audivilla  debioKui  ve- 
rificar los  que  fueron  sus  eoin^ocio?,  enagenáudolas"  á  su  nombra, 
aM  como  los  q\'.e,  ú  tenor  del  libro  do  actas,  y  por  foimar  parte  del 
directorio  de  1893  debían  pcsFer,  am  arreglo  al  artículo  15  do 
aquellos  estatutos;  y,  por  otra  parte,  del  hecho  de  haber  ¡«ubliou- 
do  tan  sólo  en  1?  de  noviembre  do  1894,  en  el  periódico  IJI  ('o- 
DLcrcio  de  Lima,  el  señor  Rafaí  1  Canevaro,  el  aviso  (¡uq  se  reíiere 
en  su  alegato  y  en  otros  d'^cunu  utos,  notiHcauflo  al  [>úl)lico  que,' 
desíle  el  30  de  junio  del  mismo  año  de  IÍH)J,  había  asumido  his 
acciones  y  obligaciones  de  l:t  .•^oeiedad  de  <'audivilla,  de  la  (pío 
se  bizo  dueño  único  por  la  escritura  de  12  de  acjuel  mism  >  ñus 
de  n*»viembre  de  1894,  ded nce-c  que,  ])rocediendo  el  señor  don 
Rafael  Conevaro  con  maniíics'a  bu^na  fe,  y  lejos  de  i»t'ii.^ar  que 
ninguno  de  lo8  partidos  en  aruiMn.eu  aípiella  fe<.'ha,  en  que  la  gue- 
rra civil  de  1894-95  estaba  en  su  periodo  álgido,  hubiera  de  cau- 
sarlf  daño  de  mayor  cuantía,  lo  que,  sin  embargo,  tuvo  lugar  á 
partir  del  18  de  aquel  mismo  uíc.s  de  noviembre,  S'3gún  cuasta  de 
lu  relación  que  acompaña  y  la  umyor  parte  de  cuyos  hecha*?  «0- 
tan  compiobados,  no  cuidó  ei  señor  <'ar»evaro  de  llenar,  á  su  de- 
bido tiempo,  los  requisitos  de  ípuí  se  deja  hecha  mención,  eu 
consonancia  con  lo  prescrito  por  los  estatutos  de  la  sociedad  anó- 
nima Candivilla,  base  primordial  de  esta  reclamación,  y  lo  cual 
se  explica  también  y  redunda  en  honor  del  señor  don  Rafael  Ca- 
novan),  por  cuanto  sin  duda  in)plica  (pie,  por  tratarse  de  asutitos 
entre  hermanos,  prescindió  dcaijuellas  formalidades,  corroboran- 
do su  buena  fe  el  hecho  de  que  sólo  en  2o  de  noviembre  do  ISOl, 
cuando  ya  había  sufrido  algunos  daños  en  sus  propiedades,  re- 
cabó del  señor  Ministro  de  Italia  el  documento  que  corre  a  fojas 
10,  por  el  que  refiriéndose  al  aviso  publicado  en  El  Comercio 
que  daba  á  conocer  la  hacienda  de  Caudivillo,  como  propiedad 
del  subdito  italiano  don  Rafael  Canevaro,  expresaba  la  esperan- 
xa  de  que  los  partidos  políticos  la  respetaran  y  se  abstuvieran  de^ 
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molestar  á  su  dueño;  de  todo  lo  cual  resulta  que  siendo  don  Ra- 
fael Canevaro  propietario  único  de  la  precitada  sociedad  anónima 
de  Cautlivilla,  según  la  escritura  de  12  de  noriembre  de  1894, 
falta,  no  obstante,  la  prueba  legal  que  asi  lo  deleimine  con  rela- 
ción á  los  mencionados  estatutos;  y  siendo  por  la  misma  razón, 
innecesario  entrar  en  más  consideraciones. 

Definitivamente  fiillandci: 

# 
Declaro  que,  por  no  e^^tar  suficientemente  comprobado  el  ca- 
rácter neutral  del  reclamante  y  por  falta  de  la  prueba  legal  de 
que  se  deja  hecha  mención,  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú 
no  debe  pagar  cantidad  altruna  al  subdito  italiano,  conde  Rafael 
Canevaro,  por  su  reclamación. 

Dado  en  T^im:i,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno 

Pamir  o  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infradcritos,  áevrol  ir  .;:i  «¿n  el  arbitraje,  damos  fe:  |ue  ^1 
Excmo.  señor  don  Ríimiroíül  de  IJríbarri,.  Knviaido  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciavio  de  8.  .Ni.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  corno  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  lUdia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propia^?  armas,  el  presenta 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  liurralde^ 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Lando  arbüral  m  la  reelamaciín  N^  SS^  praentada  por  don 

Jtafatl  Canevaro 
por  *í  y  á  nombre  de  9U  hermofio  dx>n  Felipe  Canevaro 


Don  Rafael  Caneraro,  por  sí  y  en  representación  do  su  s^fíor 
hermano  don  Felipe,  naturales  de  L^ma,  ambos  sábditos  italia- 
nos, inscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  de  In  Real  Legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  comprobantes  unidos,  el  segun- 
do al  expediente  de  esta  reclamación,  y  el  primero  á  la  de  la  nú- 
mero 32,  pide  la  cantidad  de  doce  mil  ochocientos  cincuentisiete 
soles  y  ochenticiuco  centavos  (12.857*85),  por  cupos  que  le  fue- 
ron impuestos,  exacciones  y  requisiciones  llevadas  á  cabo  en  la 
hacienda  Huaito,  en  los  meses  de  setiembre  á  noviembre  de 
1894,  ó  sea  durante  la  guerra  civil  de  aquella  época,  por  fuerjtas 
beligerantes  coalicionistas;  reclama  también  la  suma  de  mil  soles 
mensuales  desde  el  3  de  setiembre  de  1894,  hasta  el  día  en  que 
•e  les  abone  la  reclamación,  ó  sep.  calculando  como  día  de  pago 
el  de  la  fecha  del  presente  laudo  arbitral,  la 

cantidad  de S/.     84.899-91 

que  unida  4  la  anterior  de.  /. „      12.857-86 

forman  un  total  de S/.     97.757-76 

Visto  el  expediente;  la  información  testifical  y  los  documentos 
solicitados  por  el  arbitro;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  go- 
bierno del  Pera,  oponiéndose  en  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión, 
é  impugnando  la  nacionalidad  de  ambos  reclamantes;  vista  la  ré- 
plica y  la  duplica; 

Considerando: 

1?  que  previamente  al  examen  juríd'co  de  la  escritura  que  I05 
reclamantes  firmaron  el  12  de  octubre  de  1894,  y  por  la  cual  y 
en  la  é|K)eaen  que  ya  sufrían  vejámenes  por  partede  los  belige- 
rantes, resulta  separado  don  Octavio  Canevaro  de  la  sociedad 
constituida  según  la  escritura  de  18  de  marzo  de  1884,  por 
éete  y  por  sus  hermanos  don  Rafael  y  don  Felipe,  subditos 
italianoá,  debe  decidir  el  arbitro  sobre  la  nacionalidad  y  carácter 
neutral  de  los  interesados,  con  arreglo  ¿  lo  dispuesto  por  el  artí- 
culo 2?  del  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899,  ley  primordial 
de  este  arbitraje. 
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2^  que  la  nacionalidad]  italiana  de  don  Rafael  Canevaro  está 
ya  determinada  de  manera  concluyente,  en  el  laudo  arbitral  re- 
caído en,  su  recia  macLóiiae&alada.  cojí  el  is.^  32  y  de  cuyos  autos 
refiulta  que  no  está  comprobado^ swJijcieíitemente  su  carácter  neu- 
tral, sin  que  ning^una  medificac^óii  aportea  sus  alegaciones  en 
el  presente  expediente. 

3?  que  igual  caliHcaeión  correspondería  á  don  Felipe  Caneva- 
ro, por  cuanto  si  bien  es  cierto  que  el  certificado  expedido  por  la 
Legación  de  Italia,  unido  al  expediente,  constituye  la  pmeba  de 
fíu  nacionalidad  italiann,  el  becho  de  que  su  hermano  Rafael  re- 
conoce, señalado  en  los  dos  alegatos  del  abogado  defensor  <lel 
<]el  gobierno  del  Piírii,  de  haber  servido  durante  dos  años  en 
la  guardia  nacional  del  Perú,  ya  que  no  destruyera  su  na- 
cionalidad, si  en  caso  de  traüirse  el  punto  se  resolviera  que  l¡i 
guardia  imcional  no  es,  precisamente,  el  ejército  regular  de  la 
nación,  afectaría  si,  de  todos  modos  la  neutralidad,  constituyen- 
do un  hecho  cuando  menos  á  elhi  contrario. 

4^  que  con  el  triste  motivo  del  fallecimiento  del  señor  don  Fe- 
lipe Canevaro,  ha  caducado  en  absoluto  el  poder  (jue  facultaba  á 
don  Rafael  Canevaro  para  r('|)re.sentarIo  y  que  no  ha  sido  .susti- 
tuido de  modo  alguno,  ni  nadie  h?i  comparecido  á  defender  en 
este  arbitraje  los  rlerechos  y  acciones  que  á  los-  causa^  bahientes 
del  íina/lo  pudieran  corresponder. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está 
obligado  a  piular  cantidad  alguna  al  súbditío  italiano  don  Raftel 
Canevaro,  ni  a  los- herederos  de  su  finado  hermano  don  Felipe, 
por  la  reclamación  que,  á  nombro  de  ambos  y  en  momento  opor- 
i\tno  presentó,  señalada  con  el  N?  33. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Bamiro  Gil  de  Uríharrí. 

(L.  9.) 


Lost  iafrascjiitoS)  s^cretaarioi»  ea  el  arhitiajei,.  dataos,  fe;  (^eel 
Bxcmo.  s«&ocdou  Itamiro  Gil  de  UiibamSaviado  Exto*aordÍM- 
rio  y  Miaidtco  Plianipotenciario  (i©^  S.  M.  Católica  en  el  Perft,  B** 
via  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre   el  GobieíHo  dab 
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República  deí  Pera  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  veinticinco  do  noviembre  de  18^9^  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado  con  eT  s-^TIo  de  sus  propias  armas,  el  pre- 
siente lando  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  en  el  día  delíoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  mil  novecientos  tino,  en  siete  ejemplares  d< ! 
mismo  tenor. 

JuVo  leal  X  de  Ilurrfílde. 

(í-  í^.)  (L.  S.) 


Laa>h)  arbitral  en  hi  rfclaniarión  N^  35,  prenentada  por  den 

José  Cellario. 

m 

Don  José  Cellario,  natirral  de  Camerana,  subdito  iti^  ¡ano, 
¡n^írito  en  el  registro  de  nacioivnlidad  de  la  real  }«*gacit  \  de 
Italia  en  t^stti  capital,  según  consta  del  docu»ne\;to  que  acompa- 
fui  (x  su  exfXHljento,  retlatna  la  cflntidad  de  doscientos  cincuenta 
soli^  (S/.  2.><)),  i>or  un  cn^ío  que  en  Tarma  le  fn6  impuesto  por 
el  secretario  general  de  la  jefatura  superior  de  Ins  fuerzas  de  uno 
de  los  partidos  beligerantes. 

Visto  el  expediente;  el^alegalo  del  abogado  defensor  del  (lo- 
bierno  del  Teñí,  oponiéndose;  la  réplica  de  la  viuda  del  recla- 
mante, dona  Ana  María  B.  viucTa  de  Cellario,  en  la  que  se  atie- 
ne ni  fallo  arbitnil. 

Considerando: 

'  1^  que  el  artículo  4*?  del  tratado  vigente  entre  el  Perii  é  Ittlia 
exKine  á  los  subdito  Ss  denMaje&tad  el  Rey  de  Italia  de  toda  eoi>* 
tribucióu,  cupo  (>  exaccii»n  ilegal;  pertenecieiido  á  esta  clase  la 
exigida  ul  reclanuute  don  Joeé  Cellario  por  el  jefe  de  uno  de  loa 
partidos  beligerautes^,  debe  ser  indemniitado. 

2^  que  la  comisión  nombrada  eu  8  de  junio  de  1895,  recono- 
ció la  legalidad  del  pago  do  este  cui>o  segúu  eiiu^ta  en  la  lista 
j)ublicatla  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  1 89G. 

Defínitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
*á  la   viuda  de  don   José  Cellario,  la   cantidad  de  doscientos  cin- 
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cuenta  soles  (S/.  250),  por  su  reclarntoión,  con  arreglo  al  proto- 
•olo  de  25  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  una 

Ramiro  Oil  de  Uribarri. 
(L.  S,) 


IjOs  infrascritos,  socretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exemo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  líxtraordi- 
nario  y  Ministro  Plenij>otenciar¡o  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Pero  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado,  rubri- 
cado y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  lau- 
do arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treintji  iU  3e 
tiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  LhxL  ^    J  de  Iturralde. 

(L  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamaeion  N^  S6^  ^retentada  por  don 

José  Giacomdti 


El  conde  José  Giacometii,  natural  de  Piacenza,  subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionaliilad  de  la  real  leg«ci6ii  de 
Italia  en  esta  capital,  según  certificado  unido  á  su  expediente, 
reclama  la  cantidad  de  quinientos  soles  (S/.  500),  que  como  cupo 
le  exigieron  las  fuerzas  beligerantes  que  al  mando  de  don  Isaias 
Piérola,  operaban  en  la  provincia  de  Canta. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Ot)- 
bierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  reclamante  y  la  dú- 
plica  de  aquél,  acompañada  de  una  copia  de  la  escriturajpública  de 
fundación  y  estatuto  de  la  sociedad  industrial  de  Puente  Piedra: 
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Coní-iderando: 

1*  qiío  en  el  documento  que  acompaña  al  expediente  de  e&k^ 
reclamación  figura  don  José  Giacometti,  como  víctima  del  eupo 
exigido  por  los  jefes  de  los  partidos  beligerantes,  y  que  las  decla- 
ciones  del  reclamante  en  la  réplica,  al  tratar  de  sus  contínti^s 
viajes  á  Puente  Piedra,  donde  tiene  sus  negocios  industriales,  do 
desvirtúan  la  existencia  de  )a  exacción,  ni  dan  lugar  á  suponer 
que  fuera  impuesto  á  la  sociedad  anónima  azucarera  de  Puente 
Piedra,  cosá'que  no  consta  en  dicho  recibo. 

2?  que  el  artículo  4?  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  á  Italis 
dispone  la  obligación  de  pagar  los  cupos  ó  contribuciones  extra- 
ordinarias, exigidas  á  los  nacionales,  respectivamente,  y  en<tMj% 
caso  se  encuentrív  el  que  fué  impuesto- al  reclamante. 

3?  que  la  comisión  nombrada  en  8  de  junio  do  Í895  recono- 
ció la  legalidad  del  pago  de  este  cupo,  como  consta  en  la  lisie 
publicada  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  1896. 

Defínitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Peyú^  debe  papur 
á  don  José  Giacometti,  la  cantidad  de  quinientos  solea  (8/.  .500)s 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  oí  acuer- 
do diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  utio. 

Ramiro  Gil  de  UríbaiTÍ. 
(L.  S.) 


■  ■%"!.   n    ■ ti  f 


Los  infrascritos,» aocpetnrios  en  el  arbitraje,  «Jan^ps  f6:.,q.i;e  o 
Excmo.  señor  don  Ramiro,  Gil  jde^Uríbarri,  Enviado  ^xíiraoífr 
nario'jr Ministro  .P^enjf,Q(enciario  de  S,  M.  CatóUca  m  el.feftrfi, 
.¿¡oliviay  IScua4i^rr'^iiS^<lo  ^nio  arbitro  entredi  Qpl^iprnfid* 
.Ía:.Bi^p<ifeJ¿Qaodel  V^iújjeí  4e  8.  M./el  Rey  d^  JtiaJ^a,  i?eg%,^f(?P«p- 
do  diplomático  de  25  dé  Noviembre  de  1899,  ha  firmadoi^^rv^ri- 
oadfi^jr  sellft4Q*cpp.4i»IIo4^,W».p?oi4aa,ftf;WW,4  PWW<^  •*»- 
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do  arb¡t?*a\  fii  la  ciu  la  1  d}  Lim^,  el  «lía  de  ¿líoy,  tr.  ¡ntfi  »le  8e 
tíeinbre  ile  laú  novecientos  uno,  on  siolo  ujornolare-J  tK^I  iiiisino 
tenor. 

Juíio  Leal  •  J.  í/^  HiiTY^l  V. 

(L.  S.)  (L.  S  ) 


Rtdamacitn   número  S7,  presentad!  por  ihn   Je¡^6uinio  Tnv;i 


Loá  infiascrítos,  secretarios  en  ti  arbitraje  ciitr»*  1 1  G  >l>ii*n.o 
de  la  República  del  Perú  y  i\  de  S.  ?!.  el  Hey  de  "taüa,  ">u  ii:u- 
tiro  d<í  la  guerra  civil  do  lSÍ)í-9>,  r,rtifi^;aiiio.s:  q?t  %  seuáii  nota 
verbal,  fecha  27  de  dieinnbre  do  r)<'0,  dirij^ida  al  lixc:-»».  señT 
don  Ramiro  Qil  do  üribarri,  tn  su  eaüdnd  de  árbino,  |>  )r  el  ^o• 
ñor  Encariñado  de  Negoci)S  de  Italia,  eav.  IiuítVdo  x\i,mioIí,  ti 
subdito  italiano  don  Jeróniaio  Travi,  (]u©  pe:lía  id  inioorie  d.» 
dos  caballos  <^uo  le  tomaron  ea  íluánu-o  Ln^y  fMeiz.Ms  del  curoii  ! 
Carvajal,  ha  rviuinciado  á  .«^u  reclamación. 

En  íé  de  lo  cual,  tírniiiin  js  el  proponte,. en  Litiiu,  á  treinta  d>í 
diciembre  de  mil  novecientos  un»». 

Julio  L^ül  J.  ilf'  V  frvvHIf'. 

(L.  S,)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  redamacifjn  N^  J'^,  presentía  h  no-   / »)? 

Antonio  Faggíoiii 

Don  Antonio  Faggiorii.  natural  do  Roma,  súl>  !-t »  ir  liiaa  », 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidal  do  la  red  ¡citación  «L- 
Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  a  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  cien  soles  (S/.  100),  que  It 
fueron  pedidos  como  cupo  forzoso  por  el  Subprefeeto  de  la  pro- 
vincia de  Tarina,  don  Alejandro  Aza,  en  7  de  noviembre  de 
ld94. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  recenociendo  el  cupo  sin  el  pajfo  de  interé?;  y  el 
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aetn    tirmoda  por   el  reclamante  ante  el  seeretario  del    arbitraje 
don  Joaquín  de  Itnrralde,  remitiéndose  :i  la  decisión  arbitral. 

Considerando: 

Que  además  de  la  justicia  de  esta  reclamación,  se  encuentra 
roconocida  por  la  comiáión  oficial  peruana,  nombrada  en  8  d« 
junio  de  1895,  segón  consta  de  la  Memoria  de  Relaciones  Ex  te- 
les de  1896, 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  úe  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Antonio  Fag^jioni  la  cantidad  de  cien  soles  por  su  recla- 
mación, en  las  condicif  nea  estipuladas  por  el  acuerdo  diplomá- 
tico de  ^o  de  noviembre  de  1899. 

Dad(»  en  Lima,  á  treinta  de  setieml>re  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  IMbarri. 


Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  dítmoi  fé:  que  el 
Kxcmo.  señor  don  Kamiro  (Jil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  ricnipotenciario  de  S.  M.  Católiea  en  el  Perú, 
Boiivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  8,  M.  ti  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  finuade^ 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
5?etiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Julio  Leal  J-  ^  Iturralde 

(L  8.)  •  (L.  S.) 


■« 
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0 


íaudó  arbüral  en  Id  retlarríacidn  ir?  áf^,  preimídda  por  loé 

sefLores  Ghersiy  Oaribaldi  y  otros 

Los  señores  Ghersi  y  Garlbaldi,  Malatesta  Solari  y  compañía, 
Aüguirto  Minuto,  Malatesta  hermanos,  José  Aicardi  y  Mauro  Pei- 
loáé,  subditos  italianos,  inscritos  en  el  registro  de  nacionalidad 
de  la  agencia  consular  de  Italia  en  Moqüegua,  según  consta  d« 
los  certificados  que  acompañan  al  expediente  de  reclamaciói, 
piden  las  cantidades  siguientes,  por  el  cupo  que  les  fué  impuo- 
to  por  las  autoridades  políticas  en  dicho  lugar,  á  consecuencia  dt 
ln  guerra  civil  de  1895. 

Ghersi  y  Garibaidi S/.  265 

Malatesta  Solari  y  0^ ''  170 

Augusto  Minuto **  100 

Malatesta  hermanos :....  ''  220 

José  Aicardi *•  100 

Mauro  Peirone ."  100 


total  S/.  955 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  del  Gobierno  del 
Perú,  oponiéndose;  las  réplicas  de  los  reclamantes,  remitiéndow 
á  la  decisión  arbitral;  y  la  duplica  dé  aquS. 

Considerando: 

1?  cfue  los  mencionados  señores  estaban  en  au  perfecto  dereohe 
tít  reclamar  ante  su  legación  de  los  cupos  6  empréstitos  forcóMt 
¿(tle  la  autoridad  política  de  Moquegua  les  había  impaesto,  |)or 
geif  contrarios  al  articuló  IV.  del  tratado  vigente  entre  el  Pért  4 
Italia  y  á  los  principios  de  derecho  iutértíftciohal,  sustentados  e» 
la  circular  que  dirigió  el  entonces  ministro  de  relaciones  éxteÜc* 
res  señor  don  Enrique  de  la  Ri  va-Agüero,  el  26  de  Octubre  de 
1897|  al  cuerpo  diplomático  residente  on  Lima. 

2^  que  los  setiores  Ghersi  y  Garibaidi,  además  del  Mpo  de  cien- 
to veinte  soles,  han  seguido  un  nuevo  expediente  para  reclamar 
la  cantidad  de  ciento  cuarenta  y  cinco  soles  que,  cobrados  en  U 
aduana  de  lio,  el  prefecto  seflor  don  "Julio  César  Chocano  les 
obligó  á  desembolsar  nuevamente,  y  que  tienen  derecho,  en  ti 
mismo  concepto  de  la  otra  imposición,  á  que  le  sea  devuelta  es- 
ta suma;  deducción  hecha  de  cuarenta  y  cinco  solea  (S.  45),  que 
no  resultan  bien  comprobados  con  el  recibo  que  aparece  en  M- 
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tos,  otorgado  por  don  Carlos  Zapata,  el  19  de  Noviembre  de  1896. 
3?  que  habiendo  reconocido  la  comisióa  nombrada  el  8  de  Ju- 
nio de  1895  estaá  reclamí; clones,  «egun  consta  déla  memoria  de 
relaciones  exteriores  de  18%,  apareciendo,  talvez  por  error  de 
imprenta,  haberse  reconocido  á  dichos  señores  Qhersi  y  Garibal- 
di,  cuarenta  y  cinco  soles  más  de  lo  que  les  pertenecía,  epn  arfiB- 
glo  al  considerando  anterior. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  del  Perú  debe  pagar  las  siguientfp 
oantidadeB  por  sus  respectivas  reclamaciones,  á  los  siguiept^^ 
subditos  italianos: 

Doscientos  veinte  soles  á  los  señores  Ghersi  y  Garibaldi; 

Ciento  setenta  soles  a  los  señores  Malatesta,   Solari  y   Cpmpa- 


ñía; 


Cien  soles  á  don  Augusto  Minuto. 

Doscientos  veinte  soles  á  los  señores  Malatesta  hermanos. 

Cien  soles  á  don  José  Aicardi. 

y  cien  soles  á  don  Arturo  Peirone,  ó  sea  un  tot^il  de  novecien- 
tos diez  soles  por  esta  reclamación  colectiva,  distribuida  en  la 
forma  indicada,  y  en  las  condiciones  establecidas  por  el  protoco- 
lo de  25  de  Noviembre  de  1 899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  unp. 

Ramiro  Gil  ^e  UrlhaiTi 
(L.  S.) 


Los  infraecritoe.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Exemo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enyiado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rejr  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  3e  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  do  Lima,  el  di?,  de  hoy,' 
treiuta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno^  en  siete  ejempla- 
res del  mismo  tenor. 

Julio  Leal    •  /.  de  liurralde 

(L.  S.)  *  ^  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número   J^O^  presentada  por  don 

Nicolás  B,  Ttaldo  y  Compañía 


Los  señerei  Nicolás  B.  Toaldoy  compañía,  subditos  italianos, 
negÚQ  consta  del  certificado  expedido  por  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  unido  á  ct-tc  expediente,  á  ñivor  del  socio  que 
actualmente  representa  la  casa,  doi  Miguel  Nicolás  Tealdo,  na- 
tural de  Mcisáo  (Jastiglione,  por  ausencia  de  don  Nicolás  B.  Teal- 
do,.  reclaman  la  cantidad  do  dos  mil  soles  de  plata  (S.  2.000)  por  * 
cupo  fov'ÁO^o  que  le  fué  impuesto  en  Tarma,  el  4  \e  Noviembre 
de  1804,  por  el  coronel  i'on  Augusto  Durand,  jefe  político  y  mi- 
litar del  Centro. 

Visto  el  expediento;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
biornodel  Perú,  opt)niéndose;  la  réplica  que  á  nombre  de  los  se- 
ñores Tealdoy  compañía  formula  el  señor  don  Emilio  Sequi;  y 
la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

l?que  de  los  informes  adquiridos  resultan  ser  italianos  y  de  la^ 
familia  Tea  I  do  todos  los  socios:  que  se  acompaña  la  carta  d^  na- 
cionalidad de  don  Miguel  N.  Tealdo,  porque  representa  la  casa 
en  ausencia  de  su  tío  don  Nicolás. 

2?  que  el  recibo  que  figura  en  el  expediente, á  fidios  tres,  revis- 
te todas  las  formhlidades  de  autenticidad,  y  prueba  por  su  explí- 
cito tenor  que  .«-e  impuso  á  dichos  señores  un  cupo  forzoso  do  dos 
mil  soles  por  el  precitado  coronel  Durand,  contra  lo  dispuesto 
por  el  artículo  IV  del  tratado  Italo-Peruano  vigente. 

3?  que  hu comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  supremo  de- 
creto de  8  de  Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  república  del  Perú  debe  pagar 
á  los  señores  don  Nicolás  B.  Tealdo  y  compañía  la  cantidad  de 
dos  mil  soles  de  plata  (S.  2.000),  en  las  condiciones  eitableeidas 
por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecionioa  uno. 

Ramiro  OH  de  IHbarri 
(L,  S.) 


—  743  — 

Los  infn)gcritos,  secntarics  en  el  íiibitrnjo,  damos  fe:  que  el 
Exrn^o.  í?(ñor  don  Itiin  iiD  Gil  de  Uiil'fliri,  Enviado  Extiflordi- 
iiario  y  Mijuisiro  Plenipotíiiíiario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  IVílivia  y  Ecuíidor,  designado  ecnio  ■'áibitro  entre  el  Go- 
l)!onK)  de  ]a  líepíiMica  del  JVrú  y  el  de  Sn  Majestad  el  Rey  de 
ítalíH,  sc^úii  acu<  rdo  dijiloíní'tico  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
tía  firmado,  rubricado  y  sallado  ccn  el  ^ello  de  sus  propias  af- 
inas t!  presíiUe  lando  arbitral,  en  l.i  ciudad  de  L:ma,  el  día  d 
iioy.  Irt'inta  do  setit  mbrc  de  mil  lUiveeientcs  uno,  en  8Íete  ejem 
piares  de!  mií-mo  ter.or. 

Jvlio  Leal.  J,  de  Itvrt afile. 

(L  ^.)  (L.  S. 


• 


Laudo  nrbilral  en  la  re^lnmacióa  nii'urro   ^^j  preíicntadif   por   don 

Gerolamo   Bnroni 


Don  Gerolamo  Baroni,  natural  «le  8an  Remo,  subdito  italia- 
no, in.scrito  en  el  re^i&irode  naciouaüdad  de  la  Kea!  Legaeión 
de  Itíilia  en  esta  eaj>ita],  y  en  su  representación,  deb'damentt 
justificada,  don  Juan  Merlo,  re'*lama  ¡a  cantidad  de  mil  quinien- 
tos soles?,  (S.  1.500)  por  un  cu[)0  forzosi»  que  le  fu^  impuesto  por 
el  coronel  don  Augusto  D^rand,  j(  fe  de  uno  de  los  partidos  bali- 
geratites  durante  la  guerra  civil  de  1894-^5. 

Vibto  el  expedienta ;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  la  reelamación,  si  se  prueba  la  au- 
tenticidad! del  documento  que  la  ac  ompañu;  la  réplica  que  á 
nombre  ílel  reclamant<3  ha  formulado  el  doctor  Sequi,  estable- 
c'.endo  dicha  comprobación;  y  la  duplica  de  aquél,  dejando  al  ar- 
bitro iuzgar  según  su  criterio. 

Considerando: 

1*  que  el  aitículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  4  lia- 
Ua,  establece  la  obligación  de  pagar  los  cupos  6  contribucionee 
exkiaordinarias  exigidas  á  los  nacionales,  respectiramente,  y  en 
cuyo  caso  se  encuentra  el  que  fué  irapuosto  al  reclamante,  ^gún 
consta  del  documento  Cjue  acompaña  y  cuya  autenticidad  no  da 
lugar  á  dudas. 
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2?  que  1h  comisión  oficial  peruana,  ncmibcada^en  8  de.Jttoio 
de^l896,  reconoeió'la  legalidad  delpago  de  ^esie  otrpo,  seguu  la 
btto'publicada  ea  la  Memoria  del  Ministerio,  deilelaciones  Ex- 
IdíiMrosde  189G. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  qx\e  el  Gubíerno  de  la  República  del  Peini  debe  pagar 
á  dOH*Gerolamo  Baroni  la  cantidad  de  rríl  quinientos  sotes 
(J8.  1.500)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  establecidas 
por  el  pro^)Colo  do  25  de  Noviembre  de  189í>. 

Dado  en  i^inuí,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  noveciedtoa  uno. 

Rnmiro  Gil  de  Uríborrí 


Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
JExcmo.  señor  don  Riuuiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Estraordi- 
sarío  y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Mnjestud  ('atúlica  en  ti 
rerá,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia, 'según  acuerJo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  tirmado,  rubricado  y  sel  ledo  con  el  sello  do  sus  propias  ar- 
mas» el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
kqy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uuo,  en  siete  ejcro- 
^lai^s  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J,  de  1  turra Ide 

(LS)  (1..  S.)      ' 


Laudo  arbitral  en  li  rcclamacióa  nüniero    í^,   prt^ieutailcí  por  djn 

Andrea  Ratíi 


1>Qtt  Andrés  EaMi»  nriiiftmJ'  é^  Vobbt%  súIkíUo  i4ali ^no,  inaeri* 
to^aiel  regtstru  «le'uarcivknaUtlad  da  \fk  Rfeal  le^i^ió^i  do  ItnUa 
•Q  esta  capital,  según  c  »nsta  del  certificado  unid  i  u  sa-^a|iedia^ 
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te,  reclÉwna  la  cantitiad  de  duá  mii  doá¿leíU>á  sala*  (S.  2.200) 
mi^  ciiaArj^^ientoa  (S.  400)  por  las  ganancias  que  debió  recabar 
al  serl6'8QííUtí3tra'i  is  ol  26  de  marzo  de  marzo  de  1895,  por  arden 
áel  Gene^ral  M^%  200  caj^s  d^  alcohol  que  tenía  en  la  e.-itación  do 
Puna 

Visto  elcx[>ei¡entoy  la  infonnación  j-idioial  que  leaoompni5a; 
«1  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobiet-no  .!oi  Perú;  la  rép'ioa 
del  reclam.aate;  y  la  duplica  de  aquél 

Considerando: 

1?  que  do  las  pruebns  solicitadas  resuha  que  do»,]  An<h'és3  Kat- 
ti  recibió  eu  21  dr3  A;^»Hto  d?  1891,  pir  v  ilor  de  tri->  mil  cajas  de 
Alcohol  Con  la  obligación,  por  parte  dvi  los  señores  S.  Jacoby  y 
Compañía,  de  enviarlas  á  n\  destino  antes  del  1*^  de  Ncn-ienibre 
del  mismo  año,  y  con  la  obligación  de  parte  del  stñor  llatli  de 
pagar  su  valor  en  l-tras  (»scal(>nadaí  hasta  el  15  de  Marzo  de 
1895,  fecha  en  i]ue  resulta  cancelada  la  cut^nta  de  ambos,  se^^fín 
-documento  letra  .4. y,  por  lo  tanto,  <lueñ>  el  reclamante  de  dicha 
mercadería. 

2?  que  la  inf  )rm;uaón  ]  idicial,  aunqu-^  en  opinión  del  a!)oga- 
do  defen  or  d '1  (loli'crn  >  leí  Perú,  «íareciese  do  vaüilez  l^gal,*de- 
maestra  la  exaL-cióu  forz  »sa  y  la  expro^úaciói  de  !a  ni3rca.icí;ji 
por  el  (Sen  M'iil  Ma:^,  que  aún  no  h  ibía  sido  depuo>t.o  d  »  su??  f^An- 
cioa^s  otií'iales,  couio  tériuino  le  la  guorra  civil. 

3?  q'ie  vil  artíiulo  IV  djl  tritii)  vigeate  entro  o!  P^rú  é  Ita- 
lia prohibs  lae.Kpopiacióri  militar  y  el  secuest'o  d^  la  merca  le^ 
ría  perleuíiviani  3  á  lo?  súb  Utos  italianos,  sin  su  ¡)rév¡'>  pago  y  co- 
mjiin  acuerdo. 

4*?  que  no  procede  el  abono  de  daños  indirectos  eu  estiji  clase 
de  re<3Íamaciones. 

5?  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  p  )r  el  -Gobierno 
eu  í^  de  Junio  de  1895,  reconoce  li  justicia  de  esta  reclamación, 
«egún  consta  de  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  1896, 
página  581. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Andrés  Ratti,  la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  soles 
(S.  2.200)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por 
el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899 

Dado  en  Lima,  á  trei»ta  de  Setiembre  de  mil  noveeientos  uno. 


Ramiro  Oil  de  Vrlbarri 
(L,  S.) 


94 
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Los  iiifrjíí'Criios,  seor'tiirios  en  el  arbitraje,  dan.^^s  f*':  qao  el 
Jlxino  ^i'ñov  don  Ramiro  Gil  <le  Uríbarri,  linviaílo  Extiaorliiia- 
rio  y  Ministro  Pleiiipotenciíírio  di  Su  Maje-^liKl  OjUoliiae:!  el 
l*»'rú,  liolivÍM  3'  Ecuador,  d'^HÍL»^naiJt)  como  nrhitro  entre  vi  Oo- 
l>ii'in()  (It'l  Ptrú  y  eldcSu  Miíj^^í^tad  el  Rey  do  Itali^i,  scguti  acuer- 
do (liplom.'iti^o  :lo  '2o  (\p  Novu-fubrtí  de-  ISl);),  lia  fir''jiíid;>,  ruhii- 
Ci'l  »  V  avilado  con  ♦-I  selio  tío  sus  propias  arru  is,  ei  pie.síMde  Ini- 
d;.»  tiitútni!  en  la  cÍMil;;«t  do  Liiua,  ti  <iía  de  hoy,  UviuLi  do  S.*- 
tif  lobre  fie  mil  nov^í-ionto^  uuo^  orí  siete  (íjeni[>l:uv-í  del  nw^n  > 
V  iior. 

^ulio  LeaL  */.  de  línrralíf, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


//  clrrir^cíón  N'-  4-'^.  presentada  por  doyi  Kjriio  Sm.^í(Ojic 


L  »?  infra^rritoií,  St^'cretarios  en  el  arhiip.ijo,  cutre  el  G'»bierní> 
(le  la  República  dsl  í^^ríi  y  el  de  8.  M.  o!  Rey  de  íüilia.  con  mo- 
tivo  de  la  p^uTia  civil  de  l.S04-9o,  certificamos:  que,  seí^i'iu  Ar- 
c!ar:u  ion  escrita  \'  fn  matla  por  ol  subdito  italiano  don  Kgidio 
S  .s>« üe.  4  3  de  oct;il>re  <le  1900,  ha  renunciado  a  la  reclama<ión 
m'.e  tenía  jTOseníada  por  la  suma  de  setecientos  solé?  (S/.  700), 
p<,r  dtifuíK  que,  en  uní.  huerta  do  .-u  |nx>[)iedad,  le  líicieroií  fuer- 
za   ecalieionistis,  en  los  días  17  al  22  de  marzo  de  18í)5. 

1  j;  fé  d«  lo  cual,  íirmaínij.^  el  [>rescnte,  en  Lima,  u  treinta  d* 
selitUibre  de  mil  nove^jientoy  uno. 

JttÜo  Leal  J.  de  ItairaldG 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lanado  arbitral  cm  ki  reclamación  N^  ii,  pr^^seidada  por  dan 

i'irgil¿0  DairOri'^. 

Dott  Virgilio  DairOi'^o,  natural  de  Ohiávari,  subdito  iUflIi»nG^ 
i)a4»cTÍto  eu  el  registro  de  UHcionahdad  de  Ja  real  legación  de  lU- 
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lia  en  epta  capítiO,  segúu  consta  (\v\  certificado  mpí  !<»  á  su  expe- 
diente, rcilaina  la  cantidad  de  Cinc»  mil  soles  (S/  *>  O»)  •),  <|ue 
corno  eni{»ré-'«tito  suministró  á  !os  coroneles  don  InMloií»  Semi- 
nario y  don  Lilis  Castillo,  jeft  s  de  nno  de  ios  partid'  -  heli^eran- 
-te?,  durante  la  guerra  civil  d»*  ls.»l~<>5. 

Vi.^to  e!  expediento;  (d  aieptn»  dtd  alM>gado  d«  le!i<t'r  del  Go- 
bierno dtl  IVrú,  oponiéhí!í»M  ;  In  r(f»lica  <|Ue  á  non  he  dt-l  recla- 
mante lia  formulado  (ion  Fau>lino  (J.  Piaggio;  y  lu  »lúp'ica  de 
aquel. 

Considerando: 

1?  que  según  la  instancia  que,  á  29  de  julio  de  l.SÍ)P),  dirigió 
des<le  (  liiclayo  al  señor  Ministro  de  Italia,  el  reclamante  [d  le  ©1 
pago  de  la  ( xpresada  suma,  diciendo  simplemente  qn<i  la  sund- 
nistró  íi  l:s  mencionados  jefes,  sin  mención  de  imposición  por 
parte  de  est<»?. 

S'í  que  ea  la  mi«md  fecha  dirigió  al  Supremo  Gobierno  del 
Perú  otra  instancia,  cuya  copia  figura,  por  él  remitida,  á  Iblio 
tres  del  expediente,  y  en  ella  expone:        ^ 

a)  que  habiendo  solicitado  de  él,  el  coronel  don  Iaiís  Casti- 
llo, la  suma  de  mil  soles  para  ser  pagíidos  cuando  triunfare  la 
oAusa  popular,  se  prestó  Villano  y  conforme,  tanto  TM»r  ser  apre- 
miante la  situación  de  urgencia'  qno  !e  manifc-tó  para  s\i  soste- 
nimiento, cuanto  porque  así  se  libraba  de  estir  expuesto  á  que 
por  la  fuerza  extrajeran  tle  su  hacienda  ganado,  et<\,  etc.,  j>or 
mayor  valor,  y  cuya  suma  le  entregó,  según  recibo  número  1, 
que  el  coroniíl  Castillo  le  entregó.» 

b)  que  posteriormente  le  dirigió  una  carta  desde  Jayauca 
di  coronel  don  Teodoro  Seminario,  pidiéndole  seis  rail  soles,  á 
título  de  devolució  s  y  le  envió  cuatro  mil;  que  reclama  el  total 
de  cinco  mil  soles,  sin  intereses,  porque  «al  determinarme,  dice, 
i  tervii  á  dichos  jefes  con  el  auxilio  pecuniario  que  tanto  nec«- 
siiaban,  fué  siempre  con  la  mira  de  no  especular.» 

3?  que  la  precitada  carta  del  señor  Seminario,  que  obra  origi- 
nal á  fWlios  eiete  del  expediente,  se  bolla  concebida  en  los  térnd- 
ttos  más  corteses,  explicando  la  necesidad  de  recursos  en  que  ee 
^neoniraba  «para  el  pago  de  elementos  bélicos  6  indispensables 
fastos  de  administración)»,  por  lo  cual  y  reconociendo  su  buen 
criterio  le  proponía  que  le  facilita-ae  seis  mil  soles,  con  el  carát- 
ter  de  empréstito  fiscal,  que  le  serían  devueltos  al  ya  cercano 
triunfo  de  la  causa  de  la  legalidad,  ditjando  á  la  voluntad  d«l 
reclamante  «ría  designación  equitativa  del  interés  que  gane  esa 
«mma  y  forma  de  amortización.» 
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4?  que  de  lo  expuesto  por  el  migmo  reclamante  en  su  in$tap- 
<^ia/il  Supremo  Gobierno  y  de  la  carta  precitada,  resulta  que,  sin 
firesión  ni  menos  imposición  de  ningún  género,  p^v  parte  de  loa 
coroneles  Seminario  y  Castillo,  entregó  aquel  las  cantidades, 
mencionadas,  lo  cual  no  determina  cupo  forzoso  sino  un  présta- 
mo restituibh]  pero  que  no  estando  en  manera  alguna, comprendi- 
do £n  ninguno  de  los  casos  especificados  en  el  artículo  IV  del. 
tratado  italo-peruano  vigente,  no  puede  constituir  materia  de 
arbitraje. 

5?  que  en  la  carta  escrita  en  Lima,  á  4  de  junio  de  1895,  que 
original  se  a;2:regó  después  al  expediente,  dirigida  per  don  Teo- 
doro Seminario  á  don  Virgilio  DalTOrso,  y  en  la  que,  al  acusar 
recibo  de  dos  de  éste,  y  refiriéndose  á  una  suya  anterior,  le  ma- 
nifiesta qu^  no  había  j/odido  conseguir  la  erden  que  le  prometió 
paia  la  aduana  de  Salaverry,  y  que  ofreciendo  dificultades  la 
Junta  de  Gobierno,  era  preciso  esperar  el  establecimiento  del 
gobierno  del  señor  Piérola,  quien  de  seguro  abonaría  su  crédito. 

6?  que  la  carta,  también  de  don  Teodoro  Seminario  a  don 
Faustino  G.  Piaggi#,  de  igual  fecha,  4  de  junio  de  1895,  confir- 
ma el  contenido  de  la  anterior. 

7?  que  de  ambas  carC&s  resulta  que  don   Virgilio  Dall'Orso 
•prestó  la  suma  que  reclama  y  que  no  se  lo  reembolsó,  faltándose 
por  lo  tanto  á  lo  que  se  convino. 

8?  que  el  coronel  don  Teodoro  Seminario  daba,  por  su  prime- 
ra precitada  carta,  al  señor  DalTOrso.  la  seguridad  de  que,  á 
virtud  de  les  facultades  de  que  se  hallaba  premunido,  sus  actos 
sei'ían  respetados  por  el  futuro  gobierno. 

9?  que  el  mismo  abogado  defensor  del  Gobierno  del  -  Pera,  al 
(8table(er  en  su  alegato  que  la  presento  reclamación  está  fuera 
de  los  casos  previstos  por  el  protocolo  de  arbitraje  de  25  de  no- 
viembre de  1899,  dice  que  no  es  dudoso  que  sea  atendida  j>or  el 
Gobierno  en  la  mismci  forma  y  condiciones  en  que  han  sido  y 
serán  consideradas  otras  análogas,  suficientemente  comprobadas; 
que  DairOrso  no  había  adquirido,  al  reclamar  ante  su  legación, 
el  convencimiento  de  que  no  se  le  haría  justicia,  ni  había  agota- 
do los  recursos  que  las  leyes  del  Perú  ofrecen  en  tales  ocasiímes 
A  nacionales  y  extranjeros. 

"10.  que  aún  cuando  no  resulta  lorzoso  el  empréstito  de  cinco 
mil  í?oles  entregados  por  el  reclamante,  no  se  le  puede  tachar  de 
haber  faltado  á  sus  deberes  neutrales. 

Definitivamente  fallando: 

DecUirQ,  de  conforraidad  con  lo  e^qpuesto^  en  parte,  por  el  sixt- 
ga»do  del  Gobierno  del  Perú,  que  la  reclamación  presentada  por 
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el  subdito  italiano  don  Vii'gilio  DálPOreo,  no  puede  ser  com- 
prendida en  este  arbitríije;  que  si  bieil  las  mismas  seguridades 
dadas  por  el  coronel  don  Teodoro  Seminario  al  reclamante  im- 

f ►rimen  al  Gobierno  del  Perú  la  obligación  moral  de  reintegrar 
a  suma  de  cinco  mil  soles  plata,  con  que  don  Virgilio  DalVOrso 
contribuyó  al  sostenimiento  de  una  parte  de  las  fuerzas  cuyo  jefe 
alcanzó  y  asumió  el  poder,  no  procedería  la  vía  diplomática,  si 
á  ello  hubiere  lugar,  sino  después  de  agotar  ante  los  tribunales 
los  recursos  que  las  leyes  del  país  ofrecen  á  nacionales  y  extran- 
jeros, y  en  cuyo  concepto  se  les  reservan  sus  derechos. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  G.   de  Uríbarrí, 
(L.S) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el   arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,   Enviado   Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú,. 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la   República   del  Perú  y   el  de  S.  M,  el   Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presenta 
lando  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de 
mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 
JuKo  Leil  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbiiral  en  la  reclamación   N^  46,  presentada  por  don 

Éñmulo  Úuídino 


Don  Rómulo  Gaidino,  natural  de  Piura,  Hijo  de  don  Francia- 
co  Guidino,  natural  de  Italia,  Inscdtd  éútno  subdito  italiano  en 
el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Italia  en  est» 
éB.piiéi;mt6ti  dmista  ñe\6étññé&do 'unidd  á  su  élpedl^te,  Vecla- 
máU  éáhüdiÁ  €d  tidteciéfitotf^af^ñtiéinco  ftólés  (S.  945)  J>or 
-*Étíé  lUíbá^íbB  áe  ^í&  y  «flft VftUllij^f áá  que  ítf  MISAtoTl  lUwW 
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de  uiijíh»-  Ijuiíiloá  beligerantes,  tii  15  de  diciembre  <lo  l^W,  y  2 
de  kbn  i«»  lie  i^'Jf/,  y  VHri«)S  e leí  tus  s^oados  unos  y  quemudo» 
otiu.<,  umíu-  »ic  mi  piopit'díid  en  lu  iiaeienda  Fil¡tí>,  jaris'iii^cióii 
de  ¿ullíiuh 

\i>l()  .'1  ciA[K<liente;el  alegatodel  abogado  <lefensor  del  i.»ob¡er- 
noorl  iViu,  ifíipn^^iiando  la  njuiunalidad  del  recla:nanle  y  ln  re- 
clauiaoioii  cii  >i  iiiicinja;  ia,répiic:;i  formulada  pov  d  miümi)  üui- 
dina;  y  la  U'ijiuca  de  aquel. 

tü.isiderando: 

1-  íjue  no  ba^ta  el  hecho  de  haiicr  nacido  cn^el  Pern  el  reck- 
mante  pu.»  t«.tiurio  iníl(»lc\;Uo.e«íieiiie  por  ciudadano  peruano,  y 
<iUe  ei  l.e  ín/  -ie  inillaífec  (te^-^tie  lai^us  anua  hiscrito  en  el  registm 
lie  inicinniiiiiati  de  la  líeal  .e^^ucion  do  Italia  en  e^ia  capital, 
constituye,  ara  el  a¡biUo,  pruv  u¿i  iVhaciente  del  derecho  que  al 
recia  ma  u  u- uM.  la  para  bU  inbcnpción  y  para  ser  tenido  portal 
subdito  llulianu. 

2V  quu  no  i>'nata  ni  so  ha  intenta«lo  siquiera  señalar,  ni  poner 
de  maniíieino  acto  alguno  do  pune  del  reclamante  que  compro- 
metiera neuii ahilad  y  en  cuya  virtud,  y  aun  cuando  sin  menos- 
cabo para  1  »8  efectos  de  ¿u  nacionalidad  en  lo  futu^-o,  hubiera, 
8i,  perdnio,  «t-gun  los  ca.ro»,  i^uá  <ivrechos  jmia  rechwnar  contra 
el  gobierno  del  país  de  ísu  residencia  y,  de  todos  modoá,  el  de  ser 
comprendido  en  el  pre--enle  aibiiraje. 

L)V  que,  ¿<  gún  consta  del  ceriiaea<lo  de  folios  tres,  expciiido  en 
Jjima  a  23  de  noviemine  de  Í6V5,  por  don  Víctor  León,  secretario 
de  la  comibioij  oficial  peruana  de  reclamaciones,  iiombraíloen  8 
do  junio  de  16^5,  a  tenor  del  certificado  fjuo  trascribe,  expedido 
y  íirmado  por  el  teniente  gobernador  de  Tangarará,  don  (Jailop 
G.  (Jinochio,  en  10  do  marzo  de  Jtí95,  resultan  ser  ciertos  los 
cargos  por  el  reclamante  aducidos  en  su  instancia. 

4V  que  la  precitada  comisión  ctícial  peruana,  que  sin  duila  fi- 
jó su  atención  en  el  hecho  do  haber  nacido  el  reclamante  en 
riura,  reconoció  su  reclamación  en  la  suma  de  iS.  üOO,  según  la 
Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  189d,  lo  cual  determina 
ana  rebaja  equitativa  en  el  precio  de  los  caballos  y  de  alguno 
de  los  efectos,  así  como  la  exclusión  de  lo  que  no  precedería  abo- 
nar. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro,  de  conformidad  con  lo  acordado  por  la  precitada  co> 
midóni  que  el  Gobierno  del  Pefú  debe  pagar  &  don  Rómulo  Gui- 
dino  la  cantidad  de  seiecientos  noyenta  soles,   en  las  condici#- 
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lies  e?li|iu!aclas    i-or   el    irroüKolo  (Je  veintidnco    tío  iiOMiUjlie 
de  18*,n>. 

Düílo  en  Lima,  a  treinta  <ie  aeiicinlire  de  Diil  novecientos  uno 

liamiro  Gil  de  MbarH. 
(L.  S.) 


L<s  infiíiseiitc^s,  Seoretiírio.v  en  el  atbiírajp,  dflinos  fe:  quo  el 
Exeino.  eeñor  don  Ramiro  Gil  de  Uríhiirri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  P]eni|;<;leneiario  de  S.  M.  Católica  en  ti  rorú, 
B«  livia  y  Keuador,  dt.-ijinndo  v(.nio  arbitro  entre  el  Gobierno  do 
la  líefmhliea  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  «egún  lu-nw- 
do  diploüiítico  de  *25  de  novieu.hre  de  IStH),  lia  firnindt»,  rnhri- 
Ctfido  y  mellado  ion  el  ?el!o  de  ^w^.  propias  armas,  el  proeiito  lau- 
do arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,    treinta    de  >e- 

tj'"embre  d( mil  novoeientus  uno,  in  ijiue    ejemplares   dt-l    mismo 
tenor. 

Jvlio  Leal  J.  Je  Iturrolde. 

(L.  S.)  ^L.  S.) 


i  dvdo  üvl  ¡iínl  in  la  rn-It  riind¿n  li^-  J^ñ^  pt  (8( citada }:or  don 

Bartolo  né  Carboiie, 

t  Den  Alberlo  De  Anditis  y  don  Barlolouié  Caibone,  subditos 
italiano?,  iuscritos  en  el  registro  de  nacionalidad  do  hi  Real  Lega- 
Ofión  de  Italia,  según  conírtu  de  los  certiíicudos  unidos  á  bu  ex- 
pediente, reclaman  la  cantidad  de  ciento  ochenta  eoles  (S.  180) 
valor  de  cuatro  rf>cs  que  le  li.eion  tomadas  por  el  coronel  Bar- 
bosa, jefe  del  Ehtado  Mayor  do  la  [irimera  diviíjión  del  ejército 
d^'1  general  (Vu*(  le»-,  tn  diciembre  de  J59'L 

Visto  1 1  ex¡»cdieiite;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno di,*]  Wíú,  n  miíi<*ndo8e  á  la  decisión  arbitral. 

Considerando: 

1?  que  el  documento  que  acompaña  á  esta  reclamación   reunt 
todM  los  rf(]UÍ$itos  probatorios  de  autei  ticidad  y  que  demuestra 


i 
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Ia  escpropidción  militar  fofssosá  de  que  el  reoIain«fn4e  faé  víctima, 
contra  lo  establecido  en  el  artículo  4?  del  tratado  vigente  entro 
el  Perú  é  Italia. 

"2^  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  decreto  de 
8  de  junio  de  1805,  reconoció  esta  reclamación,  según  la  lista  pu- 
blicada en  la  Memoria  de  Relaciones  Exteriores  de  1896,  pági- 
ua  584. 

Definitivamente  fallíftido: 

Declaro  que  el  (Jobieruo  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  los  señores  De  Andrcis  y  Carbone,  la  cantidad  de  cieute  ochen- 
ta soles  (S.  180)  por  su  reclamación,  en  las*  condiciones  e^ipula- 
das  por  el  protocolo  de  veinticinco  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  noreeientos 
uno. 

Ramiro  Gil  de  Vríbarri. 
(L.  S.)    ^      • 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  sefíor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perfi, 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  d* 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  segán 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
lubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  1901,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  ítu^nalde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Z/iudo  arfyiiral  en  la  reclamación  número  4.7,  presentada  por   dofh 

Santiago  Ftatti 


Don  Santiago  Rattí,  natural  de  San  Ponzo,  Sernola,  sábdiio 
italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  do  la  real  lega- 
ción de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  documento  unido 
á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  mil  doscientos  trein- 
ta soles  (S.  J230)  por  la  requis'ción  del  ganado  caballar  que,  en 
el  mes  de  roprzo  de  1895,  practicaron,  en  su  fundo  San  Lorenzo, 
las. fuerzas  mandadas  por  don  Isaías  de  Piérola. 

Vis>lo  el  espediente;  el  alegato  del  a  ogado  defensor  del  C  >• 
bicrno  del  Perú,  oponiéndoí?e;  la  réplica  que  á  nombre  del  recl*.- 
mante  ha  formulado  don  José  Giacomotti;  y  la  duplica  deaqué^ 
remitiéndose  á  la  decisión  del  árbUro. 

Considerando: 

1?  que  la  firma  de  don  Isaías  de  Piérola,  jefe  de  las  fuerzas 
beligerantes»  puesta  al  pié  de  las  declaraciones  testificales  y  la 
carta  del  mismo  á  la  comisión  oficial  peruana  de  reclamacionr*!, 
prueban  suficientemente  la  requisición  militar  del  ganado  caba- 
llar que  es  objeto  de  esta  reclamación. 

2?  que  dicha  comisión  hizo  una  tasación  equitativa  de  su  v^ 
lor,  reconociendo  esta  reclamación    por  seiscientos  quince  soleá 
(S.  615)  según  resulta  de  la  lista  inserta  en  la  Memoria  de  Rela- 
.  cienes  Exteriores  de  1 896. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Ratti,  la  cantidad  de  seiscientos  quince  soles,  por 
su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proíooolo 
de  25  de  Noviembre  de  1 899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

B'imiro  Gil  de  üríbarri 

(L.  a.) 


95 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  eu  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobie^ 
no  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
^reinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Leal  J.  de  IturraUe 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Lavdo  arbitral  ai  la  reclamación  número  4.8^  presentada  por  don 

Santiago   Bernardin I 


Don  Santfago  Bernardíni,  natural  de  Domod6ssola,súbdito  ita- 
liano, inscrito  en  ol  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación 
de  Italia  ^n  esta  capital,según  consta  del  certificado  unido  ú  su  ex- 
pediente,establecido  á  la  sazón  en  Caraz,  como  comerciante,recla- 
ma  las  cantidades  de  trescientos  cuarenticinco  soles  (S.  345)  por 
doble  impuesto  sobre  las  minas  de  Patará;  y  la  de  doscientos  soles 
(S.  200)  por  cupo  forsozo,  ó  sea  un  total  de  quinientos  cuarenta 
y  cinco  soles  (S.  545),  que  le  obligó  á  pagar  el  prefecto  de  Hua- 
raz,  don  Federico  Herrera,  en  21  de  Diciembre  de  1S94  y  7  de 
enero  de  1895,   respectivamente. 

Reclama,  además,  dieciocho  mil  soles  (S.  18.000),  por  habérse- 
le reducido  á  prisión  con  malos  tratos  durante  18  días,  en  Hua- 
raz,  á  1 6  leguas  de  su  residencia,  ó  sea  la  suma  conjunta  Je  die- 
ciocho mil  quinientos  cuarenticinco  soles  de  plata. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical  cuyos  autos  se 
agregan  al  mismo  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor 
iel  Gobierno  del  Perú,  formulando  excepción  de  caducidad  por 
•1  fallecimiento  del  reclamante;  la  réplica  presentada  á  nombre 
ie  éste  por  el  doctor  don  J.  Matías  León,  remitiendo:  1?  un  tes- 
Monio  de  escritura  del  testamento  de  don  Santiago  Bemardioi,  6 
trts  de  marzo  de  mil  novecientos;  2?  otro  de  la  de  un  mandato, 
oUrgada  por  la  señora  Octavia  Gadea, viuda  do  Bernardini,  á  fa- 
vor de  don  Benedicto  Muñoz,  sustituida  á  don  Juan  B.  Serra;  3° 
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loa  certificados  de  indcripción  en  el  registro  de  uacionalldad  de 
la  real  legación  de  Italia,  de  I09  menores  Roea  Elvira  Octavia, 
Fidel  Isaías  y  Pedro  Arturo  Santiago,  hijos  legítimos  y  herede- 
ros de  don  Santiago  Bernardini. 

Vista  la  duplica  del  precitado  abogado  defensor  del  Gobierno 
del  Perú,  desistiendo  de  la  excepción  formulada  por  su  mencio* 
nado  alegato,  reconociendo  el  derecho  de  la  viuda  é  hijos,  así  c<v 
mo  la  obligación  de  abonarles  el  importe  de  los  documentos  A  y* 
B,  ó  gean  S.  545,  y  rechazando,  la  demanda  de  mil  soles  diarios 
durante  los  18  días  que  estuvo  detenido  el  reclamante. 

Considerando: 

-1 1?  que  don  Santiago  Bernardini  falleció  después  de  ser  some- 
tida su  reclamación  al  arbitraje. 

2?  que  por  los  precitados  documentos  está  comprobada  la  nacio- 
nalidad de  los  menores,  sus  hijos  legítimos,  y  sus  derechos  de  he- 
rederos, así  como  los  que  á  la  viuda,  madre  de  dichos  menores, 
corresponden. 

3?  que  del  examen  del  expediente  y  de  la  información  testifi- 
cal actuada  en  Caraz,  resulta  fundada  la  reclamación  y  compro- 
bados los  cargos  aducidos  en  la  instancia  de  folios  dos,  tres  y 
cuatro,  ó  sea  que  arrestado  don  Santiago  Bernardini  en  Caraz,  el 
20  de  Diciembre  de  1894,  de  orden  del  prefecto  señor  Herrera, 
se  le  obligó  al  pago  de  doble  impuesto  sobre  las  minas  do  Pata- 
rá,  y  por  negarse  á  pagar  un  segundo  cupo,  se  le  condujo  á  Hua- 
raz,  donde  se  hallaba  el  expresado  prefecto,  al  que  el  7  de  Enero 
de  1895  hubo  de  entregar  doscientos  soles  para  obtener  su  liber- 
tad. 

4?  que  ambos  hechos  están  patentizados,  además,  por  los  com- 
probantes A  y  Bf  de  folios  5  y  6,  siendo  el  primero  el  recibo  por 
trescientos  cuarenta  y  cinco  soles  (S.  345)  del  doble  impuesto  so- 
bre las  minas,  y  el  segundo  el  recioo  de  los  doscientos  soles  (S.200) 
de  cupo  forzoso. 

5?  que  reconocida  por  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada 
en  8  de  Junio  de  1895,  la  obligación  de  abonar  dicho  cupo  al  re- 
clamante, según  lista  inserta  en  la  Memoria  de  Relaciones  Exte- 
riores de  1896,  el  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  reco- 
noce por  su  mencionado  alegato-duplica  que  son  también  de  abo- 
no los  S.  345  del  doble  impuesto  sobre  las  minas,  6,  lo  que  es  lo 
mismo,  que  deben  pagarse  á  los  herederos  de  Bernardini  los  S. 
545  que  reclama. 

6?  que  de  la  información  judicial  mencionada  resulta  que,  de- 
tenido Bernardini  en  Caraz  el  23  de  Diciembre   de  1 894  y   con- 
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ducido  á  Huaraz,  se  le  expidió  allí,  el  7  de  Enero  de  1895,  el  re 
cibo  JB,  por  el  cupo  de  S.  200  y  el  pasaporte  y  el   salvoconducto 
dejfolios  7  y  8,  fírmados  los  tres  documentos  por  el  prefecto  doa 
Federico  Herrera,  en  Huaraz,  en  la  misma  fecha,  7  de  Enero  de 
1895. 

7?  que  si  bien  dos  de  los  testigos  aseveran  que  vieron  preso  á 
liemardini  en  aquella  época  en  Huaraz,  no  aparece  comprobado 
que  lo  estuviera  18  días,  á  tenor  de  las  declaraciones;  y*  de  lo  ex- 
puesto en  el  considerando  anterior,  hay  lugar  á  deducir  que  si 
no  se  le  tuvo  precisamente  preso,  estuvo,  si,  detenido  hasta  que 
pagó  los  S.  200,  y  esto  no  durante  18  días,  sino  durante  16,  y 
aún  cuando  está  confirmado  el  hecho  de  la  piisióu  ó  detención, 
no  hay  prueba  de  que  fuese  maltratado. 

8?  que,  según  los  testigos,  el  almacén  de  Bernardini,  que  era 
una  pulpería,  no  estuvo  cerrada  en  aquellos  días,  pues  continua- 
ron á  su  frente  los  dependientes,  y  no  puede,  por  lo  tanto,  esta- 
blecerse que  sufriera  perjuicios  en  tal  concepto. 

9?  que,  á  parte  de  la  infracción  del  artículo  IV  del  tratado  ita- 
lo-peruano  vigente,  por  las  imposiciones  dtl  doble  pago  sobre  las 
minas  y  del  cupo,  se  cometió  un  verdadero  abuso,  por  las  autori- 
dades con  el  solo  hecho  de  la  detención,  ya  explicada,  del  recla- 
mante. 

Definitivamente  fallando: 

e 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  6  hijos  de  don  Santiago  Bernardini,  además  del  im- 
porte de  los  dos  cupos,  una  indemnización  de  dos  mil  soles  ó  sea 
la  suma  total  de  dos  mil  quinientos  cuarenticinco  soles  plata 
8.  2.545),en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25 
e  Noviembre  de  1899. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  dé  Uríbarri 
(L.  8.) 


s 


■«« 
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Los  infrascritos,  secretarios  en  el  arbitraje,  duraos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia  y  el  de  la  República  del  Pe- 
rú, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tehor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número   4-9,  preserUada  por   don 

Ludovico  Bresciani 


Don  Ludovico  Bresciani,  natural  de  Pietra  Santa,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación 
de  Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  tres  mil  doscientos  soles 
(S,  S.200)  por  la  requisición  do  ochenta  reses  de  su  propiedad, 
practicada  el  i  de  Marzo  de  181)5,  por  fuerzas  al  mando  del  co- 
mandante don  José  A.  Cáceres. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose;  el  testimonio  hecho  ante  el  arbi- 
tro por  el  capitán  don  Casimiro  Urdanivia,  oficial,  á  la  sazón,  de 
las  fuerzas  mandadas  por  el  precitado  comandante  Cáceres. 

Considerando: 

1?  que  de  la  declaración  de  don  Casimiro  Urdanivia,  resulta 
que  las  reses  del  reclamante,  en  número  que  no  puede  precisar, 
pero  calcula  pudieran  ser  ochenta,  fueron  tomadas  á  los  peones 
que  las  conduelan  eú  la  fecha  3  de  Marzo,  en  la  pampa  de  Mo- 
rón. 

29  que  de  las  reses  tomadas  se  mataron  seis  para  rancho.de  las 

tropas. 
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3*  que  al  día  siguiente,  4,  se  libró  un  combate  en  que  fué 
muerto  el  comandante  Cáceres. 

4^  que  las  demás  reses  se  enviaron  aquel  mismo  día  á  Lima,  y 
á  su  llegada  las  llevaron  á  los  patios  del  Colegio  Real. 

5?  que  de  los  peones  que  conduelan  las  vacas,  uno  permaneció 
en  el  campafnento  hasta  que  consiguió  que  el  comandante  CSáce- 
res  le  diera  el  recibo  que. escrito  á  lápiz  figura  en  el  expediente. 

6?  que  sabiendo  el  reclamante  que  su  ganado  estaba  para  lle- 
gar á  Lima,  debió  preocuparse  de  ello  y  practicar  gestiones,  que 
no  consta  que  hiciera,  en  averiguación  de  si  sus  reses  se  encon- 
traban en  el  Colegio  Real  ó  en  alguno  de  los  otros  conocidos  si- 
tios á  donde  era  notorio  que  llevaban  el  ganado  requisicionado. 

Definitivamente  fallando: 

« 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
la  suma  de  doscientos  cuarenta  soles  á  don  Ludovico  Bresciani, 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proto- 
colo de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  pro- 
pias armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el 
día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  sie- 
te ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  50^  presentada  por  don 

Andrés  Denegrí 

Don  Andrés  Denegrí,  natural  de  San  Andrea  di  Roveretto, 
subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la 
real  legación  de  Italia  on  esta  capital,  según  consta  del  certifica- 
do unido  á  su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  mil  doscientos 
sesenticuatro  soles  (S.  1.264)  por  el  cupo  que  le  fué  'impuesto  y 
mercaderías  que  le  tomaron  las  fuerzas  de  la  coalición  mandadas 
por  el  coronel  Parra. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bernó del  Perú,  reconociendo  sólo  la  cantidad  de  cuatrocientos 
cuatro  soles  (S.  404),  con  lo  cual  se  conforma  el  reclamante. 

Considerando: 

que  las  observaciones  hechas  por  el  abogado  del  Gobierno 
del  Perú  son  fundadas,  y  que  la  comisión  oficial  peruana,  nom- 
brada el  8  de  Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación  en  la 
suma  de  cuatrocientos  soles,  en  lugar  de  cuatrocientos  cuatro, 
que  es  1^  que  le  corresponde,  y  cuya  diferencia  de  cuatro  soles , 
obedece,  sin  duda,  á  error  de  imprenta,  en  la  lista  de  la  Memo- 
ria de  Relaciones  Exteriores  de  1896. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
¿  don  Andrés  Denegrí,  la  cantidad  de  cuatrocientos  cuatro  soles, 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  proto- 
colo de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Jiwrniro  Gil  de  Uríbarri 

(L.a) 


Los  infrascritos,  ¿iecretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  sefk)r  don  Eamiit)  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Planipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
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Perú,  Bolívia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  eí  Go- 
bierno del  Perú  y  el  de  Su  'Majestad  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  .hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralie 

(L.  S  )  •    (L,  S.) 


Lardo  arb'J'^a^  en  !a  recljauíción  número  61,  presentada  por  don 

Faustino  G.  Piaggio 


Don  Fau>í::^^  G.  Piaggio,  natural  de  Chinto  al  Mare,  subdito 
italiano,  in-vri:>  en  el  registro  Oe  naoionaiiJai  de  la  real  lega- 
ción do  It:'/.;a  tU  t-^M  oai  iIxHI,  Svjdn  consta  del  certificado  unido 
á  SU  ex:  ivii  :;:?.  rc.\t:/..;  'a  oar.::  la  i  :e  tre?  üiil  cienio  treinta  y 
dos  <v!e^  V  ^^  :o  .:\  v  -iv'.c-  ».vn;avc.<^  v  Srriejient.^!?  *;aarenta  v   au 

Oíi  I?r:.i>  t^  -^..  !..>  vi-;r.v:.:e  la  c  -^r.a  civil  -ie  ISJ'4— 05,  t-jf  uno  de 

Vi-:.^  ti  e^:  :  i:.:.:e  v  1.;  i::f  r::.:.j:.'u  íííiin^al;  el  ale^iito  del 
í;^    :: .  ;  o   :  e  :\ :  > .  r  . :  v I  'S  v  1 ; :  ra  ?   1  e  1  P-r :  ;*: ,    o:  -:  u: t-n  i '>¿e ;  la  réplica 


1*  vV-o  el  vV.::"^.:.;,:.^  ao  ::"./:  '.alll^i  .  :e  0:7^6  e:i  autv»?,  expe* 
d :  i  v^  :  c  r  1  ,^  1 1  c  •  v  v  r,  de  1 ;  v  :  a  •  r^.  es  *  ^  c  ^  :  :a  \  r^  d  x  u '.  aen  to  au- 
;e:r,u\>  ,:':e  e-::^  \  t?  Ia  r.Avv^:  a1.  :,;:  ::.;  ^i^-.j  irl  r^^^lamante  y 
$u  vitrwl..^  ¿1  5<r  jv*;r^vl.:A  1^  y  :  r.  .t^:  1?  r-.r  i:oaa  legación,  sin 
que  ob>:e  ,-4  <;:  :  SvU^^a/  laA  ¿^.:  l.-r^a  rt^li::::::;!  en  el  Perú. 

í^*  qaeexvxivu^/  htvl;a  .Itl  c,::x*  :r...  .ie<;.>  &I  señor  don  Sai- 
raac^r  L.^x-^^.le,  vle  qa;r:e:  :.^íclr<.y  I¿^  rirtiias  de  noventa  solet 
y  íiíí^a:^  y  ?^:e:e  vVr.tAvot?  y  víe  dxv  5cl:s  c^obrvidos  k  Tiscomia  y 
C<^n\:\i:,A  y  a  1;;  Oo  \:\áñ:A  Menr^r.::!  ie  1a  ^>Tvya,  respectiTt- 
n^wte.   íT^  rtvlAr.-iAute  \a  ¡^roK\,ío  1a  ífeNMiriiad  áe  la   exacción 
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sufrida  y  la  exigencia  de  les  cupos  impuestos,   contrarios  al  artí- 
culo IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

3?  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  en  8  de  Junio 
de  lSíí5,  reconoció  esta  reclamación,  debiendo  tomarse  como  un 
error  de  pluma  el  no  aceptarla  por  su  valor  total,  deducidas  las 
cantidades  señaladas  en  el  anterior  considemndo. 

Definitivamente  tallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Faustino  G.  Piaggio  la  cantidad  de  dos  mil  quinientos 
treinta  soles  y  diez  centavos  (S.  2530.10),  además  de  la  suma  de 
aetecientos  cuarenta  y  un  pesos  febles  ($.741),  por  su  reclama- 
ción, en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25  de 
Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  a  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarrl 
(L.  S.) 


LoB  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraorni- 
iiario  y  Ministro  Plenipotenciario  dd  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  líolivia  y  Ecuador,  desigii<i'lo  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno do  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomátict)  do  25  do  Noviembre  de  1899, 
lia  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  do  sus  propias  armas 
el  presente  laido  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor.  ^> 

Julio  Leal  »J.  de  liurralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


96 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  númei'O  S£j  presentada  por  iou 

Carlos  MolineUi 


Dou  Carlos  MolineUi,  natural  de  Ottone  Bobbio,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  do  la  real  legación 
de  Italia  en  esta  9iudad,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
expediente,  reclama  la  cantidad  de  dos  mil  cuatrocientos  soles 
(S.  2. 400),  por  veinte  vacas  qulí  le  fueron  tomadas  para  manut^ 
ción  do  las  tropas  que  mandaba  don  I^ías  de  Piérok^  durante 
la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  la  cantidad  de  cuatrocientos  cin- 
cuenta soles  consignados  en  el  justificante;  la  réplica  del  recla- 
mante y  Ia  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  el  reclamante  pide  dos  mil  cuatrocientos  soles,  alegan- 
do en  su  instancia  que  las  veinte  vacas  eran  suizas  é  importadas 
de  Europa,  lo  cual  le  causó  un  gasto  considerable, 

2V  que  no  ha  producido  prueba  ninguna  de  haber  imix)rtado 
las  vacas,  ni  aún  siquiera  de  que  fuesen  de  raza  suiza. 

3^  que  en  la  instancia  que,  con  fecha  14  de  Setiembre  de 
1895,  dirigida  al  señor  Ministro  de  Italia  dice  que  se  conformó 
con  la  valorización  señalada  en  el  justificante  de  folios  dos,  por 
el  temor  que  tenía  de  que  se  le  negara  el  recibo  que  deseaba  pa- 
ra hacer  constar  que  se  le  tomaron  las  veinte  vacas. 

4V  que  en  la  comunicación  dirigida  por  el  reclamante  al  arbi- 
tro, en  enero  de  1900,  dice  que  las  vacas  las  tenía  en  pastoreo  en 
la  hacienda  Macas,  de  don  Andrés  Zayas,  y  que  fué  á  este  señor 
á  quien  se  dio  el  mencionado  justificante. 

5?  que  habiendo  fallecido  el  señor  Zayas,  no  le  es  posible  pre- 
sentar pruebas  de  su  aserto  y  de  que  las  vacas  eran  de  cría  y  va- 
lían más.  • 

69  que  las  tres  cartas  que  acompaña  del  señor  Zayas,  sólo  prue- 
ban que  tenía  vacas  del  reclamante,  pastando  en  la  hacienda. 

79  que  resultando  que  fué  el  señor  Zayas,  quien  entregó  las  va- 
cas y  quien  aceptó  el  justificante  y  habiendo  muerto  aquél,  no 
puede  impugnarse  la  validez  de  dicho  recibo  en  que  dice  terminan- 
temente que  se  valorizaron  las  vacas  «de  común  acuerdo»,  lo  que 
tampoco  puede  probarse  ya  que  no  hubiera  sido  así. 
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Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Carlos  Molinelli,  la  cantidad  de  cuatrocientos  cincuenta 
soles  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el 
protocolo  de  2o  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobier- 
no de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado  coa  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbiUal  en  la  reclamación  número  oS^  presentada  por   don 

driaco  Oervasi 


Don  Ciríaco  Grervasí,  natural  de  Porto  Recanati,  subdito  ita- 
liano, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  agencia  con- 
sular de  Italia  en  el  Callao,  según  consta  del  certificado  unido  á 
su  expediente,  reclama  la  cantidad  de  cuatrocientos  veinti  cuatro 
soles  sesenta  centavos  (S.  424.60)|  por  los  cupos  que  le  fueron 
impuestos  por  fuerzas  beligerantes,  durante  la  guerra  civil  de 
1894-95. 
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Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  sólo  uno  de  ellos,  valor  de  doscien- 
tos soles;  la  réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado 
don  Faustino  G.  Piaggio;  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  los  documentos  que  acompañan  esta  reclamación,  com- 
prueban la  exacción,  contraria  á  lo  preceptuado  por  el  artículo 
IV.  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  no  resultando  de 
la  instancia  del  reclamante  que  hiciese  voluntariamente  el  prés- 
tamo de  los  doscientos  veinticuatro  soles  (S.  224),  á  que  se  refie- 
re el  recibo  letra  A, 

2^  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  en  8  de  Junio 
de  í  895,  reconoció  esta  reclamación  por  todo  su  valor. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Ciríaco  Gervasi  la  cantidad  de  cuatrocientos  veinticuatro 
soles  y  sesenta  centavos  [S.  424.60],  por  su  reclamación,  en  las 
condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899. 

Dado  en  Lima,  a  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Rarairo  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  ([ue  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  de>ignado  como  arbitro  entre  el  CtO- 
bierno  de  la  República  del  Peiú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de*  25  de  Noviembre  de  1899, 
lia  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  i)resente  laudo  arbitral,  en  la  ciu<lad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturpalde 

(L.  S.) .  (L.  S.) 
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Laudo  arbitral  ai  la  reclamación  número  54,  presentada  por  don 

Aquilino  Capelleti 


Don  Aquilino  Capelleti,  natural  de  Intiraiano,  subdito  italia- 
no, inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del' certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  cuatrocientos  veinte 
soles  y  veinte  centavos  (S.  4,420.20),  valor  de  los  objetos  que  fue- 
ron robados  en  la  casa  y  de  los  daños  que  le  c^^usó  su  extraña- 
miento de  Puno  y  detención  arbitraria  por  el  coronel  La-Toixe, 
durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formuFado  el  abogado  doctor 
don  J.  Matías  León  y  la  duplica  de  aquél. 

CJonsiderando: 

1?  que  el  certificado  expedido  por  la  real  legación  de  Italia  en 
esta  capital,  prueba  suficientemente  la  nacionalidad  italiana  del 
reclamante  y  establece  su  derecho  á  la  protección  que  le  ha  conce- 
dido dicha  real  legación,  sin  que  obste  á  ello  la  larga  residencia 
del  reclamante  en  el  Perú. 

2*  que  la  información  judicial  confirma  el  extrañamiento  y  la 
detención  sufrida  por  el  reclamante,  que  según  la  carta  del  pre- 
fecto La-Torre  (de  fojas  17  vuelta)  fué  mayor  de  24  horas,  sin  la 
formación  del  correspondiente  juicio. 

3?  que  resulta  demostrado  que  el  robo  de  los  muebles  y  obje- 
tos pertenecientes  al  reclamante  no  son  imputables  4  fuerzas  del 
Gobierno,  ni  á  ningún  funcionario,  ni  autoridad,  ni  les  cabe  nin« 
gana  responsabilidad  en  tal  concepto,  por  tratarse  de  un  delito 
común  que  debió  perseguirse  con  arreglo  á  las  leyes  del  Perú,  y 
no  pueden  considerarse  los  daños  sufridos  consecuencia  de  la 
guerra  civil  de  1894-95,  tanto  menos,  cuanto  que  liabiendo  sido 
el  agente  consular  de  Italia  quien  recibió  de  manos  del  recla- 
mante las  llaves  de  su  casa,  fué  él  quien  debió  cuidar  de  que  se 
vigilara. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Qobiemo  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
>  á  don  Aquilino  Capelleti  la  cantidad  de  mil  loles  (3.  1,000)  en 
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las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre 
de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uribarri 
(L  S.) 


-  Lo&-inírascritos,  Secretarios-  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como,  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1 899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  líaíralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  55 ^  presentada  por  dm 
Evangelista  Machiavello  y  don    Francisco    Olivari 


Don  Evangelista  Machiavello,  natural  de  San  Lorenzo  della 
Costa,  subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de 
la  real  legación  de  Italia  en  esta  capital,  por  sí  y  á  nombre  de 
su  consocio  Francisco  Olivari,  subdito  italiano  también,  según 
consta  del  certificado  igualmente  unido  á  su  expediente,  reclama 
la  cantidad  de  once  mil  ochocientos  soles  (S.  11,800)"  valor-de  los 
productos  de  la  hacienda  El  Pino,  que  dice  fueron  consumidos  y 
destrozados  por  las  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  beligerantes,  á 
«u  paso  eñ  los  días  17  y  18  y  durante  su  permanencia  el  21  y 
!2  de  Marzo  de  1895,  habiéndoles  matado,  además,  tres  vacas 
duntnte  la  lucha  sostenida  entre  ambos  partidos. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  del 
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abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
del  reclamante;  la  duplica  de  aquél,  observando  la  falta  de  títu- 
lo de  propiedad  ó  de  arrendamiento  de  la  hacienda;  el  contrato 
de  arrendamiento  remitido  por  el  reclamante  y  el  nuevo  ale- 
gato del  abogado  del  Gobiernft,  desistiendo  de  su  argu- 
mento, en  presencia^del  contrato,  y  llamando  la  atención  sobro 
la  circunstancia  de  ser  peruano  uno  de  los  socios. 

Considerando: 

V  que  la  información  testifical,  actuada  ante  la  autoridad  ju- 
dicial, comprueba  que  las  tropas  de  uno  de  loa  partidos  belige- 
rantes que  combatieron  en  las  cgjrcanías  de  El  Pino,  permane- 
cieron allí  los  días  17  al  22  de  Marzo  de  1895  y  causaron  daños 
en  el  mencionado  fundo. 

2^  que  no  puede  calificarse  de  merodeo  el  consamo  de  frutas  y 
los  daños  hechas  por  las  tropas,  siendo  así  que  allí  se  encontra- 
ban bajo  el  mando  de  los  jefes  y  oficiales. 

3?  que  de  la  escritura  de  arrendamiento  presentada,  resulta 
que  el  20  de  Julio  de  1894,  Machiavello  entró  á  formar  sociedad, 
aportando  tres  mil  soles  de  capital  parala  explotación  del  fundo 
El  Pino,  con  Olivari  y  con  doña  Sofía  Villavicencio,  viuda  de 
Costa,  quienes,  según  tasación  hecha  al  vencimiento  de  la  ante- 
rior escritura,  contaban  con  un  capital  de  nueve  mil  soles;  qut? 
la  viuda  de  Costa  se  separó  de  la  sociedad  el  3  de  Mayo  de  1895, 
formando,  por  lo  tanto,  parte  de  ella  cuando  acaecieron  los  suce- 
sos que  motivaron  esta  reclamación,  a  la  cual  no  tiene  derecho 
en  calidad  de  subdita  peruana;  que  siendo  el  capital  conjunto  de 
la  sociedad  de  doce  mil  soles,  resulta  exagerada  la  cantidad  de 
once  mil  ochocientos  soles  reclamada,  máxime  teniendo  en  cuen- 
ta que  sólo  había  trascurrido  ocho  meses  desde  la  formación  de 
la  sociedad  hasta  los  sucesos  de  la  guerra  civil,  tiempo  durant^í 
el  cual  no  hubieran  podido  realizar,  según  el  más  optimista 
cálculo,  una  ganancia  superior  á  tres  mil  dos'íientos  soles. 

4*^  que  teniendo  en  cuenta  la  nacionalidad  peruana  de  uno  de 
los  asociados,  corresponde  rebajar  su  parte  de  esta  reclamación, 
ñBÍ  como  el  no  aceptar  la  demanda  presentada  por  las  tres  vacas 
muertas  á  consecuencia  del  combate  habido  entre  las  fuerzas  de 
ambos  partidos  beligerante». 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pal 
gar  á  los  señores  Machiavello  y  Olivari  la  cantidad   de  dos   mi- 
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ando: 

-da  de  nacionalidad  expedido  por  lii  real  le- 

esta  capital  es  un  comprobante  fehaciente  é 

j  la  nacionalidad   italiana  del   reclamante,   el 

ereclio  á  ser  considerado  como  subdito  italiano, 

te  su  larga  residencia  en  el  Perú. 

ruebas  solicitadas  por  el  arbitro,  resulta  eviden- 

és  DairOrso  es  dueño  de  la  hacienda   El  Inge- 

jho  á  exigir  que  sus  intereses  sean  protegidos  y 

rsu  calidad  de  extranjero  neutral  en  las  contien- 

tando  plenamente  probado  en  el  expediente  por  las 

del  coronel  don  Pedro  Portillo,  quien  recientemen- 

ie  ser  Ministro  de  la  Guerra  y  en  la  réplica  por  las 

.das  que  el  reclamante  fué  víctima  de  los  cupos  for- 

caderías  y  animales,  impuestos  por  las  fuerzas  belige- 

mayor  abundamiento,   la  comisión   oficial  peruana, 
m  8  de  Junio  de  1895  para  el  estudio  de  estas  recla- 
.     justiprecia  el  valor  de  mercaderías  y  animales  en  con- 
cón los  precios  corrientes,  y   reconoció  la  cantidad   de 
iucuenta  soles  (S.  2,050)  á  favor  de  esta  reclamación;  y 
clamante  no  ha  producido  argumentos  que  puedan  me- 
lella  tasación. 

Definitivamente  fallando: 

i'dvo  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
^.  Andrés  Dall'Orso  la  cantidad  de  dos  mil  cincuenta  soleB 
,  050)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas,  por 

otocolo  de  25  do  Noviembre  de  1899. 

ado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


«T 
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ciento  treinta  y  tres  soles  y  setenta  y  seis  centavos  (S.  2.133.76,) 
por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protoco- 
lojde  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(Ü.  S.) 


Loa  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de^Jríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
áe  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  se- 
gún acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  do  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  prp- 
sente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Limn,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  1901,  en  siete  ejemplares  del  misnio  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturtalde 

(L.  S.)  (L.  8.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  £4,  presefUada  por  dan 

Andrés  DalV  Orso 

Don  Andrés  Dalí'  Orso,  natural  de  Chiávari,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  tres  mil  cuatrocientos  cincuenta 
soles,  (S.  3450)  valor  de  las  mercaderías  y  animales  susl^tiídos  á% 
la  hacienda  El  Ingenio  de  Huaura,  por  orden  de  uno  de  loa  jefes 
de  los  partidos  beligerantes,  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Qo- 
bíemo  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  reclamante  y  la  dá- 
plica  ^e  aquél. 
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Considerando: 

1^  que  el  certificado  de  nacionalidad  expedido  por  lu  real  le- 
gación de  Italia  en  esta  capital  es  un  comprobante  fehaciente  é 
incontrovertible  de  la  nacionalidad  italiana  del  reclamante,  el 
que, establece  su  derecho  á  ser  considerado  como  subdito  italiano, 
sin  quo  á  ello  obste  su  larga  residencia  en  el  Perú. 

2^  qne  de  las  pruebas  solicitadas  por  el  arbitro,  resulta  eviden- 
te que  (Ion  Andrés  DairOrso  es  dueño  de  la  hacienda  El  Inge- 
nio y  tioae  derecho  á  exigir  que  sus  intereses  sean  protegidos  y 
considerados  por  su  calidad  de  extranjero  neutral  en  las  contien- 
das civiles. 

3?  que  resultando  plenamente  probado  en  el  expediente  por  las 
declaraciones  del  coronel  don  Pedro  Portillo,  quien  recientemen- 
te ha  dejado  de  ser  ^Ministro  de  la  Guerra  y  en  la  réplica  por  las 
raz(>ncs  alegadas  que  el  reclamante  fué  víctima  de  los  cupos  for- 
zosos en  mercaderías  y  animales,  impuestos  por  las  fuerzas  belige- 
rantes. 

4?  que,  á  mayor  abundamiento,  la  comisión  oficial  peruana, 
nombrada  en  8  de  Junio  de  1895  para  el  estudio  de  estas  recla- 
maciones, justiprecia  el  valor  de  mercaderías  y  animales  en  con- 
formidad con  los  precios  corrientes,  y  reconoció  la  cantidad  de 
dos  mil  cincuenta  soles  (S.  2.050)  á  favor  de  esta  reclamación;  y 
que  el  reclamante  no  ha  producido  argumentos  que  puedan  me- 
jorar aquella  tasación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  ^Vndrés  Dall'Orso  la  cantidad  de  dos  mil  cincuenta  eoleB 
(S.  2.050)  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  estipuladas,  por 
el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uríbarrí. 
(L.  S.) 


«T 
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'  IjOS  infrascritos.  Secretarios  en  elj  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Elamiro  Gil  de  IJríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Pe- 
rú, Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia^se- 
gún  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pra^ 
•ente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mis- 
mo tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Ihirralde 

(L.  8.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  número  57 y  p»  ementada  por  don 

Eratmo  Roffo 


Don  Erasrao  Raffo,  natural  de  Génov?,  subdito  italiano,  in  - 
crito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia 
en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  a  su  expedien- 
te, reclama  la  cantidad  de  mil  cuatrociento'5  soles  (S.  1400)  por 
los  siete  caballos  que  fueron  requisicionados  por  fuerzas  milita- 
res do  uno  de  los  partidos  beligerantes,  durante  la  guerra  civil 
de  1894-95,  en  su  fundo  P^m  Tos^  f^n  0,\\í\nony. 

Visto  él  expediente;  el  a}eguk>aci  abogado  defensor  del  Gobier- 
no del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombro  del  reclaman- 
te ha  formulado  don  Luis  Vindrola  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1?  que  son  auténticos  los  comprobantes  en  que  se  apí)ya  esta 
reclamación,  fundada  en  hechos  contrarios  á  los  señalados  en  i-l 
artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  que  exime 
de  toda  requisición  militar  á  los  subditos  de  Su  Majestad  ti  Rey 
de  Italia. 

2?  que  la  cantidad  reclamada,  valuando  en  doscientos  ^ol¿¿  oí- 
da caballo,  es  exagerada,  y  procede  acordar  la  consignada  por  la 
oomisión  oficial  peruana  de  8  de  Junio  de  1895,  qu«  reconoció 
esta  reclamación  por  la  mitad  de  lo  pedido. 
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Definitivamente  follando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Erasmo  Raffo  la  cantidad  do  setecientos  soles  (S.  700),  en 
Jas  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre 
de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  OH  de  üribarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Miniatro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  él  Pe- 
rú, Éolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno 
de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia^  se- 

Íún  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firma- 
o,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  pré- 
eonte  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  trein- 
ta <le  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  I. cal  J,  de  Itvrralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


LiiM(/o   arbitral  en  la  reelamaeiím  número  58,  presentada  por  don 

Cérloe  Barabin& 


Don  Carlos  Barabino,  natural  de  Polcevero,  subdito  Italia 
no,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  ex- 
pediente, tenía  en  su  poder  un  documento  que  acredita  el  pago 
de  un  empréstito  forzoso  que  le  impuso  el  entonces  subprefecto 
de  Tarma  y  cuyo  abono  solicita  para  la  sucesión  el  agente  eon- 
sular  de  Italia,  en  dicha  ciudad,  como  representante  del  oiM^f^- 
iaio  del  ya  finado  don  Carlas  Barabino. 
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S^  Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  el  derecho  de  la  reclamación  y  la 
validez  y  autenticidad  del  documento  de  fojas  3. 

Considerando: 

1^  que  el  mencionado  documento  en  que  se  apoya  esta  recla- 
mación constituye  un  cupo  forzoso,  contrario  al  artículo  IV  del 
tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Italia. 

2*^  que  el  agente  consular  en  Tarma  tiene  derecho  á  solicitar 
el  abono  del  importe  del  cupo,  con  arreglo  á  la  convención  con- 
sular con  Italia. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  los  herederos  de  don  Carlos  Barabino,  la  cantidad  de  cincuen- 
ta soles  (S.  50)  por  esta  reclamación,  en  las  condiciones  estipula- 
das por  el  prolooolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  Uríbárri, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro, Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
ca, en  el  Perú,  Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entie 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  do 
1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias 
armas  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día 
de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  míama  tenor. 

Julio  LmL  J.  dñ  /hirroide. 

(L.  a)  (L.  S.) 
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Latido  arbitral  en  la  redamación  núm.  S9,  prutntada  por  don 

Santiago  Lomo 


Don  Santiago  LosnO)  natural  de  Oervere,  subdito  italiano,  ini- 
crito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  mil  ciento  norenta  y  siete  soles  y 
diez  centavos  (S.  1197.10),  importe  de  una  contribución  extraor- 
dinaria y  del  saqueo  y  robo  de  mercaderías  llevado  á  efecto  en 
8u  almaten  de  C^jamarca,  por  fuerzas  al  mando  del  coronel 
Teodoro  Seminario,  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical:  el  alegato  del 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  oponiéndose  solamento 
al  reconocimiento  de  los  S.  200  de  que  aparece  deudora  la  adua» 
na  de  Pacapraayo,  la  réplica  del  reclamante  y  la  dt3 plica  de 
aquél ; 

Considerando: 

V  que  o\  eiédito  de  que  es  acreedor  el  reclamante  contra  la 
aduana  de  Pacasmayo,  además  de  haber  manifestado  (t.úo  en  su 
alegato  qae  no  so  le  ha  querido  abonar,  constituye  una  contribu- 
ción extiaorí linaria  de  que,  con  arreglo  al  artículo  4*^  del  tra- 
tado vidente  entre  el  Perú  é  Italia,  están  libres  los  subditos  ita- 
lianos, y  \)0v  lo  tanto,  debe  ser  pagado. 

2?  que  estando  conforme  el  abogado  del  gobierno  del  Pera, 
con  el  .reconocimiento  del  resto  de  la  reclamación,  asi  como  la 
comisión  nombrada  el  8  de  junio  de  1895. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Santiago  Losno  la  cantidad  de  mil  ciento  noventa  y  siete 
•oles,  y  diez  centavos  (S.  1197.10)  por  su  reclamación  en  las  con- 
diciones estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  1899, 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno, 

RoMiro  Qil  de  Uríbarri. 

(L.  a) 
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Loi  infrascritos  Secretarios  on  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Kamiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  coino  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  d« 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado, 
con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente  lauc]o  arbitral,  en 
la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  do  mil 
novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor: 

Julio  Leal,  J,  de  Ituiralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


lAiudo  arbitral  m    la  reclamaci/tn  iV?  ,  60  prcMcníada  por 

Aguttin  Sa'tvi 


Don  Francisco  Bresciani,  en  nombre  de  don  Agustín  Sattui, 
matural  de  Garsi,  Genova,  subdito  italiano,  inscrito  en  el  registro 
de  nacionalidad  de  la  Real  Leí^ación  de  Italia,  en  esta  capital, 
según  consta  del  certificado  unido  á  ku  expediente,  reclama  la  can- 
tidad de  trescientos  soles  (S.  300)  de  plata,  como  empréstito  forzoso 
que  á  dicho  señor  Sattui,  comerciante  establecido  en  Cajamarca, 
le  fué  impuesto  por  la  tesorería  centraMe  aquella  localidad,  á 
cambio  de  un  libramiento  sobre  la  aduana  de  Pacasmayo.- 

Vi.^to  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  gobier- 
no del  Perú,  objetando  la  representación  de  don  Francisco  Bres- 
ciani y  negando  carácter  forzoso  al  libramiento;  la  réplica  for- 
mulada por  el  señor  Vindrolla,  designado  al  efecto  por  la  Real 
Legación  de  Italia,  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1^  que  el  hecho  que  motiva  la  reclamaoión  se  halla  compren- 
dido en  el  artículo  IV  del  tratad)  italo-poruano    vigente. 

2?  quenopu(den  tomarse  en  cuenta  los  otros  °t res  recibos 
agregados  después  al  expediente,  por  valor  de  noventa  soles  má^ 
an  atención  á  que  no  se  hi/.o  mención  le  tiles  cupos  al  formili- 
asar  la  primitiva  demanda; 


i 
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Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Agustín  Sattui,  la  cantidad  de  trescientos  soles  por  su  re- 
clamación, en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25 
noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  trointa  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

JRamiro    Gil  de  Urílarri, 


Ix)S  infracritos,  Recrelariof  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Exorno,  señor  don  Ríimiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Peni,  Boiivin  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  do  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  cindrd  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta  de 
Setieiubro  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo 
tenor. 

Jfilto  Leal.  J.  de  Itnrralde. 

(L.  S.)     ^  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  I'  reclamación  N^  6L  presentada  por  don 

Jníu:     Pé^idola] 


Don  Juan  Péndola,  natural  de  Rapallo,  subdito  italiano,  ins- 
erí lo  en  el  registro  de  nacionales  de  la  Real  Legación  de  Italia 
en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  lacanlidad  de  veinticinco  mil  soles  (S^  25.000), 
jKjr  los  fupo?,  prisión  con  tortura  y  daños  sufridos  en  sus  bienes, 
Olí  Iluánuco,  en  dicti  inbre  de  1894.  perpetrados  por  el  oficial 
Fonseca,  y  en  Iluallnnca,  en  el  mes  de  mayo  de  1895,  }>or  el  co- 
rnandante  Leclerc. 

Visto  el  expedicjüe  y  la  información  testifical;   el   alegato  del 
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abogado  defensor  del  gobierno  del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica 
que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don  J.  Ma- 
tías León  y  la  duplica  de  aquél.  * 

Considerando: 

1?  que  procede  establecer  distinción  entro  los  daños  sufridos 
por  el  reclamante,  ó  sea  los  cupos,  prisión  personal  y  exacciones 
cometidas  contra  él  durante  la  guerra  civil  de  1894-95,  y  aqut- 
llos  otros  atropellos  que  tuvieron  lugar  después  de  constituidas 
en  Huallanca  las  nuevas  autoridades  nombradas  por  la  junta  de 
gobierno  de  Lima. 

2?  que  siendo  tan  solo  de  la  competencia  del  arbitro  decidir 
sobre  los  primeros;  y  resultando  de  las  informaciones  actuadas. 
Ja  ox.'^tctitud  del  cupo  impueisto,  y  las  violacionos  al  dore?ho  le 
gentes  cometidas  contra  el  reclamante,  en  oposición  á  lo  c^talv-- 
cido  en  el  artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Poní  ó  Itvilia, 
y  siendo  de  ellas  responsable  el  gobierno  peruano,  conform-j  á  Is">:5 
l)rincipios  del  derecho  internacional,  procede  acordar  una  indem- 
nÍ7iación  al. interesado. 

DeünitivamenLC  fallando: 

I>eoiaro  (jvio  vi  (^-biornodo  la  Kt'públi;/d  (i'.l  ]\i\\  d«  be  ;  :i\  " 
á  doa  Juíni  íM'iíIv/iu  por  la  primera  parte  vio  b.i  jeeluínacióii,  re- 
<itiv¿].s  á  liío  \\::C'-"'.>n:\^  (^'vntrp  él  comc^ti'!  ís  en  Rií-'ir.i'  í>,  ••  'V  ■. 
oíicial  Fonseea  en  'lieiembrü  (ic  ISDi,  v  malos  ira U»h  inJr^id»''^, 
la  snma  do  sei?  mil  soles,  en  las  condiciones  estableeid:iír'  {)')r  el 
protocolo  de  2o  de  noviembre  de  ]S¿^9;  no  pudicndo  adniltir  '  i 
segunda  parto  de  su  reclamación  en  el  [arbitraje,  por  ref  rirse  A 
hechos  ocurridos  después  déla  terniinación  de  la  guerra  civil  «le 
aquella  época,  reservándole  los  deieclios  á  que  pueda  tentr  luc-'^r 
por  este  concepto,  á  fin  de  que  pueda  hacerlos  efectivos,  ante  quien 
cerresponda. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  do  Lríbarri. 
(L.  S.) 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  clamos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbam,  Enviado  Extraordi- 
mrio  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
rerú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Novietnbre  de,  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  sus  propias  armas,  el  pre- 
senté  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  Setiem- 
bre de  mil  novecientos  uno,  en  Siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

J}ih'o  Leal,       '  J.  de  IlvrraíJc. 

(L.  S.)  (L  S.)       • 


Lando  arbitral  en  la    reclamación    N^  6'^,  irrcsiiikuH  oor  (  'U 

Bartolomé  PogcL 


Don  Bartolomé  Poggi,  natural  de  Co.2:oletto,  subdito  italiano, 
inscrito  (w  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Lr^;i;aeiv;n  d^ 
Italia  Gil  i'Stíi  capital,  según  consta  del  cominobíinte  uni(l;>  a  su 
expedieiicv,  icclania  la  cantidad  de  tres  mil  (-¡uíucta  '>'^  y 
treiuui  centavos  (S.  o,050.30),  por  cupos  ea  dinero,  ani'jjt.tH  y 
merca(]e.  i'.'S,  <[ac  dice  le  fueron  snstrt  íd'.b  p'-r  í'k- ''/.:--  '.ep;/  .-'  i- 
tes,  durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Vir^to  el  ex¡>ediente  y  la  información  testifical  que  <lel  mii-)üo 
forma  i^aite;  el  alegato  del  abogado  deienyor  del  (¡olúerno  'leí 
Perú  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  dei  reclamarite  iia 
formulado  el  doctor  don  J.  Matías  Loon,  y  la  dúj)lica  do  aqua. 

Considerando: 

IV  que  en  la  instancia  de  folios  dos,  dirigida  por  el  reclamante' 

al  señor  Ministro  de  Italia,  en  6  de  diciembre  de  1895,  dice  que 

los  daüos  porque  reclama  le  fueron   inferidos,  tanto  por  fuerzas 

del  Gobierno  cobao  por  las  coalicionistas,  en  apoyo  de  lo  cual  y 

con  arreglo  á  la  lista  de  folios  ocho,   acompaña  la  información 

testifical   que  con  sujeción   al  interrogatorio  de  folios  nuave  por 

el  formulado  y  á  su  instancia  de   folios  diez,  hizo  actuar  ante  el 

señor  juez  de  Lambayeque,  en  18  de  enero  de  1895. 

2?  que  en  la  carta  agregada  al  expediente,  dirigida  por  el  re- 
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clamante  al  señor  Ministro  de  Italia,  en  30  de  enero  de  1900, 
dice  textualmente  que  la  reclamación  que  tiene  presentada  por 
daños  y  perjuicios  que  sufaió  «en  nada  se  refiere  á  las  ñierzas 
•í  del  Gobierno  del  general  Gáceres,  sino  á  los  coalicionistas  que' 
« los  ocasionaron,  ascendiendo  á  la  suma  S;.  3,050  30  »  y  al  final 
de  dicha  carta  repite  «  que  su  reclamación,  no  se  refiere  á  otros 
«  i>crjuicios  que  á  los  que  la  montonera  le  infirió.  » 

iV'  que  la  contradicción  manifiesta  en  que  el  redamante  incu- 
rrí* i'or  sus  dos  escritos  al  señor  Ministao  de  ítalia,  aseverando 
p-  r  el  i>rinuro  que  ambas  fuerzi)^  beligerantes  le  causaron  daños, 
y  dcrlajando  tern)inantcmente,  por  el  segundo,  que  sólo  fucix)U 
autons  do  tales  daños  las  fuerzas  coalicionistas  y  en  ningún  caso 
las  del  Gobierno  del  general  Caceres,  adquiere  mayor  importan- 
cia ]»or  cuanto  la  cuarta  pregunta  del  interrogat(»rio  por  el  m-ismo 
rcclíi.iaante  formulado  v  va  mencionado,  de  folios  nueve,  se  baila 
C(>ncobida  en  los  términos  siguientes:  (aligan  si  saben  que  las 
t  fuerzas  que  obedecían  al  general  Cacerlcs  en  este  departamento, 
«  me  impuí^ieron  cuando  llegaron  á  Ferriñafc,  á  las  órdenes  del 
((  scñi-r  Subprefecto  de  la  [>rovincia  de  Lambnyeqne,  don  Xfanuel 
«  Aibnlú  Baleózur,  un  cupo  de  cien  soles  piala,  bajo  la  amenaza 
((  de  guardias  si  no  los  pagaba,  cupo  que,  á  pesar  de  mis  protestas 
«  de  neutralidad,  tuve  (jue  abonar  sin  (pie  me  otorgaran  recibo. » 

4'-  i{\\e  la  solemne  declaración  bccliíi  ]>or  el  reclamante  al  so- 
ñor  M  nihtro  de  Italia  yar  >^^  ]uefitnda  caria  de  30  de  entro, 
in«i>ti<ndo  en  qu(^  h)S  ñurza^-  del  general  (aceres  no  le  causaron 
danos,  no  sólo  determina  la  contradicción  cnnsiguientc  con  su 
instancia  de  folios  uno,  }>ino  que  invalida  la  información  testifi- 
cal í'n  absoUíto,  ritsde  que  la  ]>regnnta  cuarta  (|uc  queda  trascri- 
ta está  en  desacuerdo  con  la  caita  de  30  de  enero  de  1900  al  se- 
ñor Ministro  d'='  llaüa,  no  piidiendo,  por  lo  tanto,  tomarse  cuenta 
de  la  información  testiíical  que  así,  y  poi  la  proj»i«  manifestación 
del  reclamante,  queda  nula  y  sin.  lugar. 

r»^.'  que  la  preeilada  y  trascrita  pregunta  cuaita  del  interroga- 
toric»,  establece  qiio  don  Manuel  Arbulu  Ralcázar  le  impuro  un 
cupo  forzo-o  de  cien  solfs  sin  dai'le  recibo,  á  lo  cual  asienten,  de- 
clarando afirmativamente,  todos  los  testigos 

()'.*  que  á  folios  veinte  del  expedienle.  cone  unn  carta  do  don 
H  Fuentes,  al  señor  don  Niuciso  de  Arámbnru,  {.reíi*lente  ile  )a 
condsión  oficia!  peruana,  maniA síándolo  que  ign(ri-a  que  s^^  bu- 
biera  imj.uesto  eu])0  alguno  al  reclamant",  y  á  foüos  veintiuno 
obra  original  una  larga  carta  de  don  Manuel  Arbulú  Hakázar 
al  señor  do  Arámbnru,  diciendo  que  e.>  fdso  quo  impusi-ía  ía! 
cupo  de  cien  soles  al  señor  Poggi  ni  á  ningún  otro;  f|iie  <  uando 
estuve  en  Ferriñafe  solicitó  amigablemente  algún  dinero  para 
sostenimiento  de  las  tropas  y  que,  cuando  más  líabría  eontribuí- 
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do  el  señor  Poggi  con  una  cuote  de  cincuenta  soles  (S.  50)  y  que 
por  la  suma  quo  hubiera  dado,  se  le  otorgó  recibo  redactado  por 
él  mismo,  detallado  y  minucioso  y  firmado  por  el  recaudador 
Barandearán,  como  lo  hizo  en  el  acto,  con  cada  uno  de  los  que 
contribuyeron  al  empréstito.  Añade  el  señor  Arbuló,  en  su  car- 
ta, que  los  testigos  que  presenta  ei  reclamante  sor  perjuros  y  pue- 
de probarlo. 

7?  que  con  motivo  de  la  prccita<la  corta,  de  cuyo  tenor  impuso 
el  arbitro  al  señor  ministro  de  Italia,  es  que  el  reclamante  le  di- 
rigió la  ya  mencionada,  de  30  de  enero  de  1900,  por  la  cual  re- 
conoce ser  cierto  que  al  señor  Arbulú  Balcázar  le  hizo  un  em- 
préstito, no  de  cincuenta  soles,  sino  de  veinticinco  soles  (S.  25) 
según  recibo  que  le  otorgó  don  Roberto  Barandearán,  recibo  quo 
acompaña,  y  dice  no  reclamó  antes  por  tratarse  de  pequeña  can- 
tidad. 

8^  que  confirmando  este  detállela  invalidez  absoluta  déla  in- 
formación testifical,  resulta  que  cualesquiera  que  sean  los  daños 
que  sufriera  el  reclamante,  no  ha  producido  más  prueba  acepta- 
ble que  el  recibo  de  queda  hecha  mención: 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  paliar 
únicamente  la  suma  de  veinticinco  soles  (S.  25)  á  don  Bartolomé 
Poggi,  por  su  reclamación,  en  las  condiciones  establecidas  por  el 
protocolo  de  25  do  Noviembre  de  ISÍ^O. 

Dado  en  Lima,  á  trointa  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

liarniro  Gil  Uríbarri. 
(L.  S  ) 


Los  infrascritos,  Secretorios  en  el  arbitraje,  danjo::?  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Knmiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro. Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador  desiírnado  como  arbitro  entre  el  (io- 
biemo  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  ^^ajestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  com  el  sello  de  sus  ]>ropia3  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitra!,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
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hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor: 

Julio  Leal  J.  de  liurralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  númei^o  63,  presentada  por  don 

Lvis  Piola. 


Don  Luis  Piola,  natural  de  Santa  Margherita  Liguria,  ¿úbdi» 
to  italiano,  inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Le- 
gación do  Italia  eñ  esta  capital,  según  conista  del  certiíicado  uni- 
do á  su  expediente,  Teclama  por  sí  y  á  nombre  de  su  padre,  sin 
designar  cantidad,  con  motivo  de  la  muerte  de  su  hermano  Lo- 
renzo, acaecida  el  día  17  de  marzo  de  1895,  á  los  cuatro  y  media 
de  la  tarde,  producida  por  dos  balazos  que  su  jprecitado  herma- 
no recibiera  ea-el  vientre;  cuya  muerte  pretende  que  fué  hecha 
alevosamente  por  dos  tiros  de  Manlicher,  disparados  sobre  segu- 
ro y  á  mansalva  desde  el  cuartel  de  Barbones,  por  soldado*^  del 
gobierno. 

Roeloina,  además,  doscientos  soles  por  el  saqueo  rjue  dice  lle- 
varon á  cabo  en  su  chocolatería  de  la  calle  de  Pre?a,  niimoro 
238,  unos  soldados  del  Gobierno,  el  mismo  día  17  de  marzo,  y  á 
la  misma  hora,  ,cuatro  y  media  de  la  tarde. 

Visto  el  expediente,  que  solo  consta  de  la  carta  de  nacionalidad 
del  reclamante  y  de  su  instancia  al  pió  de  la  cual  certifican  ^^er 
cierto  lo  expuesto  por  él  seis  personas. 

Visto  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú, 
oponiéndbse;  la  réplica,  la  duplica  y  la  información  testi^cal. 

Considerando: 

1^  que  de  los  seis  firmantes  al  pié  de  la  instancia  y  a  tenor 
del  escrito  de  fojas  16  del  cuaderno  de  prueba  conjunta,  cita  el 
reclamante  a  los  testigos  señores  Debernardi,  Agustini  y  Cam* . 
pos,  para  que  declaren  respecto  de  la  muerte  de  Lorenzo  Piola; 
y  á  los  señores  Brescia  y  Carbone  acerca  del  saqueo,  con  sujeciófl 
al  interrogatorio  por  él  formulado. 

2?  que  de  los  tres  primeros  testigos  bóIo  declaran  los  señoreí 
Agustini  y  Debernardi;  y  que  de  su9  declaraciones  no  resulta  en 
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modo  alguno  comprobado  que  intencionalraente  se  diera  muerte 
á  Lorenzo  Piola,  quien,  según  ellos  se  hallaba  en  el  patio  de.  la 
casa  sita  en  la  calle  de  Barbones,  N^  263,jr  con  la  puerta  cerra- 
da cuando  fué  herido. 

3?  que  no  comparecieron  ni  prestaron,  por  lo  tanto,  declara- 
ción ninguna  los  otros  dos  testigos,  respecto  del  saqueo  de  la 
chocolatería. 

Resultando  que  la  muerte  de  Lorenzo  Piola,  si  bien  ocurrió  á 
•onsecuencia  de  dos  balazos  que  recibió,  no  fué  objeto  de  un 
atentado,  sino  de  un  accidente  fortuito  y  desgraciado. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  no  procede  la  presente  reclamación  bajo  ningún 
concepto,  porque  la  muerte  de  Lorenzo  Piola  fué  casual  y  por 
falta  absoluta  de  prueba  en  cuanto  al  saqueo  de  la  chocola- 
tería, y  que,  por  lo  tanto  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú 
no  debe  pagar  cantidad  ninguna,  á  don  Luis  Piola,  por  la  pre- 
sente reclamación. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  UrHbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perú, 
Solivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según 
acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presen- 
te laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  setiembre  de  1901,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  dé  Surraldé. 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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LoímU  arbitral  en  la  rcelamacibn  número  6^,  pr^tefitada  por  don 

Juan  TÍ9Comia  y  compañía 


Don  Juan  Tiscornin,  natural  de  Chiávari,  suldito  italiano,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  I4alia 
en  esta  capital,  según  ronsta  del  certificado  unido  a  su  expedien- 
te, reclama  por  sí  y  á  nombre  de  la  casa  Juan  Tiscornia  y  com- 
pañía del  Callao  y  Cliinabote,  la  cantidad  de  dos  rail  diez  y  ocho 
solo^,  sesenta  y  nueve  centavos  (S.  2.018.G9)  valor  de  cupos  y 
exacciones  sobre  mercaderías  qut  les  fnermí  impuestos  por  jtfw 
del  partido  beligerante  coalicionista,  durante  la  guerra  civil  dt 
1894-95;  reclama  también  los  inki'#í¿es  sobre  dicha  suma. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  go- 
b'enio  del  Perú>  objetando  algunas  de  las  partidas  que  formaa 
pfxr^  de  la  redamación  y  o|  oniéndose  al  pago  de  intereses,  por 
ía  ripüíR  del  reclamante  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1*  í^jMo  K  d  iiiT»!  nios  obtcnitlos  indir<in  oslar  <'oní<lituidos  por 
¡ln*i^n'»s  ¡:i  c:ísa  j:iiin  Tis<ornin  y  rompnñía. 

2?  que  fon  aton^^liMí  s  Ijik  int'orniiKitní  s  formuladas  por  el 
nbf»2H(!ofil(  tVnsf*r  «I»  1  tiobierno  lU-l  V^  rn,  n.^prcto  de  algíinas  íU 
las  psrti'Iíis  q^?.  .st.riala  y  en  las  q':e  fe  iní-liiyo])  las  dos  últiíaas 
que  *»n  po-toriures  á  In  termiuaí-ión  en  ÍJma  de  la  contienfla. 

3?  qno  las  demás  csl;ín  comprejidirlas  en  el  artículo  IV  d^l 
traUdo  ¡ía!'»  pí^niano  vigente. 

4*  que  no  son  íIo  abono  los  intere«c^  ni  díulos  indirectos. 

Dtíuntivamentv  filiando: 

Iv-cjiíro  quo  J  Gobierno  ^lo  )a  !{<|»úl.]ica  dtl  Perú  dobe  pagar 
á  <li  n  J'iah  Ti<!roin:n  y  compañía  la  oantidjid  tle  mil  ochocicn- 
t-  K  oíluiiía  y  un  soles  y  veinte  rcr.tnvo?»  (S.  1881.20)  en  las  con- 
dicionfs  establecidas  poV  el  protocolo  de  arbiírajt^  de  25  de  no- 
vicuíbre  do  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Qil  de  Uríban-^i 

(I>.  S.) 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  qne  «^1 
Exorno,  sefiordon  Ramiro  Gil  de  Uríbarri  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Períi,  Bo^ 
7ia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  fiobierno  de  la 
República  del  Pera  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  según  acuer- 
do diplomático  de  veinticinco  de  noviembre  do  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  nrmas,  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  en  el  día  de  hoy,  trein- 
ta de  setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  dil 
mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  liurrakU, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  ífí  65 ^  prtt^niada  por  drm 

Carloi  Yon 


Don  Carlos  Yon,  natural  de  Piedicavalio,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nac'ionalida<l  de  la  Renl  Legación  de 
Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  A  su  ex- 
pediente, reclama  la  cantidad  de  cuatro  mil  soles  (S.  4.00^0»  ^^^ 
motivo  de  la  destn^cción  de  su  casa,  sita  en  Piscobamb^i,  llevada 
á  cabo  por  las  fuerzas  que  mandaba  •!  Bubprefecto,  h  la  sazón  d« 
dicho  lugar,  don  Manuel  Duran,  y  por  el  saqueo  del  niobiüario 
y  demás  efectos  en  ella  contenido»,  lo  cual  ocuirió  en  el  mes  de 
diciembre  de  1894. 

Visto  el  expediente  y  h\  información  tettifieal;  c^l  alegato  íel 
abogado  defensor  «leí  Gobierno  Pero,  oponiéndose;  la  réplica  que 
A  nombre  de  la  vitidn  de  darlos  Yon,  d'^fia  liOrenza  Estrada,  ha 
\  formulado  el  d«  ctor  don  J,  Matías  Lt^n;  y  la  drt plica  de   aquél. 

Coní-ideranlo: 

1?  que  el  h(clio  de  haber  fallecido  iloi)  Cario?  Yon,  no  annla 
8U  reolamación,  por  cuanto  no  se  separó  su  expevliente  al  verifi- 
carse ti  examen  y  entrega  al  arbitro  de  los  que  Hurón  compren- 
didos en  el  protocolo  6  acuerdo  diplomático,  fiTma<lo  el  25  de  no- 
riembre  de  18^9  por  las  altas  partes  contratantch,  para  el  ffíllo 
arbitral,  lo  que  prueba  la  voluntad  de  las  mismas  dt  dar  facnl- 
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tad  al  arbitro  para  decidir  sobre  el  fondo  de  esta  reclamación, 
reconociendo  á  los  causa-habientes  de  Yon  en  los  derechos  que 
al  finado  hubieran  de  corresponder. 

2?  que  si  bien  es  cierto  que  existe  oposición  entre  el  código  ci- 
vil ¡jeruano,  que  declara  peruana  la  viuda  de  extranjero  nacida 
en  el  Perú,  y  el  código  civil  italiano  que  considera  italiana  la 
viuda  del  italiano  aun  cuando  fuera  extranjera,  antes  de  contraer 
nií.trimonio  con  doña  Lorenza  Estrada  no  aparece  en  e?to? 
autos  reclamando  por  sus  propios  bienes,  sino  á  virtud  de  la  re- 
iue£cntacióji  que  la  ley  le  confiere  para  defender  los  intereses  de 
fcUb  hijos  legítimos,  sosteniendo  las  acciones  que  á  ellus  corres- 
ponden, como  subditos  italianos,  y  son  las  misnaas  que  corres- 
pondían á  su  finado  esposo  don  Carlos  Yon;  y,  por  lo  tanto,  lo 
que  interesa  decidir  no  es  la  nacionalidad  de  la  madre,  sino  la  de 
sus  hijos  legítimos  en   el  momento  de  nacer. 

o''  que  si  bien,  cuando  surge  un  conflicto  por  atribuir  a  un 
mi-mo  individuo  las  leyes  de  dos  estados  de  distinta  na donaliJi'd 
los  tribunak'S  do  cada  uno  ellos  aplicarían  su  propia  ley,  no  su- 
cedería lo  ]nismo  si  interviniere  en  la  resolución  del  conliicto  un 
tribunal  arbitral,  el  cual  se  sujetaría  en  la  decisión  á  los  princi- 
pios del  derecho  internacional;  y  siendo  entre  estos  universal- 
mente  aceptado  que  el  hijo  legítimo  adquiere  con  el  nacimiento 
la  nacionalidad  que  en  aquel  momento  tuviere  el  padre,  y  en- 
contrándose en  esto  caso  los  hijos  legítimos  de  don  Carlos 
Yon,  y  siendo  este  fallo  arbitral,  sin  otras  reglas  quo  las 
señaladas  en  el  artículo  2?  del  protocolo  de  25  de  noviembre 
de  1899,  declaro  que  los  hijos  de  don  Carlos  Yon,  como  herede- 
ros de  éste  y  como  italianos,  tienen  derecho  á  ser  representados 
por  su  madre  en  el  presente  arbitraje. 

4^^  que  la  nacionalidad  del  reclamante  don  Carlos  Yon,  está 
comprobada  por  el  certificado  de  inscripción  en  el  registro  de  la 
Real  Legación  de  Italia  en  esta  capital,  que  acompaña  al  expe- 
diente, y  no  existiendo  prueba  que  impugne  la  neutralidad  de 
aquél,  su  reclamación  llena  los  requisitos  señalados  en  el  artículo 
2?  del  mencionado  protocolo  de  arbitraje. 

5?  que  de  la  información  incoada  en  Piscobamba  á  instancia 
del  mismo  don  Carlos  Yon,  resulta  probado  el  hecho  de  la  de- 
tracción de  su  casa  por  las  fuerzas  que  á  las  órdenes  del  aubprefeo- 
to  y  que  no  se  atendió  4  su  demanda  de  juicio  pericial,  lo  qae  im- 

Slica  una  denegación  de  jasticiai  resultando  sin  embargo  proba- 
o  que  la  casa  yalía  cuatrocientoB  soles  (3.  400). 
6-  que  aun  cuando  no  fuese  el  valor  actual  del  mobiliario  y 
efectos  en  la  casa  contenidos  el  de  tres  mil  seiscientos  (SLS.OOO) 
que  con  los  (S.  40(Q  del  vaJor  de  la  fincia,  forman  un  total  i»  B. 


\ 
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4.000  que  carlos  Yon  reclamaba,  está  fuera  de  toda  duda  el  de- 
recho que  al  reclamante  6  á  sus  cansa-habientes  asiste,  de  ser  iiv 
demnizados  por  tales  perjuicios. 

7^  que  no  puede  tomarse  en  cuanta  la  información  actuada  á 
instancias  de  la  viuda  dofía  Lorenza  Estrada,  por  cuanto  el  inte- 
rrogatorio por  la  misma  formulado  se  aparta,  en  varios  puntos, 
esenciales  de  lo  manifestado  por  el  mismo  Yon. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  é  hijos  legítimos  de  don  Carlos  Yon,  en  su  raalrimo- 
nio  habidos,  previa  comprobación  de  la  personería  jurídica  de 
aquella  y  de  la  legitimidad  de  los  hijos,  ó  por  declaración  de  la 
Real  Legación  de  Italia  que  los  ampara,  y  á  satisfacción  del  go- 
bierno del  Perú,  la  suma  de  dos  mil  doscientos  soles  (S.  2.200) 
plata,  en  las  condiciones  establecidas  por  el  protocolo  de  25  de 
noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos 
uno. 

jRamiro  Qil  de  IMbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  Católica  en  el  Perí, 
Bdivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  segúa 
Acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  firmado, 
rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el  presente 
laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de 
mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leil  J.  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 
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Reclamación  número  S^-y  preiéntada  por  don  télix  Bragagnini 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje  entre  el  Gobierno 
de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia, 
con  motivo  de  la  guerra  civil  de  1894-95,  certificamos:  que,  se- 
gún copia  legalizada,  por  la  legación  de  Italia,  de  una  «arta  diri- 
gida al  Excmo.  señor  Ministro,  comendador  G.  Pirrone,  por  don 
Félix  Bragagnini,  á  23  de  febrero  de  1900,  en  nombre  de  su  se- 
fior  padre  ha  renunciado  á  la  reclamación  que  tenía  presentada 
sin  designar  cantidad,  por  malos  tratos  á  fin  de  inducirle  á  en- 
tregar dos  mil  soles,  que  no  pagó. 

En  fé  de  lo  cual,  firmamos  el  presente  en  Lima,  á  treinta  de 
setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Julio  Lea\^  J.  de  Iturraldé 

(L.  S)  (L.  S.) 


Laudo  arbUral  en  la  reclamacifm   N^  66,  presentada  por  den 

Tito  Resasco  y  don  Juan  Reverditto 


Don  Tito  Resasco,  natural  de  Genova,  y  don  Juan  Reverditto, 
natural  de  Buenos  Aires,  ambos  subditos  italianos,  inscritos  en 
el  registro  de  nacionalidad  de  la  agencia  consular  de  Italia  ea 
Moquegua,  según  consta  de  los  certificados  unidos  á  su  expedien- 
te, reclaman  la  cantidad  de  doscientos  veinte  soles  (S/.  220),  por 
el  empréstito  iorzoso  qne  les  fué  impuesto  por  don  Domingo  de 
la  Flor,  subprefecto  é  intendente  de  Moqueííua»  el  12  de  febrero 
de  1895. 

Visto  el  expediente  y  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  reconociendo  esta  reclamación. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  <iel  Perú  debe  pagar 
&   los   señor^«  n^<^f^^co  y  Reverditto,   la  cantidad   de  doscientc» 
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Yeinte  soles   (S/.  220),  por  su  reclamación,   en  las  condiciones 
establecidas  por  el  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899. 
Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  G.   de  Uribarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uribarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pero,  Bolivia  y  Ecuador,  df^signado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  do  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
boy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  dé  Iturraldé 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclamación  N^  67,  presentada  par  don, 

Manuel    Badaracco. 


Don  Manuel  Badaracco,  natural  de  Recco,  subdito  italiano, 
inscrito  ep  el  registro  de  üacionalidad  de  la  real  legación  de  Ita- 
lia, en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, reclama  la  cantidad  de  dos  mil  ciento  cincuenta  y  cuatro 
soles  (S/.  2,154),  por  el  impuesto  forzoso  al  ganado  vacuno  de  su 
propiedad,  establecido  por  fuerzas  de  uno  de  los  partidos  belige- 
rantes durante  la  guerra  civil  de  1894-95. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose;  la  réplica  que  á  nombre  de  los 
herederos  del  reclamante,  con  poder  especial  otorgado  por  el  tu- 
tor de  los  menores  hijos  de  Badaracco,  ha  formulado  don  Emilio 
Sequi  y  la  duplica  de  aquél. 
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Considerando: 

1*  que  la  menor  edad  en  que  el  fallecimiento  del  reclamante 
ha  dejado  á  sus  hijos  legítimos,  confirma  la  nacionalidad  italia- 
na que  á  éstos  corresponde  por  encontrarse  bajo  la  patria  potes- 
tad, y  por  ser  principio  de  derecho  internacional,  umversalmente 
reconocido  y  aplicable  por  un  tribunal  arbitral  que  estatuye  en 
caso  de  conflicto  de  legislaciones  con  arreglo  é  ellos,  que  el  hijo 
legítimo  adquiera  con  el  nacimiento  la  nacionalidad  que  en  aqnel 
momento  tenía  el  padre,  siendo  por  lo  tanto  ellos  los  que  tienen 
derecho  é  las  reclamaciones  que  á  favor  de  su  difunto  padre 
puedan  reconocerse. 

2^  que  de  las  Informaciones  adquiridas  por  la  comisión  oficial 
peruana,  nombrada  en  8  de  junio  de  1895,  resulta  plenamente 
justificada  esta  reclamación,  como  lo  reconoció  la  precitada 
comisión. 

3?  que  la  observación  formulada  por  el  abogado  defensor  del 
(íobiemo  del  Perú,  en  cuanto  á  la  nulidad  del  poder  otorgado 
por  don  Qottardo  Badaracco  y  á  la  representación  asumida  por 
don  Emilio  Sequi,  no  afecta  el  fondo  de  la  cuestión  ni  á  los  de- 
rechos de  los  hijos  del  reclamante. 

4í  que,  según  nota  oficial  dirigida  al  arbitro  por  el  Excmo. 
señor  Ministro  de  Italia,  es  la  real  legación  de  dicho  país  la  que 
representa  á  los  menores  y  é  la  viuda. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  la  viuda  é  hijos  de  don  Manuel  Badaracco  la  cantidad  de  aot 
mil  ciento  cincuenta  y  cuatro  soles  (S/.  2,154),  en  las  condiciones 
esiablecidas  por  el  protocolo  de  25  de  noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Qil  de  Uríbanri. 
(L.  S.) 


Loe  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  ft:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Estraordi* 
■ario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,   designado  como  arbitro  entre  el   Go- 
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bienio  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  d« 
Italia,  ákgún  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  selledo  con  el  sello  de  sus  propias  ar- 
mas, el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de 
hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejem- 
plares del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Iturralde 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  eix  la  reclamacifm  IP^ÓS,  prentadapor  don 

Frandico  Crocce 


Don  Francisco  Crocce,  natural  de  Roma,  subdito  italiano,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia, 
en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expedien- 
te, reclama  la  cantidad  de  dos  rail  quinientos  soles  por  dinero  en 
efectivo,  alhajas  y  otras  especies  que  dice  le  robaron  de  su  casa, 
sita  en  la  calle  de  Conchucos  del  Cercado,  de  esta  capital,  el  17 
de  marzo  de  1895,  unos  soldados  del  general  Cáceres,  que  hirie- 
ron á  su  esposa,  doña  Griselda  Laso;  y  por  un  caballo  y  una  ye- 
gua con  su  cría  que  manifiesta  le  sustrajeron  otras  fuerzas  beli- 
gerantes. 

Visto  el  expediente  y  la  copia  unida  de  la  información  testifi- 
cal; el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú;  la 
réplica  que  á  nombre  del  reclamante  ha  formulado  el  doctor  don 
J.  Matías  León  y  la  duplica  de  aquél. 

Considerando: 

1^  que  no  resulta  contradicción  entre  el  testimonio  firmado 
por  los  tenientes  coroneles  Bermúdez  y  Arguedaa,  relativo  á  tres 
bestias  tomadas  al  reclamante,  y  lo  expuesto  por  éste  en  su  re- 
clamación, siendo  así  que  dice  le  fueron  tomadas  un  caballo  y 
una  yegua  con  su  cría. 

2®  que  si  bien  no  puede  tomarse  en  cuenta  la  declaración  del 
teniente  Cornejo,  en  cuanto  al  valor  de  los  efectos  que  se  hubie- 
ren sustraído  al  reclamante,  aún  teniendo  presente  las  observa- 
ciones expuestas  por  el  abogado  del  Gobierno  en  la  última  parte 
je  la  duplica,  respecto  de  la  conducta  é  inacción  del  precitado 
eniente,   en  el  hecho  que  por  su  propia  declaración  asevera,  es 
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indicio  bastante  para  tener  por  cierto  que  algún  daño  se  hizo  en 
la  casa  de  Crocce;  y  viene  á  relacionarse  esto  con  los  certmcados 
facultativos  del  señor  doctor  Galindo  y  del  médico  del  hospital 
de  Santa  Ana,  doctor  Gómez  Sánchez,  quienes  dan  fé,  especial- 
mente el  primero,  de  las  varias  contusiones,  algunas  de  gran  di- 
mensión, y  depresión  de  las  costillas  del  lado  izquierdo,  inferi- 
das á  la  esposa  del  reclamante;  y  que  aún  suponiendo  que  loB 
soldados  que  tales  actos  ejecutaron  no  hubieran  actuado  bajo  laa 
órdenes  de  ningún  oficial,  quedó  impune  un  hecho  que  merecía 
castigo. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pi^ar 
á  don  Francisco  Crocce  la  cantidad  de  cuatrocientos  sesenta 
■oles  (S.  470)  por  su^reclamación,  en  las  condiciones  estable- 
cidas en   el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientas  uiml 

Ramiro  Gil  de  Uríbarri 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fe:  que  ú 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  dt 
Italia,  segim  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ka  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  do  susjpropias  armas, 
•1  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  do  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  setiembre  de  mil  novecientos  uno  en  siete  ejempla- 
res del  mismo  tenor. 

/.  de  Iturralde  Julio  Leah 

(L.  S:)  (L.  S. 
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Laudo  arbitral  en  la  reclamación  N^  69,  presentada  por  don 

Nicolás  B.  Tealdo  y  C^ 

Los  señores  Nicolás  B.  Tealdo,  y  compañía,  subditos  italianos, 
según  consta  del  certificado  expedido  por  Real  Legación  de  Italia 
en  esta  capital,  unido  al  expediente  número  40  de  la  misma  casa 
y  á  favor  de  don  Miguel  N.  Tealdo,  natural  de  Masso  Castiglio- 
ni,  quien  la  representa  durante  la  ausencia  de  don  Nicolás  B. 
Tealdo,  reclama  la  cantidad  de  doscientos  soles  (S.  200),  que  á 
título  de  contribución  extraordinaria,  les  impuso  en  Tarma,  á  20 
de  Octubre  de  1894,  el  entonces  jefe  político  y  militar  don  Artu- 
ro Arróspide. 

Visto  el  expediente;  el  recibo  que  se  acompaña,  firmado  por  el 
señor  Arróspide,  declarando  ser  cierto  el  impuesto;  el  documento 
de  folios  4,  5,  6  y  6  vuelta,  que  confirma  la  exacción  terminante- 
mente; el  alegato  del  abogado  «lefensor  del  Gobierno  del  Perü, 
oponiéndose;  la  réplica  formulada  por  don  Emilio  Sequi  y  la 
duplica  de  aquel.     " 

Considerando: 

1?  quede  los  informes  adquiridos  resultan  ser  italianos  y  déla 
familia  Tealdo  todos  los  socios. 

2?  que  el  documento  de  folios  tres  es  auténtico  y  prueba  la 
exacción,  contraria  al  artículo  IV  del  tratado  italo-peruano  vi- 
gente. 

3?  que  la  comisión  oficial  peruana,  nombrada  por  supremo  de- 
creto de  8  de  Junio  de  1895,  reconoció  esta  reclamación. 

"Definitivamente  fallairio: 

* 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
doscientos  soles  (S.  200)  á  los  señores  Nicolás  B.  Tealdo  y  compa- 
ñía, en  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo  de  25  de  No- 
viembre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  üríbrtrri. 
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Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el  Perú- 
Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobierno  de 
la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  »■ 
gún  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha  firma- 
do, rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas  el  pre- 
sente laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy,  treinta 
de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares  del 
mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Iturralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbüral  en  la  reclamación  número  70 ^  presentada  por  don 

José  Ri  batió. 


Don  José  Ribatto,  natural  de  Camandone,  subdito  italiano,  ins- 
crito en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de  Ita- 
lia en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su  expe- 
diente, y  en  su  nombre  el  doctor  don  Emilio  Sequi,  debidamente 
facultado  al  efecto,  según  poder  que  acompaña,  otorgado  ante  el 
notario  público  don  Hilario  Gutiérrez,  en  Trujillo,  reclama  por 
instancia  dirigida  al  señor  Ministro  de  Italia,  á  24  de  Abril  de 
1890,  la  cantidad  de  quinientos  treinta  y  cuatro  soles  y  ochenta 
y  ciucu  centavos  (S.  534.85)  con  más  los  intereses,  por  las  sumas 
de  dinero  efectivo  y  telas  de  algodón  y  de  lana  para  el  vestuario 
de  la  tropa  que,  por  fuerza,  dice,  entregó  su  poderdante,  á  finca 
de  1894  y  á  principios  de  1895,  á  los  jefes  de  la  división  coalicio- 
nista del  ejército  del  Norte. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  del  Gobierno  del 
Perú,  oponiéndose;  la  réplica  del  doctor  Sequi  y  la  duplica  de 
aquel. 

Considerando: 

1?  que  si  bien  la  hoja  impiesa  en  forma  de  bando,  unida  al  ex- 
pediente, firmada  por  don  Ananías  Jugo,  en  Ascope,  lugar  de  re- 
sidencia del  reclamante,  á  26  de  Julio  de  1894,  nada  dice  qae 


—  793  — 

referirse  pueda  á  la  reclamación  de  don  José  Ribatto,  demuestra 
que  dicho  señor  Jugo  ejercía  el  cargo  de  jefe  político  y  militar  de 
aquel  departamento  en  la  época  de  la  guerra  civil. 

2?  que  la  factura  que  presenta  el  reclamante  por  la  totalidad 
del  cargo  de  S.  534.85,  está  autorizada  por  el  precitado  señor 
Ananías  Jugo  y  legalizada  la  ñrma  de  dicho  señor  por  don  Os- 
waldo  Seminario,  quien  declara,  en  efecto,  era  jefe  político  y  mi- 
litar del  departamento  de  La  Libertad,  durante  la  campaña  de 
1894-96. 

3?  que  la  expresada  añrmación  dá  valor  á  lo  atestiguado  por 
el  señor  Jugo,  quien  además,  y  según  informes  ñdedignos,  fué  di- 
putado en  la  última  legislatura. 

4?  que  establecida  la  respetabilidad  del  señor  Jugo,  se  deduce 
que  las  partidas  que  figuran  en  la  factura  no  constituyen  présta- 
mo voluntario  ni  de  carácter  particular,  ni  podían  serlo  los  géne- 
ros entregados  para  vestuarios. 

5^  que  no  son  de  abono  en  esta  clase  de  reclamaciones  y  en 
tribunal  arbitral  los  intereses  ni  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  república  del  Perú  debe  pagar 
á  don  José  Ribatto,  la  suma  de  quinientos  treinta  y  cuatro  soles  y 
ochenta  y  cinco  centavos  (S.  534.85),  por  su  reclamación,  en  las 
condiciones  establecidas  en  el  protocolo  de  25  de  Noviembre  de 
1899.       • 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  do  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  Uiíbarri, 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  .Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 

100 
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el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares? 
del  mismo  tenor. 

Julio  Leal.  J.  de  Itnrralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  eii  la  reclamación  núviero  71,  presentada  por  doña 
Carolina  Soria  OalvarrOf  viuda  de  2>-  José  Cresceri, 


Doña  Carolina  Soria  Galvarro,  de  origen  boliviano,  casada  con 
don  José  Cresceri,  natural  do  Margno,  subdito  italiano,  inscrito 
en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  real  legación  de  Italia,  según 
consta  del  certificado  unido  á  su  expediente,  delega  su  acción  por 
poder  especial  debidamente  legalizado  en  la  ciudad  de  La  Paz,  á 
cuatro  de  Marzo  de  mil  novecientos,  ante  el  notario  público  don 
César  Linares,  para  que  el  Excmo.  señor  Com.  G.  Pirrone,  en 
su  calidad  de  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  Italia,  ampare  sus  derechos  y  la  represente  en  este 
arbitraje,  apoyando  su  reclamación  por  la  muerte  dada  ásu  men- 
cionada esposo  don  José  Cresceri,  el  3  de  Setiembre  de  1894,  en 
la  rebelión  habida  á  bordo  del  vapor  Coya  en  el  ^  lago  Titi- 
caca. 

Visto  el  expediente  y  la  información  judicial  actuada  á  instan- 
cia de  doña  Carolina  Soria  Galvarro,  como  viuda  do  don  José 
Cresceri,  ante  el  juez  instructor  de  La  Paz,  en  Octubre  de  1894; 
el  alegato  del  abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  impug- 
nando la  nacionalidad  de  la  reclamante,  la  prueba  actuada  en 
La  Paz  y  la  causa  determinante  do  la  muerte  de  Cresceri:  vista 
la  réplica  formulada  por  el  abogado  consultor  de  la  Keal  Lega- 
ción de  Italia,  don  J.  Matías  León,  y  la  duplicado  aquél. 

Considerando: 

1-  qu«  la  nacionalidad  italiana  de  don  José  Cresceri  está  de- 
terminada por  el  certificado  unido  al  expediente,  del  que  resulta 
que  fué  neutral  en  la  contienda  civil  del  Perú  en  1894-95  y  en  la 
lucha  surgida  á  bordo  del  vapor  Coya^  en  Setiembre  de  1894. 

2°  que  si  bien  no  aparece  en  el  expediente  ningún  documento 
que  de  manera  expresa  diga  que  doña  Carolina  Soria  y  Galva- 
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rro,  que  actúa  como  viuda  de  don  José  Cresceri,  se  haya  inscrito 
en  parte  alguna  como  italiana,  después  de  la  muerte  de  éste,  infl- 
cripción  que  no  es  necesaria,  por  las  leyes  italianas,  para  que  la 
yiuda  de  un  italiano  continúe  siendo  considerada  coljo  italiana, 
e&^de  tenerse  por  manifestación  suficiente  de  la  voluntad  de  di- 
cha señora  de  continuar  siendo  italiana,  el  hecho  de  hrber  acu- 
dido oportunamente  á  la  legación  do  Italia  en  esta  capital,  recla- 
mando por  la  muerte  de  Cresceri,  de  lo  queda  constancia  la  nota 
diplomática  de  dicha  legación  al  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Perú,  que  corre  á  folios  seis  del  expediento,  y  el  hecho 
posterior  de  conferir  la  expresada  señora  doña  Ci;rolina  Soria  y 
Galvarro  un  poder  especial  para  que,  en  su  reclamación  y  en  el 
arbitraje,  ampare  sus  derechos  y  la  represente  el  señor  Ministro 
de  Italia  en  el  Perú. 

3?  que  si  bien  las  leyes  del  Perú  y  de  Bolivia  no  reconocen 
como  extranjera  la  peruana  ó  boliviana  después  de  la  muerte  de 
su  esposo  si  éste  fuese  extranjero;  y  cada  estado,  on  presencia  de 
conflicto  cual  el  que  surge  ahora  ccn  la  ley  italiana,  al  respecto, 
resolvería  la  cuestión  por  su  propia  ley,  no  e&  del  moi|iento  to- 
mar en  consideración  la  ley  boliviana,  por  cuanto  no  se  trata  de 
asunto  alguno  en  que  el  gobierno  de  Bolivia  tenga  intervención, 
ni  ha  manifestado  tal  propósito  ni  anti  él  reclama  la  recurrente, 
quién  sólo,  á  título  de  identidad  de  })Orsonn,  dice  en  su  instancia 
al  señor  juez  instructor  de  La  Paz,  que  es  boliviana  do  origen, 
pero  comparece  invocando  su  condición  de  esposa  legítima  de 
don  José  Cresceri,  lo  cual  es  causa  determinante  bastante  para 
tener  por  cierto  que  su  volunt  d  es  continuar  siendo  italiana, 
por  lo  que  debe  reconocérsele  esta  nacionalidad  de  donóle  deriva 
su  derecho  á  la  reclamación  que  oportunamente  presentó,  que 
desde  un  principio  patrocina  la  legación  de  Italia,  y  cuyo  expe- 
diente, previo  examen  llevado  u  eal)o  en  el  Ministerio  <lo  Rela- 
ciones Exteriores,  fue  entregado  al  arbitro,  con  los  deUiás  que,  á 
virtud  del  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
constituyen  el  presente  arbitraje. 

4^  que  tratándose  del  caso  especial  de  haber  sido  muerto  don 
José  Cresceri,  subdito  italiano,  á  bordo  de  un  buque  peruano,  en 
aguas  jurisdiccionales  peruanas  del  puerto  de  Puno  y  en  reyerta 
por  rebelión  entre  fuerzas  beligerantes  peruanas;  no  siendo  pe- 
ruana de  nacimiento,  ni  teniendo  origen  peruano  la  recurrente, 
no  correspondería  de  manera  ninguna  aplicarle  la  ley  peruana, 
que  se  limita  á  no  reconocer  como  extranjera  la  peruana  viuda 
de  un  extranjero,  y  por  el  hecho  mismo  de  ser  la  viuda  de  Gres 
cert,  de  origen  extranjero  aunque  no  italiano,  cualquiera  sea  ei 
concepto  de  la  ley  de  su  país  de  origen,  habría  de  ser  tenida  poj 
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italiana  para  el  caso  en  cuestión,  como  lo  era  efectivamente  y  en 
el  momento  en  que  se  dio  muerte  á  su  esposo. 

5?  que  á  pesar  de  hallarse  en  Bolivia  la  recurrente,  por  lo  que 
allí  y  á  instancia  suya  se  instruyó  la  información  testifical  men- 
cionada, ante  autoridad  judicial  competente,  no  recurrió  al  go- 
bierno de  Bolivia,  su  país  de  origen,  en  demanda  de  protección, 
lo  cual  determina  su  voluntad  de  no  prevalerse  de  la  facultad 
que  aquellas  leyes  le  conceden,  y  esto,  y  el  hecho  de  acudir  ex- 
presa y  directamente  á  la  real  legación  de  Italia,  confirma  su  re- 
solución de  continuar  siendo  italiana;  y  correspondiendo  la  reso- 
lución, en  conflicto  de  esta  naturaleza,  al  tribunal  arbitral  ante 
el  cual  se  someten,  declaro  que,  para  el  caso  presente  debe  ser 
considerada  como  italiana  doña  Carolina  Soria  y  Galvarro,  á 
condición,  bien  entendido,  de  que  en  el  término  de  noventa  días 
á  contar  de  la  fecha  en  que  se  le  comunique  el  presente  laudo, 
ha  de  producir,  ^jor  medio  de  la  real  legación  de  Italia  en  esta 
rapital,  ante  el  gobierno  del  Perú,  el  acta  de  matrimonio  debi- 
damente legalizada,  que  legalmente  pruebe  que  era  la  esposa  le- 
gítima del  subdito  italiano  don  José  Cresceri. 

6?  que  el  certificado  que  se  agregó  al  expediente  expedido  por 
el  capitán  del  vapor  Ctoj/a,  á  instancia  del  agente  consular  de 
Italia  en  La  Paz  y  debidamente  legalizado,  dice  textualmente: 
«que  el  subdito  italiano  don  José  Cresceri,  falleció  á  bordo  del 
vapor  Coya^  en  la  revolución  de  3  de  Setiembre  de  1894.» 

79  que  de  la  información  judicial  de  folios  1  al  7  inclusive,  re- 
sulta que,  obligado  por  don  Belisaxio  Barriga,  jefe  de  las  fuerzas 
coalicionistas,  don  José  Cresceri,  á  quien  aquél  designara  por  su 
calidad  neutral  de  extranjero,  se  adelanto,  como  emisario  de  paz, 
para  parlamentar  con  las  fuerzas  del  gobierno,  y  al  fuego  que 
éstas  hicieron  fue  herido  y  muerto. 

8?  que  la  lucha  armada,  allí  sostenida  entre  las  fuerzas  coali- 
cionistas que  se  hallaban  á  bordo  del  Coya  y  fuerzas  del  gobierno 
del  Perú,  de  guarnición  en  Puno,  no  puede  ser  considerada  como 
batalla  canijml  cuyos  fuegos  puedan  causar  muerta  por  accidente 
á  personas  extrañas  á  la  contienda,  ni  puede  declararse  irrespon- 
sables al  jefe  6  jefes  de  la  fuerza  militar  del  gobierno,  de  guarni- 
ción en  Puno,  desde  que  no  consta  de  manera  ninguna  que  se 
hubiera  intimado  a  los  pasajeros  del  Coya^  extraños  á  toda  causa 
política  y  á  los  extranjeros,  mujeres  y  niños,  á  retirarse  y  ponerse 
á  salvo  antes  de  romper  los  fuegos. 

99  que,  aún  cuando  sea  bajo  este  punto  de  vista,  incumbe  res- 
ponsabilidad á  dichos  jefes  y  tal  responsabilidad  recae  sobre  el 
gobierno,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  aquella  falta  de 
intimación  dio  lugar  a  que  se  obligara  á  un  extranjero  neutral, 
pacífico  é  indeFenso,  á  constituirse  en  emisario  de  paz  y  que  así, 
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la  falta  de  intimaciÓD,  fue  causa,  si  no  directa,   determinaute  de 
su  muerte. 

10?  que  incumbe  igualmente  responsabilidad  al  jefe  de  las 
fuerzas  coalicionistas,  no  sólo  por  el  hecho  de  haber  obligado  á 
un  extranjero,  extraño  á  la  contienda  y  á  toda  ingerencia  polí- 
tica, á  desempeñar  tan  arriesgada  empresa,  sino  por  no  haber  to- 
mado las  precauciones  que  en  tales  casos  deben  tomarse  para 
asegurar  la  vida  del  emisario. 

11^  que  aun  ouando  atenúe  la  gravedad  de  la  responsabilidad 
de  las  tropas  el  hecho  de  no  haberse  probado  que  hicieran  fuego 
intencional  y  deliberadamente  sobre  José  Cresceri  ni  con  ánimo 
de  matarlo,  no  consta  tampoco  que  el  Gobierno  del  Perú  se  haya 
ocupado  del  asunto,  en  modo  alguno,  para  ver  de  averiguar 
quién  fue  culpable  de  la  muerte  de  Cresceri,  y,  depurada  la  ver- 
dad, proceder  á  lo  que  hubiere  lugar. 

12?  que  de  lo  expuesto  y  en  este  concepto,  cuando  menos,  y  aun 
atribuyendo  defectos  de  sustanciación  á  la  información  testifical, 
actuada  en  La  Paz,  que  no  por  ello  anularía  el  efecto  probatorio, 
resulta  responsabilidad  que  recae  sobre  el  Gobierno  del  Perú,  por 
negligencia  de  los  mencionados  jefes  del  buque  peruano  Coya, 
quien  debió  hacer  cuanto  de  su  parte  estuviera  para  poner  á  sal- 
vo la  vida  de  los  pasajeros,  lo  cual  no  consta  que  lo  hiciera;  y 
por  falta  de  depuración  de  los  hechos;  y  teniendo  en  cuenta  que 
según  la  declaración  de  fojas  5  y  la  comunicación  del  agente 
consular  de  Italia  en  La  Paz  al  señor  Ministro  en  Lima,  agrega- 
da al  expediente,  resulta  que  José  Cresceri  era  afinador  de  pia- 
nos y  carecía  en  absoluto  de  todo  elemento  de  subsistencia,  lo  que 
permite  calcular  cuáles  pudieran  ser  sus  modestas  ganancias. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  doña  Carolina  Soria  y  Galvairo  la  cantidad  de  dos  mil  soles 
(S.  2,000),  previa  comprobación  de  ser  la  viuda  de  don  José  Cres- 
ceri y  en  las  condiciones  establecidas  en  el  protocolo  de  25  de  No- 
viembre de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Oil  de  Uríbarri, 
(L.  8.) 
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Lo8  infmscritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  íé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  üríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Pera,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Gobi^ 
no  de  la  República  del  Pera  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Ita- 
lia, según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899,  ha 
firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  propias  armas,  el 
presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
iel  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J,  de  Ituiralde. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Laudo  arbitral  en  la  reclammci&a  N^  79 j  preaetUada  por  don 

José  Noceíti. 


Don  José  Nocetti,  natural  de  Sestri  Ponente,  subdito  italianoi 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de  la  Real  Legación  de 
Italia,  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  su 
WLpedieute,  reclama  la  cantidad  de  ciento  ochenta  soles  (S.  180) 
valor  de  dos  caballos  de  que,  en  su  instancia  al^  señor  Ministro 
de  Italia,  dice  fué  despojado  por  fuerzas  militares  coalicionistas. 

Visto  el  expediente;  el  alegato  del  abogado  defensor  del  Go- 
bierno del  Perú,  oponiéndose. 

Considerando: 

1?  que  el  reclamante  dice,  en  su  instancia  dé  folios  1,  al  sefíor 
Ministro  de  Italia,  que  fué  despojado  de  dos  caballos  por  las  fuer- 
zas coalicionistas,  y  que  vendió  más  de  400  cápsulas  al  jefe  de 
dicha  división. 

2?  que  en  instancia  de  folios  6  al  señor  presidente  de  la  comi- 
sión oficial  peruana,  nombraba  en  8  de  Junio  de  1895,  dice  que 
contribuyó  á  recolectar  cápsulas  para  las  fuerzas  de  la  coalición, 
sacándolas  por  sí  mismo  y  entregándolas  en  la  Taboada  al  jefe 
de  dichas  fuerzas;  y  que  el  mayor  Castro,  con  otros  salieron  de 
su  casa  á  caballo  y  armados  de  rifle,  añadiendo  que  en  la  ha- 
cienda Oquendo  le  tomaron  un  caballo  y  una  yegua. 
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3?  que  el  reclamante  no  se  ha  presentado  al  arbitro  ni  en  la 
Legación  de  Italia,  á  pesar  de  haber  sido  requerido  varias  veces, 
ni  ha  sido  posible  obtener  de  él  explicación  ninguna. 

49  que  de  su  instancia  al  señor  presidente  de  la  mencionada 
comisión,  resulta  por  su  propia  confesión,  que  quebrantó  la  neu- 
tralidad á  que  por  su  condición  de  extranjero  estaba  obligado. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  no  está  obli- 
gado á  pagar  cantidad  alguna  á  don  José  Nocetti  por  su  reclama- 
eión. 

Dado  en  Lima,  4  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
uno. 

Mamiro  Qil  de  Uríbarri. 
(L.  S.) 


Los  infrascritos,  Secretarios  en  el  arbitraje,  damos  fé:  que  el 
Excmo.  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católica  en  el 
Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre  el  Go- 
bierno de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey  de 
Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  de  1899, 
ha  firmado,  rubricado  y  sellado  con  el  sello  de  sus  propias  armas, 
el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el  día  de  hoy, 
treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete  ejemplares 
del  mismo  tenor. 

Julio  LeaL  J.  dé  Jturralde. 

(L.  8.)  (L.  8.) 


Lm^lo  arhüral  en  la  rtclamadón  número  73,  prueniada  por  don 

Luis  Arata. 


Don  Luis  Arata,  natural  de  Robecco  Pabesé,  subdito  italiano, 
inscrito  en  el  registro  de  nacionalidad  de   la  Real   Legación  de 


,  ■»  • 
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Italia  en  esta  capital,  según  consta  del  certificado  unido  á  eu  ex- 
pediente, reclama,  además  de  cuatrocientos  soles,  los  daños  y  per- 
juicios sufridos  por  su  detención  y  por  la  sustracción  del  caballo 
de  su  propiedad,  por  orden  del  coronel  Oré,  durante  la  guerra  ci- 
vil de  1894-95. 

Visto  el  expediente  y  la  información  testifical;  el  alegato  des 
abogado  defensor  del  Gobierno  del  Perú,  conformándose  con  lol 
documentos  que  acreditan  la  exacción,  pero  oponiéndose  al  pago 
de  perjuicios  indirectos. 

Considerando: 

1?  que  el  empréstito  forzoso  y  la  requisición  militar  que  fuer- 
zas del  coronel  Oré  hicieron  en  los  bienes  del  reclamante,  son 
contrarios  al  artículo  IV  del  tratado  vigente  entre  el  Perú  é  Ita- 
lia. 

2?  que  no  son  de  abono  los  daños  indirectos. 

Definitivamente  fallando: 

Declaro  que  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  debe  pagar 
á  don  Luis  Arata  la  cantidad  de  cuatrocientos  soles  (S.  400)  por 
su  reclamación,  eu  las  condiciones  estipuladas  por  el  protocolo 
de  25  de  Noviembre  de  1899. 

Dado  en  Lima,  á  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno. 

Ramiro  Gil  de  UribarrL 
(L.  S.) 


Los  infrascritos.  Secretarios  en  el  arbitraje,  damo3  fe:  que  el 
Excelentísimo  señor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad  Católi- 
ca en  el  Perú,  Bolivia  y  Ecuador,  designado  como  arbitro  entre 
el  Gobierno  de  la  República  del  Perú  y  el  de  Su  Majestad  el  Rey 
de  Italia,  según  acuerdo  diplomático  de  25  de  Noviembre  d« 
1899,  ha  firmado,  rubricado  y  sellado,  con  el  sello  de  sus  pro- 
pias armas,  el  presente  laudo  arbitral,  en  la  ciudad  de  Lima,  el 
día  de  hoy,  treinta  de  Setiembre  de  mil  novecientos  uno,  en  siete 
ejemplares  del  mismo  tenor. 

Julio  Leal  J.  de  Iturralde. 

(L-  S.)  (L.  S.) 
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Reclamacién  diplomáiica  del  iúbdüo  italiano  don 

Juan  Michelerio — 1899 


Oetaviano  A.  Herrera  y  José  Gabriel  Blanco,  actuarios  del  jui- 
gado  de  1^  instancia  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  certifican: 
que  el  auto  cabeza  de  proceso,  dictado  en  la  denuncia  oficial  d»  la 
subprefectura,  que  se  registra  á  fojas  dos  del  respectivo  expedien- 
te, es  del  tenor  que  sigue:    - 

La  Unióny  dicievibre  18  de  1898, 

Admítase  la  presente  denuncia,  en  cuanto  ha  lugar  en  derecho, 
debiendo  comparecer  los  agraviados  á  prestar  sus  declaraciones 
preventivas  y  los  acusados  las  instructivas  que  les  resj^ectan,  con 
sus  citaciones  y  la  del  promotor  fiscal,  cargo  que  se  confiere  á  don 
Leónidas  J.  Gilez,  quien  prestará  el  juramento  de  h>y;  absuélva- 
se las  citas  que  resulten,  practicándose  por  peritos  nombrados  al 
©fecto  para  el  reconocimiento  de  las  casas  saqueadas  e  incendia- 
das, debiéndose  acreditar  por  los  agraviados  la  preexistencia  de 
las  especies  robadas,  y  líbrese  despacho,  con  trascripción  de  este 
auto,  y  del  decreto  y  oficios  precedentes,  al  juez  de  paz  dt  Tan- 
tamayo,  para  que  proceda,  en  observancia  del  artículo  113  del 
código  de  enjuiciamientos  penal,  oficiándose  á  la  subprefectura  dt 
la  provi«€Ía  para  que  se  entere  de  la  resolución  del  juzgado. 
Actuado  con  testigos. 

Hubn^r. 
Ante  nos. 

Manml  Uavritaga. 
Odamano  A.  JEhrtera. 

Es  copia  fiel  7  legalmeiite  «aoada  de  vx  originali  y  ^uxmwo.  ne- 
cesario noB  Tenutiznoe. 

La  Unión,  dkíembre  88  ée  l£d8. 

C&rnra. 
Jo$éiQnirÍ9l  Mmiao* 


4A1 
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Excmo.  señor  Miuistro  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  Encargado  de 
Negocios  ante  el  Gobierno  de  la  República  del  Perú. 


Juan    Michelerio,   subdito   italiano,  residente  eu  esta  ciudad, 
por  el  presente  escrito,  ante  V.  E.,  con  el  debido  respeto  me  pre- 
Mnto  y  digo:  que,  como  todo  hombre  honrado  de  un  paía  cual- 
quiera del  mundo,  fijé  últimamente  mi  residencia,  desde  ahora 
cinco  años,  en  esla  ciudad,  que  es  capital  de  la  provincia  de  Hua- 
malíes,  en  el  departamento  fluvial  de  Hu4nuco,  de  esta  República 
del  Perú,  implantando  mi  activa  industria  de  comercio  con  mer- 
caderías europeas  y  propias  del  territorio,  sin  que  hubiese  sufrido 
quiebra  alguna  y  menos  dado  indicios  de   motivo   para   que  sus 
ciudadanos  naturales  y  los  connaturalixados  mostrasen  signos  de 
desconfianza,  rencor,  odiosidad,  ó  de  actos  contrarios  á  la  ley  del 
Estado,  é  la  sociedad  y  &  la  moral;  habiendo  observado  la  misma 
conducta  en  las  demfia  ciudades  como  Trujillo,  lluaraz  y  otras, 
donde  tambión  he  vivido  por  algún  tiempo,  desde  el  año  1890, 
en  que  toqué  por  esta  generosa  y  hf»spitalaria  Repúblic-,   tratán- 
dose especialmente  de  sus  hombres  públicos  y   ciudadanos  nota- 
bles. Mas  la  infelicidad  de  mi  suerte  y  la  desventura  de  mi  in- 
dustria habían  sido  reservadas  para  el  13  de  diciembre  del  ano 
próximo  {)asado,  día  bastante   trágico  para   mí   y  de   triste  lo* 
cordación. 

En  efecto,  Excmo.  señor,  manifestada  ante  todos  la  honradex 
do  mis  acto?,  el  digno  y  conocido  comerciante  de  esta  plaza  don 
Julián  Vidal  no  trepidó  en  protegerme  con  la  cantidad  de  más 
de  S.  4,000  de  plata  que.  agrf*gados  á  los  dos  mil  que  tenía  de 
capital,  formaban  un  totai  uc  ¿..o  .,..!  í.í^c;  y  cuando  en  octubre 
del  97  se  hizo  cargo,  como  rematista,  de  la  recaudación  del  im- 
puesto á  la  coca  de  las  montañas  de  esta  provincia,  creado  por 
ley  del  Estado  de  8  de  noviembre  de  1800.  para  la  instrucción  d# 
las  doe  provincias  de'Hiiamalíes  y  Dos  de  Mayo,nje  constituyó  je- 
fe de  dicha  recaudación,  estableciendo  la  oficina  resjxíciiva  eo 
el  punto  de  Carpa,  de  la  jurisdicción  del  Dos  de  May^,  Intriir 
distante  ocho  leguas  de  Monzón,  ites  de  Tantamavo,  pcís  de  Cha- 
YÍn  y  doce  de  esta  (*¡udad. 

Desde  aquel  año,  htista  el  13  de  diciembre  citadn,  permanecí 
en  dieho  lugar  sin  novedad  alguna,  fomentando  tMi  !níiy«»r  eí^rala 
m  s  negoeiíís  mercantiles  coT»sorvando  U>do  el  frutft  do  ini  tmlMi- 
jo  adquirido  en  muchos  año?,  como  dinero  efectivo,  varios  di.cu- 
«entos  de  valor  y  las  materias  de  mi  negocio  actual  en  s-^la  la 
habitación  donde  residía;  pero  dv  sírraciadamentc  en    la  fecha  ci- 
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lada,  mientras  mi  ausencia  por  el  pueblo  de  Uco,  de  la  provicnin 
de  Huari,  los  de  Monzón  y  Huamalíes,  en  el  número  de  400  hom- 
bres, más  ó  menos,  armados  de  rifles,  escopetas,   rejones  y  palos, 
«o  habían  dirigido  á  deshoras  de  la  noche  ú  mi  habitación  y  con- 
sumado los  delitos  de  atnque  de  domicilio,  en  sedición,  incendio, 
saqueo^  motín  y  otros  condenados  por  el  derecho  penal  de  todas 
las  naciones,  habiendo  dejado  en  escombros  mi  incendiada  casa, 
de  donde  en  polvoroso  viento  se  levantaban  tan  solo  las  humean- 
tes cenizas  de  incendio  y  latrocinio.     No  sólo  con  esto  se  confor- 
maron, sino  que,  de  común  acuerdo  en  que  se  hallaban  con  los 
pueblos  de  Tantamayo  y  Chavín  del  Dos  de  Mayo,  una  vez  que 
yo  regro;sé  de  mi  viAje  á  ver  los  <l<\'*pojos  de  mi  habitación,  se  lan* 
zaron  eft  mayor   número   con    el    ánimo  decidido  de  victimar- 
me; y  si  es  que  por  la  felicidad  de  mi  vida  y  el  auxilio  de  la  pro- 
videncia, no  hubiese  tomado  vuelo  ventajoso  á  la  persecución  de 
ellos,  que  á  balazos  me  seguían,  tal  voz»  hoy   hubiera  descansado 
en  el  sueño  eterno  del  olvido;  y  llegó  el  crimen  de  aquellos  has- 
te  el  extremo  de  incendiar  y  demoler  desde  los  cimientos  todas 
las  casas  que  existían  en  aquel  lugar  en  el  número  de  siete,  s» 
pretexto  de  tener  yo  amistad  con  los  dueños  y  ser   vecinos  míoi, 
convirtiéndose  aquel  hermoso  sitio  de  trabajo   y  adelanto  comer- 
cial, en  un  montón  de  ruinas,  cual  Cartago,  la  reina  del  Medit«- 
rráiSeo,  donde  hoy,  fuera  de  ciertas  aves,  el  viajero   no   observa 
•ino  el  aspecto  triste  y  lúgubre  de  un  solitario  desierto. 

Toda  esta  pérdida  y  la  de  mis  intereses  ha  obedecido  sólo  •! 
empleo  referido  que  tuve  en  aquel  punto,  sin  cometer  coacción  A 
hostiliilad  alguna;  pues  jamás  nadio  podrá  presentar  documen- 
tos de  ningún  género  que  acrediten  mis  procedimientos  contra- 
rios á  la  humanidad,  al  orden,  á  la  ley,  etc.,  que  son  los  actou 
jfuniblet. 

Por  los  certificados  do  las  autoridades  principales  do  esta  y  de 
la  del  Dos  de  Mayo  que,  en  fojas   tres  útiles,  acompaño,  verá  V. 
E.  que  real  y  verdaderamente   he  sufrido  las  pérdidas  que  dejo 
mencionadas;  y  como  estas,  no  puedo  de  ninguna   manera  recu- 
perarlas, en  mi  condición  actual,  por  haberme  quedado  despojado 
completaniente  de  todo  lo  que  tenía   y  reducido  casi  á  la  extre- 
ma  necesidad;  como   subdito  de   V.  E.  en   este  país  y  de  3.  M. 
aue^tro   Key  de  Italia,  amparándome  á  las  leyes  patrias  é  inter- 
nacionales, ocurro  por  el  presente,   desde  estas  lejanas  tierras  de 
la  sección   andina,   al    compasivo  criterio    y   poderes    de    V. 
E.,   suplicándole    rendidamente  ce    sirva,    mediante  su   inter- 
rención    diplomática,    pedir    al    Supremo    Gobierno    de    esta 
República  la  reparación  y   restitución  de  todos   mis  intereses 
que   e^stimo   en   la   cantidad  de   ocho   mil  ioles,   tanto   por   la 
tttilidad   que  eon   los  sois   mil   seles  haya  tenido,  cuanto  .per 
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los  graves  perjuicios  que  tendré  que  sufrir  hastn  consegtdr  su 
indemnización. 

No  será  demás  manifestar  á  V.  E.  que  he  servido  por  muchos 
afios  á  nuestra  patria  en  el  servicio  militar,  y  que  actualmente 
un  hermano  mío,  Luis  Michelerio,  se  encuentra  en  el  mismo 
servicio,  en  el  14?  regimiento  de  infantería,  Cor.  Leone  di  Saler- 
mo  Calabria. 

Por  todo  lo  reclamado: 

A  V.  E.  pido  y  suplico  que,'  atendiendo  benigno  á  las  razones 
expuestas,  se  sirva  gestionar  como  llevo  impetrado.  Gracia  y 
justicia  que  espero  alcanzar  de  la  ascendrada  rectitud  de.  V,  K 

Llata,  enero  20  de  1899. 

Juan  Michelerio. 


Señor  Subprefecto: 

Juan  Michelerio,  subdito  italiano,  de  profesión  comerciante, 
ante  US,,  con  el  acatamiento  debido  me  presento  y  digo:  que 
por  los  partes  oficiales  que  US.  ha  recibido,  tiene  perfecto  cono- 
oimiento  que,  estando  yo  encargado  de  la  recaudación  del  im- 
pueeto  á  la  coca,  creado  por  ley  del  Estado  de  8  de  noviembro 
de  1890,  para  el  fomento  de  la  instruodón,  que  se  le  adjudicó  ea 
remate  á  don  Julio  Vidal,  el  que  me  comisionó,  como  comeroMtt- 
te  iitaado  en  la  garita  de  Carpa,  he  sufrido  el  18  del  mes  próxi- 
mo  pasado  saqueo  é  ineendio  de  todo- nü  comercio  y  demás  es» 
tMcias  de  ooea  y  obos  ol^etos;  y  para  que  estos  punibles  heohes, 
aiaUzadosen  opoqioión^á  una  ley  del Oongroso,  no  queden 
pones  y  pneda  conseguir  el  resaroimioito  de  losaseis  mil 
i|M  he  pcúrdido^eon  motÍTO  dd  saqueo  é  incendio. 

Ai  US.  suplica  se  sinra  concederme  á  continuación  de  mi  _ 
W^««>tifteM»&oi  mofare  Ja  invasión  y«stniges>ceimetidosen  wÉÍk 


litote,  «ieio7^e  189^. 


Kl  subprefecto  de  esta  provincia  certifica:  que  por  los  partei 
dados  ante  este  despacho  por  el  gobernador  del  distrito  de  Mon- 
lÓD.  tiene  conocimiento  que  el  18  del  mes  de  diciembre  últimoi 
ftié  saqueada  é  incendiada  por  los  habitantes  de  las  partidas  d% 
Monzón  Alto  y  Chipaco  de  aquel  distrito,  la  oficina  recaudadora 
del  impuesto  á  la  coca  situada  en  Carpa,  en  la  que  tenía  su  co 
mercio  y  demás  enseres  el  recurrente,  como  encargado  de  la  re- 
eandaoión  de  dicho  impueeto. 

Llata,  enero  8  de  1899. 

mocado  P.  Monán. 


Señor  Subprefecto  del  Dos  de  Mayo: 

Juan  Michelerio,  subdito  italiano,  de*  profesión  comerciante, 
ante  US.,  con  el  acatamiento  debido  me  presento  y  digo:  que  por 
los  partes  oficiales  que  US.  ha  recibido,  tiene  perfecto  conoci- 
miento  que,  estando  yo  encargado  de  la  recaudación  del  impues- 
to á  la  coca,  creado  por  ley  del  Estado  de  8  de  noviembre  de 
1890,  para  el  fomento  de  la  instrucción,  que  se  le  adjudicó  en 
remate  á  don  Julián  Vidal,  el  que  me  comisionó  como  comercian* 
te  situado  en  la  garita  de  Carpa^  he  sufrido  el  13  del  mes  próxi- 
mo pasado  saqueo  é  incendio  de  todo  mi  comercio  y  demás  exis- 
tencias de  coca  y  otros  objetos;  y  para  que  estos  punibles  hechos, 
realizados  en  oposición  á  una  ley  del  Congreso»  no  queden  impu* 
Bea^y  pueda  conseguir  el  resarcimiento  de  los  seis  mil  soles  que 
h^peráido  con  motivo  del  saqu^  é  incendio. 

▲  X^  M]^ke«8»«]nra'COBeederttie  á  co&tiniíiMióii  de  mtpM^ 
e^tiieatióp  solw»  la  ánvasíóa»  y  ^slvagxM»  eo»etido»'eft  mím 


Ltatif/^tve  7  ae*  1809. 


MMiftaMB 
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Mariano  Iglesias,  coronel  graduado  de  infantería  de  ejército  j 
subprefecto  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo. 

Cercifico:  que  por  parte  oficial  y  verbalmente  dado  por  el  go- 
bernador del  distrito  de  Chavín,  en  18  de  diciembre  último, 
tongo  conocimiento  que  los  vecinos  de  Monzón  incendiaron  y 
taquearon  la  garita  del  cobro  al  impuesto  á  la  coca,  situada  en  el 
punto  denominado  Carpa,  comprensión  del  distrito  ya  indicado 
y  de  la  provincia  de  mi  mando:  asimismo  certifico  que  por  otro 
parte  dado  de  la  misma  autoridad  en  5  del  presente  mes,  que  en 
número  de  400  á  500  hombres  atacaron  do  nuevo  el  citado  fun- 
do de  Carpa  é  invadido  el  pueblo  de  Tantamayo,  me  constituí 
con  el  destacamento  de  esta  provincia  en  el  expresado  pueblo,  y 
no  habiendo  encontrado  á  los  invasores,  adquirí  noticias  de  que 
el  día  4  habían  demolido  todas  las  ca§as  que  hubieron  en  Charpa; 
•ufriendo  graves  peijuicios.y  pérdidas  el  recurrente^  Juan  Miche- 
lerio,  como  cobrador  del  impuesto  á  la  coca,  á  cuyo  pago  se  opo- 
nen los  asaltantes. 

La  Unión,  enero  16  de  1899. 

Mariano  Iglesias, 


Señor  Alcalde  del  H.  Concejo  Provincial. 

Juan  Michelerio,  de  nacionalidad  italiana,  comerciante,  encar- 
gado de  la  recaudación  del  impuesto  á  la  coca  en  la  garita  de 
Carpa,  por  un  contrato  con  el  rematista  don  Julián  Vidal,  ante 
US.  me  presento  y  digo:  que  conviniendo  á  mi  dereclio  obtener 
uña  certificación  de  US.  y  de  los  señores  síndicos  de  la  proviíj- 
cia,  sobre  los  atentados  que  han  tenido  lugar  en  Carpa,  que  son 
públicos  y  cuya  notoriedad  es  irrefragable,  ocurro  á  LS.  supli- 
cando se  sirva  expedírmela. 

1^  Sobre  si  es  cierto  que  en  el  ¡unto  de  Carpa  he  sufrido,  co- 
mo el  encargado  de  la  recaudación  del  impuesto,  asalto,  saqueo 
é  incendio,  por  los  vecinos  de  Monzón,  habiendo  quedado  por 
tales  hechos  en  una  posición  crítica  y  casi  en  mendicidad. 

2^  Si  es  verídico  que  tuve  establecida  mi  industria  comercial 
en  Carpa,  á  donde  rescataba  con  dinero  y  mercaderías,  grandes 
cantidades  de  coca,  que  han  sido  vendida:^  en  el  Cerro  y  cuyos 
productos  han  sido  saqueados  é  incendiados. 
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No  (ludo  que  estos  hechos  notorios  recibirán  el  condigno  cas- 
Mgo;  pera  para  hacer  mis  reclamos,  por  cuerda  separada,  espero 
de  la  rectitud  de  US.  la  conctsión  de  la  certificación  que  imploro. 
— Para  lo  que: 

A  US.  suplico  se  silva  deferir  á  lo  que  en  justicia  soHcito. 

Llata,  enero  7  de  1 899. 

Juan  Michelcrio, 


LkUa^  enero  9  de  1899. 
Certifiquen  á  continuación  los  señores  síndicos. 

2>.    Vivar, 


Señor  Alcalde: 

Los  síndicos  que  suscriben  certifican:  que  es  cierta  y  verdade- 
ra la  narración  que  hace  el  recurrente  señor  Michelerio,  en  loi 
dos  puntos  cardinales  de  sn  escrito,  por  cuanto  tienen  conoci- 
miento pleno  de  que  el  13  del  mes  próximo  pasado  consumaron 
los  habitantes  del  distrito  de  Monzón  los  atentados  relaeionadof 
en  el  escrito  de  la  vuelta;  y  les  consta  que  el  referido  señor  Mi- 
chelerio  tuvo  su  negociación  implantada  en  el  punto  de  Carpa, 
en  la  escala  tal  conforme  lleva  expuesto  en  su  solicitud. 

Llata,  enero  12  de  1899, 

Camilo  L  Meza,  Benito  Solas. 


~  80» 


Llata,  mwro  13  de^  1899. 

Con  el   informe   precedente,  que  se  reproduce,  devuélvase  al 

intetesado. 

D.  Vivar. 


Octaviano  A.  Herrera  y  Carlos  Paredes,  actuarios  del  juzgado 
delí  Instancia  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  certifican:  que 
U  solicitud  de  don  Juan  Michelerio  y  los  actuados  de  su  referen- 
cia, son  del  tenor  siguiente: 

Señor  Juez  de  1*  Instancia: 

Juan  M4chelerio,  vecino  de  Llata,  con  domicilio  en  asta  villa, 
en  la  casa  de  don  Pedro  Ramos,  ante  US.  digo:  que  teniendo  en 
mí  la  copia  del  auto  cabeza  de  proceso,  expedido  para  el  descu- 
brimiento de  lo3  delitos  de  asalto  é  incendio  de  Carpa,  ejecutados 
en  mis  intereses,  que  de  oficio  se  instruye  el  sumario,  conviene  á 
mi  derecho  pedir  á  US.  se  sirva  pedir  razón  á  los  señores  testi- 
gos, actuarios  Manuel  M.  Iturrizaga  y  Octaviano  A.  Herrera, 
sobre  el  estado  del  sumario,  si  se  libró  exhorto  para  mi  preven- 
tiva; si  se  ha  reconocido  el  cuerpo  del  delito;  y  como  sé  positiva- 
mente que  el  juez  de  Tantamayo  se  niega  á  cumplir  la  comisife, 
ae  sirvan  los  actuarios  hacer  constar  dicha  negatira  do  jtxsttcia» 
así  como  la  imposibilidad  de  poder  llevar  á  su  término  el  juicio 
Qon  más  de  400  acusados. —  Para  ella — A  U9.  soplico  «er  sirv» 
deáiirir  como  solicito  y  ordenar  se  me  entreguen  el  presenta  coo 
laxaión  aludida. 

Justicia  etc. 

La  Unión,  enero  15  de  1900. 

JÚOfi  JKtfft#iil"f9. 
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-La  Unión,  enero  16  de  1900. 

Expídase  la   razón  que  so  solicita,  y  fecho,  tráigase  para  pro- 
veer lo  conveniente.  Actuado  con  testigos. — Iturrizdga, 

Ante  nos.  Octaviano  A.  Herrera, 

Carlos  J^aredes, 


Señor  Juez: 

Cumplietrtdo  con  lo  mandado  por  US.  en  el  anterior  decreto, 
expedimos  la  raz6n  siguiente:  el  sumario  consta  de  fojas  doce;  no 
80  ha  cumplido  en  todas  sus  partea  lo  mandado  en  auto  cabeía 
de  proceso,  corriente  á  fojas  dos,  porque  el  juez^de  paz  del  pueblo 
de  Tantamayo,  don  Daniel  Ocaña,  no  practicó  las  primeras  dili- 
gencias sumariales  según  su  comisión  y  por  cuyo  motivo  se  or- 
denó la  devolución  del  exhorto,  según  se  registra  en  los  proveí- 
dos de  fojas  ocho  y  fojas  nueve. 

Es  cuanto  po4emo9  decir  para  los  fines  de  ley. 

La  Unión,  enero  17  de  1900. 

Octaviano  Á.  Herrera.  Carlos  Paredes, 


La  Unión,  enero  IB  de  1900; 

Cámphne  en  el  díar  la  dispuesta  por  el  juzgado^  eú  decreto  d» 
31  de  enero  jr  26  demntyo  del  aña  próximo  pasada,  comenteeeew 
&ibjaff  ocha  j^ftrjae  nueve,  respectr^nannente,  deagtoi^dase^para*^ 
efecto  el  exhorta  á  que  se  refiere  la  anterior  raxto,  de^ftjaB'á 
ftjas  nueve,  y  expídase  copia  certificada  al  interesada  de  las  rei^ 
pectífas  piezaa*  6  £Hgeuuaer  qtie  selieita.  Aetondo  con  tertigee; 

Aate  noBc  Cfctovian^  Á^  Hetrem^ 

QarhoJt  Riredée, 

108 
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Es  copia  fiel  y  legal  mente  sacada  de  su  original,  y  en  caso  ne- 
cesario nos  remitimos.      *• 

La  Unión,  enero  24  de  1900. 

O.  A,  Herrera.  C\  PareJei. 


Excmo.  señor  Ministro  de  Italia  en  Lima- 
Juan  Michelerio,  subdito  del  Reino  de  Italia,  residente  en  la 
plaza  comercial  de  Llata,  capital  de  la  provincia  dé  HuamaUe?, 
del  departamoiito  de  Hnánuco,  ante  V.  E.,  en  términos  arregla- 
dos á  derecho  y  en  forma  legal,  me  presento  y  digo:  que  el  13  de 
diciembre  de  1898  consumaron  en  mi  pei*sona  6  intereses  comer- 
ciales, ubicados  en  la  garita  de  Carj>a,  los  horrendos  crímenes  de 
homicidio  frustradlo,  incendio  y  saqueo,  reduciéndose  así  en  nada 
•1  fruto  honrado  de  mis  trabajos  y  desvelos  de  varios  años. 

Estos  crímenes,  según  el  código  de  procedimiento  penal,  ar- 
tículos 18,  25  y  111  del  país,  precribe  la  poi'secución  del  crimen 
de  oficio;  y  esto  no  obstante,  por  ser  el  agraviado  yo,  que  soy 
•xtranjero,  dictado  el  auto  cabeza  de  procesa,  hastíi  hoy  ni 
í'iquitira  mi  preventiva  se  me  ha  recibido,  ni  monosseha  praotioo- 
áo  el  reconocimiento  de  la  casa  incendiada,  habiendo,  en  el  lapso 
trascurrido,  desaparecido  los  vestigios  del  cuerpo  del  delito.  Esto 
no  comprueba  otra  cosa  que  la  negativa  de  jüfc.ticia. 

Además,  hay  la  imposibilidad  de  no  obtener  sanción  de  la  ley 
por  estar  sindicados  en  los  delitos  como  autores  400  ciudada- 
nos vecinios  de  dos  distritos,  inclusas  sus  autoridades,  á  la  som- 
bra de  la  revuelta  política  que  estalló  en  la  República. 

Por  los  documentos  que  respetuosanunto  acompaño  al  presen- 
te, consta:  haberse  perpetrado  los  crímenes  narrados,  apoyados 
por  las  autoridades;  que  aparentemente  se  inició  el  juicio;  snas  ni 
mi  [>reventiva  se  ha  recibido,  no  se  ha^-econocido  el  cuerpo  d«.l 
delito,  ni  se  ha  librado  orden  de  ca}»tura  contra  ningún  acust\do; 
en  fin,  sl-  ha  relegado  á  la  impunidad,  a  un  punible  olvido,  crí- 
nienes  tan  horrendos  perpetrados  en  la  persona  6  intereses  de  un 
subdito  extranjero  (¿ue  supo  servir  á  la  corona  como  »uilitar,  así 
como  también  dos  de  mis  hermanos,  cuyo  servicio  reclama  ser 
oído  en  la  lejana  región  adonde  la  suerte  lo  ha  colocadu  y  Iin 
perdido  el  digtto  fruto  de  sus  labores  por  el  salvajismo  de  unos 
Mrjvt'^  que  llevan  su  odio  como  tema  contra  el  extra?ijero. 


—  811  — 

Señor  Ministro:  veo  imprescindible  la  intervención  de  vuestra 
legación  en  razón  de  haberse  ejecutado  el  saqueo  en  los  bienes  de 
un  subdito  extranjero  que  está  garantido  por  las  leyes  internacio- 
nales, que  no  ha  perdido  su  neutralidad;  que  han  perpetrado  más 
dé  400  individuos;  que  las  autoridades  peruanas,  llamadas  a  per- 
seguir y  castigar,  han  relegado  el  juicio  al  olvido,  haciendo  que 
queden  impunes;  por  tanto,  me  cobijo  á  la  autoridad  de  V.  E,  para 
que,  en  representación  del  Rey,  se  sirva  reclamar  la  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  que  se  rae  han  irrogado  en  el  punto 
de  Carpa,  sin  que  yo  de  mi  parte  haya  dado  para  ello  ni  el  me- 
nor margen  con  algún  acto  que  sea  penado  por  las  leyes,  según 
consta  de  los  documentos  que  acompaño,  además  de  los  certifica- 
dos que  remití. 

Con  lo  expuesto: 

A  V.  E.  pido  y  suplico  rendidamente  se  digne  disponer,  como 
en  justicia  redamo,  en  vista  de  la  negativa  implícita  de  las  auto- 
ridades peruanas. 

Justicia  &. 


Llata,  febrero  5  de  1900. 


Juan  Michelerio. 


Rial  Ler/ación  (h  lialiq 
Ni  278. 


LimOf  30  de  marzo  de  1 900. 


Señor  Ministro: 


Tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.  K  el  recurso  que  me  ha  di- 
rigido el  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio,  residente  en  Llata, 
junto  con  los  tros  documentos  siguientes: 

1?  Una  exposición  do  los  actos  criminales  cometidos  hacia  fi- 
nes de  1898  por  una  turba  de  pueblo  del  distrito  de  Monzón, 
ocasionándole  perjuicios  al  recurrente,  que  hace  ascender  a  8,000 
«oles;  exposición  acompañada  de  las  declaraciones  del  subprefec- 
to  de  Llata,  del  de  la  Unión  y  de  los  síndicos  de  la  alcaldía  á% 
Huamalles,  que  confirman  lo  expuesto. 

2?  Una  declaración  del  escribano  del  tribunal  de  1*  Instancia 
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do  laproTincift  del  Dob  de  M»yo,  de  la  «aal  resulto  que  el  i&to- 
retado  se  presentó  oportunamente  á  la  autoridad  competente,  la 
cual  proveyó  porque  se  procediese  con  arreglo  á  ley. 

8?  Una  declaración  de  los  escribanos  del  mismo  tribunal,  cea 
fecha  15  de  enero  del  año  en  curso,  con  la  cual  se  prueba  que  el 
juez  de  paz  de  Tantamayo  no  cumplió,  según  se  le  ordenó,  con 
tomar  la  instructiva  necesaria  para  la  consiguiente  tramitación 
del  juicio  criminal  respectivo. 

Haciendo  abstracción  de  la  exposición,  algún  tanto  exagera- 
da del  interesado,  por  la  cual  pido  benévola  indulgencia,  pues 
tratase  de  persona  de  insuficiente  cultura,  los  hechos  que  denun- 
cie parece  que  revisten  un  carácter  de  gravedad  excepcional,  i 
los  cuales  me.  es  lícito  reclamar  la  atención  especial  de  V.  K,  tas- 
to más  cuanto  que,  á  consecuencia  de  la  negligencia  de  la  auto- 
toridad  que  debía  facilitar  al  recurrente  la  obtención  de  la  juiti- 
cia  á  que  es  acreedor,  se  ve  éste  hoy  frustrado  en  su  legítima  pre- 
tensión v  reducido  á  una  situación  económica  harto  crítica. 

Sobre  este  último  punto  me  creo  en  el  deber  de  apelar  á  los 
•entimientos  de  equidad  y  de  justicia  de  V.  E.,  y  no  dudo  se  ser- 
virá examinar  la  cuestión  con  el  elevado  espíritu  de  imparciali- 
dad que  le  distingue. 

Sírvase  aceptar,  señor  ministro,  los  sentimientos  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. — Lima 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  12.  Lima,  19  de  abHl  de  1900. 

SMmrMimsIfo: 

Eh  wBpweeto  á  ht  eB^íuiadti  noto  de  V.B.  de  3»d»  maMtf  úlfr 
ims  iP«fei^n4ie*  á  Ift  qu€^  del  subdito  iltorliftn^'Oiovaai  MBbhdiffii^ 
a¥wiii¿a¿»ep  Llato,  me ^  fttrto  eapresarte' qo»  he  ciB^ritfdoe»' 
pittt¿e^«B»cmBt»k»éíi6»  yódelos  miexc»^  de-aoT iLá)>»urife  tf  ééB9t 
agnjrtfO-^eBlftcte  en  e)  d^Bpselie  de  justMa,  llamoaidc^  «»«bIíih 
«i6n  sobre  ellos,  muy  espeqmtaiiMto  ea  i>h8<«y|ei'd»-la  • 
deV.B. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  la» 
seguridades  de  mi  más  alta  consideración. 

E,  de  la  Riva  Agüero. 

Al  Exorno,  señor  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


« 

i 


Ulinüteriode  Rehciones  Exteriores, 

N?  45.  Lima,  19  de  abril  de  1900. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el   Despacho  de   Justicia,  Instruc- 
ción y  Culto. 

Mü  es  honroso  pasar  á  conocimiento  de  US.  copia  de  la  nota 
que  ha  dirigido  á  esta  cancillería  el  señor  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia  y  de  los  anexos  de  su 
refencia,  sobre  la  queja  á  él  presentada  por  el  subdito  de  esa  na- 
ción, avecindado[en  Llata  (departamento  de  Huánuco)  don  Juan 
Michelerio,  perjudicado,  según  asegura,  por  la  conducta  del  juea 
de  1^  instancia  de  las  provincias  del  Dos  de  Mayo  y  Huamalíes. 

Ruego  á  US.  se  digne  tomar  en  consideración  este  asunto  y 
disponer  las  informaciones  y  medidas  del  caso,  de  cuyo  resulta- 
do estimaré  á  US.  que  me  dé  noticia,  á  fin  de  satisfacer  oportuna- 
mente á  la  legación  italiana. 


Dios  guarde  á  US. 


E,  de  la  Riva  Agüero. 


JtfSnútono  dt  Justicia. 


Urna,  23  áe  abril  8#  1900. 


Informe  la  acorte  si^rior  .del^  distrito  judicial  do  Ancachi^ 
4Úis»todQie'liao0rlQ.  de.mr0&senc}a,.y  iav&QSt  en  neipuesta. 
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Huaraz,  abril  30  de  1900. 

Recibido  en  la  fecha:  informe  previamente  el  juez  de  primera 
instancia  accidental  de  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  pasando» 
al  señor  Ministro  de  Justicia  el  oficio  acordado. 


Seis  rubricas. 


Mejía. 


I 


En  la  misma  fecha  del  decreto  anterior,  se  pasó  al  ministerio 
de  justicia  el  oficio  acordado. 

Mejía. 


El  primero  de  mayo  de  mil  novecientos  se  ofició  al  juez  de  V 
instancia  accidental  del  Dos  de  Mayo  para  que  informe  sobre  el 
esuido  y  motivo  de  ret;\rdo  del  juicio  iniciado  i>or  don  Juan  Mi- 
chelerio,  trascribiéndose  igualmente  el  decreto  anterior. 

Mtjía. 


7/::urax,  Aov:c:nírc  28  de  1900. 
llágase  el  informe  aooriado. 
Cinco  rúbricas. — Itat\u\  U    }í  /'  f. 


Kxcmo.  Señ'»r: 
Poii  1^,   infurme  al  j  lez  de  orimAra  in^tau.^ia  acc!  lental  del 


d.'íhi  á  q?l3  los 
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damnificados  no  se  han  presentado  á  dar  sus  preventivas;  por  lo 
cual  se  ha  oficiado  nuevamente  para  que,  sin  perjuicio  de  re(|ue- 
rir  á  Michelerio  en  la  forma  conveniente  proceda  á  tomar  la  ins- 
tructiva de  los  reos  y  practicar  las  dem¿t8  diligencias  del  caso. 

Pura  explicar  el  retardo  de  las  actuaciones  que  se  encomien- 
dan á  los  jueces  accidentales  de  aquella  provincia,  nos  es  preciso 
recordar  el  oficio  dirigido  al  ministerio  de  justicia  el  30  de  abril 
último,  en  el  que  se  manifiestan  los  inconvenientes  que  desde  en- 
tonces hacían  preveer  la  ineficacia  de  cuantas  medidas  se  adopta- 
ran por  este  tribunal  para  conseguir  la  marcha  regular  de  este 
jufcio,  mientras  no  existiera  un  juez  letrado  y  la  fuerza  suficien- 
te en  apoyo  de  sus  providencias. 

Medidas  tanto  más  urgentes,  cuanto  que  de  la  denuncia  de 
Michelerio  aparece  responsable  todo  el  pueblo  de  Monzón,  que 
se  opondría  á  las  disposiciojies  del  juez  que  se  trasladara  á  ese 
lugar.     Es  cuanto  podemos  informar  en  obsequio  de  la  verdad. 

Huaraz,  noviembre  30  de  1900. 

Excmo.  señor.     -  / 

Pedro  I.  Cimin^os, 

J.  Salvador  Romero. 

R.  Santa  Gadta. 
Juan  Nepomucaio  Mac/xnña.  D.  Téllez. 


Ministerio  de  Justicia. 

Lima,  Diciembie  15  de  1900. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despicho  do  Relaciones  Exteriores 

Con  el  informe  emitido  por  k  Coite  Super^'^r  del  di  trito  judi- 
cial de  Ancachs,  me   es  honroso  deyolr«r  á  VS.  los  antecedente  s 
relativo»   a  la   reclamación  del   subdito   italiano   Juau   Miche- 
lerio. 

Diof  guarde  á  US. 

.  Rafael  ViHanue 
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Miniiterio  de  líi^lacionet  Ezteriorea. 
N?  61.  ^      LÍTT^a,  Noviembre  19  de  1900. 

Señor  Ministro: 

« 

Tengo  el  agrado  de  poner  en  conocimiento  d«  V.  E.  que,  defi 
riendo  al  deseo  que  se  sirvió  expresarme  en  su  not»  N?  1,216» 
de  25  de  octubre  próximo  pasado,  dirigióse  por  este  Ministerioi 
con  fecha  10  del  actual,  un  telegrama  al  Prefecto  de  Huámico, 
trasmitiéndole  las  quejas  formuladas  ante  esa  legación  por  el 
ciudadano  italiano  Juan  Miclielerio,  quien  asegura  haber  sufrido 
vejámenes  de  parta  de  las  autoridades  de  Llata. 

En  contestación  á  dicho  telegrama,  el  Prefecto  de  Huánuco 
expresa,  como  vera  V.  E.  en  la  copia  auténtica  que  acompaño  á 
la  presente  comunicación,  que  los  contratiempos  sufridos  por 
Michelerio  datan  de  época  anterior  á  la  de  su  mando,  y  que  ha- 
biendo reconcentrado  eii  la  capital  toda  la  tropa  que  le  obedece, 
se  halla,  no  obstante,  disj)uesto  a  ordenar  que  resguarde  al  indi- 
cado subdito  italiano  la  fuerza  necesaria  ^ara  que  no  tenga  que 
temer  ninguna  híKstilid;^!  de  los  residentes  en  Llata. 

Con  tal  fin  debe  Michelerio  avisarle  su  oportuno  viaje  áesa 
provincia. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

R  de  Osma. 

Al  Excmo.  señor  Giusseppi  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


lUal  LigacUm  dé  Balia. 

IP  1^16  Lima,  Octubre  9S  de  1900. 

6éfk>r  "Minisfaro: 

El  dadadano  italiano  Juan  Michelerio,  qae  fdé  objeto  éb  la 
nota  que  taya  el  honor  de  dirigía  á  ese  JiAnosibLe . despecho  toA 
feeha  80  de  jdomio  .úlümo,  ee  ha  preie&tado  á  esta  legaelóa  ex- 
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poiitenrlo  que,  p^ra  sustraerse  A  los  vejámenes  que  sufría  de  par- 
te de  las  autoridades  de  Llatíi,  quienes  les  guardaban,  rencor  por 
haber  presentado  reclamaciones  a  consecuenoia  de  los  perjuicio! 
de  <[ue  fue  víctima,,  resultante  de  los  actos  criminales  ejercidos 
en  su  perjuicio  por  ciudadanos  de  Monzón,  se  había  visto,  hace 
tres  meses,  forzado  ó  abandonar  dicha  localidad,  confiando  el 
manejo  de  sus  negocios  á  un  encargado. 

Habiendo  sido  últimamente  informado  de  que  sus  intereses 
están  mal  administrados,  ha  resuelto  regresar  á  Llata.  para  li- 
quidar sus  negocios  y  alcjaPvSe  def?iiitivanionte  de  esa  localidad. 
Pero  tiene  fuert<^s  y,  según  asegura,  fundadas  sospechas  para 
tem»  r  que,  no  bien  se  enouenlre  allí,  canudo  sea  nuevamente 
inquietado  por  las  autoridades  locales;  por  consiguiente,  no  pue- 
do prever  las  desgracias  que  puedan  ^ticeder  en  el  caso  de  que, 
en  guarda  de  su  persona  é  intereses,  se  vea  obligado  á  hacer  usío 
de  la  resistencia. 

No  sé  en  qué  se  fundan  ¡os  temores  del  señor  Michelerio;  pero 
vista  la  denuncia  que  me  hace,  para  evitar  cualquiera  responsa- 
bilidad, creo  necesario  dirigirme  á  V.  E.  rogándole  se  sirva,  si 
lo  juzga  conveniente,  escribir  a  las  tiutoridades  competentes  de 
Llata,  jiara  que  adopten  las  medidas  oportunas,  á  efecto  de  ga- 
rantir, en  caso  necesario,  la  seguridad  personal  del  referido  ciu- 
dadano italiano,  el   cual  se  constituirá  allá  dentro  de  diez  días. 

Sírvasi^,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A  Su  Excelencia  el  doctor  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relacionas  Exteriores, 

N?  69.  TÁma,  Diciembre  18  de  1900. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Refiriéndome  á  las  notas  de  esa  legación  de  SO  de  marzo,  26 
de  octubre  y  26  de  noviembre  del  año  en  curso,  sobre  los  vejá- 
menes de  que  se  queja  el  subdito  italiano  don  Juan   Michelerio, 
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teno-o  el  agrado  de  expresar /i  US.  que  habiéndose  pedido  por  el 
ministerio  •  de  justicia,  en  23  de  abril,  informe  á  la  Corte  Supe- 
rior de  Aneachs  acerca  de  los  fundamentos  de  dicha  queja,^  ese 
tribunal,  después  de  adquirir  los  datos  pertinentes,  lo  expidió  en 
30  de  noviembre. 

En  el  indicado  informe  expresa  que  dicho  juez  devolvió  al 
juez  de  paz  do  Tantamayo  el  exhorto  que  le  dirigió  para  la  prác- 
tica del  servicio,  afirmando  no  haberse  sujetado  ese  juez  de  paz 
á  las  prescripciones  de  la  ley. 

Habiéndosele  requerido  en  Mayo  último  para  que  devolviera  el 
exhorto,  manifestó  que  la  paralización  del  sumario  se  explica 
porque  los  damnificados  no  se  presentan  á  dar  sus  preventivas, 
por  lo  cual,  y  á  fin  de  adelantar  el  juicip,  se  le  ha  oficiado  nue- 
vamente para  (pe,  sin  perjuicio  de  requerir  á  Michelerio  en  la 
forma  conveniente,  proceda  á  tomar  las  instructivas  de  los  reos 
y  practicar  las  demás  diligencias  del  caso.. 

Como  parece  que  para  conseguirla  marcha  regular  de  este 
fuicio  sería  conveniente  la  existencia  en  la  referida  provincia  de 
un  juez  letrado  y  la  fuerza  necesaria  en  apoyo  da  su  providencia, 
me  dirijo  de  nuevo  en  la  fecha  al 'señor  Ministro  de  Justicia,  lla- 
mando su  atención  hacia  las  razones  que  apoyan  tal  medida. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  ssguridades  de 
mi  más  distinguida  consideración. 

F.  de  Osma, 
Al  señor  Encargado  de  Negocios  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  1,379  Lima,  Noviembre  26  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  su  estimable 
nota  de  19  de  los  corrientes,  N?  61,  relativa  á  las  medidas  que, 
por  orden  de  V  E.,  serán  adoptadas  por  el  prefecto  de  Huanaco, 
á  efecto  de  garantir  de  todo  vejamen  en  Llata,  al  ciudadano 
italiano  Juan  Michelerio. 

Reservándome  el  ulterior  examen  oportuno  de  la  reclamación 
por  los  perjuicios  ixrogados  al  citado  Michelerio,  me  apresuro  á 
dar  á  V.  E.  las  gracias  por  cuanto  se  ha  servido  ha^er  á  favor  de 
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aquél,  mi  compatriota,  é  quien  no  dejaré  de  hacer  saber  que  debe- 
rá avisar  anticipadamente  al  indicado  Prefecto  su  ida  á  Llata. 
Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 
El  Encargado  de  Negocios. 

Jt,  Agnoli. 

A  Su  Excelencia  el  señor  doctor  Felipe  de  Osma  y  Pardo,  Minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 


Real  Legación  de  Italia. 

N"  346  •  Lima,  Marzo  8  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  avisar  el  recibo  de  la  nota  que  V.  E.  diri- 
gió al  señor  Agnoli,  con  fecha  18  de  diciembre  último,  N?  í^9,  re- 
lativa á  la  reclamación  del  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio, 
por  la  cual  me  he  enterado  de  los  motivos  que  han  mediado  para 
que  la  acción  judicial  entablada  por  dicho  reclamante  no  haya 
seguido  el  curso  regular  y  pronto  que  la  gravedad  del  caso  exigía, 

V.  E.  al  convenir  de  hecho  que  el  juez  de  paz  de  Tantamayt, 
en  la  provincia  del  Dos  de  Mayo,  no  se  atuvo  á  las  prescripcio- 
nes de  la  ley,  y  al  opinar  porque  la  buena  marcha  de  aquel 
juicio  depende  del  nombramiento,  para  la  expresada  provincia, 
de  un  juez  letrado  y  del  envío  de  una  fuerza  necesaria  en  apoyo 
de  sus  providencias,  expresa  el  propósito  de  llamar  la  atención 
de  su  honorable  colega  de  justicia  hacia  los  motivos  que  exigea 
la  adopción  de  tales  medidas. 

Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  tan  cortés  comunicación,  no 
puedo  ocultar  el  temor  de  que,  por  útiles  que  sean  las  medidas 
que  hayan  de  adoptarse  al  respecto,  serán,  no  obstante,  de  tar- 
díos resultados  para  los  intereses  de  mi  representado. 

Los  hechos  denunciados  por  Michelerio,  recaudador  que  fui 
de  los  impuestos  sobre  la  coca  que  se  esporta  de  Monzón,  que  no 
fceron  oportunamente  prevenidos  ni  reprimidos,  datan  de  dioíem^ 
bre  de  1808,  y  no  creo  engañarme  al  emitir  la  opinión  de  qu« 
dentro  de  dos  años  más,  será  muy  dificil  que  ol  damnificado 
<A>tenga,  por  la  vía  |udicial,  la  reparación  á  qtie  incontestable 
tfiente  tiene  derecho,  por  la  dificultad  que  hc^  se  presenta  para 
recoger  las  pruebas  necesarias  contra  los  culpables. 
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Quedo,  empero,  esperando  las  ulteriores  informaciones  con  que 
V.  R  se  sirva  favorecerme  eobre  el  éxito  del  juicio  que  actual- 
mente se  ventila  sobre  este  asunto;  entre  tanto,  me  veo  en  el  caso 
de  hacer  las  reserváis  correspondientes  respecto  de  Ja  necesidad 
que  hubiere  de  proceder  á  un  ulterior  examen  de  la  reclamación, 
por  la  vía  diplomática,  en  la  hipótesis  de  que  el  juicio  actual- 
mente en  curso  no  tuviese  un  resultado  satisfactorio. 

Mas,  en  vista  de  las  amistosas  v  eonciliantes  disposiciones  de 
que  se  muestra  animado  el  Gobierno  de  la  República,  y  espe- 
cialmente V.  E.,  quiero  presagiar  que  no  habrá  necesidad  de 
recurrir  á  ese  medio;  y  en  cuanto  á  esto,  me  refiero  á'la  última 
parte  de  la  nota  que  dirigí  al  honorable  predecesor  de  V.  E.,  con 
fecha  30  de  marzo  del  año  próximo  pasado. 

De  la  presente  comunicación,  y  para  los  fines  que  convenga, 
mandaré  copia  á  S.  E.  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  en 
Roma,  quien  toma  vivo  interés  en  la  solución  equitativa  de  este 
asunto. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 
Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  51  Lima,  Setiembre  26  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  participar  á  V.  E.  que  habiendo  venido  en  conoci- 
miento de  los  términos  de  la  nota  número  346,  dirigida  por  V.  R 
&  mi  antecesor  en  este  Ministerio,  con  fecha  8  de  marzo  último, 
sobre  la  reclamación  del  ciudadano  italiano  Juan  Michelerío,  U 
trascribo  en  oficio  de  hoy  al  señor  Ministro  de  Justicia,  apoyan* 
do  las  indicaciones  que  ella  contiene  y  haciendo  presente  la  nece- 
sidad de  que  se  informe  á  la  cancillería  de  mi  cargo  sobre  las 
medidas  adoptadas  en  fevor  de  los  derechos  del  reclamante  á  fin 
da  responder  á  las  justas  instancias  de  esa  legación. 
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Aprovecho  la  oportunidad,    para  renovarle,    señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida   consideración. 

Cesáreo  OJiacaltana. 

Al  Excmo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Extei^iores, 

N*  Go.  Lima,  Noviembre  30  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  referencia  á  la  reclamación  Jel  subdito  italiano  Juan  Mi- 
chelerio,  tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.E.  copia  autorizada  de 
los  siguientes  documentos:  1?  nota  del  presidente  de  la  corte  su- 
perior de  Ancachs  al  ministerio  de  justicia;  y  2?  informe  del  sub- 
prefecto  de  la  provincia  de  Huamalíes  al  prefecto  respectivo. 

Del  tenor  de  loS  mencionados  documentos  se  deduce:  que  el 
rematista  del  impuesto  á  la  coca  en  las  provincias  del  Dos  de 
Mayo  y  Huamalíes  fué  el  peruano  Julián  Vidal,  comerciante  de 
Llata  y  no  el  italiano  Michelerio;  que  la  oficina  de  cobranza  esta- 
blecida en  Carpa,  perteneció  á  Vidal  y  no  á  Michelerio,  siendo  es- 
te segundo,  simple  empleado  del  primero;  que  el  ataque,  incen- 
dio y  supuesto  saqueo  de  la  garita  de  «Carpa»  sólo  pudo  perjudi- 
car á  Vidal,  verdadero  dueño  de  lo  existente  en  ella;  que  sin 
embargo  Vidal  nada  reclama;  que  el  mismo  Vidal  abonó  á  su 
empleado  Michelerio  el  valor  de  las  pequeñas  pérdidas  que  este 
pudo  sufrir;  que  después  de  incendiada  la  oficina  de  «.Carpa»  sacó 
ée  ella  Michelerio  un  cajón  con  dinero  qua  había  enterrado, 
producto  de  la  recaudación  de  la  coca  por  cuenta  del  rematista 
Vidal. 

Los  hechos  anotados  y  otros  consignados  en  los  documentos 
referidos  demuestran  suficientemente  que  Michelerio  sólo  expe- 
rimentó pequeñas  pérdidas  en  el  suceso  de  «Carpa»»,  y  que  éstas 
le  fueron  oportunamente  indemnizadas  por  el  rematista  del  im- 
puesto á  la  coca  y  dueño  de  la  garita  incendiada,  don  Julián 
Vidal. 
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No  dudo  que  V.E.  en  vista  de  tan  autorizada  información,  ad- 
quirirá el  convencimiento  de  lo  infundado  del  reclamo  de  Mi- 
chelerio. 

Por  lo  Jeiuáá,  como  consta  de  los  documentos  antedichos,  la 
Corte  superior  del  distrito  judicial  do  Aucaclis  ha  adoptado  las 
medidas  del  caso,  para  regularizar  la  prosecución  del  juicio  cri- 
minal correspondiente. 

Me  es  grato  reiterar  á  V.E.  mis  scntimiento¿  de  hx  más  alta 
consideración. 

Cesáreo  Chacaltana. 

Al  Excmo.    seuor   José  Pirrone,    Enviado  Extraordinario  v  Mi- 
nistro  Pliuipotenciario  de  Italia. 


Huáuüco,  Sovinhlre  19  de  1900. 

Director  Relaciones; 

Dcs2;rae¡a  subdito  italiano  Michelerio,  vecino  de  Monzón,  to- 
vo  lugar  antes  mi  venida  de  i»refecto  que  m€^  avisó  para  darle 
fuerza  qu?  lo  acompañe,  pues  \*qt  motivo  orden  público  be  ro- 
concentrado  toda  íyv\^  acá,  no  existiendo  soldadc'S  en  Llata. 
Con  aviso  oportuno  pondré  fu:rza  a  disposioióa  de  Juan  Miche- 
lerio. 

Huapayk 


RAFAEL  D.  MFJIA, 


ABíVíADO  T  SECRETARIO    D5    CANÍ\»Í\  TITCLaR  DK  LA  ILTSCA 
CORTB  DKL  DISTRITO  JCDICIAL   DB   ANCACHS 

Oertifica:  que  á  mérito  de  x\r\ñ  ''oUciuid  presentada  por  doa  Ni* 
oolAs  Rivera  i  nombre  de  don  Julián  Vidal,  con  motivo  de  li 
reclamacióu  diplomática  del  subdito  italiano  don  Joan  Mkhtl^ 


i 
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rio,  se  ha  expedido  el  decreto  que  con  informe  del  subprefecto  de 
Huamalíes,  presentada  en  copia  con  dicha  solicitud,  son  como 
sigue: 

Hi'aroz,  Abril  22  de  1901. 

''No  existiendo  juez  de  primera  instancia  letrado  en  la  pro- 
vincia de  Huamalíes,  reservóse  cstu  solictud,  dejando  en  secreta- 
ría copia  certiticada  de  los  documentos  y  poder  (pie  so  acompa- 
ñan, devolviéndose  este  último  al  interesado;  dánrlose  cuenta  en 
m  oportunidad  al  superior  trihunal— Rúbrica  del  señor  presi- 
dente del  tribunal  doctor  Cisneros. — (Firmado) — Mejía." 


El  que  suscribe  amanuen-e  arohiw-ro  d'^  la  provincia  d^  Hua- 
malíes, en  cumplimiento  del  tleen.ti»  ([uc  preeedo,r^ri'//^-^r:  que  á  f . 
493  dtd  libro  copiador  de  oíi"ios  de  e-íe  despacho,  (]U.'  lomenzó 
el  1*?  de  enero  de  1808  y  dio  término  o]  15  de  enero  de  1901,  se 
encuentra  copiado  uninformeeujitido  á  la  preíeetura  del  departa- 
mento que  á  la  letra  dice:  *'Llata  agosto  19  de  1900.  —Señor  pre- 
fecto del  departamento. — Dando  cumplimiento  á  la  informacióu 
pediéa  [)or  US.  sobre  los  acontecimientos  ocurridos  en  *<C'arpa», 
distrito  de  Chavín,  provincia  del  Dos  de  Mayo  por  los  cuales  no 
ha  sido  posible  hacer  efectivo  el  cobro  del  impuesto  á  la  cocft 
que  se  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  debo  decir  á  US.:  Que 
he  recogido  con  la  mayor  prolijidad  cuantos  datos  han  sido  po- 
sibles al  respecto;  pudiendo  aseí^uiarle  que  son  informaciones  de 
la  mayor  exactitud,  cuanto  paso  á  expresar  en  seguida:  Por  ley 
del  congreso  de  8  de  noviembre  de  1890,  se  estableció  un  im- 
puesto á  la  coca  que  se  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  Chi- 
paquillo  y  Taso  Chico,  divisible  este  producto  por  iguales  partes 
entre  las  provincias  del  Dos  de  Mayo  y  Huamalíes  con  destino 
á  la  instrucción  primaria  de  dichas  provincias.  En  tal  virtud, 
y  con  las  formas  legales,  remató  este  impuesto,  de  carácter  mu- 
uicipal,  el  señor  Julián  Vidal,  comerciante  de  Llata,  por  un  bie 
nio,  abonando  la  cantidad  de  seis  mil  soles.  Comenzó  á  ejercer 
las  funciones  de  rematista,  en  mayo  1?  de  1887.  Al  efecto  d« 
la  recaudación  del  impuesto,  se  estable<.'ió  en  las  punas  de  wCar- 
pa,»  jurisdicción  del  Dos  de  Mayo,  una  oficina  de  cobranza,  sien- 
do allí  empleado  del  señor  Vidal  con  dicho  objeto  don  Juan  Mi- 
chelerio,  subdito  italiano.  En  13  de  diciembre  de  1898,  una  po- 
blada venida  de  Monzón  atacó  el  lugar  dfe  «Carpa,»  incendió  la 
casa  residencia  délos  empleados  de  Vid  :tl,  y   felizmente  se  evi- 
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tó  con  la  fug«a  de  éstos  qiio  hubiera  víctimag  que  lamentar.  Tan- 
to el  subpret'ecto  del  Dos  de  Mayo  en  esa  época,  coronel  Maria- 
no Iglesia^,  como  el  subprefecto  de  Huamalíes,  señor  Ricardo 
Mcrzán,  dictaron,  en  cumplimiento  de  su  deber,  las  medidas  co- 
rrespon<lientes  á  la  represión  de  eso;  desórdenes.  Inspirándome 
en  fuentes  oficiales,  he  buscado  en  esta  subprefectura  el  parte 
oficial  del  señor  subprefecto  iMorz'ui,  que  existe  en  el  libro  co- 
piador de  6ija  fecha  á  f  193  y  que  reproduzca  á  US.  bajo  el  N?  1 
Basada  como  está  esa  comunicación  oficial  en  los  partes  pasados 
por  el  gobernador  de  Monzón  y  elevados  originales  á  esa  prefec- 
tura, ninguna  otra  particularidad  puedo  agregar  por  ese  medio, 
sobre  el  suceso  de  «fC-arpa».  He  solicitado  del  archivo  de  la  go- 
bernación de  Monzón  copia  de  dichos  partes  que  desgraciada- 
mente no  existen.  A  f.  198  del  copiador  de  esta  subprefectu- 
ra, también  he  encontrado  el  oficio  dirigido  á  ese  despacho  supe- 
rior y  que  puede  dar  luz  sobre  la  actitud  de  los  vecinos  de 
Monzón  en  1898.  He  solicitado  del  señor  juez  de  primera  ins- 
tancia de  la  provincia  si  existe  alguna  causa  civil  ó  criminal  so- 
bre el  asalto  é  incenc'io  de  «Carpa»  y  he  obtenido  contesto  de  esc 
funcionario  judicial  de  que  no  existe  al  respecto;  pues  en  la  parte 
criminal  cotresponde  forzosauíonto  á  tei^or  de  la  ley,  juzgarse 
los  delitos  de  (arpa  ante  la  judicatura  de  primera  instancia  déla 
provincia  del  Dos  de  Mayo.  He  inquirido  sobre  los  autores  ó 
cómplices  de  los  crímenes  de  «Carpa»  con  resistencia  á  la  vez  dtl 
cumplimiento  de  la  ley  que  creó  el  impuesto  á  la  cv)ca,  y  se  me 
asegura  consta  el  nombre  de  los  cabecillas  de  esos  crímenes  de 
lüi  actuados  judiciales  de  la  provineia  del  Dos  de  Mayo.  Debo 
hacer  aquí  la  siguiente  anotación.  La  montaña  de  Monzón,  es 
de  la  jurisdicción  poLtiea  de  Huamalíes,  y  por  consiguiente  su 
mando  político  pertenece  á  la  sul:)prefeetura  de  esta  pmvincia; 
pen>  t  n  su  vía  de  comunicación  de  esta  capital  con  dicha  nion- 
tailu,  y  por  efecto  de  una  mala  demarcación,  hay  precisamente 
que  atravesar  el  distrito  de  Chavín  de  Pariarca,  perteneciente  al 
Dos  de  Mayo,  é  indispensablemente  á  la  vez  el  despoblado  de  «Car- 
paj»  de  la  misma  jurisdicción  política,  lugar  donde  se  realizaron 
los  acontecimientos  de  que  me  ocupo  por  gente  de  Monzón  per- 
teneciente á  Huamalíes.  Es  a.-í  como  estuvieron  ligadas  la  ac- 
ción oficial  de  aT^})',\s  provincias  en  13  de  diciembre  de  1898. 
Sobre  la  exactitud  de  los  perjuicios  sufridos  por  el  rematista  don 
Julián  Vidal,  que  US.  también  me  encarga  en  su  oficio  N?  553, 
tengo  la  satisfacción  de<lecir  á  US.  que  conferenciando  personal- 
mente con  dicho  señor  Vidal,  me  ha  manifestado:  que  nada  re- 
clama ni  tiene  reclamado;  que  á  su  empleado  Michelerio  le  tiene 
restituidas  s«s  pérdidas  de  «Carpa»  y  por  consiguiente,  es  comple- 
tamente aparte  de  la  reclamación  que  dicho  Michelerio  ha  enta- 
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blado  al  gobierno  ilel  país,  sin  razón  ya  legal  <le  ninguna  clase 
toda  vez  que  sus  pérdidas  fueron  indemnizadas  o{>ortunaraente. 
Solicita,  sí,  el  castigo  de  los  criminales  de  Monzón,  de  conformi- 
dachoon  las  leyes  penales,  y  en  nómbrenle  la  moralidad  de  los 
liabitantes  de  (sa  importante  sección  del  departamento,  esperan- 
za del  porvenir  de  Ilnamalíes.  Luego,  pues,  se  cree  que  en  el  in- 
cendio de  «Carpa»,  el  señor  Vidal  no  perdió  plata  en  efectivo  y 
que  solo  mercaderías  de  {)oco  valor  sucumbieron  bajo  la  acción 
del  incendio.  Público  es,  que  después  de  incen«liada  la  oficina 
de  «Carpa»  don  Juan  Michelerio  se  constituyó  en  ese  lugar  y  sa- 
có un  c^jón  con  dinero  que  tenía  enterrado,  producto  de  la  re- 
caudación de  la  coca  por  cuenta  del  rematista  Vidal.  Con  la 
presente  exposición,  dejo  cumplido  el  mandato  superior,  que- 
dando constancia  de  que  en  la  actualidad  se  paga  el  impuesto 
á  la  coca  que  se  extrae  de  las  montañas  de  Monzón,  y  se  expen- 
de pasando  de  esta  ciudad^  al  Cerro  de  Pasco  y  oíros  lu- 
gares— Dios  guarde  TS. — Ismael  Escobar, — Concuerda  con  su 
original  á  que  me  refiero  en  caso  necesario. — Llata,  abril  quince 
de  rail  novecientos  uno, — Manuel  María  Flores, — V^  B? — Eico- 
bar, — Un  sello  de  la  subpreíeétura*  do  la  provincia  de  Huama- 
líes.  — Ei  copia  exactii,  qii.»  saca  e:\  campli:nio:ito  ib  !o  m\n  bi- 
do  en  "el  decreto  ya  indicado. — Haaraz,  abril  voi:itido3  de  mil 
novecientos  uno. 

^  liafael  D.  Mfjia. 


fífol  ¡Agación  de  Italia, 

N?  1 709.  Lima,  10  Je  Diciembre  de  1 00  j . 

Señor  Ministro: 

Tciigo  la  honra  de  acusar  el  reribo  de  la  nota  con  anexos  que 
V.  E.  se  sirvió- dirigirme  con  feclia  30  de  noviembre  próximo 
pasa<lo,  NV  G5,  referente  á  It^  reclamacióa  de  Juan  Michelerio. 
En  ella  me  dice  V.  E. 

1^  Que  los  daños  ocasionados  por  el  incendio  y  saqueo  p'^rpc- 
trados  en  18íí8  por  los  indios  de  Monzón,  fueron  en  perjuicio  del 
ciudadano  peruaiK)  don  Julián  Vidal,  rematista  del  impuesto  a 
la  coca,  y  no  en  el  de  Michelerio  que  era  un  simple  enjpleado 
de  dicho  rematista. 

10:1 
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2?  Que  los  pocos  perjuicios  que  sufrió  Míchelerio  le  fueron 
oportunamente  resarcidos   por  el  referido  rematista. 

3?  Qu9,  por  consiguiente  el  Gobierno  del'. Perú  considera  la  re- 
clamación de  Miclielerio  como  completamente  infundada. 

No  dejaré  de  poner  en  conocimiento  del  interesado,  para  su 
gobierno,  cuanto  me  lia  comunicado  V,  E.   sobre  este  particular. 

Debiendo,  empero,  participar  á  mi  gobierno  todo  lo  referente 
a  este  asunto,  por  el  que  ha  tomado  interés,  agradecería,  á  V.E., 
se  sirviese  hacerme  saber  que  importancia  da  el  Gobierno  de 
la  Repúldica  a  los  testimonios  contenidos  en  los  documentos  en 
seguida  indicados: 

I  Declaración  del  subprefecto  de  Llata,  de  8  de  enero  de 
1899; 

II  Declaración  del  subprefecto  del  Dos  de  Mayo,  de  10  de 
enero  de  1899.    . 

IIÍ  Declaración  de  los  alcaldes  de  la  municipalidad  de  Hua- 
malíes,  de  11  de  cuero  de  1899,  que  remití  en  original  á  ese  ho- 
noraI)le  despacho,  con  nota  30  de  marzo  de  1900.  N-  278,  de  las 
cuales  resulla  que  Michelerio  ejercía  el  comercio  por  su  propia 
cuenta  en  el  mismo  local  en  "que  estaba  establecida  la  oficina  de! 
impuesto  a  la  coca,  y  que  los  perjuicios  sufridos  fueron  realmente 
los  reclamados  por  el  interesado  en  su  recurso. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consi<leración. 

(t.  Pírrone. 

Al  Excmo.    señor  Cesáreo  Chacaltana,   Presidente  del  Consejo 
de  Ministros   y  Ministro   de  Relaciones   Exteriores. 


Ministerio  de  Relaoiones  Exteriores. 

N°  70  Livia,  10  de  Diciembre  de  1901. 

Señor  Mi.   stro: 

Al  avisarme  recibo  de  la  nota  relativa  á  la  reclamación  del 
■úbdito  italiano  Juan  Michelerio,  que  tuve  la  honra,  de  dirigir  á 
esa  Legación,  con  fecha  30  de  Noviembre  último,  V.  E.  se  sirve 
decirme  en  la  suya,  fecha  de  hoy,  que  debiendo  participar  á  su 
Gobierno  todo  lo  referente  á  dicho  asunto,  agradecería  que  lehi 
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ciera  saber  qué  importancia  atribuye  el  de  la  República  alas  de- 
claraciones de  los  subprefectos  do  Llata  y  del  Dos  de  Mayo  y  de 
los  síndicos  de  la  Municipalidad  de  Huamalíes,  que  acompaña- 
ban originales  á  su  notu  N."  278,  do  30  de  Mar2o  de  1900. 

Defiriendo  al  deseo  manifestado  por  V.  E.,  cúmpleme  expre* 
sarle  que,  en  concepto  de  esta  cancillería,  los  informes  de  los  men- 
cionados funcionarios  peruanos,  por  los  términos  gouerales  eu  que 
están  redactados,  sólo  prueban  la  existencia  de  los  daños  causa- 
dos en  la  oficina  de  (fCarpa»  por  los  asaltantes  de  esta,  sin  escla- 
recer el  punto  relativo  á  si  los  enseres  de  dicha  oficina  pertenecen 
á  Micheliero,  ó  al  rematista  peruano  Julián  Vidal. 

Tales  informes  no  se  hallan,  pues,  en  contradicción  con  lo  ase- 
verado en  los  documentos  cuya  copia  auténtica  fue  anexa  á  mi 
nota  de  30  de  Noviembre  último,  según  los  cuales  la  garita  d*e 
«Carpa»  perteneció  al  rematista  Vidal,  quien  oportunamente  in- 
demnizó á  Micheliero  las  pequeñas  pórdides  sufridas  por  éste  úl- 
timo en  virtud  de  la  destrucción  de  la  indicada  oficina. 

Confiando  en  que  V.  E.  liallarála  presente  explicación  de  todo 
punto  conforme  con  la  luz  que  los  antecedentes  citados  i)royectan 
sobre  el  suceso  de  «Carpa»,  me  es  grato  reiterarlo  las  seguridades 
de  mi  consideración  más  alta  y  distinguida. 

Cesáreo  Chacalíana. 

Al  Excmo.  señor  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  v  Minie- 
tro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  342.  Lima,  8  de  Marzo  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se 
sirvió  dirigirme  con  fecha  4  de  Marzo  en  curso,  N?  15,  acompa- 
ñando copia  del  oficio  dirigido  por  el  prefecto  de  Ancachs  á  su 
honorable  colega  de  Gobierno,  relativamente  á  la  reclamación  del 
ciudadano  italiano  Juan  Micheliero, 

Doy  á  V.  E.  las  gracias  por  el  envío  de  aquel  documento,  del 
cual,  por  el  próximo  correo,  remitiré  copia  al  interesado  para  su 
gobierno.  * 
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Habiéndome  enterado  por  dicho  oficio  del  prefecto  de  Ancachs, 
que  se  ha  levantado  un  sumario  con  el  fin  de  comprobar  la  no 
existencia  de  los  derechos  sostenidos  por  el  reclamante  (falta  de 
per8)nería),  permítome  rogar  á  V.  E.,  siempre  que  no  haya  in- 
conveniente, se  sirva  procurarme  copia  det  expediente  relativo  4 
dicho  sumario,  á  fin  de,  á  mi  vez,  enterarme  de  él. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consideración. 

G.  PirTone. 

Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Mf.iits^erio  de  Relaciones  Exteriores. 

ís?  31.  Lima,  24  de  Abril  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  poner  en  conocimiento  de  V.  E  que  la  nota  deesa 
legación  de  fecha  S  del  actual,  relativa  á  la  reclamación. del  sub- 
dito italiano  Juan  Michelerio  ha  sido  trascrita  al  Ministeiio  de 
Justicia  á  fin  de  que,  por  ese  despacho,  se  atienda  debidamente 
la  solicitud  formulada  en  la  referida  ooraunicación. 

Reitérele,  señor  Ministro,  los  sentimientos  de  mi  mas  alta  y 
distinguida  consideración. 

Cesáreo  ChaeaUana, 

Al  Excmo.  señor  don  José  Pirrone,  Enviado   Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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Real  Legación  de  Italia. 

N?  846.  Lima,  19  de  Junio  dé  1 902.   ' 

Señor  Ministro: 

Con  nota  24  de  Abril,  número  31,  se  sirvió  V.  E.  inforuíarmc, 
babei^se  dirigido  á  su  honorable  colega  de  justicia  para  projx)r- 
clonarnie  el  documento  que  solicitó  con  nota  8  de  Marzo,  núme- 
ro 342.   * 

No  habiendo  aún  obtenido  dicho  documento,  me  permito  su- 
plicar á  V.  E.  se  sirva  procurarme  el  envío  del  mismo,  á  fin  de 
que  esta  legación  pueda  formarse  un  juicio  definitivo  de  la  recla- 
mación presentada  por  el  ciudadano  italiano  Juan  Michelerio. 

Quiera  V.  E,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distin- 
guida consideración. 

G,  Pirrone, 

Al   Excrao.  'señor  doctor  don  Cesáreo   Chacaltana,    Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Ministerio  de  Rehcioi^es  Exteriores. 

N?  45.  Lima,  23  de  Junio  de  1904. 

Señor  Ministro: 

En  contestación  á  la  atenta  nota  de  V.  E.,  número  846,  re- 
lativa al  sumario  levantado  con  el  objeto  de  probar  la  no 
existencia  de  los  derechos  en  que  se  fundan  las  quejas  ele 
vadaa  á  esa  legación  por  el  subdito  italiano  Juan  Micholiero, 
tengo  el  agrado  de  avisar  á  V.  E,  que  se  ha  trascrito  dicha  nota 
al  Ministerio  de  Justicia,  á  fin  de  que  exprese  lo  que  estime  regu- 
lar acerca  de  la  solicitud  de  esa  Legación. 

Reitérele,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo  Chacaltana, 

Al  Exemo.  sefior  José  Pirrone,  Enriado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Pletíipotendarío  de  Italia. 
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Real  líCgacion  de  Italia. 

N^  1145.  Lima,  7  de  Agosto  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Con  nota  fecha  23  de  Junio  último,  número  45,  V.  E.  me  hiío 
el  honor  de  anunciarme,  que  había  trascrito  á  su  lionorable  colega 
de  justicia  mi  oficio  de  19  del  mismo  mes,  en  el  cual  pedí,  por  se- 
gunda  vez,  se  me  comunicase  la  pesquisa  que  se  practica  en  el 
departamento  de  Ancachs,  respecto  de  la  reclamación  d^l  ciuda- 
dano italiano  Juan  Michelerio,  y  también  que  ese  despacho  ma- 
manifestase  su  opinión  acerca  del  pedido  de  esta  Legación. 

Habiendo  trascurrido  un  mes  sin  recibir  otra  comunicación 
sobre  el  particular,  me  permito  reiterar  á  V.  E.  mi  pedido,  que 
considero  fundado,  por  no  creer  que  pueda  negarse  á  esta  L^a- 
cióu  el  que  conozca  los  más  mínimos  detalles  de  los  procedimien- 
tos en  que  se  funda  la  autoridad  peruana  para  rechazar  la  recla- 
mación del  referido  ciudadano  italiano.  Mi  pedido  fué,  además, 
considerado  bien  fundado  por  V.  E.,  pues  en  su  nota  anterior  de 
24  de  Abril  del  año  en  curso,  número  31,  me  informó  haberlo 
comunicado  al  honorable  Ministro  de  Justicia  para  que  fuese 
debidamente  ^-tendido. 

Aprovecho  también  esta  oportunidad  para  rogar  á  V.  E.  se 
sirva  hacer  poner  temporalmente  á  disposición  de  eeta  LegacióOi 
el  expediente  que  se  encuentra  en  Llata,  relativo  al  incendio  acae- 
cido allí  hace  cuatro  años  há,  el  cual  ocasionó  los  perjuicios  por 
los  que  Michelerio  pide  una  indemnización,  á  fin  de  que  yo  pue- 
da formarme  una  idea  exacta  del  modo  como  pasaron  las  cosas. 

Dando  á  V.  E.  las  gracias  anticipadamente,  me  es  grato  ofre- 
cerle las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  considera- 
«ion. 

*  O.  iHrvone. 

Al  EKcmo.  señor  Cesáreo  Ohacaltana,  Presidente  del  Consejo  da 
Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N9  58.  Lima,  29  de  Agosto  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  es  grato  avisar  á  V.  E.  recibo  de  su  atenta  nota  número 
1145,  fecha  7  del  actual,  dirigida  á  mi  honorable  antecesor  en 
.  este  despacho,  y  referente  á  la  reclamación  del  ciudadano  italia-* 
ño  Juan  Michelerio. 

Para  emitir  opinión  acerca  de  los  hechos  en  que  se  fundan  las 
quejas  del  señor  Michelerio,  es  necesario  que  esta  cancillería  po- 
sea los  respectivos  informes  de  las  autoridades  locales,  do  suerte 
que  no  lo  es  imputable  la  demora  á  que  se  refiere  V.  E.  , 

Me  dirijo,  en  la  fecha,  al  Ministerio  de  Justicia,  encareciéndole 
la  conveniencia  de  que  obtenga  en  breve  los  mencionados  infor- 
mes. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Aníbal  Villegas. 

» 

Al  Excmo.  señor  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y  Minis 
tro  PJenipotenciario  de  Italia. 


Real  Legiiei&n  de  Italia. 

N^  1274.  Lima,  3  de  Setiembre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  oportunamente  la  nota  en  que  V.  E.  se  sirvió  di- 
rijirme  con  fecha  29  del  próximo  pasado,  número  58,  relativa  á 
la  reclamación  Juan  Michelerio,  por  cuyo  contenido  le  doy  laé 
gracias.  Pero,  como  por  su  tenor  advierto,  que  no  'fué  perfecta- 
mente comprensible  el  sentido  de  mi  anterior  comunicación  de 
7  del  mismo  mes,  número  1145,  paso  ahora  á  dar  mayor  claridad 
á  esa  mi  idea. 

Con  nota  de  4  de  Marzo  del  año  en  curso,  número  15,  aquel  ho- 
norable despacho  me  trascribió  un  'oficio  del  de  Gobierno,  que 
reproducía  una  comunicación  de  la  prefectura  de  Ancachs,  en  la 
cual  se  afirmaba  haberse  levantado  un  sumario  á  efecto  de  de- 
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mostrar  que  Michelerio  no  tenía  per^onoría  iiingUDa  para  pre- 
tender una  indemnización  á  consecuencia  de  los  desórdenes  acae- 
cidos ahora  niñs  de  cuatro  años  en  el  distrito  de  Monzón.  En  re- 
puesta á  eea  nota,  con  oficio  8  de  Marzo,  número  342,  rogiié  a  sn 
íionorablíí  predecesor  se  sirviera  Tnandnrnie  copia  del  referido 
su  ni  ario. 

Pasado  nlgún  tiempo  sin  que  se  me  comunicase  dicho  documen- 
to. f:í)'icilé  se  me  etiviace  é.^te,  con  nota  8  de  Abril,  y  aquel  des- 
-pacho,  connota  24  del  mismo,  mes,  N*^  31,  me  rosí^ondió  que  re 
había  dirigido  al  Ministerio  de  Justicia  «á  fin  de  que  por  ese  des-  . 
o  pacho  se  atienda  debidamente  la  solicitud  formulada  en  la  re- 
V  teridft  comunicación». 

Habiendo  trascurrido  casi  otros  des  mest«  pin  recibir  el  docu- 
nunto  Folicitad^k,  n^c  pernntí  renovar  mi  pedido  con  otra  nota  «le 
ll^'de  Junio  ]>  V  í*46.  á  la  que  (]ue  se  contestó  (nota  de  23  de  Ju- 
nio, Kv  do)  que  uii  oficio  había  sido  troscrito  al  Ministerio  <le 
Justicia  «á  fin  de  que  exprese  lo  que  estime  regular  acerca  de  la 
•  solici'U'i  deesa  legación.» 

Fue,  )>reF,  en  vista  de  esta  última  nota  y  de  la  última  íi*ase, 
la  cual  me  dióá  com[»rendtr  que  se  dejaba- á  la  apreciación  del 
Mi;nsterio  de  Justicia  la  conveiíiencia  de  secundar  el  pedido  de 
esta  legación  acerca  del  envío  del  aludido  documento,  que  creí 
indispensable  dirigir  al  doctor  Chacaltana,  la  comunicación  de  7 
de  Agosto  próximo  pagado,  á  la  que  V.  E.  respondió,  con  la  nota 
que  boy  tengo  el  honor  de  contestar. 

Independientemente  de  tales  consideraciones,  me  creo  en  el 
deber  de  agregar,  que  no  alcanzo  a  comprender  el  motivo  del  re- 
tardo que  hasta  hoy  se  presenta  para  comunicarme  el  documen- 
to en  cuestión,  el  cual  estaba  ya  listo  en  el  mes  de  Marzo  del 
año  en  curso;  y  me  parccv  que  había  podido  remitírseme,  á  más 
tardar,  dentro  del  término  de  dos  meses,  teniendo  en  cuenta  la 
distancia  que  separa  esta  capital  de  la  del  departamento  de  An- 
tachs. . 

Habiendo  así  puesto  en  claro  mi  pensamiento,  y  reiterando  á 
V.  E.  la  súplica  de  hacerme  obtener,  á  la  brevedad  posible,  el 
documento  extendido  en  Huaráz,  fechado  el  mes  de  Marzo  últi- 
mo, que  es  el  que  me  parece  puede  ser  conseguido  más  fácilmen- 
te, pidiéndolo  ft  la  prefectura  de  aquel  de^partamento,  aprovecho 
la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  tas  seguridades  de 
mi  más  alta  y,  distinguida  consideración. 

O,  Pirrone, 

Al  Excmo.  señor  Aníbal  Villegas,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
teriores, 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 
Nám.  61.  Lima,  13  de  Setiembre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Me  he  impuesto  atentamente  de  la  nota  de  V.  E.  N*?  1274,  fe- 
cha 3  del  mes  en  icurso,  relativa  á  la  reclamación  del  ciudadano 
italiano  Juan  Michelerio,  y,  en  respuesta,  tengo  el  agrado  de  ' 
participarle  que  he  dispuesto  se  trascriba  al  Ministerio  de  Justi- 
cia, encareciéndole  la  necesidad,  de  que'preste  atención  preferen- 
te á  lo  expresado  en  ella. 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi   alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

^^  Aníbal  Villegas. 

Al  Excelentísimo  señor  don  José  Pirrone,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  82.  '  Lima,  9  de  Diciembre  de  1902. 

Señor  Ministro:  • 

Adjunta  á  la  presente  nota,  tengo  el  agrado  de  remitir,  con  los 
anexos,  á  V.  E.  copia  auténtica  del  oficio  que  me  ha  dirigido 
el  5  de  Noviembre  último  el  señor  Ministro  de  Justicia,  trascri- 
biéndome el  del  presidente  de  la  Qorte  Superior  de  Ancachs,  fe- 
chado el  11  de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  relativo  al  su- 
mario* que  se  ha  venido  siguiendo  á  solicitud  del  subdito  italiano 
Juan  Micheliero,  por  el  incendio  y  saqueo  que  dice  haberse  reali- 
zado en  la  garita  «Carpa»,  donde  cobraba  el  rematista  don  Julián 
Vidal  el  impuesto  á  la  coca  extraída  de  las  montañas  de  Mon- 
zón. 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

E.  Larraburc  y  ünánue. 

Al  Excmo.  señor  don  José  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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Real  Legación  de  llalla 

N?  455.  /./ ma,  SO  de  Moyo  de  190,1. 

Señor  Ministro: 

Hace  ya  mucho  tiempo  que  laaut«>ridad  judicial  de  la  provia- 
cia  del  Dos  de  Mayo  sigue  una  sumaria  información  sobre  el  Cel- 
so Michelerio,  la  cual  revelará  las  i>er3onas  que  resulten  respon- 
sables de  los  hechos  erimi!íales  de  que  fué  víctima  «qui'l  ciuda- 
dano italiano. 

Accediendo  á  mi  pedido,  esa  H.  ríincillería  puso  el  mes  pasa- 
do, á  mi  disposición,  ad  effedam  vurndi,  el  expediente  relativo  á 
aquel  juicio,  el  cual  advierto  que,  si  bien  hace  mucho  tiempo 
que  ha  sido  iniciado,  está  aún  muy  lejos  de  terminar. 

El  último  acto  que  allí  figuní,  y  <le  que  tuve  conocimiéutíi,  lle- 
va fecha  21  de  Octtibre  del  año  próximo  pasado.  -Por  otra  parle, 
según  la  noUi  trascrita  en  dicho  ex|)tídiente,  el  II.  Ministro  de 
Justicia  tiene  onlena<lo  al  juez,  de*<le  fineá  del  ano  pa-aau,  ipit^ 
le  rinda  cuenta  quino  nal  del  [)roce«liuiiento  del  juiclí>;  n-í  escjuc, 
desde  la  fecha  expresada  hasta  hoy,  nueve  oticios  relativos  á  Ijis 
ulteriores  fases  del  juicio  deben  de  haber  si'lo  trasmitidos,  y  1:- 
gearía,  vivamente,  tener  conocimiento  de  ell<»s.  - 

V.  E.  encontrará  justo,  sin  duda,  que  esta  le*;ación,  á  cuyo 
1  ""^dido  se  promovió  el  juicio,»solicite  cortésmente  ser  infonun  l'i 
con  regularidad  del  estado  en  qno  s(3  encutrntra  óste. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  bis  sei^uridiukí:  de  ni  alti\  y 
distinguida  consideración. 

Fraucísco  MtdicL 

Al  Excmo.  señor  doctor  E.  Larrabure  v  Uuánue,  Prcísidente 
del  Consf^jo  do  Ministros  y  Ministro  de  Kelaciones  Exterioras. 


R^al  Legación  de  Italia 

N9  441.  Lima,  15  de  Ahril  de  1901 

Señor  Ministro: 

La  favorable  resolución  vm  que  cjucda  demu^tra»la,  uuu  vc/ 
más,  la  buena  voluntad  de  V.  K.  hacia  esta  b^gación,  la  revoirtel 
arreglo  que  se  verificó  personalniontj  entre  V.  E.  y   el  s:ri''rí^'<^ 
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mendador  Pirrone,  solare  que  el  asunto  relativo  á  la  reclamación 
Michelerio,  que,  antf^s  de  ahora,  ha  sido  objeto  de  muchas  y  es- 
tériles gestiones,  se  definiese  mediante  el  pago  de  parte  del  Go- 
hierno  peruonoá  Michelerio,  de  la  suma  de  S.  2,000,  para  lo 
cual  debía  próximamente  redactarse  el  correspondiente  proto- 
colo. 

A  fin  de  satisfacer  las  urgentes  insistencias  del  interesado,  y 
de  poder  cventualmente  dar  cuenta  del  resultado  de  este  acuer- 
do á  mi  soberano,  a  quien  lo  comuniqué  en  su  oportunidad,  re- 
cibiendo sus  agradecimientos  en  respuesta,  agradecería  infinito 
á  V.  E.,  so  sirva  prastar  nuevamente  su  atOMción  á  este  asunto, 
<jue  hasta  hoy  permanece  indefinido,  é  interesarse  por  su  termi- 
pación  en  el  sentido  que  dejo  indicíido. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

Francisco  Medid. 

A  S.  E.  el  señor  doitor  Jocé  Pardo,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Real  Legacif/n  de  Italia. 


N*^  HI3. 


Lirtia^  '28  de  Mayo  de  1904' 


Señor  Ministro: 


Con  nota  lo  de  Abril,  próximo  pasado,  N^  411,  tuve  el  honor 
de  llamar  la  atención  del  honorable  pretlecesor  de  V.  E.  hacia  til 
acuerdo  verbal  habido  entre  él  y  el  señor  Ministro  Pirrone,  eou 
el  objeto  de  arrei:lar  definitivamente,  por  vía  de  transacción,  la 
reclamación  del  italiano  Juan  Michelerio,  mediante  la  concesión 
á  éste  de  una  indemnización  de  S.  •2,000. 

El  caso  de  que  se  trata  es,  por  sí,  digno  del  mayor  interés, 
mediando  aún  la  particular  circunstancia  do  que  el  Gobierno 
italiano  tomó  oportunamente  interés  en  el  asunto,  viendo  con 
agrado  el  arreglo  acordado,  y  encargando  por  telégrafo  al  señor 
Pirrone  que  diese  las  gracias  al  Gobierno  de  la  República  por 
aqvfella  prueba  de  buena  viduntad  hacia  nosotros.  Esto  rae  pone 
en  la  necesidad  de  molestar  la  atención  de  V.  E.  para  que  sé  dig. 
r.c  tomar  en  coní?ideración  el  acuerdo  adoptado  en  este   asunto 
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Oon  tal  motivo  ine  permito  reiterar  á  V.E.  vivamente  la  súplica, 
ya  formulada  en  mi  citada  comunicación,  de  que  se  sirva  termi* 
nar  esta  antigua  reclamación,  que,  por  las  distintas  consideracio- 
nes ya  indicadas,  me  parece  que  se  impone  de  un  modo  impres- 
cindible. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta consideración. 

Francisco  Medid. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Alberto  El  more,  Presidente  del  Consejo 
de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


PBOTOCOLO 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  los  irifras- 
critos,  doctor  don  Alberto  Elmore,  Ministro  del  Ramo,   y   mar- 
qués Francesco  Médici  di  Marignano,  Encargado  de  Negocios  de 
Italia,  con  el  objeto  de  tratar  de  la  reclamación  del  subdito  ita- 
liano Juan  Michelerio,  proveniente  de  los  daños  que  le  causó  en 
sus  intereses  una  *;urba  salida  del  pueblo  de  Monzón   (departa- 
mento de  Huánuco)  en  que  se  consideraban  complicadas   autori- 
dades locales,  sin  haberse  logrado  resolución  judicial  en  el  largo 
tiempo  trascurrido,  el  segundo  manifestó  que,   después  de   esUr 
en  curso  más  de  cuatro  años  la  mencionada  reclamación,    el  Mi- 
nistro de  Su  Majestad,   Comendador   Pirrone,    había   llegado  á 
convenir  con  el  anterior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  señor 
doctor  Pardo,  en  que  se  indemnizaría   á  Michelerio  con  la  suma 
de  dos  mil  soles,  ala  que,  para  facilitar  el  arreglo,  se  había  acor- 
dado reducir  la  de  ocho  mil  reclamada   por   el   damnificado;  y 
que  en  esta  virtud,  y  no  habiéndose  podido  llevar  á  cabo  el  con- 
venio, primero  por  la  enfermedad   y   subsiguiente  viaje  del  Co- 
mendador Pirrone,  y  después  por  la  salida   del  doctor  Pardo  del 
Ministerio,  suplicaba  al  Excmo.  señor  Elmore  que   manifestase 
si|  por  su  parte,  estaba  dispuesto  á  formalizar  el  acuerdo  conve- 
nido con  su  honorable  antecesor. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  contestó  que,  como  en 
^  deber,  .estaba  llano  á  formalizar  lo  que  ya  había  sido  conve- 
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nido  entre  la  Cancillería  del  Pero  y  la  Legación  de  Italia;  y  que, 
^n  consecuencia,  se  pagaría  á  esta  última  la  cantidad  de  dos  mil 
floles  (S.  2,000)  en  cancelación  total  y  definitiva  de  la  reclama- 
ción del  subdito  italiano  Juan  Michelerio.  Agregó,  que,  al  hacer- 
lo, tenía,  sobre  todo  en  mira,  dar  nuevo  testimonio  de  cordial 
amistad  hacia  Italia,  y  entendiendo  que  no  quedaría  sentado  ull 
precedente  para  casos  análogos. 

El  Encargado  de  Negocios  de  Italia  agradeció  los  sentimien- 
tos de  que  estaba  animado  el  Excmo.  señor  Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores,  que  eran  idénticos  á  los  del  Gobierno  italiano;  y 
ratificó  la  aceptación,  que  ya  había  expresado  el  represenlante 
de  Su  Majestad,  de  la  propuesta  para  cancelar  la  reclamación  de 
Michelerio. 

Para  constancia,  firmaron  el  presente  protocolo,  por  duplicado, 
en  Lima,  el  seis  de  Julio  de  mil  novecientos  cuatro. 

Alberto  Elmore.  Francisco  Medid. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N?  520.  Lima,  juUo  6  de  1904. 

Apruébase  el  protocolo  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  para 
el  arreglo  de  la  reclamación  del  subdito  italiano  Juan  Michele- 
rio; y,  en  consecuencia,  gírese  un  libramiento,  á  la  orden  del  ha- 
bilitado del  mismo  Ministerio,  por  la  cantidad  de  doscientas  lU 
bras  (Lp.  200)  oro,  para  remitirlas  á  la  Legación  de  Italia  ou 
pago  de  la  mencionada  reclamación. 

Impútese  el  gasto  á  la  partida  3,030  del  presupuesto  general 
vigente. 

Regístrese  y  comuniqúese. 
Rubrica  de  8.  E. 

Eh>i0T6 
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Ministerio  d¿  Relacionen  ExUrioreñ 

N?  37  Lima,  23  de  julio  de  1901 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Me  es  grato  poner  en  conocimiento  de  US.  que,  con  fecha  6 
del  actual,  se  expidió  un  decreto  supremo,  aprol»an<lo  el  protoco- 
lo que,  en  la  misma  fecha,  tuve  la  honra  de  firmar  con  US.,  por 
el  que  ee  ponía  término  definitivo  y  completo  á  la  reclamación 
del  subdito  italiano  Juan  Michelerio,  mediante  el  pagv>  de  200 
libras  oro. 

En  cumplimiento  de  él,  tengo  el  agrado  de  remitir  á  US.,  con 
la  presente  nota,  un  cheque  N?  177,660  do  la  Dirección  del  Te- 
soro, contra  el  Banco  del  Perú  y  Londres  por  la  suma  de  200  li- 
bras á  que  se  refiere  el ,  mencionado  protocolo,  y  de  la  que  supli- 
co á  US.  se  sirva  avisarme  el  correspondiente  recibo. 

Reiteróle,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de  mi 
distinguida  consideración. 

-     Alberto  Elmore. 

Al  señor  marqués  Francisco  Médici  di  Marignano,  Encargado 
de  Negocios  de  Italia. 


Beal  Legación  de  Italia 

N?  866,  Lima,  23  de  julio  de  1904. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  su  estimable  ofi- 
cio N^  37,  fecha  de  ayer,  informándome  que,  por  decreto  supre- 
mo del  6  de  los  corrientes,  fué  aprobado  el  protocolo,  que  en  la 
misma  fecha,tuve  el  honor  de  firmar  con  V.E.  para  la  definitiva 
solución  de  la  reclamación  de  Juan  Michelerio,  mediante  el  pa- 
go de  Lp.  200, 

En  efecto,  el  mencionado  oficio  cubría  un  cheque  N^  177,660, 
girado  por  la  Dirección  del  Tesoro  contra  el  Banco   del  Perú  y 
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Londres,  por  la  indicada  suma  de  Lp.  200,  á  que  se  refería  el 
citado  protocolo. 

Al  raismo  tiempo  me  es  sumamente  grato  reiterarle,  señor  Mi- 
nistro, íi  nombre  del  Keal  Gobierno  y  mío,  las  más  exp  ésivas 
gracias  por  esta  prueba  de  cordial  amistad  hacia  Italia  que  V.E. 
sella  servidlo  darme,  mediante  la  satisfactoria  solución  de  este 
asunto. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

Francisco  Medid. 

Al  Excmo.  s(ñor  Alberto  Elmore,  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros  v  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


ADMINISTRACIÓN  DE  BIENES  HEREDITARIOS 


INTKSTADO  D&  AUGUSTO — 1899. 

Iteal  Legación  de  Italia 

Lima,  26  de  hetieml/re  de  1899 
Señor  Ministro: 

Hace  cerca  de  un  año  que  esta  Legación  fué  informada  por  la 
de  S.  M.  en  Guatemala,  que  poco  tiempo  antes  había  fallecido 
en  Quezaltenango  un  italiano  llamado  Giuseppe  Auguslo,  dejan-  I 

do  allí  una  valiosa  herencia,  así  como  otros  bienes  en  varias  re- 
póblicas  de  Sudarrérica.  Tenía,  además,  tres  hijos  reconocidos  en 
Catacaos,  departamento  de  Piura,  en  esta  República. 

En  vista  de  tales  datos,  esta  í^egación  entró  en  corresponden- 
cia, tanto  con  el  Ministro  de  Italia  en  Guatemala,  ]conio  con  el 
Ministerio  de  Negocios  P]xtranjero5,  en  Roma,  con  el  propósito 
de  conocer  el  importe  de  la  herencia  dejada  por  el  finado,  a  cu- 
ya liquidación  no  era  posible  proceder  sin  tener  datos  seguros  de 
la  totalidad  de  los  bienes  que  constituían  la  testamentarín. 

Mientras  venían  aquellos  datos,esta  Legación  ha  sido  informa- 
da, por  un  señor  Julio  Rodríguez,  residente  en  Piura,  que  el  juez 
de  aquella  ciudad,   tan    pronto   como   fué   presentada  la   fe  de 
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muerte  visada  por  el  Cónsul  del  Peru,  en  Guatemala,  se  arrogó 
el  derecho  de  hacer  liquidar  la  herencia  del  finado,  declarando 
por  úhícos  herederos  á  los  tres  hijos  naturales  de  éste:  Gaspar, 
Baltasar  y  Amalia,  representados  por  la  madre,  María  Cruz  Yar- 
lequé,  de  quien  dicho  Julio  Rodríguez  se  titula  apoderado. 

Si  las  cosas  han  sucedido  tales  como  me  han  sido  referidas,  no 
puedo  menos  que  poner  de^manifiesto  las  graves  irregularides  que 
noto  en  la  resolución^del  señor  Juez  de  Tiura.  En  primer  lugar, 
según  la  ley  italiana,  que  en  el  caso  actual  es  la  única  aplicable, 
los  hijos  naturales  reconocidos  se  presentan  con  derecho  en  las 
herencia^  legítimas,  á  falta  de  otros  descendientes,  juntamente 
con  la  viuda,  y  con  los  ascendientes  del  difunto;  ])ero,  en  el  caso 
actual,  aáii  no  se  sabe  si  existe  viuda  y  ascendientes.  En  segun- 
do lugar,  con  arreglo  al  artículo  13  de  la  convención  consular 
ítalo-Peruana,  (1)  es  la  autoridad  consular  italiana,y  no  la  local, 
la  que  debe  proceder  á  la  administración  y  liquidación  de  la  he- 
rencia, desde  que  los  herederos  resultan  ser  menores  de  edad. 

En  la  certidumbre  de  que  el  valor  de  estos  argumentos  no  pa- 
sará deba  percibido  ante  el  ilustrado  criterio  de  V.  K,  permítome 
rogarle,  í?e  sirva  hacerle  impartir  al  señor  Juez  de  Piura  las  ins- 
trucciones correspondientes,  á  fin  de  que  desista  de  las  resolucio- 
nes adoptadas;  y  puesto  que  el  caso  actual  está  dentro  del  pre- 
visto al  respecto  por  el  artículo  14  de  la  referida  convención,  su- 
plico á  V.  E.  invito  al  citado  señor  Juez  á  que  comunique,  sia 
tardanza,  á  esta  Legación,  el  fesultado  de  las  operaciones  practi- 
cadas en  interés  de  la  herencia  de  que  se  trata,  relativamente  á 
los  bienes  que  el  finado  Guiseppe  Augusto  ha  dejado  en  Catacaos 
ó  en  otra  localidad  de  aquel  departamento. 

Sírvase  V.E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

G.  Pirrone, 

A  S.  E.  el  señor  doctor  Manuel  María  Gálvez,    Presidente   del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 


Piura,  8  de  noviembre  de  1899, 

Informe  de  preferencia  el  Juez  de  1*  instancia  del  Cercado. 
Tres  rúbricas  délos  señores  Taboada,  Espin3ia  y  León  y  León. 


Vega  Femando. 


(1 ) -Página  3T3. 
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Piura,  8  de  noviembre  de  1899. 


Tráigase  ix)r  el  presente  escribano  el  expediente  de  intestado  « 
inventarios  de  don  José  Augusto  para  evacuar  el  informe  pedido. 

Una  rúbrica. 


Juzgado  depnmera  instancia  de  Piura. 
Iltmo.  señor: 

Las  copias  que  anteceden,  de  las  principales  piezas  del  expe- 
diente de  intestado,  seguido  con  motivo  del  fallecimiento  del  sub- 
dito italiano  don  José  Augusto,  y  del  de  inventarios  de  los  pocos 
bienes  que  de  propiedad  del  finado  existen  en  esta  jurisdicción, 
harán  conocer  á  U.  S.  I.  y  ^  los  señores  Ministros  de  Justicia  y  de 
Relaciones  Exteriores,  los  procedimientos  de  este  juzgado  en 
aquel  asunto. 

El  artículo  1295  del  Código  de  Enjuiciamientos  Civil  dispone 
que  el  juez  del  intestado  de  un  extranjero  hará  saber  sus  proce- 
dimientos al  agente  diplomático  6  consular  de  la  nación  á  que 
pertenecía  el  finado,  cuando  éste  no  tenga  parientes  en  la  Repú- 
blica. 

Los  artículos  14  y  15  de  nu^tra  convención  consular  con  Ita- 
lia, (1)  en  concepto  humilde  del  que  suscribe,  deben  tener  aplica- 
ción, según  el  tenor  primero,  cuando  el  extranjero  finado,  no  ha- 
ya dejado  herederos  en  el  país,  ó  éstos  se  hallen  ausentes,  ó  sean 
des«onocidos  ó  incapaces. 

En  el  caso  del  subdito  italiano  don  José  Augusto,  éste  ha  de- 
jado herederos  forzosos  en  la  República,  que  son  sus  hijos  natu- 
rales reconocidos  por  escritura  pública,  y  su  niuerte  ha  ocurrido 
en  Santa  María  de  Quezal tenango  de  la  República  de  Guate- 
mala. 

Tengo  el  honor  de  dejar  así  evacuado  el  informe  que  U.  S.  I. 
se  ha  servido  pedirme,  cuya  demora  se  dignará  excusar,  por  no 
haber  estado,  más  antes,  expedita  la  copia  inserta. 

Piura,  23  de  noviembre  de  1899. 

Iltmo.  señor. 

A.  Velá^quez. 


(1)— Página  373. 
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Jvzgado  de  primera  instancia  de  Piura. 

^S  de  noviembre  de  1899. 

Sefior  Presidente  del  Iltmo.  Superior  Tribunal. 

S.  P. 

Con  el  informe  pedido,  precedido  de  h\  coj»ia  inscrit-a»  tenp) 
el  lionor  de  elevar  á  US.  los  oficios  de  los  señores  Ministros  de 
Justicia  y  Relaciones  Exteriores,  dirigidos  á  esa  Illma.  Corte  de 
su  digna  presidencia. 

Dios  guarde  á  U.  S. 
S.  l\ 

A,  Vclúzqvez. 


Piura,  23  de  noviembre  de  1899, 

Devueltos,  en  la  fecha,  con  las  copias  que  acompaña  el   infe- 
ri  >r,  emítase  el  informe  pedido  por  el  Suprem  )  Gobierno. 
I  res  firmas  de  Ioó  señores  Tabeada,  Espiuo/.a  y  I-<eón  y  Lei»n. 

Vega  Fernández. 


Corte  Superior  de  Piura. 
Excmo.  señor. 


l^as  fehacientes  copias  mandadas  agregar  íx  este  cuaderno  por 


iiLF,  luaiiiivauuuii  a  \ .  lüj.  cjuc  el  suDaito  uaiiano  don  jose  Au- 
gusto residió  durante  algún  tiempo  en  la  ciudad  de  Catacaos, 
duplicado  a  neg  .ciaciones  mercantiles.  En  esa  ciudad,  contrajo 
lelacionos  con  doña  María  de  la  Crux  Yarleciué,  en  la  que  tuvo 
tii^s  hijos  naturales,  llamados  Gaspar,  Baltasar  y  .\malia,  á  quie- 
ntíí5  reconoció  como  tales,  según  aparece  de  la   escritura    i  mper- 
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fecta  mandada  protocolizar,  previas  las  ritualidades  que  prescri- 
ben las  leyes.  Dichos  menores,  que  tienen  madre  que  los  repre 
senté  y  sobre  los  que  ejerce  la  patria  potestad,  se  encuentran  am- 
parados por  el  incise  primero,  artículo  ochocientos  noventa  y  dos 
de  nuestro  Código  Civil,  en  virtud  del  cual  son  hereileros  forzo- 
sos de  su  finado  padre  don  José  Augusto,  en  los  bienes  que  éste 
haya  dejado.  Con  sujeción  á  la  disposición  acotada,  el  Juez  de 
primera  instancia  al  declarar,  por  auto  corriente  á  fojas  nueve 
vuelta,  el  intestado  del  expresado  Augusto,  declaró  también  por 
«US  únicos  herederos  legales  á  los  ya  enunciados  menores;  toda 
vez  que,  durante  la  secuela  del  juicio  de  intestado,  no  se  ha  pre- 
sentado otra  persona  alegando  preferente  dereclio  á  la  masa 
mortuoria. 

Por  lo  que  dejamos  expuesto,  verá  V.  E.  que  no  está  expedita 
la  jurisdicción  internacional,  con  arreglo  á  los  artículos  pertinen- 
tes de  la  convención  consular  ajustada  con  el  Reino  de  Italia, 
que  rememora  el  inferior,  para  que  el  Excmo.  señor  Ministro  do 
aquel  Reino,pueda  intervenir  en  la  adminisiración  y  liquidación 
de  la  herencia  de  que  se  trata. 

5]^Es  cuanto  tenemos  que  exponer  á  V.  E.  emitiendo  el  inform9 
que  se  ha  servido  pedir  á  eeta  Corte. 

Piura,  24  de  noviembre  de  1 899. 

Excmo.  señor: 

\ 

Federico  Taboada, — Juan  V,  Espinoza. — L.  León  y  Le&n, 


Ministerio  de  Justicia^  Instrucción  y  Culto. 

Lima,  6  de  diciembre  de  1899. 

Señor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho    de    Relaciones   Exte- 
riores: 

Me  es  honroso  remiti/  á  US.,  adjuntos  al  presente  oficio,  los 
antecedentes  relativos  al  juicio  ah-intesíato  del  subdito  italiano 
don  José  Augusto. 

Dios  guarde  á  U.  S. 

E,  Romero. 
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Real  Legacibn  de  Italia. 


Liraa,  22  de  Mayo  de  1900, 


Señor  Ministro: 


Quedaré  muy  agradecido  á  V.E.  si  se  sirviese  dar  uua  respues- 
ta á  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  á  ese  honorable  Despa- 
cho, con  fecha  26  de  setiembre  del  año  próximo  pasado,  respecto 
á  la  herencia  del  ciudadano  italiano  Giuseppe  Augusto. 

Al  dar  4  VE.  las  gracias  anticipadamente,  aprovecho  de  esta 
oportunidad,  para  renovarle  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

(?.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 


SUCESIÓN  NAÍ^NINI 

1899 
Real  Legación  de  Italia. 

N?19.  Lima,  10  de  julio  de  1899. 

Señor  Ministro: 

Entre  el  agente  consular  de  Italia  en  Ica^  y  el  señor  Juez  de 
1*  instancia  de  la  provincia,  ha  surgido  una  cuestión  sobre  la 
interpretación  de  una  cláusula  contenida  en  el  artículo  13  del 
tratado  italo-peruano  vigente,  á  la  cual^creo  indispensable  lla- 
mar la  atención  de  V.  E.,  á  fin  de  que  se  le  d6  una  aolaciófl 
conforme  á  justicia. 

Habiendo  fallecido  últimamente  en  aquella  ciudad,  ab-intesta- 
io,  un  ciudadano  italiano  llamado  Juan  Nannini,  y  habiendo  de- 
jado  en  calidad  de  herederos,  además  de  varios  hermanos  y  her- 
manas residentes  en  Italia,  un  hermano  residente  en  lea;  el  as- 
fi  or  Juez  de  1^  instancia  de  aqusUa  provincia,   nisga  á  aqusl 
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agente  consular  el  derecho  de  intervenir  en  la  liquidación  de  la 
sucesión,  fundándose  en  la  consideración  de  que,  según  el  tenor  de 
la  convención  consular,  la  intervención  de  los  funcionarios  con- 
sulares puede  tener  lugar  solamente  cuando  el  difunto  no  dejare 
herederos  legales  en  el  país;  mientras  que,  en  el  caso  presente, 
existe  en  lea  un  hermano  de  Juan  Nannini. 

En  cuanto  á  este  punto,  me  permito  someter  al  ilustrado  cri- 
terio de  V.E.,  el  hecho  de  que  la  mira  de  las  altas  partes  contra- 
tantes, al  estipular  en  la  conveiKíión  consular  la  cláusula  de  que 
se  trata,  no  fué  otra  sino  la  de  cautelar  los  intereses  de  ausentes, 
facultando  á  sus  funcionarios  consulares  para  intervenir  en  la 
liquidación  de  aquellas  sucesiones  de  los  respectivos  nacionales 
que  se  ahren  en  el  lugar  comprendido  en  su  jurisdicción,  y  en 
las  cuales  están  interesadas  personas  que  no  residen  en  el  país  en 
que  dichas  spcesiones  se  abren. 

Me  parece  que  teniendo  presente  este  criterio,  bajo  todo  aspec- 
to principal  de  la  cuestión,  no  tiene  ningún  valor  el  hecho  de 
que,  en  el  caso  especial  de  la  sucesión  abierta  en  lea,  además  de 
los  muchos  otros  herederos  residentes  en  Italia;  haya  uno  resi- 
dente en  el  país  en  que  tuvo  lugar  el  fallecimiento,  ni  que  esto 
sea  de  tal  naturaleza  que  prive  á  la  autoridad  consular  de  los 
poderes  que  le  conceden  los  tratados,  á  efecto  de  cautelar  los  de- 
rechos de  los  herederos  ausentes,  para  conferir  tales  poderes  á  la 
autoridad  judicial  de  la  localidad,  á  lo  cual  no  le  es  posible  en- 
tender en  tal  cautela. 

El  único  caso  en  que,  la  presencia  en  el  territorio  peruano  de 
uno  de  los  herederos,  pueda  privar  al  consulado  del  derecho  de 
intervenir  en  la  liquidación  de  la  sucesión,  sería  aquel  en  que 
tal  heredero  estuviese  investido  de  poderes  especiales  de  los  de- 
más interesados  ausentes,  verificándose  así  la  hipótesis  prevista 
en  el  tratado,  de  la  presencia  eti  el  lugar,  de  un  representante 
legal  de  la  sucesión;  mas,  en  el  caso  actual,  el  hermano  del  fina- 
do Nannini,  residente  en  lea,  no  está  provisto  de  tales  poderes,  y 
es  naturalmente  de  suponerse,  que  sus  intereses  estén  más  bien 
opuestos  á  los  de  los  demás  coherederos. 

Muchos  otros  argumentos  podrían  aducirse  para  combatir  la 
tesis  que  sostiene  el  señor  juez  de  1^  instancia  de  lea,  y  aunque 
en  log  casos  de  la  naturaleza  de  que  se  trata,  los  razonamientos 
expuestos  son  de  un  indiscutible  valor,  creo,  no  obstante,  oportu- 
no citar  un  caso  discutido  y  resuelto  en  la  Corte  de  Casación  de 
Paris,  en  1873,  á  propósito  de  la  interpretación  que  debía  darse  á 
análoga  disposición  contenida  en  el  tratado  consular  franco-espa- 
ñol, en  cuyo  caso  fué  sentenciado  que:  <rsi  el  finado  español  ha  he- 
«  cho  testamento  y  nombrado  albacea  en  el  lugar  donde  se  abre  la 
f  sucesión,  ó  si  ha  dejado  herederos  todos  mayores  de  edad,  capa- 
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* 

« ees  y  presentes,  los  tribunales  franceses  son  competentes,  etc.  i, 
de  lo  cual  resulta,  con  toda  eridentia,  que  si  los  herederos  no  se 
hallasen  todos  preienies,  la  competencia  del  tribunal  local  no  po- 
dría tener  lugar  (V.  Vincent  et  Penaud-Üictionnaire  du  Droit 
int^rnatinnal  privé-Mot  iueeessión,) 

En  la  esperanza  de  que  esta  argumentación  sirva  para  que 
V.  E.  resuelva  la  cuestión  de  que  se  trata,  en  el  sentido  deseado 
por  esta  Legación,  aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle, 
señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida 
consideración. 

O.  Pirroiie, 
A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Melitón  F,   Porras,   Ministro  de  Re- 
lacioues  Exteriores. 


Minhicrio  de  Dilaciones  Exteriores, 

N°  16.  Lima,   12  de  jidio  de  1899. 

Señor  Ministro: 

En  respuesta  á  la  nota  que  V.  E.  se  ha  servido  pasarm*.  A  pro- 
pósito de  la  cuestión  que  ha  surjido  entre  el  juez  de  1*  instancia 
de  lea  y  el  agente  consular  de  Su  ^fnjestad,  en  ese  lugar,  me  es 
honroso  acompañar  á  V.  E.  una  copia  del  despacho  que,  en  esta 
fecha,  he  dirigido  á  mi  colega  el  Foñor  Ministro  de  Justicia,  n> 
giindole  se  sirva  solicitar  las  informaciones  ávA  caso,  para  Imlinr- 
me  en  .«^ituaci.Mi  de  contestar  á  V.  E.,  en  forma  definitiva  ti 
reo|»eeto. 

Coueiüíiri'l.j,  hilóla  don  le  es  posiL:*,  la  necesidad  de  esos  in- 
formes con  el  «leseo  que  V.  E.  me  expresa,  para  que  se  autorice 
la  intervención  del  agente  consular  italiano  en  el  juicio  á  que 
ha  dailo  lugar  la  sutesión  Nannini,  hago  al  señor  Ministro  de 
.Justicia  las  únicas  indicuQionos  que,  ^jn  apoj'o  fie  la  demanda  de 
aquel  agento  eonsular,  me  permiten  establecer  los  antece<lente8  y 
datos  que  V.  E.  nic  ofre^re. 

Prometiendo  k  V.  E.  que,  tan  luego  como  reciba  los  informes 
p<"didos,  responderé  de  nuevo  a  V.  E.  sobre  est«  asunto,  aprove- 
cho la  oportunidad  para  reiterarle  las  stfguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

Al,  F.  Porrai, 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Gniseppe  Pirrcne,    Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  ítjilia. 
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ifinísterio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  72  Lima,  12  de  julio  de  1899. 

Señor  Ministro   de    Estado   en   el   <lespacho  de  Justicia,  Culto  é 
Instrucción. 

Con  motivo  de  <?ierla.s  difictrlta'les  ocurridas,  últiinamento,  v^• 
tre  el  juez  de  l^  instancia  de    lea  y  el  agente  consular  de   iLali.i 
en  la  misma  ci'idad,  el  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministn) 
Plenipotenciario  de  ese  país,  ?iie  ha  dirigido  la  siguiente  nota: 
(Aquí  la  nota  número  19  del  señor  Pirrone.) 

En  vista  de  lo  expuesto  anteriormente  por  el  señor  Minisr.ro 
de  Italia,  convendría  que  US.  se  sirviese  r<'clamar  las  informa- 
ciones del  caso,  para  hallarme  en  a[>titud  de  contestar  las  obje- 
cioites  por  él  formuladas. 

La  im{»resión  que  deja  esta  nota  es,  que  existe  una  mala  inte- 
ligencia entre  el  juez  y  el  agente  consular  italiano,  respecto  al 
alcance  que  debe  tener  la  intervención  de  éste  en  el  intestado  de 
que  se  trata,  pues  son  tan  explícitos  los  términos  de  la  conven- 
ción consular  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  sobre  esta  materia, 
que  no  se  puede  suponer  que  el  señor  juez  de  1?  instancia  hnya 
tenido  un  momento  la  idea  do  negar  al  agente  consular  la  int»  t- 
vencióa  que  le  corre.^pondc  en  las  medidas  precautorias  y  picli- 
nii nares  que,  en  estos  casos  se  emplean,  ni  la  representación  que, 
en  cuaiqujcr  momento,  le  cabe  como  apoderado  :x  oficio  de  sus 
connacionales  aumentes,  menores  é  incapaces. 

Para  el  caso,  sin  embargo,  de  que  así  fuese,  ruego  á  US.  que, 
por  el  órgano  regular,  se  digne  llamar  la  atencióm  de  af^uel  fun- 
cionario judicial  hacia  el  desconocimiento  que  envolvería  tal 
pretensión  de  lu  convención  consular  con  Italia,  que  también  es 
ley  del  Estado. 


Dios  íjruarde  á  U3. 


ty 


M.  F.  Porras. 
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Ministerio  de  Justicia. 


Lima,  13  de  julio  de  1899. 


Inforrnt  la  Corte  Superior  de  este  distrito  judicial,  oyendo  á 
quien  corresponda. 

Loayza. 


Corte  Superior, 

Lima,  ládejuKo  de  1899. 

Informe,  á  vuelta  de  correo,  el  juez  de  1*  instancia  de  lea,  que 
conoce  en  el  intestado  del  subdito  italiano  Nannini. 

Una  rúbrica. — Ferrándiz. 


Jiusgado  1^  Instancia  de  lea. 

Señor  Presidente  de  la  Iltma.  Corte  Superior. 

Cumpliendo  con  lo  ordenado  en  el  decreto  que  precede,  paso  á 
emitir  el  informe  pedido. 

Habiendo  fallecido  en  esta  ciudad,  el  27  de  junio  último,  el 
subdito  italiano  don  Juan  Nannini,  se  presentó  á  mi  despacho  su 
hermano  don  Juan  Octavio  Nannini,  con  fecha  29  del  mismo 
mes,  solicitando  la  declaración  del  intentado,  la  facción  de  inven- 
tarios y  el  depósito  provisional  de  sus  bienes.  La  víspera  de  ests 
día,  recibí  también  un  oficio  del  señor  agente  consular  de  Italia, 
en  el  que  me  invitaba  á  asistir  á  los  inventarios  que  pretendía 
practicar,  en  cumplimiento,  según  decía,  de  lo  dispuesto  en  el  a^ 
tículo  13  do  la  convención  consular  vigente  entr^  el  Perú  é  Ita- 
Ua.  (1) 

No  creyendo  el  infrascrito  llegado  el  caso  previsto  en  el  ártica- 

(l)  Página  87S. 
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lo  citada,  por  cuanto  existe  en  esta  ciudad  uu  heredero  legal  que 
reclamaba  la  herencia,  expedí,  eu  ejercicio  de  mis  atribuciones 
legales,  el  auto  siguiente: 

tico  y  29  de  julio  de  1899. — En  lo  principal,  recíbase  la  informa- 
ción que  se  ofrece,  con  citación  del  Ministerio  fiscal,  publíquense 
carteles  por  treinta  días,  para  los  efectos  del  artículo  mil  doscien- 
tos ochentiseis  del  código  de  enjuiciamiento  civil,  y,  por  cuerda 
8epara.?a,  procédáse  á  la  facción  de  inventarios  y  depósito  provi- 
sional de  los  bienes  del  finado,  señalándose,  con  tal  objeto,  el  día 
de  mañana,  á  las  dos  de  la  tarde,  habilitándose  el  día  de  hoy,  por 
la  urgencia  del  caso,  como  se  solicita  en  el  segundo  otrosí;  y  al 
primer  otrosí,  téngase  presente  lo  que  allí  se  indica;  oficiándose 
al  Agente  consular  de  Su  Majestad  el  Rey  de  Italia,  en  contesta- 
ción á  su  oficio  del  28*  del  presente,  para  que  suspenda  todo  pro- 
cedimiento, por  no  haber  llegado  el  caso  previsto  en  el  artículo 
13  de  la  convención  consular  vigente  entre  el  Perú  6  Italia,  desde 
que  existe  eu  esta  provincia  un  heredero  legal  que  reclama  la 
herencia. — Quintana,'-  -Ante  mí —  Higinio  lerreira^  Escribano 
de  Estado^B 

Si  el  señor  Agente  consular  se  hubiese  limitado,  en  su  citado 
oficio,  á  solicitar  que  se  le  permitiese  intervenir  en  los  inventa- 
rios y  depósito  de  los  bienes,  como  representante  legal  ó  apode- 
rado ez  oficio  de  sus  connacionales  ausentes,  no  habría  tenido 
inconveniente  alguno  para  aceptar  su  representación;  pero  el  se- 
ñor Ageiite  consular  no  pretendió  tal  coia;  quería  proceder,  por 
sí,  y  ante  sí,  á  realizar  las  operaciones  de  que  se  ocupan  los  seis 
incisos  del  ^artículo  13  ya  citado,  olvidando,  que  en  la  provincia 
existía  un  heredero  legal  que  reclamaba  la  parte  de  la  herencia 
que  le  correspondía,  desconociendo,  en  cousecuencia,  la  jurisdic- 
ción del  infrascrito  que  estaba  expedita  para  conocer  do  la  sucesión 
abierta,  con  motivo  del  fallecimiento  de  Nannini. 

Esperando  el  infrascrito  que  el  señor  Agente  consular  limitara 
sa  intervención  á  la  de  representante,  ó  apoderado  ex  oficio  de 
sus  connacionales  ausentes,  también  hermanos  del  extinto,  y  con- 
testando su  recordado  oficio,  le  trascribí  el  auto  que  acababa  de 
expedir;  mas  al  día  siguiente,  cuando  me  preparaba  á  practicar 
los  inventarios,  recibí  un  nuevo  oficio  del  señor  Agento  consular, 
•en  el  que  insistía  en  practicar  aquellas  operaciones,  negando  la 
jurisdicción  local. 

Para  mejor  ilustración  del  juzgado,  solicité  el  dictamen  del 
Ministerio  fiscal,  y,  como  para  el  infrascrito  el  ^suntoera  clarísi- 
mo, sin  que  hubiera  necesidad  de  ocurrir  á  interpretaciones  for- 
zadas, como  las  hechas  por  ambos  funcionarios,  expedí  el  auto 
sificuiente: 

^  107 
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«lea,  6  de  julio  de  1899. — Vistos,  con  lo  expuesto  por   el  Mi- 
nisterio Fiscal,  y  atendiendo:  á  que  las  operaciones  concedidas  á 
los  agentes  consulares  en  la  segunda  parte  del   artículo  13  de  la 
convención  consular  vigente  entre  el  Perú  é  Italia,  (1)  están  ba- 
sadas en  el  supuesto  de  que  un  peruano  en  Italia  ó  un  italiano  eu 
el  Perú,  muera,  con  testamento  ó  ab  int^MatOy  sin  dejar  herederos 
legales  en  el  país,  ó  si  estos  fueren  menores  de  edad,  incapaces,  6 
«atuvieren  ausente?,  y  no  hubiese  en   el  lugar  representante  le- 
gal de  la  secesión,  ni  ejecutor  testamentario:  á  que  eso   supuesto 
no  exiáte  en  el  presente  caso,  por  haber  en  el  país  un   heredero 
legal,  que  es  don  Octavio  Nannini,  quien  solicitó  la   intestación 
de  su  hermano  don  Juan  Nannini:  á  que  cuando  se   abre  en  la 
República  el  juicio  de  sucesión,  os  obligación  del  juzgado  queco- 
noce  d€  él  proccíler  inmediatamente  á  la  facción   dé   inventarioa 
y  depósito  provisional  de  los  bienes  del  intestado,  según  se  esta- 
blece en  el  artículo  1281    del  código  de   enjuiciamiento  civil:  4 
qu<í  al  reconocer  el  señor  Agente  Consular  (le  Italia  en  su  oficio 
de  fojas  8,  la  competencia  del  juzgado  para  conocer  del  juicio  de 
sucesión,  que  es  lo  principal,  y   negarla  al  mismo  tiempo  para 
practicar  los  inventarios,  que  es  lo  accesorio,  ha  incurrido  en  ma- 
nifiesta contradicción,  desconociéndose  el  principio  de  jurispru- 
dencia universal,  de  que  lo  accesorio  sigue  á  lo   principal,  y  sos- 
tenido el  absurdo  de  que,  en  un  mismo  asunto,  pueden   conocer 
sinaultáneamente  dos  autoridades  de  naciones  distintas:  á  que  el 
señor  Agente  consular  para  justificar  su  intervención  en  la  testa- 
mentería  de  don  Juan  Nannini,    ha  interpretado   erróneamente 
la  seguntla  parte  del  artículo  13  de  la   convención   citada,  soste- 
niendo que  es  indispensable  ser  heredero   legal  declarado^   cuan- 
do dicho  articulo  no  exige  tal  dedaracióriy  si  podía  exigirla,  desde 
que  la  declaración  del  heredero  legal  viene  después  de  recibirse  la 
información  respectiva  y  de  acompañarse  los  documentos  corres- 
podientes;  y  justamente  al  abrirse  la  sucesión  y   avisarse  al  pú- 
blico el  fallecimiento  del  que  se  dice  intestado,  es  para  que  se  de- 
nuncie si  otorgó  testamento,  y  ante  quién,  y  para  que  comparez- 
can los  interesados  que  se  crean  con  derecho  á  esos  bienes,  s^ÚQ 
expresamente  se  establece  en  el  artículo  1286  del  código  citado:  i 
que  tampoco  es  aceptado  el  reclamo  que  hace  don  Octavio  Nannini 
á  fojas  4  para  que  el  juzgado  limite  su  intervención  á  la  decl&t»- 
ción  del  intestado,  tanto  por  lo  expuesto  anteriormente,  cuanto 
porque  el  juzgad*  ito  puede  dividir  su  jurisdicción,  porque  de 
suyo  es  indivisifcle,  ni  prescindir  de  los  procedimientos  señalados 
por  la  ley  al  juicio  de  sucesión,  porque  son  de  orden   público:  J 
á  que,  estando  la  testamentería  de  don  Juan  Nannini   afecta  «i 

(1)  Página  373. 
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pago  de  los  derechos  impuestos  á  las  herencias  que  corresponden 
á  parientes  trasversales,  debe  el  juzgado,  para  «a^telar  eaos  dere- 
ch  os,  practicar  los  inventarios  correspondientes:  llévese  adelante  el 
auto  de  29  de  junio  último  que  en  copia  corre  á  fojas  1,  no  obstan- 
te lo  solicitado  por  el  señor  Agente  consular  de  Italia  en  su  oficio 
de  fojas  5,  y  por  don  Octavio  Nannini  á  fojas  4,  que  se  declara 
«in  lugar;  y,  en  consecuencia,  señálase  para  la  diligencia  de  inven- 
tarios el  sábado  8  del  presente,  á  las  8  de  la  mañana,  trascribién- 
dose e^ta  resolución  al  señor  Agente  Consular  para  que,  si  lo  tiene 
á  bien,  asista  á  dichos  inventarios,  reintegrándose  el  papel  sella- 
do.— Qidntana. — Ante  mí, — Higinio  Ferreira^  escribano  de  Es- 
tado » 

Tanto  el  Ministerio  Fiscal  como  don  Octavio  Nannini,  apela- 
ron de  esta  resolución,  y  concedida  la  alzaSa  en  ambos  efectos, 
remití  á  US.  los  autos,  por  mi  oficio  número  1064,  de  fecha  8 
del  presente. 

lea,  21  de  julio  de  1899. 

P.  B,  Quintana, 


Juzgado  de  Primera  Instancia  en  lo  OiviL 

Ica^  21  de  julio  de  1899. 

Señor  Presidente  de  lá  Iltma.  Corte  Superior: 

Con  el  informe  respectivo  devuelvo  á  US.,  en  fojas  siete,  el  ofi- 
cio dirigido  por  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  al 
señor  Ministro  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción. 

Dios  guarde  á  US. 

P.  K  Qukdma* 


—  852  — 


Corh  Superior. 

Lima,  2  de  agosto  de  1899. 
Dése  cuenia  á  la  Sala  que  conoce  de  la  apelación  pendiente. 
Una  rúbriea.— firranáú. 


• 


Lima,  2  de  agosto  de  1899. 
Hágase  al  Supremo  Gobierno  el  informe  acordado. 
Tres  rúbricas.  —  Ferrand  h. 


Corte  Superior. 

Excmo.  Señor: 

La  Sala,  abbolviendo  el  informe  que  V,  E.  se  ha  servido  j>e- 
dirle  expone:  que,  con  fecha  de  ayer,  se  ha  resuelto  la  apelación 
entablada  por  el  Agente  Fiscal,  confirmando  el  auto  de  primera 
instancia,  con  arreglo  á  las  consideraciones  del  dictamen  del  se- 
ñor fiscal  de  esta  Iltma.  Corte,  que  la  Sala  reproduce,  y  cuyo  te- 
nor es  el  siguiente: 

«Iltmo.  señor: — Habiendo  fallecido  en  lea  don  Juan  Nannini, 
un  hermano  suyo  don  Octavio  Nannini,  ocurrió  á  uno  de  los 
jueces  del  lugar,  pidiendo  la  declaiación  del  intestado.  Al  pro- 
veerse la  solicitud  por  el  auto  que,  en  copia,  corre  4  fojas  1 ,  se 
mandó  proceder  á  la  facción  de  inventarios  y  al  depósito  ptovi* 
sional  de  los  bienes  del  fíncuio.  Comunicado  ese  auto  al  Agente 
Consular  de  Italia,  por  ser  el  difunto  de  esa  nacionalidad,  diri* 
gió  al  inferior  el  oficio  de  fojas  6,  manifestando  que  si  nada  te- 
nía que  observar,  relativamente  á  la  declaración  del  intestado, 
era  de  su  deber  reclamar  del  auto,  en  cuanto  al  inventario  y  de* 
pósito  de  bienes,  pues  competía  al  oficiante  entender  en  ana  y 
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^tra  diligencia,  conforme  á  los  artículos  14  y  15  de  la  convec- 
ción consular  celebrada  entre  el  Peré  é  Italia,  vigente  en  esa 
parte,  á  mérito  del  protocolo  que  se  se  aprobó  por  resolución  le- 
gislativa de  26  de  noviembre  de  1878.  La  cuestión  declinatoria 
se  ba  resuelto,  declarándose  que  está  expedita  la  jurisdicción  del 
juzgado  para  proceder  en  los  términos  del  auto  de  que  se  re- 
clamó. 

Basta  hacerse  cirgo  del  sentido  literal  de  las  citadas  cláusulas, 
para  convencerse  de  que  no^on  aplicables  al  casj  de  que  se  tra- 
ta. La  intervención  consular  no  procede  sino  cuando  el  italiano, 
que  murió  ea  el  Perú,  no  dejó  herederos  ó  ejecutores  testamen- 
tarios, ó  cuando  éstos  están  ausentes  o  sean  desconocidos  ó  inca- 
paces. Pero  no  sólo  existe  en  lea  un  heredero  legal  del  finado, 
sino  que,  á  su  solicitud,  se  ha  abierto,  en  dicha  ciudad,  la  suce- 
sión inteitada;  juicio  en  el  cual  el  inventario  y  el  depósito  de  los 
efectos  mortuorios,  son  diligencias  expresamente  preceptuadas 
por  el  artículo  12SI  del  código  de  enjuiciamiento  civil,  las  cua- 
les en  el  presente  cas),  tienden  á  cautelar,  por  otra  parte,  los  in- 
tereses del  fisc^. 

Bn  mérito  de  lo  expuesto,  concluye  opinando  el  fiscal  porque 
se  confirme  el  auto  apelado  de  fojas  7  vuelta,  cuyos  fundamento^} 
encierran  4a  correcta  exposición  da  la  doctrina  legal. — Lima,  18 
de  julio  de  1899. — Caveto,» 

Queda  así  evacuado  el  informe  que  V.  E.  se  ha  servido  pedir. 
Lima,  4  de  agosto  de  1899. 

Excmo.  Señor. 
José  G.  Arbulú.  Carlos  Eráusquin, 

Arttmwr  Arias, 


Mwisterio  de  Jmticiay  Culto  é  Instrucción, 

Lima,  7  de  agosto  de  1899. 

Sefior  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Relaciones  Exteriores. 
Con  el  informe  respectivo,  tengo  á  honra,  de  devolver  á  US.  los 


mtecedentes  relativos  al  que  fué 
NaDiiiiii,  fallecido  ab  irUestato  en  le 

Dios  guarde  á  U8. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Señor  Ministro: 

Refiriéndome  al  ofrecimiento  qu 
de  julio  próximo  pasado,  con  rolai 
italiano  Nanniui,  me  es  grato  envi 
íel  pequeño  expedionto  de  informa 
pecto,  por  las  correspondientea  autc 

Los  informes  emitidos  por  el  jue: 
U  Corte  Superior  de  Lima,  estable< 
dido  á  aquel  juez  reconocer  en  el  £ 
ialcrvcnciÓD  quo  la  de  represeutai 
presuntos  en  el  juicio  de  intestado 
d«ro  legal  presente;  procedimiento 
trará  V.  E.  ajustado  ó.  la  letra  y  es; 
lar,  la  cual  no  reconoce  á  los  cúiisu 
sí  mismos  la  sucesión,  sino  cuaudo 
ros  legales. 

No  hay,  en  consecuencia,  motivo 
el  agente  consular,  y  no  dudo  que 
establecido. 

Aprovecho  esta  oportunidad,  pa 
las  seguridades  de  mi  alta  y  distinj 


Al  Excmo.  señor  Comendador  Gui 
traordinario  y  Ministro  Pleuip 
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Rml  Legación  de  Italia. 

Lima,  11  de  agoKlo  de  1899. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  h#nor  de  avisar  á  VE.  el  recibo  de   la   nota  que  se 

sirvió  dirigirme  con  fecha  8  de  agosto  en  cureo,  númeiT)  22,  in- 

*cIuyéndorae  una  copia  legalizada  del  expediente  relativo  á  la 

sucesión  intestada  del  ciudadano  italiano  Juan    Nannini,  abierta 

en  lea.  ,  • 

No  sin  disgusto  me  he  enterado  del  auto  expedido  por  esta  H. 
Corte  Superior,  con  fecha  2  de  los  corrientes,  confirmando  la  re- 
solución del  juez  de  lea,  y  negando  al  agente  consular  de  Italia, 
en  aquella  ciudad,  el  derecho  de  ejercer,  con  respecto  á  la  suce- 
sión de  que  se  trata,  las  atribuciones  estipuladas  en  el  artíciilo 
13  de  la  convención  consular  italo-peruana.  i>or  el  solo  heclio  d« 
que  se  halla  presente  en  el  lugar"  un  solo  liennano  dul  linaílo; 
mientras  que  ya  esta  Legación  sabe  que  otros  siete,  entro  herma- 
nos y  hermanas  residentes  en  Italia,  tienen  derecho  d  la  'tute- 
sión;  y  tampoco  es  seguro  que  el  difunto  no  haya  dfja'lo  <\\  f-u 
país  natal,  otros  ó  má?  próximí^'S  heredero?,  como  smí  e-irsa, 
descendientes  6  aficendi«:'!:tes. 

V.E.  se  sirve  manif*-starme  que  tíil  auto  está  perfeCiUiní-üte 
conforme  á  la  letra  y  al  espíritu  del  tratado;  |>ero  no  j>nf-  lo  me- 
nos de  observar,  y  creo  con  t/jdo  fuiídamenio,  que  si  el  honora- 
ble magistra^io  peruano  ha  r^xliílo,  en  cierro  mo<lo,  hallar  una 
base  j)ara  fjTidar  su  r-=í  •'u-i*''::  *-n  1;,  oxír-'-ión  l:U:r.il  cr^nt-ni  ia 
en  el  segundo  párrafo  del  artívii  »  13  <\i:\  trabado,  i\\h*-r^s  inviden- 
temente del  prop«jBÍto  íjue  tu  vi*' ron  en  n¡  ira  los  altas  parte>$  con- 
tratantes al  estipular  aquel  ajuste:  y  en  cuxtnio  á  efet^),  no  Ungo 
imás  que  referinno  á  lo  que  al  re^i>eclo  expuse  ú  V  H.  en  la  nota 
que  tuve  el  honor  de  dirigir!'-  con  fechs.  10  de  julio  óltiiuo,  t;6- 
inerol7,  la  ctud  siento  que  !a  h<;nonibie  Corle  Saj.erií>r^  no  oIj»- 
tantede  haberla  tenido  á  la  vi^ííi.  no  hava  creído  deF>er  tomarla 
en  considecacioD. 

V.  E.  convendrá  coni;jigo  en  que  cuando  la  exprníióo  \\ttr%\ 
de  alguuA  reaolución  legislativa  deja  dudas  en  ciertos  cav>8,  se 
impone  la  necesidad  de  interpretarla*,  invocando  para  ello  toe 
principios  generales  de  derecí.o,  ó,  p  »r  lo  meu^>í,  c^rwultaijdo  lo 
que  en  la  práctica  se  acostumbra  en  ca^^'^-í  auá'o;^;^^^.  Me  ea  grato 
con  este  motivo,  reproducir  en  seguiia  h>«  artículos  que  regulan 
esta  materia,  en  las  convenciones  oí>n*ulares  Círlebrudaíí  i'^/r  el 
Brasil  con  la  Francia  y  la  Italia. 


-  8í 

■Cuaado  entre  los  herederos  di 
eil,  bubiese  uno  ó  más  franceses, 
capaces,  pertenecerá  al  cónsul  la 
herencia  etc.  -(Conveucióu  del '. 

<E1  inventarío,  la  admíoictrac 

■  oía  oorrespoiide  al  magistrado  I 

■  Cuando  hay  heredero  mayor 

■  de  oouformidad  con  la  ley  de  a 
(  torio.  > — (ConTención  consular 

De  eita  áltiraa  disposición  se  < 

de  interTeiición  del  agente  consí 

está  en  condición  de  representar 

^  coaa  que  está  bien  l^os  de  verífi 

Nannini. 

Se  me  liará  la  objeción  de  qui 
cipios,  median  pactos  especialeí 
convenciones  estipuladas  por  el 
en  cuanto  k  esto,  me  es  fácil  reí 
ciones  corresponden  perfectamei 
ñera  general,  tienen  presentes  Ii 
ciones  especiales  que  compete) 
liquidaciones  4e  tas  herencias  d 
que,  si  bien  no  están  expresac 
con  toda  justicia,  resolvió  el  tril 
sentencia  de  12  de  agosto  da  IS 
de  llamar  la  atención  de  V.  E. 
referirme  completamente  á  lo  < 
mi  referida  nota. 

Ho  desconozco  toda  la  impo 
resolución  de  la  honortible  Ce 
deber  declarar  k  V.  £.,  que  no 
mero  someterla  á  mi  Qobíemo 
correo,  haciendo,  intertanto,  lai 
consecuencias  que  podrían  pi 
resolución. 

Quiera  V.  E.  acepUir  loa  sei 
guida  consideración. 

AS.  E.  el  señor  doctor  don    M 
cionee  Exteriores. 
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Real  LegacUm  de  Italia, 

Lima,  H  de  mayo  de  1900. 
Señor  Ministro: 


Tengo  el  honor  de  informar  á  V.  E.,  que  el  Ministerio  de  Ne- 
gocios Extranjeros  del  Rey,  después  de  haber  estudiado  detenida- 
mente, de  acuerdo  con  el  de  Gracia  y  Justicia,  la  cuestión  con- 
cerniente á  la  interpretación  y  aplicación  que  debe  darse  á  la 
cláusula  contenida  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  13  de  la 
convención  italo-peruana  vigente,  íiuestión  que  fué  objeto  de  las 
notas  que  dirigí  al  honorable  antecesor  de  V.  E.,  con  fecha  10  de 
julio  y  11  de  agosto  del  año  próximo  pasado,  me  ha  autorizado 
recientemente  para  que  declare,  que  el  Gobierno  del  Rey  está 
plenamente  de  acuerd<J  con  la  tesis  sostenida  por  mí,  y,  por  lo 
tanto,  me  ha  dado  instrucciones  para  que  proceda  cerca  de  V.  E. 
de  la  manera  que  el  caso  requiere,  á  fin  de  que,  á  la  cláusula  de 
que  se, trata,  se  le  dé  la  interpretación  y  aplicación  extensiva  so- 
licitada por  mí,  en  oposición  á  la  decisión  del  juez  de  lea,  en  el 
caso  de  la  herencia  Nannini,  confirmada  por  la  sentencia  de  la 
Corte  Superior  de  Lima,  del  2  de  agosto  del  año  próximo  pasado. 

Al  aprobar  el  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros  del  Rey  to- 
dos los  argumentos  expuestos  eii  mis  dos  citadas  notas,  que  es  de- 
más repetir,  sugiere  que  si,  como  es  indudable,  el  objeto  de  las 
convenciones  consulares  es  prestar  ayuda  y  protección,á  ios  na- 
cionales residentes  en  país  extranjero,  no  hay  razón  alguna  para 
excluir  la  intervención  de  los  cónsules,  cuando  cabalmente  hay 
más  necesidad  para  ello. 

Y  si  esta  necesidad  se  deja  sentir  en  el  caso  de  una'  heren- 
cia en  que  todos  los  herederos^se  hallan  lejos  de)  país  en  el  cual 
murió  su  autor,  no  parece  que  pueda  considerarse  diversamente, 
encontrándose  algunos  de  ellos  presentes  y  otros  ausentes,  y  éstos 
últimos,  como  en  el  caso  Nannini,  sin  haber  aún  provisto  á  su  re- 
presentación legal. 

La  convencién  entre  Italia  y  Portugal  (setiembre  de  1868),  y 
aquella  con  la  Grecia  (noviembre  de  1880),  por  la  explícita  dic- 
ción de  los  artículos  9  y  13,  respectivamente,  de  los  cuales  ad- 
junto á  V.  E.  copia,  no  pueden  motivar  oposición  dé  atribuciones, 
com«  la  verificada  en  esta  República,  á  consecuencia  de  la  muer- 
te de  Nannini;  y  conviene   notar   que  en  otros  Estados  con  los 
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cuales  hemos  tenido  una  estipulación  igual  á  la  comprendida  en 
la  convención  italo-peruana,  no  hubo  jamás  cuestiones  que  no 
fuesen  interpretadas  y  aplicadas  del  modo  sostenido  por  esta 
Legación. 

Confía  mi  Gbhiei?no  que,  en  vista  de  las  referidas  conside- 
raciones que  no  dan  lugar  á  argumentos  contrarios,  V.  E.  se  ser- 
virá disponer  que,  en  lo  sucesivo,  las  autoridades  competentes  de 
la  República  den  á  dicha  cláusula  la  interpretación  y  aplicación 
que  pedimos,  como  resultado  natural  del  propósito  que  las  altas 
portes  tuvieron  en  mira  al  estipularla;  sin  embargo,  ya  no  ^  el 
caso  da  ocuparse  da  la  herencia  Nannini,^  prácticameudte^  por  el 
hecho  de  que  los  herederos  residentes  en  Italia*  procedieron  á 
hacerse  representar  en  la.  liquidación  por  los  coherederos  resi- 
dentea  en  lea. 

Maa,  como  la  disposición  desque  se  trata,  pu^de  dar  lugar  á, 
una  iaterpretüjción  que  frustre  el  fin.  que.  se  propouB  la  conven- 
ción, como  en  efuctose  verificó,  el  Ministerio  de  Negv)CÍos  Extran- 
jeros del  Rey  considera  conveniente  que  entre  los  dos  Gobierno» 
se  estipule  una  cláusula  aclaratoria  del  aítículo  13  en  cuestión, 
de  modo  que,  en  lo  sucesivo,  no  surja  la  duda  expresada^  por 
consiguiente,  me  ha  autorizado  para  que  dirija  á  V.  E.  tal  soli- 
citud, la  cual  espero  será  acogida  favorablemente,  en  vista  de  las 
circunstancias  que  so  tiene  en  mira  eliminar. 
,  Aprovecho  esta  oportunidad,  para  reiterar  á  V.K  Jas  seguri- 
dades de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  jseñor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores. 


CONVENCIÓN  CONSULAR  ENTRK  ITALIA  Y  I'OKTÜQAL 

1868 

Art.  9.— ^ 

Sí  un  italiano  en  Portugal  ó  un  portugués  en  Italia,  mnere,  siu 
haber  hecho  testamento,  ó  sin  haber  nombrado  albacea,  ó  si  los 
herederos  naturales  ó  testamentarios,  ó  olgtmo  de  aquellos  fuese 
urenor,  incapaz  ó  estuviese  ausente,  ó  si  los  albaeeas  nombradot 
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no  se  hallasen  en  el  lugar  donde  se  abre  la  herencia,  los  cónsules 
generales,  cónsules,  vice-cónsules  ó  agentes  consulai'es  de  la  na- 
ción del  difunto  tendrán  el  derecho  de  proceder,  sucesivamente, 
á  las  operaciones 


CONVKKCION  CONSULAR  ENTRE  ITALIA  Y  GRECIA 

1880 


Art.  13. — Si  entre  los  herederos  y  legatarios  universales,  ó  á 
título  universal,  hay  algunos  cuya  existencia  es  incierta,  ó  des- 
conocido su  domicilio,  que  no  se  hallen  presentes,  ni  debidamen- 
te representados,  (jue  sean  menores  ó  incapaces,  ó  si,  siendo  ma- 
yoi"es  ó  presentes,  no  están  de  acuerdo  en  cuanto  á  sus  derechos 
ó  calidades;  una  vez  formado  el  inventario,  el  cónsul  será  nom- 
brado depositario  de  los  bienes  de  toda  clase,  dejados  por  el  di- 
funto, y  con  pleno  derecho  para  administrar  y  liquidar  la  heren- 
cia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 
Oficialía  Mayor. 

Liraa^  21  de  Mayo  de  1900. 
Informe  la  Sección  Diplomática. 

Ulloa, 
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Minüterio  de  Relaciones  Exteriores. 
Sección  Diplomática, 

Señor  Oficial  Mayor: 

ho  son  los  artículos  14  y  15  de  la  convención  consular  italo- 
peruano,  de  3  de  mayo  de  1863,  declarados  en  vigor  por  el  pro- 
tocolo, cuya  sanción  legislativa  tiene  ftcha  26  de  noviembre  de 
1878,  (1)  los  que  hoy  rigen  la  sucesión  de  subditos  de  una  de  las 
partes  contratantes,  fallecidos  en  territorio  de  la  otra. 

Dichos  artículos,  citados  en  el  dictamen  del  señor  Fiscal  de  la 
Iltraa.  Corte  Superior,  que  corre  á  fojas  9  y  10  de  este  expedien- 
te, (2)  caducaron  en  virtud  de  la?  nuevas  estipulaciones  que  con* 
tiene  la  convención  de  11  de  junio  de  1896.  (3) 

El  artículo  13  de  este  último  pacto,  que  es  el  que  se  ocupa  de 
las  referidas  sucesiones,  prescribe,  que  cuando  muera  un  perua- 
no en  Italia  ó  un  italiano  en  el  Perú,  ya  sea  con  testamento  ó 
ab  intestato,  sin  dejar  herederos  legales  en  el  país,  6  si  éstos  fue- 
ren menores  de  edad,  incapaces,  ó  estuvieren  ausentes,  y  no  hu- 
biese en  el  lugdr  representante  legal  de  la  sucesión,  *  ni-  ejecutor 
testamentario,  los  cónsules  generales,  cónsules,  vicecónsules  6 
agentes  consulares  de  la  nación  a  que  perteneció  la  p^rsoia  fina- 
da, tendrán  el  derecho  de  poner  el  sello  del  consulado  en  todos 
los  efectos,  muebles  y  papeles  que  fueren  de  su  propiedad,  previ- 
niendo á  la  competente  autoridad  local,  para  que  asista,  si  lo  tie- 
ne á  bien,  á  aquella  operación,  y  pueda  cruzar  sus  sellos,  debien- 
do proceder,  asimismo,  el  funcionario  consular  respectivo  á  for- 
mar el  inv*)ntario  y  á  administrar  y  liquidar  los  bienes  mortuo- 
rios. 

.  En  este  artículo  se  ha  creído  hallar  fundamento  con  que  sos- 
tener el  derecho  de  los  cónsules  italianos  en  el  Perú,  para  proce- 
der á  las  indicadas  diligencins,  é  impedir  que  la  autoridad  judi- 
cial del  país  abra  el  correspondiente  juicio  de  sucesión,  aunque 
existan,  en  el  lugar  del  fallecimiento,  herederos  legales  del  fina- 
do, siempre  que  conste  por  referencias,  ó  se  presuma  que  hay  en 
Italia  personas  á  quienes,  legalmente,  corresponde  parte  de  la 
herencia. 

Las  estipulaciones  contenidas  en  el  artículo  13  de  la  conven- 
ción italo-peruaüo,  no  justifican,  en  concepto  de  la  Sección,   esta 
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1)  Páginas  311  y  314. 

2)  Página  352. 
(3)  Página  373. 
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mauera  de  ver,  pues  sólo  se  refieren  á  los  casos  en  que  no  haya 
heredero  alguno  ni  ejecutor  testamentario  en  el  lugar  del  falle- 
cimiento. 

La  existencia,  en  dicho  lugar,  de  uno  ó  varios  herederos,  hace 
impertinentes  las  disposiciones  del  artículo  13. 

En  el  caso  del  italiano  Nannini,  que  motiva  este  informe,  exis- 
te, en  lea,  un  hermano  del  finado,  que,  en  su  condición  de  here- 
dero legal,  presentóse  al  juez  de  1*  instancia  de  la  provincia,  so- 
licitando la  declaración  de  intestado,  la  facción  de  inventarios 
y  el  depósito  provisional  de  la  herencia. 

El  referido  juez  no  podía  negarse  á  abrir  el  juicio  de  sucesión 
por  el  simple  hecho  de  que  el  agente  consular  de  Italia  en  lea, 
afírmase  que  existían  otros  herederos  en  la  patria  del  de  cujus, 
puesto  que  el  artículo  13  de  la  convención,  en  que  dicho  agente 
fundaba  su  actitud,  sólo  9e  refiere,  como  queda  expresado,  á  los 
casos  en  que  no  existen  herederos,  ni  ejecutores  testamentarios, 
allí  donde  ocurrió  el  fallecimiento,  mientras  que  en  el  de  Nannini 
estaba  presen' e  un  heredero  legal  que  hacía  valer  sus  derechos 
ante  la  autoridad  competente  del  país. 

Tampoco  podía  invocar  con  justicia  dicho  agente,  á  falta  de 
estipulaciones  expresas  entre  el  Perú  é  Italia,  con  que  apoyar  su 
opinión,  ni  los  principios  de  derecho,  ni  la  práctica  generalmen- 
te admitida  en  circunstancias  análogas. 

Los  procedimientos  usuales,  en  esas  circunstancias,  ora  se  fun- 
den ó  no  sobre  el  <lereclio  positivo,  han  sido  distintos  según  los 
países;  de  manera  que  ofrecen  antecedentes  contradictorios,  ob- 
servándoí»e  que  la  opinión  sustentada  por  el  agente  consular  de 
Italia  en  lea,  ha  solido  alcanzar  á  expresarse  en  pactos  celebra- 
dos entre  una  nación  fuerte  y  otra  relativamente  débil,  como  las 
convenciones  consulares  entre  Italia  y  Portugal,  ó  Italia  y  Gre- 
cia,  citadas  por  el  señor  Pirrone. 

En  cambio,  el  artículo  2°  de  la  convención  entre  Francia  y 
Austria,  con  fecha  11  de  diciembre  de  1866,sobre  reglamento  de 
la&  mcesioneSy  declara  que  los  bienes  inmuebles  son  regidos  por 
la  ley  local,  y  que  la  jurisdicción  local  es  competente  para  li- 
quidar  la  sucesión  respectiva. 

Los  artículos  10  y  siguientes  del  tratado  sobre  sucesiones,  ce- 
lebrado entre  Francia  y  Rusia  en  1?  de  abril  de  1874,  estable- 
cen que  la  sucesión  de  los  bienes  inmuebles  será  regida  por  las 
lej'es  del  país  en  el  cual  ios  inmuebles  estén  situados. 

Una  estipulación  semejante  se  halla  consignada  en  el  tratado 
de  Rusia  con  Alemania,  de  12  de  noviembre  de  1874. 

Y  como  la  distinción  de  los  bienes  en  muebles  é  inmuebles 
tiende  á  desaparecer,  como  base  de  la  diversidad  de  derechos  á 
que  dan  origen,  es  evidente  que  la  legislación    positiva  de  los 
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países  signatarios  de  aquellos  convenios,  suministra  un  argu- 
mento poderoso  á  favor  de  la  juriedieción  del  país  de  residencia 
de  los  extranjeros,  en  los  juicios  de  sucesión  relativos  á  todos 
sus  bienes,  desde  que  lo  ordinario  es,  que  dichos  bienes,  perte- 
necientes, por  ejemplo,  á  un  italiano  que  fallece  en  el  Perú,  se 
encuentren   en  nuestro  territorio. 

La  Sección  insiste  en  que,  respecto  de  la  sucesión  intestada  de 
Nannini,  hay  otras  consideraciones  que  justifican  la  actitud  del 
juez  de  lea,  aún  dando  de  mano  á  la  circunstancia  de  no  ser 
aplicable  á  dicha  sucesión  el  artículo  13  de  la  convención 
italo-peniana. 

Tratábase,  en  efecto,  de  aceptar  ó  rechazar  la  solicitud  de  un 
heredero  presente,  cuyo  derecho  á  una  parte  de  los  bienes  del 
finado   era  de  palmaria  evidencia. 

Para  poner  en  duda  la  potestad  de  abrir  el  juicio  de  sucesión, 
que  implica  la  facción  de  inventarios  y  .el  depósito,  la  única 
razón  que  pudo  alegarse  fué  la  existencia  de  otros  herederos  en 
Italia;  pero  como  la  noticia  relativa  á  dicha  existencia  era  posi- 
bk'  que  resultara  inexacta  por  fundada  en  informes  equivoca- 
dos, accediendo  el  juez  á  lo  pretendido  por  el  agente  consular  de 
Italia  habría  faltado  á  su  deber,  porque  habría  negado  la  admi- 
nistración de  justjicia  y  consiguiente  protección  de  sus  intereses 
á  un  extranjero  que  tenía  derecho  á  ellos,  para  reconocer,  con 
preferencia  depresiva  de  la  dignidad  de  su  ministerio,  el  de  su- 
puestos herederos   existentes  en  el  exterior. 

Y  como  el  deber  de  administrar  justicia  es  inherente  á  los 
atributos  de  la  soberanía  nacional,  ese  hecho  habría  sido  aten- 
tatorio  contra  ella. 

En  su  nota  de  14  del  corriente,  el  señor  Pirrone  manifiesta 
que,  al  aprobar  la  Cancillería  del  Rey  todos  los  argumentos 
aducidos  sobre  esta  materia  en  las  don  comunicaciones  suyas  á 
este  Ministerio,  de  10  de  julio  y  11  de  agosto  del  año  último,  (1) 
le  expresa  que  el  objeto  de  las  convenciones  consulares  es  pi'estar 
ayuda  y  protección  á  los  nacionales  resideniea  en  país  extranjero. 
El  heredero  italiano,  residente  en  el  exterior  es^  en  cuanto  se 
refiere  a  la  sucesión  Nannini,  su  hermano  avecindado  en  lea,  y 
precisamente  es  él  quien  ha  pedido  que  se  inicie  el  Juicio  de  in. 
testado  por  la  autoridad  judicial  peruana. 

En  cuanto  k  los  intereses  de  los  herederos  que  liay  en  Italia, 
ellos  están  resguardados  por  las  propias  leyes  peruanas,  y  le  ha- 
bría sido  fácil  al  rigente  c^msular  díe  Italia  ^n  lea,  adquirir  ple- 
no convencimiento  sobre  el  particular,  asistiendo  á  los  inventa- 
rios y  depósitos  de  los  bienes  del  Enado.   Así  io  expresa  ^1  jaez 

(1)  paginas  S44  y  B5¿u 
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que  abrió  la  sucesión  en  su  claro  y  perfectamente  fundado  in- 
forme de  21  de  julio  de  1899.  Por  lo  demás,  en  el  auto  de  6  del 
mism  mes,  dicha  autoridad  judicial  había  dispuesto  la  trascrip- 
ción de  su  contenido  al  agente  consular  mencionado,  para  que, 
si    lo  tuviera  á  bien,  asistiera  á  los  inventarios. 

De  todo  lo  expuesto  resulta  probado,  on  concepto  de  esta  S^* - 
ción,  que  la  conducta  del  juez  de  primera  instancia  de  lea,  "  i- 
pecto  de  la  sucesión  Nannini,  ha  sido  ajustada  á  derecho,  c  »  lo 
se  reconoce  en  el  informe  de  la  lima.  Corte  Superior  de  Just.  ia 
de  Lima,  que  corre  á  fojas  9  y  10  de  este  expediente,  al  rep<ítir 
lo  expresado  por  dicho  funcionario  sobre  la  imposibilidad  do 
prescindir  de  los  procedimientos  señalados  por  la  ley  peruann  n! 
juicio  de  sucesión,  por  que  s:>n  de  orden  público  y  además  cau- 
telan los  intereses  del  fisco.  (I) 

Por  lo  demás,  si  el  señor  Ministro  de  Italia  insistiera  en  la 
interpretación  del  mencionado  pacto  vigente,  sostenida  en  su 
nota  á  este  despacho  de  14  del  que  cursa,  sería  oportuno  rebor- 
dar los  términos  del  artículo  23  sobre  la  manera  de  resolver  ias 
dificultades   relativas  á  esa   interpelación. 

A  fin  de  impedir  la  repetición  de  incidentes  como  el  niie  mo- 
tiva el  informe  de  esta  Sección,  opina  el  infrascrito  que  c-  de  ob- 
via conveniencia  reemplazar  el  artículo  13  déla  convención 
italo-peruna,  tantas  veces  citada,  ó  adicionarlo,  en  el  sentido  de 
que  siempre  que  exista  en  el  país  pei'sona  con  derecho  á  parte 
de  los  bienes  de  una  sucesión  intestada,  toca  á  la  jurisdicción  lo- 
cal abrir  el  juicio  respectivo  y  practicar  las  diligencias  que  pre- 
ceptúa  el  artículo   1281  del  código   de  enjuiciamiento  civil. 

Una  estipulación  análoga  debe  consignarse  en  todos  los  pac- 
tos de  igual  naturaleza  que  el  Perú  haya  celebrado  6  celebre  en 
lo    sucesivo  con  otras  naciones. 

Lima,  23  de  mayo  de  1900. 

S.  O.  M. 

Manuel  A.  San  Juan. 


[1]  Página:862. 
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SUCESIÓN  CONTI  ,     ^    ? 

1900  '"' 

Real  Legacién  de  Italia. 

LimUf  10  de  abril  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  ajuntar  á  V.  E.;  para  su  conocimiento,  copia  de 
la  correspondencia  cambiada  entre  esta  Legación  y  el  señor  juez 
de  1*  instancia  de  Lima  (en  lo  civil),  relativamente  á  la  suce- 
sión del  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  fallecido  en  el  Barran- 
co,  el  20  del  mes  próximo  pasado. 

Dejo,  por  ahora,  en  suspenso  la  cuestión  de  competencia,  so- 
bre la  cual  pediré  instrucciones  á  mi  Qobierno,  con  el  fin  de  po- 
der, llegado  el  caso,  entablar  negociaciones  con  el  de  la  Repú- 
blica para  la  más  recta  interpretación  del  artículo  13  del  trata- 
do consular  vigente.  Permítome,  intertanto,  llamar  la  atención 
de  V.E,  á  la  comunicación  que  crea  deber  dirigir  á  su  honora- 
ble colega  de  Justicia,  respecto  del  silencio  que,  hasta  este  mo- 
mento, mantiene  el  señor  juez  hacia  esta  Lagrción,  sobre  las  me- 
didas que  ha  creído  deber  adoptar  en  guarda  de  los  intereses  de 
los  herederos  ausentes,  los  cuales,  en  el  presente  caso,  son  la 
madre  y  la  hermana  del  finado  que  residen  en  Italia,  quienes, 
según  la  misma  legislación  peruana,  tienen  derechos  preferentes 
á   la  mujer  sin  hijos,  aquí  presente. 

No  pretendo  tachar  el  proceder  del  señor  juez,  quien,  no  dudo, 
se  atiene  á  las  disposiciones  de  las  leyes  locales.  Expreso,  sin  em- 
bargo, el  deseo  de  que  esta  Legación  sea  informada  del  estado 
de  las  cosas  referentes  á  la  herencia  de  que  se  trata,  á  ñn  de  po- 
ner al  corriente  de  ellas  á  loa  interesados  residentes  en  Italia. 

Sírvase  VE.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y  distinguida 
consideración. 

G.  Pirrone. 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva  Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 
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*ia  dejñ  nota  dirigida  por  el  Real  Miniriro  de  Italia  en  Limt^ 
I  seriar  juez  de  1^  instancia  de  esta  ciudadf  con  fecha  84-  ^^  mar- 
1900. 


ta  Real  L^ación  faé  informada  que  ayer,  en  las  horas  a.  m, 
murió  en  el  Barranco  el  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  el  cual 
poseía  en  esa  localidad  3  negocios  de  comestibles.  En  el  interés 
de  los  herederos  ausentes,  inmediatamente  hice  saber  tal  defun- 
ción al  señor  Gobernador  del  Barranco,  para  que  tomara  las  me- 
didas necesarias  de  conservación. 

Hágome  ahora  un  deber  en  hacerlo  saber  á  US.,  para  que  se 
digne  dictar  las  providencias  necesarias,  y  de  hacerlas  conocer 
á  esta  Real  Legación. 

El  finado  tenía  en  el  Barranco  una  mujer,  que  se  dice  legíti- 
ma, la  que  concurre  á  la  herencia  con  los  parientes  que  se  en- 
cuentran en  Italia. 

El  Real  Ministro  de  Italia. 

G.  Pingue. 


Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  juez  de  ú  instancia  al  Real  Minis- 
tro de  Italia  en  Lima,  con  fecha  S  de  abril  de  1900, 


Al  mismo  tiempo  que  se  r^^eibió  en  este  despacho  el  aprecia- 
ble  oficio  de  US.,  del  24  de  marzo  próximo  pasado,  comunican- 
do el  fallecimiento  del  subdito  italiano  don  Pedro  Conti,  se  pre- 
sentó también  su  viuda,  haciendo  la  denuncia  respectiva,  solici- 
tando el  juicio  de  intestado,  para  que  se  la  declare  como  única 
heredera  legal,  á  falta  de  hijos  habidos  en  su  matrimonio,  y  rt- 
olamando  de  la  clausura  que  esa  Legación  había  hecho  de  loe 
establecimientos  del  finado. 

Como  en  conformidad  con  nuestra  ley  civil,  á  falta  de  herede- 
ros legales  hasta  el  cuarto  grado,  entra  en  la  herencia  el  cónyuge 
sobreviviente,  en  este  caso  es  representante  legal  de  la  su«c^éón 
dicha  viuda,  mientras  puedan  presentarse  cualesquiera  otras  per- 
flfonas,  que  acrediten,  en  debida  íomm,  tener  m.ayor  derecho  k 
los  bienes,  sin  que,  por  eft-momento,  sea  de  obserrascia  le  dHsps^ 


—  866  — 

ción  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  celebrada  entre  . 
el  Perú  y  el  Reino  de  Italia. 

En  esta  oportunidad,  pues,  y  de  acuerdo  con  lo  dictaminado 
por  el  señor  Agente  fiscal,  he  dispuesto,  por  auto  de  esta\ecba, 
que  ge  levanten  los  sellos  que,  de  orden  de  US.  y  de  este  despa- 
cho, se  han  cruzado  en  los  referidos  establecimientos,  y  que  se 
proceda  al  inventario  y  depósito  de  los  bienes,  hasta  que,  con- 
cluido el  juicio,  se  haga,  á  quien  corresponda,  la  adjudicación 
respectiva. 

Lo  que  tengo  el  honor  de  comunicar  á  US.,  en  contestación  á 
su  citado  oficio,  indicándole  que  he  señalado  para  la  diligencia  el 
día  6  del  presente. 

Dios  guarde  US. 

Aurelio  Pedraza. 


Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  Real  Ministrp  de  Italia  e?i  Lima^ 
al  juez  de  1*  instancia  de  esta  ciudad,  con  fecha  4  de 

aMldCflQOO. 


Tengo  el  honor  de  acusar  recibo  á  la  nota  que  se  sirvió  dirigir- 
me, con  fecha  de  ayer,  relativa  á  la  sucesión  del  difunto  ciuda- 
dano italiano  Pedro  Con  ti. 

En  respuesta,  me  apresuro  á  hacerle  presente  que,  habiendo 
previsto  las  dificultades  que  han  sido  puestas,  no  hice  poner  los 
sellos  de  esta  Legación  en  los  establecimientos  del  finado.  Dichos 
sellos  fueron  puestos  por  el  Gobernador  del  Barranco,  y  no  por 
orden  de  esta  Real  Legación,  la  que  no  habría  tenido  derecho  de 
dar  tal  orden  á  una  autoridad  local,  sino  solamente  por  una  sim- 
ple indicación  de  ella,  apoyada  en  el  deseo  de  tutelar  los  intere- 
ses de  los  herederos  ausentes. 

Respecto  al  punto  legal,  si  sea  ó  no  el  caso  de  aplicar  en  esta 
circunstancia  el  artículo  13  de  la  convención  consular,  vigente 
entre  Italia  y  el  Perú,  por  razón  de  la  existencia  de  la  mujer  ilel 
difunto  sin  hijos,  mientras  es  terminantemente  notorio  á  e-ta 
Real  Legación  que  Conti  ha  dejado  madre  y  hermanos  en  Italia, 
me  reservo  pedir  instrucciones  a  mi  Gobierno.  Me  parece,  en 
efecto,  que  la  existencia  de  la  sola  mujer  del  difunto,  cuando 
se  encuentran  en  el  país  de  origen  del   mismo,   otros  y  más   <li- 
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rectos  hercderes,  no  constituye  el  caso  de  presencia,  en  el  lugar 
del  fallecimiento,  del  representante  legal  de  la  sucesión,  en  el 
Bentid(5  indicado  por  el  mencionado  artículo  de  la  convención. 

Cuando  haya  recibido  instrucciones  de  mi  Gobierno,  se  vera  si 
es  ó  nó  el  caso  de  entrar  en  discusión  con  el  de  la  República  pa- 
ra una  interpretación  más  exacta  de  dicho  artículo  de  la  con- 
vención. 

En  el  actual  estado  de  cosas,  no  me  queda  Vnás  que  manifes- 
tar la  conflanza  de  que  US.  al  dar  las  órdenes  oportunas  para  la 
remoción  de  los  sellos,  haya  tomado  las  precauciones  necesarias 
en  guarda  dejos  intereses  de  los  herederos  ausentes  contra  las 
exageradas  pretensiones  de  la  mujer  de  Conti,  la  que  pide  ser  re- 
conocida como  heredera  universal,  y  que,  por  los  informes  que 
desde  un  principio  se  me  dieron,  partee  más  bien  dispuesta  á 
hacer  desaparecer  una  parte  del  activo  de  la  sucesión,  y  llegó 
hasta  ocultar  los  libros  de  la  casa  comercial  del  marido. 

Reciba,  señor  juez,  los  sentimientos  de  mi  muy  distinguida  con- 
sideración. 

El  Real  Ministro  de  Italia. 

G.^Pirrone. 


Real  Legación  de  Italia, 

Lima^  \4l  de  mayo  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  á  V.  E. 
con  fecha  10  del  mes  próximo  pasado,  concerniente  á  la  heren- 
cia del  ciudadano  italiano  Pedro  Conti,  me  apresuro  á  hacer  pre- 
sente á  V.  E.  que  habiendo  ahora  recibido  de  mi  Gobierno  las 
instrucciones  que  me  esperaba,  sobre  la  interpretación  y  aplica- 
ción que  debe  darse  ala  clausula  contenida  en  el  artículo  13  de 
la  convención  consular  italo-peruana  vigente,  es  llegado  el  mo- 
mento de  reivindicar  los  derechos  concedidos  en  dicha  cláusula 
áesta  real  representación,  y  oponerme  á  las  pretensiones  del  se- 
ñor juez  de  1*  instancia  (en  lo  civil)  de  esta  capital,  el  cual  le 
debatió  á  aquella  la  facultad  de  proceder  á  la  liquidación  de  la 
referida  herencia,  por  el  hecho  de  hallarse  presente  en  el  lugar  la 
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esposa  sin  hijos  del  difunto.  Consta,  empero,,  de  una  manera  in- 
contestable á  esta  Legación,  que  Pedro  Oonti  tenía  en  Italia  ma- 
dre y  otros  parientes  más  cercanos,  que  gozan  de  mejoree  dece- 
ohos  que  la  esposa  arriba  citada. 

y.  E.  se  habrá  persuadido  de  que,  si  desde  el  principio  no  mi 
opuse  á  la  pretensión  de  dicho  señor  juez,  no  fué  porque  creí 
fundada  la  teoría  poco  correcta,  apoyada  por  el  agente  fiscal,  y 
aprobada  por  el  mismo  juez  de  que  la  viuda  de  Conti,  debía  con- 
siderarse como  representante  legal  de  la  herencia,  cosa  inadmi- 
sible cuando  otros  y  más  próximos  herederos  concurren  con 
aquella  á  la  sucesión. 

Tampoco  puede  sostenerse  que  semejante  cincunstanda  fuese 
ignorada  por  la  autoridad  judical,  desde  que  el  conocimiento  de 
lo  contrarío  le  venía  de  una  fuente  tan  autorizada  como  lo  es 
esta  Legación. 

El  único  móvil  que  me  indujo  á  dejar  en  suspenso  la  cuestión 
fué  la  circunstancia  de  hallarse  presente  en  Lima'  un  hecedeio;  y 
como,  en  un  caso  análogo,  la  Corte  superior  de  Lima  expidió  una 
sentencia,  denegando  el  derecho  de  la  intervención  consular  re- 
conocida en  el  artículo  13  de  la  referida  convención;  creí  de  mi 
deber  esperar  las  instrucciones  de  mi  Gobierno  para  poder  soste- 
ner, con  mayor  fundamento,  la  tesis  que  ya  había  sido  defendida, 
por  esta  Legación,  en  el  caso  de  la  herencia  Nannini. 

En  cuanto  á  este  punto,  y  por  lo  que  se  refiere  á  la  cuestión 
de  principio,  no  tengo  más  que  referirme  á  cuanto  tengo  el  ho- 
nor de  exponer  á  V.  E.  en  otra  nota  que  sobre  este  mismo  parti- 
cular le  dirijo  con  esta  misma  fecha,  y  tengo  la  plena  seguri- 
dad de  que»  hallando  perfectamente  fundadas  las  razones 
que  aduzco  á  nombre  de  mi  gobierno,  para  reivindicar,  á  ía- 
vor  de  la  autoridad  consular  italiana,  el  derecho  á  la  liquidacióú 
de  las  herencias  de  nuestros  nacionales,  cuando  existen  herede- 
ros ausentes;  V.  E.  se  servirá  impartir,  á  quien  corresponda,  las 
instrucciones  correspondientes,  á  fin  de  que  tal  derecho  sea,  en 
el  caso  de  la  herencia  Conti,  jeconocido,  sin  pérdida  de  tiempo,  & 
favor  de  esta  real  representación. 

En  la  hipótesis,  pues,  que  sobre  la  herencia  Conti,  se  susciten 
divergencias  jurídica»,  para  las  cuales  sea  necesaria  la  interven- 
ción de  la  autoridad  jiiáteial  local  competente,  me  permito  indi- 
car que,  en  tal  caso,  la  única  norma  que  debe  seguirse  es  la  in- 
dicada bajo  el  número  6  del  referido  articulo  de  la  convención 
oonsular,  donde  se  dispone  que:  «si  sobreviniesen  difieultades, 
irlos  funcionarios  consulares  no  tendrán  ningún  derecho  para  rA- 
«olverlas,  y  la  cuestión  será  sometida  í  los  tribunales  localea 
iliO0  funcionarios  consulares  pi^oedecftn  entonces  como  represéis 
«tanJtes  de  la  hemnciai  ea  decir,  gua^Aosacvarán  la  arfaniiiífrtr^ 
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«ción  de  efito,  j  el  derecho  de  liquidarla  ddinitivameirte,  y  ^ 
«vender  los  eífectos  en  la  forma  ya  indicada;  vigilatAn  loe  iatoi%- 
€8es  de  los  herederos,  y  tendrán  la  üacultad  de  designar  abogadcff 
«rencargados  de  sostener  sus  derechos  ante  los  tribunales. b 

Esperando  la  respuesta  que  V.  E.  se  sirva  darme  con  respecto 
á  mi  solicitud,  ^d  favor  de  los  herederos  anseotes,  de  los  cimltt 
no  consta,  al  menos  hadta  ahora,  á  esta  Legación,  que  Jiayan  m- 
do  tOHiados  en  cuenta,  aprovecho  la  oportunidad  para  reiterar  4 
V.  E.  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  oonsideradón 

A  S.  £.  el  señoír  doctor  don  Enrique  de  la  Riva^Agüero,  Presi- 
dente del  Cionsgo  de  Ministros  y  M inicttiro  de  Belaoiones  Bk- 
teriores. 


N?  «48.  Lima,  7  <fe  juKo  de  1900. 

Seftor  MioístEro: 

Con  fecha  14  de  Mayo  último,   el   Enviado   Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  en  esta  capital,  dirigió  á  V«  É. 
do0  notas:  una,  signada  con  el  número  433,  la  otra  con  el  núme- 
ro 434.     Con  la  primera,  solicitaba  el  autorissado  apoyo  de  V«E« 
A  fin  de  que,  en  la  liquidi^ción  de  la  herencia  Conti,   en  queffla- 
tendía  el  Juez  de  1^  instancia  (en  lo  cdvil)  fuera  reservado  á  hr 
VOY  de  esta  Legación  el  derecho  de  intervención  para  cautelar 
)o6  intereses  de  los  herederos  ausentes,   de  conformidad  con  lo 
que  el  artículo  13  de  la  convención  consular  italo-peruana  Vi- 
gente, dispone  al  respecto.     Con  la  s^unda  nota,  refíríéndoWi 
indirectamente,  á  la  sucesión  del  Italiano   Giovanni  Nannini| 
abierta  en  lea,  y  en  ejecución  de  instrucciones,  sobre  el  partioa- 
lAr,  del  Real  Ministro  de  Negocios  Extranjeros,  indicaba  la  opor- 
tunidad de  que  se  estipulase  entre  los  dos  Gobiernos  una  clávlsvi- 
la  declaratoria  del  artículo   13  en   cuestióü,   que,   modificanéOi 
en  parte  la  forma,  hiciese  más  clara  su  redacción^  á  fín  de  evitar, 
en  lo  sucesivo,  las  dificultades  é  inconvenientes  á  que  había  da- 
do lugar  la  interpretación  que  á  dicho  artículo  creyó  deber  darle 
el  magistrado  local. 

No  habiendo  aún  merecido  respuesta  aquellas  dos  notas,  pr^ 
poníame,  en  la  primera  eircunstancia  oporbuna,  reclamar  la  alta 
atención  de  V.  E.  sobre  aquellos  puntos,  y  reiterarle  la  crúplica 
Se  participarme  la  resolución  de  su  Gobierno  al  respecto;  y,  asi- 
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mismo,  si,  como  lo  había  solicitado  esta  Legación,  el  juez  de  1* 
instancia  (en  lo  civil)  de  Lima,  había  sido  oportunamente  invi- 
tado á  proceder  en  la  sucesión  Conti,  sin  excluir  la  intervención 
consular,  y  cautelar  así  los  legítimos  intereses  de  los  herederos 
residentes  en  el  Reino. 

Intertanto,  he  recibido  una  nota  del  señor  juez,  copia  de  la 
cual  tengo  el  honor  de  adjuntar  á  V.  E.,  por  la  que  se  advierte^ 
que  no  habiendo  creído  aquel  magistrado  tener  en  cuenta  las 
reservas  hechas  por  esta  Legación,  ha  puesto,  sin  más  requisit<^ 
á  la  viuda  Conti,  en  posesión  de  los  bienes  dejados  por  su  difunto 
marido,  sin  adoptar,  en  favor  de  los  demás  interesados,  medida 
alguna  de  carácter  precautorio. 

Contra  tales  procedimientos,  esta  Legación  se  propone  oponer- 
se judicialmente,  por  medio  de  su  consultor  legal,  doctor  Matías 
León,  á  quien  he  dado  mis  instrucciones,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  aludido  artículo  13  §  6. 

De  todo  esto  he  informado,  para  los  fines  consiguientes,  al  juei 
de  1*  instancia  (en  lo  civil),  en  oficio  de  6  de  los  corrientes;  mas 
creo  de  mi  deber  solicitar  nue\'amente  la  intervención  de  V.  E. 
ante  su  honorable  colega  de  Justicia,  á  fin  de  que,  revocándose 
las  resoluciones  ya  adoptadas,  el  referido  juez  dé  al  artículo  en 
cuestión  una  interpretación  más  conforme  á  la  equidad  y  al  es- 
píritu de  la  convención  entre  el  Perú  6  Italia,  y  de  los  otros  pac- 
tos análogos  estipulados  entre  el  Gobierno  de  mi  país  y  los  de  las 
naciones  amigas. 

El  atraso  que  todo  esto  ocasiona  á  la  liquidación  de  la  heren- 
cia Conti,  y  los  perjuicios  que  eventualraente  pueden  sufnr  los 
herederos  ausentes,  bien  sea  en  esta  ocasión,  ó  bien  en  otras  aná- 
logas, me  inducen  á  insistir  nuevamente  ante  V.  E.,  para  que  se 
digne  examinar  la  propuesta  que  le  ha  sido  dirigida,  á  fin  de 
llegar  á  la  estipulación  de  la  cláusula  declaratoria  que  he  tenido 
el  honor  de  indicar;  y  lo  hago  en  la  plena  confianza  de  obtener 
una  favorable  respuesta,  en  lo  que  respecta  á  las  miras  y  deseos 
que  mi  Gobierno  ha  manifestado  sobre  el  particular,  á  su  repre- 
sentante en  esta  República. 

Al  agradecer,  desde  ahora,  cuanto  V.  E.  se  sirva  comunicarme 
sobre  los  puntos  que  forman  el  objeto  de  la  presente  nota,  apro- 
vecho la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  las  eegari- 
dados  de  mi  más  alta  consideración. 

El  Encargado  de  Negocios, 

i?.  AffnolL 

A  S.  E.  el  señor  doctor  don  Enrique  de  la  Riva-Agüero,  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores. 
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Copia  de  la  nota  dirigida  por  el  señor  juez  de  primera  'mtancia  (en 
lo  civil)  al  real  Ministro  de  Italia  en  Lima,  con  fecha  9  de  julio 
de  1 900. 


En  los  autos  seguidos  por  doña  Mercedes  González  Moran,  viu 
da  de  Con  ti,  sobre  declaratoria  del  fallecimiento  intestado  de  su 
esposo  don  Pedro  Conti,  US.,  con  fecha  24  de  marzo  último,  se 
dirigió  á  este  juzgado,  comunicando  el  fallecimiento  de  dicho 
Pedro  Conti,  subdito  italiano,  para  que  se  dictaran  las  providen- 
cias necesarias,  haciéndolas  conocer  á  esa  Legación;  oficio  que, 
previo  dictamen  fiscal,  fué  contestado  con  fecha  3  de  abril  último. 

Asimismo,  en  respuesta  de  su  atento  oficio  de  fecha  4  del  pro- 
pio mes  de  abríl,  en  el  que  US.  manifiesta  que  los  sellos  que  se 
encontraron  en  los  establecimientos  del  finado  no  fueron  puestos 
por  orden  de  esa  Legación;  que  respecto  al  punto  legal,  sobre  si 
es  ó  no  aplicable  al  presente  caso  el  artículo  13  de  la  convención 
consular,  vigente  entre  el  reino  de  Italia  y  el  Perú,  se  reserva 
pedir  instrucciones  á  su  Gobierno;  afirmando,  además,  que  el 
citado  Conti  ha  dejado  en  Italia  madre  é  hijo»;  y  concluye  US. 
solicitando  de  este  juzgado  tome  las  medidas  necesarias  en  guar- 
da de  los  derechos  de  los  herederos  ausentes;  debo  exponer  á  US. 
que,  previos  los  trámites  prescritos  por  nuestra  legislación,  he 
expedido  el  aut ),  cuyo  tenor  es  el  que  sigue: 

«Lima,  junio  30  de  1900. — Autos  y  vistos:  teniendo  en  consi- 
deración: que  por  fallecimiento  de  don  Pedro  Conti,  se  ha  ins- 
taurado el  presente  juicio,  á  solicitud  de  la  viuda  doña  Mercedes 
González  Moran,  pidiendo  la  declararia  de  intestado,  y  á  ella 
por  su  única  heredera  legal,  á  falta  de  otras  personas  con  dere- 
cho á  la  herencia;  que  habiéndose  observado  todos  los  trámites 
prescritos  por  la  ley,  nadie  se  ha  opuesto  á  la  acción  sumaria,  ni 
se  ha  alegado  derecho  alguno  á  los  bienes  testamentarios;  que 
aún  cuando  el  señor  Ministro  de  Italia,  en  el  oficio  de  fojas  once, 
La  manifestado  que  hay  otros  herederos  ausentes,  en  los  tres  me- 
ses que  han  ya  trascurrido,  no  se  ha  presentado  ninguno  á  hacer 
"USO  de  cualquier  derecho  que  pudiera  corresponderle;  que,  con- 
fornio  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  876  del  código  civil,  a  falta 
de  ascendientes  ó  descendientes  legítimos,  la  herencia  correspon- 
de á  los  parientes  colaterales  del  intestado,  y  al  cónyuge,  como  á 
los  demás  llamados  por  la  ley;  en  su  consecuencia,  y  de  confor- 
midad con  lo  dictaminado  por  el  Agente  fiscal;  se  declara  que 
don  Pedro  Conti,  ha  fallecido  sin  haber  otorgado  ninguna  dispo- 
sición de  última  voluntad,  y  como  á  heredera  legal,  á  su  legítima 
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esposa  doña  Mercedes  González  Moran  de  Couti,  á  la  que  se  le 
suministrará  ]jos^ón  de  los  bienes  del  difunto,  conforme  al  in* 
yentario  practicado,  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento 
del  seftor  Ministro,  pasándole  el  oficio  respectivo. — Pedraia. — 
Ante  mí — Juan  Ramire?..» 

Lo  que  tengo  el  honor  de  trascribir  á  US.  para  su  conocimien- 
to.—  Dios  guarde  á  US. — Aurelio  PedrazcL 


MmiiteriQ  d£  Reladoneí  Exteriores. 

N?  327.  Lima,  27  ée  julio  de  1900. 

Señor  Fiscftl  de  la  Excma.  Corte  Suprema. 

Me  es  grato  remitir  á  US.  k^  expedientes  seguidos  por  esto 
despacho,  con  relación  á  las  socesioiies  de  los  subditos  italianos 
don  José  Augusto,  don  Juan  Nannini  y  don  Pedro  Conti,  que 
requieren,  en  mi  coDceptoi,  el  informe  del  ministerio  fiscal  La 
analogía  que  guardan  estos  expedientes,  rae  obliga  á  soxEketerlos 
á  la  consideración  de  US.,  en  la  forma  conjunta  en  que  lorealiaa 

En  todos  ellos,  la  Legación  italiana,  acreditada  ante  e^e  Go- 
bierno, aparece  reclamando,  no  sólo  la  representación  de  los  he- 
rederos ausentes,  menores  ó  incapaces,  de  los  referidos  subditos 
italianos  aquí  fallecidos,  sino  el  derecho  pleno  y  absoluto  de  ad- 
ministrar y  liquidar  las  respectivas  sucesiones,  no  obstante  la 
existencia  de  herederos  legales  en  la  República,  y  de  haber  in- 
tervenido en  ellas  la  autoridad  local.  Fúndase  esa  pretensión  en 
el  texto  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  viginte  entre 
el  Perú  é  Italia,  de  11  de  junio  de  1896. 

A  su  vez,  los  fnncionario3  judiciales  peruanos,  que  han  interve- 
nido en  las  sucesiones  ya  nT^ncionadas,  y  las  cx>rte3  su|>eriore3de 
Piura  y  de  Lima,  mantienen  el  derecho  oxcinsivo  de  la  autori- 
dad local  para  entender  en  todo  lo  que  so  refiere  á  la  herencia, 
amparando  el  derecho  de  los  horeleros  presentei,  siempre  que 
exista  en  el  lugar  alguno  de  ellos,  como  ha  ocurrido,  efectiva- 
mente, en  los  casos  de  Augusto,  Naimini  y  Conti;  negándose,  por 
consiguiente,  el  derecho  que  pretenden  tener  los  cónsules  a  in- 
tervenir en  forma  distinta  de  la  de  simples  representantes  de  los 
herederos  ausentes. 

Como  resultado  de  esta  divergencia  de  pareceres,  la  Legación 
italiana  ha  propuesto  al  Gobierno,   negociar  una  aclaratoria  d 
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artículo  13  de  la  referida  conveación  consular,  en  el  sentido  de 
que  quede  perfectamente  establecido  lo  que  ella  pretende,  aunque 
sin  tomar  ya  en  cuenta  los  casos  especiales  que  motivan  este  ofi- 
cio, que  han  sido  resueltos  prácticamente,  pues  lo  que  con  ello  se 
busca  es,  fijar, para  lo  futuro,  elalcance  preciso  de  la  convención 
consular. 

Para  juzgar  si  dicha  aclaratoria  es  necesaria,  y  si  es  convenien- 
te proceder  á  negociarla,  desearía  el  Gobierno  conocer,  amplia- 
mente, la  opinión  de  ese  ministerio  fiscal. 


Dios  guarde  á  US. 


E.  de  fe  Riva-Agüero. 


Fiscalía  de  la  0»rU  Smprtnui. 

Hmüy  31  dejttlio  dé  1900. 

Scfk>r  Ministro   de   Estado   en  el  Despacho  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Con  el  estimable  oficio  de  US.,  de  27  del  pasado,  he  recibido 
tres  expedientes  seguidos  ante  ese  despacho,  con  relación  á  las 
sncesiones  de  los  subditos  italianos  don  José  Augusto,  don  Juan 
Nannini  y  don  Pedro  Confei,  que,  en  concepto  de  US.,  requieren 
informe  ael  Ministerio  fiscal. 

Con  tal  motivo,  se  sirve  expresar  US.  que,  en  todos  ellos,  la 
Legación  italiana  aparece  no  sólo  reclamando  la  representación 
de  los  herederos  ausentes,  menores  é  incapaces  de  los  referidos 
subditos  italianos  aquí  fallecidos,  sino  el  derecho  pleno  y  absolu- 
to de  administrar  y  liquidar  las  respectivas  sucesiones,  no  obs- 
tante la  existencia  de  herederos  legales  en  la  República  y  de  ha- 
ber intervenido  en  ellas  la  autoridad  local;  fundando  esa  preten- 
sión en  el  texto  del  artículo  13  de  la  convención  consular,  vigente 
entre  el  Pera  é  Italia,  de  11  de  junio  de  1896. 

Indica  US.,  que  los  funcionarios  judiciales  peruanos  que  han 
intervenido  en  las  sucesiones,  ya  mencionadas,  y   las  cortes'supe- 
riores  de  Lima  y  Piura,  mantienen  el   derecho   exclusivo  de  Ift 
autoridad  local,  para  entender  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  he- 
h3    iicia,  amparando  el  derecho  de  los  herederos  presentes,  siempre 

r  lio 
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que  exista  en  el  lugar  alguno  de  elloa,  como  ha  ocurrido  efectiva- 
mente en  los  casos  de  Augusto  Nannini  y  Conti;  negándose,  por 
consiguiente,  el  derecho  que  pretenden  tener  los  cónsules  á  inter- 
venir en  forma  distinta  de  la  de  simples  representantes  de  los 
herederos  ausentes. 

Como  resultado  de  esta  divergencia  de  pareceres,  dice  US.  que 
la  Legación  italiana  ha  propuesto  al  Gobierno  negociar  una  acla- 
ratoria del  artículo  13  de  la  referida  convención  consular,  en  el 
sentido  de  que  quede  perfectamente  establecido  lo  que  ella  pre- 
tende, aunque  sin  tomar  ya  en  cuenta  los  casos  especiales  que 
motivan  el  oficio  de  US  ,  que  han  sido  resueltos  prácticamente; 
pues  lo  que  con  ello  se  busca,  es  fijar,  para  lo  futuro,  el  alcance 
preciso  de  la  convención  consular. 

Y,  finalmente,  se  digna  psdir  la  opinión  amplia  de  este  Minis- 
terio, para  que  el  Gobierno  pueda  juzgar  si  dicha  aclaratoria 
es  necesaria,  y  si  es  conveniente  proceier  á  negotiarla,  adjuntan- 
do para  ello  un  ejemplar  de  la  convención  consular  á  que  se  ha 
referido. 

Para  llenar  el  pedido  de  US.,  lo  más  satisfactoriamente  posible, 
cree  el  Fiscal  que  suscribe,  que  es  indispensable  estudiar: 

IV)  Las  disposiciones  del  códigv)  de  enjuiciamientos  •^ivil,  re- 
lativas al  modo  de  proceder  en  las  causas  de  sucesión  testamen- 
taria y  legal;  ^ 

2'.')  Las  excepciones  que,  respecto  á  las  reglas  estableei'las 
por  la  ley  peruana  de  procedimiento.^,  ha  sancionado  la  conven- 
ción consular  entre  el  Perii  é  Italia  en  el  artículo  13,  do  cura 
inteligencia  se  trata;  y 

3')  Finalmente,  si  en  las  sucesiones  de  don  José  Augusto, 
don  Juan  Naunini  y  don  Pedro  Conti,  los  jueces  localeslian  dalo 
cabal  y  exacta  interpretación  al  artículo  en  cuestión. 

I 

N^iestro  código  de  procedimientos  dispone,  por  regla  general, 
que  cuando  muera  un  extranjero  domiciliado,  sin  dejar  parien- 
tes en  la  República,  mandará  el  juez  que  se  depositen  los  bienes, 
bajo  de  inventario  y  tasación,  en  el  Tesoro  Público; que  se  anun- 
cie en  los  periódicos  y  que  se  haga  saber  al  agente  diplom  ático  6 
consular  de  la  nación  á  que  pertenecía  el  finado,  para  que,  por  su 
conducto,  se  avise  á  sus  herederos,  á  fin  de  que  éstos  concurran 
á  usar  de  su  derecho.  (Art.  1295.) 

Si  hubiere  i  iosgo  de  que  los  bienes  se  pierdan  ó  deterioren, 
podrán  rematarse  en  subasta  pública,  y  el  precio  será  depositado 
en  la  tesorería,  á  disposición  del '  heredero  que  resultare.  (Art. 
1,296.) 
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El  juez  competente,  para  proceder,  como  se  deja  indicado  en 
estos  casos,  es  el  juez  del  lugar  donde  el  extranjero  texto,  salvo 
el  caso  de  que  el  extranjero  hubiera  dispuesto  que  cpnozca  de  las 
causas  de  su  testamentaría  el  juez  del  lugar  en  que  está  la  mayor 
parte  de  sus  bienes.  Este  último  será  competente,  si  el  testamen- 
to se  hizo  en  viaje  ó  de  tránsito.  (Art.  122  C.  de  E^C.) 

Cuando  el  extranjero  fallecido  fuese  transeúnte  y  no  tuviese 
domicilio  en  la  República,  el  juez  del  lugar  donde  falleció  será 
el  que  conozca  de  la  sucesión  intestada;  y  este  cumplirá,  en  su 
caso,  con  lo  dispuesto  en  loá  artículos  1,295  y  1,296  del  código 
de  enjuiciamientos  civil,  sobre  inventario,  tasación  y  depósito  de 
los  bienes. 

II 

Excepción  de  las  anteriores  disposiciones,  constituye  el  artícu- 
lo 13  de  la  convención  consular  entre  el  Perú  é  Italia,  firmada 
en  esta  capital  el  25  de  febrero  de  18í^3. 

Este  artículo  contiene  dos  estipulaciones  principales:  es  la  pri- 
mera que:  «En  caso  de  fallecimiento  de  un  subdito  de  una  de  las 
partes  contratantes  en  el  territorio  de  la  otra,  las  autoridades  lo- 
cales darán  aviso,  inmediatamente,  al  funcionario  consular  en 
cuyo  distrito  haya  tenido  lugar  el  fallecimiento.  Los  funcionarios 
consulares,  á  su  vez,  darán  aviso  á  las  autoridades  locales,  si 
ellos   han   sido  informados  primero.» 

Es  la  segunda:  el  derecho  que  se  acuerda  á  las  autoridades  con- 
sulares de  la  nación  á  que  pertenezca  el  difunto,  á  proceder,  su- 
cesivamente, á  las  operaciones  relativas  á  la  seguridad,  inventa- 
rio, depósito,  venta,  liquidación  y  entrega  de  los  bienes  de  la  su- 
cesión, en  el  orden  establecido  en  los  seis  incisos  del  referido  ar- 
tículo 13,  para  el  caso  de  que  el  peruano  en  Italia  ó  el  italiano 
en  el  Perú  muera — ya  sea  con  testamento  ó  ab  intestato  —sin  de- 
jar herederos  legales  en  el  país,  6  si  estos  fueren  menores  de 
edad,  incapaces  ó  estuvieren* ausentes,  y  no  hubiere  en  el  lugar 
representante  legal  de  la  sucesión  ni  ejecutor  testamentario.      ^ 

Despréndese  de  aquí,  que  cuando  en  el  lugar  del  fallecimien- 
to haya  heredero  legal  de  cualquiera  de  los  grados  reconocidos 
en  las  respectivas  legislaciones,  ó  representante  suyo,  en  caso  de 
estar  ausente,  ó  ser  menor  de  edad  ó  incapaz,  las  autoridades 
consulares  no  podrán  practicar  ninguna  de  dichas  operacionep; 
y  la  autoridad  del  lugar  será  la  única  que  tenga  que  intervenir 
en  ellas,  recobrando,  por  entero,  su  vigor  la  ley  nacional,  puesta 
en  suspenso,  excepcionalmente,  por  el  articulo  13  de  la  conven- 
ción consular  contemplada;   quedando  en  vigor  solamente  la 
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oblig«ci6a  de  dar  tmao,  estipmlaiéa  en  el  pritaer  párrafo  del  referi- 
do artícala  13. 

Los  términos  en  que  están  Tedactadaa  \m  estipalaeiones  ante- 
riormente referidas  son  tan  claros  y  terminantes,  qtre  no  han  me- 
nester aclaratoria  alguna  para  su  debida  compm»ión  y  correcta 
aplicación  en  la  práctica. 

Cualquiera  modificación,  por  otra  parte,  alteraría  la  unifbrmí- 
d«d  de  los  prmcipioe  del  derecho  internacional  prirado  america- 
no, con  menoscabo  déla  jurisdicción  nacional,  y  por  ello  el  fiscal 
cree  que  la  aclaratoria  solicitada  por  la  lujación  ffealiana  no  es 
necesaria,  ni  sería  conveniente. 

No  estará  demás  recordar  aquí  que  el  congreso  internacional 
de  Montevideo  aprobó,  entre  varios  otros,  un  tratado  de  derecho 
civil  internacional,  cuyo  capítulo  XII  se  ocupa  de  sucesiones. 
Este  tratado,  que  obtuvo  la  sanción  del  Congreso  del  Perú,  con- 
tiene las  siguientes  deetaraeiones  que  síntotiflan  la  doctrina  más 
generalmente  profesaba  8Gft>re  esta  materia  por  lós  Estados  snd* 
americanos: 

«íLa  ley  del  lugar  de  la  situación  de  los  bienes  hereditarios,  al 
tiempo  de  la  muerte  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  ri- 
ge la  forma  del  testamento. 

La  misma  ley  de  la  situación  rige; 

a) — La  capacidad  de  las  personas  para  testarj; 

b) — La  del  heredero  para  suceder, 

c)— La  validez  y  efectos  del  testamento; 

c^ — Los  títulos  y  derechos  hereditarios  de  los  parientes,  y 
del  cónyugue  supérstite; 

e) — La  existencia  y  proporción  de  las  legítimas; 

f) — La  existencia  y  monto  de  los  bienes  reseiTabl^; 

g) — Ea  suma,  todo  lo  relativo  á  la  sucesión  legítima  ó  tes- 
tamentaria.» 

»  No  sería  rationable,  ni  conveniente,  dejar  á  la  autoridad  consu- 
lar Je  Italia  la  aplicacióa  de  la  ley  nacional  á  la  sucesión  de  im 
italiano,  en  el  caso  en  que  éste  dejara  en  el  país  heredero  legal, 
cualquiera  que  sea  el  grado  en  que  se  halle,  aunque  saa  italiano 
también,  tanto  más  cuanto  que  ello  no  impide  justas  reclama- 
ciones, ni  implica  desconocimiento  del  megor  derecho  que  otroi, 
nacionales  6  italianos,  pudieran  alegar  á  la  herencia. 

Y  esto  se  obtiene  precisamente   con  el   estricto   cumplimiento 
del  artículo  J  S  de  la  convención  consular  de   25  de  febf en»  di 
189S,  cuyo  sentido  es,  como  se  deja  insinuado,  perfectamente  da- 
to y  comprensible. 
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A  lo  dicho  se  agrega  que,  de  este  modo,  no  se  hace  más  que  res- 
petar las  eonsecuencias  que  naturalm:eiite  se  deriven  de  este  otro 
principio  de  derecho  internacional  privado,  reconocido  en  el  te- 
tado en  referencia: 

«Loe  juicios  á  que  dé  lugar  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  se 
aeguirán  ante  los  jueces  de  los  lugares  en  que  se  hallen  situados 
los  bienes  hereditarios^ 

III 

Examinando,  ahora,  los  expedientes  relativos  á  las  sucesionesi 
de  los  subditos  italianos  don  José  Augusto,  don  Juan  Nannini  j 
don  Pedro  conti,  que  US.  se  ha  servido  pasar  á  este  despacho,  el 
Fiscal  encuentra  que  los  jueces  locales  han  dado  cabal  y  exacta 
Í3aterpretaci6n  al  artículo  13  de  la  convención  consular  vigente 
•ntre  el  Perú  é  Italia. 


'    Don  José  AuguHtOf  muerto  en  Guamala,  dejó  en  la  ciudad  de 
Catacaos,  de  la  que  era  vecino,  tres  hijos  naturales  reconocidos, 

Sor  loi  cuales  se  apersonó  la  madre  doña  María  Cruz  Yarlequé,  pi- 
iendo  se  declarara  el  intestado  del  difunto,  y  por  sus  herederos 
legales  á  sus  menores  hijos  Gaspar,  Baltazar  y  Amalia  Augusto. 
El  juez  de  Piura,  asumió,  como  no  podía  dejar  de  hacerlo,  la  ju- 
risdicción que  le  correspondía  en  el  asunto,  por  la  sencilla  razón. 
de  que,  según  la  ley  nacional,  única  conforme  á  la  cual  debe  ad- 
judicarse la  herencia,  los  hijos  naturales  reconocidos  son  herede- 
ros forzosos  de  los  padres,  en  la  totalidad  de  los  bienes,  si  concu- 
rren solos  á  la  herencia,  y  en  un  quinto,  si  hay  también  hijos  le- 
gítimos. La  posibilidad  de  la  existencia  de  hijos  legítimos  no  po- 
día estorbar  ni  suspender  la  jurisdicción  del  juez  para  conocer 
de  la  sucesión  de  Augusto,  tanto  porque  ella  había  sido  solicita- 
da por  herederos  peruanos,  cuanto  porque  el  hecho  de  ser  éstos 
hijos  naturales  reconocidos  les  daba  derecho  incuestionable  á 
participar  de  la  herencia,  pudiendo  los  demás,  que  se  creyeran 
con  derecho  á  parte  de  ella,  hacerlo  valer  en  el  término  legal; 
esto  es,  en  el  término  concedido  para  que  se  denuncie  si  el  fina- 
do ot#rgó  testamento  y  ante  quién,  y  comparezcan  los  interesados 
que  se  crean  con  derecho  á  sus  bienes,  á  deducirlo. 

Conforme  al  altículo  13  de  la  convención  consular,  no  era  pues 
el  caso  en  que  el  cónsul  de  Italia,  que,  por  otra  parte  no  existe 
•n  Piura,  estuviera  facultado  á  proceder  á  la  liquidación  de  la 
sdcesión  referida,,  y,  por  consiguiente,  no  ha  habido  razón  algu- 
xi«  para  que  la  Kaal  Logacióo  de  Italia  se  hubiera,  quejado  del 
procedimiento  del  juess  de  Piura,  que  ha  estado  eiiteramenke 
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arreglado  á  la  ley  y  á  lo  estipulado  en   la  convención  consular 
acotada. 

Don  Juan  Nannini^  dejó  de  existir  en  lea,  dejando  un  herma- 
no— don  Juan  Octavio  Nannini — el  cual  se  presentó  al  juez  del 
lugar  solicitando  la  declaración  de  intestado,  la  facción  de  inven- 
tarios y  el  depósito  provisional  de  los  bienes.  El  juez  comunicó 
oficialmente  el  hecho  al  agente  consular  de  Italia;  éste,  en  respues- 
ta, manifestó  que  si  bien  nada  tenía  queobí5ervar  relativamente  á 
la  declaración  de  intestado,  era  de  su  deber  leclamar  del  auto, 
en  cuanto  al  inventario  y  depósito  de  bienes,  pues  competía  al 
oficiante  entender  en  una  y  otra  diligencia,  conforme  á  los  artí- 
culos 14  y  15  de  la  convención  consular  vigente  entre  el  Peráé 
Italia,  en  esa  parte,  á  mérito  del  protocolo  que  se  aprobó  por  re- 
solución legislativa  de  26  de  noviembre  de  1878.  Esta  reclama- 
m ación  la  estimó  el  juez,  acertadamente,  como  excepción  de  ju- 
risdicción y  la  resolvió  declarando  expedita  la  que  competía  á 
8U  juzgado. 

Desde  luego,  se  nota,  en  este  caso,  que  el  agente  consular  pro- 
cedía bajo  el  equivocado  concepto  de  estar  vigente  una  conven- 
ción que  había  sido  abrogada  por  otra  posterior,  como  lo  es  la 
de  veinticinco  de  febrero  de  1893.  Por  lo  demás,  existiendo  en 
el  lugar  un  heredero  legal  del  úq  cujas,  que  reclamaba  la  heren- 
•  cia,la  jurisdicción  del  juez  de  lea  estaba  expedita,  y  no  podía  de- 
jarde  ejercerse  desde  que  precisamente  así  lo  establece  el  artí- 
culo 13  de  la  convención  consular  vigente. 

Como  muy  juiciosamente  expresa  el  juez  aludido,  en  el  infor- 
me que  emitió  en  este  asunto,  el  agente  consular  habría  podido 
pedir  se  le  diera  intervención  en  los  inventarios  y  depósito  de 
los  bienes,  como  apoderado  ex  oficio  de  los  otros  herederos  ausen- 
tes, si  es  que  los  había;  pero  de  ninguna  manera  atribuií'se  juris- 
dicción para  conocer  y  liquidar  la  sucesión  de  que  se  trata. 

En  este  caso,  como  en  el  de  Augusto,  el  juez  local  ha  procedi- 
do, pues,  en  todo,  conforme  al  artículo  13  de  la  convención  con- 
sular de  1893. 

Don  Pedro  Contiy  murió  en  el  Barranco  el  22  de  marzo  último 
y  al  mismo  tiempo  que  el  señor  Ministro  de  Italia  comunicaba 
al  juez  de  1^  instancia  en  lo  civil  de  esta  capital,  doctor  Aurelio 
Pedraza  dicho  fallecimiento,  se  presentó  su  viuda  haciendo  la 
denuncia  respectiva,  solicitando  el  juicio  de  intestado  para  que 
se  le  declare  como  única  heredera  legal  á  falta  de  hijos  habidos 
en  el  matrimonio,  y  reclamando  de  la  clausura  que  la  Real  Le- 
gación Italiana  había  hecho  de  los  establecimientos  de  comedí- 
bles  ^'^'^  "^  *''íado  poseía  en  aquel  balneario. 


\ 
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Como,  segua  la  ley  peruana,  4  falta  de  herederos  legales  has- 
ta el  cuarto  grado,  la  herencia  corresponde  al  cónyugue  supérs- 
tite,  mientras  puedan  presentarse  otras  personas  que  acrediten, 
en  debida  forma,  tener  mejor  derecho  á  los  bienes,  el  juez  proce- 
dió á  cruzar  sus  sellos  con  los  hechos  ponar  por  el  gobernidor 
del  Barranco,  á  petición  de  la  Real  Legación  Italiana,  y  conti- 
nuó conociendo  de  la  sucesión  conforme  á  las  leyes   nacionales. 

En  esta  ocasión,  como  en  las  dos  anteriores,  el  juez  del  lugar 
ha  procedido  con  entera  sujeción  á  lo  establecido  en  la  conven- 
ción consular,  y,  por  consiguiente,  tampoco  hay  motivo  alguno 
en  que  fundar  una  reclamación  ni  queja  razonable. 

Queda,  pues,  demostrado  que,  en  los  tres  casos  que  US.  se  ha 
hervido  someter  á  la  vista  de  este  ministerio,  los  jueces  locales 
han  procedido  correctamente  y  sin  menoscabar  en  nada  la  esfe- 
ra de  atribuciones  que  el  artículo  13  de  la  convención  consular 
referida  confiere  á  los  funcionarios  consulares  de  Italia. 

Por  lo  demás,  el  Fiscal,  condensando  aquí  su  opinión  ya  ex- 
presada, cree  que  la  aclaratoria  que  solicita  la  Real  Legación  de 
Italia,  no  es  necesaria  ñi  conveniente. 

Dios  guarde  á  US. 

Joan  José  Calle. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

LimOy  28  Marzo  de  1901.         ^ 

Señor  Ministro:  ""^^ 

Refiriéndome  á  las  notas  dirigidas  á  este  Ministerio,  por  esa 
Legación,  sobre  las  sucesiones  de  don  José  Augusto,  don  Juan 
Nannini  y  don  Pedro  Conti,  tengo  á  honra  expresar  á  V.  E.  que  el 
artículo  13  déla  convención  que  se  halla  en  vigencia  entre  el  Pe- 
rú é  Italia,  excluye  la  jurisdicción  consular  en  el  caso  propuesto 
por  VE.de  que  haya  herederos  residentes  en  el  país  en  que  se  abre 
la  sucesión  y  herederos  ausentes  que  pertenezcan  á  la  nación  del 
difunto.  En  tal  caso, como  en  todos  los  demás  en  que  expresamen- 
te no  se  ha  establecido  la  preferencia  de  la  jurisdicción  consular, 
corresponde  á  los  jueces  el  conocimiento  de  los  negocios  de  la  su- 
cesión,  pudiendo  comparecer  ante  las  autoridades  locales,  los 
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respectivos  funcionarios  consulares,  en  representación  de  sos 
^connacionales  ausentes  hasta  que  éstos  constituyan  apoderada 

Espero  que  V.  K  considerando  las  razones  que  Yeri>almente  le 
be  dado  en  las  conferencias  que  hemos  tenido,  convendrá  conmi- 
go en  la  extensión  de  lo  pactado  en  el  artículo  13  de  la  conven- 
ción y  en  que  no  es  necesario  modificarlo  para  que  queden  asegu- 
rados los  intereses  de  los  ausentes. 

Renuevo  á  V.  E.,  con  este  motivo,  las  seguridí^des  de  mi  más 
alta  y  distinguida  consideración, 

F,  de  Osmcu 

Al  Excrao.  señor  Enviado  Extraordinario   y   Ministro   Plenipo- 
tenciario de  Italia. 


GASTOS    DE  ARBITRAJE    Y  PAGO  DE  RECLAMACIONES 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Limay  Octubre  15  de  1901. 
Señor  Ministro: 

Terminadas  las  labores  del  arbitraje^estipulado  en  el  acuerdo 
diplomático  de  25  de  noviembre  de  1899,  ha  llegado  la  oportu- 
nidad de  dar  cumplimiento  á  lo  convenido  en  el  artículo  V-  de 
dicho  acuerdo,  acerca  de  los  gastos  que  la  ejecución  del  mismo 
pacto  ocasionara. 

En  tal  virtqd,  me  dirijo  á  V.E.  á  fin  de  que  se  sirva  expresar 
el  importe  de  tales  gastos,  que  debe  abonarse  preferentemente  de 
las  cantidades  reconocidas  en  favor  de  los  reclamantes,  en  la 
proporción  que  compete  fijar  V.E. 

Renuévele,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

Cesáreo  ChacaltancL 

Al  Exemo.  g^or  Ramiro  Gil  de  Uríbarri  Enviado  Extraordi- 
nsrio  f  Minirtro  Plenipotenciario  á9  EspafiLa. 
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Legación  de  España. 


Urna,  23  de  Octubre  de  1901. 
Señor  Ministro;, 

En  respuesta  á  la  atenta  nota  de  15  del  actual,  solicitando 
que,  con  arreglo  á  lo  tsti[)ulado  en  el  artículo  7?  del  acuerdo  di- 
plomático de  25  de  Nouiembrede  1899,  le  manifieste  cuál  es  el 
importe  de  los  gastos  que  haya  ocasionado  el  arbitraje^  italo-pe- 
ruano,  que  en  aquella  fecha  me  fué  confiado,  tengo  la  honra  de 
participar  á  V.E.  que  se  limitan  al  sueldo  de  dos  amanuenses  de 
toda  confianza,  que  son  don  Francibou  Moncayo,  español,  y  don 
Carlos  O.  del  Río,  peruano;  el  primero  durante  23  meses,  com- 
prendiendo el  actual  y  lo  que  se  tarde  en  concluir  lo  que  resta 
de  trabajos  en  el  arbitraje;  y  el  segundo  durante  ocho  meses,  á 
razón  de  noventa  soles  al  mes,  cada  uno. 

Corresponde,  por  lo  tanto,  á  don  Francisco  Moncayo,  la  suma 
de  dos  mil  setenta  soles  (S.  2070);  y  á  don  Carlos  O.  del  Río,  se- 
tecientos veinte  soles  (S.  720);  sumas  que,  si  merecen  la  aproba- 
ción de  V.E.  y  del  Exorno,  señor  Ministro  de  Italia,  á  quien  res- 
pondo en  igual  sentido  la  nota  análoga  que  rae  ha  dirigido  el  17 
del  actual,  habrían  de  ser  abonadas  directamente  á  cada  uno  de 
dichos  señores  Moncayo  y  del  Río. 

En  cuanto  á  la  proporción  aplicable  á  los  reclamantes,  para  es- 
te pago,  declino  en  absoluto  el  establecerla,  considerando  que 
incumbe  fijarla  al  Excmq.  señor  Ministro  de  Italia. 

Aprovecho  esta  ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.E. 
laa  seguridades  de  mi  más  alta  consideración  personal  y  aprecio. 

Ramiro  Gil  de  UríbarrL 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacal  tana,   Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Legación  de  Italia 

N?  1373.  Lima,  7  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Habiendo  sido  ya  pronunciada  por  el  señor  Ministro  de 
España,  en  esto  capital,  la  sentencia  en  el  juicio  arbitral  que  le 
confiaran  los  Gobiernos  de  Italia  y  del  Perú,  á  efecto  de  que  so- 
luciónaselas reclamaciones  presentadas  por  ciudadanos  italianos, 
por  los  perjuicios  que  sufrieron  durante  la  guerra  civil  de  1894- 
95;  y  resultando  del  cuadro  general,  comunicado  por  el  Excmo. 
Señor  arbitro  á  esta  legación,  que  el  gobierno  de  la  república  ha 
sido  condenado  á  pagar  á  los  reclamantes,  cuyas  reclamaciones 
han  sido  admitidas,  la  suma  de  soles  83,0S0.01,  y  de  febles  741, 
me  permito  rogar  á  V.  E.  se  sirva  dictar  las  medidas  del  caso  á  fin 
de  que,  en  conformidad  con  lo  estipulado  en  el  protocolo  de  25 
de  noviembre  de  1899,  sea  puesta  á  disposición  de  esta  legación, 
en  los  tres  meses  que  faltan  del  año  en  curso,  la  tercera  parte  de 
la  referida  suma,  para  entregarla  á  las  interesados. 

Sírvase,  señor  Ministro,   aceptar  las  seguridades  de   mi  alta 
consideración. 

O.  Pirrone. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  del  Perú. 


Legad&n  de  Italia 

N?  1,450  JWwia,  17  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Refiriéndome  á  la  nota  que,  con  fecha  7  de  los  corrientes,  nú- 
mero 1,373,  tuve  el  honor  de  dirigir  á  V.  E.,  me  apresuro  á  poner 
en  su  nocimiento  que,  por  un  despacho  telegráfico  del  día  13,  he 
sido  autorizado  por  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Relaciones  Exterio- 
res,  para  que  declare  al  Gobierno  de  la  República  que  el  de  So 
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Magestad  acepta  el  laudo  arbitral  pronunciado  por  el  E^ccí^len- 
tísimo  señor  Ministro  de  España,  en  el  arbitraje  que  le  fur  con- 
ferido por  los  dos  Gobiernos  para  la  solución  de  las  recliiniationes 
italianas,  provenientes  de  la  ultima  guerra  civil  de  1894-^o. 

Con  tal  motivo,  permítome  reiterar  la  suplica  vjue  dirigí  á  V.  E. 
en  la  cilada  nota,  es  decir,  de  i>oner  á  disposición  de  esta  lega- 
ción, dentro  de  los  tres  meses  que  restan  del  presente  año,  la 
tercera  parte  de  la  suma  allí  indicada,  á  fin  de  que  sea  remitida 
á  los  interesados. 

Con  esta  misma  fecha,  escribo  al  señor  Ministro  de  España,  pa- 
ra que  se  sirva  decirme  á  cuánto  ascienden  los  gastos  ocasionados 
por  el  arbitraje,  y,  tan  luego  como  reciba  su  respuesta,  me  apresu- 
raré á  comunicársela  á  V.  E.,  á  fin  de  que  deduzca  del  total  del 
primer  dividendo  que  se  entregue  á  esta  legación,  la  cantidad 
que  indique  el  señor  Uríbarri,  á  quien  corresponde  ésta  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  artículo  7  del  protocolo  de  25  de  noviem- 
bre de  1899. 

Sírvase,  señor  Ministro  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  con 
sideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Cesáreo  Cacaltana,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N^  65.  itma,  19  de  octubre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  las  notas  de  V.  E.  números  1,37S 
y  1,450,  fechas  7  y  17  del  mes  en  curso. 

£n  la  última  de  dichas  comunicaciones,  se  fiirve  expresarme^ 
V.  E.,  refiriéndose  á  la  anterior,  que  ha  sido  autorizado  por  el 
Excelentísimo  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  Italia 
para  declarar  á  mi  gobierno  que  el  de  Su  Majestad  acepta  el  lau- 
do pronunciado  por  el  Excelentísimo  señor  Ministro  de  España, 
en  el  arbitraje  estipulado  con  el  fin  de  solucionar  las  reclamacio- 
nes italianas,  provenientes  de  la  guerra  civil  de  1894-95. 
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De  acuerdo  con  dicha  declaración,  mi  gobierno  da  por  total  y 
definitivamente  concluidas  las  mencionadas  reclamación^  italia- 
nas; y,  en  consecuencia,  la  cancillería  de  mi  cargo  ha  oficiado  al 
señor  Ministro  de  Hacienda,  para  que,  en  cumplimiento  de  lo 
estipulado  en  el  artículo  8*  del  acuerdo  diplomático  de  25  de 
noviembre  de  1899,  se  entregue  á  esa  legación,  en  los  plazos 
convenidos,  la  suma  de  S.  83,080-01  y  febles  741,  que  es  el  total 
de  las  cantidades  que  debe  pagar  el  Perú,  en  virtud  de  los  fallos 
del  señor  Ministro  de  España. 

lie  tomado  nota  de  que  V.  E.  se  ha  dirigido  al  Excetentísimo 
señor  Uríbarri  con  el  objeto  de  que  se  sirva  expresarle  la  caoti- 
dud  á  que  asciende  los  gastos  de  arbitraje,  para  deducirlo  del 
piimer  dividendo  que  se  entregue  á  esa  legación. 

Antes  de  recibir  la  comunicación  de  V.  E.,  que  contesto,  este 
]Ministeriose  había  dirigido,  también,  al  representante  de  España 
con  idéntico  fin. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  ChacaÜana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

K?  57.  Lima^  6  de  noviembre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  fecha  15  de  octubre  último,  esta  cancillería  dirigió  un* 
nota  al  señor  Ministro  de  España  para  que,  según  lo  estipulado 
en  el  artículo  7?  del  acuerdo  diplomático  de  25  de  noviembre  de 
1899,  se  sirviera  manifestar  el  importe  de  los  gastos  ocasionados 
por  el  arbitraje  italo-peruano  que  debe  deducirse  de  las  cantida* 
des  juzgadas  en  favor  do  los  reclamantes. 

El  referido  Agente  Diplomático  me  expuso,  en  nota  fecha  23 
del  mismo  mes,  que  dichos  gastos  se  limitan  al  sueldo  de  dos 
amanuenses,  don  Francisco  Moncayo,  español,  y  don  Carlos  O. 
del  Río,  peruano,  cuyo  total  asciende  á  2,790  soles. 
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En  tal  virtud,  se  expidió  la  suprema  resolución  que,  adjunte, 
remito  en  copia  á  V.  E  ,  por  la  cual  se  ba  dispuesto  el  giro  de  ua 
libramiento  destinado  al  pago  de  los  honorarios  de  los  señores 
Moncayo  y  del  Río,  cuyo  valor  habrá  que  deducir  del  primer 
dividendo  que  tiene  que  abonar  mi  gobierno  en  razón  del  íallo 
arbitral. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida  consideración. 

Cesáreo  Chacaliana. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


íeg ación  de  Italia 

lí^  1574.  Limaf  16  de  noviembre  de  lOOL 

Señor  Ministro; 

Tengo  el  honor  de  acusar  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se 
fiirvió  dirigirme  con  fecha  6  de  los  corrientes,  nt3raero  57,  con  la 
cual  me  remitió  copia  de  una  resolución  suprema  de  31  de  octu- 
bre ultimo,  respecto  al  pago  de  la  suma  de  S.  2,790,  adeudada  á 
los  señores  Francisco  Moncayo  y  Carlos  O.  del  Río,  según  indica- 
ciones del  Excelentísimo  señor  Arbitro  de  las  reclamaciones  italia- 
nas, á  título  de  gafetes  ocasionados  por  el  arln traje. 

He  tomado  nota  de  dicha  resolución  suprema  que  correspondo 
con  el  cambio  de  ideas  habido  entre  el  11.  señ(»r  don  Hernán  Ve- 
larde  y  j'o,  en  una  visita  (on  queme  honró  dicho  señor  enes^ta  lega- 
ción para  hablar,  á  nombre  de  V.  E.,  sobre  el  particular.  Qiudo, 
pues,  enterado  de  que  la  referida  suma  será  deducida  del  primer 
dividendo  que  so  entregue  á  esta  legación. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro, 
las  seguridades  de  mi  alta   consideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excelen  tísimo  señor  dcctor  don  Cesáreo  Chacaltano,  Ministro 
de  Reía  cienes  Exteriores  del  Perú. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N?  2.  Lima,  15  de  enero  de  1902, 

Sefior  Ministro: 

Tengo  la  honra  de  rimitir  á  V.  E.,  con  la  presente  nota,  na 
cheque  número  585,450  que  ha  girado  el  tesoro  público  contra  el 
Banco  del  Perú  y  Londres,  por  la  suraa  de  veinticuatro  mil  nove- 
cientos tres  soles,  'treinta  y  tres  centavos  (S.  24,903-33),  importe 
del  saldo  del  primero  de  los  tres  dividendos  anuales  consecutivos 
que  mi  gobierno  debe  abonará  esa  reial  legación,  en  cumplimien* 
to  del  fallo  arbitral  del  señor  Ministro  de  España,  relativo  á  las 
reclamaciones  italianas  por  daños  ocasionados  en  la  guerra  civil 
de  1894-95,  previa  deducción  de  las  suma  de  2,790  soles,  abo- 
nada por  honorarios  á  los  señores  Moucayo  y  del  Río. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  ChacaUaneu 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giiiseppe  Pirrone,  Enviada 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Legación  de  Italia 

N?  96.  Lima,  enero  21  de  1902. 

Señor  Ministro:  • 

La  nota  fecha  15  de  enero  en  curso,  número  2,  cubría  uu  che- 
que número  585,450,  girado  por  el  tesoro  de  la  República  á  car- 
go del  Banco  del  Perú  y  Londres,  por  la  suma  de  S.  21,903-33, 
saldo  del  primero  de  los  tres  dividendos  anuales  que  el  gobierno 
del  Perú  debe  entregar  á  esta  legación,  en  ejecución  del  laudo 
arbitral  del  señor  Ministro  de  España,  referente  á  las  reclama- 
ciones italianas  por  daños  y  perjuicios,  provenientes  de  la  guerra 
civil  de  1804-95,  previa  deducción  de  la  suma  de  S.  2,790, 
pagada  por  honorarios  á   los  señores  Moncayo  y  del  Río. 
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Doy  á  V.  E.  las  gracias  por  el  indicado  pago,  del  cual  di  ayer, 
en  el  acto,  aviso  telegráfico  á  mi  gobierno. 

Al  avisar  el  recibo  de  la  citada  suma,  debo  hacer  presente 
que  en  el  conjunto  de  los  tres  dividendos  aludidos,  que  forman 
un  total  de  S.  83,088-01,  no  ha  sido  considerada  la  suma  de  741 
soles  febles  que  el  arbitro  reconoció  á  favor  del  señor  Faustino 
Piaggio  (reclamación  número  51)  fuera  de  la  expresada  totali- 
dad. 

Abrigo  la  esperanza  de  que  se  tendrá  presente  aquella  partida 
al  verificarse  la  entrega  de  los  dos  dividendos  restantes. 

Quiera  V.  E.  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. 

G.  Pirrone. 

Al  Excelentísimo  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltaua,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 


Lima,  23  de  enero  de  1 002. 


Señor  Ministro: 


Por  la  atenta 'nota  de  V.  E.,  N?  96,  de  fecha  de  anteayer,  me 
"he  impuesto,  con  agrado,  deque  tan  luego  como  recibió  el  impor- 
te del  primer  dividendo  de  las  reclamaciones  italianas,  que  en 
un  cheque  por  S.  24,903-33  tuve  la  honra  de  remitirle  con  mi 
comunicación  de  fecha  15,  se  sirvió  dar  aviso  telegráfico  á  su  go- 
bierno de  dicho  pago. 

En  cuanto  á  lo  que  me  expresa  V.  E.,  en  la  misma  nota,  sobro 
la  circunstacia  de  no  haber  considerado  en  el  referido  dividendo 
la  tercera  parte  de  la  sumado  741  pesos  febles  que  el  arbitro  reco* 
noció  á  favor  de  don  Faustino  G.  Piaggio,  me  es  grato  subsanar 
esa  omisión  involuntaria,  remitiéndole,  con  la  presente,  un  cheque, 
á  su  orden,  número  470,259,  que  ha  girado  la  contaduría  de  este 
Ministerio  contra  el  Banco  Internacional  del  Peiú,  por  la  canti» 
dad  de  ciento  noventa  y  siete  soles  sesenta  centavo.s  (S.  197-60), 
equivalente  á  los  247  pesos,  ó  sea  el  tercio  del  valor  de  la  recla- 
mación Piaggio. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor  Ministro,  laf 
seguridades  de  mi  alta  y  distinguida  consideración. 

Cesáreo  ChojcaUana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviada 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Legacióa  de  España  en  Lima. 

Limaf  n  de  abril  de  1902. 
Señor  Ministro: 

Confirmando  cuanto  oportunamente  manifesté  áV.  E.,  tengo  la 
honra  de  hacer  cpnstar,  por  la  presente  nota,  qne,  al  copiarse  el 
cuadro  general  de  arbitraje  italo-peruano,  se  incurrió  en  un  error 
de  pluma  respecto  de  la  suma  que  debe  abonarse  á  los  señores 
Ghersi,  Garibaldi  y  otros  (reclamación  N.  39)  á  quienes,  s^n 
verá  V.  E.  por  el  laudo  arbitral  expedido,  que  obra  en  su  poder, 
corresponden  soles  novecientos  diez,  S.  910,  en  lugar  de  ochocien- 
tos diez  soles,  S.  810,  que  se  consignaron  en  dicho  cuadro  gene- 
ral, ó  sea  una  diferiencia  de  ciai  soles  más  á  favor  de  los  expresa- 
dos señores  Ghersi,  Garibaldi  y  otros,  los  que  menciono  para  los 
efectos  oportunos. 

Al  rogar  á  V.  E.  tenga  la  bondad  de  hacer  la  rectificación  con- 
siguiente al  Excrao.  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  aprovecho  gustoso  la 
oportunidad  para  reiterar  á  V.  E.,  señor  Ministro,  las  seguridades 
de  mi  alta  consideración  y  personal  aprecio. 

• 
Ramiro  Gil  de  ürlbarri, 

Al  Excmo.  señor  doctor  don   Cesáreo  Chacaltana,  Presidente  del 
Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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t 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

i 

N9  37.  Lima,  28  de  abril  de  1002. 

Sefíor  Ministro: 

Defiriendo  á  la  indicación  contenida  en  la  nota  de  V.  E.,  fecha 
17  del  mes  en  curso,  acerca  del  error  de  pluma  que  se  cometió  al 
copiar  el  cuadro  general  del  arbitraje  italo-peruano,  se  ha  remi- 
tido en  copia  dicha  nota  al  señor  Ministro  de  Italia,  para  que  to- 
me razón  de  la  suma  que  debe  abonarse  á  los  señores  Ghersi, 
Garibaldi  y  otros  (reclamación  N9  39). 

Renuévole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  dis- 
tinguida consideración. 

Cesáreo  ChacaÜana, 

Al  Excmo.  sefíor  don  Ramiro  Gil  de  Uríbarri,   Enviado   Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


Legación  de  Italia, 

N?  659.  Lima,  \Z  de  mayo  de  1902. 

Señor  Ministro: 

^  Tengo  el  honor  deavisnr  á  V.  E.  el  recibo  de  la  nota  que  se  sir- 
vió dirigirme,  con  fecha  28  de  abril  pasado,  N^  36,  trasmitiéndo- 
me copia  de  un  oficio  del  señor  Ministro  de  España,  referenle  á 
un  error  de  pluma  cometido  en  la  copia  del  cuadro  general  del 
arbitraje  italo-peruano,  respecto  de  la  suma  que  corresponde  á 
cada  uno  de  los  señores  Ghersi,  Garibaldi  y  otros  (reclamación 
N*'  39). 

€onfío  en  que,  en  el  segundo  dividendo  que  entregue  el  Ge- 
biemo  peruano,  se  subsánala  aquel  error,  tanto  por  lo  que  reg- 
pecta  á  dicho  dividendo,  cuanto  por  la  diferencia  de  menos  que 
sufrió  el  primero. 
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Al  dar  á  V.  E.  las  gracias  por  la  citada  comunicación,  aprove- 
cho de  la  oportunidad,  para  reiterarle  señor  Ministro,  las  seguri- 
dades de  mi  alta  y  distinguida  consideración, 

G.  Pirronc. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don  Cesáreo  Chacaltana,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


SUCESIONES  HEREDITARIAS 

Minidterio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  60.  Lima,  23  de  noviembre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

He  quedado  impuesto  de  la  apreciable  comunicación  de  V.  E. 
fechada  el  18  de  marzo  último,  así  como  de  las  de  10  de  abril, 
14  de  mayo  y  7  de  julio  del  año  próximo  pasado,  relativas 
todas  á  la  sucesión  hereditaria  del  italiano  Pedro  Conti. 

Después  de  hacer  V.  E.  una  relación  de  lo  acaecido  en  el  orden 
judicial  con  respecto  á  dicha  herencia,  concluye  afirmando  que 
los  herederos  del  mencionado  Conti,  residentes  en  el  reino  de 
Italia,  han  sido  ríctimas  de  una  grave  denegación  de  justicia. 

Confía  V,  E.  en  que  mi  gobierno  jírovocara,  de  parte  de  las  au- 
toridades competentes  de  la  República,  las  medidas  o{>ortunas 
para  el  resarcimiento  debido  á  los  preindicadoa  herederos. 

Como  se  trata  de  un  asunto  ventilado  ante  el  poder  judicial, 
el  cual,  según  nuestro  mecanismo  constitucional,  funciona  con 
independencia  del  poder  ejecutivo,  ho  solicitado  el  informe  res- 
pectivo, á  fin  de  poder  formarme  juicio  propio  con  completo 
conocimiento  de  causa,  sobre  si  realmente  se  ha  incurrido  en  las 
graves  ilegalidades  á  que  V.  E.  se  reliere. 

Sin  perjuicio  de  poner  en  conocimiento  de  V.  E.  el  mencionado 
informe,  tan  luego  como  sea  expedido,  me  anticipo  á  formular 
las  observaciones  que  me  ha  sugerido  la  lectura  de  la  atenta  no- 
ta de  V.  E.,  las  cuales  me  inducen  a  creer  que  no  se  trata  de  un 
caso  de  denegación  de  justicia. 
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V.  E.  hace  constar  que,  á  mérito  de  las  informaciones  de  esa  le- 
gación respecto  á  la  existencia  de  otros  herederos  en  Italia,  ade- 
más de  la  viuda  de  Conti,  se  ordenó  la  publicación  de  un  aviso 
en  el  Diario  Judicial  por  sólo  30  días.  Pero  V.  E.  debe  tener  en 
cuenta  que  tal  procedimiento  estuvo  estrictamente  ajustado  á  la 
última  parte  del  artículo  1286  del  código  de  enjuiciamiento  civil. 

Aun  en  el  caso  de  que  tal  tiempo  hubiese  sido  insuficiente  pa- 
ra acreditar  legalmente  la  existencia  de  herederos  en  Italia,  en  el 
hecho  dicha  comprobación  pudo  hacerse,  y  no  se  hizo,  en  los  133 
días  de  duración  que  tuvo  el  juicio  respectivo. 

El  juez,  después  de  ese  plazo  y  conforme  á  la  ley,  declaró  la 
herencia,  como  era  natural,  en  favor  de  los  únicos  que  habían 
comprobado  su  dcreclio  á  ella. 

Considera  también  V.  E.  que  el  juez  de  la  causa  ha  contraveni- 
do á  lo  dispuesto  en  el  artículo  160  del  código  civil,  el  cual  con- 
cede el  término  de  uu  año  para  la  aceptación  de  la  herencia  á  los 
herederos  que  se  encuentran  fuera  de  la  República. 

V.  E.  me  jermitirá  hacer  aquí  una  distinción  necesaria  é  inevita- 
ble. La  declaración  de  heredero  hedía  en  favor  de  una  persona  y  la 
facultad  de  aceptar  ó  no  la  herencia,  son  dos  cosas  enteramente 
diversas.  La  segunda  presupone  la  primera.  Nadie  puede  acep- 
l4ir  una  herencia,  ni  reclamar  el  plazo  de  un  año  para  deliberar  so- 
bre dicha  aceptacióil,  mientras  no  haya  adquirido  el  derecho  á 
ella. 

Esto  pasa  con  los  parientes  de  Conti,  residentes  en  Italia.  Si 
en  el  juicio  respectivo  se  hubiese  decir rado  la  herencia  á  favor 
de  ellos,  tendrían  derecho  al  plazo  de  un  año  para  aceptarla  6 
no;  pero  como  no  ha  existido  tal  declm  oión,  como  no  se  les  ha 
reconocido  la  cali«hul  de  herederos,  no  j  el  caso,  para  ellos,  de 
deliberar  sobre  la  aceptación  ó  no  arep^  «ion  de  la  herencia. 

Hace  presente  V.  E.  que  las  decisioiK  s  de  los  jueces  en  los  jui- 
cios de  intestado,  como  en  otros  sumarios,  no  tienen  el  carácter  de 
cota  jnzí^ada  y  puedtn  ser  refutadas  enjuicio  ordinario.  Conclu- 
ye de  allí  que  la  aul(»ridu<l  judicial  debió  tramitar  por  la  vía  or- 
dinaria la  oposición  de  V.  E.  al  cumplimiento  del  fallo  expedido. 

Por  la  relación  que  hace  V.  tí.  de  io  aeaocido  en  en  eete  asunto, 
veo  que,  aún  en  el  siipue.-:to  de  hab»  r  podido  revivir  el  debate  en 
juicio  ordinario,  la  instancia  no  fiio  (Ubidamente  promovido;  y 
como  este  género  de  cuch^tiones  no  f-e  promueven  ni  se  tramitan 
de  oficio  por  los  jueces,  no  estuvieron  ébtos  obligados  á  seguir  di- 
cho juicio. 

Debo  agregar  una  última  consideración.  Do  la  nota  de 
V.  fí.  parece  deducirse  que,  en  el  curso  del  juicio  de  intestado,  no 
se  ha  apelado  ante  el  tiibunal  sui>erior  de  las  resoluciones  ex- 
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pedidas  por  el  juez  de  primera  instancia,  no  obstante  estar  pre- 
visto y  autorizado  este  recurso  por  nuestras  leyes,  á  fin  de  que  se 
pueda  obtener  la  enmienda  de  los  procedimientos  ilegales  de  los 
jueces. 

No  puede  decirse  que  hay  denegación  de  justicia  cuando,  en 
la  esfera  de  los  procedimientos  establecidos  por  la  ley,  se  ha  omi- 
tido el  empleo  de  los  recursos  franqueados  por  ésta.  Tal  omisión 
implica  por  sí  misma  la  conformidad  de  las  partes  interesadas 
con  las  resoluciones  judiciales. 

El  que  pudiendo  apelar  no  apela,  el  que  pudiendo  interponer 
recurso  de  nulidad  no  lo  interpone,  no  puede  alegar  fundadamen- 
te qu^  es  víctima  de  la  denegación  de  justicia:  este  es  el  caso  de 
los  parientes  de  Conti,  residentes  en  Italia,  en  nombro  de  los  cua- 
les no  se  hizo  uso  oportunamente  de  los  medios  legales  antes  indi- 
cados. 

Espero,  señor  Ministro,  que  estas  ligeras  consideraciones,  que, 
no  dudo,  serán  debidamente  ampliadas  por  las  autoridades  judi- 
ciales que  han  intervenido  en  este  juicio,  llevarán  al  ánimo  des- 
prevenido y  sincero  de  V.  E.  el  convencimiento  de  que  no  ha 
habido  denegación  de  justicia;  y  de  que  no  puede  traer  esto  res- 
ponsabilidad alguna  para  mi  gobierno. 

Sírvase  V.  E.  aceptar  las  seguriJades  de  mi  distinguida  conside- 
ración, 

Cesáreo  Chaca  liana. 

Al  Exc(  lrulí?imo  ser  !  C(  mcdr.dor  Giu?rppe  Pirrone,  Enviado 
Exlirordimirio  j     lini.^tro  Plenij)otenciario  de  Italia. 


legación  de  Italia 

N?  1,024  Lima,  26  de  Julio  de  1901. 

* 

Señor  Ministro: 

Para  el  caso  en  que  V.  E.  no  esté  non  en  autos,  tengo  hoy  el 
hcnoi  de  Iraí-mitiile  la  adjunta  cí^pia  de  In  sentencia  incidental 
piorunciada  prr  la  cxceleiiíísin  u  a  ile  srjinma  de  la  Repóblirs», 
en  el  juicio  (^^uv,  civil  y  ci  n  i  ;  n.i  ntc,  ^e  vcntüa  t>nte  la  ruteii- 
dcd  judicial  ccn  letcntc  de  Piuia,  cciitia   el  alegado  runlriato 
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y  partícipes,  acusado??  de  falsificación  de  testamento  en  perjuicio 
de  los  herederos  de  don  Antonio  Podostá. 

No  me  correspode  A  mí,  dar  ningún  parecer  respecto  do  la  Hon- 
tencia  que  no  ha  sido  de  ningún  modo  motivada,  no  ol>íilanto  no 
haber  sido  acogida  por  el  alto  tribunal  la  opinión  en  contrario 
del  ilustrísimo  fiscal  de  la  unción.  ínter*  indo,  me  permito  ob- 
servar, que  tal  sentencia  podrá  ocasionar  resultados  pornicioHOS 
para  el  éxito  del  juicio,  como  se  deduce  dr  las  mismas  conHÍílero- 
ciones  en  que  han  apoyado  su  oj>inión  los  dos  honontbUjs  víkso* 
les  del  mismo  alto  tribunal,  que  han  dado  voto  contrario. 

Por  consiguiento,  no  me  queda  otro  recurso  que  formular  loa 
reservas  correspondientes,  en  pro  de  los  interef^^s  de  los  Ijcredero» 
nombrados  en  el  te-tamento  secreto  del  señor  Podentá,  en  el  uu^ 
de  noviembre  de  1SÍ>5. 

Referíase  á  este  apunto  la  nota  qu^  tuve  el  honor  de  dirigir  á 
V.  E.  con  fecha  21  do  enero  del  año  en  cur8í>,  número  H'i. 

Quiera,  señor  ivjiuistio,  aceptar  las  rfcguridaíle»  de  mí  alta  con* 
deraciÓD. 

O,  Pírrone 

Al  Exceientí-imo  sef.or  do-tor  Ion  Felíf^e  de  OnruB.  y  Pardo,  Mí* 
niítro  de  Relaciones  Exterioies  del  Pera, 


Miniiteno  de  R^-xtciort^Jt  E/irrim^Ji 

K*  61.  Lír^Of  23  <£e  WAvtrffJ/rt  4á  Ií/>í, 

iC^k« '  K  3* . r. jR  tZ  jT, 

<iue  - '.    ,  :./.^  v>- .  ,   >,í   //•,.  Jt^vn  y-.r.  .-'^h  yí^*^  ^ 
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Una  de  ellas  se  refiere  al  hecho  de  no  estar  motivado  el  fallo. 
Pero  en  realidad  sí  lo  está.  Como  la  corte  suprema  declara  no 
haber  nulidad  en  el  auto  pronunciado  por  la  corte  superior,  en 
virtud  del  cual^  declaró  nulo  é  insubsistente  otro  de  primera  ins- 
tancia, han  quedado  en  pié,  con  toda  evidencia,  los  fundamentos 
aducidos  por  la  corte  superior.  Este  fundamento  constituye  la 
parte  motivada  del  auto  de  la  suprema. 

Llama  también  la  atención  do  V.  E.  el  voto  discordante  de  dos 
de  los  señores  vocales  y  la  opinión  del  fiscal  contraria  al  fallo 
expedido. 

Estos  son  hechos  previstos  y  reglamentados  por  nuestras  leyes, 
las  cuales  determinan  el  número  necesario  de  votos  para  la  vali- 
dez de  un  auto  ó  sentencia.  El  fallo  á  que  V.  E.  se  refiere,  se 
pronunció  de  conformidad  con  dichas  leyes. 

Las  opiniones  discordantes  en  este  caso,  no  son  sino  la  ma- 
nifestación de  la  entera  libertad  con  que  se  discuten  y  votan  loa 
asuntes  en  nuestros  tribunales;  pero  de  ningún  modo  vician  el 
carácter  de  los  fallos,  ni  enervan  la  ejecutoria  que  producen. 

Abrigo  la  esperanza  de  que  los  procedimientos  judiciales  ulte- 
riores, en  este  asunto,  producirán  el  completo  esclarecimiento  de 
los  hechos  qye  los  han  motivado,  así  como  la  respectiva  sanción. 

Sírvase  aceptar,  señor  Ministro,  las  protestas  de  mi  distiguida 
consideración. 

Ctsáreo  ChacaÜana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviada 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores 

N?  52.  Limaf  30  de  setiembre  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Tengo  el    agrado  '  -  remitir  -'     ',  E  couiu  .-  i       Jel  oficio 

que  me  1ki  dirie  t  cr-  e'hr% '  .  •  e  o«  de  1'  'Oii3en1es  f]  señor 
Ministro  de  Justicia,  por  cuyos  términos  vendrá  V.  E.  en  conoci- 
miento de  que  se  ha  trascrito  á  la  corte  superior  de  este  distrito 
judicial,  el  que  le  fue  dirigido  por  mi  antecesor  en  este  despacho, 
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para  qne  el  juez  doctor  Pedraza  se  inhiba  de  ooncer  en  el  juicio 
de  intestado  que  ante  él  sigue  persona  excluida  de  la  sucesión 
Musso. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Cesáreo  ChoMltana. 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Ministrio  de  Relaciones  Exteriores. 

N^  4.  Lima,  24  ie  enero  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Con  referencia  á  las  notas  cambiadas  entre  este  Ministerio  y 
esa  legación,  acerca  de  la  herencia  del  subdito  italiano  Augus* 
tín  Musso,  tengo  el  agrado  de  remitir  á  V.  E.  copias  auténticas  de 
los  dictámenes  expedidos  sobre  el  estado  de  dicha  sucesión  y 
procedimientos  judiciales  relativos  á  ellas,  por  los  señores  fiscales 
de  la  ilustrísima  corte  superior  de  justicia. 

Keitérole,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida  consideración. 

Cesáreo  ChoeaUanüf 

Al  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


—  896  — 


Ilustrísima  Corte  Superior  de  Justicia  de  Lima 

lAma.  13  de  enero  de  1902. 

Ssñor  Ministro  de  Estado  en  el  Despacho  de  Justicia,  etc 

S.  M.: 

En  repuesta  al  oficio  de  US ,  de  fecha  21  de  setiembre  último, 
trascriptorio  de  otro  del  Sí^ñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
relativo  á  la  reclaraaciórL  hecha  por  el  Excelentísimo  señor  En- 
viado Extraordinario  y  ^íinistro  Plenipotenciario  de  Su  Majestad 
el  Rey  de  Italia,  para  que  el  juez  de  })rimera  instancia  de  esta 
capital,  doctor  don  Aurelio  Pedraza,  se  inhiba  de  seguir  cono- 
ciendo en  el  juicio  de  intestado  de  don  Agustín  Musso;  esta  corte 
superior,  haciendo  suyo  el  dictamen  emitido  por  los  señores  fisca- 
les, ha  acordado,  con  fecha  11  de  los  corrientes,  trascribirlo  en 
contestación  á  US.,  siendo  su  tenor  el  siguiente: 

•fllustrísimo  señor:  Por  el  ministerio  del  ramo,  se  ha  trascrito 
«al  superior  tribunal,  el  despacho  en  que  el  de  relaciones  ext^rio- 
«res  pide  á  aquél,  á  solicitud  de  la  legación  de  Italia,  que  dis- 
«ponga  que  se  oficie  al  juez  de  esta  capital  doctor  Pedraza,  para 
«que  se  inhiba  en  el  conocimiento  del  juicio  de  intestado  del  sub- 
«dito  italiano  don  Agustín  Musso,  estimando  aplicable  al  caso  la 
«jurisdioxíión  consular,  conforme  á  la  convención  vigente  entre  el 
«Perú  y  el  citado  reino.  Según  el  precedente  informe  del  juea 
«aludido,  la  causa  se  promovió  para  la  comprobación  del  testa- 
«mento  privado  de  Musso,  concluyendo  por  abrirse  el  juicio  de 
«intestado  á  petición  de  la  viuda  de  éste,  doña  Ángela  Estrada, 
«por  resultar  presentada  extemporáneamente  la  memoria  testa- 
Amentaría. 

«Promovida  ,una  instancia,  no  puede  inhibirse  por  falta  de  ju- 
«risdicción  el  juez  que  conoce  de  ella,  sino  por  resolución  judicial 
«declarativa  de  su  incompetencia,  pronunciada,  sea  decidiendo  el 
«artículo  declinatorio  que  se  interpusiese  ante  él  mismo,  ó  bien 
-«dirimiendo  la  contienda  que  le  hubiese  entablado  otro  funciona- 
«rio,  que  pretenda  entender  en  la  causa  con  mejor  título. 

«Basada  la  organización  del  poder  público  sobre  el  principio 
«constitucional  de  la  independencia  entre  las  ramas  que  lo  repre- 
«sentan,  no  puede  inmiscuirse  el  ejecutivo  en  el  procedimiento 
«judicial,  sin  extralimitarse  de  Ja  esfera  de  acción  que  le  está 
«marcada,  é  invadir  la  que  es  privativa  de  los  juzgado^  y  tribu- 
«nales,    investidos  exclusivamente  de  la  misión   de  administrar 
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«justicia.  De  ahí  que  la  cuestiuu  de  coDipeteiicia  jurisdiccional 
.«propuesta  por  la  legación  italiana,  no  puede  ventilarse  en  la  vía 
«diplomática,  á  que  es  del  todo  extraña,  sino  en  la  judicial,  con 
«arreglo  á  las  formas. y  trámites  establecidos  por  el  derecho  pro- 
«cesal 

«Si  los  acuerdos  de  cancillería  ó  los  decretos  gubernamentales 
•tuvieran  fuerza  bastante  para  cortar,  por  su  sola  virtud,  los  pro- 
«eesos  judiciales  incoados  á  instancia  de  parte,  se  tornaría  la  ad- 
«ministración  de  justicia  en  una  dejKíndencia  del  ejecutivo,  al 
«cual  estarían  directamente  sometidos  los  funcionarios  que  la  de- 
«sempeñan.  Como  ese  estado  de  supeditación  ó  absorción*  de 
«poderes,  destinado  á  girar  armónica,  pero  independientemente 
«dentro  de  la  órbita  de  sus  peculiares  atribuciones,  rompe  por 
«completo  con  el  equilibrio  del  régimen  constitucional,  resulta 
«por  todo  respecto  inadmisible  el  principio  de  donde  deriva  tan 
«funesta  consecuencia. 

«Ciertamente  que,  según  la  antedicha  convención,  incumbe  á 
«los  funcionarios  consulares  de  Italia  proveer  á  la  seguridad,  ad- 
«ministración  y  liquidación  de  la  herencia  de  los  subditos  de  ese 
«reino  que  fallezcan  en  el  Perú,  concui riendo  las  circunstancias 
«enumeradas  en  la  cláusula  XIV;  pero  precisamente  porque  el 
«procedimiento  estipulado  es  de  carácter  exce})CÍonaI,  una  vez 
«abierto  el  juicio  de  intestado,  conforme  á  las  reglas  generales  del 
«enjuiciamiento,  como  ocurre  en  el  caso  de  que  se  trata,  ha  do- 
«bido  el  cónsul  italiano  apersonarse  en  esa  misma  causa  á  reivin- 
«dicar  su  autoridad  y  declinando  la  jurisdicción  del  juez  ordina- 
«rio,  que  no  habría  podido  menos  de  inhibirse,  acreditándose  la 
«circunstancia  á  que  está  condicionado  el  procí^d  i  miento  consu- 
«lar.  Así  se  ha  hecho  siempre  en  casos  análuí^os,  siendo  uno 
«de  lo3  más  recientes  el  relativo  al  intestado  de  don  Juan  Nanni- 
i»ni,  en  el  cual  compareció  el  agente  consular  de  Italia  en  lea,  á 
«sostener  en  juicio  su  intervención  en  el  arreglo  de  la  herencia. 

«Lo  espuesio  maniBesta  que  la  forma  en  que  se  trata  do  inhi- 
•bir  al  juez  del  intestado,  á  mérito  de  gestione?  diplomáticas,  es 
crincompatible  ^con  la  independencia  del  poder  judicial,  aparte 
«de  no  estar  ajustado  á  los  trámites  de  la  ley,  que  rige  el  procedi- 
«miento.  No  debe,  ]:)or  consiguiente,  useñoría  ilustrísima,  dar 
«curso  al  oficio  inhibitorio,  pues  cumple  más  bien  al  superior 
«tribunal  niHutener  los  fueros  del  juzgado,  que  son  los  suyos  pro- 
«pios,  acorilando  que  se  conteste  en  los  términos  de  este  dictamen, 
«si  fuese  de  su  aprobación». 


Dios  guarde  á  US. 


Nicanor  León. 
113 
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Ministerio  de  Justicia. 

Lima,  enero  14  de  1902. 

Pásese  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Akamora 


CANJK  DE  PARTIDAS  DEL  ESTADO  CIVIL. 

Limüy  17  de  febrero  de  1898. 

Visto  el  oficio  que  precede  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores, trascribiendo  la  nota  del  Ministro  Residente  de  Italia,  rela- 
tiva á  la  práctica  ejecución  del  Convenio  Internacional  de  4  de 
Diciembre  de  1889,  sobre  canje  de  las  partidas  del  estado  ci- 
vil de  peruanos  é  italianos;  y 

Teniendo  en  consideración: 

Que  es  conveniente  dictar  medidas  eficaces  para  el  más  exacto 
cumplimiento  de  las  disposiciones  contenidas  en  el  convenio 
referido,  de  interés  para  la  regularidad  del  estado  civil  de  perua- 
nos le  italianos; 

Se  resuelve:  * 

1?  Prevenir  á  las  Municipalidades,  que  en  los  Registros  Muni- 
cipales de  matrimonios  y  defunciones  de  italianos,  cuiden  de  que 
se  exprese,  con  la  mayor  exactitud  posible,  el  lugar  de  nacimiento 
de  las  personas  á  quienes  se  refieran  y  no  simplemente  su  nacio- 
nalidad; y 

2?  Recomendar  á  los  Concejos  Provinciales  que  después  de 
asentar  partidas  de  matrimonio  en  que  uno  ó  ambos  contrayen- 
tes sean  italianos,  remitan  copia  de  ellas  al  Consulado  ó  Legación 
de  ese  Reino. 

Regístrese,  comuniqúese  y  publíquese.  (1) 

Rúbrica  de  E.  E. 

Lavalle. 


(l)  Véase  las  páginas  352  y  8S8. 
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DERECHOS  A  LOS  VINOS  ESPUMANTES. 

1900. 

Real  Legnción  de  Italia. 

N?  1250.  Lima,  31  de  octubre  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Habiendo  leído  el  arancel  de  aforos  del  Pera,  publicado  el  24 
de  los  corrientes,  el  cual,  en  virtud  del  artículo  19  de  la  ley  de  ta- 
rifas aduaneras,  deberá  entrar  en  vigor  seis  meses  después  de  la 
fecha  de  su  publicación,  he  hallado  en  la  sección  VIIÍ,  de  varios 
licores,  anotada  bajo  el  número  2319,  la  dis[)OSÍción  siguíent^í: 

«Champagne  y  demás  espumantes,  inclasivd  el  d'Asti  en  bote- 
«llas  comunes,  por  docena,  avalúo,  soles  20;  derecho  G5^,  dere- 
«cho  líquido,  soles  13». 

De  lo  cual  resulla  que  están  clarificados  en  la  misma  cat^ígoría 
el  champagne  francés  y  los  vinos cí^pumant^s  italianos,  ordinaria* 
mente  denomina<los  uso  charapa^ ue^  incln«ive  el  vino  t/*  Aifti  en- 
pumante^ 

Nada  habría  que  objetar  contra  tfil  cla'riíioacíón  si  UiS  produc- 
tos franceses  é  italianos  de  que  se  trtta,  ftief^^íu  de  la  nii-írna  natu- 
raleza y  del  mismo  valor;  {^ero  «abi  lo  eá  que,  mientras  ¡o-  í-ljarn- 
pagñes  franceses  son  considerados  como  víikís  de  lujo,  ]oh  víh''^ 
espumantes  italianr>5,  llamados  u=o  champagne,  y  ^-rjKíCi.í'rrjímte 
los  vinos  empernantes  de  Asli,  f¥jn  de  ca!.  lad  in  :y  ÍT*r»r>jr  al 
verdadero  champagne-;  :o  cual  ^e  deslace  de  UrH  pre'::/-,  f-n  ]^/¡i 
mercados  de  origen,  q-ie  s^^n  de  fra'jco^  35  a  45  do'-^r.a,  p'/r  U/h 
champagnes -fie  ínfima  calidad,  y  óe  frafj^:^>;  2W  ¡f*r  !o-  de  ^;al¡- 
dad  superior,  mientras  q':-';  aj/eiíaí*  llegan  á  .a  cifra  'ík  2)  ó  2Z 
liras  docena  ]' ^  m<^;ore^  vine-:  e-puríjanU-^  ítaliano-t,  y  de  14 
liras  los  de  cai:*iad  ii.ferio- 

Por  corjsig'iicnte,  co.,,prc:-']írr  en  la  miftma  catc^^crTa  .  /;  7';. '/i 
espumantes  ílaiíar.o?  con  lo^  cr*afrp<ignes  franec^/?'-,  para  ¡í/'r.'.cVrr' 
los  á  los  mi^m'«  derechv-  de  '-r/radíi,  <"o  /•*:♦.  j ve  e^-íV/.  r,o  V/Io 
una  injusticia  mar^if^e-ta,  .ílr.o  ',"::c  eq  jíví.-;  á  f;^;rrar  c,  rr.f-.rjido 
peruano  á  los  prirceros,  y  ^/j:  i-xr  í;r,a  yeída/^Jcra  ;,r'/^';c  y;i  4 
loe  segundee. 

rennítome,  con  tal  iüc^vo,  ^av  ar  !a  aV::  c>'r,  c'c  V,  K  4  ^^ 
te  punto  qa-¿  lar.to  :r-Urre*a  á  •-.'.>  ie  >>!  r;.;,  .c-íi.e^  p-  vi  .'V/%  *l*i 
la  indastria  ;ta.:ai*a,  y   le  r^j  i>/^  *e  -^rva   *r'y;/-cV;r  e-/^  ere  ..%v 


r 
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taneia,  de  una  manera  especial,  á  su  honorable  colega  de  baciew- 
da,  quien,  espero  hallará  justas  las  observaciones  que  he  creído 
conveniente  hacer  al  resi)ecto. 

En  el  arancel  de  aforos,  actualmente  vigente,  existía  una  aná- 
loga injusticia  con  raspecto  á  los  vinos  espumantes  italianos,  con 
la  diferencia  que,  como  base  del  impuesto,  se  valoraban,  tanto  el 
champagne  francés,  como  los  espumantes  italianos,  en  soles  15 
docena,  cuyo  hecho  no  dejó  de  indicar  al  honorable  antecesor  de 
V.  E.,  á  fin  de  que  se  tuviesen  presentes  mis  recomendaciones 
l>ara  cuando  se  fornjase  el  nuevo  arancel.  Mas  hoy  que  veo 
continuado  el  mismo  sistema,  con  la  circunstancia  ascravante  del 
aumento  de  la  base  del  avalúo,  creo  aán  más  urgente  ^1  caso  de 
reiterar  la  súplica  que  ya  antes  de  ahora  tengo  formulada,  con- 
fiando en  el  alto  sentimiento  de  equidad  de  V.  E.  y  de  su  honora- 
ble colega  de  hacienda  para  que  sea  tomada  en  consideración. 

No  dudo  que  el  hecho  de  considerarse  en  la  misma  categoría 
ei  champagne  francés  con  los  vinos,  uso  champagne,  italianos, 
proviene  de  la  necesidad  en  quo  se  vio  el  fisco  peruano  de  defen- 
derse de  los  fraudes  cometidos  por  alganos  import^idores  poco 
escrupulosos,  quienes  introducían  champagne  francés  con  etique- 
ta de  vinos  espumantes  de  Asti,  ó  de  vinos,  uso  champagne,  italia- 
no-, para  evitar  el  pago  de  los  mayores  derechos  á  que  estaban 
antes  sujetos  los  productos  franceses.  Faréceme,  sin  embargo, 
muy  fácil  combatir  tales  frau  les  haciéndo-íe  exhibir  los  certifica- 
dos de  origen,  ó  apelará  otros  medios  equivalen  tes  que  pueden  ser 
adoptados  por  el  gobierno  de  la  República.  Lo  que  importa  es 
que  no  se  irrogue  perjuicio  á  toda  clase  de  industriales  italianos 
con  una  medida  que,  en  definitiva,  como  dejo  manifestado,  se 
traduce  en  una  indebida  protección  acordada  al  producto  de  un 
]>aÍ8  con  menoscabo  del  de  otro. 

No  creo  fuera  de  propósito  recordar,  con  este  motivo,  que  el 
gobierno  de  la  República  Argentina,  en  la  última  reorganización 
de  sus  tarifas  de  aduana,  reconociendo  la  diferencia  aludida,  en- 
tre los  espumantes  francc^^cs  y  l's  italianos,  pasó  el  Asti,  y,  en  ge- 
neral, todos  loíí  espumantcsde  procedencia  italiana,  de  la  categoría 
de  los  champagnes,  valorados  en  10  pesos  la  docena,  á  la  de  los 
vinos  embotellados  en  general,  valorizándolos  en  G  pesos  docena. 

Sírvase,  sefíor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

G.  Pirrone. 

A.  S.  E.  el   señor  ductor    Felipe  de  Osma   y  Pardo,   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 
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JliniííUno  ('c  Relaciones  K/tcrions 

IS'V  50.  Lima,  5  de  noviembre  de  J900. 

S^cji*!'!'  Ministro: 

Me  ha  ^i^^)  honroso  recibir  hn  nota  de  V.  E.  número  1250,  <le 
31  tle  octubre  último,  relativa  á  la  clasificación  de  algunos  vinos 
italianos  en  el  arancel  fle  aforo?,  publicado  ci  24  del  mencionado 
me?. 

Con  feoha  do  anteayer,  he  dispuesto  qne  se  trascriba  dicha  no- 
ta al  «eñor  Miiiiátro  de  Hacienda,  á  fin  de  que  tome  en  preferente 
consideración  las  observaciones  que  contiene. 

Renuévole,  señor  iMinistro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  par- 
ticular estima. 

Felipe  de  Osma. 

AI  Excelentísimo  señor  Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado 
Extraordinarit)  y  Ministro  rienipotenciario  de  Italia. 


Itcal  Lfgncion  Je  Italia 

N?  Gl.  Lima,  14  de  enero  de  1901. 

Señor  Ministro: 

Con  nota  de  31  de  octubre  úU¡n)o,  número  1230,  el  titular  de 
esta  kí^aeión  tuvo  el  honor  do  llamar  la  benévola  atención  de  V. 
E.  hacia  el  a:''av.inien  que  el  nuevo  arancel  de  aforos  (que  según 
el  reciente  decreto  del  honorai'le  señor  Ministro  de  Hacienda, 
entran')  en  vigor  en  las  adunna.s  «le  la  República  el  1?  de  mayo 
del  año  en  cur>oj  reservaba  á  los  vinos  espumantes  italianos, 
inclusive  el  Asti,  los  que,  gravados  con  derechos  iguales  a  los 
impuestos  al  vino  champagne,  se  verían,  por  este  motivo,  excluí- 
dos  dej  mercado  peruano. 

Las  razones  que,  por  tal  causa,  adujo  el  real  Ministro  para  de- 
mostrar que  semejante  gravamen  se  apartaba  de  la  equidad  que, 
especialmente  en  el   presente   caso,  debe  emplearse,  son  tan  con- 
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viiicentes  y  justas,  qu9  creo  supérfluo  ampliarlas  6  agregar  nue- 
vos arguraenks  al  respecto. 

Como  la  indica'da  nota  no  ha  merecido  respuesta  hasta  hoy,  y, 
por  otra  parte,  del  expresado  decreto  de  S.  E.  el  doctor  A.lmenara 
se  deduce,  que  aquella  no  ha  sido  tomada  en  consideración,  pues 
esta  legación  habría  sido  informada  de  los  motivos  porque  no 
so  lia  moaificado  la  citada  disposición;  creo  de  mi  deber  recurrir 
nuevamente  ante  V.  E.  para  que  se  sirva,  con  su  cortesía  y  bene- 
volencia  habituales,  reconsiderar,  de  concierto  con  su  honorable 
colega  de  Hacienda,  este  importante  incidente;  reconsideración 
de  la  cual  espero,  con  seguridad,  una  resolución  favorable  á  loe 
intereses  del  comercio  de  mi  país  que,  en  este  caso,  se  relacionan 
con  el  erario  peruano,  mediante  una  rebaja  equitativa  de  los 
derechos  de  importación  del  vino  de  Asti,  y  de  los  demás  vinos 
espumantes  italianos,  basada  en  su  menor  i)recio  de  producción 
y  de  venta,  comparados  con  el  más  elevado  del  vino  champagne; 
y,  puesto  que  tal  medida  permitiría  su  acceso  á  los  mercados 
locales,  produciría  á  la  vez  un  sensible  aumento  en  las  entradas 
de  las  aduanas  de  la  República. 

Sírvase,    señor  Ministro,   aceptar    las  seguridades   de  mi   más 
distinguida  consideración. 

R.  AgiiolL 

A.  S.  E.  el   señor  doator   Felipe  de  Osma  y  Pardo,.   Ministro  de 
Relaciones  Exteriores 


Minidtrio  oe  Rt  lociones  Ester  ¡ores 

N?  10.  Liuia,  11  de  febrero  de  1901. 

Señor  Ministro: 

La  nota  de  V.  E.  numero  1250,  de  31  de  octubre  último,  fué 
trascrita  al  señor  Ministro  de  Hacienda  jmra  que  tomara  en  an- 
sideraeión  las  observaciones  que  ella  contiene,  relativas  al  grava- 
men que  el  nuevo  arancel  de  aforos  lija  para  los  vinos  espumosos 
italianos,  incluso  el  d«  Asti. 

Me  es  grato  ahora  avisar  á  V.  E.  que,  con  motivo  de  la  comu- 
nicación dirigida  á  este  ministerio  en  14  de  enero  del  año  en  cur- 
so, por  el   señor  AgnoU,  he   reiterado  á  dicho  señor  Ministro  la 
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recomendación   que   tuvo   el  indicado   objeto,  manifestándole  el 
natural  interés  porque  se  solucione  en  breve  este  asunto. 

Reiteróle,  señor.  Ministro,  las  seguridades   de'  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Felipe  de  Osma, 

Al  Excmo.  setíbr  Comendador  Giuieppe  Pirrone,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


FALLECIMIENTO    DKl.    REY  UMBKHTO  I 

Real  Legación  de  Italia 

Liraa^  31  cíe  Junio  de  1900. 
Señor  Ministro: 

Tengo  el  profundo  dolor  de  anunciar  á  V.  E.  que  Su  Majestad 
el  Rey  Umberto  I,  mi  augusto  soberano,  ha  fallecido  en  Mon- 
za,  en  la  tarde  del  día  29  del  corriente,  víctima  de  un  odioso 
atentado. 

Al  comunicar  á  V.  E.  el  luctuosísimo  acontecimiento  que 
sume  en  el  dolor  á  la  familia  Real  y  á  la  nación  italiana,  me  es 
grato  expresar  la  confianza  de  que  el  Gobierno  de  la  República 
tomará  parte  en  las  manifestaciones  del  duelo  que  la  colonia  y 
la  Real  Legación  organizarán  para  honrar  la  memoria  del  muy 
araado  soberano  difunto.  ' 

La  bandera  nacional  será  izada  á  media  asta  en  señal  de  luto, 
en  la  Real  Legación,  hasta  el  3  de  agosto  próximo  inclusive,  y  el 
día  de  los  funerales  que  se  celebrarán  en  esta  capital,  en  la  fecha 
que  me  reservo  indicar  á  V.  E. 

Acepte,  señor  Ministro,  las   seguridades  de   mi  más  alta  consi- 
deración y  aprecio. 
•  El  Real  Encargado  de  Negocios.  * 

R.  Agnoli. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Enrique  de  la   Riva-^Agüero,   Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  y  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Lima,  V  de  Agosio  de  1900. 
Señor  Encargado  de  Negocios: 

Profunda  y  dolorosa  impresión  ha  hecho  en  el  animo  de  mi 
Gobierno  la  noticia  relativa  al  fallecimiento  de  Su  Majestad  el  Rey 
TJmberto,  víctima  de  un  criminal  alentado,  noticia  que  ha  visto 
cofirmada  por  el  contenido  de  la  nota  de  US.  fecha  de  ayer. 

S.  E.  el  r residente  da  la  República  me  ha  dado,  con  tal  motiTO, 
el  encargo  de  expresar  á  US.  que  se  asocio,  eu  nombre  de  la  Na- 
ción Peruana,  junto  con  los  miembros  del  actual  Gabinete,  alduc> 
lo  de  la  Real  Familia  y  del  pueblo  italiano,  y  que  se  propone 
asistir  á  las  honras  fúnebres  del  finado  monarca. 

El  pabellón  nacional  permanecerá  a  media  asta,  en  señal  de 
duelo,  en  el  Palacio  de  Gobierno,  hastii  el  3  del  presente  inclusi- 
ve, así  como  el  día  de  los  funerales,  que  designará  la  liCgación 
del  digno  cargo  de  US.  (1) 

Renuévole,  cu  esta  oportunidad,  señor  Encarga  io  de  Negocios, 
las  segundabas  de  mi  distinguitla  consideración. 

E.  de  la  Riva-Agüero, 


aLlCVAClÓK  AL  TRONO  DE    VÍCTOR  MANUEL  IH. 

Real  Legación  de  Italia 

N?  11 83.  Lima,  Octubre  22  de  1900. 

Señor  Ministro: 

Por  el  último  correo  me  han  llegado  del  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores  las  letras  reales  en  las  cuales  S.  M.  el  R**y,  mi 
augusto  soberano  Víctor  Manuel  III,  anuncia  á  S.  E  el  señor  Pre- 
sidente do  la  República  la  muerte  de  S.  M.  el  Rey  Uraberto  I, 
y  su  propia  elevación  al  trono. 

[1]  Loy  fiinernles  se  celebraron  el  13  de  agoato  en  la  Iglesia  de  la  Merced. 
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Al  mismo  tiempo  he  recibido  las  nuevas  credenciales  con  las 
cuales  Su  Majestad  se  ha  servido  confirmarme  en  calidad  de  su 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  ante  el  Go- 
bierno de  esta  República. 

Al  poner  esto  en  concin.iento  de  V.  E..  rué^ole  so  sirva  conse- 
guirme delExcmo.  señor  Presidente  de  la  República  una  audien- 
cia privada,  á  fin  de  poder  entregarle  las  referidas  letras  reales  y 
las  nuevas  credenciales  de  las  cuales  tengo  el  honor  de  adjuntar 
la  copia  de  estilo. 

Sírvase,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

G.  Pinoiie. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  Felipe  de  Osmay  Pardo,  Jíinistro  de  Re- 
laciones Exteriores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exlerdores 

Lima,  ¿3  de  Ociiilrc  de  1900. 
Señor  Ministro: 

lie  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  N'.^  1 183,  fecha  de 
ayer,  en  la  cual  se  sirve  expresarme  que  le  han  llegado  por  el 
último  correo  las  letras  reales  en  que  S.  M.  el  Roy  Victor  Manu- 
el III.  participa  á  S.  E.  el  Presidente  dq  la  Ro|)úbl¡ca  la  muerte 
de  S.  M.  el  Rey  Umberto  I  y  su  propia  elevación  al  trono,  asi 
como  las  nuevas  credenciales  que  confirman  el  carácter  de  V.  E. 
como  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plonipotenciario  ante 
mi  Gobierno. 

Me  es  grato  deferir  á  la  indicación  de  V.  E,  sobre  la  entrega 
do  dichos  autógrafos  al  Supremo  Gobierno  de  la  República,  ex- 
presándole que  el  Excmo.  ecfior  Romana  señala  (-1  jueves  25  del 
corriente,  á  las  3  p.  m.,  para  recibirlo  en  audienoia  privada. 

Renuevole,  señor  Ministro,  las  seguridades  do  mi  más  alta  y 
distinguida  consideración. 

IWflie  dti  Osma. 

Al  Excmo.  señor  Comendador  Giussepc  Pirronv%  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 

114 
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EJERCICIO  DE  LA    PROFESIÓN  PE  MÉDICO. 

Ler/acim  de  Italia 

N?  436.  _      Lima,  23  de  mayo  de  1903. 

Señor  Ministro: 

En  conformidad  con  nuevas  instrucciones  de  mi  Gobierno,  me 
permito  tratar  nuevamente  del  asunto  á  que  se  refiere  mi  nota 
de  24  de  marzo  último,  N?  211,  en  la  cual  exponía  el  propósito  de 
mi  Gobierno  de  establecer,  de  acuerdo  con  el  del  Perú  y  bajo  la 
base  de  reciprocidad,  la  facultad  para  los  médicos  de  la  res{>ecti- 
va  naci<  nalidud  de  ejercer  su  profesión  en  el  territorio  del  otro 
Estado. 

Al  recomendar  á  V.  E.,  de  un  modo  especial,  el  estudio  de  esta 
cuestión,  que  á  mi  ÍTobierno  tanto  interesa,  creo  útil  completar  mi 
nota  aludida  ag^regando  que,  con  arreglo  al  artículo  23  de  la  ley 
de  Sanidad  Pública,  los  médicos  extranjeros  están  facultados  pa- 
ra ejercer  su  arte  en  Italia,  sin*  necesidad  de  nuevo  diploma,  no 
solamente  en  servicio  de  sus  propios  connacionales,  sino  en  gene- 
ral en  el  do  iodos  los  extranjeros  residentes  en  el  Reino. 

Iguales  facultades  deberían,  según  justicia,  ser  concedidas  á 
los  médicos  italianos  en  países  extranjeros. 

(Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta 
y  distinguida  consideración. 

Marqués  de  Mcdici. 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores. 


Minisinio  de  Relaciones  ExteiHores 

N?  17.  Lima,  mayo  27  de  1903. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

He  tenido  el  agrado  de  recibir  la  atenta  nota  de  V.  S.,  número 
436,  fecha  23  del  actual,  en  que  se  sirve  expresarme  que  le  han 
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llegado  nuevas  instrucciones  de  su  Gobierno,  relativas  á  un  a- 
cuerdo  entre  el  Perú  é  Italia,  para  que  los  médicos  de  cualquie- 
ra de  los  dos  países  puedan  ejercer  su  profesión,  sin  necesidad  de 
nuevo  título  en  el  territorio  del  otro. 

En  contestación,  cúmpleme  manifestarle  que  diclia  nota  de  V. 
S.  ba  sido  trascrita  al  Ministro  de  Justicia,  á  fin  de  que  informe 
acerca  del  referido  acuerdo,  y  que  tan  luego  como  sea  absuelto 
ese  trámite,  comunicare  á  V.  S.  la  determinación  de  esta  Can- 
cillería sobredi  particular. 

Entre  tranto,  si  no  es  molesto  á  V.  S.  le  agradécelo  que  se  sir- 
va remitirme  copia  de  la  ley  de  Sanidad  Pública  de  Italia,  á  que 
V.  S.  hace  referencia  en  su  citada  nota. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de 
mi  distinguida  consideración. 

E.  Ixin^ahure  y  Uuanve. 

Al  señor  Marqués  Medici  di  Maiignano,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


Legacton  de  Italia 

N?  472.  .  Linttt,  20  de  mayo  de  190.3. 

Señor  Ministro: 

Con  la  pronta  respuesta  á  la  ustiinablo  nota  de  V.  E.,  fr  cha  27 
"de  los  corrientes,  N?  17,  tengo  el  honor  de  adjuntar!*'  ropia  del 
artículo  23  de  la  ley  Sanitaria  Italiana  de  22  de  dicií-rnbre  de 
1888. 

Quiera,  señor  Ministro,  ace[»tar  les  seguridades  de  mi  uiás  alta 
y  distinguida  consideración.  ' 

FraivÁHCO  MffUci, 

A  S.  E.  el  señor  Eugenio  Larrabure  y  Unánuf»,    Ministro  de  la- 
laciones Exteriores. 
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COPIA. 
I.KY  SANITARIA     DK  22  DK    DICIEMBRE     DE  188S. Artículo  23.— 

Nadie  puede  ejercer  la  profesión  de  médico  ó  cirujano,  veterinaria 
farmacéutico,  dentista,  llebotómico  ó  partero,  sin  ser  mayor  d^ 
edad,  laureado,  6  haber  ol  «tenido  el  diploma  de  habilitación  en 
una  Universidad,  insfitulo  «'»  escuela  para  ello,  autorizados  en  c! 
Reino,  ó  por  la  aplicaoión  del  artículo  140  de  laiey  de  13  de  no- 
viembre de  1859  sobre  instrucción  pública. 

El  que  ([uiera  ejercer  una  de  estas  profesiones,  para  la  cual  es- 
tá por  ley  habilitado  en  una  comuna,  debe  hacer  registrar  el  di- 
ploma en  la  oficina  comunal,  con  arreglo  á  reglamento. 

Los  contraventores  a  lo  prescrito  en  el  presente  artículo,  sufri- 
rán la  pena  pecuniaria  de  Liras  100,  salvo  otra  mayor  que  el  có- 
digo penal  establece  en  tales  casos. 

Están  exceptuados  de  la  presente  prohibición  los  médicos  y  lo? 
cirujanos  extranjeros,  expresamente  llamados  para  casos  especiad- 
les, y  aquellos  que  teniendo  diploma  de  alguna  universidad  ó  es- 
cuela de  medicina  extranjera,  ejercen  su  profesión  en  servicio  de 
extranjero»  únicamente. 


CRKOITO     CANKVARO. 

Legación  de  ítalia 
_^N?  1204.  ÍAma,  2  de  seticmehrc  de  1902    . 

Do. orden  de  mi  ríobierno,  tongo  el  honor  de  adjuntará  V.  E.. 
debidnmente  traduci<la  ni  eastríUano,  la  solicitud  del  \ici^  Al  mi- 
rante, conde  Napoleón  ('¡inovaro^  senador  del  Reino,  hcrman»> 
del  finado  duque  de  Zoagli,  ^^linstro  que  fué  del  Perú  en  Rooiív 
pidiendo  en  favor  defla  herencia  <le  su  referido  hemano,  pertene- 
ciente casi  en  su  totalidad  á  ciudadanos  italianos,  el  apoyo  de  esta 
Legación,  á  fin  de  lograr,  á  la  brevedad  posible,  del  Gobierno  de 
la  República,  el  pago  de  una  fuerte  suma  .adeudada  á  la  raión 
social  «José  Canevaro  é  hijos»,  de  esta  capital. 

Su  Excelencia,  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  al  tras- 
mitirme dicha  solicitud,  me  ha  dado  instrucciones  para  que  ioi- 
cié  vivas  y  urgentes  diligencias  ante  el  Gobierno  de  la  Repúblico, 
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6  efecto  de  conseguir  que  sea  favorahleijuiite  acogida  la  petición 
del  conde  Napoleón  Canevaro,  tanto  [nr  el  iKíen  rlereclio  que  le 
asi.ste,  cuanto  porque  se  tratíi  de  una  antigua  cuestión  que  ya  e» 
tiempo  termine,  y  también  porque  al  no  arre;ílar.4e  eíítc  asunto,  no 
le  seria  posible  al  ejecutor  testamentario,  nombrado  {K^r  el  difunto 
duque  de  Zoagli,  liquidar  la  herencia  que  deja  aquí,  c^fU  grav<: 
l>erjuic¡o  de  los  intereses  de  los  herederos. 

Al  cumplir  el  encargo  que  me  ha  feído  encouiírida^lo,  me  <rn 
grato  expresar  el  firme  convencimiento  de  que,  en  víit;i  de  hjf^ 
motivos  aducidos,  Vuestra  Excelencia  se  servíni  ao/y^Kt^  om  b*- 
nevolencia,  conforme  á  ju^rticía,  la  petición  del  *'o:i'1íí  Canevaro, 
y  tendrá  á  bien  hacerme  saber,  con  la  brevedad  q\r:  le  p^sa  p^/íí- 
ble,  las  medidas  que  el  Gobierno  crea  deber  a^loptar  al  rejíjií.ct^/, 
a  fin  de  poder  yo,  á  mi  vez,  hacer  ia  com  \\\v:sif\ú\\  <UfVr^[^>U' 
diente  al  de  Su  Majestad. 

Quiera,  señor  Ministro.  aee{>tar  la^  segur:  lai"-  de  mi  alta  c  ,U' 
sideración. 

O.   /''  tOf'^, 

A.  S.  R  el  seC'-rr  X:ixj\\  YiW  z-^*,   M^/-':     i'-    I:  \  >>r*-;í  í^í'^;- 
riorts. — L:n:a- 


A.  S.  £Lel  yr:^-^z-  d^  í:    ^ 


U  "'  ■        Í-* 


t 


El  qoe  *~i.^r  ' .*r.  '.  ',-A  '.,  ;t  ^  .•-,  .  \  ^^  ■-<'%  ^ 
prr.¡::o  niii'  ■'r  '  --  lír  t^  *  -r:  »*.'  -  '  •,  •  i^  ,'-.  '<.  *r  ^ — 
V.  E: 

•_•   r*^'  .  í_   -  -     • .        *        -^    -    t      .    •;,  ,  '       '  ,i.     vc     .< 

qu?  ccr.::r  .. '  -:-,-:•  ^  >>.  -    ->,  "     ;  ',¿        \  .     .  .,'i  ^,  .'    • .  ^ 
coü-de  J'^  Frf-'*w^#  ^^'-p^r^t*^     /  -   '"'.  .      .'-  * .  *-    .',.   ^  y  -t .  - 
de 
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Que  el  duque  de  Zoagli,  por  su  testamento  de  30  de  abril  de 
1897,  constituyó  como  sus  herederos  á  cinco  de  sus  hermanos, 
es  decir:  Napoleón,  Rafael,  César,  Carlos  y  Felipe,  y  habiendo 
fallecido  este  último,  antes  que  el  testador,  éste,  por  medio  del 
codicilo  de  11  de  setiembre  de  1900,  que  agregó  i^u  t^tamen- 
to,  adjudicó  la  parte  que  le  hubiera  correspondiy  al  hermano 
Napoleón,  el  que,  por  este  hecho,  quedó  como  heredero  de  dos 
quintas  partes  de  la  herencia  del  hermano; 

Que  el  misma  duque  de   Zoagli,  en  el   testamento,  nombró  co- 
.  mo  ejecutores  testamentarios  de  los  bienes  que  se  hallaban  en  el 
Pera  á  los  hermanos  Rafael  y  César,  y  para  aquellos  que  existían 
en  Europa  al  hermano  Napoleón; 

Que  éste  ejecutó,  en  el  término  fijado  por  la  ley,  su  mandato, 
y  entrego  á  sus  coherederos  el  resultado  de  su  liquidación  para 
que  uniéndola  á  la  liquidación  de  los  bienes  del  Pera,  se  pudiera 
llegar  á  la  división  de  la  herencia; 

Que  los  ejecutores  testamentarios  del  Perú  no  han  podido 
cumplir  el  encargo,  por  la  dificultad  de  obtener  que  el  Gobierno 
del  Perú  pague  un  fuerte  crédito  de  la  firma  erJosé  Canevaro  é 
hijos»,  contra  dicho  Gobierno; 

Que  esto  crédito  tuvo  origen  antes  de  1880,  época  en  la  que 
la  razón  social  «José  Canevaro  é  hijos»,  para  conpplacer  al  Go- 
bierno del  Peni,  le  descontó  unas  letras  aceptadas  por  dicho  Go- 
bierno. 

A  su  vencimiento,  el  Gobierno  del  Perú  no  las  pagó,  y  en  da- 
ta 22  de  Diciembre  de  1880,  fueron  sustituidas  por  25  nuevas 
letras  (núms.  143  al  167,  copia  de  una  en  el  alegato  N^  1)  por  el 
monto  total  de  libras  esterlinas  setenta  y  siete  mil,  á  distintos  ven- 
cimientos. Tampoco  á  estos  hizo  honor  el  Gobierno  del  Perú 
durante  todo  el  tiempo  de  la  guerra  con  Chile;  cuando  terminó 
ésta,  y  á  consecuencia  del  apoyo  que  el  Real  Encargado  de  Ne- 
gocios de  Italia  en  el  Perú  dio  á  la  razón  social  (alegato  N^  2) 
en  el  año  1885,  fueron  pagadas  treinta  y  cinco  viil  libras  esterli- 
nas que  representaban  parte  de  las  letras  (desde  la  143  aparte 
de  la  155),  míis  los  interes«>9  leo;ales  desde  el  día  de  los  respecti- 
vos vencimientos  (alegato  N^  /?),  quedando  en  poder  de  la  firma 
«José  Canevaro  é  hijos»,  y  á  su  orden  y  disposición,  doce  iMras  no 
pagadas  por  el  importe  de  libras  estei'linas  cuarenta  y  tres  mil 
delito  cuarenta  (£  43,140.) 

La  razón  social,  en  9  de  Junio  de  1888,  hizo  nuevamente  re- 
conocer este  su  crédito  (alegato  N^-  4)'  En  seguida  los  varios 
gobiernos  que  se  sucedieron  en  el  Perú,  aunque  reconociendo  en 
su  totalidad  su  adeudo,  á  los  repetidos  pedidos  de  pago,  contesta- 
ban que,  á  pesar  de  su  buena  voluntad,  no  podían  pagar,  porque 
-^,0  existía  en  el  Presupuesto  partida  alguna  con  tal  fin.     La  ra- 
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zón  social  en  1893  se  presentó  al  Congreso  peruano,  pidiendo 
que  se  consignara  e^a  partida;  pero  durante  estos  nuevos  años  su 
pedido  no  ha  sido  tramitado;  á  pesar  de  que  en  1897  la  casa  hi- 
ciera nuevas  instancias  al  Gobierno  peruano  {alegato  N^  S),  pi- 
diendo nuevamente  una  equitativa  y  segura  amortización  de  su 
crédito. 

Que  esclarecido  así  el  origen  y  la  historia  del  crédito  Caneva- 
ro,  aparece  manifiesta  la  longaminidad  que  ha  tenido  la  razón 
social  de  soportar  una  condición  tan  anormal;  pero  actualmente 
la  necesidad  de  llegar  á  la  división  de  la  herencia  del  hermano 
duque  de  Zoagli,  impone  la  liquidación  de  sus  bienes  que  exis- 
ten en  el  Perú,  y  la  casa  «José  Canevaro  é  hijos»  está  firmemente 
decidida  á  cobrar  la  suma  que  le  debe  el  Gobierno  del  -Perú,  dis- 
puesta á  tratar  primero  con  él  un  amigable  arreglo. 

Que  la  razón  social  «José  Canevaro  é  hijos»  es  italiana,  funda- 
da por  un  italiano,  con  capitales  italianos,  y  que  ahora  los  prin- 
cipales y  mayores  interesados,  como  herederos  del  duque  de 
Zoagli,  los  hermanos  Napoleón,  Carlos  y  Rafael,  son  todos  los 
tres  de  nacionalidad  italiana,  y  por  eso  se  dirige  á  V.  E.,  á  quien 
corresponde  la  tutela  de  los  intereses  italianos  eu  el  extranjero, 
para  que  se  digne  (como  lo  hizo  en  1875  el  Gobierno  italiano 
de  aquel  entonces)  dar  su  valioso  apoyo  á  la  casa  Canevaro, 
dando  á  nuestro  Ministro  en  el  Perú  las  instrucciones  del  caso, 
para  que,  de  acuerdo  con  la  casa,  proceda  hacia  el  Gobierno  del 
Perú,  para  obtener,  lo  más  pronto  que  le  sea  posible,  el  pago  de 
la  suma  que  se  le  debe. 

Que  la  justicia  de  mi  demanda  y  la  evidencia  del  daño  que, 
por  culpa  del  Gobierno  del  Perú,  sufren  subditos  italianos,  están 
de  por  sí  tan  manifiestas  que  no  necesitan  demostración,  y  por 
eso  el  suscrito  confía  que  V.  E.  querrá  acoger  benignamente  sü 
instancia,  y  respetuosamente  se  dice  de  V.  E.,  devotísimo, 

N,  Canevaro^ 

* 

Vice-almirante,  Senador  del  Reino. 
Roma,  24  de  Junio  de  1902. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  60.  Lima,  setiembre  SO  de  190S. 

Señor  Miüistro: 

He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.,  número  1264, 
fecha  2  del  actual,  en  que,  cumpliendo  instrucciones  del  Jefe  de 
la  Cancillería  italiana,  se  sirve  gestionar  el  pago  de  una  fuerte 
suma  que  reclama  de  mi  Gobierno  la  razón  social  «José  Canevá- 
ro  é  hijos»  de  esta  capital.  ^  . 

Funda  V.  E.  la  referida  gestión  en  la  solicitud  presentada  al 
Gobierno  de  Italia  por  el  Vice-alrairante,  conde  Napoleón  Cane- 
varo^  hermano  del  finado  duque  de  Zpagli,  Ministro  que  fué  del 
Perú  en  Roma,  en  favor  de  los  ciudadanos  italianos,  copartícipes 
en  la  herencia  de  este  último. 

Con  posterioridad  á  la  nota  de  V.  E.,  en  8  del  mes  actual,  la 
casa  (tJosé  Cíinevaro  é  hijos»  ha  dirigido  á  mi  Gobierno,  por  con- 
ducto de  V.  E.,  un  recurso  en  que  expone  los  antecedentes  de  la 
deuda  cuyo  pago  reclama,  y  manifiesta  que  en  la  Secretaría  de 
la  Cámara  de  Senadores  de  esta  República  esiste  un  expediente 
sobre  el  mismo  asunto  que  se  halla  á  la  orden  del  día  con  dicta- 
men favorable  de  dos  comisiones. 

Como  se  trata  de  un  crédito  pertei^eciente  á  una  casa  comer- 
cial peruana,  y  sujeto,  por  lo  mismo,  á  la  condición  que  tienen 
y  trámites  que  se  siguen  respecto  de  los  que  poseen  los  naciona- 
les, entiende  esta  Cancillería  que  la  actitud  de  esa  Legación  res- 
pecto de  él  no  revisté  otro  carácter  que  el  de  una  instancia  amis- 
tosa, y  se  complace  en  participarle  que  se  dirige,  con  esta  fecha, 
al  II.  Senado,  recomendando  á  su  atención  preferente  la  solici- 
tud de  lus  señores  Canevaro  é  hijos,  a  fin  de  que,  examinando 
sus  fundamentos,  resuelva  sobre  la  inclusión  en  el  Presupuesto 
general,  de  una  partida  destinada  al  pago  de  la  cantidad  que 
reclaman. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alt>i  y  distiu- 
p:uida  consideración. 

Afkihal  Villegas 

Al  Excmo.  señor  Comendador  J.  Pirrone,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 
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RKCLAMACIÓN  FIGALLO 

h&gatíJfm  de  Italia, 

N?  1202.  •  Liííta,  Agosto  SO  de  1909. 

Señor  Ministro: 

En  la  nota  que  dirigí  al  H.  predecesor  de  V.  E.,  con  fecha  II 
de  Julio  último,  N?  1002,  trasmitiéndole  copia  del  expediente 
formado  en  Sullana,  con  motivo  de  la  lata  de  petróleo  vacía  ha- 
llada en  el  local  donde  se  verificó  el  incendio  de  que  fué  Vícti- 
ma el  ciudadano  italiano  don  José  Figallo,  expuse  las  considera- 
ciones que  me  pareció  saltasen  á  la  vista,  no  solamente  con  res- 
pecto á  la  irregularidad  en  que,  me  pareció,  había  incurrido  el 
juez  de  paz  en  los  trámites  de  la  información,  sino  también  en  lo 
relativo  á  la  apreciación,  poco  exacta  y  apasionada,  de  los  peritos 
nombrados  para  el  examen  de  la  lata  en  cuestión. 

Tal  nota,  así  como  la  que  sobre  el  mismo  asunto  dirigí  al  Dr. 
Chacal  tana,  en  23  de  Junio  último,  N?  860,  han  quedado  hasta 
hoy  sin  respuesta. 

Esta  Legación  solícita  siempre,  como  es  su  estricto  deber,  para 
poner  en  claro  la  verdad  de  los  hechos  en  el  desgraciado  asunto 
de  que  se  trata,  con  el  fin  de  cautelar  los  derechos  eventuales  del 
reclamante,  ha  conseguido  otros  documentos,  que  hoy  tengo  el 
honor  de  adjuntar  á  V.  E.: 

1?  Copia  de  una  carta,  con  su  respectiva  respuesta,  dirigida 
por  el  señor  Luis  Paolini,  administrador  del  señor  José  Figallo, 
al  señor  Isidoro  Ojeda,  administrador  de  los  depósitos  de  carbón 
de  la  razón  Hopkins  y  Cardó; 

2^  Copia  de  una  carta  dirigida  por  el  señor  José  Miñan,  jefe 
de  la  estación  de  Sullana,  al  mismo  señor  Paolini,  en  respuesta 
á  otra  que  éete  le  dirigiera; 

3^  Una  fotografía  de  la  lata  hallada  en  el  local  donde  ocurrió 
el  incendio. 

De  los  dos  primeros  documentos  resulta  claramente,  que  el 
incendio  se  efectuó  de  un  modo  rápido  y  violento,  excluyendo 
eeta  circunstancia  la  idea  de  que  el  desastre  pueda  haber  sido 
ocasionado  por  chispas  provenientes  de  la  locomotora  que  había 
pasado  media  hora  antes. 

Contienen  también  otras  particularidades  de  que  se  puede  in- 
ferir que  un  incendio  que  no  ha  sido  preparado  con  materias 
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que  lo  favorecen,  sino  por  simples  chispas  provenientes  de  la  lo- 
comotora, habría  podido  ser  fácilmente  dominado. 

De  la  fotografía,  adviértele  indiscutiblemente  la  poca  buena  fé 
de  los  peritos  nombrados  por  el  señor  juez  de  paz  de  Sallana;  eu 
cuanto  á  s»i  forma  y  á  la  apertura  que  consta  fué  practicada 
precipitadamente,  se  demuestra  con  toda  evidencia  que  sirvió 
para  vertir  por  ahí  el  petróleo  que  contenía. 

Por  último,  me  hallo  en  la  ineludible  necesidad  de  mantener 
el  firme  convencimiento  que  el  incendio  de  que  resultó  víctima 
el  señor  Figallo  fué  obra  de  una  maLO  criminal;  que  este  segun- 
do crimen  fué  la  consecuencia  natural  de  la  impunidad  de  que 
pudo  jactarse  el  autor  del  otro  delito  análogo,  cometido  anterior- 
mente en  perjuicio  del  señor  José  Figallo;  así  comj  la  consecuen- 
cia de  la  ninguna  diligencia  demostrada  por  la  autoridad  perua- 
na para  descubrir  á  los  autores  de  las  cartas  amenazantes  contra 
la  vida  y  los  intereses  de  los  hermanos  Figallo,  que  j^o  personal- 
mente entregué  al  heñor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  que 
precedió  al  H.  doctor  Chacal  tana. 

Por  consiguiente,  mantengo  todas  las  conclusiones  de  mis  nn- 
teriores  notas,  y  de  esta  mandaré  copia  á  mi  Gobierno. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  alta  y 
distinguida  consideración. 

(?.  Pirron€, 

Al  Excmo.  señor  Aníbal  Villegas,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  67.  Lima,  i  de  Octubre  de  1902, 

Señor  Ministro: 

Tengo  el  honor  de  corresponder  á  la  comunicación  de  V.  E., 
signada  con  el  N?  1202,  fechada  el  20  de  Agosto  últinií»,  relati- 
va al  incendio  ocurrido  •.  n  Sullana  el  5  de  M«rzo  del  presente 
año  en  el  dei)ósito  de  carbón  del  señor  José  Figallo,  á  cuya  co- 
municación se  sirve  V.  E.  acompañar  tres  copias  y  una  fotog*^* 
fía,  referentes  al  mismo  asunto. 
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En  la  nota  á  que  me  refiero,  así  como  en  las  anteriores  dirigi- 
das por  V.  E.  sobre  el  particular  á  mi  honorable  predecesor,  se 
empeña  V.  E.  en  sostener  que  el  siniestro  ocurrido  en  la  propie- 
dad del  señor  Figallo  constituye  un  delito;  puesto  que,  á  juicio 
de  V.  E.,  el  incendio  de  los  depósitos  de  carbón  no  ha  sido  un 
hecho  aislado,  ni  mucho  menos  casual;  afirmando  V.  E.,  en  apo- 
yo de  sus  aseveraciones,  que  las  autoridades  políticas  de  Piura 
no  lian  prestado  al  señor  Figallo  los  garantías  necesarias  para  el 
ejercicio  de  su  comercio,  seriamente  amenazado  por  enemigos  en- 
cubiertos y  para  su  propia  vida  amenazada  también  en  cartas 
anóniíuHS  que  V.  E.  puso  en  manos  del  ex-Ministro  de  Relacio- 
nes Exteriores  doctor  O^^ma;  qu^^  los  funcionarios  judiciales  de 
esa  circunscripción  han  faU.ido  á  sus  deberes,  amparando  á  los 
autores  de  ese  hecho  criminal,  procediendo  morolamente  para 
dar  tiempo  á  que  los  testigos  que  declaran  que  el  hecho  ha  sido 
casual  fuesen  sobornados  por  los  incendiarios,  y  designando  peri- 
tos ignorantes  dispuestos  á  recibir  sugestiones  y  dictaminar  en  el 
sentido  más  apropiado  para  la  ocultación  del  crimen. 

Sobre  estas  consideraciones,  diserta  extensamente  V.  E.  con  el 
]>ropósito  de  justificar  su  intervención  en  un  asunto  que,  por  su 
carácter,  parece  ser  de  la  exclusiva  competencia  de  las  autorida- 
des judiciales  peruanas. 

La  notoria  justificación  de  V.  E.  no  puede  desconocer  que  es 
inadmisible  atribuir  á  los  extranjeros  la  iacultad  de  sustraerá  los 
procedimientos  propios  de  la  justicia  común  cuestiones  cuyo  co- 
nocimiento y  resolución  le  competen  en  virtud  de  su  ministerio 
social;  pues  tal  doctrina,  caso  de  ser  admitida,  los  colocaría  en 
situación  privilí>giada  respecto  de  los  demás  habitantes  del  terrí- 
(,orio  nacional,  lo  que  no  se  armoniza  con  las  disposiciones  de 
j^uestra  Constitución  política  en  lo  relativo  á  las  garantías  indi- 
yiduales. 

En  el  caso  del  señor  Figallo,  las  responsabilidades  que  según 
él  provienen  del  incendio  intencional  de  su  depósito)  de  carbón, 
deben,  partiendo  del  supuesto  de  su  existencia,  establecerse  y 
probarse  ante  los  tribunales  ordinarios,  y  no  está  en  las  faculta- 
des de  mi  Gobierno  intervenir  en  sus  procedimientos.  Sólo  po- 
dría requerirlos  en  caso  de  morosidad  injustificable,  para  que  no 
retardasen  el  cumplimiento  de  sus  deberes;  pero  de  ninguna  suer- 
te influir  en  sus  decisiones,  ni  exigirles  que  sean  conformes  con 
ésta  6  la  otra  manera  de  ver  en  determinado  asunto. 

La  exposición  de  los  indicios  que,  en  concepto  del  señor  Figa- 
llo, demuestran  el  carácter  intencional  de  los  hechos  que  motivan 
sus  quejaS;  entre  ellos  el  hallazgo  de  In  lata  de  petróleo  cuya  fo- 
tografía se  acompaña  á  la  nota  de  V.  11  que  contesto,   no  pueda 
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tener  valor  probatorio  sino  ante  las  autoridades  judiciales  de  la 
localidad. 

La  naturaleza  misma  de  las  acusaciones  formuladas  por  el  se- 
fiUnr  Figallo  obliga,  pues,  á  este  Ministerio  á  limitar,  por  ahora,  su 
aooión  en  el  asunto  al  procedimiento  correcto  que  consiste  en  di- 
rii^irse,  como  lo  ha  hecho,  á  loe  de  Gobierno  y  Justicia,  para  que 
las  autoridades  políticas  del  departamento  de  Piura  procuren 
impedir  ]x>r  los  medios  leales  que  están  ¿  su  alcance  toda  hosti- 
Udad  contra  la  persona  y  propiedades  de  dicho  ciudadano  italia- 
no» y  las  judiciales  esciareican  sin  morosidad  que  les  sea  imputa^ 
Ue,  los  pormenores  relativos  al  incendio  de  Sullana,  con  cuyo 
ofcvj^to  el  interesado  debe  facilitarles  los  datos  conducentes  á  una 
exacta  apreciación  del  valor  y  mérito  de  aquellos. 

Únicamente  en  el  caso  de  manifiesta  resistencia  6  negativa  de 
los  funcionarios  judiciales  para  el  cumplimiento  de  tales  propó- 
sitos ó  de  retardo  indefinido  y  sistemático  por  parte  de  ellos  en 
la  administración  de  justicia,  se  hallaría  justificada  la  acción  di- 
plomática que  ahora  aparece  improcedente  ó  prematura. 

Reiteróle,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  y  distin- 
guida consideración. 

Aníbal  Villegas. 

Al  Excmo.  sefíor  Comendador  José  Pirrone,.  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


Leg€m6n  de  Italia. 

N?  634.  Lma,  17  de  junio  de  1903. 

Señor  Ministro: 

y.  E.  tiene  seguramente  conocimiento  de  los  hechos  críníina- 
les  que,  en  el  curso  de  los  años  1901  y  1902,  practicaron  en  per^ 
¿mw>  de  los  bienes  de  los  hermanos  Figallo,  ciudadanos  italia- 
iMia»  á  la  sazón  residentes  en  Piura,  y  de  laa  consiguientes  repe- 
tidas reclamaciones  dirigidas  por  esta  L^ación  áX  Gobierno  pt- 
njMpp  sobre  el  particular. 

Xa  gestión  sobre  aquel  asunto,  que  fué  interrumpida  áconaa- 
outncia  de  la  partida  del  seSor  Pirrone,  vuelve  hoy  &  reanudaiM^ 
porque  es  juato  y  urgente  reparar  loa  peijuicios  de  loa  damnifica* 
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dos,  quienes  con  justo  derecho  piden  que,  ante  todo,  los  poderes 
piSblicos  hagan  lu£,  pues  é  ello  están  obligados,  en  lo  de  la  ven- 

ganza  de  que  ñieron  víctimas  de  parte  de  malhechores  que  hasta 
oy  permanecen  impunes  y  desconocidos. 

Conviene  que,  además  de  ilustrar  y  justiñear  las  cuestiones  que 
^en  seguida  paso  á  esponer  á  V.  E.,  me  permita  hacer  una  breve 
reseña  de  los  acontecimientos  que  dieron  lugar  á  la  intervención 
<le  esta  Legación;  á  saber: 

El  señor  Andrés  Figalloy  antiguo  residente  de  Piura,  se  atrajo 
el  odio  de  algunas  personas  de  aquella  localidad,  por  haber,  como 
delegado  de  esta  Legación,  coadyuvado  al  descubrimiento  de  la 
falsedad  de  un  testamento,  por  lo  que  fué  desde  principios  de 
19(/l,  objeto  de  las  amenazas  más  viles  de  parte  de  sus  enemigos/ 
quienes  no  tardaron  en  llevarlas  á  efecto.  Efectivamente,  el  29 
de  abril  de  1901,  se  declai-ó  súbitamente  un  fuerte  incendio  en  su 
hacienda  de  «Nomarai,  que  le  destruyó  17.000  sacos  de  carbón. 

De  una  superficial  y  sumaria  información  que  consta  de  acta, 
y  que  fué  practicada  por  el  Juez  da  Piura  que  se  constituyó  en 
el  lugar  del  desastre*  resultó  de  una  manera  incontestable  el  deli- 
to, habiéndose  encontrado  en  el  mismo  lugar  las  señales  del  pe- 
tróleo usado  para  facilitar  La  combustión  del  carbón.  ¿Fué  aca- 
so iniciado  el  juicio  criminal?  ¿Fueron  buscados,  descubiertos 
y  castigados  los  culpables?  Hasta  hoy  se  ignora  por  qué,  no 
obstante  las  repetidas  instancias  del  señor  Pirrone,  no  proporcio- 
nó el  Gobierno  peruano  informaciones  al  respecto. 

El  hemano  de  Andrés  Figallo,  José,  á  quien  también  se  le  hi- 
<5Íeron  amenazas,  es  otra  víctima  de  igual  venganza.  El  26  de 
octubre,  de  1901,  descubrió  un  incendio  en  el  depósito  de  carbón 
que  poseía  en  Sullana;  el  incendio  fué  prontamente  dominado; 
más  el  denso  humo  negro  y  el  fuerte  olor  á  petróleo  que  se  notaron, 
lucieron  sospechar  un  crimen;  por  cuya  razón  Figallo,  temiendo 
lo  peor,  y  aconsejado  por  el  entonces  Ministro  de  Gobierno,  soli- 
citó del  Gobierno  que  le  concediese. armar  de  fusiles  á  sus  de- 
pendientes; solicitud  que  le  fué  denegada. 

He  aquí,  que  el  6  de  Marzo  de  1902,  en  aquel  mismo  depósi- 
to de  Sullana,  estalló  un  incendio  mayor,  en  el  que  ^e  calculó 
con  fundamento  que  se  destruyeron  15,000  sacos  de  carbón. 

Fué  entonces,  y  con  fecha  13  de  Marzo,  que  el  señor  Pirren© 
dirigió  una  nota  á  ese  H.  Despacho,  pidiendo  el  envío  de  fuer- 
sa  armada  suficiente  á  la  propiedad  de  los  hermanos  Figallo; 
medidas  de  precaución  para  proteger  sus  personas;  pronta  y 
enérgica  conclusión  del  juicio  iniciado  contra  los  autores  del 
primer  incendio  é  inmediata  apertura  de  una  investigación  res- 
pecto del  último  incendio. 
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A  esta  última  demanda  contestó  el  Gobierno  peruano  con  dos 
cablegramas  del  Prefecto  de  Piura,  en  los  que  atribuíase  el  in- 
cendio á  chispas  emanadas  do  la  locomotora  del  tren  de  Paita, 
prometiéndose,  empero,  más  pormenores  sobre  la  materia,  que 
nunca  han  sido  comunicados  á  esta  Legación. 

>Jo  satisfecho  de  aquella  explicación  oficial  el  señor  J.  Figa- 
11o  resolvió  constituirse  en  el  lugar,  y,  en  efecto,  partió  para 
proceder  á  la  investigación  por  su  cuenta;  y,  con  tal  motivo,  el 
señor  Pirrone  pidió  para  él  medicas  especiales  de  protección.  El 
Gobierno  peruano  afirmó  después,  con  notas  26  de  Marzo  y  12  de 
Abril,  de  haber  acudido  á  la  demanda  del  señor  Pirrone,  trasmi- 
tiendo el  oficio  al  Ministro  de  Gobierno,  quien  telegrafió  al  Pre- 
fecto de  Piura.  Sin  embargo,  ninguna  medida  fue  adoptada: 
pues  apenas  llegado  el  señor  Figallo  á  Paita,  se  presentó  al  se- 
ñor Subprefccto  pidiéndole  las  garantías  prometidas,  y  como  le 
respondiese  aquel  funcionario  que  no  había  recibido  ninguna^ 
instrucciones  en  tal  sentido,  telegrafió  Figallo,  con  respuesta  pa- 
gada, al  señor  Prefecto  de  Piura,  para  saber  si  había  rec4biJo 
instrucciones  al  res[)ecto  d'el  Gobierno  central;  pero  no  recibió 
respuesta.  Por  último,  no  considerándose  Figallo  seguro  en 
aquellos  lugares,  hubo  de  regresarse  presurosainente  a  Lima,  en- 
cargando al  ingeniero  Busenach  do  verificar  la  información  que 
á  él  no  le  había  sido  posible  practicar.  La  pesquisa  de  Bust- 
nachf  hecha  con  competencia  y  escrupolosidad,  ofrece  evidentísi- 
mas pruebas  de  la  criminalidad  del  incendio;  pruebas  que  más 
tarde  adquirieron  mayor  gravedad  del  descubrimiento  que  se 
hizo  en  el  lugar  del  desastre,  entre  los  escombros,  de  una  lata 
vacía  de  petróleo. 

La  nueva  insistencia  del  Ministro  Pirrone  que  con  nota  23  Je 
Junio  reiteró  la  súplica  de  tomar  en  consideración  los  cuatro 
puntos  indicados  en  su  nota  anterior  do  13  de  Marzo,  quedó  sin 
efecto.  Sólo  con  fecha  4  de  Octubre,  S.  E.  el  señor  Villegas,  sin 
hacer  mención  del  primer  incendio,  y  limitándose  á  hablar  tlf/; 
segundo,  y  evitando  la  discusión  de  los  argumentos  aducido? 
por  el  señor  Pirrone,  para  demostrar  la  criminalidad,  respon<lió 
que  la  cuestión  era  de  la  competencia  exclusiva  de  las  antoridadts^ 
peruanas^'  agregando,  que  sólo  en  el  caso  de  manifiesta  resisten- 
cia ó  negativa  d©  los  magistrados  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres, ó  de  retardo  indefinido  y  sistemado  por  su  parte  en  la  ad- 
ministración de  justicia,  sería  justificable  la  acción  diplomática; 
pero  que,  por  entonces,  parecía  fuera  de  lugar  y  prematura. 

Terminada  esta  suscinta  exposición  de  hechos,  cúmpleme  aho- 
ra, con  el  fin  de  mejor  poder  ilustrar  á  mi  Gobierno  sobre  el  es- 
tado actual  de  esta  cuestión,  y  respecto  de  las  miras  y  disposi- 
ciones del  Gobierno  peruano  en  la  materia,  dirigir  á  V.  E.  algu- 
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ñas  suplicas,  estableciendo,  á  la  vez,  algunos  puntos  que  es  de 
necesidad  sean  aclarados. 

Primer  punto. — No  hay  duda  cjue  la  protección  á  las  perso- 
nas de  los  hermanos  Figallo,  faltó  de  parte  del  Gobierno  perua- 
no. Bastaría  para  demostrarlo,  el  hecho  de  que  se  vieron  en  la 
necesidad  de  abandonar,  con  graves  sacrificios,  los  lugares  don- 
de durante  30  años  estaban  domiciliados,  donde  tenían  radicado 
su  comercio.  Tampoco  fueron  vanos  sus  temores;  las  amenazas 
de  mnerte  hechas  á  los  Figallo  son  bien  coiYocidas  de  ese  H.  Mi- 
nisterio, á  quien  el  señor  Pirrone  entregó  las  cartas  anónimas 
que  las  contenían.  Pruébalo  igualmente  el  viaje  emprendido 
por  J.  Figallo  para  constituirse  en  Sullana,  viaje  oficialmente 
avisado  con  anticipación  al  Gobierno  peruano,  quien  para  la 
protección  de  la  persona  del  viajero  impartió  las  instrucciones 
del  cpso  que,  sin  embargo,  no  fueron  cumplidas;  siendo  así  que 
el  deber  internacional  de  protección  del  Gobierno  peruano  hacia 
los  extranjeros  hálla^io  convertido  en  una  verdadera  obligación 
contiatual,  en  virtud  del  artículo  4?,  del  tratado  de  comercio  y 
navegación,  vigente  con  el  Reino  de  Italia,  así  como  del  artículo 
1^,  que  asegura  á  los  nuestros  el  derecho  de  viajar  y  de  estable- 
cerse y  quedarse  donde  mejor  les  agrade. 

Sobre  esa  falta  de  protección,  es  mi  obligación  invitará  V.  E., 
me  proporcione  explicaciones  de  tal  naturaleza  que  satisfagan  al 
Gobierno  italiano,  el  cual,  de  otro  modo,  recon(;cería  á  los  dos 
damnificados  un  fundado  derecho  para  exigir  el  correspondiente 
resarcimicinto  de  daños  y  perjuicios. 

Scgxmdo  punto. — El  incendio  de  «Nomara»  data,  nada  menos 
que  desdo  el  29  de  abril  d.o  1901. — lian  trascurrido,  pues,  más 
de  dos  años,  sin  que  los  culpables  hayan  sido  ni  aprehendidos, 
ni  castigados.  Resulta  de  esto  que,  en  lo  que  respecta  al  tiempo, 
no  falta  motivo  para  la  acusación  de  morosidad  por  la  retardada, 
ya  que  no  propiamente  dicha,  justicia  denegada.  Ahora  encon- 
trará W  E.  justo  que  el  Gobierno  italiano  i»idiese,  comeen 
efecto  pide  por  medio  de  esta  Legación,  que  so  le  den  explicacio- 
nes satisfactorias  también  respecto  del  punto  de  falta  de  procedi- 
miento, visto  que,  por  la  falta  de  éste,  se  presentaría  el  caso  de 
responsabilidad  por  denei^acíón  de  iusticia,  con  la  circunstancia 
agravante  de  que  el  señor  A.  Figallo  fue  el  blanco  de  osas  ven- 
ganzas, por  haber  prcsUdo  sus  servicios  como  delegado  de  esta 
Legaeión  y  estando  en  ejercicio  de  funciones  consulares. 

Teicer  punió. — En  cnanto  al  incendio  del  6  de  marzo  de  1902, 
la  autoridad  aun  n<>  ha  descubierto  su  origen.  Polo  de  una 
brevísima  pesquisa  avlministrativa  practicada  por  el  Gobernador 
de  Sullana,  sin  ningún  serio  examen  de  testigos,  se  atribuye  la 
causa  á  chipas  provenientes  de  la  locomotora  del   tren;  pero  la 
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Incida  relación  del  ingeniero  Biisenach,  y  después  el  descabii- 
miento  de  la  lata  de  petróleo,  hacen  insostenible  aquella  explica- 
ción. Por  consiguiente,  tomo  nota,  relativamente  á  este  tercer 
punto,  de  las  promesas  contenidas  en  la  nota  de  ese  H.  Ministe- 
rio, fecha  4  de  octubre  de  1902,  ya  mencionada,  de  haber  reco- 
mendado á  la  autoridad  judicial  competente,  averigüe,  con  el 
concurso  del  interesado,  las  causas  del  incendio;  castigar  á  Tos 
culf  ables,  y  proveer  entre  tanto  á  la  seguridad  personal  de  di- 
cho J.  Figallo.  También  relativamente  á  este  tercer  punto  hago,  á 
nombre  del  Gobierno  italiano,  reserva  expresa  de  todas  nuestras 
razones  para  el  caso  que  tales  promesas  no  se  llevasen   á   efecto. 

Trátase  de  una  cuestión  importante,  no  sólo  por  la  naturaleza 
de  los  derechos  sobre  que  está  íundada,  sino  también  por  la  en- 
tidad de  los  intereses  patrimoniales  que  á  ella  respectan.  Por 
consiguiente,  no  creo  poder  bastantemente  recomendar  este  asun- 
to al  detenido  examen  de  V.  E.,  con  cuyo  espíritu  liberal  y  las 
excelentes  disposiciones  y  simpatías  de  que  está  animado  hacia 
la  colonia  italiana  me  permito  contar  desde  ahora. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  expresiones  de  mi  más  alta 
y  distinguida  consideración. 

F.  Medid. 

Al  Excrao.  señor  don  Eugenio  Larrabure   y   Unánue,    Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


Mimgterio  de  Relaciones  Exteriores 

NV  29.  Lima,  24  de.  agosto  de  1 903. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Me  es  grato  acusar  recibo  á  V.  S.  de  su  estimada  nota  N?  534, 
de  17  de  junio  último,  relativa  á  las  quejas  formulada»  por  loe 
hermanos  Figallo,  con  motivo  de  los  incendios  ocurridos,  por  los 
años  de  1901  y  1902,  en  sus  depósitos  de  carbón  existentes  en 
Piura. 

En  conferencias  verbales  ya  tuve  la  honra  de  hablar  á  V.  S. 
•obre  esta  cuestión;  y  paso  ahora  á  manifestarle  el  concepto  de- 
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finitivo  que  acerca  de  ella  me  he  formado,  después  de  estudiar 
detenidamente  los  documentos  respectivos. 

Por  nota  de  4  de  octubre  del  año  próximo  pasado,  mi  antece- 
sor el  señor  Villegas,  expresó  á  esa  Legación  que  los  sucesos  de 
que  se  trataba  eran  materia  propia  de  esclarecimientos  judiciales 
en  que  según  nuestras  leyes  no  podía  intervenir  el  Gobierno,  de- 
biendo limitarse  á  recomendar,  como  lo  ha  hecho,  á  las  autorida- 
des respectivas,  la  pronta  administración  de  justicia.  Observaba 
mi  antecesor  que  «es  inadmisible  atribuir  á  los  extranjeros  la  fa- 
cultad de  sustraer  á  los  procedimientos  propios  de  la  justicia  co- 
mún cuestiones  cuyo  conocimiento  y  resolución  le  competen  en 
virtud  de  su  ministerio  social;  pues  tal  doctrina,  en  caso  de  ser 
admitida,  los  colocaría  en  situación  privilegiada  respecto  de  los 
demás  habitantes  del  territorio  nacional». 

Estos  principios  generales,  universalmente  reconocidos  en  to- 
dos los  países  cultos,  no  permiten  una  discusión  detallada  acerca 
de  las  acusaciones  y  de  las  pruebas  que  presentan  los  hermanos 
Figallo,  y  de  las  cuales  se  ha  hecho  cargo  esa  Legación  para  tras- 
mitirlas á  este  Despacho;  porque  tal  procedimiento,  aparte  de 
ser  incorrecto,  no  conduciría  á  conocer  la  verdad  de  los   hechos. 

A  pesar  <ie  estas  observaciones,  cuyo  alcance  no  puede  ocul- 
tarse á  V.  S.,  voy,  en  obsequio  á  la  deferencia  que  me  merece  esa 
Legación,  á  rectificar  la  reseña  de  los  hechos  y  las  apreciaciones 
que  contiene  la  citada  nota  de  V.  S.,  encaminada  á  establecer  res- 
ponsabi^dades  que  carecen  de  todo  ftindamento. 

De  los  dos  incendios  que  han  ocasionado  pérdida  á  los  herma- 
nos Figallo,  el  primero  ocurrido  en  29  de  abril  de  1901  en  la 
hacienda  Nomara,  dio  origen  á  una  inmediata  información  su- 
maria practicada  por  el  Juez  de  Piura,  quien,  como  V.  S.  con- 
fiesa, se  trasladó  expresamente  í^l  lugar  del  suceso  para  cumplir 
con  sus  atribuciones. 

De  ella  resulta  que  el  incendio  se  debió  á  un  accidente  fortui- 
to y  no,á  un  propósito  criminal.  Tal  fué  sin  duda,  por  entonces, 
la  opinión  de  los  mismos  hermanos  Figallo,  cuando  no  entabla- 
ron acción  judicial  alguna,  ni  acusaron  concretamente  á  nadie, 
como  les  correspondía  hacerlo,  á  fin  de  que  la  autoridad,  en  po- 
sesión de  datos  ciertos,  pudiera  continuar  el  proceso. 

Si  los  mismos  interesados  omitieron  suministrar  pruebas  y  to- 
do elemento  que  pusiera  á  las  autoridades  en  aptitud  para  hacer 
efectiva  la  pretendida  responsabilidad  criminal  que  aseguran  ha- 
ber existido,  y  si  la  opinión  unánime  atribuyó  este  grave  incen- 
dio á  un  accidente  casual^- no  es  justo  que  hagan  cargos  por  la 
circunstancia  de  no  haberse  castigado  á  los  autores  desconocidos 
del  supuesto  delito. 

116 
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« 

V.  S.  dice  que  hasta  hoy  se  ignora  por  qué,  no  obstante  i^P^" 
lidas  instancias  de  esa  Legación,  no  proporcionó  %!  Gobierno  pe- 
ruano información  al  respecto;  pero  olvida  que  dichas  instancias 
sólo  coin«^nzaron  un  año  dsspués  de  los  sucesos,  esto  es,  el  13  de 
marzo  de  1902,  sin  que  hasta  esta  fecha  el  señor  Pirrone,  ante- 
cesor de  V.  S.,  hubiera  hecho  gestión  alguna. 

Ocurrió  el  segundo  incendio  el  6  de  marzo  de  1902. 

Afírmase  que  el  señor  J.  Figallo  se  trasladó  al  norte  para  ad- 
quirir datos  sobre  el  origen  de  este  segundo  incendio,  que  tuvo 
lugar  en  el  depósito  de  carbón  de  SuUana,  y  que  habiéndose  pre- 
sentado al  Subj)refccto  de  la  provincia  de  Paita,  pidiéndole  la? 
garantías  prometidas,  ese  funcionario  le  dijo  que  no  tenía  ins- 
trucciones en  tal  sentido;  por  lo  cual  telegrafió  al  Prefecto  de 
Piura  y  no  recibió  respuesta. 

Pero  el  interesado  no  ha  dicho  que  clase  de  garantías  solicitó, 
ni  por  que  no  reiteró  su  pedido,  y  es  seguro  que  el  telegrama 
que  expresa  haber  dirigido  á  Piura  no  le  llegó  al  Prefecto. 

E:?to  último  es  de  inferencia  lógica,  puesto  que  en  virtud  de 
la  recomendación  lieelia  á  las  autoridades  |)olíticas  i>ara  que 
atendieran  en  cuanto  fuese  posible  y  protegieran  a  Figallo,  el 
Prefecto  de  Piura  k^legrafió  á  este  Despacho  en  los  términos  que 
contiene  la  copia  remitida  á  esa  Legación,  con  oficio  de  12  de 
Abril  de  1902,  afirmando  epie  nunca  recibió  queja  alguna  del 
referido  damnificado,  y  que  te  hallaba  dispuesto  á  atender  cual- 
quiera solicitud  de  su  parte. 

Tan  favorable  disposición  de  la  autoridad  política  no  habría 
])odido  llegir  por  supuesto  has'a  el  punto  do  facultar  al  señor  J. 
Figallo  pnra  que  armase  de  fusiles  a  rus  dependier.tís.  cerno  ase- 
vera haberlo  solicitado  antes  del  C:>bierno,  ¡mes  dadas  las  pre- 
venciouís  que  contra  él  decía  existir  en  el  Departamento,  esa 
facultad  podía  haber  ocasionado  luchas  sangrientas. 

Debo  rechazar,  desde  luego,  la  afirmación  de  V.  S.  relativa  tí 
que  las  autoridades  locales  no  han  descubierto  el  origen  del  in- 
cendio de  Sullana;  pues  los  informes  de  que  tiene  conocimiento 
esa  Legación,  y  que  emitió  primero  por  cable  la  Prefectura  del 
Departamento  do  Piura,  confirmados  después  por  oficio  de  la 
misma  al  que  acoinpañaba  otro  de  la  gol)ernación  del  distrito 
de  Sullana,  fechado  el  8  de  Marzo  de  1902,  y  las  declaraciones 
del  Alcalde  Municipal  don  Pedro  José  Merino,  del  Jefe  de  la  ca- 
sa liilbeck  y  CV  señor  Domingo  J.  Vegas,  del  Juez  de  Paz  don 
Daniel  Franco,  de  los  comerciantes  españoles  don  Juan  García 
Tejero  y  don  Feli]>e  García,  don  Alejandro  Troyani  y  don  I.uís 
Paolini,  italiaiios  de  igual  profesión,  atribuyen  unánimemente 
el  referido  incendio  á  las  chispas  y  los  pedazos  de  carbón  infla- 
mado quo  arrojó  una  máquina  del  ferrocarril  de  Sullana,  la  cual 
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hubo  de  forzar  sus  fuegos  por  estar  más  cargado  que  de  ordina- 
rio el  convoy,  para  subir  la  pendiente  que  empieza  en  el  lugar 
donde  tenía  su  depó-sito  de  carbón  el  señor  Figallo. 

Todos  los  mencionados  declarantes  en  esa  sumaria  informa- 
ción, afirmaron,  con  perfecta  uniformidad,  que  estaba  en  la  con- 
ciencia de  la  población  entera  de  Sullana  el  carácter  enteramen- 
te casual  del  siniestro,  al  cual  expresan  también  todos  que  con* 
tribuyó  la  circunstancia  de  que  los  sacos  de  carbón  de  propiedad 
del  señor  Figallo  habían  contenido  antes  salitre,  materia  que  por 
su  riqueza  en  oxígeno  favorece  mucho  la  cpmbustión. 

No  es  posible  poner  en  duda  el  valor  probatorio  de  esas  decla- 
raciones, sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  que  uno  de  los  declaran- 
tes, don  Felipe' García,  es  yerno  del  señor  Figallo,  y  otro  de 
ellos,  don  Luis  Paolini,  era,  en  la  época  del  siniestro,  empleado  ó 
representante  del  mismo  damnificado. 

A  testimonios  tan  concluyentes  sólo  ha  opuesto  el  .«eñor  Figa- 
llo los  siguientes: 

Un  informe  de  don  Eugenio  Busenach,  individuo  llevado  por 
él  ad  hcc  al  Ingar  del  siniestro,  y  cuya  opinión  apenas  puede  te- 
ner más  valor  que  lo  expresado  por  el  mismo  damnificado;  una 
carta,  dirigida  por  don  Luís  Paolini  á  un  señor  Ojoda;  y  otras 
dos  do  este  último  y  de  un  ?eñor  Miñan  Masías  al  referido  Pao- 
lini. Pero  del  contenido  de  tales  documentos  no  se  deduce  sino 
que  el  incendio  del  carbón  de  F'igallo  fue  anterior  al  que  se  de- 
claró en  el  de  los  señores  Ilopkins  y  Cardó,  y  no  so  trasmitió  en 
el  día  del  suceso  al  de  la  casa  Ililbecky  C*,  próximo  al  primero. 

Las  referidas  cartas  no  desvirtúan,  en  ninguna  forma,  las  de- 
claraciones ya  citadas,  entre  las  cuales  figura  la  del  mismo  Pao- 
lini, empleado  de  Figallo. 

En  cuanto  á  la  lata  vacía  de  petróleo  que  el  señor  Figallo  afir- 
ma haberFO  encontrado  entro  loe  escombros,  y  que  hizo  fotogra- 
fiar tomándola  por  cuerpo  del  delito,  aún  en  el  caso  de  no  haber 
sido  puesta  allí  después  del  incendio,  difícilmente  pvidiía  servir 
por  sí  sola  de  fundamento  á  la  sospecha  de  criminalidad,  desde 
que  es  sabido  que  en  toda  la  costa  peruana  esa  clase  de  latas  se 
emplea  para  gran  número  de  usos  domésticos. 

Pruebas  de  esa  especie  no  tienen  racionalmente  valor  alguno 
ante  las  terminantes  y  unánimes  declaraciones  de  las  autorida- 
des y  vecinos  respetables  del  lugar  que  dejo  recordadas:  no  se 
explicaría  que  ellas  hubieran  dado  origen  á  la  serie  de  comuni- 
caciones dirigidas  sobre  la  cuestión  Figallo  a  este  Ministerio  por 
la  Legación  del  digno  cargo  de  V.  S.,  si  no  ftieran  conocidos  el 
'  poder  sugestivo  de  los  interesados  en  reclamaciones  de  esta  natu- 
raleza, y  la  constante  benevolencia  y  buena  fe  con  que  esa  Lega- 
ción ha  acogido  toda  gestión  de  particulares  italianos  residentes 
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en  este  país,  encaminadas  á  crear  responsabilidades  favorables  á 
BUS  intereses. 

Alegan  los  damnificados  haber  recibido  anónimos  amenazan- 
tes y  luchar  con  odiosidades  en  Piura;  pero  mi  Gobierno  no  pue- 
de impedir  ni  lo  uno  ni  lo  otro,  pues  no  le  es  dado  intervenir  en 
las  relaciones  sociales  ni  en  los  negocios  de  los  hermanos  Figalla 

Para  probar  lo  infundado  del  cargo  que  se  formula  contra  el 
Gtobierno  sobre  este  punto,  basta  preguntarse  ¿qué  género  de  ga- 
rantís^ estimarían  encaz  dichos  señores  para  juzgarse  á  cubierto 
de  las  asechanzas  de  que  dicen  ellos  ser  víctimas? 

¿Cree  V.  S.  que  un  Gobierno  está  obligado  á  hacer  custodiar 
constantemente  por  la  fuerza  pública  á  todo  extranjero  que  abri- 
gue tales  temores,  cuando  no  se  precisa  de  parte  de  quién  puede 
provenir  la  agresión,  ni  el  carácter  de  ésta  y  que  bastaría  el 
empleo  de  la  fuerza,  en  esa  forma,  para  que  los  que  se  quejan  se 
sintiesen  enteramente  á  cubierto  de  los  actos  hostiles  que  asegu- 
ran amenazarles? 

Juzgo,  por  lo  tanto,  que  las  observaciones  consignadas  en  las 
precedentes  líneas  bastarán  paria  llevar  al  ánimo  del  Gobierno  de 
V.  S.  el  convencimiento  de  que  las  reiteradas  quejas  del  señor 
Figallo  contra  las  autoridades  nacionales,  á  quienes  acusa,  con  el 
apoyo  de  esa  Legación,  por  no  haber  descubierto  á  los  culpables, 
que  seguramente  no  han  existido,  del  incendio  de  Sullana,  tienen 
una  base  del  todo  deleznable. 

Por  lo  demás,  celebro  que  V.  S.  reconozca  el  decidido  empeño 
del  Gobierno  y  de  las  autoridades  políticas  y  judiciales  peruanas 
para  hacer  efectivas  en  favor  de  los  extranjeros,  y  myy  en  particu- 
lar de  la  progresista  y  laboriosa  colonia  italiana  establecida  en  el 
territorio  nacional,  las  garantías  tutelares  á  que  nuestras  leyes  les 
dan  derecho. 

Renuévole,  señor  Encargado  de  Negocios,  las  seguridades  de 
mi  consideración  distinguida. 

E,  Larr abure  y  Unanue, 

Al  señor  Marqués  de  Médici  di  Marignano,  Encargado  de  Nego- 
cios de  Italia. 
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BBCLAMACIÓK  PÜCCIO. 

1903. 
Real  Legación  de  Italia 
N*  301.  Lima,  Abril  19  de  1903. 

Sefior  Ministro: 

Entre  las  reclamaciones,  aún  pendientes,  presentadas  por  mis 
nacionales  ante  este  H.  Gobierno,  hay  una  que  no  puede  ser  de- 
batida en  manera  alguna:  me  refiero  á  la  de  la  casa  Ernesto 
Puccio. 

Como  V.  S.  advertirá  por  las  numerosas  notas  dirigidas  por 
esta  cancillería  á  ese  H.  Despacho,  y  especialmente  por  las  del 
15  de  Setiembre,  1897,  y  16  de  Febrero,  1898,  á  las  que  acompa- 
saban copias  de  documentos  probatorios,  trátase  de  una  reclama- 
ción por  empréstito  forzoso  que,  con  infracción  del  tratado  vigen- 
te entre  los  dos  países,  le  fué  impuesta  á  la  casa  Puccio,  durante 
la  guerra  civil  de  1885,  fuera  de  la  detención  arbitraria  que  su- 
firió  en  aquella  circunstancia  el  jefe  de  ella. 

No  habiendo  hasta  hoy  tenido  un  resultado  satisfactorio  las 
gestiones  de  esta  Legación,  creo  de  mi  imprescindible  deber  llamar, 
&  mi  vez,  la  atención  de  V.  E.  hacia  esta  reclamación,  confiado 
en  que  al  tratarse  de  un  crédito  líquido  y  no  discutible,  V.  E. 
ae  servirá  dictar  las  disposiciones  oportunas,  á  fin  de  que  el  recla- 
mante sea  reembolsado  de  la  suma  que  arbitrariamente  le  fué 
arrancada  (4000  soles). 

Quiera  señor  Ministro  aceptar  las  segiítidades  de  mi  más  alta 
consideración. 

F.  Medid. 

£1  reclamante  está  llano  á  limitar  sus  pretensiones  á  la  suma 
de  4-000  soles  al  tipo  actual,  sin  tener  en  cuenta  que  el  valor  de 
la  moneda  de  plata  era  el  doble  en  la  época  en  que  se  le  exigió 
el  empréstita  forzoso;  y  sin  reclamar  intereses  por  ese  dinero. 

R  Medid. 

K.  S.  E.  el  señor  don  Eugenio  Larrabare  y  Unanue,  Ministro  d* 
Relaciones  Exteriores. 
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Beal  Legación  de  Italia 

N9  456.  Lima,  mayo  26  de  1903.     - 

Señor  Ministro: 

Me  permito  reiterar  la  viva  solicitud  á  que  se  contrajo  mi  nota 
de  19  de  abril  próximo  pasado,  N?  301,  que  aún  no  ha  sido  con- 
testada, en  la  cual  hice  presente,  una  vez  más,  la  reclamación 
que,  á  su  tiempo,  presentó  el  señor  Puccio,  pidiendo  se  le  devol- 
viese la  imposición  forzosa  de  S/.  4000  á  que,  indebida  y  violenta- 
mente, fué  obligado  en  el  Cerro  de  Pasco,  en  1885. 

No  haré  referencia  á  las  pruebas  de  aquel  hecho,  el  cual  está 
comprobado,  y  solo  hablaré  de  un  solo  documento  de  los  muchos 
que  obran  en  copia  en  esta  Cancillería,  es  decir,  del  recibo  otorgado 
á  Puccio  por  la  autoridad  competente,  que  ya  ha  sido  puesto  en 
conociraituto  de  ese  Ministerio.  En  cuanto  al  derecho  que  asis- 
te á  la  reclamación  de  Puccio,  que  es  el  derecho  de  gentes  y  el 
que  dan  los  tratados,  creo  inútil  volver  á  discutir  sobre  el  parti- 
cular. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más 
alta  consideración. 

F.  Medid. 

Al  Excmo.  señor  doctor  don   Eugenio  Larrabure  y  Uiíánue,  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores. 


PROTOCOLO 


lleuiíiilos  <ni  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  don  Eu« 
^nnio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro  del  Ramo  y  el  marqués 
Fraueisco  Modici  di  Marignano,  Encargado  de  Negocios  de  Ita- 
lia, i)ara  tratar  de  la  reclamación  del  subdito  italiano  Ernesto 
Puccio,  proveniente  del  empréstito  forzoso  que  le  impuso  en  el 
Cerro  de  Pasco,  el  año  1885,  el  Prefecto  y  Comandante  General, 
])ara  atender  al  sostenimiento  del  ejército;  el  señor  Ministro  de 
Relaciones  Exteriores  manifestó  que  su  Gobierno  deseaba  poner 
término  á  e  1 1  reclamación,  en  obsequio  á  la  perfecta  inteligen- 
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cia  que  debe  existir  entre  ambas  Cancillerías.  Al  efecto,  estaba 
dispuesto  á  ordenar  el  pago  de  los  4,000  soles  que  entregó  Puc- 
cio,  mediante  la  renuuqia,  por  parte  de  éste,  de  los  intereses  y  la 
devolución  de  los  bonos  emitidos  en  Arequipa  el  20  de  Febrero 
de  1886,  y  que  por  la  cantidad  de  8/  5,000  recibi  >  el  mismo 
Puccio  al  hacer  el  préstamo. 

El  sefíor  Encargado  de  Negocios  de  Italia  contestó  que  ani- 
mado del  mismo  propósito  de  suprimir  todo  motivo  de  mala  in« 
teligencia  entre  ambas  Cancillerías,  y  debidamente  autorizado 
por  su  Gobierno,  ace|)taba  la  transacción  propuesta  pur  el  señor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  mediante  lá  entrega  de  4,000 
soles,  en  pago  total  y  definitivo  de  la  reclamación  Puccio;  que 
estaba  llano  á  hacer  la  devolución  de  los  boüos  que  se  dieron  al 
reclamante  y  que  se  conservan  en  la  Legación;  y  que  el  pago 
debía  realizarse,  la  mitad  dentro  de  los  treinta  días,  y  la  otra 
mitad  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes  á  la  fecha  de  este 
protocolo. 

'  Estando  de  acuerdo  los  infrascritos,  y  con  la  autorización  co- 
rres[)Oudiente,  firman,  para  constancia,  el  presente  protocolo,  por 
duplicado,  en  Lima,  á  los  cinco  días  del  mes  de  Junio  de  mil 
novecientos  tres. 

E.  Larrabure  y  Unanue.  F.  Medid  de  Marignano, 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

N?  24  Lima,  Junio  6  de  190S. 

Señor  Encargado  de  Negocios: 

Habiendo  sido  aprobado  el  protocolo  que  tuve  la  honra  de 
firmar  con  V.  S.,  el  5  de  Junio  último,  para  la  cancelación  defi- 
nitiva de  la  reclamación  Puccio,  según  lo  expresa  el  supr^no 
decreto,  cuya  copia  acompaño,  me  es  grato  remitir  á  V.  S.,  junto 
con  la  presente,  la  letra  N?  207,  de  la  Dirección  del  Tesoro,  con- 
tra la  Societé  Genérale  de  Crédit  Industiiel  et  ('ommereiel  de 
Pnrís,  á  la  orden  do  esa  Legación,  por  la  cnntidad  de  diez  rail 
francos,  (frs.  10,000),  equivalente  de  la  suma  de  cuatro  mil  so- 
les (S/.  4,000),  fijada  en  dicho  protocolo  para  el  arreglo  total  de 
la  reclamación  Puccio. 
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Aprovecho  la  oportunidad  para  reiterarle,  señor   Encargado 
de  Negocios,  las  seguridades  de  mi  distinguida  consideración. 

L.  Lctrrabure  y  Unanii^, 

Al  señor  Marqués  Medici  de  Marignano,  Encargado  de  Negocios 
de  Italia. 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 

N?  360.  Urna,  Junio  6  de  190S. 

Visto  el  protocolo  firmado,  en  la  fecha,  por  el  Ministro  dtj  Re- 
laciones Exteriores  y  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia,  para 
cancelar,  mediante  el  pago  de  cuatro  mil  soles  (S/.  4,000),  la  re- 
clamación del  subdito  italiano  Ernesto  Puecio,  proveniente  del 
empréstiio  que,  de  igual  suma,  fué  obligado  á  hacer  en  1885,  pa- 
ra el  sosteuimiento  del  Ejército  nacional;  con  el  voto  unánime 
del  Consejo  de  Ministros:  apruébase  dicho  protocolo,  y,  en  conse- 
cuencia, gírese,  en  su  oportunidad,  á  la  orden  del  habilitado  del 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  los  respectivos  libramientos 
para  pagar  á  la  Legación  de  Italia  la  suma  convenida  en  los 
plazos  fijados;  cargándose  el  gasto  á  la  partida  3,030  del  presu- 
puesto general  vigente. 

Regístrese  y  comuniqúese. 

Rúbrica  de  S.  E. 

E,  Larrabure  y  Urtanue. 


Real  Legación  de  Italia. 

N?  591.  Lima,  Julio  7  de  190S. 

Señor  Ministro: 

He  recibido  la  nota  que  V.  E.  me  hizo  el  honor  de  dirigir- 
me con  fecha  de  ayer,  cubriendo  una  letra,  N?  207,  girada  por 
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el  Tesoro  contra  la  wSocieté  Genérale  de  Crédit   Industriel  et 
Coramerciel  de  París»,  á  la  orden  de  eeta  Legación,  por  la  suma    - 
de  10,000  francos  equivalentes  á  la  de  4,000  soles,  que  señala  el* 
protocolo  que  tuve  el  honor  de  firmar  con  V.  E.  el  5  del  próxi- 
mo pasado,  como  cancelación  definitiva  de  la  reclamación  do 
Ernesto  Puccio. 

^1  dar  á  V.  E.  nuevamente  las  gracias  por  las  conciliadoras  y 
benévolas  intenciones  de  que  ba  dado  pruebas  en  la  solución  de 
este  asunto,  me  apresuro,  de  conformidad  con  el  citado  protoco- 
lo, a  devolver  aquí  anexos  los  títulos  de  los  «bonos  fiscales)>,  por 
el  valor  nominal  de  S/,  5,000  que  Puccio  depositara  en  esta  Can- 
cillería; menos  uno  que,  como  comprobante,  ftié  remitido  á  ese 
Ministerio,  al  iniciarse  la  reclamación. 

Quiera,  señor  Ministro,  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  al- 
ta y  distinguida  consideración. 

F,  Medid, 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Unánue,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


KL  EXCMO.  SES'OR  MINISTRO    DE    ESPAÑA    SE  HACE  CARGO  ACCTDEN- 
_       TALMENTE  DE  LA   LEGACIÓN  D^  ITALIA 

Legación  de  Italia. 

Lima,  Noviembre  17  de  190S, 
Señor  Ministro: 

Exigiendo  graves  motivos  personales  mi  pronto  regreso  á  Ita- 
lia, he  solicitado  y  obtenido  por  telégrafo  de  mi  Gobierno  la  co- 
rrespondiente licencia  de  que  aprovecharé  inmediatamente. 

De  orden  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  a  mi 
partida,  se  encargará  de  esta  Legación  S.  E.  el  señor  don  Rami- 
ro Gil  de  Uríbarri,  Ministro  de  S.  M.  Católica  en  Lima,  quien,  á 
su  vez,  la  entregará  al  señor  Máximo  Galliani,  tan  pronto  como 
éste  se  constituya  aquí. 

117 
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Al  poner  ésto  en  conocimiento  de  V.  E.,  aprovecho  de  la  opor- 
tunidad para  reiterarle,  seftor  Ministro,  las  seguridades  de  mi 
consideración  más  distinguida. 

O.  Pirtone. 

m 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  Unanue,  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  España  en  Lima 

N?  56.  Limay  24  de  novüinbre  de  1902. 

Señor  Ministro: 

Confirmando  la  nota  que  á  V.  E.  ha  dirigido  el  Excmo.  señor 
Comendador  Giuseppe  Pirrone,  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  tongo  la  honra  de 
participarle  que,  con  arreglo  á  Jo  dispuesto  por  el  Gabinete  del 
Quirinal,  y  previa  autorización  del  Gabinete  de  Madrid,  he.que- 
dado  á  cargó  de  la  Real  Legación  de  Italia,  á  partir  desde  el  22 
del  corriente,  en  que  el  expresado  señor  Ministro  salió  de  eata 
Capital,  en  uso  de  la  licencia  que,  á  causa  de  grave  enfermedad 
de  su  anciana  madre  le  ha  sido  concedida,  estando  convenido 
que  asumiré  dicha  representación  hasta  la  llegada  del  caballero 
■eñor  Máximo  Galliani,  Vice -Cónsul  agregado  á  la  mencionada 
Legación. 

Al  rogar  á  V.  Í3.  se  sirva  elevarlo  á  conocimiento  de  S.  E.  el 
•eñor  Presidente  de  la  líepública,  por  más  que  personalmente 
tendré  el  alto  honor  de  ofrecerle  hoy  mismo  mis  respetos  con  tal 
motivo,  y  en  la  esperanza  de  que  tanto  V.  E.  como  el  Gabinete» 
que  tan  dignamente  preside,  querrán  prestarme  su  benévola  ne- 
cesaria cooperación  para  que  durante  mi  gerencia  se  mantengan 
y  hagan  más  íntimas,  si  es  posible,  laa  cordiales  relaciones  que 
íeliznaente  existen  entro  Italia  y  el  Perú,  á  lo  que  por  mi  parle 
contribuiré  con  el  mayor  empeño,  aprovecho  gustoso  esta  oca- 
sión, señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi 
más  alta  y  distinguida  consideración. 

R.  Gil  de  Uríbarrí. 

Al  Excmo.  señor  don  Eugenio  Larrabure  y  ünánue.  Ministro  Je 
Relaciones  Exteriores^ 
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Ministerio  de  Relaiiones  Exleriores 


N?  42. 


Lima,  d^cierahre  9  de  1902, 


Señor  Ministro: 

Me  lia  sido  lionroso  recibir  la  atenta  nota  de  V.  K,  fecha  14 
tlenoviembro-tíltimo,  en  que,  confirmando  los  términos  de  la  que 
rae  ba  dirigido  el  Excmo-  señor  Pirrone,  se  sirve  participarme 
íjue,  previa  oulorización  del  Gabinete  de  Madrid,  y  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  el  del  Quirinal,  ba  quedado  V.  E.  á  cargo  de  la 
Real  Legación  de  Italia  desde  el  22  del  raes  último  hasta  la  lle- 
gada del  Caballero  señor  Máximo  (íalliani,  Vicecónsul  agregado 
á  \vi  misma. 

Defiriendo  al  deseo  expresado  por  V.  E.  he  puesto  este  hecho 
en  conocimiento  del  Excmo.  señor  Romana,  y  me  es  grato  mani- 
festar á  V.  E.  que,  tanto  él,  como  todos  los  miembros  del  actual 
Ministerio,  acogen  la  noticia  de  tan  acertada  designación  con  la 
más  sincera  com])lacencia,  abrigando  el  designio  de  prestarle  la 
más  cordial  cooperación  en  cuanto  se  refiera  al  cumplido  desem- 
]>eño  de  su  alto  encargo. 

Aprovecho  la  opotunidad  para  renovarle,  señor  Ministro,  las 
seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

/?.  Lorrabure  y  Unanu^. 

Al  Kxjino.    s;Mlor  ilon  Ramiro  Gil  Je    Uríbarri,  Enviado  Extra- 
ordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  España. 


RECLAMACIÓN     PÍNr>0LA. 


1 903. 


1 

« 


PROTOCOLO. 


Reunidos  en  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  los  Exce- 
lentísimos Señores  don  José  Pardo,  Ministro  del  Ramo,  y  Comen- 
<la<lor   Giuseppe   Pirrono,    Knviado   Extraordinario  y  Ministro 
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Plenipotenciario  de  Italia,  expuso  el  segundo  que,  después  áú 
arbitraje  de  Su  Excelencia  el  Ministro  de  España,  sobre  las  recla- 
maciones Italianas,  provenientes  de  la  guerra  civil  de  1894-96, 
había  quedado  pendiente,  en  jparte,  la  del  subdito  Juan  Péndola, 
porque  el  arbitro  no  se  babía  creído  competente  para  fallar  sobre 
lo  reclamado  por  hechos  posteriores  al  19  de  marzo  de  3895;  y 
que,  habiendo  sido  pagadas  todas  las  reclamaciones  análogas, 
pedía  que  el  Gobierno  del  Perú  atendiese,  en  justicia,  al  pago  de 
los  diecinueve  mil  soles  (S/.  19.000)  que  aún  restaban  á  Péndola. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  manifestó  que  el  arbitraje 
á  que  se  había  referido  el  señor  Ministro  de  Italia,  puso  término  de- 
finitivo á  todas  las  reclamaciones  italianas  provenientes  de  la  gue- 
rra civil  de  1894-95;  y  que,  de  consiguiente,  la  de  Péndola  queda- 
ba comprendida  entre  ellas.  Pero  que,  no  obstante,  como  un  acto 
de  alta  deferencia  al  Gobierno  de  Su  Majestad  y  de  estimación 
personal  á  su  Ministro  en  el  Perú,  ofrecía  pagar  la  reclamación 
Péndola  en  la  proporción  resultante  de  la  suma  total  reclamada 
por  los  damnificados  italianos  y  la  que  ha  sido  pagada  en  virtud 
de  los  laudos  del  Excelentísimo  señor  Ministro  de  España,  ó  sea 
en  la  cantidad  de  tres  mil  cuatrocientos  soles  (S/.  3400);  pero  con 
expresa  renuncia  de  los  iutereses,  como  uniformemente  se  ha  es- 
tablecido en  todas  las  reclamaciones. 

El  Ministro  de  Italia  contestó,  que  agradecía  profundamente 
los  móviles  que  inspiraban  al  señor  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, y  que,  aún  cuando  consideraba  reducida  la  proporción 
indicada,  deseando  dar  testimonio  de  las  amistosas  disposicioües 
de  su  Gobierno  y  de  las  suyas  propias,  aceptaba,  á  nombre  del 
reclamante,  la  cantidad  ofrecida,  renunciando,  desde  luego,  á 
los  intereses. 

Para  constancia  firman  este  protocolo,  en  Lima,  el  veintiocho 
de  octubre  de  mil  novecientos  tres. 

José  Pardo.  O.  Pirrom. 
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JOSÉ  PARDO  Y  BARREDA. 

PRESIDKNTK    DB  LA  REPÚBLICA    PERUANA. 

Por  cnan^íj: 

Se  celebró  en  Lima,  el  dicc'nho  de  abril  de  mil  novecientos 
cinco,  entre  el  Ministro  de  Küaciones  Exteriores  del  Perú  y  el 
Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Ma- 
jestad el  Rey  de  Italia,  el  signient^ 

TRATATÍO  OENERAL  DE  ARBITRAJE 

entre  la  República  Pouana  y  el  Tleí/io   de  Italia. 

8u  Excelenr""i  el  Prctidento  Je.  la  Kupúljlica  Peruana,  y  Su 
Majestad  el  Roy  de  Italia,  aíiii'..!  Ims  del  ¡'roró^itode  cslr^^char  la 
cordialidad  de  ]dt.  rebicic  ...s  c:.!^^  'lies  ^  ntio  .shs  rcsM^clivcs  paí- 
ses, y  de  solncionnr  anii.-tcs'^Jiv  nte  las  cuo^ti'nics  qnr^  puedan 
suscitars':  oniw  llop,  han  re:r.*']to  celebrar  un  tnitado  g:ncral  de 
arbitraje;  y,  a  este  fln,  han  noTp' ir.do  sus  plem'noteneiiirios: 

Su  Excelencia  el  Presidiente  .le  la  líe;  iiblicíi  Peruann,  al  señor 
doctor  don  Javier  Prado  y  U;r.'iríeciie,  ]\rini.stro  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relacionen  ^'x-'  ij*>ies;  y 

Su  Maje-tad  el  Rey  de  Tír-lia,  al  señor  Tomás  Carletti,  caba- 
llero de  San  Mauricio  y  San  I  azaro,  oficial  de  la  corona  de  Ita- 
lia, etc.,  pu  Envi"d'^  Extraoy^l'iir'rio  y  Ministro  Plenipotenciario 
ante  el  Gobierno  del  Per''. 

Qaieno!=3,  ]inl)ie:r''o  hi"1l:do  en  b'Kv.'í  y  debida  forma  sus  res- 
pectivos pleno."  ro']<"C'?j  ]:aíi  cíiivenido  en  lo  i-iLHiien+e: 

ARTICULO  I. 

Las  altas  partv^s  contratantes  se  obligan  á  someter  á  arbitraje 
todas  Ip-?  c'^trov^rsi'-',  -t  a  cual  fuere  su  naturaleza,  que  por 
cual<{ni^ra  euu^M  ^nreieví-n  entre  ellas,  j  que  no  hayan  podido 
solucionar?»"^  omistosamente,  mediante  negociaciones  directas.  Só- 
lo se  exceptúan  del  compromiso  arbitral  las  cuestiones  que  afeo- 
ten  la  independencia  y  el  honor  nacionales.  En  caso  de  que  hu- 
biese duda  sobre  ello,  se  resolverá  también  este  punto  enjuicio 
arbitral.  , 

De  un  modo  particular,  no  se  consideran  comprometidos  ni  la 
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independencia  ni  el  honor  nacionales  en  las  controversias  sobre 
privilegios  diplomáticos,  jurisaicción  consular,  derechos  de  adua- 
na, de  navegación,  validez,  inteligencia  y  cumplimiento  de  tra- 
tados, y  reclamaciones  pecuniarias,  cualesquiera  que  sean  su. ori- 
gen y  antecedentes,  siendo  entendido  que  el  propósito  de  los  dos 
gobiernos  es  dar  la  mayor  amplitud  posible  á  la  aplicación  entre 
ellos  del  principio  del  crbitraje  internacional. 

El  presente  tratado  se  aplicará  tambiéit  á  las  controversias 
que  tengan  su  origen  en  hechos  anteriores  {\  su  celebración;  pero 
no  pueden  renovarse  las  cuestiones  que  hayan  sido  ya  objeto  de 
arreglos  definitivos  entre  ambas  partes,  respecto  de  las  cuales  el 
arbitraje  se  limitará  exclusivamente  á  las  divergencias  que  se 
susciten  sobre  interpretación  y  cumplimiento  de  dichos  arreglos. 

ARTICULO  II. 

Eu  cada  caso  que  ocurra,  las  altas  partes  contratantes  designa- 
rán de  común  acuerdo  el  arbitro  que  deba  resolverlo.  Si  no 
pudieran  ponerse  de  acuerdo  sobre  esta  designación,  el  arbitro 
será  nombrado  por  el  j('íe  de  un  tercer  estado,  á  quií-n  ambos  paí- 
ses solicitarán  con  este  objeto.  No  poniendü¿e  tampoco  de  acuer- 
do para  esta  designación,  Italia  lo  solicitara,  á  voluntad,  tle 
Su  Majestad  el  Rey  de  los  l^elgíb,  <]o  Su  Majestad  el  Rty  de 
Dinamarca,  ó  de  Su  Majestad  el  R'  y  fie  Siucia  y  Noruega;  y  el 
Perú,  de  Su  Excelencia  el  rre.^i«lenie  ue  luir  Esíailos  Unitlu¿  Je 
América,  do  Su  Excelencia  el  riesidcnte  de  !a  República  Argen- 
tina ó  de  Su  Majestad  el  Rey  de  E^pafJa.  Las  altas  partes  ejer- 
cerán este  derecho  en  orden  alternativo  de  cíu<o?í,  corrcí-i^ondieiido 
á  la  otra  la  facultad  de  excluir  á  uno  de  ks  j^f.s  de  v:-i;a]u  que 
puedan  ser  solicitados  para  hacer  el  nombramiento  de  arbitro. 

Pero  si  la  alta  parte  contratauío  á  la  <^dL-  cuncop^.iiua.  stgt'ia 
el  orden  establecido  en  este  artículo,  ejercitar  el  derecho  de  pedir 
al  jefe  de  uno  de  los  estados  indicados  el  nombramiento  do  áibi- 
tro,  no  lo  efectuare  dentro  del  plazo  de  cuatro  meses,  de  iormula- 
da  por  escrito,  por  el  otro  país  contratante,  la  invitación  á  hacer 
la  petición,  tendrá  entonces  este  país  el  derecho  de  dirigir  él  la 
petición  de  nombramiento  de  arbitro,  á  alguno  de  los  jefes  de 
estado  que  le  es  potestatiro  designar,  según  este  artículo. 

ARTICULO  IlL 

El  arbitro  que  se  nombre  no  podrá  ser  ciudadano  de  los  paí- 
ses contratantes,  ni  estar  domiciliado  en  ellos,  ni  tener  interés 
directo  ó  indirecto  en  las  cuestiones  que  sean  objeto  del  arbitraje. 


—  935  — 


ARTICULO  IV. 

Siempre  que  el  arbitro,  por  cualquiera  razón,  no  acepte  el  car- 
go para  que  fué  nombrado,  ó  no  pueda  continuar  en  él,  se  le 
reemplazará  por  el  mismo  procedimiento  adoptado  para  su  nom- 
bramiento. 

ARTICULO  V.      • 

Para  cada  caso,  las  altas  partes  contratantes  celebrarán  una 
convención  especial,  con  el  propósito  de  determinar  el  objeto 
preciso  de  la  controversia,  la  amplitud  de  los  podeics  del  arbitro 
nombrado  conforme  á  los  artículos  anteriores,  y  cualesquiera 
otros  i)ünto3  y  circunstancias  relativos  al  juicio  arbitral. 

A  falta  de  tal  convención,  y  después  de  haberse  acreditado  por 
lina  de  las  altas  partes  que  han  trascurido  cuatro  m<  se«  desde  que 
la  otra  parte  fué  invitada  á  celebrarla,  ^in  que  la  convención, 
cualquiera  que  sea  la  causa,  se  haya  podido  concluir,  correspon- 
derá al  arbitro  fijar,  sobre  la  base  de  las  recíprocas  ¡pretensiones 
de  las  partes,  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que^cberiin  £«r 
resueltos  para  decidir  la  controversia. 

Para  cualquiera  otra  determinación,  se  ajílicaiá]!,  en  defecto 
de  convención  especial,  ó  en  caso  de  silei.cio  de  la  minina,  las  re- 
glas enunciadas  á  continuación. 

ARTICULO  Vf. 

En  defecto  de  acuerdos  especiales  entre  las  parte.^,  corresponde 
al  arbitro:  designar  la  época  y  e)  lugar  de  sus  se.^iones,  que  no 
podrá  ser  el  territorio  de  ninguna  de  las  altas  partes  contratan- 
tes; determinar  el  procedimiento  y  sustanciación  del  juicio;  las 
formalidades  y  los  términos  que  be  prescribirán  á  las  partes,  y, 
en  general,  toniar  todas  las  medidns  que  sean  necesarias  para  su 
j^ropia  actuación,  y  resolver  tolos  los  punlí^s  y  dificultades  pro- 
cesales y  todas  las  cuestiones  prejudiciales  c  incidentales  que  pu- 
dieran ocurrir. 

Las  partes  se  obligan  á  poner  á  disposición  del  arbitro  todos 
los  medios  de  información  que  de  ellas  dependan. 

ARTICULO   VIL 

El  arbitro  tendrá  facultad  para  decidir  sobre  su  [íropin  compe- 
tencia, sobre  la  validez  del  compromiso  y  sobre  su  interpretación  • 
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ARTICULO  VIII. 

üa  mandatario  de  cada  una  de  las  partes  representará  á  su 
gobierno  en  todos  los  asuntos  que  se   relacionen  con  el  arbitraje. 

AllTICULO  IX.  • 

El  arbitro  deberá  fallar  de  acuerdo  con  los  principios  del  de- 
recho, á  menos  que  el  coraproiniso  imponga  la  obligación  de 
reglas  especiales,  ó  autorice  al  arbitro  á  resolver-corno  amigable 
componedor. 

ATÍTICULO  X.       * 

La  sentencia  d'jbei'á  decidir  definitivamente  cado  punto  en 
litigio. 

R-^r.T  r»Hlaef-.ida  en  i'íoble  original,  firnia'la  por  el  arbitro  y  no- 
tifiíMila  á  cada  una  do  las;  partes  directamente,  ó  por  medio  de  fu 
represo'^ hin te  ante  el  arbitro. 

ARTICULO  XI. 

Cada  una  do  las  partes  sufragará  los  gastos  propios  y  la  mi- 
tad de  \Ky<  ga^^os  gf^ncralos  del  arlvltraje. 

ARTirULO  XII. 

La  soiitMií.'ia  lug.iim,.nio  pi-)naneia]a  decide,  dentro  de  los  li- 
mit'\s  do  su  alcance,  la  contienda  entre  las  paiK-s,  Ella  deberá 
contt'Uvn'  la  indicación  dol  i)l{i7.o  dentro  del  cual  será  ejecutada. 
El  niisiiu)  ár])itro  que  la  pronuncie  resolverá  las  cuet^tiones  que 
puedan  surgir  sobre  la  ejr>cución  de  la  sentencia. 

ARTICULO   XTIL 

La  sentencia  será  inapelíiblo,  y  su  cumpHmiunto  está  confiado 
al  lionor  do  las  naciones  signatarias  d(í  este  pacto. 

Sin  eiubargo,  sir  admitirá  la  doinan<la  de  revi>ión  a'nte  el  mis- 
mo arbitro  que  haya  pronunciado  la  sentencia,  siempre  qiie  se 
interponga  antes  de  que  ésta  hubiese  pido  ejecutada: 

1)  6Í  se  ha  dictado  sentencia  en  virtud  de  un  documento  falso 
•ó  eípüvocado; 
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2)  si  la  sentencia  ha  sido,  en  todo  ó  en  parte,  la  consecuencia 
de  un  error  de  hecho,  positivo  ó  negativo,  que  resulte  de  las  ac- 
tuaciones ó  documentos  de  la  causa. 

ARTICULO    XIV. 

El  arbitro  señalará  el  procediraiento-  de  la  revisión,  fijará  k:' 
trámites  y  términos  breves  y  perentorios  en  que  ella  se  aotuarr. 
concretándola  exclusivamente  al  punto  que  la  motiva. 

ARnCULü  XV.     '^ 

Este  tratado  regirá  por  el  término  de  diez  años,  á  con  lar  d(  sde 
el  c'p::je  du  las  ratificaciones.  Si  no  fuere  denunciado  s»is  meses 
antes  de  su  vencimiento,  se  considerará  renovado  por  un  nuevo 
período  de  diez  unos,  y  as:!  süccáivamenlo. 

ARTICULO    XVI. 

T.'  pr^r^onte  tratado  tM'á  vatifi  .-a'do,  y  las  ratificacÍMií':s  s»./áu 
canj.  »  la^  en  Lima  ó  en  Koma  á  la  brevedad  posil)le. 

ARTICULO  TRANSITORIO. 

• 

TCii  el  primer  ca¿o  de  arl>iíraie  (¿re  se  presei-te,  siempre  íjUo 
las  ,  .\:U.s  no  cotéij  de  aeueido  ¡)aia  J;i  (U  ^i;;jKieión  del  áchilvo,  6 
del  jete  de  un  Icrcer  estado  que  debe  cítctuarla,  el  derecho  de 
hae-M'  la  dtsigiuiciún,  que  para  tal  caso  estabUee  el  nriíeulo  II 
del  ]  líbente  lialadv),  .uiiv':ípon<lt^iá  pur  la  prinn-ra  ve/,  á  aquel 
de  1«  ^  ui'S  esíadííj  (|ue  aiite.^  baya  íu:muIado  por  eK'rlto  la  pro- 
puv  Aíi  de  arl>i traje. 

K\\  fe  du  lo  eual,  auibos  plenipoleneiaiios  ]:an  firuiado  el  pre- 
sente tratado  y  .^elládolo  con  sus  sellos  re:-.p.eeLivo>í,  en  doblo 
ejemplar,  en  castellano  é  italiano,  en  Lima,  á  los  dir^cioelio  día.-j 
del  mes  de  abril  de  mil  novecientos  cinco. 

(L.  S.)— Javier  Prado  y  Uc^artkche. 

(L.  S..)— T.  Carletji. 

Por  Tanto: 

Y  habiendo  el  Congreso  Nacional  aprobado  el  preinserto  trata- 
do general  de  arbitraje,    el  25  de   octubre  último,  en  uso  de  las 

118 
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facultades  que  la  Coustitución  me  confiere,  lie  venido  en  acei>- 
tarlo,  aprobarlo  y  ratificarlo,  teniéndolo  como  ley  del  Estado  y 
comprometiendo  para  su  observancia  el  honor  de  la  República. 

En  fe  de  lo  cual,  firmo  la  presente  ratificación,  sellada  con  las 
armas  nacionales  y  refrendada  por  el  Ministro  de  Estado  en  el 
Despacho  de  Relaciones  Exteriores,  en  Linia,  á  los  once  días  del 
mes  de  noviembre  de  mil  novecientos  cinco. 

JOSÉ  PARDO. 

J.  Prado  y  Uoartkchs. 


ACTA  DE  CANJE 

U'unitlo-.  en  el  Ministerio  de  Relaoiones  Exturiures  del  l\rú, 
el  <It;c'tor  <lon  Javier  Prado 'y  U;>-artoclíe,  Ministro  del  Ramo,  y  el 
Cav.  Uíf.  Tommnso  r^arle'íi,  Enviado  Exliaordinario  y  Ministro 
rienipotenciario  do  Italia,  eou  el  objeto  de  canjear  las  ratifica- 
eioi)".s  del  tratado  ;^'eneral  de  arbitraje,  firma<lo  i)or  aiubos  ti 
dieciocho  dtí  abril  del  pru-ente  ano;  des])ués  de  coiifroutadoá  lo- 
iiisínimentos  résped  i  voá,  que  fueron  hallados  eonforineí?,  y  de 
cxliilíido^  los  plenos  poderes,  que  les  han  eido  conferidos  rd  efec- 
to ])or  sus  respectivos  gobiernos,  realizaron  el  canje  de  diolias 
ratiíieaeiones. 

En  fe  de  lo  cual,  firman  esta  acta,  por  dui>licado,  poniendo  sus 
sellos  partieulare-?,  en  Lima,  el  once  de*  noviembre  de  rüil  nove- 
cientos cinco. 

(L,  S.)  — J.  PjIADO  y  l'aARTKCHIC. 

(Ij.  S.) — T.  Carlkitj. 
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CONVBNCIÓN   CONSULAR. 

Real  Legación  de  Italia 

N?  746  Lima,  Mayo  22  de  1906. 

# 

Señor  Ministro: 

Como  V.  E.  sabe,  la  Convención  Consulrir  ontre  Italia  y  el 
Perú,  celebrada  el  11  de  de  junio  de  1896,  caducará  el  11  de 
junio  del  año  en  curso. 

Confío  en  que  las  negociaciones  ya  iniciadas  para  celebrar  una 
nueva  Convención  surtirán  el  efecto  deseado.  Mas,  por  los  mo- 
tivos que  V.  E.  bien  sabe,  pasará  cierto  tiempo  antes  que  se 
celebre  una  nueva  Convención  y  eiAvo  en  vi;;encia. 

A  fin  de  evitar  que  al  cesar  la  Cüuveución  vigente,  los  fancio-. 
narios  consulares  respectivos,  á  falta  de  aeuerao.s  especiales  entre 
los  Gobiernos,  experimenten  dificultades  en  el  ejercicio  de  sus 
misiones,  tengo  el  honor  de  proponer,  de  parte  de  mi  Gobierno, 
al  del  Perú,  la  prorrogación,  ¡)oi  un  año,  de  la  Convención  del 
11  de  junio  de  1896,  de  manera  que  continúe  en  vigor  hasta  el 
11  de  junio  de  1907.  (1) 

No  es  menester  que  agregue,  que  al  servirse  Y.  E.  responderme 
aceptando  mi  propuesta,  como  lo  Cáperu,  m  c.mbio  do  nuestras 
dos  notas  constituirá,  para  mi  Gobierno,  y  para  el  do  V.  E,  el 
eompromiso  formal  de  prorrogar,  por  el  período  de  tiempo  indi- 
cado, la  Convención  Consular  vigent<^. 

Aprovecho  la  oportunidad,  señor  Ministro,  para  reiterarle  las 
soguridade-  de  mi  alta  eonsrJeraeión. 

T,  Carlettl 

A.  S.  E.    el  honorable  doctor  don  Javier  Prado  y  Ugarteche,  Mi- 
nistro dfi  Relacionan  Exteriores. 


(1)   Veaee  esa  Oon vención  en  la  página  368. 
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Ministerio  de  Relaciones  Exieriores 

N9  3].  Lima,  Mayo  25  de  1906. 

Señor  Ministro: 

« 

He  tenido  la   honra  de  recibir   la  nota  ile  V.  E,  número  746, 

fecliíulii  el  22  de  los  corrienttvS,  en  que  se  digna  expresarme,  que 
terminando  el  11  de  junio  próximo  la  vigencia  de  la  Convención 
Consular  ital  ^-peruano  de  189G,  y  debiendo  trascurir  todavía  al- 
gún tiempo  antes  de  que  se  perfeccione  3'  entre  en  vigor  un  nue- 
vo pacto  de  la  misma  naturalezn,  própon^^  V.  E.,  en  nombre  de 
su  CJobiorno,  que   .-e  prorrogue  por  un  año  dicha  Convención  de 

1  Q'»   • 

]->'. firioi-do  al  doscf  ¡u  V.  E.,  y  reconccici^do  la  necesidad  de 
evitar  que  los  fnncionnrios  consulares  de  uno  y  otro  píiís  hallen 
dilicnlí  'Ac<  ]  ara  el  ejercicio  de  s^is  nirib'icioiv?:;,  por  efecto  déla 
falta  do  icw.^  do"^  e-[)ecinles,  cutre  '"(alia  y  el  Perú,  me  c:'  satis- 
factoM^o  j^ívíicipTrlo  ou^  mi  <-íi»bi-'^"»';io  a'^cpta  la  proi'roga  pro- 
puesta pf)r  el  de  V.  E  ,  en  virt'id  de  la  cual  s?i^uirá  en  vigencia 
la  Couvenc^'ión  de  '[^9f^  lio^ta  el  1  1  de  de  junio  de  1907. 
.  Mi  gobierno  acepta,  a^^í  mismo,  que  el  cambio  de  la  presente 
'nota  con  la  que  contento  importe  el  formal  compromiso  de  la 
aceptación  de  esa  prorroga. 

"RcNUf'vol",  SLUur  Minitlro,  r.í"  í^.tguridades  d^'  mi  alia  y  distin- 
guida coui^idcración. 

/.  Prado  y  Ugnrieche. 

m 

Al  I'^cmo.  señor  rau<"iller  \]ñ\   Tomraaso  Carlctti,  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  Italia. 


APÉNDICE 


APRESAMIENTO  Y  DEVOLUCIÓN  DE  Lfl  BARCA  ITALIANA  "DOMITILA" 

1866 

Consulado  de  Italia  en  el  PerxL 


Lima,  Febrero  5  de  1866. 


Excmo.  Señor: 


En  la  noche  del  25  al  26  del  mes  último,  estando  fondeada  en 
el  puerto  de  Cobija,  en  Bolivia,  la  barca  tDomitila«,  con  bande- 
ra italiana  y  de  la  propiedad  del  real  subdito  Enrique  Guino- 
ccbio,  fué  asaltada  por  una  turba  de  malhechores,  quienes,  sor- 
prendiendo al  Capitán,  tripulación  y  á  varios  pasajeros  que  estar 
ban  durmiendo,  después  de  capturarlos,  se  apoderaron  del  buque, 
y,  levando  el  ancla,  se  hicieron  á  la  vela  con  rumbo  al  norte. 

Las  autoridades  de  Bolivia,  cuando  conocieron  la  piratería,  los 
hicieron  perseguir  con  embarcaciones  armadas,  pero  inútilmente. 

Ahora  se  me  ha  informado  que  dicho  buque  estuvo  en  Arica, 
donde  pudo  vender  dos  embarcaciones  y  parte  del  cargamento, 
y  de  allí  salió,  el  mismo  día  que  el  vapor  «Pacífico»,  llegado  ayer 
al  Callao,  sin  despacho,  y  con  una  simple  orden  del  Capitán  de 
aquel  puerto  para  que  viniese  al  Callao. 

Si  esto  es  cierto,  es  mi  deber  hacer  las  más  amplias  reservas 
respecto  de  la  conducta  de  aquel  señor  Capitán  de  puerto,  el  cual* 
debió  ciertamente  retener  en  secuestro  aquel  buque  y  las  perso- 
nas "que  lo  tripulaban,  por  no  tener  despaclio  regular. 

Entre  tanto,  debo  dirigirme  á  la  conocida  bondad  de  V.  E.,  4 
fin  de  que  se  digne  recabar  las  instrucciones  oportunas  del  Su- 
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premo  Gobierno,  para  que  las  fuereas  navales  del  Perú,  al  hallar 
en  el  mar  la  dicha  barca,  la  capturen  con  todas  las  personas  que 
halla  á  bordo;  y  que  se  den  órdenes,  tanto  al  Capitán  del  puerto 
del  Callao,  como  á  las  autoridades  de  otros  puertos  de  la  costa, 
para  que  embarguen  al  dicho  buque,  cuando  recale  allí,  y  que- 
den las  personas  bajo  custodia  segura. 

Yo  no  dudo  del  apoyo  que  he  de  hallar  en  el  Gobierno  del  Pe- 
rú para  la  represión  de  un  acto  de  semejante  naturaleza,  tanto 
mas  cuanto  que  se  teme  por  la  vida  de  la  tripulación  y  de  los 
pasajeros  hechos  prisioneros;  y  me  tomo  la  libertad  de  recomen- 
dar esta  instancia  á  la  solicitud  de  V.  E.,  porque  no  es  improba- 
ble que  la  «Domitila»,  quizas  con  nombre  supuesto,  llegue  de  un 
momento  á  otro  al  Callao. 

Anticipando,  entre  tanto,  mi  agradecimiento,  tengo  el  honor  de 
ser  de  Vy  E.,  con  profundo  respeto,  afectísimo  servidor. 

P.  Castelli. 

A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Estado   dé   Relaciones  Exteriores 
del  Perú. — Lima. 


Legación  de  Bolivia 


Lima,  7  de  Febrero  de  1866. 


Por  informes  particulares  tengo  noticia,  que  la  barca  «Do 
mitila»,  de  bandera  italiana,  al  ancla  en  la  bahía  de  Cobija,  fué 
asaltada  por  una  partida  armada  de  ciudadanos  de  Chile,  el  24 
de  Enero  por  la  noche,  y  conducida  á  las  aguas  del  Perú.  Ase- 
gúrase, también  que,  de  la  rada  de  Arica,  adonde  se  encontraba, 
debía  zarpar  con  rumbo  al  Callao  el  primero  de  los  corrientes. 

Lo  expuesto  basta  para  manifestar  á  V.  E.  que  el  territorio  de 
Bolivia  ha  sido  violado  en  las  aguas  de  Cobija,  por  un  acto  de 
ilegítima  agresión,  según  el  Derecho  de  Gentes,  y  las  prácticas 
de  las  naciones  civilizadas. 

El  buque  así  capturado,  por  la  mencionada  partida',  está  bajo 
la  jurisdicción  del  Perú  y,  sea  que  continúe  en  Arica  6  que  ven- 
ga al  Callao  6  á  otro  puerto  de  la  República,   sus  aprehensores 
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deben  ser  considerados  siir título  legal,  y  por  tanto  obligados  á 
devolverlo  á  su  legítimo  dueño. 


Aseguro  á  V.  E.  de  la  perfecta  consideración  con  que  soy  de 
V.  E.,  muy  atento  servidor. 

J.  de  la  Cruz  Benavente, 

A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores  del  Perú. 


Legación  de  Chik, 

Lima^  Febrero  10  de  1866. 

El  arribo  al  Callao  de  la  barca  española  «Salvador  Vidal,  y, 
los  fi  I  mores  que  corrían  sobre  cierto  suceso  acaecido  en  Cobija, 
con  relación  á  ese  buque,  en  la  noche  del  25  al  26  del  próximo 
pasado,  en  el  cuaj  habían  tenido  parte  nacionales  chilenos,  me 
indujeron  á  procuradme  datos  sobre  el  hecho,  con  el  fin  de  tras- 
mitirlos á  mi  Gobierno,  para  qu^  él  resolviese  acerca  de  la  legi- 
timidad ó  ilegitimidad  del  acto  de  nuestros  nacionales.  De  las 
informaciones  privadas  que  he  recogido,  resulta  que  el  expresa- 
do buque  había  ido  á  Cobija  con  el  objeto  de  tomar  víveres  y 
carbón  para  nuestros  enemigos,  como  ya  antes  lo  había  hecho, 
y  como  igualmente  lo  han  estado  practicando,  desde  el  princi- 
pio do  la  guerra,  otros  barcos  de  la  misma  nacionalidad,  ya  mer- 
cantes, ya  de  guerra,  y  algunos  con  banderas  neutrales.  Estos 
casos  repetidos,  que  acreditaban,  hasta  cierto  punto,  la  protec- 
ción que  las  autoridades  de  Cobija  prestaban  á  los  enemigos  de 
'la  América,  aobreexitaron  el  ánimo  de  los  chilenos,  residentes 
en  ese  puerto,  y  los  dispusieron  á  proteger  allí  como  pudiesen  los 
intereses  de  su  patria.  La  «Salvador  Vidal»  se  presentó  con 
nombre  cambiado,  llamándose  «Domitila»,  y  con  una  bandera 
que  no  le  correspondía  de  derecho,  la  del  Reyno  de  Italia. 
Cuando  principió  á  tomar  carbón,  algunos  chilenos  ocurrieron 
oficiosamente  al  Prefecto  de  Cobija  con  el  fin  de  pedirle  que  im- 
pidiese la  consumación  de  ese  acto  de  hostilidad;  pero  como  ese 
fiíncionario  no  tomase  medidas  activas,  el  que  hacía  cabeza  en- 
tre ellos  se  entendió  con  el  jefe  militar  del  mismo  puerto,  quien 
le  proporcionó  armas,  para  que  con  ellas  pudiese  obrar  como  lo 
encontrase  por  conveniente.  Se  formó  una  partida  de  once  che 
leños,  quienes,  en  la  noche  referida,  abordaron  el  buque,  somi- 
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tieroii  su  tripulación,  buscaron  los  papelea  de  navegacióu  y  no 
los  encontraron,  y  cerciorándose  de  que  era  propiedad  enemiga, 
se  dieron  al  man  Debo  prevenir  á  V.  E.  que  el  buque  llegó  á 
Cobija,  montado  sólo  por  tres  marineros  chilenos,  do  los  que  los. 
españoles  habían  tomado  ei>  C'aMera,  y  así  permaneció  hasta 
que  un  Sérdio," agento  de  nuestros  enemigos  en  el  Cáillao,  man- 
dó 12  6  14  marineros  esi)añoles  y  un  capitán,  también  español, 
llamado  Bastarrachea. 

Cuando  el  buque  estuvo  á  la  altura  del  río  «Loa»,  en  frente  del 
pueblo  Pabellón  de  Pica,  se  acercó  á  la,  costa  y  desembarcó  á  los 
tripulantes  apresados,  con  sus  equipajes,  dinero  y  cuanto  les  per- 
tenecía.    En  seguida  se  dirigió  á  Arica. 

Estos  son  los  hechos  que  privadamente  he  podido  saber.  De 
ellos  se  desprende  que,  tanto  por  la  fecha  en  que  la  «Salvadora 
Vidal*  tomó  fraudulentamente  bandem  italiana,  cuanto  por  no 
llevar  papeles  que  acreditasen  este  cambio  de  nacionalidad  y  no 
tener  en  su  tripulación  ningún  individuo  italiano,  no  puede  ser 
considerada  como  protegida  por  el  pabellón  delKeino  dé  Italia. 
Se  desprende  también  que,  ya  sea  por  estar  ocupada  esa  nave  de 
ejecutar  en  Cobija  un  acto  liostil,  ya  por  la  protección  que  la 
autoridad  militar  de  ese  puerto  prestó  á  la  Qjnptesa  de  los  na- 
cionales chilenos,  no  puede  promoverse,  de  parte  de  Bolivia,  que- 
ja alguna  á  consecuencia  del  hecho  do  que  me  ocupo. 

Sírvase  V.  E.  tomar  nota  de  que  las  infonnaciones  que  he  re- 
cogido, son  {)rivadas  y  que  ellas  no  prestan  mérito  para  forinar 
un  juicio  definitivo.  Tenga  también  presente  que  las  aprcí-ia- 
ciónos  que,  en  vitfta  de  ellas,  vengo  haciendo,  son  enteramente 
mías  y  que,  en  todo  caso,  las  subordino  á  las  instrucciones  que 
mi  (iobierno  me  imparta.  A  este  eftcto  le  tengo  comunicado  lo 
sucedido,  con  los  detalles  que  he  podido  adquirir,  y  oportuna- 
mente le  trasmitiré  los  datos  más  auténticos  que  recoja. 

Mientras  tanto,  se  me  ha  dicho  que  el  (íobierno  de  V.  E.  ha* 
puesto  en  secucf^tro  la  embarcación,  á  solicitud  del  representante 
de  Bolivia  ó  del  de  igual  clase  de  Italia;  y  yo,  por  mi  parte,  sin 
hacer  ohjecién  a  esa  medida  meranjcnte  precautoria,  me  atrevo 
á  rei)resentar  á  V.  E.  que  el  Porú  oebe  á  los  nacionales  de  mi 
país  la  protección  que  tan  bondadosamente  dispensa  á  todos  los 
de  naciones  amigas,  y  que,  en  este  concei)to,  espero  que  atenderá, 
de  la  manera  más  eficaz,  á  la  segurida'i  de  las  personas  de  los 
chilenos,  llegados  en  la  «Salvador  Vidal.»  Aun  en  el  supuesto 
de  que  el  acto  de  ellos  hubiese  sido  ilegítimo,  ese  acto  escaparía 
á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  de  esta  República,  y  el  Go- 
bierno de  V.  E.  no  podría  ver  en  esas  personas  más  que  indivi- 
duos de  una  nación  amiga,  transeúntes  ó  residentes  en  el  Perú. 
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CJon  e«te  motivo  me  complazco  en  reiterar  á  V-  E.  la  sincera 
expresión  de  mi  respeto  y  distinguido  aprecio. 

M,  Martínez. 
A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores. 


Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

Llmay  Fcbrno  1/^  de  1801). 

Excmo.  Señor  Ministro: 

En  con«unancia*^<:»Il  lo  qut-  tuve  el  honor  «ie  exponer  ayer  ver- 
líiilinerrte  a  V.  E.,  coa  relíición  á  l;i  In^iva  italiana  «Dnmitila^, 
{.ropic-»!¿  (1  del  real  súbdiio  Küii-^ue  Gin(  rciiii.',  y  á  la  >t'.:uníla 
(le  LiS  demandas  lieelia.s  en  a'.S'  siria  mía,  o»ri  iVeha  5  del  í orrien- 
te,  i'Or  el  real  Coijsu!  seiK»r  C'a.-t.ili,  Vv-to  c?.  s*anei»  r  á  eiuhargo  á 
su  llega  la  al  piier'r»  á  la  nieni-i'»nada  l>area,  p  brju  St(/f>ra  y  ri- 
gu'^Of^o  ui'^i'>dia  á  hi,-^  pni^oitoji  .'jIk  .-e  t  ncii«'i:trtn  tii  ella,  lH)y  ven- 
^o  í\  solicitar  ¡a  inmediata  enlI<^::•  al  i«;  1  t  ondulado  de  la  men- 
ción! nd  a  barca. 

Sin  entrar  en  cue.-iionts  uiteriore?,  me  eompIazcD  en  '^«pernr 
o^^t^  \ .  E.  admitirá  desde  lue^:"  e^ta  sdieitnd  (ine,  cr.alíjr.i^M-a  fjue 
sea  el  aspecto  bajo  el  cual  ípiie-a  t-nnsiderats^  e!  ia^vlio  e<»mend() 
en  (  ebija,  no  piude  nulio-  (¡i.e  halL•l¡^e  ju>ta. 

Ivrfii  iéiiíluiiíe  aiií)ia  á  htS  jm  ixuia.'^  «j'ü'  m^  tiiiiuiiln.n  á  bordo 
de  la  «Dumitila»,  después  de  haberse  í\p(  dorad.)  vio!«'ntamente  de 
►  ^la,  no  t(*ngo  necc.'-idhd  de  v:  b,^.  rvar  á  \\  E  «juc  ¡i^al  podrían  ser 
puesta?  en  libertad,  tanto  mas  euiuilo  c¡ue  no  se  sabe  la  suerte 
qne*lia  cabido  á  los  que  componían  la  tiipulacióu,  de  lut  <]Ue  no 
se  tiene  noticia  desjaies  del  alentado  <ometjdo. 

r<»r  lo  demá*,  no  jaiedo  nienos  que  dic'arar  á  V.  E.  (pie  el  he- 
cho en  cuestión /ué  caiifirado  de  piíat^^ría  por  hs  autoridades  de 
Cobija  que  se  pusieron  á  jierseguir  la  «Doniitila»,  y  que  semejan- 
te calificación  es  la  única  que  puede  mantenerse  ante  las  leyes 
internacionales,  según  los  autorizadas  opiniones  de  Binkershoeh, 
Heffier,  Ortolan  y  otros,  y  que  las  leyes  de  la  marina  italiana 
(Código  marítimo,  1865,  artículo  331)  lo  consideran  como  acto  de 
piratería:  ni  me  es  por  consiguiente  lícito  considerar  de  otro  rao- 
do  tan  criminal  atentado  basta  tanto  que  sus  autores  no  hayan 
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rendido  cuenta  de  la  razón  de  sus  hechos  y  de  la  vida  de  la  tri- 
pulación de  la  «Domitíla». 

Me  linsojeo  que  V.  E.  condescenderá  á  mi  solicitud,  tanto  para 
la  pronta  entrega  al  regio  Cónsul  de  la  barca  «Domitila»,  cuanto 
para  la  detención  y  arresto  de  las  personas  que  llegaron  á  su  bor- 
do de  Cobija  al  Callao,  basta  que  sean  esclarecidos  y  dilucidados 
los  hechos,  y  quede  determinado  á  qué  Tribunal  deban  ser  so- 
metidos. 

Mientras  tanto,  es  de  mi  deber,  por  lo  que  se  desprende  de  la 
calificación  de  este  delito  y  por  el  insulto  hecho  á  la  bandera  ita- 
liana, por  malhechores  que  de  cualquier  lugar  que  hayan  salido 
se  encuentran  ahora  en  el  Perú,  hacer  las  más  amplias  reservas, 
y  tengo  el  honor  de  asegurar  á  V.  E.  qtie  estoy  plenamente  con- 
vencido de  que  un  país  como  el  Perú,  por  quien  la  Italia  tiene 
tan  vivas  simpatías,  nunca  permitirá,  ni  dejará  impune  un  hecho 
de  la  naturaleza  del  que  se  trata. 

Acepte,  Exorno,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  más  dis- 
tinguida y  alta  consideración. 

Migliorati, 

A.  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Ministro   de  Relaciones 
Exteriores  del  Perú. 

Lima. 


PROTOCOLO 

DE  UNA  CONPKRENCIA  TENIDA    EN  LA  SECRETARÍA  DI  RELAOIONfiS 
EXTERIORES  DEL  PERÚ,  EL  IG  DE  FEBRERO  DE  1866. 

Reunidos,  el  señor  <Jou  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Rela- 
ciones Exteriores  del  Perú,  el  señor  don  Juan  de  la  Cruz  Bena- 
vente,  Ministro  Plenipotenciario  de  Bolivia,  el  sepor  Marqués  de 
Migliorati,  Ministro  Residente  de  S.  M  el  Rey  de  Italia  y  el  señor 
don  Marcial  Martínez,  Encargado  de  Negocios  de  Chile:  expaso 
e)  señor  Pacheco,  que,  habiendo  recibido,  sucesivamente,  recia»- 
muciones  de  los  tres  mencionados  representantes,  respecto  de  la 
barca  «Domitila»,  había  creido  conveniente  reunirlos  con  el  ob- 
jeto de  llegar  á  un  resultado  que  condliase  todos  los  derechos 
oompiometidos  en  la  cuestión,  de  un  modo  amigable  y  satisfac- 
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Con  e«te  motivo  me  complazco  en  reiterar  á  V-  E.  la  sincera 
expresión  de  mi  respeto  y  distinguido  aprecio. 

M,  Mariintt. 
A  S.  E.  el  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores. 


Legacifm  de  Italia  en  el  Perú. 

Línta,  Fcbí^ero  ir>  de  1800. 
Excmo.  Señor  Ministro: 

I'.'n  cünsoílanci:l*^(){l  lo  que  tuve  el  honor  Ae  exponer  ayer  ver- 
balnierrte  á  V.  E.,  con  relacióji  á  la  haiva  italiana  «Ocmitila», 
propic^li-d  del  real  subdito  Eniique  Gin( celiio,  y  fi  la  >i-;^nnda 
de  las  demandas  lieelias  en  aiis»iieia  mía,  e<»n  íeeha  3,del  corrien- 
te, por  el  real  Cónsul  seíVor  C'a.-l.iü,  l^to  i-^.  .Minien  r  á  ea)))argo  á 
su  llégala  al  p«iertr»  á  la  n'ení-ií»nada  barca,  //  hrjo  stf^nra  y  ri- 
guroso ai^fddia  a  l(ii<  jfn'íyonüs  íjíit  .-e  *ncUí-iilrtn  cii  illa,  lK:>y  veu- 
]go  á  solicitar  la  inmediata  entu;::'  al  m  1  (  onsulad*)  de  la  men- 
cioíiada  barca. 

Sin  entrar  en  ^ueMiom.  uiteriorei^^^^v  ^^^  ^^  ^^^^^  ^^^^  ^^^ 

'^¿\?tJ^  pa|i£l^íl^^Jitf líanos',  como  consta  en  el  Real  Coneirlado;  que, 
ante  todo,  por  esta  raz^n,  y,  además,  por  haber  sido  tomado  en 
territorio  boliviano,  la  captura  era  perfectamente  ilegal,  y  que 
reclamaba  la  inmediata  devolución  de  la  «Domitila.» 

El  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  manifestó,  que,  se- 
'gún  los  datos  que  se  le  habían  suministrado,  los  papeles  que  ga- 
rantizaban la  autenticidad  de  la  bandera  no  estaban  en  debida 
forma;  que  aquel  buque  había  sido  ya  visto  como  sospechoso  du- 
rante la  guerra  de  Chile  y  España,  y  que  el  cambio  de. su  pabe- 
llón parecía  no  haberse  verificado  en  regla.  Por  estas  razones, 
creía  que  era  preciso  examinar  la  cuestión  detenidamente,  con- 
forme al  Dere Ao  internacional,  ó,  por  lo  menos,  aguardar  á  que 
el  Gobierno  Chileno  contestase  lo  conveniente,  á  lo  cual  no  du- 
daba que  se  prestase  el  señor  Ministro  de  Italia,  cuya  buena  vo- 
luntad por  Chile  era  conocida. 

El  señor  Ministro  de  Solivia  manifestó,  que  cualesquiera  que 
fuesen  las  cuestiones  que  pudieran  suscitarse  sobre  la  bandera 
del  buque,  era  evidente  que  éste  había  sido  capturado  en  el  puer- 
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to  Bolivia,  lo  cual  bastaba  para  probar  que  la  captura  había  si- 
do ilegal,  j  que  creía  que  el  único  modo  de  resolver  la  cuestión 
era  devolver  el  buque  á  su  dueño,  poniéndolo  á  disposición  del 
señor  Ministro  de  Italia. 

El  señoi  Martínez  dijo:  q;;e,  si,  como  se  aseguraba,  las  autori- 
dades de  Cobija  habían  consentido  en  la  captura,  y  aun  presta- 
do auxilio  para  verificarla,  ella  no  podía  ser  ilegal. 

El  señor  Marqués  de  Migliorati  contestó  que  el  buque  era 
italiano;  que,  como  tal,  estaba  inscrito  en  el  Consulado,  en  don- 
do  existían  ]o^  papeles  respectivos;  que,  en  todo  caso,  debía  ha- 
berse resjetatlo  la  bandera;  que  los  ciudadanos  chilenos  que  lo 
liabían  tomado  habían  cometido  un  acto  de  piratería  y,  bajo  to- 
dos aspectos,  ilegal,  y  que,  jor  consiguiente,  el  no  i>odía  consen- 
tir eu  que,  por  ningún  motivo,  se  aplazase  la  devolución  de  la 
«Domitila»,  y  que  pe<líu  so  vuriíicase  inmediatamente. 

El  señor  Martínez  dijo:  que  lo?  captores  no  merecían  la  califi- 
cación de  ])i)aia.s,  porque,  ni  habían  capturado  el  buque  para 
apropiárselo,  ni  tenían  los  elementos  marítimos  que  podían  dar- 
les aquella  tlenominfKción. 

El  señor  Marques  do  Migliorati  replicó  que  aunque  los  cap- 
tores no  faenen  {)ir<it>s  de  profesión,  no  por  eso  el  hecho  dejaba 
de  ser  un  acto  de  piratería. 

El  señor  Benavente,  opinando  por  la  ilegalidad  de  la  captura, 
agregó,  que  lejos  do  q\u-  hubiera  constancia  de  que  las  autorida- 
des de  Cobija  hubiesen  auxiliado  á  los  ciudadados  chilenos  que 
capturaron  á  la  «Domitila»,  la  prensa  había  rjvclndo  !o  contra 
rio,  y  que  se  aseguraba  que  unas  lanchas  armailas  habían  salido 
de  su  orJen  en  persecución  del  mencionado  buque.  Que  él  no 
podía  tener  sobre  estos  hechos  noticias  oíiciale^^,  porque,  era  sa- 
bido, que  Cobija  estaba  bajo  la  presión  de  autoridades  revolu- 
cionarias. 

El  señor  Marqués  do  Migliorati  observó  que  el  Real  Consula- 
do tenía  sobre  estos  hechos  noticia  ofieinl,  por  un  parte  del  se- 
ñor Prefecto  de  Cobija,  en  el  que  se  caliíica  de  piratería  el  refe- 
rido apresamiento  de  la  «Domitila»  y  se  asegura  que  las  autori- 
dades de  aquel  puerto  aun  la  habían  seguido  con  lanchas  ar- 
madas. 

El  señor  Marti nez,  en  vista  de  las  observaciones  anteriores,  y 
para  dar  una  prueba  de  la  amistad  que  ligaba  á  él  y  ásu  Gobier- 
no con  los  Gobiernos  de  Italia  y  de  Bolivia,  convino  en  que  se 
entregase  inmediatamente  la  «Domitila»  al  señor  Marqués  de  Mi- 
gliorati, con  la  reserva  natural  de  dar  cuenta  á  su  Gobierno,  de 
quien  aguardaba  instrucciones  sobre  el  particular. 
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El  señor  Marqués  de  Migliorati  aceptó  la  entrega  del  buque, 
pero  siD  admitir  reserva  alguna.  .^ 

El  señor  Secretario  de  Relaciones  Exteriores,  en  virtud  del 
acuerdo  de  los  tres  señores  Representantes,  dio  por  terminada 
la  conferencia,  manifestando  que  se  darían  las  ordenes  respecti- 
vas para  que  se  verificase  la  entrega  do  la  «Doraitila»  al  señor 
Ministro  de  Italia.  Con  lo  cual  concluyó  la  a>nferencia,  que- 
dando acordada  la  redacción  del  presente  protocolo  en  cuatro 
ejemplares,  que  los  cuatro  infrascritos  Ministros  firmaron  y  sella- 
ron con  sus  respectivas  sellos. 

T,  Pacheco  J.  de  la  Cruz  Benavente. 

(L.  S.)  (L.  S.)      ^ 

c 

Migliorati.  M.  Martinez. 

(L.  S.)  (L.  S.) 


Febrero  17  de  J866. 

A  consecuencia  del  acuerdo  que  resultó  de  la  conferencia  teni- 
da ayer  en  esta  Secretaría  con  V.  E.  y  con  los  señores  Represen- 
tantes de  BoMvia  y  de  Cbü©?  he  escrito  á  mi  colega  el  señor  Se- 
cretario de  Guerra  y  Marina,  para  que  dicte  las  órdenes  necesa- 
rias á  fin  de  que  la  «Doraitila*  sea  puesta  inmediatamente  á  dis- 
posición de  V.  E.  ó  de  ese  Real  Consulado. 

Siéndome  muy  grato  que  el  incidente  relativo  al  mencionado 
buque  haya  terminado  definitivamente  para  el  Gobierno  del  Pe- 
rú, tengo  el  honor  de  ofrecer  á  V.  E.  las  seguridades  de  mi  más 
distinguida  consideración. 

T  Pacheco. 

A  S.  E.  el  señor  Marqués  de  Migliorati,   Ministro   Residente  de 
S.  M.  el  Rey  de  Italia. 
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Real  Legación  ^  Italia  en  el  Perú, 

Linuí,  19  de  Febrero  de  1866. 
Excmo.  Señor  Ministro: 

He  tenido  el  honqr  de  recibir  la  nota  de  17  de  corriente,  en 
la  cual  V.  E.  me  anuncia  que  ha  escrito  al  Honorable  Señor  su 
colega  de  Guerra  y  Marina,  á  fin  de  que*dé  las  órdenes  necesa- 
rias para  que  la  «Domitila»  sea  puesta  inmediatamente  á  mi 
disposición. 

Al  dar  gracias  por  esto  á  V.  E.  le  participo  que  he  dado  ins- 
trucciones ai  Real  Cónsul,  para  que  tome  las  oportunas  medi- 
das con  el  señor  Comandante  de  Marina  del  puerto  del  Callao, 
para  que,  al  recibir  la  consigna  de  dicho  buque,  formule  un  cui- 
dadoso inventario,  con  el  objeto  de  que  se  puedan  verificar  los 
objetos  que  faltan  de  á  bordo  para  los  fines  que  sean  de  razón. 

Establecido  así  el  acuerdo  f-obro  un  punto  de  la  cuestión,  la 
consignación  del  buque,  queda  el  otro  punto  que  igualmente 
era  materia,  así  de  la  instancia  del  Real  Cónsul,  como  de  mi 
nota  de  15  del  corriente,  esto  es:  el  arrestó  de  las  personas  que 
se  apoderaron  violentamente  del  dicho  buque,  contra  las  cuales 
existe  la  gravísima  res|K)nsabilidad  de  la  rida  do  los  tripulantes 
y  de  los  pasajeros  que  estaban  á  bordo  en  el  puerto  de  Cobija, 
de  los  que  no  se  tiene  la  menor  noticia  y  por  cuya  existencia 
tengo  razo::es  de  temer. 

No  puedo,  por  consiguiente,  considerar,  como  lo  quería  V.  R, 
definitivamente  terminado  este  incidente,  r  debo  insistir  cerca 
de  V.  E-,  á  fin  de  que  el  Gobienio  del  Perú  haga  eutera  razón 
al  contenido  de  mi  }»recitada  nota  de  lo  del  corriente.  (1) 

Sírvase  aceptar,  Exemo.  Señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi 
alta  consideración. 

Migliorati, 

A  S.  E.  Dr.  D.  Toribio   Pacheco,   Ministro  do   Relaciones  Exte- 
riores  &.  &,  éc. 


(1)  Página  945. 
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Lima,  Febrero  21  de  1866, 


Al  acusarme  V.  E.  recibo  de  mi  nota  de  17  del  corriente,  en 
que  le  participaba  que  se  habían  dado  por  la  Secretaría  de  Ma- 
rina las  órdenes  convenientes  para  que  la  barca  tDomitila»  fue- 
se puesta  á  disposición  de  V.  E.,  en  virtud  del  acuerdo  celebra- 
do en  la  conferencia  del  16;  se  sirve  V.  E.  participarme  que, 
allanado  uno  de  los  puntos  de  la  cuestión  promovida,  primero 
por  el  Real  Cónsul,  y  después  por  V.  E.,  queda  aun  por  resolver 
el  segundo  punto,  relativo  á  la  aprehensión  de  los  individuos 
que  se  habían  apoderado  del  buque,  quienes  son  también  res- 
ponsables de  la  existencia  de  la  tripulación  y  pasajeros  que  so 
hallaban  abordo.  V.  E.  agrega  que,  por  esta  razón,  no  puede 
considerar,  según  lo  había  indicado  yo  en  mi  citada  nota,  como 
definitivamente  terminado  este  incidente,  y  cree  V.  E.  que  es  de 
su  deber  insistir  en  que  el  Gobierno  peruano  proceda  conforme 
á  las  indicaciones  hechas  por  V.  E. 

En  las  conferencias  verbales  que  he  tenido  con  V.  E.  le  he 
manifestado  que,  animado  él  Gobierno  peruano  de  los  más  cor- 
diales sentimientos  hacia  el  Gobierno  de  Italia  y  su  digno  Re- 
presentante en  Lima,  no  vacilaría  en  dar  á  arabos  cuantas  prue- 
bas de  deferencia  estuviesen  á  su  alcance.  Por  eso  es  que  ha 
procurado  zanjar  la  cuestión  de  la  wDomitila»  de  una  manera 
amistosa  é  igualmente  satisfactoria  para  todas  las  partes  intere- 
sadas. Y  cuando  V.  E.  renovó  la  inshiuación  para  que  se  apre- 
hendiera á  los  que,  en  el  puerto  de  Cobija,  se  habían  apoderado 
de  ese  buque,  no  pude  menos  que  expresar  cuan  sensible  le  era 
al  Gobierno  peruano  verse  en  la  precisión  de  no  aduíitir  la  de- 
manda de  V.  E. 

No  es  de  la  incumbencia  del  Gobierno  peruano  calificar  el  he- 
cho ocurrido  en  Cobija  en  la  noche  del  24  de  Enero  último:  bás- 
tale saber  que  fué  ejecutado  en  territorio  extranjero,  para  que 
esta  sola  circunstancia  le  impida  proceder  contra  sus  autores. 
'Ni  la  potestad  del  Gobierno,  ni  la  iurisdiccióu  de  los  Tribunales 
peruanos  pueden  extenderse  rnás  allá  de  los  límites  territoriales 
de  la  Nación,  y  todo  acto  practicado  fuera  de  esos  límites  escapa 
completamente  fi  la  acción  de  las  leyes  y  de  las  autoridades  del 
Perú.  Tales  son  los  principios  del  Derecho  común,  que  el  Perú 
ha  aceptado  siempre,  como  los  han  aceptado  las  demás  Naciones. 
Y  V.  É.  sabe  perfectamente  que  esos  principios  no  tiehen  mas 
excepción  que  la  relativa  á  delitos  cometidos  contra  la  seguridad 
6  loe  derechos  del  Estado,  considerado  como  tal;  pero,  en  esteca- 
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so,  el  derecho  de  persegiílr  corresponde  exclusivamente  á  las  au- 
toridades del  Estado  ofendido. 

Para  juzgar  todo  otro  delito  solo  son  competentes  los  Tribuna- 
les de  la  Nación  en  cuyo  territorio,  ha  sido  cometido.  En  el  ca- 
so presente,  los  Tribunales  competentes  serían  los  de  Solivia, 
puesto  que  el  Perú,  como  Estado,  no  ha  sufrido,  á  consecuencia 
del  hecho,  ningún  ataque  contra  su  seguridad  ó  sus  derechos.  A 
haber  experimentado  alguno,  las  autoridades  peruanas  se  habrían 
apresurado  á  tomar  la  iniciativa  en  el  procedimiento. 

Como  el  hecho  ocurrido  en  Cobija  no  tiene  el  carácter  especial 
que  se  requiere  para  que  se  halle  comprendido  en  la  excepción, 
cualquier  procedimiento  en  el  Perú  contra  los  autores  de  él,  sería 
naturalmente  considerado  como  una  verdadera  usurpación  de  la 
jurisdicción  boliviana. 

Las  razones  que  acabo  de  exponer  son,  en  mi  concepto,  tan  ob- 
vias y  perentorias,  que  no  creo  necesario  extenderme  mas  sobre 
ellas,  pues  de  hacerlo,  temería  ofender  la  alta  ilustración  de  V. 
E.,  y  no  dudo  un  momento  que  V.  E.  reconocerá,  desde  luego, 
la  justicia  que  asiste  al  Gobierno  peruano  para  no  deferir,  con 
gran  pesar  de  su  parte,  á  los  deseos  de  V.  E. 

Dejando  así  contestado  el  estimable  oficio  de  V.  E  ,  fecha  19 
del  corriente,  me  es  grato  renovarle  las  seguridades  de  mi  mas 
distinguida  consideración. 

T.  Pachtco. 

Excmo.  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 


PROTOCOLO 

DE  UNA  CONFBRBNCIA  TENIDA  EN  LA  SECRETARÍA  DE     RELAaOKM 
EXTERIORES  DEL  PERÚ  EL  26  DK  FEBRERO  DE  1866. 

Reunido?,  el  señor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Relacio- 
nes Exteriores  del  Perú,  el  señor  don  Juan  de  la  Cruz  Benaven- 
te,  Ministro  Plenipotenciario  de  Solivia,  el  señor  Marqués  de 
Migliorati,  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia,  y  el  se- 
ñor doa*Marcial  Martínez,  Encargado  de  Negocios  de  Chile;  ex- 
puso el  señor  Pacheco  que,  4  consecuencia  del  acuerdo  tenido 
por  los  señores  que  se  hallaban  presentes,  en  la  conferencia  del 


—  953  — 

día  16,  había  escrito  al  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina,  á 
ñu  de  que  entregase  al  señor  Ministro  de  Italia  la  barca  «Doini- 
tila»,  lo  que  yá  había  tenido  lugar.  En  seguida  leyó  la  nota, 
cu  la  que,  participando  ese  hecho  al  señor  Ministro  de  Italia,  le 
manifestaba  lo  grato  que  le  era  ver  el  incidente  definitivamente 
concluido  para  el  Gobierno  del  Perú,  la  contestación  del  señor 
Migliorati,  en  la  cual,  acusándole  lecibo,  se  manifestaba  no  ha- 
llarse el  asunto  definitivamente  concluido,  por  cuanto  no  se  ha- 
bía ocupado  la  Secretaría  de  Relaciones  Exteriores  de  la  otra 
petición  que  contenían  las  notas  de  la  Legación  y  del  Real  Con- 
sulado, relativa  al  arresto  de  los  chilenos  que  habían  verificado 
la  captura.  Leyó  también  el  señor  Pachecho  su  contestación, 
en  la  que  se  manifestaba  la  incompetencia  de  las  autoridades 
del  Perú  para  juzgar  un  hecho,  que,  por  haberse  verificado  en 
aguas  de  Cobija,  caía  exclusivamente  bajo  la  jurisdicción  I^li- 
Yiana.  El  señor  Secretario  concluyó  diciendo:  que,  á  consecuen- 
cia de  estas  notas,  el  señor  Migliorati  lo  había  buscado  y  reno- 
vado verbal mentfe  sus  instancias;  que  el  señor  Secretario  había 
reproducido  las  razones  expuestas  en  su  nota,  y  que  entonces  el 
señor  Migliorati,  le  había  manifestado  el  deseo  de  que  se  celebra- 
ra una  nueva  conferencia  con  los  mismos  señores  que  tomaron 
parte  en  la  del  16,  y  el  señor  Secretario,  defiriendo  á  los  deseos 
del  señor  Marqués,  había  en  efecto  citado  á  los  señores  que  se 
hallaban  presentes.  Al  terminar,  el  señor  Sectetario  expuso: 
oue  debía  declarar,  que  el  Gobierno  del  Perú  no  podía  seguir 
qtros  principios  que  los  consignados  en  su  última  nota. 

El  señor  Ministro  de  Italia,  expuso:  que  no  solo  había  el  he- 
cho criminal  de  haberse  asaltado  un  buque  italiano  en  aguas  de 
de  Bolivia,  sino  otro  muy  grave,  el  de  la  desaparición  de  la  tri- 
pulación del  buque,  de  cuya  vida  eran  responsables  los  captores: 
que  la  toma  del  buque  se  había  verificado  en  Cobija:  pero  que, 
según  algunos  datos  que  tenía  recibidos,  se  había  embarcado  en 
su  chalupa  á  la  gente  del  buque  á  distancia  de  nueve  millas  de 
la  co6ta,4bientras  que  según  otros  datos,  en  la  «Domitila»'  se  ha- 
bía hallado  trozos  de  aquella  misma  chalupa;  que  eñ  todo  esto 
parecía  haber  contradicción;  pero  que,  de  todos  modos,  había  ve- 
íiementes  sospechas  de  que  se  hubiera  verificado  un  crimen,  no 
ya  en  aguas  de  Cobija,  sino  en  alta  mar;  y  que  el  Gobierno  del 
Perú,  aunque  no  fuese  mas  que  por  deber  de  humanidad,  no  de- 
bía permanecer  indiferente,  sino  arrestar  &  las  personas  sobre  las 
que  recaía  la  presunción  de  haber  cometido  esos  delitos.  Al  mis- 
mo tiempo,  el  señor  Ministro  de  Italia  entregó  al  señ«r  Pacheco 
una  comunicación  que  le  dirigía  en  esta  fecha,  participándole 
que  la  «Domitila»  había  sido  incendiada  la  víspera:  que  este  era 
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un  delito  cometido  en  aguas  del  Callao  j  que  era  de  sospecharse 
había  sido  perpetrado  por  los  mismos  chilenos  que  habían  toma- 
do el  buque  en  Cobija  y  hecho  desaparecer  su  tripulación.  Todo 
esto,  agregó,  lo  obligaba  á  insistir  en  que  se  arrestase  á  los  men- 
.cionados  chilenos,  que  se  estaban  paseando  en  completa  libertad 
en  el  Callao. 

El  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  manifestó,  que  el  in- 
cidente respecto  de  la  captura  del  buque;  no  pudiendo  ser  juzga- 
da en  el  Perú,  debía  considerarse  como  definitivamente  termina- 
do con  la  entrega  de  la  (fDomitilai>,  que  ningún  dato  seguro  ha- 
bía sobre  la  tripulación;  que  si  ésta  había  desaparecido  en  Cobi- 
ja, y  aun  allí  se  había  cometido  un  crimen,  las  autoridades  de 
Bolivia  eran  las  únicas  competentes;  que  si  el  crimen  se  había 
cometido  en  alta  mar  y  en  un  buque  italiano,  las  autoridades  de 
Italia  serían  las  únicas  competentes  para  juzgar  el  hecho;  y  que 
si  los  captores,  aun  suponiéndolos  autores  de  un  crimen,  no  po- 
dían ser  habidos'por  las  únicas  autoridades  que  tenían  derecho 
para  juzgarlos,  no  resultaría  otra  cosa  sino  que  este  era  uno  de 
los  casos  en  los  cuales  un  delito  se  quedaba  impune,  por  ser  im- 
posible su  juzgamiento;  que  el  Gobierno  peruano  no  podía  arres- 
tar y  entregar  á  los  captores,  sino  sujetándose  á  los  principios  y 
reglas  de  la  extradición,  que  no  eran  aplicables  al  caso  actual, 
por  que,  según  el  tratado  vigente  entre  el  Perú  y  Bolivia,  era 
preciso  que  la  demanda  de  extradición  estuviese  acompañada  de 
la  sentencia  definitiva  pronunciada  en  última  instancia,  y  según 
el  tratado  del  Perú  con  Italia,  del  mandamiento  de  prisión  expe- 
dido después  del  sumario 

El  señor  Pacheco  dijo:  que  había  tres  cuestiones  diístintas,  la 
captura  del  buque,  la  desaparición  de  las  personas  que  se  encon- 
traban á  su  bordo,  y  el  incendio  verificado  en  el  Callao;  queeshe 
último  hecho  era  el  único  que  estaba  bajo  la  jurisdicción  perua- 
na y  que  él  era  independiente  do  los  demás;  que  se  haría  pronta 
y  extricta  justicia;  que  ya  se  había  arrestado  á  las  p^^onas  so-, 
bre  quienes  recaín  sospechas,  y  que  la  autoridad  judicial,  no  el 
Gobierno,  ei'a  quien  tenía  facultad  para  juzgar  de  la  culpabili- 
dad de  cualesquiera  otras  personas  y  para  aprisionarlas. 

El  señor  Benavente  dijo:  que  su  intervención  en  el  asunto  ha- 
bía cesado,  puesto  que  la  barca  liabía  sido  entregada  á  la  Lega- 
ción de  Italia;  que  el  juzgamiento  de  sus  captores  correspondía  á 
las  autoridades  bolivianas;  que  él  ignoraba  si  estaba  ya  iniciado 
el  juicio,  porque,  como  hizo  notar  en  otra  ocasión,  Cobija  estuvo 
en  la  época  de  la  captura,  bajo  la  presión  de  autoridades  revolu- 
cionarias. Sin  embargo,  que,  como  Representante  amigo,  y  por 
habérsele  citado  &  la  conferencia,  daría  su  opinión,  á  fin  de  lie- 
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gar  á  un  resaltado  que  concilie  todos  los  derechos  comprometí^ 
dos  en  las  diferentes  cuestiones  de  la  «Domitila».  Respecto  del 
incendio,  dijo:  que,  según  lo  que  había  expuesto  el  Honorable 
JSecretario  de  Relaciones  Exteriores,  el  hecho  sería  esclarecido  y 
juzgado,  á  fin  de  que  los  que  resultasen  culpables  recibiesen  el 
<x>ndigno  castigo;  que  quedaba  una  cuestión — ^la  de  la  desapari- 
ción del  capitán,  tripulación  y  pasajeros  de  la  barca  sobre  la  cual 
era,  ante  todo,  preciso  practicar  un  esclarecimiento,  é  indicó  que, 
como  ya  el  señor  Martínez  lo  había  propuesto,  se  tomase  en  el 
Consulado  chileno  una  declaración  sobre  aquellos  hechos,  á  los 
captor^  de  la  «Domitila». 

£1  señor  Martínez  convino  en  aquella  idea,  agregando  que  po- 
día presenciar  las  declaraciones  el  señor  Cónsul  General  de  Italia. 

El  señor  Marqués  de  Miglioiati  aceptó  lá  ijidicación  anterior, 
con  lo  que  terminó  la  conferencia,  que  se  convino  en  consignar 
en  el  presente  protocolo,  expedide  en  cuatro  ejemplares,  que  los 
mencionados  señores  firmaron  y  sellaron. 


T,  Pacheco.  J.  de  la  Oruz  Bmaventt. 
.    (US.)  (L.  S.) 

Migliorati.  M.  Martínez, 

(L.  S.)  (L.  S.) 


£eal  Legación  de  Italia  en  el  Perú. 

Limüy  Febrero  ?J\  de  1866. 
Excmo.  Señor  Secretario  de  Estado: 

Recibo  en  este  momento  por  telégrafo  la  noticia  de  que  el  bu- 
qqe  italiano  «Doraitila»  ha  sido  incendiado  en  el  puerto  del  Ca- 
flao.  Me  faltan  aun  los  pormenores  sobre  este  nuevo  crimen 
perpetrado  á  hx  vista  de  las  autoridades  del  pi^ecitado  puerto. 

Los  recientes  su<5fesos  ocurridos  en  el  puerto  de  Cobija,  en  don- 
de algunos  malhechores  chilenos  violentamente  y  como  piratas, 
se  apoderaron  de  aquel  buque,  y  de  allí  vinieron  á  buscar  asilo 
en  los  puertos  de  Arica  y  el  Callao,  bastan  para  dar  fundlamen- 
to  á  la  suposición  de  ellos  mismos,  dejados  en  plena  hbertad,  y 
al>ilsando  de  la  hospitalidad  que  se  les  ha  concedido  en  estepaís^ 
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hayan  consumado  este  nuevo  delito,  quizás  con  el  fin  de  encu- 
brir el  que  ya  pesaba  sobre  ellos;  esto  es,  haber  quitado  la  vida 
al  capitán,  tripulación  y  pasajeros  de  la  precitada  nave. 

Debo,  por  consiguiente,  dirigirme  á  V,  E.  suplicándole  que 
promueva  cerca  de  la  autoridad  competente  las  medidas  ne- 
cesarias á  fin  de  que  las  personas  que  tomaron  parte  en  el 
asalto  consumado  en  el  puerto  de  Cobija  sobre  el  buque  «Domi- 
tila»  sean  inmediatamente  arrestadas,  como  que,  con  razón,  re- 
cae sobre  ellas  la  prevención  de  que  hayan  cometido  este  nuevo 
delito;  y  yo  no  puedo  menos  que  dar  la  forma  más  solemne  á 
esta  demanda  en  vista  de  la  denegación  que  se  me  ha  hecho  de 
darle  favorable  acogida,  cuando,  no  sólo  por  razones  de  derecho, 
«ino  también  por  deber  de  humanidad,  he  tenido  el  honor  de  di- 
rigirme tres  veces  á  V.  E.  V.  E.  comprenderá,  por  lo  demás, 
que  si  fuesen  también  dejados  impunes  estos  malhechores,  mal 
podría  el  Gobierno  peruano  eximirse  áe  la  responsabilidad  que 
le  cabría  en  presencia  de  la  Italia,  tanto  por  el  hecho  cometido 
en  Cobija,  cuanto  por  el  ocurrido  en  el  Callao. 

Mientras  tanto,  asociándome  plenamente  á  V.  E.  en  deplorar 
un  hecho,  que,  si  se  dejase  sin  castigo,  daría  una  idea  muy  tris- 
te de  las  autoridades  de  los  Gobiernos  americanos,  quiero  lison- 
jearme que,  por  honor,  mismo  del  nombre  peruano,  este  Gobierno 
habrá  tomado  y  tomará,  en  todo  caso,  las  medidas  oportunas 
para  el  pronto  arresto  de  cuantos  se  hallan  implicados  en  un  de- 
lito, que  no  puede  menos  de  ser  desdoroso,  no  sólo  para  los  que 
lo  han  cometido  sino  también  para  los  que  lo  tolerasen. 

Dígnese  entretanto,  señor  Secretario  de  Estado,  recibir  las  se- 
guridades de  mi  más  alia  y  distinguida  consideración. 

Migliorati. 

A  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario   de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores  &.  &.  &. 


Lima,  Marzo  1^  de  1866. 

En  la  tarde  del  26  de  Febrero  último  tuve  el  honor  de  recibir 
de  mallos  de  V.  E.  la  comunicación  de^la  misma  fecha,  en  que 
se  sirve  participarme  que  acababa  V.  E.  de  ser  informado,  por 
un  despacho  telegráfico,  que  el  buque  «Domitila»  había  sido  in- 
c  endiado  en  el  puerto  del  Callao.     V.  E.  agrega  que  le  faltaban 
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aun  los  datos  sobre  este  nuevo  crimen,  cometido  á  la  vista  délas 
autoridades  de  aquel  puerto. 

Entrando  en  algunas  consideraciones  sobre  los  hechos  ocurri- 
dos en  Cobija,  cree  V.  E.  que  estos  son  suficientes  para  dar  fun- 
damento á  la  suposición  de  que  los  mismos  individuos  que  asal- 
taron á  la  «Domitila»  en  Cobija  y  que  han  sido  dejados  en  el  Pe- 
rú en  completa  libertad,  sean    los  que,  abusando  de  la  hospitali- 
dad que  se  les  ha  concedido,  han  cometido  el  nuevo  delito,  para 
cubrir  el  quo  sobre  ellos  pesa  ya,  de  haber  quitado  la  vida  al 
capitán,  tripulación  y  pasajeros  del  buque.     Y  por  esto  es  que 
V.  E.  solicita  de  mí,  que  dé  las  órdenes  del   caso  á  la  autoridad 
competente,  para  que  esos  individuos   sean  aprehendidos  inme- 
diatamente, ya  que  sobre  ellos  debo  recaer,  con  razón,  la  preven- 
vención  de  ser  los   autores  del  nuevo  delito.     En  consecuencia, 
me  previene  V.  E.  que  dá  á  eu  demanda  la  forma  más  solemne, 
en  presencia  de  la  uegativs^  que  ha  encontrado,  cuando,  no  sola- 
mente por  razones  de  derecho,  sino  también  por  deber  de  huma- 
nidad, la  había  V.  E  interpuesto  por  tres  veces.     Y  juzga  V.  E.' 
que  si  se  dejarli  aun  impunes  á  los  malhechores,  mal    podría   el 
Gobierno  peruano  eximirse  de  la  responsabilidad,  que  sobre  él 
pesaría  con  respecto  á  la  Italia,  tanto  por  el  hecho  ocurrido  en 
Cobijo,  cuanto  por  el  que  ha  acontecido  en  el  Callao.     Añade» 
en  fin,  V''.  E.  que  esa  impunidad  daría  en   Europa  muy  triste 
idea  de  las  autoridades  de  los  gribiernos  americanos;  pero  quiere 
complncerse  en  esperar  que,  por  honor  del   nombre  peruano,  mi 
Gobierno  habrá  tomado  y  toninrá  las  oportunas  medidas  para  la 
inmediata  aprohensión  de  cuantos  se    hallen  coinplicados  en  un 
delito,  que  no  puede  menos  de  sor  desdoroso,  así  para  los  que  lo 
han  perpetrado,  como  para  los  que  lo  tolerasen. 

Antes  de  hacerme  cargo  de  algunos  conceptos  de  la  nota  de 
W  E.  debo  maniftstarle  que,  habiendo  pasado  copia  de  ella  á 
los  señores  Secretarios  de  (íuerra  y  Marina  y  de  Justicia,  para 
•(jue  cada  uno  de  ellos,  en  la  parte  que  lecorresponilía,  se  sirviese 
dictar  las  medidas  convenientes  para  el  esclarecimiento  del  he- 
dió ocurrido  en  la  Ixihía  del  Callao,  á  fin  de  que,  fueren  someti- 
dos á  juicio,  si  aún  no  lo  habían  sido,  y  castigados  con  arreglo  á 
las  leyes,  los  autores  del  delito,  si  realmente  el  incendio  había 
sido  irtencional;  el  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina  me  ha 
remitido  con  fecha  de  hoy  los  documentos  que,  en  copia,  tengo 
el  honor  de  acompañar  á  V.  E.  y  de  los  que  resulta,  que  la  Co- 
mandancia General  de  Marina  había  ya  ordenado  desd,e  el  26 
de  Febrero  la  instrucción  del  correspondiente  sumario,  para  des- 
cubrir el  origen  de  esa  desgracia. 

Debo  también  recordar  aquí  que  en  la  conferencia  -que,  á  pe- 
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tición  de  V.  E.,  tuve  con  V.  E.  y  con  los  señores  Representantes 
de  Bolivia  y  Chile  en  la  misma  tarde  del  26  ¿e  Febrero,  al  tra- 
tarse de  los  hechos  consumados  en  Cobija  ^  alta  mar,  manifesté 
que  el  Gobierno  peruano,  por  muchos  y  vivos  deseos  que  tuvie- 
se de  complacer  á  V.  E.,  no  podía  tomar  parte  .en  un  asunto  de 
la  exclusiva  competencia  de  las  autoridades  bolivianas,  por  ha- 
ber sucedido  el  hecho  primordial  en  aguas  de  Bolivia;  que,  en 
cuanto  al  incendio  de  la  «Domitila»  en  la  bahía  del  Callao,  ese 
sí  era  de  la  competencia  de  las  autoridades  peruanas  y  que  po- 
día ofrecer  á  V.  E.  que  se  seguiría  el  correspondiente  sumario  y 
que  los  autores  y  cómplices  del  delito,  caso  de  haberlo,  serían 
sometidos  á  juicio  y  castigados  con  todo  el  rigor  de  las  leyes. 
Agregué  que,  según  los  informes  verbales  que  me  había  trasmi- 
tido el  señor  Secretario  de  Guerra  y  Marina,  se  hallaban  ya  de- 
tenidos dos  de  los  marineros  á  quienes  el  señor  Cónsul  de  Italia 
había  encomendado  la  guarda  del  buque,  cuando  éste  le  fué  en- 
tregado. 

Después  de  alguna  discusión,  quedó  perfectamente  reconocido 
en  la  conferencia,  el  principio  de  que  los  hechos  ocurridos  en 
Cobija  y  en  alta  mar  no  correspondían  absolutamente  á  la  juris- 
dicción peruana,  y  V.  E.  no  tuvo  inconveniente  en  aceptar  la  in- 
íicación  del  señor  Martínez,  para  promover  una  investigación 
sobre  lo  ocurrido  en  alta  mar,  ante  el  Cónsul  chileno,  residente 
en  el  Callao. 

El  resultado  de  la  conferencia  me  excnsa,  pues,  de  analizar  el 
pensamiento  do  V.  E.  acerca  de  la  responsabilidad  que  podría 
pesar  sobre  el  Gobienio  peruano  por  el  kecho  consumado  en  Co- 
bija; pero  tampoco  puedo  admitir  que  recaiga  responsabilidad 
alguna  sobre  el  Gobierno,  por  el  incendio  de  la  «Domitila»,  aun 
cuando  el  tenga  el  carácter  grave  que  V.  E.  quiere  darle.  V,  E. 
insinúa  que  el  crimen  ha  sido  cometido  á  la  vista  de  las  autori- 
dades del  puerto  del  Callao,  y  la  frase  de  V.  E.  da  á  entender 
.  que  esas  autoridades,  si  bien  no  han  tenido  parte  directa  en  el 
hecho,  á  lo  menos  lo  lian  dejado  consumarse  impasiblemente. 
V.  E.  me  permitirá  nó  aceptar  semejante  insinuación,  y  las  rela- 
ciones que  del  suceso  han  hecho  los  periódicos  de  Lima  y  el  Ca- 
llao, habrán  contribuido  poderosamente,  no  lo  dudo,  á  rectificar 
los  conceptos  de  V.  E.  De  esas  relaciones,  insertas  en  «El  Co- 
mercio» de  Lima  y  en  «El  Porrenir*  del  Callao,  correspondientes 
al  26  de  Febrero,  y  corroboradas  por  los  partes  oficiales  de  las 
autoridáHes  marítimas  del  Callao,  aparece  que  el  fuego  princi- 
pió á  las  once  y  media  de  la  noche;  que  los  primeros  auxilios 
fiíeron  enviados  del  buque  de  guerra  nacional  «Victoria*  y  que, 
á  poco  rato,  la  Capitanía  del  puerto  y   el  Resguardo  acudieron 
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en socorro  del  buque  incendiado,  portándose  de  una  manera 
laudable,  hasta  el  extremo  de  perder  un  hombre;  pero  que  dee- 
gráciadamente  todos  los  esfuerzos  fueron  inútiles. 

Bien  sabe  V.  E.  que,  merced  á  la  condición  de  la  humana 
naturaleza,  no  basta  la  mera  existencia  de  las  autoridades,  ni 
aun  en  los  países  de  más  refinadn  civilización,  para  impedir  l.i 
perpetración  de  delitos,  y  si  algunos  se  cometen,  no  por  esto  puc 
de  decirse  que  se  realizan  precisamente  á  la  vista  de  esas  autori- 
dades, dando  á  entender  que  ellas,  pudiendo,  no  Jos  han  evita- 
do. Y  si  esto  es  exacto,  tratándose  de  delitos  consumados  en 
tierra,  en  donde  podría  decirse  que  es  constante  la  permanencia 
de  las  autoridades,  lo  será,  con  mayor  razón,  si  el  delito  se  per- 
petra en  el  mar,  en  una  extensa  bahía,  en  donde  existe  gran  nu- 
mero de  embarcaciones  y  en  altas  horas  de  la  noche. 

Si  el  incendio  de  la  cDomitila*  ha  sido  ocasionado  por  un  de- 
lito, V.  E.  ha  debido  estar  seguro  de  que  no  quedaría  impune, 
pues  para  eso  hay  en  el  Perú  leyes  y  tribunales,  y  el  Gobierno 
no  cree  que  haya  motivo  para  suponer  que  las  autoridad'^  pe- 
manas  falten  á  sus  deberes  y  se  forme  de  ellas,  en  ninguna  par- 
te del  mundo,  la  triste  idea  de  que  V.  E.  hace  mención,  argu- 
naolMdo  tobra  una  hipótesis  ciertamente  irrealizable.  Lü:^  de- 
litos, es  verdad,  deshonran  no  sólo  á  quien  los  comete,  sino  tam- 
bién á  quien  los  tolera.  Acepto  la  aserción  de  V.  E.  como  un 
principio  absoluto  y  sin  aplicación  á  persona  determinada;  p^ra 
debo  agregar  que  si  V.  E.  tiene  datos  para  creer  que  alguna  au- 
toridacLperuana  ha  tolerado  el  delito,  a  que  V.  E.  se  refiere,  el 
Gobierno  estimará  en  alto  grado  á  V.  E.  que  se  digne  ponerlo 
en  su  conocimiento,  para  que  esa  autoridad  reciba  el  más  severo 
y  condigno  castigo. 

Por  lo  demás,  V.  E.  que  parece  hallarse  ya  perfectamente  con- 
vencido de  la  razón  que  le  asistía  al  Gobierno  peruano,  para  no 
acceder  á  las  demandas  hechas  anteriormente,  sobre  #1  arresto 
de  los  individuos  que,  en  el  puerto  de  Cobija  asaltaron  á  la 
«Domitila»,  debe  haber  quedado  satisfecho  con  las  explicaciones 
que  di  en  la  conferencia  de  26  de  Febrero,  relativamente  al  in- 
cendio de  ese  buque  y  tú  juzgamiento  de  sus  autores,  si  realmen- 
te ha  habido  delito.  El  hecho  nada  tendría  en  sí  de  extraordi- 
nario, ni  creo  que  sea  el  Perú  el  único  país  del  mundo  donde 
semejantes  hechos  se  consumen.  Si  ha  habido  delito,  es  un  de- 
lito común,  cuyo  juzgamiento  corresponde  cxclusivamepte  á  la 
autoridad  judicial,  y  ésta,  no  lo  dude  V.  E.,  desplegara  todo  el 
celo  y  actividad  que  el  caso  exige,  para  esclarecer  el.  hecho  y  des- 
cubrir y  castigar  á  sus  autores  y  cómplices.     El  Gobierno,  por 
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cluído  el  incidente  de  la  «Domitila»  de  un  modo  satisfactorio  pa- 
ra todos  los  interesados  en  él. 

!        Dígnese  U3.  H.  aceptar  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  dis- 

j-    tinguida  consideración. 

>  r.  Pacheco. 

■     Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  de  la  República  de 
Chile. 


fe 


I- 


Beal  Legación  de  Italia  en  el  Peiií. 

L  imaj  SO  de  Marzo  de  1866^. 
Excmo.  señor: 

En  la  publicación  de  la  correspondencia  cambiada  entre  V.  E. 
y  egta  Real  Legación  relativamente  al  buque  italiano  «cDomitila», 
i  he  visto  con  sorpresa  en  la  nota  dirigida  al  señor  Martínez  con  fe- 
cha 16  del  corriente,  que  V.  E.  consideraba  como  terminado  este 
desagradable  incidente  á  satisfacción  de  las  partes. 
'  Creo  que  esta  idea  se  halla  fundado  en  una  declaración  hecha 
por  mi  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  Chile  en  nota  de  12 
del  corriente,  en  la  cual  hacía  yo  alusión  á  un  incidente  muy 
secundario  sobrevenido  con  el  señor  Ma^tinez  en  la  cuestión  de 
la  «Domitila»  del  que  está  V.  E.  informado. 

Muy  á  pesar  mío,  no  he  podido  jamás  declarar  terminada  la 
cuestión  «Domitila»,  ni  estaba  en  mi  mano  hacerlq,  desde  que  á 
este  respecto,  y  en  espera  de  instrucciones,  he  debido  hacer  las 
más  solemnes  reservas  en  nombre  del  Gobierno  del  Rey. 

Convencido  de  que  V.  E.,  al  publicar  esta  correspondencia,  no 
ha  tenido  otro  objeto  que  ilustrar  al  público  acerca  del  verdade- 
ro estado  del  asunto  «Domitila»,  y  confiado  en  sr.  alta  imparcia- 
lidad, yo,  por  un  sentimiento  de  delicadeza,  que  V.  E.  se  servirá 
apreciar,  me  dirijo  á  V.  E.  suplicándole  la  inserción  en  los  dia- 
rios de  esta  nota,  destinada  á  hacer  desaparecer  cualquiera  equi- 
vocación sensible,  sobro  una  cuestión  pendiente  todavía. 

En  cuanto  á  la  publicación  referida,  hecha  sin  qtie  previa- 
mente se  me  haya  informado,  me  veo  obligado  á  hacer  las  más 
amplias  reservas. 

121 
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Aprovecho,  entretanto,  esta  ocasión,  para  renovar  á  V.  E.  las 
aeguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

Miglioratu 

A  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores,  ¿c,  <fe.  <Sr. 


Juma,  Abril  3  de  1866. 

En  la  tarde  del  sábado  tuve  la  honra  de  recibir  el  estima- 
ble oficio  de  V.  E.,  fecha  30  del  {/asado,  cuyo  objeto  es  consignar 
algunas  apreciaciones  de  V.  E.  relativamente  á  la  publicación 
de  los  documentos  concernientes  á  la  barca  «Domitila.» 

V.  E.  no  se  ha  engañado  al  suponer  que  la  publicación  se  ha 
hecho  con  el  fin  de  ilustrar  al  público  acerca  del  verdadero  ^ta- 
do  de  la  cuestión,  y  también,  agregaré,  por  mi  parte,  con  el  de 
presentar  los  hechos  tales  como  habían  pasado,  el  giro  que  ha- 
bían tomado  las  negociaciones  y  el  término  á  que  bebían  llega- 
do. Se  hacía  esta  tanto  más  indispensable,  cuanto  que  los  pe- 
riódicos, así  del  Perú  como  de  Chile,  habían  dado  versiones  muy 
inexactas  y  emitido  juicios  erróneos,  en  que,  si  bien  se  dirigían 
algunos  cargos  de  poca  gravedad  al  Gobierno  peruano,  se  hacían 
fuertes  inculpaciones  á  V.  IS.  mismo  y  á  los  señores  Ministros  de 
Bolivia  y  Chile. 

Después  de  la  conferencia  del  26  de  Febrero,  el  único  punto 
que  quedó  pendiente,  fue  la  información  que,  por  indicación  del 
H.  señor  Martínez,  aceptada  explícitamente  por  V.  E.,  debía  le- 
vantarse en  el  Consulado  chileno,  en  el  Callao,  acerca  de  lo  ocu- 
rrido en  alta  mar,  con  la  antigua  tripulación  de  la  «Domitila  * 
Anunciándome  el  señor  Martínez  la  terminación  de  ese  inciden- 
te, debía  el  Gobierno  considerar,  como  considera  actualmente, 
concluida  del  todo  la  cuestión  suscitada  por  el  asalto  del  buque* 
61  V.  E.  tiene  motivos  particulares  para  no  convenir  en  que  se 
dé  por  terminada  dicha  cuestión,  no  era  de  la  competencia  del 
Oobierno  examinarlos,  ni  se  hallaba  en  el  caso  de  suponer  si- 
quiera qug.  tales  motivos  existieran,  desde  que  ni  en  los  protoco- 
los de  las  conferencias,  ni  en  las  r.otas  de  V.  E.  había  una  solfli 
expr^ión  que  equivaliese  á  una  reserva.  El  lenguaje  de  V.  EÍ, 
lia  sido  claro,  explícito  y  terminante,  como  lo  ha  sido  tambiéa » 
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el  empleado  por  mí  al  hablar  á  nombre  del  Gobierno.  Para  és- 
te la  cuestión  principal  feneció  con  d  protocolo  de  26  de  Febre- 
ro, y  si  tuve  que  ocuparme  después  del  incidente  promovido  en 
la  nota  de  V.  E.  de  la  misma  fecha,  este  incidente  quedó  zanja- 
do con  mi  contestación  de  19  de  Marzo,  ya  que  V.  E.  no  hizo  á 
ella  observación  alguna,  ni  hasta  el  14  de  este  me^,  en  que  reci- 
bí la  nota  del  H.  señor  Martínez,  ni  hasta  el  27  en  que  se  pur 
blicaron  los  documentos. 

V.  E.  parece  extrañar  que  la  publicación  se  haya  hecho,  sin 
que  previamente  se  le  hubiera  informado  de  ella.  En  verdad, 
que  no  creí  necf^saria  semejante  formalidad,  y  ahora  mismo  que 
V.  E.  se  siiTe  llamarme  la  atención  sobre  ella,  no  encuentro  ra- 
zones que  pudieran  justificar  la  introducción  de  s^ejante  pre- 
cedente. Y  si  quisiera  aducir  algún  hecho  en  apoyo  de  mi  con- 
ducta, el  mismo  Gobierno  á  quien  V.  E.  representa,  me  sumi- 
nistraría uno  por  demás  concluyente.  El  General  La  Marmora 
acaba  de  hacer  publicar  el  9  de  Febrero  en  la  Gactia  Oficial  del 
Jteyno  de  Balia^  un  despacho  que,  con  fecha  5,  dirigía  al  Minis- 
tro de  Italia  en  Madrid,  antes,  por  consiguiente,  de  que  el  des- 
pacho llegara  al  conociraientro  del  Ministro  y  del  Gobierno  es- 
pañol. Y  si  esto  se  hacía  con  un  despacho,  que  iniciaba,  por 
decirlo  así,  una  nueva  cuestión,  parece  que  no  hay  motivo  para 
que  no  se  publiquen  los  documentos  relativos  á  un  asunto  que, 
con  buen  derecho,  puede  y  debe  juzgarge  como  definitivamente 
concluido.  Y  se  desprende  también  de  ese  hecho,  que  cada  Go- 
bierno es  juez  para  decidir  de  la  oportunidad  de  dar  á  luz  los 
documentos  de  su  cancillería. 

En  cuanto  á  las  reservas  que  V-.  E.  hace  sobré  la  misma  pu- 
blicación, mi  Gobierno  no  puede  ciertamente  coactar  las  opinio- 
nes de  V.  E.;  pero  tampoco  puede  admitir  esas  reservas  desde 
que  no  existen  las  circunstancias  en  que  serían  admisibles;  esto 
es,  si  en  la  publicación  se  hubiesen  alterado  los  hechos,  ó  si  ea 
ella  se  hubiesen  omitido  algunos  documentos  esenciales. 

Accediendo  á  los  deseos  de  V.  E.,  doy  orden  para  que  se  pu- 
blique en  el  periódico  oficial  la  nota  de  V.  E.  con  esta  contesta- 
ción, que  me  proporciona  la  oportunidad  de  reiterar  á  V.  E.  las 
seguridades  de  xúi  alta  consideración  y  aprecio. 

T.  Pacheco^ 
Excmo.  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 
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JBeal  Legación  de  Italia 

Lima,  Abril  7  de  1866. 
Excmo.  señor: 

Me  complazco  en  acusar  recibo  de  la  nota  que  V.  R  tuyo  á 
Isíen  dirigirme  con  fecha  3  del  corriente.  En  ella  defiende  V. 
£}.  la  publicación  hecha  sin  previo  convenio  de  los  documento9 
«ilativos  á  la  «Domitilaj»,  y  declara  que,  en  su  concepto,  la  cuea* 
4i6n  podía  considerarse  como  terminada. 

No  qgiero,  por  ahora,  emprender  la  discusión  de  en  cual  estado 
^áe  la  controversia  competa  á  un  Gabinete  el  derecho  de  publicar 
los  documentos  que  están  en  su  poder;  es  mi  intento  únicamente 
<3onvencer  á  V.  É.  que,  por  ahora,  ni  por  parte  del  Grobiemo  pe- 
Ttiano,  ni  por  parte  mía,  puede  ser  considerada  como  eoncluída  la 
•diferencia  que  nos  ocupa.  Para  que  esto  fuese  así,  sería  necesa-. 
rio  el  consentimiento  de  ambas  partes  contendientes,  y  por  la 
cnía  no  es  posible  considerar  de  otra  manera  la  cuestión  mencio- 
áiada,  sino  como  pendiente,  y  jamás  he  pensado  dar  motivo  á  V. 
£.  para  creer  que  fuese  otra  mi  opinión  en  esta  materia. 

V.  E.  recordará  que  á  mi  vuelta  de  Chile  me  acerqué  á  insis- 
tir verbalmente  cerca  de  V.  E.  en  apoyo  de  la  instancia  presen- 
^sentada  por  el  Real  Cónsul  relativamente  al  buque  «Domitila»  y 
al  arresto  de  las  personas  que  se  hallaban  á  su  bordo,  y  que  sos* 
teniendo  V.  E.  que  no  debían  ser  los  autores  del  asalto  conside- 
rados como  piratas,  yo  expresé  la  opinión  contraria.  En  mi  no- 
ta de  15  de  Febrero,  dije  al  concluir,  que  era  de  iñi  deber  hacer 
reservas  con  semejante  propósito,  y  en  la  conferencia  del  dia  16, 
mantuve  la  misma  opinión.  Cuando  después  V.  E.  me  declaró 
en  su  nota  del  17,  considerar  como  defínitivamente  terminada  la 
cuestión  con  la  restitución  del  buque,  yo  le  repliqué  el  19,  que 
existía  siempre  la  cuestión  del  arresto,  y  pava  obtenerlo  supliqué 
á  V.  E.  que  reuniese  una  nueva  conferencia  que  tuvo  lugar  el 
26.  En  ésta  repetí  los  principios  ya  expresados  por  mí,  y  si  des- 
después  de  habérseme  rehusado,  acepté  las  propuestas  de  interro- 
gatorio hechas  por  el  señor  Martínez,  no  por  eso  h*bía  retiíjido 
mis  reservas,  y  en  prueba  de  ello,  dejé  en  manos  de  V.  E.  mi 
nota  del  mismo  día,  en  la  cual  reiteraba  la  demanda  de  arresto. 

A  la  nota  del  1^  de  Marzo,  ^que  me  dirigió  V.  E,  en  respuesta 
á  la  mía  del  26  anterior,  repíiqué  verbalmente:  las  quejas  ex* 
puestas  por  mí,  e  ♦^  ocasión,  porque   negándoseme   el 

arresto  de  los  ra;  Oomitiia-,  se  les  dejaba  campo  para 
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fugarse,  claramente  demuestran  que  yo  siempre  persistía  en  Tm 
demanda  primitiva;  y  si  no  consigné  por  escrito  la  Repetición  de 
mis  reservas  é  instancias,  fué  porque  no  creyendo  aquello  nece- 
sario, deseaba  no  agriar  la  cuestión,  dando  mayor  peso  á  las  sos^ 
pechas  que  entonces  tuve  que  expresar  á  V.  E.  Si  lo  recuerda 
J-.  bien  V.  E.  fueron  estas  sospechas  las  que  dieron  lugar  á  un  in* 

fe  cidente  con  el  señor  Martinez,  incidente  á  que  justamente  se  re— 

1  fiere  la  nota  del  12  de  Marzo. 

j  Mi  silencio,  si  todavía  ptiede   interpretarse  así  mi  conducta^ 

J  no  puede  sin  embargo  considerarse  como   un  desistimiento  de^ 

mis  demandas,  puesto  que  en  todo  caso  semejante  desistimiento 
debía  constar  por  escrito,  ya  que  jamás  concederá  V.  E.  que* 
considerase  su  silencio  como  una  respuesta  afirmativa  á  las  ins- 
tancias presentadas  por  mí. 

De  esta  simple  exposición  de  los  hechos,  V.  E.  puede  deducir 
que  la  cuestión  de  la  «Domitila»  estaba  y  está  hasta  ahora  en 
suspenso.  La  negativa  que  se  me  hizo  establecía  justamente  la 
controversia,  la  cual  no  podía  concluir  sino,  ó  acogiéndose  mis^ 
instancias,  las  que  hizo  el  Gobierno  de  Bolivia  que  procedió  pri- 
mero, ó  retirándolas  yo  mismo.  No  estaba  en  mis  manos  reti- 
rar las  demandas  presentadas  cuando  había  hecho  reservas  y  so- 
licitado instrucciones  del  Gobierno  del  Rey,  y  mucho  menoat 
después,  cuando  esperaba  respuesta  del  Gabinete  de  Santiago  á* 
,  instancias  análogas  presentadas  allí. 
I  Para  resolver  la  controversia  de  la  «Domitila»  es,  pues,  necesa- 

rio saber  si  el  Gobierno  italiano  califica  ó  nó  de  piratería  el  he- 
cho de  Cobija;  si  exige  responsabilidad  del  Gobierno  peruano 
tanto  por  la  negativa  al  arresto  de  los  acusados  de  piratería  y 
BU  fuga  facilitada  de  este  modo,  cuanto  por  las  depredaciones  de 
útiles  y  cargamento  cometidas  por  los  raptores  de  la  «Domitila»^ 
con  daño  del  buque  mismo  en  los  puertos  de  Arica  y  el  Callao^ 
y  es  igualmente  necesario  que  se  siga  un  activo  procedimiento^' 
por  el  hecho  del  incendio.  Hé  aquí  todo  loque  falta  hasta  aho- 
ra para  poder  declarar  definitivamente  terminada  la  cuestión  de 
que  se  tratA. 

Viniendo  ahora  á  la  publicación  verificada  el  27  de  Marzo^ 
como  de  ella  aparecía  que  yo  me  había  declarado  satisfecho,  lo^ 
quejamos  hice,  creí  de  mi  deber  hacer  mis  reservas,  j»ara  que  mi 
silencio  no  pudiese  ser  interpretado  como  adhesión  á  una  rela- 
ción por  cierto  incompleta  de  la  cuestión. 

V.  E.  dice  que  ha  tenido  por  objeto,  en  la  publicación,  defen- 
der hasta  mi  persona  Ae  acusaciones  hechas  por  la  prensa;  por 
esto  mismo  me  parece  extraño  que  V.  E.  no  se  haya  dirigido  á 
mí  para  completar  las  lagunas  que  deja  la  correspondencia  es- 
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P^cialmente  después  de  su  nota  de  19  de  Marzo:  entonces  habría 
vistq  el  público  que  en  toda  la  controversia  estuve  yo  siempre 
animado  por  un  verdadero  espíritu  de  conciliación. 

Fué  también  una  de  las  razones  que  me  indujo  á  manifestar 
i^^is  quejas  á  V.  E.,  la  consideración  de  que  la  publicación  he- 
cha podía  aumentar  dificultades  en  la  solución  de  la  materia. 

El  ejemplo  aducido  por  V.  E.,  de  la  inserción  en  la  Gaceta 
Oficial  del  Reyno  de  Italia,  de  un  despacho  de  S.  E.  el  general 
I^-Marmora,  al  Ministro  del  Rey  en  Madrid,  no  es  de  natura* 
leza  adecuada  al  objeto,  porque  allí  se  trata,  como  lo  dice  el  tex- 
to del  despacho,  de  una  cuestión  provocada  por  la  publicacióu 
de  algunos  documentos;  y  hay  además  diferencia  entre  la  corres- 
pondencia de  un  Gabinete  y  sus  agentes  y  la  de  un  Gabinete  con 
agentes  extranjeros  acreditados  cerca  de  él.  Tampoco  fué  nun- 
ca mi  intención  negar  á  un  Gobierno  el  derecho  de  dar  al  cono- 
cimiento pábiico  los  documentos  y  la  correspondencia  relativos 
á  cuestiones  fenecidas.  Semejante  publicación  en  cuestiones 
pendientes,  puede  todavía  resultar  poco  oportuna,  empeñando  á 
los  Gobiernos  interesados  á  sostener  sus  pretensiones  más  allá  de 
io  que  quizás  habrían  hecho  de  otro  modo;  y  «n  todo  caso  es 
conveniente  á  los  principios  de  buena  armonía. 

Sea  lo  que  fuere,  sin  embargo,  yo  espero  con  la  exf>osición  he- 
cha, haber  probado  cuanto  tengo  el  honor  de  declarar  á  V.  E.^ 
esto  es:  que  la  cuestión  relativa  á  la  «Domitila»  debe  considerar- 
Be  como  pendiente  hasta  que  sea  conocida  la  opinión  del  Gobier- 
no del  Rey  en  la  materia.  Quiero  entretanto  esperar  que  ningún 
nuevo  incidente  surja  á  complicar  la  solución  de  esta  desagrada- 
ble cuestión;  y  ateniéndome  á  cuanto  me  he  propuesto  desde  el 
26  de  Febrero,  me  abstendré  de  seguir  toda  menos  que  necesaria 
discusión  á  este  respecto. 

Sírvase,  entre  tanto,  Excmo.  señor  Secretario  de  Estado,  acep- 
tar los  sentimientos  de  mi  más  distinguida  y  alta  consideración. 

iliglioratú 

A  S.  E.  el  doctor  don  Toribio  Pacheco,   Secretario  de  Estado  de 
Relaciones  Exteriores. — Lima. 


967  — 


Lima,  Abril  10  de  1866. 

He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  que  V.  E,  se  ha  servida 
'dirigirme,  con  feclia  7  del  corriente,  en  contestación  á  la  mía 
^el  3. 

•  Creo,  como  V.  E.,  que  sería  dernás  prolongar  una  discusión 
innecesaria,  que  no  conduciría  á  nungún  resultado  satisfactorio. 
Por  lo  mismo,  me  permitirá  V.  E.,  que  sólo  me  detenga  en  hacer 
algunas  ligerísimas  observaciones  sobre  algunos  puntos  de  la 
nota  de  V.  E. 

Extraña  V.  E.  que  yo  no  me  hubiese  dirigido  áesa  Legación, 
para  completar  las  lagunas  que  deja  la  correspondencia,  especial- 
mente, después  de  mi  nota  de  1*  de  Marzo,  pues  entonces  habría 
visto  el  público  quo  en  toda  la  controversia  estuvo  siempre  V.  E. 
animado  de  un  verdadero  espíritu  de  conciliación.  Desde  luego, 
no  creo  que  los  documentos  impresos  hayan  producido  en  el  pú- 
blico uía  idea  distinta  de  la  que  V.  E.  deseaba;  pero  la  frase  de 
V.  E.  daría  lugar  á  suponer  que  el  Gobierno  peruano  no  ha  pro- 
cedido con  la  hidalguía  que  norma  todos  y  cada  uno  de  sus  ac- 
tos. Las  únicas  notas  que  han  dejado  de  publicarse,  por  insig- 
nificantes, son  la  de  V.  E.,  fecha  19  de  Febrero  y  mi  contestación 
4el  20  del  mismo.  Ambas  se  referíam  á  un  incidente  de  poca 
•  importancia,  ocurrido  en  el  Callao,  sobre  la  entrega  material  del 
buque,  y  no  creo  que  V.  E.  juzgue  que  la  falta  de  esas  dos  no- 
tas, única  laguna  que  se  encuentra  en  la  correspondencia,  obscu- 
rezca el  asunto  ó  lo  presente  bajo  un  aspecto  distinto  del  que  eh 

sí  tiene. 

V.  E.  concluyó,  ciertamente,  su  nota  del  15  de  Febrero,  ha- 
ciendo reservas,  tanto  por  lo  que  se  desprendía  del  hecho  ocurri- 
do en  Cobija,  que  V.  E.  calificaba  de  piratería,  cuanto  por  el  in- 
sulto hecho  á  la  bandera  italiana.  Pero  es  claro  que  no  habíén« 
^ose  consumado  el  hecho  en  el  Perú,  las  reservas  de  V.  E.  no 
podían  pesar  sobre  el  Gobierno  peruano.  En  la  conferencia  del 
36,  no  reprotiujo  V.  E.  sus  reservas,  sino  que  más  bien  aceptó 
lisa  y  llanamente  la  conclusión  á  que  en  dicha  conferencia  se 
llegó,  que  fué  la  entrega  del  buque.  Cuando  V.  E.  insistió  des- 
pués en  la  captura  de  los  individuos  que  habían  asaltado  el  bu- 
que, me  negué  á  ello  rotundamente  en  mi  nota  de  21  de  Febre- 
ro, y  á  consecuencia  de  mi  negativa,  pidió  V.  E.  que  se  celebra- 
ra la  nueva  conferencia  del  26,  en  la  que  tampoco  reprodujo  V, 
E.  ninguna  reserva,  no  obstante  de  haber  expresado  yo,  q^tegórica- 
mente,  que  el  Gobierno  del  Perú  no  seguiría  otros  principios  que 
los  consignados  en  mi  nota.  Y  decía  ésto,  después  de  haber  leído. 
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delante  de  V.  E.,  la  nota  fecha  26,  que  V.  E.  acababa  de  entre- 
garme. Después  de  esa  declaración,  que  no  fué  objetada  por  V. 
E.,  aceptó  V.  E  la  indicación  del  señor  Martínez,  para  que  se 
instruyera  una  información  en  el  Consulado  chileno,  relativa- 
mente ¿  lo  ocurrido  en  alta  mar  con  la  tripulación  del  buque. 

V.  E.  dice  que  me  contestó  yerbalmente  á  la  nota  del  1;  de 
Marzo  y  que  las  quejas  que  me  expuso  en  tal  ocasión,  por  ha-' 
berse  negado  el,  arresto  de  los  captores  de  la  «Domitila»,  deján- 
dolos así  en  libertad  de  emprender  la  fuga,  demuestran  que  V, 
E.  persistía  siempre  en  su  primitiva  demanda.  V.  E.  me  per- 
Initirá  recordarle  que,  cuando  me  hizo  el  honor  de  buscarme, 
después  de  recibir  ni  nota  de  1?  de  Marzo,  fué  con  el  objeto  de 
llamarme  la  atención  sobre  una  frase,  en  que  parecía  decirse  que 
la 'información  debía  referirse  no  solamente  á  lo  ocurrido  en  al- 
ta mar,  sino  también  á  lo  sucedido  en  Cobija.  Acogí  gustoso  la 
observación  de  V.  E.  y  convine  en  alterar  la  frase  en  el  sentido 
que  propiamonte  debía  tener.  Entonces  tuvo  á  bien  V.  E.  ha- 
blarme de  lo  que  había  pasado  en  el  consulado  chileno,  y  las 
quejas  que  V.  E.  me  expuso,  se  refirieron  á  la  conducta  del  Cón- 
sul, naciendo  de  allí  las  sospechas  á  que  V.  E.  hace  alusión  en 
su  nota.  Esta  misma  enti*evista  debió  naturalmente  arraigar  en. 
mi  ánimo  la  convicción  de  que  el  asunto  del  asalto  de  la  «Domi- 
tilaj»  había  terminado  definitivamente  para  el  Gobierno  perua- 
no, y  tal  es  aun  hoy  la  convicción  de  mi  Gobierno  y  la  mía  pro- 
pia, por  muy  sensible  que  nos  sea  diferir  de  las  opiniones  do 
V.  E. 

.Ni  podía  ser  de  otro  modo,  desde  que  ese  asunto  ha  sido  ma- 
teria de  dos  acuerdos  diplomáticos,  en  que  han  intervenido  cua- 
tro personas,  en  representación  de  otros  tantos  Gobiernos,  y  des- 
de* que  la  manera  de  ver  de  los  Honorables  KepreSentantes  de 
Solivia  y  Chile  coincide  completamente  con  la  del  Gobierno  pe- 
ruano. Ni  podía  tampoco  admitirse,  en  último  caso,  que  una 
cuestión  en  que  han  sido  partes,  por  medio  de  sus  representan- 
tes, los  Gobiernos  del  Perú,  Italia,  Bolivia  y  Chile,  quedase  pen- 
diente  tan  sólo  entre  el  Perú  y  la  Italia,  siendo  así  que  el  P.erú 
hasido  y  es  el  menos  intcrepndo  en  ella,  porque  ni  es  en  su  te- 
rritorio donde  se  consumó  el  hecho  que  le  dio  origen,  ni  han  si- 
do peruanos  sus  autores. 

V.  E.  pedía  del  Gobierno  peruano  dos  cosas:  1*  la  entrega  del 
buque;  2"  la  captura  de  los  que  se  habían  apoderado  de  él.  En 
la  conferencia  del  IG  de  Febrero  se  resolvió  que  el  buque  fuese 
entregado  !t  V.  E.  y  lo  fué  efectivamente.  En  las  conferenciaa 
verbales  que  he  tenido  con  V.  E.,  en  la  del  26  de  Febrero  oon 
V.  E.  y  los  señores  Ministros  de  Bolivia  y  de  Chile   y   en   toda& 
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m^  comunicaciones,  he  declarado  solemnemente,  que  el  Gobier- 
no peruano  no  se  creía  con  derecho  para  proceder  á  la  captura 
de  loe  aprehensores  del  buque  y  de  un  modo  muy  explícito  he 
contestado  negativamente  á  la  demanda  de  V.  £.  sobre  el  segun- 
do punto,  que  fué  objeto  especial  de  la  conferencia  ;del  26  de  Fe- 
brero. £1  Gobierno  peruano  no  podía  ni  debía  hacer  más;  para 
él  la  «cuestióií  terminó  completamente  y  no  cree  que,  en  el  terre- 
no de  la  razón  y  la  justicia,  se  pueda  dar  á  ella  una  soluciém  dis- 
tinta. 

Como  supongo  que  V.  R  desee  que  sea  también  publicada  la 
nota  que  tengo  el  honor  de  contestar,  y  como  juzgo  que  esta  pu- , 
blicación  es  un  corolario  indispensable  de  las  que  se  han   hecho 
anteriormente,  doy  orden  para  que  la  nota  de  V.  E.  y  la  presen- 
te sean  insertadas  en  eí  próximo  número  del  periódico  oficial.  . 

Con  este  motivo,  me  es  grato  renovar  á  V.  E.  las  protesta»  do 
mi  más  alta  y  distinguida  consideración. 

2!  Pacheco, 
Excmo  señor  Ministro  Residente  de  S.  M.  el  Rey  de  Italia. 


Iteal  Legación  de  Italia  en  el  Perú. 


Limaj  Abril  10  de  1866. 


Excmo.  sefior  Secretario  de  Estado: 


En  respuesta  á  su  nota,  fechada  hoy,  tengo  el  honor  de  decla- 
rar nuevamente  á  V.  E.  que  jamás  he  considerado  el  hecho  de 
Cobija  de  otro  modo  que  como  a^cto  de  piratería,  y  que,  por  con- 
siguiente, no  he  podido  declararme  satisfecho  de  lo  hecho  por  el 
Gobierno  peruano,  como  se  esfuerza  en  probarlo  V.  E. 

El  Gobierno  del  Rey,  no  lo  dudo,  hará  conocer  á  su  tiempo  á 
V.  E.  si  considera  que  en  la  cuestióií  hay  ó  nó,  hasta  ghora,  res- 
ponsabilidad en  el  Gobierno  \  emano. 

Le  suplico  se  sirva  ordenar  la  inserción  de  la  presente,  en  seguida 
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de  la  mencionada  respuesta  de  V.  E.,  en  el  próximo  número  de  «El 
Peruano»,  y  con  esto  considero  como  terminada  nuestra  corres- 
pondencia en  la  cuestión  suscitada  por  la  publicacióii  hecha  el 
27  último. 

Acepte  V.  E.  las  seguridades  de   mi  mas  distinguida  7  alta 
Mnsideración. 

Aíigliorati. 

A.  S.  E.  el  señor  doctor  don  Toribio  Pacheco,  Secretario  de  Esta- 
do de  Relaciones  Exteriores. 


•^sg^-^g^ 
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